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Legislación  de  Minas  en  España. 


SECCIÓN  PRIMERA 
SQstoi^ia  dle  1911  legrislaeión. 


CAPITULO  PRIMERO 
Legislación  antigua. 

Introduooión. — Conocidos  los  principios  generales  que  sir- 
ven de  fundamento  para  las  leyes  mineras,  asi  como  la  manera 
como  aquellos  principios  han  sido  interpretados  y  aplicados  en 
las  distintas  naciones,  vamos  á  estudiar  ahora  el  derecho  minero 
español,  pues  éste  constituye  nuestro  principal  objeto.  Lo  divi- 
diremos en  dos  partes:  en  Ja  primera  nos  ocuparemos  de  las 
leyes  antiguas,  pues  que  éstas  han  servido  como  de  antecedente 
y  como  preliminar,  para  la  segunda  parte,  que  viene  constituida 
por  la  legislación  vigente  y  que  podemos  decir  arranca  del  de- 
creto-bases de  29  de  Diciembre  de  1868. 

LeyM  antiguas. — Para  seguir  con  método  la  historia  de 
nuestra  legislación  minera,  desde  los  tiempos  primitivos,  en  que 
el  régimen  de  las  costumbres  era  el  derecho  en  minería,  hasta 
ki  legislación  moderna,  que  viene  á  establecer  el  derecho  mine- 
ro constituido,  dividiremos  su  estudio  en  diferentes  periodos, 
correspondiendo  á  otras  tantas  épocas  en  que  han  tenido  lugar 


Digitized  by 


Google 


—  VI    — 

disposiciones  que  han  hecho  modificar  los  principios  fandamen- 
tales  que  servían  de  base  al  régimen  anterior. 

Son  estos  periodos: 

1.®  Desde  los  tiempos  más  remotos  hasta  la  conquista  de 
América; 

2.^    Desde  la  conquista  de  América  hasta  el  decreto  de  1825;  y 

3.^    Desde  el  afio  1825  hasta  el  decreto-bases  de  1868. 

A  su  vez,  el  segundo  periodo  lo  dividiremos  en  dos  secciones: 
una  la  legislación  en  la  metrópoli,  y  la  segunda  sección  para  las 
leyes  dadas  en  la  América  española. 

Y  en  el  tercer  período  distinguiremos  tres  subperíodos,  corres- 
pondientes: el  1.^,  que  comienza  con  el  decreto  de  1825;  el  2.^,  con 
la  ley  y  reglamentos  de  1849;  y  el  3.®,  que  comprende  la  ley 
de  1859  y  su  reforma  de  4  de  Marzo  de  1868,  con  los  reglamen- 
tos y  disposiciones  posteriores  de  aplicación,  hasta  el  decreto- 
bases  de  29  de  Diciembre  de  1868. 

Primer  periodo. 

TicHipos  prÍHiitÍTOs. — En  los  primeros  tiempos  de  su  exis- 
tencia no  sienten  los  pueblos  la  necesidad  de  escribir  sus  leyes, 
el  desarrollo  de  la  población  lo  trae  como  consecuencia.  Las 
substancias  minerales  que  nos  da  la  naturaleza  ,en  un  principio 
están  á  merced  de  quien  quiera  utilizarlas,  los  progresos  de  la 
civilización  son  los  que  hacen  que  sea  necesario  reglamentar  su 
uso  y  aprovechamiento  y  obtener  de  ellas  todos  los  beneficios  de 
que  sean  susceptibles. 

La  explotación  de  las  riquezas  mineras  ocupa  un  lugar  prefe- 
rente en  nuestra  historia,  como  dice  D.  Modesto  Lafuente  en  su 
Historia  General  de  España.  «Las  minas  de  ricos  metales  con 
tal  profusión  derramó  la  Providencia  en  este  suelo,  que  tomaría- 
mos por  fábulas  ó  por  brillantes  hipérboles  las  noticias  que  de 
ellas  nos  dejaron  los  antiguos  geógrafos  ó  historiadores,  si  de  ser 
verdad  y  no  ficción  no  viéramos  todavía  en  nuestros  tiempos 
tantos  y  tan  irrecusables  testimonios.  En  ningún pais  del  mundo^ 
deda  ya  Estrahón^  se  ha  encontrado  el  orOy  la  plata,  el  cobre  y 
el  hierro  y  ni  en  tanta  abundancia  ni  de  tan  excelente  ctüidad 
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como  en  España.  Habíannos  todos  los  autores  de  aquellos  apar- 
tados tiempos  de  montafias  de  plata,  Argentarius  mons^  de  ríos 
que  arrastraban  arenas  de  oro;  y  el  mismo  Estrabón  llama  repe- 
tidas veces  al  Tajo  Tagua  aurifer^  auratus  Tagus^  Tagus  opu- 
Ienti88imu8.y^ 

Natural  es^  pues,  que  la  riqueza  minera  de  nuestro  suelo  ex- 
citará la  codicia  de  otros  pueblos  más  adelantados,  y  que  las  in- 
vasiones se  sucedieran  en  los  tiempos  antif^uos.  No  consta,  por 
lo  menos,  que  los  indígenas  opusieran,  resistencia  abierta  á  la 
admisión  de  los  primeros  invasores,  que  sin  duda  acertaron 
A  deslumbrarlos  con  los  productos  y  artefactos,  dijes  y  bagate- 
las, que  de  su  país  les  trajeron  y  les  daban  á  cambio  y  trueque 
de  otras  más  positivas  riquezas,  no  conociendo  entonces  aque- 
llos liombres  rústicos  y  groseros  el  valor  respectivos  de  aquéllos 
y  de  éstas.  Tal  fué  en  posteriores  tiempos  la  conducta  de  estos 
mismos  españoles,  ya  civilizados,  con  los  habitantes  del  Nuevo 
Mundo. 

Así  pues,  dejando  á  un  lado  los  tiempos  fabulosos  de  nuestra 
historia,  en  que  se  nombra  á  Tharsis  entre  los  que  salieron  á  po- 
blar las  islas  de  las  naciones  después  de  la  confusión  de  las  len- 
guas en  la  torre  de  Babel  y  le  hacen  el  primer  poblador  de  Espa- 
ña, las  razas  que  más  averiguadamente  consta  que  ocuparon 
nuestro  territorio  en  los  tiempos  que  se  esconden  á  las  investiga- 
ciones históricas  fueron  los  Iberos ^  procedentes,  según  los  datos 
más  probables,  de  las  tribus  indo-escitas,  raza  nómada,  compues- 
ta de  pastores  y  guerreros,  que  de  la  ludia  escítica  vinieron  de- 
rramándose por  Europa  hasta  su  extremidad  occidental.  Poste- 
riormente, los  Celtas,  sabedores  de  las  riquezas  que  nuestro  sue- 
lo atesoraba,  vinieron  á  disputar  á  los  iberos  la  posesión  de  la 
Península;  pero  esta  nueva  raza,  belicosa,  bárbara  y  semi-nóma- 
da  también,  se  mezcló  con  los  iberos,  se  dividieron  el  país  y  vi- 
nieron á  formar  una  nación  bajo  el  nombre  de  celtiberos. 

Parece  que  de  las  cinco  tribus  en  que  se  dividía  la  población 
céltica,  los  Asturesy  que  venían  á  ocupar  lo  que  hoy  próxima- 
mente comprende  Asturias,  fueron  los  primeros  en  dedicarse  á 
la  explotación  de  minas  y  al  rebusco  del  oro,  hasta  el  punto  de 
llamarlos  Silio  Itálico  avaros  astures  (Astur  avarus)^  y  Lucano 
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idos  escíédriñcídbres  de  oro  (Aatur  acruiator  palUdua  auri); 

ien  Bolian  tropezarse  con  la  triba  de  los  galaicos  sus  vecinos, 
padoB  en  la  propia  operación  en  las  sierras  de  ambos  paises. 
ese  que  era  frecuente  en  Galicia  al  labrar  la  tierra  enredarse 
rado  en  gruesos  pedazos  de  oro,  y  que  habia  en  sus  fronteras 
bosque  sagrado  al  cual  era  prohibido  aplicar  el  hierro;  «sola- 
ite— añade  Justino — cuando  el  rayo  hendía  la  tierra,  se  per- 
la recoger  el  oro,  puesto  asi  al  descubierto  como  un  presente 
la  divinidad».  Disposición  que,  dentro  de  la  carencia  absoluta 
de  leyes  había,  podemos  considerarla  como  un  principio  de 
formidad  con  los  que  sirven  de  base  á  la  regalia  minera. 

Spoea  de  los  fenicios.  — Aparecen  los  fenicios  como  las 
ñeras  gentes  civilizadas  que  arribaron  á  España  y  fundaron 
3lla  poblaciones.  Eran  singularmente  entendidos  y  aventaja- 
en  la  navegación  y  en  el  comercio,  é  indudablemente  en  al- 
ia de  sus  excursiones  marítimas  arribaron  á  las  playas  meri- 
aales  de  la  Península,  atraídos  por  el  oro  de  Tharsis  y  de  las 
^ras  del  Bétis,  y  trajeron  cargadas  de  mercancías  las  naves  de 
ndustriosa  Tiro,  para  obtener  en  cambio  los  productos  natu- 
is  que  los  indígenas  les  ofrecían.  La  fundación  de  los  prime- 
establecimientos  lo  fué  en  el  litoral  de  la  Península,  y  no 
de  remontarse  más  allá  de  los  quince  siglos  antes  de  la  era 
tiana. 

'uéronse  luego  derramando  por  el  interior;  que  no  podían  ser 
iferentes  á  los  oídos  de  aquellos  comerciantes,  las  noticias  que 
ibian  de  las  riquezas  minerales  que  el  país  encerraba,  y  de 
í  les  llevaban  preciosas  muestras  los  naturales.  Cebo  era  éste 
lie  no  podría  resistir  la  codicia  de  aquellos  hombres,  por  otra 
te  de  genio  naturalmente  emprendedor,  y  así  determinaron 
rarse  tierra  adentro,  estableciendo  de  paso,  según  su  cos- 
ibre¿  almacenes  y  depósitos  en  correspondencia  con  los  de 
costas,  donde  acudían  los  bajeles  de  Tiro  á  hacer  sus  carga- 
itos. 

rrandes  debieron  ser  las  riquezas  que  extrajeron  de  España, 
sto  que  en  aquel  tiempo  fué  cuando  adquirió  la  ciudad  de 
o  aquella  prosperidad  y  engrandecimiento  mercantil  que  la 
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hizo  tan  famosa.  Y  suponiendo  que  Aristóteles;  hablara  más  como 
poeta  que  como  filósofo,  al  decir  que  los  fenicios  construían  de 
oro  y  plata  todos  los  utensilios)  anclas,  herramientas  y  vasijas 
de  sus  naves,  y  que  hasta  lo  cargaban  como  lastre,  todavía,  re- 
bajando la  parte  fantástica  á  que  pudo  dejarse  arrastrar,  infié- 
rese que  era  prodigiosa  la  cantidad  de  oro  y  plata  que  aquellos 
asiáticos  exportaban  á  cambio  de  sus  mercancías;  que  tan  desco- 
nocido ó  desestimado  era  entonces  de  los  naturales  de  E^pafia  el 
valor  de  estos  preciosos  metales. 

Los  fenicios  habían  civilizado  también  la  Grecia  y  establecido 
en  ella  colonias,  comunicando  á  los  pobladores  sus  artes  y  sus  le- 
tras y  hécholos  comerciantes  y  navegantes  como  ellos.  Los  grie- 
gos asiáticos  comenzaron  á  venir  á  España,  como  competidores  de 
sus  antiguos  maestros  los  fenicios,  y  siguiendo  también  sus  ideas, 
continuaron  la  civilización  entre  los  iberos. 

La  codicia  ó  el  orgullo  de  la  superioridad  <le  raza  ó  el  desva- 
necimiento por  el  poder,  que  los  fenicios  habían  alcanzado,  les 
hizo  olvidar  la  benévola  acogida  que  á  los  indígenas  habíao  de- 
bido, y  dejaron  de  tratarlos  con  la  política  y  dulzura  que  en  el 
principio  habían  necesitado  usar;  ello  es  que  los  naturales,  eno- 
jados y  sentidos,  movieron  guerra  á  los  fenicios,  y  éstos  tuvie- 
ron que  pedir  auxilio  á  Cartago,  colonia  tam"bién  de  Tiro  como 
ellos. 

Cartago,  que  vino  en  ayuda  para  sofocar  la  insurrección  de  los 
celtíberos,  de  aliada  se  convierte  en  conquistadora,  y  bien  pronto 
á  la  explotación  minera  de  los  fenicios  sucede  la  de  los  cartagi- 
neses. Estos  nuevos  invasores  ejercen  la  minería  en  gran  escala, 
con  especulación  sabiamente  dirigida,  y  fué  el  origen  de  las  ri- 
quezas que  sostenían  sus  numerosos  ejércitos. 

Los  cartagineses  imponían  gravosos  tributos  á  los  pueblos  con- 
quiatadoB  y  los  agobiaban  con  exacciones.  Empleaban  á  los  na- 
turales como  esclavos  en  los  rudos  trabajos  de  las  minas,  ramo 
en  que  los  fenicios  les  dejaron  aún  mucho  que  explotar;  y  que 
debían  suministrarles  grandes  riquezas  nos  lo  demuestra  la  ce- 
lebridad que  adquirieron  los  famosos  ^0003  de  Aníbal,  de  uno  de 
los  cuales,  nombrado  Bebelo,  cerca  de  Cartagena,  extraían  dia- 
riamente, si  no  hay  exageración  en  los  historiadores  latinos, 
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¿KX)  libras  de  plata  pura,  y  el  producto  de  las  minas tlela  Bética 
era  de  20.000  dracmas  (^>  cada  día. 

Pero  los  cartagineses  eran  más  guerreros  y  conquistadores,  y 
no  eran  las  letras  lo  que  allí  prosperaba:  sus  impuestos,  el  más 
principal  de  ellos,  el  de  las  minas,  eran  crecidos  y  los  exigían 
con  inexorable  rigor,  y  sus  mismas  guerras  y  conquistas  eran 
un  objeto  mercantil  para  aquellos  especuladores.  Sabían  lo  que 
costaba  cada  soldado  griego  ó  campanio,  galo  ó  espafiol,  y  calcu- 
laban el  fruto  de  una  conquista  por  el  costo  de  la  campafia.  En- 
tonces fué  cuando  las  colonias  griegas  de  España  comenzaron  á 
temer  la  peligrosa  rivalidad  de  los  cartagineses  y  se  dispusieron 
á  aliarse  con  los  romanos. 

DoHiinaeidn  romaoa. — Los  romanos,  que  ya  sabían  los 
ricos  metales  que  atesoraba  España,  de  aliados  se  convierten  en 
conquistadores;  Roma  triunfa  y  les  cartagineses  huyen  al  África. 
Las  legiones  del  César  se  extienden  por  la  culta  Bética;  los  pri- 
meras pretores  regresaban  á  Roma  y  depositaban  en  el  Tesoro 
público  grandes  cantidades  que  llevaban  de  España;  pero  pron- 
to, al  par  que  aquellas  entregas,  se  reservaban  otras  sumas  no 
menores  para  su  caja  particular.  Cneo  Léntulo  se  llevó  1.515  li- 
bras de  oro,  20.000  de  plata  y  34.500  monedas  del  mismo  metal. 
Venían  aquí  pobres  y  sobrábales  dos  afios  para  volver  opulen- 
tos. El  mismo  César  había  estado  retenido  en  Roma  por  las  re- 
clamaciones de  sus  acreedores,  á  quienes  debía  la  enorme  suma 
de  830  talentos  (2)  de  oro,  sin  poder  partir  hasta  que  Craso  hubo 
de  salir  por  fiador  suyo;  y  cuando  volvió  á  Italia,  en  menos  de 
dos  afios  de  pretorado  en  Espafia,  no  sólo  llevó  lo  bastante  para 
solventar  sus  deudas,  sino  que  le  quedó  aún  para  ganar  con  las 
riquezas  gran  número  de  amigos  que  le  elevaron  al  consulado, 
y  parece  que  llevó  entre  sus  trofeos  un  carro  de  plata  fabricado 
con  la  recogida  en  este  país. 

Los  romanos,  en  la  primera  época  de  sus  conquistas,  dejaban  á 
los  naturales  el  cuidado  de  beneficiar  las  minas,  seguros  de  que 


(1)    Un  dracma  equivalía  á  ana  peseta  aproximadamente. 
(a)    El  talento  equivalía  á  6,522  pesetas. 
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808  productos  bAbian  de  ir  á  parar  á  sus  n^anos;  las  minas,  que 
en  la  época  de  la  República  correspondiau  al  duefio  de  la  super^ 
ficie,  hay  motivos  para  creer  que  después  se  conservó  aquél  de* 
recho  sólo  en  favor  de  algunos  particulares  ricos.  Posteriormente 
los  emperadores  se  reservaron  la  explotación  de  algunas  minas, 
dando  el  resto  en  arriendo  á  compañías  de  pubUcanoB  <^)  que  las 
subarrendaban  h  los  habitantes  del  pais.  Estaba  prohibido  em- 
plear en  los  trabajos  de  una  mina  más  de  5.000  operarios,  que  re- 
gularmente eran  esclavos  ó  criminales  de  la  Ínfima  plebe;  y  pue- 
blos babia  á  quienes  se  les  daban  tierras  de  que  vivir,  á  condición 
de  que  elaboraran  las  minas  de  plomo  en  beaoficio  del  l^^stado,  por 
lo  cual  fueron  nombrados  plumbarii.  Elsto  y  los  tributos  que  se 
impusieron  á  todas  las  minas  de  la  Península,  así  como  el  pro- 
ducto que  daban  otras  que  estaban  arrendadas,  hace  ver  que  á 
las  minas  se  las  consideraba  como  de  la  Hacienda  pública.  Los 
arrendamientos  que  principalmente  se  hicieron  en  tiempo  de  los 
emperadores,  eran  por  cinco  afios,  y  las  condiciones  se  escribían 
en  planchas  de  bronce  f2). 

Los  romanos  apenas  tuvieron  que  hacer  en  el  ramo  de  minería 
sino  proseguir  y  perfeccionar  las  obras  comenzadas  por  los  feni- 
cios y  cartagineses;  sus  explotaciones  se  desarrollaron  en  gran 
escala,  como  lo  demuestran  el  inmenso  número  de  pozos,  soca- 
vones, zafreros  y  escoriales  que  se  encuentran  en  l8S  provincias 
de  Andalucía  y  Badajoz,  en  Cartagena  y  Mazarrón,  en  las  mon- 
tañas de  León,  Asturias  y  Galicia,  en  Ciudad-Real  y  en  Cáceres, 
en  las  minas  de  Almadén  y  en  las  de  Riotinto. 

Abrían  las  galerías  con  mucha  regularidad;  hacían  los  pozos 
redondos,  y  los  barnizaban  con  un  betún  que  hacia  sus  paredes 
tersas  como  las  de  un  vaso  de  tierra  cocida,  industria  por  la  que 
tenían  especial  preferencia;  y  poníanle  comúnmente  el  nombre 
de  algún  emperador  ó  emperatriz,  ó  de  alguno  de  sus  favoritos  ó 
amigos.  Siendo  España  la  Provincia  del  Imperio  romano  más 
rica  en  metales,  era  también  donde  más  moneda  se  acuñaba;  y 


(1)  £ran  \ospuhlieano$  una  «lase  de  ciudadanos  que  hacían  profesión  de  en- 
riquecerse con  la  miseria  del  pueblo.  Eran  los  arbitros  de  los  impuestos  y  po- 
dían aamentarlos  según  su  capricho. 

C2)    Véase  tomo  I,  pág,  240,  la  plancha  de  bronce  de  Aljostrel. 
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duchísimas  las  ciudades  que  tenían  derecho  y  casas  de  fabrica- 
ción. De  aquí  la  abundancia  de  monedas  que  se  encuentran'  á 
cada  paso  en  las  ruinas  de  las  antiguas  ciudades  de  la  Penínsu- 
a;  las  monedas  imperiales  eran  de  cobre,  las  de  plata  pertene- 
cían greneralmente  á  familias  ricas,  cuyo  nombre  llevaban.  Es  de 
lotar  que  las  monedas  de  este  tiempo  no  tenían  la  perfección  ar- 
ística  de  las  celtíberas^  ó  sea  de  los  tiempos  anteriores  á  la  con- 
luista  romana. 

Aun  cuando  los  historiadores  hayan  exagerado  mucho,  las  can- 
idades  de  metales  de  todas  clases  que  explotaron  los  romanos 
m  España  durante  los  cinco  siglos  de  su  dominación,  debieron 
ler  grandes,  á  juzgar  por  el  gran  consumo  de  metales  que  se  ba- 
cía en  Roma,  á  lo  que  contribuía  Espafia  como  la  Provincia  más 
íca  de  aquel  vasto  Imperio,  y  á  los  restos  visibles  que  por  todas 
)artes  hay  en  nuestro  territorio  de  aquellas  extensas  explotacio- 
íes-,  trabajos  que,  por  otra  parte,  se  llevaban  &  cabo  con  prefe- 
encia  en  las  minas  de  metales  preciosos,  como  se  comprueba 
)orque  en  un  mismo  distrito  se  observa  hoy  que  los  romanos  pro- 
undizaron  más  las  minaer  ricas  en  plata  que  las  de  galena  pobre 
ín  plata,  y  aun  en  una  misma  mina  se  encuentran  arrancadas 
as  columnas  ricas,  al  lado  de  otras  de  poca  ley  de  este  metal; 
r  lo  mismo  podríamos  decir  para  algunos  yacimientos  de  hierro 
^on  buenas  proporciones  de  plata. 

A  la*  sed  insaciable  de  tesoros  y  de  conquistas  sucedió  el  deni- 
^ante  período  de  la  molicie  y  de  la  corrupción  del  Imperio  ro- 
Qano,  de  cuyo  estado  salió  por  la  irrupción  de  los  bárbaros  del 
íorte,  los  cuales  concluyeron  por  hacer  sufrir  á  los  romanos  las 
aismas  penalidades  que  éstos  habían  hecho  sufrir  á  los  pueblos 
ionquistados.  Y  aunque  la  codiciada  Espafia  cayó  en  poder  de  la 
aza  goda,  la  más  ilustrada  de  aquellos  pueblos  invasores,  los 
Lzares  de  la  guerra,  los  cambios  en  las  leyes,  en  la  civilización 
r  en  las  costumbres  paralizaron  la  marcha  de  la  industria,  que 
ólo  progresa  y  se  desarrolla  al  amparo  de  la  paz  y  á  los  impul- 
os  de  los  adelantos  de  la  humanidad. 

En  cuanto  á  legislación  para  las  minas,  aquellos  principios  de 
ccesión  que  hemos  visto  en  los  primeros  tiempos,  que  fueron  con- 
IrmadoB  en  el  Digesto  de  leyes  del  Emperador  Justiniano  en  dis- 
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tintas  ocasiones  y  en  el  De  theacmris  que  protiibe  las  investiga- 
ciones en  terreno  ajeno,  pasaron  pronto,  y  la  regalía  minera 
vino  á  reemplazarlos.  Los  emperadores  se  reservaron  la  policía 
de  las  minas,  concediendo,  negando  ó  modificando  el  derecho  de 
explotación,  atribuyendo  al  fisco  la  décima  parte  de  los  rendi- 
mientos, fijando  en  algunas  provincias  el  pago  de  un  determina- 
do canon  y  estableciendo  en  cada  una  un  magistrado,  Comea  me- 
taUorum,  encargado  de  su  inspección  y  de  su  cobro. 

Al  introducirse  tales  innovaciones,  origen  del  derecho  de  rega- 
lía, se  conservó,  sin  embargo,  á  los  propietarios  la  décima  parte 
del  mineral  extraído  del  subsuelo  de  sus  fincas^  y  se  prohibió  la 
explotación  por  bajo  de  las  urbanas,  aunque  solo  para  evitar  el 
derrumbamiento  de  los  edificios.  En  este  período,  según  Tácito, 
se  concedió  una  mina  á  quien  no  era  dueño  de  la  superficie;  y 
bajo  el  reinado  de  Valentiniano,  á  causa  de  la  escasez  del  oro, 
se  autorizó  á  los  duefios  de  la  superficie  para  explotar  las  minas 
que  lo  contuvieran,  si  bien  con  la  imposición  de  un  tributo  para 
el  fisco,  y  de  venderle  todo  el  producto  de  la  explotación. 

.  n«Hiiiiaeidn  i^oda.— Estas  salvajes  razas  sólo  se  ocuparon 
de  despojar  las  ciudades  del  Imperio  y  en  desvastar  los  campos 
que  pisaban;  en  todas  partes  se  abandonaron  las  explotaciones 
mineras,  y  puede  decirse  que  en  pocas  épocas  han  sido  tan  raros 
los  metales  preciosos  como  en  los  siglos  que  sucedieron  á  la  in- 
vasión de  los  bárbaros. 

Los  godos  de  Occidente,  ó  visigodos,  así  como  los  osjtrogodos,  ó 
godos,  que  se  establecieron  al  Oriente,  habían  hecho  una  repar- 
tición de  las  tierras  conquistadas,  y  á  medida  que  fueron  perdien- 
do sus  instintos  guerreros,  y  con  ello  suavizándose  sus  costum- 
bres, dictaron  multitud  de  leyes  destinadas  á  proteger  la  agri- 
cultura, ramo  al  que  los  godos  demostraron  más  afición  que  á  la 
industria  fabril  ó  al  comercio;  tampoco  sobresalieron  en  las  bellas 
artes.  Habla,  no  obstante,  San  Isidoro  en  sus  Etimologías,  de 
algunas  manufacturas,  entre  otras  la  de  artefactos  de  oro,  plata 
y  ac^o;  y  una  ley  del  Fuero  Juzgo  demuestra  que  debía  haber 
en  España  no  pocos  artistas  y  comerciantes  extranjeros,  puesto 
que  les  daba  el  derecho  de  ser  juzgados  por  las  leyes  y  juepes 
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de  BU  nación,  á  lo  que  se  atribuye  el  origen  de  los  consulados. 

La  minería  puede  considerarse  abandonada,  en  los  tres  siglos 
de -la  denominación  goda,  ó  al  menos  así  lo  hace  suponer  la  falta 
de  leyes  sobre  esta  materia. 

Al  terminar,  pues,  la  Edad  Antigaa,  la  minería,  que  empezó 
con  los  fenicios,  prosperó  bajo  los  cartagineses  y  llegó  á  su  mayor 
apogeo  durante  la  dominación  romana,  comenzó  un  período  de 
decadencia  y  un  abandono  casi  completo;  el  germen  de  regalía, 
que  hemos  visto  nacer  en  la  época  romana,  quedó  conservado  en 
aquel  derecho  y  tenía  que  tardar  algunos  siglos  en  desarrollarse 
en  nuestras  leyes  mineras. 

Edad  Media. — Comienza  esta  era  con  una  nueva  invasión, 
la  de  las  legiones  africanas.  Los  árabes,  ansiosos  de  poseer  nues- 
tras riquezas  y  delicioso  clima,  introducen  en  el  siglo  VIII  una 
nueva  civilización,  que  se  conserva  en  España  como  en  depósito, 
mientras  el  resto  del  mundo  estaba  sumido  en  la  más  profunda 
ignorancia. 

Conocían  las  manipulaciones  químicas  y  los  procedimientos 
metalúrgicos,  pero  no  parece  que  tuvieran  mucha  afición  á  la 
minería;  y  aunque  algunos  historiadores  aseguran  que  sus  explo- 
taciones alcanzaron  una  época  de  gran  actividad,  especialmente 
en  las  minas  de  oro  y  plata,  esto  no  se  ha  visto  confirmado,  y  los 
tiempos  eran  demasiado  azarosos,  por  las  luchas  que  tenían  que 
sostener  con  los  espáfioles  y  las  que  con  frecuencia  tenían  entre 
ellos  mismos. 

Escasas  son  las  noticias  que  se  tienen  de  la  dominación  árabe. 
Se  sabe  que  el  ilustrado  Califa  de  Córdoba,  Alhakem,  al  final  del 
siglo  X,  en  la  larga  época  de  paz  que  tuvo  en  su  califato,  se  de- 
dicó á  la  buena  administración,  y  las  rentas  subieron  á  cantida- 
des muy  crecidas,  por  la  explotación  de  muchas  minas  de  oro, 
plata  y  otros  metales  por  cuenta  del  Rey,  por  otras  que  se  ex- 
plotaron por  particulares  en  sus  propiedades,  y  por  último,  por 
el  impuesto,  azaque,  que  consistía  en  la  décima  parte  que  se 
cobraba  de  los  productos  de  la  agricultura,  ganadería,  mineria 
y  comercio. 

De  esto  se  deduce  que  el  derecho  minero  en  Espafia,  durante 
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ía  domlnaciótif  árabe,  aaüqtid  era  el  de  la  regáUay  venia  mezcla- 
do con  el  de  la  ctccesión^  puesto  que  unas  minas  las  explotaban  los 
duefios  de  los  terrenos,  aunque  conservando  para  éstas  el  décimo 
de  sus  productos,  y  las  otras  las  trabajaba  por  su  sola  cuenta. 

Monarquía  española.— En  la  Monarquía  española,  forma- 
da por  la  última  unión  de  los  visigodos  y  los  antiguos  romanos, 
y  que  tuvo  su  nacimiento  en  Asturias  para  la  gran  obra  de  la  Re- 
conquista del  territorio  ocupado  por  los  árabes,  el  derecho  de 
regalía  comenzó  á  manifestarse  con  toda  su  pureza. 

En  efecto:  en  el  reinado  de  Don  Ramiro  cons^  que  el  Rey  co- 
braba ciertos  derechos  de  todo  el  oro  y  plata  que  se  producía  en 
el  reino  de  Aragón,  y  en  tiempo  de  Alfonso  VIII  se  redactó  el 
Fuero  Viejo  de- Castilla,  cuyo  probable  origen  se  remonta  al 
afio  1138,  y  en  él  se  consigna  que  todas  las  minas  de  oro  y  plata 
ó  de  plomo  ú  otras  substancias  en  el  sefiorío  del  Rey,  nadie  po- 
drá labrarlas  sin  su  mandato. 

El  célebre  Código  de  las  Siete  Partidas,  dadas  en  los  afios  125B 
á  1263  por  Alfonso  X,  el  Sabio,  á  quien  se  le  atribuyen  conoci- 
mientos en  la  alquimia,  declaraba,  en  su  Partida  2.^,  que  queda- 
ban reservadas  al  Rey  las  minas,  y  que  liadie  las  puede  poseer 
ni  usar  directamente,  á  no  ser  que  el  Rey  las  diera  á  alguna 
persona,  y  aun  en  este  caso,  sólo  podrán  disfrutarlas  durante  la 
vida  del  Rey  que  las  otorgó,  ó  de  su  sucesor,  si  quería  confirmar- 
lo; y  en  la  Partida  3.*  decía  que  las  rentas  de  los  puertos las 

de  las  aalinaa,  y  de  las  ferrerias  ó  de  otros  metales,  son  de  los 
Emperadores  y  de  los  Reyes. 

No  obstante,  Gregorio  López,  el  insigne  comentador  de  las 
Partidas,  descubre  su  espíritu,  y  dice  que  las  minas  eran  del  Rey 
si  estaban  en  predios,  fincas  ó  lugares  que  le  pertenecían  en  pro- 
piedad, siendo  de  los  duefios  de  la  finca  particular  cuando  se 
encontraban  en  ella,  reservándose  un  impuesto  ó  canon  sobre 
las  minas  y  metales,  con  el  carácter  este  tributo  de  cosa  aneja 
al  dominio  eminente  del  Principe  y  parte  integrante  de  la  insti- 
tución Real;  es  decir,  que  las  minas  eran  susceptibles  de  apro- 
piación y  propiedad  del  duefio  del  predio  donde  se  descubrían, 
pagando  al  fisco  un  tributa 
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A  pesar  de  esta  interpretación,  parece  que  el  principio  de  re- 
galía era  el  que  imperaba.  En  las  diversas  reparticiones  que  el 
%ey  hizo  de  los  terrenos,  nunca  se  hizo  mención  de  las  minas,  á 
10  ser  esta  su  intención,  como  se  deduce  de  la  merced  hecha 
3n  1297  de  la  plaza  de  Tarifa  á  Guzmán,  el  Bt^no,en  que  se 
conceden  por  separado  las  minas  contenidas  en  el  territorio  otor- 
gado, cuya  cláusula  hubiera  sido  inútil,  si  en  las  demás  mérce- 
les hechas  hasta  entonces  se  hubieran  comprendido  las  minas. 

El  Ordenamiento  de  Alfonso  XI  en  las  Cortes  de  Alcalá,  en 
i  de  Febrero  de  1348,  confirma  la  regalía  diciendo:  «Son  propias 
leí  Señorío  Real:  todas  las  mineras  de  plata  y  oro  y  plomo  y  de 
)tro  cualquier  metal  de  cualquier  guisa  que  sea  en  nuestro  Seño- 
río Real » 

Por  manera  que  la  propiedad  de  las  minas  pertenecía  al  Sobe- 
rano; y  en  uso  de  este  derecho,  concedía  su  explotación  á  los 
^articulares,  como  gracia  ó  merced  que  les  hacia  para  pagar 
iiertos  servicios,  y  con  el  fin  también  de  obtener  beneficios  para 
MOL  tesoro  con  los  derechos  fiscales  que  exigía  sobre  los  pro- 
luctos. 

Este  sistema  de  conceder  las  minas  no  podía  ser  el  más  bene- 
icioso  para  la  industria,  así  que  aquellas  mercedes  que  hicieron 
os  Reyes  de  Castilla  concediendo  á  veces  extensos  territorios 
^ue  comprendían  partidos,  obispados  y  provincias,  y  ligando 
iquellas  concesiones  siempre  á  la  vida  del  Monarca,  no  produje- 
*on  para  el  Estado  el  beneficio  que  se  proponía,  ni  tampoco  para 
os  particulares;  pues  ni  los  que  las  poseían  las  explotaban,  ni 
procuraban  que  otros  las  trabajasen,  antes  al  contrario,  se  mi- 
'aba  con  indiferencia,  y  aun  con  aversión,  por  las  ideas  supers- 
iciosas  de  la  Edad  Media. 

Por  otra  parte  el  feudalismo,  si  bien  no  echó  tan  hondas  raíces 
3i  tuvo  el  carácter  que  en  otros  pueblos  de  Europa,  principal- 
nente  en  Alemania,  fué  causa,  sin  embargo,  de  que  la  nobleza 
iisputara  con  tenacidad  el  derecho  del  Soberano  á  la  propiedad 
lubterránea,  pretendiendo  pertenecerle,  en  contra  de  los  antiguos 
•ueros  y  costumbres  de  la  Nación. 

Todo  esto  dio  lugar  á  que  por  una  parte  se  hicieran  frecuentes 
•eclamaciones  en  las  Cortes  del  Reino  en  contra  de  dichas  mer*- 
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<^ede8,  y  que- por  otra  el  Rey  Alfonso  XI  repitiese  que  todas  las 
minas  eran  del  Sefiorio  Real,  y  que  ninguno  las  labrara  sin  su 
permiso. 

Ley  de  Don  Juan  l.~La  primera  ley  de  minas  la  dio  Don 
Juan  I  en  Jas  célebres  Cortes  de  Briviesca  el  afio  1387,  y  en  ella 
se  sientan  principios  fundamentales  para  el  derecho  minero,  co- 
mo lo  son:  el  de  la  separación  do  la  propiedad  superficial  ó  del 
suelo,  de  la  subterránea  ó  del  subsuelo;  la  libertad  de  investiga- 
eión;  y  la  explotación  por  aprovechamiento  ó  disfrute  de  produc- 
tos. Declara  la  ley: 

1.^  Que  pertenecían  al  Rey  todas  las  minas,  por  cuanto  en  las 
mercedes  que  se  habían  hecho  de  terrenos  se  habían  reservado 
los  mineraled  de  oro,  plata  y  de  cualesquiera  otros  metales; 

2.^  Que  todas  las  personas  del  Reino  podían  investigar  y  ex- 
plotar en  sus  terrenos  y  en  los  ajenos  con  licencia  de  sus  due- 
ños; y 

3.**  Que  deducidos  todos  los  gastos  de  explotación,  de  los  pro- 
ductos, la  tercera  parte  de  las  utilidades  era  para  el  explotador 
y  las  otras  dos  para  el  Rey. 

Pero  lo  enorme  de  estos  derechos  fiscales  destruyó  la  libertad 
que  se  concedía  á  los  explotadores,  y  esta  circunstancia,  unida 
á  las  grandes  mercedes  otorgadas  sobre  minas,  al  atraso  indus- 
trial y  á  las  luchas  y  trastornos  de  la  época,  fué  causa  de  que 
aquella  ley  no  diera  los  resultados  qué  se  habían  propuesto. 

Las  mercedes  de  minas  hechas  por  Don  Juan  II  en  1439  para 
«xtráer  fuera  del  Reino  la  vena  de  hierro  de  Somorrostro;  la  mer- 
ced hecha  por  Don  Femando  él  Católico  en  1475  para  la  saca  de 
vena  de  San  Juan  de  Luz;  las  disposiciones  de  los  Reyes  Católi- 
cos, primero  en  1487  disponiendo  que  la  vena  de  hierro  de  So- 
morrostro  fuera  de  aprovechamiento  libre,  y  la  de  1499  prohi- 
biendo la  extracción  de  la  vena  fuera  del  Reino,  son  otras  tantas 
pruebas  de  que  el  principio  de  la  regalía  minera  era  el  funda- 
mental para  la  propiedad  de  las  minas. 

También  los  Reyes  Católicos  incurrieron  en  el  error  de  conce- 
der grandes  mercedes  de  minas,  entregándolas  al  favoritismo, 
pudiendo  citarse  entre  otras  la  licencia  otorgada  á  Suárez  y  Pon- 
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ié  de  León  para  aprovechar  todos  los  minerales  que  se  extraje- 
jen  de  los  Obispados  de  Córdoba,  Sevilla,  Jaén,  Ciudad  RodrigOr 
Salamanca  y  otros  pueblos,  ciudades,  villas  y  aldeas. 

Pero  algo  se  adelantó  ya  en  estas  mercedes:  se  declaraban  de- 
rechos importantes  en  favor  de  los  mineros,  tales  como  el  apro- 
vechamiento de  los  montes  y  aguas;  el  de  imponer  servidumbres 
>ara  los  transportes,  pagando  los  perjuicios;  y  gratuitamente,  en 
os  terrenos  realengos;  y,  por  último,  mandando  á  las  autorida- 
les  locales  que  presten  los  auxilios  que  la  minería  requiera. 

Otras  varias  disposiciones  se  dieron,  prohibiendo  en  1484  la 
ntroducción  de  la  sal,  y  varias  sobre  la  ley  del  oro  y  plata,  y 
>rohibición  también  á  los  extranjeros  de  llevarse  metales  precio- 
ios  fuera  del  Reino;  pero  todos  estos  esfuerzos  por  estimular  el 
rabajo  de  las  minas  se  estrellaban  ante  el  atraso  de  la  época,  y, 
ti  terminar  la  Edad  Media,  la  industria  y  la  legislación  de  minas 
10  habían  avanzado  más  que  débiles  pasos,  que  no  produjeron  re- 
citado alguno. 

Libre  España  en  aquella  época  de  la  dominación  musulmana, 
^'^  descubierto  el  Nuevo  Mundo,  donde  las  producciones  minera- 
es  se  presentaban  con  tanta  abundancia,  no  es  de  extrañar  que 
os  mineros  de  la  metrópoli  desdeñaran  estas  explotaciones  y  pre- 
irieran  el  oro  y  plata  que  se  les  ofrecía  en  América. 
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CAPITULO  II 
Desde  el  descubrimiento  de  América  hasta  el  año  1825. 


Legislación  de  minas  en  la  Península— eí  reinado 
de  los  Reyes  Católicos  es  la  transición  de  la  Edad  Hedia,  que  se 
disuelve,  á  la  Edad  Moderna,  que  se  inaugura.  Finaliza  el  si- 
gkkX^  con  la  conquista  de  Granada,  que  libra  á  España  de  in- 
vasores «i  1492,  y  en  el  mismo  año  descubre  Colón  América, 
y  con  ello  se  dilata  nuestra  dominación  con  un  Nuevo  Mundo. 

Pero  en  la  minería  poc^  se  adelanta,  se  continúan  concediendo 
mercedes  por  los  Reyes  Católicos,  análogamente  á  como  lo  ha- 
blan hecho  sus  antecesores,  aunque  rebajando  los  enormes  tribu- 
tos que  venían  exigiéndose;  asi  tenemos  ya  que  en  el  Asiento  de 
mineros  del  Maestrazgo  de  Santiago,  hecho  en  1499,  la  parte  re- 
servada al  Rey  es  sólo  de  una  cuarta  parte  de  los  productos;  y 
en  1504  se  dispone  que  del  oro,  plata  y  metales  que  se  sacasen 
de  minas  se  cobre  el  quinto  neto. 

Al  advenimiento  al  trono  de  la  casa  de  Austria  en  los  comien- 
zos del  siglo  XVI,  se  encuentra  España  dilatados  sus  dominios 
en  las  tres  partes  del  mundo,  y  con  una  Administración  ilustrada 
y  moralizada,  creada  por  los  Reyes  Católicos.  Pero  á  poco  se  ve 
de  nuevo  obligada  á  luchar  en  defensa  de  sus  fueros  y  libertades, 
menospreciadas  por  el  Emperador  Carlos  V;  y  ya  hemos  visto 
que  esto  no  era  estímulo  para  el  laboreo  de  las  minas.  Se  conti- 
nuó abusando  del  derecho  de  regalía,  concediendo  mercedes  de 
minas,  lo  mismo  en  la  Península  que  en  América,  aunque  para 
estimular  sus  explotaciones  se  rebajaron  de  nuevo  los  tributos, 
y  asi  se  ve  que  en  el  Asiento  de  1514  sobre  los  mineros  de  Sala- 


Digitized  by 


Google 


Bí^-'. 


fc-.^. 


S^í'. 


-     XX   — 

manca,  Coria,  Ciudad  Rodrigo  y  Zamora,  sólo  se  reservaba  para 
el  Rey  una  octava  pai'te. 

Pero  no  era  esto  suficiente,  y  todavía  en  la  carta  que  la  Santa 
Junta  de  Avila  dirigió  al  Rey  Carlos  I  de  España  en  1520,  expo- 
niéndole los  agravios  del  reino,  pedían:  «Que  no  sacaran  de  éste 
oro  ni  plata,  labrada  ó  por  labrar;  que  á  ninguna  persona,  de 
cualquier  elase  y  condición  que  fuese,  se  dieran  en  merced  in- 
dios para  los  .trabajos  de  las  minas  para  tratarlos  como  escla- 
vos, y  se  revocaran  las  que  se  hubieran  dado;  que  se  anularan 
asimismo  las  mercedes  de  minas  que  se  hubieran  dado  desde  la 
muerte  de  la  Reina  Católica,  y  más  principalmente,  las  que  ha- 
bían sido  dadas  por  dinero  y  sin  verdaderos  méritos  ó  servicios». 

Ahora  bien;  Carlos  I  sostenía  guerras  costosas  con  casi  toda 
Europa,  y  para  allegar  recursos  con  que  poder  sostenerla,  ejer- 
cía por  <^ompleto  el  derecho  absoluto  de  regalía,  y  hasta  se  apo- 
deraba el  Monarca  de  todas  las  riquezas  que,  procedentes  de  las 
minas  de  América^  venían  para  los  particulares;  todo  al  objeto 
de  poder  pagar  tan  enormes  gastos. 

En  el  reinado  de  Felipe  II  continuaron  y  aun  se  aumentaron 
las  guerras  que  mantenía  el  anterior  reinado,  y  se  habían  consu- 
mido los  tesoros  de  la  Nación;  por  otra  parte^  el  Rey  no  se  atre- 
vía ya  á  retener  sino  una  parte  del  oro  y  plata  que  para  los  par- 
ticulares venía  de  América,  y  fué  preciso  buscar  los  recursos  en 
la  minería  peninsular.  Se  concedieron  nuevas  mercedes;  y  como 
estas  eran  ya  en  mejores  condiciones  para  los  explotadores,  una 
dé  las  más  notables,  la  concedida  en  1553  á  D.  Juan  Xedler  en 
los  territorios  de  las  Ordenes  de  Santiago,  Calatrava  y  Alcánta- 
ra, en  la  que  el  Rey  no  percibía  más  que  el  cuarto  en  el  oro  y 
el  sexto  en  la  plata  y  demás  metales,  se  estimularon  las  inves* 
tigaciones  y  estas  dieron  lugar  al  descubrimiento  del  famoso  ya- 
cimiento de  plata  de  Guadalcanal  en  1555,  desarrollándose  al  par 
la  explotación  de  otros  muchos. 

Mas  como  nada  bastaba  á  cubrir  tan  grandes  atenciones,  el 
Consejo  de  Hacienda,  que  efa,  el  Tribunal  que  entonces  entendía 
en  el  ramo  de  minas,  apeló  á  recursos  extraordinarios,  entre 
otros  beneficiar  por  su  cuenta  las  minas  de  Guadalcanal,  entre- 
gando á  sus  poseedores  33.500  ducados  de  á  335  maravedí- 
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ses  íi)  cada  uno,  con  cuyos  productos  se  sostuvieron  las  guerras, 
con  Holanda,  Portugal  y  Turquía.  Todavía  en  1567  se  concedie- 
ron las  lamas,  tierras  y  cenizas  de  la  fábrica  de  Ouadalcanal,  en- 
tregándose al  rey  el  tercio  del  producto. 

Ley  de  minas  de  Doña  Juana.— Pero  las  diversidades 
de  criterio,  concediendo  primero  mercedes  de  minas,  para  des- 
pués y  por  pequeñas  cantidades  recobrarlas,  no  podían  de  modo 
alguno  desarrollar  la  minería  ni  estimular  los  descubrimientos. 
Así  lo  reconoció  la  Princesa  gobernadora  Dpfia  Juana,  y  en 
ausencia  de  su  hermano  Felipe  II,  promulgó  en  Valladolid  la 
ley  de  Minas  en  10  de  Enero  de  1559. 

Se  lamenta  esta  ley  de  la  escasez  de  minas  que  se  descubrían 
y  labraban,  á  pesar  de  la  facultad  concedida  por  la  ley  de  Don 
Juan  I,  y  reconocía  que  las  mercedes  y  privilegios  concedidos 
estorbaban  los  descubrimientos  sin  favorecer  las  explotaciones, 
con  dafio  de  la  Ck>rona  y  del  bien  público;  de  aquí,  que  la  ley 
incorporara  á  la  Corona  todas  las  minas  de  oro,  plata  y  azogue, 
y  establecería  el  modo  de  beneficiarlas. 

Fijaba  la.  ley  ciertas  formalidades  ó  trámites  para  adquirir  la 
propiedad  minera,  y  marcaba  la  extensión  de  las  concesiones, 
que  tenía  que  ser  de  100  varas  de  largo  por  50  de  ancho;  los  des- 
cubridores estaban  obligados,  en  los  20  dias  siguientes  al  des- 
cubrimiento, á  hacer  un  registro  ante  escribano  real  y  la  auto- 
ridad judicial  del  punto  donde  se  hallare  la  mina,  declarando  la 
persona  que  lo  inventó  y  el  sitio  y  clase  del  mineral;  á  los  60 
días  debía  enviarse  el  registro  al  administrador  de  la  proTíneia 
para  su  asiento  en  el  Registro  general  de  M^ínas;  y  si  no  se  cum- 
plían estos  requisitos,  cualquiera  otra  persona  adquiría  el  dere- 
cho de  labrar  lá  mina. 

Como  la  utilidad  de  las  minas  después  de  su  descubrimiento 
consiste  en«u  constante  laboreo,  se  obligó  á  los  registradores  á 
cavar  hasta  la  profundidad  de  tres  estados  ''^)  en  los  6  meses  des" 


(1)  £1  maravedii  es  equivalente  á  Vs4  d®  real,  ó  sean  O  peBetae  00786 

(2)  Un  e$tado  era  próximamente  dos  metros. 


Digitized  by 


Google 


—  xxu  — 

pues  del  registro,  sopeña  de  poderse  denunciar  ante  el  Juez  la 
falta  á  aquella  prescripción,  y  pasados  los  6  meses  tenían  que 
mantenerlas  pobladas.  Se  facilitó  á  los  registradores,  por  su  jus; 
to  precio,  las  lefias,  herramientas  y  utensilios  necesarios  para  el 
laboreo. 

Pero  los  impuestos,  lejos  do  diseminarse,  se  aumentaron,  como 
que  éste  era  el  principal  objeto  de  la  ley.  El  tercio  de  las  utili- 
dades, que  era  lo  que  concedía  Don  Juan  I  á  los  explotadores,  se 
conservó  mientras  que  aquéllos  no  pasasen  de  100.000  ducados^^^ ; 
pero,  si  pasat)an  de  esta  suma  y  hasta  200.000  ducados,  sólo  per- 
cibían la  cuarta  parte;  y  si  pasaban  de  200.000  ducados  era  el 
quinto  lo  que  le  correspondía  al  explotador. 

El  conocimiento  de  los  asuntos  contenciosos  de  minas  estaba 
encomendado  en  general  á  los  jueces  ordinarios,  si  bien  en  algu- 
nos distritos  importantes  los  delegados  del  Rey  ejercían  una  juris- 
dicción privativa,  hasta  que  con  objeto  de  concentrar  en  la  Corte 
todos  los  datos  y  asuntos  de  minas,  se  mandó  á  las  Chancillerías, 
en  10  de  Febrero  de  1561,  que  remitiesen  á  la  Contaduría  mayor 
los  pleitos  que  se  seguían  en  dichos  tribunales,  sobres  fraudes  y 
demás  delitos  cometidos  en  las  minas. 

En  un  principio  fué  acogida  con  entusiasmo  la  ley  de  Dofia 
Juana,  por  las  mayores  seguridades  que  daba  en  la  propiedad  de 
las  minas,  y  á  esto  respondió  el  número  de  registros  y  denuncios 
que  siguieron  á  su  publicación;  pero  esto  pasó  bien  pronto,  al 
atraso  industrial  del  país  había  que  afiadir  lo  pesados  de  aque- 
llos impuestos,  y  lo  poco  que  se  hizo  fué  únicamente  debido  á  las 
gestiones  de  los  delegados  que  el  Monarca  mandó  á  las  comarcas 
mineras. 

Los  apuros  de  la  hacienda  de  Felipe  II  continuaban  siendo 
grandes,  y  tratando  de  nuevo  de  buscar  estímulos  por  la  mine- 
ría á  los  cuatro  afios,  en  1563  dio  una  nueva  pragmática  y  orde- 
nanza de  como  tenía  que  hacerse  el  descubrimiento,  labor  y  be- 
neficio de  las  minas,  y  en  1575  mandó  formar  una  estadística 
general  en  la  que  tenían  que  incluirse  todas  las  minas  que  hu- 
biera de  oro,  plata,  hierro,  cobre,  plomo,  azogue  y  otros  meta- 
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les,  minerales  de  tintara  y  colores  y  canteras  de  jaspes,  mármo- 
les, y  demás  piedras  estimables;  trabajo  importantísimo  que  no 
llegó  á  terminarse,  pero  qne  hubiera  podido  prestar  grandes  en* 
sefianzas  á  la  Administración  pública.  Todavía  en  las  Cortes 
de  1579,  los  Procuradores  pedían  al  Rey  que  se  hicieran  nuevas 
ordenanzas  y  leyes  sobre  los  descubrimientos  y  explotaciones  de 
los  minerales,  para  evitar  los  nuevos  abusos  de  tomar  parte  del 
oro  y  plata  que  venía  de  América. 

Ordenanzas  de  Felipe  II  de  1684.— Por  fin,  después 
de  los  diversos  ensayos  de  legislación  hechos  en  el  reinado  de 
Felipe  II  para  atender  á  las  necesidades  de  la  minería  espafio-  ' 
la,  tanto  en  la  Península  como  en  América,  publicó  el  Monarca 
en  San  Lorenzo  las  célebres  Ordenanzas  de  22  de  Agosto  de  1584, 
que  eran  las  más  perfectas  que  hasta  entonces  se  habían  dado 
en  Espafia,  y  que,  fundándose  en  los  principios  de  la  legislación 
alemana,  trazaron  un  verdadero  código  para  este  ramo.  Estas 
Ordenanzas,  que  han  regido  por  espacio  de  241  afios,  aunque  sin 
cumplirse  algunas  de  sus  disposiciones,  y  que  las  legislaciones 
modernas  han  copiado  en  parte,  merecen  un  examen  más  dete- 
nido que  el  que  hemos  hecho  de  disposiciones  anteriores. 

Prlnclpiofli  sobre  la  propiedad. — Se  ratificó  la  anterior 
incorporación  de  todas  las  minas  á  la  Corona;  la  incorporación 
de  las  salinas  se  había  hecho  en  10  de  Agosto  de  1564. 

Las  minas  se  concedían  en  posesión  y  propiedad,  y  cualquier 
persona,  aunque  fuera  extranjera,  podía  buscar,  catar  y  cuantos 
trabajos  fueran  necesarios  para  poner  al  descubierto  el  mineral, 
en  todo  el  Reino,  en  los  campos,  montes,  baldíos  y  egidos,  dehe- 
sas del  Monarca,  de  pueblos  ó  de  particulares,  y  heredades,  sin 
que  pudieran  oponerse  los  duefios  de  los  terrenos;  si  ocasionaban 
dafios  en  las  dehesas  ó  heredades,  la  Justicia  de  minas,  asesorada 
de  los  peritos,  valoraba  los  perjuicios  y  los  mandaba  pagar,  eje- 
cutando al  miuero  si  no  lo  hacía. 

C^oneeslonesi.— Para  las  concesiones  se  daban  los  mismos 
trámites  que  ya  venían  establecidos  por  la  ley  de  Dofia  Juana* 
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»  concedieron  dos  meses  para  que  todas  las  minas  dadas  antes 
í  la  fecha  de  las  nuevas  Ordenanzas  se  registrarán  de  nuevo 
ite  los  Administradores,  general  si  lo  hubiere,  y  si  no  el  de 
irtido. 

Se  mandó  á  los  administradores  de  cada  partido  que  tuvieran 
1  libro  donde  se  tomara  nota  de  todos  los  registros,  así  como  de 
LS  transmisiones,  ó  que  en  cualquier  forma  se  contrataren;  y  que 
s  administradores,  por  partidos  ó  distrito?,  enviaran  nota  de 
[uellos  registros  á  la  Contaduría  mayor,  y  cada  6  meses,  de  lo 
le  en  cada  mina  ocurriere  de  algún  interés. 

Pertenencias. — Al  descubridor  de  una  mina  se  le  conce- 
an  derechos  preferentes,  pudiendo  pedir  todas  las  pertenencias 
le  quisiera  y  siempre  que  las  estacare  y  registrare  en  el  plazo 
i  10  días  á  partir  del  registro  de  la  primera  mina. 
Las  dimensiones  de  las  pertenencias  tenían  que  ser  de  160  va- 
,s  de  largo  por  80  de  ancho,  que  como  vemos  son  mayores  que 
s  de  la  ley  de  l^oña  Juana.  Hasta  pasados  10  díad  de  aquella 
asignación  no  podía  otra  persona  pedir  concesión  alguna;  las 
mensiones  de  las  pertenencias  que  se  pedían  después  tenían 
le  ser  de  120  varas  de  largo  por  60  de  ancho. 
Para  las  minas  ó  yacimientos  de  oro,  las  pertenencias  eran: 
ira  el  descubridor,  de  SO  vacas  de  largo  por  40  de  ancho;  y  para 
s  demás,  de  60  por  30. 

La  pertenencia  se  demarcaba  con  el  rumbo  qua  pidíers  el  ín-^ 
reRfdo,  fornnoida  rfti^ittogwla  yiaaarcñnáo  una  estaca  para  pun- 
>  de  partida. 

Benefleio«  eoneedldos  A  los  mineros. — Para  las  nece* 
dades  de  fós  minas  se  les  permitía  el  aprovechamiento  de  los 
entes  y  de  los  términos  comunes,  concejiles  y  baldíos  próxi- 
os,  así  camo  el  aprovechamiento  de  la  lefia,  fuste  y  cepas,  y 
>rtar  lo  seco  por  el  pie  en  las  dehesas  de  particulares  y  conce- 
s  próximos,  pagándolos  por  su  justo  valor. 
Asimismo  podían  utilizar  los  pastos  para  los  animales  que  f  ue- 
m  de  utilidad  para  las  minas,  gratuitamente  en  los  terrenos  co- 
unales,  concejiles  ó  de  baldíos,  y  pagándolo  en  los  de  los  par- 
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ticnlares  ó  Concejos*  Podían  los  mineros  cazar  y  pescar  en  un 
radio  de  tres  leguas  de  la  mina. 

Se  les  permitía  hacer  los  asientos,  casas,  talleres  de  fundi- 
ción, hornos,  buitrones  y  todo  cuanto  fuera  necesario  para  la 
mina^  beneficio,  fundición  y  afinación  de  minerales. 

RelaeioncM  entre  minero».  — Cuando  en  los  trabajos  sub- 
terráneos UD  minero,  siguiendo  su  filón,  se  salía  de  los  límites 
de  su  demarcación,  podía  seguir  sus  labores,  y  el  mineral  que  ex^ 
traía  era  tíuyo;  pero  si  en  profundidad  venía  á  encontrarse  con 
un  filón  de  otra  pertenencia,  entonces  se  hacía  el  deslinde  y  á 
partir  do  aquel  momento  ol  filón  pertenecía  á  la  estaca  ó  demar- 
cación correspondiente  eü  la  superficie,  pero  el  mineral  ya  ex- 
traído era  de  aquel  que  hubiera  hecho  los  trabajos  y  lo  hubiese* 
sacado^  sin  que  por  este  concepto  tuviera  que  dar  indemnización 
alguna. 

Loe  mineros  tenían  que  tener  siempre  las  minas  limpias  y  des- 
aguadas, ejerciéndose  una  escrupuioaa  vigilancia  para  que  nin- 
guna mina  pudiera  con  Ids  aguas  perjudicar  á  sus  colindantes. 
Se  establecieron  también  las  contraminas  ó  galerías  generales  de 
desagüe  cuando  estas  obras  podían  beneficiar  á  varias  minas. 

Obli|^ftei«n€^  de  losi  mineros. — Los  registradores  esta- 
ban obligados,  en  el  plazo  de  3  meses,  desde  la  fecha  del  regis- 
tro, á  hacer  un  pozo  de  3  estados  de  profundidad,  cada  estado 
de  7  tercias. 

Además  teñían  que  tener  pobladas  las  minas,  por  lo  menos  con 
4  personas  por  mina  ó  pertenencia,  y  faltándose  á  esta  prescrip- 
ción durante  4  meses,  se  perdía  la  concesión,  á  no  ser  por  im- 
pedimento justó  y  considerándose  así,  por  guerra,  epidemia  ó 
hambre.  El  pueble  podía  aumentarse  cuando  así  lo  creía  con- 
veniente un  compañero,  y  el  Juez  podía  obligar  al  otro  com- 
pafiero,  siempre  que  no  excedieran  de  12  personas. 

Los  pozos  tenían  que  hacerse  á  10  varas  unos  de  otros,  y  no 
podían  hacerse  de  más  de  14  estados  de  profundidad,  ó  sean 
30  m.  aproximadamente;  si  había  que  seguirlos,  era  necesario 
hacer  una  minetay  arrancar  de  ella  otro  tramo  de  14  estados,  de 
acuerdo  i5on  lo  que  dispusiera  el  administrador  de  partido. 
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Jnri!»iliccidn.  —  En  los  asuntos  de  posesión  de  minas  no 
)odían  estar  éstas  paradas  más  de  40  días,  en  cuyo  plazo  las 
>artes  acudían  á  las  Justicias,  á  las  que  presentaban  toda  cla- 
le  de  escritos  y  hasta  doce  testigos  por  cada  parte;  y  con  lo 
lue  dijeren  ó  probaren  el  juez  sentenciaba,  declarando  á  quién 
^orrespondía  la  posesión.  A  éste  se  le  hacía  depositar  una  fianza 
le  mil  ducados,  y  podía  continuar  la  explotación  de  la  mina. 

Si  la  parte  agraviada  no  se  conformaba  dentro  del  tercer  día, 
30día  acudir  en  apelación  ante  el  Administrador  general  de 
Vi inas,  y  en  el  plazo  de  60  días  tenían  que  presentar  las  partes 
lus  escritos  y  testigos.  Si  la  sentencia  fuera  confirmatoria,  se 
iaba  por  terminado  el  conflicto,  y  ya  no  se  concedía  nueva  ape- 
lación. Si  la  sentencia  no  fuera  confirmatoria,  cabía  la  alzada 
inte  la  Contaduría  mayor  de  Hacienda. 

Con  la  fianza  depositada  podía  pagarse  el  valor  de  los  minera- 
les extraídos,  si  la  sentencia  definitiva  fuera  contraria  al  que 
[lizo  el  depósito. 

Cuando  los  conflictos  eran  sobre  propiedad,  se  entablaban  des- 
ie  luego  ante  el  Administrador  general  de  Minas,  con  la  misma 
sipelación  á  la  Contaduría  mayor. 

Administración.— Para  la  Administración  del  ramo  de  Mi- 
nas se  nombraban  empleados  directa  y  exclusivamente  dedica- 
dos al  cuidado  de  las  minas,  denominadose  el  Jefe,  Administra^ 
ior  general  de  las  Minasy  y  los  subalternos.  Administradores  de 
partido  ó  de  distrito.  Estos  nombramientos  recaían  en  personas  de 
instrucción  y  práctica  en  el  ejercicio  de  la  minería,  y  á  su  cargo 
corría  la  admisión  de  registros  y  denuncios  de  minas,  adjudica-^ 
ción  y  diligencias  de  posesión,  y  la  inspección  y  vigilancia  sobre 
las  minas  y  establecimientos  de  beneficio. 

Proponían  la  caducidad  por  faltar  á  las  prescripciones  de  las 
Ordenanzas  y  por  el  despueble  de  las  minas,  pudiendo  en  todos 
los  casos  pedirse  nuevamente  la  mina  por  denuncio  de  aquellas 
faltas. 

Los  hurtos  de  metales  ó  cualquier  objeto  que  afectaba  á  la  mi- 
nería era  castigado  administrativamente,  con  las  apelaciones 
correspondientes,  con  restitución  de  lo  hurtado  y  condenado  en 
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las  setenas,  ó  sea  con  el  séxtuplo  como  nrnlta;  y  si  no  toníaa 
bienes,  con  pena  corporal  6  destierro. 

Mwapuemtom.  —Para  los  impuestos  mineroB  se  estableció: 

1.^  Que  las  minas  de  oro  contribuían  con  la  mitad  del  que 
produjeran. 

2.^  Que  las  de  plata  con  menos  de  doce  onzas  por  quintal  d« 
plomo,  el  décimo  de  la  plata; 

Desde  12  onzas  hasta  4  marcos  (i),  el  quinto  \ 

De  4  basta  6  marcos,  el  aiarto\ 

T  las  de  más  de  6  marcos,  la  mitad. 

3.**  Que  las  minas  viejas,  cuya  profundidad  no  llegare  á 
10  estados,  se  considerarán  como  nuevas  para  los  tributos.  Y  las 
de  mayor  profundidad,  cuya  ley  llegare  á  lo  sumo  á  2  marcos 
de  plata  por  quintal  de  plomo,  así  como  la  que  produjeren  los  te- 
rreros y  escoriales,  pagasen  Vn.  Pero  si  dieran  mayor  cantidad, 
se  considerarían  como  nuevas. 

4.*  Del  plomo,  litargirio  y  demás  productos  metalúrgicos 
procedentes  de  las  copelaciones,  podían  disponer  libremente  sin 
pagar  impuesto  alguno. 

5.^  Que  las  minas  de  plomo  pobre  que  no  sufragaban  los  gas- 
tos de  desplatación,  pagasen  el  V«o»  y  ol  */io  en  el  alcohol,  con  tal 
de  que  si  cualquier  ínetal,  plomo  ó  cobre,  tuviera  oro  ó  plata, 
pagaran  con  respecto  á  estos  metales  preciosos. 

Todo  el  plomo-plata  había  que  llevarlo  á  las  oficinas  de  afino 
que  tenia  la  Hacienda,  y  la  plata  obtenida  se  sellaba  con  las 
armas  reales;  se  dieron  instrucciones  especiales  para  cuando  la 
obtención  de  los  metales  se  practicaba  por  amalgamación. 

ReMumeii.  — Como  se  ve,  en  estas  Ordenanzas  se  desarro- 
llaba por  completo  el  principio  de  la  regalía  minera,  con  todas  sus 
consecuencias,  desapareciendo  el  derecho  de  accesión  admitido 
por  la  ley  ile  Don  Juan  I,  que  exigía  la  licenciadel  dueño  del  terre- 
no para  poder  labrar  las  minas.  El  Rey, como  dueño  de  las  minas, 
las  trabajaba  por  su  cuenta  ó  cedía  su  explotación  á  los  particu- 


(1}    El  mareo  e«  equivalente. á  ooho  onsaB, 
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lare^^  pero  siempre  con  un  objeto  fiscal,  y  por  esto  las  minas  de 
oro  y  de  plata  eran  las  más  recargadas  en  tributos  y  más  sujetas 
á  fiscalización  por  parte  del  Gobierno.  Pero  estas  disposiciones, 
tan  sabias  para  la  época  en  que  se  dictaron,  no  libaron  á  po- 
;ierse  por  completo  en  práctica:  no  hubo  quien  vigilase  el  buen 
orden  en  las  labores,  y  los  asuntos  oontenciosos  entraban  como 
los  demás  civiles  en  la  jurisdicción  ordinaria,  con  diferentes 
modificaciones. 

Poc  otra  parte,  y  aunque  ya  no  se  concedían  mercedes,  el  So- 
berano arrendaba  algunas  minas,  cercenando  de  este  modo  la 
libertad  de  explotación,  que  tan  ampliamente  concedían  aque- 
llas Ordenanzas. 

:  Época  posterior  hasta  el  siglo  XIX.— Nada  adelantó 
la  minería  en  el  transcurso  de  tiempo  de  los  siglos  XVII  y  XVIII; 
la  situación  creada  con  la  expulsión  de  los  judíos  por  los  Beyes 
Católicos,  y  los  edictos  de  Felipe  III  expulsando  á  los  moriscos/ 
dieron  lugar  al  abandono  de  la  industria  y  el  comercio  que  aqué- 
llos ejercían;  y  si  á  esto  se  añade,  el  gran  número  de  cautivo» 
que  los  piratas  lloros  hacían  y  que  Campomanes  hace  subir  á 
30.000  al  año,  el  desprecio  con  que  se  veía  por  algunos  las  ocu- 
paciones de  la  agricttltuní,  del  comercio  y  de  la  industria,  por 
haber  sido  profesfones  ejercidas  por  los  moros  y  judíos,  y,  por 
último,  el  gran  número  de  aventureros  que  tanto  abundaban  en 
Cadtilla,  que  se  iban  á  América  en  busca  de  fortuna,  se  compren- 
derá la  despoblación  en  que  quedó  la  Península. 

Afiádase  á  todo  esto  las  continuas  guerras  que  venían  soste- 
niéndose desde  Carlos  I  hasta  fines  del  siglo  XVII  en  Flandes, 
Italia  y  Portugal,  y  la  guerra  de  Sucesión  que  al  comenzar  el 
siglo  XVIII  dejó  Carlos  II  en  herencia  á  Felipe  V,  y  en  las  que 
se  consumieron  los  tesoros  y  la  sangre  de  la  Nación,  y  nos  expli- 
caremos, si  no  el  retraso,  al  menos  las  causas  del  estancamiento 
de  la  minería  en  este  período.  Hecha  la  paz,  dedicóse  aquel  Mo- 
narca al  arreglo  económico  del  Reino,  y  entre  otras  medidas  hizo 
Ift  incorporación  á  la  Corona  de  las  salinas,  que  constituían  la 
renta  más  importante. 

Administración. —Felipe  IV,  en  vidta  que  el  Consejo  deHa- 
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.ciencia  no  pódia  hacer  cumplir  lo  qtic  las  Ordenanzas  de  Fe* 
Upe  II  disponían,  cre6  en  16  de  Enero  de  1624  la  Junta  de  Mi- 
nas, formada  por  ministros  del  Consejo  y  Hacienda  7  otros,  para 
que  entendiese  de  la  administración  del  ramo  de  minas. 

Y  para  que  nada  faltase  á  esa  Junta,  en  15  de  Mayo  del  mismo 
afio  se  le  concedió  la  jurisdicción  competente  para  ordenar,  dis 
poner  y  ejecutar  todo  lo  que  tocare  á  las  minas,  escoriales,  des- 
montes y  echadores  del  Reino,  con  potestad  de  examinar  las  le- 
yes y  ordenanzas  promulgadas  sobre  la  materia,  tratar  de  asien- 
tos y  ajustes  y  arreglar  los  derechos  con  que  se  había  de  contri- 
buir al  Bey,  nombrar  ministros  y  administradores  de  dichas  mi* 
ñas  y  escoriales,  señalar  los  salarios  que  debían  percibir  las  per- 
sonas que  se  ocupasen  en  las  nuevas  labores  y  beneficio;  ade- 
más se  le  otorgó  la  jurisdicción  privativa,  con  inhibición  del  Con- 
sejo de  Hacienda  y  demás  Consejos  y  Tribunales  para  entender 
en  ip  contencioso  de  minas,  con  la  facultad  de  dar  comisiones  á 
las  personas  que  tuviese  por  conveniente;  y  los  Fiscales  de  la 
Junta  no  tenían  que  ser  Abogados,  sino  personas  entendidas  en 
minería;  y  en  el  caso  que  hubiera  recursos  de  súplica,  revista  ó 
apelación,  era  la  misma  Junta  la  que  resolvía  en  justicia; 

Con  estas  atribuciones  gubernativas,  administrativas  y  judi- 
ciales, dictó  varias  disposiciones  para  beneficiar  las  escorias  y 
grasas  que  habían  quedado  de  minas  antiguas,  prohibiendo  que 
nadie  las  beneficiase  sin  antes  hacer  asiento  ó  ajuste  con  la  Real 
Hacienda;  con  el  mismo  objeto  3e  mandó  á  los  Capitanes  genera- 
les, Corregidores  y  demás  autoridades,  que  informaran  sobre  las 
antiguas  minas,  desmontes  y  escoriales  que  existían  en  sus  res- 
pectivos distritos,  remitiendo  muestras  para  su  ensayo;  y,  por 
último,  que  se  formase  una  relación  exacta  de  todas  las  minas: 
de  lo  cual  parece  resultó  haber  hallado  en  todo  el  Reino  más  de 
5.000  minas  de  todos  los  metales,  si  bien,  según  Carranza,  ade- 
más de  éstas  se  conocían  en  1629  otras  8.000  minas,  que  eran 
más  antiguas  y  que  fueron  registradas  en  tiempos  de  los  Reyes 
Católicos  y  sus  sucesores. 

La  centralización  de  todos  los  asuntos,  como  consecuencia  del 
cúmulo  de  facultades  que  á  la  Junta  le  conéedía  su  reglamento, 
no  era  lo  que  en  i^quella  azarosa  época  podía  regenerar  la  mine- 
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iá^  Mí  que,  aunque  en  30  dé  Mayo  de  1629  se  dispaso  que  no 
abiera  en  ella  ministros  de  los  Consejos,  fué  suprimida  en  el 
fio  1643,  devolviendo  el  Negociado  al  Consejo  de  Hacienda. 

De  nuevo  y  por  dos  veces  se  restableció  la  Junta  de  Minas: 
aando  en  1672  subió  al  trono  Carlos  II,  que  sólo  duró  algunos 
leses;  y  en  1677,  en  vista  de  la  imposibilidad  en  que  se  hallaba 
I  Consejo  de  Hacienda  de  atender  á  los  asuntos  de  minas,  du- 
Bindo  basta  el  año  1700.  Los  productos  de  la  minería  en  la 
eninsula  eran  casi  nulos,  según  se  desprende  de  la  relación 
e  las  rentas  públicas  mandada  formar  en  1674,  en  la  que 
guran  el  tributo  de  la  sal  por  700.000  ducados;  la  de  solimán 

azogue,  artículos  estancados  como  la  sal,  por  113.C00,  y  las 
otas  y  galeones  de  América ,  un  afio  con  otro,  por  3.500.000 
ucados. 

Conservó  el  Consejo  de  Hacienda  todos  los  asuntos  de  minas 
esde  1700  á  1742,  en  que  se  crearon  Juntas  de  Minas  especiales 
ara  Ríotinto,  Aracena,  Guadalcanal,  Cazalla,  Galaroza  y  Puerto 
lanco,  lo  cual  viene  á  probar  la  poca  importancia  de  la  minería 
Q  los  demás  puntos. 

En  3  de  Abril  de  1747,  Fernando  VI  decreta  la  agregación  de 
)dos  los  asuntos  de  minas  á  la  Junta  general  de  Comercio  y 
íonedaj  mandando,  como  consecuencia,  que  el  Consejo  de  Ha- 
[enda  y  las  demás  Juntas  no  entendiesen  en  lo  sucesivo  en  estas 
laterías.  Su  intervención  no  alcanzaba  á  las  minas  que  se  ex- 
lotaban  por  cuenta  del  Erario,  pues  que  éstas  depeildían  del 
[inisterio  de  Hacienda;  ni  tampoco  á  las  minas  de  Almadén, 
ue  dependían  del  Ministerio  de  las  Indias,  por  la  aplicación  que 
3  hacía  del  azogue  á  la  extracción  de  la  plata  en  América. 

Así  continuaba  la  administración  del  ramo  de  minas  al  final!- 
ar  el  siglo  XVIII,  sin  más  novedad  que  la  de  haberse  creado  un 
drector  general  de  Minas. 

Impuestos. — A  lo  crecido  de  los  impuestos  de  las  Ordenanzas 
e  Felipe  II  había  que  aliadir  una  intervención  excesiva;  y  la 
entaja  que  había  en  rebajar  las  leyes  de  los  minerales  para 
agar  menos  impuestos,  hacía  que  las  operaciones  de  beneficio 
esul taran  más  costosas. 

Felipe  III  en  1607  modifica  en  favor  de  los  explotadores  las 
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Ordenanzas  de  1584,  y  dispone:  qne  por  10  años  los  productos 
de  las  minas  de  oro  y  plata  y  los  desmontes  y  escoriales  paguen 
de  quince,  uno;  y  el  diezmo  en  los  10  años  siguientes,  sin  deduc- 
ción de  gastos;  y  pasados  los  20  afios  se  volvieran  á  subir  los 
derechos,  aunque  sin  exceder  del  quinto  de  los  productos.  Que- 
daron en  suspenso  los  artículos  de  las  Ordenanzas  referentes  á  la 
intervención  fiscal  sobre  las  fundiciones,  reemplazándolo  con 
una  inspección  menos  rigurosa. 

Pero  la  perspectiva  del  aumento  de  los  tributos  pasados  los 
20  afios  no  era  para  estimular  á  la  minería;  asi  que  los  efec^ 
tos  de  aquella  disposición  fueron  nulos.  En  1611  se  declara  defi- 
nitivo que  el  plomo,  cobre,  hierro  y  otros  metales  no  paguen 
más  que  el  quinto,  y  en  1648  una  nueva  ley  confirma  la  anterior. 

ün  Real  decreto  de  1747  dado  por  Femando  VI  manda  que.la 
renta  del  azogue  y  sus  compuestos  se  administre  por  cuenta 
de  la  Hacienda,  y 'disposiciones  posteriores  de  aquel  mismo  afio 
hacen  lo  mismo  respecto  al  azufre,  pólvora  y  salitres;  y  una 
Real  resolución  de  1761  dispone  que  se  administren  por  cuenta 
de  S.  M.  las  siete  rentillas^  llamadas  así  por  su  escaso  valor  las 
del  azogue,  pólvorüf  plomo,  azufre^  naipes,  nieve  y  pescado. 

Algunas  franquicias  se  concedieron  al  finalizar  el  siglo  XVIII, 
como  la  exención  de  derechos  al  antimonio  español  que  se  extra- 
jera del  Reino,  otorgada  por  Real  orden  de  6  de  Julio  de  1792;  así 
como  la  Real  resolución  de  31  de  Mayo  de  1800,  disponiendo  que 
cualquier  persona  podía  examinar  y  registrar  las  minas  de  azo- 
gue, con  tal  de  entregar  en  los  Reales  estancos  el  azogue  que 
extrajeran,  con  corta  diferencia  al  precio  que  se  expendía.  Pero 
todo  era  inútil  para  elevar  la  minería  al  lugar  que  en  España  le 
correspondía  entre  las  demás  industrias;' los  valores  creados  por 
sus  productos,  según  el  ingeniero  alemán  Hoppensack,  no  pasa- 
ban anualmente  de  130  millones  de  reales. 

Azogue. — La  importancia  de  esta  substancia  y  las  disposicio- 
nes dadas  sobre  ella  merecen  detenido  examen. 

Las  minas  de  Almadén  que  venían  produciendo  una  pingüe 
renta  al  Estado  con  el  azogue  que  se  remitía  á  América  para  el 
beneficio  de  la  plata  por  amalgamación,  estaban  arrendadas 
desdf  1525,. con  los  maestrazgos  de  Santiago,  Calatrava  y  Alcán- 
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tara,  á  los  ricos  negociantes  de  Hambnr^o,  Mareos  y  Cristóbal 
Fnggars,  conocidos  con  el  nombre  de  Condes  do  Fúcares,  en 
resarcimiento  de  un  crédito  enorme  que  tenian  contra  el  Estado. 
Aquel  primer  arrendamiento,  hecho  por  100  años,  se  renovó  en 
1623  por  10  años  más,  con  la  obligación  do  entregar  anual- 
mente de  4.500  á  5.000  quintales  de  azogue,  que  se  les  pagaba 
al  precio  de  once  mil  maravedís  puesto  en  Sevilla. 

Preciso  es,  sin  embargo,  reconocer  la  beneficiosa  influencia  que 
ejerció  en  España  la  dirección  de  aquellas  minas  por  los  ingenie- 
ros alemanes  que  trajeron  los  Condes  Fúcares,  asi  como  cuando 
en  1633  se  encargaron  del  beneficio,  labor,  desagüe  y  adminis- 
tración de  la  rica  mina  de  Guadalcanal,  y  de  los  trabajos  que 
llevaron  á  cabo  en  Linares  y  Riotinto. 

Carbón.— Hasta  mediados  del  siglo  XVIII,  todas  las  leyes  de 
minas  se  ocupaban  casi  exclusivamente  de  las  minas  metalífe- 
ras; algunas  disposiciones  se  habían  dado  sobre  las  salinas,  pero 
el  carbón  se  había  considerado  como  dependiente  de  la  superfi- 
cie-, y  como  por  otra  parte  los  yacimientos  no  habían  sido  descu- 
biertos en  grandes  cantidades,  no  se  había  creído  conveniente 
reglamentar  su  explotación. 

Pero  ya  en  1771  se  dispensaron  varias  gracias  para  la  explo- 
tación de  la  cuenca  carbonífera  de  Villanueva  d^el  Rio,  provin- 
cia de  Sevilla,  y  considerada  ya  la  hulla  como  artículo  de  pri- 
mera neceaidady  se  hicieron  extensivas  aquellas  licencias  ¿  to- 
das las  minas  de  carbón;  es  decir,  que  se  incluyó  su  laboreo  den- 
tro del  régimen  de  las  minas.  Disposiciones  que  se  tomaron  como 
consecuencia  de  la  consulta  elevada  por  la  Junta- de  Comercio^ 
Moneda  y  Minas  y  que  fueron  aprobadas  por  Real  Cédula  de  15 
de  Agosto  de  1780. 

Por  ésta  se  concedía,  por  tiempo  de  20  años,  la  libertad  más 
amplia  para  hacer  investigaciones  en  busca  de  combustible  mi- 
neral, la  exención  de  impuestos  especiales  de  todas  clases,  excep- 
to los  generales,  y  el  suministro  á  costo  y  costas  de  la  pólvora, 
azufre,  madera,  etc.,  necesarios  para  el  laboreo;  se  obligó  á  los 
mineros  á  la  condición  de  tener  las  labores  con  continuidad;  y 
si  pasaban  de  seis  meses  sin  trabajarse,  caducaban  sus  derechos, 
pasando  á  los  que  quisieran  trabajarlas.  Por  fin  so  instituyeron 
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jueces  conservadores  de  estos  privilegios,  que  entendiíin  en  pri- 
mera instctneia  sobre  las  contiendas,  resplviendo  en  último  gra- 
do la  Junta  con  inhibición  de  todo  tribunal,  audiencia  ó  cbanci- 
llerla. 

En  estas  medidas  se  reconoce  la  previsión  de  Carlos  ni,'que 
dio  las  disposiciones;  pero  el  plazo  de  20  años  quitaba  algún  mé- 
rito á  esta  Cédula,  pues  el  retraso  del  país  en  asuntos  industria- 
les reclamaba  mayor  estabilidad  en  los  derechos  á  la  propiedad 
minera. 

Siguiendo  Carlos  IV  el  camino  emprendido  por  su  padre  para 
•estimular  el  aprovechamiento  de  los  combustibles  minerales,  que 
ya  desde  el  siglo  XIII  se  utilizaban  en  otros  países,  dictó  la  ley 
de  26  de  Diciembre  de  1789,  declarando  que  no  siendo  el  carbón 
de  piedra,  metal  ni  semi'^metal,  ni  otra  alguna  de  las  cosas  com- 
prendidas en  las  leyes  ni  Ordenanzas  antiguas,  en  las  que  se  de- 
claraban las  minas  de  la  propiedad  del  Real  Patrimonio,  fuese  li- 
bre su  explotación,  debiendo  pertenecer  á  los  propietarios  del 
terreno  donde  estaban,  quienes  podrían  dar  á  otros  licencias  para 
su  extracción;  y,  en  caso  de  negarla,  el  Rey  la  adjudicaba  al  pri- 
mer descubridor,  debiendo  éste  pagar  al  propietario  la  quinta 
parte  de  los  productos. 

Esta  ley,  que  derogaba  la  anterior  de  Carlos  III,  cambió  el  sis-. 
tema  adoptado  por  este  Monarca;  pero  pronto  se  reconoció  el 
•error  de  aplicar  el  sistema  de  la  accesión  precisamente  á  las  mi- 
nas cuya  explotación  es  más  difícil;  y  de  aquí  que  en  15  de  Sep. 
tiembre  de  1790  se  confirmara  la  libertad  de  las  exploraciones 
en  busca  de  carbón,  dando  lá  preferencia  al  duefio  del  terreno, 
pero  en  su  defecto  al  descubridor,  con  la  obligación  de  pagar  á 
aquél  la  décima  parte  de  lo  que  extrajere,  en  compensación  de 
la  superficie  que  para  sus  trabajos  necesitare  ocupar;  todo,  ínte- 
rin se  daba  una  ley  de  minas,  cuya  necesidad  se  daba  á  conocer, 
aunque  no  llegó  á  publicarse.  ^ 

Nueva  Cédula  de  24  de  Agosto  de  1792  deroga  las  tres  leyes 
anteriores,  estableciendo:  que  las  minas  de  carbón  de  piedra  sean 
de  libre  aprovechamiento,  como  venían  siéndolo  por  antigua 
costumbre  las  de  hierro  y  otras  substancias;  que  la  Corona  con- 
servaba la  suprema  regalía  de  incorporar  para  sí  las  minas  que 
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hesitase  para  la  Marina  Real,  indemnizando  á  los  Concejos,  Co- 
nidades  ó  propietarios  particulares;  y  que  éstos  podrían  ex- 
tar  por  sí  ó  permitir  la  explotación  de  las  minas,  arrendando- 
ó  vendiéndolas  por  contratos  libres.  Se  favoreció  el  comercia 
carbones,  tanto  terrestre  como  marítimo,  concediendo  pre- 
)s  á  los  buques  y  promoviendo  la  apertura  de  vías  de  comuni- 
iión,  sobre  todo  en  Asturias,  que  era  donde  comenzaban  á  tra- 
arse  las  minas  de  hulla.  Se  propuso  también  la  creación  de 
%  escuela  para  difundir  la  enseñanza  en  el  arte  de  las  minas, 
la  villa  de  Gijón. 

Todavía,  y  como  aclaración  de  esta  ley,  se  expidió  otra  en 
ie  Agosto  de  1793,  mandando  que  no  pudieran  los  Concejos, 
Toquias  ó  lugares  vender  ni  enajenar  sus  minas  sin  licencia 

Consejo  Real,  en  virtud  de  la  regalía  suprema  de  la  Corona, 
para  estimular  más  las  explotaciones  carboneras,  se  deelar6 
1794  completa  exención  de  derechos  de  entrada  á  los  instru- 
ntos,  herramientas,  utensilios  y  demás  efectos  extranjeros 
iicados  al  laboreo  de  las  minas  de  carbón  de  piedra. 
>in  embargo  de  todas  estas  medidas  y  de  los  estudios  que  hi- 
ron  el  sabio  ingeniero  de  Marina  D.  Fernando  Casa  Torres  y 
lustre  Jovellanos,  comisionados  por  el  Gobierno,  la  industria 
bonera  no  progresaba,  hacía  falta  una  ley  de  minas  más  fija, 
s  estable  y  científica  y  más  en  harmonía  con  las  necesidades 

porvenir,  asegurando  los  derechos  de  los  explotadores. 
ENSEÑANZA  DiC  LA  MINERÍA. — Auuquc  CU  capítulo  aparte  dcdi" 
nos  todo  lo  que  á  la  enseñanza  de  la  minería  se  refiere,  no 
lemos  dejar  de  decir  en  este  lugar  que  Carlos  III,  por  Real 
[en  de  14  de  Julio  de  1777,  mandó  establecer  inmediatamente 
i  Escuela  especial  de  Minas  en  Almadén,  á  cargo  del  ingeniero 
man,  D.  Enrique  Cristóbal  Storr,  y  por  otra  del  año  siguiente 
ajaron  sueldo  y  consideraciones  á  24  alumnos  internos,  y  12 
>ernumerario8  sin  sueldo,  para  cubrir  las  vacantes  que  fueran 
uitando. 

^LAZOS  DE  LAS  CONCESIONES. — Por  Último,  y  para  que  se  vea 
)lvido  en  que  estaban  en  parte  las  Ordenanzas  de  1584,  aqué- 
\  no  fijaban  plazos  para  las  concesiones  y  en  América  siempre 
entendían  éstas  á  perpetuidad,  y  no  obstante,  en  la  Península 
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todos  los  asientos,  contratos  ó  arrendamientos  siempre  se  hadan 
por  plazos  de  20  á  30  afios,  como  hemos  visto  para  Almadén, 
Guadalcanal  y  otros. 

OomienzOB  del  siglo  XIX.— Se  inaugura  en  la  Penín- 
sula el  siglo  con  una  mejora  de  gran  trascendencia  para  la  mi- 
nería, precursora  además,  de  las  que  después  se  han  ido  estable- 
ciendo. Los  minerales  de  plomo  yn  hemos  visto  que  estaban  es- 
tancados, y  desde  X646  sólo  podían  beneficiarse  en  las  fábricas 
reales;  de  modo  que  el  plomo  y  sus  compuestos,  que  tanta  aplica- 
ción tienen  en  las  artes,  se  monopolizaban  por  el  Soberano  en 
provecho  del  Tesoro,  y  los  particulares  no  se  dedicaban  á  esta 
industria,  que  era  una  de  las  primeras  en  España  y  cuya  impor- 
tancia se  conserva  hoy,  porque  se  veían  sujetos  á  una  fiscaliza- 
ción constante  y  opresora,  y  los  productos  de  las  minas  de  plomo 
se  pagaban  á  bajo  precio  en  las  fábricas  reales.  Carlos  IV,  en 
31  de  Julio  de  1807,  concedió  amplia  libertad  á  los  particulares, 
dando  un  reglamento  completo  en  la  manera  de  conceder  los 
permisos  para  las  investigaciones,  trámites  para  las  concesiones 
y  manera  de  conducir  las  explotaciones. 

Los  mineros  quedaban  obligados  por  la  concesión  á  no  extra- 
viar ni  vender  los  minerales  á  nadie  más  que  á  la  Real  Hacien- 
da, que  los  compraba  á  precios  establecidos,  dándose  también 
una  reglamentación  para  su  clasificación  y  recepción  por  aque- 
llas oficinas.  El  orden  que  estos  reglamentos  dieron  para  los  re- 
gistros, la  seguridad  que  se  daba  á  las  concesiones  á  pesar  de  ser 
temporales,  y  la  rápida  solución  que  se  daba  á  los  conflictos,  hizo 
desarrollar  grandemente  estas  explotaciones,  siendo  la  industria 
plomera  de  las  Alpu jarras  la  que  más  percibió  sus  beneficios. 


Y  llegamos  á  nuestra  moderna  regeneración  política,  econó- 
mica é  industrial.  En  1808  la  invasión  de  los  ejércitos  de  Napo- 
león da  lugar  á  la  abdicación  de  Carlos  IV  en  favor  de  su  hijo; 
la  ocupación  de  una  parte  de  nuestro  territorio  por  el  Gobierno 
de  José  Bonaparte,  y  la  otra  parte  libre  de  este  dominio  dirigi- 
da por  un  Gobierno  puramente  nacional. 


Digitized  by 


Google 


—   XXXVl    — 

El  Gobierno  francés  no  dictó  ninguna  ley  sobre  este  panto, 
pues  en  el  Código  de  Napoleón  sólo  aparece  el  Real  decreto  de  6 
de  Febrero  de  1809,  encomendando  al  Ministerio  del  Interior  las 
minas,  minerías  y  canteras. 

En  el  territorio  libre  de  los  franceses  se  inaugura  el  sistema 
constitucional,  con  la  reunión  de  las  Cortes  en  la  isla  de  León 
en  1810,  que  asumieron  todo  el  Poder  legislativo.  Estas,  en  26  de 
Enero  de  1811,  desestancan  el  azogue,  haciendo  libre  su  comer- 
cio; trasladadas  las  Cortes  á  Cádiz,  declaran  en  31  de  Octubre 
de  1812  libres  de  derechos  el  hierro  y  sus  manufacturas;  y  en  13 
de  Julio  de  1813,  el  acero  y  las  suyas.  Termina  el  primer  perío- 
do constitucional  con  la  vuelta  de  Fernando  VII,  que  legisla  de 
nuevo  sobre  minería;  establece  en  los  afios  1816  y  1817. los  dere- 
chos que  debían  exigirse  á  los  hierros  nacionales  y  extranjeros; 
decreta  en  3  de  Noviembre  de  1817  el  desestanco  definitivo  del 
alcohol  y  del  plomo,  después  de  más  de  siglo  y  medio  que  había 
estado  estancado,  y  rebaja  los  precios  de  los  plomos  producidos 
en  las  fábricas  reales;  declara  en  la  misma  fecha  libre  la  elabo- 
ración de  los  artículos  que  comprendían  las  siete  rentillas.  En 
18  de  Julio  de  1818  se  dio  también  el  Reglamento  de  la  Junta  de 
Vizcaya  sobre  el  laboreo  de  las  minas  de  Somorrostro. 

En  la  segunda  época  constitucional,  las  Cortes  reunidas  en  Ma- 
drid, reconociendo  la  ventaja  de  que  las  minas  se  trabajaran  por 
los  particulares,  declaran  en  25  de  Octubre  de  1820  la  libertad 
de  explotar  todas  las  minas  de  acuerdo  con  las  Ordenanzas  de 
1584,  y  dan  otras  disposiciones  de  menor  importancia.    > 

Pero  la  más  importante  para  la  minería,  fué  la  ley  sancionada 
por  Fernando  VII  en  12  de  Febrero  de  1822,  y  que  contenida  sólo 
en  13  artículos  desarrolló  de  una  manera  notable  las  explotacio- 
nes mineras,  principalmente  las  minas  de  Sierra  de  Gador. 

Permitían  á  todos  los  españoles  y  extranjeros  descubrir,  ex- 
plotar y  beneficiar  por  sí  mismo  ó  asociado  con  otros,  cualquier 
mina,  excepto  las  de  sal,  dando  parte  de  las  circunstancias  del 
descubrimiento  al  jefe  político;  si  la  mina  estaba  en  terrenos  del 
dominio  particular,  el  descubridor  pagaba  el  valor  del  terreno 
ocupado  y  los  dafíos  y  perjuicios  que  pudiera  ocasionar  el  labo- 
reo; éste  tenía  que  llevarse  con  arreglo  á  los  buenos  principios 
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de  minería;  se  declararon  abolidos  los  privilegios  sobre  fraguas; 
no  pagaban  ningún  impuesto  especial  los  productos  mineros,  y 
si  sólo  un  derecho  de  patente  como  las  demás  industrias;  en  cuan- 
to á  la  resolución  de  los  asuntos  contenciosos,  se  aplicaron  las 
disposiciones  de  las  Ordenanzas  de  minería  de  Nueva  Espafia. 

Abolido  por  segunda  vez  el  régimen  constitucional,  volvió  Fer- 
nando VII,  como  Rey  absoluto,  á  legislar  por  sí  solo  en  todos  los 
ramos;  pero  sus  leyes  están  ya  impregnadas  del  espíritu  y  de  las 
ideas  de  la  época,  y  esto,  unido  á  los  principios  de  legislación 
que  hizo  adoptar  el  sabio  director  del  Tribunal  de  Minería  de 
Méjico  D.  Fausto  de  Elhuyar,  que  había  vuelto  á  España  el  año 
1821  al  perderse  ya  nuestras  colonias  de  América,  constituye  una 
nueva  era  en  el  estudio  de  nuestra  legislación  minera.  Elhuyar 
empezó  por  visitar,  por  disposición  del  Gobierno,  las  minas  de 
Almadén,  Riotinto  y  Guadalcanal,  y  después  fué  nombrado  vo- 
cal de  la  Real  Junta  de  Fomento  con  encargo  de  preparar  los 
trabajos  necesarios  para  dar  impulso  á  este  importante  ramo  de 
nuestra  riqueza  pública. 

En  3  de  Febrero  de  1825  presentó  una  luminosa  Memoria,  en  la 
que  estudiaba  todos  los  puntos  que  podían  afectar  á  la  minería, 
dando  las  soluciones  que  para  cada  uno  debían  adoptarse  y  sien- 
do en  su  conjunto  la  base  para  la  formación  de  la  ley  orgánica 
para  el  gobierno  de  la  minería  en  España. 
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Legislación  española  en  América. 


Primera  época  df* I  desenbrimicnto  <le  JLmérica. — 

El  descubrimiento  y  conquista  de  América  por  Cristóbal  Colón 
constituye  uno  de  los  timbres  de  mayor  gloria  del  reinado  de  los 
Reyes  Católicos. 

Desde  la  primera  expedición  en  1492,  llamó  la  atención  de  los 
españoles  que  en  ella  fueron  la  abundancia  del  oro  y  de  la  plata 
que  allí  habla,  y  que  los  naturales  de  aquel  país  daban  en  cambio 
de  los  objetos  que  les  ofrecían  los  conquistadores;  la  explotación 
de  aquellas  riquezas  tenía  pues,  que  constituir  uno  de  los  obje- 
tos predilectos  de  nuestros  Soberanos. 

En  la  segunda  expedición  de  Colón,  el  afio  1493,  ya  los  Reyes 
Católicos  encargaron  la  investigación  y  laboreo  de  las  minas,  á 
cuyo  efecto  alistaron  artesanos  y  mineros  que,  provistos  unos  y 
otros  de  los  instrumentos  de  sus  oficios,  ejerciesen  y  enseñasen 
el  arte  de  labrar  las  minas  y  descubriesen  las  riquezas  subterrá- 
neas encerradas  en  aquellos  países.  Como  consecuencia  se  des- 
cubren las  montañas  de  oro  en  Cibao  (Isla  de  Santo  Domingo), 
primer  descubrimiento  que  estimula  el  afán  de  las  conquistas  y 
el  estudio  de  la  historia  natural  de  aquellos  países. 

En  un  principio  los  Reyes  Católicos  prohibieron  ir  á  Indias  y 
comerciar  sin  su  licencia;  pero  en  1495  concedieron  permisos 
para  que  cualquiera  pudiera  ir  á  buscar  fortuna,  y  el  deseo  de 
enriquecerse  que  allá  llevaba  á  los  aventureros  convirtió  á  los 
indios  en  instrumentos  de  la  explotación  de  las  minas. 

Se  estableció  como  impuesto  el  quinto  del  producto  bruto  de 
las  minas,  es  decir,  el  20  por  100,  sin  deducción  de  gastos  ni  des- 
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cuento  alguno;  tributo  considerable  y  que  pone  en  evidencia 
que  se  trataba  más  de  obtener  grandes  cantidades  para  el  fisco 
que  de  desarrollar  aquella  industria. 

En  la  época  de  Carlos  I,  Hernán  Cortés,  que  se  dedicaba  ^  la 
explotación  de  una  mina  de  oro  en  la  isla  de  Cuba,  se  embarca 
en  1518  para  la  conquista  de  Méjico,  y  recoge  una  gran  riqueza, 
á  más  de  su  fama  como  militar.  Francisco  Pizarro  descubre  el 
Perú  en  1526,  y  en  él  abundantes  yacimientos  de  oro  y  plata. 

Ordenanzas  del  Perú. — Estos  últimos  descubrimientos 
dan  bien  pronto  un  gran  desarrollo  á  las  explotaciones  mineras; 
y  unido  esto  al  abuso  que  se  hacia  con  los  indios,  obligándolos  á 
dedicarse  al  trabajo  de  las  minas,  da  lugar  á  las  Ordenanzas  de 
minas  del  Perú,  dadas  en  Talavera  en  7  de  Agosto  de  1541,  apli- 
cadas á  aquél  territorio,  también  llamado  provincias  de  Nueva- 
Castilla  y  Toledo. 

La  falta  de  cumplimiento  de  aquellas  Ordenanzas  en  un  prin- 
cipio dio  lugar  á  que  se  publicaran  de  nuevo  en  Cuzco  en  13  de 
Abril  de  1543,  haciéndolas  aplicables  solamente  á  los  yacimien- 
tos de  oro.  En  ellas  se  establecía,  que  el  que  empleara  indios 
contra  su  voluntad  perdería  la  mitad  de  sus  bienes;  que  nadie 
podría  coger  oro  sin  sacar  permiso  de  uno  de  los  oficiales  de 
minas,  y  nna  para  cada  persona;  qne  había  que  llevar  el  oro 
á  la  Caja  Real  y  allí  había  que  fundirlo  y  marcarlo ;  las  dimen- 
siones de  las  bateas  para  el  lavado  del  oro  tenían  que  ser  de 
10  varas  cuadradas  para  cada  persona,  y  si  era  una  cuadrilla 
hasta  de  diez  personas,  15  varas,  contándose  á  los  negros  por 
dos  personas;  las  minas  que  se  tomaban  en  las  madres  de  los  ríos 
principales  tenían  60  varas  de  largo  por  el  ancho  del  río,  y  el  des- 
cubridor tenía  derecho  á  tres  minas,  dos  juntas  al  lado  de  una 
estaca  y  la  otra  salteada;  cuando  las  minas  eran  en  los  costados 
de  los  ríos  principales  se  daban  en  un  cuadrado  de  20  varas  de 
lado;  el  descubridor  tenía  derecho  á  dos  minas  juntas  y  una  se- 
parada, y  si  era  una  cuadrilla  dos  salteadas;  en  los  nacimientos 
de  los  ríos  y  en  los  arroyos  eran  de  un  cuadrado  de  40  varas  de 
lado,  y  para  el  descubridor  60;  en  las  minas  de  aventureros,  un 
cuadrado  de  3  pasos  de  lado;  y  si  eran  negros,  5;  se  prohibía 
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r  las  minas;  y  se  definían  como  arroyos  los  que  tenían  de 
3  pasos  de  agua,  y  ríos  principales  cuando  eran  6  pasosf 
ñas  tenían  que  estar  pobladas  con  dos  personas;  se  daban 
s  muchas  prescripciones  en  favor  de  los  indios,  su  educa- 
riviendas,  y  para  casos  de  enfermedad  y  descansos  que 
que  concederles. 

Jl  de  Mayo  de  1543  se  aplicaron  las  Ordenanzas  del  Perú 
dinas  de  plata;  las  pertenencias  eran  de  80  varas  de  largo 
de  ancho,  y  el  descubridor  tenía  derecho  á  otra  mina  de 
30,  y  no  podía  tener  otra  mina  en  el  radio  de  media  legua, 
3r  comprada,  con  otras  prescripciones  análogas  á  las  esta- 
as  para  el  oro. 

s  Ordenanzas  y  los  descubrimientos  que  fueron  su  conse- 
a,  hicieron  que,  á  los  pocos  afios  de  la  conquista,  se  traba- 
oauchas  minas  y  se  formaban  alrededor  de  estas  explota- 
grandes  centros  de  población  en  los  mismos  puntos  donde 
ontraban  los  yacimientos.  La  minería  fué,  por  consiguien- 
sólo  el  primero  y  más  importante  ramo  de  las  industria» 
lí  se  crearon  por  los  españoles,  sino  que  además  fué  el  orí- 
3  la  formación  de  aquellas  poblaciones;  de  aquí  la  deno- 
Lón  de  Reales  ó  Asientos,  que  quiere  decir  sitio  ó  asiento 
acampaban  los  ejércitos  del  Rey  ó  Reyes,  nombre  que  se 
vó  en  muchas  poblaciones  de  minas,  á  medida  que  se  iban 
ido  y  se  extendía  más  la  dominación  española, 
lismo  tiempo,  y  como  en  otra  ocasión  hemos  manifestado, 
arrollo  de  la  minería  trajo,  como  consecuencia,  el  de  la 
Itura,  cultivándose  con  esmero  los  campos  próximos  á  la& 
ó  minerales  y  extendiéndose  este  cultivo  á  grandes  dis- 
3  y  á  países  incultos  habitados  por  salvajes.  Al  par  tam- 
ae  la  industria  agrícola,  se  desarrollaron  otras  industrias; 
sólo  la  codicia  por  las  minas  lo  que  obligaba  á  los  espafio- 
rabajarlas,  sino  que  les  hacía  falta  adquirir  las  herra- 
s  y  útiles  para  su  laboreo,  y  como  en  un  principio  tenían 
tenerlos  de  la  metrópoli  y  á  grandes  precios,  esto  les  es- 
después  á  fundar  las  industrias  que  para  su  fabricacióíi 
falta;  sirviendo,  además,  para  comenzar  las  relaciones 
íales  con  otros  países.  Y  es  muy  digno  de  llamar  la  aten- 
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ción  qne,  después  que  la  América  española  se  civilizó  por  el  es- 
timulo de  la  industria  minera,  después  que  aquellas  naciones  se 
declararon  independientes,  y  después  que  todas  las  demás  indus- 
trias se  desarrollaron  con  libertad,  ninguna  ha  sido  capaz  de 
competir  con  la  industria  minera. 

Antes  de  la  conquista  de  América,  la  explotación  indígena  era 
poco  importante  y  estaba  casi  limitada  al  oro  que  con  abundan- 
cia existía  en  las  arenas  de  los  ríos;  después  de  la  conquista,  los 
españoles  se  dedicaron,  además,  á  la  explotación  de  las  minas 
de  plata,  siendo  los  hallazgos  de  Ins  minas  del  Potosí  en  el  Perú, 
y  las  de  Zacatecas  y  Guanajuato  en  Méjico,  descubrimientos  im- 
portantes para  el  desarrollo  de  la  minería  americana. 

En  1557  el  minero  español  de  Pachuca,  D.  Bartolomé  de  Me- 
dina, descubre  el  procedimiento  de  amalgamación  para  el  bene- 
ficio de  los  minerales  de  plata,  que  antes  se  trataban  por  fundi- 
ción, y  como  consecuencia  de  este  nuevo  sistema  de  beneficio 
se  estableció  el  estanco  del  azogue  en  1559.  De  aquí  la  impor- 
tancia que  en  aquella  épt)ca  adquirió  la  mina  de  Almadén, 
aumentada  con  la  prohibición  que  se  hizo  de  trabajar  minas  de 
azogue,  lo  mismo  en  América  como  en  la  Península,  reserván- 
dose el  Soberano  el  explotar  por  su  cuenta  la  mina  de  azogue  de 
Guancavelica,  en  el  Perú,  en  1570,  y  que  se  trabajaba  antes  por 
los  incas. 

El  Gobierno  percibía  con  eoto  dos  beneficios;  por  una  parte,  el 
que  con  el  procedimiento  de  amalgamación  podían  tratarse  mi- 
nerales pobres  que  antes  no  sufragaban  los  gastos  de  fundición, 
y  esto  hacía  elevar  mucho  la  cuantía  del  quinto  real;  y  por  otra, 
por  la  venta  del  azogue,  al  que  el  Gobierno  puso  un  precio  muy 
elevado,  aunque  para-  hacer  más  fácil  su  adquisición  á  los  mine- 
ros, se  ordenó  en  1572  y  1577  que  se  vendiera,  dando  la  mitad 
de  su  importe  al  contado  y  fiada  la  otra  mitad. 

Felipe  II,  preocupado  en  buscar  recursos  con  que  atender  á 
los  gastos  que  le  ocasionaban  las  guerras,  y  que  consumían  los 
tesoros  de  Guadalcanal,  Potosí  y  Guanajuato,  además  de  las  le- 
yes que  ya  hemos  mencionado,  aplicó  las  Ordenanzas  de  minas 
de  1584  á  los  dominios  de  América,  tanto  en  el  virreinato  de 
Nueva  España  como  en  el  del  Perú,  donde,  sin  embargo  de  lo 
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dispuesto  en  ellas,  se  segaia  cobrando  el  impuesto  del  quinto 
de  ios  productos  y  el  ímu)  y  medio  por  ciento  establecido  en  1552, 
como  derecho  de  fundición,  señoreaje  y  braceaje,  por  la  amo- 
nedación de  las  pastas,  lo  que  con  otros  impuestos  menores  ele- 
vaban al  26  por  100  de  los  productos  la  total  contribución,  y 
cuya  pesada  carga  duró  los  dos  primeros  siglos  de  la  conquista. 

Los  Reyes  Católicos  primeramente,  y  la  casa  de  Austria  des- 
pués, establecieron  el  sistema  colonial,  considerando  que  la 
única  riqueza  consistía  en  la  posesión  de  los  metales  preciosos, 
y  todo  el  cuidado  del  Gobierno  de  la  metrópoli  se  dirigía  á  re- 
coger cuanto  oro  y  plata  producían  las  colonias  de  América,  no 
perdonando  medio  de  sepultarlo  en  las  arcas  públicas  ó  dejarlo 
en  poder  de  los  naturales.  A  este  criterio  obedecía  el  laboreo  de 
las  minas  y  el  monopolio  del  comercio  de  Indias,  el  cual  se  re- 
servó primero  á  los  castellanos  que  los  descubrieron,  y  después 
á  IviS  aragoneses,  pero  con  absoluta  exclusión  de  los  extranjeros; 
lo  cual,  por  una  parte,  abría  la  puerta  al  contrabando,  y  por 
otra  no  preparaba  aquellas  riquezas  para  su  explotación  del 
porvenir,  construyendo  vías  de  comunicación,  fábricas,  ni  esta- 
bleciendo otras  industrias. 

Y  no  contento  el  Gobierno  con  menoscabar  la  libertad  del  co- 
mercio alejando  toda  competencia,  todavía  ordenó  y  regla- 
mentó el  tráfico  colonial  de  una  manera  muy  minuciosa.  Sólo 
había  un  puesto  habilitado  para  el  comercio  con  las  Indias;  no 
se  permitía  navegar  con  naves  sueltas,  sino  en  flotas,  que  pri- 
mero salían  cada  tres  afios  y  después  anualmente;  por  último, 
se  prohibió  en  América  la  fabricación  de  manufacturas  para  que 
se  consumiesen  los  géneros  de  la  Península. 

La  consecuencia  de  todo  esto  fué  la  carestía  de  los  instrumen- 
tos útiles  y  artículos  más  importantes  en  las  colonias,  y  el  que 
se  introdujeran  muchos  de  contrabando  de  otros  países,  incon- 
veniente que  no  hubiera  subsistido  con  la  libertad  de  comercio. 
De  aquí  provino  también  la  inundación  erí  la  Península  de  los 
metales  preciosos,  que  encarecieron  los  artículos  de  primera  ne- 
cesidad, las  primeras  materias  y  la  mano  de  obra,  resultando 
de  esto  que  los  frutos  y  mercaderías  españolas,  por  lo  caras,  no 
podían  soportar  la  competencia  de  las  más  baratas  de  origen 
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extranjero;  de  suerte  que  la  abundancia  excesiva  de  oro  y 
plata  fué  más  bien  perjudicial,  y  más  un  origen  de  pobreza  que 
un  medio  de  aumentar  nuestra  riqueza.  Para  comprender  la  al- 
teración que  sufrieron  todos  los  precios  en  el  antiguo  continen- 
te, basta  citar  la  cifra  de  dos  mil  millones  de  pesos  de  nuestra 
moneda  que  puede  calcularse  traída  á  España  en  el  tiempo  que 
dominó  en  las  colonias,  y  esto  no  es  el  total  de  la  producción  de 
oro  y  plata,  pues  una  parte  se  quedaba  en  Indias,  otra  pasaba  á 
tierra  extranjera  de  contrabando,  y  otra,  en  fin,  no  circulaba 
como  moneda,  sino  que  se  estancaba  en  forma  de  barras  ó  alha- 
jas. Con  razón  puede  decirse  que,  destinadas  aquellas  riquezas  á 
construcción  de  vías  de  comunicación,  canales,  pantanos,  puer- 
tos, en  una  palabra,  capital  productivo,  podría  hoy  gozar  de 
una  felicidad  y  de  un  bienestar  de  que  injustamente  carece. 

Cuando  empezó  á  ordenarse  el  sistema  colonial,  cuando  se  co- 
menzó á  reconocer  los  errores  del  pasado  y  se  trató  de  aplicar 
las  ideas  económicas  favorables  á  la  abundancia  de  los  metales 
preciosos,  buscando  la  aplicación  de  aquellas  riquezas,  todavía 
los  Gobiernos  cometieron  el  error;  primero,  de  excluir  á  los  ex- 
tranjeros de  toda  participación  en  los  beneficios,  con  lo  cual  qui- 
taban á  los  nacionales  el  estimulo  en  la  producción;  y  segundo^ 
prohibiendo  que  las  Colonias  tuviesen  industria  propia,  para  que 
pagasen  los  frutos  y  mercaderías  de  la  Metrópoli  en  oro  y  plata. 
Pero  la  exclusión  de  los  extranjeros  no  era  conveniente,  y  en 
cambio  se  estimulaba  el  contrabando;  la  falta  de  industrias  en 
las  Colonias  las  sumía  en  la  miseria,  y  su  término  fué  la  pérdida 
de  aquellos  territorios,  y  la  nación  más  abundant3  en  minas  del 
mundo  no  podía  competir  con  los  productos  de  otros  países 
donde  todo  se  obtenía  á  precios  más  moderados.  De  aquí  la 
ruina  de  la  agricultura,  de  las  artes  y  del  comercio,  y  la  salida 
de  los  metales  preciosos,  á  pesar  de  la  prohibición,  para  adqui- 
rir objetos  de  consumo  en  las  Colonias;  sin  más  beneficios  de 
momento,  que  los  ingresos  del  fisco,  á  cuya  costa  sacrificaba  la 
prosperidad  de  futuras  generaciones. 

La  casa  de  Borbón  fué  enmendando  algunos  errores  cometi- 
dos por  sus  antecesores;  Felipe  V  rebajó  el  derecho  real  del 
quinto  al  diezmo  del  valor  de  los  productos;  y  más  tarde, 
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1723,  se  redujo  definitivamente  en  Nueva  España  al  5  por 
,  tanto  respecto  á  la  plata  como  al  oro;  en  1735  se  rebajó 
a  el  Perú  al  diezmo,  cuyas  rebajas  fueron  muy  beneficiosas, 
arlos  III,  en  1767,  rebajó  el  precio  del  azogue  y  concedió  al- 
os  permisos  para  trabajar  los  yacimientos  de  este  metal,  que 
onsecuencia  del  estanco  habia  comenzado  á  escasear,  falta 
no  se  hubiera  dejado  sentir  de  haber  dejado  libre  su  comer- 
f  ué  necesario  establecer  la  correspondencia^  ó  sea  el  repar- 
iento  proporcional  de  este  artículo  á  la  producción  de  las 
as,  y  que  se  deducía  al  pagar  el  diezmo^  estando  obligados 
mineros  á  presentar  100  marcos  de  plata  por  cada  quintal  de 
^e  que  habían  recibido.  También,  y  con  motivo  de  esta  es- 
iz  y  la  necesidad  que  las  minas  tenían  del  azogue,  se  hizo 
su  venta  fuera  al  contado  y  se  logró,  además,  cobrar  los 
Lsos.  Por  último,  en  1776  se  rebajó  de  nuevo  el  precio  del 
?ue. 

B  rebajaron  á  un  real  los  derechos  de  amonedación  por 
•co  de  plata,  así  como  también  se  rebajaron  los  derechos  del 
al  tiempo  de  quintarse.  En  1777  los  derechos  reales  se  redu- 
n  en  Nueva  España  al  3  por  100  del  valor  de  los  productos; 
.778  se  declaró  la  libertad  del  comercio  con  los  dominios  de 
erica;  en  1781  se  eximió  del  derecho  de  alcabala  ó  de  venta 
dos  los  efectos  que  se  consumían  en  las  minas;  y  en  1786  se 
>uso  que  en  las  Tesorerías  hubiese  siempre  el  dinero  necesa- 
para  la  adquisición  de  las  pastas  que  vendían  los  partícula- 
facilitándose  así  al  mismo  tiempo  la  cobranza  de  los  quin- 
y  los  diezmos  reales,  y  evitándose  en  parte  los  fraudes  que 
ometían. 

ordenanzas  de  Méjico. — Pero  el  hecho  más  importante 
tuvo  lugar  en  la  legislación  de  la  minería  en  la  América  es- 
ola,  á  petición  hecha  por  el  Virrey  de  Nueva  España  en  1771, 
la  creación  del  importante  Cuerpo  de  Minería  por  Real  cé- 
L  de  1.^  de  Julio  de  1776,  al  que  Carlos  III  encargó  además 
ormación  de  las  Ordenanzas  por  las  que  debían  regirse  las 
as  en  aquel  virreinato. 
Btas  Ordenanzas,  aprobadas  en  22  de  Mayo  de  1783,  forman 
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un  código  completo  de  minería,  vigente  todavía  en  algunos  Esta- 
dos americanos  y  compuesto  de  más  de  300  artículos;  estaba  fun- 
dado en  los  principios  de  la  legislación  de  minas  de  Alemania. 
Estas  Ordenanzas,  que,  según  Herón  de  Villefose,  «son  un  hoooie- 
naje  rendido  por  las  explotaciones  más  ricas  del  mundo  á  las  • 
minas  mejor  administradas»,  merecen  que.  nos  detengamos  un 
poco  en  ellas  y  las  demos  con  algún  detalle. 

Se  erigió  aquel  Cuerpo  formal  como  los  CJonsulados  de  Comer- 
cio que  allí  había  establecidos,  y  se  le  dominó:  El  Real  Tribu* 
nal  Oeneral  del  importante  Cuerpo  de  la  Minería  de  Nueva* 
España. 

OrgmnlMmelón.^Se  componía  de  un  Administrador  general, 
que  era  su  presidente,  de  un  Director  general  y  de  tres  Diputa- 
dos generales,  que  podían  reducirse  á  dos,  pero  nunca  pasar  de 
tres.  Estos  cargos  tenían  que  recaer,  precisamente,  en  mineros 
prácticos,  inteligentes  y  expertos,  por  conocimientos  adquiridos 
en  más  de  diez  años  de  práctica. 

Estaba  dividido  el  virreinato  en  Reales  ó  Asientos  de  Minas, 
en  cada  uno  de  los  cuales  había  una  Diputación  que  elegía  un 
diputado  de  minería.  Cada  tres  afios  se  reunían  estos  diputados 
en  Méjico  para  la  elección  de  las  personas  que  debían  desempe- 
fiar  aquellos  cargos,  y  se  elegía  el  Administrador,  que  lo  era  por 
seis  años;  el  Director  general,  por  nueve;  y  un  Diputado  general, 
así  que  este  cargo  duraba  también  nueve  afios;  en  la  3egunda 
elección  cesaba  el  que  había  tenido  menos  votos  en  la  elección 
general,  y  en  la  tercera  el  que  le  seguía  en  el  mismo  número  de 
votos.  Según  su  importancia  había  lugares,  villas  y  ciudades; 
para  que  los  lugares  tuvieran  voto,  entre  otras  condiciones  se 
exigía  que  tuvieran  seis  minas  en  corriente  y  cuatro  Haciendas 
de  beneficio.  Las  villas  tenían  dos  votos.  Las  ciudades  tres,  ex- 
cepción de  algunas  que  por  su  mayor  importancia  tenían  más; 
así  Guanajuato  tenía  seis  y  Zacatecas  cuatro.  Los  cargos  eran 
obligatorios  y  con  multa  de  dos  mil  pesos  para  los  que  no  los 
aceptaban  en  el  mismo  día  del  nombramiento. 

El  Director  general  tenía  que  proponer  al  Real  Tribunal  todo 
lo  que  le  pareciera  conveniente  á  los  progresos  de  la  minería.  El 
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:eal  Tribunal  tenía  qne  informar  anualmente  acerca  de  la  labor 
e  las  minas  &  la  metrópoli. 

En  los  Reales  de  minas  había  además  jueces  de  minas,  que  lo 
ran  las  respectivas  Justicias  Reales  y  diputados  de  minería. 

Todos  los  que  hubieren  trabajado  más  de  un  año  una  ó  muchas 
linas,  se  matriculaban  como  mineros  de  aquel  lugar;  y  los  mi- 
cros así  matriculados,  los  aviadores  mineros,  los  maquileros  y 
)s  dueños  de  Hacienda  de  beneñcio,  se  reunían  en  el  mes  de 
!nero  de  cada  año  y  elegían  los  diputados  de  aquella  minería, 
.os  mineros  tenían  un  voto;  pero  los  aviadores,  maquileros  ó  due- 
os  de  Hacienda,  cada  dos  hacían  un  voto. 

Había  dos  diputados  de  minería  por  cada  Real  ó  Asiento;  se 
legía  uno  cada  año;  así  que  resultaba  el  cargo  bienal.  Se  elegían 
imbién  cuatro  sustitutos. 

En  Febrero  de  cada  año  las  Diputaciones  territoriales  tenían 
ue  informar  al  Real  Tribunal  acerca  del  estado  en  que  se  halla- 
3n  las  minas,  y  los  mineros  de  su  respectivo  distrito  y  sus  de- 
cndencias,  proponiendo  lo  que  les  pareciese  conducente  á  su 
establecimiento,  conservación  y  progreso. 

Jiipisdlceión.— Se  establecía  la  jurisdicción  gubernativa  y 
i  judicial. 

Por  la  primera  se  concedía  al  Real  Tribunal  el  que  pudiera 
Dnocer  y  providenciar  en  todos  los  negocios  pertenecientes  á  su 
uerpo  en  lo  gubernativo,  directivo  y  económico;  y  en  su  conse- 
lencia,  qne  las  Diputaciones  de  todos  los  Reales  ó  Asientos  de 
linas  tenían  que  reconocerle  una  precisa  é  inseparable  subor- 
inación  en  todas  las  materias  gubernativas. 

Sin  perjuicio  de  esto  podían  las  Diputaciones  ejercer  también 
L  jurisdicción  gubernativa  en  sus  respectivos  territorios  en  los 
isos  que  correspondía,  procurando  los  dos  diputados,  siempre 
mtos  y  acompañados,  el  fomento  y  progreso  y  el  laboreo  de  las 
inas  de  su  peculiar  distrito,  la  conservación  y  aumento  de  la 
:>blación ,  la  buena  administración  de  Justicia  y  todo  cuanto 
indiera  al  mejoramiento  do  minas  y  mineros. 

En  lo  judicial  eran  del  privativo  conocimiento  del  Real  Tri- 
inal  las  causas  sobre  descubrimientos,  denuncios,  pertenencias, 
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medidas,  desagües  y  todo  lo  que  se  hiciere  en  perjuicio  de  su  la- 
boreo; y  también  lo  relativo  k  avíos  de  minas,  rescates  de  meta- 
les en  piedras,  ó  de  plata  y  oro,  cobre,  plomo  y  otras  subtancias 
minerales;  pero  esta  jurisdiccién  contenciosa  no  podía  ejercerla 
más  que  en  25  leguas  en  contomo  de  la  capital  de  Méjico. 

Era  privativa  de  las  Diputaciones  territoriales  en  sus  respec- 
tivos distritos  la  jurisdicción  contenciosa  en  los  asuntos  antes 
mencionados,  pero  procediendo  con  independencia  del  mismo 
Real  Tribunal,  sin  reconocerle  subordinación  alguna. 

En  los  pleitos  tenían  las  partes  que  determinar  breve  y  suma- 
riamente la  verdad  sabida  y  la  buena  fe  guardada,  por  estilo  de 
Comercio,  sin  dar  lugar  á  dilaciones,  libelos  ni  escritos  de  abo- 
gados. Si  la  cantidad  no  llegaba  á  200  pesos,  era  obligatorio  que 
el  juicio  fuera  verbal  y  asistieran  las  partes,  y  sólo  si  pasaba  de 
los  200  pesos  es  cuando  podían  admitii*se  escritos,  pero  no  firma- 
dos por  abogados. 

Constituían  los  Tribunales  anteriores  la  primera  instancia,  y  en 
ellos  tenían  que  resolverse  todas  las  cuestiones  que  no  llegaran 
á  400  pesos. 

Si  de  las  sentencias  ó  autos  $e  apelase  cuando  excedía  de  aque- 
lla cantidad,  se  admitirían  las  apelaciones  del  Real  Tribunal,  y 
de  la  Diputación  territorial  de  Guadalajara,  ante  Juzgados  de 
alzadas,  especiales  formados  con  intervención  de  personas  en- 
tendidas en  minería,  elegidos  por  las  Juntas  generales;  y  para 
las  demás  Diputaciones  territoriales,  de  los  respectivos  Juzgados 
ordinarios  de  alzada. 

Si  se  confirmaban  por  los  Juzgados  de  alzada  las  sentencias 
de  la  primera  instancia,  no  se  admitía  más  apelación,  agravio 
ni  recurso. 

Pero  si  las  revocaban  en  todo  ó  en  parte,  y  alguno  de  los  liti- 
gantes apelaba,  los  jueces  de  alzada  nombraban,  cada  uno  en  su 
caso,  otros  dos  conjueces. 

De  la  sentencia  que  en  esta  tercera  instancia  se  diese,  no  se 
admitían  más  apelación,  suplicatorio,  agravio  ó  recurso.  Sólo  en 
el  caso  que  la  cantidad  litigiosa  pasase  de  20.000  pesos,  podía 
acudirse  al  Consejo  Supremo  de  las  Indias,  en  la  metrópoli. 

Por  ninguna  causa  ni  motivo  se  podía  parar  mina  que  estu- 
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viera  en  pleito,  y  únicamente  se  pondría  un  interventor  á  satis- 
facción del  que  lo  pidiere.  Sólo  podía  mandarse  parar  cnando 
se  acusare  de  ruinosa,  despilarada  ó  sin  los  necesarios  ademes, 
á  juicio  de  peritos,  que  deberían  inmediatamente  reconocerla 
y  procederse  á  su  fortificación  para  que  se  pudiera  volver  á  tra- 
bajar sin  peligro. 

Cuando  procedía  la  ejecución  sobre  alguna  mina  ó  hacienda 
de  beneficio,  no  podían  embargarse  las  máquinas,  herramientas, 
bestias,  materiales  y  cualesquiera  provisiones  necesarias  para  la 
explotación;  la  ejecución  podía  ser  sólo  sobre  los  metales  de  pla- 
ta, oro  y  demás  productos. 

En  las  causas  criminales,  robos  de  metales  y  herramientas, 
delitos  cometidos  entre  sí  por  los  operarios,  faltas  de  subordina- 
ción, y,  últimamente,  las  causas  por  agravio,  injuria  ó  falta  de 
respeto,  conocía  el  Real  Tribunal  y  las  Diputaciones  territoriales 
en  sus  respectivos  distritos,  procediendo  en  las  de  menos  grave  • 
dad  en  juicios  verbales;  pero  en  aquellas  que  por  su  gravedad  y 
malicia  correspondía  por  derecho  la  imposición  de  pena,  compe- 
tía á  aquellos  Tribunales  sólo  la  aprehensión  de  los  reos  y  forma- 
ción de  sumaria,  entregando  después  á  los  delincuentes  á  los  jue- 
ces reales  de  las  respectivas  provincias,  á  fin  de  que  éstos  dieran 
cuenta  á  la  Real  Sala  del  Crimen  de  la  Audiencia  respectiva. 

Concesiones  de  minas.  — Las  minas  se  consideraron  de 
propiedad  de  la  Corona,  y  ésta  podía  concederlas  en  propiedad 
y  posesión  con  las  dos  condiciones  siguientes:  1.*,  que  tenían  que 
contribuir  con  la  parte  de  metales  que  fijaban  las  Ordenanzas; 
y  2.*,  que  tenían  que  labrarse  y  disfrutarse  como  marcaban  las 
mismas  Ordenanzas. 

Para  adquirir  las  minas  se  establecía  que  los  descubridores 
de  uno  ó  muchos  cerros  minerales  nuevos  en  que  no  hubiera 
ninguna  mina,  podían  concedérseles  en  la  veta  principal  hasta 
tres  pertenencias  continuas  ó  interrumpidas,  y  que  si  el  descu- 
brimiento hubiera  sido  además  de  otras  vetas,  podía  concedér- 
sele una  pertenencia  en  cada  veta,  determinando  y  señalando 
dichas  pertenencias  dentro  del  término  de  10  días. 

Al  descubridor  de  veta  nueva  en  cerro  conocido  podría  con- 
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«edérsele  dos  pertenencias,  también  8e<2niidas  ó  intermmpidaSy 
teniendo  qne  designarlas  en  los  10  días.  Al  que  pidiera  mina 
nneya  en  veta  conocida,  no  se  les  tenia  por  descubridor. 

Para  la  concesión  tenía  que  presentarse,  en  la  Diputación  de 
Minería  del  territorio,  un  escrito  en  que  constaran  aquellas  cir- 
^^unstancias,  el  nombre  y  el  de  los  compañeros  si  los  tuviere,  el 
punto  de  nacimiento,  vecindad,  profesión,  y  con  la  mayor  exac- 
titud posible  el  sitio,  cerro  ó  veta  que  se  pretendía;  todos  estos 
datos,  así  como  la  hora  en  que  se  presentaba,  se  anotaba  en  el 
libro  de  rej^istros,  devolviendo  el  escrito  original  al  presentador 
•como  resguardo  suyo;  se  fijaban  carteles  en  las  iglesias.  Casas 
Beales  y  demás  sitios  públicos  para  su  conocimiento;  se  daba 
un  plazo  de  90  días  para  que  se  hiciera  un  pozo  de  vara  y  me- 
dia de  ancho  ó  diámetro  en  la  boca,  y  diez  de  profundidad;  y 
terminado  este  plazo  y  hecha  la  labor,  pasaba  uno  de  los  dipu- 
tados,  acompañado  de  escribano  y  del  perito  facultativo,  á  ins- 
peccionar el  rumbo  y  dirección  de  la  veta,  su  anchura,  su  in- 
-clinación  al  horizonte,  llamado  echado  ó  recuesto^  su  dureza  ó 
blandura  y  demás  cualidades  del  yacimiento;  en  el  mismo  acto 
«e  medía  la  pertenencia  y  se  fijaban  las  estacas. 

Los  restauradores  de  antiguos  minerales  tenían  los  mismos  pri- 
vileprios  que  los  descubridores;  y  si  hubiese  duda  sobre  quién 
había  sido  el  primer  descubridor  de  una  veta,  se  tenia  por  tal  al 
-que  primero  encontró  el  metal,  aunque  otros  hubieran  hecho  tra- 
bajos antes;  y  si  había  dudas  sobre  quién  había  encontrado  an- 
tes el  metal,  era  preferido  el  que  primero  lo  hubiese  registrado. 

Podía  también  denunciarse  una  mina  por  desierta  y  despobla- 
da; el  denuncio  se  presentaba  por  escrito,  análogo  al  de  las  peti- 
eiones  de  concesión  en  minas  nuevas,  añadiendo  el  nombre  del 
último  poseedor,  si  se  conocía;  los  de  las  minas  vecinas,  si  estu- 
vieran ocupadas,  á  los  cuales  se  les  citaba;  y  si  en  el  plazo  de 
10  días  no  comparecían,  se  pregonaba  el  denuncio  en  los  tres 
domingos  siguientes,  y  pasados  éstos  se  le  concedía  un  plazo  de 
60  días  al  denunciante  para  tener  habilitada  la  labor  de  10  varas 
do  profundidad;  pasado  este  plazo,  el  perito  facultativo  tenía  que 
hacer  el  reconocimiento,  añadiendo  en  este  caso  los  pozos  y  di- 
ferentes labores  que  tuviera  la  mina,  asi  como  el  estado  de  éstas. 
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Cuando  se  denunciaban  demasias^  sólo  podían  concederse  si 

0  las  querían  los  dueños  de  las  minas  colindantes.  Y  si  los  de- 
uncios  se  hacían  dentro  de  la  población,  no  podía  concederse  el 
enuncio  sin  previo  aviso  al  Real  Tribunal,  el  que,  consultando* 

1  Gobierno  superior,  éste  resolviera  lo  más  procedente. 

Los  placeres  y  cualesquiera  género  de  yacimiento  de  oro  y  pía- 
k,  se  descubrían,  registraban  y  denunciaban  en  la  misma  forma 
le  las  minas  en  veta. 

Los  zafreros  y  terreros  de  minas,  así  como  los  escoriales,  es- 
)mbros  y  lameros  de  fundiciones  cuando  éstas  estaban  paradas, 
o  podían  pedirse,  y  se  concedían  á  los  huérfanos  de  mineros, 
acianos  ó  inválidos. 

Perteneneias  y  demasías.— Para  las  minas  metalífera» 
,  pertenencia  tenía  200  varas  por  el  hilo,  dirección  ó  rumbo  de 
,  veta;  ypara  lo  que  llamaban  quadra^  6  sea  haciendo  angula 
K^to  con  la  anterior  medida,  se  tenía  en  cuenta  el  echado  ó  re- 
lesto  de  la  veta  en  la  forma  siguiente: 

Siendo  la  veta  perpendicular  al  horizonte,  se  medían  100  va-- 
s  á  nivel,  á  uno  ú  otro  lado  de  la  veta,  ó  partida  entre  ambo» 
dos  á  voluntad  del  minero. 
Si  la  veta  está  inclinada,  se  atendía  al  mayor  ó  menor  echado. 

Sí  á  una  vara  de  profandidad,  correspondía  de  retiro  hasta  2  palmos^ 

daban  las  mismas  100  varas; 

Sí  á  dicha  vara  de  plomo  correspondía  de  retiro: 

2  palmos  y  8  dedos,  era  la  quadra  de  112  Vt  varas. 
2        >  6      >  >  >  125  > 

8        »  0      »  »  »  160  » 

4.0»  .  .  2U0  . 

N^o  se  consideraban  echados  mayores  de  los  onatro  palmos  qae  corres* 
nde  á  los  45®,  porque  cuando  pasaban  de  esta  cifra  se  consideraban  es- 
riles ó  de  poca  duración. 

^n  los  placeres^  rébosadores  Y  cualesquiera  otros  yacimientos 
•egulares  de  oro  y  plata,  se  dejaba  á  las  Diputaciones  territo- 
iles  que  designaran  las  pertenencias. 

Poliria  minera. — No  se  permitía  labrar  minas  sin  la  direc- 
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.  eión  y  continna  asistencia  de  i^no  de  los  peritos  qae  en  Nueva 
■  España  se  llamaban  mineros  ó  giéarda-minaa.  Sólo  en  los  luga- 
res en  que  por  su  poca  importancia  no  hubiera  peritos,  se  colo- 
cedla que  dirigiera  las  minas  alguna  persona  de  las  más  prác- 
ticas. 

Se  daban  reglas  sobre  la  manera  como  debían  entibarse  y  ase- 
gurarse las  labores;  para  los  capataces,  carpinteros  y  albafiiles, 
que  se  llamaban  alli  (ídemadorea^  tenían  que  estar  examinados 
y  aprobados  por  los  facultativos  de  minas. 

Tenían  que  conservarse  las  minas  limpias  y  desahogadas  y 
con  las  labores  necesarias  para  la  fácil  comunicación  del  aire  y 
extracción  del  mineral. 

Cuando  en  cuatro  meses  continuos  ú  ocno  interrumpidos  se  de- 
jaba de  trabajar  una  mina  con  cuatro  operarios,  se  perdía  la 
propiedad.  Para  abandonar  uuia  mina  había  que  dar  parte  á  la 
Diputación  del  distrito. 

Se  daban  también  disposiciones  referentes  al  desagüe;  y  entre 
otras,  se  disponía  que  el  desagüe,  siempre  que  se  pudiera,  se  hi- 
ciera por  socavón;  y  que  si  esta  labor  era  muy  cara  para  una  sola 
mina,  se  reunieran  varios  duefios  y  costearan  uno  solo  que  pu- 
dieran utilizarlo  varios;  se  concedían  también  licencias  para  que  ,  /^ 
estos  socavones  pudiera  hacerlos  persona  que  no  fuera  minero, 
cobrando  un  canon  á  las  minas  que  servía;  al  que  hacía  socavón, 
si  encontraba  mineral  en  veta  nueva,  se  le  consideraba  como 
descubridor  y  se  le  premiaba  además;  pero  si  era  veta  conocida 
sólo  se  le  concedía  una  pertenencia  sobre  cada  veta,  y  si  no 
cabía  se  le  concedía  una  demasía  hasta  encontrar  pertenencia 
ajena. 

Cuando  no  se  podía  hacer  el  desagüe  por  socavón,  tenían  que 
hacer  un  pozo  maestro,  que  llamaban  tiro  y  que  tenía  que  estar 
-  dirigido  por  un  facultativo  de  minas. 

Minas  en  conip»ftia.—^Se  estimulaba  la  formación  de  com- 
pafiías  para  la  explotación  de  la  minass,  autorizando  al  Beal 
Tribunal  para  que  les  concediera  todas  las  gracias,  auxilios  y 
exenciones  que  no  perjudicaran  ni  el  interés  público  ni  el  ^e\ 
®año.'  -^    '■'  •     ■:     ...    A  .....    . 
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Se  les  concedió  el  que  pudieran  deñanciar  cnatró  pertenencias 
nuevas,  ó  minas  trabajadas  y  desamparadas;  y  cuando  además 
eran  descubridores^  se  les  concedían  ambos  beneficios. 

Se  consideraban  las  minas  constituidas  por  24  partes,  que 
llamaban  barras,  y  podía  una  misma  persona  ser  propietaria  de 
varias  barras;  cuando  alguno  dejaba  de  pagar  los  gastos  corres- 
pondientes á  una  barra,  perdía  la  propiedad;  pero  esta  barra  no  ' 
se  denunciaba,  sino  que  venía  á  acrecer  á  las  restantes. 

El  precio  de  los  jornales  se  fijaba  por  cada  Real  de  minas,  y  es- 
taba terminantemente  prohibido  el  variarlo.  Se  pagaba  á  los 
obreros  semanalmente,  y  al  tiempo  de  pagarles  no  se  les  podía 
descontar  nada  por  deudas,  á  no  ser  que  éstas  fueran  con  el  due- 
ño de  la  mina,  y  aun  en  este  caso  no  se  les  podía  retener  más  de 
la  cuarta  parte. 

Se  establecían  reglas  muy  minuciosas  sobre  el  surtido  de 
aguas  y  provisiones  de  las  minerías,  asi  como  sobre  los  maqui- 
leros  y  compradores  de  metales,  y  sobre  los  aviadores  de  minas. 

Baneo  de  avíos  de  mlnaif.— Para  la  fundación  y  soste- 
nimiento de  este  Banco  se  estableció  que  de  toda  la  plata  que 
entrara  en  la  Casa  de  Moneda  de  Méjico,  ó  se  enviara  á  Elspafia, 
se  descontara  dos  tercios  de  real  por  marco.  La  administración, 
cobro  y  custodia  de  sus  caudales  correspondía  al  Real  Tribunal 
y  á  disposición  del  Cuerpo  de  Minería. 

De  este  fondo,  y  una  vez  deducidos  los  gastos  del  Real  Tribu- 
nal y  los  del  Seminario  ó  Colegio  para  la  instrucción  de  los  jó- 
venes destinados  á  la  minería,  todo  el  sobrante  había  que  inver- 
tirlo en  avíos  y  gastos  del  laboreo  de  las  minas  de  Nueva 
Espafia. 

Los  efectos  que  se  entregaban  á  los  mineros,  asi  como  los  que 
el  Banco  recibía,  tenían  que  ser  de  buena  calidad  y  á  los  pre- 
cios corrientes. 

Para  la  concesión  de  avíos  se  pedía  á  los  duefios  de  las  minas 
los  títulos  de  propiedad  y  posesión,  y  certificaciones,  informes  y 
cuantas  pruebas  se  consideraran  convenientes  para  justificar 
cuanto  de  la  mina  decían  los  que  pretendían  los  avíos,  y  todos 
estos  documentos  los  pasaban  al  Asesor  para  su  examen;  el 
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Real  Tribnnal  hacía  también  sa  gestión  reservada,  al  objeto,  de. 
convencerse  de  la  necesidad  que  se  exponía  y  resolver  con  jus- 
ticia. Calificada  la  pretensión  como  buena  y.  atendible,  se  ha-^ 
cían  los  pactos  y  estipulaciones  con  que  debían  darse  los  avíos; . 
y  antes  de  formarse  los  contratos  los  revisaba  el  Real  Tribunal, 
al  objeto  de  no  conceder  privilegios  al  Banco  sobre  los  que  pu- 
dieran concederse  á  otros  Bancos  ó  Aviadores  particulares. 

£n  las  minas  habilitadas  por  el  Banco  se  ponían  interventores, 
para  que,  acompañados  del  duefio  de  la  mina,  recibieran  ambos 
el  dinero  y  avíos,  y  guardaran  lo  primero  en  arcas  y  lo  se- 
gundo en  almacenes  de  dos  llaves;  tenían  que  vigilar  los  pagos, 
las  entradas  de  los  obreros  y  el  mineral  que  salía,  así  como  el 
metal  que  se  obtenía  de  las  haciendas  de  beneficio,  todo  hasta 
que  se  hubiera  satisfecho  el  importe  de  los  avíos.  Los  interve^n^ 
tores  no  podían  oponerse  á  lo  que  el  duefio  de  la  mina  dispu- 
siera en  lo  directivo,  industrial  y  económico  perteneciente  al 
laboreo;  tampoco  podían  intervenir  en  cuanto  á  la  elección  y 
nombramiento  de  los  empleados  subalternos,  aunque  sí,  vigilar 
su  conducta  y  hacérselo  observar  al  dueño  de  la  mina. 

Tatoles  de  capacidad.— En  todos  los  Reales  de  millas  te- 
nia que  haber  personas  con  títulos  facultativos  para  que  dieran 
fe  en  juicio  ó  fuera  de  él,  siempre  que  fuera  preciso  dar  crédito 
sobre  negocios  mineros;  estos  títulos  eran  de  dos  clases:  Peritos 
facuUcUivo8  de  minas  ó  Peritos  beneficiadores,  y  tenían  que  es-, 
tar  examinados,  titulados  y  destinados  por  el  Real  Tribunal. 

Los  Peritos  facultativos  de  minas  tenían  que  tener  los  instru- 
mentos necesarios  para  la  medición  de  minas,  asi  subterráneas 
eomo  superficiales,  y  tenían  que  conservarlos  exactos,  corrector 
y  arreglados,  para  que  no  se  faltase  nunca  á  la  mayor  exactitud 
en  las  operaciones.' 

Los  Peritos  beneficiadores  tenían  que  tener  laboratorio  pú- 
blico con  los  hornos  y  n;iáquinas  part^  moler  y  lavar  los  metales, 
y  también  los  fundentes,  balanzas  de  precisión,  pesas  y  todo  lo 
que  fuese  necesarios  para  hacer  los  ensayos  en  grande  y  en  pe- 
quefto.    . 

Tanto  los  peritos^de  minas  como  los  peritos  l^eneficiadores  de. 
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bian  examinar  y  dar  certificados  dé  examen  á  todos  los  que  se  de- 
dicaran á  mineros  6  maestros  y  á  los  ademadores  y  albafiiles  de 
mina,  carpinteros  y  herreros  de  máquinas,  y  á  los  azogueros,  fon- 
didóres  y  afinadores;  estando  prohibido  colocar  á  ningxino  que  no 
hubiera  sufrido  este  examen,  que  por  otra  parte  tenía  que  ser 
gratis. 

'  Kral  Seminarlo  <lc  minería. ---Se  creó  un  Colegio  así  de- 
nominado, donde  se  podía  recibir  la  enseñanza  para  la  minería. 
-  Había  25  plazas  de  alumnos  internos,  á  los  que  se  daba  la  en- 
seilanza  y  además  la  manutención  y  vestido,  todo  gratuitamente; 
y  también  había  un  número  ilimitado  de  plazas  de  alumnos  ex- 
ternos, ó  internos  pagando  la  pensión,  cuya  enseñanza  era  tam- 
bién gratuita. 

La  entrada  en  esto  Colegio  era  libre,  y  en  él  se  daba  la  ense- 
ñanza de  las  Ciencias  matemáticas  y  Física  experimental,  el  cor- 
te de  piedras,  metales  y  maderas,  el  beneficio  de  los  metales  y 
él  Dibujo  y  delineación. 

La  Dirección  y  gobierno  estaba  encomendada  al  Director  ge- 
neral de  minería,  á  quien  se  daba  la  facultad  de  proponer  al  Real 
Tribunal  el  profesorado  y  los  niños  que  debían  ocupar  tanto  las 
plazas  gratuitas  como  las  de  pago. 

El  sostenimiento  del  Real  Seminario  se  sacaba  de  los  dos  ter- 
cios de  real  por  marco  que  hemos  dicho  se  pagaba  para  atender 
al  Banco  de  avíos. 

Cuando  los  alumnos  terminaban  sus  estudios  en  el  Real  Semi- 
nario, tenían  que  pasar  á  los  Reales  de  minas  para  hacer  las  prác- 
ticas durante  tres  años,  con  los  peritos  de  minas  ó  con  los  peri- 
tos beneficiadores;  terminados  los  cuales,  con  el  certificado  de 
los  peritos,  y  visados  éstos  por  los  diputados  territoriales,  se  les 
examinaba  por  el  Real  Tribunal,  tanto  de  la  teoría  como  de  la 
práctica,  y  siendo  aprobados  se  les  daba  el  título  y  se  les  desti- 
naba á  algunas  de  las  plazas  que  de  peritos  ó  interventores  hubie- 
ra vacantes. 

Por  último,  se  estimularon  los  inventos,  concediendo  ensayos 
gratuitos,  privilegios  de  invención  y  premiando  los  que  se  reco- 
nocían de  gran  utilidad. 
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Prlvilei^i^s  á  los  mineros. —Con  objeto  de  estimular  la 
afición  á  la  minería  bajo  sas  diversos  aspectos,  se  concedieron 
algunos  privilegios. 

Se  concedió  á  todos  los  mineros,  privilegios  an&logos  á  los  que 
se  habían  concedido  en  Castilla  y  el  Perú;  á  los  que  se  dedicaron 
á  la  enseñanza  se  le  confería  el  título  de  Nobleza;  los  dueños  de 
minas  no  podían  ser  presos  por  deudas,  ni  tampoco  sus  adminis- 
tradores ni  demás  empleados,  con  tal  que  consideraran  su  mina 
como  propia  cárcel  y  que  fueran  pagando  su  deuda  con  el  tercio 
de  sus  salarios;  sólo  se  podía  embargar  á  los  dueños  de  minas  lo 
que  iban  produciendo  hasta  el  pago  de  su  deuda;  y  si  se  tratase 
de  embargar  sus  bienes,  había  que  respetar  siempre  un  caballo, 
una  muía  de  carga,  las  armas,  la  cama  y  la  ropa  suya  y  de  sus 
familias  en  lo  necesario  para  uso  corriente;  por  último,  se  conce- 
dían premios  y  pensiones  á  los  inválidos  del  trabajo  y  los  hijos 
y  nietos  de  los  mineros. 

Se  daban  también  disposiciones  para  evitar  los  juegos  de  envi- 
te y  azar  y  los  excesos  por  la  bebida,  imponiendo  curador  á  los 
•que  después  de  amonestados  reincidían. 

Dieposiciones  pOBteriores.— Con  las  reglas  del  sabio 
Código  que  acabamos  de  indicar,  y  con  el  permiso  concedi- 
do en  1800  para  examinar  y  registrar  minas  de  azogue,  que 
si  bien  se  exigía  que  se  presentara  y  entregara  en  las  Fábri- 
cas Beales,  se  pagaba  con  corta  diferencia  al  mismo  precio 
á  que  se  expendía,  asi  como  con  algunas  otras  disposiciones 
de  menos  importancia,  se  consiguió  que  la  minería  en  América 
alcanzase  un  gran  desarrollo. 

Pero  la  invasión  del  Ejército  de  Napoleón  en  la  Península 
abrió  en  aquellas  Colonias  el  deseo  de  la  independencia,  y  co- 
menzando la  insurrección  en  1810,  se  continuó  en  los  años  suce- 
sivos, sumiendo  en  la  mayor  decadencia  el  antes  ñoreciente  ramo 
de  minería. 

Todavía  nuestras  Cortes,  además  de  atender  á  la  defensa  de  la 
Península  y  la  insurrección  de  nuestras  posesiones  de  América, 
dieron  nuevas  disposiciones  para  fomentar  el  laboreo  de  las  mi- 
nas de  azogue  en  aquellas  Colonias  y  el  beneficio  de  la  plata  por 
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amalgamación,  ofreciendo  pi*emios  &  los  descubridores  de  mmas- 
y  nuevos  procedimientos  de  beneficio  en  que  se  economizase 
el  metal;  en  1812,  ordenando  que  á  los  mineros  de  Nueva  Es- 
A  se  les  diera  la  sal  y  la  pólvora  al  costo;  y  en  1814,  determi- 
do  que  las  sumas  recaudadas  por  el  Real  Tribunal  de  Mine- 
de  Méjico  se  destinarán  al  sostenimiento  de  las  minas  de 
naden. 

¡n  la  segunda  época  constitucional,  Fernando  VII  en  1821,  di6 
k  ley  aboliendo  los  derechos  de  quinto,  uno  por  ciento  y  se- 
eaje  sobre  la  plata  y  el  oro  producidos  en  la  América  septeu- 
>nal ,  estableciendo  como  único  impuesto  el  3  por  ciento  de 
productos.  En  1822  se  hizo  ampliación  de  las  disposiciones, 
eriores  á  la  América  meridional.  Pero  todos  estos  intentos 
a  sostener  la  minería  fueron  inútiles;  la  insurrección  se  pro- 
^ó,  los  antiguos  virreinatos  se  proclamaron  independientes^ 
idando  separados  de  su  antigua  metrópoli. 
])on  la  independencia  de  las  Colonias  constituyendo  nuevos- 
;ados,  hablamos  perdido  el  fruto  de  la  conquista,  pero  no  el 
dritu  minero  ni  la  enseñanza  que  en  ellas  habíamos  adquirido, 
[>lemente  de  apreciar  por  lo  mismo  que  en  Espafia  habíamos 
slantado  poco  en  todo  este  transcurso  de  tiempo. 
SI  sabio  Director  del  Real  Tribunal  de  Minería  de  Méjico,  don 
usto  de  Elhuyar,  ingeniero,  economista  y  legislador  distin- 
ido,  que  á  sus  conocimientos  técnicos  unió  la  práctica  allí  ad-: 
irida,  trajo  á  Espafia  el  tesoro  de  su  ciencia,  los  principios  de 
a  legislación  fundada  en  la  libertad  y  el  derecho,  abriendo 
a  nueva  era  á  la  industria  minera  de  la  Península.  Su  tálenla 
h  reconocido  por  el  Gobierno  mejicano  y  por  empresas  in* 
ssas,  que  le  hicieron  proposiciones  ventajosas  para  que  conti- 
ara dirigiendo  aquellas  explotaciones,  así  como  los  sistema» 
laboreo  y  beneficio  que  los  espafioles  habían  establecido  y 
ata  crítica  habían  merecido  antes.  Pero  todo  lo  renunció  Elbu- 
T  por  traer  á  su  patria  aquellas  ensefianzas. 
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CAPITULO  IV 
Desde  el  decreto  de  4  de  Julio  de  1825  hasta  el  año  1849 


Preliminares.-— Comienza  este  período  de  nuestra  regene- 
ración legistiva  con  la  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  1825^ 
disponiendo  que  no  se  prohiba  la  extracción  de  minerales  de  las 
minas  qne  se  descubran  y  antes  bien,  se  estimule  á  que  se  hagan 
catas  en  los  terrenos  que  parezca  son  minerales;  y  la  circular  del 
Ministerio  de  Haciena,  para  que  no  se  moleste  ni  persiga  &  los  que 
se  ocupen  en  extraer  do  los  ríos  y  arroyos  el  oro  en  granos  ó  es- 
camas que  arrastren  sus  arenas,  quedando  e»  su  consecueocja 
derogados  los  artculos  de  las  Ordenanzas  do  1584  que  á  ello^se 
oponían. 

Grandes  y  poderosos  fueron  los  obstáculos  que  tuvo  que  ven- 
cer D.  Fausto  de  Elhuyar  para  llevar  ¿  cabo  el  cambio  de  legis- 
lación que  desde  un  principio  constituyó  el  objeto  de  sus  traba- 
jos; pero  hay  que  decir  también,  que  siempre  contó  con  la  ayuda 
del  ilustre  Ministro  de  Hacienda,  López  Ballesteros.  Las  dis- 
posiciones anteriores  fueron  el  prólogo  del  Real  decreto  de  4  de 
Julio  de  1825,  redactado  bajo  los  principios  desarrollados  por 
Elhuyar.  El  18  de  Diciembre  del  mismo  año  se  dio  de  Real  orden 
la  Instrucción  provisional  para  su  ejecución. 

Decreto  de  4  de  Julio  de  1825  — La  importancia  de  esta 
^sposición  hace  que  nos  detengamos  en  su  estudio. 

Pr«pl0dlad  de  las  minas.— Se  declaran  perteneciendo  á  la 
€k>oona  y  lefiorio  Real  el  dominio  supremo  de  las  minas,  y  «nad4e 
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endrá  derecho  á  su  explotación  sino  aquellos  qae  hayan  obte- 
LÍdo  la  concesión  Real».  Es  decir,  que  se  desarrollaba  en  toda  su 
»areza  el  sistema  de  la  regalía  minera. 

Las  producciones  minerales  de  naturaleza  terrosa,  como  son 
as  piedras  silíceas  y  las  de  construcción,  las  arenas,  las  tierras 
rcillosas  y  magnesianas,  y  las  tierras  calizas  de  toda  especie, 
ontinuarían  de  aprovechamiento  común  6  particular,  según  los 
errónos  en  que  se  encontraren,  sin  necesidad  de  concesión. 

Las  piedras  preciosas  y  todas  las  substancias  metálicas,  com- 
bustibles y  salinas,  ya  se  encontraren  en  las  entrañas  de  las  tie- 
ras,  ya  en  su  superficie,  constituían  el  objeto  especial  del  ramo 
le  minas. 

Eran  de  libre  aprovechamiento  las  arenas  auríferas  y  cuales- 
uiera  otras  producciones  minerales  de  los  ríos  y  placeres,  mien- 
ras  no  se  verificaban  con  operaciones  por  mayor  y  en  estable- 
imientos  fijos. 

Investiflpacioneai. — Todo  espafiol  ó  extranjero  podía  libre- 
lente  hacer  calas  y  catas  para  descubrir,  reconocer  y  adquirir 
>8  yacimientos  minerales,  ya  fuera  en  terrenos  realengos,  comu- 
es  ó  concejiles,  ó  ya  en  los  de  dominio  particular,  con  la  obli- 
:ación  de  resarcir  los  dafios  y  perjuicios  que  ocasionaran  con 
iquellas  operaciones. 

Coneeslones — El  procedimiento  para  obtener  una  concesión 
onsistía  en: 

Acudir  ante  el  inspector  del  distrito,  formalizando  el  corres- 
pondiente registro  si  fuere  mina  nueva,  ó  el  denuncio  si  fuere 
bandonada  ó  se  hallase  en  caso  de  ser  denunciable. 

Admitido  el  registro  ó  denuncio,  el  interesado  designaba  en  el 
lazo  de  10  días  la  situación  de  su  pertenencia  al  hilo  del  yaci- 
liento. 

En  el  término  de  90  días  tenía  que  habilitarse  una  labor  de 
ozo  ó  galería  de  10  varas. 

El  inspector  señalaba  el  día  en  que  tenía  que  practicarse  el 
sconocimiento  de  la  labor  por  uu  ingeniero,  cuyo  apto  tenía  lu- 
ar  ante  escribano  y  á  presencia  del  inspector  ó  de  quien  comi«' 
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BioBara  con  aquel  objeto;  y  en  se^aida  se  procedía  á  la  demar- 
cación del  terreno  y  fijación  de  las  estacas  ó  mojones,  y  se  entra- 
ba en  posesión  de  la  mina.  .        ! 

La»  concesiones  eran  por  tiempo  ilimitado,  y  mientras  los  mi- 
neros cumplían  con  las  obligaciones  y  condiciones^mpnestas  por 
el  Decreto  podían  disponer  de  sn  derecho  y  de  los  productos  de 
la  mina,  excepción  del  azogue,  que  estaba  estancado. 

8e  concedió  un  plazo  de  dos  meses  para  que  se  inscribieran 
todas  las  mercedes  ó  privilegios  que  estuvieran  ya  confirmados^ 
y  tenían  que  presentarse  ante  la  Dirección  general  de  Minas. 

.  Pertenencia».  —  Eran  de  200  varas  de  longitud  al  hilo  del 
yacimiento,  y  la  mitad  de  ancho,  formando  ángulo  recto  con  la 
primera. 

Se  concedió  que  las  minas  que  estuvieran  en  trabajos  conser- 
varan las  dimensiones  que  tuvieran  seUáladas,  siempre  que  no 
excedieran  de  las  antes  dichas. 

La  demarcación  que  formara  una  mina  ó  pertenencia  no  po- 
día dividirse,  ni  tampoco  reunirse,  sino  en  los  casos  siguientes: 

1.*  En  el  de  descubrirse  un  criadero  nuevo. 

2.®  £n  el  de  restauración  de  establecimientos  abandonados  dt  minas; 

8.®  £n  el  de  empresas  por  compañías  á  lo  menos  de  tres  personas. 

4.®  Cuando  se  pedía  nueva  mina  por  haber  salido  con  las  labores  de  la 
primitiva. 

5.^  Guando  se  adquería  el  derecho  por  compra,  donación,  herencia  ú 
otro  título  legitimo. 

En  los  dos  primeros  casos  se  concedían  hasta  tres  minas,  y  en  el  tercero 
hastm  cuatro. 

El  terreno  que  quedaba  entre  dos  ó  más  minas  contiguas,  que 
no  llegaba  á  formar  una  pertenencia  completa,  se  tenía  por  de- 
moaia  y  se  concedía  al  que  la  pedia,  siempre  que  los  concesio- 
narios de  las  minas  no  se  obligaran  á  llegar  á  ella  con  sus  la- 
bores en  el  término  que  el  Inspector  señalare. 

Dercebos  j  olilig^aeiones  de  los  mineros».  —  Tenían 
que  trabajarse  las  minas  conforme  á  los  principios  y  reglas  del 
arte;  y  no  podían  pararse  los  trabajos  sin  dar  antes  aviso  al  Ins- 
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pector  ó  Ingeniero  más  inmediato.  Para  que  una  mina  se  enten- 
diera poblada,  tendría  por  lo  menos  cuatro  operarios  dedicado» 
'  ^ún  trabajo  interior  ó  exterior  de  ella. 
)dían  adquirir  el  terreno  que  necesitaran  para  sus  trabajos, 
liso  los  de  beneficio,  mediante  indemnización  por  dafios  y 
uicios  á  los  dueños,  y  podian  valorarse  por  convenio  é  por 
ción  de  peritos. 

os  mineros  y  los  dueños  de  oficinas  de  beneficio  estaban  Con- 
rados como  vecinos  de  los  pueblos,  al  objeto  de  disfrutar  de 
aprovechamientos. 

ladoeidacl.  —  Se  perdía  el  derecho  adquirido  sobre  una 
a,  y  era  denunciable  en  los  casos  siguientes: 

'  Gaando  no  se  habilitaba  en  el  término  de  90  dias  la  labor  que  estábil 
<)rita. 

*  Cuando  por  no  haberse  dado  á  tiempo  el  aviso  de  haber  suspendida 
trabajos,  se  imposibilitaba  el  reconocimiento  completo  de  la  mina. 

*  Gaando  se  suspendían  los  trabajos  darante  4  meses  continuos,  ú  8  in- 
umpidos  en  el  espacio  de  un  año,  no  habiendo  guerra,  peste  ó  hambre 
D  leguas  al  contorno;  j 

^  Cuando  por  disfrutarse  sólo  las  labores  altas  de  la  mina  se  dejasen 
Qdadas  las  más  profundas,  á  menos  que,  requerido  el  dueño  en  virtud 
lenuncia  entablada  por  otro,  no  se  obligara  á  desaguarla  en  el  término 
I  meses. 

Idministración. — Para  el  gobierno  general  de  la  mine- 
habla  una  Dirección,  compuesta  de  un  Director  general^  dos 
pectores  generales  y  un  Secrerario. 

Cn  cada  distrito  de  minas  había  un  Inspector  especial,  con 
Qúmero  de  Ingenieros  proporcionados  á  su  extensión,  y  bajo 
dependencia  de  la  Dirección  general. 

Todos  estos  destinos  eran  de  nombramiento  Real,  y  se  conf^ 
n  á  sujetos  de  conocimientos  científicos  y  práctica  en  las  mi- 
}.  Para  Director  general  de  Minas  fué  nombrado  D.  Fausto  de 
luyar. 
La  Dirección  dependía  del  Ministerio  de  Hacienda. 

Ssta  7  los  inspectores  de  distrito  tenian  á  su  cargo: 
•*  £1  «uidado  de  promover  j  fomentar  la  minería. 
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2^*^  La  dirección  f  Acnltativa  y  el  gobierno  económico  de  las  minas  reser- 
vadas á  la  Hacienda. 

8.*  La  inspección  y  vigilancia  de  las  minas  de  los  particulares,  y  para 
mantener  la  tranquilidad  y  subordinación  entre  los  operarios,  capataces 
y  demás  personal  de  las  minaa 

4.°  La  recaudación  Ue  impuestos  para  las  minas  y  oficinas  de  beneficio 
de  particulares. 

Se  reformó  también  la  enseñanza  qne  se  daba  en  la  Escuela  de 
Almadén. 

JnrisdieeiÓB.— La  jurisdicción  privativa  de  los  asuntos 
contenciosos  correspondía  á  la  Dirección  general  del  ramo;  de- 
biendo entablarse  las  primeras  instancias  ante  los  inspectores  de 
distrito^  como  subdelegados,  con  las  apelaciones  á  aquélla,  y  tra- 
tarse los  negocios  á  estilo  de  comercio,  verdad  sabida  y  buena 
fe  guardada. 

Los  inspectores  de  distrito  conocían,  además,  de  los  casos  y  de- 
litos que  se  cometían  en  las  minas  y  oficinas  de  beneficio,  con 
facultad  de  imponer  penas  correccionales  en  los  casos  leves,  y 
con  la  de  asegurar  á  los  reos  y  prevenir  las  primeras  diligencias 
en  los  graves,  para  pasarlos  á  juez  competente. 

Impuestofli.— Por  cada  pertenencia  se  pagaban  1.000  reales; 
en  las  oficinas  de  beneficio  era  500  reales  por  cada  100  varas  cua- 
dradas que  ocuparan. 

Se  pagaba  además  el  5  por  100  del  producto  de  los  minerales 
.  obtenidos  en  las  explotaciones. 

Las  ferrerias  y  minas  de  hierro  quedaban  exceptuadas  de  las 
dos  contribuciones. 

MioAS  rescnradas  á  la  Hacienda.— Quedaron  reserva- 
das las  minas  siguientes: 

1.®  Las  de  azogue  de  Almadén. 

2.^  Las  de  cobre  de  Riotinto. 

3.®  Las  de  plomo  de  Linares  y  Falset. 

4.^  La  de  calamina  de  Alcaráz. 

5.^  Las  de  azufre  de  Hellin  y  Benamiurel. 

6.^  Las  de  grafito  6  lápiz -plomo  do  Mar  bella. 
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Se  declararon  libres  las  minas  de  Gaadálcanal,  Oazalla,  Ara- 
ena  y  Galaroza,  que  quedaban  á  disposición  de  los  particulares 
ue  quisieran  explotarlas. 

Las  minas  y  pozos  de  sal  común  quedaron  con  el  régimen  qne 
^nian  antes. 

Por  último,  se  declaró  que  los  extranjeros  estaban  libres  de  re- 
resalias  en  caso  de  guerra,  y  los  bienes  que  adquirieran  podrla^n 
ransmitirlos  por  donación,  venta  y  sucesión,  aunque  los  duefios 
o  estuvieran  naturalizados. 

Dlsposioiones  posteriores  hasta  1849.— Podemos 
onsiderar  el  periodo  que  siguió  al  Decreto  de  1825  como  el  cons- 
ituyente  del  nuevo  derecho  minero  espafiol,  necesario  en  un  país 
n  que  durante  muchos  afios  nadie  se  había  ocupado  de  regla- 
lentar  las  especulaciones  mineras,  y  por  tanto  que  no  existían 
eyes  ni  reglamentos  capaces  de  satisfacer  las  nuevas  necesi- 
iades. 

La  base  del  derecho  continuó  siendo  el  principio  de  la  regalía 
Qinera,  reservándose  el  Estado  las  minas  principales  para  expío- 
arlas  por  su  cuenta^  y  conservando  ese  espíritu,  hasta  el  puntó 
le  volver  al  Estado  en  1844  la  mina  de  hierro  del  Concejo  de 
lan  Adriano,  en  Asturias,  para  que  se  explotase  por  cuenta  de 
a  fábrica  de  Trubia,  á  cargo  del  Cuerpo  de  Artillería. 

InircAtlg^aelonefi.— Para  facilitar  las  investigaciones  y  apro- 
'^echamientos  de  )asjpiedras  litográfícas  y  de  las  primeras  máte- 
las para  la  fabricación  de  la  loza  de  pedernal,  ladrillos  refrac- 
arios,  etc.,  aun  cuándo  no  eran  objeto  de  la  ley,  y  al  objeto  de 
[ue  los  duefios  no.  se  opusieran  al  interés  general,  se  dispuso 
[ue.los  naturales  y  extranjeros  podían  hacer  calicatas  en  busca 
le  estas  substancias  con  licencia  de  las  justicias;  que  en  cual- 
[uier  terreno  que  se  descubriese  podían  solicitar  la  demarcación 
le  un  cuadro  de  100  varas  dQ  lado  ó  10.000  varas  en  otra  figura 
cualquiera;  y  que  como  indemnización  al  duefio  del  terreno  se  le 
cagase  el  valor  de  lo  inutilizado  y  el  5  por  100  del  valor  de  los 
productos  obtenidos  por  lq^je;)rplotadores. 
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Por  razón  de  la  defensa  de  1a8  costas  se  prohibió  abrir  zanjas 
ni  excavación  alprnna,  ni  esmbiecer  fábricas  sin  permiso  de  las 
autoridades  militares  en  una  zona  de  1.500  varas;  y  para  las  ca- 
rreteras se  estableció  análoga  prescripción  en  30  varas,  sin  pre- 
vio permiso  del  Ingeniero  de  caminos. 

€}0ncesioBei¥.— Nada  babia  dicho  el  Decreto  de  1825  sobre 
la  necesidad  de  existir  mineral  descubierto  en  las  peticiones  de 
registro;  y  en  vista  de  los  numerosos  conflictos  á  que  esto  dio 
lugar,  una  Real  orden  de  2  de  Julio  de  1845  dispuso  que,  des- 
pués de  presentado  el  escrito  de  denuncio  ó  registro,  y  el  de 
designación,  pasase  un  Ingeniero  á  practicar  un  reconocimiento, 
informando  si  existía  mineral  descubierto  y  terreno  franco  para 
la  demarcación  de  la  pertenencia;  en  vista  de  este  informe,  el 
Inspector  decretaba  la  admisión  de  la  solicitud,  y  á  partir  de 
esta  fecha  se  contaba  el  plazo  de  los  90  días  para  las  reclama- 
ciones y  habilitar  la  labor  legal;  en  el  caso  que  no  había  mine- 
ral descubierto  ó  terreno  franco,  se  anulaba  la  petición.  Se 
mandó  á  los  luspeetores  libros  donde  se  registraran  con  escru- 
pulosidad las  solicitudes,  para  que  se  respetase  el  derecho  de 
antigüedad,  que  era  el  fundamento  de  la  propiedad  minera;  ú. 
la  petición  tenia  que  acompafiarse  un  plano  topográfico  por  du- 
plicado del  terreno  en  la  escala  de  una  pulgada  por  100  varas. 

Clasifieaeltfn  de  Iaa  Mobstanelas. — Se  incluyeron  den- 
tro de  la  minería  los  terrenos  y  escoriales  de  antiguas  fábricas 
y  minas  abandonadas,  sobre  los  que  el  Decreto  de  1825  nada  ha- 
bía dicho,  y  cuyas  explotaciones  tomaron  un  gran  desarrollo. 
Se  declararon  denunciables  como  comprendidos  entre  las  subs- 
tancias, objeto  especial  de  la  regalía  minera,  á  excepción  de  los 
correspondientes  á  las  minas  reservadas  al  Estado  y  trabajadas 
por  su  cuenta. 

Los  trámites  para  la  concesión  eran  análogos  á  los  de  las  de- 
más substancias;  pero  el  plazo  de  los  90  días  para  ejecutar  la 
labor  legal  se  fijó  aquí  en  10  días  para  abrir  una  zanja  de  5  va- 
ras de  largo  por  2  de  profundidad;  la  demarcación  podía  ser  en 
forma  poligonal  y  comprender  todos  los  manchones  de  escorias; 
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los  trabajos  de  explotación  no  podían  interrumpirse  por  3  mese» 
seguidos,  ó  4  interrumpidos  durante  un  afio,  y  pagaban  los  mis^ 
mos  derechos  que  las  pertenencias  de  minas,  excepto  los  de  hie- 
rro, que  no  pagaban  ningún  impuesto. 

Respecto  á  las  aguas  encontradas  en  los  trabajos  mineros,  se 
declaró,  por  una  Real  orden  de  29  de  Abril  de  1841,  que  pertene- 
cían á  los  concesionarios  mientras  conservasen  la  propiedad  de 
las  minas,  pero  después  pasaban  al  dominio  del  Estado.  Los  mi- 
neros estaban  obligados  á  respetar  las  aguas  de  los  particulares 
y  eran  responsables  de  los  daños  que  ocasionaran  con  sus  labores. 

Por  último,  y  aunque  ya  la  ley  había  dejado  al  dueño  de  la 
superficie  la  propiedad  de  algunas  substancias,  se  comenzó  á 
hacer  la  distinción  de  canteras  y  tierras  pertenecientes  al  terra- 
teniente, de  aquellas  otras  substancias  que,  por  ser  de  utilidad 
á  las  artes  y  á  la  industria,  podía  el  Gobierno  conceder  licencia 
para  su  explotación  en  el  caso  de  no  querer  hacerla  ó  negar  el 
permiso  el  dueño  de  la  superficie. 

Pertenencias.— Se  autorizó  la  concesión  de  pertenencias 
de  figura  irregular  entre  minas  ya  demarcadas,  con  tal  que  tu- 
vieran las  20.000  varas  superficiales;  pero  posteriormente,  en 
vista  de  los  inconvenientes  que  esto  presentó  en  la  práctica,  se 
dispuso  que  se  consideraran  como  defnasias. 

Para  las  pertenencias  de  carbón  de  piedra,  y  en  atención  &  la 
forma  de  estos  yacimientos,  se  ampliaron  á  600  varas  de  largo 
por  100  de  ancho,  y  posteriormente  á  600  por  300. 

«inrisdiccltfa.— Se  confirmó  repetidas  veces  la  jurisdicción 
privativa  del  ramo  de  minas,  determinando  que  los  juicios  de 
avenencia  relativos  al  mismo  se  celebrasen  ante  los  Inspectores, 
y  á  falta  de  ellos  conocieran  los  respectivos  Jefes  políticos;  pero 
se  suprimió  el  Tribunal  de  la  Superintendencia  general  de 
Azogues. 

Administraeión.— Por  la  Instrucción  de  1825  se  crearon 
cinco  Inspecciones  de  distrito  en  Almadén,  Ríotinto,  Berja,  Mar- 
bella  y  Linares;  pero  la  primera  organización  completa  del  séf  vi- 
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cío  facultativo  de  minas,  además  de  la  dada  por  la  ley,  tuvo  lu- 
gar en  8  de  Noviembre  de  1830;  en  21  de  Septiembre  de  1833  se  pu- 
blicó el  primer  reglamento  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas,  au- 
mentándose á  7  el  número  de  Inspecciones;  posteriormente,  en 
1841,  se  aumentaron  algunas  plazas,  y  por  circulares  de  la  Direc- 
ción de  Minas  de  10  de  Mayo  y  7  de  Agosto  de  1845  se  señalaron 
las  dietas  que  debían  percibir  los  ingenieros  por  las  operaciones  de 
oficio  practicadas  en  minas  de  particulares. 

Para  mayor  prontitud  y  claridad  en  el  despacho  de  expedien 
tes,  se  mandó  que  todas  las  Compañías  tuvieran  un  apoderado  en 
la  cabeza  del  distrito;  que  á  cada  expediente  de  concesión  se 
acompañara  el  plano  de  la  demarcación;  que  se  publicaran  en 
los  periódicos  oficiales  los  denuncios  y  registros;  que  todos  los 
expedientes  se  instruyesen  gubernativamente  y  sin  intervención 
de  escribano  hasta  el  acto  de  la  adjudicación,  y  otras  disposicio- 
nes, todas  para  facilitar  la  tramitación  de  los  expedientes. 

Se  fué  estableciendo  el  interesante  servicio  de  la  estadística, 
para  conocer  el  movimiento  de  la  industria  minera.  Con  este 
objeto  se  dispuso  que  los  inspectores  remitieran  estados  por  ter- 
cios de  año  de  las  minas  productivas,  concedidas,  abandonadas 
y  registradas;  productos  de  las  minas  y  fábricas;  precios  de 
minerales  y  metales,  y  producción  y  gastos  de  las  minas  del 
Estado.  La  Dirección  general  formaba  los  resúmenes  de  todo 
el  año. 

Se  calcula  que  antes  de  1825  el  valor  de  los  productos  qne  se  obtenían 
de  la  explotación  de  las  minas  ascendía  próximamente  á  10  millones  de 
reales,  j  según  aquellos  datos  estadísticos,  y  sin  comprender  el  valor  de 
los  productos  de  las  canteras  ni  de  las  salinas,  resulta  para: 

1889  el  valor  de  los  productos  en  180.000.000  de  reales. 


1844 

182.000.000 

1845 

156.000.000 

1847 

169.000.000 

1848 

162.000.000 

y  1849 

190.000.000 

En  este  último  año  existían  concedidas  6.465  minas  de  todas  clases,  de 
las  cuales  785  estaban  en  productos.  Se  ocupaban  en  los  trabajos  25.000 
personas  j  4.000  caballerías  de  carga  j  tiro.  £staban  establecidas  577  ofi- 
cinas de  beneficio,  de  las  cuales  812  estaban  en  actividad,  dando  ocupa- 
ción á  7.20Ú  personas  y  8.650  caballerías. 
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Estos  notables  resultados  se  obtuvieron  á  pesar  de  la  escasez 
de  ingenieros,  que  siempre  fué  un  obstáculo  que  se  oponía  al 
desarrollo  de  la  industria,  por  no  poderse  despachar  los  millares 
de  expedientes  que  existían  en  las  Inspecciones  en  demanda  de 
concesión.  No  obstante,  la  Dirección  y  el  Cuerpo  de  Minas  pres- 
taban gran  auxilio  á  las  Empresas,  aconsejaban  sobre  los  méto- 
dos de  laboreo,  evitaban  en  lo  posible  la  ligereza  de  los  espe- 
culadores, hacían  reconocimientos  geológico-mineros  en  varias 
provincias,  publicaban  memorias  científicas  y  los  Anales  de  Mi- 
nas, cuyo  primer  tomo  salió  en  1838,  y  el  último  en  1846,  y  evi- 
taban ó  resolvían  con  celeridad  las  cuestiones  más  complicadas; 
por  último,  recaudaban  para  el  Estado  sumas  cuantiosas,  sin  que 
el  gasto  de  administración  pasase  del  4  por  100,  economía  que 
no  se  conocía  en  los  demás  ramos  de  riqueza. 

Los  principios  de  unidad  é  independencia  que  se  dieron  á  la 
Administración  de  las  minas,  los  vemos  en  esta  época  dar  sus 
beneficiosos  resultados  por  el  carácter  exclusivamente  adminis- 
trativo que  se  dio  á  las  facultades  que  aquélla  tenía.  La  Direc- 
ción general  de  Minas  reunía  todos  los  asuntos  de  su  competen- 
cia, excepto  las  salinas,  cuyo  error  de  tantas  consecuencias  ha 
sido  para  esta  renta,  pero  en  cambio  gobernaba,  administraba  y 
dirigía  las  minas  del  Estado,  intervenía  en  la  concesión  y  vigi- 
lancia de  las  de  particulares,  dirimía  sus  contiendas  con  juris- 
dicción privativa,  y  recaudaba  los  impuestos  del  ramo,  resu- 
miendo, en  una  palabra,  todos  los  deberes  de  la  Administración 
sobre  las  minas. 

Del  Ministerio  de  Hacienda  de  que  dependían  las  minas  pasa- 
ron en  1832  al  Ministerio  de  Fomento,  llamado  en  1834  del  Inte- 
rior y  en  1836  de  la  Gobernación;  quedando  por  fin  en  el  Minis- 
terio de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas. 

El  reglamento  del  Cuerpo  de  Minas  creó  una  Junta  consultiva 
para  que  ilustrase  á  la  Dirección  en  todos  los  asuntos;  y  en  1841 
se  suprimió  la  plaza  de  Director  y  la  Junta  consultiva,  formándose 
una  Junta  directiva  con  los  cinco  ingenieros  más  caracterizados, 
siendo  Presidente  un  Inspector  general  y  Secretario  el  Ingeniero 
más  moderno.  En  1843  se  suprimió  la  Dirección  colectiva  y  se 
restableció  la  unipersonal. 
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También  la  enseñanza  tuvo  un  gran  adelanto;  por  Decreto  de 
23  de  Abril  de  1835  se  trasladó  á  Madrid  la  enseñanza  teóri- 
ca de  la  minería,  dejando  en  Almadén  la  enseñanza  práctica 
solamente. 


1 


'   íí 


Impncstos.—En  cuanto  á  los  impuestos,  la  Instrucción  esta- 
blecía que  el  5  por  100  de  los  productos  pudiera  pagarse  en  es- 
pecie; pero  en  vista  de  los  perjuicios  que  esto  ocasionaba,  se 
mandó  pagar  siempre  en  metálico,  excepto  las  pastas  de. plata  y 
oro,  que  podían. pagarse  en  especie;  y  para  asegurar  su  cobranza 
se  prohibió  la  circulación  interior  de  los  minerales  que  no  fuesen 
provistos  de  la  correspondiente  guía,  donde  constase  el  pago  de 
los  derechos. 

El  impuesto  de  superficie  se  redujo  la  quinta  parte,  ó  sean 
200  reales  por  cada  pertenencia  de  cualquier  clase,  y  este  dere- 
cho se  devengaba  desde  la  toma  de  posesión  de  las  pertenencias. 
El  que  por  este  concepto  pagaban  las  fábricas  de  beneficio  quedó 
abolido  por  completo. 

Respecto  del  carbón  de  piedra,  se  declaró  libre  su  exportación 
al  extranjero  y  su  circulación  por  el  Reino;  exigiéndose  como 
derecho  de  importación  del  carbón  extranjero  cuatro  reales  por 
quintal  cuando  venía  en  buque  extranjero,  y  tres  reales  en 
buque  español ,  derechos  que  después  se  rebajaron  á  tres  y  dos 
reales  según  bandera. 


Comsceacncias  de  la  aplicación  del  nnevo  siste- 

i.—Ya  á  fines  de  1825  existía  una  multitud  de  registros  en 
Sierra  de  Gador,  sobre  minas  la  mayor  parte  nuevas,  que  explo- 
tadas fácilmente  desde  la  superficie  dieron  buenos  productos  á 
sus  dueños,  vida  á  las  poblaciones  y  movimiento  al  comercio 
marítimo  de  aquella  costa.  La  produción  de  plomos,  que  antes 
del  año  1822  no  pasaba  de  30  á  32.000  quintales  anuales  en  toda 
la  Península,  subió  en  1829  á  600.000,  ocupándose  en  su  laboreo 
más  de  10.000  personas.  Este  aumento  de  producción  tan  repenti  • 
no  inxmdó  todos  los  mercados  de  Europa,  y  la  competencia  que 
nn^tros  plomos  hacían  á  los  extranjeros  ocasionó  la  baja  de 
más  de  una  tercera  parte  de  su  valor,  y  muchas  minas  de  Ingla- 
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térra,  Francia  y  Alemania  suspendieron  sus  labores  por  falta  de 
beneficios.  La  baja  en  el  precio  del  plomo  no  dejó  de  ocasionar 
también  perjuicios  á  los  mineros  españoles;  pero  aun  después  de 
restablecidos  los  precios,  siempre  fueron  preferidos  nuestros 
plomos  per  su  pureza.  Por  manera,  que  el  origen  de  la  minería 
moderna  fué  la  explotación  de  las  minas  de  plomo  en  la  costa 
de  Levante. 

A  la  producción  de  las  minas  de  Gador  siguió  la  del  campo  de 
Cartagena,  y  la  fabricación  del  plomo  fué  en  una  escala  ascen- 
dente, hasta  ocupar  el  primer  lugar  entre  todos,  los  artículos  de 
la  minería. 

Y  estos  resultados  se  conseguían  en  una  época  en  que  la  mine- 
ría era  casi  desconocida,  en  que  los  trabajos  se  llevaban  sin  in- 
teligencia y  en  que  faltaba  el  personal  facultativo  necesario  para 
plantear  la  legislación  y  dirigir  las  empresas.  Pero  la  actividad 
infatigable  y  el  genio  de  Elhuyar  bastaban  para  vencer  los  obs- 
táculos, escogiendo  las  personas  más  entendidas,  mandando  pen- 
sionados al  extranjero,  á  los  que  habían  de  desempeñar  las  cáte- 
dras de  la  Escuela  de  Minas,  é  impulsando  por  todos  los  medios 
su  industria  predilecta.  Este  hombre  eminente  pudo  apreciar  la 
exactitud  de  sus  pronósticos  y  lo  acertado  de  sus  medidas  antes 
de  su  muerte,  acaecida  el  6  de  Enero  de  1833. 

La  Dirección  general  siguió  el  camino  trazado  por  Elhuyar,  á 
pesar  de  las  vicisitudes  de  la  época,  que  envolvieron  á  Espafia 
en  los  trastornos  de  la  guerra  civil  de  los  siete  años  y  las  luchas 
de  la  política.  Las  investigaciones  que  por  todas  partes  se  hacían 
dieron  lugar  al  descubrimiento  de  los  ricos  yacimientos  de  ga- 
lena argentífera  del  Barranco  del  Jaroso  en  Sierra  Almagrera, 
provincia  de  Almería,  dando  ocasión  á  gran  número  de  registros 
en  los  años  1839  y  40,  que  siguieron  en  progresión  creciente  en 
vista  de  los  beneficiosos  resultados. 

A  la  terminación  de  la  guerra  civilfcreció  de  nn  modo  nota  - 
ble  la  afición  á  las  minas,  propagándose  rápidamente  por  las 
provincias  del  centro  de  la  Península,  teniendo  lugar  en  1844  el 
descubrimiento  del  gran  filón  de  Hiendelaencina,  de  trascen- 
dencia para  la  minería,  que  llegó  en  1845  á  un  alto  grado  de 
prosperidad  y  que  continuó  aumentando  en  los  años  siguientes, 
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como  se  deduce  de  los  datos  oficiales  dados  por  la  Estadística. 

Pero  muchos  de  los  principios  de  la  ley  de  1825  no  estaban 
ya  en  harmonía  con  el  sistema  representativo,  por  tercera  vez  es- 
tablecido en  Espafia;  asi  es  que  no  podía  subsistir  el  dominio 
de  la  Corona  sobre  las  minas;  la  regalía  minera  tenía  qae  dejar 
paso  al  principio  de  la  libertad  de  minas,  que  venía  ya  imponién- 
dose, en  naciones  que  como%Alemania,  iban  á  la  cabeza  de  las 
legislaciones  mineras;  además  estaba  más  conforme  con  el  nuevo 
régimen  político  constitucional  que  teníamos  establecido.  La  ley 
tampoco  satisfacía  las  necesidades  siempre  crecientes  de  la  indus- 
tria minera;  la  jurisdicción  privativa,  como  ya  hemos  tenido  oca- 
Bi6n  de  ver  al  tratar  de  esta  materia  en  los  principios  generales  de 
la  minería,  no  era  ya  compatible  con  la  organización  administra- 
tiva entonces  vigente;  era  un  inconveniente  la  poca  extensión  de 
las  pertenencias,  la  obligación  de  designarlas  según  la  dirección 
del  filón  que  pocas  veces  se  conocía,  y  la  falta  de  garantías  para 
los  investigadores.  Por  otra  parte,  llamó  la  atención  del  Gobierno 
el  espíritu  invasor  de  las  empresas  mineras,  la  reserva  sospe- 
chosa de  sus  labores  y  el  cúmulo  de  pleitos  que  se  suscitaban 
sobre  los  límites  y  posición  de  las  pertenencias. 

Todas  estas  causas  dieron  motivo  al  Ministro  de  Comercio  Ins- 
trucción y  Obras  públicas  para  presentar  en  1848  un  proyecto  de 
nueva  ley  de  minas,  variando  el  de  1825  y  acomodándose  á  las 
nuevas  instituciones  políticas  y  administrativas.  Los  Cuerpos  Co- 
legisladores reconocieron  la  influencia  que  en  la  minería  había 
ejercido  la  anterior  legislación  y  la  bondad  de  algunos  de  sus 
principios,  y  trataron  de  conciliar  el  sagrado  derecho  de  la  pro- 
piedad territorial  con  la  libre  facultad  de  investigación  y  explo- 
tación de  los  yacimientos  minerales,  tan  arraigada  en  nuestras 
costumbres,  en  nuestras  condiciones  y  en  nuestro  derecho  ya 
constituido,  y  que  no  podía  mermarse  sin  resentirse  y  quizás 
anularse  la  mineria,  que  ya  hemos  visto  es  industria  que  afecta 
á  la  utilidad  pública. 
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h- 


Desde  la  ley  de  1849  hasta  el  año  1859. 


Ley  de  Minas  de  11  de  Abril  de  1849.— El  proyecto 
presentado  el  año  1848  fué  discutido  ampliamente,  y,  después 
de  aprobado  por  los  Cuerpos  Colegisladores,  recayó  la  sanción 
de  la  Reina,  siendo  publicado  como  ley  en  11  de  Abril  de  1849, 
y  comenzando  con  esta  disposición  un  nuevo  período  en  nuestra 
legislación. 

Sobre  la  propiedad.— Según  esta  ley  y  su  reglamento  de 
aplicación  de  31  de  Julio  deí  mismo  año,  constituían  objeto  espe- 
cial del  ramo  de  minería  todas  las  substancias  inorgánicas  que 
se  prestaban  á  una  explotación,  fueran  metálicas,  combustibles, 
salinas  ó  piedras  preciosas,  ya  se  encontraran  en  el  interior  de  la 
tierra,  ya  en  su  superficie. 

La  propiedad  de  estas  substancias  correspondía  al  Estado,  y 
ninguno  podía  beneficiarlas  sin  una  concesión  especial  del  Go- 
bierno y  en  la  forma  que  disponía  la  ley. 

Las  producciones  minerales  de  naturaleza  terrosa  continua- 
ban, como  hasta  entonces,  siendo  de  aprovechamiento  común  ó 
propio,  según  fueran  los  terrenos  en  que  se  encontrasen.  No  se 
permitía  la  explotación  de  estas  substancias  en  terrenos  ajenos 
sin  consentimiento  del  dueño;  sin  embargo,  cuando  tenían  apli- 
cación á  la  alfarería,  fabricación  de  loza  ó  porcelana,  ladrillos 
refractarios,  fundentes,  cristal  ó  vidrio,  ú  otros  ramos  de  in- 
dustria fabril,  ó  para  las  construcciones  de  interés  público,  po- 
día concederse  la  autorización  por  el  Gobierno,  previo  expe- 
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diente  instruido  por  el  Jefe  político,  oyendo  al  dueño,  al  inge* 
Hiero  de  minas  y  al  Consejo  provincial. 

Si  el  dueño  se  obligaba  á  explotarlas  dentro  del  término  de 
6  meses,  era  preferido;  pero  en  las  constracciones  de  interés  pú- 
blico el  término  lo  fijaba  el  Gobierno.  En  ningún  caso  podía 
comenzarse  la  explotación  sin  haber  indemnizado  al  dueño  del 
terreno  del  valor  de  éste  y  de  una  quinta  parte  más,  á  no  ser 
que  prefiriera  la  de  los  perjuicios  que  se  le  ocasionaran. 

Continuaron  de  libre  aprovechamiento  y  en  la  misma  forma 
de  la  ley  anterior  las  arenas  auríferas.  Del  mismo  modo  se  con- 
sideraroa  los  minerales  de  hierro,  siempre  que  para  su  explota- 
ción no  fueran  necesarios  pozos  ni  galerías. 

Respecto  de  las  substancias  objeto  especial  de  la  ley,  no  podía 
concederse  su  propiedad  sin  hallarse  descubierto  el  yacimiento 
mineral. 

Invest ¡raciones.— Todo  español  ó  extranjero  podía  hacer 
libremente  las  investigaciones,  siempre  que  se  limitaran  á  cali- 
catas de  4  varas  de  superficie  por  una  de  profundidad.  Si  las  ca- 
licatas tenían  que  hacerse  ¿i  menos  de  50  varas  de  un  edificio,  ó 
en  jardines,  huertas,  viñedos,  terrenos  cercados  ó  de  regadío, 
ó  sometidos  á  servidumbres  públicas,  se  necesitaba  permiso  del 
dueño  ó  del  Jefe  político,  si  aquél  lo  negaba,  debiéndose  oir 
al  ingeniero  de  minas  y  al  Consejo  provincial. 

Si  en  el  espacio  de  una  pertenencia  dos  ó  más  personas  abrían 
calicatas,  se  prefería  para  la  concesión  al  primer  descubridor  del 
mineral; y  si  dos  ó  más  lo  descubrían  al  mismo  tiempo,  á  cada  uno 
se  le  concedía  una  pertenencia;  y  no  habiendo  terreno  franco, 
se  les  adjudicaba  en  común  una  sola.  Si  el  terreno  fuese  del  do- 
minio particular,  el  dueño  tenía  derecho  á  entrar  en  compañía 
con  los  descubridores  por  la  décima  parte  de  utilidades  y  gas- 
tos, siempre  que  la  investigación  fuera  sólo  por  calicata. 

Cuando  por  no  encontrarse  mineral  en  las  calicatas  se  querían 
continuar  las  investigaciones  por  medio  de  pozos  ó  galerías,  de- 
bían pedir  permiso  por  escrito  al  Jefe  político.  No  podían  abrirse 
pozos  ni  galerías  en  los  mismos  casos  que  se  prohibían  las  cali- 
catas sin  la  licencia  correspondiente;  y  además,  en  el  radio 
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le  1.500  varas  de  las  plazas  y  pantos  fortiñeados,  sin  permiso  del 
Ministro  de  la  Guerra,  ni  en  el  radio  de  100  varas  de  las  pobla- 
ciones sin  la  previa  licencia  del  de  la  Gobernación;  en  los  rura- 
les podía  conceder  el  permiso  el  Jefe  político. 

Los  investigadores  designaban,  en  el  término  de  3  meses,  el 
terreno  necesario  para  una  pertenencia,  que  se  les  reservaba  por 
término  do  un  afio;  el  ingeniero  hacía  la  demarcación,  sin  va- 
riar la  designación.  Si  transcurrido  un  año  había  procedido  con 
actividad  y  hecho  trabajos  de  importancia,  el  Jefe  político,  pre- 
vio reconocimiento  por  el  ingeniero,  podía  prorrogar  el  permiso 
por  todo  el  tiempo  que  estuviere  poblada  la  mina.  El  dueño  del 
terreno  en  que  se  descubría  el  mineral  por  pozo  6  galería^  no  te- 
nía derecho  de  participación  en  la  mina. 

Concesión. — Para  obtener  la  concesión  de  una  mina  se  acu- 
día con  una  solicitud  de  registro  al  Jefe  político  de  la  provin- 
cia, expresando  con  todo  detalle  las  condiciones  del  yacimiento; 
je  hacían  las  anotaciones  en  los  libros  respectivos  y  se  decre- 
taba el  reconocimiento  preliminar  por  el  ingeniero. 

Estos  reconocimientos  se  hacían  con  citación  del  interesado  y 
de  los  encargados  de  las  minas  colindantes;  el  ingeniero  infor- 
maba si  había  mineral,  si  era  conforme  con  las  muestras  pre- 
sentadas y  si  había  terreno  franco;  en  cuyo  caso  el  Jefe  polí- 
tico decretaba  la  admisión  del  registro,  fijaba  los  edictos  en  la 
tabla  de  anuncios  del  Gobierno  civil,  en  la  del  Municipio  á  que 
correspondía  la  mina  y  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia. 

Desde  la  fecha  de  la  admisión  del  registro^  y  en  el  plazo  de 
30  días,  designaba  el  interesado  las  pertenencias,  fijando  de  una 
manera  precisa  el  punto  de  partida  ó  labor  legal  á  partir  del 
cual  debía  medirse  la  pertenencia.  Se  concedía  un  plazo  de 
4  meses  para  habilitar  la  labor  légala  que  consistía  en  10  varas 
de  pozo  ó  galería  sobre  el  mineral  descubierto.  Las  reclamacio- 
nes había  que  presentarlas  en  el  plazo  de  60  días  desde  la  fecha 
de  los  edictos  de  admisión. 

Los  registradores  que  no  hubieran  descubierto  el  mineral  po- 
dían continuar  los  trabajos  como  ínvestio:aciones. 

Se  procedía  después  á  la  demarcación,  se  fijaban  en  el  terreno 
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estacas  bien  visibles  y  so  extendía  un  acta  formada  por  el  inge- 
niero y  los  concurrentes,  y  autorizada  por  escribano. 

Todo  el  expediente,  con  las  condiciones  especiales  que  cre- 
yera el  ingeniero  debían  imponerse  á  la  concesión,  se  remitía  al 
Ministerio,  y  el  Ministro,  oída  la  Junta  facultativa  de  Minas  y 
la  Sección  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas  del  Con- 
sejo Real,  acordaba  la  expedición  del  título  de  propiedad  en 
nombre  de  la  Reina  y  refrendado  por  el  Ministro. 

En  el  título  se  expresaban  las  condiciones  generales  de  la  ley 
y  las  particulares  que  en  cada  caso  procedían.  Entre  las  prime- 
ras estaban  la  de  mantener  pobladas  las  minas  con  cuatro  tra- 
bajadores por  pertenencia,  y  no  suspender  las  labores  por  más 
de  4  meses  seguidos  ú  8  interrumpidos  en  un  afio,  y  todas  las 
que  aconsejaban  la  buena  explotación  de  los  yacimientos. 

Las  concesiones  de  escoriales  y  terreros  antiguos  tenían  una 
tramitación  análoga. 

PerteneneiMA. — Las  pertenencias  de  mina  eran  de  300  va- 
ras de  largo  por  200  varas  de  ancho,  medidas  horizontalmente 
al  rambo  designado  por  el  interesado,  y  de  profundidad  inde 
finida. 

Sobre  un  mismo  yacimiento  no  podían  concederse  á  una  sola 
persona  más  de  dos  pertenencias  contiguas,  y  tres  si  era  una 
sociedad  de  cuatro  ó  más  personas. 

En  las  minas  de  carbón,  lignito  ó  tarba,  cada  pertenencia  te- 
nía 600  varas  por  300  varas,  y  podían  concederse  hasta  cuatro 
pertenencias. 

Las  pertenencias  de  arenas  auríferas  cuyo  aprovechamiento 
se  hacía  en  establecimientos  fíjos,  tenían  30.000  varas  cuadradas, 
y  la  demarcación  debía  darse  en  forma  rectangular,  pudiendo 
variar  la  relación  de  sus  lados. 

Las  pertenencias  de  escoriales  y  terreros  antiguos  eran  de 
figura  poligonal  rectilínea,  á  petición  del  interesado,  no  pu 
diendo  exceder  de  80.000  varas  cuadradas  de  superficie. 

Una  sola  pertenencia  era  indivisible,  pero  si  la  concesión  com- 
prendía dos  ó  más,  podían  separarse  con  autorización  del  Gobier- 
no. El  espacio  entre  dos  ó  más  pertenencias  que  no  podían  com- 
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)render  otra,  pero  que  podían  contener  una  superficie  rectangu- 
ar  por  lo  menos  igual  á  dos  terceras  partes  de  una  pertenencia, 
e  adjudicaba  al  primer  solicitante  como  pertenencia  incomple- 
a.  Si  el  espacio  era  menor,  se  adjudicaba  á  los  dueños  de  las 
ninas  colindantes  como  demasía^  dividiéndola  en  proporción  á 
as  lineas  de  contacto. 

Ocreehos  y  obli|Q^ae¡one«  de  los  mineros. — Los  mi- 

leros  y  fundidores  de  minerales  eran  considerados  como  veci- 
los  de  los  pueblos  para  los  aprovechamientos  comunes,  y  pu- 
lían obtener  de  los  dueños  de  los  terrenos  la  superficie  que  ne- 
cesitaran para  boca-minas,  lumbreras,  almacenes,  oficinas  de 
)eneficio,  escombreras,  servidumbres  y  caminos  que  no  excedie- 
•an  de  media  legua. 

Cuando  las  fábricas  exigían  el  uso  de  combustible  vegetal  ó 
lalto  de  agua,  hacía  falta  el  permiso  del  Jefe  político,  oyendo 
íl  Consejo  provincial. 

Para  abrir  galerías  generales  de  desagüe,  transporte  ó  inves- 
igación,  se  necesitaba  autorización  del  Gobierno  con  informe 
acultativo  y  audiencia  de  los  dueños  de  las  minas  que  tenían 
jue  atravesar;  éstos  estaban  obligados  á  contribuir  á  los  gastos 
5n  proporción  á  los  beneficios  que  recibiesen.  Los  minerales  que 
le  descubrían  en  terreno  franco,  eran  objeto  de  concesión  de 
)ertenencia  en  favor  de  los  empresarios;  si  se  encontraban  den- 
ro  de  pertenencias  concedidas,  eran  por  mitad  de  los  dueños  de 
istas  y  de  los  empresarios. 

Caducidad. — Las  minas  se  perdían  por  faltar  á  las  condicio- 
les  de  la  concesión  en  cuanto  á  los  plazos  ó  al  pueble,  y  también 
)or  mala  dirección  de  los  trabajos  ó  por  explotación  codiciosa. 

En  estos  casos  las  minas  podían  denunciarse  por  cualquiera, 
7  el  Jefe  político,  previo  expediente,  declaraba  la  caducidad, 
concediendo  al  denunciante  30  días  para  que  solicitase  la  con- 
cesión, siguiendo  los  mismos  trámites  que  para  el  registro,  ex- 
cepto el  primer  reconocimiento  para  comprobar  la  existencia 
leí  mineral,  que  en  este  caso  era  innecesario.  Fuera  de  los  casos 
expresados,  no  se  declaraba  la  caducidad  ni  aun  por  atrasos  en 
ú  pago  de  los  impuestos. 
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Administraeióii. — Los  ingenieros  de  minas  ejercían  la  vi- 
gilancia de  las  labores  bajo  la  autoridad  del  Jefe  político,  visita- 
ban las  minas  nna  vez  al  año,  daban  las  ins tracciones  para  su 
laboreo,  las  disposiciones  para  corregir  los  defectos  observados, 
y  todo  esto  se  anotaba  en  los  libros  de  visitas  que  llevaban, 
tanto  el  ingeniero  como  los  concesionarios. 

La  administración  de  las  minas,  como  una  de  las  ramas  de 
la  industria,  continuó  dependiendo  del  Ministerio  de  Comercio, 
Instrucción  y  Obras  públicas,  y  correspondiendo  á  la  Dirección 
de  Industria. 

El  Tribunal  superior  y  la  Dirección  general  de  Minas  queda- 
ron suprimidos,  y  las  Inspecciones  de  los  distritos  perdieron  su 
carácter  de  autoridad  activa,  pasando  los  asuntos  pendientes  á 
los  Tribunales  designados  por  la  nueva  ley.  Esta  consignó  la 
existencia  de  las  Escuelas  de  Ingenieros  de  Minas  de  Madrid  y 
las  Escuelas  prácticas  de  Almadén  y  Asturias.  También  confir- 
mó la  ley  la  existencia  del  Cuerpo  de  Ingenieros,  cuyo  reglamen- 
to se  reformó  en  31  de  Julio  de  1849. 

Por  él  se  creó  la  Junta  Superior  facultativa  de  Minería,  para 
aconsejar  al  Gobierno  en  los  asuntos  del  ramo;  era  Vocal  nato  el 
Director  de  la  Escuela,  y  los  demás  eran  los  Inspectores  genera- 
les, que  tenían  el  encargo  de  visitar  los  establecimientos  y  distri- 
tos mineros,  ejecutar  cuantas  comisiones  se  les  encomendaran  y 
reunir  los  datos  que  les  remitían  los  ingenieros  de  las  provincias 
para  formar  el  Mapa  Geológico;  para  este  objeto  se  nombró  des- 
pués una  Comisión  especial. 

Para  la  mejor  organización  del  servicio  se  dividió  la  Península 
en  11  distritos  mineros,  y  en  cada  uno  se  estableció  una  Ins- 
pección, situada  en  la  capital  de  una  de  las  provincias  que  com- 
prendía. En  cada  una  había  un  ingeniero  con  el  título  de  Ins- 
pector, con  los  ingenieros  y  delineantes  que  reclamaba  el  me- 
jor servicio;  dependían  en  la  parte  administrativa  del  Jefe  po- 
lítico. 

Los  asuntos  mineros,  que  antes  estaban  concentrados  en  la  Di- 
rección general,  quedaron  distribuidos  del  modo  siguiente:  la 
minería  en  general  pasó  á  depender  de  la  Dirección  de  Agricul- 
tura, Industria  y  Comercio,  como  después  se  la  llamó,  y  á  su  vez 
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ta  dependía  del  Ministerio  de  Fomento;  las  minas  del  Estado 
>nt¡nuaron  en  el  Ministerio  de  Hacienda.  La  parte  administra- 
ra pasó  á  depender  de  los  Jefes  políticos,  después  de  los  Gober- 
idores;  la  parte  económica,  de  los  depositarios  de  las  provin- 
as. Y  los  asuntos  contenciosos  se  repartieron  entre  los  Tribuna- 
s  administrativos,  los  judiciales,  y  los  de  Hacienda,  según  los 
Lsos,  quedando  reducidas  las  funciones  de  los  ingenieros  á  las 
i  agentes  facultativos  de  la  Administración. 

«iiirisdieeidn.  —  Los  asuntos  mineros  podían  ventilarse  en 
es  jurisdicciones,  según  la  naturaleza  de  los  casos: 
Conocían  los  Consejos  provinciales,  con  apelación  al  Consejo 
eal,  de  las  oposiciones  á  los  denuncios  de  escoriales,  minas  y 
.bricas,  por  abandono  ó  caducidad  de  las  concesiones,  de  los 
juntos  mineros  en  que  el  Estado  era  parte  directamente  intere- 
ida,  y  en  cuantas  cuestiones  se  suscitaban  entre  la  Administra- 
ón  y  los  mineros.  Para  la  vista  y  fallo  de  estos  asuntos,  asistía 
)mo  vocal  con  voto  el  ingeniero  de  minas  más  caracterizado 
3  la  provincia. 

Conocía  el  Consejo  Real  en  vía  contenciosa,  de  las  alzadas 
)ntra  las  concesiones  hechas  por  el  Grobierno;  de  las  que  se  di- 
gían  por  resistirse  á  las  condiciones  impuestas  por  la  concesión, 
de  las  apelaciones  contra  los  decretos  del  ministro  en  los  casos 
1  que  procedía  según  la  ley. 

Conocían  los  Tribunales  ordinarios  de  todas  las  contiendas  en- 
e  particulares  y  de  los  delitos  ó  faltas  que  se  cometían  en  las 
linas.  Por  último,' los  Tribunales  de  Hacienda  en  las  causas  por 
audes  en  la  declaración  de  productos. 

Ningún  Tribunal  podía  nunca,  salvo  el  caso  de  quiebra,  de- 
[•etar  la  suspensión  de  los  trabajos,  ni  podía  librar  ejecución 
Dntra  las  minas  y  los  efectos  necesarios  para  su  avío,  pero  sí 
)bre  sus  productos  líquidos  ó  en  especie. 

Impuestos.— Los  impuestos  mineros  continuaron  siendo  los 
e  la  ley  de  1825;  asi  es  que  las  pertenencias  de  60.000  varas 
ladradas  pagaban  600  reales  anuales  por  derecho  de  superficie, 
lo  mismo  las  de  180.000  para  las  de  carbón.  Las  incompletas  y 
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las  antiguas  de  20.000  varas  pagaban  en  proporción  de  la  saper- 
fícle  qne  tenían.  Se  cobraba,  además,  el  5  por  100  de  los  pro- 
ductos totales. 

La  recaudación  quedó  encomendada  á  los  depositarios  de  los 
gobiernos  políticos.  Para  el  cobro  de  5  por  100  los  ingenieros  en- 
sayaban la  ley  de  los  minerales,  dando  la  correspondiente  certi- 
ficación; se  expedían  guías  para  la  circulación  de  minerales, 
tanto  en  el  interior  como  para  el  exterior  del  Rei)io,  estando  pro- 
hibida la  de  los  alcoholes  argentíferos  y  los  plomos  que  conte- 
nían más  de  24  adarmes  de  plata  por  quintal. 

Minas  remerrskáskm  al  Estado.— Continuaron  reservadas 
al  Estado  las  mismas  minas  que  había  reservado  la  ley  de  1825, 
sólo  que  en  la  de  San  Juan  de  Alcaráz  sólo  le  correspondía  la 
propiedad,  por  haber  vendido  su  aprovechamiento  á  una  em- 
presa. Se  afiadierop  las  minas  de  carbón  que  registró  en  Asturias 
el  Director  de  la  fábrica  de  Trubia. 

Se  prohibió  hacer  excavaciones  ni  dar  concesiones  en  el  perí- 
metro de  las  minas  del  Estado  sino  por  cuenta  del  Gobierno,  á 
no  ser  para  minerales  distintos  de  los  que  este  explotaba,  y  que 
la  distancia  fuese  mayor  de  600  varas  de  las  labores  y  oficinas 
del  Estado;  los  escoriales  pertenecientes  á  los  establecimientos  no 
podían  beneficiarse  por  particulares  aunque  estuvieran  fuera  de 
la  demarcación.  El  Estado  no  podía  enajenar  ni  adquirir  minas 
y  escoriales  sin  estar  autorizado  el  Gobierno  por  una  ley  especial. 


-  % 

■  s 


Disposiciones  posteriores  hasta  iS50.  —  Concesio- 
NKS.— Aunque  ya  el  reglamento  de  aplicación  de  la  ley  de  1849 
contenía  todos  los  detalles  para  la  tramitación  de  los  expedien- 
tes de  concesión,  y  lo  acompañaban  una  serie  de  modelos  á  los 
que  tenían  que  sujetarse  las  solicitudes,  libros,  títulos  y  cuantos 
documentos  se  necesitaban,  todavía,  y  en  los  diez  afios  que  si- 
guieron á  la  ley,  fueron  muchas  las  Reales  órdenes,  circulares  é 
instrucciones  que  se  dieron  para  los  trámites  y  plazos  que  había 
qne  observar  para  adquirir  el  derecho  á  la  propiedad  de  las  mi- 
nas y  la  caducidad  de  estos  derechos. 

Acerca  del  aprovechamiento  y  concesión  de  las  arenas  aurife- 
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laró  el  reglamento  en  el  sentido  de  que  había  que  cons- 
itablecimiento  de  beneficio  antes  de  darse  la  concesión; 
a  el  primer  solicitante,  á  no  ser  que  hubiera  obtenido 
de  otros  minerales  en  la  proximidad  de  las  arenas. 
[ENCÍAS.  —  Las  de  arenas  auríferas  se  aumentaron  á 
ras  cuadradas  en  forma  rectangular  ó  cuadrada,  por  la 
e  cuadrados  de  25  varas  de  lado  sin  dejar  espacios  in- 

3  demás  pertenencias  se  estableció  que  las  antiguas  de 
ras  podían  reunirse,  siempre  que  estuviesen  tres  conti- 
ms  lados  mayores,  formando  un  rectángulo  de  60.000 
Dnsiderándolo  para  los  efectos  del  pueble  como  una  per- 
inoderna. 

tenencias  de  antracita  y  asfalto  se  demarcaban  con  las 
imensiones  que  las  de  carbón  de  piedra,  lignito  y  turba; 
e  turba  podían  darse  con  la  extensión  suficiente  para 
er  el  manchón,  aunque  siempre  en  figura  rectangular, 
ló  á  las  pertenencias  incompletas  ó  supletorias,  para 
que  la  determinaban,  la  longitud  máxima  de  400  varas 
r  de  100,  cuya  falta  de  precisión  en  el  reglamento  había 
ir  á  pleitos  ruidosos. ' 

5TRACIÓN. — Entre  la  serie  de  disposiciones  que  se  die- 
esta  materia,  referentes  á  la  manera  de  llevar  la  esta- 
3  hacerse  las  visitas  á  las  minas,  levantamiento  de  pla- 
ición  de  memorias,  etc.,  se  declaró,  especialmente,  que 
isas  que  se  seguían  en  los  Tribunales  ordinarios  fuesen 
eros  de  minas  los  únicos  peritos  para  la  comprobación 
i  facultativos.  Se  fijaron  las  dietas  que  los  ingenieros 
rcibir  por  sus  operaciones;  se  mandó  que  los  interesa- 
concesiones  hicieran  un  depósito  en  los  Gobiernos  de 
para  pagar  los  derechos  de  título  y  de  300  reales  para 
de  los  ingenieros,  disposición  que  se  suspendió,  pero 
aente  se  restableció  definitivamente. 
)  se  creó  una  plaza  de  Oficial  en  el  Ministerio  de  Fo- 
n  destino  al  Negociado  de  Minas,  y  tenía  que  ser  Inge- 
Cuerpo,  y  asi  estuvo  hasta  1856.  El  Cuerpo  de  Minas 
iificaciones  y  ampliaciones  en  1853;  se  fijaron  las  re- 
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glas  y  condiciones  para  el  servicio  de  los  ingenieros  en  Ultra- 
mar; se  declararon  los  casos  en  que  debían  quedar  supernume- 
rarios los  individuos  del  Cuerpo;  que  se  les  abonaran  6  años  de 
servicios  á  los  efectos  de  los  derechos  pasivos  por  razón  de  estu- 
dios, abono  que  fué  derogado  en  1857. 

Se  nombraron  Comisiones  de  ingenieros  para  el  estudio  topo- 
fjráfico  y  geológico  de  algunas  cuencas  carboníferas,  y  pasó  otra 
Comisión  de  ingenieros  á  estudiar  la  geología  y  minería  de  Por- 
tugal. 

En  1854  se  establecieron  Negociados  de  Minas  en  las  provin- 
cias, á  cargo  de  los  Interventores  de  Fomento,  que  eran  los  que 
instruían  los  expedientes  de  concesión  en  la  parte  administrati- 
va, y,  posteriormente,  en  1856,  se  crearon  ocho  Secciones  de  Mi- 
nas, agregadas  á  las  intervenciones  do  Fomento,  en  los  distritos 
más  importantes. 

Cuando  en  1855  se  trató  de  la  venta  de  las  minas  del  Estado, 
se  mandó  practicar  su  tasación,  dando  permiso  á  los  particula- 
res para  levantar  los  planos'de  sus  labores  ó  copiar  los  que  exis- 
tían. El  radio  prohibido  para  las  explotaciones  particulares  se 
fijó  para  Almadén  en  25  kilómetros,  á  partir  del  pozo  principal 
de  San  Teodoro. 

JüRiSDTCCióN.—Suprimido  el  Consejo  Real  que  entendía  en  los 
asuntos  de  minas,  se  mandó  en  16  de  Agosto  de  1854  que  le  sus- 
tituyese el  Tribunal  de  loContenciosoadministrativo,  debiendo 
informar  en  los  expedientes  de  concesión  la  Junta  Superior  fa- 
cultativa. 

Impuestos. — Entre  las  medidas  económicas  y  fiscales  figuran 
la  exención  del  5  por  100  sobre  la  plata  procedente  de  los  plo- 
mos pobres;  la  exención  de  derechos  de  carga  y  descarga  en  fa- 
vor de  los  carbones  nacionales;  la  libertad  de  introducción,  sin 
pagar  derechos,  del  carbón  extranjero  destinado  á  las  fábricas 
industriales,  y  la  exportación  al  extranjero,  sin  previo  ensayo, 
de  los  plomos  de  la  Sierra  de  Gador. 

Encomendada  la  cobranza  de  los  impuestos  al  Ministerio  de 
Hacienda,  éste  dispuso  que  estuviese  á  cargo  de  la  Dirección 
general  de  Rentas  estancadas. 
Se  declaró  que  los  Gobernadores  podían  conceder  permisos 
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provisionales  para  la  venta  de  los  minerales  procedentes  de  per- 
tenencias ya  demarcadas  sin  oposición,  antes  de  obtener  el  título 
de  propiedad,  pero  pagando  los  derechos  de  superficie  y  el 
5  por  100. 

Las  minas  en  productos  se  declararon  sujetas  al  pago  del  im- 
puesto hipotecario  en  sus  traslaciones  de  propiedad  y  de  usu- 
fructo, y  también  sus  arrendamientos;  pero  no  las  acciones  de 
sociedades  mineras,  como  bienes  muebles. 

El  precio  á  que  la  Hacienda  pagaba  el  azogue  procedente  de  las 
minas  de  sociedades  ó  particulares,  que  so  mandó  rebajar  en  los 
últimos  años  á  800  reales  el  quintal,  se  vendía  después  á  400  rea- 
les para  objetos  industriales  y  de  las  artes;  pero  en  1853  y  á 
consecuencia  de  los  descubrimientos  de  azogue  en  California,  y 
la  baja  del  precio  de  este  artículo,  cesó  el  Gobierno  de  comprar- 
lo, disponiendo  que  podía  venderse  por  loa  particulares  en  las 
mismas  condiciones  que  los  demás  artículos  de  la  minería. 

Se  permitió  la  exportación  de  los  plomos  argentíferos,  y  ni 
éstos  ni  los  plomos  pobres  tenían  qu%  pagar  ningún  derecho  de 
exportación. 

Resiimcii.  —La  ley  de  1849,  aparte  del  cambio  que  intro- 
dujo en  el  dominio  de  las  minas,  declarándolas  propiedad  del 
Estado,  como  nueva  forma  dada  al  principio  de  regalía^  y  más 
en  consonancia  con  el  sistema  de  la  libertad  de  minas  y  para 
hacerlo  compatible  con  el  sistema  constitucional;  fuera  de  las 
ventajas  concedidas  á  los  investigadores  y  á  los  empresarios  de 
galerías  generales,  y  algunas  otras  mejoras,  como  el  aumento  de 
extensión  á  las  pertenencias;  en  lo  demás,  no  fué  más  que  la 
codificación  y  dar  carácter  y  fuerza  de  ley  á  todas  aquellas  dis- 
posiciones que  se  habían  dado  en  el  período  de  1825  á  1849,  pero 
ahora  ya  con  orden  y  mejor  clasificadas. 

Como  fundamental,  hubo  lo  de  dar  entrada  al  principio  de  la 
accesión^  que  la  ley  anterior  no  admitía,  aunque  sólo  con  el  ob- 
jeto de  armonizar  la  propiedad  del  suelo  con  la  del  subsuelo; 
pero  la  participación  concedida  á  los  dueños  del  suelo  por  la 
décima  parte  en  la  empresa  era  un  privilegio  de  tan  corta  ex- 
tensión, que  no  puede  decirse  se  admitía  el  derecho  de  accesión 
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por  completo;  para  el  minero  era  muy  perjadicial^  pues  cuando 
el  hallazgo  era  casi  superficial,  y  por  consecuencia  poco  costoso, 
se  le  mermaba  la  propiedad,  y  en  cambio  ningún  ayuda  se  le 
prestaba  en  los  encuentros  de  mineral  en  profundidades,  que  ^s 
precisamente  cuando  son  más  difíciles  los  trabajos. 

La  adaptación  del  anterior  sistema  administrativo  al  régimen 
político  nuevo  se  llevó  á  más  de  lo  que  la  conveniencia  de  la 
industria  minera  aconsejaba;  los  gobernadores  de  las  provincias 
no  entendían  de  minería  y  tenían  que  resolver  por  los  informes 
de  loe  oficiales  de  los  gobiernos,  encargados  de  los  negociados 
de  minas,  y  por  los  dictámenes  de  los  CJonsejos  provinciales,  á 
cuyas  corporaciones  se  hizo  costumbre  consultar  á  cada  paso,  y 
esto,  sobre  retrasar  los  expedientes,  no  era  garantía -de  mejor 
acierto  en.  las  resoluciones,  porque  ninguno  de  aquellos  orga- 
nismos tenía  que  conocer  la  legislación  de  minas;  y  si  á  esto  se 
afiade  que  aquellos  encargados  eran  empleados  de  corto  sueldo 
y  se  les  variaba  con  frecuencia,  se  comprende  la  serie  de  difi- 
cultades y  retrasos  que  tenían  que  tener  los  expedientes. 

Y  aunque  es  verdad  que  se  crearon  secciones  especiales  de 
minas  en  las  provincias  más  importantes,  bajo  el  punto  de  vista 
minero  los  inconvenientes  y  los  vicios  de  la  administración  eran 
los  mismos.  Los  Consejos  provinciales,  con  el  cúmulo  de  asuntos 
que  tenían  que  resolver,  tampoco  podían  estudiarlos  con  dete- 
nimiento, y  sus  informes  tampoco  eran  ayuda  para  las  mejores 
resoluciones. 

Los  trámites  establecidos  para  la  instrucción  de  los  expedien- 
tes de  concesión  eran  también  lentos  y  complicados.  El  recono- 
cimiento preliminar  á  la  admisión  del  registro  era  ineficaz  para 
saber  si  había  terreno  franco,  pues  la  designación  de  pertenen- 
cias no  podía  hacerse  sino  después  del  decreto  de  admisión;  así 
que  los  ingenieros  no  sabían  si  había  espacio  libre  para  situar  la 
pertenencia  en  la  forma  pedida  por  los  interesados;  en  esto  se 
olvidaron  las  reglas  dictadas  en  1845, en  las  que  se  mandaba  prac- 
ticar este  reconocimiento  después  de  hecha  la  designación,  que, 
aunque  producía  alguna  dilación,  no  tenia  los  inconvenientes 
mencionados. 

No  es  de  extrañar,  pues,  que  desde  que  comenzó  d  implantarse 
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la  ley  de  1849  se  conocieran  las  dificultades  que  su  ejecución 
presentaba  en  la  práctica.  Las  consecuencias  del  desorden  que 
entró  en  la  administración  del  ramo,  puede  decirse  que  no  la» 
aprovecharon  más  que  los  especuladores  y  agiotistas  de  mala  fe, 
que  fundados  en  que  para  dar  una  concesión  y  su  título  de  pro- 
piedad se  tardaban  5  y  aun  en  algunos  casos  6  años,  denuncia- 
ban minas,  no  con  el  ánimo  de  explotarlas,  sino  con  el  de  crear 
unas  promesas  falsas,  inundando  el  mercado  de  acciones,  que 
eran  aceptadas  con  la  credulidad  que  da  la  inexperiencia  y  la 
fantasía  á  que  se  prestan  los  beneficios  que  con  las  minas  se  pue- 
den obtener,  causándose  grandes  perjuicios  con  todo  esto  á  la 
minería  de  buena  fe. 

Y  sin  embargo  de  tantos  contratiempos,  el  impulso  que  la  mi- 
nería había  recibido  por  la  sabia  legislación  de  1825  pudo  luchar 
con  las  dificultades  creadas,  y  en  todas  las  provincias  de  España 
se  ejecutaban  trabajos  mineros  con  mejor  ó  peor  fortuna,  y  te- 
nían lugar  nuevos  descubrimientos  que  iban  asegurando  el  por- 
venir de  nuestra  minería. 

No  juzgaremos,  pues,  la  industria  minera  en  aquella  época  por 
los  capitales  en  ella  invertidos,  ni  mucho  menos  por  el  papel  que 
corría  por  las  plazas  donde  estaban  los  principales  mercados  mi- 
neros; nos  limitaremos  á  los  datos  oficiales  que  nos  daba  de  la 
producción,  el  servicio  de  la  estadística  minera. 

£q  el  año  1849  hemos  visto  llegar  el  valor  de  los  productos  á  190  millo- 
nes de  reales. 

Desde  1850  al  1853  ascendió  á  228.000.000  de  reales; 
en     1854         »  »  226.500.000 

en     1855         >  »  242.800.000 

y     en    1856         »  .  874.000.000 

En  los  años  signientes  no  se  publicó  la  estadística,  y  sólo  consta  que  en  el 
año  185S  existían  en  explotación  en  todo  el  Beino  8.531  minas  sujetas  al 
pago  del  impuesto  de  las  minas  productivas. 
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CAPITULO  VI 

Ley  de  minas  de  1859,  hasta  el  decreto-bases 
de  i  868. 


Preliminares. — A  los  cinco  años  de  la  promulgación  de  la 
ley  de  1849  comenzó  A  comprender  el  Gobierno  los  inconve- 
nientes que  aquélla  presentaba  en  la  práctica,  y  más  que  nada 
la  falta  de  concordancia  entre  la  ley  y  el  reglamento,  así  como 
la  larga  é  innecesaria  tramitación  que  se  exigía  para  adquirir  la 
propiedad  de  las  minas. 

El  Gobierno  nombró  en  1854  una  comisión  de  personas  compe- 
tentes para  que  formulara  un  proyecto  de  nueva  ley  de  minas, 
proyecto  que  hizo  suyo  el  Ministro  y  lo  presentó  á  las  Cortes  en 
1855.  Después  de  un  largo  proceso,  fué  por  fin  aprobado  como 
ley  sancionada  por  8.  M.  en  6  de  Julio  de  1859,  y  promulgada 
en  9  de  Octubre  siguiente;  su  reglamento  de  ejecución  se  dio  en 
5  de  Octubre  de  1860,  y  algunas  reformas  se  introdujeron  en  él 
en  Febrero  de  1863. 

No  se  alteraron,  en  la  esencia,  los  principios  de  la  legislación 
anterior;  quizás  hubieran  podido  introducirse  aquéllas  modifica- 
ciones, y  más  fácilmente  con  sólo  corregir  algunos  artículos  de 
la  ley  de  1849  y  disposiciones  reglamentarias  adecuadas  á  aque- 
llas variaciones. 

Ley  de  6  de  Julio  de  1859.— Desde  la  legislación  de  1825 
venía  estableciéndose  un  régimen  minero  distinto,  según  la  natu- 
raleza de  las  substancias  y  sus  sistemas  de  explotación,  corres- 
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pendiendo  á  cada  una  de  aquellas  clases  una  intervención  dis- 
tinta por  parte  de  la  Administració.  Esta  clasificación  no  sólo 
se  conservó  en  la  ley  de  1859,  sino  que  además  se  le  dio  ya  un 
carácter  más  legal,  estableciendo  al  mismo  tiempo  limites  más 
fijos  y  precios  para  cada  una  de  aquellas  clases  ó  secciones  en 
que  se  dividían  las  substancias  minerales. 

La  industria  minera,  con  relación  á  la  Administración  pública, 
se  consideradaba  dividida  en  tres  clases: 

Primera.  -Hay  ciertas  substancias  que,  bien  por  su  naturale- 
za ó  por  la  facilidad  de  sus  explotaciones,  el  Estado  cree  que  la 
mejor  manera  de  favorecer  su  desarrollo  es  no  ejercer  sobre 
ellas  el  derecho  de  regalía  minera,  sino  que,  por  el  contrario, 
debe  dejarse  su  dominio  al  dueño  de  la  superficie,  y  que  sólo 
para  el  caso  en  que  éstos  no  quisieran  explotarlas,  es  cuando  el 
Gobierno  puede  conceder  á  otras  personas  su  aprovechamiento. 
Para  estas  substancias  la  Administración  debe  tener  la  menor  in- 
tervención posible,  y  limitarse  á  los  deberes  generales  de  inspec- 
ción y  vigilancia.  A  esta  clase  podemos  llamarla  industria  mi- 
ñera  libre.  Clasificación  análoga,  por  otra  parte,  á  la  que  hemos 
visto,  acepta  el  Derecho  administrativo  para  las  industrias  en 
general. 

Segunda.  —  Hay  otras  substancias  en  las  que  el  interés  indi- 
vidual no  puede  por  sí  solo  desarrollar  sus  explotaciones,  en  las 
que  ya  el  Estado  tiene  que  ejercer  su  derecho  de  regalía,  impo- 
niendo reglas  para  la  adquisición  de  la  propiedad  y  modos  de 
llevar  á  cabo  su  explotación,  y  en  las  que  su  utilidad  y  aprove- 
chamiento son  de  carácter  general  y  público.  Estas  son  las  que 
deben  estar  comprendidas  dentro  de  lo  que  llamaremos  indíM* 
tria  minera  reglamentada. 

Tercera. — Por  último,  hay  otras  substancias  ó  ciertas  minas, 
reducidas  cada  día  á  menor  número,  en  las  que  el  Estado,  ejer- 
ciendo el  derecho  de  regalía  absoluto,  las  ha  hecho  suyas  como 
de  propiedad  privada,  explotándolas  por  su  cuenta  y  aplicando 
sus  productos,  como  sus  rentas,  á  cubrir  las  atenciones  del  Esta- 
do. En  este  caso  el  Gobierno  ejerce  la  mayor  intervención  posi- 
ble, como  cosa  que  le  pertenece  en  pleno  dominio,  y  éstas  son 
las  que  constituyen  la  industria  minera  monopolizada. 
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Industria  minera  libre. — El  Estado  no  interviene  en  el 
aprovechamiento  de  estas  substancias,  y  concede  su  propiedad, 
por  dos  razones:  ó  porque  sus  aplicaciones  son  para  satisfacer  ne- 
cesidades que  no  tienen  carácter  exclusivo  y  cuyo  uso  frecuente 
está  en  pugna  con  los  trámites  de  reglamentación;  ó  porque  la 
forma  de  su  yacimiento  no  exige  labores  subterráneas  que  obli- 
guen á  la  Administración  á  velar  por  la  buena  marcha  y  porve- 
nir de  las  explotaciones. 

La  ley  clasificaba  y  enumeraba  las  substancias  que  correspon- 
dían á  la  minería  libre  y  cuáles  á  la  minería  reglamentada;  pero 
como  podían  presentarse  substancias  ó  casos  no  previstos  y  que 
ofrecieran  dudas  sobre  en  qué  concepto  podían  considerarse,  de 
aquí  que  se  estableciera  que  cuando  los  gobernadores  de  las  pro- 
vincias, en  el  acto  de  la  presentación  de  la  solicitud,  no  supieran 
la  sección  en  que  debían  incluirse,  pidieran  informe  á  personas 
facultativas;  y  si  aun  después  de  esto  todavía  les  mereciera  du- 
das aquella  resolución,  suspendieran  la  tramitación  del  expe- 
diente y  dieran  cuenta  al  Ministerio.  Este,  previas  consultas  á  la 
Junta  Superior  facultativa  y  al  Consejo  de  Estado,  en  la  Sección 
correspondiente,  resolvía  lo  que  conceptuara  procedente. 

Cuando  las  dudas  las  suscitaban  los  dueños  de  los  terrenos, 
debían  éstos  reclamar  antes  de  terminar  el  período  de  las  oposi- 
ciones, si  se  trataba  de  substancias  de  la  propiedad  del  Estado, 
ó  antes  de  la  demarcación  si  se  trataba  de  las  que  pertenecían  al 
duefio  del  terreno. 

Substancial»  do  la  i.^  clase. —  Se  comprendía  en  esta  ca- 
tegoría las  producciones  minerales  silíceas  y  calcáreas,  las  are- 
úas,  las  tierras  arcillosas,  magnesianas  y  ferruginosas,  las  mar- 
gas y  las  demás  substancias  que  tenían  aplicación  á  la  construc- 
ción, á  la  agricultura  ó  á  las  artes.  Todas  estas  substancias  con- 
tinuaron como  hasta  entonces  de  aprovechamiento  común  cuan  • 
do  se  hallaban  en  terrenos  del  Estado  ó  de  los  pueblos,  y  de  los 
particulares  cuando  se  encontraban  en  tierras  de  propiedad  pri- 
vada. 

La  explotación  de  estas  substancias  no  se  consentía,  como  re- 
gla general,  sin  el  permiso  del  dueño  del  terreno;  pero  en  el  caso 
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de  destinarse  á  la  industria  fabril,  podía  el  Gobierno  conceder 
autorización  para  explotarlas  á  cualquiera  que  lo  solicitara,  pre- 
vio informes  del  ingeniero  de  minas  y  Consejo  provincial  y  con 
audiencia  del  dueño  del  terreno. 

La  utilidad  que  la  industria  fabril  nos  proporciona  y  la  nece- 
sidad que  ella  tiene  de  estas  substancias,  son  el  fundamento  de 
la  limitación  que  en  este  caso  se  imponia  al  derecho  del  propieta- 
rio, á  quien  por  otra  parte,  y  si  quería  él  explotarlas,  se  le  con- 
cedía una  preferencia  para  la  explotación. 

Obtenida  por  un  extraño  la  autorizazión  del  Gobierno,  tenía 
que  indemnizar  al  dueño  del  suelo  del  valor  del  terreno  que  te- 
nía que  ocuparle,  y  una  quinta  parte  más;  pagaba  también  el  me- 
noscabo ó  demérito  que  el  predio  experimentaba,  y  prestaba  ñan- 
za  por  los  daños  ó  perjuicios  que  pudiera  ocasionar  en  lo  sucesi- 
vo. La  demarcación  no  podía  exceder  de  20.000  metros  cuadra- 
dos, en  la  figura  pedida  por  el  interesado,  siempre  que  fuera  po- 
ligonal, rectilínea  y  del  menor  número  de  lados. 

Las  autorizaciones  para  explotar  las  substancias  minerales  de 
esta  clase  caducaban  cuando  el  concesionario  dejaba  transcurrir 
un  año  sin  explotarlas,  y  siendo  esto  el  único  caso  previsto  por 
la  ley,  se  deduce  que  eran  por  tiempo  ilimitado. 

Subsiaiieiafi  de  la  19.*  clase.  —  Constituían  este  grupo 
las  arenas  y  aluviones  metalíferos  y  las  tierras  ferruginosas, 
cuyo  yacimiento  fuera  superficial. 

Las  arenas  auríferas  y  las  estanníferas  ú  otras  producciones 
minerales  de  los  ríos  y  placeres,  eran  de  libre  aprovechamiento, 
sin  necesidad  de  autorización  ó  licencia.  Sólo  se  exceptuaba  de 
esta  regla  general  cuando  el  beneficio  se  hacía  en  estableci- 
mientos fijos,  en  cuyo  caso  se  formaban  pertenencias  mineras  de 
60.000  metros  cuadrados,  formadas,  bien  por  un  rectángulo,  bien 
por  un  cuadrado  ó  por  una  reunión  de  cuadrados  de  20  metros, 
por  lo  menos,  de  lado  cada  uno. 

Las  concesiones,  cuando  eran  necesarias  porque  sus  productos 
había  que  obtenerlos  en  establecimientos  fijos  de  beneficio,  no 
podían  darse  mientras  no  se  acreditara  dentro  del  plazo  seña- 
lado por  el  Ministro  de  Fomento  que  la  oficina  estaba  en  condi- 
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ciones  de  dar  principio  á  sus  trabajos ;  el  expediente,  no  obstan- 
te, podía  comenzarse  sin  este  requisito. 

La  forma  de  yacimiento  por  una  parte,  y  la  explotación  de 
estas  arenas,  que  constituía  una  industria  que  no  afectaba  al  in- 
terés público,  fueron  los  motivos  que  hicieron  declararlas  de 
aprovechamiento  común;  y  por  esto,  cuando  el  depósito  arená- 
ceo se  beneficiaba  en  gran  escala,  ya  el  Gobierno  exigía  una 
concesión  para  su  explotación. 

Pertenecían  también  á  este  grupo  las  tierras  ferruginosas,  como 
ios  ocres  y  almagras,  que  también  eran  de  aprovechamiento  co- 
mún. Ahora  bien,  y  por  análogas  razones  á  las  que  hemos  dicho 
antes,  si  la  metalurgia  del  hierro  las  reclamaba  como  primeras 
materias,  podían  constituir  pertenencias  mineras  de  500  metros 
de  largo  por  300  de  ancho;  instruyéndose  los  expedientes  como 
los  de  las  substancias  de  la  industria  minera  reglamentada. 

Es  decir,  que  en  el  caso  de  las  explotaciones  dé  hierro,  eran 
verdaderas  concesiones  las  que  se  daban  por  el  Estado,  y  éste 
era  el  duefio  de  estas  substancias  antes  de  su  concesión;  y  fun- 
dado en  este  derecho  de  propiedad,  renunciaba  á  la  de  los  alu- 
viones metalíferos  y  tierras  ferruginosas.  En  cambio,  en  las  de 
la  primera  clase  lo  que  daba  el  Estado  eran  unas  autorizacio- 
nes; pero  la  propiedad  era  del  particular  dueño  de  la  superficie, 
y  de  este  principio  nacía  la  obligación  de  pagar  el  explotador, 
no  sólo  el  valor  del  terreno  que  se  le  ocupaba,  sino  un  quinto  más. 

Las  concesiones  sobre  aluviones  y  tierras  ferruginosas  estaban 
sujetas  al  pago  de  impuestos  mineros,  mientras  que  las  autoriza- 
ciones que  concedía  el  Gobierno  para  explotar  las  substancias 
terrosas  no  estaban  obligadas  á  la  exacción  de  ningún  tributo 
minero-. 

La  vigilancia  sobre  las  canteras  correspondía  á  los  Ingenie- 
ros de  minas;  pero  faltaba  personal  y  un  reglamento  de  aplica- 
ción. La  Administración,  para  satisfacer  esta  necesidad,  nombró 
en  1863  una  Comisión,  compuesta  de  tres  ingenieros,  para  que 
formularan  un  proyecto;  esta  Comisión  presentó  su  informe,  y 
después  de  oída  la  Junta  Superior  facultativa,  pasó  á  la  Sección 
correspondiente  del  Consejo  de  Estado,  sin  más  consecuencias. 
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Industria  miaera  reglamentada.— Eran  objeto  espe- 
cial del  ramo  de  minería  todas  las  substancias  inorgánicas,  me- 
talíferas, combustibles,  salinas  y  fosfatos  calizos,  ya  se  presen- 
taran en  filones,  ya  lo  fueran  en  capas,  bolsadas  ú  otra  cualquier 
forma  de  yacimiento,  con  tal  que  exigieran  para  su  explotación 
trabajos  y  operaciones  superficiales  ó  subterráneas  que  pudieran 
calificarse  de  industria  minera  arreglada  á  las  condiciones  del 
arte;  las  piedras  preciosas,  siempre  que  se  prestasen  á  explota- 
ción, eran  también  objeto  especial  del  ramo  de  minería.  La  ca- 
lificación de  inorgánicas  que  ponía  la  ley  no  era  completamente 
exacta,  desde  el  momento  que  entre  los  combustibles  está  la 
turba,  cuyo  origen  es  orgánico.  Los  fosfatos  calizos  hubieran 
estado  mejor  colocados  en  la  industria  minera  libre,  por  sus 
aplicaciones  á  la  agricultura. 

Se  tuvo  en  cuenta  al  hacer  esta  clasificación,  á  más  de  la  na- 
turaleza de  las  substancias,  la  manera  de  explotarlas  según  la 
forma  y  circunstancia  del  yacimiento.  La  precisión  de  que  exija 
9U  disfrute  un  ordenado  laboreo^  era  difícil  de  apreciar,  que- 
dando al  buen  juicio  del  ingeniero  de  minas,  poderlo  hacer; 
se  comprende  que  un  grano  aislado  ó  una  mezcla  accidental,  y 
en  corta  cantidad,  adherido  á  las  rocas,  no  puede  calificarse 
de  yacimiento  por  carecer  de  la  concentración  necesaria  para  un 
ordenado  laboreo;  pero  tampoco  se  podía  exigir  que  en  las  pri- 
meras labores  dieran  seguridad  de  encontrar  un  yacimiento  con 
éxito  en  su  aprovechamiento,  y  de  aquí  la  necesidad  de  precisar 
bien  lo  que  sea  un  yacimiento  ó  criadero. 

Propiedad  de  las  minas. — La  propiedad  de  todas  estas 
substancias  correspondía  al  Estado,  y  nadie  podía  disponer  de 
ellas  sin  concesión  del  Gobierno. 

Todo  español  ó  extranjero  podría  hacer  libremente  labores  so- 
meras en  busca  de  los  expresados  minerales  en  cualesquiera  terre- 
nos que  no  estuvieran  dedicados  al  cultivo,  ya  pertenencieran 
al  Estado,  á  los  pueblos  ó  á  los  particulares.  Las  calicatas  no  po- 
dían exceder  de  dos  metros  lineales  en  cuadro  y  un  metro  de 
profundidad. 

De  modo  que  el  principio  fundamental  de  la  legislación  era  la 
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regalía  del  Estado;  pero  como  ya  indicamos  al  presentar  la  legis- 
lación de  1849,  dando  entrada,  y  más  en  la  ley  de  1859,  al  sis- 
tema de  la  libertad  de  minas;  principios  que  hemos  visto  admi- 
tidos por  gran  número  de  naciones,  á  la  cabeza  de  las  cuales  he- 
mos colocado  á  Alemania. 

La  limitación  que  hemos  visto  en  cuanto  al  cultivo  de  los  te- 
rrenos,, estaba  precisado  en  la  forma  de  que,  cuando  eran  terre- 
nos de  secano  que  tenían  arbolado  ó  viñedo,  ó  estuvieran  dedi- 
cados á  pastos  ó  labor,  podía  el  Gobernador  conceder  permiso, 
si  lo  creía  conveniente;  pero  en  las  huertas,  jardines  ó  cuales- 
quiera tincas  de  regadío,  la  negativa  del  dueño  era  definitiva. 

Tanto  los  propietarios  en  sus  terrenos,  como  los  extraños,  para 
hacer  calicatas  tenían  que  ponerlo  en  conocimiento  del  Alcalde 
respectivo  y  por  escrito;  en  la  solicitud  se  anotaba  la  fecha  de  la 
presentación,  y  se  entregaba  un  resguardo,  que  justificaba  el  cum- 
plimiento de  aquella  prescripción.  La  prioridad  en  estas  solici- 
tudes no  concedía  ningún  derecho  á  la  concesión;  los  derechos 
se  fundaban  en  las  peticiones  de  registro  ó  investigación,  que 
después  diremos. 

Se  establecía  también  la  zona  de  servidumbre  que  hemos  di- 
cho en  la  legislación  anterior  para  los  edificios,  caminos,  ferro 
carriles,  carreteras,  canales,  fuentes,  abrevaderos,  etc.,  y  protec- 
ción militar,  dentro  de  las  cuales  no  podían  emprenderse  traba- 
jos mineros,  á  no  ser  con  permiso  de  los  particulares  ó  autorida- 
des que  ejercieran  jurisdicción  en  las  referidas  zonas. 

Pev*(enencias  minera.^.— La  extensión  de  las  pertenen- 
cias era,  con  poca  diferencia,  la  misma  de  la  l«y  anterior;  se  dis- 
tinguía las  siguientes  clases: 

1.*  La  pertenencia  ordinaria  de  nna  mina  era  nn  sólido  de  base  rectan- 
icnlitr  de  800°*  de  largo  por  200°*  de  ancho  en  sentido  horizontal,  y  de  pro- 
fandidad  indefinida. 

2.*  £n  Jas  minas  de  carbón  de  piedra,  hierro,  antracita,  lignito,  tnrba, 
asfalto,  arcillas  bitaminosas  ó  carbonosas,  sulfato  de  sosa  y  sal  gemma, 
500  ■"  por  900°*,  denominadas  grandes  pert3nencias. 

8.*  Si  86  trataba  de  nn  manchón  de  tnrba  qne  no  llegaba  á  la  extensión 
de  nna  pertenencia  incompleta  de  su  clase,  podia  designarse  la  forma  de 
un  reotáagnJp  cualquiera,  que  comprendiera  el  depósito  ó  manchón. 
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/uando  entre  dos  pertenencias  resultaba  ana  faja,  y  entre  tres  ó 
1  espacio  franco,  en  que  podia  demarcarse  un  rectángulo  cuya  su* 
e  horizontal  no  fuera  menor  de  los  dos  tercios  de  una  pertenencia 
propia  clase,  y  cuyo  lado  mayor  no  excediera  de  900  metros  en  per- 
da  ordinaria,  y  de  500  metros  en  las  grandes,  se  formaba  una  perte- 
.  incompleta,  adjudicándola  á  quien  la  solicitaba, 
/uando  el  espacio  que  quedaba  entre  dos  ó  más  pertenencias  no  daba 
i  la  colocación  de  una  pertenencia  incompleta,  se  consideraba  como 
la,  que  se  adjudicaba  al  dueño  de  la  mina  más  antigua  de  las  coUn- 
I,  y  por  su  renuncia  á  los  que  le  seguían  por  orden  de  prioridad.  La 
ia  no  podía  extenderse  á  mayor  superñcie  que  los  dos  tercios  de  una 
encia  completa,  y  á  ninguna  mina  se  podia  adjudicar  más  de  una 
la. 

I  pertenencias  que  servían  de  medida  6  unidad  legal  de  las 
isiones  eran  las  ordinarias  y  las  grandes  pertenencias.  Los 
)s  verticales  no  eran  los  más  convenientes  cuando  se  trata 
)nes,  porque  A  gran  profundidad,  y  á  poca  inclinación  que 
n,  se  salen  de  sus  límites,  y  el  concesionario  que  tiene  me- 
medios  para  continuar  su  explotación  pierde  su  derecho; 
mbio  un  nuevo  concesionario  tiene  que  comenzar  por  hacer 
les  gastos  para  poder  llegar  á  aquella  profundidad, 
cuanto  á  las  pertenencias  incompletas  y  las  demasías,  no 
más  que  partes  ó  fracciones  de  las  pertenencias  unidades, 
ly  no  ponía  límites  en  cuanto  al  número  de  pertenencias 
►odia  tener  ninguna  persona  ni  Sociedad,  y  lo  único  que 
El  era  que  en  cada  solicitud  no  se  pidieran  más  de  dos  per- 
cías  ordinarias  para  una  sola  persona  y  cuatro  para  una 
afiía,  y  doble  número  en  las  grandes  pertenencias. 
;  particulares  ó  las  empresas  podían  constituir  grupos  de 
aencias  ó  cotos  mineros^  sin  perjuicio  de  la  división  de  las 
ctivas  demarcaciones,  y  debiendo  comprender  cada  coto 
rtenencias  como  mínimo  y  60  como  máximo.  Los  gastos 
casionaba  la  instrucción  separada  de  cada  expediente  eran 
O  reales,  y  con  esto  se  consideraba  como  freno  suficiente 
que  los  particulares  no  pidieran  gran  número  de  perte- 
as. 

Dcesiooes.— La  concesión  de  la  propiedad  minera  podía 
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llevado  bien,  el  Ministro,  previo  informe  del  ingeniero  y  del  go* 
bernador,  podía  prorrogarlo  por  otros  6  años.  ínterin  continua- 
ran las  labores  en  estéril,  el  expediente  de  concesión  de  la  mina 
quedaba  en  suspenso;  hasta  que  hallado  el  mineral  suficiente, 
se  solicitaba  la  demarcación. 

PoE  EEGI8TR08.— Ya  hcmos  dicho  que  la  primera  parte  de  la 
tramitación  de  estos  expedientes  era  igual  al  de  las  investiga- 
ciones. 

Los  registradores  tenían  la  obligación  de  habilitar  en  el  térmi- 
no de  4  meses  la  labor  legal  de  10  metros,  fuera  en  profundidad 
por  pozo,  ó  en  longitud,  por  socavón,  desmonte  ó  zanja.  Antes  de 
vencer  este  plazo  había  que  descubrir  el  mineral  y  participarlo 
así  á  la  Administración.  Cuando  se  pedían  cotos,  el  depósito  te- 
nía que  ser  de  100  reales  por  cada  pertenencia,  para  los  gastos 
del  expediente,  y  la  labor  legal  hacerse  en  cuatro  puntos,  distan- 
tes entre  sí,  400  m.  en  pertenencias  ordinarias,  y. 600  m.  en  las 
grandes  pertenencias. 

Si  al  terminar  el  plazo,  de  los  4  meses  el  registrador  no  había 
encontrado  el  mineral,  antes  ó  después  de  haber  hecho  la  labor 
legal  podía  convertir  en  investigación  su  registro,  si  así  lo  soli- 
citaba. 

Demarcación. — Descubierto  el  mineral  por  cualquiera  de 
los  dos  medios,  los  interesados  tenían  que  pedir  la  demarcación 
de  la  mina,  y  el  ingeniero  tenía  que  llevarla  á  cabo  en  el  plazo 
de  4  meses,  que  el  gobernador  podía  prorrogar  á  6  por  impedi- 
mentos graves. 

Si  del  reconocimiento  hecho  por  el  ingeniero  resultaba:  1.®,  ha- 
llarse habilitada  la  labor  legal;  2.**^,  existir  terreno  franco;  y 
3.^,  estar  descubierto  el  mineral,  se  procedía  á  demarcar  la  per- 
tenencia. Y  si  alguna  de  estas  circunstancias  no  concurría,  se  de- 
volvía el  expediente. 

De  toda  demarcación  se  levantaban  por  el  ingeniero  dos  pla- 
nos topográficos,  en  papel  marquilla  ó  tela,  con  sus  correspon- 
dientes explicaciones.  La  escala  era  de  ^tÍ^fó»  pudiendo  modifi- 
carse en  los  casos  especiales;  para  las  grandes  pertenencias  y  co^ 
tos  mineros  era  de  tot^oo-^  ^on  análoga  facultad  para  su  aumento 
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ó  disminnción.  Una  reglamentación  minuciosa  fijaba  la  mai 
de  extender  las  actas,  y  para  hacer  la  demarcación  y  de 
operaciones  á  ella  anejas. 

Todas  las  diligencias  eran  gratuitas,  y  no  se  exigían  á  las 
tes  más  cantidades  ni  para  otros  objetos  que  los  designados  € 
ley  y  reglamento.  En  el  expediente,  los  escritos  de  los  intei 
dos  se  extendían  en  papel  del  sello  de  dos  reales;  no  se  entr 
ban  los  expedientes  á  las  partes,  y  sólo  con  orden  del  gobe 
dor  se  daba  vista  de  ellos  y  podían  solicitarse  certificacione 
lo  que  constaba  en  los  expedientes. 

A  los  15  días  de  hecha  la  demarcación,  los  interesados  ei 
gabán  en  el  Gobierno  de  provincia  60  reales  en  papel  de  rei 
gro  por  cada  pertenencia  completa  ó  incompleta,  demasía,  i 
nal  ó  terrero  demarcado;  y  100  reales  en  pago  del  papel  de 
lio  3.^  en  que  tenían  que  extenderse  los  títulos  de  propieda( 

Al  concesionario  se  le  expedía  un  Real  título  de  propiei 
al  cual  se  acompañaba  uno  de  los  planos,  que  se  desglosaba 
expediente.  En  el  título  se  expresaban  las  condiciones  genei 
de  la  ley  y  reglamento,  y  las  especiales  que  para  cada  caso 
ran  necesario  imponer  por  la  conveniencia  pública  en  raz 
la  naturaleza  del  mineral  ó  de  las  circunstancias  de  la  empí 
Las  concesiones  eran  por  tiempo  ilimitado,  y  mientras  los  n 
ros  cumplían  con  las  condiciones  impuestas. 

Demasías,  {¡galerías  g'cnrralea,  terreros  y  eaco 

lea— Para  la  concesión  de  demasías,  los  ingenieros  que  vi 
ban  las  comarcas  donde  se  explotaban  minas,  y  los  que  hs 
las  demarcaciones,  al  reconocer  que  existían  las  fajas  ó  espi 
francos  que  podían  considerarse  como  demasías,  tenían  la 
gación  de  ponerlo  en  conocimiento  del  gobernador,  el  cual, 
tro  del  plazo  de  30  días,  comenzaba  á  instruir  el  expedien 
adjudicación. 

También  podían  solicitarse  las  demasías  por  los  duefios  d 
minas  colindantes,  sujetándose  al  orden  de  prioridad.  En  1 
los  casos  tenían  que  quedar  adjudicadas  antes  de  los  dos  añ 
la  concesión  más  moderna  de  las  que  determinaban  el  períc 
del  espacio  franco  entre  pertenencias. 
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Para  las  concesiones  de  galerías  generales  en  terreno  franco 
había  que  solicitar  la  concesión  de  un  coto  minero,  y  si  no  fuese 
posible,  por  tener  que  atravesar  la  galería  terrenos  ocupados 
por  minas  concedidas,  registradas  ó  en  investigación,  el  empre- 
sario tenía  que  celebrar  conciertos  con  los  interesados. 

Al  empresario  de  una  galería  general  podía  concedérsele  la 
reserva  de  un  número  determinado  de  pertenencias  por  él  seña- 
ladas de  entre  las  libres  ó  francas,  sobre  el  terreno  de  sus  labo- 
res, ó  en  su  proximidad  al  alcance  prudencial  de  sus  desagües. 

Toda  pertenencia  minera  estaba  obligada  á  permitir  el  paso  á 
una  galería  general,  y  á  respetar  la  fortificación  de  ésta  sin 
arrancar  minerales  en  términos  de  que  quedaran  sus  paredes 
con  menos  de  dos  metros  de  espesor,  á  no  ser  que  las  fortificaran 
en  toda  regla  y  á  sus  propias  expensas.  El  precio  de  los  servi- 
cios de  desagües,  ventilación  y  extracción  dados  por  el  empre- 
sario, se  arreglaba  por  convenios  amistosos,  y  á  falta  de  avenen- 
cia por  tasación  de  peritos,  y  en  caso  de  discordia  por  un  tercero 
nombrado  por  el  Gobernador. 

También  eran  objeto  de  concesión  los  terreros  procedentes  de 
minas,  y  los  escoriales  de  oficinas  de  beneficio,  con  tal  de  que 
unos  y  otros  estuvieran  abandonados.  Los  expedientes  eran  igua- 
les á  los  seguidos  por  los  registros,  con  la  única  diferencia  de 
que  la  labor  legal  consistía  en  tres  pozos  ó  zanjas  en  el  man- 
chón, que  pusieran  de  manifiesto  la  naturaleza  y  condiciones  del 
escorial  ó  terrero. 

Las  designaciones  y  demarcaciones  eran  en  forma  poligonal 
rectilínea,  según  señalaba  el  peticionario,  pero  su  extensión  su- 
perficial no  podía  exceder  del  doble  de  una  pertenencia  grande, 
6  sean  300.000  metros  cuadrados.  Cuando  en  la  pertenencia  de 
un  terrero  ó  escorial  solicitaba  labrar  una  mina  un  extraño,  te- 
nía preferencia  el  dueño  del  escorial.  Pero  los  terreros  y  escoria- 
les contenidos  en  pertenencias  mineras  eran  de  la  propiedad  de 
los  dueños  de  las  minas. 

Derechos  j  obligfaciones  de  los  mioeros.  —  Estaba 
dispuesto  que  los  mineros  tenían  que  labrar  las  minas  según 
las  prescripciones  del  arte,  cumpliendo  las  disposiciones  de  se- 
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gnridad  y  policía  para  que  las  minas  se  mantuvieran  limpias, 
desaguadas  y  bien  ventiladas. 

Los  mineros  tenían  que  conservar  los  mojones  de  sus  pertenen- 
cias, con  imposición  de  multas  de  1.000  reales,  y  de  2.000  en 
caso  de  reincidir  en  aquella  falta. 

Cuando  los  mineros  encontraban  en  sus  trabajos  oíros  minera- 
les distintos  de  los  que  habían  motivado  la  concesión,  estaban 
obligados  á  comunicarlo,  al  solo  efecto  de  la  estadística  minera. 
Los  ingenieros  debían  visitar  las  minas  una  vez  al  afio  por  lo 
menos,  y  éstas  debían  tener  un  Ztfero  de  iíisitas  y  otras  varias 
prescripciones,  en  gran  parte  conservados  en  los  reglamentos 
actuales.  Pero  se  cumplían  poco,  por  la  falta  de  personal  que  vi- 
gilara las  minas,  el  cúmulo  de  obligaciones  que  &  este  personal 
correspondía,  y  por  no  existir  un  reglamento  de  ejecución  ade- 
cuado. 

El  ptieble  de  las  minas  estaba  mandado  sostener  por  lo  menos 
183  días  al  afio,  y  tenían  que  tener  cuatro  operarios  por  perte- 
nencia; no  era  indispensable  que  los  trabajadores  estuvieran  dis- 
tribuidos entre  todas  las  pertenencias,  sino  que  podían  acudir  á 
donde  fuera  más  conveniente  á  los  intereses  de  la  empresa.  Para 
el  cómputo  del  pueble  se  permitió  tomar  en  cuenta  la  fuerza 
mecánica  que  se  empleara;  calculando  la  fuerza  de  un  hombre 
en  8  horas,  y  desarrollando  un  trabajo  de  360.000  kilográmetros. 

Como  comprobación  de  haber  estado  poblada  una  concesión, 
los  ingenieros  fijaban  en  cada  caso  particular  la  labor  mínima 
que  tenía  que  hacerse.  Las  explotaciones  de  carbón  de  piedra  ó 
antracita  tenían  que  estar  dirigidas  por  ingeniero  ó  facultativo 
autorizado. 

Cadneidad.— La  falta  de  cumplimiento  en  las  formalidades 
hasta  adquirir  la  propiedad  de  las  minas  ó  el  incumplimiento  de 
las  condiciones  impuestas  á  las  concesiones,  daba  logar,  ó  á  la 
cancelación  de  los  expedientes,  ó  á  la  caducidad  de  la  concesión 
misma. 

Los  gobernadores  eran  los  que  declaraban  fenecidos  ó  cance- 
lados los  expedientes,  y  franco  y  registrable  el  terreno,  y  man- 
daban que  se  notificara  á  las  partes.  Las  publicaciones  en  el 
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Boletín  oficial  no  tenían  lugar  hasta  que  quedaran  ejecutoria- 
das las  sentencias. 

Para  la  caducidad  decretada  por  faltar  á  las  condiciones  de 
la  concesión  se  admitían  excepciones;  por  guerra,  peste  ó  ham- 
bre en  el  radio  de  60  kilómetros;  el  incendio,  la  inundación,  el 
terremoto  ó  el  temporal  que  impidieran  el  laboreo;  y  siempre, 
por  causas  de  fuerza  mayor  debidamente  comprobada. 

Los  decretos  de  caducidad  los  daban  los  gobernadores;  pero 
tanto  para  estos  casos,  como  para  los  de  cancelación  de  expe 
dientes  podía  acudirse,  antes  de  los  oO  días,  á  partir  de  la  noti- 
ficación de  aquellos  decretos,  en  alzada  ante  el  Consejo  provin- 
cial, y  de  este  fallo  podía  apelarse  ante  el  Consejo  de  Estado. 
La  caducidad  podía  pedirse  á  instancia  de  parte. 

AdminiatCración.— Los  organismos  encargados  de  la  admi- 
nistración del  ramo  de  minas  eran: 

La  Junta  Superior  facultativa,  que  se  rigió  después  por  el  Re- 
glamento general  del  Cuerpo  de  1865;  sus  obligaciones  eran  de 
dos  clases,  consultivas  y  activas.  La  presidencia  correspondía 
al  Ministro;  y  no  asistiendo,  al  Director  de  Agricultura,  Indus- 
tria y  Comercio;  su  Presidente  era  un  Inspector  general  de  pri- 
mera clase,  y  la  constituían  todos  los  Inspectores  de  1.*  y 
2.*  clase. 

Para  el  servicio  facultativo  del  ramo  de  minas  se  dividía  la 
Península  é  islas  adyacentes  en  tres  secciones  mineras,  de  las 
que  eran  Jefes  los  Inspectores  generales  de  1.*  clase;  cada  sec- 
ción se  dividía  en  4  distritos,  haciendo  un  total  de  12  distri- 
tos; al  frente  de  cada  uno  había  un  Inspector  general  de 
2.*  clase;  á  las  órdenes  de  éstos  estaban  los  respectivos  jefes 
de  las  provincias  y  demás  personal  subalterno  de  ingenieros, 
aspirantes  y  auxiliares.  El  Cuerpo  de  Minas  se  regía  por  un  re- 
glamento que  tenía  grandes  semejanzas  con  el  vigente,  que  más 
adelante  expondremos. 

Para  ayudar  á  los  ingenieros  en  las  operaciones  de  campo  y 
en  los  trabajos  de  gabinete  se  crearon  los  auxiliares  facultati- 
vos de  minas,  que  constituyen  también  un  Cuerpo  con  sus  cate- 
gorías y  sueldos  correspondientes. 
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Aparte  de  estas  diferencias  qae  hemos  mencionado,  y  de  los 
reglamentos  de  aplicación  qae  se  dieron,  el  sistema  adminis- 
trativo podemos  decir  que  no  sufrió  alteración  del  que  venía  es- 
tablecido por  la  ley  de  1849.  Las  secciones  especiales  cfeadas 
en  las  Administraciones  de  provincias  fué  una  mejora;  pero  hu- 
biera podido  ser  más  expedita,  rápida  y  más  segura,  si  á  los  In- 
genieros jefes  se  les  hubiera  dado  una  intervención  más  directa, 
en  la  instrucción  y  despacho  de  los  expedientes. 

La  jurisdicción  minera  se  conservó  tal  como  la  había  estable- 
cido la  ley  de  1849,  con  la  única  diferencia  de  que,  en  ésta,  asistía 
el  ingeniero  más  caracterizado,  con  voto  en  las  contiendas  que 
sobre  denuncios  de  minas  se  ventilaban  ante  los  Consejos  provin- 
ciales; y  en  la  de  1859  se  suprimió  esta  disposición,  que  permitía 
esperar  de  estos  organismos  una  apreciación  más  exacta  de  los 
hechos  de  carácter  técnico. 

loipuefftofli.— Los  impuestos  mineros  eran  de  dos  clases:  uno 
fijo  y  otro  proporcional. 

El  primero  consistía  en  un  canon  annal  de  800  reales  por  cada  pertenen- 
cia ordinaria  de  60.000  metros  cuadrados  de  superficie,  y  de  200  reales  por 
las  de  150.000  m.« 

Los  escoriales  y  terrerros  pagaban  400  reales  por  cada  40.000  m.«  de  su- 
perficie. 

Las  pertenencias  incompletas,  Jas  demasías  y  las  pequeñas  pertenen- 
cias de  turba  pagaban  en  proporción  de  la  superficie  que  tenían. 

Los  permisos  para  investigación  pagaban  200  reales  al  año,  fueran  de 
una  ó  de  dos  pertenencias. 

En  las  galerias  generales  se  pagaba  el  canon  correspondiente  á  las  per- 
tenencias mineras  que  quedaban  reservadas  i>or  la  concesión. 

El  impuesto  proporcional  consistía  en  el  3  por  100  de  los  pro- 
ductos totales,  sin  deducción  de  gastos  de  ninguna  clase;  pero  se 
exceptuaban  por  20  años,  contados  desde  la  publicación  de  la 
ley,  los  combustibles  fósiles,  los  minerales  de  hierro,  la  calamina 
y  la  blenda,  y  sus  productos,  cok,  hierro  y  zinc. 

Posteriormente,  en  1865,  se  dispuso  que  los  minerales  en  crudo 
pagarían  el  3  por  ICO  y  los  metales  el  2  por  100  sobre  su  valor  en 
el  punto  productor.  Tanto  los  minerales  como  los  metales  podían 
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exportarse  al  extranjero,  pero  pagando  los  derechos  según  el 
arancel;  asimismo  los  derechos  de  introducción  venían  fijados 
por  las  tarifas  arancelarias.  El  arancel  de  Aduanas  de  1.**  de 
Enero  de  1863  establecía  una  diferencia,  disminuyendo  los  dere- 
chos cuando  la  procedencia  tenía  bandera  nacional. 

La  administración  de  los  impuestos  de  minas  continuó  á  cargo 
de  la  Dirección  general  de  Contribuciones  y  de  las  Administra- 
ciones de  Hacienda  en  las  provincias,  así  como  de  las  Adminis- 
traciones subalternas  de  Rentas  estancadas  y  Aduanas. 

Comparando  estos  impuestos  con  los  de  1849,  se  ve  que  han  te- 
nido una  notable  rebaja  en  beneficio  de  la  industria  minera.  El 
impuesto  prpporcional  sobre  los  productos  brutos  evita  la  fisca- 
lización excesiva  que  los  anteriores  requerían  y  era  además  bas- 
tante reducido. 

Industria  minera  monopolizada. — A  más  de  las  minas 
que  estaban  reservadas  al  Estado  por  las  leyes  anteriores,  se  agre- 
garon en  la  ley  de  1859  lais  de  hierro,  que  en  Asturias  y  Navarra 
se  destinaron  al  surtido  necesario  de  las  fábricas  nacionales  de 
armas  y  municiones,  y  las  de  sal  que  se  beneficiaban  en  dife. 
rentes  puntos  del  Reino. 

Estas  minas  conservaron  la  misma  extensión  de  terreno  que 
tenían,  y  el  Ministerio  de  Fomentos  mandó  señalar  los  límites  de 
aquellas  que  aún  no  estuvieran  fijados,  de  manera  precisa  y  bien 
determinada. 

El  Gobierno  no  podía  enajenar  ni  adquirir  minas  ni  escoriales 
3in  estar  autorizado  por  una  ley  especial.  Las  minas  de  azufre, 
así  como  las  de  hierro  y  carbón  destinadas  á  las  fábricas  de  ar- 
mas y  municiones,  dependían  del  Ministro  de  la  Guerra  y  se  di- 
rigían y  administraban  por  el  Cuerpo  do  Artillería;  y  como  en 
Bllas  no  tenían  intervención  los  ingenieros  de  minas,  no  nos 
Dcuparemos  de  su  régimen  administrativo,  facultativo  y  econó- 
mico. 

Las  demás  minas  reservadas  al  Estado  venían  dirigiéndolas  los 
ingenieros  de  minas,  y  las  salinas,  aunque  no  estaban  á  su  cargo, 
3ra  conveniente  conocer  su  legislación,  por  lo  que  afectaba  á  las 
concesiones  de  las  minas  de  sal  en  favor  de  los  particulares,  y  la 
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influencia  que  ejercía  el  monopolio  de  esta  substancia  en  el  des- 
arrollo de  la  riqueza  pública. 

Dependían  las  minas  del  Estado  del  Ministerio  de  Hacienda, 
habiendo  pasado  de  la  Dirección  de  Consumos,  á  la  de  Casas  de 
Moneda  y  Minas,  á  la  de  Fincas  del  Estado,  y  últimamente,  á  la 
de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  quedando  las  salinas  en 
la  Dirección  de  Rentas  estancadas. 

En  un  principio  la  parte  administrativa  dependía  del  Ministe- 
rio de  Hacienda  y  la  facultativa  de  Fomento,  cuya  Dirección  de 
Agricultura,  Industria  y  Comercio  era  la  que  destinaba  los  in- 
genieros, aprobaba  los  proyectos  de  obras  y  labores,  y  disponía 
su  ejecución;  pero  después,  tanto  la  dirección  administrativa  y 
económica  como  la  facultativa  pasó  á  depender  de  Hacienda. 
Esta  medida,  que  se  dio  con  carácter  provisional  é  ínterin  se 
discutía  la  ley  de  1859,  pasó  á  ser  definitiva  ante  el  silencio  de 
esta  disposición  legislativa. 

La  resolución  fué  favorable,  porque  hacía  desaparecer  en 
parte  el  antagonismo  entre  empleados  dependientes  de  diferen- 
tes Ministerios;  pero  no  hizo  desaparecer  por  completo  aquellos 
inconvenientes,  desde  el  momento  que  los  ingenieros  de  minas 
tenían  que  depender  del  Ministro  de  Fomento  y  éste  intervenía 
en  su  nombramiento.  El  Ministro  de  Hacienda  proponía  al  de  Fo- 
mento en  tema  los  ingenieros  que  debían  desempeñar  los  car- 
gos de  directores  de  las  minas  del  Estado;  y  á  su  vez  el  Direc- 
tor, por  tema  también,  proponía  los  ingenieros  subalternos.  Los 
ingenieros  tenían  que  llevar  tres  años  en  el  Cuerpo  y  los  direc- 
tores ser  de  categoría  de  jefes  de  2.*  clase.  Los  directores  de 
Almadén,  Ríotinto  y  Linares  tenían  20.000  reales  anuales  de  so 
bresueldo,  y  los  ingenieros  12.000  reales. 

En  estos  establecimientos  tenían  lugar  las  prácticas  de  los  in- 
genieros al  salir  de  la  Escuela,  y  estaban  á  las  inmediatas  órde- 
nes y  bajo  la  dependencia  de  los  directores  facultativos. 

En  las  minas  reservadas  del  Estado  regían  las  leyes  y  disposi- 
ciones relativas  á  la  contabilidad  administrativa,  así  como  las 
que  se  referían  á  los  contratos  y  servicios  públicos,  teniendo 
presente  las  excepciones  que  existían  para  la  subasta  pública  en 
ciertos  casos,  entre  otros  los  de  obras  de  excavación  y  mampos- 
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tería,  los  servicios  de  destilación  y  otros  de  igual  oaturaleza, 
que  estaban  dispensados  de  las  licitaciones  públicas  por  la  or- 
gencja  de  practicarlos  tan  luego  como  se  advierte  su  necesidad. 

^  Almadén. — Desde  el  año  1646,  en  que  cesó  el  contrato  con 

f  los  Condes  Fúcares  y  empezaron  á  trabajarse  estas  minas  por 

'>-  cuenta  del  Estado,  hasta  el  1735,  en  que  se  redactaron  las  prime- 

^'^  ras  Ordenanzas,  se  regía  el  establecimiento  por  órdenes  aisladas, 

L  que  se  dictaban  según  lo  exigían  las  circunstancias  de  cada 

í  caso;  y  apagado  el  incendio  en  las  entibaciones  en  1775,  que 
duró  tres  aflos  y  medio,  tomaron  los  trabajos  un  gran  incre- 

'*  mentó  bajo  la  dirección  de  los  ingenieros  alemanes.  Dependía 

>     .  en  su  totalidad  este  establecimiento  de  la  sección  de  Indias  del 

f  Ministerio  de  Hacienda. 

^^"  Después  de  varios  intentos  de  redacción  de  nuevas  Ordenan - 

í  zas  completas,  sin  que  ninguna  de  ellas  llegara  á  ponerse  en 

F/  vigor,  por  fin  en  1802  se  aprobaron  unas  instrucciones,  alte- 

h  rando  con  pocas  ventajas  la  marcha  antigua;  por  éstas  se  creó 

c^  un  Comisario  de  guerra  para  la  intervención,  que  vino  á  intro- 

I  ducir  graves  disensiones  entre  los  jefes  del  establecimiento.  Por 

"^  último,  en  1835  se  dieron  las  bases  para  una  nueva  legislación, 

;,  y  en  4  de  Marzo  de  1846  se  aprobaron  por  Real  orden  las  dispo- 

í^  siciones  provisionales  para  el  mejor  servicio  facultativo. 

i  Pero  pronto  quedaron  anticuadas  con  el  cambio  político  que 

r-  tuvo  lugar  en  el  país.  Y  tomándose  como  base  unas  Ordenanzas 

'S  redactadas  por  el  entendido  empleado  en  la  administración  de 

i,  minas  D.  José  de  Madariaga,  la  Dirección  de  Consumos,  Casa 

í^  de  Moneda  y  Minas  dio  unas  reglas  que  á  su  vez  tenían  que 

[^'  servir  de  modelo  para  las  demás  minas  del  Estado. 

*t.  La  administración  se  encomendó  á  un  Superintendente;  la 

í  1  dirección  facultativa,  á  un  Director  con  carácter  técnico;  y  la 

ii  intervención,  á  un  Contador  y  á  un  Depositario-pagador. 

*'  Además  del  Director,  había  tres  ingenieros  de  plantilla  que, 

I  con  los  que  estaban  en  prácticas,  eran  los  que  prestaban  servicio 

^  y  ayudaban  al  Director.  Para  la  mejor  marcha  de  todos  los  asun^ 

¡  tos  se  formaban  Juntas,  facultativa,  enconómica  y  de  subastas. 

I'-  Las  minas  y  fábricas  de  Almadenejos  quedaron  cerradas  en  el 
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afio  1861,  porque  sus  rendimientos  eran  tan  escasos  que,  lejos  dé 
producir  utilidades,  causaban  grandes  pérdidas  al  Estado. 

Lo  perjudicial  que  era  entonces  para  la  salud,  el  trabajo  en 
aquellas  minas  y  en  los  hornos  de  destilación,  ha  hecho  que  para 
estimular  el  trabajo  se  hayan  concedido  en  todo  tiempo  privile- 
gios en  fAvor  de  aquellos  obreros;  así  en  1792  se  les  declaró  libres 
de  contribuciones;  posteriormente  se  eximió  del  servicio  militar 
á  los  operarios  vecinos  de  Almadén  y  los  de  Chillón,  Almadene- 
jas,  Alhamillo  y  Gargantiel,  y  también  á  los  forasteros  que  con- 
taran dos  afios  de  servicios  habiendo  dado  100  jornales;  se  con- 
cedían pensiones  á  los  que  ya  por  su  edad  no  podían  prestar  ser- 
vicios, y  á  las  viudas  ó  huérfanos  de  los  operarios  de  las  minas; 
por  último,  se  les  concedía  la  utilización  de  la  dehesa  de  Castil- 
seras,  afecta  á  las  minas  de  Almadén. 

De  todos  los  monopolos  que  ha  ejercido  el  Estado,  ha  sido  qui- 
zás el  más  lógico  el  estanco  del  azogue  y  la  explotación  de  las 
minas  de  Almadén,  por  ser  este  yacimiento  el  único  capaz  por 
su  grandeza  de  abastecer  todos  los  mercados  del  mundo:  no  es 
de  extrañar,  pues,  que  se  guardara  como  una  joya,  porque  vendía 
sus  productos  á  un  precio  subido,  seguro  de  su  venta,  y  se  tenía 
con  ello  una  gran  renta.  Pero  el  descubrimiento  de  los  yaci- 
mientos de  California  en  1852  hizo  desaparecer  aquellos  motivos 
de  monopolio,  y  en  1853  se  decretó  el  desestanco  á  consecuen- 
cia de  la  explotación  califomiana. 

Con  este  motivo  se  pensó  en  la  venta  de  las  minas  de  Almadén, 
cosa  que  antes  á  nadie  se  le  hubiera  ocurrido.  La  tasación  de  la 
mina,  cosa  difícil  de  llevar  á  cabo  en  los  tiempos  antiguos,  era 
ya  una  cosa  sencilla,  por  tratarse  de  un  yacimiento  perfecta- 
mente estudiado  y  con  una  producción  fácil  de  calcular;  y  de 
aquí  que  en  1866  el  diputado  á  Cortes  D.  Lino  Pefiuelas  presen- 
tara un  proyecto  de  ley  para  su  enajenación,  que,  aunque  fué 
tomado  en  consideración,  la  disolución  de  aquéllas  Cortes  impi- 
dió que  llegara  á  ser  ley. 

Ríotlnáo. — EJn  la  antigüedad  se  trabajaron  estas  minas  por 
particulares  ó  empresas  que  formaban  asientos  ó  contratos  con 
la  Corona,  hasta  el  afto  1783,  que  comenzó  su  explotación  por 
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cuenta  del  Estado.  En  1788  se  aprobó  una  instrucción  y  regla- 
mentó,  y  en  1818  se  dividió  por  primera  vez  la  parte  admi* 
nistrativa  de  la  facultativa,  aunque  continuando  vigentes  las 
disposiciones  anteriores. 

En  1829  se  arrendaron  las  minas  á  una  empresa  por  veinte 
aflos,  volviendo  á  trabajarse  las  minas  por  cuenta  del  Estado 
á  partir  de  1849.  También  se  arrendó  por  dos  veces  el  bene* 
ficio  de  los  minerales  á  pesar  del  mal  resultado  que  habían  dado 
los  anteriores  arriendos. 

£1  Director  facultativo  era  el  jefe  de  aquel  establecimiento, 
hasta  el  año  1853,  que  se  nombró  un  Comisario  regio  con  mayo- 
res atribuciones  que  las  concedidas  al  Superintendente  de  Alma- 
dén; posteriormente,  la  explotación  y  el  beneficio  de  los  minera- 
les se  bacía  por  cuenta  del  Estado.  La  falta  de  un  reglamento 
que  deslindara  claramente  las  atribuciones  del  Comisario  y  del 
Director  facultativo,  dio  lugar  á  diñcultadcs  en  la  marcha  de 
aquel  establecimiento  que  no  desaparecieron,  al  menos  en  apa 
riencia,  hasta  que  en  1859  la  Dirección  de  Consumos,  Casa  de 
Moneda  y  Minas  aprobó  un  reglamento  provisional  para  el  ré- 
gimen de  aquella  mina. 

Conforme  á  dicho  reglamento,  la  administración,  la  dirección 
facultativa,  la  intervención  y  la  contabilidad  estaban  encomen- 
dadas, al  Comisario  regio ,  á  un  Ingeniero  director,  á  un  Inter- 
ventor y  al  número  de  empleados  necesarios  para  todos  los  ser- 
vicios. Había,  como  en  Almadén,  ingenieros  de  plantilla  é  inge- 
nieros prácticos,  y  las  Juntas,  facultativa,  económica  y  de  su- 
bastas. 

La  cuestión  de  la  enajenación  de  las  minas  de  Riotinto  ha  sido 
una  de  las  más  debatidas.  A  la  conclusión  del  contrato  que  el 
Gobierno  había  hecho  con  una  empresa  particular  para  la  explo- 
tación de  las  minas,  y  en  vista  de  sus  pocas  utilidades,  parece 
que  se  ofrecieron  en  venta  por  la  insignificante  cantidad  de 
4.5C0.000  reales.  Varios  intentos  de  venta  se  hicieron  después, 
pero  por  tratarse  de  una  mina  cuya  importancia  verdadera  se 
sospechaba,  pero  no  se  conocía,  hacía  difícil  su  tasación,  y  si 
ésta  se  hubiera  fundado  en  los  productos  de  los  años  últimos, 
desde  luego  habria  resultado  con  un  valor  excesivamente  bajo. 
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además  un  contador-interventor,  y  las  Juntas,  facultativa  y 
económica  como  en  Almadén  y  Ríotinto. 

Mapbclla  y  Falset. — E^tas  minas  eran  de  poca  importan- 
cia y  estaban  arrendadas  hasta  poco  antes  de  declararse  en 
venta  por  las  leyes  desamortizadoras.  La  inspección  facultativa 
se  ejercía  por  los  jefes  de  los  distritos  mineros  respectivos  de 
Granada  y  Barcelona. 

La  mina  de  grafito  de  Marbella  quedó  parada  desde  que  ter- 
mii;ió  el  último  contrato  de  arriendo,  y  lo  mismo  la  de  plomo  de 
Falset,  cuya  empresa  arrendataria  pagaba  al  Gobierno  el  15 
por  100  de  los  productos,  que  era  una  renta  de  26.000  reales 
anuales  próximamente. 

SaliDa».  —  Desde  el  reinado  de  Alfonso  XI  se  incorporaron 
á  la  Corona  todas  las  salinas  del  Reino  y  se  dictaron  varias  dis- 
posiciones encaminadas  á  aumentar  sus  productos.  Felipe  II 
nombró  un  Tribunal,  llamado  Conato  de  la  «ai,  para  mejorar 
la  administración  del  ramo. 

Las  fábricas  particulares  venían  obligadas  á  entregar  á  la 
Hacienda  la  sal  que  ésta  necesitase,  pudiendo  vender  el  resto 
para  el  extranjero  á  precios  convencionales.  En  1834  se  abolie- 
ron los  acopios  de  sal  que  se  habían  permitido  á  los  pueblos, 
adoptando  el  mismo  sistema  de  estanco  y  administración  que 
para  el  tabaco.  Desde  1842  á  1846  se  arrendó  esta  renta  á  don 
José  Salamanca;  y  desde  esta  fecha  su  administración  fué  por 
cuenta  del  Estado. 

Tanto  la  ley  de  minas  de  1849,  como  la  de  1859,  comprenden 
la  sal  entre  las  substancias  que  son  objeto  de  la  minería,  pu- 
diéndose otorgar  su  concesión  á  los  particulares,  siempre  que  la 
solicitud  no  se  refiriera  á  las  minas  del  Estado.  Como  conse- 
cuencia del  monopolio  que  éste  ejercía,  las  concesiones  de  sal 
estaban  sujetas,  además  de  las  condiciones  generales  de  la  ley 
y  reglamentos  generales  de  minería,  á  otras  especiales,  como 
eran  las  del  derecho  de  primer  mercado  y  la  vigilancia  del  fisco 
para  evitar  fraudes.  El  Ministro  de  Hacienda  intervenía  en  es- 
tas concesiones,  y  los  gobernadores  de  las  provincias  remitían 
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ma  de  1868, — Régimen  colonial. 


las  de  4  de  aiarzo  de  1868.— Poco  más  de 

ue  estaba  en  vigor  la  ley  de  1859,  cuando  ya  en 
en  la  aportara  de  las  Cortes  el  27  de  Diciembre 
iciaba  la  modificación  de  la  ley  de  minas,  fun- 
ísidad  de  simplificar  la  tramitación  á  que  venía 
tución  de  la  propiedad  minera,  y  para  descentra- 
Qiento  administrativo,  dando  asi  mayores  esti- 
sanche  á  la  producción,  y  desarrollándose  con 
liblica.  Nuevo  proceso  laborioso  tuvo  aquel  pro- 
no con  la  ley  sancionada  en  4  de  Marzo  de  1868 
a  24  de  Junio  siguiente,  y  con  el  reglamento 
misma  fecha. 

ones  que  se  introdujeron  no  afectaron  A  los  prin- 
tales  de  la  ley  de  1859,  y  puede  decirse  que  fué 
,  de  aquélla  que  una  ley  nueva, 
objeto  especial  de  la  minería  la  baritina  y  el 
minando  la  esteatita,  que  se  había  incluido  en 
n  de  clasificar  las  substancias  minerales  había 
)re  gran  confusión:  ya  en  la  ley  de  1859  no  hubo 
ir  entre  los  minerales  objeto  de  la  industria  mi- 
78  calizos,  y  en  ésta  se  aumenta,  comprendiendo 
as  que  tampoco  había  motivos  para  incluir, 
ormas  consistió  en  que  las  concesiones  de  minas 
gobernadores  de  las  provincias  en  nombre  del 
5  de  hacerlo  éste  directamente,  como  venía  dis- 
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urisdicción  minera  se  determinó  que  el  conocimiento 
contenciosa  de  las  cuestiones  que  se  promovieran  en- 
ninistración  y  los  concesionarios  sobre  la  inteligencia 
niento  de  las  condiciones  establecidas  en  la  concesión, 
;es  correspondía  al  Consejo  de  Estado,  quedara  enco- 
á  los  Consejos  provinciales  con  apelación  al  primero, 
eglamento  se  definió  un  punto  que  hasta  entonces  ha- 
lugar  á  dudas:  eran  facultativos  ó  peritos  aptos  para 
ñas  é  intervenir  como  tales  los  ingenieros  del  Cuerpo 
los  que  tuvieran  título  de  ingenieros  de  minas,  aun- 
tuvieran  en  el  Cuerpo;  los  que  tuvieran  derecho  á  él 
seguido  la  carrera  como  alumnos  externos  en  la  Els- 
ecial  del  ramo  y  hubieran  sido  aprobados  en  el  exa- 
ral;  los  que  tuvieran  título  extranjero,  y  los  que  hubie- 
\  los  estudios  propios  de  la  carrera  en  cualquier  esta- 
to  acreditado,  por  haber  tenido  la  autorización  del 
)  de  Fomento,  el  cual  examinaría  los  documentos  pre- 
por  los  interesados  y  pediría  informe  de  la  Junta  fa- 
de  minería. 

Legislación  de  minas  en  Ultramar. 

5  la  legislación  de  minas  en  nuestras  antiguas  Colo- 
uba,  Puerto  Rico  y  Filipinas  ha  perdido  su  interés  prin- 
de  el  momento  que  perdimos  estos  dominios  el  año  1898, 
no  obstante,  la  manera  como  se  hacía  aplicación  de  las 
la  Metrópoli  en  el  período  que  venimos  estudiando 
8,  y  las  disposiciones  que  después  se  dictaron  hasta  de- 
p  colonias  españolas. 

B  Cuba.— La  ley  de  minería  de  1825  se  hizo  extensiva 
licación  á  la  Isla  de  Cuba,  así  como  las  disposiciones 
5S,  tales  como  la  relativa  á  las  concesiones  de  substan- 
>sas,  mayor  extensión  de  las  pertenencias  de  carbón  y 
ias,  aunque  con  carácter  provisional  y  siempre  con  el 
de  establecer  una  ley  especial  de  minas  para  aquel  te- 
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Los  extraojeros  no  tenían  la  facultad  de  hacer  libremente  ca- 
licatas como  en  la  Península;  disposición  qne  se  conservaba 
como  un  recuerdo  del  antiguo  régimen  colonial,  que  procuraba 
alejar  á  los  extranjeros  todo  lo  posible;  también  estaba  prohibida 
la  exportación  de  minerales  con  objeto  de  estimular  el  estable- 
cimiento de  fábricas  de  beneficio. 

De  todo  lo  que  no  preveia  el  Real  decreto  de  1825,  seguía  ri- 
giéndose la  minería  por  las  Ordenanzas  de  Méjico  de  1783.  Hasta 
que  después  de  varios  proyectos  de  nueva  legislación,  y  en  vista 
de  las  dificultades  que  esto  presentaba,  se  dio  por  Real  decreto, 
en  13  de  Octubre  de  1863,  el  régimen  minero,  cuyos  fundamentos 
estaban  tomados  del  proyecto  que  se  formuló  en  1851,  y  de  nues- 
tras leyes  de  1819  y  1859.  Así  se  estableció  la  uniformidad  de 
legislación  en  todos  los  puntos  del  territorio  español,  respetán- 
dose las  diferencias  que  existían  entre  los  sistemas  administrati- 
vos y  gobierno  de  la  Península  y  sus  posesiones  de  Ultramar. 

Posteriormente,  un  Real  decreto  de  10  de  Octubre  de  18h3  de- 
claró vigente  en  Cuba  la  ley  de  1859,  la  reforma  de  1868  y  el 
decreto-bases  de  29  de  Diciembre  del  mismo  año. 

El  derecho  del  dueño  del  terreno  para  oponerse  á  la  apertura 
de  calicatas  en  los  terrenos  de  regadío  se  hizo  extensivo  á  los 
sembrados  de  caña.  El  permiso  para  las  investigaciones  era  sólo 
por  dos  años,  y  pagaban  20  pesos  anuales. 

Los  títulos  de  propiedad  de  las  concesiones  se  expedían  á 
nombre  del  Rey  por  el  Gobernador  general  de  la  Isla,  el  cual  era 
el  que  en  definitiva  resolvía  los  expedientes  del  ramo. 

En  cuanto  á  los  impuestos,  según  el  decreto  de  1863,  eran: 
para  las  pertenencias  ordinarias  de  30  pesos  anuales;  las  gran- 
des pertenencias  20  pesos;  los  escoriales  y  terreros  1  peso  por 
cada  1.000  metros  cuadrados;  las  de  hierro  y  combustibles  queda- 
ron exentas  de  canon  por  superficie  durante  20  años.  Posterior- 
mente, en  1883,  se  aumentaron  estos  impuestos  en  un  50  por  100, 
y  se  confirmó  la  exención  para  el  carbón  y  hierro  por  20  años 
más.  La  explotación  de  ías  salinas,  por  ley  de  1890,  quedó  libre 
de  todas  las  contribuciones. 

El  impuesto  proporcional  era  del  3  por  100,  y  se  rebajó  en  1892 
al  2  por  100. 
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La  Administración  del  ramo  de  minería  estuvo  confiada  á  una 
irección,  que  dependía  de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Minia- 
os. Creado  el  Ministerio  de  Ultramar  en  1863,  se  encargó  éste 
í  todo  lo  relativo  á  la  minería  de  las  colonias. 
Antes  de  la  ley  de  1849,  los  ingenieros  que  servían  en  las  Ins- 
ícciones  de  Ultramar  no  estaban  comprendidos  en  el  escalafón 
ú  Cuerpo,  y  se  nombraban  por  la  Dirección  de  Ultramar,  á 
•opuesta  de  la  de  Minas;  obtenían  el  grado  inmediato,  viaje 
igado,  y  á  su  regreso  ocupaban  el  sitio  que  en  la  escala  les  co- 
espondía.  Desde  la  ley  de  1849,  los  ingenieros  que  servían  en 
Itramar  estaban  incorporados  al  escalafón;  se  les  concedía  el 
censo  á  la  escala  superior  inmediata,  que  conservaban  á  su 
greso  como  supernumerarios,  sin  entrar  en  clase  efectiva  hasta 
le  les  correspondía  por  rigurosa  antigüedad,  y  siempre  que 
jrmanecieran  por  lo  menos  6  años  en  las  Colonias. 
En  1873  se  dispuso  que  al  regresar  de  Ultramar  se  les  conser- 
ira  el  sueldo  y  honores  del  cargo  últimamente  desempeñado, 
al  ser  dados  de  alta  en  el  escalafón  general  del  Cuerpo  to- 
arían el  número,  situación  y  servicio  que  les  correspondía  por 
itigüedad  entre  los  individuos  que  les  precedían  y  seguían  al 
archar  á  Ultramar,  abonándoseles  el  sueldo  correspondiente 
su  ascenso  y  conservando  los  honores  y  derechos  que  al  mismo 
irrespondían. 

En  la  Isla  de  Cuba  se  fijó  la  plantilla  en  6  de  Agosto  de  1893 
m  dos  distritos:  uno  en  la  Habana  con  un  ingeniero  jefe  de 
*  clase  con  1.600  pesos  de  sueldo  y  2.000  de  sobresueldo;  y  el 
ro  en  Santiago  de  Cuba,  con  un  ingeniero  1.°  con  1.200  pesos 
5  sueldo  y  1.300  de  sobresueldo,  y  un  ingeniero  2.°  con  800  y 
200  pesos  respectivamente. 

Otras  muchas  disposiciones  se  dictaron,  tanto  en  la  organiza- 
ón  administrativa  como  en  la  parte  referente  al  personal  en- 
trgado  de  ella,  pero  que  ya  no  tiene  interés  para  nosotros  el  co- 
)cerlas.  No  obstante,  y  por  la  enseñanza  que  de  ello  pudiéra- 
os  sacar,  mencionaremos  la  Real  orden  de  6  de  Diciembre  de 
!81,  dando  un  reglamento  para  abono  de  indemnizaciones  al 
írsonal  facultativo  de  minas,  y  que  reproducía  en  parte  otro 
ido  para  la  isla  de  Puerto-Rico  en  1879. 
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tidades  necesarias  para  sostener  á  los  alumnos  en  la  Es- 
e  Madrid. 

ínería  en  esta  Isla  radica  principalmente  en  la  provincia 
Jago  de  Cuba  y  en  las  vertientes  de  Sierra  Maestra.  Las 
ales  producciones  son:  de  hierro,  al  Este  de  Santiago;  de 
aeso,  al  Norte  y  sobre  el  ferrocarril  del  Cristo  á  Sabani- 
cobre,  aunque  de  poca  importancia,  en  la  Sierra  Maestra, 
is  villas  de  Cobre  y  Caney;  la  galena  argentífera,  en  dis- 
puntos de  la  isla;  y  por  último,  el  asfalto  y  el  petróleo, 
n  en  pequeñas  cantidades. 

!Pto-R¡ro.  —  La  ley  de  1825  se  aplicó  á  Puerto  Rico  al 
tiempo  que  á  la  isla  de  Cuba,  y  dependía  la  minería  de 
ección  de  Minas  de  Lu  Habana. 

itlda  la  anexión  á  España  de  la  parte  española  de  la  isla 
to  Domingo,  el  Gobernador  general  de  Cuba  comisionó  el 
SI,  al  Inspector  de  Minas  de  La  Habana,  para  que  pasara 
liar  la  constitución  geológica  de  Santo  Domingo  y  poder 
reciar  las  esperanzas  que  ofreciera  el  fomento  de  su  in- 
.  minera. 

ianto  Domingo  se  estableció  una  Inspección  de  Minas  el 
62;  pero  la  insurrección  del  año  1863  contra  la  dominación 
la  trajo  como  consecuencia  el  traslado  de  aquella  Inspec- 
la  isla  de  Puerto-Rico,  hasta  el  año  1865  que  se  suprimió, 
ecreto  de  1863,  por  el  que  se  estableció  el  régimen  minero 
>a,  se  hizo  aplicable  á  Puerto-Rico  por  otro  Real  decreto 
ie  Enero  de  1867,  con  las  modificaciones  correspondientes, 
decreto  de  1868  se  declaró  objeto  especial  del  ramo  de 
a  los  lagos,  lagunas,  charcas  y  manantiales  de  corto  tra- 
y  todo  depósito  que  contuviera  substancias  salinas  sus- 
les  de  beneficio,  siempre  que  esto  se  hiciera  en  estableci- 
>s  fijos.  Pero  una  Real  orden  de  1880  declaró  que  aquella 
Lción  afectaba  sólo  á  las  minas  que  no  explotara  el  ElBta- 
(poniendo  al  mismo  tiempo  que  se  procediera  á  la  venta 
que  fueran  de  su  propiedad.  Se  declaró  libre  de  contri- 
L  la  explotación  de  las  salinas,  pero  á  su  exportación  pa- 
2  centavos  por  tonelada  de  sal. 
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En  3  de  Mayo  de  1895  se  dio  la  ley  de  minas,  que  era  la  mis- 
ma qne  regía  en  la  Península  con  algunas  variaciones : 

El  depósito  para  la  tramitación  de  los  expedientes  seria  de  60  pesos  para 
12  hectáreas  y  2  pesos  por  cada  hectárea  qne  pasara  de  12. 

Los  minerales  de  la  8/  sección,  menos  el  hierro,  pagarían  4  pesos  por 
hectárea,  j  el  hierro,  combustibles,  escoriales  y  terreros,  y  demás  subs- 
tancias de  la  2.*  sección,  pagarían  1  peso  70  centavos. 

Por  último,  se  suprimía  el  impuesto  del  8  por  100. 

En  22  de  Julio  de  1895  se  dio  una  disposición,  por  la  cual  se 
incluían  en  la  2.*^  sección  el  guano  y  las  sales  alcalinas  y  terreo- 
alcalinas. 

No  entramos  á  estudiar  su  organización  administrativa,  por 
estar  establecida  de  un  modo  análogo  al  que  hemos  indicado 
para  Cuba. 

Islas  Filipinas. — Aunque  ya  en  1837  se  creó  una  Inspec- 
<5ión  para  aquel  archipiélago,  puede  decirse  que  el  régimen  y  go- 
bierno de  la  minería  en  las  Islas  Filipinas  no  se  constituyó  hasta 
el  reglamento  de  1846,  cuyas  principales  disposiciones  eran  las 
«iguientes : 

El  derecho  de  regalía  venía  fíjado  en  los  mismos  términos  ex- 
presados en  la  ley  de  1825;  todo  español,  extranjero  naturali- 
zado ó  establecido  en  el  Archipiélago  con  el  permiso  necesario, 
indio,  mestizo  ó  chino,  podía  libremente  hacer  calicatas  para 
descubrir  y  adquirir  minas  en  todos  los  terrenos. 

Para  la  adquisición  de  la  propiedad  de  las  minas  se  seguían 
los  mismos  trámites  prescritos  en  la  ley  de  1825^  con  la  diferen- 
cia de  que  s¡  al  interesado  le  convenía  guardar  el  secreto  acerca 
del  sitio  y  lugar  denunciado,  lo  expresaba  en  pliego  cerrado  y 
«ellado,  remitiéndolo  de  este  modo  á  la  Inspección.  La  contribu- 
ción del  quinto  de  minas  quedó  en  suspenso  por  este  reglamen- 
to, así  como  los  demás  impuestos,  hasta  que  la  minería  pudiera 
soportarlos. 

El  pueble  era  de  8  operarios  por  cada  mina,  y  no  se  conce- 
dían mitas  6  repartimientos  de  gente  de  los  pueblos  indios.  Los 
dnefios  de  las  minas  tenían  que  buscar  los  obreros  á  convenio  y 
trato  libre. 
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En  13  de  Julio  de  1863  el  Gobernador  general  de  Filipinas 
prohibió  admitir  á  los  particulares  registros  y  denuncios  sobre 
las  minas  de  carbón  de  piedra  de  Cebú;  los  descubrimientos  fue- 
ron tan  importantes,  que  se  creyó  en  el  caso  de  reservarlos  á 
disposición  del  Gobierno  de  la  Península.  Pero  esto  se  derogó 
en  1860,  quedando  á  disposición  de  los  particulares. 

El  decreto  de  1863  dado  para  Cuba,  se  hizo  aplicable  á  Filipi- 
nas por  Real  decreto  de  14  de  Mayo  de  1867,  con  las  modifica- 
ciones convenientes. 

Se  favorecía  el  establecimiento  de  poblaciones  mineras  en  los 
sitios  despoblados  y  malsanos,  que  era  por  lo  general  donde  se 
encontraban  los  yacimientos  minerales,  y  se  concedió  la  facul- 
tad de  introducir  colonos  chinos  para  el  trabajo  de  las  minas, 
con  las  mismas  condiciones  que  se  concedían  para  la  agricul- 
tura. 

El  derecho  de  superficie  era  menor  que  el  de  Cuba  y  Puerto 
Rico;  las  pertenecías  de  60.000  m.";  pagaba  40  escudos  en  vez 
de  60;  las  grandes  pertenencias,  20  en  vez  de  40;  los  escoriales  y 
terreros,  5  escudos  por  cada  4.000  m*;  los  permisos  para  in- 
vestigación 20  escudos.  El  hierro  y  el  carbón  quedaron  exentos 
del  canon  por  espacio  de  treinta  años.  La  contribución  propor- 
cional era  del  3  por  100  de  los  productos  totales. 

Se  disponía,  que  para  las  minas  de  carbón,  tenia  que  ser  inge- 
niero ó  capataz  de  minas  el  encargado  de  su  dirección;  y  se  con- 
cedía á  los  mineros  el  aprovechamiento  de  las  maderas  de  los 
montes  públicos,  habiéndose  dado  en  24  de  Agosto  de  1897  un 
reglamento  de  utilización  de  aquél  beneficio. 

En  1876  se  dispuso  que  se  emprendiera  el  estudio  geológico  de 
aquel  Archipiélago,  bajo  la  dirección  de  la  Comisión  del  Mapa  de 
Madrid,  y  se  creó  una  Comisión  con  una  plaza  de  inspector  con 
25.000  pesetas  de  sueldo,  y  otra  de  ingeniero  jefe  de  segunda 
clase  con  15.000  pesetas,  con  aquel  exclusivo  objeto.  El  año  1886 
se  suprimió  aquella  Comisión  y  la  Inspección  general  del  Archi- 
piélago, quedando  sólo  un  ingeniero  jefe.  De  nuevo  se  modificó 
la  plantilla  en  1893  y  1894,  siendo  esta  última  de  un  ingeniero 
jefe  de  primero  clase,  con  25.000  pesetas,  y  un  ingeniero  segun- 
do, con  15.000  pesetas.  En  1894  se  hizo  aplicable  á  Filipinas  un 
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INTRODUCCIÓN 

Bases  para  la  nueva  ley  de  minas^ 

de  29  de  Diciembre  de  1868. 


A  la  reforma  promulgada  el  24  de  Junio  de  1868  siguen  in-. 
mediatamente  las  Bases  legislativas  de  29  de  Diciembre  del 
mismo  año.  Entre  estas  dos  fechas  tiene  lugar  un  aconteci- 
miento sin  ejemplo  en  nuestra  Nación.  La  revolución  de  Sep- 
tiembre, la  más  radical  de  cuantas  han  tenido  lugar  en  España, 
rompe  la  cadena  histórica,  política,  social,  económica  y  admi- 
nistrativa, y  proclama  desde  el  primer  día  nuevos  derechos  y 
principios  nuevos,  fundados  en  la  más  amplia  libertad.  La  Es- 
cuela económico-social,  que  limita  las  facultades  del  Estado  á 
los  más  estrechos  y  precisos  límites,  se  apoderó  de  todos  los  es- 
píritus; 4qué  extraño  es  que  la  legislación  de  minas,  que  venía 
encadenándose  por  moditicaciones  sucesivas  desde  Felipe  II, 
quede  interrumpida  y  rota  en  aquel  momento?  La  ley  de  24  de 
Junio  de  1868  es  el  último  eslabón  de  aquella  cadena;  las  bases 
de  29  de  Diciembre  es  el  primero  de  otra  serie  sucesiva  de 
transformaciones  que  debe  conducirnos  á  un  código  estable, 
sabio  y  duradero. 

Ahora  bien,  y  como  su  mismo  nombre  lo  indica,  estas  Basea^ 
dadas  por  decreto  del  Ministro  de  Fomento  del  Gobierno  de  la 
revolución,  D.  Manuel  Ruiz  Zorrilla,  son  más  bien  una  declara- 
ción de  principios  para  una  ley  de  minas,  que  una  verdadera 
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ley  redactada  como  lo  exigen  las  necesidades  de  la  práctica;  así 
que  en  su  texto  se  ve  más  al  economista  teórico,  que  el  trabajo 
de  un  legislador  conocedor  de  la  práctica  de  las  minas. 

Y  es,  que  los  asuntos  graves  y  difíciles,  como  son  siempre  los 
legislativos,  y  mucho  más  tratándose  de  la  complicada  cuestión 
de  minas,  no  pueden  resolverse  sin  un  estudio  detenido  y  pro- 
fundo, sin  una  discusión  razonada  en  que  se  oigan  todas  las 
opiniones.  La  iniciativa  de  un  Ministro,  por  muy  ilustrada  que 
sea,  no  basta  para  ello;  y  no  se  explica  la  precipitación  con  que 
se  publicó  una  ley  que  no  fué  formada  por  el  Poder  legislativo, 
cuando  su  necesidad  no  era  tan  urgente.  Si  la  última  reforma 
no  era  aceptable,  pudiera  haberse  restablecido  en  su  integridad 
la  ley  de  1859,  reformando  los  reglamentos,  con  lo  que  habría 
podido  esperarse  á  que  una  comisión,  compuesta  de  personas 
competentes,  hombres  de  ley,  hacendistas,  economistas,  inge- 
nieros é  industriales,  preparasen  un  proyecto  de  ley  bien  ihe- 
ditado  y  establecido  sobre  las  bases  de  la  ciencia,  de  las  cos- 
tumbres mineras  del  país  y  de  la  necesidad  de  desarrollar  hasta 
sus  más  extensos  límites  este  importantísimo  ramo  de  riqueza. 
Disculpa  es  sin  duda  á  tan  gran  prisa  el  buen  deseo;  pero  tam- 
bién es  ella  causa  de  defectos  que  hubiéramos  deseado  no  tener 
que  señalar. 

Con  sobrada  ligereza  se  califica  en  el  preámbulo  de  las  Bases, 
al  decreto  de  4  de  Julio  de  1825,  de  «reflejo  fiel  de  las  absurdas 
y  monstruosas  ordenanzas  de  Felipe  II.»  Las  ordenanzas 
de  1854,  si  contienen  errores  económico-fiscales  propios  del 
siglo  XVI,  constituyen  un  conjunto  de  disposiciones  en  general 
muy  sabias  para  aquella  época,  como  tomadas  de  la  legislación 
alemana,  entonces  la  más  perfecta;  y  basta,  para  comprender 
la  verdad  de  este  aserto,  recordar  que  á  su  influencia  se  des- 
arrolló el  magnífico  cuadro  de  la  minería  americana,  que  por 
más  que  haya  querido  obscurecerse  por  los  extranjeros,  será 
siempre  un  timbre  honroso  para  la  industria  española.  En  el 
decreto  de  1825  lo  que  más  resalta  es  el  espíritu  liberal  que  en 
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él  resplandece,  en  desharmonía  con  el  sistema  de  gobierno  de 
Fernando  VII,  y  no  puede  decirse  que  es  absurda  y  monstruosa 
la  ley  que  sacó  de  la  nada  nuestra  minería  para  elevarla  á  un 
grado  de  prosperidad  y  de  importancia  cada  vez  más  creciente. 
Otro  de  los  puntos  que  á  nuestro  entender  no  debió  tratarse 
en  aquel  preámbulo,  es  el  límite  imaginario  que  debe  existir 
entre  el  suslo  y  el  subsuelo.  La  diferencia  que  quiere  establecer 
entre  uno  y  otro  es  difícil  de  precisar,  es  más  teórico  que  prác- 
tico, es  puramente  ideal,  y  por  lo  mismo  ficticio,  y  si  bien  es  ver- 
dad que  se  basa  en  esta  idea  fundamental  para  establecer  la 
propiedad  de  las  substancias  minerales,  también  lo  es  que  las 
ficciones  son  más  dañosas  que  útiles,  y  consideramos  que  ésta 
es  motivo  de  confusión  más  que  de  esclarecimiento.  Así  ha 
sucedido  que,  al  establecer  que  el  suelo  comprende  la  superficie 
propiamente  dicha  y  el  espesor  á  que  ha  llegado  el  trabajo  del 
propietario,  ya  sea  por  el  cultivo,  ya  para  solar  ó  cimentación, 
ya  con  otro  objeto  cualquiera  distinto  del  de  la  minería,  ha  sido 
preciso  definir  el  subsuelo,  diciendo  que  empieza  donde  termina 
el  sudo.  ¿Pero  dónde  termina  el  suelo?  ¿Queda  bien  definido? 
¿Estará  constituido  por  una  zona  de  espesor  uniforme,  medido 
por  la  mayor  profundidad  á  que  haya  llegado  el  dueño,  siquiera 
sea  aquélla  un  pozo  de  100  ó  200  metros,  dentro  de  la  cual  no 
pueda  penetrar  el  minero?  ¿Terminará  el  suelo  con  una  super- 
ficie ondulada  que  vaya  buscando  todas  las  profundidades  á 
que  ha  alcanzado  el  propietario  de  la  superficie? 

Pero  no  es  esto  solo;  si  no  se  hubiera  tenido  presente  más 
que  esa  circunstancia  para  establecer  la  clasificación  de  las  subs- 
tancias minerales,  y  después,  y  según  la  clase  á  que  pertenecían 
se  fundamentara  en  ello  el  principio  de  su  propiedad,  todavía 
se  hubiera  podido  admitir  tratar  de  asunto  tan  difícil;  pero 
desde  el  momento  que  para  la  división  de  aquéllas  se  tienen  en 
cuenta  otras  circunstancias  y  el  suelo  podrá  ser  de  propiedad 
particular  ó  de  dominio  público,  y  el  dueño  nunca  pierde  el  de- 
recho sobre  él,  ni  á  utilizarlo,  salvo  caso  de  expropiación;  y  el 
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subsuelo  se  halla  originariamente  bajo  el  dominio  del  Estado 
y  éste  podrá,  según  los  casos  y  sin  más  regla  que  la  convenien- 
cia, abandonarlo  al  aprovechamiento  común,  cederlo  gratuita- 
mente al  dueño  del  suelo,  ó  enajenarlo  mediante  un  canon  á  los 
particulares  ó  asociaciones  que  lo  soliciten,  todo  ello  con  es- 
tricta sujeción  á  las  Bases,  no  vemos  la  necesidad,  ni  siquiera 
la  conveniencia  de  tratar  en  ellas  de  este  punto. 

Así  vemos  que,  á  pesar  de  los  años  transcurridos,  reciente- 
mente, el  año  1904,  todavía  se  ha  recibido  en  la  Dirección  de 
Agricultura  una  instancia  solicitando  que,  respetando  los  legí- 
timos derechos  de  los  dueños  de  terrenos  en  que  están  situadas 
las  minas,  se  ponga  término  á  las  codiciosas  exigencias  de  los 
mismos  y  se  dicte  una  disposición  de  carácter  general,  en  la  que 
se  fije  prudentemente  á  qué  profundidad  pueden  trabajar  los 
explotadores  de  minas  en  cuyo  perímetro  están  comprendidas 
parcelas  de  superficie  con  cuyos  dueños  no  haya  podido  concer- 
tarse el  minero.  Y  la  Dirección,  considerando  que  aunque  la 
ley  cree  distinguir  el  suelo  del  subsuelo  no  puede  fijar  de  ante- 
mano el  plano  imaginario  que  los  separa,  declara  que  es  evi- 
dente que  el  minero  puede  trabajar  libremente  en  la  explotación 
de  los  minerales  contenidos  en  el  subsuelo  hasta  tanto  que  lle- 
guen á  afectar  ^de  alguna  manera  los  derechos  del  propietario 
del  suelo,  y  considerando  que,  cuando  llegue  este  caso,  para 
proseguir  los  trabajos  puede  solicitarse,  ó  el  permiso  del  propie- 
tario, ó  en  su  caso  la  expropiación  forzosa  en  los  términos  indi- 
cados en  el  art.  27  del  decreto-ley  de  bases  de  29  de  Diciembre 
de  1868;  haciendo  presente  al  mismo  tiempo  al  solicitante,  que 
no  es  posible  resolver  la  consulta  de  que  se  trata  más  que  en 
los  términos  indicados. 

Pero  antes  de  entrar  en  la  exposición  de  las  Bases  daremos 
una  idea  de  algunos  cambios  ocurridos  en  la  Administración 
general  y  que  tienen  relación  con  la  minería. 

En  virtud  del  decreto  del  Gobierno  provisional  de  13  de  Oc- 
tubre de  1868  quedaron  suprimidos  los  Consejos  provinciales» 
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pasando  las  funciones  administrativas  en  que  entendian  á  las 
Diputaciones  provinciales;  en  su  consecuencia,  se  resolvió,  por 
Circular  del  Ministerio  de  Fomento  de  11  de  Noviembre  del 
mismo  año,  que  los  gobernadores  de  provincias  deberían  oir  el 
informe  de  dichas  Corporaciones  en  los  casos  á  que  se  refiere 
el  art.  8.®  de  la  ley  de  Sociedades  mineras,  así  como  en  todo  lo 
demás  en  que,  según  la  citada  ley  ó  la  de  minas  y  su  regla- 
mento, sea  necesario  oir  á  dichas  Autoridades  superiores  ó  lo 
juzguen  conveniente,  con  arreglo  al  párrafo  2.**  art.  19  de  la  ley 
orgánica  provincial  de  21  de  Octubre  de  aquel  año. 

En  los  títulos  de  concesiones  mineras  que  se  expidan  por  los 
gobernadores  de  las  provincias,  según  la  ley  reformada  de  mi- 
nas de  4  de  Marzo  de  186S,  se  sustituirá  á  la  frase  «En  nombre 
,  del  Gobierno  de  S.  M.»,  que  expresa  el  modelo  núm.  4  de  la  ci- 
tada ley,  la  de  «En  nombre  del  Gobierno  de  la  Nación». 

La  jurisdicción  contencioso-administrativa,  que  correspondía 
á  los  suprimidos  Consejos  provinciales,  pasó  á  las  Audiencias 
territoriales.  También  se  suprimió  la  misma  jurisdicción  que 
ejercía  el  Consejo  de  Estado,  encomendándose  estos  asuntos  al 
Supremo  Tribunal  de  Justicia;  pero  conservando  en  todos  los 
casos  el  mismo  procedimiento  que  se  seguía  en  esta  clase  de 
contiendas.  Este  cambio  de  Tribunales  afectó  también  á  la  ju- 
risdicción minera. 

En  el  preámbulo  de  aquel  Decreto  reconocía  el  Ministro  que 
la  cuestión  minera  era  importantísima,  por  los  grandes  resul- 
tados que  para  la  riqueza  pública  puede  dar,  y  que  entrañaba 
grandes  dificultades;  pero  que  fueran  cualesquiera  éstas,  para 
obtener  los  resultados  que  se  pretendían  tenían  que  resolverse 
pronto  y  radicalmente. 

Se  ocupa  de  la  manera  de  adquirir  la  propiedad  minera  y, 
por  virtud  de  las  transformaciones  y  nueva  significación  que 
la  revolución  trajo  á  la  idea  del  Estado,  dice  que  debe  desapa- 
recer el  principio  regalista  y  acepta  el  dominio  público  sobre 
las  minas;  y  admitido  este  principio,  es  inevitable  la  interven- 
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ción del  Poder  central  en  la  industria  minera,  aunque  deba  sim- 
plificarse en  lo  posible,  reducirse  á  lo  puramente  preciso  y  ha- 
cerse de  modo  que  esta  facultad  de  dominio  se  convierta,  en 
cuanto  sea  dable,  en  una  mera  acción  regularizadora  de  intere- 
ses opuestos  y  de  opuestos  derechos. 

La  propiedad  en  la  minería,  como  en  todos  los  ramos  de  la 
industria  humana,  es  tanto  más  fecunda  cuanto  menos  cuesta 
adquirirla  y  más  firme  en  su  posesión;  pero  ambas  condiciones 
faltaban  en  España  para  el  propietario  de  minas;  y  por  faltar, 
esta  fuente  de  riqueza  se  estancaba  y  esterilizaba,  y  brotaban 
abusos,  obstáculos  y  complicaciones  sin  cuento.  Larga  trami- 
tación en  las  oficinas,  investigaciones  previas  para  hacer  cons- 
tar la  existencia  del  mineral,  restricciones  no  escasas  para  la 
concesión,  esto  en  primer  término;  y  más  tarde,  una  amenaza . 
constante  de  despojo;  tal  era  la  situación  de  esta  importantí- 
sima industria  y  esta  clase  importantísima  de  propiedad,  si  se- 
mejante nombre  merecía  el  efímero  disfrute  de  lo  que,  si  un  día 
se  poseía  de  hecho,  al  siguiente  una  simple  denuncia  lo  dejaba 
en  litigio. 

Faltaban,  pues,  en  la  industria  de  que  se  trataba,  si  al  nivel 
de  las  demás  había  de  llegar,  estas  dos  condiciones:  facilidad 
para  conceder,  seguridad  para  explotar. 

En  cuanto  al  trabajo,  en  la  esfera  privada,  bajo  su  propia 
responsabilidad  debe  caminar;  aleccionado  por  el  dolor  que 
sus  faltas  le  causan,  aprende;  en  sus  fuerzas,  y  nada  más  que 
en  sus  fuerzas,  confía,  y  á  estas  leyes  económicas  debe  obede- 
cer la  explotación  de  las  masas  subterráneas,  como  la  de  las 
masas  superficiales,  pues  condiciones  geométricas  de  posición 
no  han  de  ser  causas  que  inviertan  y  trastornen  los  grandes 
principios  y  las  grandes  leyes  económicas  del  trabajo. 

Estas  eran  las  bases  principales  de  este  decreto;  y  fácil  es 
comprender  el  espíritu  descentralizador  que  lo  inspiró,  al  me- ' 
nos  para  las  minas  de  particulares,  que  eran  las  únicas  á  las 
que  sus  prescripciones  se  referían. 
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A  estas  bases  afiddía  otra  como  principio  de  equilibrio  y  har- 
monía entre  opuestos  derechos  que  en  más  de  una  ocasión 
chocan  entre  sí,  provocando  conflictos  que  conviene  prever  y 
evitar;  tales  son:  el  que  tiene  el  minero  sobre  la  masa  sub- 
terránea que  le  ha  sido  cedida,  y  el  que  ejerce  el  dueño  de 
la  superficie. 

Para  poner  este  punto  en  claro  distingue  terminantemente 
en  todos  los  casos  dos  regiones:  el  suelo  ó  superficie  y  el  sub- 
suelo ó  masa  subterránea.  Hasta  tal  punto,  que  aun  no 
habiendo  diferencia  mineralógica  entre  el  suelo  y  el  subsuelo, 
exigen  los  sanos  principios  de  derecho  distinguirlos  y  separar- 
los por  el  pensamiento;  porque  si  el  suelo  es  de  propiedad  par- 
ticular, nunca  podrá  concederlo  el  Gobierno,  ni  arrancar  á  su 
dueño  con  motivo  de  mejor  aprovechamiento  lo  que  en  buena 
ley  le  pertenece;  al  paso  que  siempre  el  subsuelo  estará  bajo  el 
dominio  público  y  siempre  podrá  el  Estado  cederlo  para  tra- 
bajos subterráneos  que  dejen  intacta  y  libre  la  superficie.  Esta, 
sin  embargo,  se  halla,  y  dado  nuestro  derecho  debe  hallarse,  so- 
metida á  á  ciertas  servidumbres,  y  entre  ellas  al  paso  desde  el 
exterior  al  interior,  ó  sea  desde  el  suelo  al  subsuelo,  que  es 
donde  la  mina  se  encuentra. 

Gomo  el  Estado,  en  nuestro  actual  organismo,  para  abrir 
grandes  arterias  por  donde  el  comercio  y  las  personas  circulen 
tiene  el  derecho  de  expropiar,  tiene  el  dueño  de  las  minas,  para 
ir  á  su  ülón,  el  de  romper  el  suelo,  aunque  no  le  pertenezca,  y 
ocupar  una  parte  de  la  superficie;  pero  siempre  que  se  trate  de 
terrenos  de  particulares,  deberá  preceder  á  este  acto  la  ley  de 
utilidad  pública,  con  todos  sus  requisitos  y  garantía,  y  deberán 
marcarse  los  límites  de  la  mina  en  la  superficie  para  que  no  se 
ataque  ni  dañe  lo  que  ni  pertenece  al  minero,  ni  en  la  conce- 
sión puede  estar  comprendido. 

Por  último,  sí  el  Estado  puede  invocar  un  derecho  sobre  las 
materias  subterráneas,  para  intervenir  en  el  aprovechamiento 
que  de  ellas  se  haga,  casos  hay  en  que,  porque  así  lo  aconseja 
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el  interés  general,  debe  hacer  renuncia  de  aquél  derecho  y  atMm- 
donar  tales  substancias  á  la  acción  libre  y  espontánea  de  loe 
particulares.  De  aquí  nace  la  división  esencialmente  práctica  y 
sancionada  por  una  larga  experiencia  que  de  las  substancias  mi- 
nerales se  hacen.  En  todas  las  clases  de  substancias  el  derecho 
del  Estado  sobre  la  masa  mineral  subsiste  y  se  respeta;  mas 
para  ciertas  materias  de  ínfimo  valor  y  entregadas  por  cos- 
tumbre al  aprovechamiento  libre,  el  Estado  renuncia  á  este 
derecho,  y  estas  son  las  substancias  que  constituyen  la  primera 
sección.  Para  las  substancias  de  la  segunda  sección  interviene 
ya  el  Estado,  aunque  ofreciendo  ciertas  ventajas  al  dueño  del 
suelo;  condescendencia  justa,  pues  la  minería  es  en  estos  casos, 
por  punto  general,  incompatible  con  la  existencia  de  la  superficie; 
y  antes  de  anular  un  derecho  en  nombre  del  de  expropiación, 
bueno  es  brindar  al  interesado  medios  conciliatorios.  Por  úl- 
timo, en  las  minas  propiamente  dichas,  el  dominio  del  Estado 
se  conserva  íntegro,  y  la  concesión  se  hace  al  primer  peticio- 
nario, sin  contar  con  el  dueño  de  la  superficie;  porque,  salvas 
ciertas  servidumbres  recíprocas,  ambos  derechos  son  compa- 
tibles y  éstas  son  las  substancias  comprendidas  en  la  tercera 
sección. 

Finalmente,  las  relaciones  jurídicas  que  deben  existir  entre 
unas  minas  y  otras,  y  entre  éstas  y  el  suelo,  serán  objeto  de 
disposiciones  especiales.  He  aquí  por  qué  es  de  todo  punto  nece- 
sario un  reglamento  de  policía  subterránea. 

En  resumen;  facilidad  para  conceder,  seguridad  en  la  pose- 
sión, deslinde  claro  y  preciso  entre  el  suelo  y  el  subsuelo,  son 
los  tres  principios  en  que  se  fundó  el  decreto  cuyas  prescripcio- 
nes deberían  desarrollarse  en  el  correspondiente  reglamento. 

Por  su  importancia,  por  tratarse  de  la  legislación  vigente,  á 
continuación  daremos  á  conocer  íntegras  las 
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Bises  generales  para  la  Boeva  legíslaeijii  de  mioas. 


0LA8IFI0ACIÓH  T  DOMINIO  DE  LAS  SUBSTANCIAS  MINERALES 

Artículo  1.^  Son  objeto  del  presente  decreto  las  substancias 
útiles  del  reino  mineral,  cualquiera  que  sean  su  origen  y  forma 
de  yacimiento,  hállense  en  el  interior  de  la  tierra  ó  en  la  super- 
fide,  y  para  su  aprovechamiento  se  dividen  en  tres  secciones. 

Art.  2.^  En  la  primera  sección  se  comprenden  las  produc-> 
dones  minerales  de  naturaleza  terrosa,  las  piedras  silíceas,  las 
l»izarras,  areniscas  ó  asperones,  granitos,  basaltos,  tierras  y  pie- 
dras calizas,  el  yeso,  las  arenas,  las  margas,  las  tierras  arcillosas, 
y  en  general  todos  los  materiales  de  constracción  cuyo  conjunto 
forma  las  canteras.  / 

Art.  3.®  Corresponden  á  la  segunda  sección  los  placeres,  are- 
nas ó  aluviones  metalíferos,  los  minerales  de  hierro,  de  pantanos, 
el  esmeril,  ocres  y  almagras,  los  escoriales  y  terreros  metalíferos 
procedentes  de  beneficios  anteriores,  las  turberas,  las  tierras  piri- 
tosas, aluminiosas,  magnesianas  y  de  batán,  los  salitrales,  los 
fosfatos  calizos,  la  baritina,  espato  flúor,  esteatila,  kaolín  y  las 
arcillas. 

Art.  4.®  Se  comprenden  en  la  tercera  sección  los  criaderos  de 
las  substancias  metalíferas,  la  antracita,  hulla,  lignito,  asfalto  y. 
betunes,  petróleo  y  aceites  minerales,  el  grafito,  las  substancias 
salinas,  comprendiendo  las  sales  alcalinas  y  térreo-alcalinas,  ya 
se  encuentren  en  estado  sólido,  ya  disueltas  en  el  agaa,  las  capa- 
rrosas, el  azufre  y  las  piedras  preciosas. 

Debe  considerarse  que  pertenecen  también  á  este  grapo  las 
aguas  subter^neas. 

Art.  5.®  En  todos  los  terrenos  que  contengan  las  substancias 
expresadas  por  los  artículos  anteriores,  ú  otras  á  ellas  análogas, 
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se  considerarán  siempre,  para  los  efectos  de  este  decreto,  dos 
partes  distintas: 

1.*  El  suelo,  que  comprende  la  superficie  propiamente  dicha, 
y  además,  el  espesor  á  que  haya  llegado  el  trabajo  del  propie- 
tario, ya  sea  para  el  cultivo,  ya  para  solar  y  cimentación,  ya  con 
otro  objeto  cualquiera  distinto  del  de  la  minería. 

2.*  El  subsuelo,  que  se  extiende  indefinidamente  en  profun- 
didad desde  donde  el  suelo  termina. 

Art.  6.**  El  suelo  podrá  ser  de  propiedad  particular  ó  de  do- 
minio público,  y  el  dueño  nunca  pierde  el  derecho  sobre  él,  ni  á 
utilizarlo,  salvo  caso  de  expropiación;  el  subsuelo  se  halla  origi- 
nariamente bajo  el  dominio  del  Estado,  y  éste  podrá,  según  los 
casos,  y  sin  más  regla  que  la  conveniencia,  abandonarlo  al  apro- 
vechamiento común,  cederlo  gratuitamente  al  dueño  del  suelo,  ó 
enajenarlo  mediante  un  canon  á  los  particulares  ó  asociaciones 
que  lo  soliciten;  pero  todo  ello  con  sujeción  estricta  á  lo  que  de- 
terminan los  artículos  siguientes. 

Art.  7.**  Las  substancias  comprendidas  en  la  primera  sección, 
son  de  aprovechamiento  común  cuando  se  hallen  en  terrenos  de 
dominio  público'. 

Cuando  estén  en  terrenos  de  propiedad  privada,  el  Estado,  con- 
firmando el  art.  3.**  de  la  ley  vigente  de  minas,  cede  dichas  subs- 
tancias al  dueño  de  la  superficie,  quien  podrá  considerarlas  como 
propiedad  suya  y  utilizarlas  en  la  forma  y  tiempo  que  estime 
oportunos,  sin  que  quede  sometido  á  las  formalidades  y  cargas 
del  presente  decreto. 

E^tas  explotaciones  sólo  estarán  sujetas  á  la  intervención  ad- 
ministrativa en  lo  que  se  refiere  á  la  seguridad  de  las  labores, 
según  determine  el  reglamento  de  inspección  y  policía  mineras. 

Art.  8.^  Las  substancias  comprendidas  en  la  segunda  sección 
estarán  sujetas,  en  cuanto  á  la  propiedad  y  á  la  explotación,  ¿ 
las  mismas  condiciones  del  artículo  precedente.  Pe^o  cuando  se 
hallen  en  terrenos  de  particulares,  el  Estado  se  reserva  el  dere- 
cho de  cederlas  á  quien  solicite  su  explotación,  si  el  dueño  no  las 
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explota  por  sí,  con  tal  que  antes  se  declare  la  empresa  de  utilidad 
pública  y  se  indemnice  al  dueño  por  la  superficie  expropiada  y 
dafios  causados.  Según  el  art.  19  establece,  el  que  obtenga  la 
concesión  deberá  pagar  anualmente  un  canon  de  dos  escudos  por 
hectárea;  pero  el  dueño  está  libre  de  esta  carga  si  lleva  á  cabo 
por  8i  la  explotación. 

Art.  9.**  Las  substancias  de  la  tercera  sección  sólo  podrán  ex- 
plotarse en  virtud  de  concesión  que  otorgue  el  Gobierno,  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  este  decreto. 

La  concesión  de  las  substancias  á  que  se  refiere  este  artículo 
constituye  una  propiedad  separada  de  la  del  suelo;  cuando  una 
de  ambas  deba  de  ser  anulada  y  absorbida  por  la  otra,  proceden 
la  declaración  de  utilidad  pública,  la  expropiación  y  la  indem- 
nización correspondiente. 

DE  LAS  INVESTIGACIONES  Y  DE  LAB  PERTENENCIAS 

Art.  10.  Todo  español  ó  extranjero  podrá  hacer  libremente^ 
en  terrenos  de  dominio  público,  calicatas  ó  excavaciones,  que  no. 
excedan  de  10  metros  de  extensión  en  longitud  ó  profundidad, 
con  objeto  de  descubrir  minerales.  Para  ello  se  necesitará  licen- 
cia, pero  deberá  dar  aviso  previamente  á  la  autoridad  local. 

En  terrenos  de  propiedad  privada  no  se  podrán  abrir  calicatas 
sin  que  preceda  permiso  del  dueño  ó  de  quien  lo  represente. 

Art.  11.  La  pertenencia  ó  unidad  de  medida  para  las  conce- 
siones mineras  relativas  á  las  substancias  de  la  segunda  y  de  la 
tercera  sección,  es  un  sólido  de  base  cuadrada  de  100  metros  de 
lado,  medidos  horizontalmente  en  la  dirección  que  designe  el  pe- 
ticionario, y  de  profundidad  indefinida  para  estas  últimas  subs- 
tancias. Para  las  primeras  termina  dicha  profundidad  donde  con- 
cluye la  materia  explotable. 

Art.  12.  Los  particulares  podrán  obtener  cualquier  número  de 
pertenencias  por  una  sola  concesión,  con  tal  que  este  número 
sea  superior  á  cuatro.  Todas  las  pertenencias  que  por  su  conjunto 
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formen  una  concesión  deberán  estar  agrupadas  sin  solución  de 
continuidad,  de  suerte  que  las  contiguas  se  unan  en  toda  la  lon- 
gitud de  uno  cualquiera  de  sus  lados. 

Art.  13.  Cuando  entre  dos  ó  más  concesiones  resulte  un  espa- 
cio franco,  cuya  extensión  superficial  sea  menor  de  cuatro  hec- 
táreas, ó  que  no  se  preste  á  la  división  por  pertenencias,  se  con- 
cederá á  aquel  de  los  duefios  de  las  minas  limítrofe?  que  pri- 
mero lo  solicite,  y  por  renuncia  de  éstos  á  cualquier  particular 
que  lo  pida. 

Art.  14.  La  pertenencia  minera  es  indivisible  en  las  compras, 
yentas,  cambios  ú  otras  operaciones  análogas  de  los  duefios  de 
las  minas. 

DE  LAS  CONCESIONES,   EXPLOTACIÓN  Y   CADUCIDAD  DE  LAS  MINAS 

Art.  15.  Para  obtener  la  propiedad  de  cuatro  ó  más  pertenen- 
cias mineras,  ya  de  la  segunda,  ya  de  la  tercera  sección,  se  acu- 
dirá al  Gobernador  por  medio  de  una  solicitud,  en  que  se  expre- 
sen con  claridad  todas  las  circunstancias  de  la  concesión  que  se 
solicita. 

El  Gobernador,  instruido  por  el  oportuno  expediente  según  en 
el  reglamento  se  determine,  y  demostrada  la  existencia  de  te- 
rreno franco,  deberá  precisamente  en  todos  los  casos,  previa  la 
publicidad  necesaria  para  oir  las  relamaciones  que  pudieran  in- 
tentarse, disponer  que  se  demarque  la  concesión,  y  otorgar  ésta 
en  un  plazo  que  no  exceda  de  cuatro  meses,  á  contar  de  la  fecha 
de  la  presentación  del  escrito. 

Art.  16.  La  prioridad  en  la  presentación  de  la  solicitud  da  dere- 
cho preferente;  pero  si  se  trata  de  substancias  de  la  segunda  sec- 
ción, el  duefio  será  siempre  preferido,  si  se  compromete  á  explo- 
tarlas en  un  plazo  que  la  Administración  le  marque  y  no  exceda 
de  treinta  días. 

Art.  17.  La  demarcación  de  los  límites  en  cada  concesión  de- 
berá hacerse,  cumplidas  que  sean  las  condiciones  del  art.  15, 
aunque  no  haya  mineral  descubierto,  ni  labor  ejecutada. 
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Estas  demarcaciones  podrán  comprender  toda  clase  de  terre- 
nos, edificios,  caminos,  obras,  etc.,  siempre  que  los  trabajos  mi- 
neros se  ejecuten  con  sujeción  ó  las  reglas  de  policía  y  segu- 
ridad. 

Art.  18.  Cuando  el  objeto  sea  ejecutar  galerías  generales  de 
investigación,  desagüe  ó  transporte,  se  solicitarán  las  pertenen- 
cias necesarias,  siempre  que  hubiere  terreno  franco,  como  en  las 
demás  concesiones;  pero  si  estos  trabajos  hubieran  de  atravesar 
pertenencias  ya  concedidas,  el  empresario  deberá  ponerse  de 
acuerdo  previamente  con  los  duefios  respectivos  y  concertar  to- 
das las  demás  condiciones  para  el  caso  de  encontrar  mineral. 

Si  los  dueños  de  las  pertenencias  se  opusieran  á  la  ejecución 
de  dichas  galerías,  no  podrán  éstas  llevarse  á  cabo,^  á  menos  que 
no  se  instruya  expediente  de  utilidad  pública. 

Art.  19.  Las  concesiones  para  la  explotación  de  substancias 
minerales  son  á  perpetuidad,  mediante  un  canon  anual  por  hec- 
tárea^f  que  se  fijará  en  la  siguiente  forma: 

Por  las  substancias  de  la  segunda  sección,  2  escudos;  para  las 
metalíferas,  exceptuando  el  hierro,  y  para  las  piedras  preciosas, 
15  escudos;  para  las  substancias  combustibles,  el  hierro  y  todas 
las  demás  de  la  tercera  sección,  5  escudos. 

El  canon  deberá  pagarse  desde  la  fecha  en  que  la  concesión  se 
haga;  mientras  el  duefio  de  la  mina  satisfaga  puntualmente  di- 
cha cantidad,  la  Administración  no  podrá  privarle  del  terreno 
concedido,  sea  cual  fuere  el  grado  en  que  lo  explote. 

Art.  20.  Si  en  un  mismo  terreno  existen  substancias  de  la  se- 
gunda y  de  la  tercera  sección,  y  es  imposible  explotar  ambas  á 
la  vez,  se  concederán  al  primer  solicitante,  sea  el  que  quiera. 

Si  éste  solicita  explotar  las  substancias  de  la  tercera  sección, 
podrá  extender  sus  trabajos  mineros  á  las  de  la  segunda;  pero  si 
la  petición  se  refiere  á  éstas  últimas,  agotadas  que  sean,  necesi- 
tará el  interesado  nueva  concesión  para  explotar  cualquiera  de 
las  de  la  tercera. 

Art.  21.  Los  mineros-  podrán  disponer  libremente,  como  de 
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cualquier  otra  propiedad,  de  cuantos  derechos  se  les  aseguran 
en  el  presente  decreto.  Se  exceptúan  los  productos  minerales  es- 
tancados, sobre  los  que  se  observarán  las  reglas  que  rigieren  en 
la  materia^  mientras  subsista  el  estanco. 

Art.  22.  Los  mineros  explotarán  libremente  sus  minas  sin  su- 
jeción á  prescripciones  técnicas  de  ningún  género,  exceptuando 
las  generales  de  policía  y  seguridad.  Para  afirmar  el  cumpli- 
3nto  de  estas  últimas,  la  Administración,  por  medio  de  sus 
3ntes,  ejercerá  la  oportuna  vigilancia. 

^rt.  23.  Las  concesiones  mineras  sólo  caducarán  cuando  el 
3ño  deje  de  satisfacer  el  importe  de  un  afio  del  canon  que  le 
responda,  y  que  perseguido  por  vía  de  apremio  no  lo  satis- 
a  en  el  término  de  quince  días,  ó  resulte  insolvente. 
Cn  este  caso  se  declarará  nula  la  concesión  y  se  sacará  la  mina 
ública  subasta^  de  la  cantidad  que  se  obtenga,  la  Adminis- 
ción  retendrá  la  suma  que  se  le  adeudaba,  los  gastos  origi- 
los  y  el  5  por  100  del  total;  el  resto  se  entregará  al  primer 
íño. 

ii  no  dieran  resultado  tres  subastas  sucesivas,  se  declarará  el 
reno  franco. 

lasta  que  el  dueño  de  la  mina  participe  al  Gobernador  su  de- 
imiento  ó  abandono,  permanecerá  sujeto  á  las  cargas  y  pres- 
pciones  de  este  decreto  y  de  los  reglamentos  para  su  ejecu- 
[1. 

DERECHOS   Y    DEBERES  DE    LOS   MINEROS 

iTt.  24.  Todo  minero  deberá  facilitar  la  ventilación  de  las  mi- 
colindantes;  estará  sujeto  á  la  servidumbre  del  paso  de  aguas 
dichas  minas  hacia  el  desagüe  general,  y  asimismo  á  las  re- 
s  de  policía  que  en  el  reglamento  especial  se  determinen, 
o  en  todas  estas  servidumbres  procederá  la  correspondiente 
ición  é  indemnización. 

irt.  25.  Para  ejecutar  galerías  de  investigación,  transporte  ó 
agüe,  se  seguirán  las  reglas  que  marca  el  art.  18. 
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Art.  26.  Todo  dueño  de  minas  indemnizará  por  convenios  pri- 
irados  ó  por  tasación  de  peritos,  con  sujeción  á  las  leyes  comu- 
nes, los  daftos  y  perjuicios  que  ocasionare  á  otras  minas ,  ya  por 
acumulación  de  aguas  ea  sus  labores  si  requerido  no  las  achicase 
en  el  plazo  de  reglamento,  ya  d<^  otro  modo  cualquiera  por  el 
cual  resultare  menoscabo  á  intereses  ajenos  dentro  ó  fuera  de  las 
minas. 

Entre  los  perjuicios  ocasionados  se  contarán  siempre  los  que  co- 
rrespondan al  tiempo  que  tarde  en  verificarse  el  desagüe;  y  ade- 
más entregará  el  causante,  al  dueño  de  la  mina  perjudicada,  una 
parte  de  los  beneficios  obtenidos,  si  los  hubiere,  á  juicio  de  peritos. 

Art.  27.  Los  mineros  se  concertarán  libremente  con  los  due- 
ños de  la  superficie  acerca  de  la  extensión  que  necesiten  ocupar 
para  almacenes,  talleres,  lavaderos,  oficinas  de  beneficio,  depó- 
sitos de  escombros  ó  escorias,  instalación  de  máquinas,  boca-mi- 
nas, etc.  Si  no  pudieran  avenirse,  ya  en  cuanto  á  la  extensión  ya 
en  cuanto  al  precio,  el  dueño  de  la  mina  solicitará  del  Goberna- 
dor la  aplicación  de  la  ley  sobre  utilidad  pública. 

En  los  informes  del  Ingeniero  y  de  la  Diputación  se  tendrán 
en  cuenta  y  se  apreciarán  como  corresponda:  primero,  la  nece- 
sidad de  la  expropiación;  segundo,  los  ventajas  que  por  una  y 
otra  parte  ofrecen,  ya  la  explotación  de  las  minas,  ya  el  cultivo 
ó  explotación  del  suelo,  para  poner  en  claro  de  este  modo  cuál 
de  ambos  intereses  debe  ser  atendido. 

En  todo  caso,  deberá  preceder  al  acto  do  expropiar  la  corres- 
pondiente indemnización. 

Art.  28.  Los  mineros  son  dueños  de  las  aguas  que  encuentren 
en  sus  trabajos.  Una  ley  especial  fijará  reglas  sobre  el  aprove- 
chamiento de  las  corrientes  subterráneas  y  sobre  los  derechos 
de  los  particulares  por  cuyas  pertenencias  atraviesan. 

Art.  29.  Un  reglamento  de  policía  fijará  detalladamente  los 
deberes  y  derechos  de  los  mineros,  así  como  las  atribuciones  de 
la  administración,  y  muy  principalmente  los  preceptos  de  salu- 
bridad pública,  á  que  estarán  sujetas  todas  las  minas. 
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DISPOSICIONES     CfENERALES 

Art.  30.     Los  actuales  dueños  de  minas  podrán  optar  libre- 
mente entre  la  ley  que  hoy  rige  y  este  decreto,  con  tal  que 
ningún  denuncio  contra  dichas  minas  se  halle  en  tramitación, 
"^esde  el  día  en  que  se  acojan  al  presente  decreto  y  comiencen 
pagar  el  canon  correspondiente,  adquieren  la  mina  á  per- 
ítuidad. 

Art.  31.  Eq  el  mismo  caso  se  encuentran  todos  aquellos  que 
ngan  expedientes  de  registro  en  tramitación. 
Arte  32.  Se  derogan  las  prescripciones  de  la  legislación  ac- 
ial contrarias  á  lo  que  se  dispone  en  este  decreto.  Las  disposi- 
ones  restantes,  tanto  de  la  ley  como  del  reglamento,  se  de- 
aran  subsistentes,  sin  perjuicio  de  lo  que  en  su  día  se  deter- 
ine, 

Art.  33.    El  Gobierno  presentará  á  las  Cortes  un  proyecto  de 
y  de  Minería. 
Madrid  29  de  Diciembre  de  1868> 

Este  decreto  que  posteriormente  adquirió  carácter  de  ley  en 
rtud  de  la  declaración  de  las  Cortes,  difiere  esencialmente,  en 
gunos  puntos  capitales,  de  las  reglas  contenidas  en  las  leyes 
iteriores.  En  cuanto  á  la  propiedad  de  las  substancias  que 
►n  objeto  especial  de  la  ley,  no  se  varió  el  principio  regalista; 
íro  en  la  clasificación  de  las  substancias  minerales  en  tres 
ícciones,  se  estableció  clara  y  terminantemente  la  misma  di- 
sión  que  ya  venía  establecida  desde  la  ley  de  1825,  y  las  si- 
lientes,  que  si  técnicamente  no  se  designan  con  nombres  ge- 
íricos,  podemos  denominarlas,  para  los  efectos  legales  y  bajo 

punto  de  vista  de  la  concesión  de  su  aprovechamiento  por  el 
atado,  del  modo  siguiente:  1.*  clase,  substancias  no  concesíblea 
ue  se  aprovechan  sin  concesión  especial  del  Estado);  ±^  clase, 
ibstancias  conceaiblea  condicionalmente  (previa  renuncia  por 

dueño  del  terreno  de  la  preferencia  que  la  ley  le  otorga  para 
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el  aprovechamiento);  y  3.*  clase,  substancias  concesiblea  en 
absoluto  (que  requieren  siempre  concesión  administrativa). 

Responde  esta  clasificación,  más  bien  que  á  la  distinta  na- 
turaleza de  las  substancias  minerales,  á  la  forma  más  ó  menos 
superficial  de  sus  yacimientos,  y  por  consiguiente  á  la  mayor 
ó  menor  incompatibilidad  que  resulte  entre  la  propiedad  del 
suelo  y  la  explotación  del  subsuelo.  Así,  por  ejemplo,  los  mi- 
nerales auríferos  pertenecen  á  la  tercera  sección,  si  «arman 
en  filones ->,  y  á  la  segunda  se  constituyen  los  yacimientos  su- 
perficiales llamados  «placeres». 

En  cuanto  al  nuevo  principio  de  la  separación  del  suelo  y  del 
subsuelo,  ya  hemos  dicho  lo  dificil  que  es  precisarla  y  que  re- 
sulta superfino  cuando  menos. 

En  el  difícil  punto  de  la  existencia  de  las  propiedades  superfi- 
cial y  subterránea,  ninguna  de  nuestras  leyes,  después  .de  la  de 
Don  Juan  I,  ha  llevado  á  tal  extremo  el  respeto  al  sagrado  dere- 
cho de  propiedad,  puesto  que  no  pueden  abrirse  calicatas  sin 
licencia  del  dueño,  ni  el  minero  puede  ocupar  ninguna  parte  de 
la  superficie  de  dominio  privado  sin  permiso  del  propietario  ó, 
en  su  defecto,  siguiendo  los  trámites  para  la  declaración  de  uti- 
Udad  pública,  previa  indemnización,  antes  de  expropiarle.  Al 
mismo  tiempo  en  las  demarcaciones  de  minas  pueden  compren- 
derse edificios,  caminos,  etc.,  siempre  que  los  trabajos  mineros 
se  ejecuten  garantizando  su  seguridad.  La  esfera  de  acción  del 
minero  y  del  propietario  del  suelo  quedan  deslindadas,  pudiendo 
desarrollarse  ambas  sin  mutuo  menoscabo. 

La  unidad  de  medida  ó  pertenencia  es  más  pequeña  que  todas 
las  que  han  existido  en  nuestras  leyes  modernas,  con  objeto  de 
que  cada  concesión  pueda  acomodarse  á  la  forma  y  dimensiones 
del  criadero  ó  porción  de  esto  que  se  trata  de  explotar.  Las  Ba- 
ses no  fijan  el  número  máximo  de  pertenencias  que  se  pueden 
solicitar  para  cada  concesión,  y  en  esto  aventaja  á  las  leyes  an- 
teriores, que  limitaban  con  numerosas  trabas  la  facultad  de  ex- 
tender los  campos  de  explotación  cuanto  era  necesario,  en  rela- 
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ción  con  las  circunstancias  de  los  criaderos,  error  que  ha  pro- 
ducido graves  males  en  muchos  distritos  mineros.  Como  una 
sola  pertenencia  comprende  una  superficie  demasiado  pequeña, 
en  el  mayor  número  de  casos,  para  poder  desarrollar  un  plan 
ordenado  y  económico  de  labores,  dice  la  ley  que  las  concesiones 
han  de  comprender  un  número  superior  á  cuatro  (art.  12);  idea 
mal  expresada,  puesto  que  parece  que  por  lo  menos  deberían 
ser  cinco;  pero  que  en  otros  (irtículos  de  las  Bases  se  comprende 
claramente,  y  sin  duda  alguna,  que  la  menor  concesión  se  ha 
de  componer  de  cuatro  unidades  ó  pertenencias,  al  menos.  Dí- 
cese  que  siendo  cuatro  el  número  menor  de  pertenencias  que 
constituyen  una  concesión,  ésta  debía  ser  la  unidad  de  medida; 
pero  si  se  considera  la  facilidad  que  la  pertenencia  de  100  me- 
tros de  lado  produce  para  que  las  concesiones  superiores  á  cua« 
tro  tomen  el  número  que  convenga  á  las  interesadas,  adaptándo- 
las á  la  forma  y  circunstancias  de  los  criaderos,  se  comprenderá 
la  razón  de  que  la  unidad  de  concesión  sea  menor  que  la  conce- 
sión menor  que  consiente  la  ley.  Por  lo  demás,  no  se  comprende 
la  necesidad  de  que  la  concesión  más  pequeña  sea  precisamente 
la  unidad  de  medida. 

Otra  novedad  que  introduce  esta  legislación  es  que  las  de- 
marcaciones de  minas  pueden  hacerse  sin  que  haya  mineral 
descubierto,  ni  labor  ejecutada,  lo  que  parece  implicar  una  con- 
tradicción, pues  se  concede  una  cosa  que  no  existe  y  para  cuyo 
caso  la  ley  anterior  establecía  las  investigacioneayque  no  se  men- 
cionan en  las  Bases.  Si  bien  se  medita,  ni  la  investigación  es 
necesaria,  ni  tampoco  que  exista  criadero  descubierto  para  otor- 
gar una  concesión  minera.  Las  concesiones  de  minas  tienen 
alguna  analogía  con  las  patentes  ó  privilegios  de  industria,  en 
el  sentido  que  los  títulos  de  propiedad  que  confieren  no  asegu- 
ran ni  garantizan  la  bondad  ó  la  utilidad  del  procedimiento  in- 
dustrial ni  de  la  mina.  Si  el  procedimiento  es  malo,  caerá  en 
desuso,  sin  que  el  que  posee  el  privilegio  pueda  reclamar  á  nadie 
del  mal  éxito.  Si  la  mina  no  produce  ó  desaparece,  tampoco 
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puede  el  concesionario  repetir  contra  nadie  más  que  contra  su 
mala  suerte.  ¿Es  garantía  para  el  minero,  ni  para  el  Estado, 
que  se  exija  antes  de  la  concesión  que  esté  descubierto  el  cria- 
dero, ó  siquiera  el  mineral,  ni  que  haya  abiertas  sobre  él  labores 
más  ó  menos  importantes?  De  ninguna  manera.  Véase  lo  que 
ha  sucedido  con  la  mayor  parte  de  las  concesiones  dadas  en 
grandísimo  número  desde  1825  hasta  la  fecha.  ¿Cuántas  son  las 
que  han  dado  buen  resultado  á  los  concesionarios?  Puede  exis- 
tir un  criadero  investigado  con  excelente  mineral  á  la  vista,  con 
labores  de  cierta  importancia  y,  sin  embargo,  aquellas  promesas 
naturales,  tan  fascinadoras,  convertirse  al  corto  tiempo  en  triste 
realidad;  y,  al  contrario,  tras  de  indicios  inseguros,  que  la  Ad- 
ministración no  considera  como  base  suficiente  para  otorgar 
una  concesión,  puede,  sin  embargo,  ocultarse  una  gran  riqueza. 
¿Qué  significan,  pues,  las  concesiones  mineras?  Pura  y  simple- 
mente la  facultad  de  hacer  labores  en  busca  de  criaderos  útiles, 
y  la  de  apropiárselos  en  caso  de  que  los  halle  el  concesionario. 
Esto  es,  ni  más  ni  menos,  lo  que  viene  haciéndose  legal  mente 
en  asuntos  de  minas,  separando  todo  el  aparatoso  lujo  de  pre- 
cauciones que  una  Administración  demasiado  cuidadosa  del  in- 
terés de  los  explotadores  toma  para  asegurarse  de  que  efectiva- 
mente concede  minas,  cuando  lo  que  concede  en  realidad  no  es 
más,  repetimos,  que  la  facultad  de  investigar  criaderos,  explo- 
rarlos si  se  encuentran  y  apropiárselos  el  concesionario  si  son 
útiles  y  sus  productos  tienen  salida  en  el  comercio. 

Compréndese  pues,  que  considerando  la  cuestión  de  esta  ma- 
nera, en  su- verdad  desnuda  y  libre  de  ideas  y  teorías  artificiales, 
ni  se  necesita  investigación  previa,  ni  existencia  de  mineral,  ni 
de  criadero.  Se  otorga  una  concesión  sin  mineral  descubierto; 
pues  esta  es  la  investigación,  sin  las  trabas  y  los  inconvenien- 
tes que  tenían  las  investigaciones  de  la  ley  de  1859.  El  conce- 
sionario encuentra  el  mineral;  pues  ya  le  tiene  concedido  de  an- 
temano y  puede  utilizarle  inmediatamente,  sin  necesidad  de  in- 
coar un  nuevo  expediente  de  concesión,  sin  perder  tiempo  en 
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ociosas  tramitaciones,  y  en  largos  plazos  y  en  inútiles  reconoci- 
mientos. Esto  es  lo  más  sencillo,  porque  es  lo  más  natural  y  lo 
más  verdadero;  y  este  sistema,  recibido  en  un  principio  con  re- 
celo, con  asombro  y  hasta  con  burla,  es,  dígase  lo  que  se  quiera 
en  contrario,  una  de  las  bases  de  la  verdadera  libertad  indus- 
trial minera,  que  á  haber  imperado  antes  en  España  hubiera 
evitado  muchos  conflictos,  muchos  pleitos  y  muchos  sinsabores 
á  la  Administración  y  á  los  mineros;  y  si  no,  ahí  está  el  embro- 
llo de  la  cuenca  carbonífera  de  Bélmez  y  Espiel,  donde  han  an- 
dado confundidos  y  revueltos  durante  muchos  años  diversos 
registros  é  investigaciones  de  diferentes  fechas,  sin  saberse 
quién  tenía  derecho  preferente,  gracias  á  las  investigaciones  y 
al  precepto  legal  que  reclamaba  la  existencia  de  criadero  ó 
mineral^  y  que  no  hubiera  tenido  lugar  á  haber  regido  el  prin- 
cipio de  las  Bases  que  examinamos. 

La  labor  legal  de  10  metros  sobre  el  criadero  no  daba  mucha 
luz  para  juzgar  de  su  importancia,  y  puede  decirse  que  la  gran 
mayoría  de  las  concesiones  hechas  en  España  se  dieron,  en  este 
concepto,  completamente  á  ciegas.  Entre  el  extremo  de  no  exis- 
tir mineral,  y  el  opuesto,  que  se  presenta  en  Francia,  de  no  dar 
la  concesión  sino  después  que,  previa  la  autorización  correspon- 
diente, se  han  hecho  trabajos  de  importancia  bajo  la  vigilancia 
de  la  Administración,  dando  con  esto  motivo  á  dilaciones  de  que 
se  quejan  continuamente  los  industriales  franceses,  preferimos 
el  primero,  porque  ofrece  grandes  ventajas  y  ningún  inconve- 
niente. 

El  impuesto  establecido  en  las  Bases  pesa  desigualmente 
sobre  el  investigador  que  nada  produce  y  sobre  el  que  explota 
una  mina  en  productos.  El  derecho  de  superficie  no  puede  ele- 
varse á  único  impuesto  minero,  aumentando  su  valor,  porque 
resulta  muy  gravoso;  otro  es  su  objeto,  según  hemos  visto,  y 
por  esto  se  satisface  con  un  tipo  muy  bajo.  El  impuesto  propor- 
cional á  la  producción  es  el  único  admisible  y  el  que  evita,  en 
cuanto  cabe,  injustas  desigualdades. 
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Las  concesiones  son  a  perpetuidad,  y  sólo  admite  la  ley  un 
caso  de  caducidad,  habien  Jo  desaparecido  los  denuncios,  plaga 
de  nuestra  minería;  resolviéndose  esta  importantísima  cuestión 
en  términos  más  generales  y  más  convenientes  que  por  la  re- 
forma de  4  de  Marzo  de  1868. 

Ya  no  se  exige  pueble,  ni  labor  determinada  hecha  en  un 
tiempo  dado,  ni  ninguna  de  las  condiciones  que  sólo  eran  ver- 
daderas trabas  impuestas  á  la  libertad  del  ,trabajo.  Esta  cues- 
tión está  ya  sobradamente  dilucidada  para  que  haya  quien  pre- 
tenda volver  á  tan  funesto  sistema. 

En  Francia  mismo,  donde  la  Administración  es  tan  apegada  al 
sistema  de  intervención  y  de  reglamentación  industrial,  dominan 
ya  otras  ideas.  La  circular  de  10  de  Febrero  de  1877,  dictada  por  el 
Ministerio  de  Obras  Páblicas  de  Francia,  amenazando  con  la  de- 
claración de  caducidad  al  gran  número  de  minas  que  permane- 
cían inactivas  según  resuUóde  lainformaciónparlamentariaque 
se  hizo  sobre  la  situación  de  la  industria  hullera,  á  consecuencia 
de  la  crisis  de  1873,  y  la  subida  de  precios  de  los  carbones,  alarmó 
con  justa  razón  á  todas  las  empresas,  siendo  grandes  las  quejasy 
numerosas  las  reclamaciones.  Para  dar  seguridad  y  tranquilizar 
á  los  explotadores,  se  expidió  otra  circular  en  15  de  Junio  del 
mismo  año,  suspendiendo  los  efectos  de  la  anterior,  declarando 
que  de  la  información  había  resultado  que  las  minas  no  explo- 
tadas debían  su  inactividad  á  varias  causas,  como  la  esterilidad, 
el  agotamiento  del  mineral,  el  no  ser  explotables  por  no  tener 
colocación  los  productos,  ó  por  falta  de  vías  de  transporte,  por 
dificultades  que  presentaba  la  explotación,  por  malos  negocios 
de  las  empresas  ó  por  concentración  de  los  trabajos  en  minas 
más  ventajosas  para  los  concesionarios.  Ante  tan  variadas 
causas,  la  Administración  se  declara  impotente  para  intervenir 
autoritariamente  en  la  gestión  de  los  asuntos  industriales,  con- 
fesando que  técnica  y  económicamente  es  imposible  definir  la 
actividad  de  una  mina,  para  fijar  qué  número  de  obreros  ocu- 
pados, ó  cuántas  toneladas  de  mineral  extraído  deben  consti- 
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luir  aquella  actividad;  cuestiones  que  sólo  el  interés  personal 
del  concesionario  puede  resolver. 

En  el  proyecto  de  revisión  de  la  ley  de  minas  de  1810,  pre- 
sentado al  Senado  francés  en  17  de  Noviembre  de  1877 ,  y  en  el 
cual  una  aplicación  constante  de  cerca  de  setenta  años,  ha  de 
haber  producido  reformas  bien  meditadas,  se  repiten  aquellas 
razones  y  se  robustecen  con  ejemplos  de  las  legislaciones  ex- 
tranjeras, como  prueba  de  que  no  se  ha  podido  fijar  aquella 
actividad. 

Así  la  ley  austríaca  de  23  de  Mayo  de  1853  obliga  á  los 
propietarios  de  minas  á  explotarlas,  considerando  que  la  ex- 
plotación es  bastante  activa  cuando  se  emplea  el  número  de 
obreros  que  conviene  á  la  naturaleza  del  sitio  y  de  la  explota- 
ción; pero  cuando  las  circunstancias  exteriores  lo  impiden,  la 
Administración  puede  conceder  un  plazo  razonable. 

La  ley  prusiana  de  24  de  Junio  de  1865  es  menos  explícita,  de- 
clarando que  el  concesionario  está  obligado  á  explotar,  á  menos 
que  razones  mayores  de  interés  público  justifiqaen  su  inacción; 
en  un  plazo  de  seis  meses  la  Administración  tiene  el  derecho  de 
hacerla  cesar,  amenazando  con  la  caducidad.  La  ley  de  Ba viera 
de  20  de  Marzo  de  1869  previene  lo  mismo  que  la  prusiana;  y  la 
vaguedad  de  estos  preceptos  manifiesta  claramente  la  vacilación 
y  la  impotencia  del  legislador. 

No  se  pretenderá  imitar  la  ley  sajona  de  16de  Junio  de  1868,  que 
marca  el  número  de  obreros  que  han  de  estar  ocupados  en  una 
concesión  proporcionalmente  ásu  extensión;  exigiendo  dos  obre- 
ros, que  trabajen  cada  uno  ocho  horas  diarias,  para  una  superficie 
de  40.000  metros  cuadrados;  tres  para  80.000  á  240.000  metros 
cuadrados;  cuatro  de  280.000  á  440.000,  y  así  sucesivamente,  au- 
mentando un  obrero  por  cada  300.000  metros  cuadrados;  pudién- 
dose computar  un  obrero  por  un  recurso  de  375  francos  agregados 
á  la  empresa.  La  ocupación  de  un  número  menorde  obreros  seto- 
lera  en  los  seis  primeros  meses  de  la  concesión,  ó  en  caso  de  falla 
temporal  de  mercado  ó  por  otros  motivos  imperiosos;  las  coiítra- 
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venciones  se  penan  con  mullas  que  llegan  al  máximo  de  1.125 
francos,  con  arresto  de  dos  meses  á  lo  sumo,  y  con  la  caducidad 
de  las  concesiones,  excluyendo  al  propietario  desposeído  de  pre- 
sentarse á  la  licitación  cuando  la  mina  se  venda  en  pública  su- 
basta. Esta  excesiva  minuciosidad  reglamentaria,  tan  severa  y 
de  eficacia  tan  dudosa,  no  la  admiten  los  reformadores  de  la  ley 
francesa,  porque  deja  al  arbitrio  del  Gobierno  los  casos  en  que 
puede  dispensarse  el  pueble;  porque  no  es  conveniente  la  dis- 
persión de  obreros  cuando  una  empresa  posee  variar  concesio- 
nes, y  porque  es  inadmisible  que  al  concesionario  se  le  prive  de 
presentarse  en  la  subasta  para  adquirir  la  mina  nuevamente. 
Por  estas  razones,  en  el  proyecto  de  reforma  no  se  adopta  nin- 
gima  disposición  restrictiva  sobre  este  punto,  imitando  el  sis- 
tema que  se  sigue  en  Inglaterra. 

Cierto  es  que -se  presentará  alguno  ó  muchos  casos  en  que  los 
concesionarios  adquieran  la  propiedad  de  las  minas,  no  con 
ánimo  de  explotarlas,  sino  de  cederlas  á  otras  empresas  me- 
diante una  prima  más  ó  menos  elevada,  conservándolas  mien- 
tras tanto  improductivas;  pero  esta  acaparación  de  la  riqueza 
subterránea  no  es  una  excepción  á  la  regla  general,  respecto  de 
los  demás  bienes.  El  que  llega  primero  obtiene  las  mayores  faci- 
lidades para  la  compra  de  bienes  nacionales,  por  ejemplo,  y  no 
todos  los  compradores  adquieren  las  fincas  con  ánimo  de  explo- 
tarlas y  utilizarlas  por  sí.  Cuando  se  ensancha  una  población, 
los  que  compraron  los  terrenos  que  ha  de  ocupar  el  ensanche 
los  venden  á  mayor  precio  y  esperan  todo  el  tiempo  que  juzgan 
conveniente  á  sus  intereses.  Ni  en  la  agricultura,  ni  en  la  in- 
dustria, ni  en  nada  que  á  la  propiedad  general  se  refiera  hay 
ley  alguna  que  obligue  á  cultivar  los  campos,  á  mantener  siem- 
pre funcionando  las  fábricas,  ni  regla  que  fije  el  tipo  del  tra- 
bajo que  debe  considerarse  como  medida  de  la  actividad.  Sería 
una  gran  imprudencia  querer  traducir  estas  peligrosas  teorías 
en  preceptos  legales,  y  la  industria  minera  no  debe  ser  la  única 
excepción,  precisamente  cuando  las  leyes  de  este  género  tratan 
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todas  de  asimilar  la  propiedad  subterránea  á  las  demás  propie- 
dades. Si  á  las  unas  no  se  les  impone  condición  alguna  respecto 
de  la  actividad  de  sus  operaciones,  no  hay  motivo  para  impo- 
nérsela á  la  otra. 

La  ingerencia  del  Estado  en  estos  asuntos  es  más  dañosa  que 
útil  á  los  intereses  que  trata  de  proteger;  porque  siendo  el  con- 
cesionario, como  todos  los  industriales,  el  más  interesado  en  que 
stria  florezca  y  el  más  apto  para  escoger  el  método  de 
eión  más  conveniente,  organiza  desde  luego  el  plan  ge- 
3  trabajos;  y  el  pretender  que  intervenga  el  Gobierno  en 
cción  sería  desvirtuar  los  esfuerzos  de  los  explotadores, 
los  capitales  de  las  empresas  mineras  y  detener  el  des- 
de la  industria  minera.  ¿Acaso  el  Gobierno  puede  juzgar 
LCtitud  qué  labor  ó  trabajo  ha  sido  conveniente  ejecutar 
mpresa  en  una  época  determinada?  ¿Pues  con  qué  fun- 
o  ha  de  exigirle  que  ejecute  ciertas  excavaciones  en  pía- 
s?  El  pago  del  canon  de  pertenencia  corrige  en  algún 
L  falta  de  actividad. 

principio  de  libertad  minera  consignado  en  las  Bases  es 
mineros  exploten  libremente  sus  minas  sin  sujeción  á 
aciones  técnicas  de  ningún  género,  exceptuando  las  ge- 
de  policía  y  seguridad.  Con  un  refinamiento  de  exage- 
ítica,  han  querido  interpretar  esta  disposición  en  el  sen- 
!  que  á  los  mineros  se  les  prohibe  ajustarse  á  las  reglas 
í  de  las  minas,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  deben  explotar 
tinariamente,  de  un  modo  codicioso,  contrario  á  la  con- 
6n  de  los  criaderos,  es  decir,  en  contra  del  interés  gene- 
3  su  propio  interés.  El  precepto  legal  indica  claramente, 
ingún  género  de  duda,  que  ni  la  ley  ni  el  Gobierno,  eje- 
e  la  ley,  imponen  á  los  explotadores  ninguna  condición 
;  es  decir,  que  se  consagra  el  principio  generador  de  la 
ia,  de  la  libertad  del  trabajo  ya  establecido  al  no  marcar 
ilguno  á  la  actividad  de  las  explotaciones.  Respecto  de 
portante  punto,  creemos  haber  dejado  expuesta  con  toda 
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claridad  en  la  economía  política  de  las  minas  la  doctrina  lo- 
cante á  la  vigilancia  ó  inspección  facultativa  que  debe  ejercer  la 
Administración.  No  estará  de  más  copiar  aquí  lo  que  el  proyecto 
de  reforma  de  la  ley  de  minas  francesa  consigna  á  propósito  de 
esta  cuestión;  «El  Cuerpo  de  Minas— dice— advierte  á  la  Admi- 
nistración acerca  de  los  vicios,  abusos  ó  peligros  de  las  explota- 
ciones; en  cuanto  á  ilustrarles  sobre  los  inconvenientes  y  la  me- 
jora de  los  métodos  de  labor,  es  una  misión  oficiosa  que  no 
puede  consignarse  en  la  ley;  el  escuchar  los  consejos  juiciosos 
de  la  ciencia,  no  se  ordena,  es  costumbre  que  se  adquiere  como 
consecuencia  de  las  relaciones  de  confianza  que  el  tiempo  y  la 
experiencia  establecen  entre  un  funcionario  y  los  administra- 
dos;» y  el  Cuerpo  de  Minas  ha  prestado  siempre  este  concurso 
indirecto,  cuando  se  le  ha  pedido,  y  esto  lo  mismo  pasa  en  Es- 
paña que  en  Francia. 

En  lo  que  no  debe  quedar  duda  -  añade  el  proyecto  á  que  alu- 
dimos-es acerca  del  derecho  y  del  deber  de  la  Administración 
para  ordenar  las  medidas  convenientes  en  punto  á  la  ordenada 
explotación,  á  la  fortificación,  al  alumbrado,  á  la  ventilación,  al 
desagüe,  etc.,  con  objeto  de  prevenir  la  explotación  codiciosa  de 
un  criadero  y  evitar  los  terribles  accidentes  que  tan  numerosas 
víctimas  ocasionan,  convirtiéndose  en  verdaderas  catástrofes. 
En  Inglaterra,  donde  no  existe  traba  ninguna  á  la  libertad  del 
trabajo  de  las  minas,  la  reglamentación  sobre  este  punto  es  cada 
vez  más  restrictiva.  Allí,  el  lema  de  los  legisladores,  es:  «nada 
contra  la  libertad  industrial,  todo  para  asegurar  la  vida  y  la 
salud  de  los  obreros.»  Por  eso  la  inspección  administrativa,  que 
sólo  alcanzaba  á  las  minas  de  hulla,  se  ha  hecho  extensiva  á  las 
metalíferas,  imponiendo  á  los  explotadores  de  las  primeras  la 
obligación  de  confiar  la  dirección  de  los  trabajos  sólo  á  direc- 
tores provistos  de  la  competente  certificación. 

Cuando  la  Administración  se  convence  de  que  una  mina  está 
bien  ordenada  en  los  trabajóos  de  fortificación,  cuando  las  ex- 
cavaciones están  limpias,  bien  ventiladas  y  desaguadas,  no  sólo 
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se  asegura  de  qiie  no  ocurrirán  accidentes  que  comprometan  la 
vida  de  los  obreros  y  la  seguridad  pública,  sino  que  adquiere 
también  el  convencimiento  de  que  no  se  hace  una  explotación 
codiciosa,  porque  las  labores  de  rapiña  no  son  compatibles  con 
aquellas  medidas  de  seguridad  y  de  salubridad.  Y  he  aquí  que 
las  Bases,  cuyos  principios  aceptables  hay  que  reconocer,  al 
mismo  tiempo  que  se  manifiestan  los  que  no  lo  son,  han  expre- 
sado perfectamente  las  buenas  ideas  relativas  á  este  trascen- 
dental asunto,  al  ordenar  que  los  mineros  sólo  se  sujetarán  á  las 
reglas  generales  de  policía  y  de  seguridad,  á  cuyo  fin  la  Admi- 
nistración, por  medio  de  sus  agentes,  ejercerá  la  oportuna  vigi- 
lancia. 

Si  pues  por  una  pa^le  la  ley  garantiza  directamente  la  segu- 
ridad pública  y  la  de  los  obreros,  por  la  vigilancia  que  ejerce 
sobre  las  minas,  como  condición  precisa  é  inherente  á  las  con- 
cesiones de  esta  clase,  é  indirectamente,  por  esta  misma  vigilan- 
cia, impide  toda  explotación  codiciosa;  y  por  otra,  la  explota- 
ción desordenada  que  cause  perjuicio  á  los  propietarios  de  la 
superficie  ó  á  otros  explotadores,  tiene  su  correctivo  en  los  re- 
cursos que  ofrece  la  aplicación  del  derecho  común,  no  cabe  or- 
denar más  dentro  de  los  límites  de  las  facultades  que  verdade- 
-imente  corresponden  á  la  Administración,  sin  invadir  los  dere- 
los  sagrados  de  la  libcFtad  industrial.  Lo  único  que  falta  es 
lie  la  vigilancia  sea  un  hecho,  y  que  la  inspección  sobre  las 
linas  se  ajuste  á  un  reglamento  tan  práctico  y  claro  como  ter- 
iinante  y  severo.  Este  vacío  viene  á  llenarse  con  el  reglamento 
5  policía  minera,  aprobado  por  Real  decreto  de  15  de  Julio 
5 1897,  que  más  adelante  detallaremos. 
Respetando  el  derecho  de  propiedad,  exige  el  decreto-ley 
sf4fí68  que  no  pueda  cercenarse  el  dominio  de  los  dueños  de 
L  superficie  ni  el  de  los  mineros,  sin  la  formación  de  expediente 
5  utilidad  pública,  para  fundar  en  él  la  expropiación,  previa 
i  indemnización  correspondiente.  En  muchos  casos  aquella 
Lilidad  es  manifiesta*  como  cuando  hay  á  la  vista»  substancias 
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de  la  2.*  Sección,  que  pretende  un  tercero  por  negarse  el  dueño 
á  dar  su  permiso;  cuando  los  concesionarios  de  minas  se  oponen 
á  que  atraviese  sus  pertenencias  una  galería  general,  ó  cuando 
las  minas,  que  están  ya  en  producto,  necesitan  ocupar  parte  de 
la  superficie  para  bocaminas,  máquinas,  etc.;  pero  en  otros, 
como  cuando  se  ha  de  ocupar  la  superficie  por  bocaminas,  cuyo 
objeto  es  investigar  minerales,  no  es  tan  fácil  decidir  qué  es 
más  ventajoso,  si  el  cultivo  del  suelo  ó  la  explotación  de  un 
criadero  no  conocido  y  cuya  existencia  es  problemática.  Dícese 
que  el  interés  público  de  la  explotación  de  las  minas  es  tau  evi- 
dente, que  debe  sobreentenderse  en  todos  los  casos,  y  que  no 
ha  debido  ponerse  en  tela  de  juicio,  debiendo  estar  implícita- 
mente comprendido  en  la  ley;  pero  es  indudable  que  ese  interés 
no  es  tan  patente  en  todos  los  casos,  y  aunque  en  algunos  ha 
de  ser  muy  difícil  averiguarlo  justo  era  dar  al  propietario  déla 
snperficíe  una  garantía  de  que  el  minero  no  podrá  apoderarse 
arbitrariamente  de  su  terreno,  ni  aun  bajo  la  autorización  dis- 
crecional de  la  autoridad. 

Cuando  las  minas  caducan,  en  el  único  caso  que  establece  la 
ley,  no  hay  verdadera  reversión  al  Estado,  en  lo  cual  se  sigue 
más  el  sistema  de  Chevalier  que  el  principio  regalista,  puesto 
que  la  mina  se  saca  á  pública  subasta.  Por  lo  que  hemos  visto 
en  la  práctica  de  esta  disposición,  las  Administraciones  econó- 
micas de  las  provincias  anuncian  estas  subastas  por  un  tipo 
igual  á  las  sumas  que  adeudan  las  concesiones  caducadas,  mi- 
rando únicamente  al  interés  fiscal.  Estas  valoraciones  debieran 
hacerse  por  los  ingenieros,  para  que  el  antiguo  concesionario 
pudiera  recoger  el  resto,  si  la  tasación  excede  de  la  deuda,  como 
mandan  las  Bases.  En  cuanto  al  5  por  100  que,  además  de  los 
gastos  de  subasta,  cobra  la  Administración,  no  todos  lo  hallan 
justificado,  si  bien  debe  considerarse  como  el  interés  devengado 
por  el  tiempo  que  dejó  de  satisfacerse  el  canon. 

La  nueva  legislación  establecida  por  las  Bases,  no  sólo  quedo 
incompleta  en  algunos  puntos,  como  los  relativos  á  las  reglas 
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de  policía  y  seguridad  en  general,  y  respecto  de  las  labores  que 
se  ejecutan  bajo  edificios,  caminos,  etc.,  sino  que  al  declarar 
rigentes  las  disposiciones  de  la  anterior  legislación,  que  no  les 
fuesen  contrarías,  se  produjo  la  confusión  que  es  consiguiente 
al  querer  harmonizar  reglas  que  corresponden  á  dos  sistemas 
opuestos.  Esta  mezcla  de  las  dos  legislaciones,  confirmada  por 
la  Real  orden  de  2  de  Marzo  de  1869  mandando  que  los  expe- 
dientes de  concesión  se  sigan  por  los  trámites  que  establece  la 
ley  reformada  de  4  de  Marzo  de  1868,  produjo  inmediatamente 
las  naturales  discordancias,  que  se  hubieran  evitado,  si  al  no  pu- 
blicar nuevos  reglamentos  adecuados  á  las  Bases,  al  menos  és- 
tas, hubieran  especificado  cuáles  artículos  de  la  ley  y  regla- 
mento anterior  quedaban  subsistentes  y  cuáles  derogados. 

Un  ejemplo  muy  notable  de  los  conflictos  á  que  han  dado  lu- 
gar las  contradicciones  entre  ambas  leyes  vigentes,  es  el  que  se 
refiere  á  los  plazos,  asunto  de  largas  y  apasionadas  discusiones 
y  motivo  de  fundadas  quejas  y  reclamaciones  por  parte  de  los 
mineros.  Dice  el  art.  15  de  las  Bases  que  las  concesiones  se 
otorgarán,  precisamente  en  todos  los  casos,  en  un  plazo  que  no 
exceda  de  cuatro  meses;  y  sumando  los  diferentes  plazos  que 
para  todos  los  trámites  del  expediente  marca  la  ley  y  regla- 
mentos promulgados  en  24  de  Junio  de  1868,  resulta  un  plazo 
total  de  más  de  diez  meses.  Para  resolver  este  verdadero  con- 
flicto pretendían  unos  que  los  plazos  de  la  antigua  ley  queda- 
ron derogados  por  la  nueva,  mientras  que  otros  sostenían  que 
los  plazos  antiguos  quedaron  vigentes,  y  que  el  de  cuatro  meses 
de  las  Bases,  como  imposible  de  cumplir,  no  tenía  fuerza  de 
obligar  y  no  podía  considerarse  vigente.  Muchas  concesiones 
se  dieron  al  principio  traspasando  el  plazo  de  los  cuatro  meses, 
como  no  podía  menos  de  suceder,  hasta  que  se  presentó  un  caso 
en  que  se  reclamó  la  cancelación  de  un  expediente  por  haber 
transcurrido  aquel  plazo  y  fundándose  además  en  la  16.*^  dis- 
posición general  del  reglamento  de  Íá4  de  Junio  de  1868,  que 
indebidamente  establece  un  caso*de  cancelación,  no  previsto 
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en  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  si  los  interesados  no  reclaman 
en  el  término  de  sesenta  días  contra  el  descuido  ó  negligencia 
de  la  Administración.  En  esta  regla  se  declaran  improrrogables 
y  fatales  los  plazos  que  marcó  la  ley  y  que  ésta  no  los  consi- 
deró como  tales,  y  se  hace  responsable  á  los  interesados  de  las 
faltas  de  la  Administración;  principio  á  todas  luces  insostenible, 
y  más  en  este  caso,  en  que  la  culpa  no  es  de  ella,  sino  de  la  ley. 
Esta  regla,  que  ya  estaba  consignada  en  el  reglamento  de  25  de 
Febrero  de  1863,  se  aplicó  á  la  ley  de  1859  cuando  aún  no  había 
sido  reformada,  y  exigía  para  la  cancelación  el  previo  requeri- 
miento de  los  interesados;  este  requerimiento  se  suprimió  en  la 
ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  dando  mayor  alcance  á  la  disposición 
reglamentaria,  que  evidentemente  se  excedía  de  sus  justos  lími- 
tes estableciendo  casos  de  cancelación  que  la  ley  no  expresaba. 

Todo  esto  complicaba  estas  cuestiones  de  una  manera  por 
todo  extremo  inconveniente,  sin  que  la  Administración  desatase 
la  dificultad;  antes  bien  declaró  por  Orden  del  Gobierno  de  la 
República  de  23  de  Diciembre  de  1873,  que  había  conformidad 
y  harmonía  entre  la  ley  reformada,  el  reglamento  para  su  eje- 
cución y  las  Bases;  y  dictó  reglas  para  la  tramitación  de  las 
solicitudes  de  dispensa  presentadas  á  los  gobernadores  pidiendo 
la  rehabilitación  de  los  expedientes;  la  cual,  según  otra  Orden 
de  1.*^  de  Julio  de  1874,  sólo  al  Gobierno  compete  conceder,  por 
no  correspoder  esta  facultad  á  los  gobernadores.  Algunas  sen- 
tencias del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  también  declararon 
aquella  conformidad;  sentándose  una  jurisprudencia  absurda, 
que  anula  los  expedientes  de  concesión  por  faltas  que  no  de- 
penden de  la  Administración  ni  de  los  interesados  y  que  no  son 
más  que  el  fruto  de  la  monstruosa  amalgama  de  una  ley  y  un 
reglamento  restrictivos  hasta  la  suspicacia  y  unas  Bases  legis- 
lativas redactadas  y  publicadas  con  sobrada  ligereza  y  precipi- 
tación. 

El  gran  número  de  expedientes  de  dispensa  de  faltas  remi- 
tidos por  los  Gobernadores  al  Ministerio  de  Fomento,  dio  mo- 
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tivo  á  la  Real  orden  de  18  de  Febrero  de  1875,  devolviéndolos  á 
los  Gobernadores,  á  quienes  se  les  concedió  por  una  sola  vez  la 
facultad  de  dispensar  defectos  cuando  no  resultase  perjuicio  de 
tercero,  siempre  que  la  reclamación  se  hiciese  dentro  del  plazo 
de  60  días,  á  contar  desde  aquella  fecha.  Por  fin,  para  com- 
pletar cuanto  se  refiere  á  la  cuestión  de  plazos,  mencionare- 
mos la  Orden  de  29  de  Noviembre  de  1873,  por  la  que,  en 
atención  al  estado  de  guerra  en  que  se  hallaban  las  provincias 
de  Murcia,  Vizcaya,  Álava,  Guipúzcoa  y  Navarra,  se  suspen- 
dieron todos  los  plazos  considerados  como  fatales  é  improrro- 
gables en  la  tramitación  de  los  expedientes  de  minas,  cuya 
suspensión  se  amplió  á  la  provincia  de  Burgos  por  orden  de 
22  de  Enero  de  1874;  hasta  que  habiendo  cesado  las  causas  que 
la  motivaron,  se  alzó  dicha  suspensión  por  Real  orden  de  24  de 
Marzo  de  1876. 

Proyectos  de  ley  de  Minas.  —  Cumpliendo  el  Ministerio  de 
Fomento  con  lo  dispuesto  en  las  Bases  de  1868,  presentó  á  las 
Cortes  en  7  de  Octubre  de  1869  un  proyecto  de  ley  de  Minas, 
que  no  era  más  que  el  desarrollo  de  aquéllas,  sin  alteraciones 
que  afecten  su  esencia.  I^a  Comisión  nombrada  no  U^ó  á  dar 
dictamen  acerca  de  él. 

Por  decreto  de  5- de  Agosto  de  1872  se  creó  una  Comisión, 
compuesta  de  tres  jurisconsultos,  tres  ingenieros  del  Cuerpo 
de  Minas  y  tres  industriales  mineros  para  redactar  un  proyecto 
de  ley,  partiendo  de  las  Bases  de  29  de  Diciembre  de  1868  y 
del  proyecto  presentado  á  las  Cortes  Constituyentes  á  que  aca- 
bamos de  aludir.  Esta  Comisión  debió  dar  terminados  sus  tra- 
bajos en  el  término  de  tres  meses,  pero  en  25  de  Mayo  del  año 
siguiente  se  disolvió,  nombrándose  una  nueva  Comisión  de 
dos  juriscunsultos,  dos  industriales  mineros  y  tres  ingenieros 
del  Cuerpo  de  Minas,  la  cual  debía  ajustarse  también  á  las 
Bases  legislativas  de  1868;  presentando  redactado  el  proyecto 
en  Octubre  del  mismo  año  1873.  Pasado  á  informe  de  la  Junta 
superior  facultativa  de  Minería,  lo  devolvió  al  Ministerio  de  Fo- 
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mentó  en  Septiembre  de  1874,  que  lo  pasó  á  informe  del  Consejo 
de  Estado  en  Octubre  del  propio  año.  Este  proyecto  de  ley 
quedó  paralizado  hasta  Agosto  de  1877,  que  volvió  nuevamente 
á  informe  de  la  Junta  superior  facultativa;  trámite  inexpli- 
cable, habiendo  ya  dado  su  dictamen  esta  Corporación,  y  sobre 
todo  después  de  haber  sido  examinado  el  asunto  por  el  Con- 
sejo de  Estado,  que  es  el  Cuerpo  consultivo  más  alto  de  la  Ad- 
ministración. La  Junta  devolvió  informado  el  proyecto  al  Mi- 
nisterio de  Fomento. 

El  Ministro  de  Fomento  presentó  al  Senado  en  13  de  Junio 
de  1879  un  proyecto  de  ley  de  Minas;  nombrada  la  Comisión  co- 
rrespondiente, presentó  su  informe  en  14  de  Mayo  de  1880;  y 
cuando  se  iba  á  poner  á  discusión,  se  suspendieron  las  se- 
siones de  Cortes,  á  principios  de  1881,  sufriendo  con  esto  un 
nuevo  aplazamiento. 

En  1883  el  Ministro  de  Fomento  nombró  una  Comisión,  á  la 
cual  encargó  la  redacción  de  una  ley  de  Minas,  pero  esta  Comi- 
sión no  llegó  á  constituirse. 

En  1908,  y  por  Real  decreto  de  la  Presidencia  del  Consejo  de 
Ministros,  se  creó  una  Junta,  compuesta  de  dos  funcionarios  de 
Hacienda,  un  ingeniero  de  minas,  otro  de  caminos  y  tres  repre- 
sentantes de  entidades  mineras,  para  que  propusiera  al  Gobierno 
las  reformas  que  debieran  llevarse  á  efecto  en  la  legislación  de 
minas  y  en  la  que  grava  esta  riqueza. 

Por  último,  y  en  el  año  1903,  el  Ministro  anunció  que  nom- 
braría una  Comisión  retribuida  para  que  estudiara  una  nueva 
ley  de  Minas,  pero  esta  Comisión  no  llegó  á  nombrarse. 

A  piesar  de  lo  terminante  del  art.  33  de  las  Bases,  todavía  en 
el  año  1906  no  tenemos  una  ley  completa  de  Minas;  pues  como 
decía  muy  bien  el  Ministro  en  el  preámbulo  del  decreto-ley  de 
29  de  Diciembre  de  1868,  aquellas  Bases  eran  para  las  minas 
particulares,  pero  no  para  una  legislación  que  comprendiera 
todo  el  estudio  de  la  minería. 
Ahora  bien,  y  para  poner  término  á  los  continuos  conflictos 
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que surgían,  y  las  dificultades  casi  insuperables  que  en  la  prác- 
tica se  presentaban,  por  la  subsistencia  de  preceptos  antagóni 
eos  entre  sí  y  que  obedecían  á  dos  y  muy  distintos  criterios, 
nacidos  los  unos  del  régimen  de  libertad  implantado  por  el  de- 
creto-ley de  Bases,  y  consecuencia  los  otros  de  los  principios  res- 
trictivos de  la  legislación  de  1859,  la  conjunta  aplicación  de 
todos  ellos,  que  llevaba  consigo  las  mayores  anomalías  é  incon- 
gruencias, dando  lugar  á  esa  inseguridad  y  escasa  fijeza  que  se 
nota  en  la  jurisprudencia  minera,  no  seguramente  por  falta  de 
capacidad,  ni  por  ignorancia  de  aquellos  que  la  establecían, 
sino  por  la  imposibilidad  de  amalgamar  prescripeiones  antité- 
ticas y  que  se  consideraban  subsistentes  en  su  mayor  parte, 
hacían  necesario  la  publicación  de  un  reglamento  de  Minas 
cpie,  si  bien  no  hiciera  desaparecer  todos  aquellos  males,  los 
aminoraba  al  menos;  comprendiéndolo  así  el  Ministro,  publicó 
uno  provisional  el  17  de  Abril  de  1903,  y  antes  de  sancionarlo 
definitivamente,  lo  mandó  á  informe  del  Consejo  de  Estado; 
después  de  oído  este  alto  Cuerpo  consultivo,  se  publicó  en  16  de 
Junio  de  1905,  empezando  á  regir  el  16  de  Julio  del  mismo  año. 

Este  reglamento,  como  desarrollando  solamente  las  Bases, 
no  da  disposiciones  relativas  á  la  organización  del  Cuerpo,  ni 
al  régimen  interior  de  los  establecimientos  mineros  del  Estado, 
no  se  ocupa  tampoco  de  la  importante  cuestión  de  contribucio- 
nes mineras. 

Para  los  impuestos  sobre  la  propiedad  minera  tenemos  la  ley 
de  28  de  Marzo  de  1900  y  el  reglamento  de  la  misma  fecha. 

Proyectos  de  ley  de  policía  minera.  —  En  cuanto  á  la  ley  de 
policía  minera,  en  31  de  Mayo  de  1872  el  Ministro  de  Fomento 
presentó  al  Congreso  un  proyecto  de  ley,  en  el  que  se  estable- 
cían las  reglas  para  las  visitas  de  inspección  de  los  ingenieros, 
los  cuales  deberían  aprovechar  para  hacer  otros  estudios  y  re- 
unir datos  para  la  estadística,  levantando  planos  de  las  labo- 
res, etc.  Para  cubrir  estos  gastos,  cada  concesión  debería  pa- 
gar 50j)esetas  anuales  por  derechos  de  visita,  y  se  consignarían 
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en  el  presupuesto  de  gastos  300.000  pesetas  por  las  6.000  con- 
exiones mineras  que  se  calculaba  existentes  en  aquella  fecha. 
Este  proyecto  no  se  llegó  á  discutir  en  el  Congreso, 

En  el  decreto  de  5  de  Agosto  del  mismo  año,  creando  una  Comi- 
sión para  redactar  un  proyectode  ley  de  Minas,  se  dispuso  además 
que  el  Ministro  de  Fomento  presentase  á  las  Cortes  un  proyecto 
de  ley  de  policía  minera,  y  así  lo  hizo  en  efecto  en  27  de  Sep- 
tiembre, presentándole  en  el  Senado,  donde  se  nombró  la  co- 
rrespondiente Comisión,  que  dio  su  dictamen  en  25  de  Octubre, 
verificándose  la  discusión  el  3  de  Novietíibre,  en  la  cual  tomó 
parte  activa  como  individuo  de  aquella  Comisión  el  Inspector 
general  de  Minas  D.  José  de  Monasterio.  El  proyecto  fué  apro- 
bado en  el  Senado  al  día  siguiente,  y  en  la  misma  fecha  pasó 
al  Congreso.  El  proyecto  primitivo  había  sufrido  muchas  mo- 
dificaciones; entre  otras  se  mandaba  formar  el  catastro  minero, 
como  base  firme  de  la  propiedad,  formando  cantones  y  estacio- 
nes  mineras,  para  referir  la  posición  de  las  pertenencias,  y  car- 
tas geográfico-mineras;  para  cubrir  los  gastos  de  inspección  y 
catastro  y  guarda  de  las  estaciones  mineras  se  exigían  5  pese- 
tas por  hectárea,  excepto  las  concesiones  de  hulla,  lignito  y 
turba,  que  pagarían  3  pesetas.  Este  proyecto  suscitó  una  viva 
oposición  en  la  prensa  y  por  parte  de  muchos  mineros,  princi- 
palmente por  el  nuevo  tributo  que  se  establecía  para  el  pago  de 
los  derechos  de  visita;  y  no  llegó  á  discutirse  en  el  Congreso, 
cayendo  en  el  olvido  más  completo;  pues  aunque  en  algún  do- 
cumento oficial  de  fecha  posterior  se  ha  reconocido  la  necesidad 
de  legislar  acerca  de  la  inspección  administrativa  sobre  las 
minas,  el  hecho  es  que  hasta  la  fecha  ninguna  nueva  ley  se  ha 
hecho  para  satisfacerla,  tan  imperiosamente  como  lo  demanda 
el  estado  de  nuestras  explotaciones. 

En  resumen:  desde  la  ley  de  1825  hasta  las  actuales,  todas 
ordenan  que  las  minas  se  labren  conforme  á  las  exigencias  de 
la  policía  y  seguridad,  y  en  varias,  y  muy  singularmente  en  la 
vigente,  se  manda  formar  y  publicar  un  reglamento  especial 
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para  inspeccionarlas  con  tal  mira,  mandato  que  aún  fué  refor- 
zado por  las  Cortes  al  aprobar  en  el  presupuesto  de  gastos 
de  1895-96  un  crédito  de  100.000  pesetas  «para  organizar  el  ser- 
vicio de  policía  y  seguridad  que  preceptúan  las  leyes  de  minas,  y 
realizar  las  visitas  que  dispone  el  art.  68  del  reglamento  vi- 
gentes», aludiendo  al  general  para  la  ejecución  de  aquéllas,  cré- 
dito que  se  conservó  igualmente  en  el  presupuesto  de  1896-97. 

El  que  circunstancias  especiales  y  diversas,  todavía  persis- 
tentes, hubieran  impedido  entonces  el  acometer  la  tarea  de 
acabar  con  el  anacrónico  estado  de  la  legislación  minera,  no 
podía  ser  motivo  para  demorar  ni  un  momento  más  el  cumpli- 
miento de  un  deber  social  y  legal,  cual  es  la  vigilancia  de  las 
minas,  con  el  propósito  de  que  en  ellas  haya  la  conveniente  po- 
licía y  seguridad,  materia  que  de  antiguo  miran  con  especial 
esmero  todas  las  naciones  civilizadas,  porque  el  fundamento  de 
las  disposiciones  proyectadas  habrá  de  estar  seguramente  de 
semejante  modo  consignado  en  la  futura  legislación,  con  tanto 
más  motivo,  cuanto  que  si  se  examinan  las  leyes  extranjeras 
se  observa  que,  no  obstante  la  diversidad  de  principios  en  que 
ellas  se  informan,  hay  grandes  analogías  y  hasta  casi  identidad 
en  los  reglamentos  respectivos  de  inspección.  Por  otra  parle,  el 
asombroso  desarrollo  que  la  industria  viene  adquiriendo  por 
un  lado,  y  de  otro  el  celo  de  todos  los  Gobiernos  y  de  todos  los 
Parlamentos  en  pro  del  mejoramiento  de  la  condición  de  la 
clase  obrera,  eran  estímulos  poderosos  para  acometer  sin  tar- 
danza la  implantación  de  este  servicio. 

Las  arriesgadas  é  insalubres  condiciones  en  que  el  obrero  se 
encuentra  en  las  minas;  los  peligros  de  todo  género  que  el  la- 
boreo de  éstas  entraña,  principalmente  para  quienes  trabajan 
en  ellas,  pero  también  para  los  que  se  hallan  en  la  superficie; 
como  asimismo  para  la  estabilidad  de  los  edificios  y  de  las  obras 
públicas  y  para  la  conservación  de  las  tierras  de  cultivo,  obli- 
gan al  Estado  á  intervenir  de  un  modo  activo  en  la  minería» 
para  evitar,  al  menos,  aquellos  accidentes  que  pudieran  ser 


^.  Digitized  by  VriOOQlC 


-  3^  — 

ocasionados  por  la  codicia,  por  la  temeridad  ó  por  la  ignoran- 
cia, y  de  ahí  nace  la  necesidad  de  los  reglamentos  de  vigilancia. 

El  reglamento  vigente,  aprobado  por  Real  decreto  de  13  de 
Julio  de  1897,  se  ciñe  estrictamente  al  principio  liberal  del  de- 
creto-ley, quedando,  por  consiguiente,  al  arbitrio  de  los  mine- 
ros la  elección  de  los  sistemas  de  labor,  la  forma  y  la  intensi- 
dad de  la  explotación,  los  aparatos  y  medios  para  efectuarla,  la 
continuidad  ó  discontinuidad  de  la  misma,  etc.  Mas  ese  debido 
respeto  á  la  ley  y  á  la  conveniencia  general  de  la  industria  es 
perfectamente  compatible  con  la  acción  de  mero  consejo  que, 
en  razón  del  interés  público,  deben  ejercer  los  ingenieros  al  vi- 
sitar las  minas  para  procurar  que  se  aprovechen  del  mejor  modo 
y  en  la  mayor  cantidad  posible  las  inmensas  riquezas  minera- 
les que  yacen  en  la  corteza  terrestre,  y  bien  puede  esperarse 
que,  merced  á  la  gran  facilidad  que  en  lo  sucesivo  encontrarán 
los  mineros  para  asesorarse,  en  su  difícil  arte,  de  los  individuos 
del  ilustrado  Cuerpo  de  Minas,  aquéllos  tocarán  notables  ven- 
tajas y  la  industria  ganará  más  y  más. 

Evidente  es  también  que  el  mayor  conocimiento  que  los  in- 
genieros del  Estado  adquirirán  al  recorrer  periódicamente  los 
centros  de  producción,  servirán  para  el  perfeccionamiento  de  la 
estadística,  para  el  estudio  de  los  criaderos  minerales  y  para 
reunir  muchos  y  útilísimos  datos  que  permitirán  apreciar  con 
más  exactitud  y  rapidez  las  necesidades  y  conveniencias  de  la 
industria,  contribuyendo  todo  ello  poderosamente  á  su  des- 
arrollo y  progreso  y  á  su  más  acertada  administración  oficial. 

Posteriormente,  las  iniciativas  de  un  Ministro  del  ramo  dis- 
tinto, el  de  Gobernación,  quien  proyectó  en  1899  las  leyes  que 
sobre  prevención  de  los  accidentes  del  trabajo,  trabajo  de  las 
mujeres  y  niños,  etc.,  se  votaron  en  1900;  la  de  descanso  domi- 
nical votada  en  1904,  etc.,  han  venido  á  completar  y  perfeccio- 
nar los  humanitarios  efectos  del  aludido  reglamento. 

Resumiendo;  nuestra  legislación  vigente  en  materia  de  mine- 
ría se  compone:  de  restos  de  la  ley  de  Minas  de  1859  empírica- 
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mente hecha  y  reformada  en  4  de  Marzo  de  1868;  por  las  Bases 
de  29  de  Diciembre  de  1868  de  una  nueva  legislación  que  el  Po- 
der ejecutivo  dictó  al  legislativo,  y  que  éste  aceptó  sin  desarro- 
llarlas y  sin  quitarles  el  carácter  de  interinidad  con  que  nacie- 
ron; la  ley  de  desagüe  de  minas  de  1.°  de  Agosto  de  1889,  de 
carácter  general,  pero  de  aplicación  más  concreta  á  las  minas 
de  Sierra  Almagrera,  que  la  motivaron;  y  por  último  la  ley  de 
Impuestos  sobre  la  propiedad  minera  de  28  de  Marzo  de  1900. 
Los  reglamentos  antes  mencionados,  el  hecho  para  el  desagüe 
de  Sierra  Almagrera,  de  1.**  de  Mayo  de  1891,  el  de  Impuestos 
mineros,  de  28  de  Marzo  de  1900,  el  de  la  Escuela  de  logenieros 
de  minas,  de  23  de  Febrero  de  1903,  y  los  de  las  Escuelas  de  Ca- 
pataces, el  orgánico  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  minas  de  21  de 
Enero  de  1905  y  el  reciente  de  los  Tribunales  de  honor  de  21  de 
Mayo  de  1905,  completan  el  cuadro  de  disposiciones  á  que  vie- 
nen obligados  los  que  á  la  Minería  se  dedican. 
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CAPITULO  I 
Clasificación  y  dominio  de  las  substancias  minerales. 


La  clasificación  que  hicieron  las  Bases,  para  el  aprovecha- 
miento de  las  substancias  útiles  del  reino  mineral,  en  tres  sec- 
ciones, es  la  más  completa  que  se  ha  hecho  en  todas  nuestras 
leyes;  si  exceptuamos  las  aguas,  que  no  parecieron  bien  colo- 
cadas en  la  ü.*  sección,,  aquella  división  responde  perfecta- 
mente á  la  propiedad  primordial  á  que  cada  sección  debe  estar 
sujeta,  y  á  la  necesidad  de  su  explotación,  conforme  á  las  dis- 
tintas aplicaciones  que  de  ellas  se  hacen  á  la  agricultura,  á  las 
construcciones,  á  la  industria  fabril  y  á  la  mineralúrgica. 

Disposiciones  posteriores  han  ido  perfeccionando  aquella  cla- 
sificación; así,  por  Real  orden  de  29  de  Julio  de  1872  se  declaró 
que  los  minerales  de  hierro,  en  general,  pertenecen  á  la  3.*  sec- 
ción, y  que  sólo  corresponden  á  la  2.*  el  hierro  de  pantanos;  de- 
claración necesaria  como  consecuencia  del  error  cometido  en 
las  Bases,  interponiendo  una  como  entre  hierro  y  pantanos. 
Otra  Real  orden  de  5  de  Diciembre  de  1876  determinó  que  los 
artículos  4.**  y  9.**  do  las  Bases  no  derogarojn  ni  modificaron  los 
artículos  45,  46,  49  y  51  de  la  ley  de  Aguas  de  3  de  Agosto  de 
1866,  que  reconocen  el  derecho  del  dueño  del  suelo  sobre  las 
aguas  subterráneas  existentes  en  su  propiedad;  esta  Real  orden 
estaba  verdaderamente  en  contradicción  con  lo  dicho  por  las 
Bases,  pero  la  vigente  ley  de  Aguas  de  13  de  Junio  de  1879,  y 
Real  orden  de  5  de  Junio  de  1883,  publicadas  con  posterioridad, 
quitan  toda  duda;  así  se  ha  reconocido  en  multitud  de  resolu- 
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clones,  y  de  una  manera  clara  y  terminante  queda  sancio- 
nado el  principio  de  estar  excluido  de  la  legislación  minera 
el  régimen  y  concesión  de  las  aguas  subterráneas. 

Por  Real  orden  de  21  de  Diciembre  de  1883  se  declara  que  la 
piedra  arenisca  estaba  comprendida  en  la  1.**  sección. 

Por  Real  orden  de  23  de  Febrero  de  1884  se  dispone  que  el 
amianto  ó  asbesto^  en  sus  variedades  conocidas,  deberán  ser 
comprendidas  entre  las  substancias  minerales  de  la  2/  sección. 

En  21  de  Mayo  de  1885  y  por  otra  Real  orden  se  declara  que 
la  caliea  litográfica  pertenece  á  la  1.*  sección. 

Por  Real  orden  de  19  de  Noviembre  de  1886  se  declara  que 
la  cal  hidráulica,  como  todas  las  cales,  son  de  la  1.*  sección. 

También  y  por  el  Ministerio  de  Ultramar,  en  cuyas  colonias 
regía  la  misma  legislación  que  en  la  Península,  se  dio  una  Real 
orden  en  22  de  Julio  de  1895,  de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  la  Junta  superior  facultativa  y  el  Consejo  de  Estado,  que  el 
guano  por  su  analogía  con  la  turba  debe  incluirse  en  la 
2,*  sección. 

En  la  misma  Real  orden  se  declara  que  las  sales  alcalinas  y 
las  iérreo-alcálinas  se  trasladen  á  la  2.^  sección. 

Por  Real  orden  de  24  de  Abril  de  1903,  y  de  conformidad  con 
lo  propuesto  por  el  Consejo  de  Minería  y  Consejo  de  Estado,  se 
acuerda  que,  por  sus  aplicaciones  en  joyería,  los  granates  son 
verdaderas  piedras  preciosas,  y  según  al  art.  4.^  del  decreto-ley 
de  Bases,  corresponden  á  la  3.*  sección;  y  aunque  estos  gra- 
nates se  hallasen  en  aluvión,  con  arreglo  al  art.  3.°  del  mismo 
decreto,  sólo  podrían  corresponder  á  la  2.*  sección  los  meta- 
líferos. 

Por  último,  y  por  Real  orden  de  11  de  Junio  de  1904,  se  clasi- 
fica en  la  2.*  sección  la  tierra  blanca  de  La  Roda,  de  la  provin- 
cia de  Albacete^  El  Consejo  de  Minería,  al  proponerlo,  se  ha  fun- 
dado en  que  se  presenta  en  forma  de  una  veta  de  2  á  3  metros 
de  espesor  y  á  una  profundidad  de  otros  tres  metros,  que  se  ex- 
porta para  fábricas  de  loza,  para  composición  de  pinturas,  fa- 
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brícación  de  gaseosas,  etc.;  por  último,  porque  se  compone  es^ 
pecialmente  de  la  reunión  de  carbonatos  de  cal  y  de  magnesia. 
El  reglamento  general  para  el  régimen  de  la  minería,  de  16 
de  Junio  de  1905,  redacta  esta  parte  en  la  forma  siguiente: 

«Artículo  1.^  Las  substancias  útiles  del  reino  mineral  se  divi- 
den para  su  aprovechamiento  en  las  tres  Secciones  que  se  especi- 
fican en  los  artículos  2.**,  3.^  y  4.^  del  decreto-ley  de  Bases  de  29 
de  Diciembre  de  1868,  debiendo  considerarse,  además,  incluidas 
entre  las  pertenecientes  á  la  segunda  Sección,  el  amianto  y  la 
piedra  pómez. 

En  cuanto  á  las  sales  alcalinas  y  térreo-alcalinas  disueltas  en 
el  agua,  y  las  aguas  subterráneas,  que  figuran  comprendidas  en- 
tre las  substancias  de  la  tercera  sección,  no  podrán  ser  objeto  de 
concesión  minera,  y  el  alumbramiento  y  aprovechamiento  de  las 
agaas  subterráneas  estarán  sujetas  á  las  prescripciones  estable- 
cidas por  la  ley  de.  Aguas  de  13  de  Junio  de  1879  y  Real  orden  de 
5  de  Junio  de  1883. 

Art.  2.^  Las  dudas  que  puedan  ocurrir  respecto  de  la  sección 
en  que,  para  los  efectos  de  la  ley,  deba  considerarse  compren- 
dida cualquiera  substancia  mineral,  se  resolverán,  previa  con- 
sulta del  Gobernador  civil  de  la  provincia  é  informe  del  Ingeniero 
Jefe  del  distrito,  por  el  Ministerio  del  ramo,  después  de  oir  al 
Consejo  de  Minería. 

Estas  resoluciones,  una  vez  firmes,  se  publicarán  en  la  Gaceta 
de  Madrid  y  servirán  de  regla  general  para  lo  sucesivo. 

Art.  3.^  Las  substancias  comprendidas  en  la  primera  sección 
serán,  según  establecen  las  Bases,  de  aprovechamiento  común 
cuando  se  hallen  en  terrenos  de  dominio  público,  y  del  duefto 
de  la  superficie  si  se  encuentran  en  terrenos  de  propiedad  pri- 
vada. 

La  propiedad  y  aprovechamiento  de  las  substancias  incluidas 
en  la  2.^  sección  estarán  sujetos  á  iguales  condiciones  que 
las  de  la  primera;  sin  embargo,  cuando  se  hallen  en  terrenos  de 
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propiedad  particular,  en  los  del  Estado  ó  de  los  pueblos,  podrá 
el  Gobierno  concederlas,  pej;Q  cumpliendo  previamente  cuanta  se 
dispone  en  el  art.  8.^  de  las  citadas  Bases.» 

Este  artículo  de  las  Bases  dice  que,  cuando  se  hallen  en  terreno 
de  propiedad  particular,  el  Estado  se  reserva  el  derecho  de  ce- 
derlas á  quien  solicite  su  explotación,  si  el  dueño  no  las  explota 
por  sí,  con  tal  que  antes  se  declare  la  empresa  de  utilidad  pública 
y  se  indemnice  al  dueño  por  la  superficie  expropiada  y  daños 
causados. 

En  cuanto  á  los  escoriales  y  terrerosy  las  Bases,  en  su  art.  3.*, 
los  colocan  en  la  2.*  sección;  pero  dicen  que  deben  ser  pro- 
cedentes de  beneficios  anteriores^  y  esto  daba  lugar  á  dudas; 
pues  aunque  estas  palabras  del  legislador  daban  á  entender  de 
un  modo  manifiesto  su  verdadero  sentido,  es  lo  cierto  que  por 
falta  de  desarrollo  de  las  Bases  y  no  haberse  siquiera  comple- 
mentado éstas  con  la  oportuna  aclaración,  se  pretendió  dar  á 
esto  y  algunas  veces  se  dio,  una  interpretación  tan  amplia  y  ex- 
tensiva al  precepto,  que  muchos  consideraban  que  todos  los  es- 
coriales y  escombreras  eran  susceptibles  de  ser  registradas  cpmo 
substancias  de  la  2.*  sección,  cualquiera  que  fuera  su  origen 
y  los  derechos  que  á  las  mismas  pudieran  existir  por  parte  de 
los  dueños  de  las  oficinas  ó  minas  de  que  procedan. 

Como  se  comprende,  esta  amplitud  que  á  la  prescripción  del 
decreto-ley  quiere  darse,  y  se  da  por  algunos,  no  cabe  dentro 
de  los  términos  en  que  aquélla  está  redactada;  pues  es  evidente 
que,  al  consignar  las  palabras  procedente  de  beneficios  anterio- 
res, quiso  significar  el  abandono  de  las  explotaciones  de  donde 
procedían,  toda  vez  que  no  podía  desconocer  el  legislador  el 
derecho  de  los  dueños  de  las  fábricas  á  disponer  de  los  pro- 
ductos de  las  calcinaciones  ó  fundición  de  sus  minerales,  ni  el 
de  los  concesionarios  de  minas  á  conservar  el  dominio  de  los 
escombros  procedentes  de  sus  explotaciones;  pues,  si  hasta  ahora 
esta  cuestión  ha  revestido  poca  ó  ninguna  importancia,  por  el 
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escaso  valor  que  los  escoriales  y  terreros  representaban,  los  ade- 
lantos de  la  industria,  que  hacen  aprovechables  unos  y  otros, 
el  agotamiento  de  las  minas  en  algunas  zonas,  y  el  deseo  de  mu- 
chos de  aprovechar,  á  poca  costa,  el  esfuerzo  por  otros  realizado, 
han  agravado  y  agravarán  más  el  conflicto  que  pudiera  originar 
la  errónea  interpretación  de  las  Bases. 

Por  estas  razones,  en  el  nuevo  reglamento  queda  redactado 
el  articulo  que  de  esto  trata,  en  la  forma  siguiente: 

€Art.  4.^  Los  escoriales  y  terreros  metalíferos  sólo  podrán  con- 
siderarse como  substancias  de  la  segunda  sección,  á  los  efectos 
de  la  aplicación  del  artículo  anterior,  cuando  unos  y  otros  se  ha- 
llen abandonados. 

No  se  reputarán  abandonados  los  escoriales  y  terreros  metalí- 
feros mientras  no  lo  hayan  sido  las  fábricas  ó  establecimientos 
de  beneficio  de  que  procedan  los  primeros,  ó  caducadas  las  con- 
cesiones mineras  de  las  que  provengan  los  segundos.» 

Los  artículos  9.**  al  13  del  reglamento  general  para  la  mine- 
ría que  más  adelante  expondremos,  regulan  la  concesión  de  los 
escoriales  y  terreros. 
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CAPITULO  II 
De  las  investigaciones  mineras. 


Las  Bases  declaran  que  las  concesiones  deberán  darse,  aun- 
le  no  haya  mineral  descubierto  ni  labor  ejecutada;  las  inves- 
jaciones,  pues,  han  perdido  toda  su  importancia  y  el  regla- 
ento  vigente  se  limita  á  decir  los  casos  y  lugares  en  que  pue- 
in  hacerse  labores  de  esta  clase  y  en  qué  otros  no  pueden  ha- 
rse,  disponiendo: 

«Art.  5.*^  No  se  podrá  abrir  calicatas,  sondeos,  ni  otras  labores 
ineras  á  menor  distancia  de  40  metros  de  los  edificios,  carrete- 
8,  puentes,  acequias,  canales,  abrevaderos  y  fuentes  publicas, 
á  menos  de  20  metros  de  caminos  de  hierro  de  interés  general, 
1  15  metros  de  los  ferrocarriles  mineros,  ni  dentro  del  perime- 
)  de  protección  de  baños  y  aguas  minero-medicinales  estable- 
io  en  el  reglamento  de  12  de  Mayo  de  1874;  y  de  1.400  metros 
los  puntos  fortificados,  á  no  ser  que  en  este  último  caso  se  ob- 
aga  licencia  de  la  Autoridad  militar;  y  en  los  oíros,  del  Gober- 
,dor,  si  se  trata  de  caminos  ó  servidumbres  públicas,  ó  del 
lefio,  cuando  se  trate  de  edificios,  fuentes,  canales,  acequias  y 
as  de  propiedad  particular. 

Las  reglas  anteriores  regirán  únicamente  para  los  edificios, 
as  de  comunicación  y  servidumbre  que  existieran  antes  de  la 
ncesión  de  las  minas.» 

Este  artículo  viene  á  introducir  una  modificación  en  la  dis- 
icia  de  las  labores,  que  hace  tiempo  reclamaban  las  necesi- 
des  de  la  minería,  por  ser  excesiva  la  que  venía  exigiéndose 
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en  las  disposiciones  hasta  entonces  vigentes,  de  40  metros  para 
los  ferrocarriles  de  todas  clases,  y  sobre  todo  para  las  vías 
férreas  dedicadas  al  transporte  de  minerales,  puesto  que  con 
aquella  distancia  se  impedía,  en  la  mayoría  de  los  casos,  la  ex- 
plotación de  muy  extensas  zonas  mineras. 

Para  comprenderlo  basta  tener  en  cuenta  que  los  ferrocarri- 
les para  el  transporte  de  minerales  se  hallan  generalmente  en- 
clavados á  través  de  concesiones  en  actividad,  de  las  cuales 
arrastran  los  productos,  y  manteniendo  la  distancia  que  antes 
se  establecía,  de  una  faja  de  40  metros  arcada  lado  de  la  vía, 
con  más  el  terreno  ocupado  por  ésta,  eran  cerca  de  100  metros 
de  anchura  en  toda  la  longitud  del  camino,  en  donde  no  cabía 
emprender  trabajo  alguno;  lo  que  significaba  un  gran  perjuicio 
para  la  industria  extractiva,  que  se  veía  precisada  á  dejar  sin 
labores  una  buena  porción  de  los  yacimientos  mineros.  Para  evi- 
tar este  inconveniente,  notado  en  muchas  coicarcas,  y  hacer 
compatible  la  explotación  del  subsuelo  con  la  estabilidad  de  los 
ferrocarriles  mineros,  es  por  lo  que  se  ha  reducido  á  15  metros 
de  distancia  que  á  éstos  se  refiere  y  que  puede  considerarse  su- 
ficiente para  garantir  la  seguridad  del  camino,  sin  perjuicio  de 
que  en  casos  determinados  dicha  distancia  pueda  ser  aumen- 
tada ó  disminuida,  previo  expediente  y  con  aplicación  entonces 
de  la  ley  de  Expropiación  forzosa  tal  como  indica  el  art.  8.^ 

También  se  disminuye  la  de  las  acequias,  canales,  abrevade- 
ros y  fuentes  públicas,  que  antes  era  de  100  metros. 

«Art.  G.^  Las  distancias  de  15,  20,  40  y  1.400  metros  que  exige 
el  artículo  anterior  para  hacer  calicatas,  sondeos  ú  otras  labores 
mineras,  en  los  casos  y  circunstancias  que  expresa,  se  contaran: 
en  los  edificios,  desde  sus  muros  exteriores,  paredes  ó  cercas  que 
estén  unidas  directamente  á  aquéllos;  en  los  caminos  de  hierro, 
desde  la  línea  inferior  de  los  taludes  del  terraplén,  desde  la  su- 
perior de  los  desmontes  y  desde  el  borde  exterior  de  las  cunetas 
más  próximas,  y,  á  falta  de  éstas,  desde  una  línea  trazada  á 
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pietro  y  medio  del  carril  exterior  de  la  vía;  en  las  carreteras, 
en  forma  igual  á  las  vías  férreas,  con  la  diferencia  de  que,  á 
falta  de  cunetas,  se  partirá  de  una  línea  trazada  á  un  metro  de 
la  caja  del  camino;  en  los  canales,  desde  la  línea  exterior  de  la 
senda  destinada  á  la  sirga;  en  las  fuentes,  desde  la  parte  exte- 
rior del  pilón,  si  lo  tuviesen,  ó  desde  el  lugar  en  que  se  depositen 
las  aguas;  en  los  abrevaderos  y  demás  servidumbres  públicas, 
desde  la  línea  exterior  que  más  inmediata  se  halle  al  lugar  de 
las  labores  mineras;  y,  por  último,  en  los  puntos  fortificados, 
desde  las  obras  de  defensa  que  tengan  más  avanzadas  y  más 
próximas  al  sitio  en  que  las  mismas  labores  bajean  de  ejecutarse.» 

Convendrá  citar  aquí  la  Real  orden  de  24  de  Junio  de  1895 
aclarando  el  alcance  de  las  cercas;  pues  decía  que  las  paredes 
ó  cercas  han  de  formar  parte  y  estar  unidas  directamente  al 
edificio,  para  cuya  seguridad  y  la  de  sus  agregados  inmediatos 
se  estableció  el  precepto  de  distancia  mínima;  pero  en  ninguna 
manera  puede  entenderse  la  palabra  cerca  como  haciendo  refe- 
rencia á  la  tapia  que  cierre  ó  limite  un  predio  rústico,  dentro 
del  cual  haya  edificios  habitables  por  el  hombre  á  distancia 
mayor  de  40  metros  de  los  trabajos  mineros  que  se  trate  de  es- 
tablecer. Para  obtener  los  permisos  de  que  trata  el  artículo 
anterior  dispone  el  reglamento  de  1905. 

«Art.  7."  Las  solicitudes  de  licencia  para  ejecutar  calicatas  ó 
labores  mineras  á  distancias  menores  de  las  designadas  en  el  ar- 
tículo anterior,  si  se  trata  de  servicios  ó  servidumbres  públicas, 
se  dirigirán  al  Gobernador  de  la  provincia,  quien  instruirá  el 
oportuno  expediente,  oyendo  á  la  Jefatura  de  Minas  y  la  Comi- 
sión provincial.  Cuando  los  referidos  servicios  ó  servidumbres 
estén  constituidos  por  caminos  ó  canales,  deberá  oírse  también 
á  la  Jefatura  de  Obras  públicas  á  que  dichos  servicios  corres- 
pondan. 

Contra  la  resoluci.ón  del  Gobernador  podrá  apelarse  para  ante 
el  Ministerio  del  ramo  dentro  del  término  de  treinta  días. 
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En  el  caso  de  tratarse  de  fortificaciones,  edificios  ó  terrenos 
destinados  al  ramo  de  Guerra  ó  Marina,  las  solicitudes  se  diri- 
girán á  la  Autoridad  respectiva,  y  contra  su  resolución  podrA 
reenrrirse  en  alzada  ante  el  Ministerio  que  corresponda,  dentro 
del  plazo  fijado  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  8.®  Respecto  á  edificios  de  propiedad  privada,  ante  la 
negativa  del  dueño,  podrán  los  concesionarios  de  minas  acudir 
ante  el  Gobernador  de  la  provincia,  pidiendo  se  valoren  los  da- 
ños y  perjuicios  que  puedan  ocasionarse  por  las  explotaciones 
que  intentan  realizar  á  menor  distancia  de  la  reglamentaria. 

Dicha  valoración,  si  no  hubiera  avenencia  entre  los  intere- 
sados, se  practicará  en  la  forma  y  con  los  requisitos  que  deter- 
minan la  ley  y  reglamento  de  Expropiación  forzoza  por  causa 
de  utilidad  pública,  y  su  importe  se  depositará  en  las  oficinas  de 
Hacienda  respectivas,  á  responder  de  los  expresados  daños  y 
perjuicios. 

Justificada  la  existencia  de  éstos  y  su  cuantía,  se  entregará 
á  los  interesados  la  suma  correspondiente  de  la  cantidad  depo- 
sitada, devolviéndose  el  resto,  si  lo  hubiere,  al  concesionario  de 
la  mina. 

Igualmente  se  devolverá  á  éste  la  totalidad  de  la  suma  con- 
signada en  garantía  si,  á  los  tres  meses  de  terminada  la  explota- 
ción en  la  zona  que  pueda  afectar  al  edificio,  no  se  reclamase  por 
el  propietario  daño  ni  perjuicio  alguno,  debidamente  justificados. 

Contra  las  resoluciones  que  adopten  los  Gobernadores  en  los 
expedientes  á  que  dan  lugar  las  prescripciones  anteriores  podrán 
recurrir  los  interesados  para  ante  el  Ministerio  en  el  término  de 
30  días.)^ 

Este  artículo,  de  completa  conformidad  con  la  última  modifi- 
cación hecha  á  la  ley  de  Expropiación  forzosa  en  Julio  de  1904, 
resuelve  muchas  dudas  y  dificultades  que  con  frecuencia  se 
presentaban  en  las  explotaciones  mineras. 

De  existir  antes,  se  hubieran  evitado  los  perjuicios  que  for- 
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zosamenle  tuvieron  que  ocasionar  las  Reales  órdenes  de  12  de 
Agosto  de  1882,  mandando  suspender  y  rellenar  ciertas  labores, 
por  afectar  á  un  camino  vecinal;  de  26  de  Marzo  de  1885,  man- 
lando  suspender  unas  labores  por  estar  á  menos  de  40  metros 
le  una  casa;  la  de  15  de  Abril  de  1885,  á  que  dio  lugar  la  recla- 
aación  hecha  por  algunos  vecinos  del  pueblo  de  Bélmez,  con 
notivo  de  la  explotación  que  por  bajo  de  dicho  pueblo  venía 
practicando  la  mina  «Santa  Isabel»,  que  motivó  el  nombra- 
alentó  de  una  Comisión,  cuyo  Presidente  la  primera  disposi- 
ión  que  tomó  fué  suspender  los  trabajos,  paralización  que  duró 
res  meses,  y  al  reanudarse  fué  con  la  condición,  que  las  labores 
[ue<^e  hicieran  por  bajo  del  pueblo  de  Bélmez  habrían  de  dejar 
orno  zona  de  defensa  para  la  seguridad  del  referido  pueblo  un 
nacizo  sin  excavar  de  100  metros,  contados  desde  la  superficie 
n  sentido  vertical  y  á  40  metros  en  sentido  horizontal  á  partir 
le  un  caserío  existente  al  hacerse  las  concesiones,  quedando  ais- 
ado  el  expresado  macizo  por  rellenos  de  tierra  en  su  parte  in- 
erior,  y  lateralmente  en  sus  dos  extremos  por  muros  verticales 
[e  mampostería,  abandonándose,  después  de  rellenadas  con 
ierras  de  la  superficie  ú  otros  materiales  incombustibles,  todas 
as  labores  ejecutadas  por  bajo  del  pueblo  de  Bélmez  y  40  me- 
ros antes  de  llegar  al  perímetro  que  tenía  al  hacerse  las  referi- 
[as  concesiones  mineras,  y  haciendo  el  mismo  relleno  en  las 
abores  que  se  emprendan  á  la  marcada  profundidad  de  100  me- 
ros y  40  de  distancia  del  antiguo  perímetro  del  pueblo; 
a  de  10  de  Abril  de  1888,  en  que  no  sólo  se  suspendían  los  trar 
fajos,  afectados  por  un  hundimiento,  si  que  además,  el  estable- 
imiento  de  trabajos  en  terreno  virgen,  según  la  dirección  de 
quel  criadero,  no  podían  hacerse  á  menos  de  100  metros  del 
imite  exterior  de  una  parte  hundida.  Y  otras  muchas  disposi- 
iones  más  que  podríamos  citar,  nos  prueban  lo  necesario  que 
ra  la  introducción  de  estos  artículos  en  el  reglamento  y  los 
randes  beneficios  que  han  de  reportar,  mejorándose  con  ello  y 
otucho  los  sistemas  de  explotación. 
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CAPITULO  III 
Del  modo  de  eonceder  la  propiedad  minera. 


Substancias  de  lal*"  sección—Las  substancias  com- 
prendidas en  la  1.*  sección,  serán  de  aprovechamiento  común 
cuando  se  hallen  en  terrenos  del  dominio  público,  y  del  dueño 
de  la  superficie  si  se  encuentran  en  terrenos  de  propiedad  pri- 
vada. 

Estas  explotaciones  sólo  estarán  sujetas  á  lo  que  determine 
el  reglamento  de  Policía  minera. 

Así  está  consignado  en  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868  y  confir- 
mado en  las  Bases,  art.  7.^,  y  en  el  reciente  reglamento  de  1905, 
art.  3.^,  antes  mencionado. 

Substancias  de  la  2.^  Secc/Ón*— L^  substancias  com- 
prendidas en  la  2.*  sección  estarán  sujetas,  en  cuanto  á  la  pro- 
piedad y  á  la  explotación,  á  las  mismas  condiciones  que  las  de 
la  1.*;  pero  cuando  se  hallen  en  terreno  &e  particulares,  el  Es- 
tado se  reserva  el  derecho  de  cederlas  á  quien  solicite  su  explo- 
tación, si  el  dueño  no  las  explota  por  sf ,  con  tal  que  antes  se  de- 
clare la  empresa  de  utilidad  pública  y  se  indemnice  al  dueño 
por  la  superficie  expropiada  y  daños  causados. 

La  prioridad  en  la  presentación  de  la  Solicitud  da  derecho 
preferente;  el  dueño  será  siempre  preferido,  si  se  compromete  á 
explotarla  en  un  plazo  que  la  Administración  le  marque  y  no 
exceda  de  treinta  días. 

Las  disposiciones  dadas  después  de  la  publicación  de  las  Ba- 
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ses,  y  que  algunas  tienen  carácter  general,  para  las  substancias 
de  la  2.*  y  3.*  sección,  son: 

Los  aspirantes  á  una  concesión  minera  deberán  arreglar  sus 
peticiones  á  los  modelos  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868, 
sin  otras  variaciones  que  las  que  ocasione  la  diferente  exten- 
sión de  las  pertenencias  modernas^  y  el  ser  innecesario,  para  la 
demarcación,  la  existencia  de  mineral  descubierto  y  la  ejecu- 
ción de  la  labor  legal.  Las  publicaciones  por  edicto  y  en  el  Bo- 
letín Oficial  de  la  provincia  se  subordinarán  también,  en  cuanto 
á  su  forma  y  plazos,  á  lo  que  prescribía  aquel  reglamento. 

Al  practicarse  por  los  ingenieros  la  demarcación  de  las  per- 
tenencias solicitadas,  se  marcará  en  el  perímetro  de  la  conce- 
sión los  límites  de  las  pertenencias  modernas  que  contenga,  asi 
como  se  hará  también  en  los  planos  de  demarcación  que  deben 
unirse  á  los  expedientes  y  en  los  cuales  se  numerarán  ordena- 
damente dichas  pertenencias. 

Se  declaró  que  todos  los  concesionarios  de  minas,  aun  aque- 
llas concesiones  que  hubieran  sido  otorgadas  en  virtud  de  leyes 
anteriores  á  las  Bases  para  la  nueva  legislación  decretadas  en 
29  de  Diciembre  de  1868,  tenían  el  derecho  de  obtener  el  nú- 
mero de  pertenencias  que  quisieran  con  aplicación  á  la  conce- 
sión primitiva,  siempre  que  previamente  hubieran  optado  y  se 
hubieran  sometido  á  las  referidas  Bases. 

Se  suprimió  por  las  Bases  la  obligación  de  tener  las  minas  en 
actividad,  obligación  que  se  hacía  efectiva  con  el  pueble,  y  éste 
á  su  vez  se  exigía  desde  la  toma  de  posesión;  consecuencia  de 
esto  fué  que  se  dispensara  á  los  concesionarios  de  la  formalidad 
del  acto  de  la  toma  de  posesión.  Se  tuvo  también  en  cuenta,  al 
dar  esta  disposición,  que,  según  lo  establecido  en  el  Decreto-ley 
de  Bases,  las  concesiones  son  perpetuas,  incondicionales  y 
tienen  el  carácter  de  una  propiedad  privada  independiente  del 
derecho  del  Estado;  que  se  localizan  y  determinan  por  los  in- 
genieros del  ramo,  y  no  conservan  más  dependencia  del  Go- 
bierno que  la  que  produce  el  pago  del  canon  á  que  las  perte- 
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Dencias  quedan  afectas,  asemejándose  pues,  la  propiedad  que 
nace  de  las  concesiones  mineras,  á  la  particular;  y  como  quiera 
que  el  acto  material  de  la  toma  de  posesión  no  perfecciona  el 
derecho,  ni  aclara  tampoco  su  extensión,  y  sólo  tiende  á  que  el 
de  transmisión  de  propiedad  cause  estado,  con  relación  á  cual- 
quier otro  colindante  ó  poseedor  anterior,  y  este  objeto  está  ya 
alcanzado  con  la  demarcación  y  amojonamiento  hecho  por  el 
ingeniero  antes  de  expedirse  el  título,  es  evidente  que  en  la  ex- 
pedición de  ese  mismo  título  va  envuelia  la  posesión  civilísima, 
ó  sea  lo  que  por  ministerio  de  la  ley  obtiene  eí  adquirente,  sin 
que  sea  necesaria  ritualidad  especial  que  acredite  el  hecho, 
tanto  más,  cuanto  que  desde  la  fecha  del  referido  título  se  abre 
en  las  Administraciones  económicas  el  pliego  de  cargo  que  es 
indispensable  para  la  cobranza  del  canon;  por  todas  estas  razo- 
nes se  declaró  que  la  toma  de  posesión  no  influía  para  nada  en 
la  perpetuidad  y  subsistencia  de  los  derechos  del  concesionario 
de  una  mina  sobre  las  pertenencias  que  la  misma  abraza,  sin 
que  deje  de  ser  potestativo  en  los  mismos  concesionarios  ejerci- 
tar todos  los  actos  que  crean  pueden  solemnizar  la  posesión 
conforme  á  las  prescripciones  del  derecho  común. 

Guando  una  demarcación  comprenda  terreno  perteneciente  á 
provincias  de  los  distritos  mineros;  considerando  que  los  Go- 
bernadores de  provincia  son  lasiinicas  autoridades  que  expiden 
los  títulos  de  propiedad  de  las  concesiones  comprendidas  en  el 
territorio  de  su  jurisdicción;  que  las  Bases  permiten  pedir  con- 
cesiones de  corta  extensión,  lo  que  da  al  minero  medios  de  po- 
der hacer  un  registro  en  cada  provincia,  con  lo  cual  se  evita  á 
los  Gobernadores,  á  los  ingenieros,  y  en  algún  caso  á  los  jueces 
de  primera  instancia,  competencias  de  jurisdicción  difíciles  de 
resolver,  se  decidió  que  demarque  únicamente  en  el  territorio  de 
la  provincia  á  que  corresponde  el  distrito  minero  de  su  cargo, 
siempre  que  su  medida  no  baje  del  mínimum  de  una  concesión 
de  cuatro  hectáreas,  debiendo  abstenerse  de  verificarlo  si  el  re- 
ferido terreno  no  llega  á  dicha  medida. 
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Para  evitar  los  espacios  francos  que  resultaban  en  los  límites 
de  las  provincias,  que  no  eran  susceptibles  de  concesión  minera, 
por  no  reunir  las  condiciones  que  se  establecen  en  el  art.  12  de 
las  Bases,  ni  tampoco  ser  adjudicados  como  demasías,  por  no 
hallarse  en  las  que  se  consignan  en  el  art.  13  de  las  mismas,  por 
encontrarse  dichos  terrenos  enclavados  entre  dos  ó  más  conce- 
siones y  la  línea  divisoria  de  la  provincia  en  que  radican  y  la 
limítrofe,  siendo  por  consiguiente  inexplotables,  con  gran  per- 
juicio de  la  ihdustria  y  el  comercio,  porque  tal  vez  encierren  en 
su  seno  substancias  minerales  de  verdadera  importancia,  se  de- 
cidió que  la  línea  divisoria  de  dos  provincias  limítrofes  se  con- 
sidere como  línea  de  concesión  minera  para  los  efectos  del  ci- 
tado art.  13  de  las  Bases. 

Se  ha  dispuesto  también  que  no  se  admitan  solicitudes  pi- 
diendo aumento  de  pertenencias  á  las  concesiones,  y  que  de  de- 
sear este  aumento,  se  tramite  expediente  de  nueva  concesión, 
con  completa  independencia  de  aquel  que  motivó  la  primera 
concesión  de  registro. 

Se  declaró  que  las  faltas  de  negligencia  ó  abandono  de  un  re- 
presentante ó  apoderado,  aun  siendo  ciertas,  da  lugar  única- 
mente á  que  el  interesado  pueda  exigirle  las  responsabilidades 
en  que  hubiese  incurrido  conforme  á  las  leyes. 

En  recientes  disposiciones  ha  sido  preciso  aclarar,  por  Real 
orden,  que  según  el  art.  7.^  y  8.°  de  las  Bases  no  puede  hacerse 
concesión  minera  de  substancias  comprendidas  en  la  2.*  sección, 
cuando  se  hallan  en  terreno  del  dominio  público;  y  que  cuando 
las  Bases  en  artículos  posteriores  habla  de  concesiones  de  subs- 
tancias de  la  2.*  sección^  se  refiere  siempre  á  terrenos  de  do- 
minio privado. 

En  otra  Real  orden  de  1.°  de  Junio  de  1901  se  dispone  que  no 
puede  ser  objeto  un  registro  de  substancias  de  la  2.*  sección 
cuando  en  él  se  piden  además  substancias  pertenecientes  á  otras 
secciones. 

En  cuanto  al  canon  de  superficie,  fué  establecido  por  las  mo- 
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demas  legisIacioDes  del  ramo,  desde  el  Real  decreto  de  1825  hasta 
la  ley  vigente;  no  es  propiamente  un  impuesto  tributario,  sino 
que  tiene,  como  razón  esencial,  el  reconocimiento  del  dominio 
de  las  substancias  minerales  que  concede  el  Estado  con  arralo 
á  dichas  leyes,  como  lo  indica  la  misma  palabra  canon,  según 
ha  dicho  varias  veces  el  Consejo  de  Estado;  y  hasta  tal  punto  es 
así,  que  á  la  mina  «Formigueiros»,  de  la  provincia  de  Lugo,  por 
Real  orden  de  1886,  se  la  declaró  exenta  del  pago  del  canon,  por 
tratarse  de  una  mina  concedida  el  año  1513,  ó  sea  antes  de  la 
ley  de  1825,  que  creó  este  impuesto. 

Por  la  misma  razón,  las  minas  de  Riotinto,  que  fueron  vendi- 
das por  el  Estado,  pero  no  concedidas,  tampoco  pagan  nada  por 
canon  de  superficie,  aunque  sí  satisfacen  todas  las  demás  con- 
tribuciones mineras. 

Por  esto,  podíamos  ocuparnos  ahora  de  las  modificaciones  que 
este  impuesto  ha  tenido,  pero  el  haberse  dado  en  estos  últimos 
años,  unidas  siempre,  las  disposiciones  referentes  á  este  im- 
puesto y  las  relativas  á  las  demás  contribuciones  mineras, 
creando  hasta  una  dependencia  entre  ellas,  como  la  ley  de  31  de 
Diciembre  de  1881,  que  al  suprimir  la  contribución  del  1  por  100 
del  producto  bruto  de  la  riqueza  minera  aumentaba  y  como 
compensación  el  canon  de  superficie  en  un  100  por  100,  hace 
que  después  de  hecha  esta  salvedad,  nos  ocupemos  de  las  altera- 
ciones que  ha  sufrido,  cuando  tratemos  de  las  contribuciones 
é  impuestos,  en  capítulo  separado. 

El  dueño  de  la  superficie  está  libre  de  esta  carga  si  lleva  á 
cabo  por  sí  la  explotación  en  las  substancias  de  la  2.*  sec- 
ción. 

Los  artículos  referentes  á  lo  anteriormente  expuesto  han  que- 
dado redactados  en  el  reglamento  vigente  en  la  forma  siguiente: 

Art.  9.°  Para  obtener  la  concesión  de  substancias  compren- 
didas en  la  2.*  sección,  presentará  el  interesado  al  Goberna- 
dor mía  solicitad  redactada  en  la  forma  que  expresa  el  modelo 
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núm.  1  (1).  Dicha  autoridad,  dispondrá  dentro  de  los  ocho  días  si- 
guientes, que  se  haga  la  oportuna  notificación  al  dueño  del  terre- 
no, para  que  en  tal  concepto,  y  en  el  plazo  de  quince  días,  mani- 
fieste si  se  obliga  á  hacer  por  su  cuenta  el  laboreo,  ó,  en  otro 
caso,  exponga  las  razones  en  que  funde  la  negativa  á  que  explote 
►licitante. 

el  propietario  del  terreno  ofrece  hacer  la  explotación  por 
lenta,  el  Gobernador  fijará  desde  luego  el  plazo,  que  no  po- 
exceder  de  treinta  días,  dentro  del  cual  dicho  propietario 
A  de  principiar  la  explotación.  Durante  el  plazo  que  se  se- 
quedará  en  suspenso  la  solicitud  presentada, 
el  duefio  del  terreno,  en  el  término  que  le  señalaron,  nada 
'a  respecto  de  obligarse  ó  no  á  hacer  la  explotación  por  su 
Lta,  se  entenderá  que  la  renuncia.  Tanto  en  este  caso  como 
1  de  negarse  á  explotar  por  sí  el  terreno  de  su  propiedad, 
la  exposición  de  los  motivos  por  los  cuales  no  consienta  la 
otación  por  un  tercero,  y  en  el  de  que  hubiere  dejado  trans- 
ir sin  dar  principio  á  la  explotación  el  plazo  que  se  le  hubiere 
o,  se  procederá  á  instruir,  á  instancia  de  parte,  el  expediente 
xpropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pública,  en  cum- 
liento  de  lo  que  dispone  el  artículo- 8.^  del  Decreto-ley  de 

ÍS. 

rt.  10.  También  procederá  la  instrucción  del  expediente  de 
ropiación  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior  si,  comenzada 
xplotación  por  el  dueño  del  terreno,  la  suspendiese  durante 
de  un  año,  ó  renunciase  expresamente  á  continuar  el  laboreo 
as  substancias  existentes  en  su  predio, 
rt.  11.  Si  las  substancias  de  la  2.*  sección  que  se  solicita- 
fuesen  escoriales  ó  terreros  metalíferos,  se  hará  constar  en 
olicitud  las  oficinas  de  laboreo  ó  minas  de  que  procedan,  y 
ñas  ú  otras  se  hallan  abandonadas;  publicándose  la  solicitud 
08  periódicos  oficiales,  á  fin  de  que  puedan  mostrarse  parte 


)    Yéase  este  modelo  al  ñnal  de  la  obra. 
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los  que  se  consideren  dueños  de  los  escoriales  ó  terreros  solici- 
tados. 

Eq  ningún  caso  se  procederá  al  otorgamiento  de  estas  substan- 
cias minerales  sin  depurar  debidamente  la  circunstancia  indi- 
cada en  el  párrafo  anterior,  y  por  tanto,  que  dichas  substancias 
carecen  de  dueño  conocido. 

Art.  12.  Si  en  un  mismo  terreno  existiesen  substancias  mine* 
rales  de  la  2.*  y  3.*  sección,  y  se  declarase  la  imposibilidad  de 
explotar  ambas  separadamente  á  la  vez,  se  otorgará  la  concesión 
al  primer  solicitante,  sea  el  que  quiera,  pero  siempre  en  concepto 
de  minerales  de  la  sección  3.^ 

La  declaración  de  imposibilidad  de  explotar  ambas  substan- 
cias separadamente  á  la  vez,  se  hará  por  el  Gobernador  de  la 
provincia,  previo  expediente  en  que  se  oiga  á  los  interesados  y 
al  ingeniero  jefe  de  Minas. 

Contra  la  resolución  del  Gobernador  podrá  recurrirse  en  al- 
zada para  ante  el  Ministerio,  dentro  de  los  treinta  días  siguien- 
tes á  la  notificación  del  acuerdo. 

Las  prescripciones  de  este  artículo  y  el  siguiente  vienen  á 
interpretar  las  consignadas  en  el  20  del  Decreto  Bases,  no  des- 
arrollado en  los  anteriores  reglamentos;  da  derecho  al  concesio- 
nario de  minerales  de  la  3.*  sección  á  explotar  las  de  la  2.*  que 
existan  en  el  mismo  terreno,  r^lamentándolo  en  forma  que  no 
queda  duda  respecto  al  derecho  de  cada  cual,  ni  da  lugar  á  las 
múltiples  cuestiones  que  antes  se  originaban  por  faltar  precisa- 
mente esta  reglamentación  y  que  no  siempre  se  resolvían  con 
el  mismo  criterio,  por  no  ser  idénticas  las  circunstancias.  Al 
mismo  tiempo,  y  por  haber  dado  lugar  á  dudas,  en  muchos  ex- 
pedientes de  estas  substancias,  la  significación  de  «terrenos  del 
dominio  público»,  recordaremos  que  éstos  son  bienes  de  do- 
minio público,  según  el  Código  civil,  y  que  los  bienes  patrimo- 
niales del  Estado,  Provincia  y  Municipio  son  bienes  de  propie- 
dad privada,  y  por  consecuencia  que  hay  que  notificar  A  estas 
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entidades,  como  dueñas  del  terreno,  si  se  obligan  ó  no  á  hacer 
por  su  cuenta  el  laboreo.  Ahora  bien,  y  como  el  Estado  no  puede 
adquirir  minas  sino  por  medio  de  una  ley,  y  por  otra  parte 
está  reconocido,  por  la  ciencia  económica,  que  no  debe  ser  in- 
dustrial, en  la  mayor  parte  de  los  casos,  si  no  en  todos,  puede 
decirse  que  el  Estado  renuncia  á  ese  derecho. 
Dice  asi  el 

•Art.  13.  Si  en  un  mismo  terreno  existen  substancias  de 
la  2.*  y  3.*  sección,  y  fuese  imposible  explotar  ambas  á  la  vez  y 
separadamente,  las  concesiones  de  las  de  la  3.*  tendrán  derecho 
á  extender  sus  trabajos  dentro  del  perímetro  de  sus  concesiones 
á  las  de  la  2.*;  y  si  éstas  fuesen  objeto  de  aprovechamiento  por 
el  dueño  del  terreno  ó  por  otro  concesionario,  la  expropiación  é 
indemnización  correspondientes  de  tales  derechos  se  ajustarán  á 
las  disposiciones  que  regulan  estos  conflictos. 

Los  concesionarios  de  substancias  de  la  2.*  sección  necesita- 
rán nueva  concesión  para  explotar  cualquiera  de  las  de  la  3.* 

Substancias  de  ia  3.""  sección.— La  importancia  de  las 
substancias  comprendidas  €^  esta  sección,  donde  podemos  de- 
cir que  están  incluidas  todas  las  substancias  que  constituyen 
las  verdaderas  minas,  aquellas  que  para  su  explotación  se  hace 
necesario  trabajos  subterráneos  en  la  mayoría  de  los  casos,  su- 
perficiales en  algunos,  pero  para  los  que  siempre  tenemos  que 
emplear  grandes  medios,  costoso  material  y  una  acertada  direc- 
ción técnica,  hace  que  expongamos  con  detalle  todo  lo  que  á 
las  substancias  comprendidas  en  esta  sección  se  refiere,  comen- 
zando por  la 

PeUcién  de  la  eoncesión.— El  reglamento  general  para 
la  minería  dispone: 

Art.  14.  Para  obtener  la  propiedad  de  una  concesión  minera 
de  substancias  de  la  3.*  sección,  se  acudirá  al  Gobernador  de 
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la  provincia  respectiva  por  medio  de  una  solicitud  en  que  se 
determinen  todas  las  circunstancias  de  la  concesión  que  se  pre- 
tende. En  ,esta  solicitud,  que  deberá  redactarse  con  arreglo 
al  modelo  núm.  2,  (1)  se  expresará  precisamente  el  paraje  ó  sitio 
en  que  se  desea  obtener  la  concesión;  el  pueblo  y  distrito  muni- 
cipal á  que  corresponde;  las  minas  colindailtes,  si  las  hubiere, 
manifestando  sus  nombres  y  el  de  los  dueños,  si  se  conociesen;  la 
clase  de  substancias  que  se  pretenden  explotar;  el  número  de 
hectáreas  que  ha  de  contener;  los  linderos  dentro  de  los  cuales 
deberá  quedar  comprendida;  la  clase  de  terreno  cultivado  ó  in- 
culto; el  nombre  y  vecindad  del  dueño  ó  arrendatario,  si  fuere 
posible,  y  el  nombre  cojí  que  ha  de  conocerse  la  concesión. 

En  párrafo  aparte  del  mismo  escrito  se  hará  la  designación  del 
terreno  que  se  solicita,  expresando,  con  la  precisión  necesaria, 
para  que  no  pueda  confundirse  con  ningún  otro,  el  punto  de  par- 
tida con  relación  al  cual  se  han  de  determinar  las  líneas  que 
forman  el  perímetro  de  la  superficie  solicitada,  refiriendo  las  di- 
recciones de  aquéllas,  ya  al  Norte  verdadero,  ya  al  magnético, 
pero  expresando  á  cuál  de  ellos  se  refiere  la  designación,  é  indi- 
cándose también  la  longitud  de  dichas  líneas.  Este  punto  de  par- 
tida se  fijará  de  tal  manera  que  no  ofí*ezca  duda  alguna  su  situa- 
ción en  el  terreno,  bien  porque  sea  uno  indubitado  y  fijo  del 
mismo,  ó  bien,  de  no  ser  así,  porque  se  relacione  en  rumbo  y 
distancia  con  otro  cualquiera  indubitado  y  fijo  de  las  inmedia- 
ciones, ó  por  medio  de  visuales  á  puntos  bien  conocidos. 

Los  Gobernadores,  sin  ulterior  recurso,  rechazarán  los  nombres 
de  los  registros  que  pudieran  ser  ofensivos  ó  malsonantes,  consi- 
derados moral  ó  civilmente,  obligando  á  los  solicitantes  á  que 
elijan  otros  exentos  de  tales  inconvenientes. 

Las  solicitudes  para  obtener  concesiones  mineras  únicamente 
podrán  referirse  á  terrenos  de  una  sola  provincia.» 


(1)    Véase  este  modelo  al  final  de  la  obra. 
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Es  de  una  grandísima  importancia  la  completa  observancia 
del  art.  14,  pues  los  defectos  de  precisión  en  la  designación  del 
punto  de  partida,  de  localización,  de  designaciones  defectuosas, 
por  faltar  terreno  franco,  ó  de  haberlo,  no  caber  en  él  por  lo 
menos  cuatro  pertenencias,  ha  ocasionado  en  todo  tiempo  can- 
celaciones de  expedientes;  y  si  esto  sucedía  antes  de  la  promul- 
gación del  reglamento  de  1905,  en  que  por  la  falta  de  disposicio- 
nes concretas,  cuando  no  había  perjuicio  de  tercero,  podían  dis- 
pensarse algunas  faltas,  hoy,  con  la  fijación  del  artículo  se  hace 
imposible  demarcar  concesión  alguna  que  no  esté  perfectamente 
adaptada  al  reglamento,  por  ser  la  única  manera  de  evitar  los 
continuos  pleitos  que  sobre  este  punto  se  han  promovido. 

A  pesar  de  estas  recomendaciones,  y  de  lo  terminantemente 
establecido,  las  condiciones  del  terreno  no  permiten  en  algunos 
casos  precisar  la  fijación  del  punto  de  partida  con  todo  el  rigor 
deseado;  y  cuando  se  comprueba  esto,  los  defectos  en  la  designa- 
ción no  invalidan  los  expedientes. 

Para  reducir  estos  casos  al  menor  número  posible,  se  han  dado 
algunas  disposiciones;  así,  pues:  Puede  adoptarse  conlo  punto 
de  partida  de  un  registro  un  vértice  de  otro  registro  ó  de  una 
concesión;  son  admisibles  también,  los  puntos  de  partida  que  se 
apoyan  en  registros  cancelados,  siempre  que  unos  ú  otros,  á 
su  vez,  tengan  la  precisión  exigida.  A  su  vez,  cuando  el  punto 
de  partida  señalado  por  el  interesado,  está  fijo  de  una  manera 
indubitable,  queda  prohibido  terminantemente  su  variación;  y 
cuando  estos  puntos  de  partida  son  indubitables,  pueden  suplir 
la  designación  del  paraje.  En  algunos  casos  también,  y  cuando 
los  defectos  de  la  designación  son  de  muy  poca  importancia, 
y  que  no  impidan  al  ingeniero  precisar  y  determinar  el  terreno 
solicitado,  se  han  dictado  órdenes  disponiendo  la  demarcación. 
Por  último,  y  antes  de  expedirse  un  título  de  propiedad,  la  Ad- 
ministración está  en  el  lleno  de  sus  facultades,  sometiendo  el 
expediente  á  una  revisión  general  y  anulando  las  disposiciones 
que  no  se  ajusten  á  los  preceptos  legales. 
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Pocas  formalidades  se  exigen  para  la  presentación  de  las  soli- 
citudes jie  registro:  basta  la  firma  de  cualquier  persona,  para  re- 
conocerel  derechoque  de  la  instancia  se  deriva,  sin  exigir  laiden- 
tificaciónde  lamisma,  ni  cerciorarse  déla  legitimidad  de  aquélla; 
de  donde  resulta  fácil,  y  en  ocasiones  ha  tenido  lugar,  la  suplan- 
tación de  nombres,  y  con  ello  un  medio  de  eludir  las  responsabi- 
lidades inherentes  átodo  concesionario,  cuando  no  perjuicio  para 
un  tercero,  sgeno  por  completo  á  la  solicitud  presentada.  En  su 
consecuencia,  y  mereciendo  la  cuantía  y  naturaleza  en  los  dere- 
chos y  obligaciones  que  se  crean  al  amparo  de  toda  concesión  mi- 
nera, asegurar  la  verdadera  personalidad  del  que  lo  solicita,  de- 
bía pedirse  que  se  acreditara  la  legitimidad  de  la  firma  por  medio 
de  testimonio  notarial  y,  en  el  caso  de  hacerse  el  registro  á  nom- 
bre de  otra  persona,  el  oportuno  poder  en  forma  legal.  Algunas' 
de  estas  consideraciones  se  han  tenido  en  cuenta  al  redactar  el 
vigente  reglamento,  aunque  no  en  toda  la  medida  que  fuera  de 
desear,  quedando  en  la  forma  siguiente: 

Art.  15.  Las  solicitudes  de  reofistro  deberAn  estar  firmadas 
por  el  interesado  ó  su  representante. 

En  este  segundo  caso  se  exigirá  la  presentación  del  correspon- 
diente poder  en  forma  legal. 

Prescribía  la  legislación  antigua  que  el  Estado  no  reconocía, 
como  propietarios  para  las  concesiones  mineras,  más  que  á  una 
personalidad,  ya  fuera  ésta  individual  ó  sociedad;  el  regla- 
mento interino  de  17  de  Abril  de  1903  respeta  aquella  prescrip- 
ción, diciendo:  «los  Gobernadores  denegarán  la  admisión  de 
toda  solicitud  hecha  en  nombre  de  dos  ó  más  individuos,  cuando 
no  hagan  constar  que  han  constituido  sociedad  en  forma  legal»; 
disposición  que  contrariaba  los  principios,  no  sólo  de  la  legis- 
lación minera,  sino  de  todas  las  legislaciones,  que  en  modo  al- 
guno prohiben  el  que  la  propiedad  de  los  bienes,  sean  muebles 
ó  inmuebles,  recaiga  en  más  de  una  persona,  ya  individual,  ya 
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electiva,  y  que  además  implica  una  lesión  y  gravamen  enor- 
Qe  para  aquellos  que  voluntaria  ó  necesariamente  tieneu  el  con- 
lominio  de  un  registro  ó  de  una  concesión.  En  prueba  de  ello, 
n  una  de  las  principales  provincias  mineras,  el  Gobernador 
ienegó  la  inscrpción  de  una  mina  á  nombre  de  dos  hermanos 
[ue  eran  condueños  de  ella  por  herencia  de  su  padre,  exigién- 
loles,  para  poder  aparecer  como  tales  propietarios,  la  forma- 
ión  de  una  sociedad  civil  ó  mercantil,  y  viéronse  los  interésa- 
los en  la  dura  necesidad  de  renunciar  á  inscribir  la  concesión 
,  su  nombre  ó  de  constituir  la  sociedad  á  que  les  obligaba  la 
esolución  gubernativa  dictada  al  amparo  de  un  precepto  re- 
glamentario. Como  se  comprende,  disposición  que  conducía  á 
ales  abusos  y  que  no  tiene  fundamento  en  ningún  precepto 
Bgal,  no  cabía  prevaleciera,  y  por  esto  al  redactar  el  nuevo  re- 
glamento ha  quedado  en  la  forma  siguiente: 

Art.  16.     Cuando  las  solicitudes  se  hagan  en  nombre  de  dos 

más  personas,  se  designará  la  que  ha  de  representar  ante  la 
Ldministración  á  todos  los  demás  partícipes  en  el  registro  du- 
ante  la  tramitación  del  expediente,  presentando  el  oportuno 
Oder  en  forma  legal  que  acredite  dicha  representación. 

Todos  los  trámites  y  diligencias  se  entenderán  con  el  desig- 
ado  como  representante  de  los  interesados,  siendo  válidos  todos 
3S  actos  que  por  éste  se  realicen,  mientras  no  conste  en  el  ex- 
lediente  la  revocación  del  poder  conferido  y  la  nueva  designa- 
ión  de  apoderado. 

Iguales  formalidades  y  requisitos  se  observarán  después  de 
torgadas  las  concesiones,  cuando  éstas  se  hagan  ó  recaigan  en 
íiás  de  una  persona  ó  sociedad. 

Art.  17.  Las  solicitudes  de  que  tratan  los  artículos  anteriores 
e  presentarán,  dentro  de  las  horas  de  oficina  que  estén  mar- 
adas,  al  oficial  encargado  del  ramo  de  Minas  en  el  Gobierno 
!e  la  provincia,  el  cual  extenderá  á  continuación  de  las  mismas 
na  diligencia,  en  la  que  hará  constar  claramente,  y  todo  en 
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letra,  el  día,  hora,  minutos,  mes  y  año  de  la  presentación,  y  dará 
á  los  que  la  presenten  un  resguardo  provisional,  numerado  y 
firmado  por  ambos,  que  será  canjeado  por  el  definitivo  después 
de  la  inscripción  de  la  solicitud  en  el  libro  talonario  de  registros 
que  se  llevará  por  los  ingenieros  jefes  de  los  distritos  mineros 
en  las  provincias  en  que  se  hallen  establecidos  éstos,  y  por  los 
secretarios  de  los  Gobiernos  civiles  en  las  demás.  En  la  primera 
página  de  toda  solicitud  se  estampará  en  letra  el  número  de 
orden  que  le  haya  correspondido  en  el  libro  talonario. 

El  interesado  ó  el  portador  de  la  solicitud  tendrá  derecho  á 
comprobar  que  la  inscripción  inmediatamente  anterior  á  la  suya 
lleva  el  número  que  precede  al  que  se  anota  en  su  resguardo 
provisional,  y  que  no  ha  quedado  espacio  franco  en  el  libro  para 
otro  registro. t> 

Análogamente,  como  para  las  substancias  de  la  2.*  sección, 
la  prioridad  en  la  presentación  de  la  solicitud  da  derecho  pre- 
ferente. 

«Art.  18.  Si  una  solicitud  de  registro  fuese  presentada  dentro 
de  las  ioras  señaladas  para  oficinas,  y  ya  por  enfermedad  ú  otro 
cualquier  motivo  no  se  encontrara  en  ella  el  oficial  encargado,  la 
recibirá  y  hará  la  inscripción  el  que  se  haya  designado  para  sus- 
tituirle, y  cuya  desií^nación  deberá  hacerse  á  la  vez  que  la  del 
encargado  de  éste  servicio.  En  el  caso  do  que  durante  las  horas 
de  oficina  estuviesen  ausentes  de  la  misma  ambos  empleados,  se 
presentará  la  solicitud  al  secretario  del  Gobierno  civil,  para  que 
por  sí,  ó  por  el  funcionario  en  quien  delegue,  se  hagan  las  ano- 
taciones de  presentación  en  el  registro  general,  y  se  entregue  al 
interesado  el  correspondiente  resguardo  provisional. 

Art.  19.  Cumplidas  las  formalidades  que  determina  el  artículo 
anterior,  el  oficial  que  en  él  se  menciona  remitirá,  con  un  índice 
duplicado,  todas  las  solicitudes  al  ingeniero  jefe  del  distrito  mi- 
nero, 6  al  secretario  de  los  Gobiernos  civiles  de  las  provincias 
donde  aquél  no  resida.» 
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DepósUo»  papa  la  iramUaetrfn  de   ion   expeilien- 

te».— Con  la  presentación  de  la  solicitud  mencionada  en  los  ar- 
tículos anteriores  comienza  el  expediente  de  concesión  de  la 
propiedad  minera,  cuya  tramitación  la  hace  la  Administración 
por  cuenta  del  particular  que  pretende  adquirir  aquel  derecho, 
y  de  aquí  c[ue  sea  necesario  depositar  una  cantidad  que  sirva. 
para  sufragar  los  gastos  que  aquel  expediente  ocasione. 

Este  principio  estaba  establecido  en  legislaciones  anteriores, 
donde  se  decía  en  1857,  que  del  depósito  de  300  reales  que  para 
la  tramitación  de  los  expedientes  había  que  hacer,  se  pagaran 
las  dietas  que  los  ingenieros  y  comisionados  para  la  toma  de 
posesión  devenguen,  y  que  se  haga  el  descuento  del  2  por  lOO 
para  gastos  de  impresión,  libros  y  demás  que  ocurran  en  la  Ad- 
ministración. 

En  el  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868,  para  la  ejecución  de 
la  ley  de  1859,  reformada  en  4  de  Marzo  de  1868,  se  dice  que  las 
entregas  de  los  30  escudos  se  consignarán  en  las  Tesorerías  de 
provincia,  teniéndolos  á  disposición  para  atender  á  las  dietas  de 
ingenieros  y  auxiliares;  el  sobrante  que  resultare  se  devolverá 
á  los  interesados.  Si  con  los  30  escudos  no  se  cubriesen  los  gas- 
tos del  expediente  para  el  que  se  consignó  el  depósito,  los  inte- 
resados ó  sus  representantes  habrán  de  satisfacer  los  que  falten 
hasta  completarlos,  dentro  del  plazo  de  ocho  días,  contados 
desde  que  se  les  notifique  el  exceso  de  gastos. 

En  aquel  reglamento  se  establecía  que  no  se  admitiría  nin- 
guna solicitud  si  no  se  entregaban  los  30  escudos. 

En  8  de  Marzo  de  1869  se  dispuso  que  sólo  se  consignaran 
30  escudos  si  la  superficie  de  la  concesión  solicitada  fuese  me- 
nor que  la  de  20  pertenencias,  de  las  dimensiones  marcadas,  se- 
gún su  clase,  en  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868;  y  que  cuando  el 
número  de  pertenencias  pedidas  fuera  superior  á  20  de  las  di- 
mensiones en  la  misma  ley  marcadas,  el  depósito  tenía  que  ser 
de  10  escudos  por  cada  uno  de  los  espacios  equivalentes  en  su- 
perficie á  una  pertenencia  antigua.  Podía  hacerse  la  petición 
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en pertenencias  modernas,  pero  para  el  depósito  se  reducía  su 
equivalencia  á  las  antiguas.  En  17  de  Mayo  se  dispuso  que, 
si  no  bastaba  el  depósito  y  el  registrador  era  insolvente,  se  abo- 
naran por  el  Estado  las  dietas  y  gastos. 

En  8  de  Julio  de  1871  se  manda  que  se  conserve  íntegro  el 
depósito  de  76  pesetas  hasta  la  terminación  de  los  expediente. 

En  Real  orden  de  18  de  Diciembre  de  1871  se  dan  reglas  re- 
formando las  disposiciones  anteriores,  mandando  que,  al  pre- 
sentar en  los  Gobiernos  las  solicitudes  para  concesiones  mine- 
ras, deberán  presentar  también  la  carta  de  pago  que  acredite 
haber  consignado  las  75  pesetas,  cuando  el  número  de  hectáreas 
pedidas  no  exceda  de  12;  en  el  caso  de  ser  más  de  12  hectáreas, 
se  consignarán  4  pesetas  más,  por  cada  una  de  las  que  exceda 
de  dicho  número;  los  Gobernadores  de  provincia,  podrán  exigir 
que  se  consigne  además  el  aumento  necesario  para  el  completo 
pago  de  las  operaciones  periciales,  en  los  casos  extraordinarios 
en  que  los  gastos  que  para  ellas  se  calculen  sean  superiores  á 
las  cantidades  consignadas,  previo  presupuesto  razonado  del 
ingeniero  que  haya  de  practicar  la  operación,  informado  por  el 
ingeniero  jefe  y  aprobado  por  el  Gobernador. 

En  30  de  Julio  de  1872  se  dictan  las  disposiciones  siguientes: 
i.*  Anunciadas  en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia,  las  opera- 
ciones periciales  que  deban  practicar  los  ingenieros,  sólo  serán 
admisibles  en  el  terreno  las  renuncias  que  de  las  concesiones 
solicitadas  hagan  los  interesados.  —  2.*  Los  depósitos  consiga 
nados  para  responder  á  los  gastos  que  origina  el  desempeño  de 
las  operaciones  facultativas,  no  podrán  devolverse  desde  el  mo- 
mento que  sean  anunciadas  aquéllas  por  los  ingenieros  jefes  á 
los  Gobernadores,  y  sólo  se  hará  de  los  sobrantes,  si  los  hu- 
biere, después  de  presentadas  las  cuentas  por  los  ingenieros. 

En  18  de  Septiembre  del  mismo  año,  se  fijó  el  plazo  de  diez 
días  hábiles,  á  contar  desde  la  fecha  de  presentación  de  la  so- 
licitud de  registro,  dentro  del  cual  podía  presentarse  la  carta  de 
pago  de  estos  depósitos.  En  3  de  Julio  de  1877  se  dispone  que 
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no  se  descuente  el  2  por  100  de  los  depósitos  de  Minas  para  el 
material  de  las  secciones  de  Fomento. 

En  1896  se  dispuso  que  cuando  la  carta  de  pago  no  se  pre- 
senta en  el  plazo  legal,  aunque  se  haya  hecho  el  depósito  en 
tiempo  hábil,  se  tenga  por  no  hecho;  á  no  ser  que,  no  habiendo 
perjuicio  de  tercero,  pueda  considerarse  como  nuevo  registro. 

En  9  de  Noviembre  de  1900  se  dispone  que  de  los  depósitos 
que  están  obligados  á  hacer  los  peticionarios  de  concesiones 
mineras  se  aplique  el  5  por  100  á  sufragar  los  gastos  que  ori- 
gine la  tramitación  de  los  expedientes.  Por  circular  de  20  de 
Diciembre  se  aclara  la  disposición  anterior,  diciendo  que  no 
están  obligados  al  descuento  del  5  por  100  los  expedientes 
mencionados  por  los  interesados,  antes  de  aquella  fecha  de  9  de 
Noviembre;  que  los  que  están  en  tramitación,  están  sujetos  al 
referido  descuento;  que  este  descuento  debe  hacerse  efectiva 
desde  luego  y  en  el  acto  de  recibir  la  carta  de  pago  del  resta 
del  depósito  para  los  que  se  incoen  después  del  9  de  Noviem- 
bre. Por  Real  orden  de  17  de  Enero  de  1901  se  autoriza  á  los 
secretarios  de  los  Gobiernos  civiles  para  que,  en  aquellas  pro- 
vincias en  que  no  haya  jefatura  de  Minas,  dispongan  desde 
luego  hasta  de  un  2  por  100  con  aplicación  á  los  gastos  que 
ocasionen  el  personal  temporero  y  el  material  que  sea  indispen- 
sable para  cumplir  sin  demora  el  servicio,  y  con  la  obligación 
de  remitir  mensualmente  la  cuenta  justificada  al  ingeniero 
jefe. 

En  el  reglamento  interino  de  17  de  Abril  de  1903  se  eleva  ya 
el  depósito  á  150  pesetas  por  cada  concesión  que  soliciten,  si  el 
número  de  pertenencias  no  llega  á  20,  aumentándose  4  pesetas 
por  cada  pertenencia  que  exceda. 

Por  último,  el  reglamento  vigente  de  1905  dispone: 

« Art.  20.  Los  peticionarios  de  concesiones  mineras  tendrán  que 
depositar  la  cantidad  de  150  pesetas  por  cada  concesión  que  soli 
citen,  si  el  número  de  pertenencias  registradas  no  excede  de  20. 
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Si  excediesen  de  este  número,  el  depósito  se  aumentará  con  arre- 
glo á  la  siguiente  escala: 

De   20  á  100  pertenencias,  por  cada  una,  4  pesetas. 
De  101  á  500  Id.  3        — 

De  501  en  adelante  id.  2        — 

Dicho  depósito  habrá  de  constituirse  por  el  interesado  abo- 
nando en  efectivo  el  5  por  100  de  su  total  importe  en  la  jefatura 
de  Minas  ó  en  la  secretaría  del  Gobierno  civil  de  la  provincia 
que  no  sea  cabecera  de  distrito,  precisamente  el  mismo  día  en 
que  se  presente  la  solicitud,  y  entregando  dentro  de  los  ocho  días 
hábiles  siguientes  la  carta  de  pago  que  acredite  haber  consig- 
nado en  las  oficinas  de  Hacienda  de  la  provincia  el  importe  del 
95  por  100  restante. 

De  ambas  entregas  se  darán  á  los  interesados  los  correspon- 
dientes resguardos. 

Si  transcurriera  el  plazo  marcado  en  el  párrafo  anterior  sin 
que  se  presentara  la  mencionada  carta  de  pa^o,  se  declarará  nulo 
el  registro  y  no  se  devolverá  al  interesado  el  importe  del  5  por  100, 
cuya  cantidad  se  aplicará  á  lo  que  se  dispone  en  el  art.  140  de 
este  reglamento. 

Art.  21.  Presentadas  las  cartas  de  pago,  se  unirán  á  los  expe- 
dientes respectivos,  de  los  que  se  desglosarán  oportunamente  para 
acompañarlas  con  las  cuentas  que  presenten  los  ingenieros,  á  fin 
de  que,  aprobadas  que  éstas  sean  por  los  Gobernadores,  puedan 
hacerse  efectivas  sin  retraso  y  devolverse  á  los  interesados  el 
sobrante  que  resultare;  todo  lo  cual  se  hará  constar  en  el  expe- 
diente mediante  decreto  del  Gobernador  y  las  correspondientes 
diligencias,  que  autorizará  el  ingeniero  jefe. 

Las  formalidades  á  que  han  de  someterse  las  cuentas  para  su 
aprobación  y  pago  se  determinarán  en  la  Instrucción  de  indem- 
nizaciones (1). 

Art.  22.    Los  Gobernadores  de  provincia  podrán  exigir  que  los 


(1)    Qne  consignamos  en  el  capitulo  de  Disposiciones  generales. 
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interesados  en  expedientes  mineros  consignen  además  elaumento 
necesario  para  el  completo  pago  de  las  operaciones  periciales  en 
los  casos  extraordinarios  en  que  los  gastos  que  para  ella  se  cal- 
culen sean  superiores  á  las  cantidades  consignadas,  previo  pre- 
supuesto razonado  del  ingeniero  que  haya  de  practicar  laopera- 
"'ón,  informado  por  el  ingeniero  jefe  y  aprobado  por  el  Gober- 
idor.» 

Traniítarión    del  expediente    de    eoneesirfn.  —  Los 

obemadores  civiles,  como  representantes  del  poder  central, 
n  los  encargados  de  la  tramitación  de  los  expedientes  para 
>nceder  la  propiedad  minera;  pero  como  la  organización  in- 
¡rior  de  los  Gobiernos  civiles  de  provincias  ha  variado  mucho 
1  estos  años,  de  aquí,  que  los  trámites  seguidos  para  los 
juntos  mineros  hayan  sufrido  también  grandes  variaciones. 

Las  secciones  provinciales  de  Fomento,  creadas  por  Real  de- 
'eto  de  12  de  Junio  de  1859,  eran  las  que  incoaban  y  á  veces 
ísolvían  los  asuntos  de  minería,  dependiendo,  en  gran  parte, 
3l  acierto  de  sus  resoluciones  el  desarrollo  de  esta  fuente  de 
queza  de  la  Nación  y  el  concierto  de  los  intereses  del  Estado 
)n  los  de  los  particulares. 

La  falta  de  reglamentación  para  la  aplicación  de  las  Bases  de 
)  de  Diciembre  de  1868  hacía  necesario,  sobre  todo  para  lo  refe- 
mte  á  la  tramitación  de  los  expedientes,  acudir  al  reglamento 
s  24  de  Junio  de  1868,  y  en  éste,  la  16.*  de  las  disposiciones 
Bnerales  daba  reglas  muy  precisas,  y  difíciles  de  cumplir,  pero 
irminaba  diciendo:  «Sólo  el  Gobierno  podrá  dispensar  los  defee- 
)S  que  produzcan  la  cancelación  de  los  expedientes  de  minería 
lando  no  se  cause  perjuicio  á  tercero.»  Los  plazos  concedidos 
or  las  Bases  no  eran  compatibles  con  los  consignados  en  el  re- 
lamento, y  de  aquí  que  en  23  de  Diciembre  de  1873  el  Gobierno 
B  la  República  resolvió:  Que  las  solicitudes  que  se  dirijan  al  Go- 
ierno  pidiendo  la  dispensa  de  los  defectos  á  que  se  refiere  el 
Itimo  párrafo  de  la  16.^  disposición  general  se  presenten  en  los 
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respectivos  Gobiernos  civiles,  y  el  Gobernador  mandará  que  se 
anote  en  ellas  el  día  y  hora  de  su  presentación  y  se  dé  un  res- 
guardo al  interesado;  que  se  haga  una  solicitud  para  cada  uno 
de  los  expedientes  que  se  trate  de  rehabilitar;  que  el  Goberna- 
dor mandará  que  cada  una  de  esas  solicitudes  se  una  á  su  ex- 
pediente, y  que  dentro  de  los  treinta  días  lo  remita  al  Ministro, 
con  su  informe  sobre  si  procede  la  concesión  de  la  gracia  soli- 
citada; que  caso  de  ser  rechazadas  por  el  Gobernador,  pueden 
presentarse  directamente  al  Ministro;  y  que  la  dispensa  otor- 
gada por  el  Gobierno  se  entenderá  que  produce  todos  sus  efec- 
tos desde  el  momento  de  la  presentación  de  la  solictud. 

El  considerable  aumento  que  hubo  en  los  expedientes  mineros 
durante  el  año  1875  ocasionó,  como  en  otro  lugar  hemos  dicho, 
que  se  les  dieran  facultades  extraordinarias  á  los  Gobernadores, 
como  fué  el  que  pudieran  dispensar  defectos  en  los  expedientes 
de  Minas,  siempre  que  lo  solicitaran  dentro  del  plazo  de  sesenta 
días,  y  pasados  esos  sesenta  días,  si  no  habían  reclamado 
la  dispensa  de  las  referidas  faltas,  podían  dictar  inmediata- 
mente la  declaración  de  nulidad  ó  cancelación,  según  proce- 
<liéra,  con  arreglo  á  reglamento,  y  todos  los  expedientes  que 
estuvieran  en  el  Ministerio  por  el  mismo  motivo  de  la  dispensa 
de  defectos  se  mandó  se  devolvieran  á  los  Gobernadores  para 
que  los  resolvieran. 

En  12  de  Abril  de  1887  y  por  Real  decreto  se  reformó  el  re- 
glamento para  el  régimen  interior  de  las  secciones  de  Fomento, 
aumentando  el  personal;  se  creó  un  negociado  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio,  incluyendo  en  él  los  asuntos  de  Minas, 
se  establecieron  reglas  detalladas  sobre  la  manera  de  llevarse 
los  expedientes;  que  mientras  un  expediente  esté  en  tramita- 
ción, ningún  empleado  podrá  dar  cuenta  de  él  al  interesado  ni 
á  otras  personas  extrañas  á  la  oficina,  pero,  una  vez  ultimado, 
se  pondrá  en  conocimiento  del  interesado  la  resolución  que  haya 
recaído  y  las  razones  que  la  hayan  motivado;  en  todos  los  ofi- 
cios y  órdenes  se  usará  papel  timbrado,  en  el  cual  conste  im- 
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preso  al  margen  el  nombre  de  la  sección.  Para  facilitar  la  mayor 
expedición  en  el  despacho  de  los  asuntos  de  concesiones  mine- 
ras, podía  el  jete  de  la  sección  entenderse,  dentro  de  la  provin- 
cia, con  el  ingeniero  de  Minas  que  esté  al  frente  de  la  jefatura 
del  distrito.  En  31  de  Diciembre  se  dio  ima  disposición  aclarando 
las  facultades  concedidas  á  los  jefes  de  las  secciones  de  Fomento, 
diciendo  que  la  facultad  concedida  de  decretar  en  los  asuntos 
de  mera  tramitación  tenía  por  objeto  facilitar  la  rápida  tramita- 
ción de  los  expedientes,  evitando  á  los  Gobernadores  un  trabajo 
que  les  distraería  de  sus  altas  funciones,  pero  que  en  ningún 
caso,  ni  bajo  pretexto  alguno,  podían  adoptar  providencias  de- 
finitivas; que  podían  dirigirse  á  otros  jefes  y  corporaciones, 
pero  nunca  para  notificarles  una  resolución  final,  que  debería 
ser  siempre  comunicada  por  el  Gobernador. 

Por  Real  decreto  de  28  de  Septiembre  de  1888  se  dispuso  que 
desde  1.^  de  Octubre  siguiente  asuman  los  Gobernadores  civiles 
de  las  provincias  todas  las  atribuciones  que  antes  tenían  los 
jefes  de  las  secciones  de  Fomento  para  el  régimen  de  éstas;  en 
la  misma  disposición  se  autoriza  á  los  Gobernadores  para  dele- 
gar en  los  secretarios  de  los  Gobiernos  civiles  las  atribuciones 
que,  por  derecho  propio  ó  por  delegación,  tenían  los  jefes  de  las 
secciones. 

Por  Real  decreto  de  14  de  Agosto  de  1893  se  suprimen  las 
secciones  de  Fomento,  disponiéndose  que: 

Los  diferentes  asuntos  que  se  tramitaban  por  las  referidas 
secciones,  se  despacharán  en  lo  sucesivo  por  los  ingenieros  jefes 
de  los  ramos  á  que  correspondan,  tratándose  de  Obras  públicas. 
Montes  ó  Minas;  por  los  secretarios  de  los  Consejos  provinciales 
de  Agricultura,  Industria,  y  Comercio,  los  referentes  á  la  Direc- 
ción de  este  ramo;  y  por  los  secretarios  de  los  Gobiernos  de  pro- 
vincia, todos  los  de  índole  indeterminada. 

Correrán  á  cargo  de  los  secretarios  de  los  Gobiernos  civiles 
los  libros  talonarios  de  los  registros  de  Minas  en  aquellas  pro- 
vincias en  que  no  radique  la  jefatura  del  correspondiente  dis- 
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Irito  minero,  así  como  las  diligencias  relativas  á  la  admisión  y 
publicación  de  las  solicitudes  de  registro. 

Los  Gobernadores  civiles,  en  los  asuntos  de  Fomento,  dicta- 
rán, como  venían  haciéndolo,  las  resoluciones  finales  y  todas 
las  que  causen  estado,  ya  sean  declaratorias  de  derecho,  ó  deban 
servir  de  fundamento  para  su  ulterior  declaración,  dentro  siem- 
pre de  las  atribuciones  que  les  confieren  las  leyes  vigentes.  Para 
la  adopción  de  estas  resoluciones  despacharán  directamente  con 
el  Gobernador  los  encargados  de  cada  servicio,  si  residen  en  la 
misma  capital,  y  si  no  se  entenderán  de  oficio  para  este  fia  con 
la  referida  autoridad. 

Se  anunciaron  también  en  este  decreto  instrucciones  especia- 
les que  puntualizaran  los  procedimientos  á  que  debían  ajustarse 
las  dependencias  encargadas  de  sustituir  á  las  suprimidas  sec- 
ciones. 

De  Real  orden  se  dictaron  en  25  de  Septiembre  siguiente;  pero 
habiéndose  ocurrido  dudas  en  su  aplicación,  para  las  provincias 
donde  no  reside  jefatura  de  Minas,  y  que  estaban  consignadas 
en  la  9.*  de  aquellas  instrucciones,  esto  dio  lugar  á  la  nueva 
Real  orden  de  26.  de  Junio  de  1895,  de  acuerdo  ésta  con  lo 
informado  por  la  Junta  superior  facultativa  de  Minería  y  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  dejando  sin  efecto  la  Instrucción 
de  25  de  Septiembre  de  1893  y  dictando  en  su  lugar  la  nueva 
Instrucción;  que  á  parte  de  la  aclaración  de  la  regla  9.*,  las 
demás  eran  copia  de  las  anteriores,  quedando  redactadas  las 
instrucciones  más  principales  en  la  forma  siguiente: 

1.*  Los  expedientes  y  documentos  relativos  al  ramo  de  Minas 
que  se  reciban  en  los  Gobiernos  de  provincia  serán  anotados  de 
entrada  en  un  registro  general  por  el  empleado  que  al  efecto 
designa  el  Real  decreto  de  14  de  Agosto  de  1893. 

2.*  Se  pondrá  por  este  empleado  en  todos  los  documentos  re- 
gistrados nota  de  la  fecha  de  entrada,  y  en  la  parte  superior  ó 
cabeza  de  los  mismos  indicación  del  libro  y  folio  en  que  hayan 
sido  registrados.  En  las  solicitudes  de  registros  ó  demasías,  en 
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la  nota  de  presentación,  ó  sea  de  la  fecha  de  entrada,  se  expre- 
sará claramente,  y  todo  en  letra,  el  mes,  día,  hora  y  minutos 

de  la  presentación (no  mencionamos  todas  las  reglas  porque 

algunas  han  pasado  á  ser  artículos  del  reglamento  general  de 
Minería  de  1905,  que  copiamos  después). 

».*  Las  diligencias  de  mero  trámite,  como  los  anuncios  y 
ctos  de  admisión  de  registro  y  notificaciones,  serán  autori- 
ias,  en  cada  caso,  por  los  jefes  de  los  distritos  ó  los  secreta- 
3  de  los  Gobiernos  civiles. 

I.*  En  tanto  que  las  jefaturas  de  Minas  no  estén  dotadas  del 
•sonal  necesario  de  ordenanzas,  las  notificaciones  y  entregas 
anuncios  y  edictos  para  su  publicación  ó  fijación  se  harán 
•  los  empleados  ó  agentes  del  Gobierno  civil  que  por  éste  se 
dgnen. 

^«  Durante  la  tramitación  de  un  expediente  de  registro  en  la 
retaría  del  Gobierno  civil  se  remitirá  relación  ó  nota  de  todos 
documentos  á  la  jefatura  del  distrito,  que  cuidará  de  la 
ena  marcha  del  expediente,  haciendo  las  observaciones  que 
¡gue  oportunas  y  advirtiendo  las  fechas  én  que  cumplen  los 
Lzos  legales. 

l,^  Los  archivos  de  Minas  estarán  á  cargD  de  los  ingenieros 
es  de  distrito  en  las  provincias  donde  esté  la  cabecera,  y  de 
\  secretarios  de  los  Gobiernos  civiles  en  las  demás. 
).*  Cuando  el  expediente  ó  documento  recibido  en  la  jefatura 
Minas  no  tenga  su  tramitación  determinada  por  la  ley  ó  re- 
imento  de  Minas,  se  observarán  las  reglas  siguientes: 
%)  Se  unirá  cada  asunto  á  sus  antecedentes,  si  los  tiene;  se 
3cederá  á  extractarlos  con  claridad,  exactitud  y  concisión» 
1  omitir  circunstancia  alguna  especial;  exceptúanse  los  asun- 
3  que  no  hayan  de  tener  tramitación,  los  cuales  se  resolverán 
r  nota  marginal.  Los  extractos  se  harán  á  media  margen,  en 
peí  de  oficio,  teniendo  cuidado  de  numerar  con  lápiz  de  color 
3  documentos  extractados  y  escribir  los  mismos  números  y 
n  igual  color  á  la  izquierda  del  extracto  correspondiente. 
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b)  Si  una  comunicación  de  entrada  trata  de  dos  ó  más  asun* 
tos  diferentes,  se  harán  tantos  extractos  separados  como  sean 
aquéllos. 

c)  Si  dos  ó  más  expedientes  tienen  entre  sí  tal  enlace  que  la 
resolución  de  uno  de  ellos  debe  influir  necesariamente  en  la  del 
otro,  se  cuidará  de  relacionarlos  entre  sí  con  las  llamadas  ó  re- 
ferencias oportunas. 

d)  Cuando  para  la  mayor  rapidez  ó  acierto  en  el  despacho  de 
un  asunto  convenga  dividirlo  en  varias  partes  con  tramitación 
independiente,  se  formarán  tantos  nuevos  extractos  como  sean 
precisos,  relacionándolos  con  el  primitivo  por  medio  de  adver- 
tencias explicativas. 

e)  A  continuación  del  extracto,  el  ingeniero  jefe,  ó  quien  n  - 
glamentariamente  lo  sustituya  en  casos  de  ausencia  ó  enferme- 
dad, extenderá  un  informe  en  que  proponga  la  resolución  que 
juzgue  procedente,  fundándola  en  la  doctrina  legal  que  corres-' 
ponda  y  citando  las  disposiciones  que  sean  aplicables  al  caso. 
Este  informe  comenzará  con  la  palabra  Nota,  y  terminará  con 
Id  frase  V.  S,,  Señor  Gobernador  j  resolverá,  seguido  de  la  fecha, 
antefirma  y  media  Arma  del  funcionario  informante.  En  estas 
notas  se  prohibe  toda  raspadura,  debiendo  salvarse  antes  de  la 
firma  cuanto  en  ellas  se  enmiende,  entrerrenglone  ó  tache. 

f)  Al  redactar  la  nota  de  que  habla  la  regla  anterior  se  pro- 
curará hacerlo  de  modo  tal,  que  la  resolución  que  sobre  ella  re- 
caijfa  contenga  los  extremos  precisos  para  que,  sin  necesidad  de 
nuevo  acuerdo,  pueda  llevarse  á  cabal  término  la  ejecución  de 
lo  resuelto. 

g).  El  funcionario  que  autoriza  la  Nota,  ó  el  que  reglamen- 
tariamente le  sustituya,  presentará  el  asunto  á  la  resolución 
del  Gobernador;  y  en  las  provincias  donde  no  resida  el  ingeniero 
jefe  de  Minas,  presentará  los  expedientes  al  despacho  el  secre- 
tario del  Gobierno  civil. 

10.*  La  ejcución  de  los  acuerdos  del  Gobernador  en  asuntos 
de  Minas  corresponde  al  ingeniero  jefe  del  distrito  minero  á  que 
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corresponda  la  provincia,  el  cual  los  comunicará,  encabezando 
)s  oficios  en  la  forma  siguiente: 

El  Sr.  Gobernador,  con  fecha,  etc ,  y  terminándolos  con 

i  siguiente  formula:  «De  orden  del  Sr.  Gobernador  lo  comu- 

ico,  etc ».  Si  parala  mejor  ejecución  del  acuerdo  convi- 

iere  añadir  alguna  advertencia,  ésta  se  hará  después  de  la 
)rmúla  precedente. 

11  .*  Cuando  el  expediente  esté  tramitándose  en  la  Secretaría 
el  Gobierno  civil,  la  ejecución  de  los  acuerdos  corresponde 
I  secretario. 

12.*  Las  providencias  ó  resoluciones  que  pongan  término  á 
n  expediente  ó  asunto  comprendido  dentro  de  la  legislación 
e  Minas,  se  notificarán  en  la  forma  que  marquen  estas  dispo- 
íciones.  Si  el  asunto  no  se  halla  comprendido  dentro  de  las 
3ndiciones  de  la  ley  de  Minas  ó  su  reglamento,  las  resoluciones 
ue  pongan  término  á  un  expediente  se  notificarán  dentro  del 
lazo  máximo  de  15  días,  ya  en  el  distrito  minero,  si  el  intere- 
ido  así  lo  desea  y  lo  hubiera  manifestado  previamente,  ya  por 
mducto  del  alcalde  del  pueblo  en  que  dicho  interesado  tenga 
1  residencia,  á  no  ser  que  ésta  se  ignore,  en  cuyo  caso  se  pu- 
licará  la  providencia  ó  acuerdo  en  el  Boletín  Oficial  de  la  pro- 
íncia,  remitiéndola  además  al  alcalde  del  pueblo  de  la  última 
ísidencia  de  aquél,  para  que  la  publique  por  medio  de  edictos 
ue  fijará  en  las  puertas  de  la  Gasa  Consistorial. 

13.^    La  notificación  deberá  contener  la  providencia  ó  acuer- 

0  íntegros,  la  expresión  de  los  recursos  que  en  su  caso  procedan 
del  término  para  interponerlos,  si  se  citaren  en  la  misma 

rovidencia. 

14.*  La  diligencia  de  la  notificación  se  hará  constar  en  el 
cpediente  de  su  razón. 

15.*    Cuando  por  razones  de  interés  público  conviniera  dejar 

1  suspenso  el  curso  de  un  expediente,  se  hará  en  virtud  de 
ícreto  motivado  del  Gobernador  consignado  en  el  propio 
cpediente. 
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16.*  Para  el  desempeño  de  sus  nuevas  funciones,  los  jefes 
de  los  distritos  mineros,  además  de  las  atribuciones  que  la  le- 
gislación vigente  les  confiere,  asumirán  las  que  antes  se  con- 
cedían á  los  jefes  de  las  suprimidas  secciones  de  Fomento. 

En  6  de  Octubre  de  1898  se  dieron  nuevas  reglas  para  la  ins- 
trucción de  los  expedientes  de  concesiones  mineras,  que  sin  des- 
truir las  anteriores  venían,  antes  al  contrario,  á  precisar  más 
aún  las  formalidades  que  debían  observarse  al  presentar  las  so- 
licitudes de  registro;  algunas  de  ellas  se  han  trasladado  íntegras 
ai  reglamento  de  1905,  y  otras,  como  la  2.*,  decía:  «En  ningún 
caso  podrá  prevalecer,  en  concurrencia  con  una  solicitud  de  re- 
gistro presentada  en  las  condiciones  establecidas  (se  referia  á 
que  habrían  de  presentarse  y  solamente  durante  las  horas  de 
oficina  que  le  estén  marcadas),  la  que  se  presente  por  otro  in- 
tereresado  aspirando  á  la  concesión  del  terreno  á  que  aquélla 
se  refiere,  á  título  de  prioridad  de  presentación  hecha  fuera  de 
las  horas  ordinarias  de  oficina. 

Por  Real  orden  de  21  de  Marzo  de  1901  se  dispone  que  para 
todos  los  asuntos  que  se  refieran  á  plazos  hay  que  atenerse  á 
lo  dispuesto  en  el  reglamento  provisional  de  procedimiento  ad- 
ministrativo para  el  Ministerio  de  Fomento  de  23  de  Abril  de 
1890,  cuyos  artículos  dicen  á  la  letra: 

Art.  63.  Se  consideran  como  días  hábiles,  para  el  cómputo 
de  los  plazos  de  resolución  de  los  expedientes,  todos  los  del  año, 
excepto  los  de  fiesta  religiosa  ó  civil. 

Art.  64.  Los  plazos  para  la  tramitación  y  resolución  de  los 
expedientes  se  contarán  desde  el  día  siguiente  inclusive  del  de 
la  fecha  que  los  dé  origen. 

Art.  65.  Los  plazos  que  terminen  en  día  festivo  se  conside- 
rarán prorrogados  hasta  el  primer  día  hábil. 

Por  Real  orden  de  19  de  Abril  de  1901  se  recuerda  el  exacto 
cumplimiento  de  las  anteriores  reglas,  declarando  procedente 
un  recurso  de  queja  interpuesto  ante  el  Ministerio  y  contra  el 
Gobernador,  por  la  necesidad  de  notificar  á  los  interesados  las 
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providencias  recaídas  en  los  expedientes,  y  manda  que  se  re- 
trotraiga el  expediente  á  la  fecha  en  que  debió  notificarse. 

Habiéndose  presentado  dudas  sobre  la  fecha  en  que  debía 
comenzar  la  aplicación  del  reglamento  interino  de  17  de  Abril 
de  1903,  se  dispuso  que  fuera  desde  el  13  de  Mayo  de  1903,  y 
que  los  expedientes  que  en  dicha  fecha  se  estuvieran  tramitando 
se  prosiguieran  hasta  su  terminación  con  arreglo  al  reglamento 
y  disposiciones  anteriores. 

Ya  hemos  dicho  que  el  reglamento  vigente  rige  desde  el  15  de 
Julio  de  1905,  y  continuaremos  su  exposición: 

«Art.  23.  La  jefatura  de  Minas,  ó  el  secretario  del  Gobierno 
civil  de  la  provincia  en  que  aquélla  no  resida,  propondrá  al  Go- 
bernador la  admisión  ó  no  admisión  de  la  solicitud,  salvo  siem- 
pre mejor  derecho  y  sin  perjuicio  de  tercero,  y  la  expresada 
autoridad  dictará  la  providencia  que  estime  procedente. 

Art.  24.  Admitida  la  solicitud,  el  Gobernador  dispondrá  que 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  fecha  de  admisión  se 
publique  en  la  tabla  de  anuncios  del  Gobierno  ó  de  la  jefatura  de 
Minas  y  en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia,  y  que  se  remitan 
edictos,  para  su  fijación  al  público,  á  los  alcaldes  de  los  pueblos 
en  que  radique  el  registro,  uniéndose  al  expediente  los  edictos  y 
un  ejemplar  del  Boletín  Oficial  de  la  provincia,  ó  se  consignará 
por  medio  de  diligencia  autorizada  la  fecha  de  dicho  Boletín, 

Art.  25.  El  ingeniero  jefe  del  distrito  minero,  ó  el  secretario 
del  Gobierno  civil,  cada  uno  en  su  caso,  dará  á  los  expedientes 
la  tramitación  que  corresponda,  y  canjearán  á  los  registradores 
de  Minas  y  demasías,  cuando  hayan  presentado  la  carta  de  pago 
correspondiente,  el  resguardo  provisional  por  el  definitivo,  que 
se  cortará  del  libro  talonario  é  irá  autorizado  por  dichos  funcio- 
narios, como  delegados  del  Gobernador,  redactándose  en  la  for- 
ma que  expresa  el  modelo  núm.  3  W. 


(1)    Véase  este  modelo  al  final  de  la  obra. 
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Art.  26.  En  el  libro  de  registros,  de  que  trata  el  artículo  ante- 
rior, se  anotará  cada  solicitud  en  una  sola  hoja,  expresándose 
con  toda  claridad  en  la  parte  izquierda  el  nombre  del  interesado 
ó  de  su  representante,  el  objeto  de  la  misma,  la  designación;  y, 
en  letra,  la  hora,  minutos,  día,  mes  y  año  de  la  presentación, 
firmando  debajo  dicho  interesado  ó  su  representante. 

En  la  parte  de  la  derecha  del  referido  libro  se  repetirá  lo  es- 
crito en  la  de  la  izquierda,  certificando  la  exactitud  de  la  copia 
el  ingeniero  jefe  ó  el  secretario  del  Gobierno,  y  se  cortará  ésta 
eñ  forma  de  talón  para  entregarla  como  resguardo  al  interesado, 
después  de  estampar  el  sello  de  la  dependencia,  de  modo  que 
parte  de  él  quede  en  el  talón  y  parte  en  el  resguardo. 

Al  dorso  de  la  parte  izquierda  se  consignarán  los  trámites  prin- 
cipales que  siga  el  expediente  hasta  su  terminación;  entendién- 
dose por  trámites  principales  la  admisión  de  la  solicitud,  su  pu- 
blicación, la  presentación  de  escritos  ó  reclamaciones  que  pue- 
dan afectar  al  derecho  de  los  intorcsados,  el  reconocimiento  y 
demarcación,  y  el  otorgamiento  ó  denegación  de  la  concesión. 

No  se  dejarán  claros  catre  las  anotaciones,  ni  tampoco  se 
harán  raspaduras  ni  enmiendas.  Si  alguna  de  las  últimas  fuera 
indispensable,  se  subsanará  por  medio  de  una  nota  aclaratoria, 
visada  por  el  ingeniero  jefe  ó  el  secretario  del  Gobierno. 

Para  la  debida  uniformidad,  los  libros  se  construirán  siempre 
en  Madrid,  y  serán  remitidos  por  el  Ministerio  á  los  Gobernado- 
res de  provincia  á  medida  que  los  necesiten. 

Art.  27.  Si  antes  ó  después  de  publicada  la  solicitud  en  el  Bo- 
letín Oficial  presentasen  los  interesados  un  nuevo  escrito,  en  que 
amplíen,  rectifiquen  ó  modifiquen  por  cualquier  motivo  lo  con- 
signado en  aquélla,  la  fecha  de  presentación  de  este  escrito  será 
la  que  deba  tomarse  en  cuenta  para  los  efectos  de  la  prioridad 
que  establece  el  art.  16  del  decreto-ley  de  Bases;  y  las  modifica- 
ciones que  aparezcan  en  el  referido  escrito  se  publicarán  -en  el 
Boletín  Oficial,  siguiendo  luego  el  expediente  la  tramitación  or- 
dinaria. 
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Art.  28.  Dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  de  la  publica- 
ción de  la  solicitad  en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia,  presen- 
tarán al  Gobernador  sus  oposiciones  los  que  se  consideren  con 
derecho  al  todo  ó  parte  de  las  pertenencias  solicitadas,  ó  se  cre- 
yesen perjudicados  por  la  concesión  que  se  pretende.  Transcu- 
rrido este  plazo,  la  citada  autoridad  dará  inmediatamente  vista 
de  las  oposiciones  al  registrador,  quien  deberá  contestarlas  en 
los  diez  días  siguientes,  después  de  los  cuales,  y  en  el  término  de 
otros  quince,  informará  la  Comisión  provincial;  y  si  la  índole  de 
las  cuestiones  lo  exigiere,  informará  también  la  jefatura  de  Mi- 
nas en  el  plazo  de  diez  días.  Cumplidos  estos  trámites,  el  Gober- 
nador, dentro  de  los  cinco  días  siguientes,  dictará  la  resolución 
que  proceda,  desestimando  las  oposiciones  ó  anulando  ía  soli- 
citud. 

Estas  resoluciones  se  notificarán  á  los  opositores  y  demás  inte- 
resados en  la  forma  que  determina  este  reglamento,  (l)  publican 
dose  además  en  el  Boletín  Oficial,  con  relato  de  sus  antecedentes. 
Contra  ellas  podrá  apelarse  para  ante  el  Ministerio,  en  el  término 
de  treinta  días. 

Art.  29.  Las  diligencias  de  mero  trámite,  como  los  anuncios  y 
edictos  de  admisión  de  registros  y  notificaciones,  serán  autoriza- 
das en  cada  caso  por  los  ingenieros  jefes  de  los  distritos,  ó  los  se- 
cretarlos de  los  Gobiernos  civiles  de  las  provincias  en  que  no  ra- 
diquen las  jefaturas. 

Art.  30.  Durante  la  tramitación  de  un  expediente  de  registro, 
de  la  Secretaría  del  Gobierno  civil  se  remitirá  relación  ó  nota  de 
todos  los  documentos  á  la  jefatura  del  distrito,  la  que  cuidará  de 
la  buena  marcha  del  expediente,  haciendo  las  observaciones  que 
juzgue  oportunas  y  advirtiendo  las  fechas  en  que  cumplen  los 
plazos  legales. 

Art.  31 .  Si  durante  el  plazo  fijado  para  la  publicación  de  las 
solicitudes  de  registro  no  se  hubieran  presentado  oposiciones,  6  si 


(1)    Véase  el  art.  150. 


í 
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formuladas  éstas  fueran  desestimadas  por  el  Gobernador,  decre- 
tará éste,  en  el  término  de  quince  días  después  de  ser  firmes  y 
ejecutorio  su  acuerdo  anterior,  que  por  el  ingeniero  del  distrito 
se  proceda  á  practicar  el  reconocimiento  y,  en  su  caso,  la  de- 
marcación del  terreno  solicitado. 

Demarcaclooes.— Art.  32.  Los  ingenieros  practicarán  estas 
operaciones  dentro  del  plazo  de  treinta  días,  que  el  Gobernador 
podrá  prorrogar  si  á  su  cumplimiento  se  opusieran  impedimentos 
graves,  los  cuales  se  consignarán  por  diligencia  en  el  expediente. 
El  ingeniero  encargado  de  su  despacho  lo  estudiará  detenida- 
mente, y,  antes  de  constituirse  en  el  terreno,  procurará  adquirir 
conocimiento  exacto  acerca  de  la  situación  de  las  concesiones  y 
registros  colindantes  y  próximos  que  pudieran  existir  en  él, 
examinando  á  tal  objeto  cuantos  antecedentes  y  datos  obren  en 
la  jefatura.» 

Esta  libertad  en  que  queda  el  Gobernador  de  prorrogar  el 
plazo  para  la  práctica  de  estas  operaciones,  es  perjudicial  y  hu- 
biera convenido  determinar  que  en  ningún  caso  podría  prorro- 
garse por  más  de  seis  meses  el  plazo  para  practicar  dicha  ope- 
ración. 

*Art.  33.  Se  notificará  previamente  al  registrador  la  época  del 
reconocimiento  y  demarcación  del  terreno  solicitado,  que  será 
fija  y  perentoria  dentro  de  límites  que  no  podrán  exceder  de 
ocho  días,  bajo  la  responsabilidad  del  ingeniero  comisionado. 
Igualmente  serán  notificados  los  duefios  de  las  Minas  colindantes, 
y  además  se  anunciarán  previamente  las  demarcaciones  en  el 
Boleiin  Oficial.  Para  hacerlo  con  la  debida  anticipación,  los  in- 
genieros jefes  remitirán  oportunamente  á  los  Gobernadores  los 
avisos  correspondientes,  expresando  en  ellos  con  toda  claridad 
y  fijeza  los  días  dentro  de  los  cuales  hayan  de  verificarse  las  de- 
marcaciones. 

Debe  unirse  al  expediente  un  ejemplar  del  Boletín  Oficial  en 
que  se  publique  el  anuncio  de  la  demarcación,  6,  en.  su  defecto, 
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extenderse  la  diligencia  expresiva  de  la  fecha  en  que  aquél  apa- 
rece inserto.» 

La  indeterminación  en  que  la  fecha  del  reconocimiento  y  de- 
marcación queda,  ofrece  el  inconveniente  de  no  saberse  por  los 
interesados  el  momento  fijo  en  que  la  operación  ha  de  practi- 
carse, y  por  lo  tanto,  exige  la  continua  presencia  de  ellos  en  el 
terreno  durante  esa  época  para  presenciar  el  reconocimiento  y 
demarcación  de  la  superficie  solicitada;  inconveniente  que  hu- 
biera desaparecido  aceptando  lo  que  propuso  el  Consejo  de  Es- 
tado, de  que  se  fijase  día  y  hora  de  la  operación. 

«Art.  34.  Los  ingenieros  serán  responsables  de  los  errores  de 
localización  en  las  operaciones  que  practiquen,  si,  por  descono- 
cer el  terreno,  no  reclaman  la  asistencia  al  acto  de  un  práctico 
conocedor  de  la  localidad,  designado  por  el  Alcalde  respectivo. 
A  este  efecto,  los  ingenieros  solicitarán  con  la  necesaria  antici- 
pación de  dicha  autoridad  la  asistencia  del  práctico  al  acto  de  la 
operación. >► 

Este  artículo  es  completamente  nuevo;  en  el  reglamento  in- 
terino de  1903  no  existía,  ni  había  ningún  otro  que  pudiera 
reemplazarlo,  y  sin  embargo,  es  de  una  importancia  grandísima, 
])rinc¡palmente  para  los  ingenieros,  por  las  responsabilidades 
que  contraen  de  no  cumplirlo  con  exactitud. 

Y  esta  responsabilidad,  si  bien  no  estaba  preceptuada  en  los 
reglamentos,  venía  exigiéndose  á  los  ingenieros,  hasta  el  punto 
(jue  en  algunas  ocasiones  se  les  ha  anulado  demarcaciones,  y  en 
otras  se  les  ha  ordenado  hacerlas  de  nuevo,  disponiendo  al 
mismo  tiempo  que  ambas  operaciones  se  hicieran  por  cuenta 
de  los  ingenieros  que  entendieron  en  los  expedientes:  unas  ve- 
ces, porque  localizaban  la  mina  en  sitio  distinto  del  solicitado; 
en  otras,  porque  los  defectos  de  localización  eran  de  poca  impor- 
tancia y  debían  admitir  las  rectificaciones;  por  último,  en  otras 
por  haberlas  hecho,  cuando  un  estudio  previo  del  expediente 
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debía  dar  conocimiento  exacto  de  todas  las  circunstancias  de 
las  respectivas  designaciones,  y  debía  proponer  lo  que  estimase 
procedente  sin  necesidad  de  ir  al  terreno,  evitando  así  gastos 
inútiles,  que  no  es  justo  satisfagan  los  interesados. 

El  origen  ó  fundamento  de  esta  responsabilidad  nace  del  pá- 
rrafo 2.®  del  art.  32  de  la  ley  de  1859,  reformada  en  4  de  Marzo 
de  1868,  que  dice:  «Si  el  Ingeniero  hallare  defectuosa  ó  mal 
hecha  la  designación  por  inexactitud  en  las  medidas,  ó  por  su- 
perposición á  alguna  parte  de  pertenencias  ajenas  que  tuvieron 
mejor  derecho,  la  rectificará  al  demarcar,  de  acuerdo  con  el  in- 
teresado, siempre  que  hubiere  terreno  franco^>. 

Este  artículo  vago  de  aquella  ley  se  precisó  más  en  su  regla- 
mento, y  en  éste  el  art.  30  dice:  «Los  investigadores  y  registra- 
dores designarán  las  pertenencias  que  soliciten,  expresando 
clara  y  circunstanciadamente  el  punto  donde  hayan  comenzado 
ó  hayan  de  comenzar  las  labores,  á  partir  del  cual,  y  con  rela- 
ción al  perímetro  del  terreno  que  pretendan,  determinarán  los 
Underos  con  toda  precisión,  ya  indicando  lugares  fijos,  visibles, 
ciertos  y  conocidos,  á  los  que  relacionen  en  metros  la  longitud 
y  latitud  de  las  pertenencias,  para  que  resulten  exactamente  el 
rectángulo  ó  figura  que  las  mismas  hayan  de  tener,  ya  mar- 
cando los  vientos,  así  de  los  mismos  linderos,  como  de  las  di- 
recciones en  que  hayan  de  trazarse  las  pertenencias,  para  cuyo 
efecto  determinarán  igualmente  en  metros  la  longitud  y  latitud. 

Guando  de  los  reconocimientos  del  ingeniero  resultare  que  ni 
los  puntos  de  referencia  ni  los  linderos  corresponden  á  los  men- 
cionados en  la  designación,  ó  que  estos  últimos  no  son  linderos, 
ó  distan  del  punto  de  partida  de  las  labores  un  espacio  duplo 
del  fijado  en  la  solicitud  ó  escrito  respectivo,  se  considerará  dis- 
tinto el  terreno  pretendido  de  aquel  en  que  se  practique  el  reco- 
nocimiento, y  quedará  sin  efecto  la  designación  y  sin  curso  el 
expediente,  decretándolo  así  el  Gobernador.  De  su  resolución 
podrá  apelarse  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  que  decidi- 
rá sin  ulterior  recurso. » 
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Posteriormente,  en  el  año  1869,  ante  las  dudas  que  se  presen- 
taban por  la  aplicación  de  la  nueva  legislación  de  las  Bases  de 
29  de  Diciembre  de  1868,  el  Poder  Ejecutivo  resolvió  que,  cuando 
los  expedientes  de  Minas  lleguen  á  estado  de  demarcación,  los 
Gobernadores  de  provincia  decreten  la  práctica  de  dicha  dili- 
gencia por  el  ingeniero  de  Minas,  el  cual  la  ejecutará  en  la 
forma  que  el  peticionario  haya  designado,  si  hubiere  terreno 
franco,  ó  variándola,  de  acuerdo  con  los  interesados  en  caso  de 
que  no  pueda  demarcarse  en  la  disposición  designada,  ó  suspen- 
diendo la  operación  cuando  no  exista  terreno  franco  suficiente 
para  demarcar  cuatro  pertenencias  á  lo  menos.  Disposición  que, 
como  se  ve,  deja  bastante  vaguedad  en  cuanto  á  la  responsabi- 
lidad que  á  los  ingenieros  debía  exigírseles;  pero  como  por  otra 
parte  no  anulaba  lo  anteriormente  dispuesto,  venía  como  á  con- 
firmarlo que  por  el  reglamento  estaba  ordenado.  Y  así  lo  es,  en 
efecto,  habiendo  servido  de  fundamento  en  las  distintas  Reales 
órdenes  que  sobre  estos  puntos  se  han  dictado. 

Distintas  disposiciones  se  han  venido  dando  durante  estos 
últimos  años  sobre  esta  falta  de  localización:  se  han  dictado 
muchas  Reales  órdenes  confirmando  los  decretos  de  los  Gober- 
nadores, que  declaraban  cancelados  los  expedientes,  por  inde- 
terminación del  punto  de  partida;  fenecidos  y  sin  curso,  por  ser 
defectuosa  su  designación  ó  por  superponerse  su  designación  á 
otra  mina  y  no  poderse  variar  aquélla;  en  algunos  casos,  por  no 
haber  podido  encontrar  el  ingeniero  el  punto  de  partida  que  se 
citaba  en  la  solicitud;  y  en  otros  en  que,  ni  se  fijaba  el  paraje  en 
que  había  de  situarse  el  punto  de  partida,  ni  los  linderos  de  la 
designación.  También  se  han  dado  Reales  órdenes  confirmando 
decretos  en  que  se  dispone  se  rectifique  una  demarcación;  y  can- 
celando algunos  expedientes  en  que,  al  presentarse  la  rectifica- 
ción de  la  designación,  ya  había  otro  peticionario  con  mejor  de- 
recho. Por  último,  se  ha  dado  una  Eeal  orden  por  la  que  se  dis- 
pensa la  indicación  de  si  el  Norte  á  que  se  refiere  la  designación 
es  el  verdadero  ó  el  magnético,  pero  que  no  puede  admitirse  que 
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sea  una  línea  quebrada  y  no  un  polígono  cerrado,  el  indicado  en 
la  solicitud. 

Se  han  dado  también  Reales  órdenes  revocando  los  decretos 
de  los  Gobernadores  sobre  los  mismos  defectos  de  localización. 
Por  último,  y  aunque  la  ley  de  1868  daba  como  último  re- 
curso las  decisiones* del  Ministro  de  Fomento,  la   reforma 
del  Cíonsejo  de  Estado  de  1888,  dando  una  organización  nueva 
para  los  asuntos  contencioso-administrativos,  hace  que  sean 
dignas  de  estudio  las  sentencias  del  Tribunal  de  lo  Contencioso- 
administrativo  confirmando  ó  revocando  Reales  órdenes  ex- 
pedidas por  el  Ministerio  de  Fomento  sobre  estos  puntos,  y  en 
las  que  de  una  del  13  de  Julio  de  1899  copiamos:  <«  Conside- 
rando; que  el  punto  de  partida  de  un  registro  minero  es  requi- 
sito que  constituye  la  base  de  toda  demarcación,  hasta  el  ex- 
tremo de  que  cuando  aquél  es  fijo  ó  indubitado,  según  previene 
la  ley,  con  que  sólo  estén  determinadas  las  distancias  que  desde 
el  mismo  han  de  tomarse  en  dirección  de  los  cuatro  puntos  car- 
dinales queda  designado  el  perímetro  de  una  manera  tan  ma- 
temáticamente exacta,  que  sin  necesidad  de  linderos,  no  es  po- 
sible que  el  rectángulo  á  que  se  refiere  admita  duda  de  ningún 
género». 

A  la  jurisprudencia  sentada  por  las  disposiciones  que  aca- 
bamos de  mencionar,  podemos  añadir  otras  que,  por  referirse 
concretamente  á  la  labor  del  ingeniero  de  Minas,  son  de  más 
importancia  para  nosotros;  así  pues,  en  el  año  1893  se  dijo 
que  aun  cuando  el  terreno  solicitado  sea  de  más  de  doce 
pertenencias,  como  sólo  dos  de  éstas  estaban  dentro  de  la  de- 
signación, no  debió  efectuarse  la  operación;  y  que  debe  preve- 
nirse al  ingeniero  que  ha  practicado  la*  demarcación,  se  abs- 
tenga en  lo  sucesivo  de  hacer  variaciones  de  designación  tan 
radicales  como  las  hechas  en  aquel  caso,  y  se  limite  á  las  que 
se  consignan  en  los  artículos  de  la  ley  y  reglamentos  de  4  de 
Marzo  de  1868. 
Por  Real  orden  de  4  de  Mayo  de  1901  se  dan  reglas  para  fijar 


Digitized  by 


Google 


—  84  - 

la  demarcación  y  el  deslinde  de  las  concesiones  mineras,  dis- 
poniendo: 

1.**  Que  los  ingenieros  encargados  de  practicar  demarca- 
ciones mineras  representen  gráficamente,  en  plano  separado  é 
independiente  del  de  demarcación,  los  deslindes  que  hubiesen 
ejecutado,  y  expresen  en  resumen  las  coordenadas  que  ligan  á 
los  puntos  de  partida  de  las  Minas  que  hayan  sido  compren- 
didas en  ellos,  y  todos  los  objetos  ó  puntos  notables  cuya  situa- 
ción convenga  hacer  constar. 

2.**  Que  el  referido  plano,  así  como  el  cálculo  que  su  repre- 
sentación exija,  se  someta  á  la  aprobación  del  jefe  del  distrito, 
quién  podrá  disponer  se  modifique  el  procedimiento  adoptado 
en  los  términos  que  demanden  la  unidad  y  harmonía  de  los  di- 
ferentes trabajos  parciales  que  por  su  enlace  hayan  de  formar 
el  plano  de  conjunto  ó  genral  de  la  comarca. 

3.**  Que,  una  vez  aprobado  el  plano  por  el  jefe  del  distrito,  se 
saque  de  él  una  copia  autorizada,  que  se  unirá  al  expediente 
que  lo  haya  motivado,  y  se  conserve  aquél  en  la  oficina  para 
que  pueda  utilizarse  por  los  ingenieros  en  los  trabajos  que  pos- 
teriormente hubiesen  de  practicar;  y 

4.^  Que  las  precedentes  disposiciones,  de  obligatorio  cumpli- 
miento para  todas  las  operaciones  que  en  lo  sucesivo  se  verifi- 
quen, lo  sean  también  en  todas  cuantas  se  encuentren  pendien- 
tes de  realización,  por  cualquier  causa,  en  la  fecha  de  la  publi- 
cación de  esta  Real  orden  en  la  Gaceta  y  Boletines  Oficiales. 

Estas  disposiciones  fueron  aclaradas  en  ^  de  Junio  del  mismo 
año  por  circular  de  la  Dirección,  diciendo: 

1  .**  En  la  parte  relativa  á  declinación,  que  aun  cuando  en  cum- 
plimiento de  la  ley  vigente,  las  demarcaciones  deben  hacerse  con 
referencia  al  Norte  magnético,  no  debe  prescindirse  nunca,  se- 
gún está  mandado,  de  marcar,  tanto  en  el  acta  como  en  el  plano, 
la  declinación  de  la  aguja  magnética,  cuya  medida  será  la  del 
ángulo  que  forme,  con  la  menor  anterioridad  posible,  la  más 
próxima  meridiana  astronómica  con  la  aguja  orientadora  del 
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instrumento.  Que  en  los  deslindes  determinen  la  declinación 
magnética  para  cada  mina  según  la  fecha  de  la  demarcación: 

a)  Buscando  la  declinación  media  observada  en  el  año  más 
próximo  á  aquella  fecha  en  Madrid,  y  si  no  en  París. 

b)  Deduciendo  ese  mismo  año  la  declinación  probable  apro- 
ximada en  el  punto  donde  se  halla  trazada  la  meridiana  s^stro- 
nómica  más  próxima  á  la  mina  por  medio  de  la  diferencia  de  la 
declinación  media  observada  en  un  mismo  año  entre  París,  Ma- 
drid y  dicho  punto. 

c)  Calculando  la  declinación  buscada  por  el  número  de  años 
transcurridos  desde  la  fecha  de  demarcación  de  la  mina  hasta 
la  de  la  observación  magnética  en  París  ó  Madrid,  admitiendo 
que  esta  declinación  decrece  aproximadamente  6'  por  término 
medio  cada  año.  El  error  cometido  por  este  cálculo  será,  á  lo 
sumo,  del  mismo  orden  que  el  cometido  en  la  medida  de  los 
rumbos  con  aparatos  antiguos  é  inexactos. 

2.**  jj^especto  á  instrumentos,  que  en  vez  de  medir  distancias 
con  cinta,  y  ángulos  con  brújulas  de  limbos  divididos  en  medios 
grados,  empleen,  cuando  sea  posible,  goniómetros  que  aprecien 
un  minuto,  con  anteojos  telemétricos  y  miras  graduadas. 

3.®  En  cuanto  á  los  límites  de  errores,  que  para  la  medición 
con  cinta  en  terreno  quebrado  el  error  relativo  se  aproxime  á 
1  :  500,  y  con  anteojo  telemétrico  se  reduzca  á  1  :  800,  no  de- 
biendo exceder  las  distancias  medidas  con  cinta  de  150  metros, 
y  con  anteojo  telemétrico  de  200  metros.  El  error  cometido  por 
desplazamiento  al  replantear  por  coordenadas  polares,  es  decir, 
por  azimut  y  distancia  vendrá  dado  por  el  doble  producto  de  la 
distancia  por  el  seno  de  la  mitad  del  error  angular  del  gonióme- 
tro empleado;  por  consiguiente,  será  proporcional,  en  las  mejo- 
res condiciones,  para  la  brújula  de  divisiones  de  medio  grado  á 
seno  7'5  :  2,  y  para  los  gomonietros  que  aprecien  1',  á  sen.  1' :  2. 

4.°  Relativamente  al  punto  de  partida,  que  lo  definan  y  fijen 
en  el  plano,  siempre  que  sea  posible,  por  el  método  de  intersec- 
ciones directas  y  cálculo  trigonométrico  de  sus  coordenadas 
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rectangulares,  observándole  desde  otros  dos  vértices  de  la  trian- 
gulación topográfica  de  la  comarca,  ó  por  el  de  intersecciones 
inversas,  visando  desde  el  punto  de  partida  dos  ó  tres  vértices 
de  la  citada  triangulación.  Si  no  fuese  visible  de  ninguno  de 
dichos  vértices,  que  lo  relacionen  con  los  más  próximos  por  un 
itinerario  que  parta  de  ellos,  calculando  las  coordenadas  rectan- 
gulares de  sus  vértices.  Y  si  no  existiese  la  red  topográfica,  se 
contenten  con  relacionarlo  á  tres  puntos,  por  lo  menos,  de  vi- 
sual nada  incierta,  y  que  ofrezcan  condiciones  de  larga  perma- 
nencia en  el  terreno,  como  torres,  chimeneas,  esquinas  de  edi- 
ficios, etc.;  estos  tres  puntos  podrían  constituir  un  primer  trián- 
gulo para  un  sistema  de  triangulación,  que  debería  utilizarse 
para  la  demarcación  de  Minas  próximas  y  para  deslindes,  y 

5.°  y  último.  Que  al  practicar  las  demarcaciones  y  deslindes 
prefieran,  siempre  que  sea  posible,  para  fijar  los  vértices,  al  mé- 
todo de  recorrimiento,  que  aumenta  los  errores,  el  de  triangu- 
lación y  cálculo  de  las  coordenadas,  como  se  ha  dicho  también 
para  el  punto  de  partida. 

Completaremos  estas  disposiciones  con  la  copia  literal  de  los 
artículos  del  reglamento  vigente: 

«Art.  35.  Anunciadas  en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia  las 
operaciones  periciales  que  hubieran  de  practicar  los  ingenieros, 
éstas  no  podrán  suspenderse  sin  causa  justificada,  que  deberá 
comunicarse  al  Gobernador,  y  sólo  serán  admisibles  en  el  terreno 
las  renuncias  que  de  las  concesiones  solicitadas  hagan  los  inte- 
resados. 

Art.  36.  Las  demarcaciones  se  harán  por  el  ingeniero  que  de- 
signe el  jefe  del  distrito,  debiendo  concurrir  á  la  operación  dos 
testigos,  y  citarse  previamente  al  registrador  ó  persona  que  le- 
galmente  le  represente,  así  como  á  los  dueños,  representantes  ó 
encargados  de  las  Minas  y  registros  colindantes  y  próximos, 
para  que  presencien  la  operación,  si  lo  estiman  conveniente  ó  ne- 
cesario. 


Digitized  by 


Google 


-  87  - 

Hechas  las  citaciones  á  que  se  refiere  el  párrafo  anterior,  el 
ingeniero  comprobará  si  la  situación  y  linderos  asignados  en  la 
solicitud  al  registro  son  los  que  tenga  realmente  el  terreno  que 
el  registrador  ó  su  representante  le  señalen  como  perteneciente 
a  aquél,  y  oirá  las  observaciones  que  sobre  el  particular  le  hagan 
los  concurrentes  al  acto.  Análoga  comprobación  deberá  hacerse 
también  respecto  á  la  situación  del  punto  de  partida. 

Art.  37.  Si  del  reconocimiento  practicado  resultase  que  las 
pertenencias  solicitadas  se  superponen  á  otras  que  tengan  mejor 
derecho  y  quedase  por  tanto  fraccionado  el  terreno  pretendido 
en  dos  ó  más  porciones  que  reúnan  la  medida  y  forma  que  deter- 
mina el  art.  12  del  Decreto-ley  de  Bases,  se  demarcará  á  la  con- 
cesión pedida  la  porción  que  designe  el  registrador,  y  el  resto 
podrá  otorgársele  al  mismo,  si  así  lo  solicita  en  el  acto,  siempre 
que  el  terreno  fuese  franco  y  registrable  á  la  fecha  de  la  presen- 
tación del  registro;  formándose  nuevo  expediente  para  la  nueva 
concesión  y  otorgándose  ésta  con  el  nombre  que  al  efecto  se  in- 
dique por  el  interesado.» 

Este  artículo,  nuevo  en  el  reglamento,  obedece  al  principio  de 
mantener  el  derecho  de  prioridad  en  favor  del  primer  solici- 
tante; no  siendo  justo  que,  por  desconocer  la  existencia  de  una 
concesión  anterior  que  divida  el  terreno  pretendido,  no  pueda 
adquirir  las  dos  porciones  francas  que  resulten,  si  reúnen  la 
medida  y  forma  legal  necesarias  para  constituir  concesiones  mi- 
neras. 

«Art.  38.  Si  citado  el  registrador  ó  su  representante  dejaran 
de  concurrir  al  acto  de  la  demarcación,  se  practicará  ésta,  siem- 
pre que  los  datos  de  la  designación  sean  tan  notorios  que  no  per- 
mitan dudar  de  cuál  sea  el  terreno  pretendido;  en  caso  contra- 
rio, se  suspenderá  la  operación,  levantándose  la  correspondiente 
acta,  en  la  que  se  expresarán  las  causas  de  la  suspensión  y  se 
notificará  su  contenido  al  registrador  tan  pronto  como  el  inge- 
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distrito,  ó  antes  si  fuera  posible. 

Cuando  dentro  de  los  quince  días  siguientes  al  de  dicha  noti- 
ficación al  interesado,  éste  solicite  que  se  practique  dicha  opera- 
ción, aclarando  y  explicando  las  dudas  y  motivos  que  el  inge- 
niero tuvo  para  suspenderla  en  el  acto  anterior,  completará  ó 
renovará,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  20,  el  depósito 
para  cubrir  los  gastos  oficiales,  y  se  llevará  á  cabo  la  mencio- 
nada operación  con  las  formalidades  prescritas. 

Si  el  interesado  no  solicitase  la  práctica  de  la  demarcación 
dentro  de  los  quince  días  señalados  en  el  párrafo  anterior^  ó  no 
completara  ó  renovara  el  depósito,  se  entenderá  que  renuncia  á 
la  tramitación  del  expediente  y  se  declarará  la  cancelación  del 
mismo. 

Art.  39.  Los  ingenieros  dejarán  de  practicar  las  demarcacio- 
nes en  los  casos  siguientes: 

1.^  Cuando  del  reconocimiento  previo  del  terreno  solicitado  re- 
sultare que  no  existe  franco  el  necesario  para  otorgar  una  con- 
cesión minera,  según  dispone  el  art.  12  del  decreto-ley  de  Bases. 

2.^  Si  de  las  comprobaciones  practicadas  por  el  ingeniero  re- 
sultasen notables  diferencias  entre  los  datos  de  situación  y  lin- 
deros consignados  en  la  solicitud  de  registro  y  los  que  aparecen 
del  terreno  que  el  peticionario  ó  su  representante  hubieran  seña- 
lado como  perteneciente  á  dicho  registro,  y  no  fuera  tampoco 
posible  precisar  la  situación  del  punto  de  partida,  ó  que  el  que 
como  tal  señale  el  interesado  no  concuerde  con  el  que  se  designa 
en  la  solicitud;  y 

3.**  Por  renuncia  hecha  en  el  terreno  por  el  registrador  ó  su 
representante  en  forma  legal. 

En  codos  los  casos  se  levantará  un  acta  en  que  se  hagan  cons- 
tar las  causas  que  hayan  motivado  la  suspensión,  y  en  los  dos 
primeros  un  plano  detallado  del  terreno,  con  su  correspondiente 
explicación,  que  sirva  para  aclarar  el  asunto  y  poder  dictar  la 
resolución  que  proceda.» 
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Nada  dice  el  reglamento  general  para  la  minería,  de  las  res- 
ponsabilidades en  que  los  ingenieros  incurrirán,  por  los  errores 
qusT cometan  y  el  incumplimiento  de  las  prescripciones  estable- 
cidas; las  faltas  de  que  trata  el  reglamento  orgánico  del  Cuerpo, 
creemos  que  no  tienen  aplicación  en  este  caso,  por  referirse  á  la 
disciplina  interna  del  Cuerpo.  Hubiera  sido  conveniente  añadir 
algunos  artículos  que  determinaran  y  precisaran  aquellas  res- 
ponsabilidades que  hasta  ahora  se  han  resuelto  casuística- 
mente. 

« Art.  40.  Cuando  del  reconocimiento  del  terreno  resultase  qne 
hay  espacio  franco  para  la  concesión  solicitada,  el  ingeniero  la 
demarcara  con  arreglo  al  Norte  verdadero  y  á  la  designación 
presentada;  si  ésta  se  refiriese  al  Norte  magnético,  deberá  tenerse 
en  cuenta  la  declinación  de  la  aguja,  para  que  la  concesión 
quede  trazada  según  el  Norte  verdadero. 

Art.  41.  Si  la  designación  fuere  defectuosa  ó  estuviere  mal 
hecha,  por  inexactitud  en  las  medidas  ó  por  superposición  á  al- 
guna parte  de  pertenencias  ajenas  que  tuvieron  mejor  derecho, 
el  ingeniero  la  rectificará  al  demarcar,  siempre  que  exista  terre- 
no franco;  pero  si  no  hubiere  acuerdo  entre  el  ingeniero  y  el  in- 
teresado, se  llevará  á  cabo  la  operación  según  decida  el  primero, 
quedando  al  segundo  la  facultad  de  recurrir  al  Gobernador  de 
la  provincia. 

Si  el  recurso  no  se  interpusiera  en  el  término  de  ocho  días 
ante  el  Gobernador,  se  tendrá  por  consentida  la  demarcación.  El 
recurso  interpuesto  será  informado  por  el  ingeniero  actuario  y 
por  el  jefe  del  distrito  antes  de  que  el  Gobernador  resuelva  la 
demarcación  dada. 

Art.  42.  Los  ingenieros  al  practicar  las  demarcaciones  evita- 
rán, en  lo  posible,  que  queden  espacios  francos  ó  fajas  que  sean 
insuficientes  para  formar  una  concesión  regular;  con  este  objeto, 
y  siempre  que  no  resulte  perjuicio  á  tercero,  podrán  apartarse  di- 
chos ingenieros  de  las  designaciones  hechas  por  los  interesados. 
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» 

bien  con  su  acuerdo,  bien  prescindiendo  de  él.  Si  esto  último 
ocurriese,  queda  á  los  interesados  la  facultad  de  recurrir  al  Go- 
bernador de  la  provincia  para  la  resolución  que  convenga, Pd  la 
forma  que  se  determina  en  el  artículo  anterior. 

Art.  43.  Ni  después  de  publicada,  ni  en  el  acto  del  reconoci- 
miento y  demarcación,  podrá  variarse  la  designación  presentada 
con  la  solicitud  de  registro,  ó  rectificada  según  el  art.  27- 

Se  exceptúan,  sin  embargo,  los  casos  que  se  consignan  en  los 
dos  artículos  anteriores. 

Art.  44.  Para  practicar  las  demarcaciones  se  seguirá  el  orden 
de  preferencia  de  los  expedientes  con  relación  á  su  prioridad. 

A  este  orden  riguroso  sólo  podrá  faltarse  cuando  la  distancia 
y  el  aislamiento  de  las  Minas  solicitadas  alejen  todo  temor  de 
causar  perjuicios. 

Art.  45.  Los  ingenieros,  al  practicar  las  demarcaciones,  se 
atendrán  á  las  reglas  que  establece  la  circular  de  la  Dirección 
general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  de  24  de  Junio 
de  1901,  ó  demás  instrucciones  que  en  lo  sucesivo  se  dicten,  re- 
lativas á  la  determinación  de  la  declinatoria  magnética,  elección 
de  instrumentos  para  las  operaciones  topográficas,  límites  de 
errores,  fijación  del  punto  de  partida  y  procedimiento  que  debe 
seguirse  en  las  demarcaciones  y  deslindes. 

Art.  46.  De  toda  demarcación  se  levantará  por  el  ingeniero  que 
la  practique  la  correspondiente  acta,  en  la  que  se  hará  constar: 

1.**  El  nombre  y  vecindad  de  los  testigos;  si  concurrieron  ó  no 
al  acto  el  registrador  ó  persona  que  lo  representara,  y  los  dueños 
ó  representantes  de  las  Minas  y  registros  colindantes  y  próximos. 
En  el  caso  de  que  no  existieran,  se  indicará  el  requerimiento  que 
haya  hecho  sobre  el  terreno  á  los  capataces  ó  encargados  de  los 
trabajos,  asi  como  si  han  concurrido  ó  no  á  presenciar  la  ope- 
ración. 

2.**  Clase  de  mineral  que  ha  de  explotarse,  condiciones  del 
criadero,  si  estuviere  descubierto,  y  la  formación  geológica  á 
que  corresponda  el  terreno. 


Digitized  by 


Google 


-  91  - 

3.^  Las  relaciones  de  posición  del  punto  de  partida,  determi- 
nadas con  arreglo  á  lo  que  prescribe  el  artículo  anterior. 

4.**  La  prescripción  exacta  y  minuciosa  de  la  operación  prac- 
ticada, indicando  la  dirección  y  longitud  de  cada  una  de  las  lí- 
neas del  perímetro  por  el  orden  en  que  hayan  sido  trazadas  sobre 
el  terreno;  los  sitios  en  que  se  coloquen  las  estacas,  con  expresión 
del  nombre  de  los  dueños  del  terreno,  cuando  éste  sea  de  propie- 
dad privada  y  sean  aquéllos  conocidos,  y  si  la  mina  demarcada 
tiene  algún  punto  de  contacto,  es  colindante  ó  próxima  á  otras 
eoncesíones  anteriores.  Se  expresarán  también  las  distancias  á 
que  cada  una  de  las  líneas  del  perímetro  demarcado  encuentre 
objetos  ó  accidentes  topográficos  notables,  como  ríos,  arroyos,  ca- 
minos, puentes,  edificios,  etc.,  ó  cualquiera  olra  servidumbre 
pública,  debiendo  siempre  anotarse  su  importancia. 

5.**  Número  de  pertenencias  demarcadas,  declinación  de  la 
aguja  magnética  y  fecha  y  sitio  en  que  ésta  se  hubiera  determi- 
nado. 

6.®  Si  se  ha  variado  ó  no  la  designación,  manifestando  en  el 
primer  caso  las  causas  que  lo  hayan  motivado;  y 

7.**  Las  protestas,  reclamaciones  y  observaciones  de  todo  gé- 
nero que  se  hayan  formulado,  y  los  fundamentos  que  el  inge- 
niero haya  tenido  para  demarcar  á  pesar  de  ellas. 

Firmarán  el  acta  todos  los  concurrentes  que  sepan  hacerlo,  y 
si  alguno  ó  algunos  de  ellos  se  negare  á  firmar,  se  consignará 
dicha  circunstancia,  exponiendo  los  motivos  en  que  haya  fun- 
dado la  negativa. 

En  el  acta  no  se  pondrán  guarismos,  abreviaturas  ni  iniciales, 
y  si  hubiera  que  hacer  alguna  enmienda  ó  raspadura,  se  salvará 
al  final  de  aquélla  y  antes  de  firmarla. 

Art.  47.  Fijadas  en  el  terreno  por  el  ingeniero  actuario  las  es- 
tacas, los  interesados  quedarán  obligados  á  establecer  inmedia- 
tamente mojones  bien  visibles  en  los  vértices  de  las  concesiones 
demarcadas,  así  como  á  conservarlos  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  77  de  este  reglamento.» 
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Amojonamiento. — En  todo  tiempo  han  venido  obligados 
los  concesionarios  á  la  conservación  de  los  mojones  y  en  varias 
Reales  órdenes  se  les  ha  mandado  construirlos  cuando  por  el 
tiempo  han  desaparecido;  no  obstante,  y  como  á  pesar  de  estadls- 
disposición  en  muchos  casos  no  se  cumple,  ha  sido  preciso  acudir 
á  imponer  multas;  así,  en  28  de  Noviembre  de  1894,  y  de  Real  or- 
den, se  mandó  que  por  el  Gobernador^  y  con  arregloálo  dispuesto 
en  el  párrafo  2.**  del  art.  49  de  la  ley  reformada  del  59,  se  imponga 
al  concesionario  de  las  Minas  una  multa,  que  np  exceda  de  2B0 
pesetas,  por  haber  faltado  á  la  regla  de  policía  de  conservar  en 
ella  los  hitos,  como  se  preceptúa  en  el  párrafo  2.^  del  art.  66  del 
reglamento.  Posteriormente  se  han  dado  otras  Reales  órdenes 
análogas,  y  con  la  misma  sanción  penal.  Recientemente,  en  9  de 
Agosto  de  1901,  y  con  motivo  de  haberse  declarado  nula  lacón- 
cesión  de  una  mina  demarcada  por  el  ingeniero  por  creer  había 
terreno  franco,  se  dispuso  que  se  impusiera  á  cada  uno  de  los 
concesionarios  de  las  tres  Minas  que  ocupaban  el  terreno  de  la 
mina  solicitada,  una  multa  que  se  aproxime  á  la  máxima  esta- 
blecida, en  atención  á  que  á  ese  deplorable  resultado  ha  podido 
contribuir  de  un  modo  esencial  el  que  la  falta  de  los  mojones 
que  señalaran  los  límites  de  esas  minas,  mojones  que  los  con- 
cesionarios venían  obligados  á  colocar  y  conservar  por  orde- 
narlo así  la  ley  y  reglamento  para  su  ejecución,  desorientase  al 
ingeniero  que  acudió  á  demarcar  la  mina. 

Debiera  también  consignarse  el  precepto  de  que  no  se  apro- 
bará ninguna  demarcación,  ni  será  otorgada  ninguna  mina,  sin 
que  se  haya  realizado  el  amojonamiento  de  conformidad  con  lo 
que  el  reglamento  determina  ó  prescriban  las  instrucciones  que 
al  efecto  se  dicten;  pues  dada  la  trascendencia  que  tanto  la  de- 
marcación como  el  amojonamiento  tienen  para  la  estabilidad  del 
derecho  minero,  procede  que  por  el  Gobierno,  y  previo  un  dete- 
nido estudio  de  ambos  extremos,  se  proceda  á  formar  una  con- 
creta y  minuciosa  instrucción  que,  ampliando  las  prescripciottcs 
de  la  publicada  en  24  de  Junio  de  1901  y  completada  con  nuevas 
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reglas,  ponga  remedio  á  las  defleienciaó  notadas  con  el  sistema 
actual. 

• 

«Art.  48.  Contra  las  demarcaciones  no  se  admitirán  otros  re- 
eiirsos  que  las  protestas,  observaciones  y  reclamaciones  hechas 
en  el  acto  mismo  del  reconocimiento  del  terreno  y  fijación  de  las 
estacas  ó  mojones.  Estas  observaciones  y  protestas  podrán  ser 
ampliadas  ante  el  Gobernador  dentro  de  los  ocho  días  siguientes 
alen  que  termine  la  demarcación.» 

Planoiv.  —  Las  Bases  de  1868,  al  establecer  como  unidad 
para  todas  las  concesiones  mineras  un  cuadrado  de  100  metros 
de  lado,  derogaron  el  artículo  correspondiente  de  la  ley  refor- 
mada, que  daba  diferente  extensión  á  las  pertenencias  para 
ciertos  minerales;  y  como  esta  diferencia  constituía  el  funda- 
mento de  lo  prescrito  por  el  art.  51  de  aquel  reglamento,  res- 
pecto de  las  escalas  en  que  se  deben  trazar  los  planos  de  de- 
marcación, para  que  haya  harmonía  entre  el  nuevo  precepto 
legal  y  aquella  disposición  reglamentaria,  y  para  que  los  pla- 
nos oficiales  representen  las  concesiones  con  la  claridad  y  de- 
talles convenientes,  se  dio  una  Orden  en  9  de  Mayo  de  1874, 
disponiendo  que  el  art.  51  del  reglamento  de  1868  quedara  re- 
dactado en  la  forma  siguiente: 

«De  toda  demarcación  se  levantará  por  los  ingenieros  un 
plano  topográfico,  del  que  presentarán  al  Gobierno  de  la  pro- 
vincia dos  ejemplares  trazados  en  papel  marquilla  ó  tela,  acom- 
pañados de  la  oportuna  explicación  y  con  el  margen  suficiente, 
para  unirse  uno  al  expediente  y  otro  al  título  de  propiedad,  de- 
pendo quedar  otra  copia  en  la  jefatura  del  distrito  ó  provincia. 

La  escala  de  los  planos  será  de  1  por  5.000,  cuando  la  conce- 
sión que  representen  no  pase  de  50  hectáreas,  y  de  1  á  10.000 
de  50  en  adelante.  Mas  cuando  hubiere  de  representarse  como 
tíbjeio  principal  del  plano  alguna  figura  de  menos  superficie 
que  una  hectárea  ó  de  menor  latitud  que  ICO  metros,  deberá 
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emplearse  la  escala  de  1  por  2.500,  pudiendo  en  casos  especia- 
les adoptar  los  ingenieros  otras  escalas  que  crean  más  conve- 
nientes, siempre  que  justifiquen  los  motivos  de  su  adopción. 

Los  planos  se  dibujarán  con  esmero  y  limpieza,  empleándose 
variedad  de  tintas  para  mayor  claridad,  se  determinará  la  si- 
tuación de  las  investigacianes,  registros,  labores  mineras  y 
Minas  colindantes,  marcándose  sus  bocas  ó  puntos  de  partida 
siempre  que  sea  posible. 

Para  la  formación  de  los  planos  y  extensión  de  las  actas  de 
demarcación,  los  ingenieros  se  atendrán  á  las  reglas  y  modelos 
publicados  por  Real  orden  de  25  de  Febrero  de  1863.» 

Este  artículo,  al  cual  se  han  unido  además  las  tres  primeras 
reglas  de  la  Real  orden 'de  4  de  Mayo  de  1901,  antes  mencio- 
nadas constituyen  el  art.  49  del  reglamento  vigente  de  1905. 

«Art.  50.  Los  ingenieros  se  ajustarán  estrictamente  á  lo  dis- 
puesto por  este  reglamento  sobre  el  modo  de  hacer  las  demar- 
caciones, extender  el  acta  de  ellas  y  levantar  los  planos,  y  ten- 
drán el  mayor  cuidado  de  practicar  los  reconocimientos  y  todas 
las  operaciones  facultativas  sin  omitir  ningún  dato,  circunstancia 
ó  advertencia  que  pueda  en  todo  tiempo  contribuir  A  la  mayor 
ilustración  y  esclarecimiento  de  las  cuestiones  que  se  susciten, 
para  que  así  el  acta  como  los  planos  contengan  la  base  y  fun- 
damento de  los  derechos  de  las  partes  y  los  fijen,  evitando  dudaa, 
quejas  y  reclamaciones. 

Cada  ingeniero  llevará  un  diario  de  operaciones  en  el  que, 
mientras  dure  la  expedición,  anotará  día  por  día  los  trabajos  en 
que  se  haya  ocupado  y  los  sitios  que  hubiere  recorrido,  con  las 
observaciones  de  carácter  técnico  que  convenga  consignar.  Ter- 
minada la  expedición,  entregará  una  copia  exacta  de  dichas 
anotaciones  y  se  archivará  en  la  jefatura  del  distrito. 

Art.  51.  Los  ingenieros  encargados  del  despacho  de  los  expe- 
dientes los  devolverán  diligenciados  al  ingeniero  jefe  del  distrito 
dentro  de  los  treinta  días  siguientes  á  aquel  en  que  hayan  prao- 
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ticado  la  demarcación,  acompañando  las  correspondientes  actas 
y  planos  y  expresando  al  propio  tiempo,  por  oficio  separado,  las 
condiciones  especiales  que  además  de  las  generales  de  la  ley  y 
reglamento  deban  imponerse  á  los  que  pretendan  la  concesión. 

Art.  52.  El  ingeniero  jefe  examinará  en  un  plazo  de  cinco  días 
las  diligencias  consignadas  en  los  expedientes  que  le  sean  de- 
vueltos por  sus  subalternos,  así  como  el  acta,  planos  y  explica- 
ciones de  la  demarcación;  y  si  encuentra  que  se  han  cumplido 
las  prescripciones  legales  y  reglamentarias,  pondrá  su  V.®  B.^  en 
los  planos,  cuyo  V.°  B.**  le  hará  responsable  de  la  conformidad 
de  los  mismos  con  el  resultado  del  acta  de  demarcación  y  del 
plano  de  deslinde  exigido  por  el  art.  99. 

I*ero  si  observara  que  el  ingeniero  al  hacer  la  demarcación  no 
ha  cumplido  en  todas  sus  parces  aquellas  prescripciones,  ó  que 
^^  las  diligencias  practicadas  hay  algún  error,  falta  de  claridad 
^  omisión  reparable,  devolverá  el  expediente,  para  que  en  virtud 
de  nuevas  diligencias  ó  informes  aclare  ó  rectifique  lo  que  sea 
necesario.  Si  los  errores  ó  defectos  cometidos  fuesen  de  tal  im- 
portancia que  á  su  juicio  exigieran  repetir  la  demarcación,  lo 
propondrá  así  al  Gobernador,  y  si  éste  decreta  la  conformidad 
con  la  propuesta  del  ingeniero  jefe,  la  nueva  demarcación  se  eje- 
cutará á  costa  de  quien  la  motive,  siguiendo  en  un  todo  los  trá- 
mites y  formalidades  con  que  debió  efectuarse  la  primera. 

Art.  53.  Si  examinado  el  expediente,  según  se  prescribe  en 
el  articulo  anterior,  el  ingeniero  jefe  estuviera  conforme  con  la 
operación  practicada,  dará  inmediatamente  conocimiento  al  Go- 
bernador, quien  en  el  plazo  de  quince  días  dictará  la  providencia 
que  proceda,  anulando  el  expediente  ó  disponiendo,  cuando  no 
fuera  necesario  imponer  condiciones  especiales  á  la  concesión, 
se  notifique  al  interesado  que  presente  en  el  Gobierno  de  la  pro- 
vincia, y  en  el  plazo  de  diez  días,  el  papel  de  reintegro  que  co- 
rresponda por  derechos  de  superficie  de  las  pertenencias  demar- 
cadas y  expedición  del  título  de  propiedad.» 
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Tiiuloa»  de  propieüad.— Ya  hemos  dicho  el  carácter  que 
tenía  el  canon  de  superficie  al  ocuparnos  de  las  substancias  de 
la  2.^  sección;  igual  fundamento  podríamos  repetir  para  las  de 
la  3.*  sección. 

Ahora  bien:  el  tenerse  que  pagar  al  mismo  tiempo  los  de- 
rechos de  superficie  de  las  pertenencias  demarcadas  y  los  co- 
rrespondientes á  la  expedición  del  título  de  propiedad  ha  oca- 
sionado desde  muy  antiguo  alguna  confusión,  que  ha  hecho  ne- 
cesario dar  disposiciones  que  aclararan  la  parte  que  corres- 
pondía al  canon  de  superficie  y  cuál  otra  para  el  sello  del  papel 
en  que  se  extendían  los  títulos  de  propiedad  de  las  Minas. 

Ya  hemos  dicho  lo  referente  al  canon  de  superficie,  y  vamos 
á  ocuparnos  ahora  sólo  de  los  derechos  de  los  títulos  de  pro- 
piedad. 

Hasta  el  año  1863  el  importe  de  estos  derechos  se  entregaba 
en  metálico,  en  el  Ministerio  de  Fomento,  y  por  esto  se  tomaba 
razón  de  los  que  se  extendían;  pero  desde  aquella  fecha  se  pa- 
gan en  papel  de  reintegro  y  ha  dejado  de  ser  necesario  aquella 
toma  de  razón. ' 

La  primera  disposición  (|ue  sobre  este  punto  se  dio  después 
del  Decreto-ley  de  Bases,  es  del  10  de  Marzo  de  1869,  en  la  que  se 
dice:  que  por  el  art.  32  de  dichas  Bases  se  declaran  subsistentes, 
sin  perjuicio  de  lo  que  en  su  día  se  determine,  todas  las  pres- 
cripciones de  la  legislación  anterior  que  no  sean  contrarias  á  lo 
dispuesto  en  el  decreto  de  29  de  Diciembre  anterior;  y  en  su  vir- 
tud, que  los  peticionarios  de  concesiones  mineras  continúan 
obligados  á  consignar  los  derechos  que  se  fijan  en  el  art.  56  del 
reglamento  de  Minas  de  24  de  Junio  de  1868  y  que  dice:  «Den- 
tro del  término  de  15  días,  contados  desde  el  siguiente  al  en  que 
se  haya  hecho  la  demarcación,  los  interesados  ó  quienes  los  re- 
presenten entregarán  en  los  Gobiernos  de  provincia,  en  papel 
de  reintegro,  la  cantidad  de  seis  escudos  por  cada  pertenencia 
completa  ó  incompleta  de  mina  que  fuere  objeto  del  expediente. 
Entregarán,  además,  dentro  del  mismo  plazo  y  también  en  papel 
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de  reintegro,  la  cantidad  que  corresponda  al  papel  del  sello  en 

que  haya  de  extenderse  el  título  de  propiedad» papel  que 

por  disposición  de  1862  debía  ser  de  cien  reales;  que  los  títulos 
de  propiedad  deben  sellarse  en  la  Fábrica  del  Sello,  del  mismo 
modo  y  con  las  mismas  tramitaciones  que  anteriormente;  y  que 
en  los  títulos  de  propiedad  expedidos  con  arreglo  al  reglamento 
de  1868,  cuyos  concesionarios  opten  por  las  nuevas  Bases,  se 
estampe  nota  debidamente  autorizada  de  esta  circunstancia. 

Ahora  bien:  en  la  práctica  se  vio  que  en  muchos  casos  era 
imposible  el  cumplimiento  del  referido  art.  56,  porque,  según 
las  disposiciones  entonces  vigentes,  el  registrador  no  tenía  obli- 
gación de  concurrir  á  la  demarcación;  el  ingeniero  no  podía 
dentro  de  aquel  plazo  devolver  al  Gobierno  civil  el  expediente; 
el  registrador  no  sabía  la  cantidad  que  tenía  que  pagar;  y  la 
sección  de  Fomento  no  podía  tampoco  determinarla,  porque  no 
le  constaba  el  número  de  hectáreas  demarcadas,  y  ya  hemos 
dicho  que  los  derechos  de  éstas  se  pagaban  al  mismo  tiempo 
que  los  del  título.  Era,  pues,  necesaria  y  urgente  la  reforma  del 
artículo  en  lo  que  se  refería  al  plazo  para  consignar  el  papel  de 
reintegro  correspondiente  á  los  derechos  de  expedición  de  título 
de  propiedad,  y  conveniente  tambie'n  la  determinación  de  la 
equivalencia  de  esos  derechos  refiriéndolos  á  las  nuevas  unida- 
des oficiales,  la  peseta  y  la  hectárea,  sin  alterar  el  impuesto;  de 
aquí  que  se  modificara  aquel  artículo  por  Orden  de  13  de  Junio 
de  1874  diciendo: 

«Devuelto  por  el  ingeniero  el  expediente  de  registro  demar- 
cado, el  Gobernador  dispondrá  que  se  notifique  inmediatamente 
al  interesado  ó  representante  el  número  de  pertenencias  de- 
marcadas. Dentro  del  término  de  quince  días,  contados  desde 
el  siguiente  al  de  la  notificación,  los  interesados  ó  represen- 
tante§  consignarán  en  los  Gobiernos  de  provincia,  en  papel 
de  reintegro,  la  cantidad  de  15  pesetas  por  cada  expediente 
cuando  éste  no  comprenda  más  de  15  hectáreas,  si  el  mineral 
objeto  de  la  concesión  fuese  hierro,  carbón  de  piedra,  antracita, 
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lignito,  turba,  asfalto,  arcillas  bituminosas  ó  carbonosas,  sul- 
fato de  sosa,  sal  gema,  escoriales  ó  terreros,  y  una  peseta  más 
por  cada  hectárea  que  exceda  de  las  15.  Para  todos  los  demás 
minerales  se  abonarán  en  papel  de  reintegro  15  pesetas  por  cada 
expediente  cuando  éste  no  comprenda  más  de  seis  hectáreas,  y 
además  2  pesetas  50  céntimos  por  cada  hectárea  que  exceda  de 
seis.  Entregarán  además,  dentro  del  mismo  plazo,  y  también  en 
papel  de  reintegro,  la  cantidad  que  corresponda  al  papel  del  sello 
en  que  haya  de  extenderse  el  título  de  propiedad.» 

Por  ley  del  Sello  y  Timbre  del  Estado  de  31  de  Diciembre 
de  1881  se  dispone  que  los  títulos  de  propiedad  de  minas  debe- 
rán llevar  el  timbre  de  3.*  clase  (50  pesetas);  y  haciendo  obser- 
var que,  cualquiera  que  sea  el  estado  de  los  respectivos  expe- 
dientes, será  indispensable  que  completen  los  interesados  la 
suma  de  50  pesetas  antes  de  expedirse  los  títulos,  ó  antes  de  que 
se  remitan  á  la  Dirección  general  para  la  estampación  del  sello 
si  ya  estuvieren  extendidos. 

Por  Real  decreto  de  15  de  Septiembre  de  1892  se  confirma  lo 
que  venía  dispuesto,  y  el  art.  81  dispone  que  se  reintegre  con 
timbre  de  50  pesetas,  clase  3.*,  los  títulos  de  propiedad  de  mi- 
nas. La  ley  de  1896  confirma  lo  anteriormente  dispuesto. 

Por  ley  de  2^]  de  Marzo  de  1900,  y  aunque  con  carácter  provi- 
sional, se  dispone  en  el  art.  88  que  devengarán  timbre  de  75  pe- 
setas, clase  fi.*,  los  títulos  de  propiedad  de  minas;  y  en  el  regla- 
mento provisional  para  el  cumplimiento  de  la  ley  se  dice,  en  su 
art.  19,  que  los  títulos  de  propiedad  de  minas  se  timbrarán  en 
la  Fábrica  Nacional  de  la  Moneda  y  Timbre,  previo  envío  di- 
recto de  dichos  documentos  por  la  Dirección  al  Centro  directivo 
del  impuesto,  acompañados  de  relaciones  triplicadas  y  de  las 
partes  inferiores  del  papel  de  pagos  al  Estado,  con  las  notas- 
correspondientes,  para  que  sirvan  de  justificantes  en  las  cuen- 
tas de  la  Fábrica. 

El  Real  decreto  de  28  de  Marzo  de  1900,  aprobando  el  regla- 
mento provisional  para  la  administración  de  los  impuestos  so^ 
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bre  la  propiedad  minera,  da  instrucciones  sobre  la  manera  de 
devengarse  este  impuesto,  y  que  han  venido  á  formar  los  ar- 
tículos 57,  58  y  60  del  vigente  reglamento  de  1905. 

Por  Real  orden  de  24  de  Noviembre  de  1900  se  dictan  reglas 
para  la  concesión  de  rehabilitación  de  expedientes  mineros 
cancelados  por  falta  de  pago  de  los  derechos  de  expedición  de  , 
título  de  propiedad;  y  se  dispone  que  los  Gobernadores  no  den 
curso  á  ninguna  solicitud  sin  que  por  la  jefatura  de  Minas  del 
distrito  se  haga  constar  previamente  que,  en  el  caso  de  otorgarse 
la  concesión  de  dicha  gracia,  no  se  irrogará  perjuicio  á  tercero;  y 
sin  que,  hecha  conocer  esta  circunstancia  á  los  interesados,  pre- 
senten éstos,  dentro  del  plazo  improrrogable  de  cinco  días,  el 
correspondiente  papel  de  pagos  al  Estado  por  este  concepto  y 
el  del  canon  de  superficie,  para  que,  sin  requisitar,  se  una  á  la 
solicitud;  y  que,  en  los  casos  que  los  Gobernadores  estimen,  oída 
la  jefatura  de  Minas,  que  la  concesión  de  la  gracia  de  rehabili- 
tación irroga  perjuicio  á  tercero,  denieguen  de  plano  el  curso 
de  las  solicitudes,  dando  conocimiento  á  los  interesados  de  tal 
resolución. 

Al  tratar  de  las  contribuciones  mineras  complementaremos 
lo  legislado  sobre  este  punto,  pues  lo  expuesto  basta  para  llegar 
á  obtener  la  concesión  minera,  objeto  de  este  capítulo. 

«Art.  54.  Cuando  á  una  concesión  deban  imponerse  condicio- 
nes especiales,  las  consultas  previas  que  sobre  ellas  deban  ha- 
cerse al  Ministerio  no  podrán  referirse  sino  á  circunstancias  ó 
casos  que  no  se  hallen  comprendidos  en  la  ley  ni  en  este  re 
glamento.  Dichas  consultas  se  harán  por  los  Gobernadores  tan 
pronto  como  los  ingenieros  jefes  les  manifiesten  la  necesidad  de 
que  se  impongan  las  referidas  condiciones. 

El  Ministerio  oirá  sobre  este  punto  al  Consejo  de  Minería ,  el 
cual  propondrá  su  aprobación  ó  modificación ,  según  estime  pro- 
cedente. 

Aprobadas  por  el  Ministerio  las  condiciones  especiales,  se  noti- 
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por  el  Gobernador  de  la  provincia  al  interesado,  para 
el  término  de  ocho  días  manifieste  si  las  acepta  ó  no;  y  si 
►ta  alguna  de  ellas,  no  podrá  otorgarse  la  concesión  á  otro 
lario  sino  con  las  mismas  condiciones. 
.  circunstancias  que  motivaron  estas  condiciones  especia- 
ran de  existir,  se  publicará  así  en  el  Boletín  Oficial  de  la 
ia,  para  que  el  concesionario  que  las  sufre  quede  desde 
berado,  ó  para  que  el  registrador  que  las  hubiere  recha 
eda  reivindicar  su  derecho  al  registro  del  mismo  terreno, 
10  hubiera  sido  concedido. 

vez  aceptadas  por  el  interesado  dichas  condiciones,  el  Go- 
:>v  dispondrá  se  proceda  en  el  plazo  que  prescribe  el  ar 
nterior  á  la  presentación  del  papel  de  reintegro  corres- 
ite. 

55.  Dentro  de  los  diez  días  siguientes  á  la  fecha  en  que 
í  el  plazo  concedido  á  los  interesados  para  la  presenta- 
1  correspondiente  papel,  si  éste  se  hubiere  presentado,  el 
ador  dictará  providencia  aprobando  el  expediente,  man- 
l  la  vez  expedir  el  titulo  de  propiedad,  ó  anulando  dicho 
inte  en  caso  contrario. 

providencias  se  notificarán  á  los  interesados  y  se  publica- 

el  Boletín  Oficial. 

caso  de  que  la  providencia  sea  de  cancelación  del  expe- 
la declaración  de  franco  y  registrable  el  terreno  no  se 

rá  hasta  que  sea  firme  dicha  providencia. 

56.  Transcurridos  treinta  días  sin  que  haya  sido  apelada 
dencia  mandando  expedir  el  título  de  propiedad,  será  éste 
io  por  el  Gobernador,  en  nombre  del  Gobierno,  con  arre- 
aodelo  núm.  5  (1). 

referido  título  se  expresarán  las  condiciones  generales 
y  y  reglamento,  y  además,  en  su  caso,  las  especiales  que 
mponerse  á  la  concesión. 

íase  al  final  de  la  obra. 


Digitized  by 


Google 


f 


-  101  - 

Art.  57.  Los  títulos  de  propiedad  deberán  quedar  otorgados 
en  el  plazo  de  cuatro  meses,  contados  desde  el  día  en  que  el  Go- 
bernador civil  de  la  provincia  decrete  la  práctica  de  la  demar- 
cación, siempre  que  no  se  interponga  reclamación  alguna  á  la 
tramitación  del  expediente. 

Art.  58.  En  los  títulos  de  propiedad  de  minas  se  expresará  una 
sola  clase  de  mineral,  y  en  el  caso  de  que  en  la  solicitud  de  re- 
gistro se  hubieran  designado  varias  substancias,  se  consignará 
la  que  á  juicio  del  ingeniero  que  practicó  la  demarcación  sea  ex- 
plotable, si  todas  correspondiesen  al  mismo  tipo  tributario;  pero 
si  se  designase  alguna  de  tributación  más  alta,  se  consignará 
ésta. 

Para  expedir  el  titulo  de  propiedad  de  las  minas  de  hierro  y 
de  combustibles  minerales  será  indispensable  que  el  ingeniero 
jefe  del  distrito  minero  informe  en  el  expediente  respectivo  la 
procedencia  de  considerarlas  bajo  tal  denominación. 

Cuando  no  hubiera  mineral  descubierto,  ni  datos  para  prejuz- 
gar cuál  pueda  existir  en  el  subsuelo,  se  atendrá  á  la  declaración 
del  minero,  determinando  éste,  en  el  acto  de  la  demarcación,  la 
substancia  cuya  explotación  solicita,  si  indicó  varias  dentro  del 
mismo  tipo  tributario,  y  dicha  substancia  será  la  que  se  expre- 
sará en  el  acta  y  en  el  título  de  propiedad. 

Art.  59.  Expedido  el  título  de  propiedad  y  recibido  por  el 
Gobernador,  éste  dispondrá  se  notifique  al  interesado  para  que 
en  el  plazo  de  treinta  días  recoja  el  dicho  título  en  unión  de  un 
ejemplar  del  plano  de  demarcación,  dando  á  la  vez  cuenta  á  la 
Delegación  de  Hacienda  á  los  efectos  que  correspondan.  En  el 
expediente  se  hará  constar  que  se  ha  hecho  la  entrega  de  los  re- 
feridos documentos,  firmando  el  interesado  el  recibí. 

Art.  60.  Los  ingenieros  jefes,  y  los  secretarios  de  los  Gobiernos 
de  provincia  en  donde  no  haya  jefatura,  remitirán  á  la  Dirección 
general  de  Contribuciones  y  al  jefe  de  Hacienda  de  la  provincia 
en  que  radique  la  mina^  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  al  en 
que  quede  firme  el  decreto  de  concesión,  un  estado  que  exprese 
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las  circunstancias  de  cada  una,  con  arreglo  á  lo  que  disponga 
sobre  el  caso  el  Ministerio  de  Hacienda. 

En  los  expedientes  se  hará  constar  que  se  ha  cumplido  con 
esta  formalidad.» 

El  título  de  propiedad  representa,  pues,  la  creación  de  un 
valor,  de  un  capital,  y  la  entrega  de  este  documento  es  la  con- 
cesión de  aquella  riqueza  á  una  determinada  persona,  ya  sea 
social  ó  individualmente  considerada;  esto  explica  el  cuidado 
que  hay  que  tener  en  la  tramitación  de  estos  expedientes,  y  los 
derechos  que  en  cada  momento  se  van  adquiriendo.  A  procurar 
la  creación  de  este  capital  nacional^  facilitando  su  adquisición, 
han  tendido  las  disposiciones  de  dispensa  de  faltas  que  en  todos 
tiempos  se  han  dado;  así  tenemos  que  en  el  año  1891  se  dieron 
bastantes  reales  órdenes  dispensando  el  no  haber  presentado  el 
papel  de  pagos  al  Estado  en  el  plazo  marcado  por  la  ley,  siempre 
á  condición  de  que  se  pagara  el  adeudo  dentro  de  un  nuevo 
plazo  de  quince  días,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  notificación, 
y  quizás  el  abuso  de  esta  dispensa,  hizo  que  posteriormente 
aquel  plazo  se  redujera,  y  como  gracia,  sólo  á  diez  días. 

El  estado  de  derecho  de  propiedad,  por  la  entrega  del  título 
es  tan  sólido,  que  en  el  año  1886^  habiendo  llegado  una  mina  al 
estado  de  notificársele  para  que  en  el  término  de  quince  días 
presentase  el  papel  de  pagos  al  Estado  por  los  derechos  de  tí- 
tulo de  propiedad,  y  habiendo  dejado  transcurrir  con  exceso 
este  plazo  sin  verificarlo,  pidió  el  mismo  terreno  otro  interesado, 
cpie  consiguió  obtener  el  título  de  propiedad,  y  el  solo  hecho  de 
ser  dueño  de  este  título  fué  fundamento  bastante  para  desesti- 
mar la  pretensión  del  primer  peticionario,  que  quiso,  mediante 
la  entrega  de  los  derechos  del  título,  adquirir  la  propiedad  que 
dejó  perder. 

En  4  de  Julio  de  1891  se  da  también  una  Real  orden  en  la  que, 
por  haber  satisfecho  en  papel  de  pagos  al  Estado  los  derechos 
del  título  de  propiedad,  se  le  dispensa  de  defectos  en  la  trami- 
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tacíón  al  interesado  y  se  les  concede  la  mina;  el  hecho  de  la 
entrega  del  título  de  propiedad  es  una  resolución  declaratoria 
de  derecho  y  no  puede  retrotraerse,  por  haber  causado  estado. 

Una  vez  extendidos  los  títulos  de  propiedad  y  entregados  á 
los  interesados,  no  pueden  adicionarse  condiciones  especiales 
de  ninguna  clase;  se  puede  sólo  subsanar  pequeños  errores, 
cuando  no  alteran  los  derechos  adquiridos,  ni  por  el  concesio- 
nario ni  por  terceras  personas,  y  siempre  tendrán  que  dispo- 
nerse por  Real  orden. 

Por  último,  por  Real  orden  del  Ministerio  de  Hacienda  se  dis- 
puso que  los  adquirentes  de  minas,  caducadas  por  descubiertos 
de  canon  por  superficie  y  subastadas  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  la  legislación  corriente,  sólo  tienen  que  satisfacer  los  dere- 
chos reales  por  transmisión  de  bienes  que  las  leyes  determinen 
y  el  papel  de  reintegro  correspondiente  al  valor  del  sello  en  que 
haya  de  extenderse  el  título  de  propiedad,  al  que  se  dará  igual 
tramitación  que  á  los  títulos  de  nuevas  concesiones, 

■enuncia  de  concesiones.  —  La  mayor  parie  del  conte- 
nido de  los  artículos  que  se  refieren  al  otorgamiento  del  título 
de  propiedad  son  transcritos  del  reglamento  de  1868;  no  así  los 
que  se  refieren  á  la  renuncia  y  subdivisión  de  concesiones,  toda 
vez  que,  respetando  los  principios  del  derecho  de  propiedad, 
conservan  íntegro  el  concepto  de  la  unidad  minera  establecido 
en  éí  Decreto-ley  de  Bases,  estando  redactados  en  la  siguiente 
forma: 

«Art.  21.  El  dueflo  de  una  concesión  minera  podrá  en  todo 
tiempo  renanciar  parte  de  las  pertenencias  que  la  constituyan, 
siempre  que  el  número  de  las  que  conserve  sea  por  lo  menos  de 
cuatro  y  queden  agrupadas  según  dispone  el  art.  12  del  decreto- 
ley  de  Bases. 

Al  efecto  dirigirá  la  oportuna  solicitad  al  Gobernador,  acom- 
pañada del  documento  que  acredite  estar  al  corriente  en  el  pago 
del  canon  de  superficie.  El  Gobernador,  previa  la  consignación 
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del  depósito  que  corresponda  para  gastos  oficiales,  se^ún  se  pre* 
viene  en  el  art.  20,  dispondrá  en  el  acto  que  un  ingeniero  se 
constituya  en  el  terreno  y  séllale  con  mojones  las  líneas  diviso- 
rias de  las  pertenencias  que  hayan  de  conservarse ,  extendién- 
dose la  correspondiente  acta  y  planos,  en  las  que  se  hará  cons- 
tar el  sitio  y  término  en  que  resulte  la  nueva  concesión ,  y  todas 
las  demás  circunstancias  que  se  exigen  en  las  demarcaciones. 

La  misma  autoridad,  en  vista  del  resultado  de  la  operación  y 
del  reconocimiento  del  terreno,  que  á  la  vez  deberá  practicarse, 
á  los  efectos  del  abandono  de  labores,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  72  del  reglamento  de  policía  minera,  decretará  si  pro- 
cede la  admisión  de  la  renuncia,  y,  en  su  caso,  dará  inmediata 
cuenta  á  la  Delegación  de  Hacienda. 

De  los  planos  de  la  parte  nuevamente  demarcada,  uno  se  unirá 
al  primitivo  expediente  de  concesión ,  y  el  otro  se  entregará  al 
interesado.  En  el  título  de  propiedad  se  hará  constar,  por  nota 
autorizada  por  el  ingeniero  jefe  y  visada  por  el  Gobernador,  la 
modificación  que  se  ha  hecho  y  la  numeración  de  las  pertenen- 
cias renunciadas  de  la  antigua  concesión. 

Las  modificaciones  introducidas  en  el  titulo  de  propiedad  se 
publicarán,  dentro  del  plazo  de  cinco  días,  en  el  Boletín  Oficial, 
con  la  declaración  de  franco  y  registrable  el  terreno  renun- 
ciado. 

Art.  62.  La  pertenencia  minera  es  indivisible  en  las  compras, 
ventas,  cambios  y  otras  operaciones  análogas  de  los  duefios  de 
las  minas. 

Las  concesiones  que  reúnan  suficiente  superficie  podrán  divi- 
dirse para  dichos  efectos  con  autorización  del  Gobernador,  siem- 
pre que  cada  una  de  las  fracciones  comprenda,  por  lo  m'^nos, 
4  hectáreas  en  la  forma  que  dispone  el  art.  12  del  decreto-ley. 

«Entre  dos  concesiones  contiguas  podrán  hacerse,  con  autori- 
zación del  Gobernador,  ventas  ó  permutas  de  una  ó  varias  perte- 
nencias, siempre  que  ambas  concesiones  queden  en  la  forma  y 
condiciones  marcadas  en  el  citado  art.  12  del  decreto-ley. 
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Árt.  63.  Para  llevar  á  cabo  la  separación  de  pertenencias  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  segundo  párrafo  del  articulo  anterior^ 
se  instruirá  el  oportuno  expediente,  comenzándolo  con  la  solici- 
tud de  los  interesados,  que  irá  acompañada  de  un  plano  en  que 
se  representen  los  grupos  de  pertenencias  en  que  haya  de  quedar 
dividida  la  concesión  primitiva,  dando  un  nombre  á  cada  grupo 
y  debiendo  depositar  en  el  plazo  que  se  le  señale  la  cantidad 
que  se  juzgue  necesaria  para  practicar  las  operaciones  de  replan- 
teo. Esto  se  verificará  por  el  ingeniero  que  designe  la  jefatura 
del  distrito,  el  cual,  previa  notificación  al  interesado  y  á  los  due- 
ños de  las  minas  colindantes,  si  las  hubiere,  se  constituirá  en  el 
terreno  y  señalará  con  mojones  las  líneas  divisorias  de  los  grupos 
que  se  soliciten,  extendiendo  la  correspondiente  acta  y  levan- 
tando los  oportunos  planos,  de  los  cuales  uno  de  ^ada  grupo  se 
unirá  á  su  respectivo  expediente,  y  el  otro  se  entregará  al  inte- 
resado en  unión  de  un  nuevo  título  de  propiedad;  debiéndose,  á 
la  vez,  hacer  constar  la  separación  de  pertenencias  en  el  de  la 
primitiva  concesión,  que  quedará  anulada  en  la  forma  indicada 
para  el  caso  de  renuncia  en  el  art.  61. 

Análogos  trámites  se  seguirán  en  el  caso  del  tercer  párrafo  del 
articulo  anterior,  pudiendo  conservarse  los  nombres  de  las  con- 
cesiones, y  para  aquella  que  reduzca  el  número  de  sus  pertenen- 
cias deberán  observarse  los  mismos  trámites  establecidos  en  el 
art.  61  para  el  caso  de  renuncia  de  una  parte  de  su  extensión  su- 
perficial. 

Si  las  pertenencias  que  se  dividen  poseyeran  alguna  demasía, 
ésta  irá  siempre  unida  al  grupo  con  que  tenga  contacto;  pero  si 
lo  tuviera  con  más  de  un  grupo,  entonces  habrá  de  manifestar  el 
interesado  á  cuál  de  ellas  desea  que  vaya  unida.» 

Habiéndose  sustentado  en  los  últimos  artículos  el  criterio  de 
conceder  vida  propia  é  independiente  á  las  divisiones  de  conce- 
siones, y  aceptándose,  como  veremos  más  adelante,  el  mismo 
criterio  para  las  demasías,  parecía  natural  que  esta  dependencia 
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que  se  le  hace  tener  á  la  demasía  de  la  concesión  á  la  que  esté 

iinida^  debía  desaparecrer  y  dejarse  al  propietario  de  la  demasía 

ertad  de  enajenarla  en  la  forma  que  creyera  más  conve- 

.  Creemos,  pues,  que  este  artículo  se  modificará  ó  am- 

más  adelante. 

t.  64.  De  los  expedientes  de  separación  de  pertenencias  se 
I  correspondiente  aviso  á  la  Delegación  de  Hacienda  para 

0  de  los  impuestos  mineros.» 

ios  visto  en  los  tres  últimos  artículos  la  manera  de  poder 
r,  y  como  consecuencia  reducir  el  número  de  pertenencias 
cío  comprendido  dentro  de  una  concesión  minera,  pero 
•a  legislación  actual  no  da  medios  de  ampliar  una  conce- 
tiasta  las  demasías,  de  que  más  adelante  hablaremos,  ha- 
ecesaria  nueva  concesión.  Ahora  bien,  nuestras  antiguas 
iciones  admitían  la  ampliación  de  las  pertenencias  y  han 
lecesarias  algunas  disposiciones  en  la  vigente  que  hagan 
LÜbles  las  disposiciones  actuales  con  los  derechos  adqui- 
por  aquéllas. 

en  9  de  Mayo  de  1870,  y  considerando  que,  con  arreglo  á 
tículos  12  y  15  de  las  Bases,  los  concesionarios  de  minas 
n  obtener  cualquier  número  de  pertenencias,  con  tal  que 
limero  no  sea  menor  de  cuatro  hectáreas  en  la  forma  prevé 
►or  el  art.  13,  se  declaró  que  todos  los  concesionarios  de  mi- 
añen el  derecho  de  obtener  el  número  de  pertenencias  que 

1  con  aplicación  á  la  concesión  primitiva,  siempre  que 
tmente  hayan  optado  para  sus  concesiones  por  las  Bases 
adas  en  29  de  Diciembre  de  1868,  y  la  Administración 
do  á  ello  si  dichas  concesiones  habían  sido  otorgadas  en 
i  de  leyes  anteriores  á  las  referidas  Bases. 

3  de  Abril  de  1878  se  dispuso:  Que  los  concesionarios  de 
1  otorgadas  con  arreglo  al  decreto  de  4  de  Julio  de  1826  y 
ly  de  1849  tienen  derecho  á  solicitar  la  ampliación  de  sus 
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pertenencias  á  la  unidad  ó  medida  legal  establecida  por  las  Jeyes 
de  1849  y  1859,  y  la  reformada  de  4  de  Marzo  de  1868,  sin  nece- 
sidad de  acogerse  al  decreto-Bases  de  29  de  Diciembre  de  1868; 
y  que  deberán  solicitar  y  obtener  previamente  este  acogimiento 
cuando  pretendan  aumentar  el  número  de  las  pertenencias  con 
que  les  fué  otorgada  la  primitiva  concesión. 

Por  último  en  1882  se  dio  una  Real  orden  disponiendo  que 
no  se  admitan  concesiones  para  ampliaciones  de  demasías  con- 
cedidas con  arreglo  al  decreto-Bases,  y  que,  de  desearse  aquella 
ampliación,  debe  pedirse,  si  está  en  condiciones,  otra  demasía 
que  comprenda  la  ampliación  deseada;  no  pudiendo  traQiitarse 
expedientes  de  ampliación  sino  para  pertenencias  mineras  so- 
licitadas con  anterioridad  á  la  ley  de  1859.  Y  en  3  de  Agosto  de 
1886,  se  dispone  que  no  se  puede  pedir  aumentar  el  número  de 
pertenencias  en  ninguna  concesión  ya  decretada  y  hecba  con 
arreglo  al  decreto-Bases  ó  acogido  á  él;  y  caso  de  hacerse,  debe 
considerarse  como  nuevo  registro  y  comprender  por  lo  menos 
cuatro  pertenencias. 

UeBiaiiias.— Vamos  á  ocupamos  ahora  de  la  importante 
cuestión  de  las  demasiaa^  una  de  las  más  controvertidas  dentro 
de  la  legislación  minera,  debido  sin  duda  á  la  falta  de  desarrollo 
del  único  precepto  del  Decreto-ley  que  de  este  punto  se  ocupa, 
redactado  en  términos  generales  como  cumplía  al  propósito  del 
legislador,  que  nunca  pudo  creer  no  llegara  á  dictarse  la  ley 
que  prescribía,  y  en  la  que  seguramente  se  hubieran  detallado 
las  condiciones  y  requisitos  que  habían  de  reunir  los  espacios 
francos  existentes  entre  minas  ya  concedidas,  para  poderse  res- 
petar como  demasías,  y  el  derecho  que  á  éstas  pudieran  tener 
los  dueños  de  concesiones  colindantes. 

Esta  falta  en  preceptos  legales  que  regulasen  cuanto  á  las  de- 
masías se  refiere,  ha  tenido  que  ser  suplida  por  resoluciones 
aisladas  recaídas  en  cada  caso,  no  siempre  harmónicas  y  entre 
sí  conformes;  pues  si  bien  acerca  de  algunos  extremos  la  juris- 
prudencia ha  sancionado  el  mismo  criterio,  en  otros  muchos 
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la  disparidad  es  tan  notoria  y  la  contradicción  tan  manifiesta, 
que  urgía  poner  termino  á  ello:  el  nuevo  reglamento  afirma 
reglas  precisas  que  impiden  en  adelante  la  anarquía  antes  exis- 
tente en  punto  tan  esencial  para  la  minería.  Las  disposiciones 
que  se  han  dado  durante  este  espacio  de  tiempo  son: 

En  3  de  Agosto  de  1869  y  como  verdadera  y  genuina  inter- 
pretación que  debe  darse  al  art.- 13  de  las  Bases,  se  resolvió  que, 
para  solicitar  los  terrenos  francos  que  existan  como  demasías 
entre  concesiones  mineras  otorgadas  con  arreglo  á  leyes  an- 
teriores á  la  publicación  de  las  Bases  para  la  nueva  legislación 
de  minas,  es  innecesario  que  los  peticionarios  que  tengan  dere- 
cho á  la  adjudicación  de  dichas  demasías  se  acojan  previamente 
á  las  citadas  Bases,  según  el  art«  30  de  las  mismas,  pudiéndose, 
en  caso  de  no  usar  este  derecho,  incoarse  y  tramitarse  los  expe- 
dientes de  adjudicación  en  la  forma  establecida  por  la  legisla- 
ción de  minas  de  1859,  reformada  en  24  de  Junio  de  1868. 

En  30  de  Noviembre  de  1870  se  dispone  que,  no  pudiendo 
existir  ambigüedad  alguna  en  la  petición  de  terrenos  para  la 
concesión  de  demasías,  porque  los  planos  de  las  concesiones  li- 
mítrofes lo  dan  con  más  exactitud  que  pudiera  hacerlo  el  peti- 
cionario mismo,  deje  de  exigirse  en  las  solicitudes  de  demasías 
entre  varias  minas  la  designación  del  espacio  franco  solicitado. 

En  14  de  Marzo  de  1877, y  para  evitar  dudas  sobre  la  aplicación 
del  Decreto-ley  de  Bases  de  1868,  se  declaró  que  cualquier  es- 
pacio franco  comprendido  entre  dos  ó  más  minas  que  no  reúna 
la  medida  legal  para  constituir  concesión  minera,  ó  que  no  se 
preste  á  la  división  por  pertenencias  en  los  términos  estable- 
cidos, ni  sea  susceptible  de  formar  parte  de  otra  concesión  con 
terreno  franco  fuera  de  aquellas,  hállese  ó  no  completamente  ce- 
rrado, deberá  otorgase  como  demasía  á  aquel  de  los  dueños  de 
las  minas  limítrofes  que  primero  lo  solicite,  y,  por  renuncia  de 
éstos,  á  cualquier  particular  que  lo  pida. 

En  disposiciones  de  los  años  1879  y  1881  se  manda  que  se 
haga  constar  en  los  expedientes  de  demasías  las  fechas  en  que 
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quedaron  defínitívamente  concedidas  las  minas  que  las  limitan; 
también,  y  análogamente  á  lo  establecido  para  las  concesiones 
mineras,  la  línea  divisoria  de  dos  provincias  debe  considerarse 
como  límite  de  demasía,  á  los  efectos  del  artículo  13  de  las 


En  1885  se  declara  que,  aunque  haya  terreno  franco,  no  puede 
pedirse  una  demasía  de  fosfato  calizo,  que  pertenece  á  la  2.^^  sec- 
ción, cuando  sea  limítrofe  á  una  mina  de  substancias  de  la 
3/  sección. 

En  1890  se  declara  también  que,  acogida  á  las  Bases  una 
mina,  debe  entenderse  que  queda  acogida  su  demasía. 

En  1891  se  declara  que  el  terreno  franco  comprendido  entre 
varias  minas  no  puede  fraccionarse,  sino  que  debe  adjudicarse 
íntegro  al  primero  de  los  limítrofes  que  lo  pida;  se  resolvió 
además  que  las  demasías  no  se  encuentran  circunscritas  ó  li- 
mitadas siempre  por  los  confines  de  las  concesiones  entre  que 
radique  el  terreno  franco,  sino  que  pueden  enlazarse  con  los 
espacios  comprendidos  entre  otras  minas  y  obtener  así  una 
longitud  más  ó  menos  considerable,  y  esto  sin  embargo  de  las 
dificultades  que  pueden  ocurrir  en  la  explotación  de  esas  fajas 
de  terreno,  ó  á  que  con  motivo  de  ellas  surjan  á  cada  paso  cues- 
tiones entre  su  dueño  y  los  de  las  minas  restantes  por  cuyos 
confines  atraviesa  el  espacio  franco  concedido  como  demasía. 
De  conformidad  con  los  principios  en  que  se  basó  esta  disposi- 
ción, se  acordó  que  el  terreno  que  se  demarcó  para  una  demasía, 
con  decreto  de  aprobación  del  Gobernador,  forme,  con  el  terreno 
concedido  á  otro,  una  sola  y  única  demasía,  y  que  esta  demasía 
se  conceda  al  primer  peticionario  de  ellas.  En  estas  disposicio- 
nes se  hacen  notar  ya  las  dificultades  que  presentará  en  la  prác- 
tica la  aplicación  de  esta  doctrina;  pero  además  nos  encontra- 
mos con  el  caso,  verdaderamente  anómalo,  que,  después  de  con- 
cedida una  propiedad  y  aprobada  por  el  Gobernador  esa  conce- 
sión, se  priva  de  ese  derecho  adquirido,  dándolo  en  favor  de  una 
tercera  persona,  que  pudo  tener  derecho  preferente,  pero  que  lo 
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perdió  al  no  ejercitarlo»  y  dejar  que  esta  tercera  persona  lo 
pidiera. 

Disponía  el  reglamento  de  la  ley  de  4  de  Marzo  1868  que  si 
las  demasías  no  las  renunciasen  expresamente  todos  los  colin- 
dantes, tenían  que  adjudicarse  antes  de  los  dos  años,  á  partir 
de  la  fecha  de  concesión  de  la  pertenencia  minera  más  moderna 
que  determinara  el  perímetro  del  espacio  franco,  y  surgieron 
dudas  acerca  de  si  se  hallaba  ó  no  vigente  aquella  disposición; 
y  el  Ministro,  después  de  oir  á  la  Junta  superior  facultativa  de 
Minería,  al  Negociado  de  Minas  y  al  Consejo  de  Estado,  dictó 
una  Real  orden  de  acuerdo  con  el  informe  de  este  último,  resol- 
viendo: 

1.**  Que  el  artículo  del  reglamento  que  á  esto  se  refería  fué 
derogado  por  el  art.  32  de  las  Bases. 

2.**  Que  aunque  los  dueños  de  las  minas  limítrofes  á  una  de- 
masía tienen  medios  en  la  ley  para  enterarse  de  si  aquélla 
existe  ó  no,  es  conveniente  que  se  imponga  á  los  ingenieros  la 
obligación  de  que  den  cuenta  á  los  Gobernadores,  practicada 
que  sea.  una  demarcación,  de  las  fajas  ó  espacios  que  resulten 
francos  sin  la  medida  legal  necesaria  para  una  pertenencia;  y 

3.°  Que  una  vez  firme  la  providencia  que  cierre  el  espacio, 
disponga  el  Gobernador  que  se  anuncie  en  el  Boletín  Oficial  de  la 
provincia,  á  fin  de  que  puedan  solicitarlo  los  dueños  de  las  mi- 
nas colindantes  dentro  del  plazo  de  sesenta  días,  á  contar  desde 
dicha  publicación,  si  ya  no  lo  hubieran  hecho,  y,  en  caso  de  no 
verificarlo  los  expresados  colindantes,  que  pueda  concederse  á 
cualquier  particular  que  lo  pida. 

Posteriormente  se  ha  ampliado  aquella  disposición,  diciendo: 

1.°  Que  los  Gobernadores  de  las  provincias  reclamen  á  los  in- 
genieros jefes  de  los  distritos  mineros  relación  detallada  de  los 
espacios  francos  que  existían  en  condiciones  de  ser  adjudicados 
como  demasía  cuando  se  dictó  la  disposición  anterior  (27  Agos- 
to 1890);  2.**  Que  se  publiquen  estas  relaciones  en  los  Boletines 
Oficiales  de  las  respectivas  provincias,  señalando  un  plazo  de 
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sesenta  días,  para  que  dichos  espacios  puedan  ser  solicitados 
por  los  dueños  de  las  minas  colindantes;  y  3.**,  que  transcurrido 
dicho  plazo  sin  que  sean  solicitadas  por  ninguno  de  aquéllos, 
se  concedan  al  particular  que  primero  lo  solicite.  Se  comple- 
mentaron estas  disposiciones  con  otras,  por  las  que  los  particu- 
lares podían  suplir  la  lentitud  con  que  los  Gobernadores  ó  in- 
genieros jefes  pudieran  llevarlas  á  cabo,  pidiendo  ellos  mismos 
las  demasías  que  estuvieran  en  aquellas  condiciones. 

Se  precisó  que,  mientras  no  transcurran  treinta  días  desde  la 
fecha  de  la  aprobación  de  los  expedientes  de  las  concesiones  mi- 
neras, no  constituye  terreno  franco  el  espacio  existente  entre 
ellas,  y  que  así  lo  disponía  la  ley,  reales  órdenes  y  sentencias 
del  Tribunal  Contencioso,  porque  al  terreno  que  se  solicitaba 
antes  de  transcurrido  aquel  plazo  le  faltaba  la  condición  nece- 
saria para  que  se  admitiese  la  petición,  y  era  la  de  estar  cer- 
cado por  concesiones  fírmes. 

Estaba  dispuesto  por  el  art.  21  del  reglamento  del  año  1868 
que,  para  conceder  una  demasía,  era  necesario  que  los  ingenie- 
ros practicasen  el  reconocimiento  é  hicieran  el  deslinde  de  las 
minas  que  constituían  la  demasía;  y  la  aplicación  de  este  pre- 
cepto dio  lugar  á  que  unas  veces  se  negaba  la  demasía  porque 
caducaba  una  de  las  concesiones  que  la  formaban  y  ya  había 
espacio  para  una  concesión  de  mina,  y  en  otros  casos  se  consi- 
deraba subsistente  el  derecho  de  la  demasía,  aunque  se  renun- 
ciase una  de  las  minas  que  lo  formaban,  porque  había  que  re- 
trotraer el  derecho  adquirido  al  momento  de  la  petición  en  que 
la  mina  renunciada  existía  todavía.  A  falta  de  notiftcación  para 
fijar  el  momento  en  que  quedan  otorgadas  las  minas  colindan- 
tes, sirven  las  fechas  en  que  se  aprobaron  los  expedientes  que 
las  limitan. 

En  los  títulos  de  las  demasías  hay  que  hacer  constar  la  super- 
ficie que  aquélla  comprende. 

A  la  renuncia,  caducidad  ó  venta  de  una  mina,  va  unida  im- 
plícitamente la  de  todas  las  demasías  agregadas  á  ella. 
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No  puede  anularse  la  concesión  de  una  demasía,  aunque  se 
haya  otorgado  por  error,  si  este  error  ha  sido  por  existir  terreno 
franco  para  una  concesión  regular. 

Por  último,  y  en  el  año  1902,  se  dispuso  que,  cuando  se  en- 
contraran varios  espacios  de  terreno  franco  unidos  unos  á  otros, 
debían  considerarse  separados  y  aislados,  aunque  entre  ellos 
existiese  paso  ó  comunicación,  que  por  tratarse  de  un  caso  par- 
ticular se  dijo,  siempre  que  fuera  menor  de  1,68  metros,  por  las 
dificultades  que  una  buena  explotación  podría  presentar  de  no 
existir  mayor  anchura. 

El  reglamento  actual  reúne  la  mayor  parte  de  estas  disposicio- 
nes en  varios  artículos  que  dedica  á  esta  materia,  resolviendo 
de  modo  procedente  no  pocas  de  las  dudas  suscitadas;  é  inter- 
pretando con  acierto  las  prescripciones  del  art.  13  de  las  Bases, 
determina  el  verdadero  concepto  de  la  demasía,  exige  la  firmeza 
de  las  concesiones  que  la  originan,  prevé  los  varios  casos  que 
pueden  presentarse,  tales  como  renuncia  de  una  mina  colin- 
dante, y  la  existencia  de  la  divisoria  de  dos  ó  más  provincias 
limítrofes,  y  regula  la  tramitación  de  las  solicitudes,  en  la  forma 
siguiente: 

«Art.  65.  Se  considerará  como  demasía  todo  espacio  franco 
comprendido  entre  dos  ó  más  concesiones,  hállese  ó  no  comple- 
tamente cerrado,  cuya  extensión  superficial  sea  menor  de  cuatro 
hectáreas,  ó  que  siendo  mayor  no  se  preste  á  la  división  por  per- 
tenencias, ni  sea  susceptible  de  formar  parte  de  otra  concesión 
con  terreno  franco  fuera  de  aquéllas. 

No  podrán,  sin  embargo,  comprenderse  en  una  sola  demasía 
aquellos  espacios  ó  fajas  estrechas  que  se  alejen  con  exceso  de 
la  mina  peticionaria  de  tal  modo  que  no  permitan  un  laboreo 
fácil  y  conveniente. 

Se  estimarán  asimismo  como  soluciones  de  continuidad  entre 
porciones  del  espacio  total,  á  los  efectos  de  la  concesión,  como 
demasías  distintas,  los  estrechamientos  que  por  sus  pequeñas  di- 
mensiones no  permiten  establecer  una  labor  de  paso. 
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En  ambos  casos,  el  ingeniero  encargado  del  despacho,  en  in- 
forme razonado^  propondrá  la  distribución  y  limitación  de  las 
demasías  en  los  pantos  que  técnicamente  estime  conveniente. 

A  las  demasías  otorgadas  no  podrán  agregarse  los  espacios  que 
por  virtud  de  nuevas  concesiones  resulten  con  posterioridad  en 
condiciones  de  ser  adjudicadas  como  demasías,  los  cuales  deberán 
ser  objeto  de  nuevas  concesiones. 

La  línea  divisoria  de  dos  provincias  limítrofes  será  conside- 
rada como  linea  del  perímetro  de  una  concesión  minera,  á  los 
efectos  de  la  existencia  de  las  demasías.» 

La  definición  de  demasía  que  se  da  en  el  primer  párrafo, 
queda  algo  vaga  y  podía  haberse  precisado  más;  debió  añadirse 
la  circunstancia  de  que,  cuando  el  terreno  no  está  cerrado  en 
todo  su  perímetro  por  concesiones  firmes,  bastará  que  entre 
cada  vértice  y  el  inmediato  de  la  concesión  más  cercana  no  haya 
más  de  100  metros  de  distancia  para  que  se  le  considerara  como 
cerrado  á  los  efectos  de  la  demasía. 

En  cuanto  á  la  superficie  total  del  terreno  franco,  viene  dis- 
cutiéndose de  antiguo  si  la  demasía  debe  ser  única  y  compren- 
der todo  el  espacio  franco  existente  entre  varias  minas  y  correr 
por  entre  todas  ellas;  cualquiera  que  sea  su  extensión  y  las  lí- 
neas de  contacto  que  con  las  mismas  tenga,  ó  si,  por  el  con- 
trario, procede  dividir  aquel  espacio  y  otorgar  á  cada  dueño 
de  concesión  la  parte  de  terreno  correspondiente  á  las  líneas 
de  sus  respectivas  demarcaciones;  de  estos  dos  opuestos  cri- 
terios viene  prevaleciendo  el  primero,  y  con  arreglo  á  él  se  con- 
ceden las  demasías;  pero  al  mismo  tiempo  no  podemos  por  me- 
nos que  hacer  constar  el  segundo,  haciendo  ver  además  que  el 
preferido  por  el  actual  reglamento  puede  dar  lugar  á  enojosas 
y  continuadas  cuestiones  entre  los  concesionarios  de  minas  y 
demasías,  y  no  se  aviene  con  el  principio  que  informa  el  ar- 
ticulo 13  del  Decreto-ley,  que  al  tratar  de  este  extremo  pres- 
cribe se  dé  la  demasía  al  dueño  de  la  mina  Umitrofe  que  pri- 
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mero  lo  solicite;  y  aunque  el  precepto  se  circunscribe  á  esta 
declaración,  las  mismas  palabras  empleadas  dan  á  entender  que 
tales  espacios  sólo  deben  adjudicarse  en  la  parte  que  lindan  con 
cada  concesión,  y  que  la  práctica  observada  de  otorgarse  cual- 
quiera que  sea  su  extensión  y  las  minas  por  que  atraviese,  cons- 
tituye una  corruptela  y  una  falsa  interpretación  del  precepto 
del  legislador,  que  nunca  pudo  pensar  seguramente  fuese  apli- 
cado con  tan  distinto  criterio.  No  nos  extrañará,  pues,  ver  que 
la  práctica  haga  cambiar  esta  parte  del  artículo  y  se  reemplace 
por  otro  determinando  que  no  se  otorgarán  los  espacios  de  te* 
rreno  que  constituyen  las  demasías  sino  en  la  proporción  corres- 
pondiente á  las  líneas  de  contacto  con  las  concesiones  limítro- 
fes, y  sólo  por  renuncia  de  éstos  podrán  concederse  á  los  due- 
ños de  las  minas  inmediatas  ó  á  cualquier  particular  ó  Sociedad 
que  lo  pretendan. 

Con  esta  prescripción  y  la  de  precisar-  que  la  demarcación  y 
amojonamiento  de  las  demasías  se  ajustara  á  lo  prevenido  para 
las  minas,  se  completaría  una  reglamentación  adecuada  á  la 
naturaleza  de  aquéllas  y  se  conseguiría ,  en  cuanto  cabe ,  des- 
aparecieran las  dificultades  que  por  falta  de  reglas  claras  y 
precisas  á  que  atenerse  respecto  á  esta  materia  puedan*  presen- 
tarse. 

«Art.  66.  Los  espacios  francos  que  constituyan  demasías  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  se  otorgarán  á  loí^ 
mineros  que  primero  lo  soliciten,  siendo  preferidos  para  su  con- 
cesión, en  primer  término,  los  dueños  de  las  minas  colindantes; 
después,  los  que  lo  sean  de  demasías;  y  por  último,  los  particu- 
lares ó  sociedades  extrañas  que  las  pidan. 

Art.  67.  Las  solicitudes  para  obtener  demasías  no  se  tramita- 
rán hasta  tanto  que  sean  firmes  las  providencias  que  otorguen 
las  concesiones  que  las  originen,  y  las  que  se  presenten  antes 
quedarán  en  suspenso  para  tramitarlas  por  riguroso  orden  de  an- 
tigüedad, atendiendo  á  la  preferencia  establecida  en  el  artículo 
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anterior  cuando  llegne  el  momento  de  ser  firmes  dichas  provi- 
dencias. 

Art.  68.  AI  incoarse  un  expediente  de  demasía,  y  á  los  efectos 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior,  el  ingeniero  jefe  del  dis- 
trito, ó  el  secretario  del  Gobierno  civil  en  las  provincias  donde 
no  haya  jefatura,  hará  constar,  por  diligencia  en  forma,  si  están 
6  no  concedidas  las  minas  que  las  limitan,  y  en  el  primer  caso, 
las  fechas  en  que  quedaron  firmes  las  providencias  que  otorga- 
ron las  concesiones. 

Si  por  los  datos  que  obran  en  la  jefatura  de  Minas  se  demues- 
tra que  existe  realmente  la  demasía  que  se  solicita,  se  publicará 
desde  luego  en  el  Boletín  Oficial  para  que  puedan  reclamar  en 
el  plazo  de  treinta  días  los  que  se  crean  con  mejor  derecho ,  y 
continuará  su  tramitación  en  igual  forma  que  los  expedientes  de 
registro;  pero  si  por  dichos  datos  no  pudiera  comprobarse  la  exis- 
tencia de  la  denutsia,  deberá  entonces  practicarse  el  reconoci- 
miento del  terreno  solicitado,  informando  el  ingeniero,  según  se 
dispone  en  el  art.  65,  y  levantándose  el  oportuno  plano,  que  se 
unirá  al  expediente,  el  cual  seguirá  la  tramitación  que  le  corres- 
ponda.» 

Por  estos  articules  se  autoriza  se  solicite  la  demasía  tan 
pronto  como  es  conocida  su  existencia;  sistema  dado  á  graves 
y  abusivas  prácticas  y  que  viene  á  establecer  una  preferencia 
entre  los  concesionarios  que  puedan  tener  derecho  al  terreno, 
puesto  que  la  notificación  no  cabe  hacerse  á  todos  simultánea- 
mente,  ni  conocerse  por  todos  al  mismo  tiempo  el  resultado  de 
las  demarcaciones  de  las  minas  que  las  producen;  de  donde  re- 
sulta un  privilegio  á  favor  del  primero  á  quien  se  notifique  ó  se 
entere  de  que  la  demasía  existe.  Para  evitar  esto  procedería 
unificar  el  momento  en  que  es  posible  presentar  la  solicitud  y 
conceder  un  plazo  prudencial,  para  que  la  existencia  de  terreno 
franco  sea  conocida  de  cuantos  tengan  derecho  á  él,  siendo  el 
único  medio  de  conseguir  tal  resultado  el  prescribir  se  anuncie 
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la  demasía  en  el  Boletín  Oficial^  para  que  los  propietarios  de 
minas  limítrofes  puedan  solicitarla  en  el  plazo  de  treinta  días, 
contados  desde  los  ocho  siguientes  á  la  publi6ación  del  anun- 
cio; debiendo  mediar  este  último  lapso  de  tiempo,  á  fin  de  que 
dicho  anuncio  sea  conocido  de  cuantos  estén  interesados  en  la 
obtención  del  terreno;  disponiendo  asimismo  que  será  nula  toda 
solicitud  presentada  antes  de  comenzar  el  indicado  plazo.  Con 
este  procedimiento,  que  podría  hacerse  extensivo  á  la  publica 
ción  de  los  acuerdos  cancelando  registros,  caducando  minas  y 
declarando  los  terrenos  francos  y  registrables,  se  pondría  coto 
á  las  irregularidades  observadas  en  la  práctica  y  se  establecería 
la  igualdad  de  derechos  que  debe  existir  entre  todos  los  intere- 
sados en  obtener  la  concesión  de  minas  ó  demasías. 

Art.  69.    Si  durante  la  tramitación  de  un  expediente  de  de 
masía  se  renunciara  cualquiera  de  las  concesiones  que  la  limi- 
taban, continuará  su  tramitación  en  los  términos  en  que  fué  so- 
licitada, ó  sea  refiriéndose  al  espacio  comprendido  entre  las  con 
cesiones  existentes  designadas  y  la  línea  ó  lineas  de  la  concesión 
renunciada  que  la  limitaba. 

Art.  70.  Los  ingenieros  jefes  darán  cuenta  á  los  Goberna- 
dores de  los  espacios  francos  que  deban  constituir  demasías,  á  fin 
de  que  dicha  autoridad  disponga  la  oportuna  publicación  en  el 
Boletín  Oficial  de  la  provincia  y  puedan  ser  solicitados  y  adju- 
dicados como  tales  demasías,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores. 

Art.  71.  Las  providencias  de  los  Gobernadores  referentes  á 
la  distribución  y  limitación  en  los  espacios  solicitados  como  de- 
masías serán  reclamables  ante  el  Ministerio  en  el  término  de 
treinta  días,  debiendo  oírse  para  su  resolución  al  Consejo  de 
Minería. 

Art.  72.  Lo  que  se  establece  para  la  demarcación  de  conce- 
siones mineras  es  aplicable  y  extensivo  á  la  demarcación  de  las 
demasías.» 
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Galerías  |>ara  iMvcsilg'acitf o,  desag'üe  y  transporte. 

Poco  hay  que  decir  sobre  las  galerías  para  investigación,  des- 
agüe ó  transporte;  la  Real  orden  de  27  de  Agosto  de  1868  dis- 
ponía que  él  canon  de  superficie  se  pagaría  desde  el  momento 
que  el  registro  comenzaba  á  hacerse  en  las  pertenencias  reser- 
vadas, toda  vez  que  las  pertenencias  reservadas  para  las  gale- 
rías no  eran  registradas  ni  investigadas  desde  su  principio.  El 
decreto- Bases  posterior,  pero  del  mismo  año,  anula  aquella 
disposición,  mandando  que  las  pertenencias  necesarias  se  soli- 
citaran como  las  demás  concesiones,  y  el  reglamento  vigente  lo 
confirma  y  amplía,  diciendo: 

« Art.  73.  El  particular  ó  empresa  que  pretenda  la  apertura  de 
ana  galería  general  de  investigación,  desagüe  ó  transporte  en  te- 
rreno franco,  presentará  al  Gobernador  de  la  provincia  una  soli- 
citud, redactada  con  arreglo  al  modelo  número  4,  (^>  designando 
el  número  de  pertenencias  que  estime  necesarias,  acompañada 
de  los  planos  de  la  obra  proyectada  y  de  una  Memoria  en  que 
con  toda  claridad  se  explique  el  objeto  de  toda  concesión.  Tanto 
la  Memoria  como  los  planos  deberán  estar  firmados  por  un  inge- 
niero de  minas. 

Si  el  terreno  que  haya  de  atravesar  la  galería  estuviese  ocu- 
pado por  minas  concedidas  ó  registradas,  deberá  acompafiarse 
además  copia  autorizada  de  los  conciertos  ó  estipulaciones  qne 
hayan  celebrado  con  los  respectivos  duefios  para  ejecutar  los 
trabajos  en  el  caso  de  encontrar  mineral;  y  en  los  planos  que 
han  de  acompañar  con  la  solicitud  se  fijará  la  situación  de  las 
indicadas  minas  concedidas  ó  registradas.  Cuando  los  mencio- 
nados dueños  se  opongan  á  la  ejecución  de  las  obras,  no  podrán 
practicarse  éstas  hasta  tanto  que^  instruido  el  oportuno  expe- 
diente, con  arreglo  á  la  ley  de  expropiación  forzosa,  se  declaren 
de  utilidad  pública  y  se  abone  la  indemnización  que  corresponda. 


(1)    Véase  este  modelo  al  final  de  la  obra. 
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Admitida  la  solicitud,  se  publicará  la  designación  en  los  tér- 
minos que  establece  el  art.  24  de  este  reglamento,  y  el  Gober- 
nador dispondrá  que  se  hagan  las  oportunas  notificaciones  per 
Bonales  á  los  interesados  y  dueños  de  los  registros  ó  minas  que 
hubieran  de  comprenderse  en  el  espacio  que  recorra  la  galería 
general,  y  antes  de  otorgar  la  concesión  solicitada  oirá  al  in- 
geniero jefe  de  Minas,  por  quien  se  expresarán  las  condiciones 
facultativas  que  á  la  misma  deben  imponerse. 

Transcurridos  treinta  días  sin  haberse  apelado  de  la  provi- 
dencia del  Gobernador  otorgando  la  consesión  de  una  galería  ge- 
neral, quedará  firme  y  ejecutoria  dicha  concesión. 

Art.  74.  Los  trabajos  de  las  galerías  generales  habrán  de  eje- 
cutarse siguiendo  la  linea  ó  líneas  sefialadas  en  la  concesión,  y 
si  en  algún  caso  conviniera  al  empresario  variar  la  dirección,  lo 
solicitará  y  podrá  concederse  previo  el  oportuno  expediente,  el 
cnal  seguirá  los  mismos  trámites  y  contendrá  iguales  formali- 
dades que  el  primitivo  expediente  de  concesión. 

Art.  75.  En  las  explotaciones  á  roza  abierta  y  que  exijan  dar 
salida  á  las  aguas  por  la  superficie,  se  llevarán  éstas  en  forma 
que  perjudiquen  lo  menos  posible  las  concesiones  y  terrenos  por 
que  atraviesen,  indemnizando  los  daños  y  perjuicios  que  se  oca- 
sionen, valorados,  bien  de  común  acuerdo  con  los  interesados, 
bien  en  la  forma  que  determina  la  vigente  legislación  de  expro- 
piación forzosa  por  causa  de  utilidad  pública.» 

Inscripción  en  el  Reicistro  de  la  propiedad.  —  Por 

último,  obtenida  la  propiedad  minera,  no  nos  resta  más  que  in- 
dicar, la  manera  de  inscribir  aquélla  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad. 

La  Real  orden  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  de  30  de 
Junio  de  1903  dispone  que:  «La  inscripción  de  las  concesiones 
de  Minas  se  verificará  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  cuyo 
territorio  radique  la  mina,  en  el  libro  del  Ayuntamiento  en  que 
esté  situado  el  punto  de  partida  para  la  designación  de  rumbos.» 
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«Bn  el  caso  de  que  la  mina  se  extíenda  á  territorio  de  dos  ó  más 
Ayuntamientos  de  un  solo  Registro  de  la  propiedad,  además  de 
la  inscripción  primordial  expresada,  se  harán  inscripciones  de 
referencia  en  los  libros  de  los  demás  Ayuntamientos,»  y  «tSi  las 
pertenencias  mineras  comprendidas  en  el  título  de  concesión 
estuvieren  situadas  en  la  circunscripción  de  dos  ó  más  Registros, 
se  hará  constar  así  en  la  inscripción,  sin  perjuicio  de  que,  previa 
presentación  en  el  otro  ó  en  los  otros  Registros  del  título  ya 
inscripto,  se  abra  una  hoja  en  el  libro  del  respectivo  Ayunta- 
miento.» 
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CAPITULO  IV 


Derechos  y  deberes  de  los  mineros. 


Disposiciones  jenernies-  —  La  Minería,  como  rama  de 
la  industria,  está  sometida  á  todas  las  leyes  y  reglamentos  que 
sobre  la  industria  en  general  se  hayaQ  dictado  y  dicten  en  lo 
sucesivo,  y  cuyo  estudio  corresponde  al  Derecho  Adminis- 
trativo. 

Así  pues,  los  mineros  vienen  obligados  al  exacto  cumpli- 
miento de  la  ley  de  24  de  Julio  de  1873,  sobre  el  trabcgo  en  fá- 
bricas y  talleres;  á  la  de  accidentes  del  trabcgo  de  30  de  Enero; 
á  la  de  13  de  Marzo  sobre  el  trabajo  de  mujeres  y  niños;  y  á  la 
ley  establ^ciendo  la  servidumbre  forzosa  de  paro  de  corrientes 
eléctricas  de  23  de  Marzo,  estas  tres  del  año  1900;  á  la  reciente 
ley  del  descanso  dominical  de  3  de  Marzo  de  1904,  y  á  los  re- 
glamentos que  se  han  dictado  sobre  la  aplicación  de  aquellas 
leyes. 

Disposiciones  espednies*  —  Además  de  estas  disposi- 
ciones de  carácter  general,  hay  otras  que  no  hemos  estudiado 
en  el  Derecho  Administrativo,  por  referirse  especialmente  á  la 
minería,  y  debemos  conocer. 

Escuelas  en  las  fábricas,  explotaciones,  minas  j 
talleres.— Por  Real  decreto  del  Ministerio  de  Instrucción  pú* 
blica  y  Bellas  Artes  de  26  de  Mayo  de  1900  y  Real  orden  aclara* 
toria  de  30  de  Julio  del  mismo  año,  se  establecen  escuelas  en  las 
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fábricas,  explotaciones,  miaas  y  talleres,  dictándose  para  el  me- 
jor cumplimiento  las  reglas  siguientes: 

Los  gerentes,  patronos  ó  directores  de  fábricas,  explotacio- 
nes industriales  ó  talleres,  costearán  en  los  mismos  una  escuela 
primaria  elemental,  dirigida  por  persona  competente  y  con  el 
material  necesario,  siempre  que  no  exista  escuela  pública  den- 
tro de  un  radio  de  2  kilómetros  del  establecimiento,  y  que  en 
sus  talleres  se  empleen  de  150  obreros  en  adelante.  En  donde 
existan  fábricas  ó  talleres  agrupados,  aunque  cada  uno  de  ellos 
no  llegue  al  número  de  obreros  antes  mencionado,  se  estable- 
cerá una  escuela,  procurando  se  halle  situada  en  lo  más  cén- 
trico del  grupo  y  debiendo  ser  sostenida  por  todos  los  del  mis- 
mo en  proporción  á  su  importancia. 

Los  mismos  patronos,  gerentes  ó  directores  concederán  dos 
horas  diarias  no  computables  entre  las  del  trabajo^  para  que 
los  obreros  puedan  asistir,  bien  á  la  escuela  del  establecimiento, 
ó  á  la  pública,  á  los  menores  de  catorce  años  que  no  hubieran 
recibido  instrucción  alguna;  y  una  hora  á  los  menores  de  diez 
y  ocho  años. 

La  enseñanza  consistirá  en  lectura,  escritura,  ligeras  nocio- 
nes de  Gramática  castellana,  las  cuatro  operaciones  de  Aritmé- 
tica con  números  enteros,  y  Doctrina  cristiana;  adquirida  esta 
educación,  recibirá  el  obrero  un  certificado  que  así  lo  acredite, 
dado  por  el  maestro  y  visado  por  el  Inspector  de  primera  ense- 
ñanza del  distrito,  dándose  por  terminados  sus  estudios. 

Los  Alcaldes  darán  cuenta  á  los  Gobernadores,  para  que  lo 
trasladen  á  los  Rectores,  del  número  de  establecimientos  indus- 
triales ó  fabriles  á  quienes  comprenda  esta  disposición.  Las  Jun- 
tas provinciales  y  municipales,  por  medio  de  los  Inspectores, 
ejercerán  la  debida  inspección  para  asegurar  el  cumplimiento 
de  lo  dispuesto,  dando  cuenta  detallada  al  Rector  del  distrito 
del  servicio  de  obreros  organizado  en  las  escuelas  públicas  es- 
tablecidas cerca  de  las  fábricas,  de  las  que  éstas  establezcan  y 
del  regular  funcionamiento  de  todas. 
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Los  Rectores,  Juntas  é  Inspectores  facilitarán  á  los  estableci- 
mientos cuanto  se  crea  conveniente,  para  el  mejor  plantea- 
miento de  tan  importante  servicio.  Los  Rectores  darán  cuenta 
al  Ministro  de  todo  cuanto  al  servicio  se  refiera,  como  asimismo 
de  los  datos  y  consultas  de  los  Gobernadores. 

lüAlalaclones  eléeiricas. — Tenemos  también,  que  ni  la 
ley  estableciendo  la  servidumbre  forzosa  de  paso  de  corrientes 
déctricas,  ni  su  reglamento  de  carácter  general  son  medidas 
que  basten  para  atender,  con  el  especial  cuidado  que  imponen 
las  características  condiciones  de  la  industria  minera  y  meta- 
lúrgica, al  firme  propósito  de  evitar  que  esta  nueva  fuente  de 
energía  sea  á  la  par  origen  de  aumento  en  el  número  de  desgra- 
cias personales  que  tan  arriesgados  trabajos  ocasionan.  Así  es 
que  lo  limitado  de  la  esfera  á  que  con  este  objeto  podía  llevar 
su  acción  un  reglamento  de  Policía  minera,  y  el  carácter  gene- 
ral é  indeterminado  de  los  preceptos  contenidos  en  la  ley  y  re- 
glamento, se  avenían  mal  con  las  precauciones  excepcionales 
que  el  transporte  de  la  energía  eléctrica  requiere  cuando  ha  de 
ser  efectuado  á  través  de  comarcas  mineras,  que  son  poblacio- 
nes rurales  diseminadas  en  extensas  supefficies,  á  las  que  no 
pueden  ser  aplicadas  las  reglas  de  observación  dictadas  para 
los  pueblos  y  ciudades,  y  que  tampoco  pueden  ser  consideradas 
como  despoblados  para  mantenerlos  en  completa  indefensión; 
y  si  á  esto  se  agrega  que  nada  había  legalmente  previsto  toda- 
vía sobre  la  aplicación  de  esta  fuerza  á  máquinas  tan  especia- 
les como  las  que  se  destinan  á  la  circulación  personal  por  los 
pozos  de  mina  que  dan  entrada  y  salida  á  los  obreros,  se  en- 
<K>ntrará  justificada  la  necesidad  que  había  de  llenar  esta  defi- 
ciencia y  dictar  un  reglamento  especial  sobre  instalaciones  eléc- 
tricas aplicadas  á  las  industrias  minera  y  metalúrgica. 

Cion  fecha  30  de  £nero  de  1903  se  ha  dictado  este  reglamento^ 
cuyas  principales  disposiciones  son: 

Las  instalaciones  de  lineas  de  transporte  de  energía  eléctrica, 
para  su  empleo  en  las  industrias  minera  y  metalúrgica,  se  soli- 
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citarán:  1.**,  del  Ministro  de  Fomento,  cuando  afecte  directa  ó 
indirectamente  á  una 'obra  del  Estado,  á  terrenos  del  dominio 
público  ó  cuando  se  extienda  á  más  de  una  provincia;  2.^,  del 
Gobernador,  en  todos  los  demás  casos. 

Estas  instalaciones  podrán  utilizar  los  beneficios  de  la  decla- 
ración de  la  utilidad  pública  para  los  efectos  de  la  expropiación 
forzosa  y  los  de  la  servidumbre  pública. 

Para  conceder  estas  autorizaciones,  por  el  Ministro  ó  el  Go- 
bernador, según  los  casos,  será  preciso  que  el  ingeniero  de  Mi- 
nas que  designe  el  jefe  del  distrito  visite  y  reconozca  las  ins- 
talaciones, compruebe  su  perfecto  funcionamiento  y  las  apruebe 
en  informe  detallado,  que  emitirá  al  efecto.  Al  mismo  tiempo 
certificará  de  la  aptitud  práctica  de  los  maquinistas  encargados 
de  su  manejo,  á  cuyo  fin  hará  que  á  su  presencia  ejecuten  todas 
las  maniobras  ordinarias  y  extraordinarias  que  deban  hacerse 
en  ios  diferentes  casos  de  averías  graves  que  puedan  ocurrir, 
tanto  en  las  líneas  como  en  las  máquinas  de  generación  y  de 
aplicación.  Si  algún  maquinista  no  mereciera  la  nota  de  aptitud 
práctica,  deberá  ser  reemplazado,  antes  de  empezarse  la  explo- 
tación del  servicio,  por  otro  que  la  posea  ó  que  se  someta  al 
examen  práctico  antedicho.  La  jefatura  de  Minas  del  distrito  es 
la  encargada  de  la  inspección  periódica  de  estas  instalaciones, 
y  al  efecto  llevará  á  cabo,  por  medio  de  sus  ingenieros,  al  me- 
nos una  visita  ó  reconocimiento  anual,  para  comprobar  la  con- 
servación de  su  buen  estado  y  funcionamiento  ó  para  obligar, 
en  caso  contrario,  á  que  se  restablezca  con  arreglo  á  la  conce- 
sión y  á  lo  prevenido  en  el  reglamento. 

Sobre  el  transporte  y  aplicación  de  la  energía  eléctrica  es- 
tudia: 

a)  Instalación  de  Unec^  aereas  para  transporte  de  fuertes  CO' 
rrientes.  Las  divide  en  líneas  de  baja  y  alta  tensión;  es  baja  ten- 
sión la  que  no  excede  de  600  voltios  en  corriente  continua  ó 
de  150  voltios  en  corriente  alterna  entre  cada  dos  conductores 
de  la  línea;  es  alta  tensión  la  que  excede  de  las  cifras  anterio- 
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res.  Da  después  instrucciones  sobre  la  manera  como  deben  sa- 
lir las  líneas  de  los  cuadros,  colocación  de  pararrayos,  postes  y 
distancias  á  que  deben  colocarse;  aisladores  y  manera  de  colo- 
carlos; tensión  de  los  conductores  y  distancias  á  que  deben  estar 
del  suelo  ó  proximidades  de  edificios. 

b)  Loa  lineas  paralelas  y  cruces  de  lineas.  Da  las  reglas  que 
deben  observarse  para  su  colocación  y  según  su  distinta  tensión. 

c)  Aparatos  de  seguridad.  Establece  cómo  han  de  construirse 
el  brazo  y  el  cuadro  de  guarda  y  protección,  fijación  de  la  red 
protectora,  y  distancias  entre  la  red  y  su  cuadro  y  los  conduc- 
tores. 

d)  Cruzamiento  con  carreteras,  caminos  ó  ferrocarriles.  Dis- 
pone cómo  deben  establecerse,  y  ya  sean  superiores  ó  inferiores 
á  las  vías, 

e)  Comunicación  con  tierra  y  aislamiento  de  tierra. 

f)  Oficinas  generatrices  de  la  energía  eléctrica.  Transforma- 
dores con  prescripciones  especiales  para  los  casos  en  que  las  má- 
quinas de  extracción  se  dediquen  también  á  la  entrada  y  salida 
de  obreros,  en  que  deberán  tener  frenos  de  seguridad  y  con 
parada  automática,  si  ocurriese  la  interrupción  brusca  de  la 
corriente  eléctrica;  deberán  tener,  además,  otro  freno  de  manio- 
bras: Oficinas  consumidoras  de  dicha  energía;  el  voltaje  apli- 
cado á  electromotores; locomóviles  que  se  empleen  en  talleres  y 
en  las  minas  no  será  superior  á  300  voltios  si  la  corriente  es 
continua,  ó  á  150  voltios  eficaces  si  es  alterna;  en  las  líneas  eléc- 
tricas instaladas  en  el  interior  de  las  minas  estarán  los  con- 
ductores fuertemente  sujetos  á  los  hastiales  ó  techo  de  las  exca- 
vaciones, ó  irán  aislados  y  protegidos;  queda  terminantemente 
prohibido  emplear  en  el  interior  de  las  minas  la  vuelta  ó  cierre 
de  un  circuito  por  tierra;  en  las  minas  en  que  se  produzcan  ga- 
ses inflamables  se  dispondrán  los  conductores  de  modo  que  no 
puedan  producir  chispas  al  exterior  en  caso  de  rotura  acci- 
dental; en  esta  clase  de  minas,  los  motores  eléctricos  no  ten- 
drán colector;  ó  si  lo  tienen,  lo  llevarán  encerrado  de  manera 
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que  quede  completamente  separado  de  la  atmósfera  exterior. 

g)  Lineas  de  diairibución;  las  que  alimenten  centros  secun- 
darios deberán  estar  en  cada  polo  provistas  de  interruptores  de 
línea,  en  lugar  de  empalme  con  la  línea  principal;  todas  las  ofi- 
cinas deben  estar  unidas  por  teléfono  á^las  oficinas  principales 
de  producción. 

h)  Lineas  subterráneas, 

i)  Paso  de  Uneas  por  pueblos  y  caseríos;  las  líneas  paralelas 
á  las  calles  ó  fachadas  de  casas  llevarán  sus  conductores  á  un 
metro  de  distancia  de  los  muros  y  medio  por  encima  de  las  ven- 
tanas más- altas;  ninguna  línea  podrá  pasar  á  menos  de  %  me- 
tros de  distancia  de  un  depósito  de  explosivos  ó  materia  infla- 
mable, si  es  aérea,  y  de  menos  de  10  metros  si  es  subterránea. 

j)  Prescripciones  del  trabajo  en  las  Uneas  y  oficinas, 

k)  Manera  de  llevar  los  planos  —  Reglamentos  —  y  Auxilios 
personales. 

Dedicando  por  último  un  capítulo  á  la  sanción  penal  con 
la  responsabilidad  en  que  incurren  los  que  por  malicia,  des- 
cuido, abuso,  imprudencia  ó  infracción  del  reglamento  ó  de  las 
condiciones  de  la  concesión,  causen  daño  á  las  personas  ó  las 
cosas,  haciendo  efectiva  esta  responsabilidad  con  multas  com- 
prendidas entre  100  y  500  pesetas,  sin  perjuicio  de  la  mayor 
responsabilidad  que  hayan  podido  contraer  por  el  hecho  come- 
tido, y  que  será  exigible  con  arreglo  á  lo  que  establecen  ó  esta- 
blezcan las  leyes. 

Posteriormente,  y  por  Real  decreto  de  8  de  Enero  de  1904,  se 
modificó  la  parte  /",  en  el  sentido  que  el  voltaje  aplicado  á  los 
electromotores  locomóviles  que  se  empleen  en  los  talleres  y  en 
las  minas  no  será  superior  á  300  voltios,  si  la  corriente  es  al- 
terna; podrá,  sin  embargo,  ampliarse  el  voltaje  para  los  usos 
antes  indicados  y  sólo  cuando  se  utilice  la  corriente  continua, 
hasta  llegar  á  la  tensión  de  500  voltios,  en  minas  que  no  tengan 
emanaciones  de  gases  explosivos  y  en  galerías  que  estén  exclu- 
sivamente  destinadas  al  transporte  de  material  y  no  sean  de 
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paso  obligado  de  obreros,  siempre  que,  á  juicio  del  ingeni^x) 
jefe  del  distrito  á  que  pertenezcan  las  minas,  dichas  galerías  ten- 
gan las  debidas  dimensiones  y  los  cables  conductores  estén  co- 
locados en  buenas  condiciones  de  seguridad. 
El  vigente  reglamento  de  1905^  dice: 

«Art.  76.  Los  dueños  de  minas  y  los  exploradores  de  substan- 
cias comprendidas  en  cualquiera  de  las  tres  secciones,  están  obli- 
gados á  cumplir  las  prescripciones  que  establecen  las  leyes  y  re- 
glamentos aplicables  á  las  industrias  minera  y  metalúrgica,  el 
reglamento  de  Policía  minera,  y  cuantas  disposiciones  relativas 
á  dichas  industrias  se  dicten  en  lo  sucesivo.» 

El  rejIamenfO  de  policía  mlnem  tiene  por  objeto  esta- 
blecer prescripciones  de  policía  y  seguridad  mineras,  de  confor- 
midad con  lo  preceptuado  en  los  arts.  22  y  29  del  Decreto-ley  de 
29  de  Diciembre  de  1868.  Fué  dado  por  Real  decreto  de  15  de 
Julio  de  1897,  después  de  oído  el  Consejo  de  Estado  en  pleno  y 
la  Junta  superior  facultativa;  y  posteriormente  ha  sufrido  al- 
gunas modificaciones  que  iremos  exponiendo. 

Está  dividido  en  cinco  Títulos,  en  la  forma  siguiente: 

Titulo  1.**— Disposiciones  comunes  á  todas  las  minas. 

Sección  1.* — Para  prevenir  accidentes. 

Capítulo  1.^— Inspección  y  vigilancia. 

»        2.^— Prevención  de  inundaciones,  hundimien- 
tos, incendios  y  explosiones. 

»        3.°— Remedios  para  los  accidentes  ocurridos  en 
las  minas. 

»       4.**— Disciplina  del  personal:  reglamentos  par- 
ticulares. 

Sección  2.* — Para  garantir  la  seguridad  del  trabajo. 

Capítulo  5.** — Planos  de  minas. 

»       6.°- Pozos. 

>►       7.*^— Circulación  de  las  personas  por  los  pozos. 
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Capítulo  8.**— Ventilación  y  desagüe  de  las  minas  en 
general. 

^        9.**— Explosivos:   a)    Transportes  y   manipu- 
lación. 

h)  Empleo. 
»       10.— Del  abandono  de  las  minas. 
Títalo  2.**— Disposiciones  especiales  para  determinadas  ex- 
plotaciones MINERAS. 

Capitulo  11.— Minas  con  grisú,  a)  Explotación  y  ven- 
tilación. 

h)  Alumbrado. 

c)  Explosivos. 

d)  Disciplina  del  per- 

sonal. 

Capítulo  12. — Minas  explotadas  á  roza  abierta. 
»         13. — Canteras. 
»         14.— Turbales. 
»         15.    Salinas. 
Título  3.** — ^Inspección  y  vigilancia  de  vías  exteriores,  talle- 
res, fábricas  y  motores  concernientes  á  la  in- 
dustria MINERO-METALÚRGICA. 
Capítulo  16. — Vías  exteriores  de  transporte  y  servicio. 

»         17. — Talleres  de  preparación  mecánica  y  fá- 
bricas mineralúrgicas  y  metalúrgicas. 

»         18.  —Motores  empleados  en  la  industria  minero- 
metalúrgica,   a)  Motores  de  vapor. 

h)  Motores  de  aire  com- 
primido 

c)  Dinamos  generatrices. 
Motores    eléctricos . 

Título  4.**— Responsabilidad  y  sanción  penal. 

Capítulo  19.— Directores  de  Minas. 

»         20.— Directores  de  Fábricas. 

»        21.  -  Sanción  penal. 
Título  5.*^— Autoridad  y  jurisdicción  en  materia  de  policía 

MINERA. 

Capítulo  22. 
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La  falta  de  reglamentación  que  basta  entonces  se  había  te- 
nido bizo  que  el  Gobierno  se  ocupara  con  gran  actividad  y  tu- 
viera un  gran  interés  en  su  pronta  implantación,  y  en  10  de 
Marzo  de  1898  se  dieron  instrucciones  para  completar  las  dis- 
posiciones dadas  en  aquel  reglamento. 

Con  motivo  de  las  visitas  de  inspección  becbas  á  varios  dis- 
tritos, y  en  vista  de  la  resistencia  que  se  presentaba  por  los  mi- 
neros para  el  cumplimiento  de  los  preceptos  en  el  reglamento 
consignados,  se  dio  una  circular  en  19  de  Noviembre  de  1901 
por  la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio, 
recomendando  á  las  jefaturas  la  exacta  observancia  de  aquellas 
disposiciones;  la  infracción  de  varios  artículos  del  reglamento, 
dando  lugar  á  desgracias  ocurridas  en  las  minas,  motivó  el  que 
en  14  de  Mayo  de  1903  se  impusieran  varias  multas  por  aquellas 
faltas;  por  último,  la  Dirección  de  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio dio  nueva  circular  en  10  de  Mayo  de  1904,  encargando  á 
los  ingenieros  jefes  de  los  distritos  la  más  severa  aplicación  del 
reglamento  de  Policía  minera. 

Es,  pues,  de  gran  importancia  el  que  conozcamos  sus  princi- 
pales disposiciones,  que  son: 

Inspección  j  vlg^ilancla.— Al  Cuerpo  nacional  de  Inge- 
nieros de  Minas  y  sus  subalternos  compete  la  inspeción  y  vigi- 
lancia de  las  explotaciones  mineras  de  todo  género,  así  como 
los  demás  servicios  que  detalla  el  reglamento:  por  lo  que  á  las 
minas  atañe,  se  extiende;  á  la  seguridad  de  las  explotaciones;  á 
la  conservación  de  la  vida  y  seguridad  de  los  obreros;  á  la  pro- 
tección de  la  superficie  para  la  seguridad  de  las  personas  y  de 
la  circulación  pública;  y  á  la  protección  contra  las  Influencias 
de  carácter  general  que  sean  perjudiciales  á  la  explotación  de 
las  minas. 

En  consonancia  con  estas  disposiciones,  al  crearse  en  23  de 
Noviembre  de  1902  el  Consejo  de  Minería  se  creó  también  una 
Inspección  general  de  Minería. 

Al  mismo  tiempo,  y  si  en  las  visitas  que  se  bacen  á  las  minas 
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fuera  necesario  valorar  daños  y  perjuicios,  y  á  veces  solucio- 
nar rápidamente  conflictos,  establecen,  el  decreto  de  4  de  Julio 
de  1881  sobre  expropiación  forzosa,  y  otros  decretos  sobre  mi- 
nería, que  los  ingenieros  de  minas  son  los  únicos  peritos, 
cuando  se  trate  de  valorar  el  todo  ó  parte  de  una  propiedad  mi- 
nera, ó  tasar  daños  causados  en  una  casa  ó  finca  cualquiera  á 
consecuencia  de  explotaciones  mineras;  al  Cuerpo  de  Minas 
corresponden,  pues,  estas  tramitaciones  tanto  desde  el  punto  de 
policía  minera,  como  por  lo  dispuesto  en  el  art.  ^  del  Decreto- 
ley  de  Bases. 

Los  ingenieros  afectos  al  servicio  de  los  distritos  mineros 
girarán  anualmente  una  visita,  por  lo  menos,  á  las  distintas 
explotaciones  en  actividad  de  sus  respectivas  provincias.  Al 
efecto,  todos  los  ingenieros  jefes  remitirán  en  la  primera  quin- 
cena de  Agosto  (el  reglamento  establecía  Febrero,  pero  por  cir- 
cular de  la  Dirección  de  27  de  Febrero  de  1902  se  dispuso  este 
cambio,  toda  vez  que  se  regían  los  presupuestos  generales  del 
Estado  por  años  naturales,  y  el  año  1897,  cuando  se  dio  aquel 
r^lamento,  se  hacían  estos  presupuestos  para  años  económicos) 
una  propuesta  á  la  Dirección  general  de  Agricultura,  consig- 
nando la  distribución  del  personal  facultativo  para  el  cumpli- 
miento de  esta  obligación,  durante  el  año  natural  siguiente,  con 
los  gastos  detallados  que  han  de  originarse.  La  Dirección,  en 
vista  de  la  consignación  disponible  para  este  servicio  en  el  presu- 
puesto del  Ministerio  de  Fomento,  aprobará  ó  modificará  las  pro- 
puestas antes  de  1.**  de  Enero  de  cada  año,  autorizando  los  gas- 
tos que  estime  necesarios.  Los  presupuestos  aprobados  para  la 
policía  de  los  distritos,  en  el  año  1898  importaron  76.701,66  pe- 
setas; en  los  Presupuestos  generales  del  Estado  de  los  últimos 
años,  la  consignación  ha  sido  de  60.000  pesetas. 

Independientemente  de  las  visitas  anuales,  los  ingenieros  de 
los  distritos  visitarán  con  frecuencia  las  explotaciones  en  que 
haya  ocurrido  un  accidente  durante  los  doce  meses  anteriores, ' 
ó  que  exjjan  una  vigilancia  particular.  El  Ministro  de  Fomento 
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podrá  ordenar,  cuando  lo  juzgue  necesario  y  circunstancias  es- 
peciales lo  requieran,  que  los  inspectores  generales  giren  una 
visita  á  sus  respectivas  circunscripciones. 

El  Estado  satisfará  los  derechos  y  gastos  que  ocasionen  las 
visitas  de  inspección  que  se  ordenan  en  el  reglamento,  sin  que 
por  tales  conceptos  haya  de  abonarse  cantidad  alguna  por  los 
propietarios  ó  arrendatarios  de  minas  cuya  explotación  se  haga 
en  condiciones  de  seguridad. 

En  cada  mina  ó  grupo  de  minas  de  un  mismo  dueño  habrá 
un  libro  de  visitas  encuadernado,  foliado  y  rubricado  en  todas 
sus  hojas  por  el  Alcalde  de  la  jurisdicción.  En  él  consignarán 
los  ingenieros,  en  forma  de  acta,  el  resultado  de  la  inspección 
ordinaria  anual;  asimismo  consignarán  cualquier  inspección 
extraordinaria  que  realicen. 

En  la  redacción  de  esta  acta  se  observarán  las  prescripciones 
siguientes:  si  se  trata  de  minas,  se  empezará  por  consignar 
cuanto  sea  referente  á  los  servicios  de  la  superficie,  sin  olvidar 
lo  relativo  á  la  obligación  de  conservar  los  hitos  ó  mojones  de 
sus  pertenencias,  que  está  consignado  en  el  actual  reglamento 
de  Minería  de  1905,  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  77.  Será  también  obligatorio  para  los  dueños  de  mina» 
la  conservación  de  los  hitos  ó  mojones  que  se  fijen  al  practicar 
la  demarcación  d^  las  concesiones;  y  la  infracción  de  este  pre- 
cepto será  castigada  con  arreglo  á  lo  que  prescribe  el  art.  177 
del  reglamento  de  Policía  minera. 

Será  asimismo  obligatoria  la  conservación  del  punto  de  par- 
tida de  la  concesión;  y  si  por  necesidad  en  la  explotación  fuere 
Indispensable  hacerle  desaparecer,  no  podrá  esto  tener  lugar  sin 
qxxe  la  jefatura  de  Minas,  previamente  requerida  al  efecto,  rela- 
cione debidamente  dicho  punto  de  partida  y  le  sustituya  por  otro 
ttucvo  de  modo  que  en  todo  tiempo  pueda  conocerse  exactamente 
su  situación. 

Si  desapareciera  el  punto  de  partida  sin  haberse  cumplido  es- 
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tos  requisitos,  el  concesionario  incurrirá  en  la  penalidad  esta- 
blecida en  el  citado  art.  177  del  reglamento  de  Policía  minera  y 
demás  responsabilidades  á  que  hubiere  lugar. 

El  Gobernador  dispondrá  seguidamente  que  á  costa  del  conce- 
sionario se  señale,  por  la  jefatura  del  distrito,  el  nuevo  punto  de 
partida.» 

Se  continuará  el  acta  después  por  los  servicios  del  interior, 
examinando  separadamente  lo  que  toca  á  la  extracción,  arran- 
que, fortificación,  transporte,  desagüe,  ventilación,  alumbrado, 
circulación  de  obreros,  y  á  las  condiciones  y  organización  del 
personal,  expondrá  el  ingeniero  su  juicio  acerca  de  los  aparatos, 
máquinas,  herramientas,  medios  y  sistemas  de  cada  operación 
y  del  conjunto  de  todas  ellas;  hará  constar  en  forma  de  resu- 
men, con  toda  precisión  y  claridad,  las  modificaciones  obliga- 
torias en  cumplimiento  del  reglamento,  expresando  el  precepto 
de  éste  en  que  cada  una  se  funde,  y  terminando  por  los  consejos 
que  crea  deber  consignar,  atendiendo  al  interés  general  y  al 
especial  de  cada  propietario  y  clasificándolos  por  servicios  lo 
mismo  que  los  preceptos.  Al  principio  de  cada  acta  se  manifes- 
tará si  lo  dispuesto  en  la  visita  anterior  se  ha  cumplido  ó  no, 
total  ó  parcialmente.  En  la  inspección  de  Canteras  explotadas 
por  galerías  subterráneas,  fábricas,  talleres,  etc.,  se  seguirá  un 
método  análogo. 

Habrá  para  cada  provincia  en  la  jefatura  un  libro  en  folio, 
llamado  de  Inspección  de  Minas,  foliado  y  rubricado  en  todas 
sus  hojas  por  el  jefe;  en  él  se  transcribirán  literal  é  íntegra- 
mente las  actas  de  las  visitas  de  las  minas  y  fábricas,  etc.,  ex- 
presando su  fecha,  y  al  pie  de  cada  una  firmará  el  ingeniero 
que  hiciera  la  visita. 

El  art.  8.**  del  reglamento  de  Policía  minera  dice:  «Las  pres- 
cripciones de  carácter  preceptivo  consignadas  en  ios  libros  de 
visita  son  obligatorias  para  los  propietarios,  arrendatarios  y  Di- 
rectores de  las  minas,  si  en  el  plazo  de  quince  días  éstos  no  mani- 
fiestan al  Gobernador  de  la  provincia  su  oposición  razonada  á 
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dichas  prescripciones.  El  Gobernador,  oyendo  al  ingeniero  jefe, 
deberá  resolverla  oposición  dentro  de  los  treinta  días  siguientes, 
y  de  su  resolución  cabe,  en  el  término  de  otros  quince,  á  partir 
de  la  notificación,  apelar  ante  el  Ministro  de  Fomento,  quien 
resolverá  en  definitiva,  previa  consulta  á  la  Junta  Superior  fa- 
cultativa de  minería.» 

¥  el  art.  9.°:  «Cuando  un  ingeniero,  al  practicar  la  visita  de 
inspección  de  una  mina,  vea  que  no  se  han  cumplido  las  pres- 
cripciones consignadas  en  el  acta  de  la  visita  anterior,  sin  que 
por  oposición  razonada  del  concesionario,  arrendatario  ó  Direc- 
tor el  Gobernador  le  hubiese  relevado  de  cumplirlas  expresa- 
mente y  por  escrito,  lo  pondrá  en  conocimiento  del  ingeniero 
jefe,  y  éste  en  el  del  Gobernador,  quien  dispondrá  la  inmediata 
ejecución  de  la»  obras  bajo  la  dirección  del  ingeniero  jefe  de 
Minas,  á  costa  del  concesionario  ó  arrendatario,  sin  perjuicio 
de  la  multa  correspondiente». 

Una  circular  de  19  de  Diciembre  de  1902,  después  de  reco- 
mendar las  visitas  reglamentarias  á  las  minas,  añade  que  pre- 
ferentemente deben  hacerse  á  aquellas  de  las  que  hubiere  mo- 
tivo ó  sospecha  de  que  sus  trabajos  no  se  llevan  en  las  debidas 
condiciones  de  seguridad,  debiendo  ineludiblemenie  aprove- 
charse para  ello  las  expediciones  que  hagan  los  ingenieros  para 
la  demarcación  ó  cualesquiera  otras  operaciones  que  tengan  que 
realizar  en  las  zonas  mineras  en  que  haya  establecimientos  en 
explotación:  para  lo  cual,  al  mismo  tiempo  que  se  anuncien  di- 
chas operaciones  de  campo,  los  ingenieros  jefes  darán  por  es- 
crito á  los  ingenieros  encargados  de  practicarlas  las  oportunas 
instrucciones,  precisando  las  minas  que  deban  ser  objeto  de  las 
visitas  de  inspección.  El  personal  facultativo,  al  llevar  á  cabo  es- 
tas visitas,  cuidará  también  de  aplicar  con  recto  juicio  y  saluda- 
ble rigor  las  prevenciones  consignadas  en  los  arts.  8.°  y  9.^  del 
reglamento,  proponiendo,  si  procediere,  á  los  Gobernadores  la 
sanción  penal  que  corresponda,  así  como  el  pago  de  los  gastos 
que  se  ocasionen  con  motivo  de  las  visitas  efectuadas  á  minas 
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por  consecuencia  de  accidentes  desgraciados  ocurridos  en  ellas, 
cuando  tengan  por  causa  una  mala  dirección,  falta  de  seguridad 
en  las  labores  ó  cualquiera  otra  que  deba  imputarse  á  los  explo- 
tadores, ó  falta  de  desagüe  ó  de  ventilación;  y  cuando  en  las  vi- 
sitas observe  alguna  infracción  de  la  ley  de  accidentes  del  tra- 
bajo y  de  la  que  regula  el  de  las  mujeres  y  niños  en  las  minas 
y  establecimientos  metalúrgicos,  deberá  darse  inmediata  cuen- 
ta de  esas  infracciones  al  Gobernador.  Los  ingenieros  jefes  de- 
berán asimismo  remitir  á  la  Dirección  de  Agricultura  los  infor- 
mes íntegros  que  emitan  los  ingenieros  como  resultado  de  sus 
visitas. 

Por  Real  orden  de  9  de  Junio  de  1903  se  amplía  el  art.  9.**  y  la 
sanción  penal  del  reglamento  de  policía  minera  para  los  casos 
en  que  no  se  cumplan  las  prescripciones  que  consignen  los  in- 
genieros al  hacer  las  visitas  de  inspección,  con  las  disposiciones 
siguientes:  1.**,  que  el  ingeniero  que  haya  girado  la  visita  de 
inspecxíión  redacte  el  presupuesto  de  las  obras  que  deben  eje- 
cutarse á  costa  del  interesado,  el  cual  deberá  depositar  su  im- 
porte en  um  plazo  máximo  de  quince  días;  y  2.*,  que  de  no 
hacerse  el  referido  depósito  dentro  del  mencionado  plazo,  se 
proceda  á  hacerlo  efectivo,  siguiendo  los  trámites  que  pres- 
cribe el  procedimiento  ejecutivo  de  apremio  que  para  los  mo- 
rosos tiene  establecida  la  Hacienda. 

Los  propietarios  de  minas,  arrendatarios,  directores,  encar- 
gados y  demás  dependientes  suyos,  están  obligados  á  permitir 
la  entrada  y  facilitar  la  inspección  de  todas  las  labores  á  los  in- 
genieros de  minas  con  cargo  oficial  y  personal  subalterno  que 
les  acompañen,  proporcionándoles  los  medios  necesarios  para 
reconocer  dichas  labores;  exhibirán  á  los  ingenieros  los  planos 
de  mina,  tanto  de  las  labores,  como  de  la  superficie,  los  cua- 
dernos de  avance  de  las  labores  y  los  registros  de  obreros;  les 
suministrarán  cuantos  datos  les  pidan  sobre  el  estado  de  la  ex- 
plotación y  sobre  la  policía  de  los  mineros  y  empleados;  les 
harán  acompañar  por  los  directores  y  capataces  á  fin  de  que 
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éstos  les  puedan  satisfacer  todas  las  informaciones  que  los  in- 
genieros consideren  útiles» 

Los  ingenieros  jefes  de  las  provincias  redactarán  anualmente 
una  Memoria,  en  la  que  propondrán  las  medidas  que  les  sugiera 
su  experiencia  para  mejorar  el  servicio  de  vigilancia  é  ins 
pección. 

Cuando  pueda  estar  comprometida  por  cualquier  causa  la  se- 
seguridad  de  las  explotaciones  ó  la  de  los  obreros,  el  Director 
de  la  mina  tendrá  obligación  de  advertirlo  inmediatamente  al 
ingeniero  jeje  de  Minas  de  la  provincia»  Este,  ó  el  ingeniero  á 
sus  órdenes  en  quien  delegue,  se  presentará  sin  retraso  en  el 
sitio  para  ponerse  de  acuerdo  con  el  Director  de  las  labores  res- 
pecto de  las  medidas  que  deban  tomarse  para  coiyurar  el  pe- 
ligro. Guando  el  propietario  ó  arrendatario  de  la  mina,  ó  el  Di- 
rector de  las  labores,  rehusen  ejecutar  lo  que  el  ingeniero  haya 
considerado  necesario,  este  último  dará  su  informe  al  Gober- 
nador de  la  provincia,  consignando  su  propuesta.  El  Gober- 
nador, después  de  oído  al  interesado,  dictará  las  disposiciones 
que  considere  convenientes. 

En  caso  de  urgencia,  el  ingeniero  hará  mención  especial  en 
su  informe,  y  el  Gobernador,  sin  obligación  de  oir  previamente 
al  interesado,  podrá  ordenar  que  su  decreto  sea  ejecutado  desde 
luego. 

Cuando  al  visitar  una  explotación  vea  el  ingeniero  una  causa 
de  peligro  inminente,  hará  bajo  su  responsabilidad  los  requeri- 
mientos necesarios  á  las  Autoridades  locales,  con  objeto  de  que 
se  remedie  inmediatamente,  tomando  las  disposiciones  que 
juzguen  oportunas,  como  si  se  tratara  de  asuntos  de  policía 
urbana. 

Los  ingenieros  no  pueden  en  ningún  caso  suspender  las  la- 
bores de  explotación  ó  investigación,  por  estar  esto  en  contra- 
dicción con  el  art.  32  del  Decreto-ley  de  Bases;  pueden,  sí,  pro- 
poner la  suspensión  y  disponer  las  fortificaciones  ó  rellenos  en 
la  forma  establecida  por  el  reglamento  de  Policía. 
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Al  inagurarse  las  labores  de  una  concesión  minera,  así  como 
al  reanudarse  las  de  una  mina  abondonada,  el  concesionario 
deberá  ponerlo  en  conocimiento  del  ingeniero  jefe  de  Minas  del 
distrito  dentro  de  un  plazo  de  ocho  días,  á  contar  desde  el  co- 
mienzo de  los  trabcgos;  este  aviso  tendrá  por  consecuencia  obli- 
gada la  visita  facultativa  de  la  mina  dentro  de  un  plazo  pru- 
dencial. 

Para  la  mayor  eficacia  de  la  inspección  y  vigilancia  se  ha 
creado  el  Cuerpo  de  Celadores  de  Minas. 

Prevencién  de  inundaeioDes,  huDdimientos,  incen- 
dios j  explosiones.— Los  explotadores  de  minas  deben  re- 
coger con  esmero  todos  los  datos  relativos  á  la  situación,  exten 
aión  y  profundidad  de  las  labores  antiguas  y  de  los  depósitos 
naturales  de  aguas  (fallas  y  cuevas  acuíferas)  que  puedan  exis- 
tir en  el  perímetro  ó  en  la  profundidad  de  sus  concesiones. 

El  sondeo  en  mineral  ó  en  estéril,  denominado  barreno  de 
flor  en  algunas  comarcas,  es  obligatorio  siempre  que  se  pueda 
sospechar  la  existencia  de  masas  de  agua  en  la  proximidad  de 
las  labores;  el  número,  la  longitud  y  la  disposición  de  los  son- 
deos se  determinarán  por  la  dirección  de  la  mina  con  arreglo  á 
las  circunstancias  locales,  teniendo  en  cuenta  el  espesor  y  la 
composición  de  las  capas  del  terreno,  la  dureza  del  mineral  y 
de  las  rocas  que  deban  perforarse,  la  disposición  de  los  frentes 
de  arranque  y  la  altura  y  volumen  presumido  de  las  aguas 
cuyo  encuentro  se  teme.  Durante  los  trabajos  de  sondeo  se  to- 
marán todas  las  precauciones  y  se  tendrán  preparados  los  me- 
dios de  preservar  á  los  obreros  de  cualquier  peligro,  dando 
cuenta  el  vigilante  designado  al  capataz,  antes  de  la  entrada  de 
cada  relevo,  del  estado  de  los  sondeos  y  llevándose  un  cuaderno 
en  que  diariamente  se  consigne  las  condiciones  de  las  labores  y 
precauciones  anotadas. 

Los  pozos,  galerías  y  tajos  de  arranque  se  fortificarán  en  caso 
de  que  el  terreno  sea  poco  consistente,  y  los  vigilantes  de  la 
mina  revisarán  semanalmente  las  labores,  para  cerciorarse  de 
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que  no  han  cambiado  en  ellas  las  condiciones  de  seguridad,  y, 
en  caso  contrario,  dar  cuenta  de  lo  que  noten. 

Para  prevenir  los  incendios  subterráneos,  queda  prohibido 
instalar  hogares  de  ninguna  clase,  ni  aparatos  capaces  de  pro- 
ducir chispas  en  la  proximidad  de  las  entibaciones,  sin  defen- 
derlas contra  la  posibilidad  de  su  combustión.  En  el  caso  de 
'  jarse  locomotoras  de  vapor  con  hogar,  ó  locomotoras  eléc- 
,  deberán  estar  provistas  de  los  medios  necesarios  para 
itizar  la  seguridad  de  su  uso  por  las  galerías  entibadas, 
•a  evitar  en  lo  posible  las  explosiones  en  todas  las  minas 
mbustibles,  aunque  no  tengan  grisú,  pero  que  haya  fun- 
motivo,  temores  ó  probabilidades  de  encontrar  gases  in- 
bles en  las  excavaciones,  se  adoptarán  las  precauciones 
jntes: 

Ellaboreo  se  verificará  con  las  mismas  prescripciones  que 
jponen  para  las  minas  con  grisú. 

Únicamente  las  personas  especialmente  designadas  al 
)  podrán  llevar  en  el  interior  de  las  minas  llave  ó  instru- 
0  para  abrir  la  cerradura  de  las  lámparas  de  seguridad, 
mdo  prohibido  en  absoluto  la  introducción  de  cerillas  ú 
nedio  para  encender  luz. 

Jueda  prohibido  fumar  en  el  interior  de  las  labores  y  en 
)ximidad  del  brocal  de  los  pozos;  y 
En  las  pegas  de  los  barrenos  no  se  empleará  substancia 
la  susceptible  de  arder  con  llama,  y  se  observarán  las  pre- 
ones  siguientes: 

mera.  No  se  dará  fuego  al  barreno  sin  haberse  antes  áse- 
lo minuciosamente  por  la  inspección  de  la  llama  de  la  lám- 
de  que  no  hay  grisú  ó  gases  inflamables  en  el  aire  ambiente 
iiato  á  los  barrenos,  que  éstos  no  los  desprendan,  y  que  á 
icia  mayor  de  la  que  puede  alcanzar  la  deflagración  de  la 
i  no  existe  polvo  inflamable  en  suspensión  en  la  atmósfera, 
ositado  sobre  el  suelo  y  paredes  de  la  labor,  y  que  la  ex- 
ción  pudiera  poner  en  movimiento.  Estas  observaciones 
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deberán  practicarse  inmediatamente  antes  de  dar  fuego  á  los 
barrenos;  y  cuando  se  notase  algo  alarmante,  tanto  respecto  de 
la  presencia  de  gas  grisú  ú  otro  inflamable,  como  de  polvo,  debe 
suspenderse  la  pega  y  ponerlo  en  conocimiento  del  Director  ó 
de  quien  le  sustituya,  con  el  fin  de  que  adopte  las  medidas  ne- 
cesarias y  convenientes,  tales  como  activar  más  la  ventilación, 
irrigación  abundante  de  agua  en  forma  de  lluvia  hasta  la  dis- 
tancia de  10  metros  alrededor  del  barreno,  inyección  de  ácido 
carbónico  ú  otra  que  se  le  ocurra  para  evitar  la  inminencia  del 
peligro. 

Segunda.  No  se  pegará  fuego  al  barreno  hasta  el  momento 
en  que  no  haya  obreros  en  los  trabajos  inmediatos. 

Tercera!  Los  barrenos  se  pegarán  uno  á  uno,  excepto  en  el 
caso  de  emplear  la  pega  eléctrica. 

Cuarta.  En  todas  las  minas  con  grisú  y  gases  inflamables 
habrá  uno  ó  varios  dependientes  de  reconocida  pericia  y  prác- 
tica en  el  manejo  de  los  explosivos  y  el  conocimiento  de  las 
propiedades  y  peligros  del  grisú,  encargados  exclusivamente 
de  hacer  las  cargas  y  pegar  los  barrenos. 

Las  prescripciones  b)  y  c)  estaban  consignadas  en  el  regla- 
mento de  1897,  pero  las  a)  y  d)  lo  han  sido  por  Real  decreto  de 
12  de  Julio  de  1904,  dictado  como  consecuencia  de  desgracias 
ocurridas  en  las  cuencas  hulleras  y  ampliación  de  disposicio- 
nes no  tan  minuciosas,  que  tenía  el  mismo  reglamento;  por 
último. 

En  el  caso  de  emplearse  lámparas  de  arco  voltaico,  se  pro- 
hiben las  luces  descubiertas,  debiendo  estar  protegidas  por 
globos  de  cristal  ó  linternas,  y  llevar  una  alambrera  para  re- 
tener las  chispas  y  pedazos  de  cristal. 

Remedios  para  ío»  aeeideiites  oenrridos  en  íttH 
minas. — Los  explotadores  darán  inmediatamente  aviso  al  in- 
geniero jefe  del  distrito,  ó  al  ingeniero  que  estuviese  más  próxi- 
mo, de  cualquier  accidente  ocurrido  en  las  minas  ó  en  sus  de- 
pendencias, que  hubiese  producido  la  muerte  ó  heridas  graves. 
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ajuicio,  de  un  médico  á  una  ó  varias  personas.  Los  empleados 
subalternos  que  se  encuentren  en  el  lugar  del  suceso  ó  en  sus 
inmediaciones  adoptarán  las  medidas  necesarias  hasta  la  lle- 
gada del  ingeniero,  dando  cuenta  á  éste  de  las  disposiciones 
que  hubieran  tomado. 

Igual  obligación  se  impone  á  los  explotadores  en  el  caso  en 
que  el  accidente  comprometiese  la  seguridad  de  las  labores,  la 
de  las  minas  ó  la  de  las  propiedades  de  la  superficie. 

Guando  uno  de  los  hechos  mencionados,  llegue  á  su  conoci- 
miento, el  ingeniero  de  minas  se  trasladará  inmediatamente  al 
lugar  de  la  ocurrencia,  investigará  sus  causas  y  remitirá  su  in- 
forme al  Gobernador,  quien  lo  transmitirá  al  Juez  de  primera 
inestancia,  en  caso  de  haber  ocurrido  desgracias  personales.  Co- 
mo en  el  caso  de  peligro  inminente  podrá  requerir  á  las  Auto- 
ridades municipales  para  hacer  las  requisas  necesarias  de  herra- 
mientas, caballerías  y  hombres,  y  deberá  dar  las  órdenes  que 
procedan  para  la  salvación  de  los  obreros  y  la  conservación  de 
la  mina. 

La  ejecución  de  los  trabajos  de  salvamento,  ó  de  las  labores 
necesarias  para  precaver  nuevos  peligros,  se  dispondrá  por 
la  dirección  de  la  mina  con  la  aprobación  é  intervención  del 
ingeniero  del  distrito.  En  caso  de  desacuerdo  sobre  las  medi- 
das que  deban  tomarse,  prevalecerá  la  opinión  del  ingeniero 
de  la  provincia. 

Una  disposición  posterior  aclara  el  contenido  de  los  párrafos 
anteriores,  diciendo  que  son  los  directores  de  las  minas,  y  no 
losdueños,  los  encargados  y  responsables  de  dar  cumplimiento 
á  las  prescripciones  anteriores. 

Los  explotadores  están  obligados  á  tener  medicamentos  y 
medios  para  auxiliar  á  los  heridos;  á  tener  personal  adiestrado 
en  el  uso  de  aparatos  de  salvamento;  contar  con  un  médico 
que  tenga  su  residencia  dentro  del  radio  de  10  kilómetros; 
tener  botiquín^  camilla  y  habitación  acondicionada  para  atender 
á  la  curación  de  los  heridos;  por  último,  tanto  éstos  como  los 
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directores  están  obligados  á  proporcionar  los  auxilios  que  les 
sean  posibles  á  las  minas  vecinas,  con  derecho  á  indemniza- 
ción, si  la  reclamasen. 

Los  ingenieros  de  minas  del  distrito,  cuidarán  en  sus  visitas 
de  comprobar  si  se  cumple  lo  mandado  en  el  párrafo  anterior, 
y  harán  constar  el  nombre,  apellidos  y  domicilio  de  los  mé- 
dicos respectivos;  en  la  primera  Memoria  anual,  que  eleven  los 
jefes  á  los  inspectores,  informarán  acerca  del  os  riesgos  más  fre- 
cuentes y  temibles  en  las  minas  de  su  respectivo  distrito,  así 
como  los  medios  y  recursos  para  acudir  en  auxilio  de  las  vic- 
timas que  aquéllos  puedan  producir. 

Guando  el  ingeniero  de  Minas  del  distrito  se  haya  cerciorado 
de  la  imposibilidad  de  llegar  hasta  el  sitio  en  que  se  encuentren 
los  cadáveres  de  los  obreros  que  hubiesen  fallecido  en  las  labo- 
res, lo  pondrá  en  conocimiento  del  Juzgado,  para  que  por  éste 
se  adopten  las  oportunas  resoluciones. 

Diseiplina  del  personal;  reg^lameiitos  parücula- 
rc». — En  toda  mina  en  actividad  se  llevará  un  registro,  en  el 
que  se  inscribirán  todas  las  personas,  desde  el  director  inclusi- 
ve, que  se  hallen  afectos  á  la  mina  ó  residan  en  ella  por  cual- 
quier concepto;  se  hará  constar  el  nombre  y  apellidos  de  cada 
persona,  edad,  sexo,  estado,  naturaleza,  vecindad,  cargo  que 
desempeña  y  fecha  de  du  ingreso  en  el  servicio  de  la  mina.  Los 
directores  de  las  minas  están  obligados  á  exhibir  dichos  regis- 
tros á  las  autoridades  cuando  éstas  lo  reclamen,  y  la  falta  de 
los  mismos  será  castigada  con  la  multa  de  S50  pesetas  por  pri- 
mera vez  y  de  500  en  caso  de  reincidencia.  En  cada  mina  se  lle- 
vará^ además,  una  lista  diaria  de  los  obreros  que  trab^gen,  tanto 
en  el  interior  como  en  el  exterior. 

Los  directores  de  los  Establecimientos  mineros  no  serán  res- 
ponsables de  las  inexactitudes  que  puedan  notarse  en  las  listas 
ó  registros  de  personal  que  procedan  de  las  declaraciones  de  los 
mismos  interesados,  para  lo  cual  lo  harán  constar  así. 

No  podrá  entrar  persona  alguna  extraña  al  trabajo  de  las  mi- 
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ñas  sin  permiso  del  director  de  las  labores  y  sin  ir  acompañada 
por  un  minero  experto. 

No  siendo  fácil  dar  una  pauta  para  la  formación  de  los  regla- 
mentos particulares,  por  lo  variable  de  las  condiciones  del  per- 
sonal, localidades,  labores,  etc.,  debe,  sin  embargo,  prevenirse 
existan  en  cada  mina  y  que  sean  sometidos  á  la  aprobación 
Gtobernador,  para  que  tengan  fuerza  legal  ante  los  Tribuna- 
j  la  Administración  pública.  Todo  obrero  que  por  insubor- 
ición  ó  desobediencia  haya  quebrantado  el  orden  establecido 
la  dirección  de  la  mina,  con  reglamento  ó  sin  él,  para  eegu- 
d  de  las  personas  y  de  las  cosas,  será  perseguido  y  castigado 
sujeción  á  las  disposiciones  del  reglamento  de  policía,  sin 
uicio  de  las  responsabilidades  en  que  haya  podido  incurrir 
arreglo  al  Código  penal. 

iano»  <le  minas.— Dispuso  el  reglamento  de  policía  que 
íl  término  de  un  año,  á  partir  de  su  publicación  en  la  Gaceta 
ladridy  plazo  que,  por  una  Real  orden  posterior,  amplió  un 
más,  ó  sea  hasta  el  18  de  Julio  de  1899,  los  propietarios  de 
concesiones  mineras  hicieran  levantar  y  trazar  por  dupli- 
>  los  planos  de  las  minas,  determinando  en  ellos,  no  sólo 
LS  las  labores  en  actividad  y  servicio,  sino  también  todas  las 
adonadas,  y  fijando,  de  la  manera  más  aproximada,  las  que 
;ean  accesibles.  Estos  planos  han  de  estar  firmados  por  el 
ctor  responsable  de  las  labores  y  han  de  ajustarse  á  las  con- 
ones  siguientes:  en  dichos  planos  se  dibujarán  las  proyec- 
tes horizontal  y  vertical  de  las  labores;  en  la  primera  se  re- 
centarán también  las  construcciones  y  edificios  de  la  super- 
>,  las  principales  vías  de  comunicación,  límites  de  la  demar- 
ón y  la  posición  y  altitud  de  las  bocas  de  los  pozos  y  soca- 
es;  cuando  todas  estas  indicaciones  no  puedan  consignarse 
os  planos  de  las  labores  subterráneas,  ajuicio  del  ingeniero 
de  Minas,  sin  perjuicio  de  la  claridad  y  fácil  lectura  de  los 
mos,  tendrá  que  hacerse  un  plano  especial  de  la  superficie; 
más,  y  para  evitar  confusiones,  que  aun  cuando  sobre  un 
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mismo  plano  haya  proyectadas  horizontalmente  más  de  una 
planta,  cada  una  se  dibujará  con  un  color  distinto;  y  que  cuando 
haya  dos  ó  más  criaderos  paralelos,  no  se  admitirá  la  proyec- 
ción vertical  de  todos  ellos  sobre  un  mismo  plano,  sino  que  cada 
uno  se  proyectará  verticalmente  en  planos  diferentes. 

Estos  planos  se  trazarán  en  escala  de  un  milímetro  por  metro, 
archivándose  uno  de  ellos  en  la  jefatura  de  Minas  del  distrito, 
y  el  otro,  con  el  sello  de  ésta  y  la  fecha  de  su  presentación,  será 
conservado  en  la  dirección  de  laMina.  Los  de  las  minas  meta- 
líferas podrán  dibujarse  en  escala  mayor. 

En  toda  mina  en  actividad  se  llevará  además  un  plano,  en  el 
que  se  hará  constar  el  avance  mensual  de  las  labores,  y  un  cua- 
derno, en  el  que  se  anotará  la  marcha  y  naturaleza  del  criadero» 
las  distintas  clases  de  rocas  que  con  los  trabajos  se  encuentren, 
así  como  las  circunstancias  que  sea  útil  tener  presente  en  inte- 
rés de  la  mina  y  de  la  seguridad  de  los  obreros;  de  estos  planos 
se  sacará  un  calco  anualmente,  que  se  entregará  al  ingeniero  de 
Minas  en  el  acto  de  la  visita  de  inspección,  exhibiéndole  al  mis- 
mo, el  cuaderno,  para  que  pueda  copiar  los  datos  que  considere 
útiles  y  convenientes;  estos  calcos  comprenderán  todas  las  labo- 
res efectuadas  hasta  el  31  de  Diciembre  de  cada  año.  Los  cal- 
cos y  demás  antecedentes  se  unirán  á  la  carpeta  que  para  cada 
mina  se  llevará  en  la  jefatura  de  Minas  del  distrito,  después  de 
haberse  adicionado  con  ellos  por  el  ingeniero  el  plano  general 
de  las  labores  de  cada  concesión;  tanto  los  planos  de  avance 
como  los  calcos  y  los  cuadernos  deberán  estar  autorizados  con 
la  firma  del  director  responsable. 

Los  planos  archivados  en  las  jefaturas  de  Minas  no  podrán 
exhibirse  sino  á  los  propietarios  de  las  concesiones  respectivas, 
mediante  solicitud  elevada  por  éstos  al  Gobernador.  Los  mis- 
mos requisitos  harán  falta  para  sacar  copias  de  los  planos  ci- 
tados. 

Guando  una  parte  de  la  mina  haya  de  ser  abandonada,  el 
director  de  la  mina  lo  pondrá  por  escrito  en  conocimiento  del 
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ingeniero  jefe  del  distrito,  acompañando  el  plano  de  dicha  par- 
te, antes  que  sea  inaccesible.  Si  el  director  de  la  mina  no  cum- 
esta  prescripción,  el  Gobernador,  á  propuesta  del  inge- 
jefe,  podrá  ordenar  la  rehabilitación  de  las  labores  á  costa 
plotador.  Si  transcurriese  un  mes  desde  la  fecha  del  aviso 
le  el  ingeniero  del  distrito  visite  las  obras,  podrá  proce- 
al  abandono,  sin  responsabilidad  alguna  para  el  concesio* 
Los  gastos  de  esta  visita,  cuando  no  coincidan  con  la  ins- 
»n  anual,  serán  de  cuenta  del  explotador  ó  concesionario 
mina. 

Bos.  —  Todo  campo  de  explotación  tendrá  por  lo  menos 
klidas  distintas  á  la  superficie,  accesibles  en  todo  tiempo 
os  obreros  ocupados  en  los  diversos  trabajos  de  la  mina, 
le  sea  preciso  que  las  dos  pertenezcan  á  una  misma  con- 
L.  El  brocal  de  los  pozos  de  escalas  deberá  encontrarse 
de  los  edificios  principales,  como  talleres,  almacenes,  et- 
i,  que  haya  en  la  superficie  de  la  mina, 
brocales  de  los  pozos  en  activo  servicio  estarán  provistos 
tepechos  ó  trampillas,  dispuestas  de  modo  que  alejen  todo 
o  para  la  circulación  de  las  personas  y  para  el  trabajo  de 
ireros.  Análogas  disposiciones  se  tomarán  en  los  diversos 
y  cortaduras  para  prevenir  la  caída  de  los  obreros  al  pozo 
escenso  fortuito  de  las  jaulas  ó  cubas  en  que  fuesen, 
bocas  de  los  pozos  que  asomen  á  la  superficie  y  no  estén 
vicio  se  cercarán  ó  cerrarán  de  modo  que  se  evite  todo 
mte  á  personas,  animales  ó  cosas. 

io  pozo  maestro,  temporalmente  abandonado,  se  cubrirá 
^ida  con  un  tablero  ó  con  una  bóveda  de  mamposteria  de 
z.  En  caso  de  abandono  definitivo,  la  dirección  de  la  mina 
sará  con  un  mes  de  anticipación  al  Gobernador,  quien, 
)  informe  del  ingeniero  de  Minas,  prescribirá  las  disposi- 
\  de  policía  que  juzgue  convenientes  para  la  seguridad  de 
rsonas  y  de  las  cosas. 
>cttlacMn  de  ímm  pevBoiiiis  por  los  pozos.  —  La  ha- 
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jada  y  subida  de  las  personas  deberá  verificarse  por  medio  de 
escalas  ó  aparatos  conservados  con  cuidado  y  sujetos  á  las  dis- 
posiciones siguientes: 

Los  pozos  de  escalas  estarán  dentro  de  una  habitación  cerrada, 
de  la  capacidad  necesaria  para  el  personal  que  baya  de  entrar 
en  la  mina  en  cada  tumo.  Esta  prescripción  obedece  solamente 
á  una  consideración  de  higiene  en  favor  de  los  obreros  que  les 
permita  descansar  al  llegar  á  la  superficie  y  no  pasar  brusca- 
mente de  la  temperatura  del  interior  de  la  ínina  á  la  del  exte- 
rior: á  tales  edificios  no  se  les  puede  exigir  una  solidez  notable, 
debiendo,  por  el  contrario,  ser  de  construcción  ligera,  para  no 
obstruir  la  salida  en  caso  de  accidentes,  bastando,  en  la  ge- 
neralidad de  los  casos,  con  que  sea  una  casilla  de  tablas  ó  de 
lona. 

Las  escalas  formarán  con  la  horizontal,  siempre  que  sea  posi- 
ble, un  ángulo  de  70  á  80  grados,  y  estarán  dispuestas  de  modo 
que  las  caídas  no  puedan  exceder  de  un  solo  tramo. 

En  los  pozos  maestros,  el  compartimento  de  escalas  estará 
convenientemente  protegido. 

El  empleo  de  tornos  para  la  subida  y  bajada  de  las  personas 
en  los  pozos  que  estén  profundizándose,  único  caso  en  que  se 
tolerará  dicho  empleo,  está  subordinado  á  las  siguientes  condi- 
ciones: 1.*  Es  obligatorio  el  uso  del  fiador.  2.*  No  podrán  em- 
plearse los  tomos  para  profundidades  de  más  de  50  metros. 
3.*  Antes  de  bajar  una  ó  varias  personas,  el  jefe  encargado  del 
trabajo  deberá  examinar  el  estado  de  la  maroma  ó  cable  em- 
pleado. 4.*  Mientras  bajen  ó  suban  personas  no  se  pondrá  vas^a 
ú  objeto  alguno  en  el  otro  ramal  de  la  maroma,  y  se  cuidará 
que  los  ganchos  de  dicho  ramal  no  queden  libres,  para  evitar 
todo  accidente  en  el  punto  de  cruzamiento.  5.*  Los  obreros  irán 
sigetos  por  un  cinturón  ó  cuerda  por  debajo  de  los  brazos,  en 
forma  de  que,  aunque  suelten  las  manos  por  cualquier  acci- 
dente, no  pierdan  su  posición  vertical.  6.*  Tanto  estos  pozos 
como  los  halülitados  para  la  circulación  del  personal,  estarán 
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provistos  de  una  campana,  con  su  correspondiente  cuerda  en 
toda  su  extensión,  para  poder  avisar  desde  el  interior  en  caso 
necesario. 

El  empleo  de  cables  para  la  traslación  de  las  personas  estará 
subordinado  á  las  siguientes  condiciones:  1.*  Si  se  emplean 
cubas,  está  prohibido  que  el  personal  se  ponga  de  pie  ó  se 
siente  en  el  borde  sin  usar  del  fiador,  y  estará  protegida  por  una 
defensa  adecuada  contra  la  caída  de  piedras,  herramientas,  etc. 
Si  se  emplean  jaulas,  estarán  construidas  de  modo  que  se  evite 
la  caída  de  los  obreros  y  queden  protegidos  contra  los  objetos 
que  puedan  caer  de  los  hastiales  del  pozo  ó  de  la  superficie.  To- 
das las  jaulas  destinadas  á  la  traslación  de  personas  llevarán 
paracaídas.  2.*  El  número  de  personas  que  puedan  colocarse  á 
un  tiempo  en  las  cubas  ó  en  las  jaulas,  así  como  la  velocidad 
media  de  la  marcha,  se  fijarán  por  la  dirección  de  la  mina,  la 
cual  lo  notificará  al  ingeniero  jefe  del  distrito.  Cuando  el  nú- 
mero de  obreros  sea  el  prefijado,  la  cuba  ó  la  jaula  no  podrá 
recibir  carga  alguna  adicional..  Al  arranque  y  á  la  llegada  de 
las  cubas  ó  jaulas  el  movimiento  de  la  máquina  se  hará  con 
lentitud  y  precaución,  y  lo  mismo  se  verificará  en  los  cruces, 
cuando  las  cubas  circulen  por  un  pozo  sin  tabique  divisorio  ni 
guiaderas  rígidas.  3.*  A  cierta  altura  por  cima  de  la  boca  del 
pozo  se  aproximarán  las  guiaderas  y  se  establecerán,  topes  de 
seguridad,  para  impedir  que  la  jaula  pueda  llegar  accidental- 
mente á  las  poleas  y  caer  luego  en  el  pozo.  4.^  Los  malacates  de 
caballerías  deberán  tener  un  tentemozo  ó  un  freno,  para  evitar 
una  falsa  maniobra  perjudicial  para  las  personas  colocadas  en 
las  cubas.  5.*  La  máquina  de  extracción  estará  provista  de  un 
freno  aplicado  al  árbol  de  los  carretes  ó  de  los  tambores,  y  dis- 
puesto de  manera  que  el  maquinista  pueda  manejarlo  con  faci- 
lidad sin  cambiar  de  sitio.  6.*  La  máquina  de  extracción  tendrá 
un  aparato  indicador  de  la  marcha  de  las  jaulas  por  el  pozo  y 
una  campanilla  ó  timbre  automático  que  anuncie  su  llegada  á 
la  superficie,  sin  perjuicio  de  las  señales  marcadas  en  el  cable. 
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7.*  La  dirección  de  la  mina  deberá  tomar  los  disposiciones  ne- 
cesarias para  poder  retirar  las  personas  que  se  encontrasen  en 
las  jaulas  ó  en  las  cubas,  en  caso  de  accidente  del  aparato  de 
extracción;  y  8.^  Igualmente  adoptará  las  medidas  necesarias 
para  asegurar  el  buen  orden  en  la  bajada  y  en  la  subida  de  los 
obreros,  y  no  permitirá  que  nadie  más  que  los  maquinistas 
autorizados  al  efecto,  manejen  la  máquina  mientras  se  verifique 
por  su  medio  la  circulación  de  personas. 

La  dirección  de  la  mina  hará  visitar,  por  lo  menos  una  vez 
cada  semana,  los  pozos  y  todos  los  aparatos  que  sirvan  para  la 
Iwyada  y  la  subida  de  los  obreros ,  archivándose  los  partes  es- 
critos del  encargado  de  la  visita.  En  la  mina  se  llevará  un  cua- 
derno especial  que  indique  la  fecha  de  la  colocación,  de  la  com- 
postura y  de  la  retirada  de  cada  cable;  en  dicho  cuaderno  se 
consignarán  los  resultados  de  la  vigilancia  especial  sobre  los 
cables. 

Ventiliteión  y  de«a^üe  de  lii»  minas  en  ;::eneral. — La 
salubridad  de  todos  los  puntos  accesibles  para  los  obreros  en 
una  explotación  subterránea  se  asegurará  por  una  corriente 
activa  de  aire  puro  y  por  un  sistema  general  de  desagüe,  en 
harmonía  con  las  condiciones  del  criadero.  La  velocidad  de  la 
corriente  de  ventilación  y  la  sección  de  las  galerías  dependerá 
del  número  de  obreros,  de  la  extensión  de  las  labores  y  de  las 
emanaciones  naturales  de  la  mina.  Las  galerías  que  sirvan  para 
el  paso  del  aire  deberán  ser  fácilmente  accesibles  en  todas  sus 
partes.  Las  destinadas  al  paso  de  las  aguas  tendrán  la  inclina- 
ción necesaria  para  evitar  su  estancación. 

Toda  corriente  de  aire  viciado  por  una  mezcla  de  gases  dele- 
téreos ó  inflamables,  que  pueda  constituir  un  peligro  para  la  sa- 
lud ó  seguridad  de  los  obreros,  será  desviada  cuidadosamente 
de  los  tajos  de  arranque  y  de  las  vías  de  mayor  tránsito.  La  ex- 
tensión de  los  tajos  de  explotación  se  limitará,  en  caso  necesa- 
rio, de  modo  que  se  substraiga  á  los  obreros  colocados  en  la  co- 
rriente de  la  salida  de  los  efectos  perjudiciales  de  una  alteración 
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demasiado  grande  del  aire.  Los  rellenos  establecidos,  tanto  para 
sostener  las  rocas  como  para  separar  las  vías  de  transporte  de 
las  de  ventilación,  se  apisonarán  fuertemente  y  se  conservarán 
todo  lo  impermeables  que  sea  posible;  estos  rellenos  se  llevarán 
á  la  distancia  de  los  frentes  de  arranque  necesaria  para  que  la 
corriente  de  aire  sea  activa  é  impida,  por  tanto,  la  acumulación 
de  los  gases  nocivos,  evitando,  sin  embargo,  una  exagerada 
aceleración  en  la  velocidad  de  la  corriente.  Se  evitará  en  lo  po- 
sible el  empleo  de  puertas  para  dirigir  ó  dividir  las  corrientes 
de  aire;  toda  puerta  destinada  á  repartir  la  ventilación  se  es- 
tablecerá de  modo  que  se  asegure  el  paso  de  un  volumen  de 
aire  regulado  según  las  necesidades;  el  uso  de  puertas  múltiples 
convenientemente  espaciadas  será  obligatorio  en  aquellas  vías 
en  que  deban  abrirse  con  frecuencia  para  el  servicio  de  la  mina. 

El  ingeniero  del  distrito  eh  sus  visitas  de  inspección  apreciará 
en  cada  caso  las  condiciones  de  seguridad,  limpieza  y  salubri- 
dad de  la  mina,  con  arreglo  á  los  preceptos  del  arte  del  laboreo, 
teniendo  presente  la  obligación  para  el  minero  de  cumplir  las 
prescripciones  del  art.  24  del  Decreto-ley  de  29  de  Diciembre 
de  1868,  ó  sea,  que  deberá  facilitar  la  ventilación  de  las  minas 
colindantes  y  el  paso  de  aguas  hacia  el  desagüe  general,  etc. 

Ley  de  desa  jQe  de  minas* — La,  profusión  y  excepcional 
riqueza  délos  criaderos  de  mineral  de  plomo  argentífero  de  sierra 
Almagrera,  descubiertos  en  la  época  moderna  el  año  1839,  dieron 
lugar  á  que  desde  1854,  en  que  se  presentaron  las  primeras  difi- 
cultades para  su  desagüe,  se  dieran  distintas  Reales  órdenes; 
concediendo  primero  á  una  empresa  la  autorización  para  abrir 
una  galería  general  de  desagüe,  destinada  al  servicio  de  las  per- 
tenencias enclavadas  en  aquella  comarca;  después,  aprobando 
los  convenios  entre  la  sociedad  desaguadora  y  los  concesiona- 
rios de  las  minas;  y  por  último,  otras  sobre  las  cesiones  de  de- 
rechos adquiridos  por  unos  y  otros. 

No  fueron  estas  disposiciones  suficientes,  y  la  parada  de  las 
máquinas  de  desagüe  en  1886  dio  lugar  á  que,  por  iaiciativa  par- 
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ticular,  se  presentara  en  13  de  Marzo  de  188&  en  el  Senado  un 
proyecto  de  ley,  y  que  haciéndose  cargo  el  Gobierno  de  la  tras- 
cendencia que  revestía  lo  hicieran  suyo;  lo  remitió  á  la  Junta  su- 
perior facultativa  de  Minería,  á  fin  de  que  esta  ilustrada  Corpora- 
ción emitiese  el  correspondiente  informe;  el  15  de  Junio  la  Junta 
lo  devolvió  al  Ministro  de  Fomento  con'  un  extenso  y  razonado 
informe;  añadiendo,  que  á  su  entender  debía  adoptarse  como  ley 
general  para  todas  las  comarcas  mineras  de  circunstancias  aná- 
logas, y  aceptado  esto  por  el  Ministro,  fué  presentado  á  las  Cor- 
tes, y  discutido  y  aprobado,  obtuvo  la  sanción  de  la  Corona, 
constituyendo: 

La  ley  sobre  desagüe  de  concesiones  mineras^  de  i.°  de  Agosto 
de  1889,  que  con  los  reglamentos  posteriores,  forman  la  vigente 
legislación  sobre  esta  materia,  cuyas  principales  disposiciones 
son: 

Cuando  un  grupo  más  ó  menos  numeroso  de  concesiones  mi- 
neras esté  amenazado  ó  sufra  las  consecuencias  de  una  inunda- 
ción común  á  todas  ellas,  que  comprometa  su  existencia  ó  im- 
posibilite la  extracción  de  sus  minerales,  el  Gobierno  obligará 
á  los  concesionarios  á  ejecutar  en  común  y  á  su  costa  los  tra- 
bajos necesarios  para  desaguar  las  minas  inundadas  en  todo  ó 
en  parte,  ó  para  detener  los  progresos  de  la  inundación. 

Por  orden  del  Ministro  de  Fomento  se  abrirá  información  ad- 
ministrativa, en  la  que  serán  oídos  todos  los  interesados.  El  in- 
geniero jefe  de  Minas  de  la  provincia  que  corresponda  hará 
una  Memoria,  en  la  cual  se  hará  constar  la  producción  de  las 
minas  antes  y  después  de  la  inundación,  las  causas  de  ésta, 
cómo  se  propaga,  y  sus  progresos,  los  perjuicios  que  ocasiona  y 
la  necesidad  de  aplicar  esta  ley,  para  obligar  á  los  concesiona- 
rios á  que  por  sí  y  á  su  costa  se  hagan  las  obras  de  desagite 
necesarias  para  dejar  en  seco  las  minas  aguadas  y  evitar  que  se 
inunden  las  demás;  esta  Memoria  irá  achampañada  de  los  planos 
y  cortes  necesarios  para  facilitar  su  inteligencia.  La  Memoria  y 
los  planos  quedarán  expuestos  al  público  en  el  Gobierno  civü  por 
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espaciq  de  dos  meses,  y  se  abrirá  un  registro  donde  se  consig- 
las las  observaciones  que  se  hagan  durante  dicho  plazo, 
obierno  nombrará  una  Junta,  compuesta  de  cinco  ó  seis 
3,  uno  con  el  carácter  de  Presidente,  que  será  Inspector 
1  de  Minas,  eligiendo  los  restantes  entre  personas  peritas, 
íiales  y  ajenas  á  los  intereses  que  se  ventilan,  y  que  se 
in  en  la  capital  de  la  provincia  á  los  dos  meses,  ó  sea  al 
ar  el  plazo  antes  referido.  Esta  Junta  examinará  las  de- 
lones  consignadas  en  el  registro;  recibirá  informes  ver- 
Memorias  y  observaciones  de  todas  clases;  oirá  á  los  con- 
arios  de  minas,  á  los  dueños  de  fábricas  metalúrgicas  y 
e  establecimientos  industriales;  á  las  Cámaras  de  Co- 
y  otras  Corporaciones  consultivas,  y  en  general  á  todas 
sonas  que  puedan  proporcionar  datos  útiles.  Después  ex- 
á  su  dictamen  sobre  si  debe  aplicarse  ó  no  la  ley.  Todas 
operaciones  deberán  quedar  terminadas  en  el  espacio  de 
!s;  y  extendida  la  correspondiente  acta,  acompañada  de 
los  documentos  relativos  á  la  información,  se  entregarán 
)ernador,  el  cual  con  su  informe  lo  remitirá  al  Ministro 
oento;  el  Ministro,  oyendo  al  Consejo  de  Minería,  resol- 
3bre  la  aplicación  ó  no  de  la  referida  ley. 
concesionarios,  presidentes  ó  gerentes  de  las  socieda- 
Ineras,  debida  y  legalmente  autorizados,  serán  convoca- 
►r  el  Gobernador  en  Junta  general  para  nombrar  un  sin- 
,  compuesto  de  tres  ó  cinco  vocales,  á  cuyo  cargo  quedará 
ion  de  los  intereses  comunes;  esta  reunión  la  presidirá  el 
nador,  y  en  ella  se  determinará  el  número  de  síndicos  y 
ación  de  su  cargo. 

indicato  formulará  un  reglamento,  que  someterá  á  la  Junta 
il,  convocada  y  presidida  por  el  Gobernador,  y  en  él  se 
L  la  organización  dellnitiva  y  las  atribuciones  del  sindi- 
as  bases  de  la  distribución  provisional  ó  definitiva  de  los 
entre  los  concesionarios  interesados;  el  sistema  y  modo 
cución  y  entretenimiento  de  los  trabajos  y  desagüe,  y 
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las  épocas  periódicas  en  que  los  concesionarios  deberán  satis- 
facer las  cuotas  que  les  correspondan.  Una  vez  aprobado  por  la 
Junta  general,  el  Gobernador  remitirá  el  reglamento  al  Minis- 
terio de  Fomento  para  su  sanción  definitiva,  previa  audiencia 
del  Consejo  de  Minería  y  del  Consejo  de  Estado,  si  así  lo  creyera 
conveniente. 

Las  listas  p^ra  la  recaudación  de  las  cuotas  se  extenderán 
por  los  síndicos  y  se  harán  efectivas  por  los  mismos;  las  recla- 
maciones de  los  concesionarios  sobre  la  fijación  de  sus  cuotas 
se  resolverán  por  el  Gobernador  en  el  término  de  un  mes, 
oyendo  á  la  Diputación  provincial,  al  sindicato  y  al  ingeniero 
jefe  de  Minas,  sin  que  las  cuotas  reclamadas  puedan  ser  exi- 
gibles  hasta  la  resolución  del  Gobernador.  Las  relativas  á  la 
ejecución  de  los  trabajos  se  resolverán  por  el  Gobernador, 
oyendo  al  ingeniero  jefe  de  Minas,  con  apelación,  en  el  caso  an- 
terior, y  en  éste,  al  Ministerio  de  Fomento.  Los  recursos  por  la 
vía  contencioso- administrativa  no  suspenderán  las  obras. 

Transcurridos  dos  meses  desde  que  se  reclame  el  pago  de 
la  cuota  de  desagüe  sin  que  el  concesionario  la  haya  reali- 
zado, y  un  mes  después  de  notificado  personalmente  el  deu- 
dor ó  su  representante,  y  no  siendo  esto  posible,  después  de 
anunciado  en  el  Boletín  Oficial^  se  considerará  la  mina  aban- 
donada y  el  Gobernador  declarará  caducada  la  concesión,  salvo 
el  recurso  de  alzada  ante  el  Ministerio  de  Fomento. 

Cuando  la  caducidad  sea  firme,  la  mina  se  sacará  á  pública 
subasta,  y  el  concesionario  desposeído  podrá  suspender  los 
efectos  de  la  caducidad  si  antes  de  la  nueva  adjudicación  paga 
todos  sus  atrasos,  los  recargos  de  la  Hacienda  y  los  débitos  al 
sindicato. 

Una  Real  orden  de  11  de  Mayo  de  1890  aclara  algunas  dudas, 
res<^lviendo:  1.^  que  los  concesionarios  y  presidentes  ó  gerentes 
de  las  sociedades  que  sean  convocadas  á  la  Junta  de  que  se 
trata,  podrán  concurrir  personalmente  ó  por  medio  de  repre- 
sentante con  poder  bastante,  autorizado  en  escritura  pública; 
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á.^,  que  los  presidentes  ó  gerentes  que  concurran  personal- 
mente deberán  hacer  constar  la  representación  que  ostentan 
por  medio  de  acta  notarial,  en  la  que  se  inserte  el  acuerdo  de  la 
sociedad  confiriéndoles  dicho  cargo;  y  3.*^,  que  los  que  asistan 
á  la  Junta  tienen  derecho  á  emitir  un  voto  por  cada  una  de 
las  minas  que  representen  ó  que  sean  concesionarios  ó  propie- 
tarios. 

Esta  ley  se  aplicó  desde  luego  á  Sierra  Almagrera;  de  Real 
orden  se  declararon  válidos  los  acuerdos  de  la  Junta  general 
de  concesionarios  y  presidentes  ó  gerentes  de  las  Sociedades  cu- 
yas minas  radican  en  aquella  comarca,  y  quedó  constituido  le- 
galmente  el  sindicato  por  ella  nombrado.  Y  por  otra  Real  orden 
se  dieron  instrucciones  al  Gobernador  de  Almería  para  el  cum- 
plimiento de  lo  por  la  ley  preceptuado. 

Por  otras  dos  Reales  órdenes  de  1.^  de  Febrero  y  26  de  Marzo 
de  1902  se  hace  nueva  aplicación  de  la  misma  ley  de  desagüe; 
por  la  primera  se  dispone  que  el  ingeniero  jefe  del  distrito  de 
Murcia,  redacte  la  Memoria  á  que  hace  referencia  la  ley,  estu- 
diando las  condiciones  de  la  explotación  de  las  minas  que  en 
los  términos  municipales  de  Carteigena  y  la  Unión  se  encuen- 
tran inundadas  ó  amenazadas  de  serlo;  y  por  la  segunda,  y  como 
consecuencia  de  la  Memoria,  en  la  que  de  una  manera  esmerada 
y  completa,  que  no  deja  lugar  á  la  duda,  se  declara  que  es  pro- 
cedente la  inmediata  aplicación  de  la  ley  de  desagüe  forzoso  á  las 
minas  antes  referidas  situadas  en  la  comarca  del  Real,  en  la 
Sierra  de  Cartagena,  se  dispone  que  por  el  Gobernador  civil  de 
Murcia  se  proceda  á  su  aplicación  para  este  caso. 

En  el  pasado  año  de  1905  se  comenzaron  los  primeros  traba- 
jos para  aplicar  la  misma  ley  de  desagües  al  grupo  de  concesio- 
nes mineras  de  Herrerías,  formados  por  la  mina  «Paciencia>>, 
(antiguo  coto  Fortuna)  y  sus  colindantes,  del  término  de  Maza- 
rrón  (Murcia).  La  Memoria  del  ingeniero  jefe,  punto  de  partida 
para  la  aplicación  de  la  ley,  parece  que  existe  ya  y  es  favorable. 
La  circunstancia  de  tener  ya  instalado  un  magnífico  desagüe 
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hace  que,  si  sus  dueños  fuesen  los  contratistas,  el  sindicato  no 
tendría  que  hacer  más  que  distribuir  los  gastos  de  sostenimien- 
to, amortización  é  intereses  entre  los  concesionarios,  y  podrían 
rápidamente  sentirse  los  beneficios  de  aquella  ley. 

Para  los  casos  en  que  solamente  se  trate  de  dos  minas  co- 
lindantes, se  ha  venido  aplicando  la  doctrina  contenida  en  el  ar- 
tículo 86  de  las  Bases;  y  en  su  virtud,  cuando  el  nivel  de  las 
aguas  es  distinto  y  se  sospecha  con  algún  fundamento  que  pue- 
dan pasarse  de  una  mina  á  otra,  primeramente  se  concede  un 
plazo,  que  se  procura  sea  lo  más  corto  posible,  para  que  aquélla 
que  tiene  las  aguas  más  altas  las  achique;  y  si  pasado  ese  plazo 
los  niveles  no  son  en  ambas  iguales,  se  condena  á  la  que  tiene  el 
nivel  más  alto  á  que  entrene  á  la  del  nivel  más  bajo  una  canti- 
dad representativa  de  los  perjuicios  que  á  ésta  se  irroguen  á  jui- 
cio de  los  ingenieros;  y  además,  que  se  proceda  por  administra- 
ción y  por  cuenta  de  la  mina  de  nivel  más  alto  á  verificar  el 
desagüe  necesario  hasta  conseguir  la  igualdad  de  los  niveles. 

Emploailvo».— -Transporte  y  manipulación.— En  7  de  Octu- 
bre de  1886  se  dictaron  reglas  de  policía  y  seguridad  pública,  que 
deben  observarse  en  la  introducción,  fabricación,  almacenaje, 
transporte,  venta  y  uso  de  la  pólvora  y  demás  substancias  ex- 
plosivas, en  sustitución  de  las  que  hasta  entonces  habían  venido 
rigiendo  y  que  por  ser  del  año  1865  resultaban  insuficientes; 
entre  otras  se  disponía  que: 

Nadie  podrá  fabricar,  almacenar,  vender  ó  exponer  á  la  venta 
pólvora,  cartuchos  ó  substancias  explosivas  fuera  de  las  fábri- 
cas, talleres,  almacenes  ó  depósitos  autorizados  conforme  á  las 
prescripciones  vigentes.  La  cantidad  máxima  que  se  conserve 
en  aquellos  establecimientos  no  podrá  exceder  de  la  señalada  en 
las  licencias  concedidas  por  los  Gobernadores,  ó  en  las  Ordenan- 
zas municipales  ó  disposiciones  de  los  Ayuntamientos.  El  Al- 
calde concederá  licencia  para  poder  guardar  pólvora,  substan- 
cias explosivas  de  cualquier  clase  ó  productos  elaborados  con 
ella  fuera  de  fábrica,  taller,  almacén  ó  depósito  autorizado,  á 
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las  personas  que  se  hallen  dedicadas  á  la  explotación  de  minas 
ó  canteras. 

Toda  cantidad  de  pólvora  ó  de  cualquier  otra  substancia  ex- 
plosiva existente  en  poder  de  particulares  para  su  transporte  ó 
iici^  habrá  de  conservarse  en  paquetes  perfectamente  cerrados 
)  dejen  salir  ninguna  parte  de  ella  y  la  preserven  de  todo 
e  ó  contacto  con  materias  que  puedan  ocasionar  su  explo- 
)  inflamación.  Los  paquetes  de  pólvora  serán  de  tela 
,  cartón,  madera,  cautchouc,  hoja  de  lata,  zinc,  latón  ú 
latería  análoga,  con  exclusión  de  hierro,  clavos  de  este 
y  de  toda  substancia  silícea  que  pueda  producir  chispas; 
irán  exceder  de  5  kilogramos  de  peso;  llevarán  escrita  la 
•a  «pólvora>>,  nombre  de  la  fábrica  de  que  procedan  y  alma- 
iepósito  en  que  hayan  sido  expendidos.  Cuando  exceda  de 
de  peso  se  colocarán  los  paquetes  en  cajones  de  madera 
embrados,  reforzados  y  sin  clavazón  de  hierro,  ó  en  barrí- 
madera.  Los  cajones  ó  barríles  no  excederán  de  50  kgs.  La 
lita  tendrá  que  estar  en  cartuchos  cubiertos  de  papel,  per- 
lo  ú  otra  materia  análoga,  y  sin  pistones,  cebos  ni  ningún 
ledio  de  explosión  ó  inflamación;  los  cartuchos  llevarán 
)  el  nombre  de  «dinamita*,  «materia  explosiva^,  y  el  nom- 
íl  fabricante  y  vendedor;  los  cartuchos  irán  en  paquetes 
gs.,  y  éstos  en  cajones  ó  barríles  de  25  kgs. 
podrá  entregarse  para  su  custodia,  venta,  transporte  ó 
ualquier  substancia  explosiva  á  menores  de  dieciséis  años, 
er  que  vayan  acompañados  por  sus  padres  ó  de  las  perso 
icargadas  de  su  custodia. 

Real  orden  de  14  de  Julio  de  1894,  y  en  cuanto  fueran 
bles,  regirán  las  anteriores  disposiciones  al  almacenaje, 
ra  fuese  accidental,  en  las  estaciones  ferroviarías;  que- 
>  prohibido  el  almacenaje  ó  depósito  en  las  referidas  esta- 
j  por  mayor  tiempo  de  cuarenta  y  ocho  horas;  asimis- 
n  aquellas  estaciones  en  cuya  proximidad  existan  cen- 
e  producción  ó  de  consumo  de  las  materias  peligrosas  in- 
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dicadas,  ó  que  sea  frecuente  la  expedición  ó  recepción  de  las 
mismas,  se  desuñará  un  local  especial  cerrado  y  se  observarán 
toda  clase  de  precauciones. 

Por  Real  decreto  de  31  de  Julio  de  1897  fué  adjudicado  por  el 
Estado,  el  contrato  de  arriendo  de  la  fabricación  y  venta  exclu- 
sivas de  las  pólvoras  y  materias  explosivas  á  la  Sociedad  Unión 
Española  de  Explosivos;  posteriormente  fué  modificado  en  algu- 
nas cláusulas  por  otro  Real  decreto  en  7  de  Agosto  de  1900.  Se 
consideran  reglamentarias  las  distintas  clases  de  dinamita-goma, 
dinamita,  pólvoras,  mechas,  cápsulas  y  algodón-pólvora,  indi- 
cando los  precios  á  que  tienen  obligación  de  venderse,  la  com- 
posición de  cada  una  de  las  clases,  las  tolerancias  que  en  más  ó 
en  menos  podía  admitirse  para  cada  uno  de  los  componentes,  y 
el  tanto  por  ciento  de  humedad  que  podía  tener  el  explosivo. 

A  las  prescripciones  que  antes  hemos  dicho  sobre  los  paque- 
tes, cajas  y  envases  de  las  pólvoras  y  explosivos  reglamenta- 
rios, se  añadirá  que  deberán  llevar  en  la  cubierta  indicación  del 
peso  reglamentario,  el  año  de  la  fabricación  y  el  número  de 
orden;  en  las  marcas  de  la  mecha,  el  número  de  metros  que  da 
para  velocidad  de  combustión  y  año  de  fabricación;  el  algodón- 
pólvora  llevará  además  el  grado  de  nitrificación  y  la  cantidad 
de  agua  que  tiene  al  empacarse. 

Quedan  exentas  de  pago  de  impuesto  de  consumos  y  de  todo 
arbitrio  municipal  ó  provincial  creado  ó  por  crear  las  pólvoras 
y  materias  explosivas. 

Las  substancias  explosivas  no  pueden  introducirse  en  las  mi- 
nas ni  en  sus  dependencias  inmediatas  más  que  con  autoriza- 
ción del  director  de  las  labores  ó  de  su  delegado,  y  conformán- 
dose con  las  reglas  de  prudencia  que  juzgue  necesario  prescri- 
bir. Estas  substancias  sólo  pueden  transportarse  en  forma  de 
cartuchos  y  dentro  de  cajas  ó  sacos  distintos  y  cuidadosamente 
cerrados. 

Las  cápsulas,  la  pólvora,  la  dinamita  y  demás  explosivos  de- 
berán estar  colocados  en  cajas  ó  sacos  distintos  y  aislados  unos 
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de  otros.  El  almacenamiento  de  estas  substancias  habrá  de  ha- 
cerse en  polvorín  situado  y  construido  de  manera  que  se  eviten 
los  riesgos  de  una  explosión. 

Queda  prohibido  el  tratar  de  deshelar  la  dinamita  aproxi- 
mando los  cartuchos  al  fuego.  No  se  debe  llevar  en  cada  en- 
trada más  que  el  número  de  cartuchos  necesario  para  el  trabajo 
del  día.  Queda  prohibido  dejar  en  las  labores  subterráneas  ex- 
plosivos que  no  tengan  empleo  inmediato.  Hasta  el  momento 
de  usarlos,  los  cartuchos  y  las  mechas  se  depositarán  en  im 
sitio  seguro  que  designará  el  capataz. 

Empico. — La  introducción  y  ataque  de  los  cartuchos  en  el 
barreno  no  deben  hacerse  más  que  con  atacadores  de  madera 
evitando  en  lo  posible  los  choques.  No  se  emplearán  para  tacos 
de  los  barrenos  más  que  substancias  no  susceptibles  de  produ- 
cir chispas.  Será  obligatorio  el  uso  de  mechas  de  seguridad. 

Sobre  el  uso  de  las  mechas  y  por  circular  de  la  Dirección 
de  Agricultura,  de  28  de  Junio  de  1901,  se  han  añadido  las 
prescripciones  siguientes:  No  podrán  usarse  en  las  minas  otras 
mechas  que  las  de  seguridad  ó  Bickford,  constituidas  por  un 
alma  de  pólvora  contenida  en  una  envolvente  ó  cubierta,  sim- 
ple ó  múltiple,  de  tela  embreada  ó  engomada,  y  las  mechas  eléc- 
tricas de  incandescencia;  en  el  empleo  de  las  primeras  se  tendrá 
presente  que  si  los  lugares  son  secos  es  suficiente  que  la  cu- 
bierta esté  constituida  por  una  sola  capa  de  tela  embreada,  y 
que  en  sitios  húmedos  ó  inundados  la  cubierta  debe  estar  cons- 
tituida de  tal  modo  que  resulte  completamente  impermeable; 
cuando  el  explosivo  que  se  emplee  sea  la  pólvora  hay  que  pro- 
curar que  el  contacto  entre  la  pólvora  de  la  mecha  y  la  que  en- 
cierra el  cartucho  sea  perfecto,  y  para  conseguirlo  se  deshilará 
la  cubierta  de  la  mecha  en  su  extremo  é  introduciendo  la  parte 
deshilada  en  la  primera  capa  de  pólvora  del  cartucho  se  afir- 
mará en  él  y  después  con  los  hilos  procedentes  del  deshilado  se 
la  atará  al  cartucho. 

La  longitud  de  la  mecha  que  se  emplee  deberá  ser  la  que  se 
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calcule  que  es  necesaria  para  que  el  obrero  tenga  tiempo  so- 
brado de  ponerse  en  salvo.  La  mecha  se  introducirá  en  la  cápsula 
introduciendo  la  primera  en  la  segunda  hasta  que  toque  al  ful- 
minante y  después  se  la  sujetará  en  el  borde,  valiéndose  para 
practicar  esta  operación  de  las  tenacillas  especiales  que  la  mis- 
ma requiere,  quedando  prohibido  que  esta  operación  se  prac- 
tique con  la  boca.  Si  la  mecha  fuera  delgada  y  la  cápsula  por 
el  contrario  gruesa,  se  evitará  el  que  un  pliegue  excesivo  de  la 
cápsula  oprima  al  fulminante  engrosando  la  extremidad  de  la 
mecha  por  medio  de  una  envolvente  formada  por  una  tirita  de 
papel. 

En  los' sitios  húmedos,  la  unión  de  la  cápsula  con  la  mecha 
se  enlodará  ó  engrasará  con  manteca  ó  sebo.  Guando  el  explosivo 
empleado  sea  la  dinamita,  no  se  usarán  cápsulas  menores  que 
las  triples  y  si  se  empleara  la  dinamita-goma  las  cápsulas  no 
podrán  ser  inferiores  á  las  quíntuples.  El  hueco  que  para  alojar 
la  cápsula  en  el  explosivo  hay  que  hacer,  no  debe  dejar  holgura, 
y  para  evitar  que  la  llama  de  la  mecha  pueda  inflamar  al  explo- 
sivo antes  que  al  fulminante  deberá  sobresalir  la  cápsula  unos 
cinco  milímetros.  No  podrá  sujetarse  la  cápsula  al  cartucho 
dando  vueltas  á  éste  con  la  mecha;  la  sujeción  deberá  hacerse 
plegando  el  papel  del  extremo  del  cartucho  alrededor  de  la  base 
de  la  mecha  y  atándolo  después  por  medio  de  un  hilo. 

Para  emplear  una  mecha  será  necesario  que  se  haya  some- 
tido á  pruebas  de  continuidad  é  impermeabilidad.  Esta  última 
podrá  comprobarse  introduciendo  dentro  de  agua  un  trozo  de 
mecha  cuyas  puntas  queden  fuera  por  espacio  de  diez  minutos 
y  viendo  si  transcurrido  este  tiempo  el  fuego  se  propaga  en  ella 
sin  dificultad  alguna.  Los  trozos  de  mecha  que  se  sometan  á 
prueba  no  deben  ser  menores  de  un  metro  de  longitud,  ni  to- 
marse de  los  extremos  del  rollo. 

Para  encender  las  mechas  sólo  se  empleará  el  sistema  lla- 
mado á  la  flor,  ó  sea  el  que  consiste  en  dar  fuego  directamente 
con  la  llama  del  candil  ó  lámpara  á  la  pólvora  de  la  mecha,  que- 
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dando  prohibido  el  uso  del  papel  mojado  en  aceite,  por  tener 
i  substancia  la  propiedad  de  devolver  el  alquitrán  y  hacer 
meable  la  mecha. 

las  mechas  eléctricas  que  se  empleen  tendrán  que  serlo  por 
andescencia  y  se  enlazarán  todos  los  barrenos  en  serie  para 
mismo  explosor.  Antes  de  colocar  las  cápsulas  eléctricas  de- 
á  probarse  su  continuidad  y  aislamiento  por  medio  de  un 
vanóscopo  apropiado.  Igualmente  antes  de  dar  fuego  deberá 
aprobarse  la  continuidad  y  el  aislamiento  eléctrico  del  cir- 
to  de  las  mechas  puestas  en  los  barrenos. 
!stas  prescripciones  propuestas  por  la  sociedad  Unión  Espa- 
a  de  Explosivos  y  aceptadas  por  >el  Consejo  de  Minería,  se 
1  mandado  publicar  en  los  Boletines  Oficiales  de  las  provin- 
s  para  hacerlo  llegar  á  conocimiento  de  los  industriales  mi- 
•os. 

^as  restantes  disposiciones  del  Reglamento  de  Policía  sobre 
e  punto  son: 

SI  director  de  la  mina  dispondrá  que  la  pega  de  barrenos  se 
ja  siempre,  á  ser  posible,  á  hora  fija,  aprovechando  las  de 
K^nso  de  los  obreros.  No  se  permitirá  la  circulación  de  per- 
la alguna  por  la  zona  comprendida  dentro  del  radio  de  ac- 
n  de  los  barrenos,  desde  cinco  minutos  antes  de  prenderse 
!go  á  las  mechas,  hasta  después  que  hayan  estallado  todos 
3S  y  reconocidas  por  el  capataz  no  exista  el  menor  riesgo, 
igún  barreno  fallido  podrá  ser  descargado,  ni  abrirse  otro  en 
proximidad,  sino  bajo  la  inmediata  dirección  del  capataz, 
m  entendido  que  este  capataz  es  el  vigilante  ó  encargado  de 
la  labor  que  no  necesita  título  oficial. 

Ilel  abandono  de  las  mina».— El  concesionario  que 
aindone  una  ó  más  minas  lo  pondrá  en  conocimiento  del  Go- 
mador,  por  medio  de  oficio,  con  un  mes  de  antelación, 
siendo  constar  haber  cerrado  los  pozos  y  cumplido  todas  las 
íscripciones  establecidas  en  las  minas  cuyos  trabajos  aban- 
ne,  y  acompañando  los  planos  y  cuadernos.  El  Gobernador 
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mandará  se  entregue  en  el  acto  recibo  de  esta  comunicación  y 
dispondrá  que  por  el  ingeniero  jefe  de  Minas  del  distrito  se  pro- 
ceda á  reconocer  la  mina  y  certifique  del  estado  regular  de  sus 
fortificaciones  y  de  hallarse  suficientemente  cercados  los  pozos, 
informando  también  acerca  de  la  exactitud  de  los  planos  y  cum- 
plimiento de  las  demás  disposiciones  aplicables  al  caso.  Si  no 
resultasen  cumplidas,  se  fijará  un  breve  plazo  al  concesionario 
para  que  ejecute  las  obras  necesarias,  y  en  el  caso  de  ne- 
garse á  ello,  se  realizarán  por  la  Administración  á  costa  del 
dueño  de  la  mina. 

El  concesionario  de  una  mina  que  la  abandone  sin  cumplir 
previamente  las  anteriores  prescripciones  incurrirá  en  una 
multa  que  no  excederá  de  250  pesetas,  quedando  además  res- 
ponsable de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  abandono 
é  indebidas  condiciones  se  causare  á  la  mina  ó  á  un  tercero. 
Si  fuese  declarada  legalmente  su  insolvencia,  será  reputado  da- 
ñador voluntario  á  todos  los  efectos  legales. 

Miniís  ron  iprlíiii.— Explotación  y  ventilación.— Los  ac- 
cidentes ocurridos  en  algunas  cuencas  hulleras  en  estos  últimos 
años,  en  los  que  perdieron  la  vida  gran  número  de  obreros,  im- 
presionaron á  la  opinión  pública,  y  el  Ministro  de  Fomento  se 
preocupó  de  estudiar  la  manera  de  disminuir  esas  catástrofes, 
ya  que  por  la  índole  especial  de  los  trabajos  de  explotación  de 
las  minas,  particularmente  de  las  de  hulla,  se  hace  punto  menos 
que  imposible  evitarlas  por  completo. 

Al  estudiar  los  accidentes  que  ocurren  en  las  explotaciones 
hulleras,  no  puede  menos  de  reconocerse  que,  si  bien  en  muchos 
casos  la  causa  determinante  es  la  imprudencia  temeraria  del 
obrero,  familiarizado  con  el  peligro  constante  en  que  vive,  otros 
tienen  su  origen  en  deficiencias,  en  la  ventilación,  en  los  explo- 
sivos y  modo  de  usarlos,  en  el  alumbrado  ó  en  otros  diversos 
motivos  que  íio  pueden  imputarse  al  obrero,  primera  víctima 
siempre  del  siniestro.  El  reglamento  de  policía  minera  vigente 
prescribía  ya  la  manera  como  debía  llevarse  el  laboreo,  para 
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evitar  acttmi]IaeMMi)e&  importantes  de  gases;  pero  creyendo  que 
aquellas  prescripciones  eran  insuficientes,  por  Real  decreto 
de  12  de  Julio  de  1904  se  dispuso  lo  siguiente: 

a)  El  laboreo  se  verificará  en  las  minas  que  produzcan  griBÚ 
por  tramos  descendentes.  Podrán,  sin  embargo,  hacerse  labores 
en  tramos  ascendentes  en  terreno  estéril  que  no  produzcan  grisú 
y  no  estén  comunicadas  con  otras  que  lo  contengan.  £n  casos 
excepcionales  podrán  también  ejecutarse  por  tramos  ascenden- 
tes en  terrenos  que  contengan  este  gas,  pero  para  ello  será  pre- 
ciso autorización  especial  del  ingeniero  jefe  de  la  provincia  ó  del 
ingeniero  comisionado  por  éste,  ó  del  destinado  á  la  inspección 
inmediata  de  la  cuenca,  quien,  de  acuerdo  con  el  director  de  la 
mina,  dispondrá  las  condiciones  en  que  habrán  de  llevarse  á 
cabo  y  los  medios  que  deban  emplearse,  tanto  respecto  de  la 
ventilación  como  de  la  clase  de  explosivos  y  demás  prevenciones 
que  considere  necesarias,  que  deberán  ser  consignadas  en  el  li- 
bro de  visita  de  la  mina.  En  caso  de  disidencia  entre  el  ingeniero 
del  Gobierno  y  el  director  de  la  mina,  se  ejecutará  la  labor  según 
disponga  el  primero,  quedando  al  segundo  el  recurso  correspon- 
diente ante  el  Gobernador.  El  ingeniero  jefe  en  este  caso  podrá, 
si  lo  estima  necesario,  nombrar  un  ingeniero  ó  celador,  según 
los  casos,  para  que  ejerza  la  debida  vigilancia  en  la  ejecución 
de  la  obra. 

Se  observarán  las  prescripciones  6J,  c)  y  d)  que  dijimos,  para 
evitar  las  explosiones  en  todas  las  minas  de  combustibles,  aun- 
que no  tuvieran  grisú. 

Se  dispone  también  que  deberán  llevarse  barrenos  de  flor  de 
cuatro  ó  cinco  metros  en  toda  labor  de  avance  en  zona  virgen 
no  reconocida  ó  peligrosa,  bien  se  trate  de  galerías  en  direccio- 
nes, ó  de  traviesas,  pozos,  etc.  Estos  barrenos,  sin  dar  una  ga- 
rantía absoluta,  señalarán  en  la  mayoría  de  los  casos  la  proxi- 
midad del  contacto  de  las  dos  clases  de  rocas,  y  quizás  con  ellos 
se  toque  directamente  algún  depósito  de  gas. 

Será  obligatorio  señalar  en  los  planos  generales,  así  como  en 
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los  avances  mensuales,  las  distintas  clases  de  rocas  que  con  los 
trabajos  se  encuentren.  Teniéndolas  á  la  vista  se  podrá  prever, 
en  determinados  lugares,  la  proximidad  del  cambio  de  terr^io 
y  la  probabilidad  de  llegar  á  puntos  peligrosos. 

En  las  referidas  labores  de  avance  se  efectuará  el  arranque 
por  medio  de  explosivos  únicamente,  prohibiéndose  el  uso  del 
pico,  el  cual  solamente  se  empleará  cuando,  á  juicio  del  director 
facultativo  de  la  mina,  sea  indispensable  para  las  operaciones 
de  laboreo,  haciéndolo  así  constar  por  medio  de  diligencia  razo- 
nada en  el  libro  de  visitas  de  aquélla. 

Las  entradas  y  salidas  de  aire,  lo  mismo  en  las  ventilaciones 
naturales  que  en  las  artificiales,  se  efectuarán  por  excavaciones 
separadas  por  macizos  de  suficiente  espesor,  para  evitar  la  mez- 
cla de  las  dos  corrientes. 

Será  obligatoria  una  activa  ventilación,  bien  sea  natural  ó 
artificial,  y  en  cada  mina  ó  grupo  de  ellas  comunicadas  se  insta- 
larán ventiladores,  cuya  potencia  será  proporcional  al  desarro- 
llo de  la  explotación.  En  el  caso  de  que  estos  ventiladores  estén 
instalados  en  el  interior  de  la  mina,  ó  si  en  análogas  condicio- 
nes existieran  algunas  otras  máquinas,  principalmente  de  desa- 
güe, se  dispondrán  en  los  anchurones  cuartos  provistos  de  puer- 
tas con  cierre  hermético  y  ventilación  adecuada,  para  guarecerse 
los  encargados  del  manejo  de  aquéllas;  serán  de  utilidad  sobre 
todo  en  los  casos  de  falsas  alarmas.  En  cada  mina  ó  grupo  de 
minas  explotadas  por  una  misma  empresa  deberá  proveerse  de 
aparatos  de  ventilación  artificial,  con  los  que  hará  los  primeros 
reconocimientos,  después  de  ocurrida  una  explosión,  el  personal 
previamente  instruido  en  su  manejo. 

En  la  superficie  se  tomarán  las  precauciones  necesarias  para 
alejar  de  todo  lugar  el  grisú  que  salga  de  la  mina. 

Las  vías  de  entrada  y  salida  del  aire  estarán  separadas  por 
macizos  sólidos  para  resistir  en  los  casos  ordinarios  á  una  ex- 
plosión de  grisú,  y  bastante  impermeables  para  no  dejar  paso  á 
una  cantidad  excesiva  de  aire.  Las  tuberías,  de  cualquier  clase 
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que  sean,  no  pueden  emplearse  más  que  para  la  ventilación  de 
las  labores  preparatorias  ó  de  investigación. 

No  se  entrará  á  trabajar  en  una  mina  con  grisú  sin  que  un 
encargado  especial  haya  reconocido  antes  de  la  hora  de  relevo, 
con  la  lámpara  de  seguridad,  los  tajos  y  vías  de  comunicación, 
declarando  que  no  ofrecen  peligro;  esta  declaración  la  consig- 
nará y  firmará  en  el  acto  en  un  cuaderno  que  se  llevará  al 
efecto.  En  los  trabajos  que  se  consideren  como  peligrosos  no 
deberá  faltar  nunca  un  vigilante  que  examine  continuamente 
las  variaciones  que  pueda  sufrir  el  terreno,  toda  vez  que  los 
obreros,  distraídos  en  su  trabajo,  muchas  veces  no  se  fijan  en 
éstas,  que  son  de  la  mayor  importancia,  redoblándose  las  pre- 
cauciones cuando  se  note  algo  anormal  y  dando  aviso  de  ello 
inmediatamente  al  director  facultativo. 

Los  huecos  que  no  estén  en  explotación  ó  en  avance,  deberán 
cerrarse  en  toda  su  anchura,  de  modo  que  nadie  pueda  penetrar 
en  ellos  por  inadvertencia. 

En  los  puntos  donde  sea  preciso,  á  juicio  del  director  de  la 
mina,  se  pondrán  señales  visibles  de  parada,  y  ningún  obrero 
pasará  más  allá  hasta  que  se  tenga  la  seguridad  de  que  no  hay 
en  ello  peligro. 

Cuando  un  vigilante  note  que  por  un  motivo  cualquiera  la 
mina  ó  una  parte  de  ella  ofrece  peligro  para  los  obreros,  man- 
dará y  dirigirá  su  retirada  con  orden,  y  no  se  reanudará  el  tra- 
bajo sin  haber  hecho  desaparecer  las  causas  de  aquél.  En  toda 
mina  con  grisú  habrá  un  barómetro  y  un  termómetro  colocados 
en  la  superficie  en  sitio  á  propósito  cerca  de  la  entradíi  de  la 
mina. 

b)  Alumbrado.— Para  el  alumbrado  en  las  minas  que  tengan 
grisú  es  obligatorio  el  empleo  de  lámparas  de  seguridad.  En 
las  minas  de  grisú  queda  prohibido  el  empleo  de  lámparas  de 
arco  voltaico  en  el  interior  de  las  labores. 

El  alumbrado  en  las  principales  galarías  de  transito  general 
será  permanente,  y  con  preferencia  eléctrico,  y  el  minero  em- 
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pleará  para  su  uso  personal  el  candil,  que  indica  al  apagarse 
la  presencia  de  ácido  carbónico  en  proporción  superior  á  12 
por  100. 

Guando  se  usen  lámparas  de  incandescencia  .deberán  estar 
provistas  por  una  segunda  cubierta  de  cristal  de  paredes  grue- 
sas, resguardada  á  su  vez  por  una  armadura  metálica  que  las 
preserve  de  los  choques.  Los  conductores  para  el  alumbrado 
eléctrico  se  establecerán  en  igual  forma  y  en  las  mismas  condi- 
ciones que  se  determina  para  los  empleados  en  la  pega  de  ba- 
nrenos. 

Las  lámparas  empleadas  por  los  obreros  deberán  estar  ce- 
rradas con  llave,  y  el  tipo  adoptado  en  cada  mina,  obtener  la 
aprobación  previa  del  Gobernador,  á  consulta  del  ingeniero  jefe 
de  Minas.  Contra  la  negativa  del  Gobernador  cabe  la  apelación 
al  Ministerio  de  Fomento,  quien  resolverá  en  definitiva  después 
de  oir  al  Consejo  de  Minería. 

Ea  las  minas  donde  se  empleen  las  lámparas  de  seguridad 
habrá  una  persona  competente  designada  al  efecto,  que  las  exa- 
minará antes  de  ser  introducidas  en  las  labores  y  se  asegurará 
que  están  corrientes  y  bien  cerradas  con  llave.  En  cuanto  el 
obrero  acepte  la  lámpara  que  se  le  entregue,  se  hace  responsable 
de  ella.  Si  llegara  á  deteriorarse,  está  obligado  á  apagarla  en  el 
acto  y  llevarla  al  punto  donde  pueda  cambiarla  por  otra.  Las 
lámparas  que  se  apaguen  accidentalmente  deberán  entregarse 
en  los  puntos  designados  por  la  dirección  de  la  mina,  para  que 
puedan  abrirse  y  volverse  á  encender. 

Explosivos.  —  Todas  las  prescripciones  del  reglamento  de 
Policía  para  esta  parte  han  sido  modificadas  por  el  Real  decreto 
de  12  de  Julio  de  1904  en  la  forma  siguiente: 

En  las  minas  con  grisú  queda  prohibido  en  absoluto  el  em- 
pleo de  la  pólvora  negra  para  el  arranque  de  la  hulla,  y  para 
emplear  otra  clase  de  explosivos  será  necesario  autorización 
competente,  que  no  se  concederá  en  caso  de  que  aquéllos  no  sa- 
tisfagan á  las  condiciones  siguientes:  Primera;  los  productos  de 

11 


Digitized  by 


Google 


-  162  - 

SU  detonación  no  contendrán  ningún  elemento  combustible» 
tales  coDQo  el  hidrógeno,  óxido  de  carbono  y  carbón  sólido.  Se- 
gunda; la  temperatura  de  detonación,  deducida  de  la  composi- 
ción del  explosivo,  no  deberá  ser  superior  á  1.900  grados  centí- 
grados en  los  empleados  para  excavaciones  en  rocas,  ni  á  1.50O 
grados  centígrados  en  los  destinados  al  arranque  de  carbón. 
Tercera;  los  explosivos  deben  estar  contenidos  en  cartuchos 
sobre  los  cuales  estén  indicados  de  modo  legible  la  naturaleza 
y  la  composición  cuantitativa  de  las  substancias  de  que  estén 
formadas,  con  el  fin  de  poder  hacer  el  cálculo  de  la  temperatura 
de  detonación.  Cuarta;  los  ingenieros  y  vigilantes  ó  celadores 
del  servicio  oficial  de  minas  podrán,  en  cualquier  momento, 
asegurarse  de  que  se  han  cumplido  las  prescripciones  anterio- 
res, tomando  de  entre  los  cartuchos  preparados  para  ser  emplea- 
dos uno  ó  más  como  muestra  para  analizarlos,  levantando  acta 
de  ello,  de  la  que  se  dará  copia  al  director  de  la  mina.  Quinta; 
el  peso  de  la  carga  de  explosivo  no  deberá  exceder  del  que  le 
esté  señalado  como  límite  de  seguridad.  Sexta;  no  se  procederá 
á  cargar  los  barrenos  sin  asegurarse  antes  de  que  no  se  des- 
prende grisú  en  ellos.  Séptima;  el  atacado  ó  relleno  de  los  ba- 
rrenos cargados  con  explosivos  autorizados  se  hará  con  el  ma- 
yor cuidado,  empleando  materias  plásticas,  y  en  ningún  caso 
materias  carbonosas  ó  susceptibles  de  arder  con  llama;  la  altura 
del  taco  no  será  inferior  á  20  centímetros  para  los  primeros 
100  gramos  de  la  carga,  con  adición  de  5  centímetros  porcada 
100 gramos  más,perosinpasaren  ningún  caso  de  50  centímetros. 

Se  empleará  de  preferencia  la  pega  eléctrica  de  barrenos  en 
los  sitios  peligrosos  por  la  presencia  del  grisú.  Los  conductores 
estarán  aislados  y  protegidos,  y  las  juntas  muy  apretadas,  para 
evitar  chispas  por  un  mal  contacto.  Queda  prohibido  verificar 
la  pega  por  medio  de  máquinas  electro- estáticas  en  los  sitios  en 
que  haya  grisú. 

En  las  minas  de  hulla  será  obligatoria  la  existencia  de  los 
aparatos  necesarios  para  comprobar  la  presencia  del  grisil  y 
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determinar  su  cantidad  en  la  atmósfera  con  un  error  máximo  de 
uno  y  medio  por  100.  También  deberán  llevar  un  libro  diario  en 
donde  se  anoten  con  toda  exactitud  las  observaciones  hechas  en 
diferentes  sitios  de  la  mina  y  disposiciones  adoptadas.  Los  di- 
rectores de  las  minas  serán  responsables  del  cumplimiento  de 
estas  prescripciones. 

El  encargado  de  hacer  la  pega  de  barrenos  estará  en  lugar 
fuera  de  todo  peligro.  Cuando  se  trata  de  zonas  no  reconocidas 
ó  reconocidas  como  peligrosas,  no  se  hará  ninguna  pega  de  ba- 
rrenos sin  que  hayan  salido  de  todos  los  pisos  inferiores  que 
con  ellas  comunican,  así  como  de  los  inmediatos  pisos  superio- 
res, los  obreros  que  allí  se  encuentren  trabajando,  quienes  se 
retirarán  á  lugar  seguro,  donde  exista  buena  ventilación  y  fácil 
salida  al  exterior.  El  número  de  pisos  superiores  desalojados 
dependerá  en  cada  caso  de  la  extensión  de  las  labores  comuni- 
cadas y  de  la  ventilación  que  en  ellas  haya. 

Se  concedieron  tres  meses  de  plazo  para  el  cumplimiento  de 
las  anteriores  prescripciones,  y  en  vista  de  que  con  excepción 
de  algunas  minas  de  la  cuenca  carbonífera  de  Córdoba  no  se 
empleaban  en  las  demás  explosivos  que  ofrecieran  alguna  ga- 
rantía de  seguridad,  por  Real  orden  de  12  de  Noviembre  del 
mismo  año  de  1904  se  dispuso: 

1.^  Que  por  los  ingenieros  jefes  y  en  término  breve  se  clasifi- 
quen provisionalmente  las  minas  de  hulla  en  explotación,  con 
expresión  de  aquellas  en  las  cuales,  por  la  presencia  del  grisú 
ó  por  otras  causas,  deba  prohibirse  el  uso  de  los  explosivos  or- 
dinarios, sustituyéndolos  por  los  llamados  de  seguridad. 

2.**  Que  se  recomiende  á  los  mineros  el  uso  de  los  explosivos 
siguientes,  que  reúnen  las  condiciones  marcadas  anteriormente: 

Para  trabajos  en  roca  con  temperatura  de  explosión 
inferior  á  1,900^. 

Tvr/,w«^,./^  i    í  Nitrato  amónico 60 

Numero  1.  j  Dinamita  núm.  1 40 
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Nitrato  amónico J       ) 

á.  {  Nitroglicerina. 29.10  [  1.840° 

Algodón  nitrado 0.90  ; 

3    (  Nitrato  amónico 85 

'  (  Algodón  octonítrico 15 

^   (  Nitrato  amónico 91.5 

*  (  Binitronaftalina 8.5 

Nitroglicerina 25      \ 

Nitro 34      I 

Corteza  de  roble  pulverizada  j  I 

ó  harina  de  centeno,  ú  otro  I  f 

5.  {      serrin  ó  harina  equiva- 1  39.5    1.846^ 

lente,  solos  ó  mezclados  I  i 

con  2.5  por  100  de  agua. .  )  \ 

Nitrato  de  barita 1        ^ 

Carbonato  sódico 0.5 

Para  trabajos  en  capa  con  temperatura  de  explosión 
inferior  á  1.500^. 

Número  6.  \  Nitrato  amónico 80 

Dinamita  num.  1 20 


/  Nitrato  amónico 88       ) 

7.  \  Nitroglicerina 11.76  [  1.440° 

i  Algodón  nitrado 0.24  ) 


g    \  Nitrato  amónico 90.5 

Algodón  octonitrico 9.5 

Nitrato  amónico 95.5 

Trinitronaftalina 4.5 


H 


I  Nitrato  amónico 82 
Cloruro  amónico 13 
Binitronaftalina 5 

3.°  Que  de  entre  los  explosivos  de  seguridad  citados  ante- 
riormente, el  señalado  con  el  núm  2,  apropiado  con  especialidad 
para  los  trabajos  en  rocas  duras,  el  núm.  5  para  rocas  blandas 
y  el  núm.  7  para  los  trabajos  en  capas,  son  los  únicos  que  de- 
berán tarifarse,  obligándose  provisionalmente  á  la  Sociedad 
«Unión  Española  de  Explosivos»  á  tener  existencia  en  almacén 
para  su  venta,  debiendo  advertirse  que  los  precios  que  se  :^en 
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deben  estar  en  relación  con  la  fuerza  explosiva  de  los  mismos; 
y  por  el 

4.**  se  le  concedió  un  mes  de  plazo  á  la  referida  Sociedad  para 
tener  los  explosivos  números  2,  5  y  7. 

Por  último,  y  teniendo  presente  que  los  más  recientes  estudios 
hechos  en  el  extranjero  parecen  demostrar  que  disminuyendo 
suficientemente  la  carga,  todos  los  explosivos  ofrecen  cierta  se- 
guridad, es  decir,  que  para  su  uso  en  las  minas  de  hulla  sería 
suficiente  admitir  un  máximo,  variable  para  cada  explosivo,  de 
carga  por  barreno,  teniendo  en  cuenta  el  número  de  éstos  en  el 
frente  de  labor;  y  si,  además  de  este  máximo  de  carga,  se  limita 
la  temperatura  teórica  de  explosión  á  2.200^,  con  lo  que  se  con- 
seguiría igual  seguridad,  por  lo  menos,  que  con  los  medios 
actuales,  tanto  los  límites  de  carga  y  de  temperatura,  como  la 
designación  de  los  explosivos  que  deban  obligatoriamente  em- 
plearse en  las  explotaciones  que  contengan  grisú,  se  consideren 
como  provisionales  hasta  que  los  estudios  especiales  que  sobre 
este  asunto  se  haga  por  personal  competente  permitan  dictar 
con  carácter  definitivo  las  prescripciones  convenientes,  en  ra- 
zón á  que,  de  resultar  comprobados  los  principios  indicados,  la 
industria  minera,  sobre  obtener  mayor  libertad  de  acción  y  faci- 
lidad para  sus  trabajos,  conseguiria  igual  ó  mayor  seguridad  en 
sus  explotaciones  que  por  los  medios  exigidos  actualmente. 

A  los  efectos  mencionados,  en  29  de  Julio  de  1905,  y  por  Real 
decreto,  se  nombró  una  Comisión  para  el  estudio  del  grisú,  de 
los  explosivos  y  de  los  accidentes  mineros. 

En  Bélgica,  en  27  de  Octubre  de  1900,  se  dio  una  circular  mi- 
nisterial, acompañada  de  una  lista  de  explosivos  de  seguridad. 
Posteriormente,  en  31  de  Enero  de  1905,  nueva  circular  del  Mi- 
nisterio de  Industria  y  Trabajo  ha  reformado  aquella  lista,  en 
vista  de  las  experiencias  efectuadas  desde  entonces  en  el  labo- 
ratorio de  Flameríes,  con  explosivos  de  seguridad  que  ofrecen 
mayor  garantía  y  únicos  que  tienen  carácter  oficial.  Al  mismo 
tiempo,  no  siendo  nunca  la  seguridad  de  un  explosivo  absoluta 
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y  no  existiendo  en  todo  caso  sino  por  bajo  de  una  cierta  carga, 
no  podrán  ser  empleados  más  que  por  bajo  de  un  máximo  de 
carga,  que  se  indica  para  cada  uno.  Se  hace  constar  además 
que  el  atacado  debe  hacerse  con  gran  esmero  y  tener  un  espesor 
de  20  centímetros  por  lo  menos. 

No  estando  allí  monopolizados  los  explosivos,  pueden  hacerse 
en  todas  las  fábricas;  así  que  en  las  listas  se  dice  además  la  fá- 
brica de  donde  procede. 

Por  último,  se  les  recomienda  á  los  ingenieros  que  envíen  de 
cuando  en  cuando  á  dicho  laboratorio  para  ser  reconocidos,  car- 
tuchos tomados  en  sus  visitas  de  inspección. 

Aunque  la  lista  indica  la  composición  y  fabricación,  nos  limi- 
taremos á  decir  sus  nombres  y  cargas  máximas. 

Núm.  1.  La  Kohlencarbonita Carga  máx.  1,100  kilogs. 

»    2.  El  Securóforo  III »  1,050  » 

f>    3.  LaDensita III »  0,900  » 

>►    4.  La  Dinamita  antigrisutosa. .  »  0,850  ^> 

)►    5.  La  Grisutina  II >►  0,850  » 

)►    6.  La  Carbonita  II »  0,750  » 

y>    7.  El  Favier  II  bis >  0,700  » 

»    8.  La  Amoniocarbonita >  0,600  » 

»    9.  La  Grisutita »  0,500  » 

*  10.  El  Securóforo  II »  0,460  >► 

(Bevista  Minera,  1905,  pág.  89.) 

DisciPUNA  DEL  PERSONAL.  —  En  Cada  campo  de  explotación 
de  las  minas  con  grisú  habrá  un  capataz  encargado  de  la  vigi- 
lancia de  los  medios  de  ventilación  y  alumbrado  y  de  los  traba- 
jos que  se  ejecuten  por  medio  de  explosivos.  Este  capataz,  que 
deberá  tener  el  título  oficial,  será  auxiliado  en  su  servicio  por 
vigilantes,  cuyo  número  se  determinará  por  la  dirección  de  la 
mina,  según  la  extensión  de  las  labores,  la  naturaleza  y  abun- 
dancia de  los  gases  desprendidos  y  el  grado  de  «seguridad  que 
ofrezca  el  sistema  de  ventilación. 

El  capataz  y  los  vigilantes  se  les  incluirá  en  las  listas  de  obre- 
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ros,  y  en  ningún  caso  podrán  estar  interesados  en  las  contratas 
de  las  labores  cuya  vigilancia  se  les  confíe. 

La  misión  de  los  vigilantes  es:  1.^  No  permitir  el  acceso  á  las 
labores  de  una  entrada  de  obreros,  sin  un  previo  reconocimien- 
to; velar  por  el  cumplimiento  de  las  prescripciones  del  regla- 
mento de  policía  y  cuidar  de  que  se  conserven  en  buen  estado 
las  vías  de  ventilación.  2.°  Durante  el  trabajo,  una  severa  po- 
licía en  los  tajos,  vías  de  tránsito,  manejo  de  lámparas,  manio- 
bras de  puertas,  etc.;  en  una  palabra,  todo  lo  que  importa  á  la 
seguridad  de  la  mina  y  los  obreros,  desde  el  punto  de  vista  de 
la  ventilación  y  alumbrado.  3.**  Señalar,  para  que  sean  perse- 
guidos y  castigados,  según  los  casos:  los  autores  de  cualquier 
infracción  de  las  reglas  de  prudencia  y  subordinación;  á  los  que 
lleven  efectos  para  fumar,  cerillas,  eslabón  ó  cualquier  substan- 
cia para  producir  luz  ó  lumbre  en  las  labores  donde  sea  obliga- 
toria la  lámpara  de  seguridad.  Y  4.v  Hacer  que  cese  el  trabajo  y 
dirigir  con  prudencia  la  retirada  de  los  obreros  en  los  casos  en 
que  se  note  algún  peligro  para  éstos,  ó  se  note  alterada  la  mar- 
cha normal  de  la  ventilación. 

Sünas  cx|iloiadas  á  roza  abierta.— Las  minas  en  que 
se  exploten  á  cielo  abierto  las  substancias  minerales  de  la  2.*  y 
3.*  sección  del  üecreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868  estarán 
sujetas  á  las  prescripciones  de  los  caps.  I  y  III  del  reglamento 
de  policía. 

Las  labores  á  cielo  abierto  no  podrán  practicarse  á  menor  dis- 
cia  de  40  metros  de  un  edificio,  camino  de  hierro,  carretera,  ca- 
nal, fuente,  abrevadero  ú  otra  servidumbre  pública,  y  de  1.400  de 
los  puntos  fortificados,  á  menos  que  no  se  obtenga  licencia  del 
particular  ó  autoridad  correspondiente.  La  distancia  de  40  me- 
tros se  medirá:  en  los  edificios,  desde  sus  muros  exteriores, 
paredes  ó  cercos;  en  los  caminos  de  hierro,  desde  la  línea  infe- 
rior de  los  taludes,  desde  la  superior  de  los  desmontes  y  desde 
el  borde  exterior  en  las  cunetas,  y,  á  falta  de  éstas,  desde  una 
línea  trazada  á  metro  y  medio  del  carril  exterior  de  la  vía;  en 
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las  carreteras,  en  forma  igual  á  las  vias  férreas,  con  la  diferen- 
cia que  á  falta  de  cunetas  se  partirá  de  una  linea  trazada  aun 
de  la  caja  del  camino;  en  los  canales,  desde  la  línea  extc- 
e  la  senda  destinada  á  la  sirga;  en  las  fuentes,  desde  la 
exterior  del  pilón,  si  lo  tuviesen,  ó  desde  el  lugar  en  que 
>ositen  las  aguas;  en  los  abrevaderos  y  demás  servidum- 
►úblicas,  desde  la  línea  exterior  que  más  inmediata  se  halle 
ar  de  las  labores  mineras;  y  por  último,  en  los  puntos  for- 
[os,  desde  las  obras  de  defensa  que  tengan  más  avanzadas 
í  próximas  al  sitio  en  que  las  mismas  labores  hayan  de 
arse. 

es  de  proceder  á  labores  de  disfrute  se  excavará  la  parte 
[  del  criadero  (montera)  para  evitar  que  por  falta  de  apoyo 
•ometa  la  vida  de  los  operarios.  Se  dará  á  los  hastiales  que 
en  de  la  excavación  el  talud  conveniente,  que  nunca  será 
r  que  el  natural  de  las  tierras  ó  rocas  que  la  constituyen, 
tajos  de  arranque  tendrán  la  forma  de  bancos,  en  vez  de 
constituidos  por  un  frente  vertical  de  gran  altura, 
pega  de  barrenos  se  anunciará  por  tres  toques  de  bocina, 
3la,  etc.;  el  1.°  de  aviso,  el  2.^  anuncia  haberse  hecho  la 
y  el  3.**  el  haber  terminado;  procurando  que  sea  á  horas 
y  de  preferencia  en  aquellas  que  habitualmente  se  des- 
ai  descanso  de  los  operarios,  habiéndose  con  la  debida 
ición  situado  en  puntos  convenientes  vigías  ó  guardas  con 
crines  que  impidan  el  paso  por  la  zona  peligrosa, 
uido  el  obrero  artillero  vaya  á  dar  un  secador,  es  decir,  á 
estallar  varios  cartuchos  de  dinamita  en  un  barreno  sin 
ríos,  deberá  retirarse  el  cesto  donde  estén  los  cartuchos 
la  carga  definitiva  á  más  de  30  metros  del  barreno  que 
é  secando  ó  ensanchando,  para  evitar  que  estallen  los  car- 
s  del  cesto  con  la  trepidación  producida  por  el  secador, 
•a  precaver  en  lo  posible  los  peligros  de  desprendimientos 
idimientos,  se  establecerán  vigías  que  den  la  voz  de  alerta 
obreros  en  cuanto  noten  que  se  inician  en  la  excavación. 
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Esta  vigilancia  se  ejercerá  con  más  cuidado  después  de  cada 
pega  de  barrenos,  desmontándose  desde  luego  los  trozos  que 
puedan  desprenderse  durante  los  trabajos. 

No  podrán  abandonarse  las  excavaciones  á  cielo  abierto  sin 
proveer  á  la  necesidad  del  desagüe  natural  de  las  mismas,  para 
evitar  el  encharcamiento  de  las  aguas  pluviales;  y  si  esto  no 
fuera  posible,  se  rellenarán  convenientemente,  á  juicio  del  in- 
geniero de  Minas. 

Tendrán  también  que  tener  estas  explotaciones  un  libro  de 
visitas  como  para  las  minas  en  general. 

Canteras.  -  La  vigilancia  de  las  canteras  á  cielo  abierto  in- 
cumbe á  los  alcaldes  y  demás  agentes  de  la  policía  municipal, 
con  el  concurso  de  los  ingenieros  de  Minas  y  personal  faculta- 
tivo subalterno.  La  de  las  canteras  subterráneas  corresponde  á 
los  mencionados  ingenieros  y  personal  subalterno,  sin  perjuicio 
de  la  acción  de  los  alcaldes  y  agentes  de  la  policía  municipal. 

El  laboreo  de  las  canteras  á  cielo  abierto  no  podrá  verificarse 
sin  previo  aviso  al  alcalde,  quien  lo  transmitirá  de  oficio  al  Go- 
bernador y  al  ingeniero  jefe  de  Minas  en  el  plazo  de  ocho  días. 
La  explotación  estará  sometida  á  todas  las  prescripciones  de 
las  minas  explotadas  á  roza  abierta,  excepción  del  libro  de  vi- 
sitas, que  no  tienen  obligación  de  llevarlo. 

Toda  cantera  explotada  por  galerías  subterráneas  estará  so- 
metida á  las  prescripciones  del  Título  I  del  reglamento  de  po- 
licía minera,  siendo  preciso  también  que  avise  el  explotador  al 
alcalde  y  al  ingeniero  jefe  de  Minas,  con  ocho  días  de  anticipa- 
ción, sus  propósitos  de  empezar  las  excavaciones  subterráneas. 

Los  Gobernadores  fijarán  en  cada  caso,  á  propuesta  del  in- 
geniero jefe  del  distrito,  las  dimensiones  mínimas  que  podrán 
tener  los  pilares  que  se  abandonan  en  la  explotación,  y  su  dis- 
tancia relativa,  con  el  fin  de  garantizar  la  seguridad  de  los 
obreros,  de  las  labores  y  de  la  superficie.  También  podrán  dictar 
reglamentos  para  la  explotación  de  las  canteras,  pero  siendo 
condición  indispensable  oír  al  ingeniero  jefe  y  á  la  Comisión 
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provincial.;  estos  reglamentos  no  podrán  contener  ninguna  dis- 
posición contraria  al  reglamento  de  policía  minera. 

Turbales.— Los  propietarios  de  turbales  están  obligados 
á  participar  al  Gobernador  y  al  ingeniero  jefe  de  Minas,  con 
treinta  días  de  anticipación,  el  principio  ó  reanudación  de  las 
labores. 

En  ningún  turbal  podrán  emprenderse  labores  á  menos  de 

40  metros  de  las  orillas  de  los  ríos,  ni  de  los  edificios,  etc.,  como 

*^  queda  prescrito  para  las  labores  de  roza  abierta. 

(  En  defensa  de  la  salud  pública  queda  prohibido  explotar  la 

i  turba  dejando  charcos  y  lagunas  en  los  huecos  producidos  por 

el  laboreo.  El  explotador  de  un  turbal  deberá  conducir  las  aguas 

del  mismo  hasta  el  cauce  natural  más  próximo. 

Los  ingenieros  de  Minas  visitarán  con  frecuencia  los  turbales 
en  actividad  y  propondrán  al  Gobernador  cuantas  medidas  juz- 
guen necesarias  para  garantizar  la  seguridad  y  salubridad. 

Los  Gobernadores  podrán  dictar  reglamentos  particulares 
para  la  explotación  de  turbales,  en  la  misma  forma  que  lo  pres- 
crito para  las  canteras. 

Salinas.— Las  salinas  que  se  exploten  á  cielo  abierto  estarán 
sujetas  á  las  prescripciones  de  las  minas  explotadas  á  roza 
abierta. 

Cuando  la  explotación  sea  subterráneamente,  se  le  aplicarán 
las  prescripciones  del  tít.  I  del  reglamento  de  policia  minera. 

La  inspección  de  los  ingenieros  de  Minas  se  extenderá  á  la  ex- 
plotación de  la  sal  en  las  marismas,  dictando  los  Gobernadores 
las  <li8po8iciones  que  propongan  los  ingenieros  para  garantizar 
la  salubridad  pública  y  la  seguridad  de  las  personas  y  de  las 
cosas. 

Dados  por  los  explotadores  de  canteras,  turbales  y  salinas  los 
avisos  al  Gobernador  y  al  ingeniero  jefe  de  Minas,  á  que  hemos 
;^  «  hecho  referencia,  se  practicará  por  un  ingeniero  la  correspon- 

diente visita  en  un  plazo  prudencial;  pero  entendiéndose  que  en 
tanto  no  se  ha  de  paralizar  el  trabajo. 
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I)ejareEnos  para  cuándo  tratemos  de  los  establecimientos  de 
preparación  mecánica  y  beneficio  de  minerales  el  estudio  del  tí- 
tulo III  del  reglamento  de  policía,  por  tener  allí  mejor  aplica- 
ción y  continuaremos  el  estudio  del 

Reglamento  general  de  la  minería,  que  dice  en  su 

«Art.  78.  Los  peticionarios  de  concesiones  mineras  que  tengan 
expedientes  en  tramitación,  están  obligados  á  conservar  íntegro 
el  depósito  marcado  en  este  reglamento  hasta  la  terminación  de 
aquéllos.» 

En  el  reglamento  provisional  de  1903  se  les  permitía  á  los  re- 
gistradores adelantar  las  labores  mineras  durante  la  tramitación 
de  los  expedientes,  y  sólo  en  el  caso  de  que  se  presentasen  opo- 
siciones se  suspendería  toda  clase  de  trabajos;  ponía  sí,  la  corta- 
pisa de  no  poder  disponer  de  los  minerales  mientras  no  se  hubiera 
obtenido  el  título  de  propiedad;  y  aunque  esta  limitación  ami- 
noraba en  parte  los  graves  inconvenientes  que  semejante  facul- 
tad ofrece,  consideraba  el  Consejo  de  Estado,  en  su  informe, 
que  debía  desaparecer  aquella  facultad,  tanto  por  carecer  de 
fundamento  legal,  como  por  los  abusos  á  que  el  sistema  se  pres- 
taría. El  registro  minero  da  únicamente  derecho  á  la  concesión 
solicitada  en  cuanto  sea  posible,  y  no  hay  motivo  alguno  que 
aconseje  permitir  el  laboreo  del  terreno  pretendido,  que  podrá 
ó  no  llegar  á  otorgarse,  siendo  incomprensible  se  autorice  la 
ejecución  de  trabajos  sin  antes  expedirse  el  correspondiente  tí- 
tulo. En  ninguna  de  las  concesiones  que  el  Estado  otorga  per- 
mite la  realización  de  obras  sin  que  aquéllas  sean  definitivas,  y 
con  menos  razón  deben  autorizarse  tratándose  de  concesiones 
mineras,  las  cuales,  por  su  especial  índole,  se  prestan  á  prácti- 
cas arbitrarias  y  á  consecuencias  no  siempre  remediables.  Pro- 
cedía, pues,  sustituir  aquella  disposición  reglamentaria  por  otra 
en  que  se  dijera  todo  lo  contrario,  es  decir,  que  hasta  tanto  que 
las  concesiones  de  minas  ó  demasías  no  hayan  obtenido  el  título 
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de  propiedad,  no  podrá  realizarse  labor  alguna  en  el  terreno  que 
las  mismas  comprenden. 

Aunque  se  han  tenido  en  cuenta  estas  razones  al  redactar  el 
vigente  reglamento,  no  han  desaparecido  los  inconvenientes  y 
peligros  que  hubiese  sido  oportuno  evitar,  quedando  en  la  for- 
ma siguiente : 

«Art.  79.  Hasta  después  de  transcurrido  el  plazo  para  la  ad- 
misión de  oposiciones,  sin  que  éstas  se  presenten,  no  podrán  los 
Registradores  practicar  labor  alguna  en  los  terrenos  que  solici- 
ten. Para  ejecutarlas,  en  el  caso  de  presentarse  oposición,  será 
necesario,  á  más  del  permiso  del  dueño  del  terreno,  prestar 
fianza  bastante  á  juicio  del  Gobernador  y  siempre  que  no  pueda 
perjudicar  derechos  preexistentes;  sin  que  este  consentimiento 
para  su  ejecución  confiera  al  Registrador  ningún  derecho  á  la 
propiedad  de  dichas  labores,  en  el  caso  de  no  otorgársele  la  con- 
cesión de  la  mina. 

Para  disponer  de  los  minerales  es  preciso  que  el  minero  haya 
obtenido  el  título  de  propiedad .» 

Aunque  los  preceptos  que  contienen  los  artículos  siguientes 
están  consignados  en  las  Bases,  en  la  ley  de  Aguas  de  1879  y 
en  la  de  Desagüe  de  1889,  bueno  es  que  conozcamos  los  térmi- 
nos precisos  en  que  vienen  expuestos: 

«Art.  80.  Los  dueños  de  concesiones  mineras  están  obligados 
al  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  26  del  decreto-ley  de 
Bases,  y  tendrán  también  la  obligación  de  contribuir  á  los  gastos 
que  ocasione  ó  haya  ocasionado  el  desagüe  de  minas  colindantes 
ó  próximas,  con  arreglo  á  lo  que  dispone  la  ley  de  Desagüe  de 
1.®  de  Agosto  de  1889. 

Art.  81.  Los  dueños  de  minas  y  galerías  generales  tendrán  la 
propiedad  de  las  aguas  que  hallaren  en  sus  labores  mientras  con- 
serven las  de  sus  concesiones  respectivas,  si  bien  con  las  limita- 
ciones establecidas  por  la  ley  de  Aguas. 
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Cuando  Toluntaria  ó  involuntariamente  eortasen  ó  desviasen 
cualesquiera  aguas  en  curso  que  se  estuvieren  ya  aprovechando, 
quedan  obligados  á  reponer  dichas  aguas  en  su  antigua  corrien- 
te, y  si  fuera  posible,  y  en  todo  caso,  á  la  reparación  de  daños 
y  perjuicios,  con  responsabilidad  civil,  y  en  su  caso  criminal. 

Para  garantir  los  derechos  preexistentes  que  correspondan  A 
los  dueños  de  aprovechamientos  de  aguas  que  existan  dentro  ó 
fuera  del  perímetro  de  las  concesiones  mineras,  no  se  permitirá 
en  éstas  la  apertura  de  labores  que  pudieran  perjudicar  A  dichos 
aprovechamientos  hasta  tanto  que  los  respectivos  dueños  presten 
nua  fianza  equivalente  al  valor  de  las  aguas,  justipreciadas  en 
la  forma  que  determina  la  ley  de  Expropiación  forzosa. 

Art.  82.  Los  dueños  de  las  minas  inundadas  ó  que  amenacen 
innundarse  tendrán  la  obligación  de  ejecutar  en  común,  y  á  su 
costa,  los  trabajos  indispensables  para  desaguarlas  ó  para  dete- 
ner los  progresos  de  la  inundación,  sujetándose  en  un  todo  á  las 
prescripciones  que  establece  la  ley  de  Desagüe  do  1.**  de  Agosto 
de  1889. 

Art.  83.  Los  Gobernadores,  mediante  el  reconocimiento  é  in- 
forme, del  ingeniero  á  quien  corresponda,  fijarán  en  cada  caso, 
&  instancia  de  parte,  el  plazo  dentro  del  cual  hayan  de  achicarse 
las  aguas  acumuladas  en  las  labores  de  una  mina,  á  fin  de  evitar 
los  perjuicios  que  pudieran  originarse  á  otras  concesiones.» 

ExpropiaelÓD  de  la  snperflcle.  —  Se  ocupa  el  artículo 
siguiente  del  derecho  de  expropiación  en  minería.  Materia  es 
esta  también  que  ha  motivado  multitud  de  cuestiones,  y  en  la 
que  han  existido  muy  opuestos  criterios;  sosteniéndose  por 
unos  que  el  derecho  del  minero  á  expropiar  el  terreno  necesa- 
rio para  sus  explotaciones  se  limita  tan  sólo  á  la  superficie  de 
su  mina,  mientras  que  por  otros  se  mantiene  el  principio  de 
que  dicho  derecho  alcanza  á  todo  el  terreno  que  sea  preciso 
para  el  desarrollo  de  su  industria. 

La  jurisprudencia,  varia  en  este  punto  como  en  todos  los  que 
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con  legislación  minera  se  relacionan,  no  ha  conseguido  fijar  de 
un  modo  definitivo  el  verdadero  principio  aplicable  á  la  resolu- 
ción de  las  dudas  surgidas  en  asunto  de  tan  vital  interés  para 
la  minería;  y  al  dictarse  el  reglamento  provisional  de  1903,  re- 
conociéndose la  precisión  de  decidir  tal  extremo  con  un  criterio 
definitivo,  se  procuró  resolverlo  con  arreglo  á  la  opinión  más 
generalmente  admitida,  «que  no  cabe  expropiar  más  superficie 
que  la  que  corresponde  á  las  pertenencias  propias  del  dueño  de 
la  mina  que  solicita  la  expropiación)^. 

El  principio  en  que  se  ajustaba  aquel  precepto  tiene  en  su 
apoyo  resoluciones  varias;  mas  al  mismo  tiempo  hay  que  reco- 
nocer la  fuerza  incontrastable  de  los  razonamientos  aducidos 
en  contra  de  este  criterio  por  entidades  como  «La  Unión  Sfínera 
Española»  y  el  «Círculo  Minero  Bilbaíno»,  que  en  instancias 
presentadas  solicitaban  la  modificación  de  aquel  precepto,  ale- 
gando fundamentos  tan  atendibles  y  exponiendo  casos  prácti- 
cos de  tal  naturaleza,  que  la  misma  Dirección  de  Agricultura, 
que  redactó  aquel  reglamento  provisional,  reconoció  la  conve- 
niencia de  sustituir  aquellas  prescripciones  con  otras  que,  con- 
signadas en  el  vigente  reglamento,  están  más  en  harmonía  con 
las  verdaderas  necesidades  de  la  minería. 

Art.  84.  Los  mineros  se  concertarán  libremente  con  los  dueños 
de  la  superficie,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  27  del  de- 
creto-ley de  29  de  Diciembre  de  18()8,  acerca  de  la  extensión  de 
terreno  que  necesiten  ocupar,  dentro  de  sus  pertenencias  ó  fuera 
de  ellas,  para  almacenes,  talleres,  depósitos  de  escombros  ó  de 
aguas,  instalación  de  máquinas,  bocaminas,  caminos  y  otros 
usos  análogos.  Si  no  se  avinieran,  lo  que  deberán  justificar,  pro- 
cederá la  instrucción  del  expediente  de  expropiación  forzosa 
por  causa  de  utilidad  pública,  con  arreglo  á  la  ley  y  reglamen- 
tos vigentes. 

Es  indudable  que  circunscribir  el  derecho  de  expropiación  á  ^ 
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la  superficie  de  la  respectiva  mina  es  tanto  como  hacerle  total- 
mente ilusorio,  pues  dado  el  desarrollo  que  la  industria  minera 
ha  alcanzado,  los  sistemas  de  laboreo  que  se  utilizan,  la  nece- 
sidad de  establecer  grandes  fábricas  para  su  explotación  y  las 
vías  de  transporte  precisas  para  dar  salida  á  sus  productos, 
exige,  en  la  mayoría  de  los  casos,  la  ocupación  de  extensas 
zonas,  que  forzosamente  han  de  salirse  del  límite  de  las  con- 
cesiones. 

Y  hasta  tal  punto  es  esta  una  necesidad  que  se  impone,  que 
á  pesar  de  las  disposiciones  dictadas  en  sentido  restrictivo  y 
contra  el  criterio  que  el  reglamento  provisional  mantenía,  se 
han  expropiado  terrenos  que  no  eran  los  de  la  superficie  de  la 
mina,  para  el  establecimiento  (le  lavaderos,  escombreras,  ofi- 
cinas de  laboreo  y  transportes  mineros,  reconociéndose  que  el 
negar  este  derecho  y  limitar  la  ocupación  al  sólo  perímetro  de 
las  concesiones  equivale  á  dejar  éstas  improductivas  y  hacer 
imposible  en  muchos  casos  la  explotación  del  subsuelo. 

Por  otra  parte,  la  industria  minera  en  España  representa 
una  de  las  principales  riquezas  del  país;  á  su  amparo  viven  y 
se  desarrollan  otras  muchas  industrias  dignas  de  protección  y. 
auxilio,  y,  merced  á  ella,  millares  de  obreros  encuentran  trabajo 
y  subsistencia;  siendo  racional  y  justo  que  beneficios  otorgados 
á  concesiones  ferroviarias,  aprovechamientos  de  aguas,  deseca- 
ción de  terrenos,  construcción  de  caminos  y  tantas  otras  explo- 
taciones de  menos  interés  sean  también  concedidos  á  la  mi- 
nería, cuya  importancia  y  valor  iguala,  si  no  excede,  á  las  otras 
industrias  ó  aprovechamientos  mencionados. 

Asimismo,  la  restricción  que  se  imponía  en  el  reglamento 
provisional  no  tenía  en  su  apoyo  precepto  legal  que  así  lo  es- 
tatuyese, antes  al  contrario,  lo  consignado  en  la  Base  27  del  de- 
creto-ley, única  que  regula  este  punto,  al  determinar  que  «los 
mineros  se  concertarán  libremente  con  los  dueños  de  la  su- 
perficie acerca  de  la  extensión  que  necesiten  ocupar  para  sus 
explotaciones»,  no  establece  limitación  alguna,  ni  preceptúa 
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que  la  superficie  que  menciona  sea  la  de  las  respectivas  conce- 
siones; consideramos  perfectamente  hecha  la  reforma  de  esta 
parte,  toda  vez  que  á  las  razones  de  interés  y  pública  conve- 
niencia que  quedan  expuestas  se  agrega  el  precepto  legal  enun- 
ciado, que  al  no  establecer  la  menor  distinción,  sanciona  y  co- 
rrobora este  criterio,  único  en  que  debe  inspirarse  el  reglamento 
si  sus  preceptos  han  de  responder  á  las  verdaderas  necesidades 
de  la  industria  extractiva,  en  cuestión  de  tan  capital  interés 
pax!a  Ja  misma. 

El  Real  decreto  de  Fomento  de  10  de  Octubre  de  1902,  refe- 
rente á  autorizaciones  para  ocupar  terrenos  de  montes  públicos 
ó  establecer  en  ellos  servidumbres,  es  de  gran  importancia  para 
la  minería;  dispone:  Que  aunque  los  montes  públicos  no  pueden 
ser  objeto  de  enajenación  total  ni  parcial,  Cabe  sin  embargo,  y 
por  razón  de  utilidad  pública,  autorizarse  la  ocupación  de  parte 
de  su  superficie,  y  el  establecimiento  en  ellos  de  servidumbres  le- 
gales ó  especiales,  siempre  que  no  se  mermen  de  modo  conside- 
rable sus  condiciones  forestales  y  con  sujeción  á  prescripciones. 

Las  autorizaciones  no  podrán  otorgarse  sino  de  Real  orden, 
y  previo  expediente  demostrativo  de  su  compatibilidad  con  la 
buena  conservación  y  ordenado  fomento  de  la  produccién  fo- 
restal. Representarán  siempre  los  intereses  forestales  los  inge- 
nieros de  Montes  de  los  respectivos  distritos  en  los  expedientes 
de  ocupación  de  terrenas  y  establecimiento  de  servidumbres. 
Hechas  las  peticiones  de  autorización,  por  solicitud,  los  inge- 
nieros jefes  de  Montes  comenzarán  por  consultar  la  voluntad 
de  los  dueños  de  montes,  si  son  pueblos  ó  establecimientos  pú- 
blicos; harán  un  estudio  completo  del  proyecto  y  el  aprovecha- 
miento del  presente  y  en  el  porvenir;  examinarán  la  absoluta 
necesidad  de  lo  solicitado  sin  sustitución  conveniente  fuera  del 
monte;  determinarán  la  extensión  indispensable,  etc.,  y  pro- 
pondrán, para  el  caso  de  que  se  conceda,  las  condiciones  con 
que  se  ha  de  otorgar  la  autorización. 

Da  después  las  reglas  para  la  tramitación  del  expediente,  ana- 


k. 


Digitized  by 


Google 


-  177  - 

logas  á  las  de  los  expedientes  de  expropiación  forzosa.  Por  últi- 
mo, disponía  aquel  Decreto  que  hasta  no  obtener  esta  autoriza- 
ción no  podía  darse  la  coucesión  minera. 

Por  otro  Real  decreto  de  21  de  Enero  de  1905  se  derogó  la  úl- 
tima parte  del  párrafo  anterior,  estableciendo  que  no  tenía  que 
ser  previa  la  autorización  al  otorgamiento  de  la  concesión  mi- 
nera, sino  posterior,  y  cuando  llegue  el  momento  de  la  ocupa- 
ción de  la  superficie;  añadiendo  que,  en  el  caso  que  se  susciten 
dificultades  sobre  la  conveniencia  dé  la  explotación  de  substan- 
cias minerales  entre  sus  concesionarios  y  el  Estado,  como  dueño 
del  suelo,  y  llegara  á  determinarse  la  preferencia  de  la  explota- 
ción de  aquellas  substancias  por  los  trámites  establecidos  en  el 
art.  27  del  Decreto-ley  de  Bases,  se  obtendrá  la  superficie  que 
se  requiera  por  medio  de  una  concesión  administrativa  otorgada 
por  la  autoridad  á  cuyo  cuidado  se  halle  la  conservación  de 
esta  propiedad;  que  cuando  el  suelo  pertenezca  á  un  monte  pú- 
plico  del  Estado,  Provincia  ó  Municipio,  será  oído  en  el  expe- 
diente el  ingeniero  jefe  de  Montes  del  distrito  correspondiente. 
La  Real  orden  de  27  de  Diciembre  de  1905  aclara  más,  si 
cabe,  el  anterior  Decreto  disponiendo  que  no  puede  exigirse  la 
declaración  de  utilidad  pública  tratándose  de  concesiones  mi- 
neras y  de  aguas,  lo  cual  no  obsta  para  que  los  ingenieros  de 
Montes  usen  de  los  derechos  que  á  >todos  conceden  las  legisla- 
ciones de  estos  ramos.  Recomienda  á  éstos  que  tengan  muy 
presente  el  art.  27  del  Decreto^ley  ée  29  de  Diciembre  de  1868, 
sobre  todo  por  cuanto  no  autoriza,  en  ningún  caso  sino  la  ocu- 
pación de  superficie  para  implantar  establecimientos  y  obras 
para  el  beneficio  de  los  minerales  que  se  arrancan  del  subsuelo, 
y  que  se  debe  exigir  una  demostración  exacta  del  área  que  han 
de  ocupar  tales  establecimientos. 

Últimamente,  la  Real  orden  de  8  de  Enero  de  1906  introduce 
una  novedad  que  puede  ocasiona^:  grftijdes  dificultades  en  sus 
aplicaciones;  se  define  que  los  montes  públicos  propiedad  del 
Estado,  de  los  pueblos  ó  de  estableoimieíitos  públicos  son  bienes 
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trimoniales  de  propiedad  privada.  Y  fundándose  en  esto,  dis- 
ne  en  su  art.  2.**  que  la  declaración  de  dominio  privado  del  te- 
mo de  montes  públicos  precisa  tenerse  en  cuenta  para  la  apli- 
5ión  de  la  legislación  minera;  y  en  su  art.  3.**,  que  los  Gober- 
lores,  en  los  expedientes  que  se  instruyan  con  motivo  de  pe- 
lón de  aprovechamientos  de  minerales  de  las  substancias  que 
erminan  las  secciones  1.*  y  2.^  del  Decreto-ley  de  Bases 
'a  la  legislación  minera  de  29  de  Diciembre  de  1868,  deben 
dar  se  exprese  con  precisión  y  claridad  la  propiedad  de  los 
renos  en  que  se  hallen,  y  cuando  resulte  que  éstos  son  mon- 
del  Estado,  de  los  pueblos  ó  de  establecimientos  públicos,  de- 
án abstenerse  de  intervenir  en  la  concesión,  pasando  lo  ac- 
do  á  la  Jefatura  del  distrito  forestal  correspondiente, 
liguiendo  el  examen  de  los  derechos  y  deberes  de  los  mí- 
os, se  observa  que  los  consignados  en  los  tres  artículos  que 
Qos  á  dar  son  reproducción  de  prescripciones  ya  consignadas 
el  Reglamento  de  Policía;  y  aunque  por  hallarse  ya  consig- 
ias  en  éste  no  eran  precisos  en  el  de  Minería,  tampoco  huelga 
clonarlos  una  vez  más  y  por  esto  los  transcribimos: 

Art.  85.  Los  dueños  ó  encargados  de  las  minas  no  podrán  im- 
ir  la  entrada  en  las  mismas  á  los  ingenieros  del  distrito  y  al 
3onaI  auxiliar  que  necesite  para  realizar  su  visita,  debiendo 
litarles  los  medios  necesarios  para  el  reconocimiento  de  las 
)res  y  los  datos  que  exija  el  buen  desempeño  de  este  servicio, 

arreglo  A  lo  que  se  prescribe  en  el  Reglamento  de  Policía 
era. 
ambién  facilitarán  el  reconocimiento  y  estudio  de  las  labores 

hubieran  practicado  ó  estuviesen  practicando  los  ingenieros 
;tos  á  la  Comisión  del  Mapa  geológico  de  España  que  se 
en  autorizados  para  ello  por  la  Dirección  general  de  Agri- 
ura, Industria  y  Comercio,  ó  por  los  Gobernadores  civiles  de 
•espectivas  provincias, 
rt.  86.  Será  obligatoria  para  los  dueños  ó  encargados  de  mi- 
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nas la  remisión  &  la  Jefatura  del  distrito,  en  la  época  que  ésta 
séllale,  de  los  datos  estadísticos  que  se  indiquen  en  los  estados  que 
al  efecto  se  les  entreguen,  y  de  no  hacerlo  incurrirán  en  una 
sanción  penal  análoga  á  la  establecida  en  el  art.  177  del  Regla- 
mento de  Policía  minera  para  la  transgresión  de  preceptos  re- 
glamentarios. 

Art.  87.  Todo  el  que  hubiere  abierto  una  calicata  y  la  aban- 
donare, está  obligado  á  rellenarla;  y  el  propietario  de  minas  que 
quiera  retirarse  de  su  laboreo  y  abandonarlas,  deberá  cerrar  los 
pozos  que  en  ellas  hubiera;  y  tanto  uno  como  otro  tendrán  que 
cumplir  las  prescripciones  que  sobre  el  particular  establece  el 
Reglamento  de  Policía  minera. 

Art.  88.  Hasta  que  el  Registrador  ó  dueño  de  concesiones  mi- 
neras participe  al  Gobernador  su  desistimiento  ó  abandono  y  se 
justifique  quenada  adeuda  á  la  Hacienda,  permanecerán  sujetos 
á  las  prescripciones  de  la  ley  de  Minas  y  de  este  Reglamento.» 

El  reglamento  provisional  determinaba  que  la  renuncia  de 
una  mina  llevaba  consigo  la  de  la  demasía  ó  demasías  que  se 
le  hubieran  otorgado,  y  el  Consejo  de  Estado  hizo  ver  que  aquel 
precepto  no  se  avenía  con  la  doctrina  sustentada  respecto  á  las 
demasías;  la  demasía,  una  vez  concedida ,  adquiere  existencia 
propia  é  independiente  de  la  concesión  á  que  debe  su  origen, 
tiene  distinto  terreno  al  de  ésta,  límites  concretos  y  determina- 
dos, existencia  fija  y  conocida,  título  de  propiedad  diferente  al 
de  la  mina  de  que  toma  nombre,  y  hasta  puede  ser  otorgado  á 
im  tercero  que  ningún  derecho  tenga  á  concesiones  anteriores. 
De  consiguiente,  el  declarar,  como  antes  se  hacía,  que  las  de- 
masías constituyen  un  todo  indivisible  con  la  mina  á  que  se 
agregan,  el  prohibir  su  libre  enajenación  con  independencia  de 
ésta  y  el  consignar  que  la  renuncia  de  toda  concesión  lleva  con- 
sigo la  de  las  demasías  anejas  á  la  misma,  era  limitar  el  dere- 
cho de  propiedad  reconocido  por  el  legislador,  que,  al  autorizar 
el  otorgamiento  de  los  espacios  francos  existentes  entre  minas. 
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no  establece  tales  restricciones,  sino  que  los  somete  á  las  reglas 
y  principios  generales  que  rigen  para  las  concesiones.  Puede 
en  su  virtud  el  minero  renunciar  la  mina  y  conservar  la  de- 
jía,  y  viceversa,  así  como  puede  enajenar  separadamente  una 
Lra,  no  siendo  legal  ni  equitativo  obligar  á  la  conservación 
ina  mina  ya  agotada  ó  improductiva  para  seguir  en  posesión 
a  demasía,  del  mismo  modo  que  tampoco  se  exige  la  conser- 
Lón  del  total  de  las  pertenencias  otorgadas  para  seguir 
ido  dueño  de  la  concesión  obtenida;  de  aquí  que  el  Consejo 
Sstado  propusiera,  y  el  Ministro  aceptó,  el  que  desapareciera 
ella  parte  del  párrafo.  Ahora  bien;  suprimido  uno  y  otro 
jepto,  queda  sin  resolver  tan  importante  cuestión,  que  habrá 
iecidirse  en  la  primera  ocasión  que  se  plantee;  creemos, 
s,  que  para  evitar  toda  duda  debió  incluirse  en  el  artículo 
L  prescripción,  aunque  resuelta  de  acuerdo  con  la  doctrina 
uesta  por  el  Consejo  de  Estado. 

A.rt.  89.  Los  concesionarios  de  minas  tendrán  que  satisfacer 
anón  de  superficie  desde  el  trimestre  en  que  sea  firme  y  snb- 
jnte  el  decreto  del  Gobernador  otorgando  la  concesión. 
derechos  de  los  mineros. — Art.  90.  Los  dnefios  de  con- 
ones  mineras  tienen  derecho  á  explotar  una  cualquiera  ó  to- 
las substancias  de  la  2.*  y  3.*  sección  que  se  bailen  en  sus 
as;  pero  si  encontraran  una  substancia  de  mayor  tributación 
a  que  por  los  términos  de  la  concesión  les  corresponde  pagar, 
Irán  que  dar  inmediatamente  cuenta  al  Gobernador  civil, 
i  que,  previo  informe  de  la  Jefatura  de  Minas,  en  el  que  se 
)rmine  si  la  expresada  substancia  puede  ó  no  constituir  uno 
os  fines  de  la  explotación,  se  varíen  los  términos  de  la  con- 
ón  y  se  pongan  en  conocimiento  de  la  Dirección  general  de 
tribuciones  y  del  jefe  de  Hacienda  de  la  provincia,  á  fin  de 
desde  aquel  trimestre  se  varíe  la  tributación  por  canon. 
[  el  concesionario  no  diera  cuenta  al  Gobernador  dentro  del 
lestre  en  que  se  descubra  el  nuevo  mineral,  incurrirá  en  la 
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mnlta  del  duplo  del  valor  de  una  anualidad  del  canon  que,  con 
arreglo  á  la  nueva  tributación  que  le  corresponda,  debe  pagar. 

Art.  91.  Los  mineros  serán  considerados  como  vecinos  de  los 
pueblos  en  cuyos  términos  estén  situadas  sus  minas,  en  cuanto 
al  uso  de  las  aguas,  montes,  dehesas,  pastos  y  demás  aprovecha- 
mientos comunes  en  lo  relativo  á  su  industria,  sometiéndose  á  la 
observancia  de  las  Ordenanzas  municipales  respectivas. 

Art.  92.  Los  concesionarios  de  minas  que  renuncien  su  pro- 
piedad sin  adeudar  nada  á  la  Hacienda  pueden  recobrar  sus  con- 
cesiones, siempre  que  no  se  haya  creado  derecho  alguno  á  favor 
de  tercera  persona,  previo  el  pago  de  los  trimestres  vencidos 
desde  la  fecha  en  que  las  renunciaron. 

Estudiaremos,  por  último,  el  Título  IV  del  Reglamento  de  Po- 
licía minera,  ó  sea  de  la  responsabilidad  y  sanción  penal  para 
el  incumplimiento  de  las  prescripciones  que  contiene  el  refe- 
rido reglamento  y  demás  disposiciones  de  carácter  obligatorio. 

Directores  de  minAs.  — La  explotación  de  minas  sólo 
puede  verificarse  bajo  la  dirección,  vigilancia  y  responsabilidad 
de  personas  cuya  aptitud  esté  legalmente  reconocida. 

El  título  de  ingeniero  de  Minas  habilita  para  la  dirección  de 
toda  clase  de  minas.  El  de  capataz  facultativo  de  minas,  para  la 
dirección  de  aquellas  en  que  trabajen  menos  de  30  obreros  en 
las  labores  subterráneas,  ó  menos  de  100  en  las  labores  á  cielo 
abierto;  y  el  certificado  de  capacidad  únicamente  para  la  direc- 
ción en  donde  de  ordinario  trabajen  subterráneamente  menos 
de  15  obreros,  ó  menos  de  40  en  las  labores  á  cielo  abierto. 

Los  ingenieros  aspirantes  fué  una  categoría  creada  en  1892 
y  la  primera  que  se  tenía  al  ingresar  en  el  Cuerpo  de  ingenieros 
de  Minas,  pero  habían  hecho  sus  estudios  y  obtenido  el  título 
académico  en  las  mismas  condiciones  que  los  demás  individuos 
del  Cuerpo,  tenían  pues,  los  mismos  derechos  y  las  mismas 
atribuciones  y  eran  por  consiguiente,  no  aspirantes,  sino  inge- 
nieros de  Minas.  Esta  categoría  se  suprimió  en  1901. 
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Por  Real  orden  de  3  de  Noviembre  de  1893  se  determina  la 
manera  de  proveeré  los  ingenieros  de  Minas  del  correspon- 
diente título  académico,  disponiendo: 

Que  todos  los  individuos  que  terminen  la  carrera  de  inge- 
niero y  los  que  habiéndola  terminado  no  hayan  ingresado  en 
el  escalafón  del  Cuerpo,  deben  proveerse  del  correspondiente 
título  académico,  previo  el  pago  de  los  derechos  establecidos  ó 
que  se  establezcan. 

Que  a  los  que  no  hubieran  adquirido  el  título  en  el  espacio  de 
seis  meses,  no  les  serían  admitidos  los  trabajos  propios  de  su 
instituto  en  ninguna  dependencia  oficial. 

Que  á  los  que  entonces  ejercieran  la  carrera  en  virtud  de  tí- 
tulos administrativos  ó  Reales  despachos,  se  les  expediría  el  tí- 
tulo académico  con  exención  de  toda  clase  de  derechos,  excep- 
ción hecha  de  los  correspondientes  al  timbre  de  25  pesetas  y 
cinco  pesetas  por  derecho  de  expedición. 

Por  último,  que  los  expedientes  para  proveerse  de  los  refe- 
ridos título  debían  incoarse  en  la  secretaría  de  las  escuelas  res- 
pectivas. 

Por  Real  decreto  de  28  de  Mayo  de  1894  se  dispuso  que  los 
títulos  académicos  de  ingenieros  militares,  se  expidan  por  el 
Ministerio  de  la  Guerra,  y  que  el  Ministro  de  Fomento  dicte  las 
disposiciones  conducentes  á  que  los  poseedores  de  los  mencio- 
nados títulos  puedan  ejercer  su  carrera  en  trabajos  particulares. 
Posteriormente  se  les  concedió  ventajas  análogas  á  los  oficiales 
del  Cuerpo  de  Artillería;  y  últimamente  á  todos  los  jefes  y  ofi- 
ciales del  Ejército  y  Armada,  provistos  de  títulos  académicos 
debidamente  expedidos. 

La  aplicación  del  Reglamento  de  Policía  minera  dio  lugar  á 
que  por  Real  orden  de  3  de  Agosto  de  1898  se  dictaran  reglas 
para  la  habilitación  de  los  títulos,  diplomas  ó  certificados  que 
los  facultativos  en  el  ramo  de  Minería  hayan  obtenido  en  el  ex- 
tranjero, disponiendo: 

Que  los  que  pretendieran  darle  validez  en  España,  habrían 
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de  presentarlos  debidamente  legalizados  y  traducidos  por  la  In- 
terpretación de  Lenguas  del  Ministerio  de  Estado,  acompañados 
de  los  programas  de  estudios  y  de  dos  certificaciones:  una  de 
las  asignaturas  que  de  dichos  programas  tengan  aprobadas,  si 
en  el  título  sólo  se  hiciese  constar  la  asistencia  á  las  clases;  y  la 
otra,  de  los  derechos  que  por  consecuencia  de  su  aprobación 
se  Jes  reconociesen  para  dirigir  minas  en  el  país  á  que  perte- 
nezca el  centro  en  que  las  hayan  cursado  y  aprobado,  así  como 
el  carácter  con  que  se  les  conceda  dicha  dirección.  Ambas  cer- 
tificaciones deberán  ser  expedidas  por  el  centro  ó  instituto  en 
que  se  haya  adquirido  la  enseñanza,  y  presentarse  en  las 
mismas  condiciones  de  traducción  y  legalización  que  el  título  ó 
diploma.  Los  expresados  títulos,  diplomas  ó  ceriificados  deben 
equipararse  á  los  de  ingenieros,  capataces  ó  facultativos  de 
nuestro  país,  y  concederse  la  autorización  que  en  cada  caso  co- 
rresponda, negándose  á  los  que  no  estén  autorizados  para  di- 
rigirlas en  el  país  en  que  hayan  cursado  las  asignaturas  que 
tengan  aprobadas. 

Las  autorizaciones  que  se  concedan  sólo  deben  servir  para 
ejercer  el  cargo  de  directores  de  Minas  á  los  efectos  del  Regla- 
mento de  Policía  minera  de  1897,  pero  no  para  intervenir  en  ac- 
tos oficiales  y  actuaciones,  como  peritos  ante  los  Tribunales  es- 
pañoles. 

A  pesar  de  lo  consignado  en  estas  reglas,  si  por  el  Gobierno 
español  se  solicitase  la  reciprocidad  del  permiso  para  ejercer  la 
profesión  en  cualquier  país  extranjero  y  éste  se  negase  á  dicha 
pretensión,  las  autorizaciones  concedidas  á  los  ingenieros  del 
país  respectivo  se  considerarán  desde  luego  retiradas  y  anu- 
ladas. 

Para  la  tramitación  de  las  solicitudes  de  habilitación  de  los 
títulos  de  ingenieros  y  capataces  de  minas  extranjeros,  se  dictó 
una  Real  orden  en  19  de  Septiembre  siguiente,  que  disponía  que: 

La  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio 
examinará  los  documentos  que  acompañen  á  las  instancias,  con 
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objeto  de  comprobar  si  se  hallan  ajjustadas  á  lo  preceptuado; 
ncontrase  defectuosos  ó  faltase  alguno,  los  devolverá  á 
Tesados  por  el  conducto  que  los  hubiese  recibido,  ó  pe- 
e  se  completen;  hallados  conformes,  los  pasará  á  informe 
xsejo  de  Minería,  el  cual  deberá  examinarlos  en  su  fondo, 
r  los  estudios  que  acrediten  y  proponer  la  resolución  que 
a,  expresando,  si  ésta  fuese  favorable,  el  carácter  con  que 
)ncederse  la  autorización  solicitada.  Una  vez  concedida, 
presados  satisfarán  en  papel  de  pagos  al  Estado  el  importe 
derechos  impuestos  á  los  títulos  españoles  equivalentes 
Jidado. 

leal  orden  de  22  de  Septiembre  de  1899,  aclaratoria  de 
posiciones  anteriores,  añade:  que  cuando  el  título  presea- 
ja  de  ingeniero  de  Minas  y  proceda  de  un  centro  debida- 
autorizado  para  conferirlo,  no  será  necesario  presentar 
iflcación  de  los  derechos  que  por  el  mismo  se  concedan 
irigir  minas  en  el  país  en  que  dicho  título  haya  sido  ex- 

L  ayudar  á  los  ingenieros  de  Minas  y  para  la  mayor  enca- 
la inspección  y  vigilancia  que  debe  ejercerse  en  las  ex- 
Lones  mineras,  se  creó  por  Real  decreto  de  22  de  Enero 
14  un  Cuerpo  de  Celadores  de  Minas,  de  acuerdo  con  el 
lento  de  Policía  minera.  Para  pertenecer  al  Cuerpo  es 
rio  poseer  el  título  oficial  de  capataz  de  Minas, 
títulos  de  capataces  facultativos  de  Minas  serán  los  ob- 
s  en  cualquiera  de  las  escuelas  de  capataces  creadas  ó 
creen  en  lo  sucesivo.  La  Escuela  de  maestros  de  Minas 
rtagena  se  considera  con  idénticas  condiciones  que  las 
ataces.  El  título  de  capataz  es  indispensable  para  ejercer 
irgo  en  las  minas  á  las  órdenes  de  los  ingenieros, 
lay  ninguna  limitación  respecto  al  número  de  minas  que 
dirigir  un  ingeniero  ó  un  capataz,  pero  las  instrucciones 
31  aplicación  del  reglamento  de  Policía  minera  dicen,  que 
trcunstancia  que  indique  ó  demuestre  dificultad  para  aten- 
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der  debidamente  á  la  dirección  de  varias  minas  por  un  solo  in- 
geniero ó  facultativo,  seré  considerada  como  agravante  en  los 
casos  de  responsabilidad. 

Los  certificados  de  capacidad  serán  expedidos  por  el  ingeniero 
jefe  de  Minas  del  distrito,  previo  examen  ante  un  Tribunal  de 
tres  ingenieros  ó  de  dos  ingenieros  y  un  capataz  facultativo.  El 
Tribunal  se  constituirá,  si  hubiese  solicitudes,  dos  veces  al  año 
(dejando  transcurrir  seis  meses  de. una  á  otra),  en  la  cabecera 
del  distrito,  ó,  si  fuera  preferible  para  el  servicio,  en  algún  cen- 
tro minero  importante;  en  casos  urgentes  podrá  el  ingeniero 
jefe  constituir  el  Tribunal  fuera  de  esas  épocas. 

Para  ser  admitido  á  examen  se  precisa  saber  leer  y  escribir  y 
una  certificación  de  haber  trabajado  cinco  años  como  barrene- 
ro, picador  ó  entibador.  El  ejercicio  versará  esencialmente  sobre 
la  práctica  de  las  operaciones  más  comunes  en  las  minas,  y 
consistirá  en  preguntas  acerca  del  modo  de  abrir  los  barrenos, 
cargarlos,  pegarlos;  del  manejo  seguro  de  los  explosivos;  de  las 
diversas  maneras  de  fortificar,  según  los  peligros  que  ofrezca  el 
terreno;  de  los  procedimientos  corrientes  de  extracción,  desagüe, 
ventilación,  etc.;  de  los  auxilios  que  hay  que  prestar,  en  los 
primeros  momentos  de  un  accidente,  á  los  heridos,  asfixia- 
dos, etc.;  demostrará  además  el  examinando  que  sabe  usar  la 
brújula  minera,  y  dibujará  un  plano  de  mina  cuyos  datos  y 
croquis  se  le  den.  El  Tribunal  tendrá  presente,  para  el  alcance 
de  los  ejercicios  y  preguntas,  la  poca  importancia  de  las  minas 
para  cuya  dirección  habilitan  tales  certificados,  y  la  exigüidad 
de  los  recursos  económicos  que  en  general  se  aplican  á  su 
laboreo. 

La  falta  del  personal  necesario  para  constituirse  en  esta 
forma  los  Tribunales,  y  considerando:  que  el  ejercicio  que  ha  de 
versar  sobre  el  laboreo  de  minas,  debe  ser  esencialmente  prác- 
tico; que  los  directores  de  Minas  que  hayan  acreditado  que 
reúnen  los  requisitos  exigidos  por  el  reglamento,  tienen  condi- 
ciones de  aptitud  suficientes  para  juzgar  los  referidos  ejercicios; 
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y  que  pudiera  ocurrir  que  por  circunstancias  especiales  no  fuese 

posible  formar  el  Tribunal  de  examen  en  la  forma  prevenida  por 

el  referido  reglamento  de  Policía  minera,  por  Real  oi'den  de  18 

de  Octubre  de  1901  se  dispuso:  1.**,  que  en  los  distritos  en  los 

que  por  falta  de  personal  no  pueda  constituirse  el  Tribunal 

-^-^  exámenes  como  determina  el  referido  reglamento,  se  autorice 

los  ingenieros  jefes  para  que  lo  formen  con  los  directores  de 

ñas,  debidamente  autorizados,  que  residan  en  el  distrito,  y 

yos  títulos  profesionales  revelen  que  tienen  mayores  cono- 

QÍentos  de  minería;  y  2.°,  que  si  á  pesar  de  esta  autorización 

fuese  posible  constituir  el  Tribunal  de  examen,  se  indique  á 

\  interesados  cuál  sea  la  Jefatura  de  minas  más  próxima  en 

e  puedan  solicitar  la  concesión  del  certificado  de  capacidad. 

El  certificado  de  capacidad  habilita  para  servir  á  las  órdenes 

los  capataces  y  para  ejercer  en  las  minas  cargos  secundarios. 

Lios  certificados  de  capacidad  obtenidos  en  un  distrito  podrán 

bilitarse  en  otros,  siempre  que  el  interesado  los  acompañe  de 

•liflcaciones  favorables  de  las  empresas  mineras  á  cuyo  servi- 

>  haya  estado.  Serán  declarados  nulos  por  los  ingenieros  jefes 

los  distritos,  cuando  por  virtud  de  expediente,  en  el  que  se 

^a  al  interesado,  resulte  comprobada  su  negligencia,  falta 

ive  ó  transgresión  de  las  disposiciones  del  reglamento,  en  el 

tnplimiento  de  sus  obligaciones.  El  que  haga  uso  de  un  certi- 

ado  de  capacidad  anulado,  será  perseguido  con  arreglo  al 

digo  penal. 

Todo  concesionario  de  minas  está  obligado  á  comunicar  al 
bernador,  por  conducto  del  ingeniero  jefe  de  Minas,  los  nom- 
ís  de  las  personas  encargadas  de  dirigir  la  explotación  mi- 
ra. Estas  personas  tienen  que  justificar  su  aptitud  presen- 
ido  al  ingeniero  jefe  de  Minas  su  título  facultativo  ó  el  certi- 
ido  de  capacidad. 

3n  cada  jefatura  se  llevará  un  registro  por  provincias  de  los 
jlos  y  certificados:  cada  provincia  tendrá  un  libro  foliado  y 
jricado  en  todas  sus  hojas  por  el  ingeniero  jefe,  con  diferen- 
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tes  columnas  y  enpabezamíenlos  impresos  para  anotar:  1.*^,  el 
nombre  de  la  mina;  2.°,  su  superficie  en  metros  cuadrados; 
3,**,  el  número  de  su  expediente;  4.**,  el  término  municipal  y  pa- 
raje en  que  radica;  5.°,  la  clase  de  la  mina;  6.°,  el  nombre,  ape- 
llidos, vecindad  y  domicilio  del  dueño;  7.°,  el  nombre,  apellidos, 
vecindad  y  domicilio 4el  representante;  8.°,  el  nombre,  apellidos, 
vecindad  y  domicilio  del  Director;  9.°,  el  título  ó  certificado  que 
acredite  la  aptitud  de  éste;  10,  el  país,  escuela  y  fecha  en  que 
esté  expedido;  11,  la  fecha  en  que  le  ha  revalidado  en  España; 
l!á,  la  fecha  de  la  toma  de  posesión  del  cargo;  13,  la  fecha  del 
cese  en  el  mismo;  14,  el  nombre,  apellidos,  vecindad  y  domicilio 
del  médico  afecto  á  la  mina,  con  expresión  de  la  distancia  kilo- 
métrica de  ésta  á  su  domicilio;  y  por  último,  una  casilla  de  ob- 
servaciones; todo  según  modelo. 

El  incumplimiento  de  esta  prescripción  reglamentaria  por 
parte  de  los  concesionarios  ha  ocasionado  varias  circulares  de 
la  Dirección  general  de  Agricultura,  recordándola  y  fijando  pla- 
zos breves  para  su  exacto  cumplimiento;  también  se  han  dado 
otras  circulares  de  la  misma  Dirección  pidiendo  á  los  ingenie- 
ros jefes  que  remitieran  listas,  con  los  nombres  y  apellidos  de 
los  directores  responsables  y  título  legal  que  posean  para  ejer- 
cer aquellos  cargos.  El  resultado  obtenido  por  aquellas  circula- 
res no  fué  todo  lo  completo  que  de  desear  fuera,  y  de  aquí  que 
recientemente,  en  10  de  Mayo  de  1904,  se  diera  una  nueva  cir- 
cular, recordando  y  ampliando  las  anteriores  y  ordenando  ade- 
más que  en  el  caso  que  por  los  mineros  no  se  cumpliera  lo  pre- 
ceptuado, se  aplicara  la  sanción  penal  fijada  en  el  mismo  Re- 
glamento de  Policía  minera. 

Guando  la  explotación  esté  dirigida  por  una  persona  que  no 
posea  título  correspondiente,  ó  en  su  caso  el  certificado  de  ca- 
pacidad, ó  que  haya  perdido  ésta,  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia deberá  exigir,  á  propuesta  del  ingeniero  jefe  de  Minas,  que 
dicha  persona  sea  sustituida  inmediatamente  por  otra  que  reúna 
las  condiciones  que  marca  el  reglamento,  debiendo  suspenderse 
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'ación  á  los  treinta  días  de  haber  sido  notificado  el  pro- 
ó  arrendatario  de  la  mina,  hasta  el  cumplimiento  de 
prescripción. 

!  demuestre  estar  desempeñando  el  cargo  de  director  de 
a  el  día  en  que  se  publicó  el  reglamento  de  Policía  mi- 
de Julio  de  1897)  y  que  pruebe  haberlo  desempeñado 
sma  ó  en  otras  minas  por  espacio  de  un  año  en  los 
teriores  ó  en  dicha  fecha,  tendrá  derecho  á  un  certifl- 
práctica.  Este  certificado  le  habilitará  para  continuar 
3mo  cargo  indefinidamente. 

¡óu  penal.— El  Reglamento  de  Policía  minera  dice  en 
117.  Toda  transgresión  á  los  preceptos  del  reglamento 
¡a  minera  será  castigada  por  los  Gobernadores  por  sí,  ó 
esta  del  ingeniero  jefe  de  Minas,  oyendo  previamente 
teresados,  con  las  multas  siguientes: 
los  propietarios,  arrendatarios  ó  directores  de  labores 
ó  de  fábricas  mineralúrgicas  ó  metalúrgicas,  hasta 
tas  como  máximum. 

os  capataces,  vigilantes  y  demás  empleados  subalter- 
ta  50  pesetas  como  máximum, 
os  obreros,  hasta  25  pesetas  como  máximum. 
;o  de  reincidencia,  las  multas  serán  dobles  de  las  con- 
j.» 

la  inspección  facultativa  resultase  que  por  mala  direc- 
¡ecución  de  las  labores  de  una  mina  amenazasen  ruina 
uviesen  convenientemente  desaguadas  ó  ventiladas,  el 
rio  ó  arrendatario,  á  más  de  la  multa  en  que  incurra, 
bonar  los  derechos  y  gastos  que  ocasionen  la  visita  ó 
ue  hayan  de  practicarse  hasta  que  queden  cumplimen- 
3  prevenciones  de  carácter  obligatorio  que  se  le  hubie- 
10  sobre  los  referidos  particulares;  y  si  no  las  realizasen 
Bsionarios  en  el  plazo  que  se  les  señale,  las  ejecutará  la 
tración  por  sí  á  costa  del  dueño  ó  explotador  de  la 
i  ingeniero  que  haya  girado  la  visita  de  inspección  re- 
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dactará,  con  arreglo  á  la  instrucción  para  el  abono  de  indemni- 
zaciones y  gratificaciones  al  personal  facultativo  de  minas,  el 
presupuesto  de  las  obras  que  deben  ejecutarse  á  costa  del  inte- 
resado, el  cual  deberá  depositar  su  importe  en  un  plazo  máximo 
de  quince  días;  y  de  no  hacerse  el  referido  depósito  dentro  del 
mencionado  plazo,  se  procederá  á  hacerlo  efectivo,  siguiendo 
los  trámites  que  prescribe  el  procedimiento  ejecutivo  de  apre- 
mio que  para  los  morosos  tiene  establecido  la  Hacienda. 

El  director  de  minas  que  oculte  labores  en  las  visitas  de  los 
ingenieros,  ó  que  deje  de  avisar  cualquier  accidente  que  haya 
ocasionado  muertes  ó  heridas  graves,  será  castigado  por  los  Go- 
bernadores con  las  multas  de  250  á  500  pesetas.  Igual  multa  se 
impondrá  al  director  de  fábrica  que  deje  de  avisar  cualquier  ac- 
cidente de  carácter  grave. 

Toda  negligencia  en  el  cumplimiento  de  los  avisos  que  pre- 
ceptúa el  reglamento  de  Policía  minera  será  castigada  por  los 
Gobernadores  con  multas  que  no  excedan  de  25  pesetas.  De 
todo  documento,  comunicación  ó  aviso,  cuya  falta  de  presenta- 
ción envuelva  responsabilidad  para  los  interesados,  se  dará  á 
éstos,  por  el  funcionario  respectivo,  el  recibo  correspondiente. 

Las  multas  se  harán  efectivas  por  el  procedimiento  adminis- 
trativo, siguiendo  la  vía  de  apremio  para  los  morosos.  La  im- 
posición de  multas  no  exime  de  las  responsabilidades  crimi- 
nales que  determine  el  Código  penal. 
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CAPITULO   V 

e  la  cancelación  de  expedientes  y  caducidad 
de  concesiones. 


ícreto-ley  de  Bases  de  29  de  Diciembre  de  1868  nada  le- 
bre  cancelación  de  expedientes-,  el  art.  23  sólo  trata  de 
5  caduciad  de  concesiones  mineras;  era,  pues,  necesario 
consecuencia  acudir  á  la  doctrina  establecida  por  la 
año  1859,  reformada  en  4  de  Marzo  de  1868,  y  el  regía- 
le 24  de  Junio  de  1868,  siempre  que  no  se  opusiera  á  ello 
do  art.  23  de  las  Bases. 

do,  pues,  necesario  establecer  una  jurisprudencia  con 
iones  aisladas  que  se  han  dictado  antes  del  reglamento 
de  19(K>,  algunas  de  las  cuales  han  pasado  á  ser  artículos 
no. 

5ta  de  las  renuncias  que  hacían  los  interesados  de  las 
mes  mineras  después  de  anunciadas  en  el  Boletín  Ofi- 
iiendo  la  cancelación  de  los  expedientes  y  además  la  de- 
1  de  los  depósitos  que  habíaA  hecho  para  la  demarca- 
n  lo  que  se  originaba  un  perjuicio  grande  á  los  inge- 
1  practicar  las  operaciones  periciales  en  la  tramitación 
ípedientes;  considerando  que  la  mayor  parte  de  los  dis- 
ineros  comprenden  varias  provincias  y  que  en  muchos 
s  itinrearios  que  los  ingenieros  forman  se  extienden  á 
ás  provincias;  que  publicados  aquellos  itinerarios  y  he- 
;  notificaciones  para  plazos  fijos,  no  puede  adelantar  el 
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ingeniero  si  se  admite  alguna  renuncia,  á  no  ser  en  el  sitio  de  la 
operación;  que  habrían  de  pagar  los  interesados  que  quedasen, 
los  gastos  que  correspondían  á  aquellos  cuya  renuncia  se  admi- 
tía; que  los  presupuestos  que  á  los  ingenieros  se  les  tenía  man- 
dado que  formaran  tenían  que  resultar  defectuosos,  y  por  último, 
que  los  registradores  tenían  tiempo  suficiente  desde  que  presen- 
taban la  solicitud  hasta  el  momento  de  insertarse  en  el  Boletín 
Oficial  para  renunciar  á  la  concesión  pedida,  se  dispuso  por 
Real  orden  de  30  de  Julio  de  1872: 

1.®  Anunciadas  en  el  Boletín  Oficial  denlas  provincias  las 
operaciones  periciales  que  deben  practicar  los  ingenieros,  sólo 
serán  admisibles  en  el  terreno  las  renuncias  que  de  las  conce- 
siones solicitadas  hagan  los  interesados,  y 

2.**  Los  depósitos  consií^nados  para  responder  á  los  gastos  que 
origina  el  desempeño  de  las  operaciones  facultativas  no  podrán 
disolverse  desde  el  momento  en  que  sean  anunciadas  aquéllas 
por  los  ingenieros  jefes  á  los  Gobernadores,  y  sólo  se  hará  de 
los  sobrantes,  si  los  hubiere,  después  de  presentadas  las  cuen- 
tas por  los  ingenieros. 

Se  crearon  también  conflictos  en  cuanto  á  los  plazos  para  ob- 
tener las  concesiones;  disponía  el  reglamento  de  1868  que  los 
plazos  eran  improrrogables  y  fatales  y  las  faltas  de  la  Adminis- 
tración no  irrogaban  perjuicio  á  los  interesados  siempre  que  en 
el  término  de  sesenta  días  reclamaran  contra  su  descuido;  si 
omitiesen  la  reclamación  en  el  término  expresado,  se  entendía 
que  desistían  de  sus  pretensiones  y  que  abandonaban  la  prose- 
cución de  su  expediente,  el  cual  se  reputaba  cancelado.  Esta 
declaración  se  podía  hacer  á  instancia  de  cualquier  otro  intere- 
sado. Sólo  el  Grobiemo  podía  dispensar  los  defectos  que  produ- 
cían la  cancelación  de  los  expedientes,  cuando  no  se  causase 
perjuicio  á  tercero. 

De  acuerdo  con  la  última  parte  del  párrafo  anterior,  el  Go- 
bierno de  la  República,  por  resolucfbn  de  23  de  Diciembre  de  1873, 
fijó  reglas  para  la  mejor  inteligencia  y  aplicación  de  la  disposi- 
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-ior,  diciendo:  Que  las  solicitudes  se  dirigieran  al  Go- 
[presando  las  dispensas  que  se  pretendían;  que  se  hi- 
solicitud  para  cada  expediente  que  se  quisiera  reha- 
le  el  Gobernador  informara  si  procedía  ó  no  la  gracia 
día  y  en  el  plazo  de  treinta  días  lo  remitiera  con  la  so- 
Ministro  de  Fomento;  que  sólo  procedía  remitirlas  di- 
te  al  Ministro  cuando  las  rechazaran  los  Gobernado- 
'  último,  que  la  dispensa  otorgada  por  el  Gobierno  pro- 
os  sus  efectos  desde  el  momento  de  la  presentación 
3itud. 

rden  del  Presidente  de  la  República  de  1.°  de  Julio 
después  de  recordar  que  las  concesiones  tenían  que 
en  un  plazo  que  no  excediera  de  cuatro  meses,  dispuso 
que  sólo  al  Gobierno  competía  ó  incumbía  la  dispensa 
que  producía  la  cancelación  de  un  expediente  conforme 
as  de  la  orden  de  23  de  Diciembre  de  1873. 
iose  pendientes  de  despacho  en  el  Ministerio  gran  nú- 
íxpedientes,  como  consecuencia  de  las  anteriores  dis- 
«,  en  18  de  Febrero  de  1875  se  dieron  nuevamente 
ra  que  los  Gobernadores  tuvieran  la  facultad  de  dis- 
efectos en  los  expedientes  en  que  los  interesados  lo 
pretendido  hasta  aquella  fecha  ó  lo  solicitaran  dentro 
azo  de  sesenta  días. 

a  Real  orden  posterior  se  resolvió  que  si  al  demarcarse 
ro  no  han  transcurrido  los  cuatro  meses  y  sesenta  días 
os  para  reclamar  contra  la  Administración  y  el  intere- 
3te  á  la  operación,  esta  asistencia  produce  el  mismo 
e  si  hubiese  reclamado. 

idose  ofrecido  dudas  sobre  los  efectos  de  las  Reales  or- 
ando se  dictan  durante  el  curso  de  los  expedientes  de 
3r  Real  orden  de  20  de  Mayo  de  1882  se  dispuso:  1.®,  que 
ís  órdenes  dictadas  durante  el  curso  de  los  expedientes 
\  ponen  fin  á  la  vía  gubernativa  en  cuanto  á  los  extre- 
resuelven,  no  pudiendo  ser  nuevamente  examinadas  ni 
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discutidas  por  la  Administración  activa  en  ninguna  de  sus  jerar- 
quías, y  sí  sólo  en  la  vía  contencioso-administrativa;  y  2.®,  que 
los  interesados  en  los  expedientes  que  de  Real  orden  fueron  de- 
clarados nulos  y  sin  curso  ni  valor  alguno,  por  estar  compren- 
didos en  las  disposiciones  del  reglamento  para  la  ejecución  de 
la  ley  de  Minas,  no  tienen  en  tal  concepto  personalidad  legal 
para  oponerse  en  vía  gubernativa  a  la  prosecución  y  aprobación 
de  los  expedientes  que,  por  ser  más  antiguos,  motivaron  la  de- 
claración de  nulidad,  no  procediendo,  por  consiguiente,  á  notifi- 
carles las  providencias  que  en  éstos  se  dicten,  y  que  no  pueden 
invocar  en  vía  contenciosa  derecho  alguno  lesionado  ni  como 
demandantes  ni  como  coadyuvantes  de  la  Administración. 

Fué  necesario  en  20  de  Mayo  de  1884,  y  por  otra  Real  orden, 
aclarar  la  anterior,  disponiendo:  1.^,  que  las  providencias  de 
cancelación  dictadas  en  los  expedientes  de  registro,  declarán- 
dolos nulos  y  sin  valor,  en  virtud  de  lo  preceptuado  en  el  re- 
glamento de  24  de  Junio  de  1868  para  la  ejecución  de  la  ley  de 
Minas  de  6  de  Julio  de  1869,  cuando  fueron  confirmados  de 
Real  orden,  y  esta  Real  orden  consentida  ó  impugnada  en  vía 
contenciosa  ante  el  Consejo  de  Estado,  y  esta  impugnación  des- 
estimada, bien  por  no  ser  justa,  bien  por  no  haber  sido  presen- 
tada dentro  del  plazo  de  treinta  días,  son  firmes  é  irrevocable- 
mente ejecutorias,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  reglamento;  no 
pudiendo,  por  consiguiente,  ser  examinadas,  discutidas,  confir- 
madas nuevamente,  ni  revocarse  en  la  vía  gubernativa  ni  en 
la  contenciosa,  ni  por  la  Adminstración  provincial,  ni  por  la 
Central,  separada  ni  juntamente  con  aquellas  providencias  y 
sus  Reales  órdenes  confirmatorias  por  las  cuales  se  aprobó  el 
expediente  más  antiguo  que  motivó  las  de  cancelación  y  se  con- 
cedió la  mina;  2.°,  que  sólo  cometiendo  un  exceso  de  poder  é 
infringiendo  disposiciones  legales,  puede  la  Administración,  ya 
sea  en  vía,gubernativa,  ya  en  la  contencioso-administrativa, 
tramitar  y  resolver  las  protestas^  reclamaciones  que  los  inte- 
resados en  los  expedientes  cancelados  hayan  presentado  en  el 
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acto  de  la  demarcación  de  la  mina;  y  3.**,  que  la  Real  orden 
de  20  de  Mayo  de  1882,  y  lo  mismo  la  presente,  son  de  obliga- 
toria observancia  é  ineludible  aplicación  en  todos  los  expe- 
dientes promovidos  antes  y  después  de  su  publicación,  sea  cual- 
quiera el  trámite  en  que  se  encuentren,  lo  mismo  en  la  vía  gu- 
bernativa que  en  la  contencioso-administrativa,  constituyendo 
la  falta  de  su  aplicación,  en  cualquiera  de  las  dos  jurisdicciones, 
infracciones  á  sabiendas  de  todos  los  preceptos  legales  y  regla- 
mentarios que  en  la  misma  se  citan. 

Como  resumen  de  disposiciones  varias,  que  establecen  juris- 
prudencia sobre  la  materia,  se  han  dictado  cancelaciones  de  ex- 
pedientes de  concesiones  mineras: 

Por  no  haberse  constituido  el  depósito  para  gastos  oficiales. 

Por  no  haberse  designado,  cuando  menos,  la  sección  á  que 
pertenece  la  substancia  que  se  pretende  explotar. 

Por  imposibilidad  de  interpretar  la  designación. 

Por  localización  defectuosa. 

De  registros  de  substancias  de  la  3.*  sección  sobre  concesio- 
nes caducadas  por  adeudos  de  canon  de  superficie;  por  haberse 
incoado  antes  de  celebrarse  las  subastas. 

También  se  han  decretado  ^  cancelaciones  de  expedientes, 
cuando  de  demasías  se  trataba: 

Por  la  preferencia,  en  favor  de  las  minas  colindantes. 

Por  no  haber  justificado  con  poder  legal  el  peticionario  la  re- 
presentación que  ostentaba,  ó  por  falta  de  personalidad;  exi- 
giéndose, cuando  se  trata  de  Compañías,  que  justifiquen  en  el 
expediente  su  existencia  legal,  debiendo  acompañar  á  la  petición 
la  escritura  de  constitución  de  dicha  Sociedad;  así  como  si  no 
han  sido  los  concesionarios,  presentar  la  escritura  de  adqui»- 
ción  de  las  minas  que  dan  el  derecho  preferente. 

Por  haberse  solicitado  cuando  no  estaban  aún  aprobados 
todos  los  expedientes* de  las  minas  que  la  limitaban. 

Por  no  haber  presentado  el  papel  de  reintegro  correspcm» 
diente  al  título  de  propiedad. 


Digitized  by 


Google 


-  196  -    , 

Ha  dado  lugar  también  á  cancelación  de  expedientes  el  pre- 
cepto que  el  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868  establecía,  que 
las  Reales  órdenes  confirmatorias  de  aprobación  de  un  expe- 
diente eran  reclamables  por  la  vía  contenciosa  en  un  plazo  de 
treinta  días,  y  que  transcurrido  ese  plazo  sin  haberse  presen- 
tado la  reclamación,  eran  firmes  y  ejecutorias  aquéllas;  esta 
doctrina,  confirmada  por  gran  número  de  disposiciones,  ha 
dado  lugar  á  que  se  declare  sin  curso  fenecido  un  expediente 
cuando  se  ha  incoado  antes  de  terminar  el  plazo  de  treinta 
días  desde  la  aprobación  de  las  minas  que  constituían  una 
demasía. 

Guando  se  han  pedido  antes  de  expirar  el  plazo  que  para  soli- 
citar las  demasías  tienen  las  minas  colindantes,  ha  sido  motivo 
también  de  cancelación  de  expedientes. 

Por  último;  la  falta  de  terreno  franco,  de  consignar  el  depó- 
sito para  los  gastos  de  demarcación,  localización  defectuosa,  et- 
cétera, son  también  fundamentos  de  cancelación  de  expedientes 
de  demasías. 

El  reglamento  provisional  de  1903  estableció  la  cancelación 
cuando  transcurría  un  año  sin  que  se  terminara  en  la  provin- 
cia la  tramitación  del  expediente,  si  al  expirar  dicho  plazo  no 
acudía  el  interesado,  en  el  término  de  treinta  días,  manifes- 
tando por  escrito  al  Gtobernador  que  no  desistía  de  su  preten- 
sión, y  que,  por  el  contrario,  pedía  se  activasen  las  diligencias. 

El  Reglamento  vigente  ha  suprimido  este  motivo  de  cancela- 
ción, redactándose  en  la  forma  siguiente  el 

«Art.  93.  Los  expedientes  de  concesiones  mineras  quedarán 
sin  curso  y  fenecidos: 

1.^  Cuando  los  peticionarios  faltaren  á  cualquiera  de  los  re- 
quisitos esenciales  establecidos  en  la  ley  y  en  este  reglamento, 
á  saber: 

Consignar  en  los  plazos  marcados  las  cantidades  que  deter- 
mina este  reglamento  para  cubrir  los  gastos  oficiales  de  trami- 
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tacíón,  y  los  correspondientes  á  los  derechos  de  pertenencias 
demarcadas  y  expedición  del  título  de  propiedad. 

Acompañar  á  la  solicitud  de  registro  su  designación. 

Concurrir  en  persona,  ó  por  medio  de  representante  en  debida 
forma,  á  la  demarcación,  siempre  que,  solicitada  ésta  por  se- 
gunda vez,  según  indica  el  art.  38,  y  notificado  oportunamente 
para  ello,  dejase  de  asistir  á  la  misma. 

2.®  Cuando  no  resultare  haber  terreno  franco  para  una  conce- 
sión de  cuatro  hectáreas  por  lo  menos,  ó  que  el  terreno  que  se 
sefiale  por  el  interesado  en  el  acto  del  reconocimiento  y  demarca- 
ción no  concuerde  con  el  designado  en  la  solicitud  de  registro;  y 

3.®  Cuando  el  interesado  ó  su  representante  legal  acudan  al 
Gobernador,  en  escrito  firmado  por  uno  de  ellos,  manifestando 
que  desisten  de  su  propósito,  ó  bien  hagan  la  renuncia  en  el  acto 
de  procederse  al  reconocimiento  y  demarcación  del  terreno. 

Kn  cualquiera  de  estos  casos,  el  ingeniero  jefe  hará  constar  en 
el  expediente  respectivo  la  causa  que  motiva  la  cancelación  del 
mismo,  y  el  Gobernador,  en  el  plazo  de  cinco  días,  lo  declarará 
sin  curso  y  fenecido,  y  dentro  de  los  tres  días  siguientes  se  noti- 
ficará al  interesado,  ya  personalmente  ó  por  medio  del  Boletitt 
Oficial,  no  publicándose  en  éste  la  declaración  de  franco  y  regis- 
trable  el  terreno  hasta  que  sea  firme  la  providencia.» 

El  Consejo  de  Estado,  en  su  informe  creía  conveniente  que  se 
añadiera  alguna  otra  prescripción,  encaminada  á  poner  término 
á  una  corruptela  muy  generalizada  y  con  la  que  es  preciso 
acabar. 

Ocurre  con  frecuencia  que  registros  presentados  no  se  trami- 
tan, conservándolos  años  y  años  subsistentes,  sin  llegarse  á 
marcar  ni  mucho  menos  á  expedirse  el  correspondiente  título, 
5dio  por  el  cual  se  evita  la  presentación  de  nuevas  solicitudes 
le  mantiene  el  derecho  á  la  concesión  sin  satisfacer  canon  nin- 
no:  á  remediar  este  mal  tendía  el  precepto  que  estableció  eJ 
jlamento  provisional,  de  cancelación  de  los  expedientes  cuan- 
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do  tranacxuTÍa  un  año  sin  otorgar  la  concesión;  pero  como  quie- 
ra que  al  expirar  aquel  plazo  podía  acudir  el  interesado  manifes- 
tando que  no  desistía  de  su  propósito  y  volvía  á  revivir  su  de- 
recho, resultaba  en  la  práctica  ilusoria  semejante  prescripción, 
que  de  un  modo  implícito  venía  á  autorizar  el  abuso  citado. 

Para  poner  término  á  él  debía  exigirse  que  los  ingenieros 
jefes  dieran  cuenta  trimestralmente  á  los  Gobernadores,  y  éstos 
á  su  vez  á  la  Dirección  general  de  Agricultura,  de  ios  expedien- 
tes de  registro  no  ultimados  durante  el  año,  especificando  las 
causas  que  hayan  impedido  el  otorgamiento  de  la  concesión, 
acordándose  por  el  Ministerio  en  tales  casos  lo  que  resulte  pro- 
cedente y  exigiendo  las  responsabilidades  á  que  baya  lugar 
cuando  el  retraso  tenga  por  origen  el  incumplimiento  de  las 
disposiciones  establecidas. 

De  este  modo  podrá  impedirse  el  que  se  vengan  detentando, 
si  no  de  hecho  de  derecho,  grandes  extensiones  mineras,  en 
daño  del  Estado,  que  deja  de  percibir  el  canon  debido,  y  con 
peijuicio  del  interés  privado,  que  se  encuentra  en  la  imposibi- 
lidad de  solicitar  esos  terrenos  por  no  haberse  declarado  fran- 
cos y  registrables. 

La  caducidad  de  las  concesiones  no  procede,  según  el  art.  23 
de  las  Base»,  más  que  cuando  el  dueño  deje  de  satisfacer  el  im- 
porte de  un  año  de  canon  de  superficie:  gran  número  de  dispo- 
siciones, y  en  confirmación  de  lo  anterior  han  declarado  la  in- 
competencia de  la  Administración  para  dictar  la  caducidad  por 
otras  causas,  ni  para  rehabilitar  las  caducadas,  ni  para  conocer 
de  ellas  una  vez  dictados  los  decretos  de  caducidad. 

No  obstante,  y  en  beneficio  de  las  substancias  de  la  3.*  sec- 
ción, se  caducan  los  derechos  reconocidos  á  favor  de  los  dueños 
de  la  superficie,  para  explotar  las  substancias  minerales  de  la 
2.*  sección,  cuando  estos  propietarios  no  explotaran  por  sí 
los  minerales  de  sus  fincas,  conservándoles  el  privilegio  sólo 
cuando  las  minas  son  beneficiadas  por  ellos.  Cuando  la  subs- 
tancia de  la  2.*  sección  se  encuentra  en  terrenos  de  dominio 
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público,  la  caducidad  de  la  concesión  es  absoluta,  declarán- 
dose la  concesión  en  favor  de  la  substancia  de  la  3/  sección. 
El  fundamento  de  estas  disposiciones  es  evitar  que  lo  que  la 
ley  ha  querido  otorgar  como  un  beneficio  se  convierta  en  medio 
de  impedir  el  disfrute  y  explotación  de  importantísimos  yaci- 
mientos mineros,  entendiéndose  que  cuando  un  dueño  de  te- 
rreno deja  el  beneficio  de  las  minas  de  la  2.*  sección  que  en  el 
mismo  existen  y  se  le  han  otorgado,  procede  declarar  terminado 
su  derecho  y  conceder  aquellas  á  cualquier  particular  ó  em- 
presa que  solicite  las  substancias  de  la  3.*  sección. 

Procede  también  la  caducidad  cuando,  al  hacerse  la  demar- 
cación de  una  concesión,  comprende  ésta  terreno  de  dos  pro- 
vincias; porque  no  abarcando  la  autoridad  del  Gobernador  de 
una  provincia  más  que  al  territorio  en  ésta  comprendido,  la 
parte  de  la  demarcación  en  ella  comprendida  está  dentro  de 
su  jurisdicción  y  bien  concedida,  pero  la  parte  comprendida  á 
la  provincia  distinta  de  la  suya,  debe  caducarse,  y  así  se  ha 
hecho  en  los  casos  que  se  han  presentado,  mandándose  recti- 
ficar la  concesión  de  su  provincia. 

Motivo  de  distintas  disposiciones  ha  sido  el  precisar  de  una 
manera  que  no  dé  lugar  á  dudas  de  ningún  género  el  momento 
preciso  en  que  la  caducidad  de  una  concesión  causa  nuevo  es- 
tado de  derecho.  Esta  falta  de  precisión  ha  dado  lugar  á  que, 
después  de  decretar  la  caducidad  de  unas  minas,  por  nt>  hab^ 
pagado  el  canon  de  superficie,  perseguido  el  concesionario  por 
vía  de  apremio,  satisfaga  los  débitos,  y  se  les  ha  concedido  el 
derecho  de  adquirir  las  minas  caducadas. 

En  21  de  Agosto  de  1883  se  dictaron  reglas  para  el  cobro  del 
canon  y  declaración  de  caducidad  de  concesiones  mineras,  fun- 
dadas en  las  desigualdades  irritantes  entre  las  empresas  mi- 
neras que  lo  satisfacían  puntualmente  y  las  que  no  cumplían 
aquel  deber,  impidiendo  además  que  otras  denuncien  y  ex- 
ploten minas  que  por  deber  caducarse  estarban  en  disposición  de 
poderse  adquirir.  De  Real  orden  se  dispuso  que  las  Adminis- 
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traciones  de  Contribuciones  y  Rentas  de  las  provincias  proce 
derian  inmediatamente  á  exigir  por  la  vía  de  apremio  los  dé- 
bitos por  canon  de  superficie  de  un  año  ó  más,  y  reclamar  de 
los  Gobernadores  civiles  la  caducidad  de  las  que  no  lo  satis- 
fagan enteramente  en  el  término  de  quince  dias,  á  contar  desde 
la  conminación  al  pago,  según  disponían  las  Bases;  que  se 
diera  conocimiento  á  la  Dirección  general  de  Contribuciones  de 
las  minas  caducadas  por  falta  de  pago  del  canon  de  superficie; 
que  se  llevaran  estados  oficiales  de  todas  las  concesiones  otor- 
gadas y  que  se  otorgaran,  con  expresión  de  las  extensiones  su- 
perficiales respectivas;  y  que  en  lo  sucesivo,  y  por  lo  que  se  re- 
fiere á  las  concesiones,  se  cumpliera  exactamente  lo  prevenido 
en  el  art.  23  de  las  Bases. 

El  complemento  de  estas  reglas  lo  da  la  instrucción  para  la 
administración  de  los  impuestos  sobre  la  propiedad  minera 
de  9  de  Abril  de  1880,  que  dice:  VTranscurridos  los  quince  días 
hábiles,  contados  desde  el  día  siguiente  al  de  la  notificación,  sin 
que  el  descubierto  se  haya  hecho  efectivo,  el  Delegado  de  Ha- 
cienda pedirá  inmediatamente  al  Gobernador  civil  la  caducidad 
de  las  pertenencias  deudoras,  acompañando  su  petición  con  cer- 
tificado de  los  recibos  de  los  cuatro  trimestres,  de  las  diligen- 
cias que  se  hayan  hecho  para  la  cobranza  y  de  la  notificación 
del  requerimiento.  Acordada  que  sea  la  caducidad  en  el  plazo 
oportuno,  las  oficinas  de  Hacienda  incoarán  sin  demora  alguna 
el  expediente  de  enajenación  de  la  propiedad  caducada,  proce- 
diendo, en  primer  término,  á  fijar  el  valor  de  la  misma  por  me- 
dio de  la  capitalización  que  deberán  hacer  los  ingenieros  del 
ramo,  y  hecha  ésta,  anunciará,  también  sin  demora,  la  primera 
de  las  tres  subastas. 

El  procedimiento  de  enajenación  de  la  propiedad  caducada 
constará  de  las  tres  subastas  que  determina  el  art.  23  del  de- 
creto-ley de  29  de  Diciembre  de  1868,  las  cuales  se  verifica- 
rán con  intervalos  de  cinco  días  ante  ef  interventor,  adminis- 
trador de  Contribuciones  y  jefe  del  N^ociado,  por  el  tipo  irre- 
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ducible  para  todas  ellas  del  valor  legal  de  la  misma,  que  es  el 
de  la  capitalización  al  3  por  100  de  los  productos  brutos  de  la 
misma  durante  un  año  si  estuvieran  en  explotación,  y,  casa 
de  no  estarlo,  la  del  importe  del  canon  también  anual,  corres- 
pondiente áia  pertenencia  ó  pertenencias  que  deban  subastarse. 
WüQta  el  momento  de  verificarse  cualquiera  de  las  tres  subastas, 
Budor  por  canon  podrá  evitar  la  pérdida  de  la  concesión  de 
artenencia  ó  pertenencias  que  se  subasten,  pagando  el  descu- 
to, recargos  y  costas.  Cuando  las  tres  subastas  resulten  de- 
tas,  las  oficinas  de  Hacienda  darán  aviso  á  los  Gobernado- 
á  fin  de  que  éstos  procedan  á  la  declaración  de  terreno 
co  de  la  pertenencia  ó  pertenencias  de  que  se  trate;  de  la 
,  una  vez  acordada,  se  dará  aviso  á  la  Dirección  de  Contri- 
iones,  y  simultáneamente  volverán  á  poner  en  curso  el  expe- 
ite  ordinario  de  apremio  contra  los  bienes  del  deudor,  hasta 
3r  efectivo  el  descubierto  por  principal,  recargo  y  costas,  ó 
ar  á  la  declaración  de  insolvencia,  la  que  no  implicará  la 
ación  de  la  deuda  sino  en  el  caso  de  que  el  deudor  fallezca 
1  vente.» 

[)steriormente,  en  29  de  Julio  de  1897,  una  resolución  de  la 
ícción  general  de  Contribuciones  directas  determinó  que  el 
ícho  que  á  los  poseedores  de  minas  concede  la  anterior  ins- 
¡ción  para  liberar  sus  minas  caducadas  por  descubierto  por 
)n  de  superficie,  está  vivo  y  subsistente  y  puede  ejercitarse 
as  tres  subastas,  hasta  el  momento  mismo  en  que  el  presi- 
te  de  la  Junta  de  subastas  dé  por  terminada  la  tercera.  Desde 
lomento  en  que  el  presidente  de  dicha  Junta  levanta  la  se- 
L  en  esa  tercera  subasta,  se  crea  un  nuevo  estado  de  derecho, 
que  poseyó  la  mina  no  puede  ya  liberarla. 
i  á  cualquiera  de  las  subastas  se  presentasen  licitadores,  el 
ícho  del  concesionario  ó  poseedor  de  la  mina  podrá  ejerci- 
e,  aun  dentro  del  período  de  licitación,  hasta  el  momento  in- 
liato  anterior  al  entjue  el  presidente,  aceptando  postura  que 
dentro  de  la  ley,  declare  rematada  la  mina. 
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Pronunciada  por  el  presidente  la  palabra  rematada,  el  dere- 
cho á  liberarla  queda  caducado,  y  en  aquel  momento  nace  el 
del  licitador  en  cuyo  favor  se  remató  la  concesión. 

El  reglamento  para  la  administración  de  los  impuestos  sobre 
la  propiedad  minera  de  28  de  Marzo  de  1900  confirma  las  ante- 
riores instrucciones,  introduciendo  algunas  ligeras  modificacio- 
nes; al  Gobernador  se  le  señala  el  plazo  de  veinte  días  para  de- 
cretar la  caducidad;  la  Junta  para  las  subastas  la  compondrán 
el  jefe  de  Hacienda  de  la  provincia,  presidente;  interventor;  jefe 
del  distrito  minero,  y  en  su  defecto  el  secretario  del  Gobierno 
civil;  administrador  de  Contribuciones;  y  jefe  del  Negociado  de 
Minas,  que  actuará  como  secretario. 

El  art.  87  del  reglamento  provisional  de  17  de  Abril  de  1903, 
que  ba  venido  á  ser  el  art.  98  del  vigente  reglamento  de  1906, 
dice: 

«Las  concesiones  mineras  que,  á  petición  del  Delegado  de  Ha- 
cienda, se  tiaducaran  por  falta  de  pago  del  canon  de  superficie, 
no  podrán  sacarse  á  pública  subasta  hasta  que  haya  transcurrido 
sin  apelación  el  plazo  fijado  por  la  ley  para  interponer  el  recurso 
contencioso  contra  el  expresado  decreto,  ó  haya  sido  resuelto  di- 
cho recurso  en  el  caso  de  haberse  promovido.» 

Este  plazo  es  hoy  de  tres  meses. 

Disposición  que  altera  el  plazo  hasta  entonces  concedido  para 
la  subasta,  pero  que  una  Real  orden  de  12  de  Octubre  de  190a 
confirma  y  el  haber  conservado  el  texto  del  artículo  íntegro  en 
el  último  reglamento  ratifica  nuevamente. 

El  distinto  criterio  seguido  al  conceder  registros  sobre  minas 
no  caducadas,  pero  cuya  tramitación  se  había  seguido  sin  pro- 
testa ni  reclamación  alguna,  unas  veces  declarando  firme  la 
nueva  concesión  y  otras,  por  el  contrario,  caducando  ésta  y  de- 
clarando firme  la  primera ,  dio  lugar  al  Real  decreto  de  29  de 
Diciembre  de  1893,  por  el  que  se  disponía  que:  Las  concesiones 
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mineras  otorgadas  después  de  la  publicación  del  decreto-ley  de 
Bases  de  29  de  Diciembre  de  1868,  ó  que  se  hayan  acogido  á  sus 
beneficios,  son  firmes  y  ejecutorias,  no  pudiendo  ser  anuladas 
ni  revocadas  sino  en  los  casos  de  providencias  de  declaración 
de  caducidad  y  en  el  plazo  que  señala  la  ley  por  la  que  se  rige 
el  Consejo  de  Estado.  Los  Gobernadores  cuidarán  muy  espe- 
cialmente de  determinar  de  manera  clara  y  precisa,  en  sus  de- 
cretos ó  providencias,  la  índole  de  la  declaración  que  deban 
hacer,  expresando  que  queda  sin  curso  y  fenecido  el  expediente, 
ó  bien  caducada  la  concesión,  según  se  refiera  á  expediente  en 
trámite  ó  á  concesiones  otorgadas. 

Por  último,  y  aunque  el  reglamento  de  1903  incluía  como 
caso  de  caducidad  aquel  en  que  una  mina  resultaba  concedida 
en  terreno  de  otra  máé  antigua,  se  ha  considerado  que  esto  es 
motivo  de  nulidad,  pero  no  de  caducidad  de  una  concesión;  que- 
dando así  redactados,  en  el  vigente  reglamento,  los  artículos 
que  de  esto  tratan. 

I 

«Art.  94.  Las  concesiones  mineras  caducarán: 

1.®  Cuando  el  concesionario  deje  de  satisfacer  el  importe  de 
un  año  del  canon  por  superficie  que  le  corresponda,  y  que  per- 
seguido por  la  vía  de  apremio  no  lo  satisfaga  en  el  término  de 
quince  días,  ó  resulte  insolvente. 

2.**  Cuando  el  concesionario  no  realice  el  pago  de  la  cuota  que 
le  corresponda  abonar  por  el  desagüe  de  su  mina,  según  pres- 
cribe el  art.  13  de  la  ley  de  1.°  de  Agosto  sobre  desagüe  de  con- 
cesiones mineras;  y 

3.®  Por  renuncia  del  concesionario  en  escrito  firmado  por  él  ó 
su  representante. 

Art.  95.  De  las  resoluciones  del  Gobernador  declarando  sin 
curso  y  fenecidos  los  expedientes  en  tramitación,  podrán  los  in- 
teresados reclamar  al  Ministerio  del  ramo  dentro  de  los  treinta 
días  siguientes  al  de  la  notificación. 

Art.  96.  Contra  los  decretos  del  Gobernador  declarando  la  ca- 
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ducidad  de  una  concesión,  se  podrá  recurrir  ante  el  Tribunal 
provincial  de  lo  Contencioso-administrativo.  Del  fallo  de  éste 
podrá  apelarse  ante  el  Tribunal  Supremo  en  los  plazos  señalados 
por  la  ley  reformada  para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  conten- 
cioso-administrativa. 

Cuando  la  caducidad  de  una  concesión  se  haya  decretado  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  13  de  la  ley  de  Desagüe  de  1.®  de 
Agosto  de  1889,  cal)e  el  recurso  de  alzada  ante  el  Ministerio  del 
ramo,  según  se  establece  en  el  citado  artículo», 

ó  sea  de  treinta  días. 

Por  la  primera  parte  del  párrafo  primero  del  art.  96  se  ve  que 
las  providencias  de  los  Gobernadores,  terminan  la  vía  guber- 
nativa en  la  esfera  provincial,  en  materia  tan  importante  como 
lo  es  la  de  caducidad,  siendo  así  que  otros  asuntos  de  menor 
trascendencia  conceden  el  recurso  de  alzada  ante  el  Ministro; 
además,  tampoco  está  en  harmonía  con  la  nueva  organización 
dada  á  lo  contencioso-administrativo,  y  quizás  hubiera  sido 
conveniente,  fundándose  en  la  ley  por  que  se  rige  este  Tribunal, 
conceder  aquel  recurso. 

Ahora  bien,  y  como  al  principio  del  capítulo  hemos  dicho,  la 
doctrina  que  ha  servido  de  base  para  establecer  los  artículos 
del  reglamento  general  de  minería  ha  tenido  que  ser  la  esta- 
blecida por  la  ley  de  1859,  reformada  en  4  de  Marzo  de  1868;  y 
como  en  ésta  el  art.  68  sienta  el  procedimiento  que  debe  seguirse, 
el  vigente  reglamento  se  ha  limitado  á  copiarlo. 

Bueno  será,  no  obstante,  tenerlo  en  cuenta  para  el  día  en  que 
se  proceda  á  la  reforma  de  la  legislación  de  Minas,  con  tanta  in- 
sistencia reclamada. 

Los  artículos  siguientes  están  dedicados  al  procedimiento  que 
ha  de  seguirse  para  la  caducidad  y  subasta  de  las  concesiones 
y  renuncia  de  las  minas,  estableciendo  prescripciones  de  con- 
formidad coirlos  reglamentos  de  Hacienda  en  este  punto  y  dando 
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cabida  á  algunas  prácticas  sancionadas  por  la  jurisprudencia, 
son  los  siguientes: 

*Art.  97.  Los  concesionarios  de  minas  que  hayan  sido  caduca- 
das á  causa  de  descubiertos  por  canon  de  superficie,  tienen  el 
derecho  de  liberarlas  hasta  el  momento  mismo  en  que  el  Presi- 
dente de  la  Junta  de  subastas  dé  por  terminada  la  tercera  para 
cada  mina  cuya  subasta  se  anuncia,  si  no  hubiera  habido  postor. 

Si  á  cualquiera  de  las  tres  subastas  se  presentasen  licitadores, 
el  derecho  que  se  concede  al  concesionario  ó  poseedor  de  la  mina 
podrá  ejercitarse,  aun  dentro  del  período  de  licitación,  hasta  el 
momento  inmediato  anterior  al  en  que  el  Presidente  de  la  Junta 
de  subastas,  aceptando  postura  que  esté  dentro  de  la  ley,  declare 
rematada  la  mina.» 

El  art.  98  queda  mencionado  anteriormente. 

«Art.  99.  En  el  plazo  de  quince  días,  contados  desde  la  fecha 
en  que  las  oficinas  de  Hacienda  hayan  dado  cuenta  de  la  adjudi- 
cación de  una  mina  subastada  por  descubierto  del  canon  de  su- 
perficie, los  Gobernadores  deberán  expedir  el  título  do  propiedad 
á  favor  del  rematante,  harán  constar  en  este  título  la  circunstan- 
cia de  haberse  adquirido  la  mina  en  subasta  pública,  y  se  anun- 
ciará en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia  la  anulación  del  título 
anterior,  oficiando  al  Registrador  de  la  propiedad  para  que  el 
aviso  surta  sus  efectos. 

El  rematante  está  obligado  á  presentar,  dentro  de  los  cinco  días 
siguientes  al  de  la  adjudicación  del  remate,  el  papel  de  reintegro 
que  para  la  extensión  del  título  señala  la  Real  orden  de  4  de 
Abril  de  1894,  y  á  ingresar  en  el  mismo  plazo  los  derechos  reales 
por  transmisión  de  bienes  que  regulen  las  leyes.» 

Cuya  Real  orden  dispone  cpie  hay  que  satisfacer  el  papel  de 
reintegro  correspondiente  al  valor  del  sello  en  qué  haya  de  ex- 
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tenderse  el  titulo  de  propiedad,  al  que  se  dará  igual  tramitación 
que  á  los  títulos  de  nuevas  concesiones. 

«Art.  100.  Los  Gobernadores,  recibido  el  aviso  de  las  oficinas 
de  Hacienda  de  haber  quedado  desiertas  las  tres  subastas  de  una 
mina  caducada  por  d^cubiertosde  un  año  del  canon  por  su  su- 
perficie, procederán,  en  un  plazo  máximo  de  veinte  días,  á  la 
declaración  de  terreno  franco  de  la  concesión  de  que  se  trate, 
publicándose  en  el  Boletín  Oficial, 

Art.  101.  Los  in^renieros  jefes  de  los  distritos  mineros  cuidarán 
de  que  á  los  expedientes  de  caducidad  de  las  concesiones  por 
falta  de  pago  del  canon  de  superficie  se  unan  las  comunicaciones 
de  la  Delegación  de  Hacienda  solicitando  la  caducidad  de  dichas 
concesiones,  y  aquéllas  en  que  den  cuenta  del  resultado  de  las 
subastas,  cuidando,  además,  de  que  en  los  mismos  se  extiendan 
los  decretos  del  Gobernador  por  los  que  se  caducan  las  concesio- 
nes y  se  declara  franco  y  registrable  el  terreno  que  comprenden, 
sin  perjuicio  de  la  publicación  que  de  ellos  se  haga  en  el  Boletín 
Oficial  de  la  provincia. 

Art.  102.  No  estarán  sujetas  á  lá  subasta  que  determina  el  ar- 
tículo 23  del  decreto-ley  de  Bases  aquellas  minas  cuyos  dueños 
nada  adeudan  al  Tesoro  al  tiempo  de  renunciarlas. 

Art.  103.  Para  que  sea  admitido  el  escrito  de  renuncia  de  una 
concesión  á  que  se  refiere  el  caso  3.°  del  art.  94,  es  indispensa- 
ble que  le  acompañe  documento  que  acredite  estar  al  corriente 
en  el  canon  de  superficie  y  que  se  han  cumplido  las  prescripcio- 
nes que  determine  el  Reglamento  de  Policía  minera  en  lo  refe- 
renteal  abandono  de  labores.  El  Gobernador^  en  su  caso,  admitirá 
la  renuncia  y  comunicará  inmediatamente  á  la  Delegación  de 
Hacienda  el  correspondiente  decreto,  que  se  publicará  dentro 
del  plazo  de  cinco  días  en  el  Boletín  Ofi^ah  con  la  declaración 
de  franco  y  registrable  el  terreno  comprendido  en  la  concesión 
renunciada.» 
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El  reglamento  provisional  trataba  después,  y  casi  incidental- 
mente,  del  caso  de  superposición  de  concesiones,  pero  en  el  re- 
glamecto  vigente  se  da  al  asunto  toda  la  importancia  que  tiene 
y  se  ha  formado  cuerpo  separado  para  un  capitulo  que  después 
mencionaremos. 

Tampoco  concedía  personalidad  á  los  registradores  más  mo- 
dernos para  impugnar  registros  en  tramitación  anteriores  y  que 
pudieran  lastimar  sus  derechos,  por  tratarse  del  mismo  terreno, 
y  teniendo  en  cuenta  que  podrá  ser  nulo  el  primer  registro  por 
no  estar  presentado  en  debido  tiempo  ó  carecer  de  las  forma- 
lidades necesarias,  y  existiendo  un  derecho  á  favor  del  segundo 
ó  ulterior  peticionario,  no  cabía  negar  personalidad  á  éste  para 
oponerse  al  primero,  ni  dejar  prevalecieran  solicitudes  nulas  ó 
improcedentes,  por  falta  de  impugnación  y  por  no  depurarse  en 
el  debido  expediente  las  protestas  que  se  formulen  respecto  á 
la  validez  de  cualquier  registro  minero.  Ha  quedado  redactado 
aquel  artículo  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  104.  No  se  desestimarán  solicitudes  de  registro  en  tra- 
mitación; pero  estas  solicitudes,  que  se  cursarán  y  resolverán  por 
riguroso  orden  de  antigüedad,  no  concederán  derecho  á  sus 
autores  para  oponerse  á  la  tramitación  de  los  registros  anteriores. 

Sin  embargo,  los  dueños  de  registros  más  modernos  que  es- 
timen lesionados  sus  derechos  por  incumplimiento  de  las  pres- 
cripciones establecidas  para  el  otorgamiento  de  las  substancias 
minerales  en  la  tramitación  dada  al  más  antiguo,  podrán  re- 
currir al  Ministerio,  por  conducto  del  Gobernador,  en  alzada  con- 
tra la  providencia  de  éste  que  aprobó  el  expediente  y  mandó 
expedir  el  título  de  propiedad.» 

El  plazo  para  este  recurso  entendemos  es  el  de  treinta  días 
que  la  ley  establece  para  todas  las  alzadas  gubernativas. 

«Art.  105.  Las  solicitades  de  registro  referentes  á  terrenos  que 
pertenecieron  á  concesiones  renunciadas,  no  podrán  ser  admi- 
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•^tidas  mientras  no  se  decrete  por  el  Gobernador  la  admisión  de  la 
renuncia  y  se  haya  hecho  la  correspondiente  publicación  en  el 
Boletín  Oficial;  tampoco  se  dará  curso  á  las  solicitudes  por  las 
que  se  pretenda  obtener  el  terreno  que  perteneció  á  una  con- 
cesión caducadas  por  descubiertos  del  canon  de  superficie,  aun- 
que se  haya  celebrado  ya  sin  resultado  alguno  la  tercera  su- 
basta, si  no  se  ha  publicado  en  el  Boletín  Oficial,  la  declaración 
de  estar  franco  y  registrable  el  expresaro  terreno. 

Art.  106.  Los  Gobernadores  cuidarán  de  que  no  se  demore  la 
publicación  ó  anuncio  de  los  expedientes  fenecidos,  y  dispondrán 
ademán  que  cada  semestre  se  inserte  en  el  Boletín  Oficial  la 
lista  de  las  pertenencias  de  minas  cuyo  terreno  en  aquel  trans- 
curso de  tiempo  se  haya  declarare  franco  y  registrable  por  cual- 
quier causa  legal. )► 

Las  mismas  razones  expuestas  al  ocuparnos  de  las  demasías, 
de  la  necesidad  de  que  el  plazo  para  solicitarse  empiece,  no  á 
contarse  desde  la  publicación  de  su  existencia,  sino  desde  los 
ocho  días  siguientes  al  anuncio  inserto  en  el  Boletín  Oficial^  se- 
ñalando como  motivos  para  ello  el  impedir  preferencias  y  pri- 
vilegios en  favor  de  aquellos  á  quienes  llega  antes  el  periódico 
oficial  ó  saben  confidencialmente  la  existencia  de  la  demasía; 
las  mismas,  ó  aumentadas  si  cabe,  deben  tenerse  en  cuenta  y  las 
mismas  prescripciones  deben  adoptarse  cuando  de  la  publica- 
ción de  terreno  franco  se  trata,  pues  no  es  justo  pueda  solici- 
tarlo el  que  habita  en  la  capital  de  la  provincia  y  se  entera  del 
anuncio  el  mismo  día  de  la  publicación,  que  el  que  reside  fuera 
de  ella  y  no  puede  conocerlo  hasta  pasado  algún  tiempo.  Debía, 
pues,  haberse  incluido  en  el  reglamento,  y  esperamos  que  al- 
guna modificación  habrá  en  el  sentido  de  determinar  que  las 
solicitudes  pidiendo  la  concesión  de  terrenos  declarados  ft*anco8 
y  registrables  no  podrán  presentarse  sino  á  contar  de  los  ocho 
días  siguientes  á  la  publicación  del  anuncio,  y  que  serán  nulas 
ó  ineficaces  deducidas  antes  de  dicho  plazo. 
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CAPÍTULO  VI     . 

Superposición,  deslinde  y  rectificación 
de  concesiones  mineras. 


La  determinación  de  una  concesión  minera  con  la  precisión 
debida,  es  en  muchos  casos  difícil  de  conservar;  los  puntos  de 
partida  de  las  demarcaciones  desaparecen  con  frecuencia,  unas 
veces  por  haber  sido  tomado  sobre  los  mismos  filones  ó  capas 
y  el  laboreo  seguido  para  su  explotación,  lleva  consigo  hundi- 
mientos que  hacen  cambiar  la  forma  de  la  superficie;  otras, 
porque  los  edificios  para  máquinas,  talleres  ú  otras  instalacio- 
nes es  de  conveniencia  hacerlos  sobre  aquellos  mismos  puntos; 
los  mojones,  que  también  determinan  la  concesión,  unas  veces 
desaparecen  bajo  los  zafreros  ó  gacheros  que  la  explotación 
lleva  consigo;  en  otras,  los  mismos  trabajos  de  la  superficie  los 
destruyen;  por  último,  las  brújulas  con  su  declinación  hacen 
que,  pasado  algún  tiempo  del  día  de  la  demarcación,  se  pierda 
algo  de  la  poderosa  ayuda  que  pudieran  prestarnos,  para  fijar 
de  una  manera  indubitable  y  con  toda  precisión  la  exacta  posi- 
ción que  á  la  mina  se  dio.  Borrados  de  la  superficie  los  rastros 
de  la  demarcación,  sólo  con  relativa  aproximación  pueden  los 
planos  dar  una  idea  de  la  verdadera  situación  de  las  minas. 

De  aquí  las  recientes  instrucciones  dadas  para  la  manera  de 
practicar  las  demarcaciones,  y  las  prescripciones  de  los  regla- 
mentos, tanto  del  de  Policía  minera,  como  del  general  de  Mine- 
ría, sobre  la  conservación  de  los  mojones,  fijación  también  del 
punto  de  partida,  ó  caso  de  ser  preciso  variarlo,  la  manera  como 
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debe  llevarse  á  cabo,  son  disposiciones  que,  unidas  á  las  relati- 
vas á  la  declinación  magnética,  forman  un  conjunto  de  medidas 
que,  si  no  por  completo,  corregirán  grandemente  los  defectos 
que  basta  ahora  han  tenido  las  concesiones  mineras. 

Ahora  bien,  la  mayor  parte  de  las  minas  están  concedidas  por 
antiguos  procedimientos,  las  nuevas  disposiciones  no  darán  su 
fruto  sino  al  cabo  de  algunos  años,  y  además  los  nuevos  proce- 
dimientos corregirán,  pero  nunca  harán  desaparecer  aquellos 
errores,  resultando  de  todo  que  por  estas  causas,  además  de 
los  que  procedan  por  caducidad  de  concesiones,  siempre  ten- 
dremos superposiciones  de  unas  minas  á  otras,  deslindes,  que 
son  su  primera  consecuencia,  tanto  en  la  superficie  como  en  el 
interior  de  las  minas  y  nuevas  determinaciones  de  límites  ó 
rectificaciones,  que  es  el  único  remedio  á  corregir  aquellos 
errores. 

Todavía,  y  cuando  de  minas  aisladas  se  trata,  los  perjuicios 
que  una  defectuosa  designación  tenga  son  limitados  y  con  re- 
lativa facilidad  puede  subsanarse  cualquier  error;  pero  cuando 
se  trata  de  comarcas  donde  son  varias  las  minas  y  muchos  los 
propietarios,  los  conflictos  que  pueden  sobrevenir  son  de  una 
importancia  tan  grande  y  las  cuestiones  á  que  dan  lugar  de  una 
trascendencia  que  no  es  posible  desconocer,  y  en  todo  tiempo 
han  dado  lugar  á  resoluciones  extremas  que  deben  procurarse 
evitar. 

Así  tenemos  que  en  el  año  1869  era  tal  el  conflicto  ocasio- 
nado en  la  cuenca  hullera  de  Bélmez  y  Espiel  por  aquellos  mo- 
tivos^ que  una  Real  orden  de  19  de  Enero  de  aquel  año  mandó 
suspender  las  demarcaciones,  é  ínterin  no  se  deslindaran,  todas 
las  minas  comprendidas  en  aquella  región;  y  tales  dificultades 
se  presentaron,  que  en  26  de  Noviembre  de  1873  el  Gobierno  de 
la  República  se  vio  obligado  á  dar  una  nueva  orden  confir- 
mando y  aclarando  la  disposición  anterior;  todavía  en  19  de 
Julio  de  1876,  al  darse  la  Real  orden  alzando  la  suspensión, 
tuvo  que  exceptuarse  de  aquella  disposición,  es  decir,  continuar 
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sin  poderse  demarcar,  una  zona  importante,  hasta  tanto  que 
terminaran  los  litigios  pendientes  ante  la  sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado. 

Por  motivos  análogos,  y  por  Real  orden  de  9  de  Novieáibre 
de  1877,  se  nombró  una  Comisión,  presidida  por  un  inspector  del 
Cuerpo  de  ingeniejos  de  Minas,  con  el  objeto  de  examinar  y 
rectificar  el  plano  de  deslinde  y  amojonamiento  de  los  Siete 
Concejos  de  Somorrostro,  en  la  provincia  de  Vizcaya;  los  tra- 
bajos de  esta  Comisión,  favorablemente  juzgados  por  la  Junta 
Superior  Facultativa  de  Minería,  que  reconoció  que  habían  des- 
empeñado su  cometido  con  gran  celo  y  acierto,  dieron  lugar  á 
la  Real  orden  de  23  de  Mayo  de  1879,  en  la  que  se  declaraba  que 
el  plano  presentado  por  la  Comisión  fuera  considerado  tan  sólo 
como  un  avance  al  general  definitivo  de  acomodamiento  de  las 
concesiones  de  la  zona  de  Somorrostro,  en  la  provincia  de  Viz- 
caya; pues  reconociendo  la  importancia  suma  de  aquellos  tra* 
bajos  y  pudiendo  servir  en  lo  sucesivo  para  consulta  de  los  in- 
genieros del  distrito  en  las  diferentes  operaciones  facultativas 
que  el  desempeño  de  sus  cargos  les  obligue  á  practicar,  consi- 
deraciones de  índole  puramente  legal  vedaban,  tomando  por 
base  tales  trabajos,  dictar  una  medida  que  pudiera  llevar  en- 
vuelta declaración  alguna  de  derecho;  éstos  sólo  se  otorgan  en 
minería  sujetándose  al  procedimiento  y  en  virtud  de  las  resolu- 
ciones parciales  que  dicta  la  Administración,  con  arreglo  á  las 
prescripciones  de  las  leyes  vigentes. 

Dar  carácter  de  firmeza  á  la  concesiones  que  no  lo  han  ad- 
quirido por  los  medios  que  las  leyes  vigentes  á  la  sazón  deter- 
minaban; autorizar  el  amojonamiento  de  tales  ó  cuales  minas; 
hacer  desaparecer  las  superposiciones  de  pertenencias  y  decla- 
rar el  mejor  derecho  de  un  registrador  y  el  de  determinado  in- 
teresado al  espacio  franco  que  resulte  entre  varias  concesiones, 
son  todas  ellas  cuestiones  graves  que  afectan  intereses  encon- 
trados, y  que  por  lo  mismo  deben  ventilarse  aplicando  los  pre- 
ceptos legales  con  un  rigor  que  nunca  será  exagerado. 
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De  nuevo,  y  para  un  expediente  de  deslinde  y  demarcación 
y  acomodamiento  general  de  minas  en  el  término  de  Somorros- 
tro,  ñié  nombrado  un  inspector  general  del  Cuerpo  de  ingenie- 
ros de  Minas,  y  después  de  sus  trabajos,  de  Real  orden,  en  1902, 
se  resolvió  que  las  actas  y  planos  fueran  archivados  en  la  Jefa- 
tura de  Minas  del  distrito,  y  que  todas  las  cuestiones  suscitadas 
ó  que  en  lo  sucesivo  se  susciten  se  resolvieran  de  acuerdo  con 
aquellas  dos  Reales  órdenes;  es  decir,  se  repetía  que  todos  aque- 
llos trabajos  se  consultaran  y  se  tuvieran  presentes,  para  que 
los  ingenieros  los  estudiaran  y  aplicaran  su  enseñanza  para  lo 
sucesivo,  pero  no  podían  de  ninguna  manera  resolver  cuestio- 
nes de  derecho,  y,  por  consecuencia,  que  no  se  podía  rectificar 
por  la  vía  gubernativa  la  posesión  de  varias  concesiones  mine- 
ras de  la  citada  provincia;  y  que  caso  de  pretender  que  así  se 
hiciera,  tenía  que  acudirse  á  la  vía  contencioso-administraüva. 
C¡omo  vemos,  esta  doctrina  es  la  misma  sustentada  para  los  ca- 
sos de  la  cuenca  de  Bélmez  y  Espiel. 

Expuesta  la  gravedad  de  la  materia,  que  justifica  la  razón 
que  se  ha  tenido  para  dedicarle  un  capítulo  á  parte,  daremos 
cuenta  de  las  disposiciones  que  sobre  tan  importante  asunto 
se  han  dictado  desde  el  decreto-ley  de  Bases  de  1869  hasta 
el  día. 

Por  orden  de  la  Dirección  general  de  Obras  públicas,  Comer^ 
cío  y  Minas  de  12  de  Diciembre  de  1879,  acerca  de  la  práctica 
que  haya  de  observarse  para  fijar  la  posición  de  las  concesiones 
mineras  en  los  deslindes,  se  dispuso: 

1.^  Sea  cualquiera  el  instrumento  de  que  se  haga  uso  en  cada 
caso  para  practicar  las  operaciones  de  deslinde  entre  las  labo- 
res de  las  minas  ó  entre  las  pertenencias  de  éstas,  siempre  se 
reputarán  conservadas,  como  inalteradas  é  inalterables,  las 
lineas  que  quedaran  trazadas  y  Qjas  con  estacas  ó  mojones  en 
el  terreno  cuando  fueron  demarcadas  las  respectivas  concesio- 
nes, ó  cuando  hayan  sido  legalmente  rectificadas,  pues  así  lo 
exigen  el  debido  respeto  á  la  propiedad  minera  y  todas  Wle- 
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yes,  reglamentos,  órdenes  é  Instrucciones  que  en  todo  tiempo 
han  sido  dictadas  en  la  materia. 

2.^  Si  por  haber  desaparecido  del  terreno  los  mojones  deter- 
minantes de  los  límites  de  una  concesión  minera,  ó  por  haber 
sido  indebidamente  variada  la  situación  de  alguno  de  ellos,  ó 
por  otra  cualquier  causa,  fuere  preciso  rectificar  ó  trazar  de 
nuevo  las  respectivas  lineas  de  demarcación,  en  la  operación 
para  verificarlo  se  llenarán  siempre  los  requisitos  y  formalida- 
des que  la  ley  y  el  reglamento  prescriben  para  las  demarcacio- 
nes, y  solamente  se  efectuará  tal  operación  en  virtud  de  m^- 
dato  de  la  competente  autoridad  administrativa,  previa  la  ins- 
trucción de  un  expediente  que  tendrá  por  objeto  investigar  las 
direcciones  y  situaciones  más  probables  de  dichas  líneas;  sobre 
cuyos  particulares  el  ingeniero  informará  detallada  y  minucio- 
samente al  Gobernador,  para  que  éste  dicte  la  resolución  que 
corresponda. 

3.^  Para  llevar  á  efecto  la  investigación  indicada,  deben  te- 
nerse en  cuenta,  apreciándolos  y  discutiéndolos  con  prudente  y 
racional  criterio,  todos  los  datos  que  puedan  suministrar  las 
lineas  de  demarcaciones  próximas,  cuyos  arrumbamientos  mag- 
néticos en  época  poco  distante  de  aquella  á  que  se  refiere  la  in- 
vestigación sean  conocidos  con  la  aproximación  conveniente  y 
merezcan  confianza;  todos  los  antecedentes  que,  tanto  por  la 
topografía  del  terreno  cuanto  por  relaciones  de  posición  con 
pertenencias  preexistentes,  ó  por  cualquiera  otra  circunstancia, 
puedan  deducirse  de  las  actas  y  planos  de  demarcación  de  unas 
y  de  otras  concesiones,  y  todas  las  noticias,  en  fin,  que  habi- 
tantes antiguos  en  la  localidad  y  dignos  de  crédito  puedan  dar 
acerca  de  mojones  de  pertenencias  vigentes  ó  caducadas,  á  fin 
de  obtener  por  la  confrontación  de  todos  estos  datos,  antece- 
dentes y  noticias,  y  empleando  todos  los  recursos  de  la  ciencia 
del  ingeniero,  el  resultado  más  satisfactorio  que  sea  posible,  ó 
el  más  aproximado  á  la  verdad. 

Y  4.°  Mientras  el  Ministerio  de  Fomento  adopta  las  disposio^ 
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Qes  necesarias  para  proveer  á  los  ingenieros  de  los  medios  con-r 
ducentes  á  evitar  las  dificultades  que  para  dar  á  las  concesiones 
mineras  la  debida  inmutabilidad  que  ofrece  la  continua  varia- 
ción del  meridiai^o  magnético,  los  expresados  facultativos  rela- 
cionarán siempre  las  lineas  que  tracen  en  todas  sus  operacio- 
nes periciales  con  la  dirección  determinada  por  los  dos  puntos 
ú  objetos  notables  é  invariablemente  fijos,  convenientemente 
elegidos  á  la  menor  y  más  cómoda  distancia  posible  del  lugar 
de  la  operación,  en  cada  caso,  y  consignarán  en  sus  informes  y 
representarán  en  sus  planos  el  rumbo  magnético  que  para 
aquella  dirección  marque  en  la  época  respectiva  la  misma  brú-» 
jula  que  emplean  para  bacer  la  orientación  de  las  mencionadas 
líneas;  todo  sin  perjuicio  de  llenar  las  demás  formalidades  y 
requisitos  que  están  prevenidos  en  las  instrucciones  y  órdenes 
vigentes. 

Los  deslindes  y  rectificaciones  de  concesiones  mineras  cuando 
han  sido  ordenadas  por  autoridad  competente,  pero  á  petición 
de  las  Empresas,  Corporaciones  ó  particulares,  tendrán  que  sa- 
tisfacerlos éstas.  El  Real  decreto  de  30  de  Abril  de  1886  apro- 
bando el  Reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Mi- 
nas, aprobó  al  mismo  tiempo  la  Instrucción  para  el  abono  de 
indemnizaciones  al  personal  facultativo. 
Dispone  esta  instrucción  y  para  estos  casos  que: 
Antes  de  proceder  á  verificar  alguna  operación  para  la  cual 
se  necesite  tomar  datos  de  campo,  el  ingeniero  encargado  for- 
mará un  presupuesto  de  los  gastos  de  toda  clase  que  con  arreglo 
á  la  instrucción  deban  satisfacerse,  cuyo  presupuesto  será  exa- 
minado por  el  ingeniero  jefe  respectivo,  quien  lo  remitirá  con 
su  aprobación  á  los  interesados,  para  que  presten  su  confor- 
midad ó  deduzcan  las  reclamaciones  que  estimen  oportunas.  En 
último  caso,  y  no  aceptándose  por  el  ingjeniero  jefe  las  observa- 
ciones hechas  al  presupuesto,  lo  elevará  con  su  informe  á  la 
Dirección  general.  Una  vez  aceptado  ó  aprobado  dicho  presu- 
puesto, los  interesados  entregarán  su  importe  al  expresado  in- 
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geniero  jefe,  el  cual  rendirá  las  cuentas  correspondientes,  des« 
pues  de  terminado  el  trabajo,  devolviendo  el  sobrante  si  lo 
hubiere. 

El  presupuesto  se  formará  con  arreglo  á  los  gastos  que  se  oca- 
sionen en  las  operaciones  que  se  deseeay  por  los  conceptos  si- 
'*""'*ntes: 

Gastos  de  traslación  y  residencia  de  los  individuos  del 
»nal  facultativo  encargados  de  la  inspección  ó  reconocí- 
to  ó  de  tomar  los  datos  de  campo. 
Bemuneración  correspondiente  á  los  mismos  por  el  des- 
ño  de  su  trabajo  facultativo. 

Gastos  materiales  de  todas  clases,  haberes  de  delineantes, 
bientes  y  jornales  de  peones  auxiliares. 
3  gastos  de  traslación  y  residencia  se  abonarán  como  en 
apuesto  para  el  servicio  del  Estado, 
remuneración  al  personal  facultativo  por  el  desempeño 
is  trabajos  se  verificará  con  arreglo  á  las  bases  siguientes: 

lojonamiento  de  pertenencias  ya  demarcadas  ó  deslindes; 

asta  5  hectáreas 100,00  pesetas  por  hectárea. 

esde  6   á   9 17,50       »  » 

»     10   ál2 16,00       )►  ^ 

»      13   ál5 15,00       ^  ^ 

>     16    á30 10,00       ^  ^ 

»      31    á60 8,00       »  » 

»     60  en  adelante 5,00       y^  » 

signación  de  pertenencias;  la  mitad  de  las  señaladas  para 

onamiento  ó  deslinde,  si  hubiera  que  tomar  los  datos  en 

mpo. 

signación  de  pertenencia  no  teniendo  que  saZir  de  su  resi- 

ia  ordinaria;  50  á  100  pesetas,  según  fuere  el  número  de 

Ireas. 

conocimiento  interior:  siendo  imposible  fijarlo  de  ante- 

),  queda  á  la  prudencia  del  ingeniero,  el  cual  presentará 
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la  correspondiente  cuenta  al  interesado.  La  superioridad,  oído  el 
Consejo  de  MinejPÍa,  resolverá  las  reclamaciones  si  las  hubiere. 

Ija  Real  orden  de  17  de  Junio  de  1893,  que  incluímos  entre 
las  DisPOSiciONKS  GENERALES  modifica  la  instrucción  para  el 
abono  de  indemnizaciones  al  personal  facultativo  de  minas. 
Ahora  bien:  la  instrucción  de  1886  forma  parte  del  Reglamento 
orgánico  del  Cuerpo  de  Minas,  que  fué  aprobado  por  Real  de- 
creto de  30  de  Abril;  por  otra  parte,  según  lo  dispuesto  por  la 
ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado,  este  alto  Cuerpo  ha  de  ser 
oído  «necesariamente  y  en  pleno»,  siempre  que  se  intente  hacer 
alguna  alteración  en  los  reglamentos  dictados  para  la  aplica- 
ción de  las  leyes,  precepto  que  no  se  ha  podido  tener  en  la 
Real  orden  de  1893;  se  deduce  pues,  que  la  instrucción  de  1893 
sólo  como  aclaración  ó  ampliación  á  la  de  1886  puede  admi- 
tirse, y  no  debe  considerarse  vigente  más  que  en  la  parte  que 
no  modifique  ni  altere  lo  en  aquéllas  consignado.  De  esperar 
es,  que  la  instrucción  anunciada  en  el  reciente  Reglamento  del 
Cuerpo  de  ingenieros  de  Minas  de  21  de  Enero  de  1905  haga 
desaparecer  aquellas  diferencias  y  nos  dé  unas  disposiciones, 
que  al  par  que  cumplan  con  todos  los  requisitos  que  la  ley  dis- 
pone, resulten  claras  y  de  fácil  aplicación. 

La  Real  orden  de  4  de  Mayo  de  1901,  ya  mencionada  (pág.  83), 
asi  como  la  circular  aclaratoria  de  la  Dirección,  de  ^  de  Junio 
del  mismo  año  hacen  aplicables  á  los  deslindes,  como  en  las 
mismas  disposiciones  se  dice,  las  reglas  para  fijar  las  demar- 
caciones. 

Todavía  el  reglamento  provisional  de  1903  trata  de  un  modo 
incidental  y  sin  la  debida  detención  materia  tan  grave  y  deli- 
cada como  la  de  que  es  objeto  este  capítulo,  indicando  la  su- 
perposición de  concesiones  como  caso  particular  que  puede  oca- 
sionar la  caducidad  de  una  mina  y  resolviéndolo,  así  como  los 
deslindes  y  rectificaciones,  por  las  disposiciones  generales  que 
al  final  coloca. 
Sabido  es  que  las  más  difíciles  cuestiones  que  en  minería  se 
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presentan,  y  lo  que  da  lugar  á  las  más  enconadas  contiendas, 
tiene  su  origen  en  las  superposiciones  de  unas  minas  á  otras. 
A  este  efecto,  y  en  los  múltiples  asuntos  que  de  esta  índole  se 
han  presentado,  han  recaído  resoluciones  varias,  manifestán- 
dose en  ellas  dos  criterios  completamente  diferentes;  uno  de 
;  ha  sido  el  de  mantener  la  última  concesión  y  declarar  nulas 
^tincadas  las  anteriores,  pues  entre  las  muchas  razones  que 
len  exponerse  hay  la  elemental  de  que,  al  practicarse  las 
arcaciones,  se  pueden  presentar  las  oposiciones  y  protestas 
se  crean  convenientes,  y  el  no  hacerlo  es  una  conformidad 
esa  con  todo  lo  que  se  está  haciendo:  esto  está  además  de 
brmidad  con  el  antiguo  reglamento,  y  esta  doctrina  ha  sido 
entada  también  por  el  Consejo  de  Estado;  la  Administra- 
,  separándose  del  parecer  del  Consejo  y  en  contra  de  la  opi- 
,  por  él  sostenida,  ha  sancionado  el  criterio  contrario,  ó  sea 
ilidez  y  firmeza  de  las  primitivas  concesiones  y  la  necesidad 
3ctiflcar  ó  anular  las  otorgadas  sobre  aquéllas  sin  antes  de- 
ir  su  caducidad  y  la  franquicia'  del  terreno.  A  este  criterio 
3omodan  los  preceptos  que  acerca  de  esta  cuestión  se  con- 
an  en  el  reglamento  vigente,  que  dice: 

Lrt.  107.  Si  por  desconocerse  la  existencia  de  una  concesión 
rior  llegara  á  otorgarse  otra  nueva  sobre  el  mismo  terreno, 
última  se  declarará  nula  y  sin  valor  alguno  en  la  parte  su* 
luesta  sobre  la  más  antigua,  devolviéndose  á  los  cóncesiona- 
el  canon  que  hayan  satisfecho  por  las  pertenencias  cuya  nu- 
i  se  declare.» 

5te  artículo,  que  ya  estaba  puesto  en  el  reglamento  provisio- 
se  suprimió  la  última  parte,  que  en  aquél  decía:  «quedando 
jistente  la  más  moderna  en  la  parte  no  superpuesta,  si  ésta 
é  susceptible  de  constituir  una  concesión  en  la  forma  que 
rmina  el  art.  12  del  decreto-ley  de  Bases».  Procedía  esta  su- 
ion,  por  no  ser  equitativo  privar  al  concesionario  total- 
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mente  de  su  derecho,  quedando  libre  alguna  porción  del  terreno 
qué  le  fué  otorgado,  toda  vez  que  bastante  perjuicio  se  le  oca- 
siona con  rectificar  la  concesión  y  privarle  de  una  parte  de  ella, 
habiéndola  adquirido  al  amparo  de  la  ley  y  previas  las  debidas 
formalidades;  por  consiguiente,  admitiendo  como  admite  el 
decreto- Bases  la  existencia  de  concesiones  irregulares,  debían 
mantenerse  también  las  concesiones  rectificadas,  cualquiera  que 
fuera  su  extensión  y  forma;  y  por  estas  razones  las  ha  aceptado 
el  vigente  reglamento. 

Los  demás  artículos,  indican  la  tramitación  que  debe  darse 
á  los  expedientes,  dicen: 

Art.  108.  En  el  caso  de  que  el  ingeniero  jefe  de  un  distrito  mi- 
nero ó  un  interesado  cualquiera  manifieste  que  una  concesión 
minera  se  superpone  en  todo  ó  en  parte  á  otra  otorgada  anterior- 
mente, se  procederá  á  rectificar  la  más  moderna;  y  al  efecto  se 
incoará  el  oportuno  expediente  de  rectificación,  para  lo  cual  se 
notificará  á  los  interesados  y  á  los  dueños  de  las  minas  colin- 
dantes y  próximas,  á  fin  de  que  dentro  del  plazo  de  diez  días 
expongan  lo  que  estimen  procedente.  Transcurrido  dicho  plazo, 
el  referido  ingeniero  jefe  dispondrá  que,  previas  formalidades 
análoga  á  las  establecidas  para  las  demarcaciones,  se  practique 
lo  más  pronto  posible  por  uno  de  los  ingenieros  á  sus  órdenes  el 
deslinde  entre  la  concesión  de  que  se  trata  y  todas  las  que  sean 
limítrofes.  De  este  deslinde  acompañará  dicho  ingeniero  la  co- 
rrespondiente acta  y  plano  topográfico,  con  todos  los  datos  que 
juzgue  convenientes  para  aclarar  debidamente  la  cuestión,  é  in- 
formará acerca  de  la  misma  cuanto  se  le  ofrezca  y  parezca;  y  de 
todo  ello  se  dará  vista  á  los* interesados  para  que,  en  el  término 
de  ocho  días,  expongan  lo  que  á  su  derecho  convenga.  El  inge- 
niero jefe,  dentro  del  plazo  de  quince  días,  teniendo  en  cuenta  el 
resultado  de  la  operación  y  lo  que  hayan  expuesto,  tanto  el  in- 
geniero actuante  como  los  interesados,  propondrá  al  Goberna- 
dor la  resolución  que  proceda. 
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,    cArt.  109.  Para  proceder  á  la  rectificación  de  cualquiera  conce- 

ftiAn  luinera,  deberán  cumplirse  también  los  mismos  tr/imites  y 

lidades  que  se  exigen  para  la  práctica  de  las  demarca- 

xistiere  terreno  franco  suficiente,  se  demarcará  á  la  conce- 
de haya  de  rectificarse  el  número  de  pertenencias  con  que 
>rgada;  pero  si  esto  no  fuera  posible,  por  impedirlo  la  exis- 

de  otras  concesiones  más  modernas,  sólo  se  demarcará  el 
o  franco  que  resulte  limitado  por  las  minas  colindantes, 
lando  no  reúna  las  condiciones  de  forma  y  extensión  que 
lina  el  art.  12  del  decreto-ley  de  Bases,  asimilando  en  estp 
i  concesión  á  una  demasía  cuyo  derecho  preferente  corres  _ 

al  duefio  de  la  mina  rectificada. 

esta  operación  se  levantará  el  acta  correspondiente  y  se 

afiarán  los  planos  en  igual  forma  que  lo  prescrito  para  las 

caciones. 

nipgún  caso  los  deslindes  y  rectificación  de  concesiones 

ts  se  practicarán  por  los  mismos  ingenieros  que  las  hayan 

cado. 

110.  Devuelto  el  expediente  de  rectificación  ó  deslinde  al 
lador,  se  dictará  por  éste  la  providencia  que  proceda,  apro- 
ó  anulando  la  operación  practicada. 

il  caso  de  anularse  la  concesión  por  no  existir  terreno  para 
)  mandará  recoger  el  .titulo  de  propiedad  expedido,  decía- 
e  sin  eficacia  ni  valor  legal. 

k  concesión  fuese  rectificada,  únicameni^e  se  consignarán 
[tulo  de  propiedad  las  oportunas  anota,ciones  y  se  comuni- 
acuerdo  al  interesado,  entregándole  uno  de  los  planos. 

111.  Contra  las  resoluciones  qi;ie  adopten  los  Gobernado- 
pecto  á  rectificaciones  y  deslindes  podrán  recurrir  los  inte- 
3  para  ante  el  Ministerio  en  el  térmiao  de  treinta  días,  á 
del  siguiente  á  la  notificación  del  acuerdo. 

112.  Los  Gobernadores  pondrán  en  conocimiento  de  las 
3  de  Hacienda  correspondientes,  y  á  los  efectos  oportunos, 
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las resolaciones  que  adopten  respecto  á  rectiñcación  de  las  con- 
cesiones  mineras. 

Art.  113.  Cuando  por  renuncia  ó  caducidad  de  una  concesión 
rectificada  que  no  reúna  la  medida  y  forma  prescritas  en  los  ar- 
tículos 11  y  12  del  decreto-ley  de  Bases,  se  declare  franco  y  re- 
glstrable  el  terreno  por  ella  ocupado,  no  podrá  otorgarse  de  nuevo 
éste  como  concesión  minera  regular,  ¿  pretexto  de  haber  tenido 
anteriormente  este  carácter,  pudiéndose  conceder  tan  sólo  como 
demasía  en  las  condiciones  y  con  los  requisitos  que  para  el  otor- 
gamiento de  espacios  irregulares  exige  el  presente  reglamento.» 


Digitized  by 


Google 


CAPITULO  Vil 


De  la  autoridad  y  jurisdicción  en  minería. 


a  dijeron  las  Bases  de  1868  sobre  la  autoridad  y  jurisdio- 
ainera;  continuó  en  vigor  la  doctrina  establecida  por  la 
1859,  reformada  en  1868,  y  su  reglamento  de  24  de  Junio 
smo  año. 

hemos  dicho  en  la  página  9  las  modificaciones  á  que  dio 
el  cambio  político  de  aquel  año  en  la  Administración  ge- 
y  en  la  organización  de  los  Tribunales  y  que  afectaron 
linería. 

toriilacl.— Las  minas,  mientras  constituyen  bienes  del 
3,  formando  parte  de  su  patrimonio  particular,  continúan 
diendo  de  la  Dirección  de  Propiedades  y  Derechos  del  Es- 
cuya  autoridad  radica  en  el  Ministro  de  Hacienda, 
minas  en  general,  mientras  no  se  otorgue  su  concesión, 
ligo  civil  las  enumera  entre  los  bienes  del  dominio  público^ 
mden  de  la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y 
rcio,  cuya  autoridad  superior  continúa  siendo  el  Ministro 
mentó. 

ines  del  año  1868  se  refundió  esta  Dirección  con  la  de 
públicas,  tomando  la  denominación  de  Obras  públicas, 
iltura.  Industria  y  Comercio;  y  el  Negociado  de  Minas  se 
lendó  á  un  ingeniero  jefe  de  primera  clase,  como  estaba 
lido  y  había  tenido  lugar  hasta  el  año  de  1857;  pues  aun- 
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que  en  1865  hubo  un  ingeniero  agregado  al  mismo  Negociado, 
ni  tenia  atribuciones  propias,  ni  un  carácter  definido.  Se  vol- 
Tieron  á  separar  las  dos  Direcciones  por  decreto  de  6  de  Febrero 
de  1871,  conservando  sus  antiguos  nombres,  reuniéndose  de 
nuevo  en  Julio  de  1873  y.  separándose  otra  vez  en  1874.  Por  fin, 
en  13  de  Julio  de  1877  se  hizo  una  nueva  división;  á  la  Dirección 
de  Instrucción  pública,  que  ya  existía  en  el  Ministerio  de  Fo- 
Biento,  se  le  agregó  parte  de  la  de  Apicultura,  formando  Id  Di- 
rección de  Instrucción  pública,  Agricultura  é  Industria,  de  la 
que  dependían  las  £scuelas  de  Minas,  y  otra  la  Dirección  de 
Obras  públicas.  Comercio  y  Minas,  de  la  que- dependía  la  mi- 
nería en  general,  siendo  esta  la  primera  vez,  desde  que  se  su- 
primió la  Dirección  general  de  Minas  en  1849,  que  figuró  el 
nombre  de  una  industria  tan  importante  en  España  entre  los 
títulos  de  las  Direcciones  de  Fomento.  El  Negociado  de  Minas 
estuvo  encomendado  á  ingenieros  del  Cuerpo  hasta  principios 
de  Enero  de  1875,  en  que  cesaron  todos  en  este  servicio,  que- 
dando sólo  agregado  un  auxiliar  facultativo  de  Minas. 

Por  Real  decreto  de  10  de  Diciembre  de  1880  se  restablecen 
las  tres  antiguas  Direcciones  generales,  denominadas  de  Ins- 
trucción pública;  de  Agricultura,  Industria,  Comercio;  y  de 
Obras  públicas,  y  por  una  Real  orden  de  11  de  Febrero  de  1881 
se  dispone  que  el  Negociado  de  Minas  forme  parte  de  la  Direc- 
ción de  Obras  públicas;  por  último,  otra  Real  orden  de  29  de 
Marzo  de  1882  lleva  de  nuevo  el  Negociado  de  Minas  á  la  Direc- 
ción general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  de  la  que 
hoy  depende. 

Se  dispuso  que  la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria 
y  Comercio  enviara  a  la  Junta  consultiva  de  Minas  copia  de 
las  resoluciones  que  recaigan  sobre  asuntos  informados  por 
ella,  para  que  dichas  disposiciones  sean  consideradas  como 
antecedentes  que  sientan  jurisprudencia  para  informar  en  los 
casos  análogos,  y  que  formen  colecciones  legislativas,  como  ya 
se  practicaba  en  aquellos  en  que  se  oye  al  Consejo  de  Estado. 
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Disposición  que  viene  cumpliéndose  con  exactitud,  habiéndose 
publicado  y  repartido  la«  correspondientes  al  año  1904. 

El  Real  decreto  de  9S3  de  Noviembre  de  1900  creando  el  Cob- 
sejo  de  Minería,  reorganiza  también  y  como  complemento  de 
aquella  reforma  el  Negociado  de  Minas;  se  reconoce  que  en  los 
servicios  facultativos  eran  inútiles  cuantas  modificaciones  se 
hicieran  ínterin  sé  tuviera  alejados  de  ellos  y  sistemáticamente 
á  los  ingenieros;  se  dispone  que  el  Negociado  tramite  todos  los 
expedientes  referentes  al  ramo,  informando  y  proponiendo  las 
resoluciones  que  á  su  juicio  procedan,  y  se  asigna  como  personal 
adscrito  al  Negociado  un  jefe  de  la  categoría  de  ingeniero  jefe 
de  Minas,  cuatro  ingenieros  de  este  mismo  Cuerpo  y  los  auxi- 
liares y  escribientes  necesarios;  acompaña  á  aquel  decreto  el 
reglamento  provisional  para  el  régimen  del  Negociado. 

Jiiristiiceión. — Dejando  aparte  aquellas  transgresiones  del 
derecho  que  llevan  aparejada  una  responsabilidad  de  índole  pe- 
nal y  que  por  la  naturaleza  de  este  estudio  sólo  de  un  modo  in- 
cidental pueden  ser  examinadas,  resulta  queden  minería  se  ejerce 
la  jurisdicción  gubernativamente,  en  vía  contenciosa  y  ante  los 
Tribunales  ordinarios. 

Compete  á  la  administración  otorgar,  con  los  trámites  legales 
la  propiedad  minera  y  vigilar,  por  lo  que  afecta  al  interés  pú- 
blico y  á  la  seguridad  general,  la  explotación  de  la  industria,  y 
así,  todo  lo  referente  á  estas  materias  le  corresponde,  como  más 
adelante  se  verá  con  el  examen  de  las  disposiciones  legales  re- 
lativas á  minería  en  general  ó  á  policía  minera. 

Terminados  los  expedientes  con  la  concesión  ó  negativa  de  la 
propiedad  minera,  ó  acordada  una  caducidad  de  concesión,  ter- 
mina la  acción  gubernativa,  y  el  particular  que  se  crea  agra- 
o  por  las  resoluciones  administrativas  puede,  dentro  de  las 
liciones  que  para  utilizar  el  recurso  contencioso-administra- 
establece  la  ley  que  regula  esta  materia,  acudir  á  este  re- 
3  extraordinario, 
lando  ya  la  administración  ha  terminado  su  cometido,  cuan- 
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do  ya  la  riqueza  minera  ha  entrado  en  la  propiedad  particular, 
pueden  surgir  respecto  á  ella  nuevas  contiendas,  como  surgen 
respecto  á  la  propiedad  de  las  demás  cosas  apropiables,  según 
el  derecho  general;  y  estas  contiendas  se  resuelven  como  se  de- 
ciden  todas  las  de  esta  índole,  por  los  Tribunales  del  fuero  ordi- 
nario. Claro  es,  sin  embargo,  que  la  acción  de  la  administra- 
ción no  cesa  aun  concedida  la  propiedad  minera  en  lo  relativo 
á  la  policía,  y  que  respecto  á  este  punto  continúan  surgiendo  y 
resolviéndose  como  tales,  cuestiones  administrativas. 

La  teoría  trazada  á  grandes  rasgos  es  la  que  antecede;  pero 
como  es  natural,  no  siempre  ha  sido  fácil  en  la  práctica  su  apli- 
cación, y  así  han  surgido  multitud  de  cuestiones  de  competencia 
que  han  sido  resueltas  teniendo  en  cuenta  los  principios  legales 
y  las  circunstancias  de  cada  caso;  y  como  estas  decisiones  de 
competencia  han  sido  tantas,  y  más  en  este  período  que  estamos 
estudiando,  donde  tan  diversos  criterios  han  existido  sobre  cuál 
de  las  leyes  de  1859  ó  1868  debía  aplicarse,  no  podemos  entrar 
en  el  examen  detallado  de  las  diversas  resoluciones,  bastando 
al  actual  propósito  con  indicar  la  jurisdicción  minera  tal  cual 
está  hoy  establecida. 

La  legislación  está  en  un  todo  de  acuerdo  con  los  principios 
que  quedan  indicados;  y  así,  prescindiendo  de  la  ley  de  19  de 
Octubre  de  1889,  que  dispuso  que  en  cada  Ministerio  se  dictase 
un  reglamento  de  procedimiento  administrativo,  porque  para  lo 
que  afecta  á  minas  hay  disposiciones  especiales,  daremos  cuenta 
de  aquellas  que  sobre  jurisdicción  en  la  materia  que  nos  ocupa, 
se  han  dado  desde  1868. 

La  jurisdicción  contencioso-administrativa  que,  como  hemos 
visto  en  la  página  9,  los  cambios  políticos  de  1868  la  habían 
encqmendado  á  las  Audiencias  territoriales  y  al  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  volvió  á  restablecerse  en  1875  en  los  Tribu- 
nales administrativos  como  se  hallaba  antes  de  1868;  sólo  que 
como  ya  no  existían  los  Consejos  provinciales  que  entendían  en 
primera  instancia  en  los  asuntos  contenciosos  de  la  Administra- 
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cion,  les  sustituyeron  las  Comisiones  permanentes  de  las  Diputa- 
ciones provinciales,  quedando  como  Tribunal  Supremo  el  Con- 
sejo de  Estado.  En  la  ley  de  16  de  Diciembre  de  1876  reformando 
la  organización  provincial  y  municipal,  cuando,  en  los  negocios 
contenciosos  de  la  Administración  en  que  debían  entender  las 
Comisiones  provinciales,  se  hallaban  en  oposiciónel  interés  del 
Estado  con  el  de  la  provincia,  debían  formar  parte  de  la  Comi- 
sión provincial  dos  ingenieros  jefes  de  los  tres  Cuerpos  de  Ca- 
minos, Minas  ó  Montes,  pero  sólo  á  falta  de  otros  funcionarios 
de  determinadas  categorías. 

Y  publicada  la  ley  provincial  de  29  de  Agosto  de  1882,  se  en- 
comendó por  una  disposición  transitoria,  el  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción contencioso-administrativa  á  las  Comisiones  pro- 
vinciales, sin  alterar  en  nada  lo  que  respecto  á  los  Consejos 
provinciales  establecieron  en  cuanto  á  competencia  y  procedi- 
mienio  la  ley  de  2  de  Abril  de  1846  y  el  reglamento  de  1.®  de 
Octubre  del  mismo  año. 

La  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  sobre  el  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción contencioso-administrativa  estableció  en  el  Consejo 
de  Estado  un  Tribunal  de  lo  contencioso-administrativo,  en  lu- 
gar de  la  Sección  que  antes  existía  en  dicho  Consejo,  y  por  Real 
decreto  de  29  de  Diciembre  de  1890,  dictado  en  cumplimiento  de 
aquella  ley,  se  aprueba  el  reglamento  general  del  procedimiento 
á  que  deberá  ajustarse  la  substanciación  de  los  pleitos  contea- 
cioso-administrativos  y  sus  incidentes.  . 

Entre  las  modificaciones  que  ésta  introduce  hay  las  de  los 
plazos,  cuyas  nuevas  disposiciones  dicen: 

<kEl  término  para  interponer  el  recurso  contencioso-adminis- 
trativo será,  en  toda  clase  de  asuntos,  el  de  tres  meses,  contados 
desde  el  día  siguiente  al  de  la  notificación  administrativa  de  la 
resolución  reclamable.  El  plazo  para  que  la  Administración  en 
[uiera  de  sus  grados  utilice  el  recurso  contcncioso-adaiinis- 
io  será  también  el  de  tres  meses,  contados  desde  el  día  si- 
ite  al  en  que,  por  quien  proceda,  se  declare  lesiva  para  los 
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-  intereses  de  aquélla  la  resolución  impugnada;  pero  si  hubieran 
transcurrido  cuatro  afios  desde  que  tal  resolución  se  dictó,  se 
tendrá  por  prescrita  la  acción  administrativa. 

El  recurso  de  apelación  se  interpondrá  ante  el  Tribunal  que 
hubiere  dictado  el  auto  ó  sentencia  que  se  apele,  dentro  de  los 
cinco  días  siguientes  al  de  la  notificación. 

Admitida  la  apelación,  que  se  entenderá  siempre  en  ambos 
efectos,  se  emplazará  á  las  partes  para  que  en  el  término  de 
treinta  días  comparezcan  ante  el  Tribunal  contencioso-adminis- 
trativo.» 

La  misma  ley  de  1888  creó  los  Tribunales  provinciales  en  sus- 
titución de  las  Comisiones  provinciales  que  entendían  en  los 
asuntos  contencioso-administrativos. 

Recientemente,  por  ley  de  5  de  Abril  de  1904,  se  separa  el  Con- 
sejo de  Estado  del  Tribunal  contencioso-adtninistrativo,  lle- 
vando este  á  coristiluir  una  Sala  que  se  ha  creado  en  el  Tribunal 
Supremo  y  lleva  aquel  nombre. 

La  jurisdicción  contencioso-administrativa  ha  estado  pues, 
encomendada  casi  de  continuo  á  tribunales  especiales,  y  sólo 
han  entendido  en  ella  los  del  fuero  ordinario,  durante  un  es- 
pacio de  tiempo  cortísimo.  Hoy  también  ejercen  esta  jurisdic- 
ción  tribunales  especiales  de  un  modo  absoluto  en  primera 
instancia,  y  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Tribunal  Supremo 
compuesta  de  Magistrados  pertenecientes  á  la  carrera  judicial 
y  otros  que  proceden  de  la  administativa,  puede  decirse  que  es 
también  un  verdadero  tribunal  especial,  no  sólo  por  su  orga- 
nización, sino  por  su  modo  de  proceder  distinto  de  las  demás 
Salas  del  tribunal  de  que  forma  parte. 

El  reglamento  de  Policía  minera  de  1897  se  ocupa  en  el  Título 
V  de  *  Autoridad  y  jurisdicción  en  materia  de  policía  minera», 
disponiendo  que: 

«Todos  los  expedientes  que  se  instruyan  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  aquel  reglamento  son  puramente  gubernativos,  y  se 
sustanciarán  y  resolverán  por  los  Gobernadores.  Se  exceptúan 
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únicamente  las  cuestiones  de  carácter  civil  que  se  susciten  entre 
los  interesados  y  las  de  responsabilidad  criminal  que  deban  ser 
perseguidas  con  sujeción  á  las  prescripciones  del  Código  penal. 
En  el  primer  caso,  los  Gobernadores,  una  vez  resueltas  las 
cuestiones  administrativas  planteadas  en  el  expediente,  reser- 
n  á  las  partes  sus  derechos  para  que  puedan  ejercitar  las 
ones  correspondientes.  En  el  segundo  caso,  terminadas  las 
aciones  gubernativas,  se  pasará  el  tanto  de  culpa  á  los  Tri-  ' 
ales  de  justicia  para  que  procedan  á  lo  que  haya  lugar. 
1  los  Gobiernos  civiles  de  las  provincias  habrá  un  registra 
cial  para  los  asuntos  referentes  á  policía  minera, 
is  resoluciones  adoptadas  por  los  Gobernadores  en  materia 
•olicía  minera  y  las  dictadas  por  el  Ministerio  de  Fomenta 
otificarán  á  los  interesados.  En  el  caso  que  los  interesadsa 
rengan  domicilio  ó  se  ignore  su  paradero,  se  publicará  la 
ridencia  ó  acuerdo  en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia  y  se 
itirá  al  alcalde  del  pueblo  de  la  última  residencia  de  aquéllo» 
L  que  la  publique  por  medio  de  edictos, 
is  multas  impuestas  por  los  Gobernadores  con  arreglo  á  lo- 
fuesto  por  la  sanción  penal  del  reglamento  deberán  hacerse 
tivas  dentro  de  los  quince  días  siguientes  á  la  notificacióa 
linistrativa;  transcurrido  dicho  plazo  sin  verificar  la  con- 
lación  ó  pago,  se  procederá  contra  los  deudores  en  la  for- 
establecida  para  hacer  efectivos  los  débitos  á  favor  de  la 
ienda. 

e  toda  medida  adoptada  por  los  Gobernadores  en  materia 
policía  minera  pueden  alzarse  los  interesados  para  ante  el 
isterio  de  Fomento  en  el  plazo  de  quince  dias,  á  contar 
le  el  siguiente  á  la  notificación  administrativa.  Los  inge- 
'OS  jefes  de  Minas  de  los  distritos,  si  estimasen  improce- 
tes  dichas  resoluciones,  podrán  también  acudir  al  Minia- 
o  dentro  del  mismo  plazo,  exponiendo  lo  que  consideren 
rtuno,  por  medio  de  exposición  razonada.  Tanto  los  recur- 
como  estas  comunicaciones,  se  dirigirán  al  Ministerio  por 
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conducto  del  Gobernador,  quien  los  remitirá  con  su  informe 
á  la  Superioridad. 

El  Ministro  de. Fomento,  oyendo  á  los  Centros  que  consi-- 
dere  oportuno,  y  necesariamente  al  Consejo  de  Estado,  cuando 
se  trate  de  imposición  de  multas,  resolverá  las  alzadas  inter- 
puestas. 

La  interposición  de  los  recursos  contra  las  providencias  de 
los  Gobernadores  suspenderá  la  ejecución  de  los  acuerdos  re- 
clamados. Dichas  autoridades,  sin  embargo,  podrán,  en  casos 
de  reconocida  urgencia,  y  de  acuerdo  con  el  parecer  del  inge- 
niero jefe  de  Minas  del  distrito,  ordenar  el  cumplimiento  de  la 
resolución  apelada. 

No  se  admitirá  ningún  recurso  pidiendo  la  condonación  ó 
rebaja  de  las  multas  impuestas  por  los  Gobernadores  sin  que 
se  acompañe  justiñcante  de  haber  consignado  el  importe  de 
las  mismas  en  la  Caja  de  Depósitos  ó  en  las  Oficinas  de  Hacien- 
da de  la  provincia. 

No  entraremos  á  estudiar  lo  que  sobre  <^Autoridad  y  juris- 
dicción minera»  dispone  el  reglamento  de  1903:  unos  artículos 
han  sido  modificados  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  Con- 
sejo de  Estado,  y  su  carácter  provisional  y  corta  duración  qui- 
tan importancia  á  lo  en  ellos  consignado,  y  la  mayor  parte  por. 
venir  copiados  exactamente  en  el  reglamento  general  de  1905 
que  á  continuación  exponemos: 

Art.  114.  Todos  los  expedientes  que  se  instruyan  para  obtener 
concesiones  mineras  se  sustanciarán  y  resolverán  por  loe  Gro- 
bernadores,  sin  perjuicio  de  los  recursos  que  las  leyes  y  regla- 
mentos determinan. 

Art.  116.  Los  Gobernadores  oirán  á  las  Comisiones  provin- 
ciales en  los  casos  que  dispone  la  ley  y  siempre  que  lo  creyesen 
oportuno,  uniendo  á  los  expedientes  los  informes  de  aquellas 
Corporaciones. 

Art.  116.  De  toda  disposición  ó  medida  adoptada  por  los  6o- 
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bernadores  puede  recurrirse  gubernativamente  ante  el  Minis- 
terio del  ramo  por  la  parte  que  se  considere  perjudicada,  en  el 
término  de  treinta  dias,  pero  el  recurso  ha  de  dirigirse  por  con- 
ducto del  Gobernador  respectivo,  quien  dispondrá  se  entregue 
recibo  de  ella  al  interesado,  y,  oyendo  después  á  la  Jefatura  de 
Minas,  la  elevará  con  su  informe  á  la  Superioridad. 

En  el  casó  de  que  los  Gobernadores  no  dieran  curso  á  las 
apelaciones  interpuestas  contra  sus  providencias  dentro  de  los 
quince  días  siguientes  á  la  presentación  de  aquéllas,  podrán 
los  interesados  acudir  directamente  en  queja  al  Ministerio. 

Art.  117.  El  Ministro  oirá  al  Consejo  de  Estado  siempre  que  lo 
estime  procedente,  y  al  de  Minería  en  todos  los  casos  que  de- 
termina el  Real  decreto  de  23  de  Noviembre  de  1900,  por  el  cual 
se  creó  dicho  Cuerpo  consultivo. 

Art.  118.  Contra  las  Reales  órdenes  dictadas  en  materia  de 
minería  procederá  el  recurso  contencioso-administrativo  en  los 
casos  y  con  los  requisitos  que  determinan  las  leyes  que  regulan 
dicha  jurisdicción. 

Art.  119.  Los  Tribunales  ordinarios  conocerán  de  todas  las 
cuestiones  que  en  el  ramo  de  minería  se  promovieren  entre  par- 
tes sobre  propiedad,  posesión,  participación  y  deudas,  en  el  caso 
de  que  por  el  Estado  se  hayan  hecho  las  oportunas^concesiones; 
pero  si  se  tratase  de  juicios  acerca  de  mejor  derecho  á  la  propie- 
dad no  otorgada  todavía  por  la  Administración,  dichos  Tribuna- 
les no  conferirán  por  sus  fallos  más  derechos  qae  aquellos  que 
en  su  día  llegue  la  misma  Administración  á  conceder. 

Conocerán  también  de  los  delitos  comunes  que  se  cometieren 
en  las  minas,  oficinas  de  beneficio  y  sus  dependencias. 

La  intervención  de  los  Tribunales  ordinarios  no  eniorpecerá  la 
tramitación  de  los  expedientes  ni  la  marcha  del  laboreo  de  las 
minas. 

En  las  demandas  por  deudas  contra  concesiones  mineras  y 
oficinas  de  beneficio  podrá  decretarse  el  embargo  de  todo  ó  parte 
de  los  productos,  y  también,  según  los  casos,  la  ejecución  y  venta 
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de  aquéllas;  pero  el  procedimiento  judicial  no  podrá  nimca  inf 
rir  perjuicio  al  laboreo,  fortificación,  desagüe  y  ventilación  ( 
las  minas  demandadas,  ni  de  las  colindantes,  ni  á  las  operaci 
nes  de  beneficio  de  las  fábricas^metalúrgicas.  El  Gobernador  4 
la  provincia  vigilará  el  cumplimiento  de  esta  prescripción. 

Art.  120.  Cuando  en  los  Tribunales  ordinarios  pendiese  plei 
entre  el  poseedor  de  una  mina  y  otro  litigante,  no  perderá  és 
el  derecho  á  la  propiedad  de  la  mina,  en  caso  de  obtener  senté 
cia  que  se  lo  conceda,  aun  cuando  aquél  hubiere  hecho  abandoi 
formal,  ó  dado  lugar  á  la  declaración  de  caducidad  de  la  min 
siempre  que  el  expediente  sobre  renuncia  ó  caducidad  se  haj 
incoado  en  el  Gobierno  civil  ó  en  las  oficinas  de  Hacienda  p< 
falta  de  pago  del  canon,  con  posterioridad  á  la  presentación  < 
la  demanda  ante  los  Tribunales. 

Dentro  del  plazo  de  ocho  días,  después  de  incoado  el  pleito, 
litigante  presentará  al  Gobernador  un  escrito  obligándose  á  p 
gar  el  canon  de  superficie  durante  el  pleito,  si  el  concesionar 
la  renunciase  ó  diera  lugar  á  que  se  decretase  su  caducidad  p' 
falta  de  pago  del  referido  canon. 

Art.  121.  Las  cuestiones  que  se  promuevan  acerca  de  supe 
posiciones  y  rectificaciones  de  límites  de  las  concesiones  y  lab 
res  mineras,  así  en  la  superficie  como  en  el  interior  de  las  mina 
serán  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Administración;  peí 
corresponderá  á  los  Tribunales  ordinarios  el  conocimiento  de  lí 
reclamaciones  que  se  hagan  sobre  extracción  indebida  de  min< 
rales  é  indemnización  de  dafios  y  perjuicios  en  concesiones  3; 
otorgadas  por  el  Estado. 

Para  que  los  interesados  puedan  acudir  á  los  Tribunales  ord 
narios  en  demanda  de  las  correspondientes  indemnizaciones  p( 
los  daños  y  perjuicios  ocasionados,  es  indispensable  que  el  G( 
bernador,  previo  informe  del  ingeniero  jefe  de  Minas  del  distrit< 
declare  la  existencia  de  la  intrusión  denunciada  ó  del  dat! 
causado.» 
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Como  se  ve,  estos  artículos  comprenden  diversas  prescripcio- 
nes encaminadas  á  deslindar  la  acción  administrativa  de  la  ci- 
vil, regulando  la  que  corresponde  á  la  Administración  y  lo  que 
tes  propio  y  exclusivo  de  los  Tribunales  de  justicia;  y  aunque 
tal  determinación  es  dada  á  graves  errores  y  difícil  de  estable- 
cer, el  Consejo  de  Estado  en  su  luminoso  informe  se  complace 
•en  declarar  que  los  principios  y  reglas  que  se  estatuyen  resultan 
procedentes  y  todo  lo  perfecto  que  cabe  sea  la  reglamentación 
<ie  cuestiones  tan  complejas  como  son  cuantas  tienden  á  sepa- 
rar y  definir  la  esfera  gubernativa  de  la  puramente  judicial. 

Creyó,  por  último,  el  Consejo  de  Estado,  y  así  lo  hizo  pre- 
sente en  su  informe,  que  para  completar  esta  materia  y  dejar 
•comprendido  dentro  del  mismo  capítulo  cuanto  á  la  misma  se 
refiere,  debía  adicionarse  un  artículo  en  el  que  se  consigne  co- 
rresponde también  á  los  Tribunales  de  justicia  entender  de 
todas  las  contiendas  que  se  susciten  relativas  á  indemnización 
á  particulares  por  aprovechamientos  de  aguas  é  infección  ó  en- 
turbiamiento de  las  mismas,  así  como  las  que  se  contraen  á  los 
daños  y  perjuicios  causados  á  la  agricultura  por  los  humos  de 
las  calcinaciones,  derogando  con  ello  lo  prescrito  en  los  regla- 
mentos provisionales  de  18  de  Diciembre  de  1890  para  la  in- 
demnización de  los  daños  y  perjuicios  causados  á  la  agricultura 
por  las  industrias  mineras,  y  el  de  16  de  Noviembre  de  1900 
«obre  enturbiamiento  é  infección  de  aguas  públicas  y  sobre  ate- 
rramiento y  ocupación  de  sus  cauces  con  los  líquidos  proce- 
dentes del  lavado  de  minerales  ó  con  los  residuos  de  las  fábricas, 
que  al  regular  estas  cuestiones  las  sometieron  por  completo  á 
la  competencia  de  la  Administración,  prescindiendo  de  lo  ter- 
minantemente dispuesto  en  el  ari.  156  de  la  vigente  ley  de  Aguas 
y  en  el  1902  del  Código  civil,  que  de  un  modo  explícito  las  atri- 
buyen á  la  jurisdicción  ordinaria,  el  primero  por  declararlo  así 
taxativamente,  y  el  segundo  al  reconocer  el  carácter  civil  que 
reclamaciones  tienen,  según  ha  sancionado  la  jurispru- 
a  en  multitud  de  casos,  entre  los  que  puede  citarse  como 
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más  reciente  el  resuello  por  Real  decreto  de  12  de  Agosto 
de  1904,  dictado  á  propuesta  del  mismo  Consejo  de  Estado  con 
motivo  de  daños  causados  á  la  agricultura  por  las  explotaciones 
carboníferas. 

Completan  la  materia  de  este  capítulo  los  dos  artículos  si- 
guientes: 

«Art.  122.  Los  Tribunales  competentes  para  entender  en  las 
cansas  de  fraude  contra  los  intereses  de  la  Hacienda  pública,  lo 
serán  igualmente  para  conocer  de  las  de  defraudación  en  el  pago 
de  los  impuestos  mineros  y  en  los  de  circulación  de  minerales  sin 
la  correspondiente  guia. 

Art.  123.  Los  ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas  serán  los  únicos 
peritos  para  todos  los  efectos  legales  en  los  juicios  sometidos  al 
conocimiento  de  los  Tribunales  ordinarios,  asi  como  en  todos  los 
asuntos  administrativos  que  se  refieren  á  minas,  canteras,  vías 
exteriores  de  transportes  para  servicios  mineros,  fábricas  de  be- 
neficio, ó  que,  en  general,  sean  de  su  competencia  técnica.» 

Aunque  de  este  último  artículo  se  ha  suprimido  cuanto  á  la 
competencia  de  los  ingenieros  de  Caminos  é  Industriales  se  re- 
fiere, y  aun  á  los  ingenieros  militares  y  artilleros,  entendemos 
que  no  por  ello  desaparece  la  que  con  arreglo  á  la  ley  tienen 
para  intervenir  como  peritos  en  asuntos  propios  de  sus  respec- 
tivas profesiones. 
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CAPÍTULO  VIH 

De  los  establecimientos  de  preparación  mecánica 
y  beneficios  de  minerales. 


El  escaso  desarrollo  que  en  España  tenía  el  año  1859  la  mine- 
ralurgia  y  la  metalurgia,  y  que  en  1868  todavía  continuaba, 
hicieron  que  aquellas  legislaciones  dieran  poca  importancia  á 
estas  industrias  y  fueran  pocas  las  disposiciones  en  ellas  conte- 
nidas, teniendo  que  acudir  á  las  reglas  del  derecho  común  apli- 
cables á  los  demás  establecimientos  industriales  y  á  los  regla- 
mentos y  órdenes  de  sanidad  y  policía,  para  estudiar  la  doctrina 
aplicable  en  las  distintas  cuestiones  que  se  presentaban.  T  si 
bien  en  algunas  especialidades  de  la  metalurgia  se  puede  decir 
que  estábamos  al  día,  eran  en  corto  número  y  en  metales  que, 
por  haber  estado  estancados  ó  monopolizados  por  el  Estado,  no 
se  había  permitido  á  la  iniciativa  particular  desarrollarse  ni  á 
la  Administración  se  le  hacían  necesarias  disposiciones  ni  re- 
glamentos que  limitaran  sus  propias  atribuciones. 

Ahora  bien:  á  partir  de  aquella  época,  es  decir,  del  año  1868, 
la  industria  minero-metalúrgica  ha  marchado  en  España  al 
compás  de  las  demás  naciones;  los  privilegios  que  el  Estado 
había  venido  de  antiguo  disfrutando  y  había  cedido  ya  en  be- 
neficio de  la  industria  particular,  comenzaban  á  dar  sus  frutos, 
y  esto  hacia  necesario  el  desarrollo  de  una  legislación  completa 
de  esta  materia;  pero  el  carácter  de  la  legislación  administrativa 
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,68  hacerla  á  retazos,  más  por  criterio  de  utilidad  que  de  derecho, 
confundiendo  á  veces  los  beneficios  que  obtiene  el  Estado  para 
el  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  con  los  sagrados  derechos 
que  corresponden  á  la  sociedad,  buscando  más  satisfacer  la  ne- 
cesidad del  momento  que  analizar  en  su  fondo  la  riqueza  que 
puede  desarrollarse.  A  llenar  aquel  vacío,  pero  siguiendo  al 
mismo  tiempo  la  ley  general,  han  tendido  los  reglamentos  y 
disposiciones  varias  que  sobre  esta  materia  se  han  dictado  en 
este  espacio  de  tiempo,  y  que  daremos  cuenta  de  los  más  prin- 
cipales. 

Venían  gravados  con  una  contribución  los  productos  líquidos 
de  la  riqueza  minera,  y  ante  la  dificultad  de  poderlos  determi- 
nar, la  ley  de  Presupuestos  de  21  de  Julio  de  1876  la  suprime, 
creando  en  su  equivalencia  la  contribución  del  1  por  100  del 
producto  bruto  de  las  minas;  para  facilitar  esta  declaración,  ó 
mejor  dicho,  para  facilitar  el  percibo  de  la  contribución  sin  ha- 
cer necesaria  la  declaración,  se  autorizó  al  Gobierno  para  obte- 
ner su  importe,  por  conciertos  con  las  empresas  ó  centros  mine- 
't)s,  y,  caso  de  no  poderse  conseguir  éstos,  le  autorizaba  tam- 
bién á  que  procediera  subsidiariamente  por  arriendos  generales 
ó  parciales. 

La  falta  de  disposiciones  que  obligaran  á  las  empresas  al  cum- 
plimiento de  aquella  contribución  hizo  que  los  conciertos  que 
se  pretendían,  difíciles  en  todo  tiempo,  se  hicieran  en  la  práctica 
imposibles  ínterin  no  se  legislara  algo  que  obligara  á  las  em- 
presas á  declarar  la  producción,  ley  de  los  minerales  y  su  pre- 
cio; por  estas  razones,  ni  se  pudo  eu  un  principio  arrendar,  ni 
después  se  pudieron  hacer  los  conciertos,  en  equivalencia  á  la 
contribución. 

Vistas  las  dificultades  que  estas  declaraciones  presentaban, 
fué  necesario  acudir  á  medios  indirectos;  para  los  minerales  que 
se  dedicaban  á  la  exportación,  era  fácil  por  las  Aduanas  com- 
probar su  origen;  y  teniendo  en  cuenta  que  otra  parte  de  los 
minerales  se  consumían  como  primeras  materias  en  las  fábricas 
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njMdúrgicas,  se  dio  una  Instrucción  provisional  en  11  de  Abril 
de  1877,  disponiendo  que  las  personas  ó  Cíompañías  propieta- 
rias de  establecimientos  de  fundición  y  beneficio  no  recibieran 
los  minerales  sin  una  autorización  previa  del  jefe  económico  de 
la  provincia  donde  está  enclavada  la  mina,  en  la  que  constara 
que  habían  satisfecho  aquella  contribución;  y  la  contravención 
á  aquella  disposición  estaba  penada  con  una  multa  que  no  po- 
día bajar  del  duplo  ni  exceder  del  cuadruplo  de  los  derechos  de- 
vengados por  el  producto  bruto  correspondiente  á  los  minerales 
fundidos  ó  exportados.  Los  encargados  de  los  establecimientos 
de  fundición  ó  beneficio  remitirían  á  las  Administraciones  eco- 
nómicas notas  expresivas  de  las  cantidades  de  mineral  recibido 
para  su  beneficio,  respectivamente  en  cada  trimestre,  con  espe- 
cificación de  su  valor,  mina  de  donde  procedían,  nombre  de  los 
propietarios  y  residencia  habitual  de  éstos;  á  dicha  nota  se  acom- 
pañarían las  guías  ó  conduces,  y  la  contravención  á  esta  dispo- 
sición también  estaba  castigada  con  multas  análogas  á  las  de 
la  disposición  anterior. 

En  27  de  Enero  de  1893,  al  dar  nuevas  disposiciones  sobre  la 
expendición  de  las  guías,  se  dice:  «Las  fábricas  de  fundición  ó 
beneficio  de  minerales,  al  expedir  para  la  exportación  ó  entrega 
á  la  industria  los  minerales  lavados,  beneficiados  ó  fundidos, 
que  de  sus  establecimientos  salgan,  deberán  también  acompa- 
ñarlos de  guías  que  justifiquen  el  origen  de  cada  expedición;  al 
efecto,  los  indicados  establecimientos  pedirán  cuadernos  de 
guías.» 

El  reglamento  de  28  de  Marzo  de  1900  para  la  administración 
de  los  impuestos  sobre  la  propiedad  minera  confirma  las  ante- 
riores instrucciones  y  las  amplía  además,  disponiendo  que  los 
encargados  de  los  establecimientos  de  fundición  y  beneficio  en- 
tregarán por  duplicado,  en  los  diez  primeros  días  de  cada  tri- 
mestre, en  las  oficinas  de  Hacienda,  una  relación  en  la  que  se 
exprese  el  número  de  guías  expedidas  en  el  trimestre  inmediato 
anterior,  relación  que  expresará  por  orden  de  fechas  de  expedí- 
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cióa  del  número  de  la  guía,  punto  á  que  se  destinó  el  mineral  ó 
-metal,  quintales  métricos  que  llevaba  la  expedición  y  valor 
dado  al  que  la  guía  comprendía. 

La  calciDaelóii  de  mineraleA  snlfaroatOM  en  la  pro«- 
wliiela  de  Huel  va  ha  dado  lugar  á  importantes  disposiciones 
'que  con  este  motivo  se  han  dictado  y  han  servido  de  base  á  la 
reglamentación  actual  sobre  la  materia. 

Promovido  expediente  sobre  reclamaciones  hechas  por  varios 
pueblos  de  la  provincia  de  Huelva,  en  solicitud  de  que  se  adop- 
taran las  medidas  convenientes  para  evitar  los  perjuicios  que 
causaba  á  la  agricultura  y  á  la  ganadería  el  sistema  de  calcina- 
ción de  minerales  al  aire  libre,  empleado  por  varios  estableci- 
mientos mineros,  y  de  que  se  les  indemnizase  de  los  daños  que 
por  aquel  motivo  sufrían,  se  creó  un  conflicto  por  la  falta  de  le- 
gislación sobre  este  punto;  se  nombró  una  Comisión  que  estu- 
diara el  asunto  sobre  el  terreno,  y  ésta  clasificó  en  cuatro  zonas 
los  terrenos  á  los  que  pudiera  afectar  aquel  perjuicio;  fundada 
en  el  informe  que  esta  Comisión  presentó  de  conformidad  con 
la  Sección  de  Fomento  y  Hacienda  del  Consejo  de  Estado,  y  de 
acuerdo  también  con  el  Consejo  de  Ministros,  se  dio  una  Real 
orden  en  22  de  Julio  de  1879,  en  la  que  se  decía:  1.*^,  que  debía 
declararse  de  utilidad  pública  el  sistema  que  empleaban  las  em- 
presas mineras  de  la  provincia  de  Huelva  para  beneficiar  los  mi- 
nerales de  cobre,  á  fin  de  que  se  cediera  á  la  expropiación  for- 
zosa de  las  fincas  copaprendidas  y  que  en  lo  sucesivo  se  com- 
prendieran en  la  1.*^  y  2.^  zona  de  las  que  la  Comisión  había 
fijado;  2.®,  que  dicha  declaración  debía  hacerse  por  medio  de 
una  ley,  quedando  vigente  la  legislación  que  entonces  existía, 
para  las  reclamaciones  que  se  intentaran  sobre  dafios  que  se 
causasen  hasta  la  fecha  de  la  promulgación  de  aquélla;  3.^,  que 
asimismo  debía  quedar  en  vigor  la  legislación  entonces  vigente 
para  las  reclamaciones  que  se  promovieran  sobre  daños  que, 
aun  después  de  promulgada  la  nueva  ley,  causasen  los  humos 
y  las  aguas  vitriólicas  procedentes  de  los  pilones  de  cementa- 
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«ion  en  las  zonas  3.*  y  4.*;  y  A.**,  que  el  justiprecio  de  las  fincas 
expropiadas,  debería  ha  cerse  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
tercer  período  del  título  2.*^  de  la  ley  de  expropiación  forzosa 
de  10  de  Enero  de  aquel  año. 

De  conformidad  con  esta  Real  orden,  y  por  Real  decreto  de 
14  de  Noviembre  siguiente,  se  autorizó  al  Ministro  de  Fomento 
para  presentar  á  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  declarando  de 
utilidad  pública  el  sistema  de  calcinación  de  los  minerales  de 
cobre  empleado  por  las  empresas  mineras  de  la  provincia  de 
Huelva,  proyecto  de  ley  que  suscitó  muchas  dificultades  y  no 
llegó  á  aprobarse. 

La  dificultad  quedaba,  pues,  sin  resolver;  así  que  el  Ayun- 
tamiento de  Calañas,  uno  de  los  perjudicados,  prohibió  la  cal- 
cinación al  aire  libre  de  los  minerales  sulfurosos,  el  Gober- 
nador decretó  la  suspensión  del  acuerdo  municipal,  y  habién- 
dose alzadado  ante  el  Ministro,  éste,  de  conformidad  sólo  con 
la  mayoría  del  Consejo  de  Estado,  dio  una  Real  orden  en  16  de 
Diciembre  de  1887  dejando  sin  efecto  la  resolución  del  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Huelva,  que  suspendió  el  acuerdo 
adoptado  por  el  Ayuntamiento  de  Calañas,  y  quedando  por  con- 
secuencia, prohibida  la  calcinación  al  aire  libre  de  los  mine- 
rales sulfurosos. 

No  obstante  esta  disposición,  se  hacía  necesaria  otra  de  ca- 
rácter general,  y  esta  fué  el  Real  decreto  del  Ministro  de  Fo- 
mento de  29  de  Febrero  de  1888,  que  decí^: 

1.®  Quedan  prohibidas  las  calcinaciones  al  aire  libre  de  los 

minerales  sulfurosos,  %^  Las  fábricas  de  beneficio  de  minerales 

que  actualmente  emplean  el  sistema  de  calcinación  al  aire  libre 

debefán,  en  los  plazos  y  condiciones  que  prescribe  este  Real 

eto,  adoptar  otro  procedimiento,  esterilizando  sus  humos 

lanera  que  no  produzcan  daño  á  la  agricultura  ni  á  la  salud 

ica.  3.°  Dichas  fábricas  reducirán  gradualmente  el  número 

oneladas  de  mineral  que  calcinan  hoy  al  (aire  libre,  según 

estadísticas  oficiales,  en  la  siguiente  forma:  desde  el  día 
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1.^  de  Enero  de  1889,  en  una  cuarta  parle;  desde  el  día  1.**  de 
Enero  de  1890  eñ  la  mitad  de  lo  que  hoy  calcinan;  desde  el  dia 
1.^  de  Enero  de  1891,  no  se  permitirá  calcinar  minerales  sulfu- 
roBOS  por  el  procedimiento  que  prohibe  el  presente  decreto, 
4.*  El  Gobierno  presentará  á  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  con- 
cediendo á  las  fábricas  de  que  hablan  los  artículos  anteriores 
las  ventajas  arancelarias  y  tributarias  que  considere  oportunas. 
como  compensación  del  quebranto  que  pueda  causarles  la 
prohibición  del  método  que  actualmente  emplean  para  bene- 
ficiar los  minerales  ferro-cobrizos.  Y  5.**,  El  Gobierno  nombrará 
un  delegado  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas  que  bajo  la  di- 
rección del  Gobernador  de  la  provincia  de  Huelva  inspeccione 
Io0  trabajos  metalúrgicos,  para  hacer  cumplir  á  las  empresas 
las  disposiciones  del  presente  Real  decreto. 

En  cumplimiento  del  art.  b.^  se  nombró  como  delegado  á  un 
inspector  general  de  Minas;  posteriormente  y  como  comple- 
mento de  los  trabajos  realizados  por  aquél  se  nombró  una  Co- 
misión de  inspectores  generales  de  Minas,  para  que  practicara 
nuevas  operaciones  de  reconocimiento  y  comprobación;  y  no 
obstante  no  haber  dado  todavía  su  infonne,^en  12  de  Diciembre 
de  1889  se  dio  una  Real  orden  recordando  el  cumplimiento  del 
Real  decreto  anterior. 

Ahora  bien:  los  daños  que  los  humos  producían,  se  declaraba 
611  «1  Real  decreto  de  1888  que  podían  afectar  ó  á  la  agricultura 
ó  á  la  salud  pública;  correspondía,  pues,  al  Ministerio  de  Fo- 
m^ito  por  lo  que  á  la  primera  se  refiere,  y  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación, encargado  de  velar  por  la  conservación  de  la  segun- 
da^ resolver  asunto  que  tan  grandes  perjuicios  reportaba  á  la 
industria  minero-metalúrgica  y  las  dificultades  de  todo  género 

que  se  presentaban  á  medida  que  se  acercaba  el  día  de  llevar  á 

la  ejecución  el  decreto  referido. 
El  Ministro  de  la  Gobernación  acudió  con  tiempo  á  allegar 

datos  autorizados  que  permitiesen  aclarar  de  un  modo  técnico 

y  científico  un  extremo  tan  capital  como  el  de  la  salubridad;  y 
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á  ese  fin  pidió  informe  á  la  Real  Academia  de  Medicina  por  Real 
orden  de  15  de  Junio  de  1889  y  9  de  Marzo  de  1890,  satisfaciendo 
la  indicación  del  Consejo  de  Estado,  que  sostenía  ya  en  aquella 
época  la  necesidad  de  revisar  en  su  fondo  el  Real  decreto  de  29de 
Febrero,  y  de  contar  para  ello  con  datos  ciertos  sobre  la  cuestión 
de  salubridad  pública  y  la  influencia  de  los  humos  en  la  higiene^ 
de  los  habitantes.  El  informe  fué  muy  estudiado  y  dio  ocasión 
á  luminosas  discusiones  en  el  seno  de  la  docta  Corporación, 
prevaleciendo  por  considerable  mayoría  el  dictamen  de  la  Sec- 
ción de  Higiene,  en  el  que  se  estudia  la  acción  de  los  humos  y 
sus  componentes  en  la  economía  animal,  estimándola  inofensiva 
para  la  vida,  aunque  molesta  é  incómoda  á  corta  distancia  de 
las  teleras,  se  analizan  las  cifras  de  la  estadística  de  mortalidad, 
de  las  que  se  desprende  que  la  provincia  de  Huelva  es  de  las 
más  saludables  de  España,  y  los  pueblos  más  inmediatos  á  las 
oficinas  de  beneficio  acusan  mortalidad  inferior  á  la  generalidad 
de  las  poblaciones  de  la  Península.  En  atención  también  á  que 
por  el  art.  4.^  quedaba  la  resolución  definitiva  á  la  autoridad 
de  las  Cortes,  se  dio  en  17  de  Diciembre  de  1890  un  Real  decre- 
to, disponiendo:  Que  se  suspendieran  los  efectos  del  Real  de- 
creto de  29  de  Febrero  de  1888  hasta  que  se  promulgara  el  pro- 
yecto de  ley  que  el  Gobierno  presentaría  en  sú  día  á  las  Cortes 
sobre  ese  particular;  y  que  se  pasaran  los  documentos  y  ante- 
cedentes relativos  á  las  calcinaciones  de  minerales  sulfurosos^ 
al  aire  libre  al  Ministro  de  Fomento,  para  que  éste  preparara  y- 
formulase  el  citado  proyecto  de  ley  y  lo  presentase  á  las  Cortes. 
I^a  indeninización  de  los  daAoa»  y  perjuicios  eaoiui- 
dos  á  ín  ai^rienitiira  por  las  Industrias  mineras,  dio 
lugar  á  que  por  Real  decreto  de  18  de  Diciembre  de  1890  se  apro- 
bara el  reglamento  provisional  por  el  que  debían  regirse,  pues 
no  cabía  resolver  de  una  manera  absoluta  el  permitir  las  calci- 
naciones de  los  minerales  sulfurosos  al  aire  libre,  sin  que  se 
indemnizara  de  los  perjuicios  causados  á  la  agricultura;  y  al^ 
dar  esta  reglamentación  había  que  hacerlo  de  una  manera  ge- 
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neral  que  abarcara  todos  los  daños  y  perjuicios  que  pudieran 
causarse  por  las  industrias  mineras. 

Son  objeto  de  este  reglamento  los  expedientes  administrativos 
que  se  incoen  para  la  indemnización  der daños,  perjuicios  y  me-  > 
noscabos  de  toda  clase  que  á  la  agricultura  en  sus  diversos  ra- 
mos, se  causen  por  las  industrias  mineras  con  ocasión  del  bene- 
ficio de  minerales.  Los  expedientes  sobre  declaración  de  utilidad 
pública,  expropiación  ú  ocupación  de  terrenos  é  indemnización 
de  perjuicios  para  el  establecimiento  de  explotaciones  mineras, 
seguirán  tramitándose  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes. 

Los  que  se  consideren  perjudicados  en  sus  bienes,  de  cual- 
quier clase,  con  ocasión  del  beneficio  de  minerales,  podrán  re- . 
clamar  ante  el  Gobernador  de  la  provincia  la  indemnización  á  • 
que  estimaren  tener  derecho.  La  reclamación  babrá  de  conte- 
ner: 1.**,  El  nombre,  apellidos  y  vecindad  del  reclamante,  y  su 
firma,  ó  la  de  otra  persona  á  su  ruego,  si  él  no  supiera  firmar. 
2.**  Situación  y  descripción  de  la  finca  en  que  se  hubiere  causado  > 
el  daño,  y  expresión  del  concepto  por  el  cual  la  posea  y  disfrute 
el  reclamante.  Iguales  circunstancias  se  mencionarán  de  los  de- 
más bienes  que  se  estimen  peijudicados.  3.**  Relación  del  daño 
y  cuantía  de  la  indemnización  que  se  reclame,  ó  precio  de  la 
finca  y  demás  bienes,  si  fuese  necesaria  la  enajeción.  4.**  Nom 
bramiento  de  perito  por  parte  del  reclamante  para  el  caso  de 
justiprecio.  Y  5.°  Designación  de  la  empresa  concesionaria  ó 
dueño  de  la  mina  causante  del  daño.  Si  sobre  esto  hubiera  du- 
das ó  confusión,  se  dirigirá  la  reclamación  contra  la  mina  cuyo 
establecimiento  de  beneficio  estuviere  más  próximo  á  la  finca 
peijudicada.  Se  acompañarán  dos  copias  literales  de  la  recla- 
mación, firmadas  como  la  original. 

En  el  término  de  cinco  días  se  remitirá  una  de  las  copias  á  la 
Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  y  otra 
á  la  Empresa,  dueño  ó  concesionario  contra  quien  la  reclama- 
ción vaya  dirigida,  citándole  para  que  por  sí  ó  por  persona  su- 
ficientemente autorizada  comparezca  ante  el  Gobernador  de  la 
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provincia  el  día  que  en  la  citación  se  señale;  otra  igual  citación 
se  hará  al  reclamante. 

Para  el  acto  de  la  comparecencia  ante  el  Grobernador,  señalará 
éste  el  día  que  estime  conveniente,  pero  siempre  después  de  los 
seis  y  antes  de  los  doce  siguientes  al  acto  de  citación.  La  com- 
parecencia será  presidida  por  el  Gobernador  ó  por  el  funciona- 
rio que  éste  designe;  concurrirán  también  al  acto  los  ingenieros 
jefes  de  los  servicios  minero  y  agronómico  ó  forestal  de  la  pro- 
vincia, ó  los  subalternos  facultativos  en  quien  delegaren  la 
representación.  Si  por  causa  justificada  no  pudiere  concurrir 
alguno  de  los  ingenieros  ó  sus  delegados,  se  hará  constar  en  el 
acta,  sin  suspender  por  esto  la  comparecencia.  Para  la  celebra- 
ción de  la  comparecencia  de  primera  citación  es  necesaria  la 
asistencia  del  reclamante  y  del  dueño  de  la  mina  ó  de  sus  le- 
gítimos representantes;  la  comparecencia  de  segunda  citación 
no  podrá  suspenderse  ni  prorrogarse  sino  en  caso  de  fuerza 
mayor. 

Si  á  la  comparecencia  no  asistiere  el  reclamante,  se  le  tendrá 
por  desistido  de  su  reclamación  y  serán  de  su  cuenta  los  gastos 
del  expediente.  Si  dejare  de  asistir  el  dueño  ó  representante  de 
la  mina,  se  le  tendrá  por  conforme  con  la  reclamación  y  que- 
dará obligado  al  pago  de  lo  reclamado  y  al  de  los  gastos  del 
expediente. 

Reunidos  los  citados  á  la  comparecencia,  el  Gobernador  in- 
vitará al  reclamante  y  al  dueño  de  la  mina  á  la  avenencia;  los 
ingenieros  asistentes  al  acto  aconsejarán  y  propondrán  á  su 
vez  los  medios  y  términos  razonables  de  conciliación.  Si  los  in- 
teresados se  avinieren,  se  hará  constar  en  el  acta,  que  firmarán 
los  concurrentes,  y  quedará  terminada  la  comparecencia.  Los 
interesados  podrán  exigir  copia  del  acta,  y  otra  igual  se  enviará 
en  todo  caso  á  la  Dirección. 

Si  no  hubiese  avenencia,  en  el  mismo  acto  de  la  comparecen- 
cia el  dueño  de  la  mina  nombrará  perito  por  su  parte,  caso  de 
no  conformarse  con  lo  propuesto  por  el  reclamante.  Nombrado 
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uno  por  cada  parle,  el  Gobemador  designará  en  el  mismo  acto 
el  tercero  para  el  caso  de  discordia;  los  peritos  han  de  tener  tí- 
tulo profesional  en  los  ramos  de  minería,  de  agricultura  ó  de 
montes:  á  falta  de  personas  con  título  profesional  podrán  ser 
nombrados  los  prácticos  en  los  mismos  ramos.  Los  peritos  in- 
formarán ante  todo,  y  acreditarán  por  los  medios  y  pruebas  que 
estimen  más  conducentes,  la  existencia  y  realidad  de  los  per- 
juicios, expresándolos  y  describiéndolos  con  exactitud.  Si  su 
aprecio  fuese  de  conformidad,  en  el  plazo  que  el  Gobernador 
sefiale  se  entenderá  terminado  el  justiprecio;  si  no  lo  fuese,  el 
Gobemador  comunicará  los  aprecios  discordes  al  perito  tercero. 

Serán  objeto  del  justiprecio  los  daños,  perjuicios  y  menos- 
cabos directamente  causados  con  ocasión  del  beneficio  de  mi- 
nerales en  las  fincas,  siembras,  arbolados,  ganados  y  bienes  de 
cualquier  clase  del  reclamante,  así  cómo  los  que  fueren  inme- 
diata y  necesaria  consecuencia  del  perjuicio  directo^  aun  los 
que  alcancen  á  la  propiedad  urbana  cuya  existencia  esté  ligada 
á  la  de  la  propiedad  rural. 

El  Gobernador  podrá  acordar  la  inspección  ocular  de  la  finca 
ó  bienes  perjudicados,  haciéndola  por  sí  ó  delegando  sus  facul- 
tades en  otro  funcionario,  con  asistencia  de  los  peritos  que 
hubiesen  informado,  y  de  cualquiera  otro  que  tuviere  á  bien 
designar  para  el  acto. 

Si  del  informe  pericial  y  de  la  inspección  ocular  no  resulta 
acreditada  la  existencia  de  perjuicios,  el  Gobernador  desesti- 
mará la  reclamación,  declarando  de  cuenta  del  reclamante  los 
gastos  del  expediente;  cuando  resulte  probado  el  perjuicio  y  de- 
terminada la  cantidad  de  su  indemnización,  el  Gobernador  de- 
clarará obligado  al  dueño  de  la  mina  al  pago  de  la  indemniza- 
ción con  los  gastos  del  expediente:  si  el  justiprecio  compren- 
diese el  valor  total  de  la  finca  ó  fincas  perjudicadas,  el  Gober- 
nador declarará  obligado  al  dueño  de  la  mina  al  pago  total  del 
justiprecio  y  al  de  los  gastos  del  expediente,  quedando  la  finca 
ó  fincas  á  disposición  del  pagador. 

16 
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Contra  la  resolución  del  Gobernador  podrá  el  interesado  que 
se  considere  agraviado  en  su  derecho  recurrir  en  alzada  al  Mi- 
nisterio de  Fomento.  Contra  la  resolución  del  Ministerio  pro- 
cede el  recurso  contencioso-administrativo. 

Cuando  la  citación  ó  notificación  se  dirija  á  una  empresa  ó 
compañía,  se  entenderá  siempre  con  su  director  ó  representante 
en  la  localidad.  Por  gastos  de  expediente  se  entiende  el  im- 
porte de  papel  sellado  invertido,  las  dietas  de  los  agentes  de  la 
Administración  y  los  honorarios  de  los  peritos. 

El  enturbiamiento  de  las  a^iias  dulees  j  saladas 
por  efeeto  del  lavado  de  minerales,  dio  lugar  á  que  por 
Real  orden  de  31  de  Julio  de  1900  se  nombraran  dos  inspectores 
generales,  el  uno  de  Caminos  y  el  otro  de  Minas,  para  que  gira- 
sen una  visita  á  las  provincias  de  Vizcaya  y  Santander,  donde 
se  habían  presentado  varios  conflictos  con  aquel  motivo,  y  pro- 
pusieran la  adopción  de  medidas  técnicas,  administrativas  y 
económicas  que  resolvieran  aquellas  dificultades.  En  cumpli- 
miento de  esta  disposición  los  dos  inspectores  generales  visi- 
taron las  principales  minas  de  aquellas  provincias,  estudiaron 
con  detenimiento  la  manera  como  se  practica  en  ellas  el  lavado 
de  minerales. ferruginosos,  y  los  procedimientos  usados  para 
evacuar  á  los  cauces  públicos  el  agua  turbia  procedente  éé\ 
desenlodado  de  las  minas. 

Estudiaron  también  el  modo  como  se  forman  y  sostienen  los 
grandes  terraplenes  ó  escombreras  cuando  con  ellas  se  invaden 
márgenes  y  álveos  de  las  corrientes  públicas,  perturbando  el 
régimen  de  las  aguas  ó  perjudicando  á  otros  aprovechamientos 
existentes  más  abajo. 

Como  consecuencia  del  informe  cpie  de  esta  visita  presenta- 
ron, y  por  Real  orden  de  16  de  Noviembre  de  1900,  se  aprobó  el 
reglamento  sobre  ^enturbiamiento  é  infección  de  aguas  públi- 
cas, y  sobre  aterramiento  y  ocupación  de  sus  cauces  con  los  lí- 
quidos procedentes  del  lavado  de  minerales  ó  con  los  residuos 
de  las  fábricas,» 
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Se  prohibe  á  los  dueños  de  miaas  y  fábricas  de  toda  clase  que 
viertan  al  cauce  de  arroyos,  ríos,  rías  y  bahías  las  aguas  turbias 
ó  sucias  procedentes  del  lavado  de  minerales  ó  de  las  prepara- 
ciones industriales  que  en  aquéllos  se  verifiquen.  Sólo  se  per- 
mitirá el  desagüe  en  los  cauces  públicos  cuando  los  líquidos 
que  en  ellas  se  viertan  no  contengan  en  suspensión  ó  en  diso- 
lución materias  que  enturbien  ó  contaminen  el  agua  de  la  co- 
rriente superficial,  con  perjucicio  de  los  usos  generales  de  la 
misma,  de  la  navegación,  de  la  pesca  ó  de  los  aprovechamien- 
tos preexistentes,  legalmente  establecidos* 

Para  aumentar  la  riqueza  de  los  minerales  podrán  los  dueños 
de  minas  usar  el  procedimiento  de  concentración  que  estimen 
más  conveniente;  pero  si  empleasen  el  de  lavado,  ya  con  aguas 
de  propiedad  privada,  ya  de  dominio  público,  deberán  presen- 
tar en  el  Gobierno  civil  de  la  provincia,  dentro  del  plazo  que  se 
les  señale,  el  oportuno  proyecto  en  que  se  especifique  el  siste- 
ma que  se  proponen  seguir  para  obtener  la  clasificación  de  las 
aguas  turbias  que  hayan  de  verter  á  los  cauces  públicos,  y  se 
detalle  el  método  de  evacuarlas.  Dicho  proyecto  será  informado 
por  las  Jefaturas  de  Minas  y  Obras  públicas  de  la  provincia, 
quienes  propondrán  la  reforma  del  mismo,  si  procediera,  ó  las 
€M)ndiciones  que  juzguen  deben  imponerse  á  la  autorización 
para  el  lavado. 

No  podrá  utilizarse  el  agua  en  el  lavado  de  minerales  sin  acre- 
ditar que  pertenece  al  dueño  de  la  mina,  ó  que  se  tiene  autori- 
zación competente  para  usarla,  cuando  aquélla  sea  de  propiedad 
privada;  y  si  fuera  de  dominio  público,  que  se  ha  obtenido  la 
concesión  correspondiente. 

Guando  para  clarificar  las  aguas  turbias  procedentes  del  la- 
vado de  minerales  se  emplee  el  sistema  de  reposo  en  estanques 
de  sedimentación,  deberán  éstos  construirse  con  sujeción  á  las 
reglas  siguientes:  a)  la  capacidad  del  estanque  será  proporcio- 
nada al  volumen  de  agua  que  haya  de  recibir;  h)  se  dividirá,  á 
ser  posible,  en  dos  ó  más  compartimentos  de  tal  modo,  que  el 
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agua  vaya  pasando  de  los  superiores  á  los  inferiores  por  decan- 
tación, después  de  haber  permanecido  en  ellos  el  tiempo  que 
necesario,  para  que,  al  llegar  al  último,  pueda  obtenerse  en 
i  clarificación  conveniente  en  cada  caso;  c)  no  podrá  abrirse 
Los  compartimentos  comunicación  alguna  de  fondos  con  el 
ee  público  al  que  hayan  de  arrojarse  las  aguas  sobrantes, 
3  se  permitirá  en  el  último  de  ellos  comunicación  superficial, 
liante  la  construcción  de  un  vertedero,  cuyo  umbral  esté  á 
.  altura  de  20  centímetros,  por  lo  menos,  sobre  la  cara  de  los 
JOS  depositados;  d)  en  los  estanques  adyacentes  á  una  ría 

tenga  aprobado  ó  en  estudio  el  proyecto  de  encauzamiento, 
ique  de  cierre,  en  la  parte  que  confronte  con  ella,  deberá 
;arse  conforme  á  la  dirección  que  haya  de  tener  en  lo  suce- 
í  la  canal  navegable,  para  lo  cual,  antes  de  proceder  á  su 
strucción,  se  dará  aviso  al  ingeniero  encargado  de  la  obra 

la  Jefatura  de  Obras  públicas,  quien,  por  sí  mismo,  ó  por 
ino  de  sus  subalternos,  lo  replanteará  sobre  el  terreno;  e)  la 
te  de  éste  que  confronte  con  ríos  ó  rías  deberá  construirse 

la  solidez  necesaria  para  que  resistan  á  la  acción  de  la  co- 
nté fluvial  en  sus  crecidas,  ó  á  la  de  la  marea  en  el  flujo  y 
jjo,  y  al  efecto  se  fortificará  la  base  del  terraplén  con  esco- 
a  ó  muro  de  fábrica. 

e  faculta  al  ingeniero  jefe  de  Obras  públicas  de  la  provincia 
a  que,  determinando  en  cada  caso  particular,  según  sus  cir- 
stancias  peculiares,  el  grado  de  pureza  que  requiera  el  agua 

haya  de  verterse  en  los  cauces  públicos,  pueda  conceder  el 
miso  de  evacuarla.  Si  los  interesados  no  se  conformaran  con 
ecisión  del  ingeniero  jefe  de  Obras  públicas,  podrán  acudir 
ilzada  ante  el  Gobernador,  quien,  oyendo  al  Consejo  provin- 

de  Sanidad,  resolverá  sin  ulterior  recurso, 
uando  por  la  configuración  del  terreno  próximo  á  los  lava- 
)s  de  mineral  no  sea  posible  instalar  los  estanques  de  sedi- 
itación  con  la  amplitud  conveniente,  podrá  la  Administra- 
1,  en  beneficio  de  la  industria  minera,  autorizar  á  los  dueños 
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de  minas  para  que,  mediante  la  instrucción  del  oportuno  expe- 
diente de  expropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pública, 
puedan  aprovechar,  con  dicho  objeto,  las  marismas  que  haya 
en  la  comarca,  ya  pertenezcan  al  Estado  ó  á  particulares,  previo 
el  pago  de  la  indemnización  que  proceda.  En  la  instrucción  de 
estos  expedientes  deberán  ser  oídos  los  ingenieros  jefes  de  Mi- 
nas y  de  Obras  públicas  de  la  provincia. 

Se  preferirá  que  se  arrojen  las  aguas  turbias  y  sucias  en  el 
mar  á  verterlas  en  los  cauces  públicos,  y  en  aquel  caso  deberán 
evacuarse  en  parajes  abiertos  á  los  temporales,  de  tal  modo  que 
el  oleaje  disemine  las  materias  en  suspensión,  impidiendo  que 
sean  arrastradas,  con  perjuicio  del  calado,  de  la  navegación  ó 
de  la  pesca,  al  interior  de  los  puertos,  rías,  abras  ó  bahías.  Los 
referidos  parajes  se  marcarán  por  el  ingeniero  director  de  las 
obras  del  puerto  al  que  el  vertido  pueda  afectar,  ó  por  el  inge- 
niero jefe  de  Obras  públicas  de  la  provincia  en  los  demás  casos. 

No  podrán  verterse  á  los  cauces  públicos  las  aguas  sucias  y 
materias  residuales  de  cualquier  género,  procedentes  de  fábri- 
cas industriales,  sin  haber  obtenido  del  Gobernador  civil  de  la 
provincia  la  autorización  correspondiente;  para  lo  cual  se  unirá 
á  la  solicitud  una  Memoria  en  que  se  exprese  la  cantidad  y  ca- 
lidad  de  las  mencionadas  substancias,  se  describa  el  procedi- 
miento de  la  depuración  que  haya  de  emplearse  para  evitar  la 
infección  de  la  corriente,  y  vaya  acompañada  de  los  planos  ne- 
cesarios que  den  idea  de  las  obras  con  aquel  fin  proyectadas. 
El  Gobernador,  oyendo  á  la  Jefatura  de  Obras  públicas,  y  en  su 
caso  al  Consejo  provincial  de  Sanidad,  podrá  conceder  ó  negar  la 
autorización  solicitada.  La  depuración  se  efectuará,  ya  por  pro- 
cedimientos mecánicos,  tales  como  la  dilución,  sedimentación, 
filtración,  etc.,  ó  bien  por  reacciones  químicas  que  dejen  las 
aguas  en  el  grado  de  inocuidad  necesario  para  que  la  corriente 
en  que  se  viertan  pueda  utilizarse  en  los  usos  á  que  inferior- 
mente  esté  destinada. 

Cuando  el  alcantarillado  de  una  población  permita  conducir 
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los  líquidos  y  residuos  procedentes  de  minas  y  de  fábricas  in- 
mediatas, podrá  el  Ayuntamiento  conceder  autorización  para 
que  se  arrojen  á  aquél  toda  clase  de  substancias  que  puedan  ser 
arrastradas  por  el  agua  de  alcantarilla. 

Sobre  el  aterramiento  y  ocupación  de  cauces  públicos  queda 
prohibido  igualmente  arrojar  á  las  márgenes,  orillas  y  álveos 
de  las  corrientes  públicas  los  escombros  procedentes  del  laboreo 
de  minas,  así  como  las  escorias,  detritus  y  residuos  de  toda 
clase  de  fábricas  industriales. 

No  obstante  la  prohibición  anterior,  podrán  ocuparse  las  már- 
genes de  los  torrentes  y  arroyos  con  los  escombros  procedentes 
de  labores  mineras,  siempre  que  la  ocupación  se  sujete  á  las  re- 
glas siguientes:  a)  que  la  base  de  las  escombreras  quede  cuando 
menos  á  dos  metros  de  distancia  de  la  orilla  del  cauce;  b)  que 
esté  fuera  del  alcance  de  las  crecidas;  c)  que  si  quedara  dentro 
de  aquéllas,  se  la  proteja  con  un  muro  de  sostenimiento  que 
ofrezca  suficiente  resistencia  y  altura. 

Guando  la  configuración  del  terreno  exija  ocupar  el  álveo  de 
torrentes  y  arroyos  de  dominio  público,  podrá  concederse  el 
permiso  á  los  dueños  de  minas,  mediante  el  cumplimiento  de 
las  condiciones  siguientes:  a)  que  el  caudal  de  la  corriente  no 
experimente  merma  alguna;  6)  que  todos  los  usos  inferiores  de 
las  aguas  queden  respetados;  c)  que  el  cauce  esté  protegido  y 
cubierto  por  la  obra  de  fábrica  que  sea  necesaria  para  asegurar 
el  paso  de  la  corriente;  d)  que  en  el  caso  de  tener  que  practicar 
su  desviación,  se  la  ejecute,  ya  por  medio  de  un  túnel  reves- 
tido interiormente  de  fábrica,  si  fuera  necesario  para  la  solidez, 
ó  bien  por  acequias  al  descubierto,  que  deberán  tener  la  sec- 
ción transversal  y  pendiente  que  exija  el  caudal  de  agua  á  que 
haya  de  darse  paso;  e)  que  los  interesados  soliciten  por  escrito 
la  ocupación,  acompañando  el  proyecto  de  las  obras  que  in- 
tenten realizar  para  mantener  la  circulación  ds  las  aguas  en 
las  condiciones  que  requiera  su  buen  régimen  y  aprovecha- 
miento. 
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En  los  ríos  y  rías  que  estén  total  ó  parcialmente  aterrados 
por  la  acumulación  en  sus'  cauces  del  lodo  procedente  del  la- 
vado de  minerales,  tendrán  obligación  los  que  hubieren  causado 
el  daño  de  extraer  los  fangos  sedimentados  en  las  margenes  y 
álveo  hasta  que  unas  y  otro  queden  en  condiciones  iguales  ó 
parecidas  á  las  que  tenían  antes  del  aterramiento.  Los  trabajos 
de  limpia  se  ejecutarán  en  el  orden  que  marque  la  Administra- 
ción, y  dentro  de  los  plazos  que  señale,  según  su  necesidad  y 
urgencia. 

Para  efectuar  la  limpia  podrán  formarse  sindicatos,  y  éstos  se 
encargarán  de  señalar  y  recaudar  las  cuotas  que  á  cada  asociado 
corresponda  satisfacer^  según  el  volumen  de  las  que  hubiere 
arrojado  anteriormente  el  cauce.  En  el  caso  que  los  concesio- 
narios de  minas  no  se  organicen  espontáneamente  en  sindica- 
tos, podrá  el  Gobierno  obligarles  á  la  formación  de  los  mismos. 

Las  personas  que  para  lograr  la  indemnización  de  perjuicios 
entablaran  su  reclamación  por  la  vía  administrativa,  no  podrán 
acudir  á  la  judicial  mientras  aquélla  no  esté  terminada. 

La  Real  orden  del  mismo  día  16  de  Noviembre  de  1900  dictó  las 
reglas  para  la  aplicación  del  decreto  anterior  á  la  provincia  de 
Vizcaya;  una,  para  que  las  aguas  turbias  ó  sucias  que  se  vierten 
al  río  Nervión,  más  arriba  de  la  instalación  de  máquinas  esta- 
blecida por  el  Ayuntamiento  de  Bilbao  para  abastecer  la  pobla- 
ción, se  desviaran  por  los  causantes  del  daño  mediante  la  cons- 
trucción de  los  canales  colectores,  cubiertos  ó  descubiertos,  que 
las  lleven  á  desaguar  más  abajo  del  sitio  donde  aquel  estableci- 
miento toma  el  agua;  y  la  otra,  que  en  vista  de  que  las  obras 
de  saneamiento  de  Bilbao  verierán  al  mar,  fuera  del  abra,  las 
aguas  sucias  y  materiales  residuales  procedentes  de  la  pobla- 
ción, se  autorice  á  los  mineros  y  dueños  de  fábricas  establecidas 
en  las  inmediaciones  de  la  ría  para  que  puedan  concertarse  con 
el  Ayuntamiento  acerca  del  medio  de  utilizar  las  referidas  obras 
para  conducir  las  aguas  turbias  y  residuos  provenientes  de 
aquéllas. 
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Al  hacerse  aplicación  del  anterior  decreto  á  la  provincia  de 
Huelva  se  ha  tropezado  con  la  dificultad,  por  una  parte,  de  no 
encontrar  método  industrial  y  científico  á  la  par,  que  pueda 
sustituir  á  la  cementación  en  el  beneficio  de  los  minerales  fe- 
rrocobrizos  de  aquellas  minas;  y  por  otra  que,  como  venían  uti- 
lizando ese  procedimiento  antes  del  año  1900,  fecha  de  aquel 
decreto,  tenían  ya  derechos  adquiridos,  irrogándoseles  grandes 
peijuicios  de  no  permitírseles  continuar.  Teniendo  en  cuenta  es- 
tas consideraciones,  por  Real  decreto  de  12  de  Mayo  de  1905  se 
ha  dispuesto  que:  ínterin  no  haya  un  procedimiento  que  susti- 
tuya á  la  cementación  en  el  beneficio  de  minerales  pobres  ó  que 
deje  las  aguas  procedentes  de  esa  operación  en  el  grado  de  ino- 
cuidad necesario  para  que  no  contaminen  las  de  los  cauces  pú- 
blicos, seguirá  respetándose  el  derecho  de  los  concesionarios 
mineros  anteriores  al  Real  decreto  de  16  de  Noviembre  de  1900  á 
explotar  y  beneficiar  los  minerales  cobrizos  en  la  forma  que  ac- 
tualmente se  hace,  sin  que  á  los  mismos  les  sean  aplicables  sus 
preceptos;  y  en  lo  sucesivo  podrá  autorizarse  igual  sistema  de 
beneficio  á  los  concesionarios  posteriores  á  dicha  Real  disposi- 
ción, previo  informe  en  cada  caso  del  ingeniero  jefe  de  Minas 
del  distrito  que  acredite  la  absoluta  necesidad  de  emplear  la 
cementación  como  método  de  beneficio. 

También  el  reglamento  de  Policía  minera,  al  ocuparse  de  las 
Vias  exleriore«  de  (rani^porie  j  servicio,  dispone  que 
estarán  sujetas  á  la  inspección  de  los  ingenieros  de  Minas,  tanto 
las  vías  de  servicio  establecidas  dentro  de  las  concesiones  para 
la  explotación  minera,  como  las  que  tengan  por  objeto  única- 
mente el  transporte  de  minerales,  escombros,  etc.,  fuera  de  ellas, 
siempre  que  se  hayan  construido  sin  intervención  ni  subvención 
alguna  del  Estado  y  que  no  estén  ó  deban  estar  comprendidas 
en  las  redes  oficiales  de  ferrocarriles  ni  consideradas  como  de 
servicio  público. 

Lo  estarán  igualmente  las  vías  aéreas  ó  cables  de  transporte 
instalados  para  servicio  exclusivo  de  la  industria  minera.  A  esta 


ti'' 

y.:  Digitized  by 


Google 


disposición  se  le  adicionó  por  Real  decreto  de  6  de  Junio  de  1903 
el  párrafo  siguiente: 

«Las  Compañías  explotadoras  de  vias  aéreas  ó  cables  de  trans- 
porte estarán  obligadas  á  dar  cuenta  á  la  Jefatura  de  Minas  res- 
pectiva cuando  procedan  á  la  instalación  de  aquéllas.» 

La  inspección  se  verificará,  en  lo  posible,  á  la  vez  que  la  de 
las  minas  y  fábricas,  ó  independientemente  en  caso  preciso. 
Guando  estas  vías  constituyan  un  servicio  independiente  de  las 
minas  ó  establecimientos  metalúrgicos  y  de  preparación  meca* 
nica,  tendrán  su  correspondiente  libro  de  visitas,  que  se  llevará 
con  las  formalidades  dichas  para  las  minas;  en  otro  caso  las 
anotaciones  oportunas  se  harán  en  libro  de  la  mina  ó  fábrica 
respectiva. 

El  reglamento  general  interino  para  el  régimen  de  la  minería 
de  1903,  al  tratar  de  este  capítulo,  se  limita  á  recordar  el  cum- 
plimiento de  prescripciones  ya  vigentes,  autorizando  la  cons-: 
trucción  de  fábricas  de  beneficio,  reconociendo  para  ello  el  de- 
recho de  expropiación  forzosa  y  sancionando  los  preceptos  del 
reglamento  de  16  de  Diciembre  de  1900  y  del  18  de  Noviembre 
de  1890,  antes  citados,  referentes  al  régimen  de  las  aguas  pú- 
blicas  utilizadas  en  la  industria  minera  y  á  los  daños  causados 
á  la  agricultura  por  las  calcinaciones  verificadas  al  aire  libre. 

Con  pocas  variaciones,  que  iremos  mencionando  y  que  no 
modifican  lo  substancial,  se  reproducen  aquellos  artículos  en  el 
reglamento  vigente  de  1905,  que  dice: 

«Art.  124.  Todo  el  que  pretenda  instalar  oficinas  de  beneficio, 
talleres  de  preparación  mecánica  ó  lavaderos  de  minerales  en 
establecimientos  fijos,  disfrutará  de  los  derechos  que  le  concede 
el  art.  27  del  decreto-ley  de  Bases  y  estará  obligado  á  cumplir 
las  prescripciones  establecidas  en  los  capítulos  17,  18  y  20  del  re- 
glamento de  Policía  minera.» 

Ya  hemos  dicho  anteriormente  que  estos  capítulos  tratan 
délos 
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Talleres  de  preparaelón  meeánlea  j  fábrieas  mi- 
neraliiripicas  j  metalilrgieas.— Estarán  bajo  la  vigilancia 
de  los  ingenieros  de  Minas  de  cada  distrito,  al  sólo  efecto  de 
que  se  cumplan  las  prescripciones  del  reglamento  y  corregir  las 
deficiencias  ó  faltas  que  se  noten  en  las  visitas  de  inspección 
que  han  de  girar  todos  los  afios.  En  estas  visitas  no  se  podrá 
inspeccionar  el  secreto  de  los  procedimientos  que  se  empleen; 
pero  si  los  dueños  ó  encargados  pidiesen  la  intervención  del  in- 
geniero, éste  les  dará  las  instrucciones  que  juzgue  convenien- 
tes. Las  autoridades  y  sus  agentes  no  intervendrán  en  estos  es- 
tablecimientos sino  por  causas  justificadas  de  salubridad  ú 
orden  público,  y  bcgo  su  responsabilidad. 

Las  chimeneas  de  los  talleres  y  fábricas  sometidos  á  las  pres- 
cripciones del  reglamento  tendrán  la  altura  suficiente  para  que 
loshumos  no  perjudiquen  á  losedificios  colindantes,  y  loshornos 
y  aparatos  destinados  en  forma  que  no  produzcan  emanacio- 
nes cpie  puedan  afectar  á  la  salubridad  pública  ó  á  la  superficie. 

Los  daños  y  perjuicios  que  se  causen  en  los  edificios,  ar- 
bolado y  siembras  por  los  humos,  gases  y  sublimaciones  pro- 
cedentes de  los  hornos  ó  aparatos  de  una  oficina  de  beneficio, 
serán  indemnizados  por  los  dueños  de  ésta,  con  arreglo  á  lo  que 
disponen  las  leyes  comunes  y  el  reglamento  de  1890,  incu- 
rriendo además  en  la  mulla  que,  como  corrección  administra- 
tiva, podrá  imponer  el  Gobernador. 

En  los  establecimientos  de  preparación  mecánica  y  en  las  fá- 
bricas existirá  un  libro  de  visitas,  análogo  al  de  las  minas,  y  son 
aplicables  á  ellos  también  todas  las  prescripciones  que  hemos 
expuesto  para  las  minas  cuando  exista  algún  peligro  para  la  se- 
guridad de  las  explotaciones  ó  de  los  obreros. 

El  propietario,  director  ó  encargado  de  un  taller  de  prepara- 
ción mecánica  ó  de  una  fábrica  metalúrgica  ó  mineralúrgica 
está  obligado  á  permitir  la  entrada  y  facilitar  la  inspección  del 
establecimiento  al  ingeniero  de  Minas  del  distrito  y  personal 
subalterno  que  le  acompañe,  en  cuanto  se  refiere  á  la  salubri- 
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dad  y  seguridad  del  trabajo  de  los  obreros  y  á  la  vigilancia  de 
los  motores. 

El  orden  que  el  director  de  la  fábrica  establezca  para  el  tra- 
bajo, y  las  atribuciones  del  personal,  podrán  consignarse  en  un 
reglamento  particular,  que  deberá  fijarse  en  sitio  conveniente 
del  establecimiento.  Para  que  este  reglamento  tenga  fuerza 
legal,  es  indispensable  que  obtenga  la  aprobación  del  Goberna- 
dor de  la  provincia,  después  de  oiría  opinión  del  ingeniero  jefe 
del  distrito. 

Molores  empleados  en  la  Indéistria  minero-meia- 
lúrg^iea. — Quedan  sujetos  á  la  inspección  y  vigilancia  de  los 
ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas  los  motores  de  todas  clases  em- 
pleados en  la  industria  minero-metalúrgica. 

Motores  de  vapor.— Todos  los  propietarios  de  minas,  de  ta- 
lleres de  preparación  mecánica  y  de  fábricas  mineralúrgicas  y 
metalúrgicas,  están  obligados  á  presentar  al  ingeniero  jefe  del 
distrito  una  relación  de  todos  los  generadores  de  vapor  que 
tengan  instalados  en  sus  respectivos  establecimientos,  con  los 
siguientes  datos  de  cada  uno  de  ellos: 

Número  de  orden  del  generador  (si  hay  varios). 

Nombre  y  domicilio  del  constructor. 

Sistema  del  generador. 

Superficie  de  caldeo. 

Capacidad  total  de  la  caldera. 

Presión  máxima  á  que  debe  trabajar. 

Fecha  en  que  empezó  á  trabajar. 

Ninguna  caldera  nueva  podrá  ponerse  en  marcha  sin  haber 
hecho  una  prueba  reglamentaria,  según  el  art.  143.  Esta  prueba 
deberá  verificarse  en  el  establecimiento  donde  se  haya  de  usar 
mediante  petición  del  interesado  dirigida  al  Gobernador  de  la 
provincia. 

Si  el  ingeniero  de  Minas^  en  una  de  sus  visitas,  juzgare  que 
la  caldera  no  ofrecía  ya  la  seguridad  necesaria,  podrá  exigir  la 
renovación  de  la  prueba,  comunicándolo  razonadamente  al 
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Gobernador,  el  cual  decidirá  después  de  oír  al  interesado.  Dd 
decreto  del  Gobernador  cabe  apelación  ante  el  Ministro  de  Fo* 
mentó,  quien  resolverá,  previa  consulta  al  Consejo  de  Minería. 
Esta  renovación  de  prueba  de  las  calderas  deberá  hacerse: 
1.**,  cuando  la  caldera  ya  usada  sea  instalada  de  nuevo;  2.°,  cuan- 
do hubiere  sufrido  una  reparación  de  importancia;  3.®,  cuando 
se  ponga  en  actividad  después  de  haber  estado  inactiva  largo 
tiempo;  4.°,  cuando  el  ingeniero  sospeche,  en  razón  de  las  con- 
diciones en  que  funcione,  que  no  ofrece  suficiente  seguridad;  y 
5.^,  cuando  hayan  transcurrido  diez  años  desde  la  prueba  ante- 
rior. En  los  tres  primeros  casos,  el  ingeniero  reconocerá  interior 
y  exteriormente  la  caldera. 

Dice  el  art.  143:  «La  prueba  consiste  en  someter  la  caldera  á 
una  presión  hidráulica  superior  á  la  máxima  presión  efectiva 
de  servicio.  Esta  presión  de  prueba  se  mantendrá  durante  el 
tiempo  necesario  para  el  examen  de  la  caldera,  que  deberá  estar 
en  disposición  de  ser  visitada  en  todas  sus  partes.  El  exceso  de 
la  presión  de  prueba  por  centímetro  cuadrado  será  igual  á  la 
presión  efectiva,  sin  bajar  nunca  de  medio  kilogramo  ni  pasar 
de  seis  kilogramos.  La  prueba  se  hará  bajo  la  dirección  del  in- 
geniero de  Minas  y  á  su  presencia.  El  jefe  del  establecimiento 
donde  se  verifique  la  prueba  facilitará  los  medios  necesarios 
para  efectuarla  >►. 

Y  la  instrucción  añade:  que  la  carga  y  dimensiones  de  las 
válvulas  será  tal,  que  el  vapor  tenga  escape  desde  el  mismo 
momento  en  que  su  presión  llegue  al  máximo  indicado  en  el 
timbre  reglamentario,  y, que  además  no  permita  exceder  de  este 
límite  la  presión;  la  sección  total  del  escape  puede  repartirse 
entre  mayor  número  de  válvulas  que  las  dos  reglamentarias. 

Después  de  la  prueba  se  colocará  en  la  caldera  una  placa  que 
indique  en  kilogramos  por  centímetro  cuadrado  la  presión  efeo-: 
tiva  de  que  no  se  deba  exceder.  En  esta  placa  se  marcarán  á 
punzón  con  números  el  día,  mes  y  año  en  que  se  hizo  la  prue- 
ba, colocándose  en  sitio  bien  visible. 
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.  Toda  caldera  estará  provista  de  dos  válvulas  de  seguridad, 
on  manómetro,  una  llave  ó  válvula  de  interceptación  de  vapor 
y  dos  indicadores  de  nivel  de  agua.  Para  no  tener  que.  hacer  los 
cálculosde reducción,  el  manómetro  debe  indicar  kilogramos  por 
centímetro  cuadrado,  y  tener  una  señal  muy  aparente  en  el  punto 
de  su  escala  correspondiente  á  la  tensión  máxima  efectiva. 

Las  calderas  se  instalarán  en  lo  posible  aisladas  de  todo  muro 
de  edificio,  quedando  prohibido  colocar  talleres  ni  habitaciones 
encima  de  ellas.  Guando  deban  colocarse  en  el  interior  de  las 
minas,  se  adoptarán  todas  las  precauciones  que  en  cada  caso 
ordene  el  Gobernador  á  propuesta  del  ingeniero  jefe  de  Minas. 
Las  condiciones  que  éste  debe  proponer  para  las  calderas  que 
se  instalen  en  el  interior  de  las  minas  deben  referirse  á  la  evi- 
tación de  incendios,  de  alteración  y  caldeamiento  excesivo  del 
aire,  de  hundimientos  y  obstrucción  de  galerías  en  caso  de  ex- 
plosión de  la  caldera,  etc. 

Todas  estas  disposiciones  son  aplicables  á  las  calderas  lo- 
comóviles y  de  locomotoras  que  se  empleen  en  la  industria 
minero-metalúrgica. 

Motores  de  aire  comprimido.— Los  depósitos  de  aire  compri- 
mido se  someterán  á  la  prueba  descrita  en  el  art.  143;  pero  el 
exceso  de  presión  será  siempre  igual  á  la  mitad  de  la  presión 
máxima  á  que  deben  funcionar,  sin  que  este  exceso  pueda  pasar 
de  cuatro  kilogramos  por  centímetro  cuadrado.  Estos  depósitos 
estarán  provistos  de  una  válvula  de  seguridad  arreglada  para 
la  presión  indicada  en  la  placa  reglamentaria. 

Dinamos  generatrices.  Motores  eléctricos.— Los  motores 
eléctricos  fijos  estarán  en  un  local  seco,  libre  de  polvos,  sobre 
todo  metálicos,  y  convenientemente  aislados  de  tierra;  se  man- 
tendrán limpios  y  bien  cuidados  por  obreros  experimentados. 
El  piso  á  su  alrededor  será  de  preferencia  de  madera  ó  asfalto. 
Los  generadores  de  electricidad  y  los  electromotores  deberán 
estar  provistos  de  aparatos  que  permitan  aislarlos  de  la  red  ge- 
neral. 
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Toda  dinamo  estará  provista  de  los  aparatos  de  medida  que 
permitan  determinar  los  elementos  de  su  potencia. 

En  la  sala  de  máquinas  habrá  carteles  fijos  que  indiquen  los 
sitios  peligrosos. 

Los  motores  eléctricos  locomóviles  aplicados  á  herramientas 
y  otros  usos  no  deberán  admitir  corriente  á  una  tensión  superior 
á  300  volts,  si  son  de  corriente  continua,  ni  superior  á  150  volts 
si  son  de  corriente  alterna  ó  polifásica.  Los  motores  eléctricos 
destinados  á  la  tracción  deberán  estar  aislados  eléctricamente 
de  la  caja  del  vehículo;  no  pudiendo  emplearse  en  los  sitios  en 
*  que  exista  el  grisú  los  de  contacto  con  conductor  aéreo,  subte- 
rráneo ó  puesto  á  nivel  del  piso. 

Los  motores  eléctricos  que  se  empleen  en  los  sitios  en  que 
exista  grisú  deben  carecer  de  colector,  ó  tener  éste,  así  como  los 
conmutadores,  interruptores  y  resistencia  encerrados  de  modo 
cpie  queden  separados  de  la  atmósfera  exterior  todos  los  contac- 
tos en  los  que  puedan  saltar  chispas. 

Los  acumuladores,  pilas,  etc.,  se  instalarán  en  un  local  bien 
ventilado,  y,  cuando  haya  necesidad  de  visitar  la  instalación 
de  noche,  sólo  se  entrará  con  lámparas  eléctricas  de  seguridad. 
Deberán  e^tar  aislados  de  tierra  y  en  condiciones  de  poderse 
separar  por  completo  del  circuito.  Los  acumuladores  deberán 
estar  provistos  de  un  amperómetro  y  un  vóltmetro. 

f)eberá  entenderse  como  baja  tensión  para  los  conductores 
eléctricos  300  volts  en  la  corriente  continua  y  150  en  las  corrien- 
tes alternas  ó  polifásicas;  la  alta  tensión  es  la  superior  á  las  in- 
dicadas. Los  conductores  que  atraviesen  muros,  suelos  ó  tabi- 
ques, estarán  protegidos  por  tubos  de  porcelana,  barro,  asbesto 
ú  otro  material  equivalente,  sin  que  puedan  en  estos  sitios  co- 
locarse dichos  conductores  unos  sobre  otros.  Si  los  conductores 
son  aéreos,  no  estarán  descubiertos  ni  en  sitio  en  que  puedan 
estar  al*  alcance  de  la  mano,  ni  junto  á  los  edificios,  y  en  los 
extremos  de  la  línea  habrá  su  correspondiente  pararrayos.  Los 
conductores  subterráneos  deberán  estar  en  armaduras  sólidas 
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ó  en  conductos  de  un  material  resistente.  Él  material  aislador 
estará  á  su  vez  revestido  de  otro  que  le  proteja  del  frotamiento. 
El  dieléctrico  de  los  conductores  no  debe  fundirse  á  una  tempe- 
ratura inferior  á  65°  centígrados.  Los  circuitos  de  los  motores 
estarán  calculados  para  una  corriente  doble  de  la  normal.  Se 
pondrán  aparatos  ó  disposiciones  automáticas  para  evitar  que 
la  corriente  exceda  en  50  por  100  del  máximo.  Las  uniones  de- 
berán hacerse  con  cuidado,  para  que  no  pueda  haber  calenta- 
miento local  en  estos  puntos,  y  estarán  protegidos  contra  toda 
corrosión. 

En  las  distribuciones,  los  hilos  y  cables  estarán  sólidamente 
^os  y  separados  unos  de  otros  dos  centímetros  lo  menos  para 
la  baja  tensión  y  cinco  para  la  alta.  El  aislamiento  de  los  con- 
ductores de  una  red  ó  de  una  línea  deberá  ser  tal,  que  las  deriva- 
ciones á  tierra  nunca  puedan  constituir  un  peligro  para  la  se- 
guridad de  las  personas  ni  para  los  conductos  de  agua  ó  de  gas 
próximos  por  el  ataque  electrolítico  de  los  mismos.  En  el  caso 
de  existir  conductores  eléctricos  dentro  de  tubería  en  los  sitios 
en  que  haya  gases  inflamables,  deberán  ser  las  juntas  de  los  tu- 
bos muy  esmeradas  y  se  ventilará  periódicamente  aquélla  por 
una  corriente  de  aire  que  expulse  los  gases  que  hayan  podido 
penetrar  en  la  misma. 

En  el  interior  de  las  minas,  la  vuelta  ó  cierre  de  un  circuito 
por  tierra  está  terminantemente  prohibido,  excepto  en  el  caso 
de  ser  un  hilo  de  equilibrio  el  que  esté  á  tierra.  Los  hilos  y 
cables  llevarán  una  envoltura  protectora  de  la  aisladora,  la 
cual,  si  es  metálica,  estará  enlazada  á  tierra. 

En  las  minas  en  que  existan  gases  inflamables  deberán  los 
cables  estar  dispuestos  de  modo  que  su  ruptura  accidental  no 
pueda  producir  chispas  (conductores  de  Atkinton,  por  ejemplo), 
ó  encerrados  en  tubería  ventilada  convenientemente.  Los  inte- 
rruptores y  demás  aparatos  susceptibles  de  producir  chispas 
estarán  encerrados  como  se  indica  para  los  motores,  y  los  in- 
terruptores deberán  además  suavizarse  ó  moderarse  por  la  in- 
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serción  progresiva  de  resistencias  en  el  circuito  antes  de  la  rup- 
tura de  éste.  No  pudiendo  hacerse  por  soldadura  las  juntas  de 
los  conductores,  tendrán  éstos  sus  cabos  de  unión  estañados  y 
se  reunirán  por  armadura  de  mandíbula  ú  otra  disposición  que 
herméticamente  la  junta. 

ctorrat  de  fábrleas.— El  propietario  ó  arrendatario  de 
i  en  que  se  empleen  como  primeras  materias  los  pro- 
le la  explotación  de  minas,  está  obligado  á  declarar  al 
ador  el  nombre  y  profesión  de  la  persona  encargada  de 
ción  del  establecimiento. 

írsona  que  tome  á  su  cargo  la  dirección  de  una  fábrica 
ndida  en  el  párrafo  anterior,  lo  participará  en  el  plazo 
)  días,  desde  la  toma  de  posesión,  al  ingeniero  jefe  de 
iel  distrito,  quien  inscribirá  su  nombre  y  profesión  en 
stro  especial  de  directores  de  fábricas  que  llevará  con  la 
separación  por  provincias;  constituirá  un  libro  especial 
ida  provincia  y  ajustado  á  modelo.  El  director  de  la  fá- 
3  responsable  del  cumplimiento  del  reglamento, 
testos  ya  los  tres  capítulos  del  reglamento  de  Policía  mi- 
jitados  en  el  art.  124  del  reglamento  general  continua- 
Bxponiendo  éste. 

.  125.  Si  para  instalar  los  establecimientos  á  que  se  refiere 
ule  anterior  no  hubiese  avenencia  con  el  dueño  del  predio 
aquél  se  haya  de  construir,  podrá  acudirse  ante  el  Go- 
or  de  la  provincia,  para  que  instruido  el  oportuno  expe- 
con  arreglo  á  la  ley  de  Expropiación  forzosa,  se  declare 
no  de  pública  Utilidad  el  establecimiento, 
a  providencia  del  Gobernador  podrá  reclamarse  por  el 
del  terreno  ó  por  el  industrial  ante  el  Ministerio  en  el 
o  de  treinta  días.» 

ú  reglamento  provisional  dé  1903  se  decía  que  la  reso- 
del  Ministro  era  definitiva  é  inapelable;  con  muy  buen 
>  se  ha  suprimido  esta  prescripción  ,que  lleva  consigo  el 
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qae  sean  apelables  por  los  procedimientos  de  las  leyes  vigentes 
aquellas  resoluciones. 

«Art.  126.  Si  el  establecimiento  minero-metalúrgico  exigiere  el 
aprovechamiento  de  aguas  de  dominio  privado  ó  público,  se  se- 
guirán las  prescripciones  establecidas  en  la  ley  de  Aguas  de  13 
de  Junio  de  1879  y  las  demás  disposiciones  que  rijan  en  la 
materia. 

Art.  127.  En  todo  lo  que  sea  relativo  á  las  oficinas  de  prepa- 
ración ó  beneficio  de  minerales  y  que  no  se  halle  determinado 
en  este  capitulo,  regirán  las  reglas  de  derecho  común  aplicables 
á  los  demás  establecimientos  industriales,  y  se  observarán  los 
reglamentos  y  órdenes  de  Sanidad  y  Policía,  asi  como  las  demás 
disposiciones  que  rijan  sobre  la  materia. 

Los  daños  y  perjuicios  ocasionados  á  los  intereses  generales  ó 
á  los  particulares  por  los  humos,  gases  y  vapores  procedentes  de 
las  operaciones  mineralúrgicas,  bien  se  ejecuten  al  aire  libre  ó 
en  hornos  y.  por  el  lavado  de  minerales,  serán  indemnizados  por 
los  beneficiadores,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  las  disposi- 
ciones vigentes  en  la  materia.  > 

Hubiera  sido  más  oportuno  que,  en  vez  de  hacerse  referencia 
á  los  reglamentos  que  se  citan,  se  incluyeran  las  prescripciones 
de  ellos  en  el  texto  del  reglamento,  evitándose  de  este  modo  la 
multiplicidad  de  prescripciones  sobre  una  misma  materia  y  la 
contradicción  que  pueda  haber  entre  lo  consignado  en  aquellos 
reglamentos  parciales  y  lo  dispuesto  en  el  general  de  Minería. 
Con  tal  objeto  debieran  haberse  intercalado  los  preceptos  de 
aquéllos  en  este  capítulo,  redactando  los  necesarios  artículos, 
armonizándolos  con  el  reglamento  general,  especialmente  en  la 
parte  que  se  refiere  á  la  jurisdicción  competente  para  conocer 
de  las  cuestiones  relativas  á  daños  y  perjuicios  ocasionados  por 
incumplimiento  de  las  prescripciones  en  ellas  consignadas,  y 
que  en  la  sucesivo  habrán  de  resolver  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  correspondiente  del  reglamento  general. 

17 
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CAPITULO  IX 
Minas  reservadas  al  Estado. 


La  ley  reformada  en  4  de  Marzo  de  1868  conservó  exactamente 
las  mismas  prescripciones  que  había  establecido  la  legislación 
de  1859  respecto  de  las  minas  reservadas  al  Estado.  Las  Bases 
de  aquel  año  nada  consignaron  acerca  de  este  asunto;  por  lo 
cual  quedaron  vigentes  todas  las  reglas  que  anteriormente  sub- 
sistían. 

Continuaban  reservadas  al  Estado  las  minas  siguientes: 

Las  de  azogue  de  Almadén  y  Almadanejos. 

Las  de  cobre  de  Riotinto. 

Las  de  plomo  de  Linares  y  Falset. 

Las  de  azufre  de  Hellín  y  Benamaurel. 

Las  de  grafito  ó  lápiz-plomo  de  Marbella. 

Las  de  hierro  que  en  Asturias  y  Navarra  están  destinadas  al 
surtido  de  las  fábricas  nacionales  de  armas  y  municiones. 

Las  de  carbón,  situadas  en  los  concejos  de  Morcin  y  Riosa, 
en  la  provincia  de  Oviedo,  acotadas  para  el  servicio  del  estable- 
cimiento de  Trubia,  y 

Las  de  sal  que  se  beneficiaban  en  diferentes  puntos  del  Reino. 

Indicaremos  solamente  las  alteraciones  que  han  experimen- 
tado estos  establecimientos  del  Estado  desde  el  año  1868  hasta 
el  día. 

Disposiciones  generales  á  todas  ellas.— Por  decreto 

de  8  de  Diciembre  de  1869  se  aprobó  el  reglamento  orgánico  de 
la  administración  económica  provincial,  que  establecía  la  ges- 
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tión  de  la  Hacienda  pública  en  los  establecimientos  mineros  del 
Estado,  entre  uno  de  sus  varios  servicios.  Correspondía  á  estas 
dependencias  la  preparación,  curso  y  término  de  todos  los  ac- 
tos y  operaciones  consiguientes  á  la  extracción,  beneficio  y  des- 
tino de  los  minerales;  al  movimiento  de  metales;  y  al  reconoci- 
miento y  la  liquidación  de  las  obligaciones  de  la  Hacienda,  y 
de  los  derechos  y  obligaciones  del  Tesoro  que  tienen  su  origen 
en  el  laboreo  y  explotación  de  estas  propiedades  del  Estado. 

Disponía  también  que  las  dependencias  de  las  minas  serían: 
una  sección  facultativa  encargada  de  la  dirección  de  los  traba- 
jos del  establecimiento  y  demás  actos  y  operaciones  adminis- 
trativas; una  intervención,  que  á  la  vez  tendría  el  carácter  fiscal; 
y  una  caja.  Estas  secciones  ejercerían  sus  cargos  con  sujeción, 
en  la  garte  respectiva  á  su  ramo,  á  las  prescripciones  que  deta- 
llaba el  reglamento  para  cada  una  de  ellas. 

Las  oficinas  de  las  minas  que  el  Estado  tenía  en  Almadén 
continuarían  rigiéndose  por  el  decreto  de  10  de  Julio  de  1869, 
en  consideración  al  carácter  especial  y  facultativo  de  todas  las 
operaciones  de  este  establecimiento.  En  cuanto  al  reconoci- 
miento, liquidación,  intervención  y  pago  de  las  obligaciones 
del  Tesoro,  se  observarían  las  reglas  que  establecían  los  artícu- 
los del  expresado  reglamento. 

Los  Directores  jefes  de  las  minas  del  Estado  ejercían  autori- 
dad y  vigilancia  sobre  todas  las  dependencias  de  los  estableci- 
mientos de  su  respectivo  cargo,  y  además  tenían  los  deberes  y 
atribuciones  siguientes: 

1.**  Cuidar  de  que  todas  las  operaciones  de  laboreo  de  las  mi- 
nas, de  extracción,  clasificación  y  beneficio  de  los  minerales  y 
envase  de  metales,  etc.,  se  verifique  con  arreglo  á  las  prescrip- 
ciones de  la  ciencia  y  estricta  sujeción  á  las  Ordenanzas  del 
ramo. 

2.**  Ordenar  los  pagos  que;  deba  hacer  la  caja  del  estableci- 
miento con  arreglo  á  las  distribuciones  mensuales  de  fondos  y 
á  las  órdenes  de  la  Dirección  general  del  Tesoro. 


Digitized  by 


Google 


-  260  — 

3.^  Presidir  todos  los  actos  de  subasta  pública  que  se  celebren 
para  contratar  servicios,  adquirir  efectos,  enajenar  los  inúti- 
les, etc.,  procurando  obtener  todo  el  beneficio  posible  para  los 
intereses  del  Estado. 

4.**  Disponer  la  entrada  y  salida  en  los  almacenes,  tanto  de 
los  metales  como  de  los  útiles  y  efectos  destinados  á  la  excava- 
ción, entibación,  desagüe  y  demás  trabajos  de  las  minas  y  á  los 
hospitales  de  los  mineros. 

5.*^  Rendir  todas  las  cuentas  que  deba  dar  el  establecimiento, 
á  excepción  de  la  de  la  Caja. 

6.**  Cuidar  de  que  se  faciliten  á  la  Dirección  general  del  ramo 
los  datos  y  noticias  que  la  misma  reclame. 

7.**  Cuidar  de  que  se  conserven  el  orden  y  decoro  convenien- 
tes en  todas  las  dependencias  del  establecimiento  é  imponer,  en 
caso  necesario,  las  correcciones  disciplinarias  á  que  puedan  ha- 
cerse acreedores  les  empleados  que  cometan  faltas  ó  abusos  de 
cualquier  clase.  Siempre  que  proceda  la  suspensión  de  sueldo 
ó  la  de  empleo  y  sueldo,  debe  instruirse  expediente  en  que  se 
oiga  al  interesado  y  á  sus  inmediatos  superiores  jerárquicos; 
sometiéndolo  en  un  breve  plazo  á  la  aprobación  de  la  Dirección 
general  del  ramo. 

8.**  Designar  bajo  su  responsabilidad  el  empleado  que  haya 
de  recibir  de  la  Caja  de  la  capital  de  la  provincia  y  conducir  á 
la  del  establecimiento  la  cantidad  á  que  ascienda  su  consig- 
nación mensual. 

Compete  á  los  Interventores  de  las  minas  del  Estado: 

1.**  Fiscalizar  é  intervenir  los  actos  administrativos  que  lo 
requieran  del  Director  jefe,  la  Caja,  los  almacenes  y  los  hospi- 
tales del  establecimiento;  teniendo  para  ello  un  delegado  en 
aquellos  puntos  ó  dependencias  que  no  pueda  vigilar  constan- 
temente por  sí  mismo  y  cuidando  de  que  estos  subalternos  cum- 
plan rigurosamente  su  misión  interventora. 

2.®  Pedir  al  Director  jefe  la  ipmediata  corrección  de  todo  abuso 
ó  falta  que  observe  en  el  servicio  que  le  está  encomendado  y  dar 
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de  que  sus  observaciones  no  sean  atendidas  en  el  acto  por  el 
Director  y  siempre  |que  el  abuso  tenga  carácter  de  gravedad  ó 
de  infracción  consumada  de  la  ley. 

3.^  Cuidar  de  que  por  la  sección  de  su  cargo  se  lleven  siempre 
al  día  las  cuentas  corrientes  de  la  Hacienda  y  del  Tesoro  con 
sus  deudores  y  acreedores;  las  correspondientes  á  los  artículos 
y  capítulos  de  los  presupuestos  de  gastos  y  las  respectivas  á  los 
almacenes  de  minerales,  metales,  útiles  y  efectos. 

4.®  Redactar  todo  mandamiento  de  cargo  y  data  para  la  Ciga 
y  para  los  almacenes  que  el  Director  jefe  deba  expedir,  compar- 
tiendo con  éste  la  responsabilidad  de  todo  pago  ó  entrega  de 
efectos  que  resulten  improcedentes  ó  indebidamente  dispuestos. 

5.*^ -Formar  todas  las  cuentas  que  el  Director  jefe  debe  rendir 
al  Tribunal  de  las  del  Reino  por  conducto  de  la  Dirección  gene- 
ral de  Contabilidad. 

6.®  Desempeñar  el  cargo  de  clavero,  tanto  de  la  Caja  como  de 
los  cercos  y  almacenes. 

7.®  Cumplir  las  órdenes  que  la  Dirección  general  de  Contabi- 
lidad les  comunique  en  lo  relativo  al  servicio  de  intervención. 

8.®  Cumplir  y  ejercer  todos  los  demás  deberes  y  atribuciones 
determinados  respecto  á  los  jefes  de  intervención  de  las  Admi- 
nistraciones Económicas  en  cuanto  tengan  analogía  con  el  ser- 
vicio especial  de  las  dependencias  de  las  minas  del  Estado. 

Los  deberes  y  atribuciones  de  los  depositarios-pagadores  de 
las  minas  del  Estado  se  reducirán  á  recibir  y  entregar  las  can- 
tidades que  expresen  los  mandamientos  que  expida  el  Director 
jefe  ordenador,  con  la  toma  de  razón  del  interventor;  á  cuidar 
de  que  las  personas  que  reciben  los  fondos  sean  las  mismas  á 
cuyo  favor  están  expedidos  los  libramientos,  ó  sus  apoderados 
en  forma  legal  ó  de  instrucción;  á  llevar  un  libro  de  cuenta  co- 
rriente con  el  Tesoro  público  por  las  sumas  que  reciba  y  satis- 
faga; á  desempeñar  el  cargo  de  clavero  de  la  Caja  y  á  rendir  la 
cuenta  de  la  misma. 
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La  Comisaría  de  las  minas  del  Estado,  establecida  en  Sevilla, 
servaría  mientras  se  consideraran  convenientes  sus  ser- 
Se  dividía  en  Sección  administrativa,  Intervención  y 
;uyas  dependencias  desempeñaban  sus  cargos  respectivos 
mismos  términos  establecidos  respecto  á  las  Secciones  de 
ministraciones  Económicas. 

i  orden  ó  comunicación  que  deba  cumplirse  ó  contestarse 
j  dependencias  de  las  minas  del  Estado,  se  comunicará 
imente  á  los  Directores  de  los  mismos  establecimientos,  y 
i  el  caso  que  se  refiera  ó  operaciones  ó  asuntos  en  que 
ener  participación  alguna  de  las  demás  dependencias  de 
vincia,  se  dará  conocimiento  de  ella  á  los  jefes  de  las  Ad- 
raciones Económicas. 

is  las  comunicaciones  que  tengan  necesidad  de  dirigir  los 
ícimientos  de  minas  á  los  centros  y  Direcciones  generales 
alquiera  otra  dependencia  de  provincia,  se  autoi  izarán 
•e  por  los  directores,  excepto  en  ciertos  casos  que  pueden 
tar  directamente  los  interventores. 
Directores  de  las  minas  del  Estado  rendirán  cuentas  men- 
de  minerales  y  metales,  y  trimestrales  de  rentas  públicas, 
tos  públicos  y  de  útiles  y  efectos.  Estas  cuentas  se  auto- 
1  por  los  directores  é  interventores  y  serán  remitidas  por 
ectores  al  Tribunal  de  las  del  R^ino  por  conducto  de  la 
ion  general  de  Contabilidad. 

pagadores  de  las  minas  del  Estado  darán  cueptas  men- 
de  Caja,  autorizándolas  los  interventores  y  pasándolas  á 
ectores  para  que  con  su  V.**  B.*^  las  remitan  al  Tribunal 
del  Reino,  por  conducto  de  la  misma  Dirección  general 
tabilidad. 

cuentas  de  Caja  de  las  Administraciones  Económicas  de 
las,  no  tendrán  más  justificación  que  la  correspondiente 
ita.  Elsta  consistirá  en  fapturas  por  secciones  de  los  librá- 
is satisfechos, 
dirección  general  de  Contabilidad  da  los  modelos  impre- 
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aos y  determina  los  libros  de  cuenta  y  razón  de  cada  establecí* 
miento. 

Reformado  el  reglamento  orgánico  de  las  Administraciones 
Económicas  provinciales  con  arreglo. á  las  disposiciones  de  la 
ley  de  9  de  Diciembre  de  1881,  se  dispone  que  el  servicio  econó- 
mico del  Estado  sea  desempeñado  en  las  provincias  bajo  la  auto- 
ridad y  dirección  de  un  delegado  del  Ministro  de  Hacienda. 

En  dicha  reforma  se  preceptúa  que  las  dependencias  de  las 
minas  serán:  una  Secretaría  de  la  Superintendencia  encargada 
de  la  dirección  de  los  trabigos  del  establecimiento  y  demás  actos 
y  operaciones  administrativas;  una  Intervención  y  una  Paga^ 
duna.  Estas  Secciones  ejercerían  sus  cargos  con  sujeción,  en 
la  parte  respectiva  á  su  ramo,  á  las  prescripciones  de  regla* 
mentó  anterior.  Las  oficinas  de  las  minas  del  Estado  en  Alma- 
dén continuarán  rigiéndose  por  el  decreto  de  10  de  Julio  de  1809, 
modificado  por  el  de  ^  de  Octubre  de  1874. 

En  11  de  Mayo  de  1888  se  da  un  nuevo  reglamento  orgánico 
de  la  Administración  Económica  provincial. 

Se  confirma  que  el  servicio  económico  del  Estado  será  desem- 
peñado en  las  provincias  bajo  la  autoridad,  dirección  y  vigilan- 
cia de  un  delegado  del  Ministro  de  Hacienda,  entre  cuyas  de- 
pendencias figura  la  de  oficinas  de  explotación  de  minas. 

Las  oficinas  de  las  minas  del  Estado  en  Almadén,  como  todas 
sus  dependencias,  debían  funcionar  bajo  la  autoridad  superior 
de  un  superintendente  general,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
entonces  vigentes  y  las  órdenes  é  instrucciones  que  adoptara  y 
comunicara  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del 
Estado,  así  en  la  parte  administrativa  como  en  la  especial  facul- 
tativa. El  superintendente  de  las  minas  de  Almadén  será  susti- 
tuido, en  casos  de  ausencias  ó  enfermedades  y  en  todas  sus  fun- 
ciones, por  el  interventor  del  establecimiento. 

Las  cuentas  que  los  diversos  agentes  de  la  Administración 
provincial  de  Hacienda  pública  tenían  que  rendir  al  Tribunal 
de  Cuentas  del  Reino,  lo  harían  por  conducto  de  la  Interven- 
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ción  general  de  la  Administración  del  Estado.  T  también  te- 
nían que  rendir  por  el  expresado  conducto  relaciones  mensuales 
de  ingresos  y  pagos  por  los  conceptos  de  las  respectivas  cuentas 
anuales  y  de  ejercicio,  el  superintendente  de  Almadén  y  el  ad- 
ministrador de  las  salinas  de  Torrevieja;  estas  relaciones  tenían 
que  llevar  la  conformidad  del  interventor  de  la  provincia  ó  del 
empleado  que  ejerciera  sus  funciones. 

Las  economías  de  la  ley  de  Presupuestos  del  año  1889  hacen 
que  por  decreto  del  24  de  Julio  del  mismo  año  se  suprima  la 
Superintendencia  del  establecimiento  de  Almadén  y  se  propone 
en  su  lugar  un  ingeniero  jefe  de  primera  clase  del  Cuerpo  de 
Minas.  Y  por  otro  Real  decreto  de  17  de  Octubre  de  1890  se  re- 
suelve que  para  el  nombramiento  de  los  directores  facultativos 
y  económicos  de  los  establecimientos  fabriles  al  servicio  de  la 
Hacienda  rijan  las  mismas  disposiciones  que  por  regla  general 
se  hallan  establecidas  para  el  de  los  demás  funcionarios  de  la 
Administración  civil  del  Estado. 

La  última  reforma  del  reglamento  orgánico  de  la  Adminis* 
tración  provincial  no  introduce  modificaciones  en  la  parte  re- 
lativa á  los  establecimientos  mineros  del  Estado,  antes  al  con- 
trario, las  confirma  diciendo  que  bajo  la  autoridad,  dirección  y 
vigilancia  del  Delegado  de  Hacienda  estarán  las  oficinas  de 
Minas  del  Estado,  cuyas  dependencias  piincipales  serán  la  Di- 
rección, la  Intervención  y  la  Pagaduría. 

El  reglamento  para  el  régimen  de  la  minería  de  1905,  y  al  tra- 
tar en  un  capítulo  de  estas  minas,  dispone: 

«Art.  128.  La  dirección  facultativa  de  las  minas  y  estableci- 
mientos mineros  reservados  al  Estado  estará  á  cargo  del  Cuerpo 
de  ingenieros  do  Minas.» 

No  obstante  lo  dispuesto  en  este  artículo,  la  ley  de  Presu- 
mestos  para  1906  autoriza  al  Ministro  de  Hacienda  para  nom- 
)rar  un  funcionario  administrativo  ó  técnico  para  dirigir  las 
ninas  de  Almadén. 
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«Art.  129.  Conservarán  estas  minas  la  misma  extensión  de  te- 
rreno que  tienen  en  el  día,  y  por  el  Ministerio  de  Fomento,  previo 
expediente,  y  con  audiencia  de  los  interesados  y  Corporaciones 
que  se  crea  oportuno  consultar,  se  señalará  la  de  aquellas  cuyos 
limites  no  estón  aún  fijados  de  una  manera  precisa  y  conocida. 

Art.  130.  Los  terrenos  y  escoriales  procedentes  de  las  minas 
y  fábricas  reservadas  al  Estado  no  podrán  ser  beneficiados  por 
los  particulares,  cualquiera  que  sea  la  distancia  á  que  se  hallen 
de  la  mina  ú  oficina  de  que  provengan,  sin  la  previa  utorización 
que  corresponda.» 

Autorización  que,  por  lo  que  hemos  dicho  en  otras  ocasiones, 
tiene  que  darse  por  una  ley. 

Scri'irio»  y  Miirlldos  de  las  Minas  del  Estado.  —  Por 
decreto  del  Oobierno  de  la  República  de  14  de  Abril  de  1873  se 
dan  reglas  sobre  la  celebración  de  contratos  para  los  servicios 
y  surtidos  de  las  minas  del  Estado,  disponiendo  que: 

Los  contratos  se  celebrarán  por  remate  solemne  y  público, 
exceptuándose:  los  contratos  que  no  excedan  de  125  pesetas;  los 
que  no  excedan  de  500  pesetas,  siempre  que  se  refieran  á  servi- 
cios y  surtidos  de  reconocida  urgencia  por  circunstancias  impre- 
vistas; y  los  contratos  que  tengan  por  objeto  la  adquisición  de 
máquinas,  instrumentos  y  aparatos  que  por  su  especialidad  ó 
condiciones  singulares  haya  precisión  de  mandar  construir  y 
comprar  en  las  fábricas  por  medio  de  personas  peritas. 

Para  celebrar  cualquiera  de  estos  contratos  ha  de  preceder  la 
instrucción  de  expediente  por  los  jefes  de  los  establecimientos 
de  las  minas  del  Eátado  y  la  correspondiente  autorización,  con- 
cedida en  esta  forma:  por  la  Dirección,  respecto  á  los  servicios 
que  no  excedan  de  3.750  pesetas;  por  el  Ministro,  en  cuanto  á  los 
que  excedan  de  dicha  suma  y  no  pasen  de  25.000;  por  el  Consejo 
de  Ministros,  desde  la  referida  cantidad  en  adelante.  Los  contra- 
tos que  produzcan  estas  autorizaciones  serán  aprobados  por  las 
autoridades  que  las  concedan. 
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Quedaron  vigentes  el  Real  decreto  de  27  de  Febrero  de  1852 
é  Instrucción  de  15  de  Septiembre  siguiente  respecto  á  los  de- 
ntratos  de  servicios  públicos,  en  cuanto  no  se  oponían 
lecreto. 

informidad  con  estas  disposiciones  y  por  Reales  decretos; 
rato  sin  las  formalidades  de  subasta,  en  1893,  el  sumí- 
de  frascos  que  fueron  necesarios  en  las  minas  de  Al- 
para  envasar  el  azogue  durante  siete  años,  y  en  1900  se 
ó  de  nuevo  por  otras  cinco  campañas;  y  por  otro  Real 

de  1900  se  autorizó  al  director  del  establecimiento  de 
ín  para  adquirir  directamente  dos  calderas  de  vapor  con 
Q  al  proyecto  de  contrato  convenido  con  los  señores 
5  y  Richemond. 

lamente,  por  Real  decreto  de  29  de  Julio  de  1902,  de 
)  con  el  Consejo  de  Ministros  y  lo  informado  por  el  Con- 
Estado  y  con  lo  que  determina  el  decreto  de  14  de  Abril 
,  se  autoriza  al  director  de  las  minas  de  Almadén  para 
'  gestión  directa  y  sin  las  formalidades  de  subasta  con- 
n  el  ingeniero  D.  Vicencio  Spirek  la  adquisición  é  insta- 
en  dicho  establecimiento  de  cuatro  hornos  sistema  Cer- 
irek  con  sujeción  á  las  condiciones  detalladas  en  su 
a  de  23  de  Diciembre  de  1901.  El  coste  de  estas  obras 
42.193  pesetas  50  céntimos. 

lanto  á  la  dependencia  de  los  establecimientos  no  se  ha 
ningún  cambio,  siguiendo  á  cargo  del  Ministerio  de 
la,  sin  más  novedad  que  haberse  reunido  por  decreto 
5  Febrero  de  1871  en  un  sólo  Negociado  de  la  Dirección 

de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  los  asuntos  de 
as  y  salinas. 
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ALMADÉN 

Siempre  que  hemos  hablado  de  las  minas  que  explota  el  Es- 
tado, nos  hemos  lamentado  del  atraso  en  que  se  encuentran  en 
virtud  de  los  vicios  que  entraña  el  sistema  industrial  ejercido 
por  el  Gobierno;  y  á  medida  que  la  industria  minera  se  des- 
arrolla más  en  España,  marchando  con  el  progreso  de  las  de- 
más naciones,  y  el  Estado  se  hace  más  conservador  de  sus  ru- 
tinarios procedimientos,  las  razones  que  aconsejan  que  4cel 
Estado  no  debe  ser  industrial»  son  más  poderosas,  y  la  dife- 
rencia entre  la  explotación  por  uno  ú  otro  sistema  es  mucho 
mayor. 

Daremos  cuenta  de  lo  ocurrido  en  estas  minas  en  los  últimos 
años,  en  los  que,  á  pesar  de  haberse  hecho  algo  en  ellas,  distan 
mucho,  no  en  su  riqueza,  que  cada  día  es  mayor,  sino  en  su  ex- 
plotación, de  ocupar  el  lugar  que  les  corresponde. 

Diftioria  de  su  rrforiiia.— En  10  de  Julio  de  1869  una  Or- 
den del  Poder  Ejecutivo  suprime  la  Superintendencia  de  Alma- 
dén, designando  el  director  facultativo  y  económico  de  dicho 
establecimiento  y  consignando  las  atribuciones  que  le  compe- 
ten. No  mencionaríamos,  sin  embargo,  esta  disposición  si  no 
fuera  por  la  trascendencia  que  llevaba  consigo;  las  promesas 
que  en  ella  se  daban  de  llevar  las  reformas  y  los  adelantos  cien- 
tífico-industríales á  aquellos  establecimientos  que  tanto  de  ello 
habían  menester;  el  tratarse  de  remover  uno  de  los  obstácu- 
los que  en  otra  ocasión  hemos  tratado,  de  los  inconvenientes 
de  la  existencia  de  un  superintendente  jefe  del  establecimiento 
desprovisto  de  la  educación  industrial  y  científica  que  reclamaba 
la  dirección  de  aquellas  importantes  minas;  y  el  oportuno  re- 
cuerdo que  se  hacía  en  el  preámbulo  de  la  Orden,  del  feliz  éxito 
que  se  obtuvo  en  los  años  de  1841  á  1843,  en  que  estuvo  al  frente 
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de  aquellas  minas  un  director  facultativo  y  económico,  con  lo 
que  se  pagaba  un  justo  tributo  á  la  memoria  del  eminente  inge- 
niero D.  Casiano  de  Prado;  todo  ello  probaba  los  buenos  deseos 
y  propósitos  de  que  aquellas  promesas  consignadas  se  convir- 
tieran en  plazo  breve  en  becbos  consumados. 

Se  encomendaba  el  cargo  de  Director  facultativo  y  económico 
al  ingeniero  de  Minas,  jefe  más  caracterizado  de  los  que  sean  des- 
tinados al  servicio  de  este  establecimiento;  en  cuyo  concepto  le 
compete  desempeñar,  en  cuanto  sea  compatible  con  la  marcha 
industrial  y  económica  del  mismo  establecimiento,  las  funciones 
que  corresponden  á  los  jefes  de  la  Administración  Económica 
de  las  provincias  y  dirigir  la  explotación  de  las  minas,  así  como 
todas  las  faenas  del  exterior  y  operaciones  de  destilación  de  los 
minerales.  Sin  perjuicio  de  la  dirección  de  estos  trabajos  y  la 
responsabilidad  que  por  ellos  le  incumbe,  podrá  el  Director  dis- 
tribuir entre  sus  subalternos  la  inspección  inmediata  de  las  di- 
ferentes dependencias  que  constituyen  el  establecimiento  indus- 
trial; en  ausencias  y  enfermedades  del  Director,  lo  será  el  que 
le  siga  en  categoría  de  entre  los  ingenieros  que  sirvan  á  sus  ór- 
denes; y,  en  todos  los  casos  en  que  un  inspector  general  del 
mismo  Cuerpo  faera  nombrado  por  el  Gobierno  para  desempe- 
ñar alguna  comisión  en  que  afecte  aquel  servicio,  asumirá  éste 
las  funciones  de  jefe  superior  local. 

La  contabilidad  correrá  á  cargo  de  un  Interventor  general,  te- 
nedor de  libros,  que  será  el  jefe  inmediato  de  los  diferentes  em- 
pleados de  carácter  administrativo  nombrados  para  las  ofícinas 
subalternas.  Corresponde  al  Interventor  dirigir  la  contabilidad 
é  intervenir  todos  los  servicios  que  ocasionen  gastos  y  consu- 
mos que  hayan  sido  ordenados  previamente  por  el  jefe,  firmando 
los  libramientos  con  éste,  cuya  responsabilidad  comparte.  Ad- 
ministrar las  oficinas  que  posea  el  establecimiento  en  Almadén 
y  Almadenejos,  los  edificios,  cercos  y  bosques,  recaudando  sus 
diferentes  rentas;  hacer  las  compras  de  efectos  que  hayan  de 
adquirirse  por  administración  previo  acuerdo  del  Director,  é  in- 
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tervenir  por  sí  ó  por  medio  de  sus  delegados  la  entrega,  tanto 
de  estos  efectos  como  de  los  que  sean  objeto  de  contratas,  con 
inclusión  de  los  del  hospital  y  capilla;  cuidar  de  que  tengan 
lugar  en  tiempo  oportuno  las  remesas  de  azogue  á  los  depósitos 
que  el  Gobierno  señale;  asistir  con  voz  y  voto  á  las  subastas 
de  servicios  y  juntas  de  jefes  del  establecimiento,  por  sí  ó  por 
un  empleado  en  quien  en  él  delegue:  estas  juntas  las  constituyen 
los  dos  ingenieros  más  caracterizados  y  el  interventor  princi- 
pal, siendo  secretario  sin  voto  un  oficial  de  la  Administración; 
emitir  los  informes  que  se  le  pidan  por  el  je%  de  la  Administra- 
ción en  los  expedientes  de  carácter  administrativo,  con  las  ob- 
servaciones que  le  sugiera  su  celo  en  bien  del  servicio;  acordar 
con  los  jefes  de  Negociado  en  los  asuntos  que  hayan  de  promo* 
ver  una  resolución  superior,  sea  del  jefe  local  ó  de  las  Direccio- 
nes generales,  y  observar  las  demás  prescripciones  que  sean 
aplicables  al  establecimiento  de  Almadén  y  que  corresponden 
á  los  jefes  de  intervención  de  las  Administraciones  de  las  pro- 
vincias. 

La  disposición  de  que  cuando  un  inspector  general  de  Minas 
desempeñe  alguna  comisión  que  afecte  al  establecimiento  asuma 
las  facultades  del  director,  se  referia  á  la  que  se  había  encomen- 
dado al  Sr.  D.  José  de  Monasterio  y  Correa,  para  estudiar  las 
reformas  que  reclamaba  la  explotación  de  aquellas  minas,  como 
prenda  segura  de  que,  por  esta  vez,  las  promesas  de  reforma 
del  establecimiento  minero  más  importante  habían  de  realizarse, 
aunque  á  grandísima  costa. 

Se  hallaba  íntimamente  relacionado  este  asunto  con  la  situa- 
ción apurada  de  la  Hacienda  española,  y,  como  había  sucedido 
en  otras  ocasiones,  se  trataba  de  que  las  minas  reservadas  al 
Estado,  y  muy  especialmente  la  de  Almadén,  sacaran  al  Go- 
bierno de  aquellos  apuros.  • 

Contraii^m  eoo  la  casa  Itothschilil.  — Las  Cortes  Cons- 
tituyentes concedieron  al  Ministro  de  Hacienda  varias  auto- 
rizaciones para  regularizar  la  situación  de  la  Hacienda;  le  fa- 
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cuitaron  para  vender  en  pública  subasta,  y  con  las  condiciones 
que  previamente  acordaran  las  Cortes,  las  minas  de  Riotiñto  y 
Almadén  y  las  salinas  de  Torrevieja,  pero  el  Gobierno  no  hizo 
uso  de  esta  autorización.  Ahora  bien,  no  hizo  lo  mismo  con  la 
venta  de  frascos  de  azogue,  que  sin  «star  expresamente  autori- 
zado, en  24  de  Noviembre  de  1869  hizo  un  contrato  de  venta  de 
más  de  90.000  frascos  á  la  casa  Rothschil,  á  un  precio  más  bajo 
á  que  lo  vendía  la  Comisión  de  Hacienda  en  Londres,  motivan- 
do este  contrato,  así  como  el  siguiente  de  28  de  Abril  de  1870, 
las  más  rudas  censuras. 

Por  otra  parte,  para  negociar  con  el  Banco  de  París  todos  los 
bonos  del  Tesoro  entonces  existentes  y  cubrir  el  déficit  del  pre- 
supuesto, quedó  facultado  el  Gobierno,  no  sólo  para  la  venta 
de  las  minas  de  Riotiñto,  como  antes  hemos  dicho,  si  que  ade- 
más para  verificar  una  operación  de  crédito  en  metálico  sobre 
las  minas  de  Almadén  y  salinas  de  Torrevieja,  y  en  su  conse- 
cuencia el  Ministro  de  Hacienda  celebró  un  contrato  en  28  de 
Abril  de  1870  con  las  casas  Rothschild  de  Londres  y  París,  de 
realización  de  un  préstamo  al  8  por  100  de  interés,  garantizado 
éste  por  la  producción  de  dichas  minas  de  Almadén,  estimada  en 
un  minimuQ  de  32.000  frascos  anuales  de  azogue.  El  capital  del 
préstamo  era  de  1.696.761  libras  esterlinas  11  chelines,  ó  sea 
tí.419.038,76  pesetas,  representando  la  capitalización  de  treinta 
anualidades  de  150.000  libras  esterlinas,  á  cuyo  pago  en  Lon- 
dres quedaban  hipotecadas  las  minas  de  Almadén  y  sus  pro- 
ductos, así  como  todos  los  edificios,  máquinas,  enseres,  terrenos 
pertenencias  y  derechos  que  formaban  parte  de  dicha  propiedad 
del  Estado.  Para  el  pago  de  la  anualidad  de  150.000  libras  ester^ 
linas,  en  dos  semestres  de  á  75.000  libras  cada  uno,  tenían  que 
sacarse  con  preferencia  del  producto  liquido  que  arrojaran  las 
ventas  de  azogue  eñ  Londres,  á  cuyo  fin  se  obligó  el  Gobierno 
á  consignar  durante  treinta  años  á  la  casa  Rothschild  exclusi- 
vamente todos  los  azogues  que  produjeran  las  minas  de  Alma- 
dén, y  á  que  su  producción  fuera  de  un  míaimun  de  32.000  fras- 
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eos  anuales  con  75  libras  de  azogue  (34.507  kilogramos),  cada 
uno,  según  costumbre.  Por  último,  el  Gobierno  se  obligaba  á 
consignar  anualmente  en  los  presupuestos  la  cantidad  necesaria 
para  la  explotación  de  dichas  minas,  procurando  aumentar  la 
producción  y  mejorar  los  medios  empleados  en  ella.  El  Gobierno 
se  reservó  la  facultad  de  poder  distraer  anualmente,  una  vez 
cubierto  el  mínimun  de  32.000  frascos,  una  cantidad  que  no 
podía  exceder  de  200  frascos,  con  aplicación  exclusiva  á  las  in- 
dustrias nacionales  que  el  Gobierno  quisiere  favorecer  suminis- 
trándoles el  azogue  á  precios  reducidos. 

Como  complemento  de  este  contrato,  se  hizo  el  de  venta  de 
azogues,  del  28  de  Abril  de  1870,  á  la  misma  casa  Rothsehild 
por  el  término  de  treinta  años;  la  venta  seguiría  efectuándose 
por  dicha  casa  después  de  aquel  plazo  medíante  una  comisión 
de  2  por  100,  además  del  abono  del  corretaje,  del  almacenaje, 
del  seguro  contra  incendios  y  de  cualquiera  otros  gastos  que 
ocurran  desde  la  llegada  de  los  azogues  á  Londres,  hasta  la  rea- 
lización de  las  ventas.  La  casa  Rothsehild  debía  procurar  me- 
jorar los  precios  del  azogue,  quedando  convenido  que  todo  lo 
que  de  sus  ventas  en  comisión  consigan  realizar  sobre  el  precio 
bruto  de  seis  libras  esterlinas  por  frasco  se  repartirá  por  mitad 
entre  la  casa  Rothsehild  y  el  Gobierno  español;  pasando  de  ocho 
libras  esterlinas  el  precio  de  venta,  la  repartición  de  lo  que  ex- 
cediese de  ese  tipo  se  hará  en  la  proporción  de  dos  tercios  á 
favor  del  Gobierno  español  y  un  tercio  á  favor  de  la  casa 
Rpthschild.  Esta  casa  quedó  también  facultada  para  hacer  el 
transporte  desde  Almadén  á  Londres  al  precio  de  seis  chelines 
por  frasco,  incluyendo  el  seguro  marítimo,  que  era  aproxima- 
damente como  venía  costándole  al  Estado. 

Estos  contratos  dieron  lugar,  como  hemos  dicho,  á  fuertes  crí- 
ticas, por  lo  ruinoso  de  la  operación,  por  comprometer  la  exis- 
tencia de  la  mina,  por  dejar  tan  corta  cantidad  de  azogue  dis- 
ponible para  el  consumo  nacional  y  por  otras  razones  que  no 
vamos  ¿  examinar;  y  también  se  presentó  en  el  Congreso  una 
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proposición  suscrita  en  primer  lugar,  por  el  ingeniero  de  Mi- 
nas D.  Antonio  Luis  Anclóla,  pidiendo  se  nombrase  una  comi- 
sión  que  examinase  la  autorización  dada  al  Gobierno  y  los  con- 
tratos que  fueron  su  consecuencia. 

Resultó  de  estos  contratos  una  situación,  para  las  minas  de 
Almadén,  la  más  angustiosa  imaginable;  pues  careciendo  de 
medios  para  alcanzar  la  producción  que  reclamaba  la  entrega 
anual  de  32.000  frascos  de  azogue,  cuando  sólo  había  llegado 
una  vez,  en  1839,  á  esta  cantidad,  y  siendo  el  término  medio 
de  los  treinta  años  anteriores  de  18.854  quintales  anuales,  o 
sean  menos  de  24.000  frascos,  era  de  temer  que  las  minas  vi- 
nieran á  parar  á  manos  de  la  casa  Rothschild  por  no  poder  cum- 
plir el  Gobierno  sus  compromisos. 

El  Sr.  Monasterio,  encargado,  como  hemos  dicho,  de  plantear 
las  reformas  que  reclamaba  el  estado  de  las  minias,  en  las  que 
desde  el  siglo  XVIII  puede  decirse  que  nada  se  había  hecho 
para  mejorar  el  material  de  explotación,  fué  autorizado  para 
comprar  en  Bélgica  las  máquinas  y  aparatos  necesarios,  al 
mismo  tiempo  que  se  habilitaban  los  pozos  maestros  y  se  ha- 
cían en  las  minas  las  demás  labores  preparatorias.  Además,  por 
la  ley  de  Presupuestos  de  1870-71,  se  concedió  un  crédito 
de  1.250.000  pesetas  para  atender  aquellas  mejoras;  y  en  la 
misma  ley  de  Presupuestos  se  dispuso  que  el  Ministro  de  Ha- 
cienda podía  contratar  los  trabajos  de  explotación  de  las  minas 
de  Almadén,  imputando  los  gastos  á  los  mayores  productos  de 
la  mina ;  autorizándole  además  para  enajenar  ó  contratar  la 
explotación  de  las  minas  de  Ríotinto,  admitiendo  al  efecto  pro- 
posiciones y  abriendo  licitación  pública  sobre  la  base  de  la  que 
resulte  más  ventajosa. 

Después  de  dejar  contratadas  y  en  construcción  las  diferentes 
máquinas  y  aparatos  que  tan  indispensables  eran  para  satisfa- 
cer las  condiciones  de  la  producción  de  nuestras  famosas  minas 
de  azogue,  y  después  de  visitar  las  minas  de  Idria  acompañado 
del  ingeniero  D.  Eusebio  Oyarzábal,  minas  que  no  habian  sido 
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estudiadas  por  ningún  ingeniero  español  desde  D.  Diego  Larra- 
ñaga,  volvió  el  Sr.  Monasterio  á  Almadén  á  dirigir  las  obras  de 
instalación  del  nuevo  material,  para  cuya  adquisición  adelantó 
los  fondos  necesarios  la  casa  Rothscbild;  y  cuando  venciendo 
mil  obstáculos  y  contrariedades,  á  fuerza  de  actividad  é  inteli- 
gencia, estaba  ya  á  punto  este  distinguido  ingeniero  de  conse- 
guir su  noble  propósito,  amaneció  el  dia  4  de  Julio  de  1874,  de 
triste  recordación,  en  que  una  turba  desenfrenada  de  obreros 
arrancó  la  existencia  á  los  infortunados  ingenieros  D.  José  de 
Monasterio  y  D.  Isidro  Sebastián  Buceta,  mártires  de  su  deber  y 
víctimas  inocentes  de  la  ignorancia  y  el  fanatismo  de  aquellos 
obreros,  que  no  miraban  con  buenos  ojos  las  reformas  que  se 
realizaban  ni  podían  comprender  el  eminente,  el  extraordinario 
servicio  que  Monasterio  prestaba  á  la  Nación,  poniéndola  en  el 
caso  de  cumplir  sus  compromisos  solemnemente  adquiridos,  y 
salvando  á  la  mina  de  Almadén  de  la  vergüenza  de  que  cayera 
en  extranjeras  manos  por  falta  de  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones del  Estado. 

Las  Cortes,  por  ley  de  26  de  Julio  de  1878,  concedieron  pen- 
siones vitalicias  á  la  viuda  de  D.  José  Monasterio  y  á  los  padres 
de  D.  Isidro  Sebastián  Buceta. 

Estos  terribles  acontecimientos  fueron  la  causa  de  que  por  de- 
creto de  20'  de  Octubre  del  mismo  año  se  restableciera  la  supri- 
mida Superintendencia  de  las  minas,  cuyo  cargo  había  de  ser 
desempeñado  por  un  Brigadier  de  ejército  procedente  de  uno  de 
los  Cuerpos  de  Artillería,  Estado  Mayor  ó  Ingenieros,  percibiendo 
sobre  su  haber  en  situación  de  cuartel  la  gratificación  de  10.000 
pesetas  anuales,  cuyo  nombramiento  tenía  que  hacerse  por  el 
Consejo  de  Ministros  á  propuesta  del  de  Hacienda.  Ea  el  orden 
cfvil  tenía  la  categoría  de  jefe  de  Administración  de  1.^  clase  y 
dependía  directamente  de  la  Dirección  de  Propiedades.  Los  Mi- 
nistros de  la  Guerra  y  Gobernación  podían  encomendar  al  Bri- 
gadier superintendente  el  Gobierno  militar  de  la  plaza  y  el  Sub- 
gobierno  de  la  localidad,  siempre  que  lo  estimasen  oportuno. 
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Un  reglamento  especial  fijaría  los  deberes  y  atribuciones  del  su- 
perintendente, del  director  facultativo,  de  los  ingenieros  y  ayu- 
dantes, de  la  secretaría  ó  Sección  administrativa,  de  la  Sección 
de  intervención,  de  la  Pagaduría  y  de  los  funcionarios  afectos 
á  servicios  especiales  del  establecimiento.  Continuaron  subsis- 
tentes las  gratificaciones  que  disfrutaba  el  personal  facultativo, 
y  por  fin  el  superintendente  podría  proponer  á  la  Dirección  de 
Propiedades  las  reformas  y  economías  que  considerara  opor- 
tunas. 

Las  reformas  siguieron  llevándose  á  cabo  con  los  recursos  de 
los  presupuestos  ordinarios,  y  por  Real  decreto  de  14  de  Mayo 
de  1875  se  concedió  un  suplemento  de  créditode  160.000  pese- 
tas para  los  gastos  de  explotación. 

Sustituyó  al  Sr.  Monasterio  en  las  obras  de  reforma  de  Almar 
den  el  ingeniero  D.  Ensebio  Oyarzábal,  que  las  ha  continuado 
como  conocedor  de  los  planes  de  aquél,  llevándolas  á  feliz  tér- 
mino y  salvando  aquella  finca  de  la  crítica  situación  á  que  la 
habían  llevado  los  contratos  financieros  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda. 

Tal  es  la  historia  de  la  regeneración  industrial  de  las  minas 
de  Almadén.  Sin  el  concurso  de  las  extrañas  circunstancias  que 
hemos  reseñado  rápidamente,  quizás  seguirían  hoy  en  el  mismo 
estado  en  que  las  dejó  el  Ingeniero  D.  Diego  de  Larrafeaga.  La  re- 
forma costó  la  preciosa  vida  de  dos  ingenieros,  pero  el  porvenir 
de  estas  explotaciones  quedó  por  entonces  asegurado  y  el  con- 
trato con  Rothschild,  que  terminó  en  1900,  pudo  cumplirse  en 
todas  sus  partes,  puesto  que  todas  las  máquinas  y  aparatos  fun- 
cionaron desde  su  principio  perfectamente,  marchando  todas  las 
labores  con  la  mayor  regularidad,  habiéndose  introducido  en  los 
transportes  interiores  y  exteriores  perfeccionamientos  que  pro- 
dujeron las  mayores  economías  y  habiéndose  reformado  el  plan 
de  labores  subterráneas  de  modo  que  permitió  un  arranque  re- 
gular y  ordenado  en  la  escala  que  demandaba  la  producción  y 
llevando  siempre  adelantadas  las  labores  preparatorias. 
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La  producción  en  los  treinta  años  de  duración  del  contrato 
desde  1870  á  1900  ha  sido: 


Campaña  de  1869-70. 

34.828 

Campaña 

de  1884-85. 

44.7^7 

— 

1870-71. 

34.341 

— 

1885-86. 

47.852 

— 

1871-72. 

32.893 

— 

1886-87. 

50.920 

— 

1872-73. 

33.480 

— 

1887-88. 

52.100 

— 

1873-74. 

28.286 

— 

1888-89. 

49.394 

— 

1874  75. 

36.640 

— 

1889-90. 

50.297 

— 

1875-76. 

36.376 

— 

1890-91. 

48.053 

— 

1876-77. 

38.410 

— 

1891-92. 

Í7.208 

— 

1877-78. 

40.756 

— 

1892-93. 

44.662 

— 

1878-79. 

41.930 

— 

1893-94. 

42.114 

— 

1879-80. 

46.127 

— 

1894r95. 

41.106 

— 

1880-81. 

45.588 

— 

1895-96. 

40.306 

— 

1881-82. 

46.137 

— 

1896-97. 

46.600 

— 

1882-83. 

46.614 

— 

1897-98. 

46.600 

— 

1883  84. 

47.732 

— 

1898-99. 

46.000 

que  como  se  ve  ve  superó  á  los  32.000  frascos  anuales  que  exi- 
gía el  contrato. 

De  los  datos  que  hemos  podido  conseguir  y  alcanzan  al 
año  1564,  resulla  que  la  producción  desde  aquella  fecha  hasta 
el  año  1904,  que  es  el  último  publicado  por  la  Inspección  ge- 
neral de  Minería,  suma  la  respetable  cifra  de  frascos  4.711.925 
cuyo  valor  aproximado  al  precio  de  hoy  del  mercado  representa 
más  de  347^  millones  de  libras  esterlinas. 

Dlsposleionrm  posteriores.— Pasados  algunos  años  sin 
que  el  orden  volviera  á  alterarse,  aquellas  medidas  de  rigor 
que  fué  necesario  tomar  por  lo  extraordinario  de  los  sucesos 
dejaron  de  ser  necesarias;  así  pues,  en  la  ley  de  Presupuestos 
del  año  1889  y  con  motivo  de  las  economías  para  aquel  año 
impuestas,  se  suprimió  la  Superintendencia,  y  con  ella  el  Jefe 
militar,  proponiéndose  en  su  lugar  un  Ingeniero  Jefe  de  1.*  clase 
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del  Cuerpo  de  Minas;  organizándose  el  servicio  facultativo  con 
un  Director  Ingeniero  jefe  de  1  .*  clase  con  6.000  pesetas  de  sueldo 
y  4.000degratiflcación;  un  Ingeniero  primero  con  4.000y  3.000de 
gratificación;  dos  ingenieros  segundos  con  3.000  y  2.500  de  gra- 
tificación cada  uno,  en  lugar  de  las  3.000  que  tenían;  un  auxiliar 
de  2.*  clase  con  2.500  y  1.000  de  gratificación  en  lugar  de  los 
dos  auxiliares  que  había. 

Por  ley  de  30  de  Agosto  de  1896  facilitando  recursos  extraor- 
dinarios al  Tesoro,  se  autoriza  al  Gobierno  para  rescindir  el 
contrato  con  la  casa  Rothschild  de  acuerdo  con  ellos,  y  proce- 
der al  otorgamiento  de  otro  contrato  con  los  mismos  señores 
por  3.562.000  libras  esterlinas  al  5  por  100  en  concepto  de  prés- 
tamo reintegrable  en  34  años.  Operación  que  no  se  ha  llegado 
á  llevar  á  cabo. 

En  2  de  Noviembre  de  1897  se  nombra  una  (Comisión,  com- 
puesta de  un  Inspector  de  ingenieros  de  Minas,  un  Ingeniero 
jefe  del  propio  Cuerpo  y  un  Inspector  general  de  Hacienda  para 
que  pasen  al  establecimiento  de  Almadén  con  objeto  de  girar 
una  visita  de  inspección,  adoptando  las  medidas  que  crean  ne- 
cesarias para  la  mejor  explotación  de  las  minas  y  proponiendo 
lo  que  crean  de  reconocida  urgencia  y  requiera  una  disposición 
de  carácter  superior.  Todo  con  objeto  de,  al  estudiar  la  manera 
de  hacer  una  operación  de  crédito,  si  llegara  el  caso,  tener  los 
mayores  conocimientos  que  permitan  hacerla  en  las  condicio- 
nes más  ventajosas  y  toda  vez  que  estaba  próximo  el  año  1900  en 
que  terminaba  el  contrato  con  la  casa  Rothschild. 

En  31  de  Marzo  de  1900,  la  ley  de  Presupuestos  en  su  ar- 
tículo 13  autoriza  al  Ministro  de  Hacienda  para  contratar  direc- 
tamente, ó  por  medio  de  concurso,  la  venta  en  comisión  de  los 
azogues  que  produzcan  las  minas  de  Almadén^  á  partir  de  la  fe- 
cha en  que  termine  el  convenio  que  tenía  con  la  casa  Rothschild, 
por  el  tiempo  que  estime  el  Gobierno  conveniente  y  con  el  abono 
por  comisión  y  participación  que  el  mismo  Gobierno  señale, 
siempre  que  esta  última  no  exceda  del  25  por  100  en  el  aumento 
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de  precio  hasta  una  libra  por  fraco  sobre  el  que  tuviera  en  el 
mercado  de  Londres  el  30  de  Mayo  de  1899,  y  del  15  por  100  en 
adelante,  dando  cuenta  á  las  Cortes. 

En  la  actualidad  la  mina  de  Almadén  está  libre  de  todo  com- 
promiso, y  la  casa  Rotbscbild  solamente  tiene  la  comisión  de 
venta  de  los  azogues  en  el  extranjero,  mediante  un  corretige, 
que  creemos  es  del  1  «/,  por  100. 

La  producción  durante  estos  últimos  años  ha  sido  en: 

1900  de  29.647  frascos 

1901  »    19.935       » 

1902  »  39.860   » 
19()3  »  26.394   » 

1904  >  31.009   » 

1905  )►  22.939   >► 

debemos  advertir  que  esta  baja  en  la  producción  no  reconoce 
por  causa  ninguna  alteración  en  la  potencia  productora  de  los 
yacimientos  cinabríferos  de  Almadén,  sino  que  el  consumo  de 
este  metal  es  limilado  y  conviene  poner  en  la  debida  relación 
con  la  demanda  del  mercado  las  existencias  de  azogue  de  Al- 
madéa  en  Londres,  donde  la  existencia  de  hoy  es  casi  doble  del 
consumo  anual.  Para  compensar  en  parte  esta  disminución  em 
la  producción  del  azogue,  tenemos  que  el  almacén  de  minerales 
ha  aumentado  su  existencia  en  más  de  340.000  quintales  mé- 
tricos, en  estos  últimos  años. 

Recientemente,  y  con  motivo  de  un  informe  de  la  Dirección 
de  aquellas  minas,  solicitando  la  renovación  de  aquellas  insta- 
laciones y  cambio  en  el  método  de  explotación,  trabajo  presen- 
tado al  finalizar  el  año  1905,  el  Ministro  de  Hacienda,  en  el  pa- 
sado mes  de  Febrero,  ha  pedido  al  de  Fomento,  y  éste  ha  conce- 
dido, que  una  Comisión  de  ingenieros  de  Minas,  presidida  por 
un  Inspector  general  del  Cuepo,  pase  al  establecimiento  minero 
de  Almadén  y  proponga  cuantas  mejoras  crea  conveaientes  en 
favor  de  dicho  establecimiento  y  beneficioso  á  los  intereses  del 
Estado. 
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En  el  mismo  Febrero  quedó  nombrada  la  Comisión;  pero 
nles  de  empezar  su  cometido,  el  Presidente  ha  solicitado  la  sa- 
lda del  Cuerpo  de  Minas,  sufriendo  con  esto  un  nuevo  aplaza- 
miento aquel  trabajo.  De  esperar  es  que  pronto  se  nombre  el 
íuevo  Presidente  y  que,  reconociendo  lo  urgente  de  aquellas 
eformas,  se  propongan  en  breve  plazo  las  modificaciones  que  la 
xplotación  anticuada  de  aquel  establecimiento  requiere,  así 
omo  los  cambios  que  deben  introducirse  en  la  mayor  parte  de 
3S  demás  servicios. 

La  ley  de  Presupuestos,  para  los  de  1906,  introduce  una  mo- 
lificación en  las  minas  de  Almadén;  se  dispone  que  el  cargo  de 
)irector  corresponde  á  Jefe  de  Administración  de  Hacienda 
» Ingeniero  Jefe  del  Cuerpo  de  Minas.  En  virtud  de  esta  facultad 
[ue  se  le  concede  al  Ministro  de  Hacienda,  en  28  de  Febrero  úl- 
imo  se  nombra  para  la  Dirección  de  las  minas  de  Almadén 
in  Jefe  de  Sección  de  la  Dirección  de  Contribuciones,  y  antes  de 
legar  á  tomar  posesión  de  su  destino  se  anula  esta  disposición, 
Lombrando  en  su  lugar  y  para  Director  de  las  minas  á  otro 
ancionario  del  Ministerio  de  Hacienda,  que  había  venido  des- 
mpeñando  el  cargo  de  Subdirector  del  Tesoro.  Suponemos  que 
ste  nombramiento  será  interino  y  hasta  que  la  Comisión,  que 
ntes  hemos  dicho,  emita  su  informe. 

Últimamente,  y  en  28  de  Febrero,  se  ha  inaugurado  la  nueva 
lave  de  hornos  de  destilación  sistema  Cermak-Spirek,  cons- 
ruída  por  iniciativa  del  anterior  Director  D.  Eusebio  Oyarzábal; 
e  dio  fuego  á  los  hornos  y  se  bautizó  á  los  cuatro  grupos  con 
08  nombres  de  cuatro  ingenieros  eminentes,  Escoaura,  Oyarzá- 
al,  Fernández  de  Castro  y  Madariaga. 

En  los  últimos  presupuestos  del  Estado  vienen  calculándose 
[)S  ingresos  por  las  minas  de  Almadén  en  7  millones  de  pesetas, 

el  gasto  anual  ha  venido  siendo  de  1.500.000  á  2.100.000 
esetas. 

Ref^lameiitoi»  espeeiales.—En  18  de  Julio  de  1900  y  por 
teal  orden  del  Ministerio  de  Hacienda  ha  sido  aprobado  con 
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carácter  de  interino  el  Reglamento  para  el  ingreso,  ascenso  y 
obligaciones  de  loa  individuos  del  ramo  facultativo  práctico  de 
explotación  de  las  minas  de  Almadén^  redactado  por  el  Director 
del  establecimiento  y  con  las  adiciones  y  reformas  introducidas 
por  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado, 
á  fin  de  que  no  se  perjudiquen  los  intereses  del  Tesoro  por  falta 
de  la  debida  diligencia  y  cuidado  en  el  cumplimiento  de  los  de- 
beres del  referido  personal,  puntualizando  sus  obligaciones  y  su 
responsabilidad  de  una  manera  concreta,  dificultando  el  que 
los  ayudantes  de  mina  y  los  maestros  de  obras  renuncien  al 
ascenso  que  les  corresponda  y  evitando  con  esa  medida  la  vin- 
culación en  unas  mismas  personas  de  cargos  determinados. 

En  24  de  Septiembre  de  1904  se  aprobó  el  Reglamento  para 
el  régimen  interior  del  establecimiento  de  1(m  minas  de  Almadén 
7  del  Hospital  de  mineros^  formados  por  la  Dirección  general 
de  Ciontribuciones,  Impuestos  y  Rentas.  Por  lo  que  se  refiere  al 
primero  sus  principales  disposiciones  son: 

Capítulo  L— De  la  organis<ición.—hos  trabajos  de  explota- 
ción y  beneficio  de  las  minas  de  azogue  de  Almadén  y  el  ser- 
vicio económico  consiguiente,  serán  desempeñados  b^o  la  au- 
toridad, dirección  y  vigilancia  de  un  Jefe  que  se  titulará  Direc- 
tor de  las  minas  de  Almadén  y  funcionará  como  Delegado  de 
la  Dirección  general  de  Contribuciones,  Impuestos  y  Rentas. 

La  Dirección  de  las  minas  estará  constituida  por  las  siguien- 
tes secciones: 

1.*    Sección  facultativa. 

2.^    Sección  administativa. 

3.*    Intervención. 

4.^    Pagaduría. 

5.*    Abogacía  del  Estado. 

Capítulo  II.— De  la  Dirección. —El  Director  será  Ingeniero 
del  Cuerpo  Nacional  de  Minas.  Estarán  á  sus  inmediatas  órde- 
nes los  ingenieros  subalternos  y  auxiliares  facultativos  desti- 
nados al  servicio  del  establecimiento,  los  oficiales  y  ayudantes 
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prácticos  de  los  ramos  de  explotación  y  destilación,  los  maes- 
tros de  obras  y  de  talleres  y  cuantos  funcionarios  y  obreros  se 
empleen,  sea  en  ocupaciones  activas,  sea  en  las  de  custodia  y 
vigilancia  de  las  dependencias,  almacenes  y  depósitos  de  ma- 
y  efectos  y  cobren  sus  haberes  con  cargo  al  presupues- 
;ial  de  las  minas. 

leberes  y  atribuciones  del  Director  son  los  que  ya  se' 
isignado  por  disposiciones  anteriores  y  que  consigna  y 
el  reglamento. 

üLO  III. —  De  la  Sección  /acwHafiva.  — Constituirán  la 
facultativa  los  ingenieros  de  minas  y  auxiliares  facul- 
deslinados  al  servicio  del  establecimiento,  los  oficiales 
intes  prácticos  de  los  ramos  de  explotación  y  destilación 
aestros  de  obras  y  de  talleres  de  carpintería,  herrería  y 
:m>. 

sponde  á  la  misma  cumplir  y  hacer  cumplir  las  disposi- 
y  órdenes  dictadas  por  la  Dirección  de  las  minas  y  que 
pan  á  los  actos  y  operaciones  conducentes  á  la  extrae- 
beneficio  de  los  minerales  y  envases  del  azogue,  y  será* 
¡ón  suya  calcular  las  materias  primas  ó  materiales  y 
elaborados  que  se  requieran  para  los  servicios  de  explo- 
destilación  y  talleres  del  establecimiento,  y  proponer, 
i  de  las  existencias  en  almacenes,  la  adquisición  de  lo 
3ceptúe  necesario,  observando  en  la  formación  de  los 
íntes  preparatorios ,  redacción  de  los  pliegos  He  condi- 
ejecución  de  los  contratos  y  ultimación  de  los  mismos, 
as  que  prescribe  el  reglamento. 

ruLO  IV.  —De  loa  servicios  de  explotación. —hos  servicios 
lotación  y  beneficio  se  distribuirán  entre  cuatro  depen- 
},  que  se  denominarán: 
del  Pozo, 
del  CasUllo. 

>  de  San  Teodoro  y 

>  de  Buitrones  ó  de  destilación. 
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A  cada  una  de  estas  dependencias  estará  afecto  un  Ingeniero 
de  Minas,  secundado  por  el  personal  del  ramo  facultativo  prác- 
tico que  corresponda;  representará  á  la  Sección  facultativa  y  á 
la  Administración,  y  sus  deberes  y  atribuciones  son  los  consig- 
nados en  el  reglamento. 

Capítulo  V.— De  la  Sección  administrativa.— Corresponde  á 
esta  Sección,  además  de  los  deberes  y  atribuciones  señalados  en 
la  Sección  facultativa  acerca  de  la  preparación  y  curso  de  los 
servicios  de  suministros  y  adquisición  de  artículos  de  consumo, 
enseres  é  instrumentos  para  el  Hospital,  lo  siguiente:  Examinar 
y  comprobar  todos  los  documentos  de  pago  que  se  redacten 
en  las  minas  y  cercos  y  liquidar  los  cargos  de  surtidos  por 
contrata  que  remitan  los  guarda-almacenes  y  el  Administrador 
del  Hospital.  Custodiar  los  inventarios  de  las  fincas,  máquinas, 
mobiliario,  etc.,  que  posea  la  Hacienda  en  Almadén,  Almade- 
nejos  y  en  la  Dehesa  de  Castilseras.  Cursar  los  expedientes  de 
solicitud  de  limosnas  promovidos  por  viudas  y  huérfanos  de  mi- 
neros que  reúnan  las  condiciones  señaladas  en  las  disposiciones 
dictadas  para  el  caso.  Proponer  oportunainente  al  Director  las 
diligencias  que  para  aprovechamiento  de  la  Dehesa  señala  el 
reglamento  especial  de  ésta. 

Capítulo  VI.— De  la  Sección  de  intervención.— Corresponden 
á  la  Intervención  principal  de  las  minas  las  mismas  atribución 
y  deberes  que  tenían  antes  los  Interventores. 

Capítulo  VIL— De  la  sección  de  pagaduría.— Conünúa  como 
estaba  por  disposiciones  anteriores. 

Capítulo  VllL— De  los  almacenes.— Un  los  cercos  de  San  Teo- 
doro y  de  Buitrones  habrá  almacenes  y  depósitos  de  materiales, 
herramientas,  combustibles,  útiles  y  efectos  de  todo  género  que 
sean  de  uso  ó  consumo  en  los  servicios  y  operaciones  industria- 
les del  Establecimiento;  estarán  bajo  el  cargo  y  custodia  de 
guarda-almacenes,  de  los  que  habrá  uno  en  cada  uno  de  dichos 
cercos.  Los  frascos  destinados  al  envase  de  azogue  serán  objeto 
de  una  recepción  especial. 
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Capítulo  IX.— Deí  persowaí.— Corresponde  al  Ministro  de 
Hacienda  nombrar,  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes,  el 
nz — 4^«  Ingenieros  y  Auxiliares  del  Cuerpo  de  Minas  que  ha- 
^star  sus  servicios  en  Almadén  y  asimismo  los  demás 
ios  facultativos  y  administrativos,  hasta  los  de  cate- 
oficiales  de  5.*  clase  inclusive.  Por  la  Dirección  gene- 
mo,  aquellos  que,  siendo  de  plantilla,  tienen  sueldo 
1.500  pesetas.  Y  por  la  Intervención  general  de  la  Ad- 
ón  del  Estado,  los  de  la  Intervención  de  las  minas, 
tor  le  sustituirá  en  ausencias  y  enfermedades  el  In- 
te le  siga  en  categoría,  si  la  tuviese  igual  ó  superior 
enga  el  Interventor  principal,  quedando  á  cargo  de 
ro  caso,  la  sustitución  reglamentaria, 
o  X.— De  la  abogada  del  -Bsíado.— Corresponde  al 
del  Estado  asesorar  é  informar  verbalmente  ó  por 
todos  los  asuntos  que  sean  de  su  especialidad. 
mto  del  Hospital  de  las  minas  de  Almadén.— -Eí  Hos- 
Lneros  de  la  villa  de  Almadén,  constituye  una  depen- 
la  Dirección  de  las  minas,  destinado  á  la  curación  de 
lue,  siendo  vecinos  de  Almadén,  Chillón,  Alamillo  ó 
1,  figuren  ó  hayan  figurado  en  la  matrícula  de  mineros 
can  á  las  familias  de  mineros  matriculados,  siempre 
a  las  condiciones  que  determina  el  reglamento  para 
m  del  derecho  á  hospitalidad, 
mo  y  régimen  interior  está  encomendado  al  personal 

icio  administrativo. 

icio  sanitario. 

icio  religioso. 

icio  interior. 

nento  detalla  los  deberes  y  atribuciones  de  cada  una 

cciones  y  del  personal  á  ella  afecto. 

»  para  la  indnsCria  na4*l«»nal. — Para  el  reparto 

frascos  de  azogue  que  el  Gobierno  se  reservó  al  hacer 
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el  contrato  con  la  casa  Rotbschild,  se  rige  por  la  circular  de  la 
Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  de  i9 
de  Diciembre  de  1873,  que  dispuso  que  para  hacer  la  distribución 
de  los  frascos  de  azogue  que  el  Gobierno  reserva  con  destino  á 
las  industrias  nacionales  habrán  de  justificar  los  que  lo  solici- 
ten su  cualidad  de  industriales,  por  medio  del  oportuno  recibo 
del  pago  de  la  contribución  correspondiente  al  último  trimestre, 
y  la  proporción  en  que  su  industria  necesite  dicho  metal  por 
medio  de  certificación  de  los  síndicos  y  peritos  del  gremio. 

De  acuerdo  con  lo  dispuesto,  la  Dirección  general  de  Propie- 
dades y  Derechos  del  Estado  viene  anunciando  las  fechas  en  que 
los  industriales  deben  recoger  el  azogue  que  se  les  asigne  y  el 
precio  á  que  tienen  que  pagarlo. 

Libre  ya  el  Gobierno  de  la  obligación  que  contrajo  por  el  con- 
trato con  la  casa  Rothschild,  la  cantidad  que  se  vende  á  la  in- 
dustria nacional  ha  aumentado,  siendo  en  estos  últimos  años 
de  600  frascos. 

Ornrflcloft  concedtdoit  á  íom  operarlos  de  Alma- 
dén.—La  exención  del  servicio  militar  que  disfrutaban  los  ope- 
rarios de  Almadén  se  confirmó  por  la  ley  de  reemplazos  de 
29  de  Marzo  de  1870;  se  confirmó  nuevamente  y  amplió  en  la 
ley  de  13  de  Septiembre  de  1873,  en  la  que  se  dice:  «Los  mozos 
de  la  reserva  de  los  pueblos  de  Almadén,  Almadenejos,  Chillón, 
Alamillo,  Gargantiel  y  forasteros  que,  al  publicarse  la  ley  de  17 
de  Febrero  de  1873  hubiesen  llenado  las  condiciones  preceptua- 
das en  la  ley  de  30  de  Enero  de  1856,  serán  considerados  como 
licenciados  del  Ejército  a;  de  nuevo  se  declaró  subsistente  aque- 
lla exención  en  29  de  Mayo  de  1874;  y  últimamente  la  Real 
orden  de  8  de  Marzo  de  1875  declara  vigentes  las  exenciones 
para  el  servicio  militar  de  los  operarios  del  establecimiento  de 
minas  de  Almadén  del  Azogue,  consignadas  en  la  ley  de  Reem- 
plazos de  30  de  Enero  de  1856;  la  exención  continúa  en  la  ac- 
tualidad. 

En  cuanto  á  las  limosnas  que  venían  disfrutando  las  viudas 
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y  huérfanos  de  los  operarios  de  las  minas  de  Almadén  y  que 
habían  sido  concedidas  por  disposiciones  de  los  años  1635  y  1758, 
se  declararon  suspendidas  por  el  Decreto-ley  de  22  de  Octubre 
de  1868;  por  Real  orden  de  2  de  Enero  de  1878  se  dispuso  que 
se  incluyeran  de  nuevo  en  el  presupuesto  para  el  año  económico 
de  1878-79;  por  otra  de  14  de  Julio  de  1887  se  dispone  que -no  se 
diera  curso  á  ninguna  instancia  en  que,  de  los  datos  que  existan 
en  aquellas  oficinas,  resulte  haber  mediado  más  de  cinco  años 
entre  el  último  jornal  del  causante  y  la  fecha  de  su  fallecimien- 
to; en  26  de  Septiembre  de  1891  se  declaró  con  derecho  á  li- 
mosna á  los  que  estaban  en  aquellas  condiciones.  Estas  limos- 
nas son  generalmente  de  50  céntimos  de  peseta  diarios.  Hay 
concedidas  además  algunas  pensiones  á  operarios  que  por  su 
edad  ó  imposibilidad  física  no  pueden  trabajar;  éstas  son  gene- 
ralmente de  una  peseta  diaria. 

Por  último,  la  Dehesa  de  Castilseras  propiedad  del  Estado  y 
sita  en  los  términos  de  Almadén,  Almadenejos  y  Alamillos,  dé 
la  provincia  de  Ciudad  Real,  por  el  Reglamento  provisional 
aprobado  por  Real  orden  del  Ministerio  de  Hacienda  de  16  de 
Noviembre  de  1898,  se  dictan  reglas  para  la  división  en  suertes 
y  cultivo  de  la  parte  de  terreno  destinada  á  la  siembra  de  ce- 
reales, para  la  adjudicación  por  sorteo  anual  á  los  mineros  y 
empleados  del  establecimiento,  y  para  el  abono  de  las  cantida- 
des que,  según  la  calidad  del  suelo,  han  de  satisfacer  los  mine- 
ros labradores,  fijándose  además  los  casos  en  que  se  pierde  el 
derecho  á  suertes  de  labor. 


ALMADENEJOS 

Estas  minas,  dependientes  de  Almadén,  se  cerraron  en  fin 
de  1861,  porque  su  explotación  causaba  pérdidas  al  Estado. 

En  el  contrato  de  préstamo  sobre  la  producción  de  las  minas 
de  Almadén  hecho  en  20  de  Mayo  de  1870  con  la  casa  Rothschild 
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se  estipulaba  en  la  cláusula  10.*  que  «En  el  caso  de  que  en  algún 
tiempo  conviniese  la  explotación  de  las  minas  de  Almadenejos 
ó  de  cualquiera  otras  en  el  radio  de  Almadén,  queda  pactado 
que  los  productos  de  tales  explotaciones  y  la  propiedad  de  las 
minas  correspondientes  han  de  sujetarse  á  todas  las  obligacio- 
nes que  por  el  presente  convenio  contrae  el  Gobierno  sobre  los 
productos  y  minas  de  Almadén,  actualmente  en  explotación.» 
En  1878  el  Gobierno  pensó  en  ponerlas  en  actividad,  pero 
sin  llegar  á  realizarlo. 

La  suerte  de  Almadenejos  se  la  considera,  pues,  intimamente 
ligada  á  la  de  Almadén. 

Conocidas  las  causas  de  su  abandono  y  los  gastos  que  oca- 
sionaría el  restablecer  las  labores  inundadas  y  hundidas  des- 
pués de  tan  largo  tiempo,  no  creemos  que  sea  ventajoso  para  el 
Estado  ponerlas  de  nuevo  en  actividad.  Sí  cuando  la  parada  se 
decretó  se  hubieran  vendido  ó  se  hubieran  concedido  con  arre- 
glo á  la  ley  de  Minas,  quizás  hoy  sería  otra  la  situación  de 
aquel  arruinado  pueblo.  La  vecindad  de  explotadores  particu- 
leres,  que  no  ocasionó  ningún  perjuicio  á  los  establecimientos 
de  Linares  y  Riotinto,  no  hubiera  dañado  al  de  Almadén,  como 
no  le  perjudican  las  minas  de  azogue  que  se  explotan  en  As- 
turias y  otras  provincias. 


LINARES 

Ya  se  ha  dicho  el  deplorable  abandono  en  que  se  encontra- 
ban estas  minas,  sin  que  el  Gobierno  se  resolviese  á  sacarlas  de 
tal  situación;  hasta  que  autorizado  el  Ministro  de  Hacienda  por 
la  ley  de  29  de  Junio  de  1867  y  por  Real  decreto  de  12  de  Agos- 
to del  mismo  año,  se  manda  proceder  al  arriendo  de  las  minas 
que  el  Estado  tiene  en  Linares  y  se  conocen  con  el  nombre  de 
«Arrayanes»,  en  pública  subasta,  por  tiempo  de  veinticinco 
años,  marcándose  como  tipo  mínimo  la  suma  de  230.000  escu- 
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dos  en  cada  uno  de  los  cinco  primeros  años;  300.000  en  cada 
uno  de  los  diez  siguientes,  y  400.000  en  cada  uno  de  los  res- 
tantes. Un  Ingeniero  de  minas  estaría  encargado  de  vigilar  el 
cumplimiento  del  contrato,  y  el  arrendatario  quedaba  obligado 
á  montar  las  máquinas  y  á  seguir  el  plan  de  labores  estable- 
cido en  las  Bases  que  acompañaban  al  decreto. 

En  24  del  mismo  mes  y  año  se  anuncio  la  subasta  de  una 
máquina  de  vapor  de  Cornualles  y  bombas  para  el  desagüe  de 
aquellas  minas,  disposición  que  no  estaba  de  acuerdo  con  la 
del  arrendamiento  anunciado  doce  días  antes;  y  es  que  sin  duda 
la  Administración ,  no  queriendo  seguir  el  buen  camino,  que  era 
la  venta  inmediata  de  las  minas,  vacilaba  aún  entre  bacer  las 
reformas  por  sí  misma,  conforme  el  plan  propuesto  por  el  in- 
geniero D.  Luis  Fernández  Sedeño,  ó  encomendar  su  ejecución 
á  un  arrendatario. 

La  subasta  estaba  anunciada  para  el  día  2  de  Enero  de  1869; 
pero  como  entre  esas  fechas  se  habían  verificado  cambios  muy 
radicales  en  la  Administración,  el  Gobierno  Provisional,  á  pro- 
puesta del  Ministro  de  Hacienda,  ordenó  la  suspensión  en  10  de 
Diciembre  de  1863. 

Todo  bacía  esperar  que  el  arriendo  se  convertiría  en  venta; 
pero  no  fué  así:  el  nuevo  Director  de  Propiedades  modifica  el 
pliego  de  condiciones  para  la  subasta,  y  el  Ministro  decreta 
en  10  de  Marzo  dQ  1869,  mandando  proceder  al  arrriendo  en  pú- 
blica subasta,  y  ésta  tenía  que  verificarse  en  31  de  Mayo  de 
aquel  año,  según  nuevas  condiciones,  en  los  mismos  puntos 
anunciados  en  el  anterior,  que  eran:  Madrid,  Barcelona,  Sevilla 
y  Málaga;  el  plazo  del  arrendamiento  se  fijó  en  cuarenta  años, 
y  el  tipo  mínimo  se  marcó  en  un  tanto  por  ciento  de  los  pro- 
ductos, en  esta  forma:  en  los  dos  primeros  años,  el  35  por  100; 
en  los  ocho  siguientes,  el  45  por  100;  en  los  diez  siguientes  el 
55  por  100;  en  los  diez  siguientes,  el  50  por  100;  y  en  los  diez  úl- 
timos, el  46  por  100.  Pero  en  ningún  caso  podía  dejar  de  percibir 
el  Estado  una  cantidad  menor  de  150.000  escudos  en  cada  año; 
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debiendo  satisfacer  además  el  contratista  los  impuestos  mineros 
y  sujetarse  al  plan  de  labores  que  iba  unido  al  pliego  de  condi- 
ciones. 

No  habiéndose  presentado  licitadores  en  la  época  marcada,  se 
anunció  nueva  subasta  por  decreto  de  7  de  Junio  del  mismo 
afio,  modificándose  el  pliego  de  condiciones;  se  conservaba  el 
plazo  de  cuarenta  años  para  el  arrendamiento  y  la  cantidad  mí- 
nima que  el  arrendatario  debía  pagar  de  150.000  escudos,  pero 
86  añadió  la  condición  de  que,  produciendo  la  explotación  más 
de 3.000  toneladas,  pagaría  sobre  la  cantidad  anterior  25  escudos 
por  cada  tonelada  de  plomo  demás  que  produjera,  y  16  por  cada 
ana  de  mineral  que  expendiera  en  crudo  ó  retirase  de  la  locali- 
dad; y  que  había  de  versar  la  subasta  sobre  los  25  y  16  escudos 
que  debían  abonarse  al  Gstado  por  cada  tonelada  de  plomo  que 
excediera  de  las  3.000,  ó  de  mineral  en  crudo  expendido  ó  reti- 
rado de  la  localidad. 

La  subasta  se  fijó  para  el  16  de  Julio  siguiente;  y  previendo 
que  el  doble  tipo  de  16  y  25  escudos  señalados  al  exceso  de  pro- 
ducción mínima  podía  dar  lugar  á  confusión  en  las  distintas 
proposiciones  que  se  presentasen,  se  determinó,  por  orden  de  11 
de  Junio  del  mismo  año,  que  el  tipo  para  la  subasta  fuese  única- 
mente el  precio  de  tonelada  de  mineral  y  proporcionalmente  la 
cantidad  que  corresponda  á  cada  tonelada  de  plomo  que  exceda 
de  las  3.000,  al  tenor  de  64  por  100  de  plomo,  que  se  calculó  pro- 
ducir el  mineral. 

Verificada  la  subasta  el  día  fijado,  se  presentaron  11  proposi- 
ciones, adjudicándose  el  arrendamiento  déla  mina  <i Arrayanes» 
al  representante  del  Sr.  D.  José  Jenaro  Villano  va,  que  hizo  la 
proposición  más  ventajosa;  pues  además  de  satisfacer  como 
precio  fijo  del  arrendamiento  los  150.000  escudos  anuales,  satis- 
facía 36  escudos  por  cada  tonelada  de  mineral,  y  proporcional- 
mente la  cantidad  que  corresponda  por  cada  tonelada  de  plomo 
que  produzca  y  exceda  de  las  3.000  que  servían  de  base  al  tipo 
fijo.  En  23  de  Julio  de  18G9  se  dispuso  la  adjudicación  definitiva 
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del  remate  al  representante  del  Sr.  Villanova,  y  en  23  de  Octu- 
bre del  mismo  año  se  le  dio  posesión  de  las  minas. 

No  había  tomado  posesión  todavía  el  nuevo  explotador,  en 
31  de  Agosto  del  mismo  año,  cuando  ya  solicitó  aclaraciones,  ó 
mejor  dicho,  peticiones;  entre  otras,  la  de  que  no  se  le  pudiera 
gravar  con  mayor  contribución  que  la  que  entonces  pesaba 
sobre  la  industria  minera;  que  no  se  le  exigiera  el  canon  ó 
derecho  de  superficie;  que  se  considerase  caso  de  esterilidad  el 
de  no  poder  obtener  las  3.000  toneladas  de  base  fija.  Estas  peti- 
ciones fueron  denegadas  por  el  Ministro  de  Hacienda  en  18  de 
Enero  de  1870.  Desde  que  tomó  posesión  de  las  minas  el  Sr.  Vi- 
llanova empezaron  á  surgir  desavenencias  entre  él  mismo  y  el 
Ingeniero  Interventor  Sr.  Fernández  Sedeño,  Director  que  había 
sido  antes  del  establecimiento  minero,  no  sólo  acerca  de  la  in- 
tervención que  había  de  ejercerse  por  el  segundo,  sino  también 
sobre  si  el  producto  de  los  carbonatos,  terreros  y  escoriales  se 
hallaba  ó  no  emprendido  en  el  contrato  y  debía  satisfacerse  pre- 
cio por  el  mismo,  computándolos  sobre  los  150.000  escudos  de 
renta  fija.  , 

Todo  esto  dio  lugar  á  que  repetidamente  se  haya  pedido  en 
las  Cortes  el  expediente  de  arrendamiento;  y  en  1876  se  pidió  en 
el  Congreso  el  nombramiento  de  una  Comisión  de  ingenieros 
que  visitase  las  minas  de  Arrayanes,  para  ver  si  se  cumplían 
las  condiciones,  presentando  también  un  señor  Diputado,  una 
proposición  para  que  se  enajenaran  estas  minas,  que  quizás 
hubiera  sido  lo  más  acertado,  lo  más  conforme  con  la  ciencia 
económica  y  lo  que  reclama  la  historia  de  los  establecimientos 
mineros  del  Estado. 

La  intervención  facultativa  quedó  en  suspenso  largo  tiempo, 
hasta  que  en  19  de  Enero  de  1877  se  dio  una  Real  orden  resta- 
bleciendo la  intervención  facultativa  y  económica  del  estable- 
cimiento minero  de  Arrayanes,  para  inspeccionar  é  intervenir 
;  cuanto  con  su  arriendo  se  relacionase,  nombrándose  para  el 

li~  cargo  de  Interventor  un  Ingeniero  de  Minas;  en  la  misma  Real 
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orden  se  dispuso  que  una  Comisión,  compuesta  de  un  Vocal  de 
la  Junta  consultiva  de  Minas,  del  Ingeniero  Jefe  del  distrito  y 
de  la  persona  que  se  nombrase  con  el  carácter  de  interventor, 
practicara  un  reconocimiento  escrupuloso  de  la  mina  y  diera  su 
parecer  acerca  de,  si  la  explotación  se  llevaba  bien;  si  se  cum- 
plían por  el  arrendatario  las  condiciones  del  contrato;  si  el  es- 
tado de  la  mina  permitía  hacer  en  ella  un  justo  aprecio  y  si  era 
posible  y  conveniente  su  enajenación,  y  qué  importancia  te- 
nían las  mejoras  materiales  que  manifestaba  el  arrendatario 
haber  planteado. 

En  la  Memoria  que  en  23  de  Agosto  de  1877  presentaron  los 
tres  Ingenieros  que  efectuaron  la  visita  ordenada  por  la  anterior 
disposición,  expresaron  éstos:  en  primer  término,  que  las  me- 
joras hechas  en  las  minas  importaban  5.543.480  pegetas;  que 
esta  suma  podía  asegurarse  se  había  invertido  exclusivamente 
por  el  arrendatario  en  la  instalación  del  establecimiento  mi- 
nero; que  éste  se  hallaba  en  muy  buen  estado  y  se  observaban 
en  la  explotación  las  reglas  debidas;  y  en  cuanto  al  punto  re- 
ferente al  pago  por  los  carbonatos,  manifestaron  que  el  de  sus 
productos  debía  efectuarse,  pero  siendo  objeto  de  un  contrato 
especial,  puesto  que  no  producían  el  64  por  100  de  plomo,  y  que 
loe  escoriales  y  terreros  no  se  incluyeron  en  el  inventario  y  po- 
día disponer  de  ellos  el  contratista  sin  pagar  nada. 

Después  de  este  informe,  el  Ministro  de  Hacienda,  teniendo 
en  cuenta  las  razones  expuestas  por  la  Dirección  general  de  Pro- 
piedades y  Derechos  del  Estado  y  por  la  Junta  Superior  facul- 
tativa, dio  la  Real  orden  de  6  de  Noviembre  de  1878,  dispo- 
niendo que  los  escoriales  y  carbonatos  existentes  dentro  y  fuera 
de  la  demarcación  de  la  mina  «Arrayanes»  debían  ser  com- 
prendidos en  las  liquidaciones  anuales  del  derecho  eventual 
que  puede  corresponder  á  la  Hacienda  por  el  exceso  de  produc- 
ción. Hecha  la  liquidación  en  concepto  de  exceso  de  producción 
desde  que  comenzó  el  arriendo,  ascendía  éste  sobre  las  3.000  to- 
neladas métricas  de  plomo  que  correspondían  á  la  renta  fija 
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anual  que  satisfacía  el  arrendatario,  á  3.234.699  pesetas  49  cén* 
timos;  pero  habiendo  abonado  928  J74  pesetas  95  céntimos  por 
las  liquidaciones  hechas  hasta  aquella  fecha,  quedaba  un  lí- 
quido exigible  al  arrendatario  de  2.305.924  pesetas  54  cénti- 
mos; por  Real  orden  de  17  de  Diciembre  del  mismo  año  se 
mandó  hacer  efectiva  aquella  cantidad  con  más  de  1  por  100 
mensual  por  intereses  de  demora. 

El  Sr.  Villanova,  para  interponer  la  demanda  referente  á 
la  cantidad  que  le  reclamaba  la  Administración,  consignó  en 
la  Caja  general  de  Depósitos  valores  públicos  en  cantidad  que 
excedía  á  la  misma. 

El  Consejo  de  Estado,  en  su  Decreto-sentencia  de  14  de  Marza 
de  1883,  dejó  sin  efecto  las  Reales  órdenes  de  6  de  Noviembre 
y  17  de  Diciembre  de  1878;  declaró  que  los  terreros  y  escoria- 
les no  fueron  comprendidos  en  el  arrendamiento  ni  transferida 
la  propiedad  de  los  mismos  y,  por  tanto,  que  se  devolvieran 
las  2.305.924  pesetas  que  tenía  consignadas  el  arrendatario  en 
la  Caja  de  Depósitos;  que  se  le  exigiera  el  importe  de  lo  que 
valieran  las  escorias  y  carbonatos  que  hubiera  extraído  de  lo& 
terreros  y  escoriales,  quedando  la  Administración  en  libertad,, 
respecto  de  los  terreros  y  escoriales  que  aún  existen  en  la  loca- 
lidad, para  disponer  de  ellos  como  estime  conveniente  á  los  in- 
tereses del  Estado. 

Por  Real  decreto  de  2  de  Julio  de  1879  se  confirma  la  Real 
orden  de  1877,  por  la  cual  se  obligaba  al  arrendatario  al  paga 
del  impuesto  del  1  por  100  sobre  el  producto  bruto  de  la  riqueza 
minera. 

En  13  de  Marzo  de  1888  se  reforma  la  intervención  facultativa 
y  económica  de  las  minas,  cuya  intervención  se  ejercerá  baja 
la  inspección  inmediata  de  la  Dire¡cción  general  de  Propiedades 
por  un  funcionario  caracterizado  de  la  Administración  y  un 
Ingeniero  de  Minas;  confiándose  la  custodia  á  la  Guardia  civil, 
dando  á  sus  individuos  una  cantidad  proporcionada  y  supri- 
miendo los  guardas  que  existían. 
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Las  economías  de  la  ley  de  Presupuestos  de  1889  dejan  sub- 
sistente la  intervención  del  arriendo  con  el  personal  facultativo 
de  un  Ingeniero  segundo  con  3.000  pesetas  y  1.500  de  grati- 
ficación. 

Cansado  el  arrendatario  Sr.  Villanova  de  todas  estas  cues- 
tiones y  obteniendo  por  la  cesión  una  buena  bonificación,  tras- 
pasó el  contrato  de  arrendamiento  en  1889  á  la  casa  Figueroa 
y  Compañía. 

lias  leyes  de  Presupuestos  de  1892  y  1893  autorizaron  al  Go- 
bierno para  variar  el  contrato,  teniendo  en  cuenta  el  producto 
de  la  mina  en  los  años  anteriores,  á  los  efectos  únicamente  de 
reunir  en  una  sola  las  dos  rentas,  fija  y  variable,  y  á  condi- 
ción de  que  la  mínima  sea  siempre  la  establecida  en  el  contrato 
de  1869.  El  empobrecimiento  que  en  estos  últimos  años  ha  te- 
nido esta  mina  ha  hecho  que  los  actuales  arrendatarios  no 
encontraran  ventajas  en  aquellas  autorizaciones,  continuando 
vigente  en  la  actualidad  el  primer  contrato,  al  que  por  otra 
parte  le  quedan  pocos  años  de  existencia. 

En  el  año  1890,  para  cumplir  una  de  las  cláusulas  de  la  es- 
critura de  contrato  del  arrendamiento  de  la  mina  *  Arrayanes», 
otorgada  por  el  Estado  á  favor  de  la  Sociedad  Figueroa  y  Com- 
pañía, tratóse  de  inscribir  dicha  mina  á  favor  del  Estado  en  los 
respectivos  Registros  de  la  Propiedad  de  Linares  y  la  Caroli- 
na; al  mismo  tiempo  el  Ingeniero  Director  del  arrendamiento  de 
dicha  mina  formuló  una  denuncia  manifestando  que  dentro 
de  su  demarcación  y  sobre  el  filón  La  Entrina  se  estaban  reali- 
zando trabajos  particulares  sin  permiso  de  aquel  arrendamiento; 
y  en  vista  de  que,  á  pesar  de  las  gestiones  practicadas  por  los 
Centros  donde  podían  existir  datos,  así  como  también  en  el  Ar- 
chivo Central  de  Alcalá,  no  habían  podido  encontrarse  los  an- 
tecedentes de  la  demarcación  hecha  en  1848,  en  28  de  Febrero 
de  1896  el  Ministerio  de  Hacienda  dispuso  que  por  el  Ministerio 
de  Fomento  se  nombrara  una  Comisión  de  ingenieros  de  Minas 
que  procediera  á  practicar  los  trabajos  necesarios  para  el  des- 
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linde  de  la  mina  *  Arrayanes»;  Ciomisión  que  quedó  nombrada 
en  27  de  Marzo  siguiente. 

El  trabajo  de  esta  Comisión  fué  aprobado  por  Real  orden 
de  10  de  Enero  de  1898,  declarando  que  debe  considerarse  la 
linea  trazada  como  la  del  verdadero  perímetro  de  la  pertenencia 
del  Estado  para  los  efectos  de  las  Reales  órdenes  de  21  de  Agosto 
de  1890  y  28  de  Febrero  de  1896,  que  dispusieron  aquellos  tra- 
bajos. 

Una  vez  aprobado  aquel  trabajo,  se  ordenó  la  demarcación  y 
amojonamiento  de  la  mina  «Arrayanes»,  trabajo  que  se  llevó  á 
cabo  en  los  días  21  á  25  Febrero  de  1899  por  la  Comisión  técnica 
nombrada  al  efecto.  En  8  de  Agosto  de  1901  se  aprueba  dicho 
amojonamiento  por  Real  orden,  dictada  de  acuerdo  con  lo  pro- 
puesto por  la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio, oída  la  Junta  Superior  facultativa  de  Minería  y  las  Sec- 
ciones de  Gobernación  y  Fomento,  y  de  Gracia  y  Justicia  del 
Consejo  de  Estado,  que  declaran  al  mismo  tiempo  nulas  las 
concesiones  mineras  Beavrrécción  de  Lázaro,  Loa  Amigos,  y 
nula  también,  en  la  parte  que  se  superpone  á  la  mina  «Arraya- 
nes», la  concesión  Coto  LaLus. 

En  el  año  1901  la  casa  Figueroa  y  Compañía  cedió  el  contrato 
de  arrendamiento  á  la  Sociedad  Anónima  Plomífera  Española, 
y  en  la  actualiadad  parece  que  la  reciente  Sociedad  Mines  et 
Metaux  Figueroa  trata  de  adquirir  aquel  contrato. 


RIOTINTO 

Antes  de  los  acontecimientos  políticos  de  Septiembre  de  1868 
existía  en  estas  minas  una  Comisión  de  Ingenieros,  presidida 
por  el  Inspector  general  D.  Ignacio  Gómez  de  Salazar,  encar- 
gada de  estudiar  las  reformas  y  mejoras  que  debían  introdu- 
cirse en  el  establecimiento  para  desarrollar  la  producción  en  la 
escala  correspondiente  á  aquel  grandioso  criadero;  que  nunca 
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faltaron  Ciomisiones,  proyectos  y  planes  en  las  minas  del  E^ 
tado,  no  realizadas  por  falta  de  recursos  pecuniarios.  Después 
de  aquella  fecha^  hemos  visto,  al  tratar  de  Almadén,  que  las  Cor- 
tes autorizaron  al  (Gobierno  diferentes  veces  para  enajenar  las 
minas  de  Riotinto. 

En  43  de  Marzo  de  1870  presentó  á  las  Cortes  el  Ministro  de 
Hacienda  un  proyecto  de  ley  con  este  objeto,  que  fué  aprobado 
y  promulgado  en  14  de  Junio  del  mismo  año.  Las  minas  tenían 
que  ser  vendidas  en  pública  subasta,  y  por  ella  transfería  el 
Estado  el  derecho  de  propiedad  que  tenía  sobre  el  suelo  y  sub- 
suelo encerrados  dentro  del  perímetro  que  se  demarcara  á  las 
minas;  esto  comprendía: 

1.^  El  derecho  exclusivo  de  explotar,  beneficiar  y  exportar 
las  substancias  minerales  que  se  encuentren  dentro  del  con- 
tomo que  se  señalara  á  dichas  minas. 

2.°  El  aprovediamiento,  así  de  los  escoriales,  terrenos  y  can- 
teras contenidas  dentro  de  dicho  contorno^  como  de  las  aguas 
vitriólicas  procedentes  de  las  enunciadas  minas  y  terrenos. 

3.®  Las  máquinas,  aparatos,  caballerías,  herramientas,  pilo- 
nes, canales  y  materiales  de  todas  clases  que  de  propiedad  del 
Estado  existieran  en  el  momento  de  la  venta. 

4.^  Las  fábricas,  oficinas,  talleres  y  demás  edificios  destina- 
dos á  las  diferentes  faenas  de  la  explotación  y  beneficios  de  los 
minerales. 

5.*^  Las  casas,  cuarteles  y  hospital  de  mineros  que  de  propie- 
dad del  Estado  existan  en  aquel  establecimiento. 

6.**  La  parte  de  los  montes  y  terrenos  pertenecientes  al  Estado 
que  se  conceptuara  necesaria  para  las  operaciones  de  explota- 
ción y  beneficio. 

El  comprador  quedaba  sometido  á  las  cargas  y  obligaciones 
que  marcaran  las  leyes  y  reglamentos  de  minería. 

Se  nombró  una  Comisión,  compuesta  de  tres  ingenieros  de 
Minas,  auxiliada  de  un  ingeniero  de  Montes  y  un  arquitecto, 
para  que  en  un  plazo  máximo  de  seis  meses  verificara  la  de^ 
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marcación  de  las  minas  y  la  tasación  de  las  mismas,  así  como 
la  de  los  edificios,  efectos,  etc.,  ó  sea  todo  lo  marcado  con  los 
números  3.°,  4.^,  5.^  y  6.° 

La  tasación  tenía  que  hacerse  tomando  por  base  la  utilidad 
líquida  anual  que  podría  obtenerse  de  una  explotación  y  be- 
neficio acertadamente  dirigidos,  teniendo  en  cuenta  las  circuns- 
tancias de  los  criaderos,  su  duración  probable,  los  gastos  de 
preparación  y  los  resultados  de  los  sistemas  más  económicos 
en  su  explotación,  el  tiempo  invertido  en  el  mejoramiento  de 
la  finca,  las  condiciones  del  mercado  de  cobres  y  todo  cuanto 
tendiera  á  influir  favorable  ó  adversamente  en  el  tipo  que  se 
dedujera. 

El  precio  en  que  se  rematara  la  mina  sería  satisfecho  en  diez 
plazos  y  nueve  años,  y  su  pago  en  metálico. 

Nombrada  la  Comisión,  presidida  por  el  Inspector  de  Minas 
D.  Luis  de  la  Escosura,  y  hechos  los  estudios  necesarios,  pre- 
sentó una  Memoria  extensa  y  detallada  en  15  de  Marzo  de 
1871,  en  la  cual  se  describía  con  precisión  el.  método  empleado 
y  las  consideraciones  tenidas  en  cuenta  para  deducir  el  valor 
de  esta  finca,  formando  un  estudio  de  gran  interés,  que  puede 
considerarse  como  modelo  para  trabajos  de  esta  clase  y  que 
hasta  entonces  no  se  habían  ejecutado  en  España  con  tanta 
exactitud,  ni  sobre  explotaciones  de  tanta  importancia. 

Anuncióse  la  subasta  pública  de  las  minas  nacionales  de  Rio- 
tinto,  sitas  en  el  término  de  Zalamea  la  Real,  partido  judicial 
de  Valverde  del  Camino,  provincia  de  Huelva,  para  el  día  30 
de  Noviembre  de  1871,  en  las  Gasas  Consistoriales  de  Madrid, 
Huelva  y  Valverde,  á  las  doce  del  día  y  bajo  el  tipo  de  tasación 
de  103.062.880  pesetas,  y  quedando  obligado  el  comprador  á 
construir  un  ferrocarril  desde  las  minas  al  puerto  de  Huelva, 
según  proyecto  que  acompañaba  al  anuncio.  A  esta  subasta  no 
se  presentó  ningún  licitador. 

En  1.°  de  Agosto  de  1872  se  dispuso,  por  orden  del  Ministro 
de  Hacienda,  una  visita  especial  á  los  establecimientos  mineros 
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de  Almadén  y  Riolinto,  que  practicaron  el  Director  general 
de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  y  el  Ingeniero  de  Minas 
D.  Antonio  Luis  Anclóla.  La  síntesis  de  la  Memoria  que  el  pri- 
mero presentó  en  30  de  Octubre  de  aquel  año  era  que  las 
minas  se  explotaban  mal  por  la  Administración;  que  la  produc- 
<5ión  era  cara  y  escasa,  y  que  en  Riotinto  resultaban  pérdidas. 
Lo  que  no  se  explicó  fué  el  hecho  de  esta  visita,  cuando  ya  es- 
taba anunciada  la  venta  de  Riotinto,  sino  por  una  vacilación  ó 
un  temor,  ó  sentimiento  por  parte  de  la  Hacienda  de  despren- 
derse de  la  propiedad  de  aquella  finca.  Esta  visita  fué  tan  ex- 
temporánea como  el  anuncio  para  la  adquisición  de  la  má- 
quina de  Gornualles  con  destino  al  desagüe  de  las  minas  de 
Linares  cuando  ya  se  había  decretado  su  arrendamiento. 

Por  segunda  vez  se  celebró  nueva  subasta  en  23  de  No- 
viembre de  1872,  con  el  mismo  éxito  que  la  primera,  á  pesar  de 
haberse  rebajado  el  tipo  á  92.756.592  pesetas. 

Por  último,  se  autorizó  al  Gobierno,  por  ley  de  26  de  Di- 
<5iembre  del  mismo  año,  para  la  venta  sin  las  solemnidades  de 
la  subasta,  pero  bajo  el  tipo  y  condiciones  de  la  que  en  23  de 
Noviembre  anterior  y  por  segunda  vez  se  hubo  de  celebrar  sin 
afecto.  Se  anunció  así,  para  la  admisión  de  proposiciones,  y 
cuatro  fueron  las  presentadas;  y  como  consecuencia  de  este 
<M)ncurso,  por  decreto  de  14  de  Febrero  de  1873  se  autorizó  al 
Ministro  de  Hacienda  para  presentar  á  la  Asamblea  Nacio- 
nal un  proyecto  de  ley  adjudicando  definitivamente  las  minas 
de  Riotinto  á  los  señores  William  Edward  Quentel,  Ernest  H. 
Taylor  y  Enrique  Doctsch,  por  sí  y  en  representación  de  la 
casa  Matheson  y  Compañía  de  Londres,  en  la  cantidad  de 
92.800.000  pesetas,  autorizando  también  al  Gobierno  para  la 
concesión,  á  los  compradores,  de  un  ferrocarril  que  parta  de 
ellas  y  termine  en  el  Puerto  de  Huelva,  declarándolo  de  utili* 
dad  púbica,  pero  sin  subvención  ni  auxilio  por  parte  del  Estado. 

Este  proyecto  fué  aprobado  como  ley  en  17  de  Febrero  de 
aquel  año,  y  en  15  de  Junio  se  declaró  que  la  Compañía  com- 
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pradora  de  Riotinto  quedaba  subrogada  en  todos  los  derechos 
y  acciones  que  antes  pertenecían  al  Estado. 

Desde  entonces  la  empresa  dueña  de  Riotinto  ha  dado  gran 
desarrollo  á  los  trubsgos  de  explotación,  habiendo  construido 
el  ferrocarril  y  un  magnífico  embarcadero  de  hierro  en  el  puerto 
de  Huelva.  I^a  diferencia  entre  la  explotación  privada  y  la  hedía 
por  el  Estado  no  se  hizo  esperar,  probándose  una  vez  más, 
si  esto  fuera  necesario,  que  el  Estado  no  debe  ser  minero,  ni  en 
general  debe  ejercer  ninguna  industria,  principio  contrario  al 
monopolio  que  viene  ejerciendo,  conservando  algunas  minas 
bajo  su  dirección. 

Después  de  aquella  venta,  pocas  disposiciones  se  han  dado 
sobre  estas  minas,  que  siguen  una  marcha  normal  y  podemos 
decir  que  modelo;  merece,  no  obstante,  mencionarse  la  dada  con 
motivo  de  los  impuestos  á  que  aquellas  minas  vienen  obligadas, 
pues  viene  á  confirmar  la  doctrina  que  en  otra  ocasión  hemos 
sostenido  de  que  el  canon  por  superficie  no  es  una  contribución, 
sino  un  impuesto  que  tiene  su  fundamento  en  la  concesión  de 
la  propiedad.  En  su  virtud,  y  habiendo  adquirido  la  Compañía 
de  Riotinto  la  propiedad  de  aquellas  minas  por  compra,  no  ve- 
nía obligada  á  pagar  el  canon  por  superficie;  pero  la  ley  de  31  de 
Diciembre  de  1881,  que  aumentó  acpiel  canon  en  un  100  por  100, 
dio  lugar  á  dudas  sobre  la  interpretación  del  referido  aumento, 
dificultad  que  fué  fesuelta  por  el  Real  decreto  de  20  de  Mayo 
de  1885,  en  el  que,  después  de  oído  el  Consejo  de  Estado,  se  de- 
clara que  aquel  aumento  del  canon  por  superficie  fué  sustitu- 
ción del  impuesto  sobre  el  producto  bruto  de  la  riqueza  minera,  y 
por  lo  tanto  están  sujetos  á  pagar  el  importe  de  ese  aumento  los 
propietarios  de  las  minas  de  Riotinto ,  aunque  se  hallen  exentos 
de  abonar  el  canon  por  superficie  anterior  á  la  citada  ley,  exen- 
ción que  en  la  actualidad  conservan. 
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FALSET 


Después  de  repetidos  anuncios,  desde  1851  que  se  autorizó  al 
Ck)biemo  para  la  venta  de  estas  minas,  del  término  de  Belmuniy 
provincia  de  Tarragona,  sin  ningún  resultado,  se  anunció  nueva 
subasta  en  18  de  Enero  de  1868,  bajo  el  tipo  de  18.000  escudos, 
comprendiendo  la  demarcación  de  15  pertenencias  ordinarias 
con  una  superficie  de  900.000  metros  cuadrados.  El  comprador 
quedaba  sujeto  al  pago  de  los  impuestos  mineros.  Esta  mina 
quedó  adjudicada  por  el  precio  de  tasación. 


HELLlN  Y  BENAMAUREL 

Una  orden  de  21  de  Enero  de  1870  deroga  la  Real  orden  de 
24  de  Septiembre  de  1867,  que  fijó  reglas  especiales  para  la  en- 
ajenación de  las  minas  y  fábricas  de  azufre  de  Hellín,  de  que  se 
incautó  la  Hacienda  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  10  de  Junio 
de  1865,  disponiendo  que  la  enajenación  se  baga  conforme  á  la 
legislación  general  de  desamortización,  y  que  el  expediente  de 
dicha  enajenación  pase  á  la  Sección  de  ventas  de  la  Dirección 
general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  para  que  pro- 
ceda al  aprecio  de  las  mismas,  agregándose  á  los  peritos  que  se 
nombren  para  ello  el  Ingeniero  de  Minas  de  la  provincia  de 
Albacete. 

Por  otra  orden  de  25  de  Febrero  del  mismo  año  se  hace  ex- 
tensiva la  de  21  de  Enero  último  á  todas  las  de  pólvora,  azufre 
y  salitre  pertenecientes  aí  Estado,  entre  las  que  se  comprendían 
las  de  Benamaurel. 

También  las  minas  de  azufre  de  Hellín  fueron  vendidas  á  una 
empresa  particular. 


Digitized  by 


Google 


-298  — 


MARBELLA 


Las  minas  de  grafito  de  Marbella,  y  á  consecuencia  de  las 
cuestiones  y  reclamaciones  de  la  última  Compañía  arrendataria 
•«Nuestra  Señora  de  Valvanera»,  ninguna  disposición  se  ha  dado 
sobre  ellas« 


ASTURIAS  Y  NAVARRA 

Por  ley  de  9  de  Julio  de  1889  se  autorizó  la  venta  de  las  mi- 
nas de  carbón  de  piedra  que  el  Estado  tiene  en  los  Concejos  de 
Riosa  y  Morcín,  de  4.810  hactáreas  y  tasada  en  708.315  pesetas; 
y  la  de  hierro  denominada  Castañedo  del  Monte,  sita  en  el  Con- 
<^jo  de  San  Adriano,  de  la  provincia  de  Oviedo,  tasada  en  68.000 
pesetas* 

La  subasta  pública  se  anunció  para  el  28  de  Junio  de  1892, 
añadiendo  á  la  mina  de  Riosa  y  Morcín  los  montes  y  edificios 
anejos,  siendo  el  tipo  de  subasta  para  el  conjunto  de  728.028  pe- 
setas; y  teniendo  lugar  en  las  casas  Consistoriales  de  Oviedo, 
en  Pola  de  Lena  y  en  la  Dirección  general  de  Propiedades  y 
Derechos  del  Estado  en  Madrid. 

En  el  mismo  día  se  subastó  la  mina  de  Castañedo  del  Monte 
en  Oviedo  y  Madrid. 

No  hubo  postores  en  esta  subasta,  anunciándose  una  nueva 
para  el  15  de  Noviembre  de  1892,  que  tampoco  dio  resultado. 

Por  Real  orden  de  18  de  Diciembre  de  1899  se  dispone:  que 
se  proceda  á  señalar  los  límites  de  la  concesión  minera  Alluran- 
dieta,  sita  en  la  jurisdicción  de  Valcarlos,  que  perteneció  á  la  fá- 
brica de  armas  de  Orbaiceta,  y  que  por  la  ley  que  se  promulgó 
en  4  de  Junio  de  1868  quedaron  reservadas  al  Estado,  debiendo 
el  Ingeniero  comisionado  demarcar  y  amojonar  la  citada  mina 
Allurrandieta  y  determinar  asimismo  su  valor  en  renta  y  venta; 
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que  después  de  aprobado  el  expediente  por  el  Ministro  de  Fo- 
mento, se  dé  conocimiento  al  Ministro  de  Hacienda  á  los  fines 
procedentes. 

SALINAS 

El  sistema  del  estanco  de  la  sal,  además  de  los  inconvenien- 
tes de  todo  monopolio,  que  la  ciencia  económica  condena,  traía 
como  consecuencia,  por  una  parte,  la  dificultad  con  que  obte- 
nían esta  primera  materia  una  porción  de  industrias  que  no  po- 
dían desarrollarse  por  esta  causa;  y  por  otra  parte,  que  aunque 
la  Hacienda  les  había  concedido,  y  como  gracia,  la  venta  de  la 
sal,  ya  pura,  ya  mixturada,  á  un  precio  menor  que  el  estable- 
cido para  el  consumo  ordinario,  todavía,  y  á  pesar  de  esta  con- 
cesión, el  precio  resultaba  excesivo  é  impedía  esto  el  que  se 
crearan  otras  industrias  para  las  que  la  sal  tenía  que  constituir 
su  base. 

Los  acontecimientos  políticos  de  1868  hicieron  salir  al  terreno 
práctico  de  los  hechos,  convertidos  en  leyes,  los  trabajos  y  pro- 
yectos que  sobre  el  desestanco  venían  madurándose  en  los  años 
anteriores. 

En  27  de  Febrero  de  1869  se  presentó  á  las  Cortes  una  propo- 
sición de  ley  sobre  el  desestanco  de  la  sal;  la  proposición  era  en 
extremo  lacónica  y  se  limitaba,  casi  exclusivamente,  á  consig- 
nar el  principio  de  la  libertad  de  aquella  industria,  y  preciso  es 
reconocer  que  en  aquella  ocasión  el  desestanco  de  la  sal  se  pre- 
sentaba bajo  los  más  felices  auspicios. 

Apoyada  la  proposición,  fué  tomada  en  consideración  sin  di- 
ficultad, antes  bien,  con  unánime  aplauso:  la  Comisión  nom- 
brada se  limitó  á  desenvolver  más  el  pensamiento  que  aquélla 
contenía  y  á  adoptar  aquellas  medidas  que,  en  concepto  de  la 
misma,  demandaba  el  interés  general,  y  el  dictamen  se  aprobó 
casi  sin  debate  y  con  sólo  ligerísima  modificación. 

Se  declaraba,  en  primer  término,  qué  desde  1.^  de  Enero 


Digitized  by 


Google 


-'300  — 

de  1870  serían  completamente  libres  la  fabricación  y  venta  de 
la  sal,  desapareciendo,  por  consiguiente,  el  estanco  y  el  mono- 
polio ejercido  hasta  entonces  por  el  Estado;  en  su  virtud,  todos 
los  propietarios  de  salinas  beneficiadas  ó  inutilizadas  por  el  Es- 
tado, ya  mediante  el  pago  de  determinados  derechos,  ó  ya  por 
precio  alzado  de  compra  exclusiva  del  artículo,  debían  dejar  de 
cobrar  las  sumas  que  por  estos  conceptos  venían  percibiendo, 
bajo  cualquier  título  que  fuese,  y  que  dichos  propietarios  vol- 
vieran á  posesionarse  de  sus  salinas,  mediante  liquidación  y 
pago  del  valor  de  los  edificios,  máquinas  y  mejoras  que  la  Ha- 
cienda hubiese  hecho  en  ellas. 

Se  declaraban  en  estado  de  venta  las  salinas  de  la  Hacienda 
y  las  demás  fincas  pertenecientes  á  las  mismas  que  se  hallaban 
aplicadas  exclusivamente  al  servicio  de  la  venta;  y  se  exceptua- 
ron, con  la  cláusula  de  por  ahora,  las  salinas  de  Torrevieja, 
Imón,  los  Alfaques,  Ibiza  y  Formentera.  A  esta  última  parte  pre* 
sentóse  una  enmienda,  por  la  que  se  excluía  de  la  excepción  in- 
dicada las  dos  salinas  de  Ibiza  y  Formentera,  enmienda  que  fué 
admitida  y  que  fué  la  ligera  modificación  á  que  antes  nos  he- 
mos referido.  La  situación  de  ciertas  localidades  en  que  no  era 
posible  en  algún  tiempo  la  libre  concurencia  fué  la  razón  de  la 
excepción  de  las  de  Torrevieja  y  los  Alfaques,  y  al  gusto  espe- 
cial y  preferencia  consiguiente  de  determinadas  sales,  como  las 
de  Imón,  en  grandes  centros  de  consumo  como  Madrid,  que  da- 
ría por  resultado  poner  en  manos  de  los  particulares  adquiren^- 
tes  de  ciertas  salinas  un  monopolio  mil  veces  peor  que  el  ejer- 
cido hasta  entonces  por  el  Estado,  fué  la  razón  de  exceptuar 
también  á  ésta. 

La  libertad  del  comercio  interior  y  exterior  del  artículo  era 
la  consecuencia  y  complemento  del  nuevo  régimen.  En  su  con- 
secuencia se  dispone  que  la  importación  de  sal  procedente  del 
extranjero  sea  libre  en  las  aduanas  españolas  desde  1.**  de  Ene- 
ro de  1870,  mediante  el  pago  de  13  reales  por  quintal  métrioo. 
El  cabotaje  de  la  sal  indígena  se  establece  que  no  estará  sigeto 
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á  ningún  derecho  de  arancel;  y  en  cuanto  á  la  exportación,  que 
será  libre  la  que  se  verifique  en  buques  nacionales  ó  extran- 
jeros, cualquiera  que  sea  su  cabida. 

Se  dispuso  que  los  propietarios  de  minas  de  sal,  salinas  ó  es- 
pumeros  pagarían  la  contribución  conforme  á  la  territorial  por 
los  que  tengan  en  explotación,  y  que  se  incluyera  en  las  ma- 
trículas de  la  contribución  industrial  á  los  que  al  por  mayor  ó 
al  por  menor  se  dedicaran  á  la  venta  de  la  sal. 

Con  ocasión  de  una  consulta  del  Jefe  de  la  Administración 
Económica  de  Barcelona,  se  resuelve  en  26  de  Febrero  de  1871, 
por  orden  del  Ministerio  de  Hacienda,  que  las  minas  de  sal  con- 
cedidas por  la  ley  de  Minas  deben  pagar  el  canon,  y  las  demás 
substancias  no  comprendidas  en  las  prescripciones  mineras  la 
contribución  territorial. 

Se  declaró  también,  que  la  Hacienda  no  fabricaría  sal  más 
que  en  las  tres  salinas  reservadas  al  Estado,  y  que  el  Grobierno 
determinaría  la  época  y  precio  á  que  debía  venderse. 

No  habiendo  sido  posible  vender  inmediatamente  la  salinas 
que  la  ley  ordenó  se  vendiesen,  se  acordó  arrendarlas  en  pú- 
blica subasta.  La  ley  de  Presupuestos  de  1870-71  autorizó  al 
Gk>biemo  para  enajenar  en  pública  subasta  las  salinas  de  los 
Alfaques  y  de  Imón,  no  obstante  las  razones  que  en  un  prin- 
cipio se  tuvo  para  exceptuarlas. 

En  1.**  de  Febrero  de  1870  se  prohibió  vender  sal  de  las  sali- 
nas del  Estado,  á  no  ser  para  exportación  al  extranjero  y  á  las 
provincias  españolas  de  Ultramar;  cuyas  condiciones  de  venta 
se  variaron  en  24  de  Mayo,  quedando  en  suspenso  por  órdenes 
posteriores  y  decretándose  en  5  de  Julio  que  se  arrendase  la 
cosecha  de  sal  de  aquel  año  obtenida  en  las  salinas  que  aún 
poseía  el  Estado. 

Conforme  á  la  ley  de  desestanco,  se  procedió  á  vender  las  sa- 
linas, previa  tasación  que  debía  hacerse,  según  una  orden  de  la 
Dirección  general  de  Propiedades  del  Estado  de  1870,  por  in- 
genieros de  minas  ó  industriales  y  el  perito  agrónomo,  y  des- 
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pues  de  tanto  tiempo  de  monopolio,  un  gran  número  de  sali- 
nas entraron  en  el  concurso  de  la  industria  libre  y  de  la  acti- 
vidad individual,  unas  por  haber  revertido  á  sus  antiguos 
dueños,  otras  por  compra  y  otras  por  concesiones  hechas  con 
arreglo  á  la  ley  de  Minas;  libre  ya  esta  substancia  de  la  cons- 
tante oposición  de  la  Administración  pública,  que  siempre  pre- 
sentaba obstáculos  á  tales  concesiones.  Como  era  natural,  es- 
taba previsto  y  era  lógico  deducir  de  los  principios  de  liber- 
tad industrial,  la  industria  salinera  adquirió  inmediatamente 
un  desarrollo  extraonünario,  y  con  ella  todas  las  demás  in- 
dustrias que  consumen  este  producto,  de  tan  numerosas  apli- 
caciones. 

En  los  presupuestos  del  año  económico  de  1874  á  1875,  se  re&- 
tableció  el  impuesto  de  consumos  sobre  los  géneros  de  comer, 
beber  y  arder;  y,  por  lo  que  hace  á  la  sal,  se  tíjó  en  15  céntimos 
de  peseta  por  kilogramo  como  derecho  uniforme  en  todas  las 
poblaciones  de  España,  disponiéndose  que,  como  renta  estan- 
cada que  fué  y  no  especie  de  consumo,  no  podría  ser  gravada 
con  ningún  recargo.  El  impuesto  referido  se  estableció  para  fijar 
el  encabezamiento,  calculando  el  consumo  á  razón  de  6  kgs.  por 
habitante,  y  90  cts.  al  año  por  cada  uno  que  tuviese  el  pueblo 
encabezado.  Proponíase  así  el  Grobiemo  obtener  15  millones  de 
pesetas,  ó  sea  la  mitad  de  los  30  millones  que  en  el  año  1866-67 
había  obtenido. 

La  ley  de  Presupuestos  de  1876  á  1877  estableció  que  fueran 
obligatorios  por  dos  años  los  encabezamientos  de  consumos,  y 
los  pueblos  quedaron  autorizados  á  elevar  hasta  18  cts.  el  im- 
puesto de  la  sal. 

Entre  tanto,  los  Municipios  venían  luchando  con  mil  dificul- 
tades para  hacer  efectivos  los  cupos  que  les  correspondían  en 
los  anteriores  encabezamientos,  y  al  Gobierno  no  se  le  ocultaba 
lo  grave  de  los  obstáculos  con  que  tenía  que  luchar  el  sistema 
establecido;  así  que  al  presentar  los  presupuestos  de  1877  á  1878, 
no  se  limita  á  confesarlo,  sino  que  de  una  manera  bien  clara 
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apunta  la  idea  de  volver  al  antiguo  monopolio.  «La  forma,  dice, 
en  que  se  produce,  la  baratura  con  que  se  obtiene  y  lo  general 
y  uniforme  de  su  consumo,  que  permite  al  Estado  obtener  ren- 
dimientos crecidos  de  un  derecho  apenas  sensible  por  lo  que  se 
subdivide  y  difunde,  hacen  que  sea  de  antiguo  considerado  en 
todas  las  naciones  como  excelente  materia  imponible.  Sólo  In- 
glaterra ha  renunciado  á  gravarla,  merced  al  extraordinario 
desahogo  de  su  situación  financiera.»  Se  corrió  en  la  prensa  la 
noticia  de  que  la  Comisión  que  entendía  en  la  formación  del 
presupuesto  general  de  ingresos  había  presentado  al  Ministro 
de  Hacienda  un  proyecto  de  reestanco  de  la  sal,  añadiéndose 
que  había  encontrado  no  desfavorable  acogida. 

En  todas  partes  se  levantó  un,  clamoreo  tan  justo  como  for- 
midable; los  dueños  de  salinas,  los  fabricantes  de  mil  géneros 
de  productos  que  emplean  la  sal,  los  consumidores,  la  prensa, 
unieron  su  voz  para  protestar  contra  el  pernicioso  proyecto  que 
tantos  derechos  pretendía  hollar,  tantos  intereses  atacaba  y  tan 
profunda  conmoción  se  proponía  introducir. 

Ante  tan  ruda  y  fundada  oposición,  hubo  de  ceder  el  desdi- 
chado proyecto;  y  se  dispuso,  en  su  virtud,  que  desde  1.**  de 
Julio  de  1877  se  percibieran,  en  sustitución  del  impuesto  sobre 
el  consumo,  otros  dos,  exigibles  el  uno  directamente  de  los 
Ayuntamientos,  cuyo  tipo  sería  una  peseta  por  habitante,  y 
otro  fijo,  consistente  en  millón  y  medio  de  pesetas  repartible 
entre  los  fabricantes. 

La  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881  declara  suprimidos  desde 
Enero  de  1888  los  anteriores  impuestos  establecidos  por  la  ley 
de  11  de  Julio  de  1877,  y  se  crea  en  su  lugar  un  impuesto  equi- 
valente al  de  la  sal,  exigible  por  trimestres,  como  las  contribu- 
ciones directas,  en  todas  las  provincias  de  la  Península  é  isla» 
adyacentes. 

Puesta  ya  en  esta  forma  aquella  fuente  de  riqueza,  que  el  Es- 
tado había  venido  disfrutando  como  de  propiedad  privada,. pasa 
á  ser  de  propiedad  de  la  Nación >  del  dominio  público,  entrando 
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con  ésto  en  el  régimen  general  de  la  minería  y  rigiéndose  por 
todas  las  disposiciones  que  para  ésta  haya  establecidas. 

Sólo  nos  resta  exponer  cómo  el  Estado  ha  ido  vendiendo 
aquellas  salinas  y  las  que  en  la  actualidad  todavía  conserva. 

La  salina  de  la  Olmeda  se  vendió  en  26  de  Noviembre  de  1870, 
y  la  de  Imón  en  11  de  Febrero  de  1872,  adjudicándose  á  los  me- 
jores postores  que  acudieron  á  las  subastas;  por  Real  orden  del 
Ministerio  de  Hacienda  de  26  de  Noviembre  de  1896  se  declara 
que  es  exigible  á  los  propietarios  de  estas  salinas  el  pago  del 
impuesto  del  2  por  100  sobre  el  producto  bruto  de  dichas  salinas. 

En  8  de  Agosto  de  1878  se  vendió  la  salina  de  Sangonera,  de 
la  provincia  de  Murcia,  también  en  pública  subasta.  Las  salinas 
de  Ibiza  fueron  adquiridas  por  capitalistas  mallorquines  en 
1.250.000  pesetas.  En  1880  se  vendió  la  Laguna  de  Salinas. 
En  1884  las  de  la  Laguna  de  la  Higuera  (Albacete),  y  sucesiva- 
mente y  siempre  por  medio  de  subastas  públicas  se  han  ido  en- 
ajenando todas  las  salinas  del  Estado,  quedando  sólo  como  de 
su  propiedad  las  de 


TORREVIEJA  Y  LA  MATA 

Ya  hemos  dicho  que  la  sal  procedente  de  estas  salinas,  como 
toda  la  del  Estado,  se  dedicó  á  la  exportación  al  decretarse  el 
desestanco. 

En  8  de  Agosto  de  1871  se  dictaron  reglas  especiales  para  la 
venta  de  la  sal  de  Torrevieja,  únicas  cuya  explotación  le  había 
quedado  á  la  Hacienda  y  permitiéndose  en  ellas  las  ventas  para 
el  interior  y  para  el  comercio  de  exportación  y  cabotaje;  todo 
al  objeto  de  evitar  ciertos  abusos  que  podían  cometerse  á  la 
sombra  de  embarques  simulados  para  el  extranjero  con  perjuicio 
de  los  intereses  generales  é  industriales.  Se  fijó  en  1,25  pesetas 
y  en  una  peseta  el  precio  respectivamente  de  cada  quintal  mé- 
trico de  sal  común,  lavada  y  sin  lavar,  que  se  vendiera  para  el 
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<;oniercio  de  la  Península  é  islais  adyacentes,  y  en  uña  peseta 
y  en  90  céntimos  de  peseta,  respectivamente,  el  quintal  métrico 
de  dichas  clases  de  sal  para  la  exportación  al  extraiy'ero  y  po- 
sesiones españolas  de  Ultramar. 

Con  motivo  de  haberse  pedido  una  concesión  de  mina  de  sal 
en  el  paraje  de  la  Mata,  se  instruyó  expediente,  por  el  que  se  de- 
claró, por  Real  orden  de  13  de  Diciembre  de  1883,  que  la  salina 
déla  Mata  formaba  parte  integrante  de  las  denominadas  de  To- 
rrevieja,  disponiendo  al  mismo  tiempo  que  una  Cíomisión  de 
Ingenieros  de  Minas  y  Auxiliares  facultativos  practicaran  la 
demarcación  de  la  salina  de  Torre  de  la  Mata.  El  resultado 
de  esta  demarcación  fué  el  comprobar,  no  sólo  que  la  cdhcesión 
que  se  pretendía  no  podía  llevarse  á  cabo,  sino  que  además  ha- 
bían tenido  lugar  intrusiones  que  dieron  lugar  á  expediente,  y 
el  Estado  tuvo  que  conceder  plazos  para  poder  recuperar  la  po- 
sesión de  sus  bienes. 

La  superficie  útil  anegable  de  la  salina  de  Torrevieja  resultó 
ser  de  1.500  hectáreas,  y  la  de  la  Mata  de  600  hectáreas;  el  fondo 
de  la  primera  está  á  2,50  metros  más  bajo  que  las  aguas  del 
Mediterráneo  y  el  de  la  Mata  á  1,50  metros  más  bajo  que  las 
mismas  aguas. 

A  partir  de  aquella  fecha,  siempre  se  han  considerado  unidas 
las  salinas  de  Torrevieja  con  las  de  la  Mata. 

En  15  de  Febrero  de  1889  se  autorizó  al  Ministro  de  Hacienda 
para  presentar  á  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  con  objeto  de 
proceder  á  la  venta  de  estas  salinas  á  perpetuidad  y  en  pública 
licitación.  Este  proyecto  no  llegó  á  aprobarse. 

El  régimen  administrativo  por  que  venían  rigiéndose  estas  sa- 
linas era  el  establecido  para  las  Administraciones  Económicas 
y  que  hemos  dicho  en  la  página  258.  Los  reglamentos  orgánicos 
dados  para  aquellas  dependencias  en  1881  y  1888  no  establecían 
disposición  especial  alguna  para  estas  salinas  y  fueron,  por  con- 
secuencia, aplicados  íntegramente. 
El  Real  decreto  de  5  de  Agosto  de  1893  aprobando  un  nueva 
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reglamento  orgánico  para  la  Administración  Económica  pro-^ 
vincial,  y  en  el  art.  1.°,  dice:  que  bajo  la  superior  autoridad 
del  Delegado  de  Hacienda  están  las  salinas  de  Torrevieja,  con 
iones  Administrativa,  Interventora  y  de  Caja,  á  cargo  ésta 
1  oficial  Pagador. 
3n  el  art.  21: 

mpete  especialmente  á  la  fábrica  de  sal  de  Torrevieja  rea- 
las operaciones  necesarias  para  la  producción  y  venta  de 
irtículo. 

rresponde  al  director  de  las  salinas  el  cumplimiento  y  ejer- 
de  los  deberes  y  atribuciones  siguientes: 
Disponer  lo  necesario  para  que  en  tiempo  oportuno  se 
tren  las  labores  que  autorice  la  Dirección  general  del  ramo. 
Cuidar  de  que  las  labores  se  empiecen  en  época  conve- 
e,  y  vigilar  é  inspeccionar  por  sí  mismo  las  operaciones  en 
el  tiempo  de  su  duración. 

Formar  y  someter  á  la  aprobación  de  la  Dirección  gene- 
revia  censura  de  la  Intervención,  presupuestos  detallados 
ios  los  gastos  que  hayan  de  producir  las  obras  y  reparos 
3an  indispensables,  y  la  adquisición  y  recomposición  de  los 
y  efectos  necesarios  para  los  trabajos  de  la  fábrica. 
Cuidar  bajo  su  responsabilidad  de  que  la  ejecución  de  los 
áos  se  ajuste  á  los  presupuestos  aprobados  por  la  Supe- 
ad. 

Someter  á  la  aprobación  de  la  misma  la  cuenta  justifi- 
ie  los  gastos  de  fabricación. 

Cuidar  de  que  los  entrojes  y  apilamientos  se  verifiquen 
;  términos  establecidos  por  Instrucción,  y  formar  el  cargo 
íso  que  se  gradúe  á  la  sal  almacenada  ó  apilada,  después 
laya  purgado,  usando  el  procedimiento  establecido  por 
len  de  la  Dirección  de  Rentas  estancadas  de  3  de  Junio- 
i9. 

Procurar  por  cuantos  medios  le  sugiera  su  celo  y  expe-. 
a  que  no  se  verifiquen  extracciones  fraudulentas  de  la  fá- 
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brica,  para  lo  cual  vigilará  incesantemente,  como  jefe  que  es  del 
Resguardo,  la  conducta  que  éste  observe. 

8.®  Cuidar  de  que  éuando  esté  próxima  á  terminarse  la  exis- 
tencia de  sal  procedente  de  cada  elaboración  se  verifique  el 
oportuno  repeso,  dando  inmediatamente  cuenta  del  resultado 
á  la  Dirección  general,  cargándose  desde  luego  del  aumento 
que  resulte  y  esperando  la  resolución  superior  respecto  á  la 
falta,  cuyo  importe  no  se  datará  en  cuenta  hasta  que  se  auto- 
rice por  disposición  superior. 

9.°  Hacer  que  se  lleven  en  la  fábrica  los  libros  de  cuenta  y 
razón. 

10.°  Acordar  los  pagos  que  procedan  por  los  servicidS  de  la 
fábrica  y  del  Resguardo,  con  estricta  sujeción  á  las  distribu- 
ciones mensuales  de  fondos  y  órdenes  superiores. 

11.°  Rendir  las  cuentas  que  deba  dar  la  dependencia  al  Tri- 
bunal de  las  del  Reino  por  conducto  de  la  Intervención  general 
de  la  Administración  del  Estado. 

12.°  Hacer  que  se  conserve  el  orden  y  decoro  convenientes 
en  todas  las  dependencias  del  establecimiento,  procediendo,  en 
caso  necesario,  á  la  corrección  de  cualquier  falta  ó  abuso  en 
los  términos  prevenidos  respecto  á  los  demás  jefes  de  oficina. 

EjI  Interventor  de  la  fábrica  ejercerá  la  fiscalización  é  inter- 
vención en  todos  los  actos  del  Director  y  del  Resguardo;  censu- 
rará los  presupuestos  de  gastos  que  forme  aquél,  procurará  que 
no  se  verifiquen  extracciones  fraudulentas  de  la  fábrica,  y  lle- 
vará la  contabilidad  del  establecimiento  en  los  mismos  térmi- 
nos expresados  respecto  á  los  funcionarios  que  desempeñan 
igual  cargo  en  las  demás  dependencias  de  la  Hacienda  pública. 

EIl  resto  de  las  disposiciones  son,  con  ligeras  variantes,  las 
contenidas  en  el  reglamento  de  11  de  Mayo  de  1888,  que  hemos 
mencionado  en  las  disposiciones  generales  para  todos  los  esta- 
blecimientos del  Estado. 

En  la  ley  de  Presupuestos  de  30  de  Junio  de  1892  se  autorizaba 
al  (Gobierno  para  arrendar  las  salinas  de  Torrevieja  y  de  la  Mata;* 
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previo  reconocimienla  pericial  para  deslindarlas,  y  fijar  las  con- 
diciones del  contrato.  Estas  tenían  que  determinarse  oyendo  á 
ita  consultiva  de  Minas  y  expresando  en  ellas  las  mejoras 
ebían  hacerse  por  el  arrendatario,  el  precio  mínimo  del 
[do  y  su  duración,  que  tenía  que  ser  por  lo  menos  de  vein- 
0  años.  El  arrendamiento  se  realizaría  por  concurso,  que 
inciaria  con  tres  meses  de  anticipación. 
2  de  Febrero  de  1893  se  aprueba  por  el  Ministerio  de 
nda  el  pliego  de  condiciones  que  babía  de  servir  de  base 
icurso  público  para  el  arriendo  por  veinticinco  años,  y  se 
^mo  tipo  el  precio  mínimo  de  2.S50.000  pesetas  para  cada 
idad. 

exagerado  de  esta  cifra  hizo  que  este  concurso  no  diera 
ado,  y  en  9  de  Septiembre  del  mismo  año  se  anuncia,  para 
20  de  Diciembre  siguiente,  un  segundo  concurso  para  el 
iamiento,  también  por  veinticinco  años,  dividido  en  quin- 
os, fijando  como  tipo  del  primero  la  suma  de  1.500.000  pe- 
anuales,  aumentándose  en  cada  uno  de  los  siguientes  en 
K)  pesetas  por  año,  excepto  el  último  quinquenio,  ó  sea 
íntiún  año  al  veinticinco,  en  el  que  la  cuota  anual  sería 
67.500  pesetas. 

npoco  este  concurso  dio  resultado,  porque  la  cifra  del 
iamiento  continuaba  siendo  exagerada, 
nueva  subasta  verificada  en  S5  de  Enero  de  1895  tampoco 
ísultado,  á  pesar  de  haberse  anunciado  una  proposición 
indo  las  condiciones  del  segundo  concurso, 
fin,  en  30  de  Marzo  de  1897,  un  Real  decreto  del  Ministe- 
í  Hacienda  aprueba  un  pliego  de  condiciones  más  en  con- 
cia con  lo  que  en  realidad  es  aquella  propiedad  y  lo  que 
SI  puede  obtenerse,  anunciándose  el  concurso  para  el  3  de 
del  mismo  año. 
principales  condiciones  eran: 

Se  arriendan  en  concurso  público  las  salinas  de  Torre- 
y  de  la  Mata,  sitas  en  la  provincia  de  Alicante,  con  las 


Digitized  by 


Google 


-  309  — 

redondas,  derechos,  edificios,  enseres  y  útiles  de  explotacióm 
de  todas  clases  pertenecientes  al  Estado. 

2.*  El  arriendo  se  hace  por  veinticinco  años,  fijándose  como 
canon  ó  renta  fija  la  cantidad  anual  de  640.008  pesetas,  abo- 
nando además  el  arrendatario  el  50  por  100  del  producto  lí- 
quido total  obtenido  en  el  mismo  año  sobre  aquella  cantidad 
garantida. 

3.*  El  arrendatario  explotará  las  salinas  de  Torrevieja  y  de 
la  Mata  por  los  medios  que  estime  convenientes,  elaborando  las 
clases  y  calidades  de  sal  que  mejor  le  convengan,  pero  sin  que 
la  explotación  perjudique  al  buen  estado  de  conservación  en 
que  constantemente  han  de  hallarse  las  lagunas,  á  fin  de  que  á 
la  terminación  del  arriendo  puedan  seguirse  explotando  sin  in- 
terrupción en  las  mismas  condiciones. 

4.*  Los  precios  mínimos  á  que  el  arrendatario  podrá  vender 
las  dos  clases  de  sal  que  hoy  se  elaboran  en  Torrevieja  serán: 
una  peseta  el  quintal  métrico  de  sal  lavada  y  85  céntimos  de 
peseta  igual  unidad  de  peso  de  sal  sin  lavar,  puestas  una  y  otra 
á  bordo  ó  sobre  vagón  de  la  línea  férrea  general,  excepción  he- 
cha de  los  derechos  que  se  impongan  porcarga  y  los  de  muell/e 
ó  puerto. 

Seguían  á  éstas  hasta  45  condiciones,  para  no^tros  de  menor 
importancia. 

La  proposición  tenía  que  versar  sobre  el  canon  fijo  que  tenía 
que  pagarse  por  cada  anualidad,  y  sobre  el  tanto  por  ciento 
sobre  el  producto  líquido  obtenido  en  cada  año  que  se  tenía  que 
abonar  al  Estado,  calculado  este  producto  líquido  en  la  forma 
que  se  determinaba  en  el  pliego  de  condiciones. 

De  nuevo  se  declaró  desierto  el  concurso;  todavía  resultaba 
elevado  el  tipo  del  canon  fijo,  pero  más  los  mínimos  que  se  se- 
ñalaron para  la  venta  de  sales;  y  después  de  varias  consultas  y 
datos  recogidos,  se  decidió  el  Ministro  á  modificar  aquellas  con- 
diciones, y  por  Real  decreto  de  30  de  Julio  del  mismo  año  mo- 
difica las  cláusulas  2.*  y  5.*,  según  las  cuales  se  fija  el  canon  ó 
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lienta  fija  anual  en  500.000  pesetas  en  lugar  de  640.000,  y  los 
precios  mínimos  de  venta  en  75  cts.  de  peseta  el  quintal  mé- 
trico de  sal  lavada  y  66  igual  unidad  de  peso  de  la  sin  lavar, 
eon  rebaja  de  5  cts.  en  la  que  se  exporte  al  extraiyero;  en  vez  de 
una  peseta  y  85  cts,,  respectivamente. 

En  11  de  Septiembre  siguiente  tuvo  lugar  la  subasta,  en  la  que 
se  presentaron  seis  proposiciones,  adjudicándose  en  630.000  pe- 
setas como  canon  figo  y  80  por  100  de  beneficios  sobre  el  pro- 
ducto líquido  á  favor  del  Estado,  siendo  el  adjudicatario  D.  José 
Guardiola;  y  por  Real  decreto  de  19  de  Abril  de  1898  se  aprobó 
la  subrogación  hecha  por  el  Sr.  Guardiola  á  favor  de  la  Socie- 
dad anónima  Compañía  Arrendataria  de  las  Salinas  de  Torre- 
vieja,  en  el  contrato  de  arriendo  de  dicho  establecimiento  sa- 
linero. 

En  9  de  Agosto  de  1898  se  aprobó  el  reglamento  para  el  régi- 
men de  la  intervención  del  Estado  en  aquel  arrendamiento;  y 
aunque  hubiera  sido  de  desear  que  se  diera  á  esa  intervención 
un  carácter  también  facultativo,  análogamente  á  lo  que  se  hizo 
con  la  mina  ««Arrayanes»  de  Linares,  no  ha  sido  este  el  criterio 
que  en  aquél  ha  dominado. 

La  producción  de  1905  ha  sido  de  148.733  toneladas,  con  uu 
valor  de  1.205.236  pesetas. 
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CAPITULO  X 
Disposiciones  generales. — Tramitación  de  expedientes. 


Ya  hemos  dicho  que  al  decretarse  las  Bases  de  1868  eran  las 
Secciones  provinciales  de  Fomento  las  encargadas  de  la  trami- 
tación de  los  expedientes  de  minería.  Para  suplir  los  pequeños 
gastos  que  en  estas  oficinas  se  irrogaban,  se  las  autorizó  para 
descontar  el  2  por  100  de  los  depósitos  que  para  cualquier  asunto 
jninero  se  exigía,  hasta  que  por  Real  orden  de  3  de  Julio  de  1877 
se  declaró  que  no  debía  descontarse. 

Al  publicarse  en  12  de  Abril  de  1887  un  nuevo  reglamento  para 
el  régimen  interior  de  las  Secciones  de  Fomento,  se  dispone: 
que  corresponde  á  las  Secciones  provinciales  de  Fomento,  el 
reconocimiento^  tramitación  y  despacho  de  todos  los  expedien- 
tes y  asuntos  relativos  á  los  ramos  que  dependían  del  Ministe- 
rio de  Fomento  y  cuya  resolución  competía  á  los  Gobernadores 
con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes  entonces,  y  dentro  de 
los  límites  que  se  expresaban  en  la  legislación  especial  de  di- 
chos ramos. 

Los  asuntos  en  que  entendían  las  Secciones  se  clasificaban 
en  cuatro  negociados:  uno  de  ellos,  denominado  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio,  era  el  encargado  del  ramo  de  Minas. 

Los  jefes  de  las  Secciones  proponían  á  los  Gobernadores, 
como  encargados  de  adoptar,  en  los  expedientes  relativos  á  los 
ramos  de  Fomento,  á  más  de  las  relativas  á  concesiones  mineras, 
todas  las  resoluciones  finales  y  todas  las  que  causaren  (estado, 
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ya  fueran  declaraciones  de  derecho  ó  debieran  servir  de  funda- 
mento para  su  ulterior  declaración. 

Ya  hemos  dicho  que  podía  el  Jefe  de  Sección  entenderse  di- 
rectamente dentro  de  la  provincia  con  el  ingeniero  jefe  de  Mi- 
nas, pero  sólo  cuando  se  trataba  de  una  consulta,  pedir  un 
informe  ó  llenar  un  trámite  exigido  por  las  leyes  para  la  reso- 
lución de  los  expedientes,  pero  nunca  para  notificar  resoluciones 
finales,  que  debían  ser  siempre  comunicadas  por  los  Goberna- 
dores. 

Suprimidas  las  Secciones  de  Fomento  en  1888  y  creadas  de 
nuevo  en  1890,  son  suprimidas  definitivamente  en  1893,  pasan- 
do los  asuntos  mineros,  que  antes  se  tramitaban  por  las  referí- 
.  das  Secciones,  á  despacharse  por  los  ingenieros  jefes  de  Minas, 
y  en  las  provincias  donde  no  los  haya  por  los  secretarios  de 
los  Gtobiernos  civiles. 

Ninguna  modificación  sustancial  se  ha  hecho  hasta  el  regla- 
mento interino  de  1903,  cuyas  disposiciones  generales  se  repi- 
ten en  el  reglamento  general  para  la  Minería  de  1906  en  los 
artículos  siguientes: 

«Art.  134.  En  el  expediente  gubernativo,  todos  los  escritos  de 
los  interesados  se  extenderán  en  papel  del  sello  que  correspon- 
da, según  las  disposiciones  que  rijan  sobre  la  materia.  Las  pro- 
videncias, informes  y  demás  diligencias  administrativas  que 
no  puedan  extenderse  en  aquellos  escritos,  se  continuarán  en 
papel  del  sello  de  oficio,  ó  en  el  usado  por  las  autoridades  6 
empleados  que  intervengan  en  la  instrucción  y  trámites  del 
expediente. 

Todos  los  expedientes  tendrán  la  carpeta  que  corresponda,  con 
arreglo  al  modelo  número  6  í*),  y  los  funcionarios  encargados 
de  su  despacho  cuidarán  de  que  no  dejen  de  extenderse  nunca 
las  oportunas  diligencias  para  hacer  constar  las  fechas  de  pre- 


(1)    Véase  este  modelo  al  £nal  de  la  obra. 
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sentación  de  los  escritos,  de  remisión  de  los  expedientes  al 
Ingeniero  y  á  la  Diputación  provincial,  las  de  su  devolución  y 
las  de  haberse  cumplimentado  las  providencias  del  Gobernador. 

Art.  135.  Todo  el  que  promoviere  expedientes  de  minería  ó 
metalurgia  tendrá  un  apoderado  en  la  capital  de  la  pro^^incia^ 
si  él  no  residiera  en  ella,  y  la  Administración  se  entenderá  con 
ellos  para  las  diligencias  que  deban  practicarse  y  para  las  noti- 
ficaciones que  haya  de  hacer.  Al  apoderado  se  le  exigirá  la 
presentación  del  correspondiente  poder  legal,  del  que  se  tomará 
la  oportuna  razón,  anotándola  en  el  expediente,  á  no  convenir 
el  interesado  en  que  se  una  el  original  á  éste. 

Cuando  por  cualquiera  circunstancia  estuviesen  ausentes  de 
la  capital  el  interesado  ó  su  representante,  ó  no  fuesen  encontra- 
dos en  ella  para  ser  notificados  personalmente,  las  notificaciones 
se  harán  por  medio  de  los  Boletines  Oficiales,  cuya  publicación 
producirá  los  mismos  efectos  legales  que  la  notificación  en  per- 
sona. Se  unirá  al  expediente  un  ejemplar  de  dicho  Boletín. 

Art.  186.  En  los  asuntos  de  minas,  la  Administración  no  se 
entenderá  más  que  con  los  concesionarios  ó  con  sus  legitimes 
representantes,  careciendo,  por  lo  tanto,  de  personalidad  para 
dirigirse  á  la  misma  los  partidarias  ó  arrendatarios.de  minas. 

Art.  137.  Todas  las  diligencias  serán  gratuitas  en  los  expe- 
dientes mineros,  y  no  se  exigirán  á  los  interesados  más  cantida- 
des que  las  designadas  en  este  reglamento,  y  para  los  efecto» 
expresados  en  él. 

Las  dietas  y  gastos  que  devenguen  los  ingenieros  y  auxilia- 
res facultativos  al  practicar  los  servicios  que  establece  el  regla- 
mento de  policía  minera,  serán  abonados  por  los  dueños  de  las 
minas  en  los  casos  que  el  citado  reglamento  determine. 

Art.  138.  Los  ingenieros,  al  formular  las  cuentas  de  dietas  y 
gastos  ocasionados  en  el  desempeño  de  los  diferentes  servicios 
que  les  están  encomendados,  se  atendrán  á  las  prescripciones 
establecidas  en  las  instrucciones  que  rijan  para  el, abono  de  in- 
demnizaciones al  personal  facultativó'de  íninás.» 
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Instmcctón  para  el  abono  de  indemnizaeiones  al 
personal  fneultalivo. — El  Real  decreto  de  30  de  Abril 
de  1886  aprobando  el  reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  Inge- 
nieros de  Minas  aprobaba  al  mismo  tiempo  la  instrucción  para 
el  abono  de  indemnizaciones  al  personal  facultativo;  añadiendo 
en  otro  artículo,  que  de  esta  instrucción  empezaría  á  regir  desde 
luego  lo  que  se  refería  al  servicio  de  las  corporaciones,  empre- 
sas y  particulares,  aplazándola,  en  lo  referente  al  servicio  del 
EstadOy  á  que  los  Presupuestos  generales  del  Estado  consigna- 
sen los  créditos  necesarios  para  satisfacer  los  sueldos  que  se 
asignaban  por  el  reglamento. 

Esta  disposición  dio  lugar,  al  momento,  á  las  dudas  que  se 
presentaron  sobre  si  Isipráctica  de  las  demarcaciones  debía  con- 
siderarse como  servicio  á  corporaciones,  empresas  ó  particula- 
res, ó  si  por  el  contrario  era  un  servicio  del  Estado;  la  Real 
orden  de  15  de  Noviembre  de  1887  declara  que  es  un  servicio 
del  Estado,  que  la  instrucción  de  1886  no  derogó,  modificó  ni 
alteró  en  nada  el  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868,  y  que  la 
tarifa  de  corporaciones,  empresas  y  particulares  no  era  aplica- 
ble  á  ninguna  de  las  operaciones  y  trabajos  que  son  indispen- 
sables para  el  otorgamiento  de  toda  concesión  minera. 

Posteriormente  la  Real  orden  de  17  de  Junio  de  1893  aprueba 
una  nueva  instrucción,  hoy  vigente,  para  el  abono  de  indemni- 
zaciones y  gratificaciones  al  personal  facultativo  de  Minas,  y 
como  veremos,  declara  todo  lo  contarlo,  es  decir,  que  la  conce- 
sión de  la  propiedad  minera  y  sus  incidencias,  pertenecen  al 
servicio  oficial  para  las  corporaciones,  empresas  ó  particulares. 

Servicio  minero  deu  Estado.— La  indemnización  de  los  ins- 
pectores generales  de  1.^  clase  se  designará  de  Real  orden  para 
cada  visita  ó  comisión  que  se  le  confiera.  La  de  los  inspectores 
generales  de  2.*  clase,  en  las  visitas  y  comisiones  que  se  les  con- 
fiera en  las  provincias,  será  de  30  pesetas  diarias;  en  el  caso  de 
que  las  visitas  ó  comisiones  correspondan  á  servicios  en  las 
Islas  Canarias,  la  dieta  será  de  40  pesetas.  Gn  las  comisiones 
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oficiales  en  el  extranjero,  la  Dirección  general  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio  fijará  la  indemnización  que  ha  de  perci- 
bir cada  uno  de  los  individuos  nombrados. 

En  todos  los  servicios  del  Estado  encomendados  al  personal 
facultativo  de  Minas  tendrán  derecho  sus  individuos  á  percibir 
indemnización  por  los  conceptos  siguientes: 

1.^  Por  salidas  de  la  residencia  oficial  para  visitar  las  minas 
y  fábñcas  y  las  obras  que  en  ellas  se  ejecuten,  y  en  general  por 
los  vifiges  motivados  por  asuntos  del  servicio. 

2.*^  Por  la  salida  de  la  residencia  para  ejecutar  estudios  y 
trabajos  de  campo,  tanto  superficiales  como  subterráneos. 

Los  tipos  diarios  de  indemnización  para  viajes  oficiales  y  vi- 
sitas, inspección  y  vigilancia  y  demás  servicios  que  no  requie- 
ran estudio  previo,  serán  los  siguientes: 

Ingeniero  jefe  de  servicio 20  pesetas 

Ingeniero  subalterno 15     >► 

Auxiliar  facultativo 10     > 

Los  tipos  diarios  de  indemnización  para  todo  lo  que  requiera 
estudio  previo  de  trabajos  de  campo  ó  subterráneos,  como  son 
la  formación  del  Mapa  geológico,  el  estudio  de  criaderos,  etc.,  se- 
rán los  siguientes: 

Ingeniero  jefe  de  servicio 25  pesetas 

Ingeniero  subalterno 20     » 

Auxiliar  facultativo 15     > 

La  Dirección  podrá  señalar  indemnizaciones  especiales  para 
aquellos  servicios  que  por  sus  condiciones  extraordinarias  mo- 
tiven gastos  costosos  de  representación,  y  en  general  en  todos 
jaquellos  casos  en  que  los  tipos  señalados  en  esta  instrucción  no 
correspondieran  al  gasto  que  el  servicio  exija. 

Por  último,  señala  las  distintas  gratificaciones  que  deben  dis- 
frutar los  individuos  del  personal  facultativo  de  Minas  afecto  á 
diversos  servicios,  como  son  los  vocales  de  la  Junta  superior 
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facultativa  de  Minería,  secretarios  de  las  Secciones,  Director  y 
Secretario  del  Mapa  geológico,  Director  y  profesores  de  la  Es- 
cuela, etc.,. que  no  mencionamos  porque  no  se  han  incluido  en 
los  Presupuestos  generales  del  Estado,  y  por  consecuencia  no 
han  llegado  á  hacerse  efectivos. 

Reglas  que  han  de  observarse  para  el  percibo  de  indemni- 
zación.— Las  indemnizaciones  de  todas  clases  se  devengarán 
solamente  por  el  número  de  días  que  para  el  servicio  de  que  se 
trata  sea  absolutamente  indispensable  que  permanezca  fuera  de 
siLjesidencia  el  personal  encargado  de  desempeñarla.  El  per- 
sonal facultativo  de  minas  dará  aviso  á  sus  respectivos  jefes 
inmediatos  de  la  fecha  en  que  se  ausenten  de  su  residencia,  del 
objeto  de  su  viaje  y  del  día  en  que  regresen  á  la  misma. 

Todos  los  funcionarios  facultativos  de  minas  llevarán  un  li- 
bro diario  de  operaciones  en  la  forma  prescrita  por  las  dispo- 
siciones vigentes,  ó  que  se  prescriba  en  adelante.  Los  ingenie- 
ros, al  regresar  de  cada  visita,  darán  cuenta  de  oñcio,  al  inge- 
niero Jefe,  del  resultado  de  la  misma,  observaciones  que  hayan 
hecho  y  órdenes  que  hayan  dictado.  Los  auxiliares  facultativos 
presentarán  á  su  jefe  inmediato  el  diario  en  que  consten  igua- 
les observaciones,  al  pie  de  las  cuales  estampará  éste  su  con- 
formidad ó  las  modificaciones  que  juzgue  oportunas.  Anotarán 
además  las  Instrucciones  que  comuniquen  á  sus  subordinados 
en  las  libretas  de  éstos. 

Los  ingenieros  jefes  de  distrito  ó  de  servicio,  al  autorizar  las 
cuentas  correspondientes  de  indemnizaciones,  lo  harán  con  la 
fórmula  siguiente:  «Declaro  bajo  mi  responsabilidad  que  todos 
los  individuos  comprendidos  en  esta  cuenta  llevan  el  diario  de 
operaciones  en  la  forma  prevenida.)^ 

í  devengará  indemnización  completa,  con  arreglo  á  los  tipos 
dados,  por  cada  día  de  salida  en  que  se  pernocte  fuera  de 
ísidencia;  cuando  se  regresare  á  pernoctar  en  ésta  se  deven- 
í  sólo  media  indemnización.  No  se  devengará  indemniza- 
i  por  las  "visitas  á  las  minas,  y,  en  general,  por  los  viajes  ofi- 
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cíales  a  puntos  que  disten  menos  de  tres  kilómetros  de  la  resi- 
dencia de  los  ingenieros  y  de  los  auxiliares,  así  como  tampoco 
por  los  trabajos  de  campo  ejecutados  en  las  zonas  de  iguales 
radios  respecto  á  las  residencias  referidas. 

El  ingeniero  que  desempeñe  interinamente  el  cargo  de  jefe 
devengará  las  indemnizaciones  correspondientes  á  esta  última 
categoría.  Los  ingenieros  jefes  de  los  diferentes  servicios  darán 
mensualmente  parte,  en  la  forma  establecida  en  las  Instruccio- 
nes de  servicio,  de  los  trabajos  en  que  se  haya  ocupado  el  per- 
sonal á  sus  órdenes  y  del  número  de  días  en  que  éste  haya  salido 
de  su  residencia  ordinaria. 

Servicio  oficial  para  las  corporaciones,  empresas  ó  par^ 
TiCüLARES.— Damos  cuenta  de  esta  parte  de  la  Instrucción,  por 
estar  aplicable  en  todo  aquello  que  de  una  manera  clara  y  ter- 
minante no  esté  en  contradicción  á  lo  dispuesto  en  la  de  30  de 
Abril  de  1886,  pág.  213,  y  por  estar  esta  de  1893  más  completa 
y  más  en  harmonía  con  la  organización  actual  y  el  reglamento 
vigente  de  Minería.  Dice  así: 

Son  servicios  oficiales,  cuyo  abono  no  es  imputable  al  Estado, 
conforme  á  legislación  de  minas,  todos  los  que  por  orden  de  la 
Superioridad  y  á  instancia  de  parte  se  verifican: 

i.  Para  la  concesión  de  la  propiedad  minera  y  sus  inci- 
denciad. 

2.  Para  su  deslinde  y  amojonamiento  después  de  concedida. 

3.  Para  su  abandono  voluntario. 

4.  Para  expropiaciones  por  causa  de  utilidad  pública. 

5.  Para  tasación  de  daños  y  perjuicios. 

6.  Para  la  toma  de  muestras  y  actos  análogos  referentes  á 
arrendamientos  de  minas  ó  á  contratos  de  compra- venta  de  mi- 
nerales. • 

7.  Para  la  tasación  de  la  propiedad  minera  ó  industrial  y  de 
sus  productos. 

8.  Para  la  inspección  de  labores  de  todo  género  ó  informes. 

9.  Para  la  instalación  de  talleres  de  preparación  mecánica  y 
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fábricas  mefalúrgicas;  mmeralAq^eafi*  de  explosivos  y  de  pro- 
ductos análogos. 

10.  Para  la  instalación  de  motores  de  todo  genero  dedicados 
á  la  industria  minero-metalúrgica. 

11.  Para  el  alumbramiento  de  aguas  y  el  captado  de  las  mi- 
nero-medicinales y  sus  incidencias. 

12.  Y,  en  general,  para  todo  servicio  oficial  en  que  se  proceda 
á  instancia  de  parte  y  por  virtud  de  providencia  administrativa 
ó  de  auto  judicial. 

Siempre  que  los  individuos  del  Cuerpo  de  Minas  y  los  auxi- 
liares facultativos  al  servicio  del  Gobierno  tengan  que  hacer 
alguno  de  los  trabajos  indicados,  tendrán  derecho  al  abono 
de  las  cantidades  á  que  asciende  el  importe  de  los  gastos  que 
se  ocasionen  en  las  expresadas  operaciones  por  los  conceptos 
siguientes: 

1.®  Gastos  de  traslación  y  residencia  de  los  individuos  del 
personal  facultativo  encargado  de  visitar  las  minas  y  fábricas 
ó  tomar  datos  de  campo. 

2.°  Remuneración  al  mismo  personal  por  el  desempeño  de  su 
trabajo  facultativo. 

3.*^  Gastos  materiales  de  todas  clases,  haberes  de  delineantes, 
escribientes  y  jornales  de  peones  auxiliares. 

En  los  gastos  de  traslación  se  comprenderá:  1.°,  el  abono  del 
coste  de  los  asientos  de  1.*  para  los  ingenieros,  y  de  2.*  para 
los  auxiliares  facultativos,  y  cuando  el  viaje  tenga  que  hacerse 
forzosamente  en  coche  ó  á  caballp,  se  incluirán  los  gastos  jus- 
tificados del  coche  ó  de  caballerías  y  mozo:  2.®,  el  abono  de 
las  dietas  para  cada  día  de  los  necesarios  para  la  traslación  por 
el  medio  más  rápido  y  directo;  y  las  dietag  por  residencia  du- 
rante todo  el  tiempo  que  el  personal  permanezca  fuera  de  la 
ordinaria  y  con  arreglo  á  los  tipos  para  el  servicio  al  Estado. 

La  remuneración  al  personal  facultativo  por  el  desempeño  de 
rabajos  se  verificará  con  arreglo  á  las  bases  siguientes: 
-—Demarcación  de  concesiones  mineras  y  sus  incidencias. 
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abandono  voluntario  de  minas  y  expedientes  de  expropiación 
por  causa  de  utilidad  pública;  no  habrá  remuneración  especial, 
y  serán  de  abono  únicamente  los  gastos  de  traslación  y  resi- 
dencia, y  los  materiales. 

B,— Deslinde  y  amojonamiento  de  pertenencias  ya  demarca^- 
das  y  concedidas. 
Hasta  5  hectáreas,  40  pesetas. 

Desde  5  á  100  hectáreas,  4-  pesetas  más  por  cada  hectárea^ 
que  exceda  de  5. 

Desde  100  hectáreas  en  adelante,  3  pesetas  más  por  cada  una 
que  exceda  de  100. 

Para  la  aplicación  de  esta  remuneración  no  se  tomarán  en 
cuenta  las  pertenencias  colindantes  y  próximas  á  las  deslinda- 
das y  amojonadas. 

O. —  Confrontación  é  informe  de  proyectos,  de  labores  de  mi- 
nas, de  fábricas,  encausamiento  de  ríos,  alumbramiento  de  aguas 
y  demás  trabajos  análogos;  según  el  importe  del  presupuesto, 
desde  50  pesetas,  que  es  la  tarifa  mínima,  hasta  1.500  pesetas 
cuando  pasa  de  un  millón  de  pesetas. 

D. — Confrontación  ¿informe  de  proyectos  de  caminos  mineros^* 
de  todas  clases,  como  tranvías,  planos  inclinados,  cables  aéreos, 
ferrocatriles  económicos,  carreteras  y  canales;  según  la  longi- 
tud del  proyecto,  desde  50  pesetas  cuando  es  menos  de  un  kilo- ' 
metro,  hasta  1.500  pesetas  cuando  son  más  de  40  kilómetros. 

1^,-- Confrontación  ¿informe  de  piemos  de  labores  mineras; 
según  la  longitud  de  las  excavaciones  confrontadas,  desde 
50  pesetas  como  tarifa  mínima  á  hasta  1.500  pesetas  para 
10.000  metros  en  adelante. 

De  la  cantidad  correspondiente  en  cada  caso  de  las  tres  tari- 
fas anteriores  deberá  percibir:  0,25  el  ingeniero  jefe  del  servi- 
cio, 0,40  el  ingeniero  encargado  de  la  confrontación,  y  0,35  el 
personal  subalterno  facultativo  que  tome  parte  en  la  operación. 
En  estos  casos,  la  confrontación  se  hará  por  los  ingenieros  su- 
balternos cuando  los  hubiere  en  la  provincia  ó  servicio;  y  si  - 
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por  no  haberlos  la  verificase  el  ingeniero  jefe,  cobrará  éste 
solamente  la  parte  proporcional  señalada  al  ingeniero  encar- 
gado de  practicar  la  confrontación,  quedando  la  relativa  al 
ingeniero  jefe  á  favor  de  la  corporación,  empresa  ó  particular 
á  cuyo  cargo  corriere  el  trabajo. 

P. — Redacción  de  informes  oficiales  sobre  instalaciones  de 
talleres,  fábricas  y  motores,  sobre  intrusiones,  daños  y  perjui- 
cios, achicamiento  de  agudas,  accidentes  en  las  minas  y  fábricas, 
toma  de  muestras  y  actos  análogos  referentes  á  arrendamiento 
de  minas  ó  contratos  de  comprorventa  de  minerales,  alumbrar 
miento  de  agudas  y  captado  de  las  minero-medicinales  ú  otros 
trabajos  análogos:  la  remuneración  consistirá  en  una  cantidad 
igual  á  los  gastos  de  residencia  5  y  si  fuesen  necesarios  planos 
de  labores  mineras  que  hubiese  de  levantar  el  personal  faculta- 
tivo, la  remuneración  para  los  días  empleados  en  el  referido 
levantamiento  de  planos  será  el  doble  de  aquel  tipo. 

G. — Tasaciones  de  proyectos  de  loboreo  de  minas,  de  metalur- 
gia, de  motores,  de  caminos  mineros  y  de  toda  clase  de  cons- 
trucciones; según  el  importe  del  presupuesto,  desde  200  pesetas 
como  tarifa  menor,  á  1.500  pesetas  cuando  pase  de  2.500.000  pe- 
setas. 

"H,,— Copias  de  planos  de  demarcación  y  de  grupos  mineros  y 
otros  análogos:  hasta  20  hectáreas,  20  pesetas;  de  21  á  100,  por 
cada  una  más  de  20,  0,25  pesetas  por  hectárea;  de  100  en  ade- 
lante, por  cada  una  más  de  100,  pesetas  0,50  por  hectárea. 

1.— Tasaciones  de  minas,  salinas,  canteras,  escoriales,  cami- 
nos mineros;  fábricas,  edificios,  máquinas,  instalaciones  y  apa- 
ratos minero-metalúrgicos;  minerales,  metales  y  productos  in- 
termedios: según  el  importe  de  la  tasación,  en  los  cinco  prime- 
ros casos,  desde  el  1  por  100,  á  0,20,  cuando  pasan  de  2.000.000 
de  pesetas;  en  los  cinco  segundos  casos,  desde  0,50  por  100, 
á  0,20,  cuando  pasan  de  los  2.000.000  de  pesetas,  y  en  los  tres 
últimos  casos  desde  0,35  por  100,  á  0,(©,  cuando  pasan  de  los 
2.000.000  de  pesetas. 
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J.— En  los  casos  no  previstos  se  procederá  prudencialmente, 
asimilándolos  al  de  los  comprendidos  en  la  Instrucción  con  el 
•que  guarde  más  analogía. 

El  percibo  de  los  gastos  materiales  se  verificará  previa  pre- 
sentación de  una  cuenta  de  los  mismos,  formada  con  los  debi- 
dos justificantes,  y  entre  ellos  la  nómina  del  personal  ocupado 
en  los  trabajos,  firmada  por  el  ingeniero  de  ellos  encargado. 

En  todos  los  casos  se  formará  previamente  un  presupuesto  de 
los  gastos  de  todas  clases  que  deban  satisfacerse  por  las  corpo- 
raciones, empresas  ó  particulares.  El  jefe  de  la  dependencia,  ó 
«1  individuo  á  quien  se  hubiese  encomendado  el  traba^jo,  remi- 
tirá el  presupuesto  á  los  interesados,  para  que  presten  su  con- 
formidad ó  hagan  las  reclamaciones  que  estimen  oportunas;  en 
caso  de  no  aceptarse  por  el  jefe  de  la  dependencia  ó  por  el  indi- 
viduo encargado  del  trabajo  las  observaciones  hechas  al  presu- 
supuesto,  lo  elevarán  con  su  informe  á  la  Dirección  general. 
Una  vez  aprobado  dicho  presupuesto,  los  interesados  entrega- 
rán su  importe  al  pagador  ó  habilitado  respectivo,  el  cual  ren- 
dirá las  cuentas  correspondientes  después  de  terminado  su  en- 
cargo, devolviendo  el  sobrante  si  lo  hubiere. 

Por  último,  el  carácter  de  «indemnización»  que  en  las  últimas 
instrucciones  se  ha  dado  á  las  remuneraciones  ó  dietas  que  per- 
cibe el  personal  facultativo  de  Minas,  ha  dado  lugar  á  la  Real 
orden  de  20  de  Mayo  de  1904  del  Ministro  de  Hacienda,  decla- 
rando con  carácter  general  que  las  indemnizaciones  á  los  inge- 
nieros de  Minas  por  el  servicio  de  demarcación  están  sujetas  al 
descuento  del  12  por  100. 

Instmecioiies  para  la  tramitaeién  de  expedUentes 
«B  los  distritos  mineros.— En  22  de  Diciembre  de  1904,  y 
por  circular  de  la  Dirección  de  Agricultura,  Industria  y  Comer- 
cio á  las  Jefaturas  de  Minas  de  los  distritos,  se  dictan  reglas 
para  la  tramitación  de  los  expedientes,  de  conformidad  con  lo 
propuesto  por  la  Inspección  general  y  por  el  Consejo  de  Minería. 

Para  corregir  defectos  que  en  el  servicio  de  los  distritos  se 
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venían  notando,  y  á  fin  de  que  en  todos  ellos  se  procediera  con 
la  uniformidad  debida,  ajustándose  fielmente  al  espíritu  y  letra 
de  las  disposiciones  vigentes,  se  estimó  la  necesidad  de  hacer 
á  los  ingenieros  afectos  á  los  distritos  las  prevenciones  si- 
guientes: 

1.*  Para  la  inscripción  de  los  registros  en  el  libro  talonario- 
debe  seguirse  con  todo  rigor  el  orden  correlativo  de  su  presen- 
tación, sin  que  en  ningún  caso  se  anote  en  dicho  libro  uno  más 
moderno  antes  que  otro  más  antiguo,  y  sin  que  pueda  sancio- 
narse la  viciosa  costumbre,  en  muchas  oficinas  adoptada,  de 
dar  por  presentados  en  un  mismo  día,  hora  y  minuto  dos  & 
más  registros,  aunque  estos  figuren  hechos  por  un  solo  y  misma 
interesado. 

Es  preciso  tener  muy  presente  que,  siendo  la  prioridad  de  la 
presentación  de  un  registro  lo  que  en  minería  da  derecho  pre- 
ferente á  la  concesión,  la  exactitud  en  este  punto  es  absoluta- 
mente indispensable,  y  su  observancia  no  puede  mirarse  con 
indiferencia,  ni  siquiera  en  el  caso  en  que  es  un  mismo  particu- 
lar quien  presenta  varias  instancias;  porque  aunque  de  mo^ 
mentó  y  á  primera  vista  parezca  que  ninguna  tercera  persona 
se  interesa  en  el  acto  y  ningún  perjuicio  ha  de  inferirse  á  de- 
rechos ajenos  con  la  inscripción  simultánea  de  las  expresada» 
instancias,  puede  muy  bien  suceder,  y  sucede  muchas  veces  en 
la  práctica,  que,  por  cualquier  clase  de  convenios  públicos  ó 
privados,  tengan  alguna  participación  en  los  registros  otras 
personas  además  de  la  que  oficialmente  figura  como  registrador, 
y  que  estas  personas  no  sean  las  mismas  para  todos  ellos;  aparte 
de  que  los  resguardos  de  presentación  que  por  las  oficinas  en 
tal  caso  se  expiden  pueden,  como  cualquier  otro  documento 
representativo  de  un  derecho  real  ó  presunto,  ser  objeto  de  ne- 
gociación antes  de  terminarse  la  instrucción  del  respectivo  expe- 
diente, pasando  entonces  á  ser  propiedad  de  diferentes  interesa- 
dos los  registros  que  en  un  principio  figuraban  á  nombre  de  un 
peticionario  único.  En  cualquiera  de  estos  casos,  y  si,  por  la 


Digitized  by 


Google 


contraposición  de  intereses,  surgieran  más  adelante  cuestiones 
acerca  de  la  prioridad  en  la  presentación  y,  en  su  consecuencia, 
de  la  prioridad  de  derecho,  es  evidente  que  podrían  resultar 
insolubles  estas  cuestiones  por  los  defectos  d^  inscripción  ya 
señalados. 

Por  otra  parte,  y  si  bien  se  mira,  estas  inscripciones  que  figu- 
ran hechas  en  un  mismo  día,  hora  y  minuto  envuelven  en  el 
fondo  una  falsedad,  porque  el  oficial  encargado  de  recibir  las 
instancias  y  anotar  el  momento  y  la  fecha  de  su  presentación, 
extendiendo  á  renglón  seguido  el  resguardo  provisional  que  les 
corresponde,  no  puede  hacer  estas  operaciones  simultáneamente 
con  respecto  á  dos  ó  más  instancias.  El  oficial  no  puede  ni  debe 
recibirlas  instancias  sino  una  á  una,  aunque  vengan  de  una  sola 
mano;  y  como  para  extender  la  diligencia  de  presentación  y 
librar  el  resguardo  provisional  algún  tiempo,  por  corto  que  sea, 
se  requiere,  de  aquí  que,  procediendo  en  este  asunto  con  la 
extrema  precisión  que  la  formalidad  y  trascendencia  del  acto 
imponen,  nunca  pueden  aparecer  presentados  é  inscritos  en 
igual  hora  y  minutos  de  un  mismo  día  dos  ó  más  registros  dis- 
tintos. 

Y  de  todos  modos,  si  por  desconocerse  ú  olvidarse  estas  no- 
ciones en  las  oficinas  de  los  Gobiernos  civiles  se  repitiese  el  caso 
de  incurrir  en  faltas  semejantes,  no  debe  la  jefatura  del  distrito 
hacerse  solidaria  de  ellas,  continuando  las  inscripciones  en  el 
libro  talonario  en  igual  forma  que  expresan  los  resguardos  pro- 
visionales por  aquéllas  expedidos,  sino  que  debe  rectificar  el 
yerro  cometido  y  anotar  los  registros  por  riguroso  orden  de  pre- 
lación  referido  al  momento  exacto  de  la  presentación  de  cada 
una  de  las  instancias,  después  de  reclamar  de  las  expresadas 
oficinas  toda  clase  de  aclaraciones  respecto  á  lo  que  dichos  res- 
guardos provisionales  puedan  ofrecer  de  vago,  confuso  ó  du- 
doso, teniendo  en  cuenta  que  no  porque  provengan  del  registro 
de  entrada  de  un  Gobierno  civil  las  faltas  de  referencia  queda 
libre  de  toda  responsabilidad  la  jefatura  del  distrito,  si  no  las 
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enmienda,  con  tanto  mayor  motivo  cuanto  que  el  resguardo 
xpide  es  definitivo,  mientras  que  el  que  se  entrega  en 
10  de  provincia  tiene  sólo  el  carácter  de  provisional, 
almenre  cuidarán  los  jefes  de  las  respectivas  oficinas 
¡ngan  exacto  cumplimiento  las  demás  prescripciones 
íiento  relativas  á  la  inscripción  de  registros  en  el  libro 

procurando  ajustarse  al  modelo  oficial,  sin  omitir 
ie  los  datos  que  en  todo  registro  se  juzguen  esenciales, 
do  además  el  sello  de  la  oficina  en  su  lugar  correspon- 
ívitando  en  lo  posible  enmiendas  y  raspaduras,  á  las 
íaso  de  ser  indispensables ,  ningún  valor  puede  atri- 

si,  como  en  algún  punto  se  ha  observado,  se  descuida 
larlas  al  final  por  medio  de  nota  aclarativa. 
'  también  precepto  reglamentario,  no  puede  prescin- 
lontinuar  en  las  hojas  de  inscripción  de  los  registros 
ion  de  los  trámites  principales  é  historial  de  los  expe- 
íspectivos;  y  para  estampar  el  número  de  orden  en  la 
agina  de  las  solicitudes,  cuyo  número  debe  escribirse 

no  en  guarismo,  y  nunca  con  lápiz,  como  de  ello  se 
Igún  ejemplo,  ha  de  tenerse  presente  que,  debiendo  ser 
3ro  el  mismo  que  dichas  solicitudes  lleven  en  el  libro 
,  corresponde  esta  operación  á  los  ingenieros  jef^s  en 
les  que  son  cabeceras  de  lo^  distritos,  y  á  las  Secreta- 
B  Gobiernos  civiles  en  las  provincias  agregadas, 
imo,  siendo  el  talón  un  documento  personal  que  acre- 
recho  adquirido  por  el  registrador  con  la  presentación 
ro,  sólo  al  mismo  registrador  ó  á  su  legítimo  represen- 
onocido  tai  en  el  expediente,  mediante  la  exhibición 
•itura  de  poderes,  puede  entregarse  dicho  talón;  y  el 
quien  lo  recoja  ha  de  figurar  precisamente  en  la  matriz 
L  correspondiente,  al  lado  de  la  firma  del  jefe  que  auto- 
3cripción. 
las  oficinas  en  que  se  ha  hecho  notar  lo  defectuoso  de 

que  se  llevan  para  anotar  los  títulos  de  propiedad  de 
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minas  que  se  van  expidiendo,  se  procederá  á  renovarlos  ó  refor- 
marlos, estableciendo  en  ellos  el  siguiente  encasillado: 

Número  de  orden  del  título.  — Fecha  del  otorgamiento  (día, 
mes,  año).— Numero  de  orden  del  expediente.— Nombre  de  la 
mina.— Clase  del  mineral.— Superficie.— Término  municipal.— 
Sitio  en  que  radica. —  Concesionario.— Vecindad.  — Caduci- 
dad.—Su  causa.— Fecha  del  decreto.— Observaciones. 

Estos  libros  deben  llevar  indispensablemente,  al  frente  ó  al 
final,  un  índice  alfabético,  para  su  fácil  consulta. 

4.*  Para  los  resguardos  de  entrega  del  5  por  100  de  los  depó- 
sitos y  de  las  cartas  de  pago  representativas  del  95  por  100  res- 
tante, á  que  se  refiere  el  reglamento,  conviene  que  se  manden 
formar,  en  las  oficinas  donde  esta  práctica  no  se  halle  aún  esta- 
blecida, libros  talonarios,  y  mejor  doble  talonarios,  con  objeto 
de  entregar  un  talón  al  interesado  y  unir  el  otro  al  expediente 
de  su  referenpia. 

Disponiendo  asimismo  el  reglamento  que  la  entrega  del  5 
por  100  se  verifique  en  el  momento  de  la  presentación  de  las  so- 
licitudes, el  libro  correspondiente  deberá  llevarse,  en  todos  los 
casos,  por  las  Secretarías  de  los  Gobiernos  civiles,  y  el  de  los 
resguardos  de  las  cartas  de  pago  se  llevará  por  las  mismas  ó 
por  las  Jefaturas  de  los  distritos,  según  sea  la  oficina  en  que  di- 
chos documentos  se  presenten. 

5.*  No  hay  que  omitir,  al  pie  de  los  edictos  de  publicación  de 
registros,  las  certificaciones  que,  á  la  par  que  den  testimonio  de 
si  se  han  presentado  ó  no  reclamaciones,  acrediten  su  exposi- 
ción al  público  durante  el  plazo  reglamentario.  Para  los  edictos 
que  se  exponen  en  las  capitales  se  tendrá  presente  que  estas 
certificaciones  deben  librarse  por  el  Ingeniero  Jefe,  si  la  capital 
es  cabecera  de  distrito,  ó  por  la  Secretaría  del  Gobierno  civil, 
con  el  V.°  B.**  del  Gobernador,  si  pertenece  á  alguna  provincia 
agregada;  y  para  los  que  se  exponen  en  los  pueblos,  por  el  se- 
cretario del  Ayuntamiento,  con  el  V.°  B.**  del  Alcalde. 

Siendo,  además,  muy  general  el  hecho  de  proceder  á  la  de- 
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oGLarcación  de  una  mina  y  proseguir  la  instrucción  de  un  expe- 
liendo caso  omiso  de  la  devolución  de  los  edictos  por 
es,  debe  advertirse  que,  para  que  en  un  expediente 
retarse  la  demarcación  y  practicarse  la  misma,  des- 
írminado  el  plazo  señalado  para  la  información  pú-, 
siso  es  que  esta  información  pública  esté  completa;  y 
desde  el  momento  en  que  falta  en  el  expediente  el 
s  edictos  que  debieron  exponerse  en  las  Alcaldías  de 
ivos  Municipios,  puesto  que  esta  falta  deja  en  la  obs- 
)s  hechos  tan  esenciales,  y  que  es  de  rigor  se  bagan 
aquél  debidamente,  como  son:  la  exposición  al  pu- 
la cual  adolecería  de  vicio  de  nulidad  todo  lo  que  pos- 
te se  actuara;  y  la  existencia  ó  ausencia  de  reclama- 
rcunstancia  que,  como  es  sabido,  imprime  muy  dis- 
bo  á  la  tramitación  de  los  expedientes, 
endo,  pues,  dar  un  paso  más  ningún  expediente  hasta 
mismo  se  encuentre  completa  la  documentación  refe- 
íríodo  de  información  pública,  no  han  debido  ni  deben 
la  firma  de  los  Gobernadores  decretos  de  demarcación 
mtes  que  carezcan  de  los  edictos  que  han  de  haber 
estos  en  los  pueblos,  débase  ó  no  esta  omisión  á 
í  resistencia  pasiva  de  los  alcaldes,  pues  contra  faltas 
s  pueden  los  jefes  proponer,  y  los  Gobernadores  orde- 
posición  de  las  penalidades  que  la  ley  Municipal  es- 
i  su  capítulo  II,  hasta  conseguir  que  las  órdenes  de 
>r  autoridad  gubernativa  de  la  provincia  sean,  según 
de,  cumplidamente  acatadas. 

idiendo  á  que  el  reglamento  para  el  régimen  de  la 
stablece  que  los  expedientes  han  de  formarse  con  los 
os  originales  y  nunca  con  copias  más  ó  menos  auto- 
L  inclusión  de  minutas  en  los  mismos  para  acreditar 
e  comunicaciones  á  cualesquiera  entidades  públicas 
ares,  en  ningún  modo  puede  estimarse  procedente, 
sustituirse  dichas  minutas  por  diligencias  en  que  se 


Digitized  by 


Google 


—  317  - 

hagan  constar  convenientemente  los  extremos  á  que  aquéllas 
se  contraigan. 

7.*  Para  admitir  como  representante  de  un  registrador  á 
una  tercera  persona,  no  basta  que  en  la  oficina  en  que  el  expe- 
diente se  instruye  se  tenga  noticia  de  la  existencia  del  poder 
legal  correspondiente,  ni  siquiera  que  este  documento  se  halle 
depositado  en  la  misma  oficina,  sino  que  es  preciso  que  en  cada 
caso  se  haga  constar  en  el  propio  expediente  y  en  debida  forma 
la  presentación  de  dicha  escritura,  á  no  convenir  el  interesado 
en  que  se  una  á  éste  el  original. 

8.*  Puesto  ya  en  vigor  el  nuevo  reglamento,  es  requisito 
indispensable  en  adelante,  para  que  el  Gobernador  decrete  la 
admisión  ó  no  admisión  de  un  registro,  que  esta  providencia  le 
sea  propuesta  por  el  jefe  del  distrito  ó  por  el  secretario  del  Go- 
bierno civil  en  su  caso;  y  en  su  virtud,  los  funcionarios  respon- 
sables de  la  tramitación  de  los  expedientes  en  las  provincias 
tendrán  presente  la  citada  prescripción,  no  omitiendo  exten- 
der, en  su  lugar  y  tiempo,  como  en  algunas  de  las  oficinas  visi- 
tadas ha  dejado  de  hacerse,  el  informe  ó  la  nota  correspondiente. 

No  puede,  sin  embargo,  proponerse  al  Gobernador,  y  esta 
autoridad  decretar,  la  admisión  definitiva  de  un  registro,  ni 
procede  la  publicación  de  éste  por  edictos,  ínterin  no  se  hayan 
cumplido  por  el  interesado  las  formalidades  y  obligaciones  que 
respecto  á  la  constitución  de  depósitos  le  impone  el  reglamen- 
to, debiendo  reputarse  como  viciosa  la  práctica  que,  en  ocasio- 
nes, se  ha  seguido  en  alguna  oficina,  de  expedir  semejantes 
decretos  y  hacer  las  aludidas  publicaciones  antes  de  que  cons- 
tara entregada,  en  los  expedientes,  la  oportuna  carta  de  pago. 

9.^  Teniendo  en  cuenta  la  falta,  en  los  expedientes,  de  mu- 
chos edictos  de  publicación  de  registros,  según  ya  se  ha  dicho, 
así  como  el  retardo  en  la  aparición  de  los  mismos  en  los  Bole- 
tines Oficiales,  y  obedeciendo  al  principio  de  que  en  todo  expe- 
diente minero  han  de  constar,  en  la  forma  que  corresponda, 
cuantos  trámites  se  realizan  en  cumplimiento  de  la  ley  y  el 
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reglamento,  no  debe  prescindirse  de  continuar  siempre,  en  su 
lugar  oportuno,  por  el  jefe  de  la  oficina  encargada  de  su  ins- 
trucción, una  diligencia  que  exprese  por  modo  explícito  la 
fecha  en  cpie  se  extienden  y  remiten  á  sus  diversos  destinos  los 
edictos  de  que  se  trata.  De  esta  suerte  se  deslindan  convenien- 
temente las  responsabilidades  que  á  unos  y  á  otros  tal  vez 
alcancen,  y  se  pone  de  manifiesto  á  qué  centro  ó  entidad  es 
imputable  cualquier  falta. 

10.  De  todos  los  Boletines  Oficiales  en  que  aparecen  edictos 
ó  anuncios  oficiales  relativos  á  la  tramitación  de  un  expediente 
deben  unirse  al  mismo,  como  comprobantes,  los  ejemplares 
correspondientes.  La  omisión  de  este  requisito  implica  respon- 
sabilidad para  el  jefe  de  la  oficina;  y  esta  responsabilidad  na 
se  desvanece  porque,  como  en  alguna  ocasión  se  ha  alegado, 
los  empleados  del  Gobierno  civil  se  resistan  á  la  entrega  de 
dichos  ejemplares,  procediendo,  en  tal  caso,  recordar  á  aque- 
llos funcionarios  el  cumplimiento  de  la  orden  circular  dirigida 
á  los  gobernadores  por  la  Dirección  general  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio  en  21  de  Agosto  de  1901,  y  en  la  cual  se 
ordena  facilitar  desde  luego  y  sin  excusa  alguna  á  la  Jefatura 
del  Distrito  minero  «el  número  de  ejemplares  que  ésta  señale 
como  suficiente  para  llenar  esta  necesidad  legal  y  para  que 
resulte  el  sobrante  de  algunos  números  para  casos  imprevistos 
que  requieran  esta  justificación.» 

De  no  ser  atendida  esta  reclamación,  les  queda  á  los  ingenie- 
ros jefes  el  recurso  de  acudir  en  queja  á  la  Dirección  general;  y 
para  no  dilatar  la  instrucción  de  los  expedientes,  pueden  tam- 
bién, en  los  casos  á  que  se  contrae  el  reglamento,  sustituir  los 
referidos  ejemplares  por  diligencias  en  que  se  haga  constar  la 
causa  que  impide  acompañarlos,  y  el  número,  día,  mes  y  aña 
del  Boletín  que  por  la  misma  diligencia  venga  á  suplirse. 

11.  Es  precepto  terminante  del  reglamento  que,  de  toda  opo- 
sición presentada  á  un  registro,  se  ha  de  dar  vista  al  interesada 
para  que  la  conteste,  como  también  que  las  resoluciones  que 


Digitized  by 


Google 


-i  329  — 

en  expedientes  que  se  hallen  en  este  caso  dicte  el  Gobernador 
han  de  publicarse  en  el  Boletín  Oficial,  con  relato  de  sus  ante- 
cedentes. Ninguno  de  estos  trámites,  por  lo  tanto,  puede  omi- 
tirse sin  faltar  abiertamente  al  reglamento;  y  las  Jefaturas  de 
Distrito  ó  las  Secretarías  de  los  Grobiemos  civiles  que  en  alguna 
ocasión  descuidaron  llenar  cualquiera  de  ellos,  procurarán  no 
reincidir  de  hoy  más  en  tan  graves  omisiones,  evitando  respon- 
sabilidades que  pudieran  serles  exigidas. 

Deberán  tener  presente,  además,  que  el  relato  de  anteceden- 
tes que  ha  de  contener  la  resolución  gubernativa  no  puede  li- 
mitarse á  la  exposición  escueta  de  los  pasos  que  ha  dado  el  ex- 
pediente hasta  llegar  al  trámite  en  que  se  encuentra,  sino  que 
á  la  relación  razonada  de  los  hechos  y  los  argumentos  aducidos 
en  la  controversia  han  de  acompañar  las  consideraciones  y  los 
fundamentos  de  derecho  en  que  semejante  resolución  se  apoya. 

Precisa,  finalmente,  advertir  que,  aun  cuando  del  contenido 
del  reglamento  cabe  deducir  que  no  siempre  es  necesario  el  in- 
forme del  Ingeniero  Jefe  para  resolver  un  expediente  con  oposi- 
ciones, ó  por  lo  menos  que  es  potestativo  del  Gobernador  el 
ordenar  este  trámite,  no  hay  que  perder  de  vista  el  doble  carác- 
ter con  que  hoy  día  interviene  aquel  funcionario  en  la  instruc- 
ción de  los  expedientes,  esto  es,  como  jefe  técnico  y  como  jefe 
administrativo,  sustituyendo  á  los  jefes  de  las  antiguas  Seccio- 
nes de  Fomento  en  las  cabeceras  de  los  distritos.  En  este  último 
concepto  es  evidente  que  no  puede  dejar  de  proponer  por  nota 
á  la  autoridad  gubernativa,  como  cualquier  otro  Jefe  de  Nego- 
ciado administrativo,  la  resolución  que  estime  pertinente;  y 
siendo  así,  el  informe  previo  del  Ingeniero  Jefe  para  esta  clase 
de  resoluciones  en  todos  los  expedientes  que  se  instruyen  bajo 
su  dirección,  es  imprescindible. 

12.  No  debe  tenerse  en  olvido,  como  se  observa  en  algunos 
distritos,  lo  preceptuado  en  los  reglamentos,  general  para  el 
régimen  de  la  minería,  y  el  de  la  Administración  de  los  impues- 
tos sobre  la  propiedad  minera,  que  ordena  á  los  ingenieros  jefes 
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siempre  que  se  soliciten  minas  de  hierro  ó  de  combustibles 
rales,  informen  concretamente  sobre  la  procedencia  de  ser 
ídidas  bajo  alguna  de  estas  denominaciones. 

Consignándose  á  disposición  del  Gobernador  de  laprovin- 
)s  depósitos  hechos  por  los  particulares  para  la  tramitación 
)s  expedientes,  sólo  por  orden  de  la  expresada  autoridad 
en  extraerse  de  los  mismos  las  cartas  de  pago  y  realizarse 
depósitos.  No  pueden,  pues,  desaparecer  estas  cartas  de 
de  los  expedientes  sin  formalidad  ninguna,  como  de  ello 
ejemplos,  ni  basta  estampar  en  aquéllos,  como  se  han  visto 
ién  casos,  una  diligencia  por  la  que  sencillamente  se  haga 
ar  el  desglose,  sino  que  es  preciso  que  á  esta  diligencia 
da  un  decreto  del  Gobernador  mandando  separar  de  dichos 
lientes  las  expresadas  cartas  de  pago  y  levantar  los  depó- 
,  para  con  su  importe  hacer  pago  de  las  cuentas,  previa- 
e  por  él  mismo  aprobadas. 

A  fin  de  que  lo  prescrito  por  el  reglamento,  así  como  lo 
lesto  por  la  Real  orden  del  Ministerio  de  Hacienda  de  8  de 
3re  de  1900,  tenga  el  debido  cumplimiento,  la  formalidad 
la  de  llevarse  para  la  entrega  de  los  títulos  de  propiedad 
de  extender,  á  continuación  de  los  mismos  títulos,  una 
jncia  consignando  la  fecha  en  que  dicha  entrega  se  verifica, 
diligencia  ha  de  ir  firmada,  á  un  tiempo,  por  el  jefe  y  por 
icesionario.  La  misma  diligencia  se  repetirá  en  la  minuta 
tulo  que  queda  unida  al  expediente,  á  fin  de  que  conste 
este  trámite,  como  es  de  esencia. 

a  formalidad,  desconocida  en  todos  los  distritos,  no  puede 
lirada  con  indiferencia,  toda  vez  que,  sirviendo  la  fecha 
sada  para  computar  el  plazo  dentro  del  cual  los  títulos 
le  presentarse  en  las  oficinas  de  Liquidación  de  derechos 
;,  es  necesario  que  este  dato  conste  de  un  modo  fehaciente 
mismo  título,  para  gobierno  de  las  expresadas  oficinas. 
Para  poner  en  regla  el  gran  número  de  expedientes  que 
Dontraban  en  falta,  respecto  al  plazo  que  el  reglamento. 
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para  el  régimen  de  la  minería  concede  al  ingeniero  comisionado 
para  practicar  la  demarcación,  ó  del  que  para  la  expedición  de 
los  títulos  de  propidad  señalan  el  mismo  reglamento  y  la  ley  y 
reglamento  sobre  impuestos  mineros,  es  indispensable  consig- 
nar en  ellos,  por  diligencia,  las  causas  que  han  producido  el  re- 
traso, decretándose  además,  por  el  Gobernador,  la  prórroga  de 
los  plazos  correspondientes. 

16.  Los  jefes  del  distrito  han  de  fijar  de  una  manera  especial 
su  atención  en  las  deficiencias  de  que  muchas  actas  de  demar- 
cación adolecen,  teniendo  muy  presentes  las  prescripciones  del 
reglamento. 

Al  efecto,  y  para  corregir  defectos  varios  que  en  uno  ú  otro 
distrito  se  han  notado,  será  preciso  que,  respetando  cual  corres- 
ponde las  referidas  prescripciones,  se  atengan  los  jefes  á  las  re- 
glas siguientes,  que  cumplirán  y  harán  cumplir: 

Primera.  Los  testigos  que  han  de  concurrir  á  la  operación 
han  de  ser  en  número  de  dos,  conforme  dispone  el  mismo  re- 
glamento, y  están  afectadas  de  nulidad  las  actas  que  se  extien- 
dan ó  hayan  extendido  por  la  concurrencia  de  un  sólo  testigo. 
Debe  hacerse  constar  siempre,  además,  la  vecindad  de  éstos 
testigos. 

Segunda.  Aparte  de  la  citación  que  anticipadamente  y  para 
que  asistan  al  acto  ha  de  dirigirse  á  los  dueños,  representantes  ó 
encargados  de  las  minas  y  los  registros  colindates,  los  ingenie- 
ros no  pueden  prescindir  de  consignar  en  el  acta,  en  el  caso  de 
que  aquéllos  dejaran  de  asistir,  el  requerimiento  que  al  propio 
efecto  habrán  hecho  sobre  el  terreno  á  los  capataces  ó  encar- 
gados de  los  trabajos,  ó  bien,  la  imposibilidad  en  que  se  han 
encontrado  de  practicar  esta  diligencia  por  no  encontrar  en  el 
sitio  persona  alguna  á  quien  poder  dirigirse  siempre  que  esto 
último  ocurra. 

Tercera.  Es  también  ineludible  la  obligación  de  expresar  en 
el  acta  la  clase  de  mineral  que  ha  de  explotarse,  las  condicio-' 
nes  del  criadero  y  la  formación  geológica  á  que  corresponda  el 
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terreno.  Si  el  criadero  no  estuviese  descubierto,  habrá  de  ma^ 
*"    "  rse  esta  circunstancia,  para  legitimar  la  falta  de  su  des- 
n,  pero  nunca  podrá  pasarse  este  punto  en  silencio,  sin 
Lción  alguna. 

ta.  Se  requiere  mayor  precisión  de  la  que  ordinariamen- 
nplea  para  indicar  los  sitios  en  que  se  colocan  las  esta- 
biendo  expresarse  con  toda  claridad  si  el  terreno  es  co- 
»  de  dominio  público  ó  de  propiedad  privada,  y  en  este 
caso,  agregar  el  nombre  del  dueño  ó  la  denominación 
con  que  dicho  terreno  es  conocido  en  la  localidad,  como 
n  si  está  yermo,  ó  se  halla  destinado  á  bosque,  viñedo, 
de  labor,  etc.,  no  omitiendo  ningún  detalle  que  en  todo 
pueda  dar  á  conocer  perfectamente  aquellos  sitios. 
10  menos  puede  tolerarse  que  se  sustituyan  arbitraria- 
estas  indicaciones,  cuando  el  caso  se  presenta  por  la  de 
las  que  en  aquellos  puntos  resultan  ser  colindantes,  con- 
ado  lastimosamente  datos  de  muy  diversa  índole,  de  nin- 
ie  los  cuales  ciertamente  debe  prescindirse;  pero  que  han 
recer  distinta,  bien  que  simultáneamente  expresados,  su- 
que  los  unos  sirven  para  localizar  la  mina  en  la  super- 
los  otros  en  el  subsuelo. 

para  llegar  á  la  descripción  exacta  y  minuciosa  de  la  ope- 
practicada,  no  basta  que  á  la  indicación  del  sitio  de  la 
cié  se  añada,  como  debe  añadirse,  la  del  mojón  ó  de  la 
le  la  mina  colindante  sobre  que  insiste  la  estaca,  sino 
nviene  además  explicar  en  párrafo  aparte,  conforme  es 
en  el  modelo  que  acompaña  á  la  circular  dictada  por  la 
ion  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  en  ^ 
rero  de  1863,  los  rumbos  según  los  cuales  se  encuentran 
íias  colindantes  y  las  longitudes  en  que  por  cada  uno  de 
3  tocan;  no  olvidando,  además,  señalar  las  minas  que  re- 
próximas  por  uno  ú  otro  de  dichos  rumbos, 
ita.  Al  consignar  el  valor  de  la  declinación  de  la  aguja 
tica,  no  puede  prescindirse  de  manifesiar  en  todos  los 
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casos  la  lín^a  raeridiana  sobre  que  dicha  declinación  se  ha  de- 
terminado, ni  la  fecha  en  que  se  ha  practicado  la  operación, 
requisitos  todos  que  expresamente  exige  el  reglamento,  y  de 
ninguno  de  los  cuales  cabe  hacer  caso  omiso,  si  ha  de  poder 
replantearse  con  entera  exactitud  más  adelante  la  demarcación 
practicada,  y  conocerse,  sin  el  menor  asomo  de  duda,  la  verda- 
dera posición  de  la  mina  concedida. 

17.  Otro  de  los  defectos  en  que,  con  sobrada  frecuencia,  se 
incurre  en  las  operaciones  de  demarcación,  es  el  de  tomar  para 
ello  puntos  de  partida  que  se  hallan  fuera,  y  muy  distantes  á 
veces,  del  perímetro  de  las  concesiones. 

Esta  práctica  debe  reputarse  como  viciosa  y  contraria  al  es- 
píritu de  la  legislación  vigente.  El  punto  de  partida,  en  efecto, 
forma  parte  integrante  de  la  concesión  á  que  se  refiere,  y  es, 
entre  todos,  el  más  importante  de  cuantos  se  señalan  sobre  el 
terreno  al  practicar  la  demarcación,  deduciéndose  de  aquí  lógi- 
camente lo  absurdo  de  tomarlo  fuera  del  perímetro,  y  tal  vez 
dentro  de  otras  concesiones. 

En  la  antigua  legislación,  este  punto  era  aquel  en  que  se 
abrían  las  primeras  labores,  en  que  se  practicaba  la  llamada 
labor  legal;  era,  por  consiguiente,  un  punto,  no  sólo  compren- 
dido en  la  concesión,  sino  que  de  ella  formaba  parte  principal. 
Y  aunque,  con  el  advenimiento  de  la  legislación  moderna,  al 
publicarse  el  decreto-Bases  de  29  de  Diciembre  de  1868,  haya 
desaparecido  el  concepto  de  labor  legal  respecto  al  punto  de 
partida,  y  resoluciones  posteriores  hayan  autorizado  que  pueda 
tomarse  cualquier  otro  como  tal,  aunque  no  haya  en  él  labor 
ninguna  ni  mineral  descubierto,  no  se  encontrará  una  sola  en 
que  explícitamente  se  autorice  para  designar  tales  puntos  fuera 
del  perímetro  de  las  concesiones;  ni  se  comprende  tal  aberra- 
ción, pues  entonces  vendría  á  confundirse  por  modo  lamenta- 
ble la  significación  de  punto  de  partida  (punto  intrínseco  de 
una  concesión,  desde  el  cual  se  parte  para  formar  el  circuito 
de  la  misma)  con  las  de  los  puntos  de  referencia  (puntos  con 
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los cuales  se  relaciona  exteriormente  el  perímetro  de  la  propia 
concesión). 

Mas  si  esta  práctica  no  está  autorizada,  como  se  ha  dicho, 
por  ninguna  disposición  legal,  existe,  en  cambio,  la  Real  orden 
de  16  de  Octubre  de  1884  dictando  reglas  para  la  renuncia  de 
pertenencias,  en  la  cual  explícitamente  se  prescribe  que  las 
pertenencias  que  queden  subsistentes  se  demarcarán  «sirvién- 
dose del  mismo  punto  de  partida  de  la  anterior  demarcación, 
ó  relacionando  con  él  el  que  nuevamente  se  elijay^;  de  cuyo  con- 
texto bien  claramente  se  desprende  la  precisión  que,  en  alguno 
de  estos  casos,  puede  haber  de  cambiar  el  punto  de  partida, 
precisión  que  no  puede  resultar  más  que  del  hecho  de  quedar 
dicho  punto  fuera  del  nuevo  perímetro,  pues,  de  admitirse  la 
posibilidad  de  que  subsista  como  tal  punto  de  partida  en  seme- 
jante situación,  holgaba  toda  resolución  respecto  del  particular. 

La  única  condición  que,  para  tales  casos,  impone  la  Real 
orden  citada  es  la  de  que  se  relacione  el  nuevo  punto  con  el 
antiguo,  lo  que  puede  hacerse  por  medio  de  una  visual,  en 
rumbo  y  distancia,  ó  bien,  si  el  terreno  no  se  presta  á  ello,  por 
un  itinerario  que  mutuamente  los  enlace,  calculando  luego  las 
coordenadas  rectangulares;  y  esta  condición  es  la  que  los  inge- 
nieros deberán  cumplir  siempre  que  se  consideren  en  el  caso 
de  rectificar  una  designación  que  adolezca  del  defecto  que  se 
ha  señalado  y  no  contenga  otros  vicios  que  la  invaliden. 

18.  Más  que  una  facultad  concedida  á  los  ingenieros,  es  una 
obligación  que  el  reglamento  les  impone  la  de  rectificar  las  de- 
signaciones hechas  por  los  interesados,  á  fin  de  evitar  la  forma- 
ción de  espacios  francos  que  sean  insuficientes  para  contener 
una  concesión  regular;  y  en  su  consecuencia  se  hallan  aquéllos 
en  el  deber,  siempre  que  el  caso  se  presente,  de  utilizar  la  expre- 
sada facultad,  con  arreglo  al  reglamento,  estén  ó  no  conformes 
en  ello  los  interesados,  sin  que  puedan  considerarse  autorizados 
para  usar  ó  prescindir  de  ella  á  su  libre  arbitrio. 

19.  Al  igual  que  se  ha  dicho  para  las  actas  de  demarcación, 
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las explicaciones  de  los  planos,  que  no  son  sino  un  resumen  del 
contenido  de  aquéllas,  deben  presentar  ordenada  y  distinta- 
mente cuantos  datos  exige  el  modelo  oficial  á  que  se  hallan  su- 
jetas. Así,  pues,  en  la  casilla  destinada  á  anotar  los  sitios  de  los 
mojones  deberá  expresarse,  mojón  por  mojón,  el  lugar  que  éstos 
ocupan  en  la  superficie  del  terreno,  describiéndolo  con  la  misma 
precisión  que  para  las  actas  anteriormente  se  ha  recomendado, 
sin  que  esta  indicación  pueda,  en  ningún  caso,  sustituirse  por 
la  de  la  mina  que  en  alguno  ó  algunos  de  dichos  puntos  resulte 
acaso  ser  colindante,  pues  para  ello  existe  ya  la  casilla  inme- 
diata, al  efecto  exclusivamente  destinada;  y  en  cuanto  á  las 
anotaciones  que  en  esta  última  han  de  continuarse,  preciso  es 
también  que,  mojón  por  mojón,  se  indiquen  los  de  las  minas 
colindantes  que  le  sean  comunes,  ó,  de  no  sobreponerse  precisa- 
mente unos  á  otros,  la  línea  de  cualquiera  de  aquéllos  sobre 
que  cada  uno  de  los  mojones  nuevamente  colocados  venga  á  re- 
caer, proscribiéndose  como  viciosa  la  práctica  de  indicar  tan 
sólo,  en  la  expresada  casilla,  dichas  minas  colindantes  de  un 
modo  general,  y  sin  detallar  los  puntos  en  que  se  verifica  el 
contacto. 

Las  líneas  de  las  minas  colindantes  á  que  en  las  actas,  en  los 
planos  y  en  sus  explicaciones  deba  hacerse  alguna  referencia, 
se  designarán  por  los  números  de  los  mojones  que  las  limiten, 
con  arreglo  á  sus  planos  de  demarcación. 

20.  Se  falta  á  la  circidar  de  25  de  Febrero  de  1863,  antes  ci- 
tada, dejando  de  señalar  en  los  planos  el  limbo  de  la  brújula 
con  que  se  hubiere  operado,  en  cuyo  limbo  deben  fijarse  los  gra- 
dos que  dicha  brújula  marque  en  los  puntos  cardinales;  y  por 
defecto  de  expresión  debe  también  reprocharse  la  locución  em- 
pleada en  algunas  actas,  al  describir  la  manera  como  dicho 
limbo  está  dividido,  diciendo  sencillamente  que  la  división  es 
sexagesimal,  pues  con  esto  no  queda  explicado  si  aquélla  se  ve- 
rifica sigiiiendo  todo  el  círculo,  por  medios  círculos,  ó  por  cua- 
drantes. 
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ál.  La  cuantía  á  que  han  llegado  en  estos  últimos  años  los 
depósitos  constituidos  por  los  particulares  para  el  despacho  de 
los  expedientes  no  ha  podido,  ni  menos  puede  autorizar  en  lo 
sucesivo,  el  exceso  de  personal  que,  en  algunos  distritos,  se  ha 
venido  empleando  para  la  realización  de  muchas  expediciones. 
Sólo  en  casos  muy  especiales,  que  debieran  ser  objeto  de  pro- 
puesta previa  á  la  superioridad,  por  lo  extraordinarios,  puede 
legitimarse  que  salgan  juntos,  para  llevar  á  cabo  una  expedi- 
ción, más  de  un  ingeniero  y  un  auxiliar,  acompañados,  ya  en 
la  localidad,  de  una  brigada  de  cuatro  ó  cinco  peones,  y  lle- 
vando para  su  servicio  personal,  siempre  que  fuese  necesario, 
las  caballerías  y  los  mozos  que  para  cuidarlas  sean  indispensa- 
bles. En  adelante,  pues,  deberán  ser  rechazadas  las  cuentas  que 
no  se  ajusten  á  este  patrón,  á  menos  que  anteriormente  se  hu- 
biese autorizado  lo  contrario  por  la  superioridad. 

22.  Se  recuerda  á  los  jefes  de  las  oficinas  encargadas  de  la 
instrución  de  los  expedientes  que,  con  arreglo  al  art.  3.®  del  re- 
glamento para  la  administración  de  los  impuestos  sobre  la  pro- 
piedad minera,  el  otorgamiento  de  nuevas  concesiones,  dentro 
de  los  cinco  días  siguientes  al  en  que  el  decreto  correspondiente 
queda  firme,  debe  participarse,  no  sólo  al  jefe  de  Hacienda  de 
la  provincia,  sino  tambie'n  á  la  Dirección  general  de  Contri- 
buciones. 

Este  trámite  ha  de  hacerse  constar,  por  diligencia,  en  los  res- 
pectivos expedientes;  y  de  igual  modo  se  procederá  siempre  que 
por  el  Gobernador  se  reconozca  el  traspaso  de  propiedad  de 
una  mina  ya  concedida. 

23.  No  deben  ser  objeto  de  dos  decretos  distintos,  sino  de  uno 
solo,  siguiendo  lo  dispuesto  en  el  reglamento  para  el  régimen 
de  la  minería,  la  aprobación  del  expediente  y  la  orden  para  que 
el  interesado  deposite  el  papel  de  reintegro  que  corresponda 
por  derechos  de  superficie  de  las  pertenencias  demarcadas  y  ex- 
pedición del  título  de  propiedad,  siempre  que  no  fuere  necesario 
imponer  condiciones  especiales  á  la  concesión.  Téngase  pre- 
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senté,  al  efecto,  que  el  nuevo  reglamento  tiende,  en  todo  ci 
se  ha  considerado  factible,  á  simplificar  y  abreviar  trámi 
que  los  funcionarios  encargados  de  su  cumplimiento  deb( 
cundar  y  no  esterilizar  tan  útiles  propósitos. 

84.  De  acuerdo  con  las  prescripciones  del  mismo  reglar 
y  de  las  que  establece  el  provisional  de  10  de  Abril  de  190( 
la  administración  y  realización  del  impuesto  de  derechos 
y  transmisión  de  bienes,  no  pueden  los  Gobernadores  ac 
alteración  alguna  en  la  propiedad  minera  por  venta,  hen 
permuta  ó  constitución  de  sociedades,  etc.,  si  no  se  acón 
al  aviso  la  carta  de  pago  que  acredite  estar  satisfecho  < 
puesto  de  derechos  reales  á  que  esté  sujeto  al  acto  que  n 
la  variación. 

En  las  diligencias  que  en  los  expedientes  se  extiendan  < 
cuenta  de  la  presentación  de  las  oportunas  escrituras  d 
por  consiguiente,  hacerse  constar  aquel  extiemo;  y  al  ( 
se  transcribirán  íntegra  y  literalmente  las  notas  puestí 
las  oficinas  de  liquidación  de  derechos  reales  al  pie  de  ( 
escrituras. 

25.  Conforme  se  ha  recomendado  repetidas  veces,  é  i 
en  los  presupuestos  generales  del  Estado  no  se  señalen  ci 
mayores  para  el  objeto,  los  jefes  de  los  distritos  han  de  pe 
mayor  empeño  en  aprovechar  las  expediciones  que  los  in 
ros  realizan  para  el  despacho  de  los  expedientes,  á  fin  de 
practiquen  simultáneamente  con  estas  expediciones  las 
de  inspección  á  las  minas  que  el  reglamento  de  Policía  i 
les  encomienda,  sacando  de  esta  suerte  el  mayor  partid( 
ble  de  las  exiguas  cantidades  que,  hoy  por  hoy,  pueden 
narse  á  este  importante  servicio. 

Procediendo  de  esta  suerte,  bastará  cargar  al  servicio  ^ 
licía  las  dietas  que  devenguen  los  ingenieros  en  los  días  pi 
que  á  este  servicio  dediquen,  y,  en  su  lugar  y  caso,  los  pee 
gastos  de  traslación  que  sean  indispensables  para  pasai 
minas  que  haya  que  visitar  desde  el  sitio  en  que  aquéllc 
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ren,  ahorrando  así  dietas  que  habrían  de  consumirse  puramente 
en  viajes,  y  una  parte  más  ó  menos  importante  en  gastos  de 
movimiento. 
26/ En  el  libro  de  visitas  de  inspección  se  procurará  ir  fer- 
iando con  el  mayor  orden  el  índice  correspondiente,  y  dada 
i  deficiencia  de  datos  de  que,  en  general,  adolecen  las  actas 
B  las  visitas  giradas  hasta  hoy  á  las  minas  por  los  ingenieros 
Fectos  al  servicio  de  distritos,  no  puede  menos  de  recordárseles 
.  estricto  cumplimiento  de  las  instrucciones  al  efecto  dictadas 
3r  la  Real  orden  de  10  de  Marzo  de  1898. 
Sin  perjuicio,  pues,  de  la  descripción  de  la  forma  y  compo- 
ción de.  los  criaderos,  sistemas  de  laboreo  establecidos  y  me- 
Los,  aparatos  y  máquinas  según  los  cuales  se  realizan  todos 
►s  servicios,  con  las  observaciones  de  carácter  técnico  que  su 
iterio  les  sugiera,  desde  el  punto  de  vista  de  la  seguridad 
í  los  obreros,  de  la  estabilidad  de  las  excavaciones,  de  la  pro- 
cción  de  la  superficie  y  de  cualquier  otro  objeto  de  interés  ge- 
3ral,  los  ingenieros  consignarán  explícitamente  en  las  mismas 
ítas  su  apreciación  particular  respecto  á  si  aparecen  cumplidas 
i  las  minas  las  demás  condiciones  que,  de  un  modo  concreto, 
íñala  el  reglamento  especial  de  Policía  minera,  así  como  las  le- 
3S  relativas  al  trabajo  de  mujeres  y  niños  y  á  los  accidentes 
3l  trabajo.  Para  ello  deberán  principalmente  fijar  su  atención 
1  los  extremos  siguientes: 

Si  tienen  libro  de  visitas  encuadernado,  foliado  y  rubricado 
1  todas  sus  hojas  por  el  Alcalde; 

Si  tienen  planos  y  cuadernos  de  avance  de  las  labores,  y  si 
\te  avance  se  hace  constar  en  el  plano  general; 
Si  tienen  registros  de  obreros,  con  sus  nombres,  edades  y  pro- 
siones; 

Si  tienen  botiquín,  con  los  medicamentos  y  medios  para 
ixiliar  á  los  heridos,  y  personal  adiestrado  en  el  uso  de  los 
caratos  de  salvamento,  y  si  el  buen  estado  de  éstos  aparatos 
í  comprueba  periódicamente; 
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Si  tienen  médico  para  al  servicio  sanitario,  dentro  de  un  ra- 
dio de  diez  kilómetros,  como  también  camilla  y  habitación  para 
curación  de  heridos  que  no  pueden  trasladarse  fuera; 

Si  tienen  el  libro  de  registros  de  todas  las  personas  afectas  á 
la  mina  ó  que  en  ella  residan,  con  su  nombre  y  apellido,  edad, 
sexo,  naturaleza,  vecindad,  cargo  que  desempeñan  y  fecha  de 
sil  ingreso  en  dicha  mina; 

Si  se  lleva  lista  diaria  de  los  obreros  que  trabajan; 

Si  tienen  reglamento  particular,  aprobado  ó  no  por  el  Go- 
bernardo; 

Si  existen  los  partes  escritos  del  encargado  de  visitar  sema- 
nalmente  los  pozos  y  todos  los  aparatos  que  sirvan  para  la 
bajada  y  la  subida  de  obreros; 

Si  en  el  conjunto  de  todos  los  trabajos  hay  dos  salidas  á  la 
superficie  accesible  en  todo  tiempo  para  los  obreros; 

Si  los  brocales  y  las  cortaduras  de  los  pozos  en  activo  servi- 
cio están  provistos  de  antepechos  ó  trampillas; 

Si  las  bocas  de  los  pozos  no  utilizados  están  cercadas  ó  ce- 
rradas; 

Si  existe  el  cuaderno  especial  en  que  consten  la  fecha  de  co- 
locación, composturas  y  retirada  de  cada  cable,  con  los  resul- 
tados de  la  vigilancia  que  sobre  ellos  se  ejerza  por  orden  de  la 
dirección  y  los  que  resulten  de  las  visitas  ordinarias; 

Si  existe  en  las  minas  con  grisú  el  cuaderno  del  encargado 
de  reconocer  las  labores  antes  del  relevo  de  obreros,  por  si  ofre- 
cen peligro,  y  si  cerca  de  la  entrada  hay  colocados  un  baróme- 
tro y  un  termómetro; 

Si  las  lámparas  de  seguridad  están  cerradas  con  Uave  y  el 
modelo  de  ellas  ha  sido  definitivamente  aprobado,  y  si  hay  per- 
sona competente  para  examinarlas  antes  de  introducirlas  en  las 
labores; 

Si  las  entradas  y  salidas  de  aire  en  estas  minas  se  efectúan 
por  vías  distintas  separadas  por  macizos  de  suficiente  espesor 
y  si  hay  un  capataz  encargado  de  la  vigilancia  de  la  ventila- 


Digitized  by 


Google 


ción,  del  alumbrado  y  de  los  trabajos  con  explosivos,  dispo- 
niendo de  los  vigilantes  necesarios; 

Si  los  directores  tienen  la  aptitud  legal  necesaria; 

Si  se  ocupan  en  labores  subterráneas  menores  de  diez  y  seis 
años; 

Si  trabajan  más  de  seis  horas,  en  la  superficie,  los  mayores 
de  diez  años  y  oienores  de  catorce  años; 

Si  se  emplea  algún  obrero  que  no  llegue  á  la  edad  de  diez 
años; 

Si  se  trabaja  los  días  festivos; 

Si  hay  mujeres  ocupadas  en  trabajos  del  interior; 

Finalmente,  en  la  redacción  de  estas  actas  de  visita  deberán 
atenerse  puntualmente  los  ingenieros  á  lo  prescrito  en  las  ins- 
trucciones dictadas  por  Real  orden  de  10  de  Marzo  de  1898  para 
la  ejecución  del  reglamento  de  Policía  minera. 

27.  Habiendo  transcurrido  tiempo  más  que  suficiente  desde 
el  15  de  Julio  de  1897,  fecha  de  la  publicación  de  este  regla- 
mento, para  que  todas  las  explotaciones  mineras  se  pongan  en 
regla  y  llenen  las  formalidades  que  el  mismo  les  impone,  las 
jefaturas  de  distrito  no  pueden  tolerar  en  adelante  transgresión 
ni  omisión  alguna  á  los  preceptos  reglamentarios;  y  en  su  con- 
secuencia, y  de  un  modo  especial,  habrán  de  vigilar  y  exigir 
que  todas  ellas  estén  dotadas  de  la  dirección  facultativa  com- 
petente, atendiendo,  no  sólo  á  los  títulos  que  confieren  aptitud 
legal  á  los  directores,  sino  también  al  número  de  operarios 
que,  en  trabajos  interiores  ó  exteriores,  se  ocupan  en  cada  una 
de  dichas  explotaciones;  y  al  mismo  tiempo  cuidarán  de  que 
por  ningún  motivo  quede  descuidada  la  formación  y  presenta- 
ción de  planos  y  sus  avances  en  las  épocas  oportunas. 

28.  En  los  distritos  formados  por  varias  provincias  reunidas 
los  ingenieros  jefes  han  de  tener  presente  que,  para  cumplir 
bien  y  exactamente  lo  dispuesto  en  el  reglamento  para  el  régi- 
men de  la  Minería,  de  conformidad  con  las  Reales  órdenes  de 
9  de  Noviembre  de  1900  y  17  de  Enero  de  1901 ,  respecto  á  la 
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deducción  del  5  por  100  de  los  depósitos  que  se  constituyen 
para  el  registro  de  minas,  con  destino  á  los  gastos  de  tramita- 
ción de  los  expedientes,  no  les  basta  formar  y  someter,  por 
separado,  á  la  aprobación  del  Gobernador  de  la  provincia  cabe- 
cera del  distrito  las  cuentas  justificadas  del  movimiento  de 
fondos  que  por  este  concepto  haya  habido  trimestralmente  en 
la  oficina  de  su  cargo,  sino  que  es  preciso,  además,  que  después 
de  examinar  y  aprobar,  si  las  encuentra  conformes,  las  que 
referentes  á  la  inversión  del  2  por  100  de  los  mismos  depósitos 
les  remitan  los  secretarios  de  los  Gobiernos  civiles  de  las  pro- 
vincias agregadas,  las  incluyan  en  una  cuenta  general,  que 
remitirán  á  los  Gobernadores  de  aquellas  provincias  al  mismo 
tiempo  que  la  presenten  al  de  la  cabecera  del  distrito,  á  fin  de 
que  por  todos  ellos  sea  aprobada  y  se  mande  insertar  en  los 
Boletines  Oficiales  correspondientes. 

Posteriormente  á  esta  circular  se  ha  dado  el  reglamento 
general  para  el  régimen  de  la  Minería  de  1905;  pero  como  el 
texto  de  los  artículos  á  que  hace  referencia  del  reglamento  de  1908 
se  han  conservado  en  acpiél,  aunque  con  distinta  numeración, 
resulta  que  todas  las  prescripciones  en  aquella  instrucción  con- 
signadas continúan  vigentes. 

Completan  las  disposiciones  generales  los  siguientes  artícu- 
los del  reglamento  de  1905: 

«Art.  139.  Los  depósitos  consignados  para  responder  á  los  gas» 
tos  que  origine  la  práctica  de  las  operaciones  facultativas,  no 
podrán  devolverse  á  los  interesados  desde  el  momento  en  que  el 
anuncio  de  operaciones  sea  remitido  por  los  ingenieros  jefes  á 
los  Gobernadores;  y  hasta  tanto  que  presentadas  las  cuentas  por 
los  ingenieros,  sean  aprobadas  por  el  Gobernador,  no  se  devol- 
verán las  cantidades  sobrantes  que  resultaren. 

Art.  140.  De  los  depósitos  que  están  obligados  á  hacer  en  los 
Gobiernos  civiles  los  peticionarios  de  concesiones  mineras,  se 
aplicará  el  5  por  100  á  sufragar  los  gastos  que  se  originen  por 
los  sigtdentes  conceptos: 
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1.*^  Papel  de  escritura  y  dibujo  necesario  para  la  ta*amitacióii 
de  Iqs  expedientes,  desde  el  registro  de  las  solicitudes  hasta  la 
jButrega  de  los  títulos  de  propiedad  á  los  interesados. 

2.°  Personal  temporero  de  escribientes  y  delineantes  indispen- 
sables para  cumplir  sin  demora  el  servicio. 
3.**  Adquisición,  conservación  y  reparación  de  aparatos  y  ob- 
;  de  campo  y  oficina. 

i  percepción  de  ese  5  por  100  comprenderá  también  á  los  de- 
tos  correspondientes  á  registros  mineros  qne  sean  renuncia- 
en  cualquier  momento. 

3ntro  del  segundo  mes  de  cada  trimestres  se  publicarán  en 
oletin  Oficial^  aprobadas  por  el  Gobernador,  las  cuentas  de 
esos  y  gastos  expresadas  en  esta  disposición. 
1  las  provincias  en  que  no  radiquen  las  jefaturas  de  minas 
distrito  de  que  aquéllas  forman  parte,  se  autoriza  á  los 
etarios  de  los  Gobiernos  civiles  para  que  del  expresado  5 
100  dispongan  desde  luego  hasta  de  un  2  por  100,  con  apli- 
ón  á  los  gastos  que  ocasionen  el  personal  temporero,  el  mate- 
que  sea  indispensable  para  cumplir  sin  demora  el  servicio, 
papel  é  impresos  necesarios  en  estos  expedientes,  con  la 
isa  obligación  de  remitir  mensualmente  á  la  Jefatura  de 
is  el  3  por  100  restante  y  la  cuenta  justificada,  á  fin  de  que 
la  apruebe  y  la  incluya  en  la  que  debe  remitir  al  Goberna- 
en  cumplimiento  de  lo  prevenido  anteriormente, 
ct.  141.  En  ningún  tiempo  y  por  ningún  concepto  se  entre- 
in  los  expedientes  originales  á  las  partes,  pero  con  orden  del 
ernador  se  dará  vista  de  ellos  en  las  oficinas,  cuando  fuere 
edente,  para  que  puedan  enterarse  los  que  así  lo  soliciten,  y 
IV  los  apuntes  que  juzguen  necesarios.  Únicamente  á  las  Co- 
ones  provinciales  y  Tribunales  se  remitirán  originales 
ixpedientes  cuando  tengan  que  informar  gubernativamente 
ando  deban  conocer  de  ellos,  y  también  á  los  ingenieros  que 
m  de  intervenir  en  su  tramitación, 
•t.  142.  Sólo  los  Gobernadores  podrán  conceder  á  las  partes. 
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cuando  lo  crean  procedente,  las  certificaciones  que  soliciten  de 
io  que  conste  en  los  expedientes,  las  cuales  serán  expedidas  por 
«1  ingeniero  jefe  del  distrito  ó  por  el  secretario  del  Gobierno  ci- 
vil de  la  provincia,  si  en  ésta  no  radicare  la  Jefatura  de  Minas, 
é  irán  visadas  por  el  Gobernador,  quedando  prohibida  á  los  re- 
feridos ingeniero  jefe  y  secretario  toda  práctica  en  contrario, 
bajo  su  más  estrecha  responsabilidad. 

Art.  143.  Los  Gobernadores  cuidarán  de  que  se  acompañen  y 
-corran  con  cada  expediente  aquellos  otros  que  estén  relaciona- 
dos con  el  mismo,  haciendo  constar  esto  por  diligencia. 

Art.  144.  Los  expedientes  de  minas  se  formarán  con  los  docu- 
mentos originales,  y  nunca  con  copias  más  ó  menos  autorizadas; 
se  unirán  á  ellos  los  edictos  y  Boletines  Oficiales  en  que  se 
haya  anunciado  la  solicitud;  contendrán  también  las  peticio- 
nes, renuncias,  decretos,  providencias,  informes,  notificaciones 
y  diligencias  relacionadas  con  los  mismos,  que  se  colocarán  por 
orden  cronológico  para  que  resulte  clara  y  correlativa  la  instruc- 
ción. La  numeración  se  hará  por  hojas,  y  no  por  páginas,  y  todas 
irán  rubricadas  por  el  ingeniero  ó  auxiliar  encargado,  que  cui- 
dará además  de  que  las  diligencias  consten  en  el  orden  sucesivo 
en  que  se  practiquen,  sin  que  ninguna  se  extienda  al  margen  de 
los  escritos  ni  se  consigne  una  de  fecha  posterior  con  anterioridad 
-á  otra  que  la  haya  precedido.  Cuando  por  circunstancias  impre- 
vistas no  puedan  unirse  al  expediente  los  edictos,  se  hará  cons- 
tar por  diligencia  que  estuvieron  expuestas  al  público  por  es- 
pacio de  treinta  días,  y  si  no  se  uniese  el  Boletín  Oficial ^  se  ex- 
tenderá también  diligencia  expresando  la  causa  y  el  número, 
<iía,  mes  y  año  de  dicho  Boletin  Oficial  en  que  se  publicó  la 
admisión  del  registro. 

Los  claros  de  papel  que  resulten  en  el  expediente  se  tacharán 
en  la  forma  acostumbrada. 

Sólo  en  el  caso  de  afectar  lo  resuelto  en  un  expediente  á  otros, 
podrá  trasladarse  á  éstos,  por  certificación  visada  por  el  Gober- 
nador, la  resolución  original  contenida  en  el  primero. 
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Art.  145.  No  debe  negarse  la  admisión  material  de  ningún 
escrito  ó  reclamación  de  los  interesados,  por  ilegales  ó  improce- 
dentes que  pudieran  ser.  Sobre  todas  las  reclamaciones  debe  re- 
caer la  providencia  que  corresponda. 

De  todo  escrito,  solicitud  ó  aviso  se  dará  el  resguardo  opor- 
tuno debidamente  autorizado. 

Art.  146.  En  todo  expediente  se  deberá  hacer  constar  al  final; 
por  el  funcionario  á  quien  corresponda,  los  folios  que  contiene, 
que  están  cubiertos  los  claros,  y  cualesquiera  otras  circunstan- 
cias que  parezcan  convenientes  y  oportunas.  I^a  nota  se  escribirá 
toda  en  letra,  sin  guarismo  alguno. 

También  se  hará  constar,  en  igual  forma,  el  número  de  folios 
de  que  consta  el  expediente,  cuando  éste  haya  de  remitirse  de 
una  á  otra  dependencia  del  Estado. 

Art.  147.  Cuando  por  extravío  ó  cualquiera  otra  causa  se  re- 
clamare por  los  interesados  un  nuevo  título  de  propiedad,  los  Gro- 
bernadores  no  podrán  dar  nunca  más  que  una  certificación  en  que 
se  copie  literalmente  el  título  objeto  de  la  reclamación,  á  cuyo 
efecto  cuidarán  de  que  en  todos  los  expedientes,  al  expedirse  los 
títulos  de  propiedad,  quede  unida  á  los  mismos  la  correspon- 
diente minuta. 

Art.  148.  Siempre  que  por  el  Ministerio  de  Fomento  se  devuel- 
van los  expedientes  á  los  Gobernadores  para  practicar  algunas 
diligencias,  corregir  defectos  ó  subsanar  las  faltas  ú  omisiones 
en  que  se  hubiere  incurrido,  las  nuevas  anotaciones  y  diligen- 
cias que  se  practiquen  se  pondrán  á  continuación  de  los  mismos 
expedientes,  por  el  orden  que  con  arreglo  á  sus  fechas  les  corres- 
ponda, uniéndose  también  la  orden  superior  en  que  esto  se  haya 
acordado. 

Si  fueren  necesarias  enmiendas  en  algún  escrito  ó  plano, 
se  harán  éstas,  extendiendo  la  oportuna  diligencia;  y  cuando 
se  mande  reformar  un  escrito  ó  plano,  no  se  sacarán  del  ex- 
pediente los  que  existieran,  para  colocar  en  su  lugar  los  refor- 
mados, sino  que  se  unirán,  respetando  cuanto  se  hubiere  antes 
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hecho,  y  se  colocarán  á  continuación  del  folio  donde  terminen  los 
trámites  anteriores  á  la  reforma.» 

El  reglamento  provisional  de  1903  consignaba  ahora  un  ar- 
tículo referente  á  la  dispensa  de  faltas  cometidas  por  los  intere- 
sados durante  la  tramitación  de  los  expedientes,  y  con  muy 
buen  acuerdo  han  desaparecido  en  el  actual  reglamento  ac[ue- 
Uas  prescripciones,  que  no  tenían  razón  de  ser  en  el  régimen 
establecido  por  el  decreto-Bases. 

«Art.  149.  Todos  los  plazos  que  se  fijan  en  este  reglamenta 
son  improrrogables  y  fatales;  se  comprenderán  en  ellos,  con  ex- 
cepción del  señalado  en  el  art.  20,  los  días  festivos  generales  y 
los  locales,  y  se  contarán  desde  el  día  siguiente  al  en  que  haya 
tenido  lugar  la  notificación  administrativa  á  los  interesados;  y 
si  éstos  ó  sus  representantes  no  estuvieran  ó  no  se  les  encontrara 
en  la  capital,  se  harán  las  notificaciones  por  medio  de  los  Bole- 
tines Oficiales,  insertando  en  ellos  la  providencia  ó  parte  de  la 
misma  que  las  produzca,  y  el  plazo  empezará  á  contarse  desde 
el  día  siguiente  al  en  que  esto  haya  tenido  lugar;  y  si  finalizara 
en  día  festivo,  se  entenderá  prorrogado  hasta  el  primer  día  hábil. 

Los  anuncios  en  el  Boletín  Oficial  de  quedar  franco  y  regis- 
trable  el  terreno,  así  como  todos  aquellos  cuyo  objeto  sea  hacer 
llegar  á  conocimiento  del  público  una  providencia  que  no  deba 
ni  pueda  ser  notificada  á  particular  alguno  determinado,  no  sur- 
tirán sus  efectos  legales,  ni  autorizarán  para  solicitarlo,  hasta 
después  que  hayan  transcurrido  ocho  días  completos,  á  contar 
desde  el  siguiente  al  en  que  se  haga  la  publicación. 

En  todos  los  anuncios  de  declaración  de  terreno  franco  se 
hará  constar  las  horas  de  oficina  en  que  pueden  presentarse  las 
solicitudes. 

Art.  150.  Las  notificaciones  administrativas  deberán  contener 
la  providencia  ó  acuerdo  íntegro,  la  expresión  de  los  recursos 
que  en  su  caso  procedan  y  el  término  para  interponerlos.  Estas 
notificaciones  se  harán  por  el  agente  de  la  autoridad  que  el  Go- 
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,  bernador  designe,  y  dicho  agente  Jiará  constar  en  las  mismas 
notificaciones  que  entregó  al  interesado  copia  del  decreto,  pro- 
videncia ó  resolución  que  la  motive,  firmando  con  el  que  las 
hace  el  mismo  notificado,  ó  dos  testigos,  si  no  supiere  escribir  ó 
se  negase  á  firmar.  Si  no  se  encontrara  al  interesado  en  su  do- 
micilio, se  devolverá  la  cédula  de  notificación,  haciendo  cons- 
tar esta  circunstancia  con  la  firma  de  dos  testigos. 

La  diligencia  de  notificación  se  hará  constar  en  el  respectivo 
expediente. 

,  Art.  161.  Las  consultas  ó  los  informes  que  los  Tribunales  re- 
clamen de  los  ingenieros  se  pedirán  y  evacuarán  por  conducto 
de  los  Gobernadores,  á  no  ser  en  los  casos  especiales  en  que  el 
Juzgado  ó  Tribunal  acuerden  que  declare  ante  los  mismos  el 
ingeniero. 

Art.  152.  Ningún  Tribunal  ni  autoridad  administrativa  podrá 
suspender  las  labores  de  una  mina  sin  previo  informe  de  la  Je- 
fatura de  Minas,  en  que  se  demuestre  la  procedencia  de  la  sus- 

.  pensión. 

Art.  153.  Cuando  los  individuos  ó  las  Compañías  adquieran, 
por  compra  ú  otro  medio  legal,  cualquier  número  de  pertenen- 

.  cias  mineras  concedidas  ya  por  el  Estado,  lo  pondrán  en  cono- 
cimiento del  Gobernador  de  la  provincia  dentro  de  los  primeros 
veinte  días  inmediatos  al  de  la  adquisición,  acompañando  copia 
legal  del  instrumento  público  que  acredite  la  transferencia  de 
la  propiedad,  en  el  que  conste  estar  satisfecho  el  impuesto  de 

.  derechos  reales  correspondiente. 

Si  las  pertenencias  adquiridas  no  estuvieren  aún  concedidas, 
y  sus  expedientes  se  hallaren  en  tramitación,  los  que  las  hayan 
Adquirido  deberán  participar  la  adquisición  á  los  Gobernadores 
de, las  provincias  á  la  mayor  brevedad  posible,  exhibiendo  el 
instrumento  público  que  lo  acredite  y  manifestando  su  voluntad 
de  que  el  expediente  respectivo  prosiga  á  su  nombre  y  repre- 
sentación. Mientras  esto  no  conste,  aquellas  autoridades  conti- 
nuarán la  instrucción  de  los  expedientes,  reconociendo  sólo  por' 
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única  parte  legítima  á  quien  los  hubiera  incoado  ó  al  que  lo  re- 
presente en  debida  forma. 

Art.  154.  Los  Gobernadores  civiles  no  admitirán  ni  notificarán 
á  la  Hacienda  alteración  alguna  minera  por  venta,  herencia, 
permuta,  constitución  de  Sociedades  mineras  para  poseer  ó  ex- 
plotar minas,  si  no  se  acompaña  al  aviso  la  carta  de  pago  que 
acredita  estar  satisfecho  el  impuesto  de  derechos  á  que  esté  sujeto 
el  acto  que  motiva  la  variación. 

Art.  155.  Cada  concesión  minera  satisfará  anualmente  por 
hectárea,  y  según  la  substancia  mineral  objeto  de  la  concesión, 
el  canon  fijo  que  señalan  las  leyes. 

Art.  156.  La  riqueza  minera  pagará  también  el  tanto  por  cien- 
to del  producto  bruto  que  disponga  la  ley  de  Presupuestos,  ó 
cualquier  otra  especial,  é  igualmente  tendrán  que  abonar  este 
impuesto  las  minas  que  por  cualquier  causa  estén  exentas  del 
pago  de  canon  por  superficie. 

Art.  157.  Cuando  fuera  del  perímetro  de  un  concesión  minera 
sea  necesario  construir  vías  exteriores  de  transporte,  se  sujeta- 
rán á  las  disposiciones  generales  que  rijan  sobre  la  materia. 

Art.  158.  El  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas  se  ajustará  á  su 
Reglamento  orgánico,  cumplirá  los  preceptos  establecidos  en  el 
nciismo,  los  que  se  establezcan  en  el  Reglamento  de  Policía  mi- 
nera y  los  que  les  impongan  las  leyes  y  reglamentos  vigentes,  ó 
que  se  dicten  en  lo  sucesivo,  debiendo  desempeñar  con  el  mayor 
celo  y  diligencia,  y  en  la  forma  que  proceda,  cuantas  comisio- 
nes científicas  y  servicios  propios  de  su  profesión  les  encomien- 
de la  Superioridad. 

Habrá  el  número  de  Auxiliares  facultativos  de  Minas  que  el 
Gobierno  determine  para  ayudar  á  los  Ingenieros  en  las  opera- 
ciones de  campo  y  en  los  trabajos  de  gabinete. 

Conforme  á  lo  que  determina  el  art,  16  del  Reglamento  de 
Policía  minera,  el  Cuerpo  de  Celadores  de  Minas  estará  á  las 
órdenes  de  los  ingenieros,  para  auxiliarles  en  todos  los  servicios 
de  su  institución. 
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CAPITULO  XI 
Contribuciones  é  impuestos. 


No  habían  transcurrido  sino  unos  meses  desde  que  se  publicó 
la  ley  de  1868,  cuando  los  impuestos  mineros  fueron  objeto  de 
una  nueva  reforma,  ocasionada  por  las  Bases  para  la  nueva  ley 
de  Minas,  publicadas  en  el  mismo  año  de  1868;  según  éstas  el 
canon  de  superficie  era  el  único  impuesto  minero.  Debía  satis- 
facerse desde  la  fecha  en  que  la  concesión  se  hiciera,  y  mien- 
tras el  dueño  de  la  mina  pagara  dicha  cantidad,  la  Administra- 
ción no  podía  privarle  del  terreno  concedido. 

Canon  por  superficie  —Ck)mo  hemos  visto  en  el  art.  19 
de  las  Bases,  el  canon  que  había  que  satisfacer  era  distinto,  se- 
gún la  clase  de  mineral  y  habiéndose  dudado  acerca  de  cuál 
debería  ser  el  canon  exigible  cuando  no  hubiere  metal  descu- 
bierto, se  resolvió  por  Real  orden  de  14  de  Noviembre  de  1870 
que  sería  el  que  correspondiese  á  la  sección  y  substancia  á  que 
la  concesión  se  refiriera;  que  esto  procuraran  los  Gobernado- 
res el  expresarlo;  y  que  si  no  se  expresaba  la  substancia,  y  se 
tratase  de  una  sección  que  comprendiera  varias,  sujetas  á  canon 
diverso,  se  exigiría  el  máximum  de  los  que  establecía  el  refe- 
rido decreto  de  29  de  Diciembre  de  1868. 

La  ley  de  24  de  Julio  de  1871  modificó  el  art.  19  de  las  Bases, 
rebajando  el  canon  en  la  forma  siguiente:  las  piedras  preciosas 
y  los  criaderos  de  las  substancias  metalíferas  comprendidas  en 
la  3.*  sección,  exceptuando  el  hierro,  pagarían  diez  pesetas 
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por  hectárea;  y  el  hierro,  las  substancias  combustibles,  los  esco- 
riales y  terreros  metalíferos  y  las  demás  substancias  de  la  2.*  y 
3.*  sección,  cuatro  pesetas.  No  puede  menos  de  elogiarse  cuánto 
esta  ley  contribuyera  á  aliviar  las  cargas  que  pesaban  sobre 
esta  industria. 

La  ley  de  Presupuestos  de  11  de  Julio  de  1877  autoriza  al 
Ministro  de  Hacienda  por  el  año  económico  de  1877-78,  para 
arrendar  en  pública  subasta  los  impuestos  por  canon  de  super- 
ficie y  del  1  por  100  sobre  el  producto  bruto  de  las  minas,  y 
para  celebrar  con  los  centros  mineros  conciertos  especiales  so- 
bre la  base  de  que  se  cubran  las  cantidades  presupuestas  por 
aquellos  conceptos  con  un  aumento  por  lo  menos  de  10  por  100; 
y  en  17  de  Septiembre  la  Dirección  general  de  Clontribuciones 
publica  el  pliego  de  condiciones,  en  el  que  se  consignan,  no  só- 
lo las  que  se  pusieron  en  la  autorización  antes  referida,  sino 
que  además  el  Gobierno  se  reserva  el  50  por  100  de  los  aumen- 
tos que  se  obtengan  sobre  la  cantidad  en  que  se  adjudique  el 
arriendo;  el  tipo  para  el  arriendo  fué  de  2.200.000  pesetas. 

Verificóse  la  subasta  en  4  de  Octubre,  adjudicándose  en  la 
suma  de  2.462.504  pesetas. 

La  empresa  arrendataria  exigió  á  los  explotadores  las  rela- 
ciones de  los  productos  y  demás  requisitos  á  que  le  autorizaban 
la  Instrucción  provisional  de  11  de  Abril  y  la  Real  orden  de  17 
de^  Agosto  de  1877,  según  las  cuales,  aquellas  relaciones  debían 
pasar  al  ingeniero  jefe  de  Minas  de  la  provincia,  para  que  las 
examinase  y  dijera  sobre  cada  una  de  ellas  lo  que  creyera  con- 
veniente, debiéndolas  devolver  informadas  dentro  de  los  dos 
meses  siguientes.  Para  intervenir  el  Gobierno  por  la  partici- 
pación que  tenía  sobre  el  aumento  que  la  empresa  arrendata- 
ria obtuviera  sobre  la  cantidad  en  que  había  sido  adjudicado, 
creó  una  plaza  de  Delegado-Interventor.  También,  y  con  objeto 
de  favorecer  y  facilitar  á  la  empresa  el  cumplimiento  de  su 
contrato,  en  4  de  Enero  de  1878  se  dio  una  circular  por  la  Di- 
rección general  de  Obras  públicas,  Comercio  y  Minas,  previ- 
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niendo  que  el  canon  de  superficie  debía  adeudarse  por  trimes- 
tres adelantados,  para  no  privar  al  arrendatario  de  los  elemen- 
tos precisos  para  obtener  los  rendimientos  que  tenía  derecho  á 
esperar,  y  porque  esto  no  se  oponía  al  plazo  de  un  año  que  el 
art.  23  de  las  Bases  fijaba  para  declarar  la  caducidad  por  falta 
de  pago  de  dicho  canon;  y  en  30  de  Enero  del  mismo  año,  la 
Dirección  general  de  Rentas  estancadas  declaró  exenta  á  di- 
cha empresa  del  sello  del  Estado  en  los  recibos  que  expidiera. 

Como  las  leyes  de  6  de  Julio  de  1859  y  de  ^  de  Marzo  de  1868 
favorecieron  á  las  minas  de  hierro,  fué  precisa  una  circular 
aclaratoria  en  16  de  Mayo  de  1878,  declarando  que  las  minas 
de  hierro  concedidas  con  posterioridad  á  las  Bases  de  1868  es- 
taban obligadas  al  pago  de  los  derechos  de  superficie  que  deter- 
minaba la  ley  de  24  de  Julio  de  1871,  toda  vez  que  ni  en  ésta 
ni  en  el  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868  se  había  hecho 
mención  alguna  á  favor  de  las  minas  de  hierro. 

La  recaudación  de  los  impuestos  mineros  no  llegaba  á  plan- 
tearse en  buenas  condiciones  ni  cuando  la  Administración  la 
hacía  por  su  cuenta,  ni  por  el  intermedio  de  la  empresa  arren- 
dataria, aunque  la  dificultad  mayor  era  siempre  para  el  cobro 
del  1  por  100,  por  los  procedimientos  que  para  investigar  aquella 
riqueza  se  seguían;  y  entre  las  muchas  reclamaciones  que  se 
hicieron  y  los  varios  medios  que  se  proponían  al  Gobierno  para 
resolver  este  asunto,  fué  uno  el  que  se  fijase  en  millón  y  medio 
de  pesetas  el  derecho  del  canon,  y  el  resto,  hasta  completar  el 
total  de  los  impuestos  presupuestados,  que  se  recaudase  por 
conciertos  hechos  con  los  mineros. 

La  ley  de  Presupuestos  de  21  de  Julio  de  1878  para  el  año  eco- 
nómico de  1878-79  dispuso  que  el  canon  de  superficie  se  recau- 
dara directamente  por  la  Administración  general  del  Estado;  y 
el  impuesto  transitorio  del  1  por  100  se  hiciera  efectivo  por  con- 
ciertos con  las  empresas  ó  centros  mineros  eu  la  parte  propor- 
cional que  les  fuera  imputable,  sólo  para  el  caso  de  que  el  Gro- 
bierno  no  lograra  obtener  parcial  ó  totalmente  el  ingreso  que 
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correspondía  á  dicho  impuesto,  mediante  los  conciertos  indica- 
dos, podría  arrendar  la  recaudación  parcial  ó  total  en  la  misma 
forma  que  autorizó  la  ley  de  Presupuestos  de  1876  77.  Al  ha- 
cerlo, podría  extender  el  arriendo  á  la  recaudación  del  canon 
de  superficie  si  así  lo  creyera  conveniente. 

Por  ley  de  31  de  Diciembre  de  1831,  y  en  vista  de  las  dificul- 
tades que  se  presentaban  en  la  recaudación  del  1  por  100  sobre 
la  riqueza  minera,  se  suprime  este  impuesto  y,  en  su  lugar,  se 
aumenta  en  100  por  100  el  canon  de  superficie  que  se  pagaba 
por  las  concesiones  mineras.  Disposición  á  todas  luces  injusta, 
porque  gravaba  igualmente  á  las  concesiones  productivas  como 
las  improductivas  y  precisamente  el  origen  del  impuesto  del 
1  por  100  fué  gravando  sólo  las  productivas,  para  favorecer  y 
estimular  el  descubrimiento  de  nuevas  minas,  que  en  un  princi- 
pio tienen  que  ser  improductivas. 

Por  estas  razones  no  podía  ser  muy  duradera  aquella  dispo- 
sición, y,  en  efecto,  por  ley  de  25  de  Julio  de  1883  se  restablece 
lo  que  antes  regía,  es  decir,  que  el  canon  anual  sería  de  10  pe- 
setas en  las  minas  de  piedras  preciosas  y  criaderos  de  substan- 
cias metalíferas,  exceptuando  los  de  hierro,  comprendidos  en 
la  3.*  sección  de  las  que  establecieran  las  Bases  de  29  de  Diciem- 
bre de  1868,  y  4  pesetas  en  las  minas  de  hierro,  substancias 
combustibles,  escoriales,  terreros  metalíferos  y  demás  substan- 
cias de  la  2.*  y  3.*^  sección. 

Ck)mo  complemento  de  aquella  ley,  se  dio  en  21  de  Agosto 
siguiente  una  Heal  orden  á  los  Delegados  de  Hacienda  para 
que  procedieran  inmediatamente  á  exigir,  por  la  vía  de  apre- 
mio, los  débitos  por  canon  de  superficie  de  un  año  ó  más,  y 
reclamaran  de  los  Gobernadores  la  caducidad  de  las  que  no  los 
hicieran  efectivos  enteramente  en  el  término  de  quince  días,  á 
contar  desde  la  conminación  al  pago,  según  los  disponía  el 
art.  23  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868;  y  que  en  breve 
plazo  dieran  conocimiento  á  la  Dirección  general  de  Contribu- 
ciones de  las  minas  caducadas  por  falta  de  pago  del  canon  de 


Digitized  by 


Google  ^ 


--362  — 

superficie,  haciendo  responsables  á  los  mismos  delegados  y  á 
la  Administración  de  Contribuciones  y  Rentas,  material  y  mo- 
ralmente,  de  los  perjuicios  originados  al  Tesoro  y  de  los  que 
puedan  alegar  los  mineros  de  buena  fe  por  las  minas  cpie, 
transcurrida  aquella  fecha,  resulten  en  débito  sin  haber  sido 
declarada  su  caducidad. 

El  apremio  de  esta  disposición  dio  lugar  á  gran  desorden  y 
confusión;  en  algunas  Administraciones,  en  la  manera  de  cobrar 
el  canon:  en  unas  provincias  había  minas  que  á  pesar  de  estar 
caducadas  aparecían  pagando  los  derechos  de  superficie;  otras 
que,  habiendo  sido  subastadas  sin  resultado,  figuraban  como 
corrientes  en  el  pago;  ocasionando  todo  esto  el  que  por  Real 
orden  de  28  de  Marzo  de  1885  se  dispusiera  que  los  Gobernado- 
res exigieran  de  las  administraciones  relación  de  las  minas  que 
adeudaban  al  Tesoro,  que  resolvieran  lo  conveniente  sobre  las 
caducadas  indebidamente  y  que  se  procediera  á  instruir  los 
oportunos  expedientes  en  averiguación  de  las  causas  de  aquella 
informalidad. 

Una  Real  orden  de  12  de  Julio  de  1888  dispone  que  los  dele- 
gados se  atengan  á  lo  que  los  Gobernadores  les  digan  en  cuanto 
al  poseedor  de  una  mina  para  el  pago  de  impuestos.  Por  distin- 
tas Reales  órdenes  se  dispuso  la  caducidad  de  algunas  minas, 
previo  el  apremio  para  el  pago  de  los  descubiertos  que  tenían 
por  canon  de  superficie. 

En  21  de  Agosto  de  1889  se  dispone  que  la  recaudación  del 
impuesto  del  canon  por  superficie  de  minas  se  verifique  por  los 
recaudadores  y  agentes  ejecutivos,  señalando  á  los  primeros 
por  las  cantidades  que  recauden  el  mismo  tanto  por  ciento  que 
tienen  asignado  por  las  que  hacen  efectivas  de  la  contribución 
territorial  é  industrial;  y  á  los  segundos,  los  recargos  de  1.^,  2.® 
y  3.^  grado  de  apremio  que  señala  el  art.  11  de  la  Instrucción 
contra  deudores  á  la  Hacienda  pública  de  12  de  Mayo  del  mis- 
mo año. 

En  todas  las  leyes  tributarias  el  hierro  ha  sido  constante- 
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mente  una  excepción  de  las  demás  substancias  metalíferas,  pero 
para  que  el  hierro  disfrute  de  esos  beneficios  es  preciso  que  se 
trate  de  concesiones  de  hierro  solamente,  hierro  sin  adición 
alguna;  pero  cuando  á  la  concesión  de  hierro  se  añade  algo 
que  bastardee  la  concesión  llevándola  á  otra  clase  de  minera- 
les, entonces  la  tributación  se  grava  por  el  tipo  más  alto.  La 
Real  orden  de  5  de  Mayo  de  1890  así  lo  declaró. 

Pero  no  bastó  esto  y  la  Dirección  general  de  Contribuciones 
^directas  dio  una  Circular  en  4  de  Agosto  d^l  mismo  año,  dis- 
poniendo la  revisión  de  todas  las  carpetas-registros  existentes 
en  las  oficinas  que  constituyen  el  catastro  minero  de  las  provin- 
cias, así  como  las  minas  cqncedidas  como  de  hierro  y  otros^ 
para  si  estuviesen  tributando  cuatro  pesetas  por  pertenencia, 
se  les  extendieran  nuevos  recibos  talonarios  por  canon  de  su- 
perficie, á  fin  de  que  desde  aquel  trimestre  tributaran  diez  pese- 
tas; y  en  todas  las  que  figuraran  sólo  como  de  hierro,  debería 
llevarse  á  la  vista  la  comunicación  original  del  Gobierno  civil 
que  dio  cuenta  de  la  concesión,  para  comprobar  si  en  ella  se 
decía  sencillamente  hierro  ó  había  la  adición  de  otros,  que  es  el 
extremo  que  obliga  á  tributar  diez  pesetas,  puesto  que  esa  adi- 
ción era  la  que  hacía  desaparecer  la  excepción  concedida  al 
hierro. 

Todavía  fué  precisa  la  Real  orden  de  27  de  Diciembre  de  1892, 
que  no  solamente  ratificó  la  de  5  de  Mayo  de  1S90,  sino  que 
además,  y  con  carácter  general,  dispone  que  en  las  concesiones 
mineras  que  se  otorguen  por  los  Gobernadores  civiles,  con 
arreglo  á  las  leyes  de  Minas,  se  determine  claramente  las  cla- 
ses de  mineral  á  que  se  refiere  la  solicitud  de  registro  sobre 
que  recaiga  la  concesión,  y  que  en  vista  de  estas  concesiones 
los  delegados  de  Hacienda  fijen,  de  acuerdo  con  la  ley  de  25  de 
Julio  de  1883,  el  canon  por  superficie  que  deba  satisfacerse,  el 
'  cual  no  podrá  alterarse  mientras  subsista  la  concesión. 

No  bastó  esto,  y  fué  necesaria  una  orden  de  la  Dirección  ge- 
neral de  Contribuciones  é  Impuestos,  aclarando  que  cuando  á 
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las  concesiones  de  hierro  se  adicionaran  las  palabras  de  la 
sección,  en  la  cual  se  encuentran  comprendidos  los  criaderos 
odas  las  demás  substancias  metalíferas,  se  fije  el  canon  de 
mesetas.  Por  último,  la  Real  orden  de  24  de  Septiembre  de  1895 
[ara  que,  habiendo  manifestado  en  la  solicitud  de  registro 
la  substancia'era  hierro  de  la  5.*  sección,  y  habiéndose  he- 
así  la  demarcación,  no  podía  darse  el  título  solo  de  hierro. 
habiendo  interpuesto  recurso  de  alzada  el  Círculo  Minero  de 
lería  contra  la  Iributación  de  10  pesetas  por  hectárea  apli-  • 
a  á  las  minas  concedidas  como  de  hierro  de  la  3,^  sección  y 
Real  orden  se  resolvió:  estimar  el  recurso,  pero  sin  que  se 
enda  que  en  las  concesiones  (Je  minas  exclusivamente  de 
TO  el  aditamento  de  la  frase  de  la  3.*  sección,  empleado  al 
>  efecto  de  disiinguir  el  hierro  obtenido  de  criadero,  de  los  de 
taños,  dé  lugar  en  ningún  caso  á  que  se  puedan  obtener  y 
servar  por  el  mismo  canon  del  hierro  otras  substancias  me- 
leras de  las  comprendidas  en  dicha  sección  3.* 
Q  30  de  Junio  de  1892,  la  ley  de  Presupuestos  para  1892-93 
i  un  impuesto  equivalente  al  30  por  100  del  canon  de  super- 
!,  el  cual  queda  además  subsistente.  Se  autorizó  al  Gobierno 
i  verificar  directamente  la  exacción,  celebrar  conciertos  con 
contribuyentes,  ó  arrendar,  sea  en  totalidad,  sea  parcial- 
ite,  uno  de  los  impuestos  mineros.  Además,  que  la  recauda- 
{  de  contribuciones  de  minas  y  el  procedimiento  de  apremio 
i  hacerlas  efectivas  podrían  ser  ejercidas  por  unos  mismos 
Monarios  ó  contratistas,  con  el  premio  que  determine,  según 
conveniencias  del  servicio,  el  Ministro  de  Hacienda, 
n  3  de  Agosto  siguiente  y  por  Real  decreto  se  aprobó  el  re- 
nento  para  la  exacción  del  impuesto  sobre  el  canon  de  su- 
icie,  bajo  la  base  de  que  los  tipos,  tanto  para  adoptarse  el 
3ma  de  arriendo,  como  el  de  concierto  con  los  contribuyen- 
sería  el  importe  de  las  cantidades  que  en  30  de  Junio  último 
espondía  pagar,  aumentado  en  un  30  por  100;  y  además, 
tenía  que  hacerse  por  provincias. 
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En  31  de  Agosto  se  dio  el  reglamento  para  el  servicio  de  la 
inspección  é  investigación  de  la  Hacienda  pública,  disponiendo 
que  los  investigadores,  con  presencia  de  las  carpetas-registros 
de  la  propiedad  minera  y  con  vigto  de  los  libros  de  cuentas  co- 
rrientes, examinaran  si  existen  minas  que  adeuden  más  de 
cuatro  trimestres  por  canon,  y  pasaran,  en  caso  afirmativo,  re- 
lación de  ellas  á  la  Delegación  de  Hacienda  para  que  se  proceda 
inmediatamente  á  la  preparación  del  expediente  de  caducidad. 

Las  dificultades  que  ofreció  el  cumplimiento  de  la  Instrucción 
de  3  de  Agosto,  por  la  heterogeneidad  de  los  intereses  creados 
en  una  misma  provincia,  impidiendo  que  se  unieran  y  concer- 
taran fácilmente  las  voluntades  de  todos  para  satisfacer  los 
impuestos;  y  por  otra  parte,  el  que  la  ley  de  25  de  Julio  de  1883, 
que  ya  autorizaba  los  conciertos  por  Centros  mineros  dentro 
de  la  misma  provincia,  hacía  difícil  de  cumplirlo  estrictamente 
dispuesto  en  la  anterior  Instrucción,  de  que  tenían  que  ser 
minas  en  la  provincia  entera;  todo  esto  dio  lugar  á  que  por 
otro  Real  decreto  de  25  de  Abril  de  1893  se  reformara  el  anterior, 
disponiendo  que  el  Gobierno  podría  celebrar  los  conciertos, 
tanto  por  provincias  como  por  zonas  ó  agrupaciones  mineras 
en  que  se  exploten  concesiones  homogéneas;  y  que  para  reali- 
zar los  conciertos  por  provincias  y  por  zonas  ó  agrupaciones 
mineras,  bastará  concurran  á  ellos  y  lo  acepten  los  dueños  de 
minas  ea  explotación,  que  ya  por  el  mayor  número  de  hectá- 
reas, ya  por  la  importancia  de  la  explotación  misma,  represente 
la  mayoría  de  intereses  de  la  referida  industria  en  la  provincia, 
zona  ó  agrupación  minera  de  que  se  trate.  No  se  llegó,  sin  em- 
bargo, á  conseguir  los  conciertos,  ni  el  arriendo. 

La  ley  de  Presupuestos  de  10  de  Junio  de  1897  crea  con  el 
carácter  de  impuestos  transitorios  de  guerra,  durante  el  año 
económico  de  1897-98,  recargos  especiales  sobre  los  recursos 
comprendidos  en  algunas  de  las  secciones  de  contribuciones,  y 
á  la  de  minas  se  la  recarga  en  el  10  por  100,  aunque  exenta  de 
otra  clase  de  aumentos  y  cargas  generales  ó  municipales. 
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la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Junio  de  1898  y  para  el 
cono  mico  de  1898-99,  aquel  impuesto  transitorio  se  eleva 
por  100  y  además  se  autoriza  al  Gobierno  para  percibir, 
ite  el  mismo  tiempo,  otro  nuevo  especial  de  guerra  de  ^ 
X);  y  el  29  de  Junio  se  dictan  las  reírlas  para  el  cobro  de  los 
icargos,  transitorio  y  especial  de  guerra. 
28  de  Marzo  de  1900  se  da  la  ley  de  impuestos  mineros, 
te  en  la  m&teria: 

janon  anual  por  hectárea  en  las  concesiones  para  la  explo- 
1  de  substancias  minerales  será  de  15  pesetas  en  las  minas 
ídras  preciosas  y  criaderos  de  substancias  metalíferas,  ex- 
ando las  de  hierro;  de  6  pesetas  en  las  de  hierro  y  demás 
ancias  de  la  2.*  y  3.*  sección,  y  de  4  pesetas  en  las  de  hulla, 

0  y  antracita.  Para  comprender  entre  las  de  hierro  y  com- 
bles minerales  las  concesiones  que  sean  otorgadas,  será 
acusable  que  el  ingeniero  jefe  del  Distrito  minero  informe 
expediente  respectivo  la  procedencia  de  considerarlas  bajo 
nominación. 

estableció  en  la  Dirección  general  de  Contribuciones  un 
jiado  técnico,  desempeñado  por  ingenieros  del  Cuerpo  de 
3,  que  se  denomina  Negociado  de  Impuestos  mineros  y  de 
Ustica,  y  tendrá  á  su  cargo  todo  lo  concerniente  á  los  irn- 
os mineros,  á  la  Contribución  industrial  de  fábricas  meta- 
jas  y  á  la  inspección  de  la  fabricación  de  pólvoras  y  ma- 
í  explosivas. 

Negociado  tendrá  las  atribuciones  y  deberes  siguientes: 
Informar  al  Director  general  de  Contribuciones  en  lascues- 
3  que  se  susciten  referentes  á  la  tributación  minera. 
Formar  la  estadística  de  los  impuestos  mineros  con  los 
remitidos  por  los  ingenieros  jefes  de  los  distritos  mineros 
Delegaciones  de  Hacienda  de  las  provincias. 
Proceder  á  la  comprobación  facultativa,  á  los  efectos  del 

1  de  superficie  que  le  corresponda  satisfacer,  según  la  clase 
ineral. 
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d)  Inspeccionar  la  contribución  industrial  de  fábricas  meta- 
lúrgicas. 

e)  Ejercer  la  inspección  facultativa  y  económica  de  la  fabri- 
cación de  pólvoras  y  materias  explosivas. 

f)  Proponer  al  Director  de  Contribuciones  las  visitas  de  ins- 
pección que  deben  practicarse,  fundamentando  el  objeto  de  las 
mismas. 

Los  ingenieros  del  Negociado  de  Impuestos  mineros  y  de  Es- 
tadística girarán  visitas  de  inspección  á  las  fábricas  de  pólvoras 
y  explosivos  una  vez  al  año  por  lo  menos. 

Por  la  mismaley  sesuprimió  el  recargo  de  30  por  10()  que  sobre 
el  canon  de  superficie  estableció  la  ley  de  Presupuestos  de  1892. 

En  el  mismo  día  se  publicó  el  reglamento  para  la  aplicación 
de  la  ley,  y  en  el  capítulo  que  trata  del  impuesto  del  canon  por 
superficie,  se  establece: 

Toda  concesión  tributará  por  la  cuota  máxima  cuando  no 
haya  datos  suficientes  para  clasificar  la  sección  á  que  pertenece 
el  mineral. 

La  recaudación  se  realizará  por  medio  de  recibos  talonarios 
trimestrales  y  se  verificará  por  los  recaudadores  y  agentes  eje- 
cutivos de  la  zona  recaudatoria  en  que  esté  enclavada  la  mina. 
Los  primeros  percibirán  por  las  cantidades  que  recauden  del 
impuesto  igual  tanto  por  ciento  al  que  tengan  asignado  por  la 
contribución  territoriéil  é  industrial.  Los  agentes  percibirán 
los  recargos  de  1.^,  2.**  y  3.®'  grado  de  apremio  por  las  cantida- 
des que  recauden  con  recibo  de  canon  de  minas. 

Los  recibos  talonarios  formarán  para  cada  provincia  tantos 
cuadernos  como  zonas  recaudatorias  haya  en  la  provincia.  Las 
altas  ó  las  bajas  que  se  produzcan  en  la  propiedad  minera  por 
las  alteraciones  de  que  den  noticia  los  Gobernadores  civiles,  se 
liquidarán  por  trimestres  completos,  sea  cual  fuere  el  día  en 
que  dentro  de  él  ocurra  el  hecho  que  produzca  el  alta  ó  baja. 
Se  considera  vencida,  el  primer  día  del  segundo  mes  de  cada 
trimestre,  la  cobranza  del  canon^ 
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Al  proceder  los  agentes  á  hacer  efectivo  el  procedimiento  or- 
dinario de  apremio,  éste  se  dirigirá,  en  primer  te'rmino  contra 
los  productos  de  la  mina;  y  caso  de  no  tenerlos  ó  de  no  ser  su- 
ficientes, contra  los  demás  bienes,  muebles,  semovientes  ó  in- 
muebles del  deudor.  Si  por  cualquier  causa  el  procedimiento  se 
extendiera  hasta  el  límite  de  que  el  agente  ejecutivo  llegue  á 
unir  en  su  poder  cuatro  recibos  de  canon  adeudados  por  una 
ina,  en  el  momento  de  llegar  á  sus  manos  el  cuarto  recibo 
mestral  adeudado  suspenderá  en  el  acto  todo  procedimiento 
apremio,  y  lo  hará  así  constar  por  ínedio  de  diligencia  en  el 
pediente,  y  poniendo  á  continuación  una  nota-liquidación  del 
iporte  de  los  cuatro  recibos,  que  habrán  de  quedar  unidos  al 
pediente,  de  los  recargos  de  apremio  devengados  y  de  las 
stas  bastas  entonces  causadas,  entregará  sin  demora  dicho 
pediente  en  la  Tesorería  de  Hacienda,  datándose  del  importe 
aquellos  recibos  en  la  primera  cuenta  que  rinda.  La  Teso- 
ría,  al  recibir  el  expediente,  examinará  la  liquidación  del  dé- 
lo, recargos  y  costas  practicado  por  el  agente^  y  prestándole 
conformidad,  si  la  merece,  ó  rectificándola  si  fuera  proce- 
nte,  ó  ampliándola  con  el  recibo  ó  recibos  de  la  misma  mina 
e  hayan  podido  devengarse  con  posterioridad,  pasará  el  expe- 
jnte  á  la  Administración  de  Hacienda  para  que  pueda  incoar 
especial  de  caducidad  de  la  mina. 

Siendo  causa  de  caducidad  de  toda  mina  el  hecho  de  dejar  el 
Leño  en  descubierto  cuatro  trimestres  de  canon,  si  requerido 
r  quince  días  no  realiza  el  descubierto,  los  administradores 
Hacienda,  tan  pronto  como  reciban  el  aviso  de  que  el  descu- 
Brto  existe,  ó  reciban  de  la  Tesorería  el  expediente  de  que 
bla  el  párrafo  anterior,  incoarán  sin  demora  alguna  el  expe- 
ínte  especial  de  caducidad. 

Los  artículos  96  al  106  del  reglamento  general  para  el  régi- 
ín  de  la  Minería  de  1905  determinan  la  manera  de  llevar  á 
bo  aquellos  expedientes. 
En  30  de  Noviembre  de  1903,  en  una  Circular  de  la  Dirección 
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general  de  Contribuciones,  Impuestos  y  Rentas  á  los  Delegados 
de  Hacienda,  se  dispone:  que  á  partir  de  aquella  fecha  se  re- 
mita á  la  Dirección,  del  1.^  al  10  del  primer  mes  de  cada  trimes- 
tre, una  relación  de  todas  las  minas  que  en  fin  del  trimestre 
anterior  aparezcan  en  la  cuenta  corriente  con  cuatro  trimestres 
adeudados;  y  que  en  otra  relación  se  expresen  las  minas  que, 
adeudando  más  de  cuatro  trimestres,  se  haya  requerido  á  los 
deudores,  caducado  el  derecho  y  subastado  el  terreno,  pero  sin 
declaración  de  franco,  indicando  las  fechas  del  requerimiento. 

Últimamente,  existiendo  contradicción,  en  cuanto  á  la  fecha 
para  la  exacción  del  canon  en  las  concesiones  mineras,  entre 
el  reglamento  de  los  impuestos  mineros  de  28  de  Marzo  de  1900, 
que  dice:  «á  los  treinta  días  del  decreto  del  Gobernador  civil 
otorgando  una  concesión,  si  éste  no  ha  sido  apelado,  se  consi- 
derará firme  y  subsistente,  y  desde  el  trimestre  en  que  se  dicte 
dicho  decreto  se  devengará  el  canon  por  superficie»,  y  el  art.  78 
del  reglamento  de  17  de  Abril  de  1903,  por  Real  orden  de  Ha- 
cienda de  29  de  Abril  de  1905,  se  dispuso  de  conformidad  con 
lo  informado  por  el  Consejo  de  Estado,  que  la  fecha  para  la 
exacción  de  canon  por  superficie  es  la  fijada  en  el  art.  78  del 
reglamento  de  Minería  de  17  de  Abril  de  1903  (que  es  el  corres- 
pondiente al  art.  89,  copiado  literalmente  en  el  reglamento 
vigente  de  1905,  pág.  180)  en  relación  con  los  arts.  15  y  19  del 
decreto^ley  de  1868  y  quedando  modificado  en  este  sentido  el 
reglamento  de  impuestos  mineros. 

De  explotación  minera.— ai  decretarse  las  Bases  de  29 
de  Diciembre  de  1868,  nos  encontrábamos  con  la  ley  de  4  de 
Marzo  de  1868,  que  en  su  art.  84  disponía:  que  los  derechos 
arancelarios  que  tenían  que  pagar  los  minerales  ó  metales  á  su 
exportación  desde  cualquier  punto  del  reino  no  excederían 
del  3  por  100  de  su  valor,  sin  deducción  de  gastos  de  ninguna 
clase,  y  los  plomos  argentíferos  pagarían  los  derechos  de  expor- 
tación, tanto  por  el  plomo  como  por  la  plata  que  contuvieran; 
al  efecto  se  establecerían  por  el  Gobierno,  para  simplificar  la 
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operación  arancelaria,  tipos  de  la  respectiva  ley  de  plata  por 

circunscripciones  mineras,  cuya  comprobación  y  rectificación 

por  ensayos  de  la  riqueza  específica  se  ejecutarían  en  épocas 

prudencialmente  determinadas.  Quedaron  exceptuados  del  pago 

de  derechos  á  su  exportación  la  mena  de  hierro,  el  hierro  metá- 

i:««  i^g  combustibles  fósiles  y  el  cok,  la  calamina,  la  blenda  y 

metálico,  hasta  el  I.**  de  Enero  de  1880. 

minerales  y  metales  no  elaborados  estaban  exentos  de 

)ago  de  derechos  en  su  circulación  dentro  del  reino,  la 

ería  completamente  libre. 

:eriormente  la  ley  de  Presupuestos  de  29  de  Mayo  del 
>  año  varía  el  contenido  de  aquella  ley  en  lo  relativo  á  los 
LOS  que  han  de  satisfacer  los  minerales  y  metales,  por  con- 
p  estos  derechos  como  un  impuesto  de  minas,  y  este 
o  criterio  da  lugar  á  la  Real  orden  de  21  de  Agosto  si- 
e,  por  la  que  se  dispone:  Que  el  derecho  de  exportación  de 
nerales  y  metales  debe  ser  el  de  3  por  100;  que  en  tanto 
la  nueva  ley  de  Presupuestos  no  altere  la  organización 
lentaria  del  de  ingresos,  no  puede  considerarse  suprimido 
uesto  de  minas  tal  como  lo  clasifica  la  ley  de  29  de  Mayo; 
la  administración  del  impuesto  de  minas  corresponde:  á 
ección  general  de  Contribuciones,  la  parte  correspon- 
al  derecho  de  superficie;  y  á  la  Dirección  general  de  Im- 
>s  indirectos,  la  relativa  á  la  explotación  de  minerales. 
Uscrepancia  entre  las  dos  leyes  tan  próximas,  pues  consi- 
i  una  como  derecho  de  exportación  lo  que  la  otra  consig- 
;omo  de  explotación,  por  una  parte,  y  por  otra  el  decreto- 
29  de  Diciembre,  que  no  admitía  más  impuesto  minero 
de  superficie,  dio  motivo  á  que,  habiendo  reclamado  va- 
ompañías  mineras  contra  la  exacción  del  3  por  100  á  los 
ales  de  blenda  y  calamina  que  se  exportaran  al  extran- 
se dispusiera  por  una  orden  del  Ministro  de  Hacienda, 
le  Marzo  de  1869,  que  dichos  minerales  se  consideraran 
)s  del  expresado  derecho  desde  el  día  que  se  publicó  en  la 
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Gaceta  la  ley  de  Minas  de  4  de  Marzo  de  1868,  y  que  se  devol- 
viesen á  los  interesados  las  cantidades  indebidamente  cobradas 
por  este  concepto. 

No  obstante  esta  disposición,  habiéndose  instruido  expedien- 
tes sobre  la  interpretación  que  debía  darse  á  estas  leyes,  y  des- 
pués de  oído  el  Consejo  de  Estado,  una  orden  del  Poder  Ejecu- 
tivo de  1.**  de  Julio  de  1869  dispuso:  Que  los  derechos  de  expor- 
tación á  que  se  referían  las  leyes  de  Minas  de  1859  y  1868  cons- 
tituían un  impuesto  indirecto,  cuya  administración  y  recauda- 
ción correspondía  á  la  Dirección  general  de  Rentas;  que  no  pu- 
diendo  exigirse  más  que  un  derecho  á  la  exportación  de  los  mi- 
nerales y  metales,  con  arreglo  á  las  mismas  leyes,  aquel  dere- 
cho, durante  el  ano  1868  á  1869,  sería  del  3  por  100  á  los  mine- 
rales y  el  2  por  100  á  los  metales,  según  determinaba  la  ley  de 
Presupuestos  de  29  de  Mayo  de  1868,  á  excepción  de  los  plomos, 
que  pagarían,  por  razón  de  la  plata  que  tuvieran,  el  recargo  es- 
tablecido; que  se  consideraran  suprimidos  en  el  ejercicio  de 
dicho  año  económico  los  derechos  de  exportación  que  para  de- 
terminados minerales  y  metales  señalaba  el  arancel  de  Aduanas; 
y  que,  desde  1.**  de  Julio  de  aquel  año,  debían  cobrarse  el  3  y 
el  2  por  100  á  los  minerales  y  metales  que  quedaban  exentos 
del  derecho  de  exportación  en  la  disposición  anterior,  y  los  plo- 
mos argentíferos  pagarían  los  derechos  que  determinaba  la  ley 
de  Minas,  tanto  por  el  plomo  como  por  la  plata  que  tuvieran. 

Por  decreto  del  Ministerio  de  Hacienda  de  12  de  Julio  de  1869 
se  aprueban  los  aranceles  formados  con  arreglo  á  la  nueva  ley 
de  Aduanas,  no  adeudando  derecho  alguno  á  su  importación  en 
la  Península  é  Islas  Baleares  la  cal,  los  minerales  sueltos  ó  en 
colecciones  para  estudio;  los  minerales  de  cobre,  de  oro,  de 
plata;  los  metales  oro,  plata  y  platino  en  barras,  pedazos,  pol- 
vos, etc.,  ó  elaborados  y  contrastados  en  España;  las  piedras 
preciosas  y  el  yeso.  Los  demás  productos  minerales  pagarían  á 
su  importación  diversos  derechos  expresados  en  el  arancel,  y 
entre  los  principales  estaban:  los  mármoles,  jaspes  y  alabastros, 
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gue pagaban  35  céntimos  de  peseta  por  cada  100  kilogramos;  los 
s  minerales  y  el  cok,  1,25  pesetas  por  tonelada  de  1.000 
nos;  los  minerales  en  general,  25  céntimos  por  tonelada; 

en  barras,  15  pesetas;  el  hierro  colado  en  lingotes, 
etas;  el  cobre  de  primera  fundición,  12,50  pesetas,  y  lo 
íl  estaño  en  lingote;  el  plomo  en  galápagos,  1,50  pese- 
l  zinc  en  barras,  6  pesetas;  todos  éstos  por  quintal  mé- 
100  kilogramos. 

portación  era  libre,  excepto  las  galenas,  que  pagaban 
etas;  los  plomos  argentíferos,  1  peseta,  y  los  litargirios 
eros  80  céntimos  por  cada  100  kilogramo-^;  entendién- 
r  argentíferos  cuando  contenían  más  de  30  gramos  de 
r  100  kilogramos  de  plomo, 
rden  del  Regente  del  reino  de  8  de  Marzo  de  1870  se 

reglas  para  el  despacho  de  minerales  y  metales  grava- 
el  derecho  de  exportación,  entre  las  cuales  se  previene 
ido  se  declaren  galenas,  sean  ó  no  argentíferas,  plomos 
irios  argentíferos,  no  se  verificará  ningún  ensayo;  pero 
laran  plomos  y  litargirios  no  argentíferos,  previo  el  re- 
iento  y  peso,  se  tomarán  muestras  ó  bocados  por  du- 
que se  señalarán  y  sellarán,  firmando  la  envuelta  el  Ad- 
Idor  de  la  Aduana,  un  Vista  y  el  interesado;  una  de  és- 
stras  se  enviará  al  Ingeniero  Jefe  de  minas  de  la  pro- 

que  pertenezca  la  Aduana,  ó  al  del  distrito  minero  más 
,  para  que  practique  el  ensayo  de  oficio,  y  la  otra  mues- 
^nservará  en  la  Aduana,  para  las  comprobaciones  que 
1.  Si  del  ensayo  resulta  que  no  son  argentíferos,  no  paga- 
chos;  pero  si  lo  son,  se  cobrarán  los  derechos  y  el  recar- 
spondiente,  igual  este  á  otro  tanto  del  drrecho  del  aran- 
motivo  de  la  epidemia  de  Barcelona  se  dispuso  en  23  de 
de  1870  quedasen  exentos  del  derecho  de  arancel  y  de 
i  los  carbones  que  se  presentaren  al  despacho  en  la 
de  Tarragona,  hasta  que  se  declarase  limpio  el  puerto 
ílona. 
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En  2  de  Octubre  de  1873 ,  el  Gobierno  de  la  República,  en 
virtud  de  las  facultades  que  le  concedieron  las  Cortes  Constitu- 
yentes, estableció  varios  impuestos  de  guerra: 

1.^  Se  estableció  un  impuesto  extraordinario  y  transitorio, 
denominado  de  carga  y  policía  naval,  sobre  todos  los  produc- 
tos que  tuvieran  salida  por  las  Aduanas  nacionales. 

2.*^  El  impuesto  de  timbre,  representado  por  sellos  de  5  y 
10  céntimos  de  peseta,  los  cuales  babía  que  usarlos  adhiriéndo- 
los á  las  cartas,  documentos,  títulos  y  billetes;  en  los  títulos 
de  propiedad  de  minas,  y  en  sus  copias  ó  duplicados,  era  de 
10  céntimos.  Esta  contribución  se  amplió  á  las  ventas,  decla- 
rándose por  Real  orden  de  18  de  Enero  de  1876  que  los  galápa- 
gos de  plomo  que  se  beneficiaran  en  el  país  ó  se  exportaran 
ai  extranjero  estaban  obligados  á  contribuir  con  un  sello  de 
5  céntimos  de  peseta  por  cada  100  kilogramos;  y  por  la  ins- 
trucción de  29  de  Julio  del  mismo  año,  para  el  sello  de  im- 
puesto de  ventas,  se  determinó  que  los  minerales  de  todas 
clases  que  se  vendieran  en  el  país  pagarían  un  sello  de  5  cén- 
timos por  cada  1.000  kilogramos. 

3.^  fH  impuesto  extraordinario  y  transitorio  sobre  los  pro- 
ductos líquidos  de  la  riqueza  minera  se  estableció  en  la  forma 
siguiente:  3  por  100  del  producto  líquido  en  las  minas  de  hierro 
y  hulla;  y  5  por  100  del  producto  líquido  en  las  minas  de  las 
demás  substancias  comprendidas  en  la  2.*  y  3.*  sección  del 
decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868.  Quedaron  exentas  las 
substancias  de  la  1.*  sección.  En  25  de  Diciembre  se  publicó  una 
minuciosa  instrucción  para  la  cobranza  de  estos  impuestos. 

En  30  de  Diciembre  del  mismo  año  se  redujeron  los  tipos 
del  impuesto  extraordinario  y  transitorio  llamado  de  carga  y 
policía  naval.  En  31  de  Diciembre  se  acordó  suspender  hasta 
nueva  orden  la  exacción  de  este  impuesto.  Y  en  14  de  Enero 
siguiente  se  suprimió  definitivamente. 

La  ley  de  Presupuestos  de  26  de  Junio  de  1874  aumenta  en 
una  novena  parte,  en  concepto  de  impuesto  extraordinario  de 
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guerra,  á  las  cuotas  que  venían  satisfaciendo  al  Tesoro  los 
contribuyentes  por  industria  y  comercio.  Por  orden  del  31  de 
Julio  se  dispone  que  el  recargo  de  la  novena  parte  que  se 
aumenta  en  concepto  de  impuesto  extraordinario  de  guerra 
comprende  tambie'n  al  5  por  100  y  3  por  100  que  venía  deven- 
gando ya  la  riqueza  minera. 
Los  impuestos  de  guerra  establecidos  por  el  decreto  de  2  de 
)ctubre  de  1873  no  comprendían  á  los  productos  de  extranjeros, 
a  fueran  de  Empresas  ó  particulares,  y  en  18  de  Julio  de  1874 
ma  Orden  de  la  Dirección  de  Contribuciones  da  reglas  sobre 
ieclaración  de  extranjería  para  el  goce  de  la  exención  del  im- 
puesto extraordinario  y  transitorio  establecido  sobre  los  pro- 
luctos  líquidos  de  la  riqueza  minera.  Estas  declaraciones  podían 
olicitarse  por  particulares  extranjeros  ó  Sociedades  y  Empresas 
ocalizadas  en  el  exterior  de  España,  del  Ministerio  de  Hacienda, 
le  acuerdo  con  la  Dirección  de  Contribuciones,  presentando 
J  efecto  los  interesados  certificaciones  libradas  por  los  repre- 
entantes  españoles  en  las  naciones  donde  radicaban  ó  se  halla- 
ban establecidas  las  empresas  y  particulares  que  se  encargaban 
le  la  explotación  y  laboreo  de  las  minas  en  la  Península  espa- 
lóla, sus  posesiones  é  islas  adyacentes;  donde  no  hubiera  repre- 
lentantes  diplomáticos,  darían  los  documentos  equivalentes  los 
Cónsules  generales  de  España.  Las  Empresas,  Sociedades  ó  par- 
iculares  tenían  que  acreditar  además,  por  medio  de  certifica- 
iones  de  los  respectivos  Gobiernos  civiles,  la  pertenencia  de 
ada  concesión  minera  á  la  asociación  ó  particular  que  revis- 
íera  aquel  carácter  de  nacionalidad  y  pidiera  la  excepción. 

Observamos  en  todas  estas  disposiciones  que,  aunque  las 
Jases  legislativas  del  año  1868  fijaron  como  contribución  única 
1  canon  de  superficie,  cuyo  tipo  variaba  con  relación  á  la  na- 
uraleza  de  la  substancia,  y  las  primeras  disposiciones  después 
le  aquéllas  todavía,  al  imponer  el  3  y  2  por  100  sobre  la  rique- 
a  minera,  daban  á  esta  contribución  el  carácter  de  impuesto 
le  Aduanas,  ó  sea  de  exportación,  hasta  el  punto  que  los  mine-^ 
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rales  y  metales  que  se  consumían  en  el  interior  podrían  circular 
libremente  y  estaban  exentos  de  aquel  tributo,  las  disposiciones 
posteriores,  comenzando  por  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de 
J .°  de  Julio  de  1869 ,  ya  declaraban  que  aquella  contribución 
constituía  un  impuesto  indirecto,  y  no  sólo  lo  conservó  para  la 
exportación  de  algunas  substancias,  si  que  además  lo  creó 
para  aquellas  que  estaban  exentas  de  su  pago  á  la  exportación, 
es  decir,  que  declaraba  de  una  manera  franca  que  aquel  im- 
puesto comprendía  ya  á  todas  las  substancias  minerales  y 
metales. 

De  todo  esto  resultó,  no  sólo  que  la  industria  minera  quedó 
muy  recargada,  sino  también  que,  como  cada  ley  se  fundaba 
en  un  criterio  distinto,  al  aceptar  ambos  sólo  se  obtenía  la 
confusión  que  era  natural  y  la  falta  de  equidad  en  la  tributa- 
ción. Este  estado  de  cosas  ocasionó  el  privilegio  de  extranje- 
ría, que  vino  á  agravar  más  la  situación  de  los  nacionales  que 
se  dedicaban  á  la  explotación  de  esta  riqueza. 

La  ley  de  Presupuestos  de  21  de  Julio  de  1870  quita  toda 
confusión  en  las  disposiciones  anteriores,  hace  desaparecer  los 
privilegijos  concedidos  á  unas  substancias  sobre  otras,  y  esta- 
blece la  igualdad  para  nacionales  y  extranjeros,  dispone  la  su- 
presión del  impuesto  extraordinario  sobre  los  productos  líqui- 
dos de  la  riqueza  minera  y  sus  correspondientes  recargos.  En 
su  lugar  se  exigiría,  desde  el  1.°  de  Julio  de  aquel  año,  el  1 
por  100  del  producto  bruto  de  la  misma  riqueza.  Se  autorizó  al 
Gobierno  para  que,  por  conciertos  con  las  empresas  ó  centros 
mineros,  obtuviera  el  cobro  del  impuesto,  y  caso  de  no  conse- 
guirlo se  las  autorizó  también  para  arrendarlo. 

No  pudieron  conseguirse  ni  los  conciertos  con  las  empresas, 
ni  los  arrendamientos,  y  en  11  de  Abril  de  1877  se  dio  la  Ins- 
trucción para  la  administración  y  recaudación  de  este  impuesto, 
que  se  haría  por  las  Administraciones  Económicas  de  las  pro- 
vincias bajo  la  dirección  de  la  general  de  Contribuciones. 

Esta  Instrucción,  que  fué  muy  detallada,  por  tratarse  de  con- 
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tribución  nueva,  comentó  por  la  «Explicación  del  impuesto 

Se  entiende  por  producto  bruto  de  una  mina  el  valor  íntegro 
que  tengan  á  la  boca  dé  la  misma  los  minerales  extraídos,  sin 
deducción  alguna  de  gastos;  y  están  sujetos  al  impuesto,  ya ' 
"  exporten  al  extranjero,  ya  se  fundan  ó  beneficien  en  las  fa- 
lcas del  reino,  ya  se  dediquen  á  otras  industrias,  ya,  en  fin, 
almacenen  ó  depositen.  Este  impuesto  grava  directamente 
producto  bruto  de  toda  especie  de  minas,  sin  tener  para  nada 
cuenta  la  nacionalidad  de  sus  poseedores  ó  explotadores, 
ndependientemente  del  título  de  adquisición  ó  del  contrato 
explotación  que  aduzcan  los  unos  ó  los  otros. 
Todo  propietario  explotador  de  una  ó  varias  minas,  por  si  ó 
r  medio  de  representante  legal,  presentará  por  duplicado  en 
Administración  Económica  de  la  provincia  en  que  radiquen 
;  pertenencias  mineras,  en  los  diez  primeros  días  de  cada  tri- 
ístre,  una  relación  del  producto  de  su  mina  durante  el  tri- 
istre  anterior  inmediato.  Esta  relación  expresará; 
l.^  La  cantidad,  clase  y  ley  del  mineral  extraído. 
l.^  El  precio  á  que  se  haya  vendido,  clase  en  la  boca  de  la 
na,  ó  el  valor  que  se  le  considera  en  dicho  punto,  si  no  se  ha 
adido,  ó  si  se  ha  transportado  para  venderle  en  otro  punto  ó 
ra  exportarle  al  extranjero. 

5.°  El  importe  del  1  por  100  sobre  el  valor  íntegro,  sin  deduc^ 
>n  de  gasto  alguno,  que  será  la  cantidad  que  el  firmante  de 
relación  se  declara  obligado  á  pagar. 

]¡uando  el  obligado  á  presentar  la  relación  de  una  mina  no 
haga  en  el  término  prescrito,  la  Administración  enviará  con- 
él,  y  á  su  costa,  comisionados  plantones  con  las  dietas  co- 
spondientes,  y  le  impondrá  además  un  recargo  del  20  por  100 
la  cantidad  que  después  resulte  debe  pagar. 
Después  que  haya  sido  aprobada  la  liquidación,  se  dará  avi- 
al  interesado  ó  su  representante,  señalándole,  para  que  acu- 
á  pagar,  un  término  que  no  podrá  exceder  de  diez  días.  El 
eresado  hará  el  pago  en  la  Caja  de  la  Administración  Eco- 
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nómica  de  la  provincia;  si  no  acude  dentro  del  plazo  señalado, 
se  declarará  incurso  en  el  recargo  del  10  por  100  y  se  mandará 
proceder  contra  él. 

Comprobación,— Duvanie  el  primer  mes  de  cada  trimestre,  el 
jefe  económico  mandará  que  se  publiquen  las  relaciones  presen- 
tadas en  tres  números  consecutivos  del  Boletín  Oficial  de  la 
provincia,  para  que  reclame  contra  ellas  todo  aquel  que  no  las 
considere  exactas  en  cuanto  á  cantidad,  clase,  calidad  y  precio 
asignado  á  los  minerales.  Dentro  de  ese  mismo  período,  el  jefe 
económico  pasará  al  Ingeniero  jefe  de  minas  de  la  provincia 
todas  las  relaciones  presentadas,  con  el  fin  de  que  las  examine 
y  diga  sobre  cada  una  cuanto  se  le  ofrezca  y  parezca.  El  Inge- 
niero deberá  devolverlas  informadas  dentro  de  los  dos  meses 
siguientes. 

La  Administración  Económica  deberá,  además  y  dentro  del 
período  de  ocho  meses,  comprobar  su  verdad  por  todos  los 
medios  que  posea,  incluso  el  de  inspeccionar  los  libros  de  con- 
tabilidad y  demás,  del  particular  ó  Sociedad  explotadora  de  la 
mina. 

Si  la  Administración  llega  á  tener  conocimiento,  o  al  menos 
sospecha  racional  de  fraude  en  una  relación,  siempre  dentro  de 
los  ocho  meses,  el  Jefe  económico  formará,  sin  la  menor  demora, 
expediente  de  defraudación,  con  audiencia  del  interesado;  y  si 
resulta  probada,  condenará  al  culpable  al  pago  de  la  cantidad 
defraudada  y  al  cuadruplo  de  la  misma  como  multa. 

Como  Finiquito  de  relaciones  se  dispone  que,  terminado  el 
plazo  de  los  ocho  meses,  no  podrá  entablarse  gestión  alguna  de 
comprobación  sobre  las  relaciones,  ni  continuar  las  que  estu- 
viesen entabladas,  si  no  resultan  méritos  para  considerarlas 
falsas. 

Jurisdicción.  —  El  Jefe  económico  resolverá  en  primera  ins- 
tancia. De  sus  resoluciones  podrán  alzarse  los  interesados  para 
ante  el  Director  general  de  Contribuciones  en  el  término  de  un 
mes.  De  las  resoluciones  de  la  Dirección  podrán  apelar  para 
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ante  el  Ministerio  de  Hacienda  en  el  término  de  dos  meses.  De 
la  decisión  ministerial  podrá  acudirse  á  la  vía  contenciosa,  en 
el  término  que  marque  el  reglamento  de  aquel  Tribunal. 

De  nuevo  la  ley  de  Presupuestos  de  U  de  Julio  de  1877  auto- 
riza al  Ministro  de  Hacienda  para  arrendar  en  pública  subasta 
el  impuesto  del  1  por  100  sobre  el  producto  bruto  de  las  minas, 
y  para  celebrar  con  los  centros  mineros  conciertos  especiales, 
sobre  la  base  de  que  se  cubran  las  cantidades  presupuestas 
con  un  aumento  por  lo  menos  de  10  por  100.  El  pliego  de  con- 
diciones para  el  arriendo  de  este  impuesto  se  hizo  unido  al  del 
canon  de  superficie;  así  que  contenía  las  cláusulas  que  al  tratar 
de  aquél  hemos  dicho. 

La  ley  de  Presupuestos  de  30  de  Julio  de  1878  dispone  que 
el  impuesto  del  1  por  100  se  haga  efectivo  por  conciertos  con 
las  empresas  ó  centros  mineros,  y  subsidiariamente  por  arrien- 
dos generales  ó  parciales;  por  circular  de  la  Dirección  general 
de  Contribuciones  de  1.**  de  Agosto  de  aquel  año  se  fijó  el  cupo 
correspondiente  á  cada  provincia  para  dichos  conciertos. 

Para  cortar  la  ocultación  y  defraudación  de  que  era  objeto  el 
impuesto  del  1  por  100  sobre  el  producto  bruto  de  las  minas,  se 
dio  una  circular  por  la  Dirección  general  de  Contribuciones  en 
31  de  Enero  de  1880,  disponiendo  que  las  certiGcaciones-guías, 
que  hasta  entonces  sólo  se  exigían  en  las  Aduanas  y  en  los 
establecimientos  de  fundición  y  beneficio,  se  hiciera  extensiva 
aquella  presentación  á  la  circulación  de  los  minerales  por  el 
interior  de  la  Nación.  En  su  consecuencia  no  podían  embar- 
carse minerales  de  ninguna  clase  con  destino  al  comercio  exte- 
rior y  de  cabotaje,  ni  admitirse  para  su  fundición  y  beneficio 
en  los  establecimientos  destinados  á  dicha  operación,  ni  circu- 
lar libremente  por  los  ferrocarriles,  carreteras,  ríos  y  demás 
vías  de  comunicación  terrestres  y  fluviales,  sin  ir  acompañadas 
de  la  certificación-guía  que  acredite  que  el  minero  ó  empresa  se 
hallan  corrientes  en  el  pago  del  impuesto  por  el  trimestre 
económico  anterior. 
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Dichas  guías  tenían  que  ser  expedidas  por  los  jefes  de  inter- 
vención de  las  Administraciones,  y  se  hacía  responsables  á  los 
administradores  de  Aduanas,  personas  ó  Compañías  propieta- 
rias de  los  establecimientos  de  fundición  ó  beneficio,  empresas 
de  transportes  y  á  los  dueños  de  los  minerales,  por  expedir, 
transportar  ó  recibir  éstos  sin  las  correspondientes  guías,  incu- 
rriendo en  multa  del  duplo  al  cuadruplo  de  los  derechos  deven- 
gados por  los  minerales. 

Quedaban  exceptuados  de  la  necesidad  de  guías  y  de  las  respon- 
sabilidades consiguientes  á  su  falta,  los  mineros  de  las  provin- 
cias que  tuvieran  celebrado  concierto  colectivo  con  la  Hacienda, 
siempre  que  los  minerales  tuvieran  que  exportarse,  beneficiarse 
y  circular  por  el  territorio  de  dicha  provincia. 

Se  dio  un  phizo  para  hacerse  de  estas  guías,  que  primero  fué 
hasta  1.°  de  Marzo  y  después  se  amplió  por  Real  orden  hasta 
1  .**  de  Mayo,  y  por  otra  Real  orden  se  amplió  de  nuevo  hasta  1  .^  de 
Julio. 

En  vista  de  las  dificultades  que  había  para  la  adquisición  de 
las  guías  y  al  objeto  de  facilitar  y  ampliar  aquella  disposición, 
por  Real  orden  de  9  de  Junio  de  1880  se  dispuso  que,  además 
de  las  Administraciones  Económicas,  únicas  que  hasta  enton- 
ces las  expedían,  podían  darlas  también  las  Administraciones 
Depositarías  de  los  partidos  y  las  de  Rentas  estancadas  de  los 
mismos,  siempre  que  de  las  certificaciones  que  les  remitieran  las 
referidas  Administraciones  Económicas  apareciera  que  se  ha- 
llaban corrientes  las  minas  de  donde  procedían  los  minerales  en 
el  pago  del  impuesto  de  1  por  100  sobre  el  producto  bruto  de  la 
riqueza  minera. 

En  las  provincias  en  que  los  mineros  estaban  concertados 
colectivamente  con  la  Hacienda  para  el  pago  del  impuesto,  po- 
dían éstos  expedir  las  guías  para  pasar  á  otra  provincia  en  que 
no  se  hubiera  celebrado  concierto  colectivo,  con  la  obligación 
de  dar  una  relación  ó  resumen  trimestral  á  la  Administración 
Económica  de  la  provincia  concertada. 
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Análogamente,  los  minerales  que  tenían  que  pasar  á  una  pro- 
vincia en  que  los  mineros  estaban  concertados  también  colec- 
tivamente, no  necesitaban  guías  de  ninguna  clase,  á  no  ser  que 
se  hiciera  reclamación  por  los  mismos  mineros. 

Por  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881  se  suprime  el  impuesto 
del  1  por  100  sobre  el  producto  bruto,  aunque  reemplazándolo 
por  el  100  por  100  en  que  se  aumentó  el  canon  de  superficie; 
es  decir,  que  la  explotación  minera  continuaba  gravada  en  lo 
mismo  que  lo  estaban  las  concesiones  mineras. 

Por  ley  de  25  de  Julio  de  1883  se  establece  de  nuevo  que  la 
riqueza  minera  pagará  por  impuesto  el  1  por  100  de  su  producto 
bruto;  entendiéndose  por  producto  bruto  de  una  mina  el  valor 
íntegro  y  sin  deducción  alguna  por  gastos  que  tenga  el  mineral 
extraído. 

La  percepción  del  impuesto  se  verificará  con  arreglo  á  las  si- 
guientes bases: 

1.*  La  Administración,  en  vista  de  las  relaciones  de  produc- 
ción presentadas  por  los  particulares,  de  las  estadísticas  mine- 
ras, de  los  informes  de  los  ingenieros  de  Minas  de  las  provincias 
y  de  los  antecedentes  y  datos  que  estime  oportunos,  fijará  con 
la  debida  anticipación  la  cantidad  que  debe  abonarse  por  cada 
pertenencia  minera. 

2.*  Si  esta  cantidad  excede  de  la  que  corresponde  por  im- 
puesto, según  la  relación  presentada  por  el  particular,  éste  podrá 
reclamar  al  Ministro  de  Hacienda,  contra  cuya  resolución  no 
se  dará  recurso  alguno.  El  particular  que  en  el  plazo  marcado 
no  presenta  la  relación  de  productos,  tendrá  que  pasar  por  la 
cantidad  que  la  Administración  fije,  sin  derecho  á  reclamación 
alguna. 

3.*  La  Administración  podrá  celebrar  conciertos  con  los  con- 
tribuyentes para  la  recaudación  del  cupo  que  corresponda  á 
cada  provincia;  se  podrá  dividir  la  provincia  en  dos  ó  más  cen- 
tros mineros,  celebrándose  separadamente  los  conciertos  con 
los  contribuyentes  de  cada  uno  de  ellos. 
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4.*  El  cupo  de  la  provincia  ó  centro  minero  se  fijará  de  común 
acuerdo  entre  la  Administración  y  los  contribuyentes,  calculán- 
dose por  la  suma  de  las  cuotas  parciales  de  cada  pertenencia, 
con  una  rebaja  que  no  exceda  del  30  por  100. 

5.*  Si  no  pudiera  realizarse  el  concierto,  la  Administración 
recaudará  directamente  el  impuesto  ó  arrendará  la  recaudación 
total  de  cada  provincia  ó  centro  minero;  en  este  caso,  el  precio 
del  arrendamiento  no  podrá  ser  menor  del  fijado  para  el  con- 
cierto con  los  contribuyentes. 

En  1887  se  reproduce  la  Instrucción  de  11  de  Abril  de  1877 
para  la  administración  del  impuesto. 

Y  en  29  de  Junio  del  mismo  año,  la  ley  de  Presupuestos  del 
año  económico  de  1887-88  dispone  que  los  ingenieros  del  Cuer- 
po de  Minas  suministrarán  á  la  Hacienda  las  cifras  que  reve- 
len las  cantidades  de  minerales  extraídos  de  las  distintas  mi- 
nas, con  la  riqueza  media  de  aquellos,  para  la  mejor  percepción 
por  el  Erario  del  impuesto  del  1  por  100,  á  cuyo  fin  se  dictarían 
por  los  Departamentos  de  Hacienda  y  Fomento  las  disposicio- 
nes conducentes  al  objeto,  sin  que  en  ellas  se  pueda  alterar  ni 
la  índole  de  los  tributos,  ni  la  clasificación  por  la  cual  debían 
satisfacerse. 

La  supresión  de  las  secciones  de  Fomento  en  1888  hizo  ne- 
cesario modificar  la  Instrucción  para  la  administración  del  im- 
puesto. La  nueva,  dada  por  Real  decreto  de  9  de  Abril  de  1889, 
copió  todas  las  prescripciones  de  la  anterior,  añadiendo  las  dis- 
posiciones que  sobre  guías  se  habían  dado  después  de  1877  y 
antes  hemos  dicho;  se  encomendó  al  Delegado  de  Hacienda  to- 
das las  atribuciones  que  en  la  anterior  correspondían  al  Jefe 
económico;  y  por  último,  se  modificó  el  concepto  de  producto 
bruto,  que  la  práctica  había  hecho  reconocer  que  realmente  era 
necesario  variarlo. 

Decía  la  Instrucción  de  1877,  que  se  entendía  por  producto 
bruto  de  una  mina  el  valor  íntegro  que  tuvieran  en  la  boca  de 
la  misma  los  minerales  extraídos;  de  donde  resultaba  que,  como 
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el  valor  se  daba  antes  de  pasar  á  los  lavaderos  de  minerales  ó 
talleres  de  preparación  niecánica  y  después  se  transportaban 
enriquecidos  por  las  operaciones  que  en  éstos  sufrían,  las  guias 
que  era  el  medio  que  se  tenía  para  conocer  la  producción,  no 
podían  servir  de  comprobantes,  pues  que  la  riqueza  y  precio 
del  mineral  que  en  ellas  se  consignaba  no  era  la  del  mineral 
que  se  transportaba;  y  como  á  los  mineros  no  les  hacían  falta 
guias  más  que  en  la  proporción  de  los  minerales  que  transpor- 
taban, declaraban  la  extracción  sólo  por  una  parte  pequeña  de 
ia  que  en  realidad  salía  por  la  boca  de  la  mina.  Por  esta  razón 
m  la  nueva  Instrucción  se  decía:  <(Se  entiende  por  producto 
bruto  de  una  mina  el  valor  íntegro  del  mineral,  tal  como  se 
tialle  en  los  depósitos  ó  almacenes  de  su  demarcación,  en  esta- 
io  de  venta  para  beneficiarlo  de  cualquier  modo,  transportarlo 
6  exportarlo.» 

En  24  de  Junio  de  1889,  y  por  circular  á  los  Delegados  de 
Hacienda,  se  agregaron  prevenciones,  al  trasladarles  la  Instruc- 
ción de  9  de  Abril  de  aquel  año,  para  el  mejor  cumplimiento 
BU  la  administración  del  impuesto. 

La  ley  de  Presupuestos  del  Estado  para  1892-93  aumenta  á 
I  por  100  el  impuesto  establecido  en  1883  sobre  el  producto 
bruto  de  la  riqueza  minera,  y  amplía  á  esta  tributación  todas 
las  autorizaciones  y  disposiciones  que  se  habían  dado  para  el 
canon  de  superficie,  para  arrendar  ó  celebrar  conciertos  con  los 
contribuyentes. 

En  el  reglamento  de  3  de  Agosto  de  1892  para  la  fijación  de 
cupos  y  celebración  de  arriendos  ó  de  conciertos,  se  dispone 
que  para  el  de  la  riqueza  minera  se  tendrán  á  la  vista  todos 
los  datos  para  conocer  las  cantidades  liquidadas  en  la  provin- 
cia por  el  impuesto  del  1  por  100  durante  el  ejercicio  de  1891-92 
y  se  procederá  á  duplicar  dichas  cifras. 

Y  en  el  reglamento  de  31  de  Agosto,  para  el  servicio  de  la 
inspección  é  investigación,  se  dispone  que:  Los  investigadores 
girarán  visitas  á  las  oficinas  de  Aduanas,  á  las  de  personas  ó 
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compañías  propietarias  de  establecimientos  de  fundición  y 
beneficio  de  minerales,  á  las  empresas  de  ferrocarriles  y  á  cua- 
lesquiera otras  de  transporte  terrestre  ó  fluvial,  á  fin  de  exami- 
nar los  documentos  expedidos  por  las  Delegaciones  de  Hacien- 
da de  las  provincias  en  que  esté  enclavada  la  mina  de  que 
procede  el  mineral  y  cerciorarse  de  que  éste  ha  satisfecho  el 
impuesto  sobre  el  producto  bruto. 

El  recargo  del  10  por  100  que  creó  la  ley  de  Presupuestos 
de  1897  para  todas  las  contribuciones  comprendió  también  este 
impuesto. 

La  ley  de  Presupuestos  de  1898  aumenta  aquel  recargo  al  20 
por  100  para  los  impuestos  de  minas,  y  también  para  la  renta 
de  Aduanas,  sin  alterar  las  tarifas  de  Arancel,  exigiéndose  sobre 
la  totalidad  del  adeudo  en  cada  declaración,  y  respetando  los 
compromisos  contraídos  en  los  tratados  internacionales. 

En  el  artículo  en  que  se  autorizaba  al  Gobierno  para  percibir 
otro  recargo  nuevo  especial  de  guerra  de  20  por  100  sobre  las 
mismas  contribuciones,  con  exención  de  los  derechos  arancela- 
rios de  importación  de  la  renta  de  Aduanas,  se  establece,  en 
sustitución  del  recargo  que  correspondería  á  éstos,  un  impuesto 
á  la  exportación  del  2  V*  por  100  del  valor  de  la  mercancía  ex- 
portada, según  las  valoraciones  de  1897. 

Las  galenas,  plomos  y  litargirios  argentíferos  pagarían  el 
2  Vi  por  100  ad  valorem  como  máximo  en  derechos  de  expor- 
tación. Los  destinados  á  naciones  que  establecieran  ó  tuvieran 
establecido  derecho  de  importación  á  dichos  artículos  paga- 
rían 5  por  100  ad  valorem  de  derechos  de  exportación,  que- 
dando en  suspenso  los  derechos  que  fijaba  el  Arancel  en  esta 
parte.  Los  carbones  minerales  y  el  cok  que  se  exportaran  de  las 
Islas  Canarias  se  exceptuaban  del  derecho  de  exportación. 

Se  redujeron  á  1,50  pesetas  por  tonelada  de  1.000  kgs.,  sea 
cual  fuere  su  procedencia  y  la  industria  á  que  se  destinen,  los 
derechos  de  importación  á  los  carbones  minerales  y  el  cok,  y  el 
recargo  establecido  por  la  ley  de  Presupuestos  de  1895-96. 
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La  ley  de  Impuestos  mineros  de  28  de  Mayo  de  1900,  en  la  ac- 
tualidad vigente,  dispone:  que  la  riqueza  minera  pagará  el  3 
por  100  de  su  producto  bruto,  definido  éste  como  lo  había  hecho 
la  Instrucción  de  1889. 

Los  ingenieros  de  minas  afectos  al  servicio  de  los  distritos 
mineros  inspeccionarán  la  riqueza  minero-metalúrgica  para  los 
efectos  de  la  administración  y  exacción  de  los  impuestos,  y  de- 
terminarán el  valor  de  las  diferentes  clases  de  minerales  pro- 
ducidos en  las  explotaciones.  Si  el  valor  consignado  por  el  in- 
geniero á  los  productos  de  una  explotación  excede  al  declarado 
por  el  interesado  en  menos  del  15  por  100,  el  Delegado  de  Ha- 
cienda aprobará  la  liquidación  con  arreglo  á  lo  informado  por 
el  ingeniero.  En  el  caso  de  que  dicha  diferencia  llegase  al  15 
por  100  ó  excediese  de  él,  se  procederá  á  la  comprobación  facul- 
tativa; y  probada  la  defraudación,  se  instruirá  el  expediente, 
que  será  resuelto  en  junta  administrativa,  de  la  cual  formará 
parte  el  Ingeniero  Jefe  del  distrito  minero. 

Siempre  que  los  ingenieros  tengan  que  abandonar  su  residen- 
cia oficial  á  fin  de  practicar  las  visitas  que  sean  necesarias  para 
el  cumplimiento  de  las  disposiciones  de  esta  ley,  disfrutarán  las 
indemnizaciones  reglamentarias,  con  arreglo  á  la  Instrucción 
de  17  de  Junio  de  1893. 

El  reglamento  para  la  aplicación  de  la  ley  de  impuestos  con- 
serva gran  parte  de  las  Instrucciones  de  1877  y  1889;  así  que 
indicaremos  sólo  las  modificaciones  ó  aclaraciones  que  da  sobre 
algunos  puntos. 

Las  minas  exentas  del  impuesto  del  canon  de  superficie,  por 
cualquiera  de  las  causas  de  exención  que  se  han  señalado,  están 
sujetas  al  impuesto  de  explotación. 

La  administración  y  cobranza  del  impuesto  se  realizará  por 
las  oficinas  provinciales  de  Hacienda,  bajo  la  inspección  de  la 
Dirección  general  de  Contribuciones,  con  sujeción  á  las  reglas 
siguientes: 

1.*  Dentro  de  la  segunda  quincena  del  tercer  mes  de  cada  tri- 
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mestre,  el  Jefe  de  Hacienda  en  la  provincia,  con  vista  de  las  rela- 
ciones de  producción  de  los  anteriores  trimestres  presentadas 
por  los  particulares,  de  las  estadísticas  mineras,  de  los  informes 
de  los  ingenieros  jefes  de  Minas  de  las  provincias  y  de  los  antece- 
dentes y  datos  que  estime  oportunos,  Qjarála  cantidad  que  debe 
abonarse  por  cada  mina.  Esta  fijación  previa,  que  será  publicada 
en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia  dentro  de  la  segunda  quin- 
cena del  tercer  mes  del  trimestre,  quedará  nula  y  sin  ningún 
valor  ni  efecto  si  el  minero  presenta  su  relación  de  productos 
dentro  del  plazo  que  fija  la  regla  siguiente.  Del  Boletín  en  que 
la  fijación  j^revia  se  publique,  se  remitirá  un  ejemplar  á  la  Di- 
rección general  de  Contribuciones. 

2.*  Todo  propietario  ó  explotador,  en  la  misma  forma  que  pres- 
cribían las  instruciones  anteriores  y  dentro  también  de  los  diez 
días  primeros  de  cada  trimestre,  con  arreglo  á  modelo,  presen- 
tará por  triplicado  la  relación  del  producto  de  cada  una  de  sus 
minas  durante  el  trimestre  anterior  inmediato. 

Al  pie  de  la  relación  declararán  de  su  exactitud,  en  la  parte  que 
les  conste,  la  persona  ó  personas  que  hayan  adquirido  los  mine- 
rales para  su  explotación  ó  beneficio.  Esta  declaración  podrá 
hacerse  por  medio  de  documento  separado  de  la  relación,  si  el 
comprador  del  mineral  no  tuviera  su  domicilio  en  la  misma 
localidad  y  careciese  de  representante.  Si  las  minas  pertenecen 
á  una  Sociedad,  presentará  la  relación  el  Presidente  de  la  Junta 
Directiva  ó  quien  haga  sus  veces. 

Si  el  obligado  á  declarar  al  pie  de  la  relación  ó  en  documento 
separado  se  negase  á  hacerlo,  pagará  como  multa  el  20  por  100 
del  impuesto  correspondiente  á  la  parte  que  le  corresponda 
declarar. 

3.*  Se  refiere  al  particular  que  no  presenta  la  relación  en  los 
plazos  marcados,  y  que  se  conservan  las  prescripciones  ante- 
riores. 

4.*  El  Jefe  de  Hacienda  en  la  provincia,  en  el  mismo  día  en  que 
las  relaciones  se  presenten,  remitirá  uno  de  los  ejemplares  al 
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Ingeniero  Jefe  del  Distrito  minero,  para  que  los  examine,  aprue- 
be, censure  ó  modifique,  y  dentro  del  plazo  de  diez  días  las 
devuelva  si  su  informe  no  exigiera  hacer  la  comprobación  facul- 
Otro  ejemplar  será  devuelto  al  presentador  con  el  Becibi 

0  por  el  Administrador,  fecha  de  la  presentación  y  sello 
iependencia. 

Devuelta  por  el  ingeniero  la  relación  de  productos  presen- 
Dr  el  minero,  se  pasará  á  la  Intervención  para  los  efectos 
^lamento  de  organización  provincial,  cumplido  lo  que, 
á  á  la  Administración  para  que  se  dé  aviso  al  interesado. 
L  cumplir  la  regla  4.*  se  tendrá  en  cuenta: 
(ue  la  valoración  se  hará  siempre  con  arreglo  á  los  precios 
Península,  tomando  el  término  medio  de  los  del  trimestre 
3r. 

lOs  datos  adquiridos  por  los  ingenieros,  tanto  al  hacer  las 
caciones  como  al  practicar  las  visitas  de  policía  minera, 
i  no  hay  antecedentes,  puede  no  modificarse  la  ley  del 
al  y  la  cantidad  de  plata  que  expresan  los  estados  de  los 
3S,  estando  é^tos  á  las  resultas  de  la  comprobación  que 
icipio  hemos  dicho  del  15  por  100. 
ensayos  de  minerales  necesarios  para  el  cumplimiento 

1  comprobación  se  harán  en  el  laboratorio  de  la  Escuela 
las,  previo  acuerdo  de  la  Dirección  general  de  Contribu- 
;,  sin  derecho  á  indemnización  de  ninguna  clase  por  tal 
¡o,  abonándose  los  gastos  que  ocasione,  con  imputación 
lito  destinado  á  este  servicio  de  «Gastos  de  las  contribu- 
;  y  rentas  públicas)^ . 

nismo  reglamento  dedica  un  capítulo  para  tratar  De  la 

ilación  ele  mincrale»,  que  dice: 

circulación  de  minerales  en  la  Península  é  islas  adyacen- 

sujetará  á  las  siguientes  reglas: 

Desde  la  publicación  del  reglamento  no  podrán  salir  mi- 

ís  de  ninguna  clase  fuera  de  los  límites  de  la  mina  que  los 

zea,  circular  por  los  caminos,  carreteras,  ferrocarriles, 
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vías  de  comunicación  terrestres  ó  fluviales,  ni  embarcarse  para 
navegación  de  altura  ó  de  cabotaje,  sin  ir  acompañados  por 
una  Guía,  expedida  por  la  persona  que  el  dueño  ó  explotador 
de  la  mina  haya  dado  á  conocer  á  la  Hacienda  como  autorizada 
para  la  expedición  del  documento. 

Los  minerales  producidos  en  un  coto  minero  sólo  están  obli- 
gados á  ir  acompañados  de  guías  cuando  salgan  de  los  límites 
del  coto  en  que  se  produjeron. 

El  coto  minero  lo  constituye  la  agrupación  de  las  diversas 
concesiones  que  posea  ó  explote  una  sola  entidad  minera, 
sea  ésta  una  Sociedad  ó  un  particular,  y  ya  estén  enclavadas 
en  uno  ó  en  diversos  términos,  siempre  que  todas  ellas  cons- 
tituyan un  solo  perímetro  sin  solución  de  continuidad,  6 
sólo  separadas  por  parcelas  que  no  excedan  de  las  cuatro 
hectáreas  que  pueden  motivar  una  concesión,  con  arreglo  á  los 
artículos  12  al  15  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  del  año 
de  1868. 

%  2.*  Quedan  exceptuados  de  esta  obligación  los  minerales  que 
se  muevan  dentro  de  las  provincias  que  tengan  celebrados  con- 
ciertos con  la  Hacienda,  á  menos  que  el  Sindicato  considere 
conveniente  á  sus  intereses  someter  la.  circulación  interior  de 
minerales  á  la  ley  común,  en  cuyo  caso  lo  manifestará  al  jefe 
de  Hacienda  en  la  provincia,  para  que  lo  haga  saber  á  la  Di- 
rección general  de  Contribuciones. 

3.*  Cuando  los  minerales  producidos  en  una  provincia  con- 
certada hayan  de  pasar  á  otra  ó  se  destinen  al  embarque,  de- 
berá cumplirse  lo  dispuesto  en  la  regla  1.*,  acompañándolos  de 
la  correspondiente  guía. 

4.*  Con  arreglo  al  modelo  que  ha  sido  aprobado,  las  guías 
serán  expedidas  por  los  mismos  mineros,  explotadores  ó  perso- 
nas que  éstos  designen,  y  cuyo  nombre  y  firma  se  haya  dado  á 
conocer  á  la  Hacienda. 

5.*  Las  guías  seguirán  facilitándose  gratis  por  las  oficinas 
provinciales  de  Hacienda,  entregándose  en  cuadernos  de  100, 
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50  y  25  guías,  según  la  iraporlancia  de  la  explotación  y  de  los 
transportes. 

6.*  Todo  minero  que,  sin  haber  tenido  en  trabajos  su  mina 
en  anteriores  trimestres,  la  ponga  en  explotación  y  necesite 
mover  los  minerales  que  produzca,  antes  de  finalizar  el  trimes- 
tre y  pagar  el  impuesto,  acudirá  al  Jefe  de  Hacienda  en  la  pro- 
vincia, y  haciéndolo  así  constar,  pedirá,  y  se  le  facilitará  en  el 
mismo  día,  un  cuaderno  de  25  guías. 

7.^  Los  encargados  de  la  expedición  de  las  guías  se  atendrán 
i  los  siguientes  preceptos,  bajo  la  responsabilidad  personal  y 
subsidiaria  de  los  dueños  ó  explotadores  de  las  minas.  Para  ex- 
pedir una  guía  habrán  de  llenarse  y  firmarse  las  cuatro  partes 
ie  que  la  hoja  consta.  La  núm.  1,  que  es  el  talón  destinado  al 
minero,  deberá  conservarlo  siempre  á  disposición  de  la  Ha- 
cienda. El  talón  núm.  2  deberá  entregarse  en  el  mismo  día  en 
que  la  expedición  se  haga  en  la  Secretaría  del  Ayuntaníiento 
del  término  en  que  está  enclavada  la  mina.  El  talón  núm.  3  de- 
berá remitirlo  el  expedidor  por  correo  en  el  mismo  día  al  Del^ 
jado  ó  Jefe  de  Hacienda  de  la  provincia,  bajo  sobre  cerrado  y 
[;on  las  garantías  que  crea  oportunas  para  hacerlo  llegar  á  su 
lestino.  La  guía  talón  núm.  4,  en  la  que  se  pondrá  é  inutili- 
sará  el  timbre  móvil  de  10  céntimos,  se  entregará  al  conductor 
ie  la  expedición,  oficinas  de  empresas  de  transportes  ó  estación 
le  ferrocarril.  La  cantidad  de  mineral  y  valor  del  mismo  se 
consignará  siempre  en  letras  en  las  guías  y  avisos. 

8.*  Los  alcaldes  de  los  pueblos  en  cuya  jurisdicción  haya 
minas  eíi  explotación,  remitirán  á  los  jefes  de  Hacienda  en  la 
provincia,  en  los  días  10,  20  y  último  de  cada  mes,  bajo  sobre 
[^rtificado,  los  conocimientos  de  expedición  de  guías  que  los 
mineros  hayan  presentado  durante  la  decena. 

9.^  Los  administradores  de  Aduanas,  las  personas  ó  compa- 
aías  propietarias  de  los  establecimientos  de  fundición  ó  benefi- 
cio, empresas  de  ferrrocarriles  y  de  transporte  que  admitan  ó 
expidan  minerales  que  no  se  presenten  acompañados  de  las  co- 
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rrespondientes  guías,  incurrirán  en  la  multa  del  duplo  al  cua- 
druplo de  los  derechos  que  en  concepto  del  3  por  100  deban  de- 
vengar los  minerales,  aun  cuando  después  se  pruebe  que  aqué- 
llos procedan  de  mina  que  esté  al  corriente  en  el  pago  del  im* 
puesto. 

10.*  Igual  responsabilidad  se  exigirá  al  dueño  ó  explotador 
de  la  mina  de  que  procedan  los  minerales  que  se  transporten 
sin  guia. 

Cuando  el  transporte  del  mineral  que  salga  de  los  limites  de 
la  mina  ó  coto  minero  se  verifique  por  medio  de  cables  aéreos, 
cadenas  flotantes,  planos  inclinados  ó  cualquiera  otro  medio 
mecánico  de  movimiento  constante  de  los  que  no  exigen  perso- 
nal alguno  que  acompañe  el  envase  que  contiene  el  mineral, 
basta  la  expedición  de  una  guía  que  comprenda  el  mineral 
transportado  por  el  aparato  durante  las  veinticuatro  horas  úl- 
timas, ó  día  natural  de  trabajo. 

11.  La  imposición  de  las  multas  derivadas  del  transporte  ó 
admisión  de  minerales  sin  guía  corresponde  al  Jefe  de  Hacienda 
de  la  provincia  en  que  radique  la  mina  de  que  proceda  el 
mineral. 

12.  La  acción  para  impedir  la  circulación  de  minerales  que 
no  vayan  acompañados  de  la  correspondiente  guía  es  pública, 
y  lo  mismo  pueden  ejercitarla  las  autoridades  que  los  particula- 
res. Unos  y  otros  adquieren  el  derecho  al  percibo  de  la  mitad 
de  la  multa. 

13.  Sea  cual  fuere  el  punto  en  que  se  encuentra,  y  denuncie 
una  expedición  de  mineral  que  carezca  de  guía,  cualquier  auto- 
ridad dispondrá  la  detención  del  mineral  y  su  depósito. 

14.  Las  multas  se  pagarán  en  metálico,  y  sin  el  pago  de  la 
cantidad  que  corresponda  por  el  impuesto  de  3  por  100,  y  la 
que  se  haya  señalado  como  multa,  no  podrá  acudirse  á  la  Di- 
rección general,  ni  recogerse  los  minerales. 

15.  Las  fábricas  de  fundición  ó  beneficios  de  minerales  y  los 
depósitos  almacenes,  al  expedir  para  la  exportación  ó  entrega 
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á  la  industria  los  minerales  lavados,  beneficiados  ó  fundidos 
que  de  sus  establecimientos  salgan,  deberán  también  acompa- 
ñarlos de  guías  que  justifiquen  el  origen  de  cada  expedición. 
jOs  administradores  de  Aduanas  remitirán,  y  los  encar- 
ie  los  establecimientos  de  fundición  y  beneficio,  y  de  los 
nes  situados  fuera  de  los  límites  de  las  minas  en  explo- 
entregarán,  bajo  recibo,  al  jefe  de  Hacienda  en  la  pro- 
dentro  de  los  quince  días  siguientes  al  vencimiento  del 
:re,  una  relación  expresiva  de  las  cantidades  de  mineral 
ado  por  las  primeras,  y  recibido  en  los  segundos,  con 
icación  del  número  y  fecha  de  la  guía  con  que  llegó, 
ie  que  procedía,  cantidad  de  mineral  que  con  cada  guía 
exportado  ó  aportado  en  el  trimestre,  y  valor  que  se  le 

De  toda  partida  de  mineral  en  bruto,  que  para  su  expor- 
se  presente  en  las  Aduanas,  se  retirará  una  muestra  en 
idad  necesaria  para  hacer  el  análisis  de  su  riqueza,  ley, 
j  demás  circunstancias. 

Todo  minero  ó  explotador  de  una  mina,  al  presentar  en 
z  primeros  días  de  cada  trimestre  la  relación  de  produc- 
erminada  en  el  reglamento,  la  acompañará  de  una  rela- 
n  la  que  exprese  el  número  de  guías  expedidas  en  el  tri- 

in  mediato  anterior,  relación  que  expresará  por  orden 
las  de  expedición  el  número  de  la  guía,  punto  á  que  se 
5  el  mineral,  quintales  métricos  que  llevaba  la  expedición 
r  dado  al  que  la  guía  comprendía. 

Los  encargados  de  los  establecimientos  de  fundición  y 
íio,  y  los  de  los  almacenes  situados  fuera  de  los  límites 

minas  de  que  proceda  el  mineral  en  ellos  depositado, 
aran  por  duplicado  en  las  oficinas  de  Hacienda  de  la 
cia  relación  análoga  á  la  que  á  los  mineros  se  exige  en 
losición  anterior  acerca  de  las  guías  expedidas  en  el  tri- 

La  Administración  de  Contribuciones,  en  el  libro  auxiliar 
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de  cuentas  corrientes  que  debe  llevar  á  cada  mina,  anotará 
como  cargo  los  cuadernos  de  guías  que  vaya  entregando  para 
cada  mina,  haciendo  constar  la  numeración  de  ellas,  y  al  reci- 
bir los  conocimientos  de  expedición  irá  anotando  como  data  el 
número  de  la  guía,  fecha  de  su  expedición,  cantidad  de  mineral 
que  con  ella  se  ha  movido,  valor  que  el  minero  le  diera,  y  punto 
ie  destino  que  se  le  señalase. 

21.  La  presencia  en  las  Aduanas  de  cualquier  expedición  que 
carezca  de  guía  cae  bajo  las  reglas  9.*  y  10. 

¥  22.  Los  administradores  de  Aduanas  marítimas  tendrán 
presente  que,  en  los  embarques  que  se  hagan  para  transportes 
por  cabotaje,  la  guía  debe  acompañar  al  mineral,  y  que  en  la 
relación  que  han  de  rendir  de  aquel  embarque,  y  que  no  puede 
justificarse  con  la  guía,  deberá  indicarse  por  medio  de  nota  el 
número  de  la  guía  que  acompañaba  al  mineral  embarcado, 
fecha  de  aquélla  y  punto  de  origen  y  destino. 

Los  estados  impresos  para  la  aplicación  del  reglamento  se 
facilitarán  directamente  á  los  ingenieros  jefes  de  los  distritos 
mineros  por  la  Dirección  general,  de  Contribuciones.  Los  de 
valores,  recaudación  y  débitos  por  los  impuestos  mineros,  asi 
como  los  estadísticos  por  canon  y  por  el  impuesto  de  explota- 
ción que  trimestralmente  han  de  remitir  á  la  Dirección  las 
oficinas  provinciales  de  Hacienda  con  arreglo  á  modelos,  serán 
también  facilitados  por  la  Dirección. 

Habiéndose  presentado  dudas  sobre  la  clasificación  que  debía 
darse  á  las  piritas  ferro-cobrizas  y  si  debían  considerarse  como 
minerales  de  cobre  á  los  efectos  de  la  aplicación  del  arancel  de 
exportación,  la  Real  orden  de  15  de  Marzo  de  1901  declara  que 
los  minerales  de  cobre  que  contengan  hasta  el  1  por  100  de  di- 
cho metal  no  se  considerarán  ni  por  tanto  satisfarán  derechos 
de  exportación  como  minerales  de  cobre,  porque  la  escasa  can- 
tidad que  de  dicho  metal  contienen,  hace  que  no  sean  explota- 
bles industrialmente  en  tal  concepto;  entendiéndose,  de  acuerdo 
con  la  ley  de  Impuestos  de  1900,  que  cuando  el  exceso  sobre  el 
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1  por  100  no  pase  de  15  centésimas  por  100,  la  Administración 
se  limitará  á  exigir  los  derechos,  sin  imposición  de  multa.  Para 
el  análisis  de  estos  minerales  se  empleará  el  sistema  electrolí- 
tico; y  si  los  ensayos  se  realizaran  en  el  laboratorio  de  la  Di- 
rección general  de  Aduanas,  los  interesados  tendrán  el  derecho 
de  presenciarlos. 

En  24  de  Octubre  de  1903,  y  por  Real  orden  del  Ministerio  d% 
Hacienda  al  de  Fomento,  se  interesa  de  éste  que  los  ingenieros 
jefes  de  los  distritos  mineros  faciliten  relaciones  comprensivas 
de  todas  las  minas  productivas  enclavadas  en  la  provincia  ó 
provincias  de  su  jurisdicción,  expresándose  su  nombre,  núme- 
ro del  expediente,  término,  hectáreas  en  productos,  clase  del 
mineral  explotado,  distancia  de  las  minas  á  los  puntos  de  embar- 
que, de  venta  ó  fábricas  de  fundición,  medios  de  transporte  y, 
como  consecuencia  de  ello,  el  importe  del  precio  á  que  resulte 
el  transporte  del  quintal  métrico  de  mineral  desde  el  depósito 
ó  almacén  de  la  mina  á  los  puntos  indipados  para  cada  caso  y 
mina,  cuya  relación  y  datos  deberán  ser  remitidos  á  la  Direc- 
ción de  Contribuciones  por  los  referidos  jefes  á  los  efectos  de  la 
ley  de  28  de  Marzo  de  1900. 

Por  último ,  y  para  favorecer  la  industria  carbonífera  de  Es- 
paña, se  ha  dado  la  ley  de  5  de  Abril  de  1904,  suprimiendo  para 
las  minas  de  carbón  el  impuesto  de  3  por  100  del  producto 
bruto,  así  como  el  impuesto  de  transportes  sobre  los  carbones 
minerales  y  cok  en  las  navegaciones  de  primera  clase,  y  autori- 
zando al  Gobierno  para  revisar,  reduciendo,  las  actuales  tarifas 
del  impuesto  de  transportes,  en  exclusiva  relación  con  nuevas 
y  especiales  tarifas,  para  los  carbones  minerales  y  cok,  dando 
cuenta  á  las  Cortes  del  uso  que  haga  de  esta  autorización. 

Contribución  Industrial  y  de  comercio— La  ley  de 

Presupuestos  de  1868  gravó  con  el  impuesto  del  5  por  100  á  los 
beneficios  que  repariían  las  sociedades  mineras  por  dividendos 
ú  otros  medios,  y  en  concepto  de  contribución  industrial  y  de 
comercio. 
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En  21  de  Marzo  de  1870,  el  reglamento  general  para  la  impo- 
sición, administración  y  cobranza  de  la  contribución  indus- 
trial, dictado  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  establece  que  esta 
sea  del  10  por  100  de  las  utilidades  líquidas  que  según  sus  res- 
pectivos balances  repartan  á  los  accionistas  las  sociedades  mi- 
neras cuando  ejerzan  la  industria  metalúrgica.  Además  establece 
distintos  tipos  de  contribución  para  las  diversas  clases  de  hor- 
nos, trenes  ó  patios  de  amalgamación,  copelas,  calderas  de  con- 
centración, aparatos  de  Ziervogel,  forjas  á  la  catalana,  etc.,  y 
cuando  en  las  fábricas  y  establecimientos  hubiera,  también  de 
ferretería,  talleres  de  construcción  ó  martinetes,  pagarían  ade- 
más las  cuotas  correspondientes  á  la  construcción  de  máquinas. 
Las  empresas  de  minas  quedaron  exceptuadas  del  pago  de  con- 
tribución industrial,  por  disponerlo  así  la  ley  del  4  de  Marzo 
y  el  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868. 

El  aumento  de  un  noveno  que  dispuso  la  ley  de  Presupuestos 
de  1874,  en  concepto  de  impuesto  extraordinario  de  guerra, 
comprendió  también  á  las  cuotas  que  satisfacían  al  Tesoro  los 
contribuyentes  por  industria  y  comercio;  así  como  una  Real 
orden  de  5  de  Noviembre  del  mismo  año  declaró  exceptuados  de 
aquel  recargo  á  los  extranjeros  contribuyentes  por  industria  y 
comercio.  Este  recargo  fué  suprimido  por  la  ley  de  Presupues- 
tos de  1877, 

Al  reglamento  de  21  de  Marzo  de  1870  sobre  imposición,  admi- 
nistración y  cobranza  de  la  contribución  industrial,  que  fué  mo- 
dificado por  Real  decreto  de  20  de  Mayo  de  1873,  aunque  con- 
servando las  mismas  bases  de  tributación,  se  le  adicionó  por 
Real  orden  de  5  de  Julio  de  1880  los  hornos  de  calcinación  de 
polvo,  ó  de  minerales  pobres,  con  destino  á  las  pilas  de  cementa- 
ción para  obtener  la  cascara  ó  papucha  cobriza,  y  los  monto- 
nes ó  teleras  en  donde  se  calcinan  los  minerales  de  cobre  so- 
lamente. 

En  31  de  Diciembre  de  1881  se  reforma  otra  vez  aquel  regla- 
mento, pero  confirmando  de  nuevo  que  la  industria  minera 
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está  exceptuada  del  pago  de  esta  contribución  y  que  sólo  afecta 
á  la  industria  metalúrgica. 

La  ley  de  18  de  Julio  de  1885  clasifica  las  cuotas  de  la  con- 
tribución industrial  en  irreductibles,  prorrateables  y  de  paten- 
tes, disponiendo  que  se  redacten  de  nuevo  las  tarifas  para  la 
icacción  de  dicha  contribución  con  arreglo  á  la  nueva  clasifica- 
LÓn,  determinando  los  casos  en  que  subsistirán  los  gremios  y 
)s  en  que  procedan  los  recursos  de  agravios,  disponiendo  la 
Bvisión  de  las  exenciones  concedidas  y  autorizando  el  recargo 
el  16  por  100  de  las  cuotas  del  Tesoro,  para  atenciones  muni- 
ipales. 

En  22  de  Noviembra  de  1892,  por  Real  decreto  del  Ministerio 
e  Hacienda  y  en  cumplimiento  de  lo  que  dispuso  la  ley  de  Pre- 
upuestos,  se  aprueban  con  carácter  provisional  el  reglamento  y 
arifas  de  la  contribución  industrial;  se  confirman  por  otro  Real 
[ecreto  en  11  de  Abril  de  1893  sin  modificación  alguna  en  la 
►arte  que  á  la  minería  y  metalurgia  afecta;  y  por  último,  en  28 
le  Mayo  de  1896  se  aprueban  por  Real  decreto,  después  de 
laber  sido  oído  el  Consejo  de  Estado  y  con  carácter  definitivo, 
^  son  las  siguientes: 

Tarifa  3.*^  —  Industria  metalúrgica. 

Por  cada  sistema  Augastín  empleado  en  la  ob- 
ención  de  la  plata,  comprendiendo  desde  los  hor-  , 
ios  de  calcinación  y  cloruración  hasta  el  afino 
lefinitivo  del  metal  precioso Pagará    2.000       ptas. 

Por  cada  sistema  Ziervogel,  empleado  en  la 
íxtracción  de  plata  en  los  mismos  términos  qije  el 

interior 2.0C0  >► 

Sistema  de  desplatación: 

Por  medio  de  la  aleación  del  zinc,  comprendi- 
ias  todas  las  operaciones  hasta  obtener  la  plata   2.000  » 

Patios  de  amalgamación  (sistema  americano): 
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Por  cada  patio,  con  exclusión  de  todos  los  de- 
más aparatos 400      ptas. 

Trenes  de  amalgacidn  en  toneles  (sistema  sa- 
jón). Por  cada  tonel,  con  exclusión  de  todo  otro 
aparato  empleado  en  la  obtención  definitiva  de  la 

plata  y  su  refino 160  » 

Hornos  de  manga  ó  de  gran  tiro,  de  reverbero 
y  afino,  empleado  en  el  beneficio  de  los  minerales 

de  plomo.  Por  cada  horno 204  » 

Hornos  de  copelar  ó  de  refinar  plomos  argentí- 
feros. Por  cada  horno 190  » 

,  Cada  sistema  Pattinson  para  la  concentración 
de  plomos  argentíferos.  Cada  juego  de  cuatro 

calderas,  sin  inclusión  de  los  accesorios 318  i^ 

Hornos  de  copelar  plomos  argentíferos  concen- 
trados por  el  sistema  Pattinson,  siempre  que  es- 
tén anejos  á  las  fábricas  en  que  se  emplea  dicho 

sistema.  Por  cada  homo 128  » 

Montones  ó  teleras  en  donde  se  calcinen  los  mi- 
nerales de  cobre  solamente.  Por  la  base  de  la  te- 
lera que  no  exceda  de  50  metros  superficiales. . .  3,45     » 
Por  cada  10  metros  superficiales  de  aumento  de 

la  base  anterior 0,70     » 

Hornos  de  calcinación  de  polvo  de  mineral  con 
destino  á  las  pilas  de  cementación  para  obtener 
la  cascara  y  papucha  cobriza.  Por  cada  10  metros 

superficiales  de  la  plaza  del  horno. 2  » 

Hornos  de  manga,  de  reverbero  y  de  copelar 
para  el  beneficio  de  minerales  de  cobre.  Por 

cada  uno. 290  » 

Hornos  de  calcinación  de  minerales  de  zinc. 

Por  cada  uno 112  )► 

Hornos  de  manga,  de  reverbero  y  de  copelar 
para  la  obtención  del  zinc.  Por  cada  uno 258  » 

25 
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TT/^i.no8  de  manga,  de  reverbero  y  de  copelar 

beneficio  del  estaño.  Por  cada  uno 322      ptas. 

18  del  sistema  de  Idria  para  la  destilación 

:ue.  Por  cada  uno 130  » 

cas  de  fundición,  refundición,  forjado  y 
ttirado  del  hierro  y  otros  metales, 

>s  altos  para  obtener  el  hierro.  Por  cada 
le  produzca  diariamente  50  quintales  mé- 

644  )^ 

á  100 , 1.030  » 

I  en  adelante 1.546  » 

}  á  la  catalana  para  la  obtención  directa 

?o.  Por  cada  una 208  » 

>s  para  la  obtención  del  hierro  en  espon- 

ma  Chenot.  Por  cada  uno 208  » 

•es  en  donde  directamente  se  afina,  forja 
el  hierro  procedente  de  la  primera  fu- 
pagará  por  cada  martillo  mecánico  de 

ir  forma 1.546  » 

ida  tren  de  cilindros  laminadores 1.546  > 

Talleres  en  donde  se  refina  el  hierro,  ya 
f  de  nuevo,  se  forja  y  estira  con  martillos 
ros  laminadores  para  convertirlo  en  ba- 
mchas,  flejes,  ú  otras  piezas  semejantes  ó 
es.  Por  cada  martillo  mecánico,  sea  cual- 

u  forma 774  » 

ida  tren  de  cilindos  laminadores 774  » 

ismos  en  que  también  de  nuevo  se  forja, 
irepara  ó  se  corta  el  hierro  para  la  con- 
de pequeñas  barras,  cortadillos,  herradu- 
ramientas  ú  otras  piezas. semejantes.  Por 
irtlllo  mecánico,  sea  cualquiera  su  forma, 
peso  no  exceda  de  90  kilogramos 258         *. 
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Cuando  el  martillo  exceda  de  90  kilogramos, 
pagará  la  cuota  designada  en  el  epígrafe  anterior 
núm.  103. 

Guando  en  los  talleres  del  anterior  concepto 
haya  además  trenes  de  cilindros  mecánicos  lami- 
nadores, cada  uno  de  éstos  pagará  el  50  por  100 
de  la  cuota  correspondiente  á  la  del  núm.  103. 
Hornos  de  cementación  para  la  obtención  del 
acero.  Por  cada  uno 400      ptas. 

Hornos  de  forja  para  igual  objeto 322  » 

Talleres  en  que  se  bate  ó  estira  el  acero,  cobre, 
zinc  ú  otro  metal.  Por  cada  martillo  mecánico.. .       168  » 

Por  cada  juego  de  cilindros 180  » 

Talleres  en  que  se  lamina  el  estafio  obtenién- 
dolo en  forma  de  hoja,  ó  papel  para  envolver.  Por 
cada  juego  de  cilindros 160  » 

Talleres  en  que  se  obtienen  cápsulas  de  estafio 
para  tapar  botellas.  Por  cada  máquina  de  hacer 
cápsulas 120  » 

Talleres  de  fundición  ó  funderías  en  que  por 
i&edio  de  cubilotes  se  amolda  el  hierro  de  segun- 
da fusión  en  piezas  para  máquinas  ú  otros  objetos. 
Por  cada  horno  ó  cubilote,  sea  cualquiera  su  sis- 
tema, cuyo  volumen  sea  de  200  decímetros  cúbi- 
cos, deducidos  de  su  diámetro  medio  por  la  altura 
desde  la  plaza  del  horno  hasta  la  parte  inferior  de 
la  tobera  más  elevada 350         »  * 

Por  cada  decímetro  cúbico  de  aumento  ó  dis- 
minución que  tenga  el  volumen  con  relación  al 
fijado  como  tipo,  se  aumentará  ó  disminuirá  la 
cuota  en 1  » 

Fábricas  en  que  funde  ó  estira  el  plomo  en  plan- 
chas, tubos  ó  en  cualquier  otra  forma.  Por  cada 
juego  de  cilindros 154         » 
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Por  cada  aparato  en  que  se  colocan  los  man- 
dules 154      ptas. 

Fábricas  de  munición  de  plomo.  Por  cada  apa- 
rato de  granulación  que  contenga  la  torre 64  » 

Fábricas  en  donde  mecánicamente  se  estire  el 
oro,  plata  ó  platino,  convirtiendo  éstos  metales  en 
hilos.  Por  cada  máquina  ó  aparato  en  donde  se  co- 
loquen las  hileras 214         » 

Fabricación  de  la  hoja  de  lata.  Por  cada  caja  ó 
caldera  donde  se  verifica  el  estafiado  de  las  hojas 
de  palastro  cuyo  volumen  no  exceda  de  360  de- 
címetros cúbicos . .  .• 350         » 

Por  cada  decímetro  cúbico  de  aumento  del  ex- 
presado volumen, 1  » 

Tabla  de  exenciones. —  Duefios  de  salinas,  mi- 
nas de  sal  de  piedra  ó  de  cualquiera  otra  clase, 
por  un  solo  local  ó  almacén  abierto  al  público 
para  la  venta  al  por  mayor  de  dicho  artículo, 
siempre  que  se  halle  establecido  al  pie  de  la  mina 
ó  en  la  provincia  en  que  esté  situada  y  limitando 
la  venta  á  la  sal  producto  de  la  misma. 

Industria  minera  en  la  parte  taxativa  y  expre- 
samente consignada  en  la  legislación  especial  del 
mismo  ramo. 

Según  el  reglamento,  todas  las  cuotas  de  esta  Gontribación 
continúan  estando  sujetas  al  recargo  del  16  por  100  para  aten- 
ciones municipales  y  del  6  por  100  para  gastos,  fomento  del 
impuesto  y  premio  de  cobranza. 

Los  ingenieros  de  Minas,  que  por  el  reglamento  de  1870  venían 
pagando  el  5  por  100  de  los  sueldos  que  percibían,  ó  de  los  ho- 
norarios que  cobraban  cuando  se  dedicaban  á  la  dirección  de 
obras  de  Empresas,  de  Corporaciones  ó  de  particulares,  ó  á  la 
formación  de  proyectos  ó  estudios  retribuidos,  pagarán  la  cuota 
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fija  de  224  pesetas  al  año,  en  concepto  de  contribución  in- 
dustriaL 

Los  que  estaban  dedicados  exclusivamente  al  servicio  de  una 
Empresa  ó  casa  particular  con  sueldo  fijo,  contribuirán  con  el 
3,45  por  100  de  su  sueldo. 

Quedaron  exentas  las  Sociedades  mineras  del  pago  de  11 
por  100  de  las  utilidades  líquidas  que  obtenían  las  Socieda- 
des por  acciones. 

La  ley  de  Presupuestos  del  año  1897  crea,  con  el  carácter  de 
impuesto  transitorio  de  guerra,  el  del  10  por  100,  que  afectó 
á  estas  contribuciones;  y  la  ley  de  Presupuestos^  del  año  1896 
aumenta  aquel  recargo,  con  el  carácter  de  transitorio  también, 
hasta  el  20  por  100,  y  crea,  además,  otro  nuevo  especial  de 
guerra  de  20  por  100,  ó  sea,  un  total  de  40  por  100  sobre  estas 
contribuciones. 

La  ley  de  utilidades  de  27  de  Marzo  de  1900  cambia  el  tipo 
de  tributación  que  por  este  concepto  venían  pagando  los  inge- 
nieros, siéndoles  aplicable  el  fijado  en  la  Tarifa  1.*,  Utilidades 
procedentes  del  trabajo  personal,  en  la  que  el  art.  3.**,  apartado 
1-A,  dice  que  los  directores,  gerentes,  consejeros,  administra- 
dores, comisionados,  delegados  ó  representantes  de  Compañías, 
Sociedades,  etc.,  contribuirán  con  el  10  por  100  de  los  sueldos, 
dietas,  asignaciones,  retribuciones  ó  gratificaciones  ordinarias 
ó  extraordinarias  que  disfruten;  y  el  apartado  2-A,  que  dice 
que  los  empleados  de  Compañías,  Sociedades,  etc.,  el  5  por  100 
por  los  mismos  conceptos  antes  mencionados.  Esta  ley  com- 
prende también  á  las  Sociedades  mineras. 

En  el  Real  decreto  de  2  de  Agosto  de  1900,  que  se  manda 
publicar  las  tarifas  de  Contribución  industrial  y  de  comercio, 
no  sufren  alteración  las  cuotas  de  la  industria  metalúrgica  ni 
las  de  las  fábricas  de  fundición,  refundición,  forjado  y  estirado 
del  hierro  y  otros  metales,  ni  tampoco  la  contribución  industrial 
de  los  ingenieros. 
Habiéndose  presentado  dudas  sobre  si  deben  pagar  contribu- 
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ción,  industrial  los  cables  aéreos  destinados  al  arrastré  de  mi- 
nerales, la  Real  orden  de  9  de  Marzo  de  1903  resuelve:  que  se 
considerarán  Uamíidos  á  tributar  por  este  concepto  á  los  que 
ejerzan  esta  industria,  transportando  ó  acarreando  por  cables 
aéreos  productos  ajenos,  pero  no  á  los.  que  utilicen  esíe  medio  de 
transporte  para  los  productos  de  industria  por  la  que  se  satis- 
faga la  contribución  correspondiente. 

Es  también  importante  la  sentencia  de  la  Sección  de  lo  Con- 
tencioso del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  confirmando  la  dictada 
por  el  Tribunal  provincial  de  Almería  en  14  de  Marzo  de  1905; 
por  ella  quedan  exentos  del  pago  de  contribución  industrial  los 
hornos  de  calcinación  de  minerales  de  hierro  carbonatados.  El 
fundamento  de  esta  sentencia  es,  que  aquellos  hornos  no  trans- 
forman el  mineral  obtenido  directamente  de  la  tierra  por  medio 
de  la  fusión,  en  metal,  sino  que  tan  sólo  reducen  por  medio  de 
la  calcinación  su  volumen  y  peso  para  hacerlo  vendible,  pero 
sin  transformación  en  manera  alguna,  pues  tan  mineral  es  á  la 
salida  como  á  la  entrada  de  los  hornos,  en  cuya  virtud  la  ope- 
ración verificada  en  ellos  no  puede  jamás  hallarse  fuera  de  la 
industria  minera  y,  por  tanto,  está  comprendida  en  ella  y  exenta 
del  pago  de  la  contribución  industrial,  solamente  impuesta  so- 
bre las  industrias  metalúrgicas. 

Impuestos  municipales.— En  todo  tiempo  ios  Ayunta- 
mientos han  tratado  de  obtener  recursos  para  cubrir  sus  nece- 
sidades acudiendo  á  impuestos  sobre  la  minería. 

La  situación  difícil  en  que  se  encontraban  algunos  pueblos 
con  motivo  de  la  guerra  carlista,  hizo  que  por  decreto  de  13  de 
Agosto  de  1874  se  estableciera  en  la  villa  de  Bilbao  un  arbitrio 
transitorio  y  extraordinario  de  guerra  sobre  el  mineral  de  hierro 
de  todas  clases  que  se  embarcara  en  la  Ría  y  Abra  de  Bilbao 
con  destino  á  la  Península  ó  el  extranjero,  y  que  posteriormente, 
en  20  de  Noviembre  del  mismo  año,  se  dieran  instrucciones 
sobre  la  manera  de  percibir  aquel  impuesto;  autorizándose  la 
libre  exportación  en  11  de  Enero  siguiente. 
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Las  mismas  razones  dieron  lugar  al  Real  decreto  de  27  de  Fe- 
brero de  1875,  estableciendo  en  la  villa  de  Irún  otro  arbitrio 
transitorio  de  guerra,  puramente  local,  en  el*  que  estaba  com- 
prendido el  mineral  de  hierro  y  demás  metales,  que  debía  ser 
recaudado  por  el  Ayuntamiento  de  dicha  villa. 

Imilarsto  de  eonsumos  «obre  el  earbÓD.  — La  falta 
de  precisión  en  la  ley  y  reglamento  por  que  se  regía  el  impuesto 
de  consumos  dio  lugar  á  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Re- 
pública de  19  de  Diciembre  de  1873,  por  la  que  se  dispuso  que 
tributara  con  cierta  cantidad  el  carbón  común,  el  de  piedra  ó  el 
de  cualquier  clase  que  se  consumiera  en  el  término  municipal^  ya 
en  casas  particulares,  ya  en  establecimientos  industriales,  como 
medio  de  cubrir  las  atenciones  de  sus  presupuestos.  Y  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  dio  análoga  interpretación  en  sentencia 
de  15  de  Octubre  de  1874, 

Ahora  bien,  reconociéndose  los  perjuicios  que  esto  podía  pro- 
ducir á  la  industria  y  que  no  había  sido  el  espíritu  de  aquella 
disposición  gravar  con  este  tributo  á  esta  fuente  de  riqueza,  el 
Presidente  de  la  República,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Minis- 
tros, dictó  la  resolución  de  16  de  Octubre  de  1874,  declarando: 
Que  estaba  exento  del  pago  de  derechos  de  consumo  el  carbón 
de  piedra  que  emplearan  en  aparatos  ó  máquinas  movidas  por 
el  vapor  los  industriales,  el  que  se  dedicara  á  la  fundición  de 
cualquier  clase  de  minerales  y  el  que  las  empresas  de  ferroca- 
rriles invirtieran  en  las  máquinas  de  arrastre  y  en  los  talleres 
de  construcción  ó  recomposición  de  material.  En  21  de  Noviem- 
bre siguiente  se  dieron  las  reglas  á  que  tenían  que  sujetarse 
los  industríales  que  quisieran  disfrutar  de  la  referida  exención; 
declarando  la  cantidad  de  carbón  que  necesitaban,  clase  y  nú- 
mero de  aparatos  y  máquinas  que  tuvieran  que  funcionar  du- 
rante el  año,  potencia  de  los  motores,  horas  de  trabajo  de  cada 
uno,  etc. 

En  el  mismo  día  se  dio  otra  orden,  declarando  que  el  carbón 
de  piedra  que  se  dedicara  á  la  industria  minera,  á  sus  aparatos 
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láquinas  de  vapor,  estaba  exento  del  derecho  de  consumos. 
11  Real  decreto  ds  8  de  Mayo  de  1875  y  Real  orden  aclaratoria 
16  de  Julio  siguiente  declaran  que  no  está  sujeto  el  carbón 
leral  al  impuesto  de  consumos. 

ío  obstante  estas  disposiciones,  el  Ayuntamiento  de  Madrid, 
tándole  el  carácter  de  impuesto  de  consumos,  trató  de  esta- 
3erle  como  arbitrio  especial,  y  en  Junta  municipal  de  17  de 
lio  de  1877  acordó  imponer  8  pesetas  por  tonelada  de  1.000 
)gramos. 

[abiendo  acudido  en  queja  varios  industriales,  el  Real  de- 
:o  de  28  de  Febrero  de  1881,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
ftdo,  confirma  la  exención  de  este  impuesto  sobre  el  carbón 
leral. 

mpiioftio  de  consamos  á  las  miDas. — Las  disposi- 
les  dadas  por  la  ley  de  Presupuestos  de  1868,  imponiendo 
'  por  100  á  las  sociedades  mineras,  y  la  contenida  en  el  re- 
oaento  sobre  contribución  industrial  imponiendo  el  10  por  106 
s  mismas  cuando  ejercieran  además  la  industria  metalúrgica. 
30SÍciones  que,  como  hemos  dicho,  estaban  en  contradicción 
las  Bases  de  1868,  dieron  lugar  á  que  los  Ayuntamientos  se 
^eran  autorizados  para  gravar  á  las  sociedades  mineras  con 
mpuesto  de  consumos  primero  y  después  con  los  reparti- 
ntos  vecinales  que  hacían  los  pueblos  para  cubrir  los  gastos 
ms  presupuestos.  La  Real  orden  de  20  de  Julio  de  1871,  que 
[aró  á  las  sociedades  mineras  afectas  al  pago  de  arbitrios 
nicipales,  y  la  resolución  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Repú- 
la  de  6  de  Noviembre  de  1873,  confirmando  aquélla  y  dispo- 
ido  que  las  sociedades  mineras  debían  contribuir  por  el  re- 
timiento  vecinal  en  el  punto  donde  tuvieran  su  estableci- 
nto,  vino  á  aumentar  la  confusión  y  á  dar  más  ánimos  á  los 
mtamientos  para  continuar  aquel  medio  de  cubrir  sus  pre- 
uestos  de  ingresos. 

In  un  principio  fué  el  Ayuntamiento  de  Cuevas  (Almería); 
o  á  éste  siguieron  el  de  Almodóvar  del  Campo  (Ciudad-Real) 
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por  las  minas  del  Horca3o,  el  de  Zalamea  (Huelva),  el  de  Cjas-» 
tuera  (Badajoz)  y  otros  varios  los  que  siguieron  aquel  sistema, 
ocasionando  en  todos  los  casos  protestas  de  las  Sociedades  y 
Empresas  mineras,  que  unas  veces  por  no  presentar  las  alzadas 
en  los  plazos  establecidos,  otras  por  no  distinguir  en  las  Socie- 
dades si  eran  mineras  ó  metalúrgicas  y  toda  vez  que  la  ley 
exceptuaba  claramente  á  las  primeras,  pero  quedaba  dudoso  si 
.en  la  exención  estaban  incluidas  las  segundas,  y  la  mayor  parte 
de  los  casos  porque  las  empresas  reclamaban  en  cuanto  á  la 
cuota  de  los  repartimientos,  pero  no  contra  la  ilegalidad  del  im- 
puesto, con  lo  que  declaraban  implícitamente  su  conformidad 
con  el  principio  de  tener  que  satisfacer  algo,  todo  esto  dio  lugar 
á  que,  mal  presentadas  las  alzadas,  nunca  llegara  á  resolverse 
sobre  el  fundamento  de  las  reclamaciones  y  se  decidiera  de 
Real  orden,  ó  la  negativa  de  las  peticiones  de  las  Empresas,  ó 
la  declaración  de  improcedente  la  vía  contenciosa  para  las 
demandas  interpuestas.  Hasta  que,  presentada  una  instancia 
por  el  Presidente  de  la  Liga  de  mineros  de  Sierra  Almagrera, 
en  solicitud  de  que  se  declare  que  las  Sociedades  mineras  están 
exentas  del  pago  del  impuesto  de  consumos,  y  separadamente, 
aunque  en  la  misma  solicitud,  protestando  de  las  exageradas 
cuotas  que  á  sus  individuos  se  imponen,  por  Real  orden  de 
24  de  Diciembre  de  1886  se  resuelve:  Que  las  Sociedades  mine- 
ras, como  entidades  jurídicas,  están  exentas  del  impuesto  de 
consumos;  y  que  se  recomiende  á  su  vez  á  las  Delegaciones  de 
Hacienda  que,  respecto  al  pago  del  impuesto  que  se  señala  en 
los  repartimientos,  cuando  sea  éste  el  medio  adoptado  por  el 
Ayuntamiento  para  cubrir  el  cupo  que  tiene  asignado,  á  las 
personas  que  como  dependientes  de  las  Sociedades  ó  por  otros 
conceptos  residan  en  la  demarcación  municipal  en  que  radican 
las  minas,  al  examinarse  estos  repartos,  se  corrijan  los  errores 
ó  abusos  que  puedan  contener,  haciendo  que  se  ajusten  á  los 
preceptos  reglamentarios  que  rigen  el  impuesto  de  que  se  trata. 
De  acuerdo  con  esta  resolución,  la  Delegación  de  Hacienda 
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de  Almería  anuló  las  cuotas  impuestas  por  el  Ayuntamiento  de 
Cuevas  en  el  reparto  por  consumos  de  1886-87  á  varias  minas, 
y  por  Real  orden  de  14  de  Julio  de  1887  se  confirmó  aquel  fallo. 
La  ley  de  1885  autorizando  el  recargo  del  16  por  100  de  las 
cuotas  del  Tesoro  para  atenciones  municipales,  resuelve  de  una 
manera  definitiva,  que  no  ha  dado  lugar  á  más  dudas,  lo  que 
sobre  contribuciones  municipales  pudiéramos  decir. 

Derechos  reales  y  transmisión  de  bienes— La  ley 

de  31  de  Diciembre  de  1881  determina  los  actos  que  han  de 
contribuir  al  impuesto  de  derechos  reales  y  transmisión  de  bie- 
nes; y  el  reglamento  provisional  para  la  administración  y 
realización  de  este  impuesto,  del  mismo  día,  dispone  en  el 
art.  15  que  la  propiedad  minera  contribuirá  como  bienes  mue- 
bles ó  como  bienes  inmuebles. 

Contribuirá  como  bienes  muebles  cuando  esté  representada 
por  acciones  nominativas  ó  al  portador,  y  se  transmita  por 
título  hereditario,  por  escritura  pública,  ó  por  acto  administra- 
tivo ó  judicial. 

Contribuirá  como  bienes  inmuebles  cuando  no  está  represen- 
tada por  acciones,  bien  se  trate  de  la  transmisión  de  la  mina  ó 
de  la  constitución,  modificación  ó  extinción  de  los  derechos 
reales  sobre  la  misma. 

Y  en  el  art.  16  preceptúa  qué  la  constitución  de  las  Socieda- 
des para  la  explotación  minera  satisfará  el  impuesto  estable- 
cido para  toda  clase  de  Sociedades. 

El  Real  decreto  de  25  de  Septiembre  de  189á  aprueba  un 
nuevo  reglamento  provisional,  y  en  él  se  confirma  que  las 
Sociedades  constituidas  para  la  explotación  minera  satisfarán 
el  impuesto  establecido  para  las  demás  Sociedades,  ó  sea  el 
0,50  por  100  del  valor  de  los  bienes  y  derechos  aportados. 

Las  transmisiones  de  acciones  ú  obligaciones  de  minas  que 
tengan  lugar  por  endoso,  con  arreglo  á  los  Estatutos  de  la 
Sociedad  emisora,  aunque  en  dicha  transmisión  no  intervengan 
los  Agentes  de  Comercio,  devengarán  el  0,10  por  100  del  capital 


Digitized  by 


Google 


efiéctivo  transmitido.  Confirma  el  concepto  de  bienes  muebles  y 
bienes  inmuebles  establecido  en  disposición^  anteriores. 

Por  Real  orden  del  Ministerio  de  Hacienda  de  18  de  Enero 
de  1893  se  hace  extensivo,  y  por  los  propios  términos  y  forma- 
lidades, el  beneficio  dispensado  por  el  reglamento  de  este  im- 
puesto á  los  Bancos  y  Sociedades,  á  las  Sociedades  mineras,  en 
cuanto  á  la  transmisión  de  acciones  y  obligaciones;  esta  Real 
orden,  dictada  con  carácter  general,  dice  que  las  Sociedades 
mineras  liquidarán  y  percibirán  por  sí  tanto  los  derechos 
del  Tesoro  como  el  premio  de  liquidación  por  las  transmisio- 
nes de  acciones  y  obligaciones  que  tengan  lugar,  en  la  forma  y 
con  los  requisitos  prevenidos  en  el  reglamento,  ingresando  las 
cantidades  percibidas  por  uno  y  otro  concepto,  ya  en  las  arcas 
del  Tesoro,  ya  en  poder  de  los  liquidadores,  en  la  primera  y 
segunda  quincena  de  cada  mes;  y  que  aunque  el  ingreso  lo 
hagan  englobándolo  en  un  solo  talón  de  cargo  á  favor  del 
Tesoro  en  las  capitales,  harán  individual  relación  en  cada  una 
de  las  liquidaciones  parciales  al  dorso  de  aquel  documento. 

El  Real  decreto  de  22  de  Agosto  de  1893  confirma  las  dispo- 
siciones anteriores,  añadiendo  que  la  transmisión  de  las  accio- 
nes, cuando  tuviese  lugar  por  endoso,  contribuirá  como  efectos 
públicos,  y  si  se  realiza  por  sucesión  se  liquidará  como  las 
herencias. 

En  4  de  Abril  de  1894  y  por  Real  orden  del  Ministerio  de 
Hacienda,  se  resuelve  que  los  adquirentes  de  minas  caducadas 
por  descubiertos  de  canon  por  superficie  y  subastadas  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  23  del  decreto-ley  de  29  de 
Diciembre  de  1868  y  la  instrucción  de  9  de  Abril  de  1889,  sólo 
están  obligados  á  satisfacer  los  derechos  reales  por  transmisión 
de  bienes  que  las  leyes  determinen,  y  á  entregar  el  papel  de 
reintegro  correspondiente  al  valor  del  sello  en  que  haya  de 
extenderse  el  título  de  propiedad,  al  que  se  dará  igual  tramita- 
ción que  á  los  títulos  de  nuevas  concesiones. 

En  1.®  de  Septiembre  de  1896  se  aprueba  el  reglamento  de  1892, 
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niiA  había  regido  como  provisional  hasta  entonces,  sin  introdu- 
liflcación  alguna  en  lo  relativo  á  minería, 
'ecargos  transitorios  del  10  y  40  por  100  creados  por  las 
e  Presupuestos  de  los  años  1897  y  1898  también  afecta- 
ste impuesto. 

ey  de  Í2  de  Abril  de  1900  se  reforma  el  impuesto  de  dere- 
ales y  transmisión  de  bienes,  siendo  los  artículos  más  di- 
3nte  relacionados  con  el  ramo  de  minería  los  siguientes: 
2.°  Se  declaran  sujetas  al  pago  del  impuesto:  las  conce- 
administrativas  de  minas,  ferrocarriles,  tranvías,  etc.,  ó 
i  conducción  de  electricidad;  como  asimismo  los  actos 
paso,  cesión  ó  enajenación  de  estas  concesiones  admi- 
ivas  ó  del  derecho  á  su  explotación,  estén  ó  no  represen- 
)0v  acciones,  y  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  se  ve- 

6.®  El  impuesto  recae  sobre  el  verdadero  valor  que  los 
y  derechos  tuviesen  el  día  en  que  se  celebró  el  contrato 
usó  el  acto  sujeto,  con  deducción  de  las  cargas  ó  gravá- 
que  disminuyan  realmente  su  estimación,  observándose 
líenles  reglas: 

is  concesiones  de  minas  servirá  de  base  la  capitalización 
p  100  del  canon  de  superfície  que  corresponda  á  cada  per- 
la  minera  ó  demasía  de  la  misma. 

FA  GENERAL  PARA  LA  EXACCIÓN  DEL    IMPUESTO.  —  CoftCe- 

adminütrativas. —Las  concesiones  administrativas  he- 
Dr  el  Estado,  las  provincias  ó  los  municipios,  de  minas 
LS  análogos,  cuando  dichas  concesiones  sean  á  perpetui- 
lo  revertibles,  satisfarán'el  0,50  por  100. 
18. — Los  actos  de  traspaso,  cesión  ó  enajenación  de  minas, 

no  representadas  por  acciones,  satisfarán  el  3  por  100. 
asmisión  de  las  minas  por  título  hereditario  ó  donación 

causa,  tributará  por  la  escala  establecida  para  las  he- 
>.^ 
Real  decreto  de  10  de  Abril  se  aprueba  con  carácter  pro- 
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visional  el  reglamento  para  la  administración  y  recaudación 
del  impuesto,  pero  que  debía  regir  hasta  que  se  aprobara  el  de- 
finitivo. 

En  el  capítulo  I,  Actos  y  contratos  sujetos  al  impuesto 
T  exentos;  tipos  de  imposición,  dispone: 

Art.  4.°  Las  adjudicaciones  en  pago,  las  compraventas  y  ce- 
siones á  título  oneroso  de  bienes  inmuebles  y  derechos  reales, 
satisfarán  el  4  por  100  del  precio  estipulado  en  el  contrato,  salvo 
el  derecho  de  la  Administración  para  comprobar  aquél  por  cual- 
quiera de  los  medios  que  en  reglamento  se  establecen. 

Párrafo  wHtmo.— La  transmisión  á  título  oneroso  de  la  pro- 
piedad minera  por  cualquiera  de  los  conceptos  expresados  en  el 
párrafo  primero  de  este  artículo  devengará  el  3  por  100. 

Art.  10.  La  constitución  de  arrendamientos  de  bienes,  dere- 
chos y  aprovechamientos  de  todas  clases  que  consten  por  con- 
trato otorgado  ante  Notario,  ó  en  documento  judicial  ó  admi- 
nistrativo, aun  cuando  no  tengan  el  carácter  de  inscribibles  en 
el  registro  de  la  propiedad,  así  como  los  subarriendos,  subroga- 
ciones, cesiones  y  retrocesiones  de  los  propios  arriendos,  cuando 
se  verifiquen  en  la  misma  clase  de  documentos,  satisfarán 
el  0,50  por  100  de  la  cantidad  total  que  haya  de  entregar  el 
arrendatario  por  todo  el  período  de  duración  del  contrato. 

Eq  los  arrendamientos  de  minas,  cuando  el  precio  ó  renta 
consista  en  cierta  parte  de  los  productos  de  los  minerales  que 
se  extraigan  ó  en  una  cantidad  determinada  por  cada  unidad 
de  producto  bruto,  se  graduará  la  renta  de  un  año  por  el  pro- 
medio de  productos  obtenidos  en  la  explotación  durante  el  úl- 
timo quinquenio,  y  servirá  de  base  para  la  liquidación  la  corres- 
pondiente al  número  de  años  de  duracióa  del  contrato,  y  si  no 
constase  ésta,  la  de  diez  años. 

En  el  caso  de  no  haber  comenzado  la  explotación  de  la  mina 
al  hacerse  el  contrato,  se  aplazará  la  liquidación  por  dos  años, 
y  al  finalizar  éstos,  y  dentro  de  los  treinta  días  inmediatamente 
siguientes,  se  presentará  de  nuevo  el  documento  á  liquidación, 
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acompañando  certificación  de  los  productos  obtenidos  en  el  úl- 
UmOr  que  se  tomará  como  base  para  exigir  el  impuesto  con  arre- 
glo al  párrafo  anterior. 

Art.  13.  Ultimo  párrafo. — Las  Sociedades  constituidas  para 
la  explotación  minera  satisfarán  el  impuesto  establecido  para 
3  demás  Sociedades. 

En  el  cap.  II,  Reglas  generales  de  liquidación  y  exacción 
:l  impuesto: 

Art.  40.  Párrafo  último.— Los  actos  de  traspaso,  cesión  ó 
lajenación  de  minas,  estén  ó  no  éstas  representadas  por 
clones,  se  considerarán  óomo  transmisión  de  bienes  inmue- 
es. 

En  el  cap.  III,  Plazos  de  presentación  de  documentos: 
Art.  58.  Párrafo  5.*^ -Los  títulos  ó  certificaciones  acredita- 
ras de  concesiones  administrativas  de  todas  clases  se  pre- 
ntarán  á  liquidación  dentro  de  igual  plazo  de  treinta  días, 
ntados  desde  la  fecha  del  acuerdo  ó  resolución  administrativa 
[  que  se  otorgasen. 

En  el  cap.  IV,  Determinación  del  valor  de  los  bienes  ó 
piTAL  liquidable: 

Art.  67.  Párrafo  2.^ -Por  regla  general,  se  estimará  como  va- 
r  real  el  que  resulte  mayor  entre  el  precio  de  venta,  el  decla- 
do  por  los  interesados  ó  el  que  se  obtenga  por  la  comproba- 
)n  administrativa,  salvo  lo  que  para  determinados  casos  se 
tablece  de  un  modo  especial  en  el  reglamento  y  lo  que  se  pre- 
ptúa  en  las  siguientes  reglas: 

16.*  En  la  transmisión  de  la  propiedad  minera  servirá  de  base 
valor  que  resulte  mayor  entre  la  capitalización  del  canon  de 
perficie,  verificada  al  3  por  100,  y  la  del  promedio  anual 
los  dividendos  repartidos  en  el  último  quinquenio,  hecha  al 
smo  tipo. 

Las  demás  reglas  estaban  ya  consignadas  en  la  ley. 
Por  último,  el  cap.  V,  Comprobación  de  valores: 
Art.  77.  Los  medios  ordinarios  de  comprobación  son:  res^ 
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pecto  á  la  propiedad  minera,  el  canon  de  superficie  ó  los  divi- 
dendos repartidos. 

Posteriormente,  y  en  vista  de  las  dificultades  que  en  la  prác- 
tica se  presentaban  de  cumplir  lo  preceptuado  en  el  art.  58,  sobre 
plazo  de  presentación  de  documentos,  toda  vez  que  al  tener  que 
cumplir  la  ley  del  Timbre,  que  previene  que  los  títulos  de  propie- 
dad de  minas  se  timbrarán  en  la  Fábrica  Nacional  de  la  Moneda 
y  Timbre,  era  difícil  presentar  aquéllos  para  la  liquidación  de 
los  derechos  reales  y  transmisión  de  bienes  en  el  plazo  de  los 
treinta  días,  siendo  algunas  veces  este  retraso  debido  á  la  misma 
Administración,  se  resolvió,  por  Real  orden  de  8  de  Octubre  del 
mismo  año,  que  en  los  títulos  ó  certificaciones  acreditativas  de 
concesiones  administrativas  de  todas  clases,  el  plazo  de  treinta 
días  para  ?u  presentación  á  la  liquidación  del  impuesto  de  De- 
rechos reales  deberá  contarse  desde  la  fecha  en  que  se  entregan 
ya  timbrados  al  interesado,  y  que  al  efecto  de  contar  dicho  plazo 
se  hará  constar  por  diligencia  en  el  mismo  documento  la  fecha 
de  la  entrega,  al  verificarse  ésta  por  el  Gobierno  civil. 

Impuesto  de  fransporfes— La  ley  de  Presupuestos 
de  1872-73  creó  el  impuesto  de  derecho  de  registro  sobre  trans- 
portes, y  por  el  reglamento  de  15  de  Octubre  de  1873  para  la 
aplicación  de  aquella  ley  quedaron  exceptuados  los  minerales. 

Ahora  bien,  habiendo  acudido  la  Compañía  de  los  ferroca- 
rriles de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante  en  solicitud  de  que  se 
dictara  una  disposición  que  determinara  claramente  á  qué 
clase  de  mercancías  había  que  aplicar  la  exención  del  pago  del 
derecho  de  registro  sobre  transportes  á  que  se  refería  el  regla- 
mento, se  dictó  la  Real  orden  de  29  de  Enero  de  1878,  de  carác- 
ter general,  declarando  que  la  exención  del  impuesto,  conce- 
dida por  el  reglamento,  debía  aplicarse  solamente  á  las  substan- 
cias minerales  expresamente  determinadas  en  la  ±^  y  3.*  sec- 
ción de  la  ley  de  Minas,  consignadas  en  el  Decreto-Bases  de 
29  de  Diciembre  de  1868. 

En  la  ley  de  30  de  Agosto  de  1896  modificando  el  impuesto 
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que  gravaba  el  transporte  marítimo  de  mercancías  en  buques 
de  todas  clases,  entre  los  puertos  de  la  Península  é  islas  adya- 
centes y  posesiones  españolas  del  Norte  de  África,  se  excep- 
tuaba del  pago  de  aquel  impuesto  el  transporte  de  minerales 
metalíferos,  carbones  minerales  y  cok. 

Pero  en  el  mismo  día  30  de  Agosto  de  1896,  y  por  otra  ley,  se 
establece  un  impuesto  sobre  la  navegación,  con  destino  al 
fomento  de  la  marina  nacional  de  guerra,  durante  quince  años, 
provisional,  de  tráflco  sobre  movimiento  de  pasajeros  y  mer- 
cancías, así  en  la  carga  como  en  la  descarga,  en  las  costas  y 
fronteras  de  la  Península  é  islas  adyacentes. 

Por  razón  del  mencionado  impuesto  se  pagaban  por  tonelada 

en  vía  marítima: 

En  el  comercio  de  cabotaje— (a),  0,10  de  peseta  el  mineral  de 

rro,  en  el  comercio  entre  los  puertos  españoles  de  la  Penín- 

a,  islas  Baleares,  islas  Canarias  y  posesiones  españolas  de 

30sta  del  Norte  de  África. 

?n  el  comercio  con  Europa  y  costas  de  África  en  el  Medite- 
Ineo  y  en  el  Atlántico  hasta  él  cabo  Bojador  —  (c)  0,10  de 
leta  el  mineral  de  hierro  exportado  por  el  Mediterráneo  y 
Guadalquivir;  0,^  de  peseta  los  minerales  clasiflcados 
no  pobres;  0,25  de  peseta  el  lingote  de  hierro;  una  peseta 
carbón  mineral  y  cok,  la  galena  argentífera  y  demás  mine- 
es no  clasificados  como  pobres,  y  el  plomo  argentífero  en 
rras. 

En  el  comercio  con  el  resto  del  mundo —  (d)  0,20  de  peseta  los 
nerales  clasificados  como  pobres. 

La  importación  y  la  exportación  t^or  ferrocarril  satisfará  por 
lelada  de  1.000  kilogramos  las  mismas  cuotas  que  para  las 
erentes  clases  de  mercancías  se  fijan  en  el  apartado  (c), 
3e  exceptuaron  del  impuesto  que  establecía  esta  ley: 
Bl  lingote  de  hierro  en  el  comercio  de  cabotaje  y 
Los  carbones  minerales  y  cok  de  todas  clases  y  procedencias 
e  se  aplicaran  á  usos  siderúrgicos  y  metalúrgicos,  y  los  mi- 
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nerales  de  hierro  que,  procedentes  de  cualquier  puerto  de  Es- 
paña, se  empleen  en  fábricas  siderúrgicas  nacionales. 

Por  Real  decreto  de  28  de  Junio  de  1898  se  aprueba  el  re- 
glamento provisional  para  la  administración  y  cobranza  del 
impuesto  sobre  las  tarifas  de  viajeros  y  transportes  terrestres 
y  fletes  marítimos  de  mercancías. 

Los  transportes  que  se  realicen  por  cualquier  medio  de  loco- 
moción terrestre  y  fluvial  devengarán  un  derecho  de  registro 
del  4  por  100  del  valor  de  la  carta  de  porte  ó  del  precio  de  la 
conducción. 

El  impuesto  sobre  el  transporte  marítimo  de  mercancías  en 
buques  de  todas  clases,  entre  los  puertos  de  la  Península  é  islas 
adyacentes  y  posesiones  españolas  del  Norte  de  África,  se  de- 
vengará por  cuotas  fijas  por  unidad  de  peso  y  con  arreglo  al 
término  medio  del  flete,  según  distancias  y  casos.  Para  la  apli- 
cación de  las  tarifas  se  consideraron  las  costas  de  España  divi- 
didas en  cuatro  zonas. 

Últimamente,  la  ley  de  20  de  Marzo  de  1900  suprime  el  im- 
puesto provisional  de  tráfico  sobre  el  movimiento  de  pasajeros  y 
mercancías,  creado  en  30  de  Agosto  de  1896,  los  de  carga  y  des- 
carga, embarque  y  desembarque  de  viajeros  de  las  Aduanas  y 
los  impuestos  sobre  tarifas  de  viajeros  y  registros  de  transpor- 
tes de  mercancías  reformados  por  la  ley  de  Presupuestos  de  28 
de  Junio  de  1898,  y  creando  uno  que  se  ittula  «Impuesto  de 
TRANSPORTES»,  al  quc  cstarán  sujetos: 

I.*'  Los  pasajeros  por  mar  en  las  navegaciones  de  1.*,  2.*  y 
3.*  clase,  y  el  metálico  y  las  mercancías  en  las  mismas  nave- 
gaciones ó  que  se  importen  ó  exporten  por  las  Aduanas  terres- 
tres; y 

2.*'  Los  viajeros,  el  metálico  y  las  mercancías  de  todas  clases 
que  circulen  en  el  interior  del  Reino  por  tierra  ó  por  los  ríos. 

Los  transportes  de  mercancías  de  éste  segundo  grupo  deven- 
garán el  impuesto  á  razón  del  5  por  100  del  precio  de  la  con- 
ducción. 

26 
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Las  del  primero  lo  pagarán  con  sujeción  á  las  tarifas  siguien- 
tes: 


Al  des-  Al 

embarque,      embarque. 

POR  TONELADAS  DE  1.000  KGS.  ^^-^       ^^^ 


Navegación  de  1,^  clase, 

1.^  Minerales  de  todas  clases,  carbones  minera- 
les y  cok,  abonos,  cementos,  adoquines, 
materiales  de  hierro  7  cemento  para  la 
construcción 0,15  0,15 

Navegación  de  2,^  cXase. 

1.®  Minerales ,  encorias  y  piritas  de  hierro 1  0,50 

2.^  Las  demás  menas  metalíferas 1,50  1 ,50 

3.**  Carbones  minerales  y  cok 0.50  0,60 

4.^  Gales,  cementos,  adoquines,  etc 0,50  0,50 

5.<>  Lingote  de  hierro 2  0,50 

6.^  Plomo  en  galápagos  y  matas  cobrizas 2  1 

Navegación  de  3.^  clase 

1.^  Minerales,  escorias  y  piritas  de  hierro 1  0,20 

2.^  Las  demás  menas  metalíferas 2  1 

3.^  Carbones  minerales  y  cok 2  0,50 

4.**  Cales,  cementos,  adoquines,  etc 0,50  0,50 

b.^  Lingote  de  hierro 2  0,50 

6.^  Plomo  en  galápagos  y  matas  cobrizas. ......  3  I 

Notas.— Navegación  de  1.*  clase,  la  de  cabotaje  propiamente  dicha; 
se  asimila  á  esta  navegación  la  que  se  realiza  con  las  islas  Canarias 
y  posesiones  españolas;  de  2.*  clase,  la  que  se  hace  entre  aquellos 
puertos  y  los  de  las  naciones  de  Europa,  con  inclusión  de  las  costas 
de  Aeia  en  el  Mediterráneo,  y  las  de  África  en  este  mar  y  en  el  Atlán- 
tico hasta  el  cabo  Bojador;  y  de  3.*  clase,  la  que  se  hace  entre  los 
puertos  españoles  y  los  de  los  restantes  países  del  globo,  no  mencio- 
nados en  la  clase  anteiior. 


A  esta  ley  se  acompañó  el  recámenlo  provisional  para  la 
administración  y  cobranza  del  impuesto. 

Por  ley  de  5  de  Abril  de  1904  se  suprime  el  impuesto  de 
transportes  sobre  los  carbones  minerales  y  cok  en  las  navega- 
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ciones  de  1.*  clase.  Y  por  otra  ley  de  6  de  Diciembre  del  mismo 
año  se  exceptúan  los  carbones  minerales  y  vegetales,  entre 
otras  mercancías,  del  impuesto  de  transportes  creado  por  la  ley 
de  20  de  Marzo  de  1900,  cuando  circulen  por  el  interior  del 
Reino  por  tierra  ó  por  los  ríos. 

Jíiinta  de  rr  formas  en  la  trlbiitaeión  minera. --Ade- 
más de  la  serie  de  contribuciones  é  impuestos  que  acabamos 
de  mencionar,  podrían  añadirse  otros,  que  como  la  contribu- 
ción territorial  por  sus  terrenos  y  edificios,  el  timbre  sobre  el 
precio  de  cotización  de  sus  acciones  y  obligaciones,  la  contri- 
bución industrial  por  sus  ferrocarriles,  impuestos  sobre  los 
explosivos  y  otros  más,  vienen  gravando  á  la  industria  minera. 

Á  reducir  y  simplificar  estos  múltiples  tributos  directos  é 
indirectos  tendieron  las  gestiones  que  la  Unión  Minera  de 
España  íiizo  cerca  del  Ministro  de  Hacienda,  y  que  puesto  de 
acuerdo  con  el  Ministro  de  Fomento,  dieron  lugar  al  Real 
decreto  de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros  de  16  de 
Julio  de  1902,  por  el  que  se  creó  una  Junta  ó  Comisión  oficial 
compuesta  de  funcionarios  de  Hacienda,  ingenieros  de  Minas  y 
Caminos,  y  representantes  de  las  entidades  mineras,  para  que 
propusieran  al  Gobierno  las  reformas  que  debían  llevarse  á 
cabo  en  la  legislación  de  minas  y  en  la  que  grava  esta  riqueza, 
procurando  armonizar  el  fomento  y  desarrollo  de  la  misma 
con  los  intereses  y  necesidades  de  la  Hacienda  pública. 

Los  vocales  mineros  Sres.  Adaro  y  Allende,  despue's  de  oir  á 
los  principales  Centros  y  Asociaciones  mineras,  presentaron  su 
dictamen  á  la  Junta  para  la  reforma  de  la  legislación  de  minas 
sobre  la  cuestión  de  los  impuestos,  concretando  en  catorce  con- 
clusiones las  reformas  que  creían  de  urgente  realización. 

Aquel  luminoso  informe  mereció  los  mayores  elogios  de  cuan- 
tos lo  conocieron,  y  las  Cortes  llegaron  á  ocuparse  de  él  favora- 
blemente, dando  lugar  á  que  después  de  aprobada  en  el  Con- 
greso una  modificación  á  la  ley  de  Minas,  y  estando  discutién- 
dose en  el  Senado,  el  Ministro  de  Agricultura  pidiera  que  fuera 
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do  el  dictamen,  en  vista  de  que  aquella  Comisión,  cuyos 
¡os  conocía,  presentaría  proyectos  más  completos,  que  era 
5  se  deseaba.  Pero  aquel  estudio  quedó  en  el  olvido,  sin 
ladie  baya  vuelto  á  ocuparse  de  aquella  Comisión,  así 
la  modificación  de  la  ley  de  Minas  quedó  también  pen- 
^  de  aprobación. 
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CAPÍTULO  XII 
Administración. — Cuerpo  de  Ingenieros, 


La  Minería  en  general  dependía  ya,  al  decretarse  las  Bases 
de  1868,  del  Ministerio  de  Fomento,  y  de  él  continúa  dependien- 
do, no  habiendo  más  alteración  durante  este  espacio,  de  tiempo 
que  el  cambio  de  nombre  que  tuvo  este  Departamento,  que  al  di- 
vidirse en  1900  se  llamó  Ministerio  de  Agricultura,  Industria, 
Comercio  y  Obras  Públicas  al  que  de  estos  asuntos  se  ocupaba, 
y  por  Real  decreto  de  6  de  Octubre  de  1905,  en  atención  á  lo 
larga  que  resultaba  esta  denominación,  se  le  llamó  Ministerio 
de  Fomento  sólo  á  esta  rama  del  que  primitivamente  llevaba 
la  misma  denominación,  nombre  que  hoy  conserva.  Las  minas 
del  Estado  continúan  dependiendo  del  Ministerio  de  Hacienda. 

El  Ministro  de  Fomento  es,  pues,  el  Jefe  superior  de  la  Admi- 
nistración central  en  el  ramo  de  minas,  y  á  sus  órdenes  está  el 
Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  que  con 
los  ingenieros  de  Minas  y  Cuerpos  auxiliares  dependientes  de 
aquél,  son  los  encargados  del  desarrollo  de  esta  importante  rama 
de  la  riqueza  nacional. 

Organización  anterior  al  año  1 900.— Existía  ya  en  1868, 

al  darse  el  decreto-ley  de  Bases,  y  como  Cuerpo  consultivo,  la 
Junta  Superior  facultativa  de  Minería,  y  á  más  de  sus  obligacio- 
nes consultivas  tenía  obligaciones  activas,  todas  rigiéndose  por 
su  reglamento  orgánico  de  15  de  Febrero  de  1865. 
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Establecia  éste  en  su  organización  activa  y  para  el  buen  ser- 
vicio encomendado  á  los  inspectores  generales,  la  división 
de  todo  el  territorio  de  la  Península  e'  islas  adyacentes  en  tres 
grandes  secciones  mineras,  denominadas:  -«Del  Norte»,  «De 
Levante»  y  «Del  Mediodía*,  y  cada  una  de  estas  secciones  tenía 
á  su  vez  cuatro  distritos,  lo  que  hacían  un  total  de  doce  distri- 
tos, que  comprendían  las  49  provincias  de  España.  Se  ocupaba 
el  reglamento  también  de  las  atribuciones  de  la  Junta  plena, 
de  las  secciones,  de  los  presidentes  de  la  Junta  y  de  las  seccio- 
nes, etc.;  reglamentación  que  no  detallamos  por  haberse  cam- 
biado al  establecer  el  régimen  vigente. 

Pero  en  aquella  división  se  había  procurado  que  cada  uno  de 
los  distritos  (excepción  de  uno  solo)  tuvieran  cuatro  provincias, 
y  como  era  natural,  las  que  estaban  en  contacto,  y  de  aquí  re- 
sultaban de  muy  diferente  importancia  unos  distritos  de  otros. 
La  Real  orden  de  12  de  Abril  de  1881  modificó  la  organización 
de  todo  el  servicio  de  minas,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por 
la  Junta  Superior  facultativa  de  Minería,  que  informó,  después 
de  un  detenido  estudio,  basado  en  el  exacto  conocimiento  que 
tenía,  de  la  importancia  y  del  alcance  de  cada  uno  de  aquellos 
servicios,  indicando  los  que  debían  conservarse  tal  como  exis- 
tían, los  que  á  su  juicio  exigían  ser  ampliados,  y,  por  último, 
los  que  debían  crearse  para  la  completa  realización  del  fin  ape- 
tecido. Se  crearon  categorías  para  los  distritos  y  se  distribuyó 
el  personal  según  su  importancia;  los  de  1.*  clase  tendrían  un 
ingeniero  jefe  de  1.*  clase,  otro  de  2.*  y  los  subalternos  necesa- 
rios; los  distritos  de  2.*  clase  tendrían  un  ingeniero  jefe  de  1.* 
ó  2.*  y  los  subalternos  que  necesitaran;  y  los  distritos  de  3.*  cla- 
se un  ingeniero  jefe  de  2.*  ó  un  ingeniero  primero  y  los  subalter- 
nos necesarios.  Se  formaron  treinta  y  cuatro  distritos;  se  decla- 
raron diez  distritos  de  1.*  clase;  diez  y  seis  distritos  de  2.*  clase 
y  ocho  distritos  de  3.*  clase.  Se  agruparon  en  las  tres  mismas 
secciones  que  antes  existían  y  se  puso  al  frente  de  cada  una  de 
ellas  á  un  inspector  general  de  1.^  clase. 
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Por  Real  orden  de  12  de  Mayo  del  mismo  año  se  asignaron  á 
su  vez  á  cada  sección  cuatro  distritos,  ó  sean,  los  mismos  doce 
distritos  que  al  organizar  el  servicio  de  la  Junta  se  habían  crea- 
do, comprendiendo  cada  uno  de  estos  distritos  uno  ó  varios  de 
los  distritos  parciales,  todo  al  objeto  de  uniformar  en  lo  posible 
el  servicio  general. 

A  medida  que  la  minería  se  iba  desarrollando,  se  ponía  en 
evidencia  la  necesidad  de  crear  nuevos  distritos  y  aumentar  la 
categoría  de  los  de  algunas  provincias,  y  muchas  han  sido  las 
Reales  órdenes  que  se  han  dado  con  este  motivo. 

También,  y  por  Real  orden  de  11  de  Julio  de  1885,  se  dispuso: 
que  para  los  servicios  del  ramo  de  minas  se  incorporaran  á  la 
provincia  de  Málaga  los  territorios  de  Melilla,  Alhucemas,  Pe- 
ñón de  la  Gomera  y  Chafarinas;  y  á  la  de  Cádiz  los  territorios 
de  Ceuta. 

El  reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  ingenieros  de  Minas 
de  1886,  al  tratar  de  la  División  minera  del  territorio,  lo  divide 
desde  el  punto  de  vista  industrial  minero  en  doce  Inspecciones 
generales;  y  cada  una  de  las  49  provincias  formará  una  jefatura 
ó  distrito  minero  dependiente  de  la  Inspección  general  ó  divi- 
sión respectiva;  las  jefaturas  ó  distritos  de  1.*  clase  más  impor- 
tantes se  subdividirán  á  su  vez  en  el  número  de  cantones  ó  zonas 
que  exija  en  cada  caso  el  más  fiel  y  puntual  cumplimiento  de 
todos  los  servicios. 

Por  último,  el  Real  decreto  de  20  de  Septiembre  de  1888  mo- 
difica el  reglamento  de  30  de  Abril  de  1886  en  la  organización, 
allí  establecida,  para  la  división  minera  del  territorio,  redu- 
ciendo el  número  de  distritos;  á  nueve  de  1.*  clase,  diez  de 
2.*  clase  y  otros  diez  de  3.^  clase. 

Los  nueve  de  1.*  son:  Oviedo;  Vizcaya;  Badajoz;  Ciudad  Real; 
Murcia  y  Albacete,  con  la  Jefatura  en  Murcia;  Almería;  Jaén; 
Córdoba  y  Huelva. 

Los  diez  de  2.*  son:  León;  Santander;  Patencia,  Burgos,  y  Va- 
lladolid;  Guipúzcoa,  Álava  y  Navarra;  Zaragoza  y  Huesca;  Bar- 
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celona  y  Gerona;  Madrid,  Toledo,  Ávila  y  Segovia;  Guadalajara, 
Cuenca  y  Soria;  Sevilla,  Cádiz  y  Canarias;  y  Granada;  fijándose 
en  Falencia  la  Jefatura  de  las  3.*,  4.*  y  5.*  provincias;  en  Gui- 
púzcoa la  de  las  6.*,  7.*  y  8.*;  en  Zaragoza  la  de  las  9.*  y  10.*;  ea 
Barcelona  la  de  las  11  y  12;  en  Madrid  la  de  las  13^  14,  15  y  16; 
en  Guadalajara  la  de  las  17,  18  y  19;  en  Sevilla  la  de  las  20,  21 
y  22. 

Y  las  de  3.''^  clase  son:  Coruña  y  Lugo;  Orense  y  Pontevedra; 
Salamanca  y  Zamora;  Cáceres;  Logroño;  Ijérida  y  Tarragona; 
Teruel;  Valencia,  Alicante  y  Castellón;  Baleares;  Málaga  y 
presidios  de  África,  fijándose  en  Coruña  la  jefatura  de  las  dos 
primeras  provincias,  en  Orense  la  de  las  3.*  y  4.*;  en  Salamanca 
la  de  las  5.*  y  6 '';  en  Lérida  la  de  las  9.*  y  10;  en  Valencia  la  de 
las  12,  13  y  14;  y  en  Málaga  la  de  la  16  y  presidios  de  África. 

Posteriormente  una  Real  orden  de  25  de  Abril  de  1891  dis- 
pone que  se  comprenda  entre  los  distritos  mineros  de  1.*  clase 
los  de  Madrid  y  Barcelona,  en  atención  á  la  importancia  indus- 
trial y  mercantil  de  dichas  capitales  y  al  mayor  desarrollo  que 
bajo  el  aspecto  de  la  minería  ha  adquirido  el  de  Madrid  con  la 
agregación  de  los  de  Ávila  y  Toledo. 

Reforma  dei  año  1900.— El  Real  decreto  de  23  de  No- 
viembre de  1900,  dictado  después  de  oída  la  Intervención  gene- 
ral de  la  Administración-  del  Estado  y  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  cambia  de  un  modo  radical  el  régimen  hasta  entonces 
establecido;  la  primera  innovación  que  dispone  es  la  supresión 
de  la  Junta  superior  facultativa  de  Minería,  creando  en  equiva- 
lencia un  Consejo,  que  recoja  todas  sus  obligaciones  consulti- 
vas, pero  organizándolo  de  muy  distinto  modo  que  como  lo  es- 
taba en  aquélla;  da  mayor  sencillez  y  abreviación  á  los  trámites, 
y  á  sus  atribuciones  les  imprime  aquella  nueva  actividad  que 
imponen  de  consuno  las  modernas  necesidades  de  la  Adminis- 
tración y  el  crecimiento  cada  día  mayor  de  la  riqueza  minero- 
metalúrgica. 

Modifica  como  ya  hemos  dicho  el  Negociado  de  Minas,  dán- 
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dolé  un  carácter  completamente  técnico;  y  completa  la  reforma 
con  la  creación  de  la  Inspección  general  de  Minas,  que  recoge 
las  obligaciones  activas  que  antes  correspondían  á  la  suprimida 
Junta  y  cuyas  funciones  venían  confundidas  con  las  de  aquel 
Cuerpo  consultivo;  fiada  así  la  vigilancia  á  la  Inspección,  con 
separación  completa  de  trabajos  y  funciones,  se  mantiene  cons- 
tantemente atenta  á  las  necesidades  de  los  diferentes  servicios 
y  puede  acudir  sin  dilación  dondequiera  que  tales  necesidades 
reclamen  la  presencia  de  quien  refleja  con  fidelidad  ante  el  Po- 
der central  deficiencias,  errores  ó  faltas,  que  de  otra  suerte  lle- 
garían penosa  y  lentamente,  desvanecidas  y  borrosas,  y  será 
representación  viva  y  perenne  del  pensamiento  que  baya  de 
unificar  la  acción  desde  la  zona  minera  y  las  oficinas  del  dis- 
trito hasta  los  centros  respectivos. 

Coiií«eJo  de  lliiieráa. — El  cuerpo  consultivo  se  denomina 
Consejo  de  Minería,  y  lo  constituyen:  Un  Presidente,  Ingeniero 
del  Cuerpo  de  Minas,  Jefe  superior  de  Administración  y  cuatro 
vocales,  ingenieros  de  dicho  Cuerpo,  jefes  de  Administración 
de  1/*^  clase.  El  Secretario  del  Consejo  tendrá  la  categoría  de 
jefe  de  1.*  clase;  y  para  el  despacho  de  los  asuntos  sometidos  al 
estudio  del  Consejo  hay  dos  ingenieros  y  demás  personal  su- 
balterno. El  Consejo  queda  formado  por  los  cinco  ingenieros 
que  ocupan  los  cinco  primeros  lugares  en  el  escalafón  del 
Cuerpo;  y  el  Ministro  designa  libremente  entre  los  Consejeros 
el  que  haya  de  ser  Presidente. 

El  Consejo  deliberará  siempre  en  pleno  y  será  necesaria- 
mente oído  en  los  casos  siguientes: 

1.**  En  todos  aquellos  en  que  con  arreglo  á  la  legislación  es- 
pecial de  Minas  debía  ser  oída  la  Junta  superior  facultativa  de 
Minería. 

2.^  En  cuantos  asuntos  mineros  sea  exigible,  según  la  ley, 
el  informe  del  Consejo  de  Estado. 

3.**  En  todos  los  planes  de  estudio  y  ejecución  de  trabajos  de 
carácter  general  referentes  al  ramo. 
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4.**  Cuando  el  gobierno  lo  eslime  oportuno,  ya  en  cuestiones 
referentes  á  impuestos  mineros,  fabricación,  manejo  y  trans- 
porte de  explosivos,  minas,  salinas  y  fábricas  propias  del  Esta- 
do, ya  en  cualquier  otro  asunto  peculiar  bajo  algún  aspecto  de 
la  competencia  de  los  ingenieros  de  minas,  sea  el  que  quiera  el 
centro  ú  oficina  donde  su  tramitación  radique;  y 

5.^  En  los  expedientes  que  se  instruyan  con  motivo  de  las 
faltas  que  cometan  en  el  servicio  los  ingenieros,  siempre  que 
las  faltas  deban  corregirse  con  la  privación  de  haberes. 

Las  facultades  del  Consejo,  ampliadas  por  el  Real  decreto  de 
21  de  Enero  de  1905,  están  consignadas  en  las  atribuciones 
siguientes: 

1.**  Elevar  al  Ministro  ó  al  Director  general  del  ramo,  según 
proceda,  cuantos  estudios,  planes,  propuestas  y  noticias  juzgue 
adecuadas  al  desarrollo  de  la  Minería,  de  la  metalurgia  y  de  la 
electrotecnia. 

2.^  Comunicarse  directamente,  ó  por  conducto  del  Ministerio 
del  ramo,  con  los  Centros  y  sociedades  científicas  industriales 
ó  mercantiles,  nacionales  ó  extranjeras,  que  tengan  relación 
con  la  Minería,  la  metalurgia  y  la  electricidad,  á  fin  de  estudiar 
los  progresos  de  tales  industrias,  como  asimismo  los  de  las 
ciencias  y  las  artes  fundamentales. 

3.**  Proponer  al  Ministerio  concursos  de  estudios  entre  los 
ingenieros  de  minas  sobre  asuntos  de  su  profesión. 

4.®  Observar  atentamente  la  marcha  de  los  varios  servicios 
relacionados  con  la  Minería  y  proponer  al  Gobierno  cuanto  sea 
conducente  á  la  mejora  de  los  mismos. 

5.°  Divulgar  por  los  medios  más  prácticos  y  adecuados  aque- 
llos trabajos  de  que  convenga  dar  público  conocimiento. 

6.°  Conocer  los  informes  que,  sin  nota  especial  de  reserva, 
entreguen  los  inspectores  al  Director  general  como  resultado 
de  su  gestión,  para  formar  concepto  respecto  á  su  contenido, 
proponer  en  su  vista  lo  que  proceda  y  archivar  luego  estos 
datos,  que  pueden  ser  consultados  siempre  que  conviniere. 
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Podrá,  además,  el  Consejo  oir  á  los  ingenieros  de  cualquiera 
categoría  para  aclarar  algún  asunto  en  que  hayan  intervenido, 
si  bien  la  citación  se  hará  por  la  Dirección  general,  é  igual- 
mente, cuando  para  mayor  ilustración  de  un  asunto  juzgue  con- 
veniente conocer  la  opinión  de  algún  ingeniero  de  minas  que 
se  haya  distinguido  en  la  materia  en  cuestión,  podrá  solicitar 
su  dictamen  verbal  ó  escrito,  haciéndolo  constar  en  acta. 

El  Consejo  se  rige  por  un  reglamento  especial  para  su  régi- 
men interior,  que  ha  sido  aprobado  por  Real  decreto  de  22-  de 
Febrera  de  1901. 

Posteriormente,  y  con  objeto  de  armonizar  los  asuntos  que 
se  relacionan  con  la  agricultura,  la  minería,  la  industria  y  el 
comercio,  por  Real  decreto  de  13  de  Octubre  de  1905  se  dispuso 
la  creación  de  un  Instituto  Superior  de  Agricultura^  Industria 
y  Comercio  en  el  cual  deben  quedar  refundidas  las  atribucio- 
nes del  Consejo  de  Minería,  y  quedando  como  consecuencia 
disuelto  éste. 

El  Instituto  se  compondrá  de  los  elementos  siguientes: 

a)  Parte  corporativa,  compuesta  de  vocales  electivos  y  natos. 

b)  Secciones  provinciales. 

c)  Inspección  técnica. 

d)  El  personal  técnico  que  los  servicios  encomendados  al 
Instituto  hagan  necesario. 

El  Instituto  funcionará  en  pleno  y  por  su  ComiSiión  perma- 
nente, en  unión  de  un  comité  directivo. 

Tanto  el  Instituto  como  su  Comisión  permanente  se  dividirán 
en  cuatro  secciones: 

I.  De  estudios  jurídicos. 

II.  De  estudios  técnicos. 

III.  De  estadística  é  informaciones. 

IV.  De  inspección  y  asuntos  generales. 

La  sección  segunda,  de  estudios  técnicos,  estará  formada  por 
las  siguientes  juntas: 
I,  Agronómica.— 11.  De  la  ganadería  y  pastos.— III.  De  mon- 
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les. — IV.  De  minas. — V.  De  industria  y  comercio.  Estas  juntas 
son  absolutamente  técnicas,  y  estará  formada  Ia  de  minas  por 
onal  del  Consejo  de  Minería. 

nueva  organización  parece  que  está  en  suspenso;  no 
te,  como  en  los  presupuestos  para  el  año  1906  está  así 
nada,  por  Real  decreto  de  16  de  Marzo  último  se  ha  dis- 
que  tanto  al  presidente  como  á  los  vocales  del  Consejo 
lería  se  les  considere:  al  primero,  como  Inspector  general 
erpo  de  Minas,  Jefe  superior  de  Administración;  y  á  los 
Les,  como  inspectores  generales  de  primera  clase  ¿el  mis- 
erpo,  Jefes  de  Administración  de  primera  clase, 
onsejo  de  Minería  continúa  funcionando  y  en  la  misma 
como  ha  venido  haciéndolo  desde  su  creación  en  el 
00. 

[lección  general  de  minería.— La  inspección  gene- 
Minería  está  constituida  por  los  ingenieros  que  tengan 
igoría  de  inspectores  generales  del  Cuerpo.  Es  jefe  déla 
el  Inspector  más  antiguo  y  tienen  la  categoría  de  Jefes 
ninistración  de  segunda  clase.  A  las  órdenes  de  la  Inspec- 
ay  un  Ingeniero  que  desempeña  el  cargo  de  Secretario  y 
la  oficina,  con  el  personal  subalterno  que  la  Superióri- 
signe. 

L  los  efectos  de  la  Inspección  se  agruparán  los  distritos 
3S  en  que  esté  dividida  la  Península,  Islas  adyacentes  y 
3nes  de  África,  en  el  número  de  divisiones  que  el  Go- 
I  estime  oportuno. 

leal  decreto  de  creación  de  la  Inspección  de  1900  los 
)  en  cuatro  divisiones,  que  existen  hoy  y  son: 
lera  división:  Distritos  de  Coruña,  Orense,  Oviedo^León, 
;ia,  Santander  y  Salamanca. 

mda  división:  Distritos  de  Vizcaya,  Guipúzcoa,  Logroño, 
tajara,  Zaragoza,  Barcelona,  Lérida  y  Baleares, 
¡era  división:  Distritos  de  Madrid,  Ciudad  Real,  Granada, 
ía.  Murcia,  Valencia  y  Teruel;  y 
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Cuarta  división:  Distritos  de  Badajoz,  Cáceres,  Jaén,  Córdo- 
ba, Málaga,  Sevilla  y  Huelva. 

Cada  una  de  estas  divisiones  está  á  cargo  de  un  Inspector,  y 
dependen  éstos  directa  é  inmediatamente  del  Director  general 
de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

Será  obligación  de  los  Inspectores: 

1.**  Inspeccionar  y  vigilar  con  escrupulosidad  y  detenimiento 
todos  los  servicios  del  ramo,  tanto  en  las  jefaturas  de  distrito 
como  en  el  Negociado  de  la  Administración  central. 

2.**  Girar  una  visita  anual  á  sus  respectivas  divisiones,  para 
examinar  la  marcha  facultativa  y  administrativa  de  los  asun- 
tos pendientes  en  aquéllas  é  informar  inmediatamente  al  Di- 
rector, del  resultado  de  la  visita  y  de  cuanto  en  ella  hubie- 
sen observado,  singularmente  en  lo  relativo  al  despacho  de 
oficinas  y  conducta  y  aptitudes  del  personal  que  sirve  en  los 
distritos. 

3.®  Adoptar  sin  pérdida  de  momento,  en  sus  visitas,  aquellas 
disposiciones  que,  encaminadas  al  cumplimiento  del  mejor  ser- 
vicio y  al  mantenimiento  de  la  disciplina  y  subordinación  del 
personal,  estimen  urgentes  para  la  más  estricta  observancia  de 
las  leyes  y  reglamentos,  á  reserva  de  que,  dada  cuenta  á  la 
Dirección,  ésta  confirme,  revoque  ó  modifique  las  resoluciones 
del  Inspector. 

4.®  Llevar  á  cabo  todas  cuantas  visitas  sean  precisas,  ajuicio 
del  Ministro  ó  del  Director,  ó  del  suyo  propio,  con  autorización 
del  Director. 

5.?  Desempeñar  las  comisiones  especiales  referentes  al  ramo 
de  Minería  que  el  Ministro  ó  el  Director  les  confieran. 

6.^  Formar  y  publicar  anualmente  la  estadística  de  minas, 
canteras,  fábricas  metalúrgicas,  máquinas  de  vapor  y  transpor- 
tes mineros;  y 

7^®  Remitir  todos  los  años  á  la  Dirección  general  de  Agricul- 
tura, Industria  y  Comercio  una  Memoria  detallada  de  todas  las 
comisiones  que  hayan  desempeñado,  proponiendo  lo  que  crean 
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conveniente  para  mejorar  el  servicio  y  facilitar  el  despacho  de 
los  expedientes. 

La  Inspección  general  de  Minería  se  regirá  por  un  reglamento 
especial. 

OrfTAnlzaritfn  del  serwielo  do  minas.—  £1  servicio  de 
minas  tiene  que  estar  supeditado  á  la  organización  y  funciona- 
miento del  Consejo  é  Inspección  general  de  Minas. 

Según  el  Reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  1886,  el  servicio 
de  minas  se  dividía  en: 

Servicio  ordinario. 

ídem  extraordioarío  y 

Servicios  destacados. 

El  servicio  ordinario  comprende  todos  los  servicios  pciBMi 
nenies  y  se  subdivide  en: 

I.  Servicio  de  distritos  mineros. 

II.  Servicios  especiales  y 
III.  Servicios  diversos. 

I.  El  servicio  de  distritos  mineros  comprende  la  instrucción 
de  toda  clase  de  expedientes  de  concesión  y  sus  incidencias,  y 
la  vigilancia  de  las  minas,  canteras,  fábricas  mineralúrgicas  y 
metalúrgicas  y  el  reconocimiento,  inspección  y  vigilancia  de 
los  aparatos  de  vapor. 

II.  Los  servicios  especiales  los  constituyen  el  estudio  general 
geológico  del  territorio,  los  industriales  de  las  cuencas  carboní- 
feras y  demás  comarcas  de  importancia  minera,  y  en  general  todos 
aquellos  creados  ó  que  se  creen  con  carácter  permanente  y  estén 
por  su  organización  separados  del  servicio  de  los  distritos. 

TIL  Los  servicios  diversos  comprenden:  la  estadística  indus- 
trial en  general  y  la  minera,  metalúrgica,  de  aguas  minerales 
y  aparatos  de  vapor  en  particular;  los  negociados  de  la  Direc- 
ción general  del  ramo  que  pueden  hallarse  desempeñados  por 
ingenieros  del  Cuerpo;  la  feecretaría  y  negociados  diversos  del 
Consejo  de  Minería  ó  de  la  Inspección  general,  y  todos  cuaQto9 
otros  análogos  se  hallen  remunerados  con  cargo  al  presupuesta 
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de  la  Dirección  general  del  ramo  y  no  figuren  ni  en  el  deservicio 
de  distritos»,  ni  en  el  número  de  los  «servicios  especiales» 
arriba  descritos. 

El  servicio  extraordinario  lo  forman:  las  misiones  científi- 
cas, industriales  y  comerciales,  y  todos  cuantos  otros  trabajos 
puedan  confiarse  á  los  ingenieros  de  minas  con  carácter  tempo- 
ral de  mayor  ó  menor  duración,  con  cargo  al  presupuesto  de  la 
Dirección  general  del  ramo  de  Industria. 

Los  servicios  destacados  son  todos  aquellos  que  estando  des- 
empeñados por  ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas  no  se  hallen 
retribuidos  por  el  presupuesto  de  la  Dirección  general  del  ramo 
de  Industria. 

Tales  son:  el  Profesorado  industrial  y  científico,  tanto  en  la 
Escuela  Central  Superior  de  Ingenieros  de  Minas,  cuanto  en  las 
subalternas  de  Maquinistas,  Capataces  y  Maestros  fundidores 
creadas  y  que  se  creen  en  lo  sucesivo  en  los  distritos  de  primera 
importancia;  el  servicio  confiado  á  los  ingenieros  de  minas  en  la 
Dirección  general  del  Instituto  Geográfico  y  Estadístico;  el  ser- 
vicio de  minas  y  salinas  en  el  Departamento  de  Hacienda; 
cuantos  otros  análogos  puedan  existir  en  Direcciones  generales 
distintas  de  la  del  ramo  de  Industrias  ó  departamentos  minis- 
teriales diferentes  de  aquel  de  que  ésta  ha  de  depender,  y  cuan- 
tos estudios  ó  comisiones  científicas,  industriales  ó  comerciales 
puedan  encomendarse  al  personal  de  Minas  en  España  ó  fuera 
de  ella  por  tales  Centros  de  la  Administración. 

La  plantilla  general  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas  se  di- 
vidía en: 

1.^  Cuadro  del  «servicio  ordinario  ó  permanente». 

2.®  Cuadro  del  «servicio  extraordinario  ó  eventual». 

3.**  Cuadro  de  «servicios  destacados»;  y 

4.^  Cuadro  «pasivo». 
^    Eli.®  sólo  puede  ser  modifiado  por  Real  decreto. 

El  2.®  podrá  modificarse  por  Real  orden,  siempre  que  así  lo 
exijan  las  atenciones  del  mismo  servicio. 
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El  3.°  se  arreglará  en  todo  tiempo  por  el  Ministro  y  Director 
general  del  ramo,  conforme  á  las  exigencias  de  los  demás  Mi- 
nistros ó  Directores  generales  bajo  cuya  autoridad  vayan  á  en- 
•se  colocados  los  ingenieros  requeridos  para  tales  aten- 

^  comprenderá  todos  los  ingenieros  que  por  cualquier 
se  hallen  fuera  del  «servicio  activo». 

rpo  de  Ingenieros  de  Minas.— El  Cuerpo  de  inge- 

de  Minas  tiene  por  objeto  coadyuvar  á  la  acción  del  Go- 
en  cuanto  concierne  al  fomento  y  desarrollo  de  las  in- 
is  minera  y  metalúrgica,  y  á  la  electrotécnica  en  sus  apli- 
3S  especiales  á  las  anteriores. 

ublicarse  las  Bases  de  1868  venía  rigiéndose  por  el  regla- 
de  1.°  de  Febrero  de  1865. 

in  este  reglamento,  para  ser  individuo  del  Cuerpo  bastaba 
cursado  y  aprobado  los  estudios  hechos  en  la  Escuela  es- 
del  ramo;  por  Real  decreto  de  23  de  Octubre  de  1868  se 
a  la  enseñanza  en  la  Escuela,  dividiendo  los  alumnos  en 
)s  y  externos,  y  sólo  los  primeros  pueden  optar,  y  previa 
ion,  á  las  plazas  vacantes  del /Cuerpo  de  Minas, 
iándose  en  la  necesidad  de  hacer  economías,  en  que  las 
s  leyes  de  Minas  disminuían  las  operaciones  facultativas 
ue  se  había  reducido  el  número  de  minas  qué  poseía  y 
aba  el  Estado,  en  1.^  de  Septiembre  de  1871  se  dictó  un 
ecreto,  reduciendo  á  la  mitad  el  personal  de  los  Cuerpos 
3nieros  y  auxiliares  y  declarando  excedencias  para  la  otra 
y  por  otro  decreto  del  mismo  día  se  dispuso  el  haber  que 
que  disfrutar  los  excedentes  como  consecuencia  de 
i  reforma,  ó  lo  sean  en  adelante  en  virtud  de  las  reformas 
acidas  ó  que  se  introduzcan  en  los  servicios  de  que  están 
:ados,  y  que  percibirán,  no  como  haber  pasivo,  sino  como 
de  excedencia,  la  mitad  del  que  por  su  clase  les  corres- 
con  cargo  al  presupuesto  del  Ministerio  de  Fomento.  El 
no  determinaría  los  servicios  y  trabajos  que  debían  en- 
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comendárseles;  y  á  los  que  no  conviniera  la  situación  de  exce- 
dencia en  que  quedaban  colocados  serian  declarados  cesantes, 
conservando  su  número  en  el  escalafón.  Los  ingenieros  exce- 
dttites  que  desempeñaban  el  cargo  de  Profesores  de  la  Escuela 
continuaban  ejerciendo  el  cargo  con  todo  el  sueldo;  y  en  ^  de 
Enero  de  1872  se  dispuso  que  se  les  diera  de  alta  en  el  Cuerpo. 
Ahora  bien,  aquella  disposición  resultó  antieconómica,  pues 
quedaban  sin  despachar  por  falta  de  ingenieros  más  de  7.000  ex- 
pedientes; las  operaciones  facultativas  no  se  redujeron,  porque 
continuaba  la  tramitación  de  la  ley  de  1859,  y  tres  ó  cuatro  in- 
genieros que  antes  se  ocupaban  más  en  las  minas  del  Estado  no 
podía  ser  motivo  racional  para  reducir  el  personal  á  la  mitad. 
Por  cuyas  causas  y  las  reclamaciones  que  fueron  la  consecuen- 
cia del  estancamiento  de  tantos  expedientes,  que  eran  cada  vez 
en  mayor  número,  se  restableció  el  servicio  facultativo  de  Minas 
por  otro  Real  decreto  de  19  de  Enero  de  1872,  casi  en  el  mismo 
estado  en  que  se  encontraba  antes  de  la  reducción. 

De  estas  dos  disposiciones  quedó  sentada  la  jurisprudencia 
del  sueldo  que  debía  percibir  para  lo  sucesivo  el  personal  de- 
clarado en  situación  de  excedencia. 

Otra  disposición  de  carácter  general  fué  el  decreto  de  21  de 
Mayo  de  1874  mandando  que  los  empleados,  cuyo  sueldo  exce- 
diera de  1.500  pesetas,  no  podían  ejercer  sus  cargos  en  las  pro- 
vincias de  su  naturaleza,  vecindad  ó  donde  tuvieran  bienes  ó 
ejercieran  industria,  comercio  ó  granjeria;  disposición  confir- 
mada en  8  de  Febrero  de  1875  y  que  la  ley  de  Presupuestos 
de  3  de  Julio  de  1876  consignó  de  nuevo,  modificando  ó  preci- 
sando sólo  lo  relativo  á  la  vecindad,  que  tenía  que  estar  adqui- 
rida dos  años  antes.  El  carácter  de  ley  que  tenía  esta  disposi- 
ción hizo  que  una  Real  orden  de  30  de  Agosto  del  mismo  año 
declarara  que  los  ingenieros  estaban  también  incluidos  en 
aquella  prescripción.  Los  inconvenientes  que  esto  tenía  para  el 
ramo  de  Minas,  por  las  dificultades  que  en  la  práctica  ofrecía, 
dio  lugar  á  que  en  4  de  Mayo  de  1877  se  presentara  á  las  Cortes 

27 
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un  proyecto  de  ley,  que  aprobado  y  convertido  en  ley  en  22  de 
Junio  de  1877,  declara  ésta,  que  la  prohibición  de  servir  cargos 
públicos  en  las  provincias  de  su  naturaleza  en  las  que  se  haya 
aoquirido  vecindad  dos  años  antes  de  los  nombramientos,  ó  en 
las  que  posean  bienes  raices  ó  se  ejerza  industria,  granjeria  ó 
comercio,  no  es  aplicable  á  los  ingenieros  de  Minas  ni  al  per- 
sonal subalterno  facultativo  correspondiente  al  mencionado 
Cuerpo. 

Varias  disposiciones  se  han  venido  dando,  fijando  la  situación 
de  los  ingenieros  y  los  derechos  que  adquieren  los  que  pasan  á 
otro  Cuerpo  á  desempeñar  destinos  administrativos,  siendo  las 
más  principales  las  decretadas  en  7  de  Julio  y  3  de  Octubre 
de  1878,  que  fueron  después  comprendidas  en  el  reglamento  or- 
gánico del  Cuerpo  de  30  de  Abril  de  1886. 

En  este  reglamento  constaba  el  Cuerpo  de  las  clases  si- 
guientes: 

Inspectores  generales. 

Ingenieros  jefes  de  1.*  y  2.*  clase. 

Ingenieros  subalternos  primeros  y  segundos. 

En  cuanto  á  los  sueldos,  ya  en  1.®  de  Enero  de  1882  se  con- 
signó en  los  Presupuestos  que  debían  regir  para  aquel  año 
que  los  ingenieros  primeros  percibirían  4.000  pesetas,  en  vez  de 
las  3.000  que  antes  disfrutaban;  y  los  ingenieros  segundos  3.000, 
en  vez  de  las  2.250  que  hasta  entonces  habían  tenido.  En  el  re- 
glamento de  1886  se  confirmaron  aquellos  sueldos  y  se  equipa- 
raron las  categorías  á  las  de  la  Administración  en  general,  en 
la  forma  siguiente:  El  inspector  general,  presidente  de  la  Junta 
Superior  facultativa,  disfrutaba  el  sueldo  y  categoría  de  Jefe 
superior  de  Administración;  los  demás  inspectores  generales 
disfrutaban  el  sueldo  y  categorias  de  jefes  de  Administración 
de  1.*  clase;  los  ingenieros  jefes  de  1.*  clase  se  equipararon  á 
los  jefes  de  Administración  de  3.*  clase;  los  ingenieros  je- 
fes de  2.*  clase  á  los  jefes  de  Administración  de  4.*  clase;  los 
ingenieros  primeros  á  los  jefes  de  Negociado  de  2.*  clase,  y 


Digitized  by 


Google 


—  419  - 

los  ingenieros  segundos  á  los  jefes  de  Negociado  de  3.*  clase. 

Ningún  ingeniero  que  formara  parte  de  los  cuadros  del  servi- 
cio ordinario  ó  extraordinario  podía  aceptar  cargo  alguno  profe- 
sional en  empresas  mineras  ó  metalúrgicas.  Del  mismo  modo 
era  también  incompatible  todo  ingeniero  del  Cuerpo  de  Minas 
para  intervenir  oñcialmente  en  funciones  de  su  cargo  en  minas 
ó  fábricas  en  que  él  mismo  ó  sus  parientes  dentro  del  tercer 
grado  se  hallaran  interesados. 

Al  volver  al  «servicio  activo»  los  ingenieros  que  hubieran  es- 
tado al  servicio  de  corporaciones,  empresas  ó  particulares,  no 
podían  ser  destinados  al  «servicio  ordinario  de  distritos»  en 
ninguna  de  las  provincias  en  que  la  misma  corporación,  empre- 
sa ó  particular  ejerciera  su  industria,  en  tanto  que  no  hubiera 
transcurrido  un  plazo  mínimo  de  cinco  años. 

Se  dispuso  también  que  los  sueldos  de  los  Inspectores  gene- 
rales, que  no  fueran  el  Presidente  de  la  Junta  superior  facul- 
tativa, serían  los  que  marcaran  los  presupuestos  generales  del 
Estado.  Y  que  cada  uno  de  los  grados  facultativos  de  Ingeniero 
Jefe  ó  Ingeniero  subalterno  se  subdividiera  á  su  vez  proporcio- 
nalmente,  en  el  orden  administrativo,  en  las  clases  y  categorías 
que  se  juzguen  necesarias  al  mejor  servicio,  con  los  haberes  que 
para  tales  funcionarios  señalen  las  leyes  de  Presupuestos. 

De  acuerdo  con  las  anteriores  disposiciones,  y  por  Real  de- 
creto de  26  de  Julio  de  1892,  se  reorganiza  el  Cuerpo  de  Minas 
con  las  categorías  siguientes: 

Presidente  de  la  Junta,  Jefe  superior  de  Ad- 
ministración, con  el  sueldo  de 12.500  pesetas. 

Inspectores  generales  de  1.*  clase,  Jefes  de  Ad- 
ministración de  1.*  clase,  ídem 10.000      > 

Inspectores  generales  de  2.*  clase,  Jefes  de  Ad- 
ministración de  2.*  clase,  ídem 8.750      > 

"Ingenieros  Jefes  de  1.*  clase,  Jefes  de  Admi- 
nistración de  3.*  clase,  ídem 7.500      >► 
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Ingenieros  Jefes  de  2.*  clase,  Jefes  de  Admi- 
nistración de  4.*  clase,  ídem 6.500      » 

Ingenieros  primeros,  Jefes  de  Negociado  de 
1.»  clase,  ídem. 6.000       >► 

Ingenieros  primeros.  Jefes  de  Negociado  de 
2.»  clase,  ídem 5.000       » 

Ingenieros  primeros.  Jefes  de  Negociado  de 
3.*  clase,  ídem 4.000       » 

Ingenieros  segundos,  Oficiales  primeros  de 
Administración,  ídem 3.600       » 

Ingenieros  segundos.  Oficiales  segundos  de 
Administración,  ídem 3.000       > 

Además  de  esto,  y  por  el  mismo  decreto,  se  crearon  las  plazas 
de  ingenieros  aspirantes  en  prácticas  con  2.000  pesetas  de  suel- 
do. Los  ingenieros  aspirantes  desempeñarían  los  servicios  de 
ayudantes  con  el  carácter  que  tenían  los  antiguos  aspirantes 
primeros  del  Cuerpo  y  entrarían,  por  consiguiente,  á  cubrir  las 
plazas  de  Ingenieros  que  quedaran  vacantes  por  orden  riguroso 
de  antigüedad  de  la  salida  de  la  Escuela. 

La  reforma  de  23  de  Noviembre  de  1900,  creando  el  Gonscgo 
de  Minería,  deja  subsistentes  las  categorías  administrativas, 
con  los  sueldos  á  ellas  asignados,  pero  se  cambian  los  nombres 
en  los  grados  facultativos;  se  crean  los  consejeros  de  minas,  y 
el  Presidente  de  la  Junta  superior  facultativa  pasa  á  ser  ahora 
el  Presidente  del  Consejo  de  Minería  con  la  misma  categoría  de 
Jefe  superior  de  Administración  que  aquél  tenía;  los  consejeros 
son  Jefes  de  Administración  de  1.*  clase  y  desaparecen  los  Ins- 
pectores generales  de  1.^  clase;  queda  la  clase  de  Inspectores 
generales  con  la  categoría  de  Jefes  de  Administración  de 
2.*  clase,  ó  sean  los  equivalentes  á  los  anteriores  Inspectores 
generales  de  2.*  clase.  Por  último,  se  suprime  la  categoría  de 
Ingenieros  aspirantes. 

En  vista  del  desarrollo  tan  grande  que  adquirió  la  Minería 
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en  este  año,  y  más  todavía  que  esto  el  furor  que  entró  en  la 
petición  de  concesiones  y  que  dio  lugar  á  retrasarse  el  servicio 
en  todos  los  distritos  y  acumularse,  en  algunos,  millares  de 
expedientes,  en  1901  se  aumentaron  las  plazas  de  Ingenieros  en 

27  de  la  categoría  de  Ingenieros  s^undos,  Oficiales  segundos 
de  Administración,  posteriormente  se  han  introducido  otras  li- 
geras modificaciones,  quedando  constituido  hoy  el  escalafón 
del  Cuerpo  del  modo  siguiente: 

1      Presidente  del  Consejo  de  Minería,  Jefe  superior  de  Admi- 
nistración. 
4    Consejeros  de  Minas,  Jefes  de  Administración  de  1.^  clase. 
6    Inspectores  generales,    id.  id.  2.*    id. 

16  Ingenieros  jefes  de  1.*  clase,  id.         id.  3.*    id. 

28  id.  id.        2.»  clase,  id.  4.»    id. 
22  Ingenieros  primeros.  Jefes  de  Negociado  de  1.*  clase. 

20         id.  id.         id.  id.  2.»    id. 

20         id.  id.         id.  id.  3.*^    id. 

16  Ingenieros  segundos,  Oficiales  primeros  de  Administración. 

68         id.  id.  id.        segundos  id. 

Como  consecuencia  de  este  aumento  de  Ingenieros  se  pudie- 
ron despachar,  en  el  año  1902, 27.557  expedientes,  ó  sea  el  doble 
de  los  que  hasta  entonces  venían  despachándose. 

Para  ayudar  á  los  ingenieros  en  sus  múltiples  obligaciones, 
el  22  de  Enero  de  1904  se  crea  el  Cuerpo  de  Celadores  de  Minas, 
de  que  más  adelante  nos  ocuparemos. 

De  lo  que  llevamos  expuesto  se  desprende  que,  aunque  el 
Reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  1886  era  el  fundamental, 
las  modificaciones  que  sucesivamente  se  iban  introduciendo  en 
él  eran  tantas  y  de  tan  gran  importancia,  que  se  hacía  necesa- 
ria una  disposición  general,  que  á  todas  abarcara,  formando  un 
solo  cuerpo  de  doctrina.  Á  cumplir  este  fin  tiende  el  Real  de- 
creto de  21  de  Enero  de  1905,  por  el  que,  después  de  oídos  los 


Digitized  by 


Google 


Consejos  de  Estado  y  de  Minería,  ha  sido  aprobado  el  Reglar 
mentó  orgánico  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas. 

En  este,  y  al  ocuparse  de  la  «Organización  del  Cuerpo>^, 
dice: 

Constará  este  Cuerpo  de  las  clases  siguientes: 

Consejeros  de  Minas. 

Inspectores  generales. 

Ingenieros  jefes  de  1.*  y  2.*  clase. 

Ingenieros  primeros  y  segundos. 

El  Gobierno  fijará  el  número  de  individuos  que  hayan  de  com- 
poner cada  una  de  estas  clases. 

lo^reso. — Según  el  reglamento  de  1886  el  ingreso  en  el 
Cuerpo  tenía  que  ser  con  el  grado  de  ingeniero  subalterno  y 
sueldo  y  categoría  de  jefe  de  Negociado  de  3.^  clase,  previa 
oposición  entre  todos  los  ingenieros  de  Minas,  que  habiendo 
cursado  y  aprobado  como  alumnos  internos  los  estudios  que 
se  exigían  en  la  Escuela  especial  del  ramo,  concurrieran  á  las 
correspondientes  convocatorias. 

A  su  ingreso  eu  el  Cuerpo,  todos  los  ingenieros  serán  desti- 
nados á  «prácticas  de  la  carrera)^  durante  un  año,  ya  en  el  ser- 
vicio ordinario  de  distritos,  ya  en  Almadén  ó  ya  en  cualquier 
otro  de  los  metalúrgicos  ó  mineros  del  Estado  ó  de  particulares 
que  en  cada  época  ofrezcan  mayor  interés  industrial.  Estas 
prácticas  no  podrán  efectuarse  ni  en  el  distrito  de  Madrid  ni  en 
ninguna  otra  de  las  dependencias  centrales  del  ramo;  habrán 
de  terminarse  en  el  plazo  improrrogable  de  un  año  y  justificarse 
ante  la  Dirección  general  por  medio  de  la  correspondiente  ««Me- 
moria)^  relativa  á  cuantos  estudios  durante  dicho  plazo  se  hayan 
efectuado. 

En  22  de  Julio  de  1887  y  por  Real  decreto  se  varían  algo  los 
artículos  del  anterior  reglamento  y,  entre  otros,  se  suprime  la 
previa  oposición  para  el  ingreso  en  el  Cuerpo,  toda  vez  que  su 
suficiencia  está  probada  para  los  Ingenieros  que  habían  sido 
alumnos  internos  en  la  Escuela  de  Minas  de  Madrid,  y  se  esta- 
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blece  que  el  orden  de  calificación  sirva  de  criterio  para  su  in- 
greso en  el  Cuerpo.  Por  otra  parte,  habiendo  demostrado  la 
experiencia  que  el  plazo  mínimo  para  las  prácticas  que  se  exi- 
gían á  los  ingenieros  era  excesivo  y  esto  hacía  que  los  servicios 
confiados  á  los  individuos  de  la  última  categoría  del  Cuerpo  se 
resintieran  por  falta  de  personal,  se  redujo  la  duración  de  aqué- 
llas á  seis  meses. 

Por  último,  el  reglamento  de  1906,  dice: 

El  ingreso  en  el  Cuerpo  se  verificaré  por  la  clase  de  menos 
categoría  que  exista  en  la  de  ingenieros  segundos,  por  antigüe- 
dad de  promociones,  y  guardando  en  cada  una  de  ellas  el  orden 
correlativo  en  que,  al  aprobar  el  examen  de  final  de  carrera, 
hubieran  sido  clasificados  por  la  Junta  de  profesores  de  la  Es- 
cuela especial  del  ramo. 

Ascensos.— El  derecho  á  los  ascensos  de  una  á  otra  catego- 
ría administrativa  dentro  de  cada  grado  facultativo  se  adquiere 
por  el  orden  de  rigurosa  antigüedad;  este  derecho  al  ascenso  se 
pierde  temporalmente  al  pasar  de  uno  á  otro  grado  facultativo, 
en  virtud  de  las  siguientes  condiciones: 

I.  No  podrá  ser  promovido  al  grado  de  inspector  general 
ningún  ingeniero  jefe,  aunque  le  corresponda  el  ascenso  por 
rigurosa  antigüedad,  en  tanto  que  no  cuente  en  su  hoja  de 
servicios  diez  años  como  mínimum  prestados  en  el  «servicio  or- 
dinario de  los  distritos  mineros». 

II.  No  podrá  tampoco  ser  promovido  al  grado  de  ingeniero 
jefe  ningún  ingeniero  subalterno,  aunque  le  corresponda  el  as- 
censo por  orden  de  rigurosa  antigüedad,  en  tanto  que  no  cuente 
en  su  hoja  de  servicios  seis  años  como  mínimum  prestados  en 
el  <iservicio  ordinario  de  los  distritos  mineros»,  en  el  Estable- 
cimiento nacional  de  Almadén  ó  en  el  servicio  particular  de 
Empresas  industriales. 

Por  Real  orden  de  21  de  Diciembre  de  1881  se  establece  la 
jurisprudencia  de  que  los  ascensos  en  los  Cuerpos  de  escala  ce- 
rrada deben  darse  con  la  fecha  del  título;  y  que  extendiéndose 
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éstos  con  la  del  ascenso,  no  ha  lugar  á  duda  del  dia  en  que  haya 

de  darse  la  posesión 
En  22  de  Diciembre  de  1884  se  dio  una  Real  orden  dictando 

'  ^'aposiciones  que  debían  regir  sobre  los  ascensos  por  anti- 
d  en  el  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Fuer- 
en 20  de  Febrero  de  1885,  teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto 
reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas 
de  Febrero  de  1866,  y  las  mismas  consideraciones  en  que 
daba  aquella  disposición,  se  da  otra  Real  orden  que  repro- 
Eiquellas  disposiciones  para  los  ingenieros  de  Minas,  y 
on: 

Los  ascensos  por  antigüedad  en  el  Cuerpo  de  Ingenieros 
las,  cualquiera  que  sea  la  fecha  en  que  se  expidan  á  los 
ados  los  nombramientos,  se  entenderán  siempre  conferí- 
an la  del  dia  siguiente  al  en  que  ocurra  la  vacante,  y  desde 
5  les  contará  la  antigüedad  y  se  les  abonará  el  sueldo  co- 
>ndiente  al  nuevo  empleo.  Las  vacantes  que  no  procedan 
unción  no  se  considerarán  tales  hasta  que  materialmente 
tt  el  servicio  el  funcionario  que  las  produzca.  Cuando  el 
io  lleve  consigo  cambio  de  destino  ó  de  funciones,  será 
én  aplicable  lo  establecido  en  esta  disposición;  pero  á  con- 
de que  los  agraciados  entren  en  el  ejercicio  de  las  mismas 
plazo  reglamentario. 

Los  individuos  del  expresado  Cuerpo  que  encontrándose 
lación  de  supernumerarios  asciendan,  y  al  mismo  tiempo 
en  en  el  servicio  activo,  ó  los  que  verifiquen  el  ingreso 
cender,  sólo  tendrán  derecho  á  abono  de  antigüedad  de 
S  salvo  lo  que  determinen  las  leyes  y  reglamentos  espe- 
desde  el  día  en  que  tomen  posesión  del  cargo  que  se  les 
ra. 

Real  orden  de  1.^  de  Febrero  de  1892  se  derogan  las  an- 
is  Reales  órdenes,  disponiendo,  al  propio  tiempo,  que  las 
mencias  naturales  de  los  ascensos  no  sean  efectivas,  cual* 
L  que  sea  la  fecha  en  que  se  expidan  los  nombramientos 
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de  los  funcionarios  que  los  constituyen,  hasta  el  día  en  que  se 
posesionen  del  nuevo  destino  que  obtengan  en  el  Cuerpo  á  que 
pertenezcan,  siempre  que  lo  verifiquen  en  el  plazo  reglamen- 
tario. 

Por  último,  la  Real  orden  de  28  de  Octubre  de  1895  deroga 
la  anterior  y  declara  vigente  para  el  Cuerpo  de  Minas  la  de  20  de 
Febrero  de  1885,  antes  mencionada. 

El  decreto  de  23  de  Noviembre  de  1900  estableció  que,  para 
las  categorías  de  consejeros,  inspectores  generales,  jefes  de  pri- 
mera clase  y  jefes  de  2.*  clase,  de  cada  tres  vacantes  que  ocu- 
rrieran en  cada  una  de  las  cuatro  categorías,  se  proveyeran 
las  dos  primeras  por  antigüedad  y  la  tercera  por  propuesta  uni- 
personal del  Consejo  de  Minería,  entre  los  individuos  que  ocu- 
paran el  primer  tercio  de  la  escala  de  la  clase  inferior  inmediata. 
Pero  el  Consejo  de  Minería  siempre  propuso  para  el  ascenso  al 
ingeniero  más  antiguo,  haciendo  dejación  de  su  derecho  á  ele- 
gir, por  no  romper  esta  tradición,  tan  estimada  en  los  Cuerpos 
de  ingenieros,  y  porque  los  ingenieros  que  se  distingan  por  su 
ciencia,  su  actividad  y  por  su  celo  no  aspiran  á  otra  recom- 
^  pensa  que  honrar  al  Cuerpo  á  que  pertenecen,  lograr  al  mismo 
tiempo  la  estimación  pública  y  la  de  sus  compañeros  y  ser 
útiles  á  su  Patria.  Estas  consideraciones  dieron  lugar  al  Real 
decreto  de  29  de  Marzo  de  1901,  por  el  que  quedó  derogada  aque- 
lla disposición. 

El  reciente  reglamento  oi^^ico  del  Cuerpo  de  21  de  Enero 
de  1905,  dice:  «Los  ascensos  en  el  Cuerpo  se  conferirán  por  rigu- 
rosa antigüedad,  siempre  que  ocurra  una  vacante,  exceptuando 
el  de  Presidente  del  Consejo  de  Minería,  que  será  nombrado 
conforme  se  ha  dicho  al  tratar  de  la  constitución  del  Consejo 
de  Minería». 

Ve  ioH  lo^enieros  Jefes.  — -  Al  darse  en  1886  el  regla- 
mento orgánico  del  Cuerpo,  las  Secciones  de  Fomento  estaban 
encargadas  de  la  tramitación  de  los  expedientes  de  minas;  por 
otra  parte  se  consideraban  tantas  Jefaturas  como  provincias 


Digitized  by 


Goo^ 


-  4Í6  — 

tiene  España,  y  todo  esto  bacía  una  dependencia  del  régimen 
provincial,  que  limitaba  y  disminuía  la  esfera  de  acción  en  que 
Dodían  actuar  los  Jefes  de  Minas;  no  es,  pues,  de  extrañar 
5  aquel  reglamento  tratara  con  poca  extensión  el  capítulo 
5rente  á  los  Ingenieros  jefes,  cuya  acción  resultaba  muy  li- 
ada. 

iuprimidas  las  Secciones  de  Fomento  el  año  1893;  reducida 
división  minera  con  un  espíritu  más  práctico  é  industrial, 
ando  Jefaturas  de  minas  en  las  provincias  cuya  riqueza 
lera  lo  reclamara,  y  aun  en  éstas  estableciendo  distintas 
egorías  según  su  importancia;  y  encargando,  por  último,  á 
as  Jefaturas  la  tramitación  de  los  expedientes,  es  decir, 
ido  á  este  servicio  un  carácter  más  técnico,  natural  es  que 
jra  adquirido  más  importancia  la  parte  que  á  los  jefes  co- 
sponde  y  que  el  reglamento  del  año  1905,  dedique  más 
ensión  á  exponer  lo  que  á  éstos  se  refiere;  dice  éste: 
A.rt.  17).  Las  Jefaturas  de  los  distritos  mineros  deberán  ser 
empeñadas  por  ingenieros  de  la  clase  de  jefes;  sin  embargo, 
dta  de  ingenieros  de  esta  clase,  podrán  ser  nombrados  jefes 
los  distritos  de  menor  importancia  los  ingenieros  de  la  clase 
primeros. 

ja  residencia  ordinaria  de  los  jefes  de  distrito  será  siempre 
capital  que  dé  nombre  al  mismo;  pero  si  éste  comprendiera 
;  ó  más  provincias,  la  que  determine  la  Superioridad. 
iOS  jefes  de  los  distritos  estarán  bajo  la  dependencia  inme- 
ta  de  la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y  Có- 
relo, y,  además  de  cumplir  las  órdenes  que  emanen  de  dicbo 
itro,  deberán  atender  también  las  que  se  dicten  por  la  Direc- 
1  general  de  Contribuciones  en  lo  referente  á  impuestos  mí- 
os y  á  substancias  explosivas,  y  por  los  gobernadores,  den- 
del  círculo  de  su  competencia;  quedando  en  todo  sometidos 
i  superior  vigilancia  del  Inspector  general  de  la  División  á 
\  pertenezca,  al  que  deberán  consultar  las  dudas  que  se  les 
rran  respecto  á  los  diferentes  servicios  que  les  estén  enco- 
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mendados,  y  exponer  cuanto,  á  su  juicio,  importe  al  buen  orden 
y  mejor  desempeño  de  todos  los  trabajos. 

Se  comunicarán  directamente  con  los  Directores  generales  y 
con  los  Gobernadores  de  las  provincias  que  comprenda  el  dis- 
trito para  todo  lo  que  se  refiera  á  la  instrucción  de  los  expe- 
dientes administrativos  y  á  los  servicios  de  que,  con  arreglo  á 
Jas  disposiciones  vigentes,  deban  entender  dichas  autoridades. 

Podrán  comunicarse  también  con  los  Ingenieros  jefes  de  los 
otros  distritos,  autoridades  locales  y  funcionarios  del  orden 
judicial,  siempre  que  así  lo  requieran  las  necesidades  del  ser- 
vicio. 

Y,  finalmente,  se  diriífirán  al  Inspector  general  de  su  División 
para  darle  cuenta  periódica  y  detallada  de  la  marcha  de  todos 
los  asuntos  del  distrito,  asi  como  de  las  condiciones  de  aptitud 
y  celo  del  personal  á  sus  órdenes. 

(Art.  18.)    Será  obligación  de  los  jefes  de  distrito: 

1.**  La  instrucción  de  los  expedientes,  con  sujeción  á  las 
leyes  y  reglamentos,  disponiendo  se  practiquen  por  el  personal 
subalterno  los  reconocimientos,  demarcaciones  y  demás  dili- 
gencias que  las  mismas  disposiciones  encargan  á  los  ingenie- 
ros de  minas,  así  como  los  estudios,  trabajos  y  comisiones 
científicas  ó  industriales  que  el  Gobierno  ó  los  gobernadores  de 
las  provincias  les  encomienden. 

2.°  Distribuir  entre  sus  subordinados  equitativamente,  y  aten- 
diendo á  la  mayor  celeridad  y  perfección  en  el  servicio,  los 
diversos  trabajos  que  les  incumban,  evitando  que  puedan  pro- 
ducirse quejas  por  preferencias  inmotivadas. 

3.**  Examinar  con  la  debida  atención  los  trabajos  que  les  pre- 
senten los  ingenieros  que  sirvan  á  sus  órdenes,  corrigiendo  las 
faltas  que  en  ellos  adviertan,  y  disponiendo  que  se  completen, 
se  reformen  ó  se  repitan,  siempre  que  en  su  ejecución  se  hu- 
biese infringido  alguna  prescripción  legal  ó  reglamentaria;  en 
la  inteligencia  de  que  se  harán  solidarios  de  las  expresadas 
faltas  en  el  caso  de  transigir  con  ellas  prestándoles  su  aproba- 


Digitized  by 


Google  "^ 


-  4Í8  - 

ción.  Guando  se  trate  de  disconformidad  de  criterio  con  los  su- 
balternos al  emitir  éstos  sus  informes  deberán  exponer,  al 
transcribirlos,  los  fundamentos  y  las  razones  que  motiven  su 
disentimiento,  salvando  de  este  modo  su  responsabilidad. 

4.®  Revisar  escrupulosamente  las  cuentas  que  por  operacio- 
nes facultativas  formule  el  personal  á  sus  órdenes,  negando  su 
aprobación  á  las  que  estimen  mal  formadas  ó  que  á  su  parecer 
contengan  partidas  excesivas  ó  inmotivadas,  é  incurriendo  en 
responsabilidad  personal  si  dan  su  conformidad  á  las  que  no 
se  hallen  debidamente  justificadas  en  todos  sus  detalles. 

6.®  Auxiliar  eficazmente  á  las  Delegaciones  de  Hacienda  en 
la  aplicación  de  los  impuestos  mineros,  suministrando  á  esas 
dependencias  cuantos  datos  facultativos  y  económicos  sean  ne- 
cesarios para  la  más  rápida  y  equitativa  recaudación  de  tales 
tributos,  á.cuyo  fin  harán  que  se  practiquen  visitas  especiales 
á  todos  los  centros  de  producción  y  fábricas  de  beneficio  de  sus 
respectivos  distritos,  en  la  forma  y  con  la  frecuencia  que  de- 
terminen las  instrucciones  correspondientes. 
*  6.°  Adquirir  y  comunicar  al  Gobierno  cuantos  datos  y  ante- 
cedentes puedan  conducir  al  más  completo  conocimiento  del 
desarrollo  industrial  del  país,  remitiendo  al  Inspector  general 
jefe  de  la  división,  en  las  épocas  que  al  efecto  se  marquen,  la 
estadística  detallada  de  las  minas,  fábricas,  canteras,  aguas 
subterráneas,  aguas  minerales,  oficinas  de  preparación  mecá- 
nica, máquinas  de  vapor  ó  de  gas,  hidráulicas  ó  eléctricas,  y 
cualquiera  otra  clase  de  instalaciones  y  de  motores  afectos  á 
estas  explotaciones  en  las  provincias  de  su  cargo,  conforme  k 
los  correspondientes  modelos. 

7.**  Exponer  á  la  Superioridad,  al  tiempo  dfi  firmar  y  remitir 
los  datos  estadísticos,  cuanto  contribuya  á  dar  á  conocer  el  es- 
tado de  la  minería  de  sus  respectivas  provincias,  y  todo  lo  que 
pueda  fomentar  el  adelantamiento  industrial  y  tienda  á  mejorar 
el  servicio  del  ramo,  tanto  en  la  parte  facultativa,  como  en  la 
económica  y  gubernativa. 
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8.°  Fy  ar,  con  la  aprobación  del  Gobierno  la  residencia  de  los 
ingenieros  que  sirvan  á  sus  órdenes  en  el  punto  ó  puntos  que 
crean  más  convenientes  para  el  servicio. 

9.°  Conservar  y  custodiar  en  el  mejor  estado  los  documentos, 
planos»  instrumentos  y  efectos  de  todas  clases  correspondien- 
tes á  las  oficinas  de  su  cargo,  teniendo  formado  de  todo  el  co- 
rrespondiente inventario. 

10.  Recoger  y  conservar  cuantos  restos  de  la  antigüedad, 
fósiles  y  minerales,  juzguen  de  interés  y  puedan  adquirir  sin 
menoscabo  de  la  propiedad  privada,  cuidando  de  que  no  se 
destruyan  con  la  ejecución  de  obras  mineras,  salvo  en  casos 
inevitables,  monumentos  ó  ruinas  que  puedan  interesar  á  la 
ciencia  prehistórica. 

(Art.  19.)  A  fin  de  que  las  prescripciones  del  artículo  anterior 
puedan  ser  exactamente  atendidas,  los  trabajos  de  campo  á  que 
dé  lugar  el  despacho  de  los  expedientes  ó  el  desempeño  de  otras 
comisiones  del  servicio,  salvo  en  lo  que  se  refiera  al  de  policía 
minera,  ó  en  caso  de  urgencia,  se  llevarán  á  cabo  exclusiva- 
mente por  los  ingenieros  subalternos,  ayudados,  siempre  que 
asi  convenga,  por  los  auxiliares  facultativos,  no  pudiendo  los 
jefes  ausentarse  de  las  cabeceras  de  los  distritos  para  ocuparse 
en  tales  trabajos,  á  menos  que  circunstancias  extraordinarias 
aconsejen  lo  contrario,  en  cuyo  caso  su  salida  fuera  del  punto 
de  su  residencia  podrá  autorizarse  por  el  Inspector  general,  jefe 
de  la  división  á  que  pertenezca  el  distrito,  previa  propuesta  ra- 
zonada del  mismo  Ingeniero  jefe. 

Los  Jefes  de  los  distritos  percibirán,  en  concepto  de  indem- 
nización, los  derechos  que  fije  la  Instrucción  general  sobre  abo- 
no de  indemnizaciones  al  personal  facultativo. 

(Art.  20.)  Guando  en  un  distrito  no  haya  afecto  al  servicio 
del  mismo  más  Ingeniero  que  el  jefe,  éste  deberá  desempeñar, 
además  de  las  obligaciones  propias  de  su  cargo,  las  que  corres- 
ponderian  á  los  subalternos. 

(Art.  21.)  Los  ingenieros  afectos  á  un  distrito  sustituirán  por 
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orden  de  rigurosa  antigüedad  á  su  jefe,  en  caso  de  ausencia  ó 
enfermedad. 

ÍArt.  22.)  Los  Ingenieros  de  la  clase  de  Jefes  que  desempe- 
ñen otros  servicios  distintos  del  de  los  distritos  se  ajustarán,  en 
lo  que  concierna  á  sus  derechos  y  obligaciones,  á  lo  que  dispon- 
gan los  reglamentos  especiales  de  los  centros  de  que  dependan. 

De  lofl»  Ingenicgoa  primeros  y  sei^andoM.—- Los  in- 
genieros primeros  y  segundos  que  en  concepto  de  subalternos 
sean  destinados  á  los  distritos,  deberán  ejecutar  los  trabajos 
que  los  jefes  de  los  mismos  les  encomienden,  y  residir  en  d 
punto  en  que,  á  propuesta  del  respectivo  jefe,  determine  la  IM- 
rección  general. 

(Art.  24.)  Para  cumplir  todas  sus  obligaciones  se  ajustarán 
los  subalternos  á  lo  que  prescriban  las  leyes  y  reglamentos  vi- 
gentes. 

(Art.  25.)  Los  ingenieros  subalternos  no  se  entenderán  direc- 
tamente con  las  autoridades  ni  con  el  Gtobiemo  sino  por  con- 
ducto de  los  jefes  respectivos,  á  no  ser  en  caso  de  queja  contra 
éstos,  ó  cuando  se  hallaren  debidamente  autorizados  para  ello. 

(Art.  26.)  Las  prescripciones  establecidas  en  los  dos  artículos 
anteriores  serán  aplicables  á  los  demás  ingenieros  subalternos 
que  presten  sus  servicios  en  otras  dependencias  del  £stado. 

Disposieiones  eomunes  á  iodos  los  ini^eiileros. 
(Derechos,  honores  y  obligaciones).— Los  ingenieros  que  sirvan 
en  los  establecimientos  mineros  del  Estado  ó  en  otras  depen- 
dencias ajenas  al  Ministerio  de  Fomento,  disfrutarán  de  los 
sueldos  y  sobresueldos  que  para  cada  caso  establezcan  los  pre- 
supuestos respectivos. 

Por  el  reglamento  de  1886  á  los  inspectores  generales,  jefes 
efectivos  de  Administración  de  1.*  clase,  se  les  concedió  la  con- 
sideración de  jefes  superiores  de  Administración  y  tratamiento 
de  Ilustrisima.  Los  ingenieros  jefes,  como  jefes  de  Administra- 
ción, tendrían  los  honores  correspondientes  á  tat  categoría;  loe 
ingenieros  subalternos  que  por  orden  de  la  Dirección  general 
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ejercieran  funciones  de  ingenieros  jefes,  de  jefes  de  provincia  y 
jefes  de  cualquier  servicio  ó  comisión,  sólo  tendrían  la  consi- 
deración facultativa  correspondiente  al  citado  grado  de  inge- 
niero jefe  y  el  tratamiento  de  Señoría  que  le  pertenecía,  mien- 
tras duraba  el  desempeño  de  tales  cargos,  en  tanto  que  su  du- 
ración no  excediera  de  dos  años,  en  cuyo  caso  conservarán  la 
citada  consideración  facultativa  superior,  aun  después  de  cesar 
en  los  mismos. 

En  el  reglamento  de  1905,  se  confirman  estos  honores,  pres- 
cribiendo para  las  obligaciones: 

(Art.  55.)  Los  ingenieros  no  podrán  dejar  sus  destinos  sin 
hacer  antes  entrega  de  ellos  á  los  que  hayan  de  relevarlos.  La 
entrega  se  hará  por  inventario  de  todos  los  expedientes  ter- 
minados ó  en  tramitación,  documentos  de  toda  clase,  instru- 
mentos, muebles  y  demás  material  de  campo  y  oficina. 

Los  ingenieros  se  presentarán  en  el  plazo  de  un  mes  en  el 
punto  á  que  hayan  sido  destinados  por  el  Gobierno,  contado 
desde  la  fecha  en  que  se  les  haga  saber  su  destino  ó  cesen  en  el 
que  anteriormente  prestaban,  á  no  ser  que  por  circunstancias 
especiales  la  Superioridad  les  designara  otro  plazo.» 

En  distintas  ocasiones,  y  recientemente  en  26  de  Julio  de  1902, 
se  ha  dado  una  Real  orden  disponiendo,  á  fin  de  prevenir  las 
dificultades  que  ocurren  frecuentemente  por  retrasar  el  cese  de 
los  empleados  en  sus  destinos  respectivos,  que  siempre  que  no 
se  disponga  expresamente  otra  cosa  en  contrario,  los  empleados 
del  Ministerio  de  Fomento  que  sean  trasladados,  separados  ó 
jubilados  cesen  en  sus  destinos  tan  pronto  como  reciban  la  no- 
tificación que  al  efecto  deberá  darles  el  jefe  de  la  dependencia 
en  que  presten  servicio,  la  cual  habrá  de  comunicárseles  por  el 
medio  más  rápido  posible. 

(Art.  58.)  Siempre  que  ocurra  el  fallecimiento  de  un  ingeniero 
ó  que  se  incapacite  de  repente,  en  términos  de  no  ser  posible  la 
entrega  de  que  habla  el  art.  55,  el  jefe  inmediato  se  hará  cargo 
de  los  documentos  y  enseres  del  servicio  por  medio  de  inventa- 
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rio.  Si  el  jefe  fuere  el  fallecido  ó  incapacitado,  los  recogerá, 
siempre  bajo  inventario,  el  ingeniero  que  interinamente  haya 
'^'^  reemplazarle.  Si  el  fallecimiento  ó  incapacidad  del  ingeniero 
irriese  teniendo  á  su  cargo  el  despacho  de  expedientes,  el  que 
5a  las  veces  de  jefe  lo  pondrá  en  conocimiento  del  Director 
leral,  quien  en  cada  caso  resolverá  lo  que  proceda.  En  los 
os  en  que  por  abintestato  ú  otra  causa  intervenga  la  auto- 
ad  competente,  el  Gobernador  cuidará  de  que  se  entreguen 
funcionario  que  designe,  y  tambie'n  bajo  inventario,  los  do- 
nentos  y  efectos  que  el  ingeniero  jefe  ó  el  que  haga  sus  veces 
iale  como  pertenecientes  al  Estado,  siempre  que  el  juez  res- 
ítivo  no  los  califique  de  propiedad  privada,  y  sin  perjuicio  de 
lámar  de  sus  providencias  en  la  vía  y  forma  que  correspon- 
1.  La  documentación  oficial,  los  planos  de  minas  del  Estado 
le  comarcas  mineras  y  óticos  trabajos  de  igual  índole,  así 
no  las  colecciones  de  minerales,  rocas,  fósiles,  objetos  de 
e  hallados  en  las  excavaciones,  instrumentos,  herramien- 
I,  etc.,  son  de  propiedad  del  Estado,  y  como  tales  han  de 
istar  en  el  archivo  y  en  las  entregas  que  se  efectúen  por  in- 
itario. 

lios  individuos  del  Cuerpo  podrán  usar  en  cada  caso,  según 
grado  y  consideración,  el  uniforme  correspondiente,  confor- 
>  al  modelo  aprobado  por  la  Superioridad.  En  vista  que  lo  cos- 
jo  del  uniforme  hacía  que  se  usara  poco,  se  modificó  simplifi- 
ndolo  en  17  de  Julio  de  1865;  de  nuevo  se  varió  en  20  de  Sep- 
mbre  de  1876,  y  el  hoy  vigente  es  el  aprobado  por  Real  orden 
5  de  Octubre  de  1886,  en  cuya  instrucción  que  acompaña  se 
n  los  detalles  de  las  prendas  que  lo  componen,  y  son:  casaca, 
aleco,  pantalón,  corbata,  guantes,  sombrero,  sable,  faja  y 
stón,  para  los  jefes,  para  el  uniforme  de  servicio  en  la  residen- 
r,  y  para  el  servicio  de  campo  continuará  siendo  el  mismo  que 
tableció  la  instrucción  de  1865. 

Los  ingenieros,  al  ingresar  en  el  Cuerpo,  se  presentarán  ai 
insejo  de  Minería,  en  muestra  de  subordinación  y  respeto.  Lo 
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mismo  harán  cuando  sean  destinados  á  servicios  que  tengan 
residencia  en  la  Corte.  De  igual  modo  será  deber  de  los  que 
sirvan  en  los  distritos  presentarse  á  los  de  mayor  categoría 
que  vayan  á  desempeñar  en  los  mismos  cualquier  comisión  de 
carácter  oficial. 

Los  nombramientos  de  los  ingenieros  para  el  servicio  del 
Estado  se  harán  por  el  Ministerio  á  que  el  servicio  correspon- 
da; pero  si  aquéllos  se  hallan  afectos  al  de  Fomento,  será  pre- 
cisa la  correspondiente  autorización  de  este  departamento  mi- 
nisterial. 

Por  un  Real  decreto  de  12  de  Abril  de  1901  se  dispuso  que 
ningún  ingeniero  de  minas  ni  funcionario  de  los  Cuerpos  facul- 
tativos auxiliares  podría  ser  destinado  á  los  servicios  del  ramo 
que  radiquen  en  Madrid  ó  cuya  Jefatura  tenga  señalada  su  resi- 
dencia en  esta  Corte,  sin  haber  cumplido  antes  cuatro  años  en 
los  servicios  ordinarios  de  fuera  de  Madrid. 

Por  otro  Real  decreto  de  31  de  Octubre  de  1902  queda  dero- 
gado el  anterior  decreto. 

Por  último,  el  Real  decreto  de  31  de  Marzo  de  1905  deroga 
el  de  1902,  pone  en  vigor  el  de  1901,  que  lo  reproduce  íntegro,  y 
sólo  añade  que  de  aquella  disposición  quedan  exceptuados 
únicamente  los  que  obtuviesen  plaza  en  virtud  de  oposición  ó 
por  concurso  reglamentario. 

Sitnaeión  de  los  ing^cnieros,  esealafón  y  licen- 
cias.— Por  Real  decreto  de  7  de  Julio  de  1878  se  modificó  el 
reglamento  de  1866,  disponiendo  que  las  diversas  situaciones 
en  que  podrían  hallarse  los  ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas 
serían  las  siguientes: 

Primera.  En  activo  servicio. 

Segunda.  En  expectación  de*destino. 

Tercera.  Con  licencia  ilimitada,. 

Cuarta.  Suspensos  de  funciones  por  el  tiempo  que  el  Gobierno 
designe. 

Se  detallaban  después  las  situaciones  especiales  que  com- 
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prendía  cada  una  de  estas  clases,  y  por  Real  orden  de  3  de 
Octubre  se  lijaban  los  sueldos  ó  parte  de  ellos  que  en  cada  sl- 
ción  debían  percibir. 

11  reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  1886  estableció  la 
fitilla  general  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas,  teniendo 
3uenta  la  división  del  servicio  en: 
uadro  del  «servicio  ordinario  ó  permanente», 
uadro  deL<«servicio  extraordinario  ó  eventual», 
uadro  de  «servicios  destacados»,  y 
uadro  «pasivo». 

iendo  las  situaciones  de  los  ingenieros:  la  «actividadií>,  la 
jponibilidad»,  la  «licencia  ilimitadas,  y  la  «suspensión  de 
)leo». 

a  actividad  comprendía:  los  ingenieros  del  «servicio  ordi- 
ío»,  de  los  «servicios  extraordinarios»  y  de  los  «servicios 
Lacados». 

a  disponibilidad  comprendía  á  los  ingenieros  que  cesaban 
íl  «servicio  activo»  por  supresión  de  su  empleo,  por  imposi* 
iad  física  temporal  ó  por  enfermedades  que  les  obligaran  á 
ir  en  sus  trabajos  durante  más  de  tres  meses, 
a  «licencia  ilimitada»  se  concedía,  previa  instancia,  á  los 
3nieros  que  se  apartaban  temporalmente  del  servicio  del 
ido  para  pasar  al  de  Corporaciones,  Empresas  ó  partícula- 
servir  en  el  extranjero  ó  por  cualquier  otra  causa.  El  míni- 
n  de  duración  de  las  licencias  tenía  que  ser  de  un  año. 
a  suspensión  de  empleo  se  decretaba  por  el  Ministro  como 
a  disciplinaria,  con  arreglo  al  reglamento, 
egún  el  reglamento  de  21  de  Enero  de  1905: 
iii.  29.)    Los  ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas  podrán  ba- 
se en  una  de  las  situaciones  ^siguientes: 
n  activo  servicio, 
xpectación  de  destino, 
upernumerarios. 
xcedentes. 
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Suspensos  de  funciones  por  el  tiempo  que  el  Gobierno  de- 
termine. 

(Art.  30.)  Se  hallarán  «en  activo  servicio»  todos  los  ingenie- 
ros que  lo  presten  al  Estado,  cualquiera  que  sea  el  Ministerio  á 
que  estén  afectos. 

Deberán  percibir  el  sueldo  é  indemnización  correspondientes 
á  su  categoría  y  á  las  funciones  que  en  el  Cuerpo  desempeñen; 
pero  los  C(ue  no  sirvan  en  el  Ministerio  de  Fomento  percibirán 
dichos  emolumentos  con  cargo  á  la  sección  del  presupuesto  ge- 
neral de  gastos  á  que  corresponda  el  servicio. 

(Art.  31.)  Se  considerarán  en  «expectación  de  destino»: 

Los  ingenieros  que  por  disposición  superior  y  sin  solicitarlo 
cesen  en  el  desempeño  de  algún  destino,  comisión  ó  servicio  del 
Estado,  propios  de  su  instituto,  y  esperen  su  colocación. 

Estos  ingenieros  percibirán  el  sueldo  de  la  clase  á  que  per- 
tenezcan, aun  cuando  en  ella  no  hubiere  vacante,  y  tendrán 
derecho  preferente  para  ocupar  la  primera  que  ocurra  sobre 
los  demás  ingenieros  que  por  otras  causas  esperen  colocación 
y  la  hayan  pedido  con  anterioridad. 

(Art.  32.)  Serán  considerados  como  «supernumerarios»: 

1.^  Los  ingenieros  que  obtengan  licencia  ilimitada  para  pasar 
al  servicio  de  Cíorporaciones  provinciales  ó  municipales  ó  al  de 
particulares. 

2.^  Los  que  sean  destinados  al  servicio  de  cualquier  otro  ramo 
de  la  Administración  del  Estado  que  no  dependa  del  Ministerio 
de  Fomento. 

3.®  Los  que,  por  conveniencia  propia  ó  por  causa  de  enferme- 
dad, se  den  de  baja  temporalmente  en  el  servicio  del  Estado  por 
más  tiempo  del  que  las  disposiciones  vigentes  consientan  para 
conservar  la  situación  de  actividad;  y 

4.^  Los  que  desempeñen  el  cargo  de  diputado  provincial  ó  el 
de  concejal. 

(Art.  33.)  La  autorización  para  colocarse  en  la  situación  de 
supernumerario  deberá  solicitarse  por  los  interesados  y  será 
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concedida  por  el  Gobierno,  siempre  que  no  existan  razones  im- 
portantes cfue  justifiquen  la  negativa,  la  cual  debe  fundarse, 
precisamente,  en  alguna  circunstancia  especial  de  destino,  co- 
5n  ó  trabajo  que  se  les  hubiera  encomendado,  previo  in- 
e  del  Consejo  de  Minería. 

rt.  34.)  Los  ingenieros  que  sean  declarados  supemume- 
s  continuarán  figurando  en  el  escalafón  del  Cuerpo  en  el 
r  que  les  corresponda,  pero  sia  ocupar  número,  y  produ- 
to  una  vacante  que  será  inmediatamente  cubierta  por  el 
)cupe  en  el  referido  escalafón  el  número  siguiente, 
rt.  35.)  Al  pasar  á  figurar  como  supernumerarios  en  el  es- 
Ón  del  Cuerpo,  los  ingenieros  dejarán  de  percibir  el  sueldo 
por  razón  de  su  clase  le$  corresponda. 
.  situación  de  supernumerario,  una  vez  declarada,  será  obli- 
pia  un  año  por  lo  menos,  en  cuyo  tiempo  los  individuos  que 
Lcuentren  en  ella  no  podrán  ser  dados  de  alta  en  el  servicio 
io  de  la  Dirección  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio, 
rt.  36.)  Los  ingenieros  supernumerarios  seguirán  el  movi- 
ito  general  del  escalafón,  ascendiendo  dentro  de  su  clase 
1  ocupar  el  primer  lugar  de  la  misma;  pero  no  podrán  pasar 
categoría  de  subalterno  á  la  de  jefe  ni  á  la  de  inspector 
ral  sin  haber  servido  al  Estado,  dentro  del  Cuerpo  y  en  cada 
de  las  citadas  clases,  durante  dos  años  por  lo  menos, 
rt.  37.)  Ix)8  ingenieros  supernumerarios  tendrán  derecho 
Iver  al  servicio  activo  del  Cuerpo  y  á  ocupar  en  el  escalafón 
QÍsmo  el  puesto  que  les  corresponda,  pero  será  preciso  para 
jwe  lo  soliciten  antes  de  que  ocurra  la  vacante  que  hayan 
Dupar. 

rt.  38.)  Cuando  dos  ó  más  ingenieros  supernumerarios  de 
i  clase  soliciten  darse  de  alta  en  el  servicio  del  Estado,  el 
Q  de  preferencia  para  su  colocación  será  el  de  prioridad 
is  respectivas  peticiones;  y  en  el  caso  de  que  lo  solicitasen 
[a  misma  fecha,  será  preferido  el  que  fuera  más  antiguo  en 
calafón. 
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(Art.  39.)  Los  ingenieros  que  presten  sus  servicios  faculta- 
tivos en  las  Diputaciones  provinciales  y  Ayuntamientos,  ó  que 
se  hallen  afectos  á  cualquier  Ministerio  con  destinos  ó  comisio- 
nes propias  de  su  instituto,  con  aprobación  del  Ministerio  de 
Fomento,  se  considerarán  como  al  servicio  del  Estado  dentro 
del  Cuerpo,  para  los  efectos  de  sus  ascensos  en  el  escalafón  del 
mismo  y  para  computarles  los  años  de  servicios. 

(Art.  40.)  Guando  la  declaración  de  supernumerarios  no  se 
hubiera  otorgado  por  razón  de  enfermedad,  podrá  el  Gobierno 
llamar  al  servicio  del  Estado,  si  las  necesidades  de  éste  lo  exi- 
gen, á  los  ingenieros  que  hayan  obtenido  dicha  declaración. 
Este  llamamiento  se  hará  en  cada  clase  por  el  orden  riguroso 
de  antigüedad  que  tengan  en  dicha  situación,  pudiendo  admi- 
tirse las  sustituciones  voluntarias  dentro  de  cada  clase. 

(Art.  41.)  En  el  caso  de  que  algún  ingeniero  supernumera- 
rio no  acuda  al  llamamiento  de  que  habla  el  artículo  anterior 
dentro  de  los  plazos  normales  de  posesión,  se  entenderá  que 
hace  renuncia  de  su  destino  y  se  le  dará  de  baja  definitiva- 
mente en  el  escalafón  del  Cuerpo,  con  pérdida  de  todos  sus 
derechos. 

(Art.  42.)  Ocuparán  la  situación  de  «excedentes»  los  inge- 
nieros que  estando  en  activo  servicio  sean  elegidos  senadores  ó 
diputados  á  Cortes  y  tengan  derecho  á  disfrutar  de  ella  con 
arreglo  á  las  disposiciones  que  sobre  el  particular  rijan;  perci- 
birán los  sueldos  que  las  mismas  determinen,  y  las  vacantes 
que  produzcan  se  cubrirán  con  arreglo  á  lo  que. en  el  regla- 
mento se  establece. 

Al  dejar  de  ser  senadores  ó  diputados  á  Cortes,  pasarán  á  la 
situación  de  supernumerarios;  pero  si  solicitaran  el  ingreso  en 
el  ser\'icio  activo  tendrán  derecho  preferente  para  ocupar  la 
primera  vacante  que  en  la  clase  á  que  pertenezcan  ocurra.» 

El  sueldo  de  excedencia,  ya  hemos  dicho  que  es  la  mitad  del 
sueldo  que  por  su  clase  les  corresponda. 

En  25  de  Noviembre  de  1886  se  dio  una  Real  orden  decla- 
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rando  que  los  Ingenieros  civiles  que  estén  al  servicio  del  Es- 
tado y  sean  elegidos  representantes  del  país  deben  dar  cuenta 
de  ello  á  la  Dirección  general  tan  pronto  como  tenga  lugar  la 
proclamación,  avisando  también  á  la  misma,  sin  pérdida  de 
tiempo,  el  día  que  juren  el  cargo. 

(Art.  43.)  La  suspensión  de  funciones  por  el  tiempo  que  el 
Gobierno  designe  constituirá  una  corrección  disciplinaria  del 
orden  administrativo.  El  ingeniero  á  quien  se  aplique  no  podrá, 
mientras  dure  aquélla,  desempeñar  servicio  alguno,  ni  cobrar 
sueldo  ni  emolumento  del  Estado. 

(Art.  44.)  El  escalafón  general  del  Cuerpo  se  compondrá  de 
todos  los  ingenieros  que  estén  en  servicio  activo,  ya  se  hallen 
en  expectación  de  destino,  en  situación  de  supernumerarios  ó 
suspensos  de  funciones,  colocados  todos  en  las  distintas  esca- 
las de  cada  grado  y  categoría  por  el  orden  de  su  antigüedad. 

Dicho  escalafón  oficial  se  reformará  y  publicará  anualmente 
durante  el  mes  de  Enero,  haciendo  constar  en  él,  al  lado  de 
cada  nombre,  cuantos  datos  son  inherentes  á  esta  clase  de  do- 
cumentos oficiales. 

En  este  escalafón  figurarán,  sin  número  de  orden,  los  inge- 
nieros que  no  ocupen  plazas  remuneradas  por  el  presupuesto 
del  Ministerio  de  Fomento. 

Figurarán  también  en  el  escalafón  como  honorarios,  y  den- 
tro de  la  última  clase  á  que  hubieran  pertenecido,  los  ingenie- 
ros que  por  jubilación  hayan  cesado  en  el  servicio  del  Cuerpo. 

(Art.  45.).  «Los  ingenieros  no  podrán  salir  del  punto  de  su 
residencia  para  asuntos  particulares  sin  obtener  previamente 
licencia  del  Ministro  ó  del  Director  general  de  que  dependan. 

En  casos  de  urgencia,  sin  embargo,  los  jefes  de  los  distritos 
podrán  conceder  ocho  días  de  permiso  á  los  ingenieros  que 
estén  á  sus  órdenes,  é  igual  permiso  podrán  conceder  también 
los  gobernadores  á  los  indicados  jefes;  pero  tanto  los  unos 
como  los  otros  darán  inmediatamente  conocimiento  de  los  per- 
misos que  concedan  al  Director  general,  quien  podrá  prorro- 
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gar  ó  conceder  por  8Í  los  permisos  por  un  plazo  de  veinte  días^ 

Siempre  que  un  ingeniero  solicite  del  Director  ó  del  Ministro 
alguna  licencia,  deberá  dirigir  la  correspondiente  instancia  por 
conducto  de  su  jefe  inmediato,  quien  la  acompañará  con  su 
informe. 

La  concesión  de  licencias  se  sujetará  á  las  disposiciones 
generales  que  sobre  el  particular  rijan». 

Estas  disposiciones  en  el  transcurso  de  tiempo  que  estamos 
estudiando  han  sido  las  siguientes; 

Posteriormente  á  lo  dispuesto  por  el  reglamento  del  Cuerpo 
de  1865,  en  18  de  Noviembre  de  1873,  el  Gobierno  de  la  Repú- 
blica modificó  el  art.  9.**  de  aquel  reglamento,  disponiendo  que 
cuando  se  estime  conveniente  al  buen  servicio,  se  podrá: 

Conceder  licencia  ilimitada  á  los  ingenieros  y  auxiliares  que 
la  soliciten,  pero  á  condición  de  que  mientras  hagan  uso  de 
ella  los  que  la  obtengan;  1.°,  serán  dados  de  baja  en  el  servicio 
activo  del  Cuerpo;  2.°,  quedarán  como  supernumerarios  en  el 
lugar  y  clase  que  les  corresponda,  aunque  con  opción  á  los 
ascensos  que  produzcan  las  vacantes;  3.**,  no  percibirán  sueldo 
alguno  del  Estado;  4.^,  no  podrán  pedir  ni  obtener  el  alta  en  el 
Cuerpo  hasta  que  haya  trascurrido  por  lo  menos  un  año  desde 
que  fueron  dados  de  baja;  y  5.^,  si  hiciesen  uso  de  la  licencia 
por  más  de  cinco  años  continuos  ó  interrumpidos,  durante  el 
tiempo  que  exceda  de  ese  período  no  tendrán  ascenso  alguno 
en  el  Cuerpo. 

Por  Real  decreto  de  7  de  Julio  de  1878  se  modifica  de  nuevo 
el  referido  art.  9.**  del  reglamento  del  Cuerpo  y  al  fijar  la  situa- 
ción y  derechos  de  los  ingenieros  que  pasen  á  otro  Cuerpo  ó 
desempeñen  destinos  administrativos,  dice: 

Se  entenderá  que  disfrutan  licencia  ilimitada: 

Primero.  Los  ingenieros  que  se  retiran  temporalmente  del 
servicio  del  Estado  para  pasar  al  de  corporaciones,  empresas  ó 
particulares  en  España  ó  en  el  extranjero. 

Segundo.  Los  que  habiendo  sido  declarados  en  expectación 
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de  destino  por  enfermedad,  cumplan  un  año  en  esta  situación. 

Los  ingenieros  con  licencia  ilimitada  serán  declarados  super- 
numerarios en  el  Cuerpo  y  no  recibirán  sueldo  del  Estado. 

Durante  los  cinco  primeros  años  disfrutarán  todos  los  dere- 
chos que  les  correspondan  como  empleados  públicos  y  los  que 
se  declaraban  en  el  reglamento;  pero  transcurrido  este  plazo 
conservarán  el  de  ingresar  en  la  escala  de  su  clase  respectiva 
para  ocupar  en  ella  el  mismo  lugar  y  número  que  tuvieran  al 
cumplirse  los  cinco  años,  cualesquiera  que  sean  los  grados  y 
ascensos  de  los  que  en  aquella  época  les  precedieran  y  sucedie- 
ran en  antigüedad,  lugar  y  número. 

La  licencia  iliipitada  que  no  se  haya  otorgado  á  causa  de  en- 
fermedad podrá  declararse  concluida  en  cualquier  tiempo, 
siendo  llamado  al  servicio  del  Estado  el  ingeniero  que  la  esté 
disfrutando. 

El  carácter  restrictivo  de  estas  disposiciones  limitaba  de  un 
modo  indirecto,  con  perjuicio  para  los  intereses  del  país,  la  fa- 
cultad que  siempre  habian  tenido  los  ingenieros  para  dejar  el 
servicio  del  Estado,  temporalmente,  con  objeto  de  dedicarse  al 
de  corporaciones,  empresas  ó  particulares. 

En  su  vista  y  para  facilitar  estas  licencias  se  dio  un  Real  de- 
creto en  25  de  Marzo  de  1881,  por  el  cual  se  suprimía  la  5.*  de 
las  prescripciones  de  18  de  Noviembre  de  1873,  aunque  exi- 
giendo todavía  que  tenían  que  llevar  los  ingenieros  dos  años  en 
el  servicio  del  Cuerpo  para  poder  pasar  al  servicio  de  corpora- 
ciones, empresas  ó  particulares;  además  se  disponía  que  la  auto- 
rización para  salirse  del  servicio  oñcial  del  Cuerpo  tenía  que 
solicitarse  por  los  interesados  desde  el  punto  en  que  tuvieran 
su  residencia  oficial,  acompañando  al  efecto,  cuando  tuviera 
lugar,  la  petición  de  la  Corporación,  empresa  ó  particular  á 
cuyo  servicio  se  iban  á  dedicar;  podía  darse  de  baja  temporal- 
mente por  causa  de  enfermedad.  El  Gobierno  concedería  aque- 
llas licencias  siempre  que  no  hubiera  razones  importantes  que 
justificaran  la  negativa,  la  cual  debía  fundarse  precisamente  en 
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alguna  circunstancia  especial  del  destino,  comisión  ó  trab^o 
que  se  les  hubiera  encomendado. 

Durante  el  tiempo  que  los  ingenieros  permanecieran  con 
aquellas  autorizaciones,  los  que  se  hallaran  al  servicio  de  cor- 
poraciones, empresas  ó  particulares  tenían  obligación  de  remi- 
tir todos  los  años  al  Ministro  de  Fomento  algún  estudio,  me- 
moria ó  trabajo  facultativo  sobre  cualquiera  de  los  ramos  que 
son  objeto  de  la  profesión. 

Seguirían  el  movimiento  general  de  la  escala,  ascendiendo 
dentro  de  su  clase  hasta  ocupar  el  primer  lugar  de  la  misma; 
pero  no  podían  pasar  á  la  superior  inmediata  sin  haber  servido 
al  Estado  dentro  del  Cuerpo  en  aquella  á  que  pertenecían,  un 
período  de  tiempo  determinado;  este  período  tenía  que  ser  pre- 
cisamente de  dos  años  para  los  jefes  de  1.*  y  2.*  clase,  y  tres 
para  los  ingenieros  primeros  y  segundos.  En  elcaso  de  no  haber 
cumplido  con  dicho  requisito,  permanecían  estacionarios,  ocu- 
pando en  la  escala  el  primer  puesto  de  su  clase,  y  en  su  lugar 
ascendían  á  la  superior  inmediata  cuando  les  correspondía,  los 
que  les  seguían  á  continuación  y  reunían  las  condiciones  nece- 
sarias. Cuando  habían  cumplido  aquel  requisito  y  les  corres- 
pondía ascender  para  ocupar  vacante  de  la  clase  superior  innjie- 
diata,  recuperaban  los  puestos  perdidos  y  se  les  colocaba  en  el 
número  correspondiente  como  si  hubieran  ascendido  en  la  pri- 
mera época  que  les  correspondió  el  ascenso. 

Todavía  se  consideró  que  se  coartaba  la  libertad  de  los  inge- 
nieros al  imponer  á  los  que  pretendían  dejar  el  servicio  del  Es- 
tado la  condición  precisa  de  haber  permanecido  en  él  durante 
dos  años  por  lo  menos;  y  para  facilitar  al  personal  de  los  Cuer- 
pos facultativos  civiles  de  ingenieros  el  ejercicio  de  la  facultad 
de  dejar  temporalmente  el  servicio  del  Estado,  se  dio  el  Real 
decreto  de  5  de  Abril  de  1895,  por  el  cual,  después  de  derogar 
aquella  prescripción,  la  reemplazó  por  la  siguiente:  «Los  inge- 
nieros pertenecientes  á  los  distintos  Cuerpos  civiles  y  los  aspi- 
rantes á  ingreso  en  ellos,  podrán  pasar  en  cualquier  tiempo  al 
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servicio  de  las  Diputaciones  provinciales,  Ayuntamientos,  Jun. 
tas  de  Obras  de  puertos,  empresas,  compañías  ó  particulares, 
así  como  desempeñar  destinos  en  cualquier  otro  ramo  de  la 
Administración,  ó  darse  de  baja  temporalmente  en  el  servicio 
del  Estado  por  conveniencia'propia  ó  por  causa  de  enfermedad, 
obteniendo  previamente  la  correspondiente  autorización  del 
Ministerio  de  Fomento.» 

Servicio»  partieiiiares. — Al  reducirse  en  1871  á  la  mitad 
el  número  de  los  individuos  que  componían  el  Cuerpo  de  Inge- 
nieros de  Minas,  ya  hemos  dicho  en  otro  lugar  el  retraso  y  la 
acumulación  de  expedientes  á  que  dio  lugar  aquella  economía; 
esto  dio  lugar  á  una  Orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo 
de  la  República,  de  10  de  Octubre  de  1874,  por  la  que  se  disponía 
que  los  ingenieros  que  se  hallaran  en  el  servicio  activo  no  po- 
drían ocuparse  en  el  de  corporaciones^,  empresas  ó  particula- 
res, declarándose  caducadas  todas  las  licencias  que  por  razones 
especiales  se  hubieran  concedido  con  dicho  objeto. 

Esta  disposición  dio  lugar  á  que,  normalizada  la  marcha  de 
los  expedientes,  las  circunstancias  cambiaran;  las  necesidades 
de  la  época  que  se  sucedió  exigían  del  Gobierno  que  con  ellas 
se  identifica,  miras  más  elevadas  y  más  amplio  criterio  en  la 
materia,  lejos  de  poner  cortapisas,  convenía  por  muchas  razo- 
nes facilitar  la  salida  de  los  ingenieros  del  servicio  activo  del 
Estado  al  de  las  empresas  ó  particulares,  para  que  intervinieran 
técnicamente  en  el  mayor  número  posible  de  los  servicios  de 
interés  general  propios  de  su  instituto.  Estas  consideraciones 
en  pro  de  las  empresas  y  particulares,  dieron  motivos  al  Real 
decreto  del  año  1881,  que  hemos  mencionado  anteriormente. 

Ahora  bien,  la  aplicación  de  aquel  Real  decreto  y  con  carác- 
ter amplio  dio  lugar  á  nueva  disposición  de  sentido  contrario; 
en  21  de  Febrero  de  1885  se  dio  una  Real  orden  dictando  dispo- 
siciones para  corregir  los  abusos  que  se  cometían  en  los  per- 
misos para  dirigir  empresas  particulares;  se  dispuso: 

Declarar  desde  luego  caducados  todos  los  permisos  que  basta 
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entonces  se  habían  concedido  á  los  Ingenieros  para  servir  á  las 
empresas  peiriiculares  en  las  provincias  inmediatas  á  las  que 
estén  destinados,  reservándose  el  Gobierno  la  facultad  de  reha- 
bilitar los  que  estime  conveniente,  previa  la  información  nece- 
saria para  averiguar  si  son  ó  no  compatibles  con  el  servicio 
público  y  con  los  deberes  del  ingeniero. 

Ahora  bien,  el  flel  cumplimiento  de  los  delicados  deberes  del 
ingeniero,  no  sólo  exige  todo  el  celo,  toda  la  atención  y  toda 
su  actividad,  sino  que  reclama  también  la  más  absoluta  inde- 
pendencia entre  tales  funciones  y  las  que  constituyen  el  más 
rudimentario  de  los  deberes  que  son  peculiares  á  todo  cargo 
particular  de  Director  ó  Ingeniero  de  determinadas  empresas, 
mineras  ó  metalúrgicas;  así  que  aunque  el  reglamento  del  Cuer- 
po autorizaba  á  aquellos  permisos,  se  hizo  necesaria  la  Real 
orden  de  12  de  Enero  de  1886,  que  disponía: 

Que  por  exigirlo  así  las  atenciones  del  «Servicio  oficial»,  que- 
daban caducados  todos  los  «permisos»  concedidos  con  arreglo 
al  art.  8.*^  del  Reglamento  del  Cuerpo,  para  servir  á  empresas  ó 
particulares  en  provincias  distintas  de  aquellas  en  que  se  halla- 
ban destinados  y  que  en  lo  sucesivo,  no  se  denegara  al  pei^onal 
facultativo  de  minas  «licencia  alguna  ilimitada»  para  dedi- 
carse al  servicio  particular,  cualesquiera  que  fueran  las  nece- 
sidades del  Servicio  oficial,  en  tanto  que  existan  con  derecho 
á  ingreser  en  el  Cuerpo  ingenieros  más  ó  menos  jóvenes  y  prác- 
ticos que  pudieran  compensar  en  las  escalas  las  bajas  corres- 
pondientes á  este  auxilio  científico,  que  el  Estado  estaba  siem- 
pre pronto  á  facilitar  á  la  industria  privada  y  á  cuantas  corpo- 
raciones lo  reclamen  conforme  á  las  acertadas  disposiciones  del 
Real  decreto  de  25  de  Marzo  de  1881. 

Ya  hemos  dicho,  al  tratar  de  las  licencias,  las  facilidades  que 
se  concedieron  para  obtenerlas  por  Real  decreto  de  1895. 

El  reglamento  del  Cuerpo  de  1905  dispone: 

(Art.  64.)  La  Dirección  general  podrá  conceder  permiso  á  los 
ingenieros  para  servir  á  empresas  particulares  en  los  distritos 
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siempre  que  las  atenciones  del  servicio  oficial  lo  permitan,  y 
diferentes  de  aquel  en  qne  estén  destinados  por  el  Estado, 
oyendo  previamente  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito  y  al  Inspector 
de  la  división,  los  cuales  marcarán  el  tiempo  que  en  cada  caso 
puedan  dedicarse  á  dicha  clase  de  trabajos,  sin  perjuicio  del 
servicio. 

Análoga  autorización  podrá  concederse  á  los  ingenieros  des- 
tinados fuera  del  servicio  del  distrito. 
Se  prohibe  en  absoluto  á  los  ingenieros  tener  participación 
minas,  fábricas  ú  oficinas  de  beneficio  que  radiquen  en  los 
jtritos  á  que  estén  afectos  y  en  las  cuales  deban  intervenir 
Q  carácter  oficial,  así  como  servir  á  Empresas  que  las  po- 
m,  aunque  los  trabajos  de  aquéllos  hubieran  de  efectuarse 
minas  ó  fábricas  situadas  en  distritos  diferentes  al  de  su  des- 
LO  oficial. 

Los  ingenieros  jefes  de  distrito  serán  directamente  responsa- 
ís  de  toda  infracción  de  estas  reglas  cuando  no  las  corrijan  ó 
Quncien  en  el  acto,  y  sin  que  quepa  alegar  ignorancia. 
[Art.  65.)  No  se  concederá  á  los  ingenieros  autorización  para 
•vir  á  particulares  ó  empresas  cuando,  á  juicio  del  Ck)nsejo 
Minería,  exista  retraso  en  el  servicio  oficial  de  los  distritos 
pie  estén  afectos. 

[Art.  66.)  Los  ingenieros  que,  después  de  haber  estado  en  si- 
ación  de  supernumerarios  al  servicio  de  particulares  ó  em- 
esas,  ingresen  en  el  servicio  oficial,  no  podrán  ser  destinados 
los  distritos  en  que  dichos  particulares  ó  empresas  tengan 
inas  ó  establecimientos  metalúrgicos  hasta  transcurrir  dos 
os,  por  lo  menos,  de  haber  cesado  en  el  referido  servicio  par- 
íular. 

En  caso  de  que  la  empresa  en  que  haya  servido  el  ingeniero 
viese  minas  ó  establecimientos  industriales  en  el  distrito  á 
e  sea  destinado,  el  ingeniero  jefe  deberá  ponerlo  en  conoci- 
lento  de  la  Dirección  general,  bajo  su  más  estricta  responsa- 
Lidad.  El  propio  ingeniero  deberá  asimismo  dar  cuenta  de 
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esta  circunstancia,  incurriendo  en  grave  responsabilidad  si  así 
no  lo  hiciese. 

(Art.  67.)  Los  ingenieros  de  servicio  del  Estado  podrán  encar- 
garse, previa  la  competente  autorización  concedida  por  el  jefe 
inmediato,  de  cuantas  peritaciones  concernientes  al  ramo  de 
minas  les  encomienden  los  Tribunales  de  justicia  y. las  partes 
contendientes,  así  como  aceptar  el  cargo  de  amigables  compo- 
nedores.» 

De  nuevo  viene  á  restringir  el  servicio  á  particulares  el  Real 
decreto  que  se  ha  dado  en  26  de  Agosto  de  1905,  referente  á 
casos  de  incompatibilidad  en  los  ingenieros  civiles  adscritos 
al  servicio  del  Estado  para  pasar  al  de  Empresas  particulares. 

Dice  así  en*Bu  parte  dispositiva: 

Art.  1.°  Los  ingenieros  civiles  nd  podrán  solicitar  el  pase  á  si- 
tuación de  excedencia  ó  de  supernumerarios,  ó  cualquiera  otra 
análoga,  y  sí  únicamente  la  separación  definitiva,  cuando  hayan 
de  pasar  al  servicio  de  Empresas,  fuesen  de  particulares  ó  de 
compañías,  comprendidas  en  los  casos  de  incompatibilidad  con 
la  permanencia  en  el  Cuerpo,  aun  dentro  de  aquellas  situacio- 
nes que  en  el  art.  6.**  de  este  Real  decreto  se  expresan. 

La  incompatibilidad  expresada  desaparecerá  á  los  cinco  años, 
contados  desde  que  el  ingeniero  hubiera  cesado  en  el  cargo  ó 
servicio  que,  en  relación  con  la  empresa  á  la  cual  desee  servir, 
determinara  la  prohibición. 

Obtenida  una  de  las  situaciones  indicadas  en  el  párrafo  1.**  de 
este  artículo,  por  motivos  distintos  del  servicio  á  Empresas,  ó 
para  depender  de  alguna  de  éstas  que  no  fuese  incompatible,  no 
podrán  los  ingenieros  pasar  á  otras  en  que  la  incompatibilidad 
existiera,  mientras  no  transcurra  el  período  de  cinco  años,  con- 
tados con  arreglo  al  párrafo  que  precede,  y  si  lo  hicieran  antes 
serán  dados  de  baja  en  el  Cuerpo  definitivamente. 

Art.  2.**  Las  resoluciones  que  concediesen  el  pase  á  las  refe- 
ridas situaciones  con  error  ó  ignorancia  de  los  hechos  que  de- 
terminaran la  incompatibilidad,  serán  revisadas  por  el  Go- 
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bierno,  en  cualquier  tiempo,  antes  de  que  reingrese  en  el  servi- 
cio público  el  interesado,  al  que  deberá  oirse  para  acordar  su 
baja  en  el  escalafón  ó  su  vuelta  al  servicie  público,  según  hu- 
biera existido  ó  no  ocultación  de  hechos  por  parte  del  inte- 
resado. 

Art.  3.^  Los  ingenieros  que  estuvieran  ya  al  servicio  de  em- 
presas ú  obtuviesen  permiso  para  servir  á  las  que  fuesen  compa- 
tibles con  la  situación  de  excedente,  supernumerario  ó  cual- 
quier otra  análoga,  no  podrán  ser  destinados,  cuando  vuelvan  al 
servicio  del  Estado,  mientras  no  transcurran  cinco  años  desde 
que  abandonaron  el  de  laEmpresa,  á  ningún  cargo  en  las  provin- 
cias, divisiones  ó  distritos  donde  extienda  su  acción  aquélla,  ni 
en  la  Administración  central  en  los  negociados  ó  cuerpos  á  que 
corresponda  la  especialidad  de  los  asuntos  objeto  de  dicha  Em- 
presa. 

Si  para  observar  lo  dispuesto  en  este  artículo  fuera  preciso 
destinar  al  ingeniero  á  cargo  que  no  correspondiese  á  su  cate- 
goría en  el  Cuerpo,  lo  servirá  en  comisión,  sin  perjuicio  en 
sueldo,  aptitud  para  el  ascenso  ni  en  la  clasificación,  y  sin  po- 
nérsele á  las  órdenes  de  funcionarios  que  le  siguieran  en  el  esca- 
lafón respectivo. 

Art.  6.**  Para  los  ingenieros  de  Minas  se  entenderá  que  existe 
incompatibilidad: 

t.*^  Cuando  hubiesen  servido  en  la  provincia  ó  distrito  minero 
en  que  tenga  minas  ó  establecimientos  metalúrgicos  la  Empresa 
á  que  intenten  servir. 

2.^  Cuando  hubiesen  tenido  á  su  cargo  minas  de  las  reserva- 
das al  Estado,  con  las  cuales  colindaran  aquéllas  en  que  vayan 
á  ocuparse,  ú  otras  pertenecientes  á  la  Empresa  respectiva. 

3.^  Cuando  por  razón  de  su  cargo  ó  por  comisiones  del  servi- 
cio hubiesen  intervenido  en  expedientes  ó  diligencias  de  demar- 
cación, registro,  concesión,  deslinde,  rectificación,  demasía, 
desagüe,  servidumbres,  inspección,  policía  ó  de  cualquier  otra 
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índole,  que  afectasea  al  todo  ó  á  la  parle  de  la  mina  ó  esta- 
blecimiento en  cuya  explotación  vayan  á  ocuparse,  aunque  su 
propiedad  cambie,  ó  pertenecientes  á  la  misma  Empresa  que  in- 
tenten servir,  aunque  ésta  hubiera  de  colocarles  en  otras  pro- 
piedades ó  dependencias  en  que  no  hubiesen  intervenido;  y 

4.^  Cuando  hayan  servido  en  la  Administración  central  activa 
ó  consultiva,  al  tiempo  en  que  los  referidos  centros  hubieran 
ejercido,  en  cualquiera  de  las  formas  que  en  el  número  anterior 
se  expresan,  la  intervención  que  el  mismo  determina. 

Estas  disposiciones  regirán  como  provisionales,  y  oído  el  Con- 
sejo de  Estado,  se  dictarán  definitivas. 

Por  Real  orden  del  3  de  Septiembre  siguiente  se  dan  las  reglas 
para  la  aplicación  del  Real  decreto  anterior. 

Salida  de  los  Ingrenlcros  del  Coerpo.— Los  ingenieros 
de  Minas  dejarán  de  pertenecer  al  Cuerpo: 

1.^  Por  renuncia. 

2.°  Por  jubilación. 

3.***  Por  expulsión. 

1.^  Por  renuncia.— El  reglamento  de  1886  llamaba  á  ésta  sa- 
lida por  ^dimisión»,  y  sus  preceptos  han  sido  confirmados  por 
el  vigente  de  1905  en  la  forma  siguiente: 

(Art.  47.)  Los  ingenieros  de  Minas  de  cualquier  clase  y  gra- 
duación podrán  renunciar  sus  empleos,  pero  los  que  usaren 
de  este  derecho  tendrán  que  continuar  sirviendo  el  cargo  que 
desempeñen  hasta  que  les  sea  comunicada  oficialmente  la  admi- 
sión de  la  renuncia.  Cuando  así  no  lo  hiciesen,  se  entenderá  que 
abandonan  su  destino,  y,  en  este  caso,  además  de  quedar  suje- 
tos á  las  prescripciones  que  sobre  este  particular  establezca  el 
Código  penal,  serán  dados  de  baja  en  el  Cuerpo  y  perderán  todos 
los  derechos  que  en  el  mismo  hubieran  adquirido. 

Se  considerará  también  que  abandona  su  destino  el  ingeniero 
que  no  se  presentare  en  él  dentro  de  los  plazos  en  que  deba  ha- 
cerlo, ya  por  terminación  de  licencias  ó  por  traslación. 

Si  el  abandono  de  destino  reconociera  por  causa  la  falta  de 
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salud  ú  otra  no  imputable  á  la  voluntad  del  interesado,  podrá 

éste  ser  rehabilitado  á  su  instancia. 
(Art.  48.)    Si  la  renuncia  se  fundase  en  falta  de  salud  y  ésta 

«^  í"«*iflcara  debidamente,  conservará  los  derechos  á  la  jubi- 
que  hubiese  adquirido  en  el  Cuerpo,  siempre  que  así  se 
3  por  el  Gobierno  al  admitirle  aquélla. 
.  49.)  No  se  admitirán  renuncias  de  las  comisiones,  des- 
i  cargos  que  se  confieran  á  los  ingenieros  de  Minas  entre 
e  son  propios  de  su  instituto,  y  las  que  se  hagan  se  repu- 
X)mo  renuncias  de  empleo  en  el  Cuerpo,  siéndoles  en  tal 
plicables  las  prescripciones  de  los  dos  artículos  ante- 
embargo, los  ingenieros  podrán  exponer  al  Gobierno  en 
iempo  las  razones  que  se  consideren  oportunas  para  exi- 
del  desempeño  de  los  destinos,  cargos  ó  comisiones  que  se 
lüeran,  quedando  siempre  sujetos  á  la  resolución  defini- 
ré aquél  juzgue  oportuno  dictar,  y  sin  perjuicio  de  cumplir 
tanto  las  órdenes  que  reciban. 

i^OR  JUBILACIÓN.— El  reglamento  vigente  del  año  1905  dis- 
jue:  «Los  ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas  podrán  ser  ju- 
s  á  su  instancia,  ó  por  acuerdo  del  Gobierno,  con  arreglo 
lisposiciones  que  rijan  sobre  esta  materia,  cuando  el  mal 
>  de  salud  ó  la  edad  no  les  permita  desempeñar  el  servicio 
3do  conveniente». 

distintas  ocasiones  se  ha  declarado  la  necesidad  de  una 
mpleta  sobre  clases  pasivas;  pero  esta  ley  no  se  ha  dado, 
asuntos  referentes  á  jubilaciones  continúan  rigiéndose, 
disposición  fundamental,  por  la  ley  de  Presupuestos  de 
Mayo  de  1835,  que  exige,  como  circunstancia  precisa 
a  concesión  de  haber  por  jubilación,  que  el  empleado  que 
:enga  cuente  veinte  años  de  servicios  reconocidos,  y  gra- 
icho  haber  dando:  dos  quintas  partes  del  sueldo,  á  los  que 
L  servido  los  expresados  veinte  años  de  servicios;  tres 
is,  á  los  que  pasen  de  veinticinco;  y  cuatro  quintas,  á  los 
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que  hayan  completado  treinta  y  cinco.  El  máximum  de  suel 
para  jubilados  y  cesantes  es  de  10.000  pesetas. 

El  decreto- ley  de  22  de  Octubre  de  1868  dado  por  el  Minisi 
de  Hacienda  y  sancionado  por  las  Cortes,  dispuso  que  el  suel 
mayor  que  se  haya  obtenido  servirá  de  tipo  regulador  sie 
pre  que  se  haya  disfrutado  por  espacio  de  dos  años,  pero  i 
que  constituyan  parte  integrante  de  este  sueldo  los  gastos 
representación  y  otros  emolumentos. 

El  mismo  decreto  disponía  también  que  se  procediera  á 
revisión  general  de  todos  los  expedientes  relativos  á  individí 
que  pertenecieran  á  Clases  pasivas,  al  objeto  de  examinarlo 
ver  si  estaban  conformes  con  las  disposiciones  dadas  sobre  é 
materia,  y  principalmente  con  las  leyes  de  Presupuestos  de 
«ños  1855  y  1866;  añadiendo  que  todas  las  incorporacionei 
Montepío  que  no  hubieran  sido  objeto  de  la  ley  expresa,  ser 
nulas  y  de  ningún  valor  ni  efecto. 

Una  Real  orden  de  7  de  Octubre  de  1890  conñrma  la  antei 
disposición,  resolviendo  al  mismo  tiempo  que  no  están  suje 
á  revisión  gubernativa  las  declaraciones  de  derechos  pasi 
posteriores  al  22  de  Octubre  de  1868. 

El  Real  decreto  de  13  de  Octubre  de  1880  aclara  las  distin 
disposiciones  que  existían  sobre  jubilaciones,  en  el  sentido  < 
los  empleados  no  obtendrán  jubilación  si  no  cuentan  sese 
años  de  edad  cumplidos  ó  acreditan,  por  medio  de  expedie 
instruido  en  forma  legal,  su  absoluta  imposibilidad  física  p 
continuar  en  el  servicio.  Y  que  los  empleados  de  las  carrc 
civiles  no  podrán  ser  jubilados  contra  su  voluntad  sino  cuai 
hayan  cumplido  sesenta  y  cinco  años  de  edad. 

El  reglamento  del  Cuerpo  de  Minas  de  1886  disponía  que 
dían  ser  admitidos  á  hacer  valer  sus  derechos  á  la  jubilac 
loe  ingenieros  de  cualquier  clase  y  categoría  que  cuenten  tr( 
ta  y  cinco  años  de  servicios  como  mínimum,  y  añadía  en  ( 
artículo  que  estaban  necesariamente  obligados  á  hacer  vi 
sus  derechos  á  la  jubilación:  los  ingenieros  subalternos,  á 
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En  su  vista  y  por  Real  decreto  de  9  .de  F< 
rogó  el  art.  61  del  reglamento  orgánico  d( 
que  trataba  de  aquella  prescripción,  y  se 
guíente:  «La  jubilación  de  los  ingenieros 
por  las  disposiciones  vigentes  ó  qué  se  d 
para  los  demás  funcionarios  públicos». 

Fundándose  en  este  Real  decreto,  en  17 
mo  año  se  dio  otro  Real  decreto  ascendiem 
ral  de  segunda  clase,  que  seguía  al  anteric 
también  había  cumplido  los  sesenta  y  cin< 
en  29  de  Noviembre  de  1895,  otra  sentenci 
contencioso-administrativo  revoca  el  Real 
brero  de  1893  y  declara  en  su  lugar  que 
debe  ser  jubilado,  así  como  deben  ser  j ubi 
aquellos  que  hubieran  cumplido  los  sesent 
S7  de  Enero  de  1893,  fecha  en  que  se  prod 
dando,  por  lo  demás  firme  y  subsistente  el 
9  de  Febrero  de  1898.  En  27  de  Diciembre  8 
jubilando  al  referido  Inspector. 

El  Real  decreto  de  23  de  Noviembre  de  1 
sejo  de  Minería,  deroga  las  anteriores  dis 
mentó  orgánico  de  1886  y  la  modificación  i 
clones,  y  las  sustituye  por  las  siguientes: 

«Los  ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas,  h 
pector  general  inclusive,  que  estén  en  sí 
jubilados  el  día  que  cumplan  sesenta  y  cin 
jeros  de  Minas,  el  día  que  cumplan  seseí 
dente  del  Consejo  podrá  ejercer  este  car 
cumpla  setenta  años. 

El  Real  decreto  de  15  de  Junio  de  1901 
para  todos  los  Cuerpos  de  ingenieros  civile 
bilación,  cuando  no  sea  solicitada  por  los  ii 
glo  á  los  preceptos  legales,  podrá  ser  acord 
á  la  edad  de  sesenta  y  cinco  años  para  los 
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administración  civil  de  3.*  clase,  á  la 
►s  jefes  de  Administración  de  2.*  clase 
}  que  se  hallan  en  posesión  de  catego- 
Leriormente  mencionadas, 
rior  decreto,  en  la  práctica,  ha  dado  lu- 
lo Contencioso  del  Tribunal  Supremo, 
sar  al  antiguo  Tribunal  Contencioso-ad- 
ia  de  21  de  Junio  de  1904,  y  con  motivo 
a  por  un  ingeniero  que  al  ser  jubilado 
^ocó  el  decreto  impugnado  y  repuso  al 
activo  del  Cuerpo  á  que  pertenecía, 
encia,  se  dio  el  Real  decreto  de  31  de 
al  se  deroga  el  de  15  de  Junio  de  1901  y, 
que: 

^nga  otra  cosa  por  una  ley  eapedcUy  la 
sados  ingenieros  quedará  siijeta  á  las 
lie  hoy  rigen  en  la  materia  para  todos 
del  Estado.» 

ba  de  nuevo  en  vigor  la  ley  de  3  de 
resupuestos  de  1892,  así  como  los  regla- 
¡  no  se  opongan  á  aquellas  leyes, 
ecial,  tantas  veces  anunciada,  no  se  ha 
ingenieros,  con  la  estructura  particular 
organización  un  carácter  muy  distinto 
ativa  en  general,  para  sus  individuos 
liciones  diferentes  de  las  qué  rijen  para 
civiles.  En  su  virtud,  y  teniendo  esto  en 
de  1905  se  dio  otro  Real  decreto  en  el 
itu  que  guiaba  al  de  15  de  Junio  de  1901 , 

lo  prevenido  en  las  disposiciones  gene- 
mitad  discrecional  del  Ministerio  para 
^s  civiles  cuando  éstos  cumplen  sesenta 
,  y  sin  perjuicio  de  ejercitarla  cuando 
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lo  reclamen  las  conveniei 
ros  de  Caminos,  Canales  y 
cesarán  en  el  desempeñe 
con  el  haber  que  por  olas 
los  sesenta  y  siete  años  d 

Esta  disposición  se  decl 
sonal  administrativo  y  al 

La  circunstancia  de  qu< 
se  hace  necesario  haber  d 
lima  categoría,  por  ser  é 
como  base  de  la  jubilació 
rigor  se  ocasionarían  gr£ 
16  de  Marzo  de  1906,  y  co 
ción,  se  ha  dado  el  Real 

«Art.  1.®  La  prescripcic 
oreto  de  2  de  Agosto  de  It 
funcionarios  de  carácter  I 
de  este  Ministerio  que,  al 
no  hayan  completado  dos 
tima  categoría  administra 
que  hubieran  obtenido  reg 
dos  años  de  servicios  efec 

>Los  funcionarios  com 
tinuarán  en  servicio  acti 
y  cesarán,  por  tanto,  en 
tar  los  expresados  dos  af 

«Art.  2.®  Si  por  el  mov 
pondiera  en  lo  sucesivo  ( 
los  comprendidos  en  el  í 
al  mismo,  pero  continua 
que  entonces  ocupen  has 

En  cuanto  á  las  jubilac 
dad  física,  se  siguen  rigi< 
Clones  que  antes  hemos  < 


Digitized  by 


Google 


Digitized  by 


Google 


r 


exponía,  y  con  detalle,  la  manera  de  o 
das  por  los  ingenieros  en  el  ejercicio  d 
del  orden  administrativo. 
'  El  reglamento  de  1905  las  clasifica  y 
dad,  por  los  siguientes  medios: 

Reprensión  verbal  ó  por  escrito. 
•  Privación  de  haberes  y  suspensión  ( 

Expulsión  del  Cuerpo. 

Las  reglas  que  servirán  para  la  apli 
correcciones  serán  las  que  á  continuac 

1.*  Se  corregirán  «con  reprensión  '' 
faltas  de  consideración,  deferencia  y  n 
las  de  asiduidad  en  el  cumplimiento  é 
oiones  que  no  sean  de  trascendencia  p 

2.*  Se  impondrá  «la  privación  de  ha 
por  la  reincidencia  en  las  faltas  antes 
morosidad  en  el  cumplimiento  de  las  i 
las  omisiones  y  la  inobservancia  de  lo 
glamentaríos  en  el  despacho  de  los  asi 
mendados,  el  descuido  en  la  vigilancia 
trato  á  éstos  ó  el  disimulo  de  sus  falta 

3.*  Corresponderá  «la  privación  de 
treinta  días»  por  la  reincidencia  en  1í 
das  y  el  retraso  injustificado  en  cump] 
tro.  Director  general,  gobernadores  j 
así  como  la  prestación  de  serviéios  m 
cular  sin  la  autorización  á  que  se  refie 

4.*  Se  aplicará  «la  privación  de  hab 
ses»  por  la  reincidencia  en  las  anteric 
obediencia  al  cumplimiento  de  las  ói 
Gobernador  y  de  los  respectivos  jefes 
palabra  ó  por  escrito,  cuando  no  cons 
comprendido  en  el  Código  penal. 

5.*  Se  corregirá  con  la  privación  ( 
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obiemo  designe,  la  reinciden- 
las  reglas  anteriores,  cuando 
aves  para  el  servicio, 
con  la  «expulsión  gubernativa 
lesacato  de  palabra  ó  por  es- 
madores.  Ministros  del  ramo 
el  abandono  de  su  cargo  como 
etidos  de  mala  fe  en  el  despa- 
esta  inexactitud  en  la  forma- 
aceptación  por  los  ingenien» 
las  en  los  distritos  á  que  estén 
oficiales  en  ellos  cuando  estén 
;  ó  metalúrgicas  radicadas  en 
faltas  que  por  su  naturaleza 
Sstado  ó  al  buen  nombre  del 

las  reglas  anteriores  podrán 

,  por  los  jefes  respectivos  del 

üez  días,  por  el  jefe  inmedia- 
res  generales  á  los  ingenieros 
i  dependencia;  hasta  un  mes^ 
res  meses,  por  el  Ministro  del 
bien  aplicar  la  suspensión  de 
a  del  Cuerpo. 

s  sea  impuesta  por  los  jefes  ó 
imponga  deberá  dar  conod- 
oyendo,  por  escrito  al  intere- 
jo  de  Minería,  podrá  levantar, 
s  la  corrección  impuesta, 
que  haya  de  imponerse  fuera 
en  las  reglas  2.*,  3,**  4.%  5.* 
lamente  á  la  imposición  de  la 


Digitized  by 


Google 


-  457  - 

misma  la  formación  de  expediente,  en  que  deberá  constar  la 
defensa  por  escrito  del  ingeniero  que  hubiere  cometido  la  falta^ 
y  la  calificación  de  ésta  por  el  Cionsejo  de  Minería,  el  cual,  ade- 
más, propondrá  la  pena  que  deba  imponerse. 

Las  correcciones  que  se  impongan  de  Real  orden  se  anotarán 
siempre  en  la  hoja  de  servicios  del  interesado. 

Guando  las  faltas  cometidas  por  un  ingeniero  constituyan  in- 
dicios de  delito  comprendido  en  el  Código  penal,  se  remitirán 
desde  luego  las  actuaciones  gubernativas  correspondientes  á 
los  tribunales  ordinarios,  y  hasta  tanto  que  éstos  dicten  sen- 
tencia ejecutoria,  quedará  dicho  ingeniero  en  suspenso  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  en  el  cuerpo,  aunque  disfrutando  del 
sueldo  correspondiente. 

Si  la  sentencia  fuese  condenatoria,  se  le  declarará  expulsado 
del  Cuerpo,  con  pérdida  de  todos  sus  derechos,  y  reintegrará  al 
Estado  lo  que  haya  percibido,  en  la  forma  procedente. 

En  los  casos  en  que  las  faltas  cometidas  por  un  ingeniero  no 
constituyan  necesariamente  delito,  y  los  tribunales  sobresean 
la  causa,  el  Consejo  de  Minería,  en  vista  de  la  naturaleza  de  las 
referidas  faltas,  podrá  proponer  al  Ministro  la  corrección  gu- 
bernativa que  deba  imponerse  á  dicho  ingeniero. 

Contra  las  Reales  órdenes  que  impongan  correcciones  podrá 
reclamarse  por  la  vía  contencioso-administrativa. 

De  ÍOH  TrlbaualeA  de  honor.— Desde  el  año  1896,  la 
Comisión  permanente  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  MinaSy  aso- 
ciación de  carácter  privado,  cuya  misión  principal  era  gestionar 
particularmente  todas  aquellas  reformas  que  se  creyeran  be- 
neficiosas para  la  minería  en  general,  pero  también  las  que  se 
creyeran  convenientes  al  Cuerpo  de  Minas,  venía  gestionando 
lo  que  fué  siempre  una  viva  aspiración  de  todos  los  Cuerpos  de 
ingenieros  del  Estado. 

Para  organizar  los  Tribunales  de  honor  en  los  Cuerpos  de 
ingenieros  civiles,  se  redactaron  infinidad  de  proyectos:  unas 
veces  se  noDPibraba  una  Comisión  mixta  de  ingenieros  para  que 
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sus  deberes,  cometiesen  algún  acto  dest 
estudio  acerca  de  sus  disposiciones  bi 
lento  del  ritualismo  prescrito  bacía  iní 
dificultaba  la  formación  de  un  Tribunal 
dictar  sentencias  en  las  condicionen  ne( 
cia  é  imparcialidad. 

Esto  dio  lugar  á  que  por  Real  decrete 
quedara  derogado  el  reglamento  de  19(K 
bara  el  que  acompañaba  al  nuevo  decr 
disposiciones  son: 

Objeto  y  oroanización  de  los  Tri 

(Art.  1.°)  Si  algún  Ingeniero  de  Min 
carácter  deshonroso  por  sí  ó  para  el  Cu 
tido  á  Tribunal  de  honor,  siempre  qu 
prestando  servicio,  aunque  eátó  sometió 
tos  ó  hubiese  sido  juzgado  por  otro  Tril 

(Art.  2.°)  Para  la  aplicación  de  este 
tituirá:  Un  -«Tribunal  permanente»,  ene 
y  sustanciación  de  los  expedientes  has\ 
nal  especial  correspondiente,  después  de 
haber  datos  bastantes  de  carácter  deshoj 
de  este  último  Tribunal. 

Un  «Tribunal  especial»  para  cada  cas 

(Art.  3.°)  El  Tribunal  permanente  » 
nieros,  pertenecientes:  uno  á  la  catego 
la  de  Inspectores  generales,  dos  á  la  t 
á  la  de  Ingenieros  primeros  y  dos  á  la  d 
actuando  de  presidente  el  más  antiguo^ 
moderno. 

fistos  ingenieros,  que  habrán  de  estai 
serán  elegidos  por  todos  los  del  Cuerpo 
de  Enero  de  cada  año,  emitiendo  el  voto 
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irígida  al  presidente  del  Tribunal  sa- 
esto  el  escrutinio  y  proclamación  del 
a  sesión  pública. 

especial  para  cada  caso  se  compondrá 
del  permanente,  de  categoría  superior 
lo,  completándose  el  número  de  9  cbn 
categoría. 

ingenieros  de  igual  categoría  del  in- 
in  el  orden  siguiente:  primero,  los  del 
donde  prestase  servicio  el  que  ha  de 
,  por  orden  de  antigüedades;  segundo, 
B  limítrofes  de  la  misma  división,  por 
mismo  distrito,  y  por  orden  numérico 
o,  los  de  la  división  inmediata,  por  el 
la  actualidad  tienen. 
Tribunal  especial  actuará  igualmente 
ntiguo,  y  como  secretario  el  más  mo- 
to de  calidad  en  caso  de  empate,  tanto 
i  el  permanente. 

ro  DEL  Tribunal  permanente. 

la  persona  crea  que  un  ingeniero  deba 
l1  de  honor,  se  dirigirá  por  escrito  al 
te,  suministrando  los  datos  y  pruebas 
conceptúa  deshonroso,  pero  omitiendo 
ira  nada  el  nombre  del  inculpado.  Si 
del  Tribunal  permanente,  la  denuncia 
esidente. 

denuncia  por  el  Presidente,  ó  el  vice^ 
ste  convocará  el  Tribunal  en  término 
s,  y  dada  cuenta  del  caso  denunciado, 
I  denunciante,  el  Tribunal  votará  por 
dos  si  procede  ó  no  la  formación  del 
el  acusado  fuera  consejero  ó  Inspector 
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general,  se  pasarán  todos  los  antecedentes  re 
de  Minería,  para  que  éste  siga  el  procedimien 
nación;  debiendo  el  Consejo  en  pleno,  reunid 
generales,  constituir  el  Tribunal,  que  habrá  c 
definitiva.  En  caso  de  que  el  inculpado  fuese 
dividuos  del  Tribunal  permanente,  no  será  c 
niones  sucesivas. 

(Art.  9.*^)  Si  el  acuerdo  fuera  que  procedí 
expediente,  se  nombrará  por  tumo  un  Ponen 
el  Presidente  se  dirigirá  al  denunciante  intei 
del  denunciado,  cuyo  nombre  transmitirá  al  P 
ambos  la  más  absoluta  reserva  respecto  á 
acordarse  la  improcedencia  del  expediente,  s 
nuncia,  con  diligencia  autorizada  del  acuerc 

(Art.  10.)  El  Ponente  nombrado,  en  el  cas 
dado  la  formación  del  expediente,  en  el  pía 
contados  desde  la  fecha  del  acuerdo,  procede 
del  denunciante,  cuanto  por  los  medios  que  ce 
todos  los  datos  y  pruebas  que  crea  precisos 
miento  del  hecho  ó  hechos  imputados.  Traní 
zo,  el  Presidente  convocará  al  Tribunal  perc 
reunido,  el  Ponente  emitirá  su  dictamen;  y  d 
acuerdo,  por  mayoría,  entre  los  presentes  si 
formación  del  Tribunal  especial.  En  la  conv< 
se  seguirán  las  mismas  reglas  que  para  la  p 
el  caso  de  que  el  inculpado  fuera  alguno  d( 
Tribunal  permanente. 

(Art.  11.)  Si  se  acordara  la  formación  de] 
se  declarará  por  el  presidente  el  nombre  del 
misma  sesión,  y  acto  continuo  se  expedirán  p 
oficios  á  los  ingenieros  á  quienes  corresponi 
nal  especial,  en  sustitución  de  los  que  para  caí 
en  el  Tribunal  permanente,  convocando  á  tí 
tución  del  Tribunal  especial  en  un  plazo  má; 
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e^  autor  del  hecho  deshonroso»  y  coipo  tal  debe  ser  se 
Cuerpo. 

(Ajrt,.17.)  El  Presidente  del  Consejode  Minería  are] 
de  los  ejemplares»  remitiendo  el  otro  inmediatamente  í 
del  ramo,  quien  en  plazo  de  cinco  :días  dictará  la  opoi 
orden  separando  del  servicio  al  ingeniero,  con  expre 
misma  de  ser  debido  á  fallo  condenatorio  del  Tribuna] 

(Art.  18.)  Si  el  fallo  fuese  absolutorio,  se  dará  i 
traslado  al  interesado  y  al  presidente  del  Consejo  d 
sin  más.  variante  que  la  de  expresar  el  nombre  del  dei 
cuando  los  hechos  expuestos  poréste  no  hubieren  resi 
tos  ó  cuando  las  pruebas  ofrecidas  hubiesen  resultado 

Cuerpo  de  T^uxiliares  facuifafivos  de  Mii 

prescripciones  dictadas  sobre  licencias  á  los  ingeniero 
giendo  unas  veces  y  facilitando  otras  las  salidas  é 
para  poder  dedicarse  al  servicio  de  Corporaciones,  E 
particulares,  se  han  hecho  en  la  mayoría  de  los  casos  < 
á  los  auxiliareis  facultativos  de  Minas. 

La  reducción  que  en  1.®  de  Septiembre  de  1871  s< 
Cuerpo  de  Minas  alcanzó  asimismo  á  los  auxiliares  fa( 
que  también  quedaron  excedentes  la  mitad  del  Cuerp< 
comprendía  á  éstos  el  restablecimiento  que  en  1872  e 
Cuerpo  de  Ingenieros  á  su  anterior  estado. 

Por  Real  decreto  de  17  de  Marzo,  de  1882  se  reform 
tilla  del  personal  de  auxiliares  de  Minas,  disponiend< 
se  componga  de  cuatro  auxiliares  mayores  con  el 
4.000  pesetas;  doce  primeros,  con  el  de  3.000;  veintid 
dos,  con  2.500,  y  treinta  y  seis  terceros  con  2.000. 

En  vista  de  las  vacantes  que  existían  en  el  Cuerpo  y 
dad  que  de  ellos  se  hacía  sentir  en  los  servicios,  en  2 
de  1885  se  aprueba  el  programa  de  las  materias  de  c 
que  ser  examinados  los  que  aspiraran  al  ingreso  en 
de  Auxiliares  facultativos  de  minas,  y  en  21  de  Septi 


Digitized  by 


Google 


--464  — 

mismo  año  se  da  la  Real  orden  sobre  el  modo  de  llevar  á  cabo 
los  examenes  de  ingreso,  disponiendo  que: 

Los  aspirantes  á  ingreso  tenían  que  ser  de  complexión  robusta 
y  no  tener  defecto  físico  alguno  que  les  impidiera  el  buen  des- 
empeño de  su  cargo.  Cualquiera  que  fuera  la  edad  de  los  aspi- 
rantes al  presentarse  á  examen,  no  podrían  obtener  el  título  de 
Auxiliares  de  Minas,  sino  después  de  cumplida  la  edad  de 
veinte  años  y  antes  de  llegar  á  los  treinta  y  cinco. 

Jjos  que  fueran  capirt»oes  de  Minas  debian  presentar  el  título 
para  que  se  tuviera  en  cuenta  por  el  Tribunal  de  examen. 

Los  conocimientos  que  se  exigían  á  los  aspirantes  se  dividían 
en  tres  grupos:  el  1.^,  Escritura,  Aritmética,  Algebra  elemental 
y  nociones  de  Trigonometría  rectilínea:  el  2.^,  Dibujo  lineal, 
elementos  de  Topografía,  nociones  de  Greometría  descriptiva, 
nociones  de  Física  y  nociones  de  Química;  el  3.^,  Dibujo  topo- 
gráfico, nociones  de  Mineralogía  y  generalidades  de  la  corteza 
terrestre,  nociones  de  Docimasia  ó  arte  de  ensayar  minerales, 
nociones  de  Metalurgia,  nociones  de  Minería  y  ejercicios  prác- 
ticos. 

Los  que  obtuvieran  colocación  en  el  servicio  del  Estado  pero 
no  fueran  capataces  de  Minas,  permanecerían  durante  un  año 
con  el  carácter  de  auxiliares  en  prácticas,  disfrutando  el  sueldo 
de  auxiliares  terceros  á  las  órdenes  de  cualquiera  de  los  Direc- 
tores de  las  escuelas  prácticas  de  capataces  de  minas  sostenidas 
por  el  Estado,  y  después  de  transcurrido  dicho  plazo  serían 
destinados  á  prestar  sus  servicios  á  donde  la  Dirección  general 
estimara  conveniente. 

La  convocatoria  se  anunció  en  la  Gaceta  del  2  de  Octubre,  y 
se  daban  treinta  días  de  plazo  para  la  presentación  de  las  soli- 
citudes; pero  se  comprende  que  con  tan  corio  espacio  de  tiempo, 
y  dados  los  conocimientos  que  por  el  programa  se  exigían,  no 
era  de  esperar  que  pudieran  ser  aprobados  muchos  aspirantes 
y  las  necesidades  del  servicio  continuarían  siendo  las  mismas 
con  poca  diferencia. 
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Así  lo  reconoció  la  Real  orden  de  6  de  Marzo  de  1886,  qu 
su  preámbulo  dice:  «el  hecho  de  no  ir  aprobados  hasta  la  fi 
más  que  dos  candidatos  de  los  48  que  oportunamente  acu 
ron  á  la  convocatoria  y  hallarse  aún  pendientes  éstos  de  d( 
minados  ejercicios*  (en  efecto,  sólo  uno  fué  aprobado  ec 
tres  ejercicios),  dio  lugar  á  que  se  dispusiera  que  por  la  D 
ción  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  se  au 
zara  á  los  Ingenieros  Jefes  de  los  distritos  mineros  para 
nombraran  por  sí,  ayudantes  temporeros  que  acompañara 
sus  expediciones  á  los  ingenieros. 

Y  por  otra  Real  orden  de  3  de  Junio  de  1891  se  autorii 
Director  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  para  el  nom 
miento  de  auxiliares  facultativos  de  Minas  con  el  carácte 
interinos,  a  fin  de  cubrir  las  vacantes  existentes  en  el  ci 
Cuerpo,  mientras  se  resuelve  la  provisión  definitiva  de  la 
tadas  vacantes. 

En  17  de  Diciembre  del  mismo  año  se  aprueba  el  progí 
que  comprende  las  materias  de  que  han  de  ser  examinadoí 
que  aspiren  á  ingresar  en  el  Cuerpo  de  auxiliares  facultativa 
Minas,  y  se  autoriza  á  la  Dirección  general  de  Agricultura 
dustria  y  Comercio  para  que  anuncie  la  convocatoria  par 
exámenes  y  nombre  el  Tribunal  ante  el  cual  hayan  de 
rificarse. 

La  reorganización  de  los  Cuerpps  dependientes  de  la  E 
ción  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  de  S 
Julio  de  1892  afectó  también  al  de  auxiliares  facultativ( 
Minas,  y  se  les  equiparó  á  los  cargos  de  la  Administracic 
la  forma  siguiente: 

Ayudante  mayor,  Oficial  1.°  de  Admón.  con  sueldo  de  3.50( 
»        primero      »      2°         »  »  3.00( 

»       segundo      »      3.°         >  >►  2.50( 

»        tercero       >►      4.*^         >►  >  2.00( 

»         cuarto        >►      5.°         >►  >►  1.50( 

ao 
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íl  sueldo  del  ayudante  mayor  de  4.000 
3.500  pesetas,  y  crea  además  los  ayu- 
pesetas. 

1892  y  por  otro  Real  decreto  se  refor- 
)0  auxiliar  facultativo,  se  eleva  la  ca- 
yov  á  Jefe  de  Negociado  de  3.*  clase 
io  y  se  suprimen  los  ayudantes  cuar- 
s  con  las  mismas  categorías  y  sueldos. 
1894  se  publica  la  convocatoria,  anun- 
►lazas  de  Auxiliares  de  la  clase  de  ter- 
il  de  2.000  pesetas  y  dando  principio 
il  del  año  siguiente, 
icaron  con  arreglo  á  los  programas 
ibre  de  1891,  subdividiéndose  las  ma- 
1  dos  grupos,  de  los  cuales  el  primero 
a,  Algebra  elemental.  Geometría  ele- 
gonometría  rectilínea  y  nociones  de 
el  segundo,  elementos  de  Topografía 
límica.  Había  también  dos  ejercicios 
o  para  el  levantamiento  de  un  plano, 
otro  en  el  gabinete,  para  la  escritura, 
Pantógrafo  y  Planímetro.  Como  se  ve 
conocimientos  que  se  habían  exigido 
is. 

posiciones  fué  el  que  se  ocuparan  las 
il  Cuerpo  y  quedaran  además  aspiran- 
te algunos  años  ocuparon  las  plazas 
liendo. 

3,  que  en  la  reforma  de  1892  quedó 
or  la  ley  de  Presupuestos  para  el 
plazas  de  la  categoría  de  Auxiliares 
tuída  con: 
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4  Auxiliares  mayores,  Jefes  de  Negociado  de  3.*  clase. 
14       id .        primeros,  Oficiales  de  Admón.  de  2.*    id. 
25        id.         segundos,  id.  3.*    id. 

y  21        id.         terceros,  id.  4.*    id. 

Todavía  se  simplificó  más  el  programa  para  el  ingreso  en  el 
Cuerpo  de  Auxiliares  en  28  de  Octubre  de  1901;  con  arreglo  a 
este  nuevo  programa  se  anunció  en  6  de  Noviembre  nueva  con- 
vocatoria para  16  plazas,  que  por  Real  orden  de  4  de  Abril 
de  1902  se  aumentan  á  30;  y  en  15  de  Octubre  del  mismo  año 
dieron  principio  á  los  ejercicios.  Las  materias  que  comprendían 
aquellos  ejercicios  se  dividieron  en  dos:  un  ejercicio  oral  y  otro 
práctico,  y  á  su  vez  el  oral  se  subdividió  en  dos  grupos,  y  lo  mis- 
mo el  práctico,  como  se  babía  hecho  en  la  anterior  convocato- 
ria; pero  suprimiendo  en  ésta  las  nociones  de  Geometría  des- 
criptiva y  las  nociones  de  Física  y  de  Química.  Fueron  apro- 
bados los  30  aspirantes,  entrando  desde  luego  parte  á  ocupar 
las  vacantes  que  existían  en  la  plantilla  y  quedando  el  resto 
para  ocupar  las  vacantes  que  fueran  sucediendo. 

Cuerpo  de  C^ladore»  de  llina». —  El  reglamento  de 
Policía  minera  de  16  de  Julio  de  1897  dispuso  la  creación  de 
este  Cuerpo  para  la  mayor  eficacia  de  la  inspección  y  vigilancia 
que  debe  ejercerse  en  las  explotaciones  mineras. 

La  experiencia  ha  demostrado  la  absoluta  necesidad  de  estos 
funcionarios  para  que  sea  más  activa  esa  vigilancia,  haciendo 
que  lleguen  á  conocimiento  de  los. ingenieros  con  la  celeridad 
posible  las  noticias  de  todo  cuanto  ocurre  dentro  y  fuera  de  las 
explotaciones,  no  sólo  en  lo  referente  á  la  seguridad  de  los 
obreros,  cumplimiento  de  las  disposiciones  légale»  relativas  á 
los  accidentes  del  trabajo  y  ocupación  de  las  mujeres  y  los 
niños,  sino  también  de  todo  lo  concerniente  á  la  producción 
obtenida  en  cada  mina,  su  valor,  destino  que  se  dé  á  los  pro- 
ductos; en  una  palabra,  todo  lo  que  tenga  relación  con  este 
ramo,  cuyos  datos  son  hoy  difíciles  de  obtener,  por  la  negli- 
gencia de  los  que  deben  comunicarlos. 
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Fundado  en  estas  consideraciones  se  dio  el  Real  decreto  de 
22  de  Enero  de  1904  creando  el  Cuerpo  de  Celadores  de  Minas. 

Al  decreto  acompañaba  el  reglamento  por  el  que  deben  re- 
girse, que  entre  otras  disposiciones  contiene  las  siguientes: 

El  Cuerpo  de  Celadores  de  Minas  estará  constituido  por  Ca- 
pataces con  título  oficial. 

El  número  de  plazas  de  que  se  haya  de  componer  será  el  que 
se  consigne  en  la  ley  de  Presupuestos,  donde,  al  mismo  tiempo 
que  los  sueldos  correspondientes,  se  señalarán  las  dietas  que 
han  de  disfrutar  los  días  que  pernocten  fuera  de  su  residencia 
ordinaria  por  orden  del  Ingeniero  jefe  del  distrito.  En  los  Pre- 
supuestos para  el  año  1906  la  dieta  que  se  les  asigna  es  de  5  pe- 
setas diarias  y  gastos  de  locomoción. 

El  nombramiento  de  los  Celadores  se  hará  por  el  Ministro 
de  Fomento,  previo  concurso  anunciado  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid con  un  mes  de  anticipación. 

Los  celadores  dependerán  inmediatamente  de  los  Ingenieros 
jefes  de  los  distritos,  los  cuales  determinarán  la  residencia  que 
hayan  de  tener,  que  siempre  será  en  una  zona  de  importancia. 

No  podrán  dirigir  las  labores  de  ninguna  mina,  ni  ocuparse 
de  ningún  trabajo  de  esta  clase  al  servicio  de  Empresas  ó  parti- 
culares. También  les  estará  prohibido  facilitar  copias  de  planos, 
informes  ó  cualesquiera  clase  de  antecedentes  que  tengan  en  su 
poder. 

Llevarán  un  diario  en  el  cual  anotarán  lo  que  hayan  obser- 
vado en  cada  mina,  poniendo  en  conocimiento  del  Ingeniero 
todo  lo  que  se  refiera  al  cumplimiento  de  las  prescripciones  del 
reglamento  de  policía  minera  y  trabajo  de  las  mujeres  y  de  los 
niños. 

Acompañarán  á  los  ingenieros  cuando  vayan  á  despachar  los 
expedientes  de  minas;  se  enterarán  de  cuáles  sean  los  puntos 
de  partida  de  las  concesiones  existentes  y  de  los  registros  que 
se  demarquen,  asi  como  del  sitio  en  que  se  coloquen  las  estacas 
que  señalen  sus  perímetros,  y  cuidarán  en  s¡us  visitas  de  que  se 
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conserven  intactos,  dando  cuenta  al  Ingeniero  jefe  de  cualquier 
modificación  que  unos  ú  otros  hayan  tenido. 

Guando  el  Injeniero  jefe  disponga  la  salida  de  los  celadores 
á  otras  comarcas,  señalarán  la  duración  máxima  de  cada  viaje 
y  les  serán  abonados  además  de  las  dietas  los  gastos  que  les 
origine  su  traslación  de  unos  á  otros  puntos. 

Con  arreglo  á  estas  disposiciones  se  publicó  en  28  de  Enero 
del  mismo  año  el  concurso  para  15  plazas,  dotadas  con  1.500  pe- 
setas de  sueldo  anual;  los  aspirantes  debían  tener  más  de  venti- 
cinco  años  y  menos  de  treinta  y  cinco. 

En  el  mes  de  Mayo  el  Consejo  de  Minería  propuso  los  15  epie 
debían  ocupar  aquellas  plazas;  proponiendo  además  que  fueran 
destinados  cuatro  á  Oviedo,  tres  á  Santander,  3  á  Murcia,  2  á 
Almería  y  uno  respectivamente  á  Vizcaya,  Ciudad  Real  y  Jaén. 

En  10  de  Diciembre  del  mismo  año  y  á  consecuencia  de  haber 
cinco  vacantes,  se  anunció  otro  concurso  de  10  plazas,  cinco- 
para  las  vacantes  que  existían  entonces  y  los  restantes  para  ocu- 
par las  que  en  lo  sucesivo  fueran  produciéndose  por  el  orden  en 
que  los  clasificara  el  Consejo  de  Minería;  se  exigía  la  misma 
edad  de  veinticinco  á  treinta  y  cinco  años. 

Por  un  Real  decreto  de  Fomento  de  13  de  Enero  de  1905  se 
modifican  las  condiciones  de  la  edad  para  el  ingreso  en  el 
Cuerpo,  estableciendo  la  de  más  de  veinticinco  años  y  memos 
de  cuarenta  el  día  en  que  se  publique  el  anuncio  en  la  Gaceta 
de  Madrid.  Como  consecuencia  de  este  decreto  se  amplió  el 
plazo  para  el  concurso  á  quince  días  más  que  los  marcados  en 
el  anuncio  de  Diciembre. 
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CAPÍTULO  XTII 
Estadística  minera. 


endo  el  orden  adoptado  en  los  capítulos  anteriores  de 
r  las  disposiciones  dictadas  desde  el  decreto-ley  de  29  de 
t)re  de  1868  hasta  el  día,  daremos  una  breve  idea  del  es- 
la  industria  minera  durante  este  mismo  período, 
de  los  servicios  más  interesantes  que  desempeña  el 
de  Minas  es  el  de  la  reunión  de  datos  para  formar  la  es- 
a  minera,  la  cual  es  el  guía  más  seguro  de  la  Adminis- 
,  que  por  su  medio  conoce  las  vicisitudes  por  que  esta 
ia  pasa  año  por  año. 

mportantísimos  datos  estadísticos  recogidos  y  publica- 
•  la  antigua  Dirección  de  Miñas,  y  los  que  después  publi- 
n  cumplimiento  de  .las  disposiciones  reglamentarias,  la 
Consultiva  de  este  ramo,  han  contribuido  poderosamente, 
conocer  los  manantiales  de  riqueza  que  el  subsuelo  de 
L  atesora,  y  á  impulsar  las  explotaciones  metalúrgicas 
distan  mucho  de  haber  adquirido  el  gi*ado  de  desarrollo 
son  susceptibles,  pueden  sufrir  ya,  por  fortuna,  la  com- 
a  con  las  naciones  más  adelantadas, 
a  el  año  1868,  al  hacerse  todos  los  años  la  estadística,  los 
iros  jefes  de  los  distritos  formaban  los  estados  de  las  con- 
»  mineras  productivas  de  cada  una  de  las  provincias  de 
fistaba  el  distrito  y  los  que  se  referían  á  las  oficinas  de 
io,  á  cuyo  efecto,  los  gobernadores  les  facilitaban  los 
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datos  necesarios,  prestándoles  además  toda  su  cooperación  y 
auxilio.  Los  gobernadores  formaban  el  resumen  de  los  valores 
que  producía  la  industria  minera  durante  el  año,  y  estos  esta- 
dos se  remitían  á  la  Dirección  general  en  los  dos  primeros  me* 
ses  del  año  siguiente  al  que  ellos  se  referían. 

Se  consideraba  á  los  jefes  de  las  Secciones  de  Fomento  inme- 
diatamente responsables  de  cualesquiera  falta  en  que  pudieran 
incurrir  los  gobernadores,  así  en  lo  relativo  á  la  formación  y 
remisión  del  estado  de  su  incumbencia,  como  por  no  prestar  el 
debido  apoyo  á  los  ingenieros  jefes  para  la  formación  de  los 
suyos. 

Los  estados  y  memorias  de  los  ingenieros  se  pasaban  á  la 
Junta  Superior  facultativa  de  Minería,  la  que  procediendo  á 
su  examen  y  coordinación,  y  previas  las  aclaraciones  que  se  pe- 
dían á  los  gobernadores  ó  ingenieros  de  que  procedían,  for- 
maba y  remitía  al  Ministerio  de  Fomento  los  estados  generales, 
que  se  publicaban  con  las  correspondientes  notas,  que  daban 
una  idea  exacta  del  estado  de  la  minería  en  cada  provincia,  asi 
en  cuanto  se  refería  á  la  parte  pericial,  como  en  orden  al  movi- 
miento industrial  y  todo  lo  demás  que  podía  influir  en  el  ade- 
lantamiento del  ramo. 

Continuaban  publicándose  en  1868  y  anualmente  las  memo- 
rias estadísticas  redactadas  por  la  Junta  Superior  facultativa, 
tal'^como  venía  haciéndose  desde  1861,  adquiriendo  de  año  en 
año  una  importancia  y  un  interés  creciente,  por  el  acierto  con 
que  en  ellas  se  presentaban  todos  los  datos,  haciendo  atinadas 
comparaciones  y  explicando  las  variaciones  que  experimentaba 
la  industria,  constituyendo  en  su  coiijunto  y  en  sus  detalles  un 
trabajo  digno  de  estudiarse  por  quien  quería  conocer  en  sus 
pormenores  el  valor  y  el  movimiento  que  iba  adquiriendo  la  in- 
dustria minera  española. 

No  obstante,  y  en  distintas  ocasiones,  la  Junta  Superior  facul- 
tativa de  Minería  llamó  con  insistencia  la  atención  del  Ministe- 
rio sobre  las  dificultades  en  adquirir  los  datos  necesarios  para  la 
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formación  de  la  Estadística,  y  que  lejos  de  disminuir  iban  siendo 
cada  vez  mayores,  influyendo  sin  duda,  y  no  poco,  en  las  omi- 
siones que  se  notaban  en  las  noticias  que  debían  $umijQÍstrar 
los  industriales,  cuando  se  prestaban  á  darlas  y  en  la  poca 
exactitud  de  que  adolecían  en  general  las  dadas,  según  mani- 
festaban los  ingenieros  jefes,  aunque^in  poderlas  rectificar  por 
falta  de  medios,  por  el  temor  de  que  tales  noticias  se  utilizaran 
para  el  cobro  del  impuesto  sobre  el  producto  bruto  de  la  mine- 
ría, ó  sirvieran  de  base  para  el  establecimiento  de  algún  nuevo 
impuesto;  tendencia  á  la  ocultación  que  no  es  privativa  de  este 
ramo  de  riqueza,  sino,  por  desgracia,  común  á  todos. 

Por  su  parte  el  Ministerio,  reconociendo  el  interés  que  ofrece 
á  la  Administración  y  á  los  particulares  el  conocimiento  de  la 
producción  minera  y  metalúrgica,  venía  procurando  que  anual- 
mente se  formara  con  la  posible  exactitud  aquella  estadística, 
dictando  diferentes  disposiciones  encaminadas  á  regularizar  el 
servicio,  pues  la  experiencia  tenía  demostrado  que  cuanto  más 
se  retrasaba  la  reclamación  de  datos,  más  difícil  se  hacía  el 
adquirirlos;  para  lograrlo  dio  una  Real  orden  en  12  de  Abril 
de  1881,  dictando  reglas  para  la  formación  de  la  estadística 
minera. 

Disponía  que  la  Estadística  minera  tqpía  que  formarse  anual- 
mente y  con  arreglo  á  modelos  que  acompañaron  á  aquella  dis- 
posición; que  los  Ingenieros  jefes  formarían  paquetes  de  padro- 
nes por  términos  municipales  y  los  remitirían  en  el  mes  de 
Diciembre  de  cada  año  á  los  gobernadores  de  las  provincias 
respectivas  para  que  los  dirigieran  á  los  alcaldes,  y  éstos  á  su 
vez  los  repartieran  á  los  interesados,  haciéndolos  responsables 
de  que  los  padrones  se  llenaran  y  devolvieran  á  los  Gobiernos 
civiles  antes  de  terminado  el  mes  de  Enero;  cuando  los  inge- 
nieros tuvieran  reunidos  los  datos  necesarios,  procederían  con 
toda  actividad  á  formar  los  estados  que  les  correspondían,  y 
á  redactar  una  Memoria  anual,  en  que  deberían  dar  una  idea 
clara  y  concreta  del  estado  y  vicisitudes  de  la  minería  durante 
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el  año,  en  su  distrito,  cuyos  documentos  tenían  que  remitir  á 
la  Junta  facultativa  dentro  denlos  cuatro  meses  siguientes  al 
año  de  que  se  trataba;  por  último,  estos  estados,  unidos  á  los 
que  facilitara  la  Dirección  de  Obras  públicas  sobre  el  transporte 
terrestre  y  marítimo  de  minerales  y  metales  y  los  que  facilitara 
la  Dirección  de  Aduanas,  tenían  que  servir  para  que  la  Junta 
Superior  facultativa  de  Minería,  después  de  proceder  á  su  exa- 
men y  coordinación,  y  previas  las  aclaraciones  que  fueran  ne- 
cesarias, formara  los  estados  de  conjunto  y  una  Memoria  gene- 
ral, que  tenía  que  remitir  al  Ministerio  de  Fomento  para  su 
publicación.  La  Dirección  general  de  Obras  públicas  era  la  en- 
cargada de  la  impresión  de  la  Estadística  minera  anual. 

Una  circular  de  la  Dirección  general  de  Obras  públicas,  Co- 
mercio y  Minas  de  11  de  Marzo  de  1882  excita  el  celo  de  los 
gobernadores,  á  fin  de  que  se  cumpla  con  urgencia  lo  dispuesto 
en  la  Real  orden  de  lá  de  Abril  del  año  anterior.  En  27  de  Di- 
ciembre de  1883  se  da  nueva  circular  del  Ministro  de  Fomento, 
para  que  las  Secciones  de  Fomento  cumplan  lo  prevenido,  remi- 
tiendo mensualmente  nota  de  todos  los  datos  estadísticos  que 
se  detallaban  en  el  cuestionario  que  proponía  el  Negociado 
Central. 

Aunque  con  retraso  y  con  lo  deficientes  que  eran  los  datos 
que  se  adquirían,  continuaron  publicándose  las  estadísticas 
anuales  en  la  misma  forma,  siendo  sus  principales  resúmenes 
los  siguientes: 
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Valor  de  la  produeelón  en  pf  setas. 

Ramo  de  labQreo.        Ramo  de  beneficio.  Total. 


56.882.199  86.480.279  142.286.478 

60.194.156  84.722.770  144.919.926 

64.289.603  71.253.169  185.492.772 

'79.010.431  77.763.775  166.774.206 

94.994.841  88.510.857  188.504.698 

91.007.190  .88701.797  179.708.987 

91.994.518  89.943.761  181.938.274 

108.727.612  98.432.294  197.159.906 

104.458.687  106.228.069  210.681.656 

81.473.089  76.957.299  168.480.3y8 

68.919.020  79.430.723  148.349.743 

75.521.878  88.881.257  159.402.636 

73.686.694  80.895.828  164.082.622 

93.918.499  76.080.565  109.999.064 

102.707.694  78.036.062  180.753.756 

106.054.816  88.884.718  194.939.534 

98.548.100  79.624.508  178.167.603 

89.996.825  91.005.835  181.001.160 

108.128.804  104.167.974  212.296.778 

311  cuanto  á  los  obreros  empleados,  fueron:* 

41.665  10.216  51.881 

43.838  9.967  58.305 

41.010  9.866  50.876 

42.250  9.620  51.870 

50.087  10.316  60.403 

47.201  10.645  67.746 

45.867  8.988  64.800 

47.349  8.826  65.675 

51.544  10.944  62.488 

48.345  11.790  60.135 

44.742  11.723  56,465 

49.232  12.283  61.615 

69.905  13.053  72.963 

67.919  14.291  82.210 

76.130  14.136  90.266 

68.578  17.526  86.098 

62.506  14.078  76.584 

58.461  15.006  73.457 

61.885  14.580  76.416 

.  baja  experimentada  desde  los  años  1877  á  1880  en  los 
)s  de  laboreo  y  beneficio  fué  debida  en  gran  parte,  induda- 
lente,  á  la  baja  que  experimentaron  los  precios  de  los  prin- 
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cipales  minerales  y  metales  en  los  mercados  extranjeros,  y  algo 
también  á  la  ocultación  por  los  interesados  de  parte  de  la  pro- 
ducción y  de  su  valor;  sospecha  á  que  puede  servir  de  confir- 
mación la  circunstancia  de  que  los  derechos  de  exportación 
aumentaron  en  vez  de  disminuir^  aun  para  los  minerales  y 
metales  que  más  depreciación  sufrieron  en  aquellos  años. 

En  los  años  de  1884  y  1885,  á  la  crisis  que  se  producía  en 
toda  Europa  por  el  escaso  precio  alcanzado  en  los  mercados 
para  la  mayor  parte  de  los  metales,  hubo  que  hacer  frente  en 
nuestro  país  á  todo  género  de  calamidades,  especialmente  en  las 
provincias  del  Mediodía,  jcotl  los  terremotos,  las  inundaciones  y 
la  epidemia;  en  modo  alguno  se  prestaban  aquellas  circunstan- 
cias á  las  comparaciones  e^disticas  que  en  tiempos  normales 
afectan  una  marcha  regular  y,  representadas  numéricamente  ó 
bajo  curiosa  figura  diagramática,  indican  el  incremento  ó  de- 
crecimiento progresivo  de  una  industria. 

Creación  de  la  Junta  de  Estadística.— La  Junta  Superior 
facultativa  de  Minería,  encargada  de  los  trabajos  de  la  Estadís- 
tica minera,  no  podía  atender  á  ellos  con  la  asidua  atención 
que  reclamaban,  ni,  por  otra  parte,  correspondía  á  la  índole  de 
sus  funciones  meramente  consultivas  el  ocuparse  en  un  trabiyo 
que  pertenece  ó  incumbe  á  la  Administración. 

La  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio 
era  la  llamada  á  hacer  la  Estadística  minera,  porque  allí  es 
donde  radican  los  Cuerpos  facultativos  que  pueden  facilitar  las 
noticias  para  su  formación  y  donde  únicamente  podían  prepa- 
rarse los  trabajos.  Pero  las  muchas  y  complejas  cuestiones  que 
pesan  sobre  este  Centro  directivo  son  una  dificultad  para  que 
sus  empleados  se  dediquen  á  este  servicio,  que  exige  un  perso- 
nal consagrado  á  él  exclusivamente. 

Comprendiéndolo  así  el  Ministro,  y  para  conciliar  el  carácter 
administrativo  de  aquella  función  con  los  conocimientos  técni- 
cos que  deben  tener  los  llamados  á  desempeñarla,  es  por  lo  que 
por  Real  decreto  de  22  de  Julio  de  1887  se  creó  la  Junta  de  Es- 
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tadistica  minera,  compuesta  de  personal  facultativo,  qué  alas 
inmediatas  órdenes  del  Director  general  de  Agricultura,  indus- 
tria y  Comercio  se  encí^rgó  de  reunir,  ordenar  y  publicar  los 
datos  que  les  facilitaran  los  ingenieros  de  las  provincias  y 
demás  dependientes  de  la  Administración  encargados  de  análo- 
gas funciones. 

Del  servicio  se  encargó  una  Comisión  ejecutiva,  compuesta 
de  un  Inspector  general,  dos  Ingenieros  jefes,  y  tres  Ingenieros 
subalternos,  todos  pertenecientes  al  Cuerpo  de  Minas,  y  además 
el  personal  auxiliar  diverso  que  exigiera  el  mejor  servicio. 

Los  Ingenieros  jefes  de  los  distritos  continuarían  siendo  en 
cada  provincia  los  agentes  de  la  Administración  encargados  del 
desempeño  del  servicio» 

Además  del  resumen  estadístico  anual,  la  Comisión  ejecutiva 
remitía  estados  trimestrales  á  la  Dirección  de  Agricultura,  para 
su  inserción  en  la  Gaceta,  como  avances  parciales  de  la  situa- 
ción de  la  propiedad  industrial  minera,  de  sus  diversas  produc- 
ciones y  fabricaciones,  y  del  cambio  y  del  consumo  de  las  pri- 
meras materias  de  origen  mineral  en  el  anterior  trimestl^,  tan 
completos  y  exactos  como  era  posible. 

Por  último,  y  en  tanto  que  se  dictaba  una  nueva  Instrucción 
especial  de  este  servicio,  se  declaró  subsistente  la  Real  orden 
de  12  de  Abril  de  1881,  con  los  mismos  modelos  á  que  aquélla 
ajustaba  su  documentación. 

El  plan  de  trabajos  que  se  propuso  la  Comisión  comenzaba 
por  adquirir  el  conocimiento,  tan  exacto  como  fuera  posible,  de 
lo  existente,  inquirir  sus  fundamentos,  conocer  sus  vicios  y 
deficiencias,  corregir  lo  que  la  ley  permitía,  y  para  lo  demás 
proponer  á  la  Superioridad  las  medidas  más  pfopias  para 
subsanarlo. 

La  base  de  todos  los  estudios  estaba  ert  la  declaración  de  los 
productos  obtenidos,  y  estos  padrones,  ó  no  se  llenaban  en  las 
casillas  donde  había  que  hacer  constar  los  pesos  y  valores  de 
los  minerales  y  metales,  ó  se  hacía  en  términos  que  bien  podían 
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calificarse  de  irrisorios;  y  como  no  existía  ni  comprobación  ni 
responsabilidad  verdadera,  de  aquí  la  dificultad  de  obtener  á  su 
debido  tiempo  los  llamados  datos  estadísticos  y  la  escasa  fe  que 
merecían  éstos  por  lo  común,  con  la  casi  única  excepción  de 
los  referentes  á  la  exportación  recogidos  por  nuestras  Aduanas. 
Así  que  al  facilitar  la  Dirección  general  de  Contribuciones  indi- 
rectas el  resumen  de  cantidades  y  valores  de  los  minerales  y 
metales  exportados,  según  la  estadística  del  CJomercio  exterior, 
se  vio  que  en  el  año  1887  se  habían  exportado  minerales  por 
87.409.711  pesetas,  siendo  así  que  la  producción  declarada  no 
había  sido  más  que  de  78.028.055  pesetas;  y  algo  análogo  suce- 
día con  los  metales. 

La  falta  también  de  concierto  entre  los  diversos  ramos  admi- 
nistrativos, como  porque,  en  el  cumplimiento  por  parte  de  la 
Administración  de  la  única  regla  que  lleva  consigo  la  pérdida 
de  las  concesiones,  que  es  la  falta  del  pago  durante  un  año  del 
canon  de  superficie,  el  descuido  ó  la  morosidad  habían  llegado  á 
tal  extremo,  que  considerables  porciones  del  territorio  se  halla- 
ban ilegal  é  improductivamente  detentadas  en  manos  muertas 
desde  diez,  quince  y  veinte  años,  entorpeciendo  el  desarrollo 
de  la  industria  y  la  prosperidad  de  las  comarcas  donde  radica- 
ban, con  grave  perjuicio  de  los  mineros  de  buena  fe  y  de  los  in- 
tereses del  Estado. 

El  plan,  pues,  que  se  propuso  la  Comisión,  fué: 

1.°  Proceder  á  la  formación  del  Catastro  minero,  con  expre- 
sión detallada  de  todas  las  concesiones  legalmente  existentes. 

2.°  Asegurar  la  estabihdad  invariable  de  las  mismas  conce- 
siones; y 

3.**  Emprender  una  serie  de  monografías,  comprendiendo  la 
explotación  y  el  beneficio  de  cada  una  de  las  substancias  mine- 
rales de  más  general  importancia  en  la  Península. 

Se  trataba,  pues:  de  dilucidar  lo  que  constituía  la  verdadera 
propiedad  minera,  descartando  todas  las  concesiones  que  por 
na  igustarse  á  la  ley  debían  caducar;  proceder  luego  al  levan- 
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tamiento  de  planos  topográficos  exactísimos  de  cada  cantón  de 
alguna  importancia,  de  modo  que  quedaron  fijos  invariablemen- 
te y  con  toda  claridad  los  límites  de  toda  concesión;  y,  por  fin,  y 
como  complemento  de  lo  ejecutado,  acometer  la  descripción  de 
los  principales  centros  de  explotación  minera  y  fabril  en  acü- 
vidad. 

En  20  de  Enero  de  1888  se  presento  al  Ministro  de  Fomento 
el  primer  Catastro  minero  que  se  había  formado  en  nuestro 
país,  que  comprendía  nominalmente  cuantas  concesiones  se 
hallaban  otorgadas  en  1.°  de  Octubre  de  1887,  marcando  su  si- 
tuación, clase,  extensión,  canon  trimestral  y  anual,  nombre  y 
domicilio  de  los  dueños  ó  representantes. 

En  cuanto  á  la  producción  declarada,  basta  fijarse  en  los  da- 
tos siguientes: 

Valor  de  la  prodneeiÓD  en  péselas. 

Ramo  de  laboreo.     Ramo  de  beneficio.  Total. 

18»7  «  _  _ 

Comprobado 120.372.948      157.880.370       278.203.318 

Datos  oficiales 78.028.056       96.740.286       174.768.841 

Diferencia 42.344.893       61.090.084       103.434.977 

Comprobado 127.179.944      197.687.G04       824.867.648 

Datos  oficiales 81.507.751      162.811.964       234.319.715 

Diferencia 45.672.193        44.876.640        90.647.833 

Comprobado 221.674.206      179.221.146      400.796.861 

Datos  oficiales 94.465.438      133.600.304      228.066.742 

Diferencia 127.118.768        45.620.841       172.739.609 

1890 

Comprobado 204.926.289      198.647.417       403.473.706 

Datos  oficiales 101.449.454      166.036.379       267.486.833 

Diferencia 103.476.835       82.511.038       135.987.873 
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En  vista  de  estos  resultados,  la  Comisión  presentó  al  Ministro 
de  Hacienda  un  proyecto,  con  las  disposiciones  que  á  su  juicio 
habían  de  facilitar  la  recolección  de  datos  y  su  comprobación, 
simplificando  la  administración  de  la  tributación  del  ramo. 
Bien  acogida  esta  indicación  en  aquel  centro,  se  procedió  in- 
mediatamente en  el  Ministerio  de  Hacienda  al  estudio  de  su 
correspondiente  proyecto  y,  discutido  detenidamente  por  una 
Subcomisión,  se  llegó  á  ultimar  la  llamada  Instrucción  para  la 
administración  de  los  impuestos  sobre  la  propiedad  minera, 
que  después  de  sometida  á  la  sanción  del  Consejo  de  Estado, 
fué  promulgada  por  Real  decreto  de  9  de  Abril  de  1889. 

Otra  Instrucción  se  presentó  al  Ministro  de  Fomento,  dictada 
para  servir  de  complemento  á  la  de  Hacienda,  y  aunque  no  al- 
canzó igual  fortuna,  se  dieron  algunas  de  las  disposiciones  en 
ella  indicadas. 

A  la  par  que  estos  trabajos  de  carácter  general,  en  la  Comi- 
sión se  llevaban  correlativamente  los  de  las  provincias,  ejecu- 
tando visitas  y  dictando  instrucciones  para  las  expediciones  de 
comprobación  de  los  ingenieros,  metodizándolas  con  arreglo  á 
un  mismo  plan.  En  estas  instrucciones  se  señalaban  en  primer 
lugar  el  estudio  de  las  minas  y  fábricas  en  actividad,  y  asimis- 
mo el  de  los  demás  criaderos  sin  explorar  todavía,  en  cada  dis- 
trito: debían  anotarse  igualmente  las  canteras,  las  fuentes  mi- 
nerales, termales  y  naturales,  las  máquinas  de  vapor  aplicadas 
á  la  minería  y  metalurgia,  y  varias  otras  particularidades. 

Se  hicieron  estudios  especiales  ó  monografías,  se  reunieron 
numerosos  planos,  cortes  y  vistas  de  varios  de  los  principales 
criaderos,  así  como  de  algunas  fábricas  de  beneficio;  y  se  prepa-^ 
raron  planos  de  los  más  importantes  cantones,  que  sirvieran 
después  para  los  planos  definitivos.  Por  último,  aquella  Comí-  > 
sión  indicó  ya  la  conveniencia  de  la  creación  del  Cuerpo  de  Ce- 
ladores de  Minas. 

La  población  obrera  en  los  años  del  1886  al  1890  fué: 
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Ramo  de  laboreo.         Ramo  de  beneficio.  Total. 

1887 51.110  14,895  66.005 

1888 52.890  18.730  71.620 

1889 48.851  16.937  64.788 

1890 64.025  19.695  83.720 

El  año  1893,  con  motivo  del  alza  que  tuvieron  los  cambios  y 
toda  vez  que  la  exportación  de  minerales  al  extranjero  tenía 
gran  trascendencia,  el  Gobierno,  buscando  medios  de  contra- 
balancear aquél  perjuicio  que  se  irrogaba  al  comercio,  dio  en 
11  de  Febrero  una  Real  orden  por  el  Ministerio  de  Fomento,  pi- 
diendo datos  par^t  adoptar  medidas  que  condujeran  al  desarrollo 
de  la  producción  minera;  entre  otros  se  pidieron: 

Estado  de  la  producción  minera  en  cada  distrito,  expresando 
si  era  mayor,  igual  ó  menor  que  la  de  los  años  precedentes,  con 
distinción  de  cada  clase  de  minerales. 

Causas  de  aumento,  disminución  ó  estancamiento,  que  ofre- 
ciera la  producción  minera  en  cada  distrito. 

Medidas  que  á  juicio  de  las  Jefaturas  de  los  distritos  mineros 
debían  aplicarse,  distinguiendo  las  que  fueran  de  carácter  ad- 
ministrativo de  las  que  pudieran  tenerlo  legislativo,  para  fo- 
mentar la  producción  minera. 

Estado  de  las  empresas  mineras,  medios  de  que  disponían, 
capitales  con  que  contaban,  etc.;  transportes  de  los  minerales, 
tarifas  de  ferrocarriles  y  reformas  que  se  podían  hacer  para  ^iba- 
ratar  y  facilitar  el  transporte. 

La  Comisión  de  Estadística  puso  en  evidencia  la  gran  ocul- 
tación; pero  proponía  el  establecimiento  en  cada  provincia  de 
Comisiones  locales  de  Estadística  en  que  entrasen  el  Gobierno 
civil,  la  Jefatura  de  Minas  y  la  Delegación  de  Hacienda;  y  esto, 
no  sólo  era  de  muy  difícil  realización,  por  no  haber  Jefaturas  en 
todas  las  provincias,  y  las  Secciones  de  Fomento  se  acababan 
de  suprimir,  si  que  además  el  esfuerzo  colectivo  nunca  puede 
ser  comparable  al  esfuerzo  y  responsabilidad  individual;  por 
esto,  lo  que  importaba  más,  era  dar  elementos  y  más  atribucio- 
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nes  á  los  Ingenieros  jefes  de  Minas,  únicos  que  pueden  llenar 
cumplidamente  la  misión  encomendada  al  servicio  estadístico- 
minero,  siempre  que  se  les  comuniquen  además  instrucciones 
bien  meditadas  y  fácilmente  realizables  en  harmonía  con  los 
elementos  de  que  disponen  dichas  Jefaturas;  ó  mejor  dicho, 
con  los  que  el  Centro  les  facilite  para  este  exclusivo  objeto. 

Así  debió  comprenderlo  el  Ministro  de  Fomento,  y  en  su  con- 
secuencia, por  Real  orden  de  1.°  de  Julio  de  1895,  de  acuerdo 
con  lo  consignado  para  los  Presupuestos  de  aquel  año,  se  su- 
primió la  Comisión  de  Estadística,  encomendando  de  nuevo  á 
la  Junta  Superior  facultativa  de  Minería  la  formación  y  publi- 
cación de  la  Estadística  minera. 

El  Real  decreto  de  1900  suprimiendo  la  Junta  Superior  facul- 
tativa, crea  al  mismo  tiempo  la  Inspección  general  de  Minería, 
que  es  la  encargada  desde  aquella  fecha  del  servicio  de  Esta- 
dística minera,  que  continúa  publicándola  y  cuyos  datos  para 
estos  últimos  años  son  los  siguientes: 

Yaior  de  la  producción  en  pcftcias. 

Ramo  de  laboreo.        Ramo  de  beneficio.  Totel. 

1891 90.119.030  159.888.851  249.502.881 

1892 89.054.577  140.887.224  229.941.801 

1898 94.148.868  150.407.087  244.555.905 

1894 95.818.790  158.847.874  258.666.664 

1895 98.192.055  143.040.947  241.233.002 

1896 108.221.970  142.016.545  250.283.515 

1«97 101.894.361  165.978.084  267.872.445 

1898 152.371.842  166.778.920  819.146.762 

1899 167.154.437  176.184.216  843.838.653 

1900 189.137.559  216.446.780  405.584.339 

1901 179.735.525  200.963.439  380.698.964 

1902 169.905.648  190.900.124  860.805.772 

190d 179.958.042  197.436.690  377.394.732 

1904 170.456.511  228.842.649  899.299.160 

1905 193.370.127   '      ^ÜjU.ÜSIi  "«TIÜIBT  ^ , 

31 
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eros  empleados  fueron: 

Ramo  de  laboreo.        Ramo  de  beneficio.  Totel. 


58.090 

19.286 

77.376 

.....    54.306 

18.0-22 

72.828 

58.411 

18.866 

78.277 

61.715 

18.076 

79.791 

62.883 

16.310 

79.193 

62.968 

15.800 

78.768 

«5.995 

17.752 

83.747 

75.280 

19.412 

94.692 

69.858 

15.958 

94.107 

83.662 

20.836 

104.498 

87.832 

22.167 

109.549 

87.508 

22.299 

112.735 

94.351 

22.488 

117.498 

93.375 

22.009 

118.661 

105.406 

21.263 

126.669 

itos  no  pueden  tener  más  que  una  importancia  rela- 
n  estudiarse  en  conjunto  y  no  cabe  hacer  comparacio- 
ara  transcursos  de  tiempo  de  algunos  años;  y  las  razo- 
irias,  unas  veces  porque  los  precios  de  los  minerales 
a  variación  y  puede  aparecer  en  aumento  las  tonela- 
das, cuando  su  importe  en  pesetas  está  en  baja;  tam- 
icluirse  en  el  ramo  de  beneficio  parte  del  ramo  de 
ice  que  la  suma  de  ambos  conceptos  no  represente  con 
la  producción  total;  y  por  último,  y  aunque  hemos 
evidencia  la  diferencia  entre  los  datos  oficiales  y  los 
dos,  ó  sea  entre  las  declaraciones  hechas  por  los  mi- 
indidores  y  las  obtenidas  por  otros  conductos,  hoy  la 
1  de  Minería  hace  la  Estadística  ateniéndose  en  las 
5trictamente  á  los  datos  parciales  que  pueden  conse- 
ífes  de  los  distritos,  de  los  productores,  después  de  ex- 
rios  esfuerzos  y  de  un  trabajo  ímprobo,  hecho  con 
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mucho  apremio,  luchando  con  la  apatía,  recelos,  j  resistencia 
pasiva  de  mineros  y  fabricantes,  y  teniendo  que  habérselas  con 
una  industria  muy  subdividida. 

Así  pues,  respecto  á  precios  se  nota  algo  que  á  primera  vista 
pudiera  parecer  extraño,  y  sin  embargo  tiene  explicación  fácil: 
se  da  el  caso  de  que  las  valoraciones  de  los  minerales  en  las 
declaraciones,  para  la  aplicación  de  los  impuestos  sobre  el  pro- 
ducto bruto,  van  subiendo,  al  mismo  tiempo  que  los  precios  van 
bajando  en  los  mercados.  Y  es  que  la  inspección  fiscal  para  la 
cobranza  de  los  impuestos  mineros  se  va  mejorando  cada  día 
más,  con  la  creación  del  Negociado  en  el  Ministerio  de  Hacien- 
da, y  sus  resultados  se  van  obteniendo  á  medida  que  la  orga- 
nización de  aquella  dependencia  se  va  perfeccionando. 

Si  nos  fijamos,  pues,  en  la  producción  en  grandes  transcur- 
sos de  tiempo  y  comparamos  el  valor  de  32  millones  de  peseta» 
que  representaban  los  productos  mineros  en  1839,  con  el  de 
142  millones  del  año  1868  y  los  400  millones  que  se  han  creado 
en  estos  últimos  años,  se  ve  que  la  minería  ha  aumentado  sus 
productos  en  una  proporción  verdaderamente  grande. 

Estos  progresos,  tan  evidentes  como  extraordinarios,  que  ha 
realizado  la  industria  minera  española,  son  aún  más  notables 
por  las  desventajosas  circunstancias  en  que  han  tenido  efecto: 
los  cambios  tan  radicales  en  la  Gobernación  del  Estado,  las 
guerras  civiles  y  las  exteriores,  y  los  trastornos  políticos  que 
durante  este  espacio  de  tiempo  se  han  sucedido,  no  son  estí- 
mulos para  el  desarrollo  de  ninguna  industria.  Y  sin  embargo,^ 
gran  número  de  Sociedades  mineras  se  han  constituido,  y  se 
forman  casi  diariamente,  y  el  número  de  Ingenieros  de  minas 
ocupados  en  Empresas  particulares  aumenta  también,  siguiendo 
la  misma  relación,  con  el  número  y  la  importancia  de  nuestras 
explotaciones. 

El  heého  es  que  la  Minería  española  ha  entrado  en  una  mar- 
cha más  normal;  aleccionada  por  la  experiencia,  dirige  mejor 
las  especulaciones,  y,  sin  el  falso  movimiento  y  el  entusiasmo 
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irreflexivo  de  los  primeros  años,  las  minas  se  trabajan  con  mas 
,  y  aunque  lentamente,  la  producción  va  en  aumento  y 
ipresas  van  comprendiendo  mejor  sus  intereses,  buscando 
s  mercados  á  sus  productos  y  abaratamiento  en  los  trans 
;,  antes  que  fundar  en  derechos  mal  llamados  protectores 
arrollo  de  sus  riquezas.  La  industria  carbonera  de  Astu- 
;on  el  mercado  de  Madrid,  es  uno  de  los  muchos  ejemplos 
odriamos  citar. 

a  completar  el  juicio  que  de  nuestra  riqueza  mineral 
formarse,  falta  compararla  con  la  de  otras  naciones;  y 
le  muy  difícil  de  poder  apreciar  en  su  conjunto  la  impor- 
L  industrial  y  la  potencia  de  la  producción  de  los  diversos 
j,  ponemos  á  continuación  algunas  cifras,  que  sin  ser  muy 
is,  ni  pueden  serlo,  entre  otras  muchas  razones  por  la 
Bilencia  de  las  monedas  que  entre  los  paises  existe,  pueden 
na  ligera  idea  del  valor  relativo  de  la  producción  anual 
rias  naciones. 

Prodaccldn  en  millones  de  pesetas. 

Antes  de  1878.  Kn  198S. 

Totales.  Laboreo.              Beneficio.  Total. 

erra 1.000  2.310                 717  3.027 

08-Unido8..            800  2.921             3  439  6.361 

alia 239  ??                     ? 

^a 216  ?                     ?                     ? 

inia 210  1.5%                 882  2.479 

a 180  192                 224                 416(1) 

ia 140  541                 612  1.153 

La 110  350                 143                 498 

i  y  Noruega.               4.2  39                 127                 167 
?  83                 184                 268 

laña  figura  en  esta  lista  entre  las  principales  naciones  mi- 
;  no  puede  competir  con  algunas  que,  como  los  Estados 

8t08  datos  8on  de  1905. 
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Unidos  é  Inglaterra,  poseen  riquezas  subterráneas  excepciona- 
les, ni  como  Alemania,  donde  existe  un  desarrollo  industrial  y 
un  conocimiento  perfecto  del  modo  de  utilizar  sus  recuréos 
naturales.  Y  si  en  punto  á  variedad  y  abundancia  de  criaderos 
puede  sostener  la  concurrencia  con  la  mayor  parte  de  los  países, 
figurando  en  algunos,  como  en  el  azogue  y  en  el  plomo,  á  la 
cabeza  de  las  demás  naciones,  faltan  aún  muchas  circunstan- 
cias que  impiden  desarrollar  nuestras  explotaciones  al  grado 
de  que  son  susceptibles;  tales  son,  la  escasez  de  capitales,  de 
vías  económicas  de  transporte,  de  espíritu  industrial  y  de  otros 
muchos  recursos,  como  son  las  industrias  auxiliares  de  la  mi- 
nería y  las  que  consumen  sus  productos;  lo  cual  coloca  á  nues- 
tra industria  en  una  situación  desventajosa  respectó  á  la  de 
muchas  naciones,  no  tan  ricas  quizás  en  criaderos  minerales, 
pero  sí  mucho  más  adelantadas. 
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CAPITULO  XIV 
Enseñanza  de  la  minería. 


a  Administración,  ejerciendo  funciones  de  carácter  tutelar 
mtro  de  los  límites  propios  de  las  mismas,  auxilia  el  progreso 
la  minería  por  varios  medios,  unos  indirectos  y  otros  que 
iiéramos  llamar  directos;  y  entre  estos  últimos  ocupa  lugar 
Reren  te  el  de  difundir  los  conocimientos  mineros,  estimu- 
lo el  perfeccionamiento  de  sus  trabajos, 
.demás  de  los  servicios  que  hemos  visto  están  encomenda- 
al  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas  por  leyes  y  reglamentos, 
empeñan»  entre  otros,  el  de  la  JEnseñanza  de  la  mineria,  que 
la  en  establecimientos  públicos  que  habilitan  para  el  ejerci- 
teórico  y  práctico  de  las  minas. 

la  ciudad  de  Freiberg,  en  Sajonia,  funda  la  primera,  una 
idemia  de  Minas  en  1767,  y  á  los  pocos  años,  en  14  de  Julio 
1777,  Carlos  III  nombra  un  Director  de  las  minas  de  Alma- 
i,  encargándole  la  enseñanza  de  la  Geometría  subterránea  y 
aerología;  al  año  siguiente  se  crea  la  Escuela  de  París. 
!n  1792  se  establece  en  Asturias  una  «Escuela  de  Matemáti- 
,  Física,  Química  y  Mineralogía,  á  fin  de  que  se  difundan  en 
lel  Principado  los  conocimientos  científicos  que  son  absolu- 
lente  necesarios  para  el  laboreo  y  beneficio  de  las  minas* 
idiendo  el  decreto  «pues  aunque  ahora,  por  ser  las  minas  nue- 
\  y  superficiales  se  saca  de  ellas  carbón  en  abundancia,  no 


Digitized  by 


Google 


-487  - 

sucederá  lo  mismo  cuando  se  profundicen  y  sea  imposible  be- 
neficiarlas sin  los  auxilios  del  arte». 

Al  empezar  el  curso  de  1804,  la  Academia  de  Minas  de  Alma- 
dén, que  era  como  se  denominaba  el  establecimiento  donde  se 
daba  la  enseñanza,  crea  la  cátedra  de  Matemáticas,  dibujo  y 
lavado  de  planos,  que  con  las  de  Geometría  subterránea  y  Mi- 
neralogía constituyen  el  cuadro  de  clases  de  aquel  curso. 

Los  sucesos  políticos  de  1820  y  1823  mantuvieron  cerrada  la 
Academia  de  Minas  hasta  el  año  1825. 

El  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  1825,  redactado  por  D.  Fausto 
de  Elhuyar,  base  y  punto  de  partida  del  gran  desarrollo  que  ha 
alcanzado  nuestra  moderna  minería,  trata  de  la  necesidad  de 
perfeccionar  la  Academia  de  Minas  de  Almadén,  proponiendo 
dos  profesores:  uno  para  la  enseñanza  de  la  Geometría  subte- 
rránea y  el  Laboreo  de  Minas^  y  el  otro  para  la  Docimasia  y 
Mineralurgia,  colocando  las  cátedras  bajo  la  dependencia  de 
la  Dirección  general  de  Minas. 

En  el  curso  de  1827  á  1828  se  vuelve  á  dar  el  curso  de  Mate- 
máticas, y  en  el  siguiente  se  cfea  el  segundo  curso  de  Matemá- 
ticas, comprendiendo  la  Trigonomelria^  Geometría  práctica, 
Aplicaciones  del  Algebra  á  la  Geometría  y  secciones  cónicas^ 
dando  á  conocer  en  el  curso  de  1831  á  1832,  en  esta  clase,  el  Mé- 
todo de  los  limites,  el  cálculo  diferencial  é  integral  y  Nociones 
de  Mecánica. 

En  1835  se  establece  ya  en  Madrid  la  Escuela  de  Ingenieros 
de  Minas;  pero  no  se  suspendió  por  eso  la  enseñanza  en  la  an- 
tigua Academia,  que  tomó  desde  esta  época  el  carácter  de  Es- 
cuela práctica  que  había  de  dársele  definitivamente,  como  ve- 
remos más  adelante. 
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ESCUELA  DE  INGENIEROS  DE  MINAS 

Se  establece  en  Madrid  por  Real  decreto  de  23  de  Abril  de 
1835.  Su  objeto  es  enseñar  la  Mineralogía  y  Geognoaia,  la  Me- 
cánica aplicada^  la  Docimasia^  la  Metalurgia  y  el  Laboreo  de 
Minas, 

Anunciada  la  primera  convocatoria  para  el  ingreso  en  la  Es- 
cuela, tenían  que  presentarse  las  solicitudes  antes  de  1.^  de 
Octubre,  debiendo  los  aspirantes  justificar,  por  certificaciones 
obtenidas  en  establecimientos  públicos  ó  enseñanzas  privadas 
autorizadas  al  efecto,  haber  cursado  con  aprovechamiento.  Arit- 
mética, Geometría,  Álgebra  hasta  la  resolución  de  ecuaciones 
de  2.^  grado  inclusive.  Aplicaciones  del  Álgebra  á  la  Geometría, 
Trigonometría  rectilínea  y  esférica,  Geometria  práctica  y  sec- 
ciones cónicas.  Elementos  de  Física  experimental  y  Química 
general,  algunos  principios  de  Dibujo  lineal  y  topográfico,  y  tra- 
ducir el  idioma  francés,  de  cuyas  materias  debían  ser  examina- 
dos por  los  profesores  de  la  Escuela. 

El  día  7  de  Enero  de  1836  se  verificó  la  inaguración  de  la  Es- 
cuela especial  de  Ingenieros  de  Minas  y  la  apertura  del  curso, 
presidiendo  el  acto  el  Secretario  de  Estado  y  del  Despacho  de 
la  Gobernación  del  Reino  y  pronunciando  el  profesor  de  Doci- 
masia  y  Metalurgia,  D.  Lorenzo  Gómez  Pardo,  un  notable  dis- 
curso de  apertura. 

La  Geometría  subterránea  seguía  estudiándose  en  la  antigua 
Academia,  teórica  y  prácticamente,  y  en  las  entradas  que  los 
alumnos  hacían  en  las  minas  se  ejercitaban  en  abrir  un  ba- 
rreno, armar  una  entibación  y  otras  faenas  materiales,  y  en  la 
observación  de  todos  los  trabajos  y  maniobras  del  interior  y 
exterior. 

En  1839  la  enseñanza  se  daba  en  cinco  años,  distribuida  del 
modo  siguiente: 

Primer  alio.— Mineralogía,  Laboreo  de  minas.  Preparación 
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mecánica  de  los  minerales  y  Metalurgia  general,  Práctica  ^i  el 
manejo  de  la  brújula  y  Apertura  de  barrenos. 

Segundo  aflo.— Geognosia,  Mecánica  aplicada  á  las  minas, 
Metalurgia*  especial  y  Primer  curso  de  delincación  para  formar 
la  cartera  del  ingeniero. 

Tercer  o^o.— Construcción  (en  la  Escuela  de  Caminos,  Ca- 
nales y  Puertos),  Segundo  curso  de  delincación  para  la  cartera 
del  ingeniero.  Operaciones  geodésicas,  Curso  práctico  de  Do- 
cimasia  y  Análisis  de  minerales  y  Excursiones  geognósticas. 

Cuarto  y  quinto  a^o.— Prácticas  en  los  establecimientos  mi- 
neros del  Estado. 

En  14  de  Enero  de  1844  se  mandó  restablecer  en  la  Escuela 
de  Minas  la  cátedra  de  Química  general  y  Docimástica^  y  en 
9  de  Noviembre  de  1846  se  manda  que  se  explique  indefecti- 
blemente en  aquel  curso  la  Paleontología.  Se  dispuso  también 
que  se  diera  la  clase  de  Legislación  de  Minas^  pero  esta  clase 
no  llegó  á  abrirse  por  entonces. 

La  Escuela  de  Minas,  que  en  su  origen  dependió  del  Ministe- 
rio de  Hacienda  y  después  del  de  Fomento  general  del  Reino,  al 
trasladarla  á  Madrid  pasó  al  Ministerio  de  lo  Interior,  que  más 
tarde  se  llamó  de  la  Gobernación;  pero  dependiendo  siempre 
directamente  de  la  Dirección  general  de  Minas,  no  sufrió  nin- 
guna alteración  por  la  nueva  organización  dada  á  dicho  Minis- 
terio en  1847,  incorporándose  las  Direcciones  generales  de  todos 
los  ramos  y  pasando  la  de  Minas  con  todas  sus  atribuciones  á 
formar  parte  de  aquél,  hasta  que  en  7  de  Abril  del  mismo  año 
volvió  á  quedar  la  Dirección  general  de  Minas  segregada  de 
dicho  Ministerio,  como  antes  estaba;  y  creado  el  nuevo  Minis- 
terio de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas  por  Real  de- 
creto de  9  de  Diciembre,  pasó  á  este  Departamento. 

En  1848,  y  como  consecuencia  de  las  cátedras  que  en  años 
anteriores  se  habían  creado  al  anunciarse  la  convocatoria,  se 
advertía  que  la  enseñanza  dentro  de  la  Escuela  duraba  cuatro 
años,  distribuidos  de  manera  que  en  los  dos  primeros  los  estu- 
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3  Be  dirigían  al  conocimiento  de  los  minerales,  de  los  teire- 
i,  del  laboreo  de  minas  y  de  la  mecánica  aplicada  á  ellas, 
iendo  por  objeto  principal  en  los  dos  últimos  la  metalurgia 
L  la  química  analítica  y  la  docimasia  práctica.  * 
¡1  pensamiento  de  la  creación  de  una  Escuela  politécnica, 
úado  en  el  reglamento  de  Instrucción  pública  de  1821,  llegó 

fin  á  realizarse  por  el  Real  decreto  de  6  de  Noviembre 
1848  estableciendo  una  Escuela  preparatoria  para  las  espe- 
tes de  caminos,  minas  y  arquitectura, 
^ara  la  admisión  en  la  Escuela  preparatoria  se  exigía:  probar 

medio  de  certificación  baber  estudiado,  en  establecimiento 
►idamente  autorizado.  Gramática  castellaria.  Geografía,  Histo- 
Natural  y  Religión  y  moral,  y  sufrir  examen,  en  la  Escuela, 
A.ritmética,  Álgebra,  Geometría  y  Trigonometría,  con  aplica- 
Qes  de  unas  á  otras,  Dibujo  lineal  y  traducción  de  francés, 
ín  la  Escuela  preparatoria  se  estudiaban  en  dos  años  las 
terias  siguientes:  primer  año.  Cálculo  diferencial  é  integral, 
ametría  analítica,  Geometría  descriptiva,  Construcciones  grá- 
is.  Física  y  Química,  Dibujo  de  paisaje  y  de  lavado;  segundo 
),  Mecánica  racional,  Aplicaciones  de  la  Geometría  descrip- 
a.  Topografía  y  Geodesia,  Dibujo  topográfico  y  lavado  de  los 
lenes  de  arquitectura. 

21  Gobierno  determinaba  el  número  de  alumnos  que  debían 
nitirse  en  la  Escuela  de  Minas,  á  cuyo  efecto  la  Dirección  del 
Qo  lo  comunicaba,  con  la  debida  anticipación,  á  la  de  Ins- 
cción pública,  que  era  de  la  que  dependía  la  Escuela  prepa- 
oria. 

jOS  exámenes  para  el  ingreso  en  la  Escuela  de  Minas  tenían 
^ar  cada  dos  años;  para  inscribirse  en  este  examen  de  oposi- 
n  se  exigía  á  los  alumnos  de  la  Escuela  preparatoria,  que 
biesen  obtenido  por  lo  menoó  la  calificación  de  bueno  por  plu- 
idad  en  las  materias  enseñadas  en  ella,  y  además  sufrir  el 
imen  de  Mecánica  racional  y  de  Geometría  descriptiva  con 
í  aplicaciones. 
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Para  el  ingreso  en  el  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas  era 
obligatorio  haber  cursado  y  aprobado  en  la  Escuela  especial  de 
Minas  la  enseñanza  que  en  ella  se  daba  y  que  duraba  cuatro 
años:  primer  año,  Mecánica  aplicada.  Preparación  mecánica  de 
las  minas,  Mineralogía,  Geología,  Dibujo  y  prácticas;  segundo 
año.  Construcción  y  Estereotomía,  Paleontología,  Laboreo  de 
minas.  Geometría  subterránea.  Dibujo  y  prácticas;  tercer  año, 
Docimasia,  Metalurgia  general.  Derecho  administrativo  (1.*  par- 
te), Dibigo  y  prácticas;  cuarto  año.  Química  analítica.  Metalur- 
gia especial,  Derecho  administrativo  (2.*  parte).  Dibujo  y  prác- 
ticas. 

Los  alumnos  aprobados  en  el  examen  general  de  ñn  de  ca- 
rrera eran  propuestos  para  aspirantes  del  Cuerpo,  y,  destinados 
por  un  año  á  los  establecimientos  mineros,  debían  á  su  regreso 
presentar  una  memoria  relativa  á  los  trabajos  que  se  les  hubie- 
ren encomendado. 

Los  que  no  obtenían  la  calificación  de  bueno  en  la  Escuela 
preparatoria,  ó  los  que  obteniéndola  no  se  inscribían  en  el 
examen  de  oposición,  podían  seguir  la  carrera  de  Minas  como 
cdumnos  externos,  y  cursando  los  dos  primeros  años,  obteniendo 
por  lo  menos  la  nota  de  mediano  por  unanimidad,  se  les  expe- 
día el  título  de  Director  de  laboreo;  si  en  iguales  términos  estu- 
diaban los  dos  últimos  años,  el  de  Director  de  fundiciones;  y  si 
con  las  mismas  condiciones  cursaban  los  cuatro  años,  se  les 
daba  el  título  de  Ingenieros  de  Minas. 

Desde  1.*^  de  Junio  de  1851  se  concedió  á  los  alumnos  de  ter- 
cero y  cuarto  año  la  pensión  anual  de  5.000  reales;  y  en  1.°  de 
Noviembre  de  1854  se  dispuso  que  la  convocatoria  fuera  anual  y 
que  fueran  admitidos  en  el  curso  que  iba  á  empezar  todos  los 
aspirantes  que  se  examinaran  y  por  pluralidad  de  votos  fueran 
aprobados  de  las  asignaturas  que  comprendía  la  enseñanza  de  la 
Escuela  preparatoria,  aunque  no  hubieran  cursado  en  ésta  las 
asignaturas;  por  último,  que  para  las  plazas  de  Auxiliares  fa- 
cultativos fueran  preferidos  los  alumnos  aprobados  en  la  Es 
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cuela.  Todo  esto  era,  porque  las  dificultades  que  resultaban  del 
sistema  establecido  para  la  enseñanza  hacía  que  hicieran  falta 
ingenieros  en  la  industria  minera. 

La  Escuela  prepatoria  no  satisfacía  los  deseos  de  ninguna  de 
las  Escuelas  especiales  para  que  estaba  destinada,  ni  prodigo 
los  resultados  que  eran  de  esperar,  por  lo  que  al  fin  fué  supri- 
mida por  Real  decreto  de  31  de  Agosto  de  1855.  La  consecuencia 
inmediata  de  esta  reforma  fué  el  crear  en  la  Escuela  de  Minas 
un  año  preparatorio,  en  el  que  se  estudiaban  parte  de  las  asig- 
naturas de  la  Escuela  preparatoria,  quedando  así  la  enseñanza 
dentro  de  la  Escuela  de  Minas  repartida  en  cinco  años. 

Seguía  la  división  entre  alumnos  internos  y  externos;  para 
los  primeros  se  les  exigía  en  los  exámenes  de  ingreso  obtener, 
por  pluralidad,  la  nota  de  bueno;  y  los  que  obtenían  al  menos 
la  nota  de  mediano  por  unanimidad,  tenían  derecho  á  ser  ad- 
mitidos como  extemos. 

La  ley  de  5  de  Junio  de  1859  dispuso  que  las  Escuelas  espe- 
ciales de  ingenieros  estuviesen  bajo  la  dependencia  de  las  Direc- 
ciones generales  de  los  respectivos  servicios,  y  que  en  ellas  sólo 
se  hicieran  los  estudios  de  aplicación  de  las  enseñanzas  supe- 
riores. Habiendo  vuelto  la  Escuela  de  Minas,  en  consecuencia 
de  esta  ley,  á  la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y 
Comercio,  de  donde  antes  dependía ,  pronto  se  hizo  notar  el 
cambio  favorable  con  la  publicación  del  Real  decreto  de  21  de 
Septiembre  aprobando  su  reglamento,  que  fué  el  más  completo 
que  hasta  entonces  se  había  dado.  Continuó  la  enseñanza  dis- 
tribuida en  cinco  años  dentro  de  la  Escuela;  la  extensión  de 
cada  asignatura  se  explicaba  en  breves  programas,  fijándose  el 
número  de  lecciones  por  semana  de  cada  una;  podía  el  Ministro 
de  Fomento,  á  propuesta  del  Director,  acordar  que  pasasen  al 
extranjero  uno  ó  más  profesores  durante  los  meses  de  Julio  á 
Agosto,  señalándoles  las  materias  que  debían  ser  objeto  de  su 
estudio.  Y  otras  disposiciones  conservadas  todavía  en  los  regla- 
mentos modernos. 
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La  admisión  de  alumnos  tenía  lugar  todos  los  años,  y  el  re- 
glamento señalaba  sus  obligaciones,  las  horas  de  asistencia  á 
las  clases  y  la  disciplina  á  que  estaban  sujetos. 

En  el  año  1866,  el  Real  decreto  de  7  de  Agosto,  dictado  con 
objeto  de  hacer  economías  en  el  presupuesto  de  gastos  del  Mi-  • 
nisterio  de  Fomento,  suprime  las  pensiones  que  tenían  los  alum- 
nos de  tercero  y  cuarto  año  de  la  Escuela  y  el  derecho  que  tam- 
bién tenían  á  ser  incluidos  en  el  Cuerpo  de  Ingenieros  del 
Estado. 

Los  acontecimientos  políticos  de  Septiembre  de  1868  influye- 
ron también  en  la  enseñanza  de  la  Escuela  de  Minas: 

El  Ministro  de  Fomento  del  Gobierno  provisional  dio  un  de- 
creto en  23  de  Octubre  de  aquel  mismo  año,  en  que,  aceptando 
en  su  esencia  la  reforma  establecida  en  la  enseñanza  preparato- 
ria para  las  carreras  de  ingenieros,  le  dio  otra  forma;  y  en  vez 
de  entregarla  á  la  Facultad  de  Ciencias  como  se  venía  haciendo 
ó  á  una  Escuela  politécnica,  cedió  á  la  enseñanza  libre  todas  las 
Matemáticas  elementales  y  superiores  y  una  buena  parte  de  las 
ciencias  físico-químicas. 

Para  ingresar  en  la  Escuela  de  Minas  se  necesitaba,  según 
este  decreto,  sufrir  examen  de  Geometría  descriptiva  y  sus  apli- 
caciones á  las  sombras  y  á  la  perspectiva,  de  Mecánica  racional, 
Física,  Nociones  de  química.  Historia  Natural,  Dibujo  lineal,  to- 
pográfico y  de  paisaje,  francés,  y  alemán  ó  inglés;  era  preciso 
acreditar,  por  certificación  ó  diploma,  haber  probado  académi- 
camente la  Gramática  castellana,  la  Geografía  y  la  Historia  ge- 
neral y  particular  de  España. 

Los  exámenes  eran  públicos  y  se  verificaban  ante  tribunales 
compuestos  de  dos  profesores  de  la  Escuela  nombrados  por  el 
Director,  y  de  un  Ingeniero  de  minas,  no  afecto  al  servicio  del 
Establecimiento,  nombrado  para  este  fin  por  la  Superioridad. 
En  cada  examen,  el  tribunal  respectivo,  por  mayoría  de  votos, 
en  votación  secreta  calificaba  á  los  candidatos  con  la  nota  de 
aprobados  ó  desaprobados,  extendiéndose  acta  del  resultado. 
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Los  exámenes  tenían  lugar  todos  los  años^  y  previas  las  convo- 
catorias,  en  los  meses  de  Junio  y  Septiembre. 

Una  orden  ministerial  del  30  del  mismo  mes^  complementaría 
del  anterior  decreto,  distribuye  en  cuatro  años  la  enseñanza 
teórica  en  la  Escuela. 

Los  alumnos  eran  de  dos  clases,  internos  y  extemos;  los  pri- 
meros estaban  sujetDS  al  régimen  que  determinaba  el  regla- 
mento y  al  orden  lógico  de  asignaturas  que  se  establecía;  los 
segundos  estaban  sometidos  en  un  todo  á  las  prescripciones 
generales  de  instrucción  pública,  en  cuanto  se  refería  á  la  libre 
asistencia  y  á  los  exámenes.  Sólo  los  alumnos  internos  podían 
optar,  previa  oposición,  á  las  plazas  vacantes  del  Cuerpo  de 
Minas. 

Por  fin,  se  disponía  que  pasaría  la  Escuela  á  la  Dirección  de 
instrucción  pública. 

Para  llevar  á  cabo  este  plan  de  enseñanza,  el  Regente  del 
rdno  aprobó  en  24  de  Octubre  de  1870  el  reglamento  de  la 
Escuela;  el  personal  se  fijó  en  un  Director,  nombrado  por  el 
Gobierno,  de  entre  los  Inspectores  generales  del  Cuerpo  de 
Minas,  10  Profesores,  ingenieros,  4  Ayudantes,  también  inge- 
nieros, y  un  Auxiliar  facultativo  á  las  órdenes  del  Director. 

La  enseñanza  que  se  daba  dentro  de  la  Escuela  continuaba 
dividida  en  cuatro  años,  distribuida  en  la  forma  siguiente: 

PRIMER  AÑO 

Lecciones  semanales. 


Química  aplicada  á  la  industria  minera 4 

Estereotomía 4                         ¡ 

Topografía  y  Geodesia 4                         ; 

Dibujo  de  lavado clase  diaria.                j 

SEGUNDO  AÑO  I 

Mineralogía 4                        j 

Química  analítica . )  m    . 

Docimasia ] 

Mecánica  aplicada  á  la  explotación  de  minas.  4 

Dibujo  lineal,  copias  de  máquinas clase  diaria. 
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TERCER  AÑO 

Lecciones  semanalei. 

Paleontología 3 

Geología 3 

Metalurgia  general  y  Preparación  mecánica  de 

las  menas 3 

Construcción  en  general 3 

Dibujo:  copias  de  modelos clase  diaria. 

CUARTO  AÑO 

Metalurgia  especial 6 

Laboreo  de  minas ,  4 

Derecho  administrativo  y  economía  minera. .  2 

Dibujo  de  planos  de  minas  y  mapas  geológicos  clase  diaria. 

Como  hemos  visto,  para  el  ingreso  en  la  Escuela  había  que 
examinarse  de  Geometría  descriptiva  y  Mecánica  racional,  supo- 
niendo que  se  conocían  ya  la  Geometría  analítica  y  los  Cálculos, 
y  no  hay  que  decir  la  manera  como  aprendían  los  candidatos 
estas  asignaturas,  de  las  que  no  tenían  que  probar  suficiencia; 
si  á  ésto  se  añade  que  era  fácil,  mediante  la  certificación  de 
aprobación  en  otra  de  las  escuelas  de  Ingenieros  civiles  dispen- 
sarse el  examen,  lo  que  hacía  que  se  examinaran  en  aquella 
escuela  cuyo  programa  resultaba  más  fácil,  se  comprenderá  la 
razón  del  Real  decreto  de  25  de  Mayo  de  1877,  que  vino  á 
corregir  este  defecto.  Por  esta  disposición  se  exigía  á  los  aspi- 
rantes á  ingreso  en  la  Escuela  de  Minas  que  probaran  princi- 
palmente por  medio  de  ejercicios  las  asignaturas  de  Aritmética, 
Algebra,  Geometría,  Trigonometría,  Geometría  analítica  y  Cál- 
culo infinitesimal. 

Las  necesidades  de  los  ingenieros  en  la  industria  particular, 
y  aun  en  el  servicio  del  Estado,  exigían  que  los  alumnos  termi- 
naran cuanto  antes  la  carrera:  al  mismo  tiempo  las  economías 
que  en  el  presupuesto  del  Ministerio  de  Fomento  se  venían 
pidiendo  hacía  que  en  los  reglamentos  se  prescindiera  de  las 
prácticas  que  en  los  establecimientos  del  Estado  se  venían  exi- 
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giendo  á  los  alumnos,  y  que  solamente  algún  año  aislado,  y 
cuando  aquel  presupuesto  lo  permitía,  se  facilitara  alguna  can- 
tidad, y  á  ella  había  que  supeditar  el  itinerario  del  viaje  de 
prácticas,  que  lo  hacían  siempre  los  alumnos  de  cuarto  año 
acompañados  de  los  Profesores  respectivos.  En  el  viaje  de 
prácticas  que  tuvo  lugar  el  año  1880,  y  acompañando  á  sus 
alumnos,  murió  D.  Luis  Barinaga,  Profesor  de  Metalurgia  espe- 
cial y  Dibujo,  á  consecuencia  de  la  caída  en  un  pozo  de  una 
mina  de  Linares. 

Pero  estos  viajes  no  obedecían  á  un  plan  bien  estudiado,  se 
hacían  muy  pocos  aíios  y  siempre  dentro  de  los  límites  de  la 
corta  cantidad  que  el  Ministerio  concedía;  así  que  puede  de- 
cirse que  la  mayor  parte  de  los  alumnos  salían  de  la  Escuela 
sin  práctica  alguna,  y  los  pocos  que  hacían  aquellas  expedicio- 
nes las  hacían  de  un  modo  incompleto. 

Por  esto  la  Real  orden  de  11  de  Noviembre  de  1882  decía: 

«Cubiertas  las  plazas  de  la  plantilla  oficial  del  Cuerpo  de  In- 
genieros de  Minas,  es  llegado  el  momento  de  modificar  la  ense- 
ñanza de  la  Escuela  de  Minas,  dándola  un  carácter  más  prác- 
tico del  que  ha  tenido  hasta  el  día,  para  preparar  ingenieros 
destinados  al  servicio  de  los  particulares  y  de  las  Empresas  cpie 
se  dedican  á  la  explotación  de  minas  y  al  beneficio  de  los  mi- 
nerales, y  que  por  lo  general  acuden  al  extranjero  en  busca  de 
directores  para  sus  establecimientos»;  y  para  proponer  las  re- 
formas que  en  los  reglamentos  y  programas  debían  hacerse,  se 
dispuso  por  aquella  Real  orden  que  el  Presidente  de  la  Junta 
Superior  de  Minería  desempeñase  el  cargo  de  Director  de  las 
Escuelas  de  Minas  del  Reino. 

Los  profesores  de  la  Escuela,  que  desde  Almadén,  constituidos 
en  Junta  de  la  Escvela,  venían  encargados  de  la  enseñanza  ge- 
neral de  la  minería,  organismo  que  al  trasladar  la  Escuela  á 
Madrid  se  conservó  y  hasta  se  aumentaron  sus  atribuciones, 
tomando  el  nombre  de  Junta  de  Profesores  por  el  reglamento 
de  1849,  perdió  gran  parte  de  éstas  en  el  reglamento  orgánico 
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del  Cuerpo  de  Minas  de  1886,  por  el  que  se  creó  una  Junta  Su- 
perior, compuestadel  Director  general  del  ramo  de  que  dependa, 
Presidente;  de  un  Inspector  general,  Vicepresidente;  dos  inge- 
nieros jefes,  Vocales;  y  un  profesor,  que  ejercería  el  cargo  de 
Secretario  con  voto. 

Por  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  1886  se  crea  de  nuevo 
una  Escuela  general  preparatoria  de  Ingenieros  y  Arquitectos, 
con  una  organización  y  finalidad  muy  parecida  á  la  creada  en 
1848  con  el  nombre  de  Escuela  preparatoria,  y  que,  por  no  dar 
los  resultados  que  se  proponían  al  fundarla,  se  suprimió 
en  1855. 

La  enseñanza  se  daba  en  la  Escuela  general  preparatoria  en 
tres  años,  comprendiendo  parte  de  las  asignaturas  que  se  exi- 
gían para  el  ingreso,  las  que  constituían  el  curso  preparatorio 
y  algunas  de  las  que  se  estudiaban  dentro  de  la  Escuela  de 
Minas.  Como  consecuencia,  se  suprimía  en  las  Escuelas  espe- 
ciales la  enseñanza  de  las  asignaturas  que  habían  pasado  á  la 
Escuela  general  preparatoria,  y  se  distribuía  en  tres  años  la 
enseñanza  de  las  asignaturas  restantes. 

Los  alumnos  de  la  Escuela  general  preparatoria  eran  de  dos 
clases:  oficiales  y  libres.  Los  primeros  tenían  que  hacer  sus  es- 
tudios en  el  establecimiento  y  bajo  la  dirección  científica  de 
sus  profesores.  Los  segundos  podían  hacer  sus  estudios  priva- 
damente, pero  tenían  que  ser  examinados  por  los  profesores  de 
la  Escuela,  con  la  intervención  de  su  Profesor  privado  si  fuese 
de  antemano  conocido.  Ni  los  unos  ni  los  otros  podían  entrar 
en  las  Escuelas  especiales  sino  después  de  haber  sido  aproba- 
dos en  los  exámenes  de  todas  las  asignaturas  de  la  Escuela 
general  preparatoria. 

Se  nombró  una  Comisión  para  proponer  los  medios  necesa- 
rios para  la  instalación  y  régimen  científico  y  administrativo 
que  debía  tener  la  Escuela,  y  en  11  de  Septiembre  del  mismo 
año  se  aprueba  lo  que  en  la  Memoria  que  presentó  aquella  Co- 
misión se  proponía,  y  que  precisaba  las  asignaturas  que  debían 
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jeto  de  la  enseñanza  en  la  Escuela,  distribución  que  debia 
le  en  los  tres  años,  duración  de  las  clases,  calificaciones 
ieben  darse  en  éstas,  programas  de  las  asignaturas  que 
n  constituir  el  ingreso,  etc. 

Qo  consecuencia  de  las  anteriores  disposiciones,  en  13 
3tubre  del  mismo  año  se  da  una  Real  orden,  por  la  que 
in  suprimidas  en  la  Escuela  de  Minas  las  cátedras  co- 
^ndientes  á  las  asignaturas  de  Estereotomía,  Topografía, 
?sía.  Química  general  y  Estudios  prácticos;  y  que  en  vez 
erecho  Administrativo  y  Economía  minera,  que  formaban 
del  cuarto  año,  se  establezca  un  curso  de  Tjegislación  y 
3mía  minera,  que  con  los  de  Laboreo,  Metalurgia  espe- 
Dibujo  y  prácticas  respectivas,  constituyan  el  tercer  año 
carrera. 

dispone  también,  por  otra  Real  orden  de  5  de  Octubre  del 
o  año,  que  las  asignaturas  de  Preparación  mecánica  de  las 
s,  Metalurgia  general  y  Siderurgia,  constituyan  un  curso 
ial,  y  que  al  curso  de  Construcción  se  le  añadan  los  trans- 
5,  tanto  en  lo  referentes  al  servicio  interior  como  al  del  ex- 
'  de  las  minas,  que  se  denominará  ^(Construcción  y  Trans- 

1887  se  dispone  que  se  sustituya  el  Juez  externo  de  cada 
mal  de  examen  de  la  Escuela  por  un  tercer  Ingeniero  Pro- 
de  la  misma. 

7  de  Noviembre  de  1890  se  aprueba  el  reglamento  para  la 
ela  Especial  de  Ingenieros  de  Minas,  de  conformidad  con . 
isposiciones  dadas  en  los  últimos  años.  La  enseñanza  se 
buirá  en  tres  años,  en  la  forma  siguiente: 
imer  a^o.— Mineralogía,  Mecánica  aplicada,  Química  ana- 
y  Docimasia. 

^undo  año .  —  Geología  y  Paleontología ,  Construcción  y 
portes.  Metalurgia  general  y  Siderurgia. 
'cer  año, — Laboreo  de  minas  y  Legislación  minera^  Metar^ 
a  especial.  Electrotecnia  aplicada. 
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Además  había  los  ejercicios  ó  trabajos  gráficos  y  prácticas  de 
cada  una  de  las  asignaturas. 

La  Junta  de  Profesores  vuelve  á  recuperar  sus  antiguas  atri- 
buciones; la  constituyen  los  Profesores  de  la  Escuela,  convoca- 
dos y  presididos  por  el  Director;  será  su  Secretario  el  de  la  Es- 
cuela ó  el  Ingeniero  que  le  sustituya  accidentalmente. 

Eil  nombramiento  del  Director  de  la  Escuela  se  hará  por  el 
Gobierno,  debiendo  recaer  en  uno  de  los  Inspectores  del  Cuerpo 
de  Minas;  Los  profesores  serán  individuos  del  Cuerpo  de  Inge  • 
nieros  de  Minas,  nombrados  de  Real  orden  previa  propuesta  del 
Director  de  la  Escuela;  necesitarán,  además,  contar  cinco  años 
por  lo  menos  de  servicio  en  el  Cuerpo  para  desempeñar  plaza 
de  Profesor,  y  tres  para  la  de  Ingenieros  agregados. 

En  12  de  Julio  de  1892  se  suprime  la  Escuela  general  prepa- 
ratoria de  Ingenieros  y  Arquitectos,  por  las  mismas  razones  que 
se  suprimió  en  1855  la  Escuela  preparatoria,  por  no  responder 
al  objeto  de  su  creación,  porque  al  querer  elevar  su  categoría, 
se  incluían  en  su  enseñanza  asignaturas  que  corresponde  es- 
tudiarlas en  las  escuelas  de  aplicación,  al  menos  con  la  exten- 
sión que  en  la  Escuela  general  preparatoria  se  les  había  dado. 
No  obstante  ser  estas  las  razones,  en  el  Real  decreto  disponien^ 
do  la  supresión  se  dijo  que  el  objeto  era  relizar  economías  en  el 
presupuesto  de  aquel  año. 

En  9  de  Agosto  de  1892  se  publica  la  convocatoria  para  los 
exámenes  de  ingreso  en  la  Escuela  especial  de  Ingenieros  de 
Minas,  restableciendo  la  enseñanza  tal  como  estaba  el  año  1886, 
ó  sea  el  anterior  á  la  creación  de  la  Escuela  general  preparato^ 
ria.  No  obstante,  el  ingreso  de  aquel  año  fué  de  los  alumnos  que 
habían  terminado  la  enseñanza  en  la  suprimida  Escuela  prepa- 
ratora.  La  enseñanza  dentro  de  la  Escuela  se  estableció  también 
como  estaba  el  año  1886,  en  un  curso  preparatorio  voluntario 
y  cuatro  años  obligatorios. 

Una  Real  orden  de  26  de  Junio  de  1893  declara  incorporables 
las  asignaturas  aprobadas  en  la  Escuela  general  preparatoria 
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á  la  Facultad  de  Ciencias,  sección  de  las  fisico-matemáticas,  y  á 
las  escuelas  especiales. 

En  6  de  Marzo  de  1897  se  da  una  Real  orden,  concediendo 
una  matrícula  de  honor  por  cada  20  alumnos  internos  ó  fracción 
de  este  número  á  los  de  la  Escuela  de  Minas. 

Al  dividirse  el  Ministerio  de  Fomento  en  el  año  1900,  la  Es- 
cuela de  Minas,  que  venía  dependiendo  de  la  Dirección  de  Agri- 
cultura, pasa  á  depender  del  nuevo  Ministerio  de  Instrucción 
pública  y  Bellas  Artes. 

El  reglamento  por  que  venía  rigiéndose  la  Escuela  de  Minas 
era  de  1890,  cuando  parte  de  la  enseñanza  se  daba  en  la  Es- 
cuela general  preparatoria,  y  este  llegó  en  1901  á  ser  reconocido 
como  insuficiente  para  los  fines  que  el  Estado  debe  cumplir  en 
este  centro  de  enseñanza.  La  distribución  de  los  estudios  resul- 
taba defectuosa;  se  acusaba  día  por  día  la  falta  de  ciertas  asigna- 
turas, la  necesidad  de  que  otras  que  figuraban  en  el  cuadro  de 
los  estudios  preparatorios  fueran  incluidas  en  los  cursos  de  la 
Escuela,  la  conveniencia  de  aligerar  ó  suprimer  otras  que  la  ex: 
riencia  había  demostrado  que  no  eran  indispensables,  y  por  úl- 
timo, y  este  era  el  reparo  más  substancial  que  cabía  poner  al 
régimen,  las  exigencias  cada  día  mayores  del  servicio  oficial  y 
de  la  industria  minera  y  metalúrgica,  tenían  que  sentir  la  falta 
de  práctica  en  los  ingenieros  que  de  la  Escuela  salían;  estas  fue- 
ron las  principales  razones  que  aconsejaron  la  aprobación  del 
proyecto  formulado  por  la  Junta  de  Profesores  de  la  Escuela  y 
que,  después  de  oída  la  Sección  correspondiente  del  Consejo  de 
Instrucción  pública,  se  dio  por  Real  decreto  de  23  de  Febrero 
de  1901. 

En  este  reglamento,  y  en  primer  lugar,  se  redujo  la  prepara- 
ción á  dos  años,  con  el  objeto  de  dar  facilidades  á  los  candida- 
tos. A  tal  fin,  se  incorporaron  á  los  cursos  de  la  Escuela  la  Fí- 
sica, la  Historia  Natural,  el  idioma  inglés  y  el  Dibujo  topográ- 
fico, y  se  suprimió  el  Dibujo  de  paisaje;  aconsejó,  además,  este 
cambio  la  <^nsideración  de  que  las  dos  primeras  asignaturas 
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citadas  no  es  fácil  estudiarlas  de  un  modo  satisfactorio  en  las 
academias  privadas. 

A  los  cursos  se  añadió,  con  la  categoría  de  asignaturas  espe- 
ciales, la  lengua  alemana  y  la  clase  de  criaderos  minerales  y 
alumbramiento  de  aguas,  y  con  la  de  lecciones  agregadas  á  la 
Química  general  é  industrial  y  al  curso  de  máquinas  respecti- 
vamente, la  Fotografía  y  unos  elementos  de  construcciones  me- 
cánicas y  de  trabajo  de  los  metales;  adiciones  que  se  justifican 
con  sólo  enunciarlas. 

Se  compensaron  en  parte  estos  aumentos  con  la  supresión  de 
la  Estereotomia  como  asignatura  especial,  que  es  notorio  care- 
cía de  razón  de  ser  en  la  Escuela  de  Minas. 

Los  cursos  de  representaciones  gráficas,  lenguaje  peculiar  del 
ingeniero,  son  objeto  de  atención  especial. 

Modificaciones  aconsejadas  por  el  criterio  científico  lo  han 
sido  las  de  estudiar  la  Petrología  con  la  Mineralogía,  y  la  de  fun- 
dir la  Zoología  y  la  Botánica  con  la  Paleontología,  bajo  el  nom- 
bre de  Zoofitología  viviente  y  fósil.  Al  curso  de  Derecho  admi- 
nistrativo se  le  ha  añadido  unas  ligeras  nociones  de  Economía 
política. 

Se  ha  procurado  la  coordinación  y  el  orden  de  sucesión  de  los 
diferentes  cursos,  de  tal  manera  que  unos  sirvan  de  introduc- 
ción á  los  siguientes  y  que  no  se  produzcan  entre  ellos  ni  lagu- 
nas ni  repeticiones  inútiles.  Y  se  ha  procurado,  asimismo,  que 
la  creación  de  asignaturas  nuevas  y  la  traslación  de  algunas  del 
ingreso  no  ocasionara  más  que  el  aumento  de  un  año  en  la  en- 
señanza escolar,  que  es  el  mismo  tiempo  que  redujo  en  la  pre- 
paración. 

C!omo,  por  otra  parte,  era  una  necesidad  ineludible  y  apre- 
miantísima  la  de  aumentar  el  tiempo  que  los  alumnos  dedicaban 
á  los  ejercicios  prácticos,  se  imponía  una  reducción  en  el  nú- 
mero de  clases  de  todos  los  cursos  orales  de  la  carrera,  por  esto 
se  ha  hecho  una  cierta  condensación  de  los  cursos  teóricos  y 
se  han  llevado  á  las  clases  prácticas  ciertas  lecciones  que 
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en  muchas  asignaturas  se  daban  con  menos  fruto  en  las  orales. 

En  muchas  de  las  alteraciones  de  detalle,  que  se  han  introdu- 
cido en  el  régimen  interno  del  establecimiento,  disciplina  enco- 
lar, valoración  de  las  notas,  asistencia  á  la  Escuda  de  los  alum- 
nos y  otras  obligaciones  de  los  mismos,  no  se  ha  hecho  otra  cosa 
que  recoger  las  tradiciones  de  la  Escuela,  volviendo  á  las  pres- 
cripciones de  sus  antiguos  reglamentos. 

Una  novedad,  á  la  cual  es  lícito  atribuir  especial  importancia, 
es  la  de  que  contribuya  el  conjunto  completo  del  trabajo  esco- 
lar á  la  caliñcación  y  clasificación  de  los  alumnos  para  pasar  de 
un  curso  al  siguiente,  á  la  manera  como  se  hace  en  la  Elscuela 
de  Minas  de  París  y  otros  centros.  Notas  de  clases  orales,  exá- 
menes, trabajos  prácticos,  proyectos,  diarioó  de  viaje,  asiduidad 
en  la  asistencia,  todo  concurre  al  concepto  del  estudiante.  Es 
más,  con  el  objeto  de  que  los  alumnos  no  desatiendan  los  ser- 
vicios prácticos  imbuidos  de  la  preocupación  dañosa  de  no  dar 
importancia  decisiva  más  que  á  los  exámenes,  el  nuevo  sistema 
establece  que  el  término  medio  de  las  notas  ganadas  en  trabsgos 
de  laboratorio,  gabinete,  campo,  etc.,  ha  de  alcanzar  cierto 
valor  gara  ganar  el  año. 

Al  llegar  á  este  punto,  es  oportuno  consignar  una  afirmación 
que  ciertamente  no  necesita  pruebas,  porque  está  en  el  ánimo 
de  todos.  La  enseñanza  científica,  y  más  todavía  la  técnica,  son 
muy  dispendiosas  si  han  de  ser  fructíferas.  El  Estado  y  los 
alumnos  tienen  que  imponerse  sacrificios  de  cierta  considera- 
ción, ó  renunciar  á  los  únicos  métodos  de  enseñanza  que  mere" 
cen  el  nombre  de  tales.  Mas  en  todo  existen  grados  y  caben 
adaptaciones  á  las  circunstancias  de  lugar  y  de  tiempo.  Soñará 
despierto  el  que  pretenda,  con  la  modestia  de  nuestros  medios, 
fundar  desde  luego  en  España  esos  establecimientos  en  que  se 
invierten  millones  de  duros,  y  en  particular  esas  Escuelas  de 
Ingenieros  de  Minas,  como  alguna  de  los  Estados  Unidos,  do- 
tadas de  vastos  y  suntuosos  laboratorios  y  gabinetes  de  máqui- 
nas que  suman  cientos  de  caballos,  de  verdaderos  talleres,  de 
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fábricas  metalúv^cas  y  hasta  de  saltos  de  agua.  Con  mocho 
menos  cabe  dar  una  enseñanza  eficaz.  Con  nada  ó  casi  nada, 
como  antes  nos  sucedía,  era  imposible. 

Por  eso,  aun  siendo  modestas  las  aspiraciones  que  al  presente 
debemos  tener,  era  forzozo  que  el  Estado  y  los  alumnos  se  im- 
pusieran algunos  desembolsos  en  bien  de  la  industria  minero- 
española  y  de  los  que  dedican  su  actividad  á  esta  profesión. 

A  tan  justas  razones  ha  obedecido  la  creación  en  la  Escuela 
de  Minas  de  la  Caja  de  prácticas,  destinada  á  contribuir  con  sus 
fondos  á  los  gastos  que  ocasionen  los  estudios  prácticos,  espe- 
cialmente los  viajes  de  instrucción  tan  indispensables  á  los 
alumnos  de  esta  carrera,  y  cuyos  ingresos  de  carácter  perma- 
nente son,  fuera  de  los  eventuales  que  el  reglamento  cita,  las 
cuotas  pagadas  por  los  alumnos.  La  cuantía  de  las  mismas  es 
bien  moderada,  y  muchísimo  menor  que  la  de  las  sumas  que 
abonan  los  estudiantes  en  todas  las  Escuelas  técnicas  y  en  mu- 
chas Universidades  del  extranjero. 

Esta  exacción  es  bien  justa  además,  pues  si  el  sostenimiento 
de  una  Escuela  de  Minas  cuesta  más  á  la  Nación  que  una  Fa- 
cultad de  Derecho,  por  ejemplo,  razonable  es  que  los  alumnos 
de  esta  Escuela  se  impongan  algún  mayor  sacrificio  pecuniario 
que  los  estudiantes  de  Leyes. 

Pero,  dadas  las  reformas  que  se  han  implantado,  pudiera  pro- 
barse con  cifras  que  la  suma  de  las  cuotas  de  los  seis  años  es 
menor  que  los  gastos  de  enseñanza  privada  que  ahorra  el  alum- 
no al  cursar  en  la  Escuela,  gratuitamente,  la  Física,  la  Química 
elemental,  la  Historia  Natural,  el  Dibujo  y  los  Idiomas. 

C!on  la  Caja  que  se  ha  establecido,  algún  aumento  que  se  ha 
hecho  en  las  consignaciones  anuales  del  Presupuesto  del  Esta- 
do y  una  suma  de  cierta  consideración  destinada  á  instalación 
de  laboratorios  y  colecciones,  se  mejorará  grandemente  la  ins- 
trucción técnica  de  los  estudios  de  minas. 

Establece  el  reglamento  que  para  ingresar  como  alumno  ofi- 
cial ó  interno  en  el  primer  año  de  la  Escuela  se  necesita: 
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ditar  por  medio  de  certiflcacíones  ó  diplomas  haber  sido 

do  en  eslable^imiento  oficial  en  las  asignaturas  de  Gra- 

castellana,  Geografía ,  Historia  universal  é  Historia  de 

L. 

ibar  en  la  Escuela,  ante  tribunales  compuestos  de  Profe- 
Ingenieros  afectos  al  servicio  de  la  misma,  los  ejercicios 
men  de  Aritmética  y  primer  curso  de  Álgebra,  Geometría, 
lo  curso  de  Álgebra  y  Trigonometría,  Geometría  analí- 
Liomas  castellano  y  francés,  Dibiyo  lineal, 
riseñanza  de  la  Escuela  se  distribuye  en  seis,  años  en  la 
BÍguiente: 

PRIMER  AÑO 

68  orales:  1.^  Cálculo  infinitesimal.— 2.*^  Mecánica  ana- 
-3.**  Geometría  descriptiva  y  sus  aplicaciones  á  la  pers- 
L,  á  la  sombra  y  á  la  estereotomía  de  la  piedra,  la  madera 
letales.— 4.°  Lengua  inglesa- 
Uicaa:  Trabajos  gráficos. 

SEGUNDO    AÑO 

68  orales:  1.°  Física:  Termodinámica,  Técnica  microscó- 
2.°  Topografía  y  elementos  de  Geodesia.— 3.**  Derecho 
istrativo,  Economía  política.— 4.®  Lengua  inglesa  (se- 
curso). 

Meas:  1.°  Trabajos  gráficos.— 2.^  Laboratorios  —3.**  Prác- 
e  campo:  Levantamiento  de  planos,  Trazado  de  una  me- 
i. 

TERCER   AÑO 

es  orales:  1.^  Química,  Química  industrial.  Fotografía.— 
icánica  aplicada  y  máquinas,  Elementos  de  construc- 
mecánicas.— 3.^  Lengua  alemana. 
:tica8:  1.^  Trabajos  gráficos.— 2.°  Problemas.— 3.^  La- 
rio:  Prácticas  de  Química  y  Fotogafía.— 4.*^  Aforos  de 
—5.^  Visitas  industriales  á  las  fábricas  de  la  capital  y 
lleres.— 6.°  Talleres:  Manejo  de  máquinas,  medidas,  ren- 
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dimientos,  montaje. — Visitas  á  los  talleres  de  maquinaría. — 
7.®  Proyecto  de  máquinas. 

CUARTO  AÑO 

Clases  orales:  í.^  Química  analítica  y  Docimasia.— 2.**  Zoofi- 
tología  viviente  y  fósil.  — 3.**  Mineralogía,  Petrografía,  Micro- 
grafía  mineral.— 4.*^  Lengua  alemana  (segundo  curso). 

Prácticas:  1.**  Trabajos  gráficos.— 2.^  Laboratorios.—  3.**  Mu- 
seos.—4.^  Visitas  industriales:  Visitas  á  los  laboratorios  de  la 
capital. 

QUINTO  AÑO 

Clases  orales:  1,^  Cíonstrucción  y  transportes.— 2.°  Prepara- 
ción mecánica  de  las  menas,  Metalurgia  general  y  Siderurgia. — 
3.®  Geología  general.— 4.^  Criaderos  minerales,  Hidrología  sub- 
terránea y  alumbramiento  de  aguas. 

Prácticas:  1.**  Problemas,  proyectos  y  versiones  castellanas 
de  trabajos  técnicos  en  francés,  inglés  ó  alemán. — 2.**  Labora- 
torios.—3.**  Museos:  Colecciones  de  minerales,  rocas  y  fósiles.— 
4.°  Prácticas  de  campo:  Excursiones  geológicas.— 5.^  Visitas 
industriales:  Obras  de  la  capital,  ferrocarriles  y  carreteras, 
tejares,  canteras,  etc.  -6.*^  Viajes  de  instrucción. 

SEXTO   AÑO 

Clases  orales:  1.°  Laboreo  de  minas.  Geometría  subterrá- 
nea.—2.**  Metalurgia  especial.— 3.°  Electrotecnia.— 4.°  Eco- 
nomía minera. 

Prácticas:  1.**  Proyectos  y  otros  ejercicios.— 2.**  Laboratorios 
y  talleres;  Prácticas  de  Electrotecnia.— 3.^  Museos:  Estudio  de 
modelos,  menas,  productos  metalúrgicos.— 4.^  Trabajos  de 
campo,  Ejercicios  de  deslinde  y  demarcación  de  minas.— 5.**  Vi- 
sitas industriales:  Fábricas  de  electricidad  y  tranvías  eléctricos 
de  la  capital.— 6.°  Viajes  de  instrucción.— 7.°  Proyecto  de  fin 
de  carrera. 
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El  pftrsonal  de  la  Escuela  lo  fonnarán:  el  Director,  16  Profe- 
sores numerarios,  5  Profesores  auxiliares,  2  Profesores  de  idio- 
mas, 3  ó  más  Ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas  al  servicio  del  La- 
boratorio industrial,  un  Auxiliar  facultativo  de  Minas  y  el  per- 
sonal de  oficinas  y  Laboratorio. 

A  la  Junta  de  Profesores  se  le  dan  más  atribuciones;  además 
de  las  que  antes  tenía,  se  le  dan  las  relativas  á  formación  de 
presupuestos,  distribución  trimestral  de  los  fondos  destinados 
á  la  enseñar  21,  examen  y  aprobación  de  cuentas,  y  las  pro- 
puestas del  personal  que  ha  de  ocupar  las  vacantes. 

El  Director  será  un  Ingeniero  del  Cuerpo  de  Minas,  de  cate- 
goría superior  á  la  de  Ingeniero  Jefe  de  1.*  clase,  que  á  la  vez 
desempeñará  también  la  dirección  de  todas  las  Escuelas  de 
Capataces  facultativos  de  Minas. 

El  Profesor  numerario  más  antiguo  en  el  escalafón  del  Cuerpo 
de  Minas  desempeñará  el  cargo  de  Subdirector. 

Los  Profesores  necesitarán  contar  cinco  años,  por  lo  menos, 
de  servicio  activo  en  el  Cuerpo  para  desempeñar  plaza  de  Pro- 
fesor numerario,  y  tres  para  la  de  Profesor  auxiliar. 

Los  ingresos  de  la  Csga  de  prácticos  serán: 

1.®  Una  cuota  de  200  pesetas  anuales  por  alumno. 

^.^  Los  legados  y  donativos  que  hagan  las  Empresas,  Asocia- 
ciones y  particulares  que  tengan  á  bien  cooperar  al  mejora- 
miento de  las  enseñanzas  técnicas  del  establecimiento. 

La  Caja  de  prácticas  estará  administrada  por  una  Comisión 
formada  por 

El  Director  de  la  Escuela,  Presidente. 

El  Subdirector,  Vicepresidente. 

Tres  Profesores  numerarios  auxiliares  y  tres  alumnos  inter- 
nos, elegidos  por  sus  compañeros.  Vocales. 

En  el  título  7.^  del  reglamento  se  dan  reglas  muy  minuciosas 
sobre  el  régimen  de  la  enseñanza  y  obligaciones  de  los  alumnos 
internos. 

Habrá  también  enseñanza  libre.  Para  ser  admitido  como 
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lüamno  externo  ó  libre  es  necesario  dirigir  una  solicitud  al  Di- 
rector de  la  Escuela^  acompasando  la  cédula  personal  ó  docu- 
mento que  acredite  su  personalidad. 

En  Vó  de  Abril  de  1901  se  publicaron  los  programas  de  las 
•asignaturas  de  Matemáticas  para  los  exámenes  de  ingreso. 

La  Escuela  de  Minas,  que  como  hemos  visto  dependía  del 
Ministerio  de  Instrucción  pública,  pasó  en  1932  á  depender 
otra  vez  del  Ministerio  de  Agricultura,  Industria,  Comercio  y 
Obras  públicas,  hoy  de  Fomento,  y  en  éste  de  la  Direceión  ge- 
neral de  Agricultura. 

Por  Real  orden  de  17  de  Febrero  de  1903  se  crea  en  el  Minis- 
terio de  Fomento  un  Negociado,  que  se  denominará  de  Ense- 
nansa  técnica,  el  cual  ha  de  entender  en  todo  lo  referente  á  las 
Escuelas  especiales,  dependiendo  directamente  del  Ministro  y 
dejando  por  consiguiente  de  pertenecer  á  la  Dirección  de  Agri- 
cultura. De  este  Negociado  dependerán  también  las  Escuelas  de 
Capataces  de  Minas. 

Los  Ingenieros  de  Minas  destinados  al  servicio  de  la  Escuela, 
tanto  los  Profesores  numerarios  como  los  Profesores  auxilia- 
res y  los  ingenieros  destinados  al  servicio  del  Laboratorio,  vie- 
nen disfrutando  de  gratificaciones,  que  sólo  han  dejado  de  per- 
cibir durante  las  guerras  y  que  consignadas  en  las  leyes  de 
Presupuestos  han  variado  desde  75D  á  1.500  pesetas.  En  el  Re- 
glamento orgánico  del  Cuerpo  de  18S5  se  les  asignó  además 
una  gratificación  anual  de  500  pesetas  por  cada  cinco  años  de 
servicio  en  la  enseñanza;  pero  esto  no  subsistió  más  que  unos 
meses.  En  la  actualidad  disfrutan  la  gratificación  de  1.000  pese- 
tas el  Director,  todos  los  ingenieros  afectos  á  la  Escuela  y  su 
Laboratorio  y  los  Profesores  de  Idiomas,  en  concepto  de  resideur 
cia  en  Madrid. 

En  cuanto  á  la  organización  de  la  Escuela  de  Minas,  se  dis- 
putan en  la  práctica  dos  sistemas  opuestos,  y  que  son  los  que 
han  motivado  el  que  unas  veces  dependa  del  Ministerio  de  Fo- 
mento, y  en  éste  de  la  Dirección  de  Agricultura,  Industria  y 
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Ciomercio,  y  en  otras  ha  ido  á  la  Dirección  de  Instrucción 
pública,  ó  posteriormente  al  Ministerio  del  mismo  nombre;  á 
éste  porque,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  unidad  de  la  enseñan- 
za, sostiene  el  principio  de  que  las  escuelas  especiales  estén 
comprendidas  en  el  plan  general  universitario,  y  que  tiende  por 
lo  mismo  á  reducir  las  materias  que  en  ellas  se  enseñan,  de- 
jando las  demás  á  las  cátedras  generales,  á  lo  que  obedeció  la 
creación  de  la  Escuela  general  preparatoria  de  ingenieros  y 
arquitectos,  ó  lo  deja  á  la  enseñanza  libre;  el  otro,  que  consi- 
derando estas  Escuelas  como  el  origen  y  punto  de  partida  de 
una  profesión  que  presta  servicios  al  Estado,  y  Directores  á  las 
empresas  de  una  industria  de  gran  importancia,  las  hace  de- 
pender del  mismo  centro  administrativo,  que  entiende  en  todos 
los  asuntos  de  aquel  ramo  y  procura  encaminar  la  instrucción, 
después  de  terminada  la  segunda  enseñanza  de  los  alumnos, 
por  los  senderos  que  conducen  directamente  á  las  aplicaciones 
especiales  de  cada  Escuela. 

El  primer  sistema  destruye  la  disciplina  y  la  organización 
particular  de  las  Escuelas,  en  donde  las  clases  poco  numerosas 
procuran  el  progreso  individual  de  los  alumnos,  y  cuyos  resul- 
tados no  pueden  obtenerse  con  las  prescripciones  del  régimen 
universitario,  donde  la  concurrencia  de  alumnos  es  considera- 
ble. El  segundo  establece  la  verdadera  unidad  entre  la  Escuela 
y  el  Centro  administrativo  de  que  depende  la  Industria  y  el 
servicio  público  á  que  aquélla  se  refiere;  unidad  más  cierta  que 
la  que  pretende  someter  á  una  misma  regla  la  enseñanza  de 
todas  las  facultades  y  profesiones,  cualesquiera  que  sean  los 
medios  que  necesita  para  desenvolverse  y  el  fin  que  se  propo- 
ne; y  es  más  directa  la  acción  que  se  desarrolla  en  estos  esta- 
blecimientos, que  son  objeto  de  mayor  solicitud  y  de  una  aten- 
ción más  interesada  que  cuando  se  hallan  envueltos  en  el 
cúmulo  de  las  diversas  necesidades  de  la  instrucción  públicu 
general.  No  vacilamos,  pues,  en  sentar  como  principios  funda- 
mentales de  estas  Escuelas  el  que  deben  depender  de  su  oo- 
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rrespondiente  centro  directivo,  y  sus  programas,  no  sólo  en 
las  materias  que  constituyen  la  aplicación,  sino  en  los  de  pre- 
paración para  ésta,  y  descartados  de  todos  los  puntos  innecesa- 
rios, son  la  mejor  base,  puesto  que  verdaderamente  preparan 
para  las  aplicaciones.  Así  la  preparación  es  más  breve  y  menos 
costosa,  se  puede  dar  más  amplitud  á  todas  las  aplicaciones 
especiales,  no  se  fatiga  á  los  alumnos  con  estudios  que  no 
tienen  utilidad  directa  y  se  conserva  el  sistema  de  saludable 
rigor  y  severa  disciplina  que  forma  el  carácter  distintivo  de 
estos  establecimientos. 

Laboraánrlfi  de  la  Escuela.  —  El  Laboratorio  de  la  Es- 
cuela de  Minas  no  sólo  sirve  para  la  enseñanza  experimental 
de  los  alumnos,  sino  que  desde  su  fundación  ba  prestado  á 
la  minería  importantes  servicios,  ensayando  las  muestras  que 
los  particulares  presentaban  y  dándoles  á  conocer  el  valor  ó  la 
importancia  de  los  minerales  que  trataban  de  utilizar.  La  faci- 
lidad concedida  al  público  admitiendo  todos  los  ensayos  que 
presentaba,  sin  exigirle  la  menor  retribución,  dio  lugar  á  tales 
exigencias,  que  bubo  épocas  en  que  los  dos  Profesores,  el  de  Quí- 
mica analítica  y  el  de  Metalurgia,  el  Ayudante,  el  Preparador 
y  los  alumnos  que  bacían  las  prácticas,  no  se  ocupaban  más 
que  en  hacer  estos  ensayos.  Gomo  también  se  daba  gratis  una 
cerficación  del  resultado  del  ensayo,  acudía  gran  número  de  mi- 
neros en  busca  de  un  documento  que  podía  servirles  de  base 
para  sus  especulaciones;  y  cuando  los  minerales  no  producían 
la  ley  que  buscaban,  se  producían  quejas  tan  desagradables 
como  infundadas. 

A  remediar  esta  confusión  acudió  la  Dirección  general  de  Mi- 
nas, dictando  la  Orden  de  7  de  Junio  de  1844,  en  la  que  se  decía 
que  los  individuos,  abusando  de  la  bondad  y  condescendencia 
de  los  Profesores,  les  molestaban  con  exigencias  faltas  de  con- 
sideración, y  que  de  ningún  modo  debían  continuar;  y  en  su 
consecuencia,  para  conciliar  el  servicio  úlil  que  puede  hacerse  á 
las  Empresas  ensayándoles  sus  minerales,  con  el  orden  y  sistema 
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le  exige  el  del  Estado,  se  observarían  las  reglas  siguientas: 
1.®  Todo  el  que  pretenda  el  ensayo  de  algún  mineral,  se  pre- 
atará  con  él  en  la  Secretaría  de  la  Dirección,  en  donde  se  lle- 
ra un  libro  ó  registro,  en  el  que  se  anotará  el  nombre  y  ape- 
lo del  individuo,  su  profesión  ó  vecindad,  la  mina  ó  criadero 
jue  corresponda  el  mineral,  igualmente  que  la  provincia  y 
risdicción  del  pueblo  en  que  se  halle. 

2.*^  Igual  registro  se  llevará  en  el  Laboratorio,  y  efectuado  que 
a  el  ensayo,  se  anotará  su  resultado,  así  como  el  día  en  que 
haya  verificado  aquél,  pasándose  la  misma  razón  á  la  Secre- 
ría  para  que  lo  anote  en  el  asiento  á  que  corresponda. 
3.^  De  cada  mineral  quedará  un  ejemplar  en  el  Laboratorio, 
imerado  y  designado,  de  modo  que  en  todo  tiempo  pueda  sa- 
rse  el  ensayo  á  que  corresponde. 

Los  ensayos  continuaban  haciéndose  gratuitamente,  hasta  que 
r  Real  orden  de  29  de  Agosto  de  1850  se  dispuso  que  por  cada 
sayo  que  se  verificara  en  la  Escuela,  para  los  particulares, 
lían  que  pagar  40  reales,  si  fuere  sólo  por  vía  seca,  y  60,  si 
emas  se  pidiese  por  la  vía  húmeda.  En  30  de  Abril  de  1857, 
í  propuesta  de  la  Junta  de  Profesores,  se  mandó  que  se  co- 
ara  120  reales  por  cada  análisis  que  se  verificara  á  petición 
los  particulares,  cuya  cantidad  tenían  que  depositarla  al 
¡mpo  de  presentiir  la  solicitud  en  la  Secretaría  de  la  Escuela. 
En  1872,  y  en  vista  de  las  dilaciones  que  sufrían  los  ensayos 
Qinálisis  en  el  Laboratorio  por  la  falta  de  personal  destinado 
elusivamente  á  este  objeto,  causando  con  este  motivo  graves 
rjuicios  á  la  industria  y  á  la  agricultura,  se  dispuso  la  orga- 
zación  del  servicio  para  los  particulares,  se  nombraron  dos 
jenieros  al  servicio  exclusivo  del  Laboratorio  y  se  mandó  ha- 
p  un  presupuesto  de  las  obras  que  debían  hacerse,  aparatos 
le  debieran  adquirirse  y  todo  lo  demás  necesario  para  la  buena 
archa  de  aquella  dependencia. 

En  5  de  Octubre  de  aquel  mismo  año,  en  vista  de  la  urgencia 
r  hacer  las  reformas  que  se  habían  propuesto,  se  dispuso  que 
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se  prescindiera  de  las  subastas  y  se  hicieran  aquéllas  y  se  ad- 
quirieran los  aparatos  por  administración. 

La  falta  de  rendimientos  suficientes  para  cubrir  los  gastos 
que  se  originaban  por  los  ensayos  y  análisis  que  se  ejecutaban 
en  el  Laboratorio  para  los  particulares,  motivó  el  que  la  Junta 
de  Profesores  de  la  Escuela  propusiera  y  el  Ministerio  diera  la 
Real  orden  de  31  de  Diciembre  de  18SS  aprobando  aquella  pro- 
puesta, á  la  que  posteriormente  se  han  adicionado  algunas  acla- 
raciones que  no  alteraron  los  fundamentos  de  aquélla,  constitu- 
yendo la  tarifa  siguiente: 

DERECHOS  QUE  HABRÁN  DE  SATISFACER  LOS  PARTICULARES  QUE 
SOLICITEN  ENSAYOS  Ó  ANÁUSIS  DE  SUBSTANCIAS  INORGÁNICAS 
EN  EL  LABORATORIO  DE  LA  ESCUELA. 


Tarifa  A. — Ensayos. 

Pesetas. 


0^  Investigación  caalltativa  de  an  cuerpo  expresado  en  esta 

tarifa 5 

No  expresado  en  la  misma  (cuerpo  raro) 10 

1.^  Determinar  por  medio  de  ensayos  un  solo  cuerpo: 

Plomo 5 

Plata 10 

Hierro,  Cobre,  Zinc,  Azogue  (Mercurio),  Antimonio,  Azu- 
fre, Fósforo,  Sílice,  ó  Aluminio 15 

Oro,  ó  Estaño 20 

Cobalto,  Níquel,  Cromo,  Arsénico,  Bismuto,  Cadmio,  Man- 
ganeso, Nitrógeno,  Platino,  Tungsteno  ó  Mollbdeno 26 

Investigación  y  determinación  cuantitativa  de  un  metal  raro.    85 

Humedad  obtenida  por  diferencia  de  peso 5 

ídem  id.  por  otros  medios  químicos 15 

2.^  Determinar  por  medio  de  ensayo  dos  ó  más  cuerpos  á 
la  vez: 

Plomo  y  plata 10 

Hierro  y  azufre,  ó  Azufre  y  fósforo 20 

Hierro  y  manganeso,  Hierro  y  fósforo  ó  Hierro  y  sílice 25 

Hierro,  azufre  y  fósforo.  Hierro  azufre  y  sílice,  Hierro,  man- 
ganeso y  sílice,  HierrOi  fósforo  y  sílice,  ó  Cobre,  azufre  y 
sílice B5 
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PMetas. 

Hierro,  azufre,  fósforo  y  sílice,  ó  Cobre,  azufre  y  arsénico...    45 

Hierro,  azufre,  fósforo  y  arsénico 50 

Hierro,  azufre,  fósforo,  sílice,  arsénico,  manganeso,  cal  y 

magnesia 80 

En  los  demás  casos  en  que  se  solicite  la  determinación  por 
un  ensayo  de  dos  ó  más  cuerpos  á  la  vez,  se  abonará 
la  suma  de  las  cantidades  fijadas  para  cada  uno  de 
ellos. 
8.®  Ensayo  de  manganesos,  fosforitas,  calizas,  salitres  y  com- 
puestos análogos 20 

A.°  Ensayo  de  combustibles  minerales,  abonos  inorgánicos, 

minerales  bituminosos,  pólvoras  y  cuerpos  análogos. .     25 
5.^  Ensayo  por  procedimientos  hidrotrimétricos,  alcalimétri- 

oos  y  los  semejantes i5 

6.^  Carbono  total  en  fundiciones,  hierros  y  aceros 80^ 

Grafito  en  í  J.  id ;  35 

Carbono  combinado  en  id 40 

Carbonos  libre  y  combinado  en  id 50 

Nota.  En  los  casos  en  que  no  puedan  determinarse  por  en- 
sayos los  cuerpos  nombrados  en  esta  tarifa,  se  apli- 
carán los  derechos  fijados  en  la  tarifa  it^  correspon- 
diente á  los  análisis,  previo  acuerdo  con  los  solici- 
tantes. 

Tarifa  U.— Análisis. 

0^  Una  análisis  cualitativa  por  metales  y  útiles 15 

1.^  Una  análisis  cuantitativa 20 

2.^  Análisis  cuantitativa  de  un  mineral  raro,  como  el  de  pla- 
tino, uranio  y  otros 250 

3.^  Análisis  cuantitativa  de  los  cobres  grises  y  minerales  de 

níquel  y  cobalto 200 

4.^  Análisis  cuantitativa  de  una  aleación  ó  de  un  metal  de  co* 

mercio 150 

5.^  Análisis  cuantitativa  de  los  silicatos  naturales  y  artifi- 
ciales   125 

G°  Análisis  cuantitativa  de  las  tierras,  cenizas,  abonos  mi- 
nerales, combustibles  minerales  y  otros  análogos 100 

Cuando  se  trata  de  combustibles  minerales,  se  refiere  el  aná- 
lisis elemental  de  la  parte  combustible,  pero  no  com- 
prende al  de  sus  cenizas,  que  pagará  aparte  por  la 
.  misma  tarifa. 

7.^  Análisis  cuantitativa  de  otro  cualquier  mineral 

no  comprendido  en  los  casos  precedentes 100 
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^.^  Análisis  cuantitativa  de  aguas  minerales  y  de  las  po-  ' 

tables 100 

'9.®  Análisis  cuantitativa  para  determinar  únicamente  los  me- 
tales útiles  comunes  de  un  mineral 50 

Estos  son:  Oro,  Platino,  Estaño,  Antimonio,  Plata,  Plomo, 
Bismuto,  Cobre,  Cadmio,  Hierro,  Manganeso,  Cro- 
mo, Níquel,  Cobalto  y  Zinc. 

£1  Arsénico  sólo  se  considera  metal  útil  cuando  asi  lo  soli- 
cite el  interesado. 

El  Aluminio  sólo  se  considera  metal  útil  cuando  no  está 
combinado  á  la  sílice. 

10^  Análisis  cuantitativa  para  determinar  los  metales  útiles   . 

raros  de  un  mineral 150 

En  estos  metales  se  comprende*  el  Tungsteno,  Molibdeno, 
Niobio,  Tántalo,  Glucinio,  Torio,  Urano,  Vanadio, 
Kodio,  etc.,  no  incluidos  en  el  párrafo  9." 

Las  instancias  solicitando  análisis  ó  ensayos  en  la  Escuela  se 
dirigirán  al  Director,  entregándolas  con  las  muestras  correspon- 
dientes en  la  Secretaría  de  la  Escuela,  declarando  la  operación 
que  solicitan  y  abonando  los  derechos  fijados  en  estas  tarifas. 

Se  conservarán  en  el  Laboratorio  durante  seis  meses  los  resi- 
duos de  las  muestras  para  las  comprobaciones  que  soliciten  los 
interesados,  que  perderán  derecho  á  toda  reclamación  transen 
rrido  el  plazo  de  seis  meses. 

Si  en  la  repetición  de  un  ensayo  ó  de  un  análisis  obtuviera  el 
Laboratorio  el  mismo  resultado  que  en  el  primero  que  motivó  la 
reclamación,  se  considerará  el  segundo  como  nuevo  ensayo  ó 
análisis,  para  la  aplicación  de  estas  tarifas. 

Desde  la  fundación  de  la  Escuela  de  Minas  en  Madrid  ha 
venido  consignándose  en  todos  los  reglamentos,  como  uno  de 
sus  objetos,  los  reconocimientos,  ensayos  y  análisis  que  ordene 
la  Superioridad  ó  soliciten  los  particulares;  depende,  pues,  del 
Director  de  la  Escuela,  y  el  Jefe  del  Laboratorio  lo  es  el  Profe- 
sor de  Química  analítica  y  Docimasia. 
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oratorio  para  ensayos  docimásícos  y  análisis  quími^ 
i  parte  del  material  de  la  Escuela, 
amento  vigente  de  la  Escuela  de  23  de  Febrero  de  190U 
objetos  de  ésta  consigna  el  de  verificar  los  ensayos  y 
e  las  substancias  minerales,  productos  metalúrgicos, 
s  y  demás  que  tengan  relación  con  la  minería,  que  se 
n  por  el  personal  ¡afecto  al  servicio  del  Laboratorio, 
iples  obligaciones  que  sobre  este  personal  pesan  ha 
e  hoy  sean  cinco  los  ingenieros  á  este  servicio  dedi- 

o  Gómez-Pardo. — Pocas  donaciones  se  han  hecho 
da,  tan  importantes  por  su  objeto  y  significación,  como 
[)cede  de  la  memoria  del  Ingeniero  que  más  se  afanó 
arla  en  Madrid,  dotándola  de  todas  las  condiciones  de 
ion  entonces  posibles,  para  que  llegase  al  nivel  de  las 
res,  y  á  quien  puede  decirse  que  este  Establecimiento 
calidad  su  existencia. 

[uano  de  aquel  ilustre  Ingeniero,  que  guardaba  hacisr 
s  los  objetos  que  habían  servido  á  D.  Lorenzo  Góraez- 
ra  su  estudio  y  trabajos  científicos,  falleció  en  30  de 
í  1873,  y  al  morir  dispuso  que  la  biblioteca,  la  colec- 
inerales,  los  instrumentos  y  papeles  que  tenía  como^ 
lepósito  del  recuerdo  de  su  hermano,  pasasen  á  la 
e  Minas. 

í.  José  Gómez-Pardo  quiso  honrar  la  memoria  de  su 
legando  á  la  Escuela  de  Minas  125.000  pesetas  que  se 
ti  en  acciones  del  Banco  de  España,  constituyendo 
sguardo  de  165  acciones,  cuyos  dividendos  están  des- 
conceder premios  á  los  que  hagan  trabajos  para  los 
de  la  minería  en  España;  con  ellos  se  ha  construido 
itorio  provisto  de  gran  número  de  aparatos  para  toda 
nálisis  y  ensayos;  en  él  se  hacen  gratuitamente  ensa- 
inde  de  los  minerales  procedentes  de  nuestras  minas, 
edén  los  particulares  hacer  que  se  les  ensaye  y  analice 
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los  minerales  procedentes  de  minas  nuevas  y  que  no  hayan 
sido  analizados  todavía  d).  También  se  establecen  premios  para 
los  alumnos  más  sobresalientes. 

Llenadas  las  formalidades  necesarias,  la  Dirección  de  la 
Escuela,  con  aprobación  de  la  Superioridad,  se  hizo  cargo  del 
legado,  redactando  en  14  de  Mayo  y  en  1^  de  Julio  de  1875  las 
reglas  convenientes  para  su  cumplimiento. 

La  Junta  de  Profesores  entiende  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la 
inversión  de  los  fondos  procedentes  del  legado,  á  cuyo  fin,  y 
convocada  por  el 'Director  siempre  que  éste  lo  juzgue  conve- 
niente, ó  pedido  por  dos  Profesores,  dicha  Junta  propone  los 
objetos  á  que  en  cada  época  cree  oportuno  destinar  los  fondos 
que  resultan  disponibles  y  la  manera  de  realizarlo  en  todas  sus 
partes;  redacta  los  temas  que  hayan  de  publicarse  para  la 
adjudicación  de  premios;  examina  y  califica  los  trabajos  y 
Memorias  que  se  han  presentado  por  las  personas  que  aspiran 
á  obtenerlos;  acuerda  la  concesión  de  ellos  á  quienes  conceptúa 
haberlos  merecido,  y  juzga  anualmente  la  cuenta  de  gastos  é 
ingresos  y  los  términos  en  que  han  sido  cumplidos  los  fines  del 
legado;  publica  anualmente  una  Memoria  comprensiva  de  todo 
lo  hecho  durante  el  año. 

En  público  concurso  han  sido  premiadas  y  publicadas  por 
cuenta  del  legado: 

Historia  del  tratamiento  metalúrgico  del  azogue  en  España^ 
por  D.  Luis  de  la  Escosura. 


(1)  Lo0  reqiÜBitos  indispensables  para  la  admisión  de  solicitudes  (pratnitas  son  los 
siguientes: 

1.*  Presentación  del  título  de  propiedad  de  la  mina  ó  resguardo  de  registro. 

%?  Certifloación  del  Ingeniero  Jefe  del  distrito,  en  la  que  conste  que  los  minerales  proce- 
den de  la  mina  de  que  se  haga  mención,  y  que  la  profundidad  de  los  trabi^os  practicado» 
en  la  misma  no  ha^a,  de  diez  metros.  Si  los  minerales  proceden  de  calicatas,  basta  certifi- 
cación del  Alcalde  del  término  donde  radique  la  mina. 

En  ningún  caso  se  admiten  minerales  molidos,  excepto  las  arenas  naturales,  ni  tampoco 
moestras  en  paquetes  sellados. 

La  solicitud  al  limo.  Sr.  Director  de  la  Escuela,  lyustándose  ¿  estas  condiciones  y  en 
papel  de  una  peseta. 
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Historia  de  los  Impuestos  mineros,  por  D.  Julián  y  D.  Ra- 
món de  Pastor. 

Nuevo  método  de  iluminación  en  las  minas^  por  D.  A.  Gil  y 
Maestre  y  D.  D.  de  Cortázar. 

Desestanco  de  la  sal,  por  D.  Julián  de  Pastor. 

Mineralogia  de  Naumann  y  Zirkel^  su  traducción  del  ale- 
mán, por  £).  Juan  José  Muñoz  de  Madariaga. 

Cristalografía  óptica,  por  D.  Rafael  Breñosa;  y 

Planimetría  de  precisión^  por  D.  José  de  Elola. 

También  las  Memorias  presentadas  por  los  alumnos  sobre- 
salientes de  la  Escuela  han  sido  premiadas  en  distintas  ocasio- 
nes, conservándose  en  la  bilbioteca  de  la  Escuela. 


ESCUELAS  PRÁCTICAS 

La  buena  organización  de  los  establecimientos  mineros  es 
tan  difícil  y  complicada,  que  en  pocas  industrias  hay  necesidad 
de  reunir  y  ordenar  tantos  y  tan  variados  elementos.  No  basta 
que  un  ingeniero  principal  dirija  y  distribuya  todos  los  servi- 
cios y  trabajos  de  una  mina;  que  le  secunden,  si  es  de  gran  im- 
portancia, otros  ingenieros;  que  haya  un  administrador  inte- 
ligente y  entendido  que  provea  á  las  necesidades  económicas  y 
mercantiles.  No  basta  que  éste  tenga  á  sus  órdenes  el  personal 
de  administración,  contabilidad  é  intervención  que  demande 
la  escala  en  que  la  explotación  se  desarrolla;  ni  que  aquél  dis- 
ponga de  operarios  hábiles  que  ejecuten  los  rudos  y  difíciles 
trabajos  subterráneos,  con  la  destreza  que  reclaman  de  consuno 
la  seguridad  de  las  labores  y  el  mejor  aprovechamiento  de  los 
minerales.  Falta  todavía,  para  llegar  á  obtener  aquella  perfecta 
organización,  la  clase  Intermedia  de  capataces  de  minas,  capaz, 
por  su  instrucción,  de  comprender  los  planes  y  disposiciones 
del  ingeniero  y  de  transmitir  sus  órdenes  á  los  obreros  de  modo 
que  éstos  las  ejecuten.  La  enseñanza  de  la  minería  no  sería 
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completa  si  sólo  se  formaran  ingenieros  de  minas,  que  no  se- 
rían comprendidos  por  los  trabajadores,  ni  sobre  ellos  podrían 
ejercer  la  constante  é  inmediata  vigilancia  que  está  encomen- 
dada á  los  capataces. 

Las  escuelas  prácticas  han  dependido  siempre  de  la  Dirección 
de  la  Escuela  de  Minas;  su  Jefe  es  el  Director  dé  la  Escuela  de 
Ingenieros,  y  á  éste  con  la  Junta  de  Profesores  corresponde 
proponer,  estudiar  y  resolver  todos  los  asuntos  referentes  al 
objeto  de  la  Escuela,  obligaciones  y  atribuciones  del  personal, 
régimen  de  la  enseñanza,  y  derecbos  de  los  alumnos  y  validez 
de  sus  títulos. 

Aunque  siempre  se  ha  recomendado  que  para  su  organiza- 
ción y  enseñanza  exista  la  más  perfecta  analogía  y  semejanza, 
la  diversidad  de  fines  que  tienen  que  cumplir  ha  hecho  que 
cada  una  de  ellas  tenga  su  reglamento  especial;  así  que  dedi- 
camos, aunque  sea  á  la  ligera,  párrafo  aparte  para  cada  una 
de  ellas. 

Escuela  de  Capaáaees  de  Minas  de  Almadén. — AI 
mismo  tiempo  que  se  trataba  de  reorganizar  la  Escuela  de  mi- 
nas de  Almadén,  trasladándola  á  Madrid  y  destinándola  á  la 
instrucción  exclusiva  de  ingenieros  de  minas,  se  pensó  tam- 
bién en  establecer  en  aquella  antigua  Academia  una  Escuela 
práctica  para  la  instrucción  de  capataces  de  minas. 

Con  esta  tendencia  continuó  allí  la  enseñanza  práctica  de  la 
minería,  como  ya  hemos  dicho,  aunque  sin  plan  determinado, 
desde  1836  que  se  abrió  la  Escuela  de  Madrid,  hasta  que  por 
Real  orden  de  23  de  Febrero  de  1841  se  aprobó  el  plan  que 
había  de  regirla,  y  la  Dirección  general  de  Minas  aprobó  en  11 
de  Marzo  el  reglamento  interior  de  la  nueva  Escuela  de  ca- 
pataces. 

Para  la  admisión  en  la  Escuela  se  requería  saber  leer,  escri- 
bir y  contar;  presentar  certificación  de  buena  conducta,  ser  de 
complexión  sana  y  robusta  y  tener  diez  y  ocho  años  cumplidos. 
A  los  alumnos  que  no  tenían  medios  suficientes  para  mante- 
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nerse  y  querían  ocuparse  en  los  trabajos  de  las  minas,  se  les 
proporcionaba  donde  ganar  un  jornal,  siempre  que  asistieran 
<K>n  puntualidad  y  aplicación  á  sus  estudios. 

Las  materias  que  eran  objeto  de  la  enseñanza  se  repartían  en 
tres  años;  y  las  cátedras  estaban  desempeñadas  por  dos  indivi- 
duos del  Cuerpo  facultativo  de  los  residentes  en  el  Establecí* 
miento. 

En  1846  se  nombró  Director  de  la  Escuela  al  que  lo  era  del 
Establecimiento,  y  á  partir  de  aquella  fecha  los  Profesores  fue- 
ron siempre  de  la  categoría  de  ingenieros  de  minas  de  los  desti- 
nados al  Establecimiento  de  Almadén. 

En  el  año  1873,  para  las  obras  de  mejoras  y  la  instalación  de 
las  nuevas  y  numerosas  máquinas  que  bajo  el  plan  y  la  direc- 
ción del  Sr.  Monasterio  cambiaron  el  aspecto  y  la  marcha  de 
aquellas  importantísimas  minas,  hubo  necesidad  de  montar  un 
taller  de  composición  de  máquinas,  y  se  comprendió  la  conve- 
niencia de  establecer  en  la  Escuela  una  cátedra  de  construcción 
y  mecánica;  la  Orden  ministerial  de  26  de  Marzo  creó  aquella 
enseñanza  y  aumentó  un  Profesor,  siendo  tres  los  ingenieros 
del  Cuerpo  destinados  á  la  Escuela. 

En  27  de  Abril  de  1897  se  aprueba  el  nuevo  reglamento. 

Se  conserva  el  mismo  objeto:  dar  la  enseñanza  para  formar 
capataces  de  minas. 

Para  el  ingreso  se  rebaja  la  edad  á  diez  y  seis  años,  y  el  exa- 
men tiene  que  ser  de  lectura  y  escritura  al  dictado  y  elementos 
de  Gramática  castellana  y  de  Geografía. 

La  enseñanza  de  la  Escuela  continúa  distribuida  en  tres  años 
y  teniendo  un  carácter  completamente  práctico; 

Primer  año:  Aritmética,  Algebra  elemental  y  Geometría.-— No- 
ciones de  Física  y  Química. 

Segundo  año:  Elementos  de  Trigonometría  y  de  Topografía.— 
Mineralogía  y  nociones  de  Geología.— Estudio  práctico  de  en- 
sayo de  los  minerales  más  comunes.— Dibujo  lineal. 

Tercer  año:  Laboreo  de  minas.  -Nociones  elementales  de  me- 
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«ánica  y  construcción.— Nociones  generales  de  Metalurgia  y  su 
aplicación  al  hierro,  plomo,  plata  y  azogue.— Dibujo  de  lavado. 

Loa  alumnos  de  tercer  año  que  hubiesen  sido  aprobados  de 
todos  los  exámenes  de  fin  de  curso,  tendrán  derecho  al  título 
4e  capataz  de  minas. 

El  personal  de  la  Escuela  lo  forman:  el  Director,  que  lo  será 
el  que  desempeñe  este  cargo  en  la  Escuela  especial  de  Ingenie- 
ros de  Minas;  tres  Profesores,  ingenieros  del  Cuerpo;  un  Oficial 
de  mina  ó  maestro  de  obras  del  Establecimiento  y  un  conserje. 
El  Profesor  de  más  categoría  en  el  Cuerpo  será  el  Subdirector 
de  la  Escuela. 

El  titulo  de  capataz  de  minas  da  derecho  al  ingreso  en  los 
ramos  de  entibación  y  destilación,  y  asimismo  á  poder  optar  á 
las  plazas  de  oficiales  en  los  talleres  de  reparación  de  máqui- 
nas, herrería  ó  carpintería;  y,  por  último,  á  las  de  maestros  de 
obras  del  establecimiento  de  Almadén  en  la  forma  y  con  suje- 
ción á  las  reglas  establecidas  en  el  mismo. 

Bsenela  de  Capataees  de  Minas  de  Asturias. —El 
inmortal  Jovellanos,  á  cuya  inteligencia  extraordinaria  no  po- 
día ocultarse  la  importancia  del  carbón  de  piedra  existente  en 
esta  provincia  y  la  necesidad  de  crear  un  personal  práctico  y 
entendido  para  llegar  al  desarrollo  de  las  explotaciones,  propuso 
al  Rey  en  1789  que  se  estableciese  en  Asturias  una  Escuela  teó- 
rico-práctica  de  Mineralogía,  en  vista  de  que  no  habían  tenido 
resultado  las  gestiones  que  con  idéntico  fin  había  hecho  antes 
la  Sociedad  de  Amigos  del  País  en  1782. 

Se  dispuso  que  la  Escuela  se  estableciera  en  Gijón,  como 
punto  más  á  propósito,  y  se  inauguró  en  Enero  de  1794.  El  no 
encontrarse  un  buen  Profesor  de  Mineralogía  hizo  que  la  ense- 
ñanza quedara  incompleta,  y  esto,  unido  á  las  circunstancias 
difíciles  que  atravesó  España  en  aquellos  años,  hizo  que  se  fuera 
abandonando,  quedando  al  final  suprimida;  hasta  que  por  Real 
-orden  de  15  de  Septiembre  de  1844  se  dispuso  que,  en  vez  de  es- 
tablecer en  Gijón  la  cátedra  de  Mineralogía,  como  había  solici" 
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[^omisión  especial  de  fomento  de  la  minería  asturiana  j 
ibía  propuesto  la  Dirección  general  de  Minas,  propu- 
plan  de  una  Escuela  práctica  de  Minería,  igual  á  la  es- 
51  en  Almadén,  que  sería  más  útil  para  promover  eficaz 
i  aprovechamiento  de  los  criaderos  de  carbón,  que  cons- 
BU  Asturias  un  ramo  de  riqueza  tan  importante.  Eln  1845 
ó  crear  una  Escuela  especial  teórico-práctica,  y  la  ense- 
Bbía  durar  dos  años;  el  primero  se  estudiaría  en  la  Es- 
tablecida en  Gijón,  y  se]  reducía  á  las  nociones  pura- 
recisas  para  el  estudio  de  la  parte  técnica;  y  el  segunda 
iprendería  las  nociones  elementales  y  más  necesarias 
ralogía,  Qeognosia,  Geometría  y  Laboreo  aplicado  espe- 
te á  las  minas  de  carbón  de  piedra  de  Asturias,  estable- 
\  las  cátedras  en  Langreo  como  punto  más  á  propósito. 
'  de  Minas  de  1849  es  la  que  definitivamente  decide  la 

de  esta  Escuela  de  Capataces,  la  Real  orden  de  1.^  de 
re  de  1853  la  manda  establecer  en  Mieres  del  Camino,  en 
[)tiembre  de  1854  se  aprueba  su  reglamento  y  programas, 
ugar  su  inauguración  en  Abril  de  1855. 
ención  á  ser  Sama  de  Langreo  el  centro  de  la  cuenca^ 
era  de  Asturias,  en  1861  se  traslada  á  este  punto; 
la  Real  orden  del  24  de  Abril  dispone  su  traslación  á 
á  pesar  del  informe  de  la  Junta  de  Profesores  de  Madrid, 
o  á  esta  traslación  y  al  plan  de  enseñanza  propuesto, 
se  mandó  en  Orden  del  Ministerio  de  Fomento  de  23  de 

1874  que  volviera  á  instalarse  en  Mieres,  donde  tuvo 
n  y  desarrollo,  y  de  donde  nunca  debió  salir,  vistos  los 
es  resultados  que  había  producido,  no  sólo  por  la  con- 
a  de  alumnos,  sino  por  su  colocación  inmediata  en  las 
s  mineras. 

el  ingreso  exigía  el  reglamento  de  1854  que  los  alum- 
an  obreros  de  minas,  oficiales  de  carpintería,  albañile- 
igua,  y  trabajasen  en  las  minas  durante  los  dos  año& 
aba  la  enseñanza;  que  habían  de  tener  de  veinte  á 
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treinta  y  seis  aftos  de  edad,  sin  defectos  físicos  y  buena  con- 
ducta, debiendo  saber  leer,  escribir  y  contar  medianamente. 

La  enseñanzase  amplió,  por  Real  orden  de  27  de  Julio  de  1881,, 
á  tres  años  y  en  la  forma  siguiente: 

Primer  año:  Aritmética,  Álgebra,  Geometría,  Trigonometría 
y  Topografía.— Dibujo  lineal. 

Segundo  año:  Mecánica  y  Construcción.— Física,  Química  y 
Mineralogía.— Dibujo  lineal. 

Tercer  año:  Metalurgia  y  preparación  mecánica.— Geología  y 
Laboreo  de  minas.— Dibujo. 

Las  clases  orales  tienen  lugar  los  sábados  y  domingos,  y  la& 
de  Dibujo  los  mismos  días  y  los  lunes. 

Los  alumnos  que  aprueban  todas  las  asignaturas  compren- 
didas en  el  cuadro  anterior  obtienen  el  título  de  Capataz  de 
minas,  hornos  y  máquinas,  y  los  que  excluyen  las  de  Mecánica 
y  Construcción  del  segundo  año,  y  Metalurgia  y  preparación 
mecánica  del  tercero,  obtienen  sólo  el  título  de  Capataz  de 
minas. 

El  incremento  de  las  explotaciones  mineras  en  aquella  co- 
marca aumentó  de  año  en  año  el  número  de  alumnos,  basta 
llegar  á  sentirse  la  necesidad  de  un  local  á  propósito  para  la 
enseñanza.  El  año  1894  se  inauguró  un  edificio  hecho  expresa- 
mente con  este  objeto  y  costeado  por  la  Diputación  provincial 
y  el  Ayuntamiento  de  Mieres,  y  que  reúne  todas  las  condicio- 
nes que  eran  de  desear. 

Pero  la  dirección  de  esta  Escuela  no  ha  descansado  nunca,  y. 
con  una  actividad  digna  de  todo  elogio,  antes  de  terminarse 
una  ampliación,  una  reforma,  ya  se  estaba  estudiando  otra;  la 
electricidad  se  estudiaba,  se  desarrollaba  su  enseñanza,  se  vul- 
garizaba, si  cabe  esta  frase;  pues  tenía  que  dársele  entrada  en 
el  cuadro  de  aquella  enseñanza,  y  en  1896,  por  Real  orden  del 
Ministerio  de  Fomento,  se  dispone:  Que  se  establezca  en  la 
Escuela  de  Capataces  de  Mieres  una  cátedra  de  Electrotecnia; 
que  se  acepte  el  donativo  de  25.000  pesetas  hecho  por  el  Ayun- 
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tamiento  de  Hieres  para  adquirir  el  material  necesario  para  la 
enseñanza  de  la  referida  asignatura;  que  la  duración  de  los 
estudios  dentro  de  la  Escuela  se  amplíe  á  un  año  más;  y  que  el 
Subdirector  de  Mieres  remita  al  Director  de  la  Escuela  especial 
de  Ingenieros  de  Minas  la  distribución  de  asignaturas  de  los 
«uatro  años  que  ahora  tiene  la  enseñanza,  especificando  las 
asignaturas  que  debe  comprender  la  suficiencia  para  el  título 
•de  Capataz  de  minas. 

Bseuela  de  Capaiaees  áe  minas  y  maquinistas  con- 
daeáorrs  de  Cartagena.  —  lias  razones  que  aconsejaron 
erear  la  Escuela  (ie  Capataces  de  Asturias,  se  repitieron  en  la 
comarca  de  Cartagena  con  el  desarrollo  que  en  ésta  tomaron 
las  explotaciones  de  las  minas  de  plomo  argentífero. 

En  1.^  de  Enero  de  1865,  la  Dirección  general  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio,  que  había  proyectado  establecer  una 
Escuela  práctica  de  Minas  en  el  importante  distrito  de  Carta- 
gena, ofició  al  Gobernador  de  Murcia  para  que  buscase  en 
aquella  ciudad  un  local  á  propósito  para  su  instalación,  y 
capaz  al  mismo  tiempo  para  establecer  definitivamente  el  Labo- 
ratorio que  la  Inspección  de  minas  tenía.  La  falta  de  locales 
propios  del  Estado,  y  sobre  todo  la  del  crédito  correspondiente 
en  el  presupuesto  para  los  gastos  de  instalación,  fueron  causa 
de  que  todas  las  gestiones  hechas  en  aquella  época  fueran  in- 
útiles para  dotar  á  Cartagena  de  un  establecimiento  que  tanto 
importaba  á  sus  cuantiosos  intereses  mineros. 

A  la  libertad  de  enseñanza  proclamada  en  1869  debió  Car- 
tagena la  Escuela  especial  de  maestros  facultativos  de  minas, 
que  se  estableció  en  1871,  con  dependencia  inmediata  del  Ayun- 
tamiento municipal  y  aneja  á  su  Instituto. 

Se  exigía  para  el  ingreso,  examen  de  Aritmética,  Algebra  ele- 
mental. Geometría  plana  y  del  espacio.  Trigonometría  rectilí- 
nea, sirviendo  de  recomendación  saber  traducir  francés.  La 
enseñanza  duraba  dos  años:  1.®,  Nociones  de  física  y  mecánica 
aplicada,  Mineralogía,  Preparación  mecánica  de  minerales,  No- 
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oiones  de  geognosia,  Dibujo  lineal  y  topográfico;  2.°,  Laboreo 
de  minas,  Topografía,  Construcción,  Docimasia,  Dibujo  lineal 
y  topográfico. 

El  Gobierno  de  la  República,  con  fecha  3  de  Abril  de  1873, 
di&puso  que  los  títulos  de  capataces  expedidos  por  la  Escuela  de 
Cartagena  tuvieran  las  mismas  condiciones  y  carácter  oficial 
que  los  que  se  daban  en  las  Escuelas  prácticas  de  Almadén  y 
Asturias;  en  su  consecuencia  sufrió  algunas  modificaciones  el 
reglamento  al  año  siguiente,  no  siendo  ya  los  títulos  que  daba, 
ele  maestros  facultativos  de  minas,  sino  de  capataces.  En  el  año 
1874  la  escasez  de  fondos  del  municipio  hizo  que  desapareciera 
esta  Escuela,  lo  mismo  que  el  Instituto  al  que  estaba  agregada. 
En  su  breve  existencia,  esta  Escuela  produjo  muy  buenos  re- 
sultados y  los  jóvenes  educados  en  ella  poseían  una  instruc- 
ción sólida  y  una  aptitud  reconocida  para  la  profesión  de  minas. 

Este  recuerdo  dio  ocasión  á  que  la  Sociedad  Económica  de 
Amigos  del  País  de  Cartagena,  deseosa  de  llenar  de  una  ma- 
nera cumplida  la  elevada  misión  que  su  instituto  le  imponía 
de  difundir  la  enseñanza,  abogar  por  el  engrandecimiento  de 
las  fuerzas  vitales  de  aquella  comarca,  y  comprendiendo  las 
necesidades  que  entrañaba,  el  grado  de  prosperidad  que  alcan- 
zaba el  distrito  minero  de  Murcia,  al  par  que  los  distritos  mi- 
neros próximos,  acudió  al  Ministerio  de  Fomento  con  la  pre- 
tensión de  obtener  el  auxilio  del  Gobierno  para  la  creación  de 
una  Escuela  de  capataces  de  minas  y  maquinistas,  utilizando 
al  efecto  el  edificio  y  el  material  del  suprimido  Instituto  y  de 
la  antigua  Escuela  de  maestros  de  minas  y  pilotos. 

Por  Real  decreto  de  4  de  Septiembre  de  1883  se  crea  en  la 
ciudad  de  Cartagena  una  Escuela  de  capataces  de  minas  y  ma- 
quinistas, dependiendo  de  la  Escuela  especial  de  Ingenieros  de 
Minas  y  servida  por  dos  Profesores  Ingenieros  del  Cuerpo. 

En  20  de  Febrero  de  1884  se  aprobó  el  reglamento.  Según 
¿ste,  para  ingresar  en  la  Escuela  había  que  sufrir  examen  y  ser 
aprobado  de  elementos  de  Aritmética,  Álgebra  y  Geometría. 
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Los  que  querían  dedicarse  á  maquinistas  sólo  tenían  que 
aprobar  la  Aritmética  elemental. 

La  enseñanza  para  capataces  de  minas  debía  darse  dentro 
de  la  Escuela  en  dos  años: 

Primer  año:  Elementos  de  Trigonometría  y  de  Topografía.-^ 
Nociones  de  Física,  Mecánica  y  estudio  práctico  de  máquinas 
y  motores.— Conocimiento  de  los  principales  minerales  y  rocas 
por  sus  caracteres  más  comunes.— Dibujo  lineal  y  topográfico. 

Segundo  año:  Estudio  práctico  de  ensayo  de  los  minerales 
más  comunes;  preparación  mecánica  de  los  minerales.— Laborea 
de  Minas.— Dibujo  lineal  y  topográfico. 

.  La  enseñanza  para  maquinistas  se  daría  en  un  año,  y  com* 
prendía:  Nociones  elementales  de  Geometría.— Ideas  generales 
de  Mecánica.— flétales  que  se  emplean  en  las  máquinas. — Com- 
bustibles que  se  usan  en  las  mismas.— Combustión,  hornos,  cal- 
deras, modo  de  manejar  las  máquinas.— Dibujo  lineal  y  prácti- 
cas del  manejo  de  máquinas  de  vapor. 

Las  asignaturas  se  daban  en  cinco  lecciones  semanales  y  el 
día  restante  se  dedicaba  al  Dibujo  lineal. 

Los  títulos  de  Capataz  de  minas  y  Maquinistas  se  expedirían 
por  la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,, 
en  vista  de  la  propuesta  elevada  por  el  Subdirector,  por  con- 
ducto del  Director  de  la  Escuela  de  Ingenieros  de  Minas,  con 
remisión  de  una  de  las  notas  originales  de  calificación. 

Después  de  algunas  dificultades  para  la  organización  de  la 
Escuela,  se  resuelven  éstas  por  las  Reales  órdenes  de  3  de  Sep- 
tiembre y  H  de  Noviembre  de  1885,  por  las  que  aceptando  la 
cooperación  de  la  Sociedad  Económica  de  Amigos  del  País,  se 
dispone  su  instalación  con  arreglo  á  lo  prevenido  el  el  regla- 
mento, y  dan  comienzo  los  cursos  en  aquel  establecimiento  en 
1.°  d^  Enero  de  1886. 

En  11  de  Noviembre  de  1887  se  reforma  el  reglamento,  estable- 
ciendo que  para  obtener  el  título  de  Capataz  de  mincts  hace  falta 
haber  ganado  todas  las  asignaturas  que  constituyen  la  ense- 
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ñanza  y  acreditar,  además,  haber  trabajado  durante  dos  años 
en  el  interior  de  las  minas.  Igualmente,  para  expedir  el  título  de 
Maquifiiataa  conductores  á  los  alumnos  que  bayan  aprobado 
las  asignaturas  correspondientes,  tendrán  que  llevar  un  año  de 
práctica  en  el  manejo  de  las  máquinas  de  vapor  y  acreditar  ha- 
ber trabajado  dos  años  como  oficial  de  herrería. 

Al  objeto  de  uniformar  la  enseñanza  con  lo  que  estaba  esta- 
blecido en  las  demás  Escuelas  de  Capataces,  se  dispone  por  Real 
orden  de  12  de  Octubre  de  1896: 

1.®  Que  se  denomine  tercer  año  al  que  hasta  entonces  se  lla- 
maba segundo,  sin  alterar  en  nada  la  organización  de  la  ense- 
ñanza. Denominar  segundo  año  al  que  hasta  entonces  era  pri- 
mero, segregando  de  él  el  estudio  de  las  Nociones  de  Física  y 
Química,  para  constituir  con  ellas  y  con  los  elementos  de  Arit- 
mética, Algebra  y  Geometría,  que  venían  pidiéndose  para  el  in- 
greso, el  primer  año  de  la  enseñanza  que  se  daría  en  lo  sucesivo 
dentro  de  la  Escuela. 

2.°  La  enseñanza  de  los  maquinistas  conductores  constaría 
de  dos  años,  el  primero  de  los  cuales  será  el  que  se  crea  con  esta 
denominación  en  la  referida  Escuela,  pasando  el  que  entonces 
era  primero  á  ser  segundo. 

3.^  Para  ingresar  en  la  Escuela,  el  candidato  acreditará  haber 
cumplido  diez  y  seis  años  y  sufrirá  ante  los  Profesores  de  ella 
un  examen  de  lectura  y  escritura  al  dictado  y  de  Elementos  de 
Gramática  castellana. 

A  partir  de  esta  fecha  ninguna  nueva  disposición  se  ha  dado 
sobre  este  establecimiento  de  enseñanza. 

Escuela  de  Capataces  de  Vera. —  Almería,  una  de 
nuestras  primeras  provincias  mineras,  reclamaba  desde  muy 
antiguo  tener  una  Escuela  de  Capataces,  por  la  grandísima 
importancia  de  sus  explotaciones,  y  mucho  hubiera  influido  en 
un  desarrollo  más  ordenado  de  sus  labores,  si  antes  se  hubiera 
establecido. 

El  Real  decreto  de  23  de  Abril  de  1835,  mandando  establecer 
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la  de  Ingenieros  de  Minas,  indicaba  ya  ia 
ener  una  Escuela  de  Capataces  en  Berja,  «cá 
os  de  la  sierra  de  Gador  puedan  imponerse 
ás  indispensables  del  laboreo  de  minas  y 
el  sistema  de  explotación  rapiñoso  y  des- 
>serva  en  aquella  sierra;  cuya  enseñanza 
L  algunos  de  los  ingenieros  ó  pensionados 
su  carrera  y  se  han  hecho  acreedores  al 
í  minería)^. 

de  la  Escuela  de  Berja  quedó  olvidada; 
iños,  hasta  que  en  el  presupuesto  de  1873 
m  los  créditos  necesarios  para  establecer 
)ataces  en  Vera,  según  se  había  acordado 
Brial  de  26  de  Marzo  de  1873,  y  en  atención 
ñera  y  á  ser  un  punto  donde  podían  acudir 
mtes  obreros  de  las  minas,  y  dotándola  de 
nieros  de  minas  para  que  dieran  la  ense- 

bre  del  mismo  año  y  por  una  Orden  de  la 
mandó  que  se  estableciera  en  la  villa  de 
3  Capataces  de  minas  que  estaba  mandado 
ntender  que  la  enseñanza  tendría  en  aquel 
Bntos  y  reportar  más  positivas  é  indudables 

sin  que  llegara  á  crearse  definitivamente 
le  la  Real  orden  de  1.**  de  Enero  de  J890, 
e  Capataces  de  minas  y  Maestros  de  fundi- 
,  de  Almería,  publicando  al  mismo  tiempo 
e  su  instalación  en  Vera, 
¡dad  era  de  diez  y  ocho  años,  y  las  asigna- 
3  aprobar  eran:  Elementos  de  Aritmética, 

L. 

tro  de  la  Escuela  se  hacia  en  dos  años: 
nentos  de  Trigonometría  y  Topografía.— 
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Nociones  de  Física.— Conocimiento  de  los  principales  minerales 
y  rocas.— Dibujo  lineal  y  topográfico. 

Segtmdo  año:  Laboreo  de  minas.  —  Estudio  práctico  de  en- 
sayo de  los  minerales  más  comunes. —  Nociones  generales  de 
Metalurgia  y  su  aplicación  al  plomo,  á  la  plata  y  al  azufre. — 
Dibujo  lineal  y  topográfico» 

El  resto  del  reglamento  era  análogo  al  de  la  Escuela  de  Capa- 
taces de  Cartagena,  y  la  Real  orden  de  12  de  Octubre  de  1896^ 
que  bemos  dicbo  se  dio  á  aquella  Escuela,  se  aplicó  también  á 
la  de  Vera,  quedando  así  la  enseñanza  que  se  da  dentro  de  ésta 
dividida  en  tres  años,  simplificándose  el  ingreso  en  la  misma 
forma  y  rebajando  la  edad  á  los  diez  y  seis  años. 

Eseuela  ele  Capataces  de  Uñares. —  También,  y  al 
amparo  de  la  libertad  de  enseñanza,  se  creó  en  el  año  1873  una 
Escuela  de  Capataces  en  el  importante  distrito  de  Linares,  por 
el  Ayuntamiento  de  aquella  ciudad,  poniéndose  al  frente  de  la 
enseñanza  que  allí  se  daba  dos  Ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas, 
y  se  consideraban  además  como  catedráticos  todos  los  demás 
Ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas  residentes  en  el  distrito  de  Jaén. 

La  enseñanza  se  daba  en  la  Escuela  en  tres  años,  compren- 
diendo las  materias  que  hemos  visto  se  explicaban  en  las  otras 
Escuelas  de  capataces.  Esta  Escuela  debió  cerrarse  en  el 
año  1875. 

Pero  la  semilla  estaba  echada,  y  aquellos  recuerdos  dieron 
lugar  á  que  el  Real  decreto  de  18  de  Noviembre  de  1892  creara 
en  Linares  la  actual  Escuela  de  Capataces  de  minas. 

Por  este  decreto  se  dispone,  además  de  su  creación,  que  la 
Escuela  dependerá  de  la  especial  de  Ingenieros  de  Minas,  que 
estará  servida  por  dos  Profesores  Ingenieros  del  Cuerpo,  que  se 
regirá  por  el  reglamento  que  en  1.*^  de  Enero  de  1890  se  aprobó 
para  la  Escuela  establecida  en  Vera,  y  que  serán  de  cuenta  del 
Ayuntamiento  de  Linares  el  local  y  menaje  de  la  citada  Escue- 
la, así  como  el  personal  subalterno  encargado  de  su  custodia. 

Los  estudios  dentro  de  la  Escuela,  y  análogamente  á  lo  que 
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«e  hacia  en  Vera,  se  daban  en  dos  años;  la  Real  orden  de  10  de 
Diciembre  de  1895  amplía  la  enseñanza,  que  ahora  se  da  en  tres 
años:  en  el  primero  se  explican  nociones  de  Aritmética,  Alge- 
bra y  Geometría  y  además  nociones  de  Física  y  Química;  en  el 
segundo,  lo  que  constituía  antes  el  primero,  descartando  las 
nociones  de  Física  y  Química,  y  en  el  tercero  lo  que  formaba 
antes  el  segundo  año. 

Esta  Real  orden  fué  la  que  sirvió  de  base,  y  se  hizo  aplicación 
de  ella  á  las  Escuelas  de  Cartagena  y  Vera,  estableciendo  en  és- 
tas tres  un  régimen  igual  para  su  enseñanza. 

Bscaela  de  capataces  de  Huelwa.— Ya  en  el  año  1873 
j  en  la  Escuela  libre  profesional  de  Huelva  se  proporcionaba 
el  estudio  de  la  carrera  de  Peritos  de  Minas,  á  cuyo  efecto  se 
establecieron  cátedras  de  preparación  mecánica  de  los  minera- 
les y  metalurgia,  como  materias  de  aplicación  á  la  minería  de 
los  demás  estudios  elementales  que  allí  se  explicaban;  pero  la 
enseñanza  era  incompleta,  sin  formar  un  sistema  adecuado  ai 
objeto  de  formar  peritos  de  Minas,  puesto  que  no  se  enseñaba 
el  laboreo  de  minas,  que  es  lo  principal. 

Su  duración  fué  corta,  como  las  de  las  demás  Escuelas  de  Mi- 
nas que  nacieron  á  impulsos  de  la  libertad  de  enseñanza. 

Pero  aquellos  trabajos  no  resultaron  estériles;  pasados  algu- 
nos años  y  solicitado  por  el  gremio  de  mineros  de  la  región  de 
Huelva,  se  ha  creado  la  Escuela  de  Capataces  de  minas  en  la  ca- 
pital de  la  provincia,  por  Real  decreto  de  22  de  Febrero  de  1901 
del  Ministerio  de  Instrucción  pública  y  Bellas  Artes. 

Las  compañías  mineras  más  importantes  han  subvencionado 
con  cantidades  que  bastan  para  cubrir  los  gastos  de  instalación 
y  material;  la  Diputación  provincial  contribuirá  con  la  canti- 
dad de  5.000  pesetas  para  el  sosteniento  anual  de  la  Escuela; 
y  el  Ayuntamiento  facilita  local  apropiado  para  su  estableci- 
miento. 

Esta  Escuela  depende  de  la  especial  de  Ingenieros  de  Minas, 
-como  las  demás  de  igual  índole,  y  está  servida  por  tres  Proffe- 
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sores  Ingenieros  del  Cuerpo,  un  auxiliar  facultativo  y  el  perso- 
nal subalterno. 

El  reglamento  fué  aprobado  en  6  de  Agosto  de  1901;  la  ense- 
ñanza se  da  en  tres  años,  y  tanto  en  las  condiciones  para  el  in- 
greso como  el  régimen  interior,  son  análogos  á  los  estableci- 
dos en  las  Escuelas  de  Cartagena,  Vera  y  Linares,  que  ya 
hemos  dicho;  las  diferencias  son  que  por  la  índole  especial  de 
la  comarca,  se  da  la  preferencia,  tanto  para  el  estudio  de  los 
minerales  como  para  su  metalurgia,  á  las  menas  de  cobre, 
hierro,  plomo  y.plata,  por  ser  las  más  comunes  en  la  provincia. 

Con  gran  actividad  se  llevaron  á  cabo  todos  los  trabajos  de 
organización;  y  después  de  perfectamente  instalada  y  en  amplio 
local,  se  inauguró  la  enseñanza  en  el  curso  siguiente,  ó  sea  en  el 
de  1902  á  1903.  Las  solicitudes  de  ingreso  fueron  en  su  mayor 
parte  de  empleados,  capataces  prácticos  y  obreros  de  las  minas 
de  Riotinto,  Tharsis  y  otras  de  aquel  distrito. 

Escuela  de  eapataees  de  Bilbao.— Aunque  con  carác- 
ter particular,  es  decir,  sin  intervención  directa  por  el  Estado, 
y  sostenida  por  aquella  Diputación  provincial,  en  el  año  1902 
se  creó  en  Bilbao  una  Escuela  de  capataces,  intermedia  entre 
la  de  Artes  y  Oficios  y  la  de  Ingenieros  industriales.  El  Ayun- 
tamiento también  prestó  su  concurso,  y  en  20  de  Noviembre  del 
mismo  año  fué  su  inaugaración,  siendo  en  gran  número  los 
alumnos  matriculados,  lo  que  vino  á  demostrar  que  su  funda- 
ción respondía  á  una  necesidad  sentida. 
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CAPITULO  XV 
Otros  servicios  del  ramo  de  minas. 


lapa  jeolÓjICO  de  España.— Desde  ios  üempos  más 
otos  ha  sido  objeto  de  toda  clase  de  investigaciones  el  co- 
imiento  de  la  corteza  terrestre;  en  la  Memoria  que  sirve  de 
oducción  al  Boletín  de  la  Comisión  del  Mapa  geológico  de 
aña,  el  eminente  ingeniero  D.  Manuel  Fernández  de  Castro, 
oleccionar  todos  los  trabajos  geológicos  hechos,  y  por  lo 
á  España  se  refiere,  los  divide  en  cuatro  épocas. 
1  la  primera  abraza  un  período  de  muchos  siglos:  desde 
lempos  primitivos  hasta  mediados  del  siglo  XVIII;  deno- 
Ei  á  esta  época  de  la  Historia,  porque  sólo  en  los  escritos 
)s  naturalistas  y  geógrafos,  filósofos  é  historiadores,  se  ven 
ignados  datos  aislados  que  pueden  ser  útiles  para  el  cono- 
ento  de  nuestro  suelo;  la  ciencia  geológica  era  desconoci- 
^ero  no  la  Geografía  y  la  Historia. 

ice  la  Geología  en  la  segunda  época,  y  contribuyeron  á  eUo 
levadas  inteligencias  que,  repugnando  los  errores  con  que 
ataba  de  explicar  los  hechos  naturales,  se  dedicaron  á  su 
lio,  enlazándolos  unos  con  otros;  llama  á  esta  época  de  las 
cias  naturales.  En  este  período,  que  comprende  hasta  el 
cimiento  de  nuestra  minería  en  1825,  se  hicieron  ya  traba- 
lobre  el  terreno,  observando  y  describiendo  lo  que  veían, 
iios  verdaderamente  geológicos,  y  hasta  dando  á  conocer 
nósticamente   una  comarca  ó  región  limitada;  en  este 
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segundo  período  hay  ya  un  interés  científico  para  el  naturalis- 
ta,  porque  hay  datos  razonados  con  el  criterio  de  la  ciencia,  no 
pueden  servir  al  geólogo  moderno  sino  como  hechos  aislados, 
pero  son  verdaderas  piedras  sueltas  para  el  edificio  que  ha  de 
levantarse  más  tarde. 

La  tercera  época,  que,  como  las  demás,  es  una  división  pura- 
mente local  para  España,  comprende  aquellos  trabajos  ejecuta- 
dos bajo  la  influencia  de  un  acontecimiento  que  hacía  indispen- 
sable el  estudio  geológico  de  nuestro  suelo,  y  para  los  que  se 
hizo  aplicación  de  las  nuevas  y  fecundas  teorías  geológicas, 
nacidas  unas  en  la  escuela  de  Freiberg,  emitidas  otras  en  las 
cátedras  de  Inglaterra.  Se  denomina  esta  época  con  el  nombre 
del  Nacimiento  de  la  minería. 

Comienza  el  período  con  el  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  1825, 
que  fué  redactado  por  el  eminente  D.  Fausto  de  Elhuyar,  á 
quien  se  debe  que  España  figure  entre  las  naciones  mineras  de 
Europa,  y  que  tanto  contribuyó  al  desarrollo  de  nuestra  mine- 
ría. Que  el  decreto  pudo  influir  é  influyó  muy  directamente  en 
el  estudio  físico-geológico  de  nuestro  suelo,  apenas  parece  nece- 
sario indicarlo;  basta  recordar  que  sin  él  no  se  hubiera  multi- 
plicado el  número  de  las  exploraciones  mineras  hasta  un  gua- 
rismo fabuloso,  con  gran  fruto  siempre  para  el  conocimiento 
geológico  de  nuestro  suelo,  aun  en  aquellos  casos  en  que  los 
trabajos  sólo  han  producido  desengaños  para  los  industriales. 

Durante  los  dos  primeros  períodos  los  reyes  se  habían  limi- 
tado á  prestar  su  apoyo  á  algunas  revistas,  periódicos  científicos 
ú  obras  que  trataran  de  Memorias  sobre  algunos  criaderos,  bos- 
quejos ó  cartas  que  de  geología  se  ocuparan;  pero  sin  dar  dis- 
posiciones, sin  tomar  parte  activa  en  aquellos  estudios.  Pero 
ya  en  este  tercer  período,  al  decreto  de  1825  siguen,  entre  otras, 
la  Real  orden  de  1831,  comisionando  á  D.  Ángel  Vallejo  para 
formar  el  Plano  geológico  de  España,  comenzando  por  Cataluña, 
cuyos  trabajos  terminó  antes  de  1834;  y  la  Real  orden  de  1832 
encargando  al  Ingeniero  D.  Guillermo  Schulz  para  que  verificase 
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el  estudio  (ideológico  de  las  provincias  de  Galicia,  publicándose 
en  1835  la  Descripción  geognóstica  de  aquel  reino. 

Por  la  misma  época  se  reconoció  la  necesidad  dé  estudiar  geog- 
nósticamente  los  terrenos  de  las  provincias  de  Castilla  la  Vieja 
y  Extremadura,  y  dos  nuevas  Reales  órdenes  de  1835  disponen 
que  se  hagan  aquellos  estudios. 

En  1837  una  Real  orden  de  la  Dirección  general  del  ramo 
manda  publicar  una  de  las  obras  más  notables  de  la  bibliogra- 
fía geológica  española,  los  Anales  de  Minas,  donde  los  ingenie- 
ros det  Cuerpo  dieron  á  conocer  sus  principales  trabajos  sobre 
la  geología  de  España. 

Innumerables  son  los  trabajos  que  se  publicaron  en  aquellos 
Analesj  sobre  asuntos  de  Geología,  como  fueron  muchos  tam- 
bién los  que  se  dieron  á  conocer  en  el  Boletín  Oficial  de  Minas, 
Bevista  Minera  y  muchas  más  publicaciones. 

Termina  este  período  el  año  1849  con  el  Real  decreto  creando 
una  Comisión  encargada  de  formar  la  Carta  geológica  del  terreno 
de  Madrid. 

Comienza  el  cuarto  período  con  este  decreto,  que  se  dio  en 
12  de  Julio  de  aquel  año,  encomendando  además  á  la  Comisión 
que  reuniera  y  coordinara  los  datos  para  formar  la  Carta  gene- 
ral del  Reino,  decreto  que  tuvo  grandísima  influencia  en  el  es- 
tudio de  nuestro  suelo,  porque  fué  el  primer  paso  para  hacer  con 
uniformidad  el  de  toda  la  Península,  y  gracias  á  él  empezaron 
á  allegarse  con  verdadero  rigor  científico  los  elementos  para 
presentar  un  excelente  modelo  de  los  bosquejos  provinciales  que 
habían  de  preceder  al  del  Mapa  general  de  España.  Este  período 
podría  muy  bien  llamai*se  del  Renacimiento  de  la  geología  en 
España, 

De  los  trabajos  que  llevó  á  cabo  aquella  Comisión,  tanto  en 
la  Sección  geológico-mineralógica  como  en  la  Sección  geológico- 
paleontológica,  dan  buena  cuenta  las  muchas  revistas  científi- 
cas que  por  aquella  época  se  publicaban,  y  que  no  había  número 
sin  que  se  encontrara  algún  estudio  ó  trabajo  especial,  muchos 
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de  ellos  publicados  ea  revistas  extranjeras,  al  par  que  eran  tam- 
bién muchos  los  extranjeros  que  vinieron  á  estudiar  nuestra 
geología. 

El  Gobierno  también  tomaba  parte  en  aquel  entusiasmo  cien- 
tífico, y  en  2t  de  Marzo  de  1854  se  dieron  Reales  órdenes  por  las 
cuáles  se  mandó  proceder  al  reconocimiento  de  las  diferentes 
formaciones  de  carbón  de  la  Península,  empezando  por  las  de 
Espiel  y  Bélmez,  en  la  provincia  de  Córdoba;  las  de  Sabero, 
Orbó  y  SantuUán,  en  las  de  León  y  Falencia;  y  la  cuenca  de  San 
Juan  de  las  Abadesas,  en  la  provincia  de  Gerona;  formando  tres 
Subcomisiones  para  aquel  objeto. 

Otra  Real  orden  de  6  de  Septiembre  del  mismo  año  hace  que 
pasen  dos  ingenieros  de  minas  á  Portugal,  con  objeto  de  recono- 
cer y  describir  los  trazos  principales  de  la  constitución  geoló- 
gica de  aquel  suelo,  y  con  especialidad  la  de  las  cuencas  del 
Guadiana,  Tajo,  Duero  y  Miño. 

Los  pocos  recursos  con  que  contaba  la  Comisión  del  Mapa 
geológico  de  £spaña  hizo  que  á  principios  de  1859  estuviera 
amenazada  de  ser  suprimida;  pero  la  ley  de  5  de  Junio  de  aquel 
año  dispone  que  se  agregue  á  la  Junta  general  de  Estadística  y 
que  dependan  de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros;  for- 
mándose al  efecto  un  plan  general  para  tener  una  representa- 
ción y  descripción  completa  de  la  Península,  islas  adyacentes  y 
provincias  de  Ultramar,  bajo  las  relaciones  geodésicas,  maríti- 
mas, geológicas,  forestales,  itinerarias  y  parcelarias.  De  esta 
Junta  era  Vocal  nato  el  Director  de  la  Escuela  de  ingenieros  de 
Minas. 

En  20  de  Agosto  de  aquel  año  se  da  un  Real  decreto  dispo- 
niendo lo  conveniente  para  dar  principio  á  los  trabajos  geoló- 
gicos y  medición  del  territorio.  Los  trabajos  geológicos  forma- 
rían dos  épocas:  los  provisionales  y  los  definitivos. 

Los  primeros,  reducidos  á  avances  ó  bosquejos,  debían  termi- 
narse en  el  plazo  de  cinco  años  y  ejecutarse  por  los  ingenieros 
de  minas  de  las  respectivas  provincias;  encargándose  de  uni- 


Digitized  by 


Google 


-  534  - 

formar  y  concertar  estos  trabajos  una  brigada  especial,  com- 
puesta de  tres  ingenieros  y  tres  ayudantes,  la  cual  había  de  re- 
conocer y  estudiar  al  propio  tiempo  las  cuencas  más  interesan- 
tes de  la  Península.  Sobre  los  trabajos  geológicos  provisionales 
debían  formarse  más  adelante  los  definitivos,  con  más  prolijo 
examen  y  escrupulosa  atención,  á  cuyo  efecto  se  destinarían  dos 
brigadas,  compuestas  de  un  ingeniero  de  minas  con  tres  seccio- 
nes de  dos  ayudantes.  Éstas  empezarían  por  el  estudio  defini- 
tivo y  levantamiento  de  planos  detallados  de  una  cuenca  car- 
bonífera y  de  un  territorio  metalífero,  valiéndose  de  los  planos 
parcelarios  de  los  distritos  municipales  á  medida  que  fueran 
adelantando,  para  comprobar,  precisar  y  rectificar  los  hechos 
con  carácter  de  provisionales. 

Inútil  es  decÍT«que  este  plan  tuvo  apenas  un  principio  de  eje- 
cución, y  lo  más  sensible  es  que,  á  pesar  de  estar  á  cargo  de  la 
misma  Junta  todos  los  trabajos,  no  parece  haberse  realizado 
nunca  la  juiciosa  prescripción  de  combinar  los  trabajos  del 
Mapa  geográfico  con  los  del  geológico,  hasta  el  punto  de  c[ue  en 
los  únicos  definitivos  que  para  éste  se  emprendieron  en  Astu- 
rias, las  secciones  de  ingenieros  de  minas  se  ocuparon  en  hacer 
triangulaciones  geodésicas  y  planos  topográficos. 

La  Junta  general  de  Estadística  contaba  con  recursos  que  ja- 
más han  tenido  otras  comisiones  encargadas  de  la  formación 
del  Mapa  geológico.  Los  ingenieros  destinados  á  estos  estudios 
disfrutaban  de  gratificaciones  an^egladas  á  la  mayor  ó  menor 
movilidad  de  cada  uno,  abonándoles  íntegramente  los  gastos  de 
traslación;  y  los  que  no  se  ocupaban  constantemente  en  traba- 
jos de  campo  tenían  una  gratificación  menor  durante  el  tiempo 
destinado  á  los  de  bufete;  además  se  hacían  acreedores  á  recom- 
pensas determinadas  por  el  mérito  distinguido  que  contrsgesen 
en  señalados  períodos  de  tiempo. 

Trabajos  importantes  se  llevaron  á  cabo  por  la  Sección  geo- 
lógica, hasta  la  Real  orden  de  30  de  Septiembre  de  1863,  que 
creó  una  Comisión,  compuesta  de  cuatro  ingenieros  de  Minas 
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y  tres  Auxiliares  facultativos  para  estudiar  la  cuenca  carbonífera 
4e  Asturias,  que  se  amplió  después  á  las  cuencas  de  León  y  Fa- 
lencia; y  se  le  señalaban  las  reglas  que  habían  de  seguir  para 
los  estudios  topográfico,  geológico,  paleontológico,  sondeos, 
vías  de  comunicación,  etc.  Los  ingenieros  y  auxiliares  estaban 
á  las  inmediatas  órdenes  del  jefe  de  la  Comisión,  el  cual  dirigía 
los  trabajos,  y  todos  disfrutaban,  además  de  sus  sueldos,  las  die- 
tas que  señalaba  el  reglamento  del  Cuerpo,  durante  los  estudios 
de  campo,  y  la  mitad  el  tiempo  restante. 

En  1863  dá  D.  Amallo  Maestre  un  Bosquejo  general  geológico 
de  España,  y  el  año  siguiente  de  1864  se  publica  el  Mapa  geoló- 
gico de  España  y  Portugal,  que  fué  la  publicación  más  impor- 
tante que  basta  entonces  se  había  hecho  de  la  geología  de  la 
Península. 

Por  decreto  de  15  de  Febrero  de  1865  se  crea  una  Comisión 
permanente  de  Geología  industrial,  y  por  Circular  de  1.**  de 
Abril  del  Vicepresidente  de  la  Junta  general  de  Estadística,  de 
quien  dependía,  se  dan  instrucciones  á  los  ingenieros  de  minas 
y  jefes  de  las  provincias  con  objeto  de  ordenar  y  dirigir  los  es- 
tudios y  trabajos  necesarios  para  el  tra:zado,  publicación  y  des- 
cripción de  los  mapas  geológico-provinciales,  con  inmediata 
aplicación  á  la  agricultura,  á  la  minería,  á  la  industria,  á  las 
<x)nstrucciones  y  á  la  investigación  de  aguas  art^ianas  y  mine- 
xales;  se  componía  aquella  Comisión  del  Director  general  de 
Agricultura,  Industria  y  Comercio,  Presidente,  y  cinco  Vocales, 
dos  de  ellos  inspectores  generales  ó  jefes  de  primera  clase  resi- 
dentes en  Madrid,  el  Director  de  ía  Escuela  de  Minas  y  los  pro- 
fesores de  Geología  y  Química  analítica,  auxiliados  de  otros  dos 
ingenieros.  Esta  Comisión  no  llegó  á  producir  resultado  nin- 
guno, porque  no  se  facilitaron  para  ello  recursos  ni  local.  Afor- 
tunadamente las  Secciones  geológicas  de  la  Junta  general  de 
Estadística  continuaron  funcionando,  y  gracias  á  la  constancia 
de  los  ingenieros  de  minas  que  las  formaban,  se  terminaron  al- 
gunos trabajos  y  se  continuaron  otros. 
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Los  trabajos  geológicos  que  fueron  decayendo  poco  á  poco  en 
la  Junta  de  Estadística,  se  paralizaron  completamente  durante 
los  años  de  1868  y  69,  y  tampoco  había  podido,  por  falta  de 
recursos,  hacer  nada  la  Comisión  para  el  estudio  de  las  cuen- 
cas carboníferas  de  Oviedo,  León  y  Falencia.  En  28  de  Abril 
de  1870  reconoció  el  Ministro  de  Fomento  que  era  imposible 
siguieran  interrumpidos  los  trabajos  sin  grave  perjuicio  para 
la  agricultura  y  la  industria,  y  con  el  fin  de  llegar  á  poseer 
mapas  geológicos  generales,  provinciales  y  de  comarcas  mine- 
ras importantes,  creó  una  Comisión  del  Cuerpo  de  Minas  con 
la  denominación  de  Comisión  del  Mapa  geológico,  la  cual  tenia 
á  sus  órdenes  tres  Secciones,  compuestas  cada  una  de  un  Inge- 
niero jefe,  de  un  ingeniero  subalterno  y  de  uno  ó  dos  auxiliares 
facultativos,  encargados  de  ejecutar  las  operaciones  en  el  campo 
y  en  las  oficinas,  ya  para  trazar  mapas  ó  bosquejos  de  las  pro- 
vincias que  aún  no  lofe  tenían,  ya  para  reunir,  ordenar  y  clasi- 
ficar los  trabajos  anteriores  y  formar  en  vista  de  todo  una 
Memoria  expresiva  de  cuanto  se  hubiese  practicado  hasta 
aquella  fecha  y  de  lo  que  faltaba  para  completar  el  Mapa  y  la 
descripción  geológica  del  territorio. 

Al  efecto  los  ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas  destinados  al 
servicio  de  las  provincias  y  de  los  Establecimientos  mineros  del 
Estado  debí£gi  facilitar  á  la  Comisión  y  á  las  Secciones  los  da- 
tos, planos  y  estudios  que  poseyesen  relativos  al  objeto,  y  au- 
xiliar los  trabajos  en  cuanto  fuera  compatible  con  el  servicio 
que  desempeñaban.  Se  disponía,  por  último,  en  el  Decreto  de 
28  de  Abril  de  1870,  que  se  refundiese  en  la  Comisión  del  Mapa 
geológico  la  que  estaba  encargada  del  estudio  de  las  cuencas 
carboníferas  de  Oviedo,  León  y  Falencia. 

De  nada  sirven  las  disposiciones  más  sabiamente  dictadas  y 
la  organización  mejor  estudiada,  cuando  no  se  cuenta  con  los 
recursos  pecuniarios  indispensables  para  llevarlas  á  efecto» 
sobre  todo  cuando  se  trata  de  trabajos  tan  dispendiosos  como 
los  que  exige  el  Mapa  geológico;  así  es  que  con  dificultad  suma 
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pudo  la  Comisión  nombrada  en  10  de  Mayo  de  1870  constituir- 
se, montar  el  local  en  que  hoy  tiene  sus  oficinas  y  colecciones» 
proveerse  del  material  indispensable  y  comenzar  los  trabajos 
geológicos. 

La  Comisión  geológica  proponía  la  organización  del  servicio, 
reuniendo  y  clasificando  todos  los  datos  y  antecedentes  que 
existían,  y  al  fin  de  cada  año  presentaba  una  Memoria  de  los 
trabajos  ejecutados.  Los  ingenieros  y  auxiliares  que  prestaban 
servicio  en  la  formación  del  Mapa  geológico  disfrutaban  la  in- 
demnización ordinaria  que  fijaba  el  Ministerio  de  Fomento  y  la& 
extraordinarias  á  que  tenían  derecho  conforme  al  reglamento 
del  Cuerpo  de  Minas. 

Por  Decreto  de  18  de  Octubre  de  1872  se  mandó  formar,  con 
destino  á  las  escuelas  de  primera  enseñanza  de  todas  las  pro- 
vincias, colecciones  de  minerales  que  tuvieran  aplicación  á  la 
industria  y  á  la  agricultura,  debiendo  constar  de  las  especies 
que  más  abundan  en  la  localidad  á  que  se  destinan,  y  de  aqué- 
llas que,  aunque  no  sean  conocidas  en  ella,  tengan  gran  impor- 
tancia y  aplicación  á  la  agricultura,  como  los  fosfatos  calizos, 
sales  amoniacales  y  sales  de  potasa.  Estas  colecciones  tenían 
que  ir  acompañadas  de  una  descripción  mineralógica  escrita 
con  claridad,  siendo  los  ingenieros  jefes  de  minas  de  las  pro- 
vincias los  encargados  de  formarlas  según  las  instrucciones  del 
Presidente  de  la  Junta  Superior  facultativa  de  Minería.  Lo& 
gobernadores,  oyendo  á  los  ingenieros  jefes,  harían  su  reparto, 
empezando  por  las  comarcas  mineras  y  enviándolas  á  las 
Escuelas  por  conducto  de  los  alcaldes,  siendo  los  maestros  res- 
ponsables de  su  conservación  y  los  encargados  de  enseñar  este 
ramo  de  las  ciencias  naturales,  dando  á  las  lecciones  un  carác- 
ter práctico. 

El  Real  decreto  de  28  de  Marzo  de  1873  podemos  decir  que 
abre  una  nueva  y  qmnta  época  en  la  historia  del  Mapa  geoló- 
gico de  España:  se  reorganizó  el  estudio  y  formación  del  Mapa, 
encomendando  al  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas  todos  los  tra- 
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bajos,  y  más  especialmente  á  una  Comisión  ejecutiva,  á  cargo 
de  un  Director,  que  será  Inspector  general,  cuatro  ingenieros 
jefes,  cinco  ingenieros  y  seis  auxiliares  facultativos;  además 
forman  parte  de  esta  Comisión  los  profesores  de  Geología  y  Pa- 
leontología, Mineralogía,  Química  analítica  y  Docimasia  de  la 
Escuela  de  Minas.  Se  encomienda  la  alta  inspección  de  todos 
los  trabajos  á  la  Junta  Superior  facultativa  de  Minería,  en  la 
<iue  se  orea  una  Sección  especial  con  este  objeto.  En  la  instruc- 
<5ión  que  acompañó  á  aquel  decreto  se  dividen  los  trabajos  en 
dos  partes  distintas;  la  una  tiene  por  objeto  el  trazado  del  Mapa 
geológico  general,  y  la  segunda  el  trazado  en  mayor  escala  de 
los  mapas  geológicos  industriales  de  as  provincias,  estable- 
<^iéndose  todas  las  reglas  necesarias  para  el  cumplimiento  de 
tan  importantes  objetos. 

Esta  Comisión  desde  sus  comienzos  logró  imprimir  gran  ac- 
tividad é  interés  á  los  estudios  geológicos,  como  lo  prueban  las 
Memorias  y  el  Boletín  que  publica  con  trabajos  y  noticias  de 
suma  importancia. 

En  10  de  Mayo  de  1873  se  ordenó  que  el  estudio  de  las  fosfo- 
ritas de  Cáceres,  encomendado  á  una  Comisión  especial,  pasara 
Á  la  Comisión  del  Mapa  geológico. 

Otra  Real  orden  de  14  de  Junio  de  1876  dispone  que  se  orga- 
nice el  servicio  geológico  en  Filipinas,  bajo  la  alta  inspección 
de  la  Comisión  ejecutiva  del  Mapa  geológico  de  España. 

Bn  vista  de  las  dificultades  que  ponían  algunos  mineros  para 
permitir  la  entrada  en  sus  concesiones  á  los  ingenieros  de  la 
Comisión  del  Mapa,  el  Director  de  éste  acudió  en  comunicación 
á  la  Dirección  general,  y  por  Real  orden  de  17  de  Mayo  de  1883 
Be  resolvió  que  los  concesionarios  mineros  facilitaran  el  reco- 
nocimiento* y  estudio  de  las  labores  que  hubiesen  practicado, 
-ó  estuvieren  practicando,  á  los  ingenieros  afectos  á  la  Comisión 
del  Mapa  geológico  de  España,  siempre  que  fueran  autorizados 
por  el  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio, 
ó  por  los  gobernadores  de  las  respectivas  provincias,  con  el  fin 
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de  adquirir  los  datos  necesarios  á  Ja  formación  del  mencionado 
Mapa. 

Los  trabajos  de  la  Ck)misión  del  Mapa  iio  se  limitaban  á  la 
reunión  de  datos  para  la  más  completa  formación  del  Mapa  y 
el  estudio  de  cuencas  y  yacimientos  importantes;  se  ocupaban 
también  y  con  gran  atención  de  difundir  la  enseñanza.  El  de- 
creto de  18  de  Octubre  de  1872  había  resultado  ineficaz,  aunque 
conveniente;  no  era  la  primera  enseñanza,^  como  en  aquél  se 
disponía,  la  sola  que  estaba  necesitada  del  conocimiento  de  los 
minerales;  así  que  por  Real  decreto  de  10  de  Febrero  de  1888 
se  encomienda  á  la  Comisión  del  Mapa  geológico  de  España  la 
formación  de  colecciones  de  los  minerales,  rocas  y  fósiles  que 
se  encuentran  en  el  territorio  de  la  Nación,  para  enriquecer  con 
ellas  los  gabinetes  de  Historia  Natural  de  los  establecimientos 
de  enseñanza  sostenidos  ó  auxiliados  por  el  Estado;  los  ejem- 
plares corrientes  en  las  comarcas  se  remitirían  á  los  Institutos 
de  segunda  enseñanza,  y  los  ejemplares  raros  ó  extraordinarios 
serán  destinados  al  Gabinete  de  la  Comisión  del  Mapa,  al  Mu- 
seo de  Ciencias  naturales  y  á  la  Escuela  de  Minas;  todo  y  sin 
perjuicio  de  que  la  Dirección  de  Instrucción  pública  estimulara 
por  los  medios  más  eficaces  la  formación  de  colecciones  de  to- 
dos los  productos  naturales  del  término  correspondiente  para 
las  escuelas  de  instrucción  primaria. 

Las  economías  que  impuso  el  Presupuesto  de  la  Nación 
en  1889  afectaron  también  al  Mapa  geológico;  por  Real  decreto 
de  1.**  de  Agosto  se  reduce  á  750  pesetas  la  gratificación  del  Di- 
rector y  á  500  las  del  Subdirector  y  Secretario. 

Pero  la  estabilidad  de  que  venía  disfrutando  la  organización 
de  la  Comisión  del  Mapa  geológico  de  España  desde  el  año  1873 
tenia  que  dar  sus  frutos,  y  en  1890  publica  el  estado  de  sus  tra- 
bajos al  terminar  el  año  1889,  y  el  índice  de  sus  publicaciones 
durante  los  años  1873  á  1888  inclusive.  La  Comisión  se  organizó 
en  1873,  y  desde  entonces  había  puesto  á  disposición  del  pú- 
blico un  Mapa  geológico  general  de  España  y  29  volúmenes  de 
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memorias  y  boletines,  aunque  para  sus  tareas  habían  tenido 
presente  cuanto  se  había  hecho  desde  1834.  En  1873  sólo  estaban 
publicados  los  mapas  geológicos  de  ocho  provincias  y  existían 
los  croquis  de  otras  diez;  la  mayor  parte  carecían  de  descripcio- 
nes geológicas.  A  los  quince  años  escasos,  todas  las  provincias 
tenían  sus  mapas  más  ó  menos  detallados,  de  los  cuales  dos  so- 
lamente parecían  inéditos.  De  los  46  publicados,  á  %  les  acom- 
pañaban sus  respectivas  descripciones  físico -geológicas,  y  á 
veces  agrícola  y  minera;  los  dos  inéditos  eran  los  de  Lérida  y 
León.  Las  memorias  publicadas  eran  todas  de  individuos  del 
Cuerpo  de  Minas. 

En  el  Boletín,  del  que  había  impresos  15  tomos,  con  los  nom- 
bres españoles  de  ciencia  figuran  los  estranjeros  que  han  con- 
tribuido con  sus  trabajos  á  los  más  estimables  esclarecimientos 
de  las  varias  cuestiones  suscitadas  en  tan  prolijo  estudio. 

Se  procedió  á  la  estampación  de  dos  ediciones  del  Mapa 
general,  en  escala  de  1  á  400.000,  y  la  del  conjunto  en  la  de 
1  á  1.500.000. 

Uno  de  los  trabajos  más  importantes  de  la  Comisión  ha  sido 
el  de  la  Sinopsis  Paleontológica  de  España,  del  que  ya  han  apa- 
recido los  textos  correspondientes  á  las  especies  de  los  terrenos 
paleozoico,  triásico,  pirásico  y  cretáceo,  y  parte  del  numulítico. 

En  el  año  1895,  y  con  motivo  de  estarse  haciendo  el  Mapa 
geológico  internacional  de  Europa,  tanto  el  Director  de  la  Co- 
misión del  Mapa  geológico  de  España  como  los  demás  ingenie- 
ros á  sus  órdenes,  se  ocuparon  en  corregir  las  hojas  que  á  Es- 
paña se  referían,  demostrándose  así  de  un  modo  evidente  que 
los  estudios  geológicos  merecen  y  obtienen  entre  nosotros;  toda 
la  atención  que  se  les  concede  en  las  naciones  más  adelantadas, 
gracias  al  celo  y  los  desvelos  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas* 

Se  ha  redactado  un  libro  que  contiene  la  descripción  geoló- 
gica de  España  y  servirá  como  explicación  al  Mapa  que  en  es- 
cala de  1  por  400.000  ha  publicado  la  Comisión. 

En  1895  una  Real  orden  incorpora  al  Cuerpo  facultativo  de  ar- 
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chiveros,  bibliotecarios  y  acnlicuarios  la  Biblioteca  de  la  Comi- 
sión del  Mapa  geológico. 

Ninguna  disposición  se  ha  dado  en  estos  últimos  años  que  al- 
tere la  organización  que  hemos  dicho  tiene  este  Centro,  y  antes 
al  contrarío,  el  reglamento  del  Cuerpo  y  el  del  régimen  general 
para  la  minería  de  1905  confirman  las  atribuciones  á  sus  indi- 
viduos conferidas.  Las  leyes  de  Presupuestos  vienen  consig- 
nando las  cantidades  necesarias  para  su  sostenimiento,  así 
como  para  las  indemnizaciones  al  personal  facultativo  en  sus 
trabajos  de  campo. 


SERVICIOS  ESPECIALES 

DEL  CUERPO  DE  INGENIEROS  DE  MINAS 

AGREGADOS  A  LA  COMISIÓN  DEL  MAPA  GEOLÓGICO 

Comisión  de  Trlan|puiaeién.— Gomo  hemos  dicho  en  la 
página  534,  al  disponerse  en  1859  que  la  Comisión  del  Mapa 
geológico  de  España  se  agregara  á  la  Junta  general  de  Estadís- 
tica, los  ingenieros  de  minas  se  ocuparon  en  hacer  las  triangu- 
laciones geodésicas;  así  continuó,  y  en  1870  el  Ingeniero  jefe  de 
la  Comisión  de  cuencas  dio  cuenta  de  los  trabajos  ejecutados 
para  la  triangulación  de  primero  y  segundo  orden,  en  una  Me- 
moria remitida  á  la  Comisión  del  Mapa  geológico,  acompañada 
de  doce  grandes  planos  que  contienen  los  detalles  topográficos 
correspondientes  á  los  valles  Candín^  Viso  y  Meriñan,  Sama  y 
Samuño,  San  Juan,  Minera,  Mieres,  Olloniego,  Loredo,  Ablaña, 
Valdecuña,  Ujo,  VillaUana,  Soto-Rey  y  las  comarcas  de  Valli- 
nes.  Mata  de  la  Vega,  Jalón  de  Nava,  Pola  de  Siero,  Grandota, 
San  Justo,  La  Parte  y  Serrón. 

Al  constituirse  la  Dirección  del  Instituto  Geográfico,  por  el 
decreto  de  12  de  Septiembre  de  1870,  se  le  encomendaron  los 
servicios  que  correspondían  á  la  Junta  de  Estadística,  excepción 
de  los  del  Mapa  geológico,  que  ya  hemos  dicho  constituyeron 
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Comisión  separada,  pasando  ambos  centros  á  depender  del  Mi- 
nisterio de  Fomento.  Las  triangulaciones  quedaron  en  el  Insti- 
tuto Geográfico  y  Estadístico,  figurando  como  geodestas  tres 
ingenieros  de  minas,  entre  los  encargados  de  los  trabajos  geo- 
désicos de  primeí  orden;  además,  entre  lo»  Vocales  de  la  Junta 
consultiva  del  Instituto  había  dos  Inspectores  generales  del 
Cuerpo  de  Minas. 

Ahora  bien,  y  como  hemos  dicho  en  el  principio  del  Capí- 
tulo VI,  la  estabilidad  de  los  mojones  que  se  fijan  sobre  el  te- 
rreno al  demarcar  las  pertenencias  no  se  hacía  con  todas  las 
precauciones  que  son  de  desear  para  dar  la  conveniente  fijeza  á 
la  propiedad  minera.  Para  conseguir  esta  invariabilidad  se  die- 
ron muchas  Reales  órdenes,  circulares  y  toda  clase  de  instruc- 
ciones, y  á  esta  consideración  obedeció  también  el  que  los  in- 
genieros de  Minas  hicieran  los  primeros  trabajos  de  triangu- 
lación. 

Trazado  de  meridianas.— La  Junta  Superior  facultativa  de 
Minería  tuvo  ocasión  de  exponer  al  Gobierno  los  gravísimos 
inconvenientes  que  podían  resultar  para  la  propiedad  minera 
de  observar  lo  dispuesto  en  la  ley,  acerca  de  las  demarcaciones 
de  las  concesiones,  fijando  los  rumbos  de  su  perímetro  por  la 
orientación  magnética,  consignando: 

Que,  sea  la  que  quiera  la  perfección  de  los  instrumentos  que 
se  empleen  en  la  demarcación  de  las  minas,  y  por  mucho  que 
se  esmeren  los  ingenieros  al  ejecutar  las  operaciones,  siempre 
tendrán  que  aparecer  grandes  diferencias  en  los  deslindes  que 
se  practiquen  algunos  años  después,  porque  hay  una  causa  de 
error  independiente  de  la  habilidad  del  que  opera:  la  variación 
de  la  declinación  magnética. 

Que,  reconocida  la  instabilidad  del  Norte  magnético  y  la  im- 
posibilidad, en  la  mayor  parte  de  los  casos,  de  relacionar  los 
mismos  rumbos  en  dos  épocas  distintas,  sería  indispensable  la 
adopción  del  Norte  verdadero  para  designar  las  pertenencias 
mineras;  así  como  el  trazado  de  meridianas  terrestres  en  las  ca- 
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pítales  de  provincia  y  centros  importantes  de  los  distritos  mi- 
neros, á  fin  de  poder  comparar  los  instrumentos  que  se  empleen 
y  facilitar  las  demarcaciones  y  deslindes. 

Estas,  entre  otras  de  menos  importancia,  fueron  las  razones 
en  que  se  fundó  el  Real  decreto  de  22  de  Abril  de  1881  creando 
la  Comisión  para  el  trazado  de  Meridianas,  que  tenía  que  pro- 
ceder á  trazar  en  las  capitales  de  provincia  y  centros  importan- 
tes de  las  comarcas  mineras  líneas  meridianas,  terrestres,  fijas 
y  estables,  de  manera  que  en  cualquier  momento  puedan  loa 
empleados  del  Gobierno  y  los  particulares  observar  en  ellos  la 
declinación  de  la  brújula  que  empleen  en  las  observaciones 
mineras.  La  Comisión  se  componía  de  un  Ingeniero  jefe  de 
minas,  Presidente,  del  Ingeniero  jefe  de  la  provincia  en  que  se 
trazaba  la  meridiana  y  de  un  Ingeniero  subalterno.  Por  Real 
orden  de  4  de  Mayo  siguiente  se  nombró  el  pei'sonal  que  debía 
desempeñar  aquellos  cargos. 

Pero  las  dificultades  de  subvenir  con  los  cortos  recursos 
puestos  á  su  disposición  á  los  cuantiosos  gastos  que  exige  el 
transporte  del  material  necesario,  y  la  construcción  de  las  se- 
ñales colocadas  sobre  el  terreno,  la  escabrosidad  del  terreno 
impidiendo  en  muchos  casos  el  emplazamiento  de  los  delicados 
aparatos  empleados,  y  la  falta  de  conservación,  en  muchos 
casos,  de  los  puntos  tan  costosamente  fijados,  dio  lugar  á  que 
la  Junta  Superior  facultativa  de  Minería  en  1893  fuera  per- 
diendo su  entusiasmo  por  el  trazado  de  las  meridianas  y  pen- 
sara de  nuevo  en  la  triangulación  como  base  más  fija  para  la 
inalterabilidad  que  se  pretende  en  las  demarcaciones.  La  Comi- 
sión de  Meridianas  cesó  en  1897. 

La  Junta  proponía  que  se  establecieran  vértices  de  triangula- 
ción en  las  comarcas  mineras  más  importantes,  á  fin  de  que  se 
relacionaran  con  ellos  los  puntos  de  partida  de  las  concesiones; 
pero  esto  no  pasó  de  la  expresión  del  buen  deseo  de  la  Junta, 
y  de  ser  una  demostración  más  de  su  celo  é  interés  por  que  el 
servicio  se  practicara  con  las  mayores  garantías  de  acierto  ► 
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Aunque  esta  propuesta  no  fué  por  el  pronto  tomada  en  consi- 
deración, sirvió,  sí,  de  base  y  fundamento  para  el  Real  decreto 
de  15  de  Agosto  de  1903,  que  disponía: 

Se  procederá  á  trazar  en  cada  una  de  las  comarcas  mineras 
de  importancia  una  red  de  pequeños  triángulos,  cuyos  vértices, 
ente  definidos,  servirán  para  que  los  ingenieros  de 
jtinados  en  los  distritos,  al  practicar  operaciones  de 
lacionen  con  ellos  los  puntos  de  partida  y  las  estacas 
imetros  de  las  concesiones  existentes  y  de  los  regis- 
^ayan  demarcando. 

cumplimiento  de  este  decreto  *se  nombró  una  Comi- 
igenieros  de  Minas,  cuyo  número  de  individuos  deberá 
3  la  Dirección  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio, 
le  Presupuestos  de  1906  lleva  á  depender  de  la  Direc- 
tfapa  geológico  á  la  Comisión  de  Triangulación,  y  en 
Febrero  se  dispone  que  el  personal  que  á  ésta  estaba 
se  también  al  Mapa,  encomendándoles  también  que 
del  levantamiento  de  planos  en  las  comarcas  mineras 
Lancia. 

i  subterráneas.  — Ya  el  reglamento  orgánico  del 
e  Minas  de  21  de  Enero  de  1905,  en  su  art.  !á8,  anun- 
i  la  Comisión  del  Mapa  geológico  se  dedicaría  á  la  in- 
in  de  las  aguas  subterráneas  y  minero-medicinales. 
)ortancia  que  para  la  agricultura  tiene  el  descubri- 
^  estos  manantiales  de  riqueza,  y  el  interés  que  el  pro- 
erario  ofrece,  aumentado  si  cabe  en  estos  últimos 
la  hecho  que  el  Ministro  de  Fomento  no  se  limitara  á 
o  por  el  reglamento  prescrito  y  tratara  de  desarrollar 
illa  idea. 

evarlo  á  cabo,  en  14  de  Julio  de  1905  se  dieron  por 
eto  reglas  para  llevar  á  cabo  aquellos  trabajos,  siendo 
ipales: 

Comisión  del  Mapa  geológico  de  España  queda  en- 
ie  proceder  inmediatamente  á  determinar,  después  de 
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los  estadios  necesarios,  los  puntos  de  las  cuencas  hidrológicas 
de  nuestro  pais  donde  sea  más  probable  la  existencia  de  co- 
rrientes subterráneas  importantes,  que  puedan  alumbrarse  por 
medio  de  sondeos,  pozos  ó  galerías. 

2.^  Para  la  pronta  y  más  expedita  resolución  del  problema, 
el  personal  de  la  C!omisión  del  Mapa  geológico  se  dedicará  á 
recoger  sobre  el  terreno  cuantos  datos  juzgue  necesarios  para 
apreciar  sucesivamente  el  valor  de  las  aguas  subterráneas  en 
cada  una  de  las  dichas  cuencas  hidrográficas,  siguiéndose  en 
el  trabajo  las  instrucciones  especiales  que  para  cada  caso  d^ 
termine  el  Director  de  la  misma  Comisión. 

3.®  Sin  peijuicio  de  que  la  Comisión  del  Mapa  geológico  con- 
tinúe acopiando  datos  para  la  publicación  de  sus  mapas,  me* 
morias  y  boletín,  y  formación  de  colecciones  de  minerales,  rocas 
y  fósiles,  dedicará  por  ahora  preferentemente  el  personal  y  ma- 
terial de  que  dispone  á  los  estudios  hidrogeológicos  que  por 
este  decreto  le  encomienda. 

A  fin  de  dar  á  conocer  á  la  mayor  brevedad  posible  los  datos 
obtenidos  en  el  terreno,  el  personal  de  la  Comisión  del  Mapa 
geológico  no  dará  comienzo  á  los  estudios  de  una  cuenca  hidro- 
lógica sin  haber  ultimado  y  publicado  un  resumen  de  los  datos 
reJativos  á  la  que  antes  haya  sido  objeto  de  sus  trabajos. 

5.**  Fijados  los  puntos  en  que  con  mayor  probabilidad  de  re- 
sultados favorables  puedan  emprenderse  labores  subterráneas 
para  alumbrar  aguas  en  la  primera  cuenca  hidrográfica  de  la 
cual  se  hayan  ultimado  los  estudios,  el  Ministerio  de  Fomento 
dotará  á  la  Comisión  del  Mapa  geológico  del  personal  idóneo  y 
del  material  necesario  para  practicar  los  trabajos  de  alumbra- 
miento que  puedan  ser  de  interés  general  y  que  se  hallen  de 
preferencia  en  terrenos  de  dominio  público  ó  del  Estado. 

6.^  Si  los  puntos  señalados  para  alumbramientos  de  aguas 
subterráneas  se  hallasen  en  terrenos  de  propiedad  particular,  el 
Estado  procederá  á  la  expropiación  forzosa,  por  razón  de  utili- 
dad pública,  de  las  parcelas  que  fueran  necesarias  para  los  tra- 
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materia  de  policía  y  seguridad  están  consignadas  en  la  ley  de 
4  de  Marzo  de  1868,  que  ordena  que  «en  todas  las  minas  y  esta- 
blecimientos mineros  ejercerá  el  Gobierno  la  vigilancia  é  ins- 
pección necesarias,  con  sujeción  á  los  reglamentos»,  y  las  Bases 
de  1868,  al  sancionar  la  libertad  del  minero  «para  verificar  sus 
explotaciones  sin  sujeción  á  prescripciones  técnicas  de  ningún 
género»,  exceptúa,  como  atribuciones  de  la  Administración,  las 
de  policía  y  seguridad,  las  que,  aunque  prometidas  en  aquel 
Decreto-ley,  no  se  dictaron  hasta  el  15  de  Julio  de  1897,  en  que 
fué  aprobado  el  reglamento  de  Policía  minera,  inspirado  en 
otros  análogos  que  rigen  en  otros  países  donde  las  explotacio- 
nes han  adquirido  gran  desarrollo;  mas  como  esta  reglamenta- 
ción venía  á  restringir  la  absoluta  libertad  de  que  el  minero 
estaba  gozando,  la  Administración  encontró  dificultades  en  su 
aplicación,  que  ha  procurado  ir  venciendo  con  rigor,  aunque 
sin  violencia,  como  lo  prueban  distintas  circulares  que  ha  ve- 
nido dando  y  el  reciente  Real  decreto  de  12  de  Julio  de  1904  y 
Real  orden  de  12  de  Noviembre  del  mismo  año,  que  hemos 
mencionado  en  las  páginas  161  y  163. 

A  disminuir  el  número  de  las  víctimas  de  los  accidentes  que 
ocasionan  estas  explotaciones  se  dirigen  los  esfuerzos  de  la 
Administración;  y  de  igual  manera  que  en  otros  países  se  con- 
siguió rebajar  la  cifra  de  desgracias,  prescribiendo  las  disposi- 
ciones generales  más  adecuadas,  sin  interferir  con  los  métodos 
de  laboreo  peculiares  á  cada  explotación  y  ejerciendo  por  medio 
de  sus  agentes  una  constante  vigilancia,  también  el  estudio  de 
los  métodos  preventivos  más  recomendados  para  evitar  acci- 
dentes, como  el  conocimiento  exacto  de  nuestras  cuencas  hulle- 
ras para  llegar  á  una  reglamentación  especial,  con  las  variacio- 
nes peculiares  á  cada  una  de  ellas,  debe  constituir  la  base  de 
una  clasificación  en  categorías  de  mayor  á  menor  peligro,  que 
con  las  precauciones  adecuadas  á  dichas  categorías,  puedan 
prestar  valiosa  ayuda  al  fin  que  se  persigue. 

Reconociéndolo  así  el  Gobierno,  por  Real  decreto  del  Minisr 
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tío  de  Fomento  de  28  de  Julio  de  1905  se  creó  una  Comisión 
para  el  estudio  del  grisú,  de  los  explosivos  y  de  los  accidentes 
mineros,  cuya  misión  será: 

a)  Estudiar  las  condiciones  de  explotación  de  las  minas,  en 
lo  que  se  relaciona  con  la  seguridad,  especialmente  de  las  gri- 
sutosas. 

h)  Estudiar  los  medios  de  prevenir  en  las  minas  las  explo- 
siones de  grisú,  el  desprendimiento  espontáneo  de  éste  y  de 
otros  gases,  y  la  influencia  del  polvo  de  carbón. 

c)  Proponer  los  explosivos  que  deban  permitirse  ó  prohibir- 
se, según  los  casos  y  condiciones,  asi  como  los  procedimientos 
grisumétricos,  de  pega  de  barrenos,  lámparas  de  seguridad, 
etcétera,  etc. 

d)  Proponer  la  reglamentación  especial  en  la  explotación  de 
las  diversas  clases  de  minas  grisutosas,  y  las  modificaciones  y 
mejoras  de  que  sean  susceptibles  las  disposiciones  vigentes 
sobre  transporte,  conservación  y  empleo  de  los  explosivos  en 
general. 

e)  Practicar  las  investigaciones  y  determinaciones  experi- 
mentales necesarias  para  estos  estudios. 

f)  Formar  la  estadística  anual  de  los  explosivos  empleados 
en  las  minas  de  carbón,  y  de  los  accidentes  ocasionados  por  las 
explosiones  de  mezclas  gaseosas  y  de  polvo  de  carbón;  pudiendo 
al  efecto  comunicarse  directamente  con  los  ingenieros  jefes  de 
los  distritos. 

g)  Los  demás  cometidos  que,  relacionados  con  lo  anterior- 
mente consignado,  le  confiera  la  Superioridad. 

La  citada  Comisión  se  compone  de: 

Un  Ingeniero  Jefe  de  Minas,  que  podrá  ser  Inspector  general. 
El  Profesor  de  Laboreo  de  la  Escuela  de  Ingenieros. 
El  de  Electrotecnia  de  la  misma. 
El  de  Química  de  la  misma. 

Uno  de  los  ingenieros  afectos  al  Laboratorio  de  la  mencio- 
nada Escuela. 
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El  Ingeniero-Inspector  de  explosivo 
cienda  y 

Dos  Ingenieros-Directores  de  Minas 
de  las  Compañías  mineras  de  las  ci 
Norte  de  España,  y  otro  por  las  del  Su 

Será  secretario  de  la  Comisión  el  ing 
el  escalafón  de  los  primeros  cinco  desij 

Nombrados  los  representantes  de  laí 
constituida  la  Comisión,  han  eomenza 
forme  ál  plan  antes  indicado. 

Han.  visitado  ya  las  cuencas  de  P 
PuertoUano,  haciendo  un  estudió  de  lo 
tilación,  y  alumbrado  en  ellas  emplea 
d^l  aire  de  varios  sitios  para  su  análisi 

Últimamente,  la  catástrofe  de  las  mi 
res,  del  Paso  de  Calais,  Francia,  dio  luj 
de  26  de  Marzo  último,  dada  por  la  Pr 
Ministros,  se  expresara  la  convenienci 
los  medios  de  organizar  en  las  explol 
paña  la  formación  de  un  cuerpo  auxi 
logo  al  establecido  en  las  minas  de  V 
cuencia,  y  por  otra  Real  orden  de  3  de 
mentó,  se  ha  nombrado  á  los  ingen 
Hauser  y  Ariza,  individuos  de  la  O 
que  visiten  las  minas  de  Courriéres  y 
de  que,  después  de  hecho  el  estudio,  ] 
organizar  los  procedimientos  de  salvj 
mejor  resultado  y  sean  más  aplicables 
pañolas. 

Comisión  de  Información  huiie 

entidades  hulleras  añiladas  á  la  Liga  ] 
yada  la  idea  por  ésta  y  aceptada  con 
Fomento,  por  Real  orden  de  11  de  Ocl 
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bón  en  las  plazas  principales.— A  las  Empresas  navieras  en  ge- 
neral, y  á  las  de  siderurgia.— Y  á  las  industrias  consumidoras 
de  carbón  en  general. 


Además  de  las  Comisiones  que  hemos  citado,  la  competencia 
de  los  ingenieros  de  minas  ha  sido  reconocida  en  multitud  de 
disposiciones  y  sus  trabajos  utilizados  en  distintas  ocasiones. 

Por  decreto  de  28  de  Mayo  de  1869  se  crean  n  Madrid  y  en 
as  demás  capitales  de  provincia  las  Juntas  proviniñales  de  Agri- 
cultura, Industria  y  Comercio,  y  de  ellas  son  Vocales  natos  los 
ingenieros  jefes  de  minas. 

Por  Real  decreto  de  7  de  Febrero  de  1881  se  crea  una  Junta 
en  Madrid  para  preparar  la  Exposición  general  esT)att3la  de  la 
Industria  y  de  las  Artes,  que  posteriormente  1 1  ienv>minó  de 
minería,  artes  metalúrgica^^  cerámica  y  cristalería  y  aguas  mi- 
nerales,  y  los  ingenieros  de  minas  fueron  los  encargados  de  lle- 
var á  feliz  éxito  aq:iel  proyecto,  teniendo  lugar  su  nauguración 
en  I.*'  de  Mayo  del    -^3 

Los  terremotos  ocurridos  en  las  provincias  de  Andalucía  die- 
ron lugar  á  que  en  7  de  Enero  de  1885  se  nombrara  una  Comi- 
sión de  ingenieros  de  minas  que  fueran  á  estudiar  aquellos  fe- 
nómenos. 

El  Instituto  Geográfico  y  Estadístico  tiene  siempre  entre  sus 
individuos  un  cierto  número  de  ingenieros  de  minas.  Y,  por  úl- 
timo, la  Junta  Consultiva  de  la  Moneda,  el  Consejo  de  Instruc- 
ción pública  y  las  Academias  de  Ciencias  exactas,  físicas  y  na- 
turales y  la  de  la  Lengua  tienen  entre  sus  individuos  ingenieros 
del  Cuerpo  de  Minas. 
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MODELOS  QUE  SE  CITAN 


Modelo  núm.  1. 
Solioitud  para  explotar  subatanoias  de  la  secunda  sección. 

D.  N.  N.,  vecino  de...,  y  habitante  en  esta  ciudad,  calle  de..., 
lúm. ...,  de  profesión...,  y  de  edad  de...,  según  lo  acredita  la  cé- 
lula personal  de...  clase,  núm.  ...,  expedida  por...  en...,  á  V.  S. 
xpone:  que  en  término  municipal  de...,  paraje  que  llaman..., 
indante  (se  expresarán  los  linderos  á  todos  vientos  con  la  posi- 
ble especificación),  desea  adquirir...  pertenencias  mineras  con 
¡1  título* de...  para  explotar...  (Se  expresará  la  substancia  que 
rate  de  explotarse,  y  se  hará  la  correspondiente  designación  en 
a  forma  dispuesta  en  el  modelo  núm.  2.) 

El  terreno  es  de  la  propiedad  de  D. ...,  vecino  de... 

Por  tanto,  el  exponente, 

Suplica  á  V.  S.  que,  habiendo  por  presentado  este  escrito  y  la 
arta  de  pago  por...  pesetas  (ó  en  su  defecto,  y  hasta  tanto  que 
a  presentación  de  ésta  tenga  lugar,  el  5  por  100  en  metálico  del 
mporte  de  la  misma,  según  dispone  el  reglamento),  se  sirva 
nstruir  el  oportuno  expediente  en  la  forma  que  proceda,  con 
xreglo  á  la  legislación  vigente,  á  fin  de  que  en  su  día  se  le  ex- 
>ida  el  correspondiente  título  de  propiedad  (Ij. 

Dios,  etc. 

Fecha  y  firma. 


>r.  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  . 


(1)  Si  la  solicitud  se  presentase  en  nombre  de  otra  persona,  se  acompa- 
lará  poder  legal  en  forma  que  acredite  la  representación,  haciéndose 
onstar  esta  circustancia  en  la  solicitud. 
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Modelo  núm  2. 
Solieitnd  de  registro^ 

D.  N.  N.,  vecino  de  esta  ciudad  y  habitante  en  la  <jalle  de..., 
núm. ...,  de  profesión...,  y  de  edad  de...,  según  lo  acredita  la 

cédula  personal  de...  clase,  núm expedida  por...  en...  á  V.  S. 

expone:  que  en  término  municipal  de...,  paraje  que  llaman..., 
•lindante  (se  expresarán  los  linderos  á  todos  rumbos  con  la  posi- 
sible  especiñcación),  desea  adquirir...  pertenencias  mineras  con 
el  título  de...  de  mineral... 

Verifico  la  designación  de  este  registro  en  la  siguiente  forma: 
se  tendrá  por  punto  de  partida  el...  (Este  punto  de  partida,  de  no 
ser  indubitado  y  fijo,  se  relacionará  con  otros  del  terreno  que 
lo  sean.) 

Desde  él  se  medirán  en  dirección  N...  metros  (se  expresará  con 
toda  claridad  si  es  el  N.  magnético  ó  el  verdadero),  colocándose 
la  primera  estaca;  desde  ésta,  en  dirección  E.,  ...  metros  (y  así 
sucesivamente  hasta  que  resulte  formado  el  perímetro  de  las  per- 
tenencias solicitadas). 

Por  lo  tanto. 

Suplico  á  V.  S.  que,  habiendo  por  presentada  esta  solicitud  (se 
expresará  si  se  acompaña  la  carta  de  pago  correspondiente,  ó  en 
su  defecto,  y  hasta  tanto  que  la  presentación  de  ésta  se  haga,  el 
5  por  100  en  metálico  que  prescribe  el  reglamento),  se  sirva  dar 
al  expediente  la  instrucción  que  proceda,  á  fin  de  que  en  su  día 
se  expida  el  correspondiente  título  de  propiedad. 

Dios,  etc. 

Fecha  y  firma  (1). 


Sr.  Gobernador  civil  de  la  provincia  de. 


(1)    Para  estas  solicitudes  se  exigirán  las  mismas  formalidades  expresa- 
das en  el  modelo  anterior  y  presentación  del  poder. 
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Modelo  núm.  4 
Solicitud  de  galería  c 

D.  N.  N.,  vecino  de  esta  ciudad,  hal 
núm....,  de  profesión...,  y  de  edad...,  se 
personal  de...  clase,  núm.  ...  expedida  ] 
Que  desea  hacer  las  obras  conducentes 
lería  general  de...  (investigación,  desa^ 
nombrará...,  en  término  de...  paraje  qi 
con  arreglo  en  nn  todo  á  la  Memoria  y 
mados  por  el  Ingeniero  de  Minas  D...  {í 
nación  con  arreglo  al  modelo  núm.  2,  y 
biese  terreno  franco,  se  hará  constar  lot 
ños  de  las  concesiones  interesadas,  acó 
tos  justificativos,  y  de  no  existir  los  coi 
trucción  del  expediente  de  utilidad  pul 

En  atención  á  lo  expuesto, 

A  V.  8.  suplica  que,  habiendo  por  j 
con  los  documentos  que  la  acompañan,  s 
la  tramitación  que  proceda,  á  fin  de  qu 
la  autorización  que  solicito  para  la  ape 

Dios,  etc. 


Sr.  Gobernador  civil  de  la  provincia  d< 
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acia  de,.. 

otorgarle  la  concesión...,  cuyo  ex- 
;érmino  de...,  de  esta  provincia,  he 
.  que  se  le  expida,  conforme  á  lo 
29  de  Diciembre  de  1868,  el  pre- 
,..  pertenencias,  que  componen... 
1,  en  la  forma  que  se  fija  en  el  ad- 
ngeniero  Jefe  D.  ...,  fechado  en... 
ón  de  cumplir  las  condiciones  ge- 
islación  vigente  (y  en  su  caso,  las 
m.  Se  dejará  con  este  objeto  uu 
a  inserción  de  estas  condiciones.) 
título,  que  va  sellado  con  el  sello 
,  concedo  en  nombre  de  S.  M.  á. . . 
mtras  cumpla  con  las  expresadas 


El  Gobernador, 

\a  de,.. 

distrito  al  folio...  del  libro  corres- 

?  Ingeniero  Jefe  del  distrito, 
08  correspondientes. 
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MINAS 

Expediente  de.. . 
Número...  (El  que  le  I 
Para...  nombrada. 


Interesado 

D 

Representante:  D. 


Núm( 
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